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1. Disposiciones generales
Consejería de la Presidencia, Administración Pública 
e Interior

Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, por el que se establecen medidas urgentes 
y extraordinarias relativas a la seguridad en las playas, medidas administrativas 
en el ámbito educativo, y otras medidas complementarias ante la situación 
generada por el coronavirus (COVID-19).

I

Con motivo de la crisis sanitaria originada por el brote de coronavirus COVID-19 se 
han venido adoptando, tanto a nivel autonómico como nacional, medidas urgentes de 
respuesta que se añaden a las actuaciones en el ámbito comunitario e internacional. 

Por la Comunidad Autónoma de Andalucía, con fecha 13 de marzo, se adoptaron ya 
una serie de medidas preventivas de salud pública como consecuencia de la situación y 
evolución del COVID-19, medidas que fueron complementadas por otras adoptadas con 
fecha 14 de marzo, todas ellas dirigidas a proteger a las personas del riesgo de contagio, 
atender a las que son especialmente vulnerables, y garantizar la prestación de servicios 
sanitarios y sociales esenciales.

En esa misma fecha, el Gobierno de la Nación mediante Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, y ratifica todas las disposiciones y medidas adoptadas 
previamente por las autoridades competentes de las Comunidades Autónomas y de las 
entidades locales con ocasión del coronavirus. 

El estado de alarma aprobado mediante el citado real decreto, entre otras cuestiones 
a las que afecta, restringe la libertad de circulación de personas, modificando la forma 
de trabajar de muchas de ellas, determina el cierre de centros educativos, prevé 
medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial, equipamientos culturales, 
establecimientos y actividades recreativas, actividades de hostelería y restauración, y 
otras adicionales.

La prórroga del estado de alarma, acordada por sucesivos reales decretos, continúa 
con la situación de parálisis que afecta a los diferentes sectores económicos y productivos, 
así como a los diferentes niveles educativos, produciendo un gran impacto perjudicial en 
la sociedad.

De otra parte, la suspensión de términos y la interrupción de plazos que se determinan 
en la disposición adicional tercera del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
afecta a multitud de procedimientos administrativos provocando la interrupción en la 
tramitación de muchos de ellos que, sin estar en las excepciones que dicha disposición 
contempla, tienen una incidencia directa en servicios tales como los educativos, dilatando 
en el tiempo los plazos de resolución inicialmente previstos.

En las últimas semanas, atendiendo a la evolución de la crisis sanitaria, se han ido 
aprobando por este Gobierno diversas medidas económicas y sociales de amplio alcance, 
dirigidas a proporcionar liquidez a la economía, mantener el empleo, así como proteger a 
las familias y a las personas más vulnerables. 

En el momento actual, el Gobierno de la Nación ha iniciado un proceso de reducción 
gradual de las medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del contacto social 
establecidas mediante el citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Así, el pasado 28 
de abril de 2020 el Consejo de Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una nueva 
normalidad que establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución 
de la normalidad. 00
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Las circunstancias ahora detalladas determinan la necesidad de articular mediante 
las disposiciones que se recogen en este decreto-ley, las previsiones necesarias para 
aliviar las consecuencias de las medidas adoptadas y expuestas, y empezar a dibujar el 
escenario propicio de vuelta a la denominada nueva normalidad, incluyendo las medidas 
necesarias en este nuevo contexto en el que se han identificado distintas fases, tanto 
de desescalada como de una posible reactivación de medidas necesarias en el caso de 
nuevos repuntes en los contagios. 

En esta línea, se considera necesario y urgente facilitar el desarrollo de actividades 
como la de fabricación a medida de productos sanitarios en el sector privado, reduciendo 
las cargas tributarias en los procedimientos para iniciar, mantener y modificar la actividad 
de fabricación de productos sanitarios a medida; se continúa con las medidas de apoyo 
al sector hostelero en relación con la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar; 
y se considera necesario acometer, también de manera urgente, medidas en materia de 
reintegros de subvenciones concedidas por las agencias públicas empresariales.

A tales efectos, y conforme se detalla en los apartados siguientes de este expositivo, 
se recogen, entre otras, medidas dirigidas a crear las condiciones de seguridad necesarias 
para el uso de playas; se adoptan medidas de simplificación y de reanudación de plazos 
de determinados procedimientos administrativos en el ámbito educativo; se establece un 
nuevo plazo de pago para las tasas fiscales relativas a las máquinas recreativas y de azar 
devengadas el 1 de enero de 2020; se adoptan medidas concretas respecto a la tasa 
por solicitud de licencia de funcionamiento para la fabricación de productos sanitarios 
a medida; y se modifica la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística 
de Andalucía. Todas estas medidas que ahora se adoptan, requieren de una acción 
normativa inmediata, y en un plazo más breve que el establecido para la vía normal o por 
el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes. 

I I

La situación de emergencia de salud pública provocada por el COVID-19 y su 
expansión mundial carece de precedentes. 

La evolución dinámica de la crisis ha determinado que se deba acompasar la adopción 
progresiva de medidas que se ajusten a las exigencias de cada momento, valorando 
además en la adopción de algunas de ellas que esta situación de crisis sanitaria y de 
alerta se prolongue o se reitere en el tiempo. 

Igualmente, la dinámica de la enfermedad y de la situación epidemiológica, hacen 
que se avance hacia nuevas etapas en la gestión de la crisis sanitaria, etapas en las que 
desde la perspectiva de protección de la salud se puedan tomar medidas de reinicio de 
determinadas actividades recreativas y de ocio, tales como el uso y disfrute de las zonas 
y aguas de baño de las playas andaluzas.

Iniciado el proceso de reducción de las medidas extraordinarias de restricción de la 
movilidad y del contacto social establecidas mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, y como se ha expuesto en os apartados precedentes, por Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 28 de abril de 2020, se ha aprobado el Plan para la desescalada de 
las medidas extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, 
en el que el proceso descrito se concibe de modo gradual, asimétrico, coordinado con 
las Comunidades Autónomas, y adaptable a los cambios de orientación necesarios 
en función de la evolución de los datos epidemiológicos y del impacto de las medidas 
adoptadas. Este proceso articulado en cuatro fases, fase 0 a fase 3, ha de ser gradual 
y adaptable a los cambios de orientación necesarios en función de la evolución de los 
datos epidemiológicos y del impacto de las medidas adoptadas. 00
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En este momento, Andalucía se encuentra en la mayoría de sus provincias en 
la fase 1 del citado proceso. En este nuevo contexto que se empieza a dibujar, deben 
adoptarse por tanto de forma urgente, las medidas precisas para asegurar dicho retorno 
a la normalidad con todas las condiciones de seguridad exigibles. El objetivo fundamental 
que se establece en el citado Plan es conseguir que, manteniendo como referencia 
fundamental la protección de la salud pública, se recupere paulatinamente la vida cotidiana 
y la actividad económica, minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud 
de la población y evitando que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan 
desbordar, incluyendo parámetros fundamentales para la toma de decisiones, en los 
siguientes ámbitos:

- Salud pública, a partir de los datos que evalúan las capacidades estratégicas que 
deben reforzarse en cuatro ámbitos: una asistencia sanitaria reforzada; un modelo eficaz 
y seguro de alerta y vigilancia epidemiológica; una rápida identificación y contención de 
las fuentes de contagio y un reforzamiento de las medidas de protección colectiva.

- Movilidad en el interior del país y fuera de sus fronteras, muy vinculada a un posible 
aumento del riesgo de contagio.

- Impacto social de la enfermedad, de las medidas adoptadas para contenerla y del 
proceso de desescalada en los colectivos sociales más vulnerables.

- Impacto económico, medido a partir de la evaluación de la situación por sectores, en 
especial aquellos con más capacidad de arrastre y los más duramente afectados por la 
crisis sanitaria.

En consonancia con lo expuesto, iniciado el proceso de desescalada en todo el país, 
y estando próximo el inicio de la próxima temporada de baño, deben establecerse con 
carácter urgente las medidas necesarias que establezcan las condiciones pertinentes para 
garantizar la protección de las personas y la coordinación de las emergencias ordinarias, 
extraordinarias y de protección civil, en el ámbito de las playas de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 

Las restricciones impuestas, entre otras, a la libre circulación de personas tanto a 
nivel nacional como internacional han afectado enormemente a multitud de sectores 
económicos, y entre ellos, al turismo, para el que se ha producido una caída sin 
precedentes en su demanda, con importantes consecuencias para las zonas de playa de 
Andalucía que han sufrido ya una importante pérdida de visitantes. Tras la introducción de 
las primeras medidas de distanciamiento social, se mantuvo todavía un tono económico 
positivo salvo por algunos sectores como el turístico, directamente afectado por la caída 
de demanda internacional y el progresivo cierre de fronteras.

No puede olvidarse que el turismo es un sector estratégico en nuestra Comunidad 
Autónoma, aportando más del 13% al PIB. En 2019 visitaron Andalucía más de 32,5 
millones de turistas, ascendiendo los ingresos generados por turismo en este último año 
a 22.640 millones de euros. Andalucía se puede considerar, además, como un destino 
de sol y playa, contando con un total de 372 playas, que se extienden a lo largo de 603 
Kms. de costa. El litoral andaluz, según los últimos datos publicados, ha recibido a 17,6 
millones de turistas durante 2018, lo que supone el 57,5% del total de turistas que visitaron 
la Comunidad Autónoma en este año, algo más de la mitad del turismo del litoral andaluz 
(51,7%) es residente en España y el 48,3% restante viene del extranjero.

La actividad realizada, con más frecuencia, por las personas que visitan nuestro litoral 
durante su estancia se centra en el uso y disfrute de la playa, llevada a cabo por el 75,6% 
de las mismas. Asimismo. destaca que el porcentaje de turistas de litoral que en el año 
2018 visitaron Andalucía habiéndola visitado también el año anterior, se ha estimado en 
el 68,7%, un grado de fidelidad que es superior en algo más de siete puntos porcentuales 
al que presenta la media del total de turistas de Andalucía (61,3%), a lo que se une que 
unos de los aspectos más y mejor valorados del destino turístico andaluz es la seguridad 
ciudadana. 00
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Solo el establecimiento de las condiciones adecuadas en el plazo más breve posible 
permitirá generar el marco de garantía que contribuya a favorecer la recuperación de la 
confianza, y que ello redunde en la reactivación del sector turístico.

En este sentido, como pilar fundamental de las medidas que se establecen 
en el Capítulo I de este decreto-ley, se regula la necesidad de la elaboración por los 
Ayuntamientos de un plan de contingencia para el COVID-19 en el que se establecerán las 
medidas necesarias que permitan garantizar el uso seguro de las playas, en el plazo de un 
mes desde la entrada en vigor de este decreto-ley. Así mismo, se establece un Catálogo 
General de Playas de Andalucía, que estará a disposición de la ciudadanía también en 
el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este decreto-ley, se determinan los 
diferentes criterios de riesgo que van a ser tomados en consideración para la clasificación 
de las playas así como para la determinación de sus grados de protección, y por último, 
se regula la necesidad de elaboración por los Ayuntamientos de los planes de seguridad 
y salvamento de las playas y se establecen las medidas de prevención de las diferentes 
situaciones de emergencias producidas en las playas, tanto de carácter ordinario 
como extraordinario, entre las que se incluyen las derivadas de los riesgos sanitarios o 
biológicos, en el marco de la protección civil, y las medidas de coordinación operativa 
aplicables a tales situaciones.

En relación con las competencias sobre las que se erigen el establecimiento de estas 
medidas, debe partirse de que los artículos 114 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de 
Costas, y 224 de su Reglamento General, aprobado por Real Decreto 876/2014, de 10 
de octubre, prevén que las Comunidades Autónomas ejercerán aquellas competencias 
relacionadas con el ámbito de aplicación de dicha ley que tengan atribuidas en virtud de 
sus respectivos Estatutos de Autonomía. Por otra parte, el artículo 115 de la citada ley, el 
225 de su Reglamento General, se refiere a las competencias municipales, estableciendo 
que las mismas podrán abarcar, entre otras, el mantener las playas y lugares públicos 
de baño en las debidas condiciones de limpieza, higiene y salubridad, así como vigilar 
la observancia de las normas e instrucciones dictadas por la Administración General del 
Estado sobre salvamento y seguridad de las vidas humanas, en los términos previstos 
por la legislación que dicten las Comunidades Autónomas. 

El Estatuto de Autonomía para Andalucía dispone en su artículo 66 la atribución a 
la Comunidad Autónoma de la competencia exclusiva en materia de protección civil que 
incluye, en todo caso, la regulación, la planificación y ejecución de medidas relativas a 
las emergencias y la seguridad civil, así como la dirección y coordinación de los servicios 
de protección civil, que incluyen los servicios de prevención y extinción de incendios 
respetando las competencias del Estado en materia de seguridad pública. Asimismo, 
en su artículo 37.1.25.º considera como principio rector de las políticas públicas de la 
comunidad autónoma la atención y protección civil ante situaciones de emergencia, 
catástrofe o calamidad pública.

Asimismo, establece la atribución a la Comunidad Autónoma de títulos competenciales 
relacionados con la gestión de emergencias en materias tales como la ordenación y 
ejecución de las medidas destinadas a preservar, proteger y promover la salud pública en 
todos los ámbitos, artículo 55, o medio ambiente, espacios protegidos y sostenibilidad y 
sus principios orientadores, artículo 57, entre otras competencias.

Por su parte, la Ley 2/2002, de 11 de noviembre, de Gestión de Emergencias en 
Andalucía, constituye la norma que regula la gestión de las emergencias que pudieran 
producirse en el ámbito territorial de Andalucía, sin perjuicio, de una parte, de la normativa 
sectorial que pudiera incidir en la materia, y de otra de lo dispuesto en la Ley 17/2015, de 9 
de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, especialmente en los aspectos relativos 
a la regulación de aquellas situaciones de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública 
declaradas de interés nacional. En este sentido, se entiende por emergencias como el 
conjunto de acciones de las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, dirigidas 
a la protección de la vida e integridad de las personas y los bienes, en situaciones de 00
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grave riesgo colectivo, catástrofes y calamidades públicas, así como en aquellas otras 
situaciones no catastróficas, que requieran actuaciones de carácter multisectorial y la 
adopción de especiales medidas de coordinación de los servicios operativos. Para llevar 
a cabo dichas acciones, las Administraciones Públicas establecerán un sistema integrado 
que dé respuesta a una efectiva coordinación, dirección y control de las actuaciones 
necesarias, basado en la colaboración entre las mismas y, en su caso, con entidades de 
carácter privado y la ciudadanía en general.

En este marco de principios y atribuciones, la franja litoral de Andalucía es 
contemplada como un recurso natural particularmente atractivo y utilizado. Al soportar 
una elevada presión de uso, demanda una especial atención y ordenación institucional 
por ser un espacio frágil proclive a desequilibrios producto de la acción humana, y más 
concretamente en la situación actual que ha provocado la crisis sanitaria del COVID-19.

Este reconocimiento del valor territorial debe ir acompañado del establecimiento de las 
debidas garantías en materia de seguridad, prevención y coordinación de las emergencias 
que puedan producirse, para el uso y disfrute del litoral.

Todas estas medidas en el sentido en el que se ha expuesto en los apartados 
precedentes, responden a una situación imprevisible que requieren de una respuesta 
inmediata para la que la tramitación ordinaria de una disposición resultaría ineficaz, y 
responden a la finalidad de ofrecer, por parte del Gobierno andaluz, un escenario de 
confianza y garantía para la apertura de las playas de Andalucía en condiciones de 
seguridad, que permita reconocerlas como playas seguras. 

I I I

El artículo 52 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, establece las competencias 
que corresponden a la Comunidad Autónoma en materia de enseñanza no universitaria; el 
artículo 10.3 2.º garantiza el acceso de todos los andaluces a una educación permanente 
y de calidad que les permita su realización personal y social, y el artículo 21 explicita los 
derechos concretos que deben respetarse y garantizarse en esta materia. 

En el ámbito de las medidas recogidas en el Capítulo II del presente decreto-ley, el 
artículo 21.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía proclama el derecho de todas 
las personas a acceder en condiciones de igualdad a los centros educativos sostenidos 
con fondos públicos y prevé el establecimiento de criterios de admisión, al objeto de 
garantizarla en condiciones de igualdad y no discriminación.

En este sentido, el artículo 52.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía reconoce 
la competencia compartida de la Comunidad Autónoma sobre los criterios de admisión del 
alumnado, sin perjuicio de lo recogido en el artículo 149.1.30.ª de la Constitución, a tenor 
del cual corresponde al Estado dictar las normas básicas para el desarrollo del artículo 
27 del texto constitucional, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los 
poderes públicos en esta materia. Asimismo, el artículo 52.1 establece la competencia 
exclusiva de la Comunidad Autónoma para aprobar directrices de actuación en materia 
de recursos humanos y el artículo 52.2 la competencia compartida para el desarrollo de 
la política de personal al servicio de la Administración educativa y para establecer los 
requisitos de los centros y el control de la gestión de los centros privados sostenidos con 
fondos públicos.

Finalmente, el artículo 47.1.1.º del Estatuto de Autonomía para Andalucía establece, 
como competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, el procedimiento administrativo 
derivado de las especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma, 
respetando, en todo caso, lo dispuesto en el artículo 149.1.18.º de la Constitución, 
que faculta al Estado para fijar las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
públicas. 00
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El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, establece en su disposición adicional 
tercera la suspensión de términos y la interrupción de los plazos para la tramitación de los 
procedimientos de las entidades del sector público. Asimismo dispone que el cómputo de 
dichos plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el citado real decreto 
o, en su caso, las prórrogas del mismo.

Esta suspensión de términos e interrupción de los plazos administrativos ha 
supuesto un considerable retraso en los procedimientos de escolarización del alumnado 
en determinadas enseñanzas, así como en los de admisión en residencias escolares, 
escuelas-hogar y servicios complementarios de aula matinal, comedor escolar y 
actividades extraescolares, lo que hace necesario adoptar determinadas medidas 
extraordinarias tendentes a simplificar los procedimientos administrativos y a modificar 
los plazos y el calendario de actuaciones previsto para el curso 2020/2021, con objeto de 
que dicho curso pueda iniciarse con normalidad en las fechas recogidas en la normativa 
vigente.

Asimismo, las referidas medidas de suspensión de términos e interrupción de plazos 
administrativos ha repercutido en los procedimientos planificados a desarrollar en el año 
en curso, relativos a la selección del profesorado y a la provisión de puestos docentes para 
acometer el inicio del curso escolar 2020/2021, así como a la selección y nombramiento 
de directores y directoras de centros docentes públicos cuya titularidad corresponde a la 
Administración de la Junta de Andalucía.

En la modificación que se efectúa de la disposición adicional tercera del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el artículo único, apartado cuatro, del Real Decreto 465/2020, 
de 17 de marzo, se establece expresamente que las entidades del sector público podrán 
acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos administrativos que 
sean indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento de 
los servicios públicos. Ello reviste particular importancia tanto para los procedimientos de 
escolarización como para los procedimientos de selección del profesorado y de provisión 
de puestos de trabajo docentes, en los que concurren ambas circunstancias, toda vez 
que la realización en tiempo y forma de los citados procedimientos constituye un requisito 
indispensable para la correcta prestación del servicio educativo, que tiene, obviamente, la 
consideración de un servicio esencial de interés general.

Por todo ello, se considera imprescindible la continuación o el inicio de los 
procedimientos administrativos relativos a la admisión del alumnado en los centros 
docentes sostenidos con fondos públicos que imparten las diferentes enseñanzas del 
sistema educativo andaluz, así como en los servicios complementarios, con objeto de 
garantizar a las familias una adecuada escolarización de sus hijos e hijas para el curso 
2020/2021, asegurando que una adaptación de los plazos de admisión y matriculación 
previstos en las normas procedimentales de escolarización de determinadas enseñanzas 
y servicios educativos no lesione a las familias por la situación excepcional de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

En este sentido, se habilita a la Consejería competente en materia de educación 
para establecer los calendarios de actuaciones de los procedimientos de admisión del 
alumnado en dichos centros docentes para cursar las enseñanzas de educación infantil, 
educación primaria, educación especial, educación secundaria obligatoria, bachillerato, 
enseñanzas elementales y profesionales de música y danza, enseñanzas profesionales 
de artes plásticas y diseño, enseñanzas de idiomas de régimen especial y enseñanzas 
artísticas superiores en el curso 2020/2021, así como en las residencias escolares, las 
escuelas hogar y en los servicios complementarios de aula matinal, comedor escolar y 
actividades extraescolares prestados por los centros docentes públicos.

De otra parte, se simplifica el procedimiento de admisión correspondiente a dicho 
curso para las enseñanzas de segundo ciclo de educación infantil, educación primaria, 
educación especial, educación secundaria obligatoria y bachillerato. 00
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Además, para completar la escolarización en todos los centros que conforman el 
sistema educativo público de Andalucía, se ha previsto dar también por finalizado el período 
de suspensión de términos e interrupción de plazos administrativos del procedimiento 
para acogerse al régimen de conciertos educativos, o la renovación o modificación de 
los mismos, para el curso académico 2020/2021, reanudando su tramitación. De igual 
modo se ha considerado reanudar los plazos de los procedimientos de inscripción en las 
pruebas para la obtención de los títulos de graduado en educación secundaria obligatoria 
y de bachiller para personas mayores de 18 o 20 años, respectivamente. Asimismo, se 
ha estimado pertinente establecer la continuación de los procedimientos administrativos 
en materia de autorización de centros docentes, al concurrir en ellos las circunstancias 
de resultar indispensables para la protección del interés general y para el funcionamiento 
básico de los servicios, por cuanto transfieren, a las personas o entidades titulares de los 
centros que por ellos se autorizan, facultades relativas al servicio público educativo.

Del mismo modo, para los procedimientos iniciados con anterioridad a la declaración 
del estado de alarma, se ha considerado necesario adoptar una medida de simplificación 
del procedimiento de autorización regulado por el Decreto 109/1992, de 9 de junio, sobre 
autorizaciones de Centros Docentes Privados, para impartir Enseñanzas de Régimen 
General, que permita compensar los retrasos producidos en su tramitación por la 
suspensión de términos y la interrupción de los plazos administrativos y que, de este 
modo, las autorizaciones que de ellos se deriven puedan, en su caso, surtir efectos a 
partir del curso 2020/2021.

Asimismo, se ha estimado oportuno modificar el actual desarrollo de los procesos de 
selección y evaluación de los directores y directoras de los centros docentes públicos no 
universitarios de los que es titular la Junta de Andalucía, para así proveer desde el actual 
marco normativo y con todas las garantías procedimentales, unos procesos que permitan 
configurar los nombramientos previstos para el ejercicio de la dirección con carácter 
general a partir del 1 de julio de 2020. 

También se considera indispensable para el funcionamiento básico del servicio 
educativo la continuación o, en su caso, el inicio de los procedimientos relativos a la 
selección del profesorado y a la provisión de los puestos de trabajo docentes para el 
curso escolar 2020/2021. A tales efectos, el presente decreto-ley dispone que se inicien 
o, en su caso, se continúe con la tramitación de los mismos.

Por lo que respecta a la selección del personal funcionario de carrera, se incluyen 
los procedimientos selectivos de ingreso, acceso y adquisición de nuevas especialidades 
en los cuerpos de personal funcionario docente a que se refiere la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación. En cuanto a la selección del personal funcionario interino, 
se llevará a cabo mediante el acceso ordinario y extraordinario del personal a las bolsas 
de trabajo de la Consejería competente en materia de educación para cada una de las 
especialidades de los cuerpos docentes. 

En cuanto a la provisión de puestos de trabajo docentes se incluyen todos aquellos 
procedimientos para la cobertura, con carácter definitivo o provisional, de puestos 
vacantes con objeto de cubrir las necesidades de los centros, zonas y servicios educativos. 
Entre dichos procedimientos se incluyen los de provisión por concurso de méritos, los 
procedimientos de provisión de puestos de trabajo con carácter provisional, la cobertura 
de puestos de trabajo de profesorado especialista, de puestos específicos, así como los 
motivados por razón de violencia de género y atención a víctimas del terrorismo.

Asimismo, el presente decreto-ley dispone que puedan llevarse a efecto procedimientos 
cuya previa resolución sea necesaria para la posterior resolución de los procedimientos 
arriba referenciados.

Finalmente, en lo relativo a los procedimientos de evaluación y acreditación de 
competencias profesionales se da cobertura a la selección provisional o definitiva de 
personas que accedan al procedimiento y el desarrollo de sus diferentes fases, así como 
los servicios externalizados que ello conlleva. Asimismo, se reanuda la tramitación de 00
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los procedimientos para la obtención de títulos de Técnico y Técnico Superior de ciclos 
formativos de formación profesional del sistema educativo para el año 2020 y para la 
solicitud de exención total o parcial del módulo profesional de formación en centros de 
trabajo para el curso 2019/2020 y se traslada al mes de septiembre de 2020 la adjudicación 
de plazas escolares para el alumnado que acceda mediante prueba o curso, y se reduce 
a tres días hábiles el plazo para grabar matrículas y tramitar bajas en el procedimiento de 
escolarización en las enseñanzas de formación profesional para el curso 2020/2021.

I V

La Orden SND/310/2020, de 31 de marzo, por la que se establecen como servicios 
esenciales determinados centros, servicios y establecimientos sanitarios, no incluye a 
las instalaciones donde se fabrican los productos sanitarios a medida, pero sí indica que 
las clínicas dentales se consideran servicios esenciales ante situaciones de urgencia. 
De todo ello se concluye que la actividad de fabricación de prótesis dental, íntimamente 
relacionada con la asistencia sanitaria prestada en las clínicas dentales, ha visto mermada 
su actividad al ceñirse a los casos de urgencia, estimándose que esta tendencia se va a 
mantener en el tiempo considerando la actual situación socioeconómica.

Por otro lado, es lógico suponer que en la actual situación existirá una menor demanda 
a las personas facultativas de ortoprótesis a medida, tan solo en casos ineludibles, 
considerando que esta actuación no es posible realizarla a distancia, a lo que se une que 
en la actual situación las personas con movilidad reducida que requieran de este tipo de 
productos tenderán a permanecer en sus domicilios.

En las últimas semanas, y atendiendo a la evolución de la crisis sanitaria a nivel 
europeo e internacional, se están empezando a adoptar medidas económicas y sociales 
de amplio alcance por parte de los distintos países, dirigidas a reforzar los sistemas 
sanitarios, proporcionar liquidez a la economía y a mantener el empleo.

Se considera urgente facilitar el desarrollo de actividades como la de fabricación a 
medida de productos sanitarios en el sector privado, reduciendo las cargas tributarias de 
procedimientos para iniciar, mantener y modificar la actividad de fabricación de productos 
sanitarios a medida, un sector que en Andalucía se compone de pequeñas y medianas 
empresas.

Se articula por ello mediante la disposición final primera una doble medida sobre la 
tasa por solicitud de licencia de funcionamiento para la fabricación de productos sanitarios 
a medida: de un lado, la reducción con carácter excepcional del importe aplicable a las 
tasas de las solicitudes pendientes de resolver en el momento de declararse el estado de 
alarma, el día 14 de marzo de 2020, así como de las solicitudes que se presenten desde 
esa fecha hasta el 31 de diciembre de 2020. De otro lado, se regulariza con carácter 
definitivo el importe de dicha tasa a partir del 1 de enero del año 2021, modificando el 
precepto de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras que determina su importe. 

Con esta medida de carácter dual lo que se persigue es reducir las cargas económicas 
a este sector en los procedimientos de intervención previa a que se someten, eliminando 
un posible elemento desincentivador respecto del inicio, mantenimiento o mejora de esta 
actividad, que al referirse a los productos sanitarios a medida, tiene relación directa con la 
salud de la ciudadanía, la cual no puede sufrir una merma en el nivel de atención sanitaria 
que se les venía prestando como consecuencia de los efectos económicos negativos de 
esta crisis, lo que también se extiende al servicio prestado por aquellas personas que 
fabrican los productos sanitarios a medida que se les prescriben. Todo lo anterior justifica 
la extraordinaria y urgente necesidad de la aprobación de esta medida. 00
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De otra parte, y en relación con la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o 
azar, se continúa con las medidas de apoyo al sector de manera complementaria a las 
establecidas en el Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y 
tributario al sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas 
de emergencia social, para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus 
(COVID-19). En particular, se establece en la disposición final cuarta un nuevo plazo de 
pago para las tasas fiscales relativas a las máquinas recreativas y de azar devengadas el 
1 de enero de 2020, fijando cuatro meses posteriores a su vencimiento original. 

Con esta medida se trata de impulsar a un sector especialmente afectado por la crisis 
del COVID-19 como es la hostelería, por su contribución al mantenimiento de la actividad 
económica y especialmente del empleo, lo que justifica la extraordinaria y urgente 
necesidad de la aprobación de esta medida.

Estas modificaciones en tributos propios y cedidos se efectúan en ejercicio de las 
competencias normativas que atribuye a la Comunidad Autónoma de Andalucía el artículo 
180.1 y 2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, la Ley 18/2010, de 16 de julio, del 
régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma de Andalucía y 
de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión, en los casos y condiciones que 
se prevén en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, y en el marco general 
del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas establecido en el artículo 
157 de la Constitución Española y en la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas.

Por último, con la finalidad de acompasar la vigencia de las modificaciones 
introducidas en el régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad y 
control de las agencias públicas empresariales del artículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 
de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía que pasarán a estar sometidas 
al régimen de contabilidad presupuestaria a partir de 2021, con las recientes novedades 
en materia de subvenciones introducidas por el Decreto-ley 1/2020, de 10 de febrero, 
para el impulso del proceso de justificación, comprobación, adecuación de la información 
contable y reintegro de los libramientos con justificación posterior, es necesario que la 
modificación introducida en el artículo 127 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 
2 de marzo, relativa a los reintegros de subvenciones, se aplique de igual modo a partir 
de 2021 a las concedidas por las agencias públicas empresariales, lo que se articula 
mediante la modificación que se recoge en la disposición final tercera, por la que se 
añade una nueva disposición transitoria al citado Decreto-ley 1/2020, de 10 de febrero.

V

La crisis provocada por el COVID-19 ha dejado patente que las sociedades tienen 
que mejorar su resiliencia frente a una pandemia u otras emergencias de salud pública 
internacional. La mejora de la salud ambiental a través de una buena calidad del aire, 
del agua, de los servicios de saneamiento y de la gestión de los residuos, junto con la 
protección del medio ambiente, son los objetivos que los poderes públicos deben alcanzar 
para reducir el grado de vulnerabilidad de las comunidades en caso de pandemia.

La experiencia reciente como consecuencia de las medidas de distanciamiento social 
impuestas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, ha puesto de manifiesto la 
necesidad de mejorar las redes de infraestructuras de telecomunicaciones que permiten 
el trabajo a distancia, siendo necesario remover cualquier obstáculo que dificulte el 
despliegue de las mismas por el territorio y en especial en los entornos rurales. 00
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La Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, remitió al 
planeamiento urbanístico la regulación de los usos a implantar en el suelo no urbanizable, 
confiando el legislador inicialmente en que la planificación urbanística se adaptaría a 
dicho texto legal en el plazo previsto para ello. Transcurridos 18 años desde la entrada 
en vigor de la citada ley, tan solo hay 181 municipios con planes generales adaptados 
totalmente a sus determinaciones. 

Además de lo anterior, otros 374 municipios cuentan con planeamiento adaptado 
parcialmente a la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, en los términos del Decreto 11/2008, de 
22 de enero por el que se desarrollan procedimientos dirigidos a poner suelo urbanizado 
en el mercado con destino preferente a la construcción de vivienda protegida. No 
obstante, las limitaciones derivadas del decreto acabado de citar no permitieron llegar 
a integrar en el planeamiento general los usos admitidos en el suelo no urbanizable, 
lo que ha devenido, entre otras consecuencias, en un obstáculo para la ejecución de 
infraestructuras relacionadas con muchos de los usos que han ido cobrando importancia 
en los últimos años -como el de las telecomunicaciones- y que no están contemplados 
ni en los planes generales, ni en las normas provinciales, ni en los planes especiales 
del medio físico que se redactaron en 1986, afectando esta situación, al menos, a 606 
municipios de Andalucía. 

En este contexto normativo y en la coyuntura de crisis sanitaria que estamos atravesando, 
resulta evidente la extraordinaria y urgente necesidad de operar una modificación legislativa 
que permita, de una parte, remover los obstáculos que están impidiendo el desarrollo y 
ejecución de las infraestructuras e instalaciones de telecomunicaciones, y de otra, asegurar 
el cumplimiento de los requisitos legales de aplicación mediante un procedimiento más 
sencillo y ágil que el contemplado en la normativa vigente. Esta modificación guarda 
coherencia con la ya llevada a cabo sobre el mismo cuerpo legal a fin de que en la ejecución 
de infraestructuras hidráulicas y energéticas, se sustituyera el procedimiento de tramitación 
del Plan Especial o Proyecto de Actuación por un informe preceptivo en el trámite de 
autorización administrativa sectorial.

Demostrada la eficacia del teletrabajo como medida de prevención y control frente al 
contagio del COVID-19, el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo, prorrogó dos meses más el 
trabajo a distancia como método preferente, ampliando así la medida dispuesta a este 
respecto en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo de 2020, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19. Se 
impulsan de este modo los sistemas de organización que permitan mantener la actividad 
mediante el trabajo a distancia imponiendo a las empresas, al propio tiempo, la adopción 
de las medidas oportunas, si ello es técnica y razonablemente posible y si el esfuerzo de 
adaptación necesario resulta proporcionado.

En atención a lo anterior, podría no resultar proporcionado exigir esfuerzos al 
sector empresarial sin que los poderes públicos promuevan las condiciones necesarias 
que hagan posible la implantación de una red de telecomunicaciones que asegure la 
viabilidad de las condiciones en que debe desarrollarse el teletrabajo, lo que conmina 
de forma inexorable a la reforma de aquellas normas que pudieran impedir alcanzar este 
trascendental objetivo. La modificación legislativa que contiene este decreto-ley reviste, 
pues, un carácter imperativo que no admite demora, ya que deben establecerse las bases 
que permitan afrontar con mayor eficiencia y eficacia posibles contingencias futuras.

La denominada «nueva normalidad» que ha impuesto la crisis de salud pública por 
COVID-19 ha cambiado diametralmente los hábitos de teletrabajo, ya que, durante las 
semanas de restricciones por la pandemia, el porcentaje de teletrabajo en España se 
ha incrementado hasta un porcentaje de un 34% del total. El mantenimiento de esta 
tendencia en un futuro se coliga con las conquistas relacionadas con la conciliación de 
la vida familiar y laboral y con las exigencias que, en orden a la movilidad, implica el 
crecimiento sostenible. 00

17
24

17

17



Extraordinario núm. 24 - Lunes, 11 de mayo de 2020
página 21 

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Este nuevo escenario exige el reforzamiento de las infraestructuras de 
telecomunicaciones que han de dar soporte a tal nueva demanda. Por consiguiente, 
será necesario adecuar el marco normativo que permita una planificación territorial y 
urbanística que responda eficazmente a las nuevas formas de relaciones laborales como 
paso imprescindible para mantener el crecimiento económico de Andalucía.

Se modifica así, mediante la disposición final segunda, la Ley 7/2002, de 17 
de diciembre, para facilitar la implantación de las referidas infraestructuras de 
telecomunicaciones. Para ello, por un lado, se modifica el artículo 42.3 suprimiendo la 
necesidad de tramitar un Plan Especial o un Proyecto de Actuación, como paso previo 
a la licencia urbanística, consiguiendo con ello una notable reducción de los plazos 
administrativos para la efectiva autorización de las infraestructuras de telecomunicaciones 
que discurren por suelo no urbanizable. Por otro lado, se modifican los artículos 50 y 52 
que regulan el régimen del suelo no urbanizable al objeto de permitir sobre esta clase 
de suelo los equipamientos, dotaciones, infraestructuras, instalaciones y servicios, 
vinculados a las telecomunicaciones, siempre que redunden en el interés general y deban 
implantarse o discurrir por suelo no urbanizable, cuando los mismos no se encuentren 
expresamente prohibidos por la legislación aplicable por razón de la materia ni por la 
planificación territorial y urbanística por razón de una especial protección de los terrenos.

Tal modificación se asienta sobre las bases dispuestas a este respecto, por el artículo 
3.2 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana propiciando un uso racional de 
los recursos naturales en armonía con los requerimientos de la economía, el empleo, 
la cohesión social, la igualdad de trato oportunidades, la salud y la seguridad de las 
personas y la protección del medio ambiente. 

Asimismo, esta reforma contribuye a establecer los límites legales que, junto con los 
dispuestos, en su caso, por la ordenación territorial y urbanística habilitan la dedicación 
del suelo en situación rural a los usos previstos en el artículo 13.1 del precitado texto 
normativo, entre los que se encuentran, con las condiciones previstas en la legislación 
de ordenación territorial y urbanística, los actos y usos específicos que sean de interés 
público o social, que contribuyan a la ordenación y el desarrollo rurales, o que hayan de 
emplazarse en el medio rural.

Con ello se promueven, igualmente, los principios y objetivos previstos en el artículo 3 de 
la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones, entre los que se encuentran 
el de desarrollar la economía y el empleo digital impulsando la cohesión social y territorial, 
mediante la mejora y extensión de las redes, así como la prestación de los servicios de 
comunicaciones electrónicas y el suministro de los recursos asociados a ellas.

V I

La regulación del decreto-ley en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
se contempla en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía que establece que en caso 
de extraordinaria y urgente necesidad el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas 
legislativas provisionales en forma de decretos-leyes, que no podrán afectar a los derechos 
establecidos en este Estatuto, al régimen electoral, ni a las instituciones de la Junta de 
Andalucía. No podrán aprobarse por decreto-ley los presupuestos de Andalucía.

En base a la previsión contenida en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, el decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que 
el fin que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 
4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una situación concreta, 
dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una 
acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por 
el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes. 00
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La situación provocada por la evolución del virus desde que se procediera a su 
declaración como emergencia de salud pública de importancia internacional, ha generado 
la urgente necesidad de adoptar medidas extraordinarias en diversos ámbitos para hacer 
frente a la misma.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este decreto-ley se inscribe en el 
juicio político o de oportunidad que corresponde a este Gobierno (SSTC 93/2015, de 
14 de mayo, FJ 6) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades de 
actuación que la situación de emergencia acreditada demanda (STC, de 30 de enero de 
2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019).

Como señala el Tribunal Constitucional, generalmente «se ha venido admitiendo el 
uso del decreto-ley en situaciones que se han calificado como «coyunturas económicas 
problemáticas», para cuyo tratamiento representa un instrumento constitucionalmente lícito, 
en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica la legislación 
de urgencia, que no es otro que subvenir a «situaciones concretas de los objetivos 
gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran una acción normativa 
inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento 
de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes» (SSTC 31/2011, de 17 de marzo, 
FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8).

En el presente caso, el fin que justifica la legislación de urgencia es el subvenir a una 
situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de 
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido 
por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de 
las leyes. 

En consonancia con lo expuesto, se puede asegurar que existe una conexión directa 
entre la urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, teniendo 
en cuenta que los ámbitos a los que afectan las mismas requieren de una intervención 
inmediata. Estas medidas que se adoptan no pueden esperar a una tramitación ordinaria 
o parlamentaria de urgencia dado el efecto gravoso que provocaría en la ciudadanía 
al perder su esperada eficacia en los distintos ámbitos en los que las mismas se 
proyectan, en este nuevo escenario de desescalada e inicio del fin del confinamiento, 
evitando así mismo que la actual paralización existente de determinados procedimientos 
administrativos, provoque perjuicios graves en la prestación de los servicios educativos, 
y estableciendo medidas económicas cuya adopción urgente permita paliar el impacto 
negativo de la crisis sanitaria provocada por el coronavirus. 

Por último, este decreto-ley cumple con los límites fijados por las competencias 
autonómicas para acometer una regulación legal en esta materia. Cuando concurre, 
como en este caso, una situación de extraordinaria y urgente necesidad todos los poderes 
públicos que tengan asignadas facultades de legislación provisional y competencias 
sustantivas en el ámbito material en que incide tal situación de necesidad pueden 
reaccionar normativamente para atender dicha situación, siempre, claro está, que lo 
hagan dentro de su espectro competencial. (SSTC 93/2015, de 14 de mayo FJ11).

Estas mismas razones que determinan la urgente necesidad son las que conducen 
a que el presente instrumento normativo se erija en el instrumento de que dispone 
este Gobierno para dar respuesta, en tiempo, a una situación que requiere de una 
actuación inmediata, dando con ello cumplimiento a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

A estos efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad 
y eficacia en el interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen, 
siendo el decreto-ley no sólo el instrumento más adecuado sino el único que puede 
garantizar su consecución y eficacia. 00
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Del mismo modo, es proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para 
conseguir su objetivo, limitando sus efectos a la concurrencia de la situación extraordinaria 
descrita, y a las consecuencias que derivarán de la misma. Igualmente, se ajusta al 
principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico. 

En cuanto al principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de 
consulta pública, audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y 
aprobación de decretos-leyes, sin perjuicio de la debida publicidad que se dará al mismo 
no solo a través de los boletines oficiales sino también mediante su publicación en el 
Portal de Transparencia de la Junta de Andalucía, dando así con ello cumplimiento a la 
obligación dispuesta en el artículo 13.2 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia 
Pública de Andalucía. 

Por último, en relación con el principio de eficiencia, y teniendo en cuenta la propia 
naturaleza de las medidas adoptadas este decreto-ley no impone carga administrativa 
alguna adicional, simplificando determinados procedimientos y aliviando determinadas 
cargas mediante la adopción de medidas específicas en materia de tasas.

Debe señalarse también que este decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen electoral, ni a las instituciones de la 
Junta de Andalucía. 

Por todo ello, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 110 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, a propuesta del Consejero de la Presidencia, Administración 
Pública e Interior, del Consejero de Hacienda, Industria y Energía, del Consejero de 
Educación y Deporte, de la Consejera de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación y de 
la Consejera de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su 
reunión celebrada el día 11 de mayo de 2020,

D I S P O N G O

CAPÍTULO I

Medidas relativas a la seguridad en las playas

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. El presente capítulo tiene por objeto regular las medidas en materia de seguridad de 

las personas, así como la coordinación de las emergencias ordinarias, extraordinarias y 
de protección civil, en el ámbito de las playas de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. A tal efecto, se regulan en el mismo:
a) El Catálogo General de Playas de Andalucía.
b) Los diferentes criterios de riesgo que van a ser tomados en consideración para 

la clasificación de las playas en: libres, peligrosas y de uso prohibido, así como para la 
determinación de sus grados de protección.

c) Los planes de seguridad y salvamento de las playas, los criterios que van a ser 
utilizados como referencia para su elaboración en cuanto al dimensionamiento del servicio 
de salvamento, así como los contenidos mínimos que deben recogerse en los mismos 
para su homologación.

d) Las medidas de prevención de las diferentes situaciones derivadas de emergencias 
producidas en las playas, tanto de carácter ordinario como extraordinario, entre las que se 
incluyen las derivadas de los riesgos sanitarios o biológicos, en el marco de la protección 
civil, y las medidas de coordinación operativa aplicables a tales situaciones. 00
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3. Las medidas recogidas en el presente Capítulo se adoptan sin perjuicio de 
lo previsto en la normativa en materia de régimen local y en materia de costas y, en 
particular, en las normas e instrucciones para la seguridad de las personas en los lugares 
de baño adoptadas por el Estado en virtud de su competencia sobre el uso común del 
dominio público marítimo terrestre.

Artículo 2. Concepto de playa.
Se entiende por playa, de conformidad con lo previsto en el artículo 3.1.b ) de la 

Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, y en el artículo 3.1.b) del Reglamento General de 
Costas, aprobado por Real Decreto 876/2014, de 10 de octubre, las playas o las zonas 
de depósito de materiales sueltos, tales como arenas, gravas y guijarros, incluyendo 
escarpes, bermas y dunas. Estas últimas se incluirán hasta el límite que resulte necesario 
para garantizar la estabilidad de la playa y la defensa de la costa.

Artículo 3. Clasificación de las playas.
1. Las playas se clasificarán, a los efectos del presente decreto-ley, en libres, 

peligrosas o de uso prohibido por los Ayuntamientos de los municipios en cuyo territorio 
se localicen, atendiendo a los criterios del apartado 1 del Anexo I del presente decreto-
ley. En tal sentido se consideran:

a) De uso prohibido: Las que así vengan determinadas por la autoridad competente y 
que por razón de sus características supongan un grave peligro para la vida humana. No 
se podrán utilizar para el ejercicio del baño ni para actividades recreativas o deportivas, 
ya sea en su entorno acuático o terrestre.

b) Peligrosas: Las que por razones permanentes o circunstanciales reúnan condiciones 
susceptibles de producir daño o amenaza inmediata a la vida humana. Se podrá tolerar el 
uso de las mismas con limitaciones, adoptándose las medidas de seguridad que, en cada 
caso, se consideren necesarias.

c) Libres: Las playas no comprendidas en los apartados anteriores.
La inclusión de una playa en cualquiera de los tipos mencionados puede modificarse 

temporalmente cuando razones sanitarias, condiciones meteorológicas u otras 
circunstancias así lo aconsejen.

2. En las playas clasificadas como peligrosas o libres, se determinará, asimismo, el 
grado de protección para cada una de las temporadas de afluencia, que podrá ser bajo, 
moderado o alto. Dicho grado de protección será el resultado de combinar el criterio de la 
afluencia de personas con el riesgo intrínseco de la playa según los criterios establecidos 
en el apartado 2 del Anexo I del presente decreto-ley.

3. La determinación de los grados de protección de cada playa le corresponderá a los 
respectivos Ayuntamientos, debiendo recogerse éstos en los correspondientes planes de 
seguridad y salvamento que se regulan en este Capítulo.

Artículo 4. Catálogo General de Playas de Andalucía.
1. Se crea el Catálogo General de Playas de Andalucía (en adelante el Catálogo), como 

instrumento al servicio de las diferentes Administraciones Públicas y de la ciudadanía en 
general, que permita conocer en cada momento los diferentes tipos de playas conforme 
a su clasificación, sus características físicas, los grados de protección por temporadas, 
en su caso, y los extremos relativos a la seguridad que sean relevantes para una eficaz 
intervención y coordinación ante emergencias ordinarias y de protección civil.

La gestión del Catálogo corresponde a la Consejería con competencias en materia de 
protección civil, que asignará un código de identificación a cada playa.

2. El Catálogo estará disponible en el portal web de la Junta de Andalucía de manera 
actualizada, y contendrá, al menos, las siguientes determinaciones para cada playa: 00
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a) Clasificación de las playas por provincias y municipios, consignando si están 
clasificadas como de uso prohibido, peligrosas o libres, así como la expresión de los 
grados de protección de las mismas, diferenciándolo por temporadas, si fuera el caso.

b) Nombre, código de identificación, geolocalización, longitud y anchura media 
expresada en metros, así como afluencia de personas en las fechas de máximo uso 
anual.

c) Tipo de áridos, condiciones habituales del mar, carga poblacional, características 
físicas de acceso y del entorno.

d) Disponibilidad de servicio de salvamento y, en su caso, nombre o denominación 
social de la entidad que lo presta en cada momento, determinando los recursos humanos 
y materiales disponibles.

e) Relación de los diferentes servicios para las personas usuarias que se presten 
directamente por el Ayuntamiento o a través de empresas concesionarias, tales como 
disponibilidad de aseos, duchas o lavapiés; zonas deportivas habilitadas; alquiler de 
hamacas, sombrillas o material náutico, así como los horarios de prestación de tales 
servicios para cada temporada de afluencia y, en su caso, accesibilidad para personas 
con movilidad reducida, incluyendo la existencia de servicios de baño adaptado con 
personal cualificado y las ayudas técnicas precisas.

f) Teléfono o medios de contacto con el área municipal responsable de la playa.
3. Los Planes de Seguridad y Salvamento en las playas, sus actualizaciones y 

revisiones, así como los planes de contingencia específicos que formen parte de aquellos, 
se integrarán en el Catálogo. 

4. La elaboración, revisión y actualización del Catálogo se harán conforme con las 
previsiones del artículo 7. 

Artículo 5. Fórmulas de prestación supramunicipal del servicio de seguridad y 
salvamento en playas.

Sin perjuicio de la competencia de los municipios, la prestación del servicio de 
seguridad y salvamento en playas podrá prestarse a través de las entidades e instrumentos 
para la cooperación establecidas en el Capítulo II del Título V de la Ley 5/2010, de 11 de 
junio, de autonomía local de Andalucía.

Sección 2.ª Planes de seguridad y salvamento en playas

Artículo 6. Planes de seguridad y salvamento en playas.
1. Los planes de seguridad y salvamento en playas se configuran como los instrumentos 

de planificación municipal específicamente dirigidos a la salvaguarda de la vida humana 
en el ámbito de las playas del litoral de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Tendrán obligación de disponer de un plan de seguridad y salvamento aquellas 
playas clasificadas como peligrosas y libres que presenten un grado de protección 
moderado o alto.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el punto anterior, a criterio del correspondiente 
Ayuntamiento, se podrá desarrollar un plan de seguridad y salvamento para otras playas 
no obligadas.

4. Dichos instrumentos, en aquellas cuestiones que se prevén en el presente Capítulo, 
tendrán el mismo tratamiento aplicable a los planes de actuación local y se integrarán en 
los correspondientes planes de emergencia municipal.

5. En todo caso, para las playas en las que no sea obligatoria la elaboración de plan 
de seguridad y salvamento, y no se haya elaborado voluntariamente, los Ayuntamientos 
establecerán protocolos y procedimientos de actuación ante situaciones emergencia y 
evacuación.

6. Los Ayuntamientos deberán elaborar un plan de contingencia específico para dar 
respuesta a determinadas situaciones de alerta o emergencia que será de aplicación 00
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mientras dure la misma, y en el que se expondrán las medidas que han adoptado o se 
vayan a adoptar con objeto de proteger la seguridad de las personas usuarias. Este plan 
de contingencia se integrará en el plan de seguridad y salvamento que tengan aprobado.

Artículo 7. Elaboración, aprobación, mantenimiento y homologación de los planes de 
seguridad y salvamento.

1. La elaboración del plan de seguridad y salvamento de las playas corresponde a los 
Ayuntamientos en cuyo ámbito territorial se encuentre la misma. No obstante lo anterior, a 
criterio de cada municipio, los planes de seguridad y salvamento podrán elaborarse para 
varias o para todas las playas de su litoral, pudiendo agruparse en estos últimos casos en 
un único o en varios documentos.

En todo caso se deberán consignar en cada plan de seguridad y salvamento los 
extremos mínimos que se contienen en el Anexo III del presente decreto-ley. En los 
supuestos de planes que integren diferentes playas deberán agruparse coordinada y 
sistemáticamente los contenidos que sean comunes a todas ellas a fin de dotar a dichos 
planes de una estructura coherente y homogénea.

2. Cuando el ámbito territorial de una playa se extienda a varios términos municipales 
se podrá determinar, bien que cada uno de los municipios afectados elabore su propio 
plan de seguridad y salvamento que contemple o englobe la porción de playa que se 
encuentre dentro de su término municipal, o bien la elaboración de un único plan de 
seguridad y salvamento para la totalidad de la extensión de la playa, en función de lo 
establecido en el artículo 5.

3. Corresponde al pleno del Ayuntamiento, o al órgano competente de la entidad local 
en base a lo dispuesto en la normativa en materia de régimen local, la aprobación del 
citado plan.

4. Una vez aprobado el plan de seguridad y salvamento, será remitido a la Comisión 
de Protección Civil de Andalucía para su homologación.

5. La homologación será requisito indispensable para poder aplicar el plan de 
seguridad y salvamento.

6. El plan de seguridad y salvamento deberá mantenerse permanentemente 
actualizado. En todo caso será objeto de una actualización anual, y de una revisión 
periódica cada tres años. Tanto el plan resultante de la actualización como de la revisión, 
deberá ser remitido a la Consejería competente en materia de protección civil al objeto de 
mantener actualizado el Catálogo General de Playas de Andalucía.

7. Las actuaciones de revisión estarán dirigidas a la reestructuración y complementación 
del Plan, que estarán motivadas por causas técnicas o de ordenación administrativa y 
legislativa. Si los cambios produjeran una modificación sustancial se procederá a elaborar 
un nuevo Plan que deberá ser nuevamente aprobado por la entidad local correspondiente 
y homologado por la Comisión de Protección Civil de Andalucía.

Sección 3.ª Seguridad en playas

Artículo 8. Medidas de seguridad.
1. Las playas deberán reunir las medidas de seguridad y protección necesarias para 

garantizar la seguridad de las personas, en los términos de este capítulo, y en su caso, 
del resto de la normativa que le sea de aplicación.

2. Las medidas de seguridad y protección medidas comprenderán:
a) Los elementos de información, identificación y acotamiento, constituidos por las 

banderas, los carteles informativos, las señales dinámicas de riesgo, los sistemas de 
avisos y comunicados y los sistemas de balizamiento.

b) El establecimiento de un servicio de salvamento cuando sea exigible de conformidad 
con el presente decreto. 00
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3. En las zonas balizadas como de uso de bañistas queda prohibida, con carácter 
general, la navegación deportiva y de recreo, así como la utilización de cualquier tipo 
de embarcación o artefacto flotante, conforme a la definición de los mismos recogida 
en la normativa reglamentaria estatal reguladora del abanderamiento, matriculación de 
buques y registro marítimo, a excepción de aquellos que sean utilizados por los servicios 
de emergencias y seguridad.

4. Estas medidas y aquellas particulares o concretas adecuadas para cada playa 
vendrán determinadas en los correspondientes planes de seguridad y salvamento.

5. Ante situaciones extraordinarias, derivadas de causas sanitarias, biológicas, 
meteorológicas u otras que lo aconsejen, se extremarán todas las medidas de seguridad 
expuestas en los puntos anteriores con especial incidencia a los aspectos relacionados 
con el aforo, acceso, señalización, medidas de distanciamientos y cuantas otras 
que contribuyan a mejorar la seguridad de las personas en playas, conforme a las 
recomendaciones e instrucciones de los órganos competentes.

Artículo 9. Señalización de las condiciones de seguridad para el baño.
1. La señalización de las playas relativa a la determinación de las condiciones de 

seguridad para el baño, se efectuará mediante la utilización de banderas. Tales banderas 
son las siguientes:

a) La bandera roja comportará la prohibición del baño en las mismas.
b) La bandera amarilla comportará la adopción de determinadas limitaciones y 

restricciones en cuanto al baño.
c) La bandera verde, comportará la inexistencia de restricciones al baño, siendo éste 

libre.
2. Corresponderá a las personas integrantes del servicio de salvamento la colocación 

y vigilancia del estado de la bandera adecuada o sustitución de la misma en función de 
las circunstancias indicadas en el apartado anterior.

Artículo 10. Carteles informativos.
Se colocará en cada playa en sitio visible, especialmente en los accesos habituales, 

un cartel o carteles con la descripción gráfica de la misma, en la que se exprese, al 
menos, de manera sucinta, lo siguiente:

a) Clasificación de la playa, conforme a lo previsto en el artículo 3.
b) Descripción gráfica de la misma y su código de identificación, así como su 

sectorización y clasificación como libre, peligrosa o de uso prohibido.
c) El significado de las banderas relativas a la determinación de las condiciones de 

seguridad para el baño y las instrucciones que se estimen convenientes en previsión de 
accidentes.

d) Indicación del teléfono de emergencias 112.
e) La localización de los puestos de vigilancia y primeros auxilios más próximos.
f) Las recomendaciones gráficas para evitar riesgos, en relación a la utilización de la 

playa.
g) Las épocas y horarios de los servicios de salvamento, en su caso.

Artículo 11. Sistemas de avisos y comunicados.
1. Los planes de seguridad y salvamento deberán prever, en proporción a su extensión, 

un sistema de avisos y comunicados, sonoro y visual,fijo y/o móvil, destinado a transmitir 
a las personas usuarias y bañistas avisos preventivos, urgentes y ante situaciones de 
emergencia.

2. El plan de seguridad y salvamento deberá prever, asimismo, los medios técnicos 
adecuados para garantizar el alcance de tales sistemas. Se recomienda la emisión de 
mensajes estandarizados en español y al menos en otro idioma a decisión del órgano 
competente. 00
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Artículo 12. Balizamiento.
Con la finalidad de delimitar la zona de baño y su independencia del espacio de uso 

para actividades náutico-deportivas, los planes de seguridad y salvamento se adecuarán 
al sistema de balizamiento específico establecido cuando coexistan simultáneamente 
embarcaciones y bañistas, conforme a lo dispuesto por el Texto Refundido de la Ley de 
Puertos del Estado y de Marina Mercante, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, 
de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del 
Estado y de Marina Mercante, y el Real Decreto 638/2007, de 18 de mayo, por el que se 
regulan las Capitanías Marítimas y los Distritos Marítimos.

Artículo 13. Servicio de salvamento.
1. Los planes de seguridad y salvamento deberán implantar un servicio de salvamento 

en las playas, que estará integrado por los medios humanos y materiales que correspondan 
tomando como referencia los criterios e indicadores contenidos en el Anexo IV.

2. Las funciones que tendrán asignadas el servicio de salvamento serán las 
siguientes:

a) Vigilancia, auxilio y salvamento de personas.
b) Realizar las acciones y tomar las medidas preventivas necesarias para garantizar 

la seguridad de bañistas y la prevención de accidentes e incidentes en las playas.
c) Vigilar que las personas usuarias no realicen actividades que resulten peligrosas 

o molestas para las demás personas usuarias, informándoles e invitándoles a que cesen 
su actividad o, en caso de negativa, poniéndolas en conocimiento de las autoridades 
competentes.

d) Gestionar la aplicación de los elementos y medidas de seguridad de los que esté 
dotada la playa conforme a su plan de seguridad y salvamento.

e) Velar por la conservación de las señales y del material destinado a la prevención 
de accidentes, seguridad, vigilancia, socorro y transporte de accidentados.

f) Vigilar, informar a las personas infractoras y, en su caso, poner en conocimiento de 
las autoridades competentes las conductas que supongan una presunta infracción de las 
normas que prohíben que las embarcaciones con motor y practicantes de windsurf, esquí 
acuático, kitesurf o de otras actividades similares circulen de forma ilegal o poniendo en 
peligro a las personas usuarias que se encuentren en las zonas de baño, y la prescripción 
de que hagan sus entradas y salidas por los lugares destinados a tal efecto.

g) Velar por el cumplimiento del plan de seguridad y salvamento en la playa.
3. Para el ejercicio de las funciones que requieran acciones que impliquen el ejercicio 

de autoridad, el personal del servicio de salvamento requerirá el auxilio de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, sin perjuicio de la actuación propia de estas.

Artículo 14. Composición del servicio de salvamento.
1. Forman parte del servicio de salvamento el personal que establezca el plan de 

seguridad y salvamento de cada playa, debiendo estar integrado por un número de 
efectivos personales adecuados y suficientes en atención a la extensión y al concreto 
grado de protección de las playas radicadas en el municipio en cada temporada de 
afluencia.

2. Sin perjuicio de la potestad de autoorganización de los municipios en cuanto a la 
determinación de las unidades administrativas o personas responsables en materia de 
playas y la designación por estos de una persona coordinadora de playas, la estructura 
del servicio de salvamento de cada playa contemplará, en su caso, las siguientes figuras:

a) Jefatura de turno o jefatura de playa, cuya persona titular será responsable del 
conjunto de personas que esté prestando servicio en dicho turno y playa, así como de los 
medios materiales. Coordinará las actuaciones de emergencia entre su personal y será 
el responsable de la elaboración de las fichas de incidentes mientras esté de servicio. 
Además coordinará la determinación de los colores de las banderas y la utilización de 00
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señales acústicas y visuales de peligro, llevando el registro de izado de banderas y sus 
causas. En el supuesto de producirse un incidente que requiera la movilización de recursos 
ajenos a los del plan de seguridad y salvamento será responsable de comunicarlo y 
adoptar las medidas de coordinación necesarias con el órgano competente en materia de 
protección civil del municipio.

b) Socorristas acuáticos profesionales, encargados de llevar a cabo las funciones de 
prevención, vigilancia, auxilio y salvamento, así como las que con carácter general se 
asignan al servicio de salvamento indicado en el artículo anterior.

Su número se determinará en los planes de seguridad y salvamento que aprueben 
los Ayuntamientos. Deberá ponerse especial atención a que la vigilancia cubra toda la 
zona de baño y que tengan acceso directo e inmediato a la misma y a los materiales que 
puedan utilizar para aproximarse al accidentado y rescatarlo.

El personal socorrista acuático permanecerá alerta en su área de responsabilidad 
y no podrá realizar simultáneamente trabajo alguno distinto al asignado al de vigilancia, 
auxilio y salvamento.

c) Asimismo podrá existir, cuando se considere necesario, otro personal para tareas 
de apoyo a socorristas acuáticos, entre los que podrán incluirse, entre otros, patrones de 
embarcaciones y de motos náuticas de salvamento.

3. El personal socorrista, así como el personal de apoyo integrado en el servicio de 
salvamento, deberá disponer de la titulación o cualificación profesional que lo habilite para 
el desempeño de sus funciones con arreglo a la normativa que sea de aplicación.

Artículo 15. Horarios de prestación de los servicios y afluencia.
1. El servicio de salvamento se prestará durante el horario que con carácter general 

establezca el correspondiente plan de seguridad y salvamento, debiendo adecuarse dicho 
horario a las particularidades del entorno, a las condiciones climatológicas, sanitarias y 
a los periodos del año natural con mayor afluencia de personas usuarias de la playa, 
teniendo en cuenta las franjas horarias en las que estadísticamente exista una mayor 
afluencia de personas y un mayor número de incidencias en cada playa o sector de 
playa.

2. En relación con la afluencia, y a efectos del presente decreto-ley, se considerará 
que existe afluencia alta, media o baja, con arreglo a los criterios y promedio que se 
establecen en el Anexo I.

Artículo 16. Participación de personal voluntario.
1. En circunstancias extraordinarias, eventos o actos organizados o autorizados en 

la playa por los Ayuntamientos, los servicios de salvamento podrán complementarse con 
personal voluntario integrado en entidades entre cuyos fines figuren los relacionados con 
la protección civil.

2. La actuación del personal voluntario se limitará, con carácter general, a colaborar y 
complementar la labor del personal del servicio de salvamento, y únicamente de manera 
extraordinaria a reforzar en un periodo concreto aquellas funciones de los servicios de 
salvamento previstas en el artículo 13 vinculada a la vigilancia, información y, llegado 
el caso, primeros auxilios, así como colaboración con socorristas acuáticos, bajo 
la coordinación de la jefatura de turno o de playa. Para su integración temporal como 
voluntarios en el servicio de salvamento, deberán disponer de la titulación o cualificación 
profesional que lo habilite para el desempeño de dichas funciones con arreglo a la 
normativa que sea de aplicación.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el punto anterior, el personal perteneciente a las 
Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección Civil, en lo referente a funciones, 
estará a lo dispuesto en el Reglamento General de las Agrupaciones Locales del 
Voluntariado de Protección Civil de la Comunidad Autónoma de Andalucía, aprobado por 
el Decreto 159/2016, de 4 de octubre. 00
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4. Su distribución y participación será la prevista en los diferentes planes de seguridad 
y salvamento de playas, sin perjuicio de las determinaciones sobre participación de 
personal voluntario que se recojan en los planes de protección civil territoriales, especiales 
o específicos que sean de aplicación.

Sección 4.ª Medidas de coordinación y comunicación interadministrativa

Artículo 17. Situaciones y medidas de coordinación operativa.
Deberán respetarse por los diferentes servicios de salvamento las medidas de 

coordinación operativa aplicables a las diferentes situaciones de emergencia que se 
pueden originar en las playas. Las citadas medidas se recogen en el Anexo V.

Artículo 18. Comunicación entre Administraciones.
1. Durante el primer trimestre de cada año, los Ayuntamientos deberán comunicar 

al órgano competente en materia de protección civil, para cada playa de su término 
municipal, los periodos de tiempo del año en curso que comprenden las temporadas 
de afluencia alta, media y baja, así como los horarios de prestación de los servicios de 
salvamento para cada una de ellas.

2. Asimismo, los Ayuntamientos comunicarán al referido órgano cualquier cambio que 
se produzca en la clasificación de una playa como libre, peligrosa o de uso prohibido, así 
como la determinación de sus grados de protección por temporadas, a fin de incorporar 
dichas incidencias al Catálogo, sin perjuicio de la tramitación de la modificación del plan de 
seguridad y salvamento cuando fuera preciso, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 7.6.

3. En el supuesto de que el servicio de salvamento sea prestado de forma indirecta, 
en parte o totalmente, de acuerdo con la normativa sobre contratación del sector público, 
se deberá mantener actualizada la información, indicando el nombre o denominación 
social de la entidad que en cada momento sea la prestataria del servicio, así como el 
periodo de realización del mismo y cualquier circunstancia que suponga una variación de 
las previsiones del plan de seguridad y salvamento, comunicándolo al órgano municipal 
con competencias en materia de protección civil.

CAPÍTULO II

Medidas en materia educativa

Artículo 19. Objeto.
1. El presente capítulo tiene por objeto establecer las condiciones y adoptar las medidas 

necesarias para que, en la actual situación provocada por el estado de alarma decretado 
por el Estado de la Nación por Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19, puedan continuar llevándose a cabo los siguientes procedimientos que 
gestiona la Consejería de Educación y Deporte:

a) Los procedimientos de admisión del alumnado y de solicitud de ayuda en las 
escuelas infantiles y en los centros de educación infantil, tanto los de titularidad de la Junta 
de Andalucía como los adheridos al Programa de ayuda a las familias para el fomento de 
la escolarización en el primer ciclo de la educación infantil en Andalucía.

b) Los procedimientos de admisión del alumnado en los centros docentes sostenidos 
con fondos públicos para el curso 2020/2021.

c) Los procedimientos de admisión del alumnado en residencias escolares y escuelas-
hogar para el curso 2020/2021. 

d) Los procedimientos de admisión del alumnado en los servicios complementarios 
de aula matinal, comedor escolar y actividades extraescolares prestados por los centros 
docentes públicos para el curso 2020/2021. 00
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e) Los procedimientos de inscripción en las pruebas para la obtención de los títulos de 
graduado en educación secundaria obligatoria y de bachiller para personas mayores de 
18 o 20 años, respectivamente.

f) La convocatoria de conciertos educativos para el curso 2020/2021.
g) Los procedimientos de autorización, modificación y extinción de la autorización de 

centros docentes.
h) Los procedimientos de selección y evaluación de los directores y directoras de los 

centros docentes públicos cuya titularidad corresponde a la Administración de la Junta de 
Andalucía.

i) Los procedimientos relativos a la selección del profesorado y a la provisión de 
puestos de trabajo docentes que se consideran indispensables para el funcionamiento 
básico del servicio público educativo.

j) La selección de personas, evaluación y acreditación de sus competencias 
profesionales de los procedimientos de evaluación y acreditación de competencias 
profesionales convocados.

k) El procedimiento para la obtención de títulos de Técnico y Técnico Superior de 
ciclos formativos de formación profesional del sistema educativo para el año 2020.

l) El procedimiento de solicitud de exención total o parcial del módulo profesional de 
formación en centros de trabajo para el curso 2019/2020.

2. Las medidas a que se hace referencia en el apartado anterior consisten en el 
levantamiento de la suspensión de los plazos y términos administrativos que afecta a 
los procedimientos citados conforme a lo establecido en el apartado 4 de la disposición 
adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de febrero; por lo que dichos 
procedimientos deberán ser iniciados o reanudados.

Asimismo, se adoptarán medidas de flexibilización y simplificación de los 
procedimientos en aquellos casos en que sea necesario para cumplir con los calendarios 
previstos y garantizar la prestación del servicio educativo. 

Artículo 20. Procedimientos de admisión del alumnado y de solicitud de ayudas en el 
primer ciclo de educación infantil.

1. Se iniciarán los procedimientos de admisión del alumnado en las escuelas infantiles 
de titularidad de la Junta de Andalucía y en las escuelas infantiles y centros de educación 
infantil adheridos al Programa de ayuda a las familias para el fomento de la escolarización 
en el primer ciclo de la educación infantil en Andalucía, para el curso 2020/2021.

2. Se continuará el procedimiento para otorgar ayudas a las familias para fomentar 
la escolarización de los niños y niñas menores de tres años en los centros educativos 
de primer ciclo de educación infantil adheridos al Programa de ayuda mencionado en el 
apartado anterior, para el curso 2020/2021, que fue convocado mediante Resolución de 3 
de marzo de 2020, de la Agencia Pública Andaluza de Educación.

3. El plazo de presentación de solicitudes de reserva de plaza para alumnado ya 
escolarizado y de las correspondientes solicitudes de ayuda para el curso 2020/2021 
será del 18 al 25 de mayo de 2020, ambos inclusive. 

4. El plazo de presentación de solicitudes de admisión para alumnado de nuevo 
ingreso y de las correspondientes solicitudes de ayuda para el curso 2020/2021 será del 
26 de mayo al 10 de junio de 2020, ambos inclusive.

Artículo 21. Procedimiento de admisión del alumnado en segundo ciclo de educación 
infantil, educación primaria, educación especial, educación secundaria obligatoria y 
bachillerato.

1. Se reanudará la tramitación del procedimiento de admisión del alumnado en 
los centros docentes públicos y privados concertados para cursar las enseñanzas de 
segundo ciclo de educación infantil, educación primaria, educación especial, educación 
secundaria obligatoria y bachillerato, para el curso 2020/2021. 00
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2. El plazo de presentación de solicitudes de admisión para el curso 2020/2021 será 
del 18 de mayo al 1 de junio de 2020, ambos inclusive.

Artículo 22. Procedimiento de admisión del alumnado en las enseñanzas elementales 
básicas y profesionales de música y de danza.

1. Se iniciará el procedimiento de admisión del alumnado en los centros docentes 
públicos de titularidad de la Junta de Andalucía, para cursar las enseñanzas elementales 
básicas y profesionales de música y de danza, para el curso 2020/2021. 

2. El plazo de presentación de solicitudes de admisión para el curso 2020/2021 será 
del 18 de mayo al 1 de junio de 2020, ambos inclusive.

Artículo 23. Procedimiento de admisión del alumnado en las enseñanzas profesionales 
de artes plásticas y diseño.

1. Se iniciará el procedimiento de admisión del alumnado en los centros docentes 
públicos de titularidad de la Junta de Andalucía, para cursar las enseñanzas profesionales 
de artes plásticas y diseño, para el curso 2020/2021. 

2. El plazo de presentación de solicitudes de admisión para el curso 2020/2021 será 
del 18 de mayo al 1 de junio de 2020, ambos inclusive.

Artículo 24. Procedimiento de admisión del alumnado en las enseñanzas de idiomas 
de régimen especial y en los cursos de actualización, perfeccionamiento y especialización 
de competencias en idiomas.

1. Se iniciará el procedimiento de admisión del alumnado en las escuelas oficiales 
de idiomas, para cursar las enseñanzas de idiomas de régimen especial y los cursos de 
actualización, perfeccionamiento y especialización de competencias en idiomas, para el 
curso 2020/2021. 

2. El plazo de presentación de solicitudes de admisión en las enseñanzas de idiomas 
de régimen especial para el curso 2020/2021 será del 18 de mayo al 1 de junio de 2020, 
ambos inclusive.

3. El plazo de presentación de solicitudes de admisión en los cursos de actualización, 
perfeccionamiento y especialización de competencias en idiomas para el curso 2020/2021 
será del 8 al 18 de junio de 2020, ambos inclusive. 

4. Se reanudará el procedimiento de anulación de matrícula para el curso 2019/2020 
en las enseñanzas de idiomas de régimen especial, estableciéndose como plazo de 
presentación de solicitudes desde el día 18 de mayo de 2020 hasta el día anterior a la 
evaluación final del alumnado. 

5. Las pruebas iniciales de clasificación a las que se refiere el artículo 28 de la Orden 
de 20 de abril de 2012, por la que se regulan los criterios y procedimientos de admisión del 
alumnado en las Escuelas Oficiales de Idiomas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
se podrán realizar de manera presencial o telemática, según determine la persona titular 
de la dirección del centro en función de los medios con los que cuente y la situación de 
las personas admitidas que las hayan solicitado.

6. Se habilita a la Consejería competente en materia de educación para establecer 
las fechas de las convocatorias ordinaria y extraordinaria correspondientes al año 2020 
de las pruebas específicas de certificación de los niveles Intermedio B1, Intermedio B2 
y Avanzado C1 en los idiomas alemán, árabe, español como lengua extranjera, francés, 
inglés, italiano y portugués.

Artículo 25. Procedimiento de acceso y admisión del alumnado a las enseñanzas 
artísticas superiores.

1. Se iniciará el procedimiento ordinario de acceso a las enseñanzas artísticas 
superiores y de admisión en los centros docentes públicos que imparten las citadas 
enseñanzas para el curso 2020/2021. 00
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2. El plazo de presentación de las solicitudes de inscripción en las pruebas de acceso 
a las enseñanzas artísticas superiores y de admisión en los centros públicos que imparten 
estas enseñanzas para el curso 2020/2021 será desde el 18 de mayo al 1 de junio de 
2020, ambos inclusive.

Artículo 26. Calendario de actuaciones del procedimiento de admisión del alumnado 
en los servicios complementarios de aula matinal, comedor escolar y actividades 
extraescolares.

Por orden de la Consejería competente en materia de educación se establecerá el 
calendario de actuaciones del procedimiento de admisión del alumnado para el curso 
2020/2021 en los servicios complementarios de aula matinal, comedor escolar y 
actividades extraescolares en los centros docentes públicos que imparten segundo ciclo 
de educación infantil, educación primaria, educación especial y educación secundaria, 
así como en las residencias escolares.

Artículo 27. Procedimiento para la admisión del alumnado residente en las residencias 
escolares y en las escuelas-hogar.

1. Se reanudará la tramitación del procedimiento de admisión del alumnado residente 
en las residencias escolares y en las escuelas-hogar, para el curso 2020/2021. 

2. El plazo de presentación de solicitudes de admisión para el curso 2020/2021 será 
desde el 18 de mayo al 1 de junio de 2020, ambos inclusive.

Artículo 28. Simplificación del procedimiento de admisión regulado en el Decreto 
21/2020, de 17 de febrero, por el que se regulan los criterios y el procedimiento de 
admisión del alumnado en los centros docentes públicos y privados concertados para 
cursar las enseñanzas de segundo ciclo de educación infantil, educación primaria, 
educación especial, educación secundaria obligatoria y bachillerato.

1. El sorteo a que se refiere el artículo 30 del Decreto 21/2020, de 17 de febrero, 
se realizará, para el curso 2020/2021, sin público presencial, siendo retransmitido por 
internet a través de un enlace que se habilitará al efecto en la página web de la Consejería 
de Educación y Deporte.

2. En el procedimiento de admisión correspondiente al curso 2020/2021 las comisiones 
a que se refieren los artículos 38 y 39 del Decreto 21/2020, de 17 de febrero, se reunirán 
preferentemente de forma telemática.

Artículo 29. Procedimientos de inscripción en las pruebas para la obtención del título 
de graduado en educación secundaria obligatoria para personas mayores de dieciocho 
años y en las pruebas para la obtención del título de bachiller para personas mayores de 
veinte años.

Se reanudará la tramitación de los procedimientos de inscripción en las pruebas para 
la obtención del título de graduado en educación secundaria obligatoria para personas 
mayores de dieciocho años y en las pruebas para la obtención del título de bachiller para 
personas mayores de veinte años.

Artículo 30. Proyectos para la utilización de las instalaciones de los centros docentes 
públicos fuera del horario escolar durante el curso 2020/2021.

A los efectos de lo establecido en el artículo 26.6 de la Orden de 17 abril de 2017, por 
la que se regula la organización y el funcionamiento de los servicios complementarios 
de aula matinal, comedor escolar y actividades extraescolares, así como el uso de las 
instalaciones de los centros docentes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
fuera del horario escolar, en el año 2020 los proyectos presentados junto a la solicitud 
serán remitidos a la correspondiente Delegación Territorial competente en materia de 
educación hasta el día 19 de junio, en las condiciones previstas en dicho artículo. 00
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Artículo 31. Procedimiento para solicitar acogerse al régimen de conciertos educativos, 
o la renovación o modificación de los mismos, para el curso académico 2020/2021.

Se reanudará la tramitación del procedimiento para solicitar acogerse al régimen 
de conciertos educativos, o la renovación o modificación de los mismos, para el curso 
académico 2020/2021.

Artículo 32. Autorizaciones de centros y enseñanzas.
1. Se reanudarán los plazos suspendidos por la disposición adicional tercera del Real 

Decreto 463/2020, de 14 de marzo, continuándose la tramitación de los procedimientos 
de autorización, modificación y extinción de la autorización de centros docentes y 
enseñanzas; no obstante, los plazos para interponer recursos en esta materia sobre 
resoluciones o actos de trámite cualificados continuarán suspendidos, conforme a la 
norma citada.

2. Como medida de simplificación de los procedimientos de autorización de centros 
docentes iniciados con anterioridad a la declaración del estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se establece la posibilidad 
de prescindir del trámite previsto en el artículo 7 del Decreto 109/1992, de 9 de junio, 
sobre autorizaciones de centros docentes privados, para impartir enseñanzas de régimen 
general, siempre que no sea necesaria la realización de obras, por tratarse de inmuebles 
ya existentes que cumplan con los requisitos establecidos en la normativa vigente de 
acuerdo con el informe que se emita por la Agencia Pública Andaluza de Educación.

Artículo 33. Procedimiento de selección y nombramiento de los directores y las 
directoras de los centros docentes públicos no universitarios de los que es titular la Junta 
de Andalucía.

1. En el procedimiento de selección de los directores y directoras correspondiente al 
curso 2019/2020, convocado por Resolución de 19 de noviembre de 2019, de la Dirección 
General del Profesorado y Gestión de Recursos Humanos, por la que se convoca 
concurso de méritos para la selección de directores y directoras de centros docentes 
públicos no universitarios de titularidad de la Junta de Andalucía, las comisiones de 
selección de todos los centros tendrán la composición establecida en el artículo 8.2 del 
Decreto 153/2017, de 26 de septiembre. 

2. Se suprime el tramite previsto en el artículo 5.4 del Decreto 153/2017, de 26 de 
septiembre, en lo que se refiere a la exposición de los proyectos de dirección ante el 
Claustro y el Consejo Escolar del centro, y se deja sin efectos el artículo 14.5 de la Orden 
de 10 de noviembre de 2017, por la que se desarrolla el procedimiento para la selección 
y el nombramiento de los directores y las directoras de los centros docentes públicos no 
universitarios de los que es titular la Junta de Andalucía, para el procedimiento referido al 
apartado anterior.

Artículo 34. Modificación del calendario de actuaciones del procedimiento de 
evaluación de los directores y las directoras de los centros docentes públicos no 
universitarios de los que es titular la Junta de Andalucía.

En el procedimiento de evaluación de los directores y directoras de los centros docentes 
públicos no universitarios de los que es titular la Junta de Andalucía correspondiente 
al curso 2019/2020, se habilita a la Consejería competente en materia de educación a 
modificar las fechas a que se refieren los artículos 5.2, 5.3 y 5.4 de la Orden de 8 de 
noviembre de 2007, por la que se establece el procedimiento para la Evaluación de los 
Directores y Directoras en los centros docentes públicos de Andalucía, a excepción de los 
universitarios, y a establecer un nuevo calendario de actuaciones. 00
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Artículo 35. Procedimientos relativos a la selección del profesorado y a la provisión de 
puestos de trabajo docentes.

Se iniciarán o se reanudarán, según corresponda, los siguientes procedimientos 
administrativos relativos a la selección del profesorado y a la provisión de los puestos de 
trabajo docentes para el próximo curso escolar 2020/2021: 

a) Procedimiento selectivo para el acceso al Cuerpo de Catedráticos de Música y 
Artes Escénicas.

b) Convocatorias para el acceso a las bolsas de trabajo de las diferentes especialidades 
de los distintos cuerpos docentes.

c) Concurso de traslados de ámbito autonómico.
d) Procedimiento de provisión de puestos de trabajo con carácter provisional.
e) Procedimiento de provisión de vacantes sobrevenidas y sustituciones.
f) Procedimiento de provisión de puestos específicos con carácter provisional.
g) Procedimiento de provisión de puestos de profesorado especialista con carácter 

provisional.
h) Movilidad por razón de violencia de género y víctimas de terrorismo.
i) Procedimiento para la concesión de Comisiones de Servicios.
j) Procedimientos de recolocación y de redistribución del personal funcionario de 

carrera de los distintos cuerpos docentes.
k) Concurso de méritos para la selección de directores y directoras en residencias 

escolares de titularidad de la Administración de la Junta de Andalucía.

Artículo 36. Procedimientos relativos a la evaluación y acreditación de competencias 
profesionales.

1. Se continuará el procedimiento de evaluación y acreditación de las competencias 
profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o de vías no formales 
de formación, para las unidades de competencia de determinadas cualificaciones 
profesionales, que fue convocado mediante Resolución de 31 de marzo de 2020, conjunta 
de la Dirección General de Formación Profesional para el Empleo de la Consejería 
de Empleo, Formación y Trabajo Autónomo, y de la Dirección General de Formación 
Profesional de la Consejería de Educación y Deporte.

2. El plazo de presentación de solicitudes de participación en este procedimiento será 
el comprendido entre el 18 de mayo y el 15 de junio de 2020, ambos inclusive.

3. Asimismo, se reanudará el procedimiento de licitación y adjudicación de los servicios 
externalizados para el tratamiento de la documentación presentada y otros servicios 
de apoyo imprescindibles para la ejecución del citado procedimiento de evaluación y 
acreditación de competencias paralizado en el momento de la alarma sanitaria. 

Artículo 37. Pruebas para la Obtención de Títulos de Técnico y Técnico Superior.
Se reanudará la tramitación del procedimiento para la obtención de títulos de Técnico 

y Técnico Superior de ciclos formativos de formación profesional del sistema educativo 
para el año 2020 convocado por Orden de 31 de enero de 2020, de la Consejería de 
Educación y Deporte. 

Artículo 38. Exención del módulo profesional de formación en centros de trabajo.
Se reanudará el procedimiento de solicitud de exención total o parcial del módulo 

profesional de formación en centros de trabajo para el curso 2019/2020, regulado 
en el artículo 23.4 de la Orden de 28 de septiembre de 2011, por la que se regulan 
los módulos profesionales de formación en centros de trabajo y de proyecto para el 
alumnado matriculado en centros docentes de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
estableciéndose como plazo de presentación de solicitudes de exención el de los cinco 
días naturales siguientes a la publicación de este decreto-ley. 00
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Artículo 39. Reducción de plazo en el procedimiento de escolarización en las 
enseñanzas de formación profesional.

Se reduce a tres días hábiles el plazo a que se refiere el artículo 42.1 de la Orden 
de 1 de junio de 2016, por la que se regulan los criterios y el procedimiento de admisión 
del alumnado en los centros docentes para cursar ciclos formativos de grado medio y 
de grado superior, sostenidos con fondos públicos, de formación profesional inicial del 
sistema educativo, en el procedimiento de escolarización en estas enseñanzas para el 
curso 2020/2021.

Disposición adicional primera. Actuaciones conjuntas de coordinación en materia de 
prevención en playas.

1. Las Consejerías con competencias en materia de playas coordinarán actuaciones 
conjuntas, mediante medios impresos o digitales, para la difusión, información continuada 
y concienciación de la ciudadanía en general, y turística en particular, de las medidas de 
prevención y seguridad en las playas de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Las Consejerías con competencias en materia de playas dispondrán de la 
información relevante sobre las condiciones de seguridad para el baño y la práctica de 
deportes náuticos. Esta información estará disponible de manera permanente, accesible 
y actualizada en el portal web de la Junta de Andalucía.

Disposición adicional segunda. Tramitación presencial y electrónica de los 
procedimientos de escolarización.

1. Los trámites relativos a los procedimientos recogidos en los artículos 20, 21, 22, 
23, 25, 26 y 27 del presente decreto-ley para el curso 2020/2021 se podrán realizar tanto 
de forma presencial como de forma electrónica. La Administración educativa facilitará 
esta segunda modalidad a través de la Secretaría Virtual de Centros de la Consejería 
competente en materia de educación, o en su defecto, por cualquier otro cauce habilitado 
para ello por dicha Consejería. 

2. Lo recogido en el apartado anterior será también de aplicación para los trámites 
relativos a los procedimientos de admisión en las enseñanzas de idiomas de régimen 
especial y en las de formación profesional para el curso 2020/2021, así como para los 
relativos a la anulación de matrícula en las escuelas oficiales de idiomas y a las pruebas 
de acceso a los ciclos formativos de formación profesional de grado medio y grado 
superior para el curso 2019/2020.

3. De acuerdo con lo establecido en la disposición transitoria tercera del Decreto 
622/2019, de 27 de diciembre, de administración electrónica, simplificación de 
procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía, la Consejería 
competente en materia de educación pondrá a disposición de la comunidad educativa un 
Identificador Educativo Andaluz (iANDE) que recibirá telemáticamente y que le habilitará 
para la tramitación de los procedimientos de admisión y matrícula en los centros docentes, 
así como otros trámites que se producen en el contexto de dichos centros.

Disposición adicional tercera. Adjudicación de plazas escolares de formación 
profesional en oferta completa para alumnado que accede a través de prueba o curso. 

Las plazas escolares para el curso 2020/2021 a las que se hace referencia en los 
apartados 8.a).3.ª y 8.c).3.ª, del artículo 5 de la Orden de 1 de junio de 2016, por la que se 
regulan los criterios y el procedimiento de admisión del alumnado en los centros docentes 
para cursar ciclos formativos de grado medio y de grado superior, sostenidos con fondos 
públicos, de formación profesional inicial del sistema educativo, se adjudicarán en el mes 
de septiembre de 2020.

Disposición transitoria primera. Plan de contingencia ante el COVID-19.
Los Ayuntamientos deberán elaborar y remitir al órgano directivo competente en 

materia de protección civil, en un plazo máximo de un mes a contar desde la entrada 00
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en vigor de este decreto-ley, un plan de contingencia ante el COVID-19, que será de 
aplicación mientras dure la situación de alerta sanitaria , en el que se expongan las 
medidas que han adoptado ante esta situación al objeto de proteger la seguridad de las 
personas usuarias de las playas y garantizar el normal funcionamiento de los servicios, 
según la estructura y contenido mínimo recogidos en el Anexo II, y cualesquiera otras que 
pudieran dictarse por las autoridades sanitarias.

Disposición transitoria segunda. Plazos de elaboración, aprobación e inicio del trámite 
para la homologación.

1. Los Ayuntamientos deberán elaborar, aprobar e iniciar el trámite para la 
homologación por la Comisión de Protección Civil de Andalucía de los planes de seguridad 
y salvamento, en el plazo máximo de un año a partir del día siguiente a la entrada en vigor 
del presente decreto-ley.

2. Los Ayuntamientos que a la entrada en vigor del presente decreto-ley tuvieran 
elaborado y aprobado su correspondiente plan de seguridad y salvamento, dispondrán de 
un plazo de seis meses para adaptarlo a los criterios y contenidos establecidos en este 
decreto-ley e iniciar el trámite para la homologación por la Comisión de Protección Civil 
de Andalucía.

Disposición transitoria tercera. Acreditación de cualificación profesional de socorrista 
en espacios acuáticos naturales.

El personal integrado en los diferentes servicios de salvamento y el personal de apoyo 
que a la fecha de entrada en vigor del presente decreto-ley vengan realizando funciones 
de socorrista en espacios acuáticos naturales, y no tengan acreditada la cualificación 
profesional a la que se alude en el apartado 3 del artículo 14, deberán disponer de dicha 
acreditación en el plazo máximo de cuatro años desde la entrada en vigor del presente 
decreto-ley, periodo durante el cual podrá seguir desempeñando estas funciones. 

Disposición transitoria cuarta. Formación del personal voluntario.
A efectos de lo previsto en el apartado 2 del artículo 16, y sin perjuicio de su posterior 

homologación, la formación de socorrista acuático impartida por la Cruz Roja Española, 
así como la que reciba el personal de las Agrupaciones Locales del Voluntariado de 
Protección Civil por parte de la Escuela de Seguridad Pública de Andalucía, o por otros 
centros homologados a tal efecto por ésta, será condición suficiente para la prestación de 
los servicios voluntarios previstos en dicho artículo.

Disposición transitoria quinta. Tarifa reducida de la tasa por solicitud de licencia de 
funcionamiento para la fabricación de productos sanitarios a medida. 

A las solicitudes de licencia de funcionamiento para la fabricación de productos 
sanitarios a medida que estén pendientes de resolución a fecha 14 de marzo de 2020, 
fecha de la declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, así como a aquellas presentadas entre esta fecha 
y el 31 de diciembre de 2020, les resultará de aplicación la siguiente tarifa reducida:

a) Por tramitación de la solicitud de concesión de la licencia de funcionamiento para la 
fabricación de productos sanitarios a medida: 57 euros.

b) Por tramitación de la solicitud de licencia de modificación de las instalaciones que 
no afecten al emplazamiento: 7 euros.

c) Por tramitación de la solicitud de licencia de modificación de las instalaciones que 
afecten al emplazamiento: 57 euros.

d) Por tramitación de la solicitud de revalidación de la licencia de funcionamiento a los 
fabricantes de productos sanitarios a medida: 57 euros. 00
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Disposición transitoria sexta. Aplicación de la modificación de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

1. La modificación que se efectúa del artículo 42.3 de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, mediante el apartado uno de 
la disposición final segunda, podrá ser aplicable, a solicitud de persona interesada, a 
aquellos procedimientos que se encontraran en tramitación a fecha de la entrada en vigor 
del presente decreto-ley. A estos efectos, la persona a cuya instancia se hubiera iniciado 
el procedimiento podrá desistir de éste. El órgano competente dictará y notificará, sin más 
trámite, resolución en tal sentido, dando por terminado el procedimiento y procediendo al 
archivo del expediente.

2. La modificación que se efectúa de los artículos 50.B).c) y 52, de la Ley 7/2002, de 
17 de diciembre, mediante los apartados dos y tres de la disposición final segunda, será 
de aplicación a todos los procedimientos en tramitación a partir del día siguiente a la 
entrada en vigor del presente decreto-ley.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en este decreto-ley.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras.

Con efectos desde el día 1 de enero de 2021, la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en relación con la Tasa por solicitud 
de licencia de funcionamiento para la fabricación de productos sanitarios a medida, queda 
modificada como sigue: 

Uno. El artículo 16 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 16. Hecho imponible.
Constituye el hecho imponible de la tasa la tramitación de la solicitud de licencia de 

funcionamiento para la fabricación de productos sanitarios a medida, así como de las 
solicitudes de modificación y de revalidación de la licencia.»

Dos. El artículo 18 queda redactado como sigue:
«Artículo 18. Cuotas.
El importe de la cuota se exigirá según la siguiente tarifa:
a) Por tramitación de la solicitud de concesión de la licencia de funcionamiento: 150 

euros.
b) Por tramitación de la solicitud de modificación de las instalaciones: 150 euros.
c) Por tramitación de la solicitud de revalidación de la licencia de funcionamiento: 60 

euros.
d) Por tramitación de la solicitud de las restantes modificaciones: 60 euros.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía.

Se modifica la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía, que queda redactada como sigue:

Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 42, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«3. Las Actuaciones de Interés Público requieren la aprobación del Plan Especial o 
Proyecto de Actuación pertinente y el otorgamiento, en su caso, de la preceptiva licencia 
urbanística, sin perjuicio de las restantes autorizaciones administrativas que fueran 
legalmente preceptivas. 00
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La aprobación del Plan Especial o del Proyecto de Actuación tiene como presupuesto 
la concurrencia de los requisitos enunciados en el apartado 1 de este artículo y conllevará 
la aptitud de los terrenos necesarios en los términos y plazos precisos para la legitimación 
de aquélla. Transcurridos los mismos, cesará la vigencia de dicha cualificación.

No obstante, la implantación de infraestructuras hidráulicas, energéticas, de 
telecomunicaciones y el aprovechamiento de los recursos minerales cuya autorización 
corresponda a la Comunidad Autónoma, no requerirán de la aprobación de Plan Especial 
o Proyecto de Actuación. En estos supuestos será preceptivo un informe de compatibilidad 
urbanística en el procedimiento de autorización administrativa de la actuación, que tendrá 
el alcance y los efectos del párrafo anterior. El informe será solicitado por el órgano 
administrativo al que corresponda autorizar la actuación y será emitido en el plazo máximo 
de un mes por los Ayuntamientos en cuyo término municipal pretenda implantarse.»

Dos. Se modifica el apartado c), del artículo 50.B), que queda redactado de la 
siguiente forma:

«c) Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 52.8, en los terrenos adscritos a las 
categorías de suelo no urbanizable de especial protección, el derecho reconocido en la 
letra anterior sólo corresponderá cuando así lo atribuya el régimen de protección a que esté 
sujeto por la legislación sectorial o por la ordenación del territorio que haya determinado 
esta categoría o por la ordenación específica que para los mismos establezca el Plan 
General de Ordenación Urbanística.»

Tres. Se modifica el artículo 52, introduciendo un nuevo apartado 8 con el siguiente 
tenor: 

«8. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, aun cuando no exista 
previsión al respecto en el Plan General de Ordenación Urbanística o Plan Especial, podrán 
llevarse a cabo las actuaciones relativas a infraestructuras, instalaciones y equipamientos 
de interés general vinculados a las telecomunicaciones que deban implantarse o discurrir 
por cualquier categoría de suelo no urbanizable, siempre que ello no esté expresamente 
prohibido por la legislación aplicable por razón de la materia.»

Disposición final tercera. Modificación del Decreto-ley 1/2020, de 10 de febrero, para 
el impulso del proceso de justificación, comprobación, adecuación de la información 
contable y reintegro de los libramientos con justificación posterior.

Se añade una disposición transitoria segunda al Decreto-ley 1/2020, de 10 de 
febrero, para el impulso del proceso de justificación, comprobación, adecuación de la 
información contable y reintegro de los libramientos con justificación posterior, pasando la 
actual disposición transitoria única a ser la disposición transitoria primera. La disposición 
transitoria segunda tendrá la siguiente redacción:

«Disposición transitoria segunda. Reintegros de subvenciones concedidas por las 
agencias públicas empresariales.

La modificación del artículo 127 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Junta de Andalucía realizada por el artículo 7 de este Decreto-ley en lo que 
se refiere a las competencias de la Agencia Tributaria de Andalucía para la notificación 
de la resolución del reintegro de subvenciones y para la gestión recaudatoria del reintegro 
y demás competencias en periodo voluntario, no será aplicable a las subvenciones 
concedidas por las agencias públicas empresariales hasta que les sea de aplicación el 
régimen de contabilidad presupuestaria.»

Disposición final cuarta. Modificación del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, 
de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización de 
actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los 
efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19). 00
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Se modifica el párrafo a) del apartado 3 del artículo 5 del Decreto-ley 3/2020, de 16 
de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización 
de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los 
efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), que queda redactado como sigue:

«a) Para la tasa devengada el 1 de enero de 2020 el ingreso se efectuará dentro de 
los veinte primeros días naturales del mes de julio.»

Disposición final quinta. Modificación del Decreto-ley 10/2020, de 29 de abril, por el 
que se establecen medidas extraordinarias y urgentes de flexibilización administrativa en 
materia de ayudas en el ámbito del empleo y medidas complementarias con incidencia en 
el ámbito económico, local y social como consecuencia de la situación ocasionada por el 
coronavirus (COVID-19). 

Se modifica el apartado 2 de la disposición final sexta del Decreto-ley 10/2020, de 29 
de abril, por el que se establecen medidas extraordinarias y urgentes de flexibilización 
administrativa en materia de ayudas en el ámbito del empleo y medidas complementarias 
con incidencia en el ámbito económico, local y social como consecuencia de la situación 
ocasionada por el coronavirus (COVID-19), mediante la adición de una nueva letra c), 
pasando las actuales letras c) y d), a ser las letras d) y e) respectivamente, quedando 
dicho apartado redactado como sigue:

«2. Con carácter general, las medidas previstas en el presente decreto-ley mantendrán 
su vigencia hasta el fin de la vigencia de la declaración del estado de alarma.

No obstante lo anterior, se establecen las siguientes reglas particulares de vigencia:
a) Aquellas medidas previstas en este decreto-ley que tienen un plazo determinado 

de duración se sujetarán al mismo.
b) Las medidas previstas en el Capítulo V mantendrán su vigencia hasta el 31 de 

diciembre de 2020.
c) La medida prevista en el artículo 32 mantendrá su vigencia hasta la finalización de 

los procedimientos relativos a las solicitudes a que se refiere dicho artículo.
d) La modificación que se efectúa del Decreto-ley 3/2017, de 19 de diciembre, por el 

que se regula la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía, mediante la disposición 
final primera, ajustará su vigencia a la de la citada disposición legal.

e) La modificación que se efectúa del Decreto-ley 6/2020, de 30 de marzo, por el que 
se establecen medidas administrativas extraordinarias y urgentes en el ámbito social y 
económico como consecuencia de la situación ocasionada por el coronavirus (COVID-19), 
mediante la disposición final segunda, ajustará su vigencia a la de la citada disposición 
legal.»

Disposición final sexta. Modificación del Decreto 359/2011, de 7 de diciembre, por 
el que se regulan las modalidades semipresencial y a distancia de las enseñanzas 
de Formación Profesional Inicial, de Educación Permanente de Personas Adultas, 
especializadas de idiomas y deportivas, se crea el Instituto de Enseñanzas a Distancia de 
Andalucía y se establece su estructura orgánica y funcional. 

El apartado 2 del artículo 6 del Decreto 359/2011, de 7 de diciembre, por el que se 
regulan las modalidades semipresencial y a distancia de las enseñanzas de Formación 
Profesional Inicial, de Educación Permanente de Personas Adultas, especializadas 
de idiomas y deportivas, se crea el Instituto de Enseñanzas a Distancia de Andalucía 
y se establece su estructura orgánica y funcional, queda redactado en los siguientes 
términos:

«Las enseñanzas en la modalidad a distancia se impartirán por el Instituto de 
Enseñanzas a Distancia de Andalucía. Asimismo, se podrán impartir en centros docentes 
públicos y privados previamente autorizados por la Consejería competente en materia de 
educación.» 00
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Disposición final séptima. Modificación de la Orden de 28 de septiembre de 2011, 
por la que se regulan los módulos profesionales de formación en centros de trabajo y de 
proyecto para el alumnado matriculado en centros docentes de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

Los apartados 3 y 4 del artículo 13 de la Orden de 28 de septiembre de 2011, por 
la que se regulan los módulos profesionales de formación en centros de trabajo y de 
proyecto para el alumnado matriculado en centros docentes de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, quedan redactados de la siguiente forma: 

«3. El seguimiento de la Formación en Centro de Trabajo se realizará por medios 
telemáticos o mediante visitas presenciales a los centros de trabajo en el horario y turno 
que se haya establecido para el alumno o alumna en su programa formativo.

4. El calendario de visitas establecido en el plan de seguimiento deberá contemplar un 
mínimo de tres visitas de seguimiento, con medios telemáticos o presenciales, al centro 
de trabajo, distribuidas a lo largo del periodo en el que el alumnado cursa el módulo 
profesional de formación en centros de trabajo.»

Disposición final octava. Modificación de normas reglamentarias.
1. Las determinaciones incluidas en el Capítulo I relativas a la seguridad en las playas 

podrán ser modificadas mediante normas de carácter reglamentario, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 1 de la disposición final décima.

2. Las determinaciones incluidas en las normas reglamentarias que son objeto de 
modificación en el presente decreto-ley podrán ser modificadas por normas del rango 
reglamentario correspondiente a la norma en que figuran.

Disposición final novena. Acceso público al Catálogo General de Playas de 
Andalucía.

El acceso público a través del portal web de la Junta de Andalucía al Catálogo General 
de Playas de Andalucía será plenamente operativo en el plazo de seis meses desde la 
entrada en vigor del presente decreto-ley.

Disposición final décima. Desarrollo y ejecución.
1. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia 

de interior y protección civil para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus 
competencias, sean necesarias en desarrollo y ejecución del presente decreto-ley, para 
el desarrollo reglamentario de las disposiciones contenidas en el Capítulo I del mismo, y 
en particular, para regular mediante orden:

a) La homogeneización de los elementos comunes de la uniformidad del vestuario y 
equipamiento, así como su uso y las credenciales comunes del personal perteneciente a 
los servicios de salvamento y personal voluntario.

b) La homogeneización de la cartelería y el plazo para su adecuación conforme a lo 
previsto en el artículo 10 del presente decreto-ley.

Así mismo, se faculta a la persona titular de la Consejería con competencias en 
materia de interior y protección civil para modificar mediante Orden los Anexos de este 
decreto-ley.

2. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia 
de hacienda para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean 
necesarias en desarrollo y ejecución de lo previsto en este decreto-ley.

3. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de 
educación para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean 
necesarias en desarrollo y ejecución del presente decreto-ley.

Así mismo, mediante orden de la persona titular de la Consejería competente en 
materia de educación, se modificará el calendario de actuaciones de los procedimientos 
a los que se refiere el Capítulo II del presente decreto-ley. 00
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4. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de 
políticas sociales para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, 
sean necesarias en desarrollo y ejecución del presente decreto-ley.

5. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia 
ordenación del territorio para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus 
competencias, sean necesarias en desarrollo y ejecución del presente decreto-ley.

Disposición final undécima. Entrada en vigor y vigencia.
1. El presente decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín 

Oficial de la Junta de Andalucía, salvo la modificación que se efectúa de los artículos 16 
y 18 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, por la disposición final primera, que entrará en vigor a partir del 1 de enero 
de 2021.

2. Con carácter general, las medidas previstas en el presente decreto-ley mantendrán 
su vigencia hasta el fin de la vigencia de la declaración del estado de alarma.

No obstante lo anterior, se establecen las siguientes reglas particulares de vigencia:
a) Aquellas medidas previstas en este decreto-ley que tienen un plazo determinado 

de duración se sujetarán al mismo.
b) La regulación que se establece en el Capítulo I y disposiciones de este decreto-ley 

relativas a seguridad en las playas, tendrá la vigencia propia de una disposición legal.
c) La modificación que se efectúa de los artículos 16 y 18 de la Ley 3/2004, de 28 de 

diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, por la disposición final 
primera, ajustarán su vigencia a la de la citada ley.

d) La modificación que se efectúa de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía mediante la disposición final segunda, ajustará su vigencia a la 
de la citada ley.

e) Las medidas previstas en la disposición final cuarta por la que se modifica el 
Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, tendrán vigencia exclusiva para el año 2020.

f) Las modificaciones que se efectúan mediante la disposición final sexta y séptima 
ajustarán sus vigencias a las de las propias disposiciones reglamentarias que mediante 
las mismas se modifican.

Sevilla, 11 de mayo de 2020

JUAN MANUEL MORENO BONILLA
Presidente de la Junta de Andalucía

ELÍAS BENDODO BENASAYAG
Consejero de la Presidencia,

Administración Pública e Interior
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ANEXO I

Criterios para la clasificación del uso de las playas

1. Criterios para la clasificación de las playas de uso prohibido, peligrosas o libres.
a) Corrientes y mareas peligrosas.
b) Zona de rompientes y olas.
c) Contaminación de las aguas.
d) Peligros por fauna marina.
e) Desprendimientos, deslizamientos, o cualquier otro riesgo habitual o de los previstos 

en el ámbito de protección civil, que pueda suponer un grave peligro para la seguridad o 
la vida de las personas.

f) Aspectos meteorológicos.

2. Criterios para la determinación del grado de protección de las playas.
El grado de protección se determinará para las playas clasificadas como peligrosas o 

libres, teniendo en cuenta los condicionantes siguientes:
a) Afluencia de personas, en las fechas de máxima utilización anual, pudiéndose 

establecer variaciones en función de la temporada.
b) Riesgo intrínseco de la playa, que vendrá determinado por una serie de factores 

que es necesario valorar, como el histórico de incidencias registradas, el número de 
habitantes del municipio, las condiciones habituales del mar, las características físicas y 
entorno de la playa, la realización de actividades deportivas y de recreo y existencia de 
balizamiento en zonas de baño, que serán valorados en función de su peligrosidad.

La determinación del grado de protección de una playa podrá variar a lo largo 
del año y, en consecuencia, en función del grado de protección, podrá modificarse el 
dimensionamiento del equipo humano y del equipamiento material, así como las medidas 
de protección contempladas en el Plan de Seguridad y Salvamento.

2.1. Método para la determinación del grado de protección.
2.1.a) Determinación de la afluencia de personas.
La base para el cálculo general del riesgo será tomada en función de la afluencia de 

personas en la playa, ponderados a media marea, en las fechas de máxima utilización 
anual, calculados con referencia al año anterior a la realización del Plan y actualizado 
cuando sea procedente con periodicidad anual.

AFLUENCIA

Menos de 10 metros cuadrados por persona, o tramos de playa con un número de personas 
usuarias igual o superior a 2.000 en una superficie de veinte mil metros cuadrados. ALTA 

Entre 10 y 60 metros cuadrados por persona, o tramos de playa con un número de personas 
usuarias igual o superior a 350 y menor de 2.000 personas en una superficie de veinte mil 
metros cuadrados.

MEDIA

Más de 60 metros cuadrados por persona, o tramos de playa con un número de personas 
usuarias inferior a 350 en una superficie de veinte mil metros cuadrados. BAJA

En playas de gran longitud, superior a 400 metros, y afluencia concentrada en 
determinadas zonas o tramos, cuando sea aconsejable se podrá realizar una evaluación 
independientemente de los riesgos particulares y medidas de protección que se deban de 
adoptar para la mejora de la seguridad en estas áreas y se contemplarán en el Plan de 
Seguridad y Salvamento.

 2.1.b) Valoración de riesgo intrínseco para clasificación del grado de protección.
Para efectuar un adecuado análisis del grado de protección se tendrán en cuenta las 

características particulares de las playas.
Los criterios y factores determinantes del grado de protección serán calculados 

justificadamente por persona técnica que redacte Planes de Seguridad y Salvamento de 00
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acuerdo a los factores de riesgo que se indican. La fórmula a aplicar para el cálculo del 
grado de protección será la media aritmética de los valores de peligrosidad de cada factor 
de riesgo, es decir, el resultado de dividir por cinco la suma de los valores parciales de los 
diferentes criterios de peligrosidad, con la siguiente aplicación:

a) Riesgo Alto: más de 4 y hasta 5 puntos.
b) Riesgo Medio: más de 2 y hasta 4 puntos.
c) Riesgo Bajo entre 0 y 2 puntos.
Los factores de riesgo son:

I. Histórico de incidencias registradas.
Atendiendo al número anual de incidentes graves y muy graves, entendiendo como 

graves aquellos que han puesto en peligro la vida de las personas o su integridad física 
y muy graves aquellos incidentes con resultado de muerte, considerando los aspectos 
siguientes:

HISTÓRICO DE INCIDENCIAS REGISTRADAS VALOR DE
PELIGROSIDAD

Cuando se hayan producido uno o más incidentes muy graves. 5

Cuando se hayan producido uno o más incidentes graves. 3

Cuando no se haya producido ningún incidente grave o muy grave 0

II. Carga poblacional.
Atendiendo a la carga poblacional del municipio al que pertenezcan las playas y, en 

su caso, de los municipios que la comportan.

NÚCLEO DE POBLACIÓN CERCANO VALOR DE
PELIGROSIDAD

Más de 100.000 habitantes 5

Entre más de 20.000 y 100.000 habitantes 3

Entre 5.000 y 20.000 habitantes 1

Menos de 5.000 habitantes 0

A estos efectos se entiende por carga poblacional como la población que, ya sea de 
manera habitual o temporal, incide en la carga real que soporta un territorio y calculada 
como la población residente más la población turística asistida.

Población residente: número de habitantes registrados en el Padrón.
Población turística asistida: se entiende por población turística asistida de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 19.3 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo 
de Andalucía, la constituida por quienes no ostenten la condición de vecinos o vecinas 
del municipio pero tengan estancia temporal en el mismo por razones de visita turística o 
pernoctación en alojamientos turísticos. Su determinación se efectuará por los medios de 
prueba que reglamentariamente se establezcan. 

III. Condiciones habituales del mar.
Atendiendo a la existencia de las condiciones de oleaje y existencia de corrientes 

marinas que puedan afectar la seguridad de las personas usuarias:

CONDICIONES HABITUALES DEL MAR VALOR DE 
PELIGROSIDAD

Existen habitualmenteo las de altura superior a 1 m o corrientes fuertes. 5

Existen olas de altura superior a 0,5 m o corrientes que pueden afectar a bañistas. 3

Mar en calma o cuando las condiciones de las corrientes no puedan afectar a bañistas. 0 00
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IV. Características físicas y entorno de la playa.
Se atenderá a la repercusión que sobre la seguridad de personas usuarias o la 

respuesta a la emergencia puede tener el entorno en cuanto a peligros añadidos, 
dificultades en las comunicaciones, y en accesos para el socorro, auxilio y evacuación.

CARACTERÍSTICAS FÍSICAS Y ENTORNO DE LA PLAYA VALOR DE 
PELIGROSIDAD

Con peligros añadidos y difíciles vías de acceso y evacuación, solo accesible con 
medios aéreos o marítimos. 5

Con peligros añadidos, el acceso y evacuación solo se puede
realizar con vehículos todo terreno o a pie. 3

Con peligros añadidos, sin dificultades de acceso. 1

Sin peligros añadidos 0

V. Actividades deportivas y de recreo que se realizan y existencia de balizamiento en 
zonas de baño.

Se atenderá al riesgo que supone la realización de actividades deportivas para las 
personas que las realizan así como para las demás personas y bañistas en la misma 
playa o sector.

COEXISTENCIA EN LA PLAYA Y ZONA DE BAÑO CON ACTIVIDADES DEPORTIVAS Y 
DE RECREO QUE SE REALIZAN, Y DISPOSICIÓN DE BALIZAMIENTO.

VALOR DE 
PELIGROSIDAD

En la playa coexiste actividad náutica, deportiva y de baño y no existe balizamiento, ni 
señalización de sectores deportivos. 5

Coexisten las actividades náuticas, deportiva y de baño, no
dispone de balizamiento, y si dispone de señalización de sectores deportivos. 3

Coexisten las actividades náuticas, deportiva y de baño, si
dispone de balizamiento y no dispone de señalización de sectores deportivos. 1

Coexisten las actividades náuticas, deportivas y de baño, y disponen de balizamiento y 
señalización de sectores deportivos. 0

2.1. c) Cálculo del grado de protección de la playa.
El grado de protección de la playa, será el resultante del valor combinado de la 

afluencia y el riesgo según la siguiente tabla:

GRADO DE PROTECCIÓN DE LA PLAYA

AFLUENCIA BAJA MEDIA ALTA

RIESGO

BAJO BAJO MODERADO ALTO

MEDIO BAJO MODERADO ALTO

ALTO MODERADO ALTO ALTO

- En las playas con afluencia alta, el grado de protección será alto.
- En las playas con afluencia media, el grado de protección será moderado, excepto 

las analizadas con riesgo alto que será alto.
- En las playas con afluencia baja, el grado de protección será bajo, excepto las 

analizadas con riesgo alto que será moderado.
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ANEXO II

Plan de contingencia de playas ante el COVID-19 

El plan de contingencia de playas ante el COVID-19 atenderá a la siguiente estructura 
y contenido mínimo y se elaborará con la finalidad de dar respuesta a la situación de 
alerta, siendo de aplicación mientras dure la misma y exponiendo las medidas que se 
hayan adoptado o se vayan a adoptar con objeto de proceder a la apertura de las playas 
en condiciones de seguridad para las personas usuarias.

ESTRUCTURA Y CONTENIDO MÍNIMO

1. Introducción.
1.1. Objetivos.
1.2. Ámbito de planificación.
2. Análisis de la situación
2.1. Información territorial: Descripción de la/s playa/s.
2.2. Descripción de las actividades.
2.3. Vía de comunicación.
2.4. Equipo del servicio de salvamento.

3. Descripción de las medidas tomadas ante la situación Covid-19.
3.1. Medidas de autoprotección.
3.2. Carteles informativos, señalización y control de aforo.
3.3. Dotación extraordinaria del equipo de salvamento.
3.4. Medidas de refuerzo de limpieza.
3.5. Vigilancia.
3.6. Otras.

4. Seguimiento de las medidas.

ANEXO III

Plan de seguridad y salvamento de playas

Contenido mínimo para su homologación

Este anexo establece el contenido mínimo que ha de incluir el Plan para que sea eficaz 
y operativo, así como para que pueda ser homologado por la Comisión de Protección Civil 
de Andalucía, sin perjuicio de otras actuaciones a desarrollar, que por las características 
de la playa o por la tipología de los episodios que se presenten, puedan preverse

Estructura y contenido mínimo.

1. Introducción.
1.1. Objetivos.
1.2. Ámbito de planificación.
1.3. Carácter del Plan.
1.4. Elaboración, aprobación y homologación.

2. Información territorial.
2.1. Descripción de la playa (identificación, medio físico, orientación...)
2.2. Descripción de las actividades.
2.3. Vía de comunicación. 00
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3. Estudio de riesgos.
3.1. Identificación y análisis de los riesgos destacables.
3.2. Elementos vulnerables.

4. Estructura.
4.1. Definición de la estructura del Plan.
4.2. Funciones.

5. Operatividad.
5.1. Caracterización de las fases de la operatividad.
5.2. Activación/desactivación del Plan.
5.3. Actuaciones en caso de activación del Plan en sus distintas fases.
5.4. Integración entre niveles de planificación.

6. Medidas de actuación.
7. Implantación y Mantenimiento.

ANEXOS

1. Cartografía.
1.1. Vías de comunicación y accesibilidad.
1.2. Accesos y evacuación.
1.3. Ubicación del equipamiento material.
1.4. Zonas de peligros más significativos.
1.5. Zonas de actividad de baños.

2. Catálogo de medios y recursos,
3. Programas de implantación y mantenimiento.

ANEXO IV

Recomendaciones relativas a los equipos de salvamento 

Este anexo constituye un conjunto de recomendaciones que en la medida de lo posible 
deben observarse en los equipos de salvamento.

I. CRITERIOS PARA EL DIMENSIONAMIENTO DEL EQUIPO HUMANO

El equipo humano se dimensionará en función del grado de protección de cada playa, 
conforme a las temporadas o periodos que resulten los diferentes grados de protección.

Para el dimensionamiento del equipo humano se tendrá en cuenta para las playas de 
una longitud superior a los 400 metros, la sectorización de la misma en función de zonas 
de afluencia, para el cálculo del grado de protección y dimensionamiento de los puestos 
de vigilancia y socorro, por cada 400 metros, con un área de responsabilidad de 200 
metros a cada lado y a una distancia no superior a 20 metros de la línea de mar, siendo la 
distancia máxima entre puestos de 800 metros.

Grado de Protección Bajo.
Será el Ayuntamiento correspondiente el que determine, en función de las 

circunstancias concurrentes, las medidas de prevención, de prestación de servicios y del 
equipo humano que en cada caso sea necesario. 00
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Grado de Protección Moderado.
El personal de referencia del Servicio de Salvamento permanente en horario de 

prestación del servicio será:
a) Una persona que ejercerá la jefatura de playa o de turno.
b) Una persona socorrista de presencia en cada dos torres de vigilancia existente.
c) Una patrulla de vigilancia dinámica compuesta por personal socorrista de 

actividades acuáticas, cada tres torres.
d) Dos personas socorristas para la embarcación de auxilio, al menos uno de ellos 

con la debida acreditación para el manejo de la embarcación.
e) Una persona socorrista para la atención sanitaria.
Grado de Protección Alto.
El personal de referencia del Servicio de Salvamento permanente en horario de 

prestación del servicio será:
a) Una persona que ejercerá la jefatura de playa o de turno.
b) Una persona socorrista de presencia en cada torre de vigilancia existente.
c) Una patrulla de vigilancia dinámica compuesta por personal socorrista de 

actividades acuáticas, por cada dos torres.
d) Dos personas socorristas en cada embarcación de auxilio, al menos uno de ellos 

con la debida acreditación para el manejo de la embarcación.
e) Una persona socorrista para la atención sanitaria.

II. �INDICADORES TÉCNICOS PARA DIMENSIONAR EL EQUIPAMIENTO MATERIAL 
EN ATENCIÓN AL GRADO DE PROTECCIÓN

El equipamiento material se dimensionará en el Plan de Seguridad y Salvamento en 
función del grado de protección de cada playa, sector, antecedentes y análisis de riesgos, 
entre otros, conforme a las temporadas o periodos que resulten de los diferentes grados 
de protección.

Para el dimensionamiento del equipamiento material se podrá tener en cuenta la 
sectorización de la playa en función de zonas de afluencia.

Grado de Protección Bajo.
Se deberá contar con cartel informativo de playa no vigilada conforme las previsiones 

del artículo 10 del Decreto por el que se regulan medidas para la aplicación de las normas 
e instrucciones para la seguridad humana y para la coordinación de las emergencias 
ordinarias y de protección civil en las playas de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

En todo caso, se dotará a las playas sin vigilancia con un grado de protección bajo, de 
elementos de seguridad pasiva como aros salvavidas y carretel, entre otros.

Grado de Protección Moderado.
Sin perjuicio de los mínimos establecidos en la normativa estatal, se dispondrán, al 

menos, de los siguientes medios:
• Carteles informativos por cada acceso.
• Banderas de señalización de las condiciones para el baño.
• Torres o sillas de vigilancia.
• Embarcación de auxilio o moto de agua con plancha de rescate.
• Equipamiento de Salvamento.
• Megafonía portátil.
• Sistema de comunicaciones.
• Botiquín de primeros auxilios.
• Señales dinámicas de riesgo a pie de playa.
• Desfibrilador semiautomático (DESA). 00
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En caso de prescindirse, o de sustituirse alguno de estos medios por otros con 
idéntica funcionalidad, se justificará técnicamente en el Plan de Seguridad y Salvamento, 
con indicación, en su caso, de las medidas correctoras que procedan.

Grado de Protección Alto.
Sin perjuicio de los mínimos establecidos en la normativa estatal, se dispondrán 

además de los medios consignados en el apartado anterior, al menos de los siguientes:
• Puesto de primeros auxilios.
• Sistema de avisos y comunicaciones.

III. �INDICADORES TÉCNICOS GENERALES PARA LA ELABORACIÓN DEL PLAN DE 
SEGURIDAD Y SALVAMENTO EN CUANTO AL EQUIPAMIENTO MATERIAL.

1. Comunicaciones.
Un sistema de comunicación acuática para enlace entre socorristas, los puestos 

de vigilancia, jefatura de playa o jefatura de turno, persona coordinadora de playas 
del municipio y primeros auxilios, embarcaciones de auxilio, así como un sistema de 
comunicación directo al órgano competente en materia de protección civil del municipio.

2. Embarcaciones de Auxilio.
Embarcación para desplazamiento por el mar, tipo jet o de hélice preferentemente 

con protector, o artefacto flotante tipo moto acuática equipada con una camilla de rescate, 
y dotada de material de rescate y auxilio, dotadas de una emisora en banda marina 
resistente al agua.

3. Torre o silla de vigilancia.
Se situará al menos a no más de 20 metros de la pleamar recomendándose la 

instalación de una por cada 400 metros de playa, con un área de responsabilidad de 200 
metros a cada lado.

Estará dotada con el equipamiento de vigilancia, salvamento y socorro, así como de 
comunicaciones, prismáticos, carrete de salvamento y megafonía. Además, dispondrá de 
juego de banderas y un soporte para su izado hasta una altura mínima de 3 metros.

a) Torre de Vigilancia: se recomienda que se ajuste a las siguientes características: 
elemento estático en altura rematado en una plataforma transitable, en la que, además, 
dispondrá de habitáculo con cerramiento que asegure visualizar el mar al menos en el 
frontal y los dos laterales. El acceso se realizará mediante rampa antideslizante dotada 
de pasamanos o barandilla por la cual el personal socorrista no perderá de vista el mar 
en ningún momento, durante el ascenso o descenso de la misma. El ángulo de inclinación 
de la rampa permitirá su uso sin necesidad de sujeción al pasamanos o barandilla y con 
fácil acceso al agua.

b) Silla de Vigilancia: se recomienda que se ajuste a las siguientes características: 
elemento estático portátil en altura y rematado en silla, esta dispondrá de parasol, apoya 
brazos y respaldo, no requerirá para su acceso de más de tres escalones y el ancho de 
huella de los mismos permitirá su ascenso y descenso sin necesidad de la utilización de 
las manos para dicha acción y sin tener que perder de vista en ningún momento el mar y 
con fácil acceso al agua.

Como equipamiento mínimo de las torres o sillas de vigilancia deberán disponer 
de un botiquín portátil y un desfibrilador semiautomático (DESA) por cada dos sillas o 
torres de vigilancia a excepción de playas donde sólo haya una, que dispondrá de tal 
equipamiento. 00
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4. Puesto de primeros auxilios.
Se localizará con facilidad, en un lugar de cómodo acceso, señalizado y siendo 

recomendable que esté dotado de, al menos, los siguientes recursos:
a) Equipo de radiocomunicaciones para enlace con el servicio de vigilancia y 

salvamento de la playa y el órgano competente en materia de protección civil del 
municipio.

b) Teléfono para enlace con el servicio de vigilancia y con el órgano competente en 
materia de protección civil del municipio.

c) Agua corriente, servicios higiénico-sanitarios y corriente eléctrica.
d) Sala de curas con botiquín sanitario, con instrumental para urgencias médicas 

y medicamentos de urgencia con el contenido y características que dependerán de la 
titulación del responsable del puesto.

e) Desfibrilador DESA.
f) Tablero espinal de flotabilidad positiva.
g) Camilla rígida de observación.
h) Inmovilizador de columna.
i) Juego de collarines y férulas para todas las medidas.
j) Botiquín de primeros auxilios portátil.
k) Material de curas.
l) Equipo de oxigenoterapia fijo con dos salidas.
m) Equipo de oxigenoterapia portátil con respirador manual de balón y cánulas Guedel 

de todas las medidas.
n) Medios de evacuación.

5. Equipamiento de personal de vigilancia y salvamento.

Material de Rescate
Boya/lata o tubo de rescate
Carretes de salvamento
Megáfono.
Aros con cabo salvavidas
Cuerdaguía individual de salvamento

Material de Autoprotección
Silbato
Prismáticos
Riñonera
Material sanitario incluida Mascarilla RCP.
Aletas y gafas
Gafas de sol
Sandalias
Gorra Solar

6. Vestuario.
La homogeneización de los elementos comunes del vestuario del personal del Servicio 

de Salvamento se ajustará a lo que se determine mediante orden del órgano competente 
en materia de protección civil, sin perjuicio de las especificidades que puedan determinar 
los Ayuntamientos correspondientes. La uniformidad deberá, en todo caso, cumplir las 
características técnicas especificadas en las disposiciones legales y reglamentarias 
establecidas en materia de prevención de riesgos laborales.

7. Ubicación y conducciones.
Las edificaciones del servicio de playa se ubicarán preferiblemente fuera de ella, con 

las dimensiones y distancias que se determine reglamentariamente. Si no fuera posible 
ubicar estas edificaciones sobre el paseo marítimo o fuera de la playa, se podrán ubicar 
en su límite interior o, en el caso de que la anchura de la playa así lo permita, a una 
distancia mínima de 70 metros desde la línea de pleamar, siempre que no se perjudique 
la integridad del dominio público marítimo-terrestre ni su uso.

En este plan se describirá la ubicación de los distintos equipamientos material referido 
en el apartado II de este anexo, tales como: megafonía, banderas y elementos públicos 
de rescate. 00
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Asimismo, todas las conducciones de servicio a estas instalaciones deberán ser 
subterráneas y el sistema de saneamiento garantizará una eficaz eliminación de las aguas 
residuales, así como la ausencia de malos olores. Con este objeto, las instalaciones 
deberán conectarse a la red de saneamiento general, quedando en todo caso prohibidos 
los sistemas de drenaje o absorción que puedan afectar a la arena de las playas o a la 
calidad de las aguas de baño.

ANEXO V

Situaciones y medidas de coordinación operativa 

En el Plan de actuación ante emergencia del Plan de Seguridad y Salvamento se 
identificarán y clasificarán las emergencias en función del tipo de riesgo, la gravedad y 
capacidad de respuesta. Se establecerán los procedimientos de actuación y acciones a 
desarrollar para el control inicial de las emergencias, garantizándose la detección, alerta, 
alarma, respuesta, intervención coordinada, evacuación y socorro, así como la solicitud y 
recepción de ayuda externa de los servicios de emergencia.

Los posibles accidentes o sucesos que pudieran dar lugar a una emergencia, así 
como los procedimientos de actuación a aplicar en cada caso, en función de la gravedad 
y capacidad de respuesta, se clasificarán en las situaciones que se indican:

a) Situación 0.
Emergencia de carácter ordinario derivada de una situación de riesgo individual en 

playa que dispone de Servicio de Salvamento, y que puede ser controlada mediante la 
respuesta del personal socorrista destacados en la misma con sus propios medios, sin 
que sea necesario movilizar medios ajenos a la playa ni proceder a la evacuación de las 
personas afectadas.

En esta situación se incluirían, entre otras, la ayuda a bañistas que se encuentran en 
apuros en el agua y la realización de pequeñas curas o prestación de primeros auxilios.

b) Situación 1.
Emergencia de carácter ordinario derivada de una situación de riesgo individual en 

playa que dispone de Servicio de Salvamento y que requiere de la movilización de medios 
y/o recursos ajenos a la playa.

Se trataría de supuestos en los que el personal socorrista destacado en la playa valora 
la necesidad de movilizar medios ajenos al Servicio de Salvamento, para el salvamento 
o auxilio de personas usuarias y bañistas en peligro de ahogamiento, la prestación de 
asistencia sanitaria y/o traslado a centros sanitarios, o se requiera el concurso de la 
Policía Local u otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad por tratarse de situaciones que 
igualmente afecten a la seguridad ciudadana o al incumplimiento de normas vigentes.

c) Situación 2.
Emergencia de carácter ordinario derivada de una situación de riesgo individual en 

playa que no dispone de Servicio de Salvamento, o en los que se requiere la movilización 
de medios de intervención de salvamento marítimo en costa.

d) Situación 3.
Emergencia de protección civil, por derivar de una situación de riesgo colectivo 

sobrevenida por un evento que pone en peligro inminente a personas, bienes o medio 
ambiente.

En los distintos supuestos de riesgo que puedan presentarse, cuando se activan 
los planes de emergencia, se asegurará la necesaria coordinación entre los planes de 
aplicables y los Planes de Seguridad y Salvamento, así como el establecimiento de los 
protocolos, procedimientos y requisitos organizativos que permitan el ejercicio del mando 
por las autoridades de protección civil en los casos que lo requieran.
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1. Disposiciones generales
Consejería de la Presidencia, Administración Pública  
e Interior

Decreto-ley 13/2020, de 18 de mayo, por el que se establecen medidas 
extraordinarias y urgentes relativas a establecimientos hoteleros, coordinación 
de alertas, impulso de la telematización, reactivación del sector cultural y 
flexibilización en diversos ámbitos ante la situación generada por el coronavirus 
(COVID-19).

I
En  las  últimas  semanas,  atendiendo  a  la  evolución  de  la  crisis  sanitaria,  y  a  las  consecuencias
derivadas del estado de alarma establecido mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo,  se
han ido aprobando por este Gobierno diversas medidas económicas y sociales de amplio alcance,
dirigidas a proporcionar liquidez a la economía, mantener el empleo, así como proteger a las familias y
a las personas más vulnerables. 

El estado de alarma aprobado mediante el citado real decreto, entre otras cuestiones a las que afecta,
restringe la libertad de circulación de personas, modificando la forma de trabajar de muchas de ellas,
determina el cierre de centros educativos,  prevé medidas de contención en el ámbito de la actividad
comercial,  equipamientos  culturales,  establecimientos  y  actividades  recreativas,  actividades  de
hostelería y restauración, y otras adicionales.

La prórroga del estado de alarma, acordada por sucesivos reales decretos, continúa con la situación de
parálisis  que  afecta  a  los  diferentes  sectores  económico  y  productivo,  a  los  diferentes  niveles
educativos, produciendo un gran impacto perjudicial en la sociedad.

De otra parte, la suspensión de términos y la interrupción de plazos que se determina en la disposición
adicional  tercera  del  citado  Real  Decreto  463/2020,  de  14  de  marzo,  afecta  a  multitud  de
procedimientos administrativos, lo que ha provocado la interrupción en la tramitación de muchos de
ellos, por no encontrarse en las excepciones que se prevén en la citada disposición, dilatando en el
tiempo los plazos de resolución inicialmente previstos.

El pasado 28 de abril de 2020, el Consejo de Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una
nueva normalidad que establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución de esa
finalidad. 

El proceso descrito en el citado Plan se concibe de modo gradual,  asimétrico, coordinado con las
comunidades  autónomas,  y  adaptable  a  los  cambios  de  orientación  necesarios  en  función  de  la
evolución de los datos epidemiológicos y del impacto de las medidas adoptadas. 

El  objetivo  fundamental  que se establece  en el  citado Plan es  conseguir  que,  manteniendo como
referencia fundamental la protección de la salud pública, se recupere paulatinamente la vida cotidiana y
la actividad económica, minimizando el riesgo que representa la epidemia para la salud de la población
y evitando que las capacidades del Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar.
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La evolución dinámica de la crisis ha determinado que se deba acompasar la adopción progresiva de
medidas que se ajusten a las exigencias de cada momento, valorando además en la adopción de
algunas de ellas que esta situación de crisis sanitaria y de alerta se prolongue o se reitere en el
tiempo, siendo necesario articular, mediante modificaciones urgentes, las previsiones que adecuen la
normativa a las necesidades que imperan en el gradual desarrollo de esta nueva normalidad, así como
medidas de apoyo a sectores que, por encontrarse en ámbitos contemplados en las últimas fases del
confinamiento, requieren de la adopción de medidas de apoyo e incentivación de su actividad, que
permita cubrir el largo período por el que se ha determinado la imposibilidad de su desarrollo.

Las circunstancias detalladas determinan la necesidad de articular mediante las disposiciones que se
recogen  en  este  decreto-ley  las  medidas  necesarias  en  este  nuevo  contexto  en  el  que  se  han
identificado  distintas  fases  recogiendo  las  previsiones  que  adecuen  la  normativa  a  estas  nuevas
circunstancias. 

En línea con lo expuesto, destacan entre las medidas que se adoptan la modificación de la regulación
de los establecimientos hoteleros, se crean mecanismos de coordinación para la gestión de alertas en
este nuevo contexto, se adoptan medidas que impulsan las relaciones a través de medios electrónicos
en determinados procedimientos relativos a la contratación de las administraciones públicas,  así como
medidas  dirigidas  a  las  federaciones  deportivas  y  al  sector  cultural,  a  efectos  de  paliar  las
consecuencias  de  la  paralización  de  actividades,  medidas  todas  ellas  que  requieren  una  acción
normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento
de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes. 

En este momento, Andalucía se encuentra en la fase 1 del citado proceso. En este nuevo contexto de
desescalada  e  inicio  del  fin  del  confinamiento,  deben adoptarse  por  tanto  de  forma urgente,  las

medidas precisas para asegurar el retorno a la normalidad.
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II

La situación de emergencia de salud pública provocada por el COVID-19 y su expansión mundial carece
de precedentes.  La situación generada ha supuesto la necesidad de adoptar medidas de contención
extraordinarias  por  las  autoridades  nacionales.  Estas  medidas,  junto  con  las  adoptadas  por  otros
países,  están  teniendo  un  impacto  económico  que  se  proyecta  en  particular,  sobre  determinadas
empresas y sectores de la economía española,  entre los que se encuentra el sector turístico.

Entre las medidas adoptadas a raíz del estado de alarma declarado mediante Real Decreto 463/2020,
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis
sanitaria ocasionada por el COVID-19, en lo que se refiere al sector del turismo, destaca la Orden
SND/257/2020, de 19 de marzo,  por la que se declara la  suspensión de apertura al  público de
establecimientos  de alojamiento turístico,  de acuerdo con el  artículo  10.6 del  citado Real  Decreto
463/2020, de 14 de marzo.

Con posterioridad, la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la flexibilización de determinadas
restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de
la fase 1 del  Plan para la transición hacia una nueva normalidad, en su artículo 44.1, permite  la
reapertura al público de los hoteles y alojamientos turísticos que hubieran suspendido su apertura en
virtud  de  la  citada  Orden  SND/  257/2020,  de  19  de  marzo,  pero  sometiéndola  a  extensas
restricciones.

En este contexto, el  sector del turismo  es uno de los que se verán más golpeados por la crisis del
coronavirus, en especial, por lo que respecta al desplome del turismo internacional. Solo el pasado mes
de febrero,  antes de que se aprobase el  estado de alarma en España,  visitaron nuestro  país  4,4
millones de turistas internacionales, un 1,0% más que en el mismo mes de 2019.

Una actividad, el  turismo, considerada estratégica en la comunidad, que atrae a 32,5 millones de
turistas a la región y genera ingresos por valor de 22.640 millones de euros anuales en la economía
andaluza, equivalente al 13% del Producto Interior Bruto regional, dando empleo a 424.500 ocupados,
más del 13% del total. 

La caída del turismo  provocada por  la citada pandemia supone un gran impacto en la economía, así
mismo supone pérdidas de empleo en los establecimientos hoteleros, incluso  puede suponer el cese
definitivo de la actividad en muchos de estos establecimientos hoteleros.

En esta nueva Era del turismo, diversificar productos y posicionar destinos a golpe de promoción, ya no
es  suficiente.  En  el  futuro  más  próximo,  tanto  desde  la  administración  como  desde  los  propios
establecimientos hoteleros se deberán ofrecer calidad y garantías si se quiere recuperar la confianza de
las personas consumidoras.
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Reorganizar  y  adaptar  los  establecimientos  hoteleros  con  el  fin  de  recuperar  un  sector  que  es
estratégico y tractor de la  economía andaluza, es clave. Volver a crecer y reposicionar a Andalucía
como  Destino  pasa  necesariamente  por  implementar  actuaciones  y  nuevas  medidas  desde  la
perspectiva  de  la  seguridad  y  la  gestión  de  riesgos,  la  sostenibilidad,  la  responsabilidad  y  el
compromiso de   los establecimientos hoteleros de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Competir en un mercado turístico internacional en transformación constante es complejo, hacerlo en el
año 2020 con condiciones y criterios del año 2004 es imposible hoy. 

Este decreto-ley no sólo ofrece la posibilidad de competir en igualdad de condiciones con el resto de
mercado,  nacional  o  internacional,  sino  que  incorpora  elementos  no  recogidos  hasta  la  fecha,
necesarios para adaptarnos a esta singular situación del sector, que se antoja estructural. Criterios que
nos concederían importantes ventajas comparativas en términos de solidez, calidad y seguridad.

Los comportamientos de la demanda sin duda cambiarán en la búsqueda de condiciones de seguridad,
donde los sistemas y certificaciones de calidad juegan un papel destacado, así como los criterios de
eficiencia energética o descarbonización de nuestros establecimientos. El presente decreto-ley ya los
recoge, entendiendo que para la salud del turismo, la seguridad es clave.

Las nuevas tendencias apuntan hacia una especialización turística que se recoge igualmente en este
decreto-ley,  permitiendo que los establecimientos puedan dirigir  su oferta a segmentos concretos y
nuevos perfiles de demanda.

Por  otro  lado,  es  fundamental  facilitar  a los  establecimientos  hoteleros  la  adaptación a  categorías
superiores. El  paso de categoría de  tres a cuatro estrellas, de cuatro a cinco estrellas, o de cinco
estrellas a cinco estrellas Gran Lujo, entre otros, no es una decisión caprichosa ni puramente estética,
sino que implica abrir la posibilidad de mejorar la calidad y la variedad de su oferta. 

En  una  región  como  Andalucía  con  8.6  millones  de  habitantes,  sólo  existen  54  hoteles  de  alta
categoría, (cinco estrellas y cinco estrellas Gran Lujo);  sobre una oferta de 3.480 establecimientos
hoteleros.  Es  decir,  sólo  el  1,5%  de  la  planta  de  establecimientos  hoteleros  de  Andalucía  puede
competir en el mercado internacional por el turista con mayor capacidad de gasto y consumo.  

Nuestro destino necesita adaptar los establecimientos hoteleros a la realidad del turismo y ampliar la
red  de establecimientos  de categoría  superior.  Este  hecho,  no  sólo  favorecería  la  adaptación  a  la
calidad de categorías inferiores ya existentes,  sino que propiciaría numerosas y nuevas inversiones
económicas en nuestra región. Hoy en día hay en juego inversiones en marcha por la dificultad de
adaptación a una normativa demasiado obsoleta. 

En un mercado global que impone reglas y marca tendencias a golpe de click, selfie y marketing digital,
nuestra apuesta pasa por reforzar la calidad, la seguridad y la universalización de nuestra oferta, así
como por la digitalización de nuestros servicios. Por lo que se han incorporado numerosos criterios en
estas materias. 

El Turismo, aunque es un sector estratégico y resiliente a las crisis, es muy sensible a la incertidumbre
y  puede  ver  alterado  patrones  de  comportamiento,  a  priori  muy  seguros.  Y  tenemos  que  estar
preparados.

El presente decreto-ley permite posicionar a Andalucía en el mercado para competir cuanto menos, en

igualdad de condiciones. 
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La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene atribuida la competencia exclusiva en materia de turismo
en el artículo 71 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, incluyendo la regulación y la clasificación
de las empresas y establecimientos turísticos. 

En ejercicio de esta competencia, se aprobó la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo de
Andalucía, cuyo artículo 28.1 establece los servicios considerados turísticos, entre los que se incluye el
alojamiento, cuando se facilite hospedaje o estancia a las personas usuarias de servicios turísticos. Por
su parte, el artículo 40 determina los tipos de establecimientos de alojamiento turístico, señalando en
primer lugar los establecimientos hoteleros, clasificados en distintos grupos en el artículo 43 de la
citada ley.  

Actualmente, en la Comunidad Autónoma de Andalucía los establecimientos hoteleros se encuentran
regulados en el Decreto 47/2004, de 10 de febrero, de establecimientos hoteleros. Dicha regulación se
considera obsoleta e insuficiente para  afrontar el desafío que  supone superar la grave situación de
crisis que está sufriendo el sector turístico. 

De esta forma, a pesar de que Andalucía es uno de los destinos turísticos más relevantes, dispone de
una regulación del sistema de clasificación de los establecimientos hoteleros que no está alineada con
los sistemas de clasificación de su entorno, tanto nacionales como internacionales, lo que hace que no
se  adapte  a  lo  requerido  por  la  demanda  y  no  favorezca  a  la  competitividad  del  sector  ni  a  las
expectativas de las personas usuarias ante la calidad de los hoteles.

Los  establecimientos  hoteleros  de  cinco  estrellas  podían  acceder  al  calificativo  de  Gran  Lujo,  sin
embargo mediante una modificación de la normativa llevada a cabo en el año 2010, desapareció la
posibilidad de poder acceder a dicha categoría. En consecuencia, la normativa vigente no recoge la
regulación de los establecimientos hoteleros de gran lujo, lo  que da lugar a la pérdida de importantes
inversiones empresariales ante el vacío legal existente en nuestra comunidad autónoma. Esta falta de
regulación  supone  además,  que  exista  una  clara  discriminación  respecto  a  los  establecimientos
hoteleros que obtuvieron dicha calificación con anterioridad al  año 2010. Y además supone un grave
perjuicio para  aquellos  establecimientos  hoteleros  que  lleven  a  cabo  esfuerzos  inversores  de
modernización y de mejora de la cantidad y calidad de los servicios prestados, al no poder obtener en
la actualidad una clasificación superior a cinco estrellas.

Con el objetivo de contribuir a evitar un impacto económico prolongado más allá de la crisis sanitaria
en el  sector turístico andaluz, se hace necesaria la actuación de la Administración de la Junta de
Andalucía  de  forma  inmediata,  procediéndose,  para  ello,  a  aprobar  una  nueva  regulación  de  los
establecimientos  hoteleros.  Ello  se  considera  una  necesidad  esencial  para  la  recuperación  de  la
actividad  de  los  establecimientos  hoteleros  ya  existentes  y  para  fomentar  nuevas  inversiones
empresariales  en  este  sector,  frenándose,  asimismo,  la  caída  del  empleo  que  se  prevé  en  los
establecimientos hoteleros y el cese definitivo de su actividad en muchos de ellos.

Constituye el objeto del Capítulo I de este decreto-ley la ordenación de los establecimientos hoteleros y
la regulación de sus condiciones técnicas y de prestación de servicios. 

La Sección 1ª del Capítulo I contiene las disposiciones generales, que comprenden su objeto y ámbito
de  aplicación,  definiciones,  el  régimen  jurídico  de  los  establecimientos  hoteleros,  el  acceso  a  los
mismos, la unidad de explotación, y la compatibilidad en el mismo inmueble de distintos grupos o tipos
de establecimientos hoteleros. 
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La Sección 2ª del Capítulo I  establece la clasificación de los establecimientos en grupos, categorías,
modalidades y, en su caso, especialidades. La Ley  13/2011, de 23 de diciembre,  en su artículo 43
establece  que  los  establecimientos  hoteleros  se  clasifican   en  cuatro  grupos:  hoteles,  hoteles-
apartamentos, hostales y pensiones . Con la nueva regulación, se añade el grupo de albergues, que
anteriormente  constaba como especialidad vinculada al grupo pensiones. La práctica ha  puesto de
manifiesto  que la  forma de ofertar,  comercializar  y  prestar el  servicio  en albergues,  basado en el
alojamiento compartido por plaza en lugar de por unidad de alojamiento, no es similar a la de las
pensiones ni a la de ninguno de los otros grupos, por lo que resulta conveniente 
concederle una entidad propia. 

Supone una diversificación de la tipología de los establecimientos hoteleros, dirigido a un sector de la
población que reclama un concepto de alojamiento más accesible y donde prima la convivencia entre
huéspedes posibilitando la relación personal entre distintos grupos. Se ha desarrollado principalmente por
el crecimiento del turismo internacional joven y por un nuevo prototipo de viaje fruto del modelo imperante
en nuestra sociedad de economía global. 

Se  mantienen  las  tradicionales  estrellas  como  símbolo  de  la  categoría  de  los  establecimientos
hoteleros, si bien los parámetros para efectuar dicha clasificación, en el caso de hoteles y hoteles-
apartamentos, se renuevan y se basan en la clasificación por puntos, un concepto distinto al que venía
aplicándose, con la finalidad de incrementar el nivel de excelencia y calidad del parque hotelero de
Andalucía.

Se  trata  de  un  sistema  mixto  de  requisitos  obligatorios  y  opcionales,  cuya  suma  determinará  su
categoría; mientras que para los grupos de hostales, pensiones y albergues se exigirá el cumplimiento
de todos los requisitos que les resulten aplicables.

El  nuevo  sistema  ofrece  un  conjunto  de  requisitos  y  servicios  ordenados  en diferentes  bloques
materiales, a cada cual se le otorga una puntuación concreta, debiendo el establecimiento hotelero
alcanzar  una  determinada  puntuación,  para  cada  establecimiento  en  función  de  la  clasificación
pretendida, mediante la elección de los diferentes requisitos y servicios a prestar y el cumplimiento de
aquellos que se consideren obligatorios. 

No se exigen requisitos específicos por especialidades sino que el empresariado turístico podrá optar
por  ofrecer  unos  servicios  en  función  del  perfil  de  usuarios  a  los  que  vayan  destinados  los
establecimientos. 

Entre  los  requisitos  y  servicios  determinados  se  encuentran  no  sólo  los  estructurales,  requisitos
tradicionales referidos a medidas físicas de carácter  obligatorio, sino que también se incorporan la
valoración de sistemas de calidad de índole social y medioambiental, así como una amplía oferta de
servicios complementarios. 

Este nuevo sistema sustituirá al modelo anterior, eliminando el conjunto de requisitos obligatorios y el
régimen de exenciones y compensaciones que se establecía. 

Por otro lado, se regulan en  la Seccion 2ª del Capítulo I  las condiciones que deben reunir los hoteles y
los hoteles-apartamentos de cinco estrellas para ostentar el  calificativo de Gran Lujo,  cubriendo  el
vacío legal existente en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
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La  Sección  3ª  del  Capítulo  I   regula  las  normas  de  funcionamiento  y  entre  ellas,  el  contrato  de
alojamiento turístico, el documento de admisión, los precios, reservas y cancelaciones de las mismas,
el  contenido  de  las  facturas,  la  sobrecontratación,  el  reglamento  de  régimen  interior  de  los
establecimientos hoteleros y el periodo de ocupación de las unidades de alojamiento.

La Sección 4ª del Capítulo I aborda las funciones de control de los servicios de inspección y el régimen
sancionador.  

Se prevé un plazo de adaptación para los establecimientos hoteleros que se encuentran inscritos en el
Registro  de  Turismo  de  Andalucía  y  el  régimen  aplicable  a  las  declaraciones  responsables  de
clasificación del proyecto presentadas o a los proyectos con informe emitido por parte de los órganos
periféricos antes de la entrada en vigor de la norma.

Por otra parte, se modifica el  artículo 34 de la  Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del  Turismo de
Andalucía, con el fin de adaptarlo a la modificación de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación
Urbanística  de Andalucía (LOUA),  introducida por  Decreto-Ley 2/2020,  de 9 de marzo,  de mejora  y
simplificación de la regulación para el fomento de la actividad productiva de Andalucía.

Asimismo, se introduce una modificación del Decreto 143/2014, de 21 de octubre, por el que se regula la
organización  y  funcionamiento  del  Registro  de  Turismo de  Andalucía, con el  objeto  de adecuarse,
asimismo, a la citada modificación de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, e imponer la obligación para las
empresas  turísticas  de  relacionarse  con  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía  por  medios
electrónicos.

El  14.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  Octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas,  establece la  obligación para determinados sujetos  de relacionarse con las
Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, entre ellos, las personas jurídicas, las entidades
sin  personalidad  jurídica  y  quienes  representen  a  un  interesado  que  esté  obligado  a  relacionarse
electrónicamente  con  la  Administración.  Por  su  parte,  el  apartado  3  del  citado  artículo  14  prevé  la
posibilidad  de  que  reglamentariamente  las  Administraciones  puedan   establecer  la  obligación  de
relacionarse con ellas a través de medios electrónicos por  razones de capacidad económica, técnica,
dedicación profesional u otros motivos. 

En este sentido, la actividad turística constituye un ámbito fuertemente profesionalizado y apoyado en gran
medida en las relaciones electrónicas con los usuarios, constituyendo el negocio en línea un importante
sector del mismo. Así, no se puede desconocer el auge de las reservas a distancia y la contratación por
internet, bien a través de webs propias como a través de las plataformas de intermediación, demostrando
una amplia capacidad en el manejo de medios electrónicos. Por ello, se estima necesario ampliar la
obligación para las personas titulares de los distintos servicios turísticos de relacionarse a través de medios
electrónicos con la Administración turística, de manera que cualquier empresa -en definición dada por el
artículo 2.f) de la Ley 13/2011 de 23 de diciembre, del Turismo de Andalucía-,  que explote uno de estos
servicios esté obligada a relacionarse de esta forma.

III

El artículo 47.1.1.º del Estatuto de Autonomía para Andalucía establece la competencia exclusiva de la
Comunidad  Autónoma  sobre  el  procedimiento  administrativo  derivado  de  las  especialidades  de  la
organización  propia  de  la  Comunidad  Autónoma,  la  estructura  y  regulación  de  los  órganos
administrativos púbicos de Andalucía y de sus organismos autónomos.
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Autónoma de la competencia exclusiva en materia de protección civil  que incluye, en todo caso, la
regulación, la planificación y ejecución de medidas relativas a las emergencias y la seguridad civil, así
como la dirección y coordinación de los servicios de protección civil,  que incluyen los servicios de
prevención y extinción de incendios respetando las competencias del Estado en materia de seguridad
pública. Asimismo, en su artículo 37.1.25º considera como principio rector de las políticas públicas de
la comunidad autónoma la atención y protección civil  ante situaciones de emergencia,  catástrofe o
calamidad pública. 

En su artículo 37, dispone que los poderes de la Comunidad Autónoma orientarán sus políticas públicas
a garantizar y asegurar el ejercicio de los derechos reconocidos en el Capítulo II y alcanzar los objetivos
básicos establecidos en el  artículo 10 del  mismo, mediante la aplicación efectiva,  entre otros,  del
principio rector de atención y protección civil ante situaciones de emergencia, catástrofe o calamidad
pública. 

Declarada por la Organización Mundial de la Salud, el 11 de marzo de 2020, la situación de pandemia
internacional por la emergencia de salud pública provocada por el COVID-19, el Gobierno de Andalucía
reunió al  Comité Ejecutivo para el  Control,  Evaluación y Seguimiento de Situaciones Especiales de
Andalucía creado en virtud del Decreto 383/2010, de 13 de octubre. Conforme a lo acordado en dicho
Comité se aprobó, el 13 de marzo de 2020, mediante Orden de la Consejería de Salud y Familias, una
serie de medidas preventivas de salud pública como consecuencia de la  situación y evolución del
COVID-19.

Transcurridos dos meses desde la declaración del  estado de alarma por el  Gobierno de la Nación
mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo,   cuya vigencia se prorroga hasta el 24 de mayo
mediante el Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, se han aprobado por parte del Estado en el Plan
de  Transición  hacia  una  Nueva  Normalidad,  los  principales  parámetros  e  instrumentos  para  el
levantamiento de las medidas establecidas en el Real Decreto por el que se establece el estado de
alarma para contener la expansión de la pandemia del Coronavirus, COVID-19.

Así,  el  nuevo horizonte de desconfinamiento en el  que se comienza a trabajar desde las distintas
administraciones y grupos de expertos pone de manifiesto que la crisis originada por el COVID-19,
aunque  con  origen  en  una  situación  de  alerta  sanitaria,  abre  paso  a  un  escenario  que,  con
independencia de la vigencia del estado de alarma, desplegará efectos que se prolongarán en el tiempo,
debiendo prever incluso una posible reactivación de medidas necesarias en el caso de nuevos repuntes
en los contagios que deberán abarcar diferentes ámbitos y más amplios que la alerta sanitaria en sí
misma.

Por  otro  lado,  la  experiencia  en  la  gestión  de  esta  crisis,  y  la  adopción  de  acuerdos  para  el
establecimiento de medidas que hagan frente a las consecuencias que se han derivado de la misma,
han puesto de manifiesto la necesidad de disponer de mecanismos de coordinación que de forma ágil
y coordinada den respuesta a las eventualidades que se derivan de una situación de alerta.

La evolución dinámica de la crisis ha determinado que se deba acompasar la adopción progresiva de
medidas que se ajusten a las exigencias de cada momento,  valorando además en la adopción de
algunas de ellas que esta situación de crisis sanitaria y de alerta no sólo se prolongue sino que también
se reitere en el tiempo.

Iniciado el proceso de reducción de las medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del
contacto social  establecidas mediante el  Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y como se ha
expuesto  en  los  apartados  precedentes,  el  Plan  aprobado  para  la  desescalada  de  las  medidas

El Estatuto de Autonomía para Andalucía establece en su artículo 66 la atribución a la Comunidad
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extraordinarias adoptadas para hacer frente a la pandemia de COVID-19, recoge que el proceso descrito
se concibe de modo progresivo, asimétrico, coordinado con las Comunidades Autónomas, y adaptable a
los cambios de orientación necesarios en función de la evolución de los datos epidemiológicos y del
impacto de las medidas adoptadas. Este proceso articulado en cuatro fases, fase 0 a fase 3, ha de ser
gradual y adaptable a los cambios de orientación necesarios en función de la evolución de los datos
epidemiológicos y del impacto de las medidas adoptadas.  

Es por ello  que se hace necesario establecer con carácter urgente mecanismos para coordinar de
forma eficaz e integrada la actuación desde todas la áreas implicadas, que se regulan en el Capítulo II.
Así  se  precisa  contar  con  un  órgano  colegiado  interdepartamental  adscrito  a  la  Consejería  de  la
Presidencia,  Administración  Pública  e  Interior  que   dé  respuesta  coherente  y  coordinada  a  las
situaciones de alerta que puedan presentarse, y no sólo de tipo sanitario. Por ello se procede a derogar
el  Decreto  383/2010,  de  13 de  octubre,  por  el  que  se  creó  el  Comité  Ejecutivo  para  el  control,
evaluación y  seguimiento  de  situaciones  especiales,  un órgano colegiado limitado en cuanto a  su
composición, funciones y ámbito de actuación, ya que se diseñó y reguló  vinculado a un contexto de
alerta eminentemente sanitaria como fue la gripe A, y se crea el Comité Director de Alertas como
órgano de carácter decisorio e interdepartamental de participación administrativa, para la gestión y
coordinación de situaciones de alerta que en cualquier ámbito se pueda producir.

El Comité lo preside la persona titular de la Consejería de la Presidencia, Administración Pública e
Interior, e integran sus vocalías las personas titulares de las Consejerías con competencias en materias
directamente afectadas por la situación de alerta. El Comité estará asistido por un Grupo Asesor de
Análisis y Seguimiento.

El objeto de este órgano es constituirse en una herramienta eficiente para gestionar situaciones de
alerta y para articular el restablecimiento de la normalidad, mediante un modelo integral y flexible,
favorecedor  de  una  mayor  resiliencia  y  orientado a  detectar  situaciones  excepcionales  de  manera
anticipada,  para  ofrecer  una  respuesta  adecuada,  tomando  como base  el  análisis  prospectivo  de
eventuales circunstancias que representen un riesgo potencial para la Comunidad Autónoma y cuya
elaboración corresponde a todas las Consejerías que integran el Gobierno de la Junta de Andalucía.

En su estructura y funcionamiento, se ha perseguido, además mejorar la operatividad, distinguiendo
entre las funciones de gestión y las de seguimiento,  a través de Grupos Operativos, integrados por
personal técnico experto. Asimismo, se resalta la constitución, cuando la naturaleza y ámbito territorial
de  la  alerta  lo  requiera  y  a  criterio  motivado  del  Comité  Director  de  Alertas,  de  un  Comité  de
Coordinación Territorial que acordará las medidas que procedan en el ámbito territorial de las provincias
afectadas.

No podemos dejar al margen de este engranaje los mecanismos de coordinación que permiten que, en
caso necesario, se activen los planes que la Junta de Andalucía tiene articulados para dar respuesta a
situaciones  de emergencia.  La  Ley  2/2002,  de  11  de noviembre,  de Gestión  de Emergencias  en
Andalucía,  prevé  en su  artículo  12 un Plan Territorial  de  Emergencia  de  Andalucía,  aprobado  por
Acuerdo de Consejo de Gobierno de 22 de noviembre de 2011,  donde se establece el marco orgánico
y funcional, así como los mecanismos de actuación y coordinación, para hacer frente con carácter
general a las emergencias que se puedan presentar en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma,
siempre  que  no  sean  declaradas  de  interés  nacional  por,  los  órganos  correspondientes  de  la
Administración General del Estado. En el citado Plan se prevén una serie órganos de coordinación que
sirven de apoyo a la Dirección del Plan para el desempeño de sus funciones una vez que se efectúe su
activación, órganos que actualmente se encuentran en funcionamiento. Sin embargo, ante la eventual
desactivación del plan de emergencia de Andalucía, y considerando la dinámica de la enfermedad y de
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la situación epidemiológica, avanzamos hacia nuevas etapas en la gestión de la crisis sanitaria, etapas
en las que desde la perspectiva de protección de la salud se puedan tomar medidas de reinicio de
determinadas actividades con incidencia en el ámbito económico, educativo, social o cultural, entre
otros, para cuya gestión no se dispone, como ya se ha expuesto, de mecanismos de coordinación que
de forma eficaz  e  integrada  actúen  desde todas  la  áreas  que  puedan resultar  implicadas,  lo  que
justifica la creación de los diferentes órganos que se regulan en el presente decreto-ley.

En consonancia con lo expuesto, se puede asegurar que concurren los presupuestos necesarios de
extraordinaria  y  urgente  necesidad  al  existir  una  conexión  directa  entre  la  urgencia  definida  y  la
necesidad  de  articular  con  efectos  inmediatos  los  mecanismos  de  coordinación  necesarios  para
gestionar la crisis derivada de la pandemia, ya en fase de desescalada, necesidad a la que no podría
darse respuesta si debiera articularse mediante el recurso a la tramitación ordinaria que habría de
seguirse,  para alcanzar el objetivo perseguido, esto es la creación de diversos órganos colegiados,
mermando con ello su eficacia en la gestión de la  crisis.

IV

Las medidas de contención adoptadas están teniendo un importante impacto económico, ya que han
supuesto una reducción muy significativa de la actividad económica y social, así como del empleo,
restringiendo la  movilidad y  paralizando la  actividad en numerosos ámbitos,  con las consiguientes
pérdidas  para  las  diferentes  empresas  y  sectores  de  la  economía,  así  como  para  las  personas
trabajadoras y las familias. 

En este contexto,  la Junta de Andalucía considera que los poderes públicos deben jugar un papel
dinamizador y poner en marcha políticas de estímulo a la actividad económica que garanticen una
rápida recuperación. Uno de los pilares para alcanzar este objetivo es, sin lugar a dudas, la activación
de las licitaciones públicas,  que representan en torno al  20% del PIB. No podemos olvidar que la
disposición adicional octava del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban
medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y
social del COVID-2019, acuerda el levantamiento de la suspensión de los términos e interrupción de los
plazos  de  los  procedimientos  de  contratación  promovidos  por  entidades  pertenecientes  al  Sector
Público, en el sentido definido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento
Europeo  y  del  Consejo  2014/23/UE y  2014/24/UE,  de  26 de  febrero  de 2014,  impuesta  por  la
disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el
estado de alarma para la  gestión  de la  situación de  crisis  sanitaria  ocasionada por  el  COVID-19,
siempre y cuando su tramitación se realice por medios electrónicos.

 En este sentido, se ha considerado la necesidad urgente de avanzar en la modernización y la mejora
de los procesos de licitación pública en la Administración andaluza, lo que contribuirá a aumentar la
concurrencia y la transparencia en los procedimientos de adjudicaciones de los contratos, beneficiando
significativamente al tejido empresarial.

Por tanto, la evolución de la aplicación de los medios electrónicos en el ámbito de la contratación de la
Junta de Andalucía es una prioridad dentro de la implementación del uso de los medios electrónicos,
informáticos y telemáticos en la actuación pública, pues permite obtener  rendimientos a corto plazo,
mesurables en términos económicos y de gestión, debido a la reducción de los costes asociados a la
gestión de la contratación pública que comporta tanto para la Administración, como para las empresas
licitadoras, pues implica una agilización de los trámites y simplificación administrativa.
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La  Ley 9/2017, de 8 de noviembre,  hace una apuesta decidida por la  contratación electrónica de
extremo a extremo, abarcando todas las fases del ciclo de un procedimiento y desde su entrada en
vigor ya regía la norma general que establecía los medios electrónicos como los exclusivos a los efectos
de  presentación  de  las  ofertas  y  solicitudes  de  participación,  como  también  para  la  práctica  de
notificaciones y comunicaciones derivadas de los procedimientos regulados en la misma, sin perjuicio
de  la  posibilidad  de  admitir  otros  distintos  cuando  concurrieran  las  circunstancias  excepcionales
previstas en la disposición adicional decimoquinta. 3 de la propia ley.

La Consejería de Hacienda, Industria y Energía ha llevado a cabo las actuaciones para implementar la
estrategia corporativa de contratación electrónica,  desarrollando la Plataforma de Contratación, que
aloja los perfiles de contratante,  el  sistema unificado de tramitación electrónica de expedientes  de
contratación y, conjuntamente con la Consejería de la Presidencia, Administración Pública e Interior, el
portal  de contratación como punto unificado de información en materia de contratación del  sector
público andaluz. Para culminar con la implantación de un sistema integral de contratación electrónica
de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía,  se  requiere  disponer  de  un  sistema  de  licitación
electrónica que gestione las relaciones electrónicas en materia de contratación y que dé soporte a la
Administración de la Junta de Andalucía y a su sector público, vinculado o dependiente, con el objetivo,
por  una  parte,  de  mejorar  el  funcionamiento  interno  de  esta  Administración  en  el  ámbito  de  la
contratación pública y, por otra parte, de mejorar los canales de relación de la Junta de Andalucía con
las  empresas  y  la  ciudadanía  para  posibilitar  una mejor  calidad en la  prestación  de los  servicios
públicos, optimizando y racionalizando las gestiones y, por ende, el gasto público. A estos efectos, se
crea el Portal de la Licitación Electrónica para la prestación de los citados servicios.

En este mismo ámbito pero en otro orden de cosas, la situación de crisis sanitaria ha supuesto que la
atención presencial  a  las  empresas y  ciudadanía  por  parte  de las  Administraciones Públicas  haya
quedado reducida a servicios esenciales reforzándose la atención telefónica y telemática, ayudando así
a mantener el distanciamiento social tan necesario para contener la enfermedad.

Por ello, con el objeto de reducir la cumplimentación de los trámites de manera presencial y, de este
modo, evitar la asistencia de las personas empresarias a las oficinas, resulta necesario articular con
carácter urgente las medidas previstas en el Capítulo III que posibiliten en las actuales circunstancias la
gestión de trámites ante el Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Andalucía, avanzando
en la  implementación  de  la  tramitación  electrónica  de los  procedimientos,  todo ello  en  base  a  lo
establecido en el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas y en la propia Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

En este escenario y en el ámbito de las competencias que la  Comunidad Autónoma de Andalucía
ostenta en materia de procedimiento administrativo derivado de las especialidades de su organización
propia  (artículo  47.1.1.ª  del  Estatuto  de  Autonomía  para  Andalucía),  de  desarrollo  legislativo  de la
legislación básica estatal en materia de contratos y concesiones administrativas (artículo 47.2.3.ª del
Estatuto de Autonomía para Andalucía), y de fomento de la actividad económica (artículo 58.2.1.º del
Estatuto de Autonomía para Andalucía),  para hacer frente a las necesidades de conciliación de la
prestación del servicio público y la protección de la salud de la ciudadanía, así como minimizar los
riesgos de contagio, se establece una medida que incluye la obligación de relacionarse exclusivamente
de manera electrónica en los procedimientos de inscripción, actualización y cancelación en el Registro
de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Andalucía, regulado en el Decreto 39/2011, de 22 de
febrero, por el que se establece la organización administrativa para la gestión de la contratación de la
Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales y se regula el régimen de
bienes y servicios homologados.
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Además, resulta necesario establecer el carácter indefinido de esta medida a fin de que despliegue sus
efectos más allá de la citada situación de emergencia sanitaria para paliar los efectos económicos
negativos que la necesaria parálisis de la actividad decretada supondrá en los meses posteriores a la
misma y de la necesidad de adoptar medidas que restituyan los servicios afectados con la máxima
celeridad.

Otra de las medidas que se incluyen en el Capítulo III de este decreto-ley es la tramitación electrónica
de los procedimientos a los que se refiere el artículo 1 del Decreto 332/2011, de 2 de noviembre, por
el que se crea el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en su disposición adicional tercera decretó la suspensión
de  los  términos  y  la  interrupción  de  los  plazos  para  la  tramitación  de  los  procedimientos  de  las
entidades del sector público, quedando en consecuencia suspendidos los procedimientos competencia
del Tribunal.

Posteriormente  el  Real  Decreto  465/2020,  de  17 de marzo,  modificó  el  apartado 4 de  la  citada
disposición  adicional  tercera  del  Real  Decreto  463/2020,  de  14 de  marzo,  estableciendo  que  las
entidades del sector público podrán acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos
administrativos que vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos
del  estado de alarma, o que sean indispensables para la  protección del  interés general  o para el
funcionamiento básico de los servicios.

Finalmente,  el  reciente  Real  Decreto-ley  15/2020,  de  21  de  abril,  de  medidas  urgentes
complementarias para apoyar la economía y el empleo ha modificado la disposición adicional octava
del  Real  Decreto-ley  11/2020,  de  31  de  marzo,  por  el  que  se  adoptan  medidas  urgentes
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, añadiendo un nuevo
apartado 3 en el que establece que en aquellos procedimientos de contratación cuya continuación haya
sido acordada por las entidades del sector público de conformidad con lo previsto en el apartado 4 de
la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, serán susceptibles de
recurso especial en los términos establecidos en la propia Ley 9/2017, de 8 de noviembre, sin que el
procedimiento de recurso pueda considerarse suspendido.

Finalmente, y en el sentido expuesto en apartados precedentes, el Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de
mayo, al disponer la continuación  de los procedimientos de contratación celebrados por entidades del
sector público,  siempre y cuando su tramitación se realice por medios electrónicos, permite igualmente
el  inicio  de  nuevos  procedimientos  de contratación  cuya  tramitación  se  lleve  a  cabo también  por
medios electrónicos, y extiende esta medida a los recursos especiales que procedan en ambos casos.

Por ello resulta necesario articular con carácter urgente las medidas precisas que posibiliten en las
actuales circunstancias la presentación y tramitación de los recursos y reclamaciones que se presenten
ante  el  Tribunal  Administrativo  de  Recursos  Contractuales  de  la  Junta  de  Andalucía  en  los
procedimientos  de  licitación  en  los  que se  acuerde  motivadamente  su  continuación,  así  como en
aquellos que se tramiten electrónicamente avanzando en la implementación de la tramitación de los
procedimientos.

Por ello y como garantía para los licitadores y demás partes del procedimiento, el presente decreto- ley
establece  la  necesidad  de  que  la  presentación  de  los  recursos  y  reclamaciones  se  realice
exclusivamente por medios electrónicos. 
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Igualmente se utilizarán medios electrónicos para su tramitación y resolución,  completando así una
tramitación digital integral para este procedimiento.

Todo ello en el marco de lo previsto en el artículo 54 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, en relación
con el artículo 14.2 y 3 y el artículo 16.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

V

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su artículo 72.1, dispone que corresponde a la Comunidad
Autónoma la  competencia  exclusiva  en materia  de deportes  y  de actividades de tiempo libre,  que
incluye la planificación, la coordinación y el fomento de estas actividades, así como la regulación y
declaración de utilidad pública de entidades deportivas, dando cumplimiento al  mandato dirigido a
todos los poderes públicos, por el artículo 43.3 de la Constitución, de fomento de la educación física y
el deporte como principio rector de la política social y económica.

Dicho artículo estatutario es el soporte competencial a partir del cual se articula la promoción del
deporte en la Comunidad Autónoma de Andalucía por parte de las federaciones deportivas andaluzas,
en los términos de lo contemplado en la Ley 5/2016, de 19 de julio, del Deporte de Andalucía.

Por su parte, el artículo 11 de la Ley 5/2016, de 19 de julio, establece entre las competencias de la
Administración de la  Junta de Andalucía,  las de planificación y  organización del  sistema deportivo
andaluz, el fomento e impulso del asociacionismo en todos los niveles del deporte y el fomento del
deporte como derecho de la ciudadanía andaluza.

En cuanto a la incidencia que la actual situación de crisis sanitaria y económica está teniendo en los
distintos ámbitos sociales,  no puede obviarse la negativa repercusión que está suponiendo para la
promoción del deporte. La situación excepcional por la que atraviesa el sector deportivo en Andalucía,
concretamente  las  federaciones  deportivas  andaluzas  que  son el  pilar  esencial  del  sustento  de  la
promoción de la actividad deportiva en Andalucía, con motivo de las medidas adoptadas para evitar la
expansión del  COVID-19,  ha  propiciado la  paralización  de su  actividad.  Como consecuencia  de  la
declaración  del  estado  de  alarma  por  parte  del  Gobierno  de  la  Nación,  las  federaciones  se  han
encontrado con una serie  de  dificultades  que les  afecta  directamente,  como son la  suspensión  o
aplazamiento de numerosos eventos deportivos, la participación en eventos deportivos de deportistas
incluidos en grupos de riesgo, los problemas derivados de la organización de eventos a puerta cerrada,
la falta de disponibilidad de instalaciones deportivas o cambio en las condiciones meteorológicas para
determinadas prácticas deportivas, los retrasos a la hora de tramitar ante los organismos competentes
los permisos necesarios para la celebración de las actividades deportivas como es el caso de aquellas
que se desarrollan en el  medio  ambiente,  en vías públicas,  espacios aéreos,  etc.,  la  dificultad de
disponer de infraestructuras para la organización de las actividades así como el incremento de los
costes  de  organización,  la  necesidad  de  la  tramitación  de  un  ERTE  en  sus  plantillas  ante  la
incertidumbre  sobre  la  duración  del  estado  de  alarma  y  la  imposibilidad  de  poder  hacer  frente
económicamente a las nóminas de su personal.

Esta situación que vivimos afecta directamente a la actividad de las federaciones y a su economía ya
que la suspensión de los eventos deportivos supone una merma en sus ingresos, lo que se une a la
devolución  de  parte  del  importe  de  las  cuotas  por  servicios  no  prestados,  al  incremento  de
determinados gastos de organización derivados de la aplicación de las medidas de distanciamiento
social, el retraso en el cobro del anticipo de las ayudas de la Consejería y la dificultad de obtener un
crédito bancario que les aporte liquidez para hacer frente a sus necesidades de tesorería.
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Todo ello, teniendo en cuenta que las actuales circunstancias de pérdida de ingresos y de mayores
gastos por la que atraviesan las federaciones deportivas andaluzas derivadas de las medidas que han
sido necesarias adoptar para la contención del COVID-19, podría abocarlas a una grave situación de
insolvencia con los consiguientes impagos de deudas a proveedores, despidos colectivos y otros efectos
indirectos que podrían agravar las graves repercusiones para la economía andaluza, así como un efecto
negativo en el normal funcionamiento del tejido deportivo andaluz.

Con el objetivo de evitar que la situación creada por el COVID-19 provoque mayores perjuicios en los
intereses  y  derechos  de  las  federaciones  deportivas  andaluzas  beneficiarias  de  las  subvenciones
convocadas  al  amparo  de  la  Resolución  de  20  de  marzo  de  2020,  de  la  Dirección  General  de
Promoción del Deporte, Hábitos Saludables y Tejido Deportivo, por la que se convocan, para el ejercicio
2020,  las  subvenciones  en  materia  de  deporte,  en  régimen  de  concurrencia  competitiva,  para  el
Fomento de la Organización y Gestión de las Federaciones Deportivas andaluzas (modalidad FOGF) y
para la Tecnificación y el Rendimiento Deportivo (modalidad TRD), se adoptan una serie de medidas a
aplicar en el procedimiento de tramitación de las mismas, relativas al cumplimiento y acreditación de
aquellos requisitos y condiciones previstos en las bases reguladoras y en la convocatoria, incluida la
posibilidad  de aplazar o  prorrogar  los  plazos  establecidos  para  la  realización  de  la  actividad,  de
flexibilizar los plazos de justificación y de incorporar nuevos gastos subvencionables a los establecidos
en las bases reguladoras, siempre que estos gastos estén directamente relacionados con las medidas
que se hayan adoptado para la contención del COVID-19, como la adquisición de mascarillas, guantes,
geles hidroalcohólicos, productos de desinfección, test de diagnóstico de la enfermedad y similares.

Por otro lado, esta extraordinaria situación se ve agravada por el hecho de que en este año se debe
celebrar el proceso electoral dentro de las federaciones deportivas por imperativo legal, tal y como se
establece en el segundo párrafo del artículo 59.2 de la Ley 5/2016, de 19 de julio, dado que en el
2020 se cumplen los cuatro años del mandato de los miembros que integran sus órganos de gobierno
federativo. Este proceso se ha visto paralizado por la crisis sanitaria, pero que ahora se va a retomar
dentro del marco de la rápida vuelta a la normalidad en el funcionamiento de estas entidades. 

Este  proceso  supone  un  gasto  adicional  importante  para  estas  entidades  así  como  la  necesaria
convocatoria  de  su  Asamblea  General.  No  obstante,  en  esta  ocasión,  dadas  las  circunstancias
expuestas, es conveniente establecer la posibilidad de la constitución de la nueva Asamblea General
para la votación de la persona que vaya a ocupar la Presidencia por vía telemática, suponiendo ello un
menor gasto para las mismas, así como, un menor riesgo para la salud de las personas que se reúnen,
siempre y cuando las circunstancias derivadas del COVID-19 así lo requieran. 

Adicionalmente, dado el retraso que se ha producido por esta crisis sanitaria en la realización de los
referidos procesos electorales, se está autorizando que los mismos puedan tramitarse durante el mes
de agosto, de conformidad con lo previsto en la  disposición adicional cuarta de la Orden de 11 de
marzo  de  2016,  por  la  que  se  regulan  los  procesos  electorales  de  las  federaciones  deportivas
andaluzas. Teniendo en cuenta el número de solicitudes recibidas y aceptadas, en función del número
de  procedimientos  electorales  abiertos,  se  estima  que  cuando  todas  las  federaciones  inicien  sus
procedimientos electorales, el número total de solicitudes será lo suficientemente considerable como
para tener prevista  la adecuación de los instrumentos que en relación con esos procesos electorales
dispone la Administración de la Junta de Andalucía.  

Con la experiencia adquirida en el desarrollo de los procesos electorales federativos en años anteriores,
se estima que el  número de conflictos que se van a plantear serán muy numerosos. Teniendo en
cuenta además la perentoriedad de los plazos del procedimiento previsto para los recursos en materia
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electoral, la Sección competicional y electoral del Tribunal Administrativo del Deporte de Andalucía (en
adelante el Tribunal) tiene que estar habilitada para el mes de agosto. Asimismo, teniendo en cuenta
que  existen  otras  competencias  que  en  relación  a  los  procesos  electorales  (consultas,  medidas
cautelares y determinados procedimientos disciplinarios) afectan al funcionamiento del Tribunal en su
conjunto,  resulta  necesario y  coherente,  en aras de  facilitar  la  normalidad en la  configuración del
gobierno de estas entidades y por ende, de su funcionamiento, que el Tribunal se encuentre activo
durante el mes de agosto para conocer de todas las cuestiones que puedan plantearse relativas a los
procesos  electorales.  Para  que  sea  así,  es  necesario  excepcionar  las  normas  reglamentarias  que
actualmente declaran inhábil el mes de agosto para el funcionamiento del Tribunal. 

Las medidas en materia  electoral  que se recogen en el  decreto-ley  son medidas extraordinarias a
aplicar solo para los procesos electorales que se hayan iniciado o se vayan a iniciar en este año 2020,
que si bien requieren de su ordenación mediante una disposición normativa, dado su carácter temporal
y urgente, no debe condicionarse a las modificaciones del Decreto 7/2000, de 24 de enero, (artículo
44.2) ni de la Orden de 11 de de marzo de 2016, (artículos 19.3 y 26.1), ni la Orden de 11 de octubre
de 2019, (disposición adicional única), que para sucesivos años deben permanecer con la redacción
que actualmente tienen.

Igualmente,  las  medidas  que  en  materia  de  subvenciones  son  necesarias  tomar,  también  lo  son
exclusivamente para este año y por las razones extraordinarias y urgentes ocasionadas por la crisis
sanitaria del COVID-19, que ya se ha expuesto anteriormente.

Por otro lado, en lo que respecta a la tramitación de las modificaciones, tanto del decreto como de las
distintas órdenes afectadas, el tiempo empleado en dicha tramitación no sería lo suficientemente corto
como para  que en este  año se pudieran producir  las  correspondientes  elecciones federativas  con
garantías suficientes para la salud, ni para que las federaciones deportivas andaluzas pudieran reiniciar
su actividad normal sin riesgo a su desaparición, dadas las consecuencias económicas que se han
generado en la vida de las mismas.

En  definitiva,  con  estas  circunstancias  excepcionales  y  de  urgente  necesidad  respecto  a  las
federaciones deportivas andaluzas, resulta conveniente adoptar una actitud proactiva por parte de la
Administración de la  Junta de Andalucía e  implementar  aquellas  medidas que faciliten una rápida
vuelta a la normalidad, como son las medidas que se contemplan en el presente texto, que vienen a
excepcionar  determinados  aspectos  contemplados  en  disposiciones  reglamentarias,  válidas  en
circunstancias normales, pero que encorsetan e impiden la adaptación del normal funcionamiento de
las federaciones deportivas andaluzas a las circunstancias impuestas por la crisis sanitaria.

Efectivamente, se trata de medidas concretas y urgentes que vienen a paliar las duras consecuencias
que derivadas por la crisis sanitaria y económica se están produciendo en las federaciones deportivas
andaluzas.

En concreto, estas medidas, vienen a excepcionar lo contemplado en los artículos 44.2 del Decreto
7/2000, de 24 de enero, de Entidades Deportivas Andaluzas, 19.3 y 26.1 de la Orden de 11 de marzo
de 2016, por la que se regulan los procesos electorales de las federaciones deportivas andaluzas, en
virtud de los cuales se establece que  la persona que vaya a ocupar la Presidencia de una federación
deportiva andaluza debe ser proclamada como tal,  tras el correspondiente proceso electoral,  en el
momento de la constitución de su nueva Asamblea General. Por otro lado, se excepciona lo establecido
en la disposición adicional única de la Orden de 11 de octubre de 2019, por la que se desarrollan las
normas  generales  de  organización  y  funcionamiento  del  Tribunal  Administrativo  del  Deporte  de
Andalucía, así como la ordenación interna de sus procedimientos. 
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Concurren, por lo tanto, en las medidas que se adoptan en el Capítulo IV circunstancias excepcionales
y relevantes que determinan la necesidad de una acción normativa inmediata que no se puede demorar
durante el tiempo necesario para tramitarla por el procedimiento reglamentario ordinario, puesto que se
trata de dar respuesta a una situación fáctica que afecta al  interés  general  de la  ciudadanía y en
concreto a los agentes del deporte, siendo ello, asimismo, coherente con la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional (STC 6/1983, de 4 de febrero, FJ5). Específicamente, como ya se ha indicado, se trata
de adoptar medidas que coadyuven a la vuelta de la normalidad del funcionamiento de las federaciones
deportivas andaluzas dado el contexto generado por la crisis del COVID-19, el cual está suponiendo un
importante lastre en el normal desarrollo de la actividad de las federaciones, y que se refieren tanto a
los posibles ingresos de los que puedan ser beneficiarios como consecuencia de las subvenciones
convocadas en el presente año, como a facilitar el normal desarrollo de los procesos electorales de las
federaciones y, por ende, la obligada elección de sus órganos de gobierno.

En definitiva, una Administración Pública responsable en el ejercicio de sus competencias exclusivas en
materia de deporte, no puede obviar que el sustento de dicha competencia se encuentra condicionada
por  el  normal  funcionamiento  de  estas  entidades,  las  cuales  ejercen,  por  delegación,  funciones
públicas  de  carácter  administrativo,  actuando  en  este  caso  como  agentes  colaboradores  de  la
Administración, conforme a lo que se contempla en el artículo 57.2 de la Ley 5/2016, de 19 de julio.

VI 

La propagación de la pandemia del COVID-19 ha provocado que la  práctica totalidad de los sectores
económicos se hayan visto fuertemente perjudicados, siendo estos efectos especialmente intensos en
el sector cultural.

Debe tenerse en cuenta que una de las principales vías de explotación económica del sector cultural es
mediante  el  acto  de  comunicación  pública,  que  consiste  en  difundir  una  obra  con  asistencia  de
pluralidad de personas (museos, cines, conciertos,  teatros,  salas música, exposiciones, galerías de
arte, bibliotecas….). Además, en el proceso de desconfinamiento de la pandemia provocada por el virus
COVID-19, la posibilidad de realizar la comunicación pública de las obras culturales sin restricciones, se
producirá en último término.

Tal realidad debe obligar a los poderes públicos a adoptar medidas adicionales destinadas a favorecer
la subsistencia de los agentes que componen este sector económico. Y en dicho escenario se enmarca
el presente decreto-ley; el cual aprueba una serie de medidas destinadas a paliar, en la medida de lo
posible,  tales  efectos  perversos  que  se  acaban  de  exponer,  con  el  objetivo  último  de  evitar  la
destrucción de empleo en el sector cultural.

Como ya ha quedado dicho, debido a la propagación de la pandemia del COVID-19, la declaración del
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada ha incluido limitaciones
a la libertad de circulación,  requisas temporales, prestaciones personales obligatorias y medidas de
contención en el ámbito educativo, laboral, comercial, recreativo, cultural o en lugares de culto. Con
fecha 12 de marzo de 2020 el Comité Ejecutivo de Situaciones Especiales, reunido en Sevilla, acordó,
para evitar la propagación del COVID-19, el cierre al público de todos los centros dependientes de la
Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico de la Junta de Andalucía, así como la suspensión de sus
actividades culturales, desde el viernes 13 de marzo hasta nuevo aviso. De esta forma, se ordenó el
cierre al público de todos los museos, archivos, conjuntos arqueológicos, teatros, bibliotecas, enclaves,
centros  de  documentación  y  de  formación,  así  como  del  resto  de  espacios  dependientes  de  la
Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico.
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Esta situación de cierre ha determinado la cancelación de todas las programaciones culturales de los
distintos espacios escénicos e instituciones culturales, lo cual afecta de manera especialmente grave a
todo el sector cultural. Con el cierre de los teatros y espacios escénicos, se compromete seriamente la
viabilidad de las industrias culturales que gestionan los citados espacios, y ello arrastra también a las
compañías  de  teatro,  danza,  flamenco  y  formaciones  musicales,  que  dejan  también  de  obtener
ingresos  al  no  poder  representar  sus  obras.  Además  de  los  artistas,  intérpretes  y  ejecutantes,
directores de escena y personal técnico que interviene en cada producción de teatro, danza, flamenco
o música, también se ven afectados los propios creadores de las obras escénicas, coreográficas y
musicales, que dejan de percibir ingresos al cesar los actos de comunicación pública.

En materia cinematográfica, el cierre de las salas afecta directamente a las industrias dedicadas a la
exhibición, y también repercute en las propias empresas productoras puesto que dejan de obtener los
ingresos derivados de la comunicación pública en salas de cine. Además, la situación derivada del
estado de alarma ha provocado la suspensión de todos los rodajes que se estaban llevando a cabo, y la
no iniciación de los que estaban programados, con el correspondiente perjuicio económico para las
productoras cinematográficas.

En materia de artes visuales, artes plásticas, incluidas las manifestaciones derivadas, el cierre de las
galerías afecta igualmente a creadores, exhibidores e industrias dedicadas a la comercialización. Igual
ocurre  con el  sector  del  libro,  en el  que  la  suspensión de la  actividad ha ocasionado cuantiosas
pérdidas a las librerías, a las distribuidoras, a las editoriales, a las industrias auxiliares como talleres de
artes gráficas, y a los propios creadores, ya que al no poderse distribuir sus obras ven comprometidos
seriamente sus ingresos.

Por último, es importante significar, que tanto en las nuevas subvenciones cuyas bases reguladoras se
aprueban en el Capítulo V de este decreto-ley, como en aquellas cuyas bases reguladoras se modifican
mediante  las  disposiciones  finales  novena,  décima,  decimoprimera,  decimosegunda,  decimotercera,
decimocuarta y decimoquinta, a excepción de las de carácter plurianual, se establece la previsión de que
su pago pueda llevarse a cabo por el 100% de su importe una vez producida su concesión y con
independencia de su cuantía, en virtud de la previsión establecida en el artículo 29.1.c) de la Ley
6/2019, de 19 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 2020, ya
que, en virtud de cuanto se ha expuesto, se considera que existen razones de interés público,  en
especial de carácter económico, que justifican la adopción de esta medida. 

Además de las medidas introducidas en el Real Decreto-´ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se
aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto
económico  y  social  del  COVID-19,  se  considera  necesario  establecer  medidas  de  apoyo  para  los
sectores no contemplados en el citado real decreto-ley.

En este  contexto,  resulta  urgente  establecer  una nueva  línea  de apoyo a  los  creadores  de obras
literarias,  dramáticas,  coreográficas,  de  flamenco,  guiones  cinematográficos  y  creadores  de  obras
plásticas, para paliar en parte la ausencia de ingresos al no ser posible el ejercicio de los derechos de
explotación de sus obras, pues no han podido llevarse a cabo los actos de fijación,  distribución y
comunicación pública. Con estas nuevas líneas de apoyo se pretende hacer posible que continúe el
trabajo del colectivo de personas dedicadas a la creación en Andalucía.

Las ayudas al  sector  empresarial  para paliar  los efectos  de la  falta  de programación en espacios
culturales producida como consecuencia del  COVID-19, que incluyen tanto los espacios escénicos,
auditorios, salas de conciertos y espacios de programación de las manifestaciones flamencas, como las
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salas de exhibición cinematográfica, resulta imprescindible para la recuperación de este sector, que es
el vehículo de creadores, de  productores,  y de artistas, intérpretes y ejecutantes, para llegar a la
ciudadanía. Los titulares de los citados espacios culturales, además de tener que soportar los gastos
estructurales de sus empresas, han tenido que asumir  los derivados de la cancelación de toda la
programación. La reanudación de su actividad se verá además limitada por la restricción del aforo, lo
que ocasionará una importante merma de ingresos.

Todas  estas  medidas  repercuten  también  en  la  ciudadanía,  pues  a  través  de  estas  medidas  se
garantiza el acceso real y efectivo a la cultura en condiciones de igualdad, en tanto que el desarrollo de
la  actividad  cultural  contribuye  a  la  libertad  individual  y  al  desarrollo  de  la  personalidad de cada
persona, de ahí la necesidad de hacer efectivo este derecho.

Cabe  reseñar  que  la  gestión  íntegra  de  las  subvenciones  que  van  a  materializar  algunas  de  las
mencionadas medidas de apoyo, va a corresponder a la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales,
agencia pública empresarial de las previstas en el artículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre,
de Administración de la Junta de Andalucía, adscrita a la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico,
cuyas funciones y facultades se encuentran recogidas, respectivamente, en los artículos 6.2 y 7 de sus
Estatutos, aprobados por Decreto 103/2011, de 19 de abril.

En concreto, el artículo 6.2 a) de los citados Estatutos dispone que dicha Agencia, para el cumplimento
de su objetivo ejercerá, entre otras, las siguientes funciones: “a) La investigación, gestión, producción,
fomento, formación y divulgación de las artes plásticas, las artes combinadas, las letras, el teatro y las
artes  escénicas,  la  música,  la  producción  fonográfica,  la  danza,  el  folclore,  el  flamenco,  la
cinematografía y las artes audiovisuales, y el desarrollo, comercialización y ejecución de programas,
promociones  y  actividades  culturales,  por  sí  o  mediante  la  colaboración  o  cooperación  con  otras
personas físicas o jurídicas, públicas o privadas”. Por su parte, el artículo 7b) establece que, para el
cumplimento  de  sus  funciones,  la  Agencia  podrá  “convocar,  tramitar  y  conceder  subvenciones  y
ayudas, financiar programas, proyectos y actuaciones. Conceder premios, distinciones y menciones
honoríficas.”  En ese sentido, el artículo 3.2 de sus Estatutos dispone que  “La Agencia ejercerá las
siguientes prerrogativas y potestades administrativas: a) En materia de subvenciones, la inspección, la
comprobación, la realización de la actividad y del cumplimiento de la finalidad para la que se hubiera
concedido la subvención, así como la tramitación y resolución de los procedimientos de reintegro que,
en su caso, procedan.”

Unida a la suspensión de la apertura al público de los centros dependientes de la Consejería de Cultura
y Patrimonio Histórico, desde el viernes 13 de marzo y hasta nuevo aviso como consecuencia de la
declaración del estado de alarma, cobra especial relevancia para el sector cultural y especialmente
para el sector del libro y editorial, el cierre de librerías, ya que ha puesto en peligro la propia cadena de
producción del libro: anulación de pedidos, devoluciones, suspensión y retraso en planes editoriales.

Los modestos espacios de cultura, que enriquecen barrios, pueblos y ciudades, son precisamente los
que más están sufriendo el devastador azote de la pandemia, que llega, además, en una de las épocas
clave del año, con eventos pospuestos como son la celebración de las Ferias del Libro en las distintas
ciudades andaluzas.

En este contexto, resulta urgente establecer una nueva línea de apoyo al sector del libro y editorial.
Para ello,  en el Capítulo II  de este Decreto,  se crea un mecanismo extraordinario de ayudas para
garantizar  el  apoyo  urgente  a  través  de  una línea  de  subvenciones  para  la  adquisición  de  lotes
bibliográficos para las bibliotecas municipales, ayudas que se concederán por la Consejería de Cultura
y  Patrimonio  Histórico.  Las  ayudas  se  otorgarán  siguiendo  el  procedimiento  de  concurrencia  no
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competitiva,  y se  materializarán  en  un  solo  pago,  con  importes  entre  2.500 y  5.000 euros,  que
permitirán estimular la actividad del eslabón más débil de la cadena del sector, como es el de las
pymes del sector editorial y de venta de libros del entorno geográfico más próximo a los municipios y
entidades locales autónomas, al ser beneficiarias de estas ayudas una gran parte de las Bibliotecas
registradas en la Red de Bibliotecas Públicas de Andalucía.

Asimismo, con estas ayudas se acrecentarían los fondos bibliográficos que las bibliotecas municipales
ponen  a  disposición  de  las  personas  usuarias  y  permitirán,  de  esta  manera,  paliar  las  nuevas
exigencias  de seguridad tras  la  pandemia  de COVID-19 que obligan a  imponer  una  cuarentena o
aislamiento a todos los libros una vez que han sido consultados o devueltos tras cada préstamo.

Además de las medidas expuestas con anterioridad, la situación ocasionada por el coronavirus (COVID-
19) ha puesto de manifiesto la necesidad de modificar varias Órdenes reguladoras de subvenciones en
el  ámbito  cultural,  en  concreto  en  materia  de  audiovisual,  artes  escénicas  y  flamenco,  debiendo
destacarse  que  la  finalidad  de  dichas  modificaciones  es  la  de  posibilitar  la  concesión  de  tales
subvenciones en este nuevo escenario de crisis que el virus ha generado, por lo que las mismas limitan
su vigencia a las convocatorias que se efectúen en el presente ejercicio. El COVID-19 ha influido tanto
en la fase de producción de obras cinematográficas, de obras escénicas y de obras flamencas, como
en la fase de distribución de las mismas, por lo que resulta urgente modificar las medidas de apoyo
que existían con antelación a la pandemia.

La aprobación de estas modificaciones por el procedimiento ordinario de elaboración de disposiciones
de carácter general se produciría en un plazo no inferior a los cuatro meses desde su inicio. Si a ello
añadimos lo plazos necesarios para la tramitación de las propias Órdenes (presentación de solicitudes,
instrucción y resolución),  acudir a una tramitación ordinaria de dichas modificaciones impediría su
adecuada ejecución en el ejercicio 2020, al no configurarse como herramienta útil para atender de la
manera más inmediata posible las deficiencias de las bases reguladoras que con las modificaciones
propuestas tratan de atajarse, considerado el contexto de crisis sanitaria en el que nos encontramos y
la grave coyuntura económica que la suspensión generalizada de actividades en el sector cultural está
originando.

Se  procede  a  modificar  la  Orden  de  1  de  agosto  de  2016,  por  la  que  se  establecen  las  bases
reguladoras de concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva a la producción de
largometrajes en Andalucía, la Orden de 19 de mayo de 2017, por la que se establecen las bases
reguladoras de concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, a la producción
de cortometrajes en Andalucía, y la Orden de 19 de mayo de 2017, por la que se establecen las bases
reguladoras de concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, a la producción
de documentales en Andalucía. Las modificaciones introducidas tienen por objeto ampliar los gastos
subvencionables  para  que  comprendan  la  difusión  en  nuevos  canales  y  plataformas  digitales  en
internet, la adecuación presupuestaria a la ejecución de la actividad, fases de pago y autorización de
modificaciones  en las resoluciones de concesión vinculadas a la nueva realidad y la contemplación,
como posible beneficiario, de la figura de las Agrupaciones de Interés Económico, en aras de asegurar
la efectividad de los proyectos que sean subvencionados.

Igualmente, las modificaciones de la Orden de 7 de septiembre de 2016, por la que se establecen las
bases reguladoras de concesión de  subvenciones en régimen de concurrencia competitiva  para la
promoción del teatro, la música, la danza y el circo en Andalucía viene impuesta por la necesidad de
incluir en los gastos subvencionables la utilización de canales digitales alternativos para la distribución
y comunicación pública de las obras escénicas y musicales. La nueva realidad impone que muchos
estrenos, representaciones y conciertos se lleven a cabo por nuevos canales digitales que deben ser
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contemplados en las bases reguladoras. Asimismo, la fase de pagos debe ser objeto de revisión si se
pretende que, en el escenario del COVID-19, sea efectiva la medida de apoyo. 

Las mismas circunstancias concurren en la procedencia de las modificaciones de la Orden de 21 de
junio de 2011, por la que se establecen las bases reguladoras del procedimiento de concesión de
subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, para la promoción de festivales flamencos de
pequeño y mediano formato, la Orden de 21 de marzo de 2018, por la que se establecen las bases
reguladoras  de  concesión  de  subvenciones,  en  régimen  de  concurrencia  competitiva,  para  la
promoción del tejido asociativo del flamenco en Andalucía, y la Orden de 24 de marzo de 2017 por la
que se establecen las bases reguladoras de concesión de subvenciones en régimen de concurrencia
competitiva para la promoción del tejido profesional del flamenco en Andalucía. Ciertamente, las peñas
flamencas  no podrán  llevar  a  cabo su  actividad  cultural  como hasta  la  fecha,  por  lo  que  ha  de
promoverse  que  su  programación  también  utilice  los  nuevos  canales  digitales  y  audiovisuales.  El
trabajo que realizan las peñas flamencas en la conservación y difusión de las distintas expresiones de
flamenco tiene que ser reconocido y valorado por la Administración Pública, adoptando las medidas
necesarias para facilitar que sigan realizando su importante labor. Del mismo modo, la actividad de los
profesionales  del  flamenco se ha visto  alterada drásticamente  por  las  consecuencias de la  actual
pandemia, no pudiendo realizar las giras ni las producciones que tenían previstas, así como tampoco
su  asistencia  a  los  festivales  flamencos,  debiendo  modificarse  la  fase  de  pagos  y  la  adecuación
presupuestaria a la ejecución de la actividad, para adaptarse a la nueva realidad que estamos viviendo.
Iguales circunstancias concurren en las medidas de apoyo a la organización de festivales flamencos de
pequeño y mediano formato. 

El artículo 44.1 de la Constitución española establece que los poderes públicos promoverán y tutelarán
el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho. El Estatuto de Autonomía para Andalucía dispone
en su artículo 33 que todas las personas tienen derecho, en condiciones de igualdad, al acceso a la
cultura, al disfrute de los bienes patrimoniales, artísticos y paisajísticos de Andalucía, al desarrollo de
sus  capacidades  creativas  individuales  y  colectivas,  así  como el  deber  de respetar  y  preservar  el
patrimonio cultural  andaluz.  Añade el artículo 68.1 del  Estatuto de Autonomía para  Andalucía que
corresponde  a  la  Comunidad  Autónoma  la  competencia  exclusiva  en  materia  de  cultura,  que
comprende las  actividades artísticas  y  culturales  que se lleven a  cabo en Andalucía,  así  como el
fomento de la cultura, en relación con el cual se incluye el fomento y la difusión de la creación y las
producciones teatrales, musicales, de la industria cinematográfica y audiovisual, literarias, de danza, y
de artes combinadas llevadas a cabo en Andalucía; la promoción y la difusión del patrimonio cultural,
artístico y monumental y de los centros de depósito cultural de Andalucía, y la proyección internacional
de la cultura andaluza. Corresponde asimismo a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en
materia de conocimiento, conservación, investigación, formación, promoción y difusión del flamenco
como elemento singular del patrimonio cultural andaluz. Por último, el artículo 45.1 del citado Estatuto
establece que en las materias de su competencia, corresponde a la Comunidad Autónoma el ejercicio
de  la  actividad  de  fomento,  a  cuyos  efectos  otorgará  subvenciones  con  cargo  a  fondos  propios,
regulando o, en su caso, desarrollando los objetivos y requisitos de otorgamiento y gestionando su
tramitación y concesión.

VII

La situación extraordinaria generada por la pandemia del coronavirus y la promulgación del Real Decreto
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, provocó que la Junta de Andalucía, al objeto de coadyuvar a que
los Ayuntamientos andaluces pudiesen ejercer  sus funciones con los recursos humanos adecuados y
suficientes, aprobase la Orden de 30 de marzo de 2020, por la que se acuerdan medidas administrativas
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en relación con el alumnado de la XLV y de la XLVI Promoción del Curso de Ingreso y del Curso de
Capacitación para Oficiales de 2020 y con aquellas personas que hayan superado la primera fase del
proceso selectivo para ingresar en los cuerpos de la policía local en los municipios de Andalucía.

La citada Orden ha permitido la incorporación de 92 nuevos policías locales a sus respectivas plantillas,
así como también el inicio del curso de ingreso de 182 funcionarios policiales que están compatibilizando
su formación a distancia con las prácticas en las plantillas de los cuerpos de los Cuerpos de la Policía
Local de 61 municipios de Andalucía.

El Consejo de Ministros aprobó, en sesión celebrada el 28 de abril de 2020, el denominado “Plan para la
transición hacia una nueva normalidad”, que establecía 4 fases: 0, I, II y III. En el anexo II del plan se
incluía una previsión orientativa para el levantamiento de las limitaciones de ámbito nacional establecidas
en el estado de alarma, en función de dichas fases, señalando expresamente que esta previsión es
orientativa y que no tiene carácter exhaustivo. En dicho anexo se establece que durante la fase II se
podrán llevar a cabo la apertura de los centros educativos y de formación (autoescuelas, academias, etc.)
que no estén incluidos en los  apartados de Educación y  Ciencia.  Se establecerán las  medidas de
distanciamiento,  higiene y  protección oportunas.  En  dicho supuesto podría  encuadrarse la  actividad
formativa de la Escuela de Seguridad Pública de Andalucía, siendo esa facultad potestativa y siempre que
se establezcan las medidas de distanciamiento, higiene y protección oportunas.

En la Escuela de Seguridad Pública de Andalucía existen dificultades en orden a dar cumplimiento a estas
medidas para impartir su actividad formativa ordinaria a la totalidad de los integrantes de las promociones
mencionadas y previsiblemente de las futuras, dadas las condiciones extraordinarias provocadas por la
crisis sanitaria del COVID-19, de modo que se requiere acordar un procedimiento específico para facilitar
la formación preceptiva regulada en el Decreto 201/2003, de 8 de julio, de ingreso, promoción interna,
movilidad y formación de los funcionarios de los Cuerpos de la Policía Local, y de manera especial con el
objetivo de permitir la modalidad presencial en las materias que exijan este formato.

Ante esta situación se plantea que la formación para el alumnado de  XLVI Promoción del Curso de
Ingreso a los Cuerpos de la Policía Local de Andalucía y de la Promoción Extraordinaria 2020, así como la
provocada como consecuencia de los procedimientos selectivos de acceso a los Cuerpos de Policía Local
durante los próximos meses, tanto en la Escuela de Seguridad Pública de Andalucía como en las Escuelas
Municipales de Policía Local,  se realice en su mayor parte en la modalidad de formación en red y
prácticas en las plantillas policiales, exceptuando aquellas materias que requieran obligatoriamente la
presencia del alumnado en la Escuela de Seguridad Pública de Andalucía, que se impartirán con carácter
presencial,  respetando  las  medidas  de  distanciamiento,  higiene  y  protección  determinadas  por  la
autoridad sanitaria. En todo caso se impartirá la carga lectiva mínima de 1.300 horas prevista para el
curso de ingreso en el artículo 13 del Decreto 201/2003, de 8 de julio.

Al objeto de dar respuesta a esta necesidad, mediante la disposición adicional quinta se adoptan medidas
excepcionales en relación con la formación y actividades del  alumnado de la Escuela de Seguridad
Pública de Andalucía y de las Escuelas Municipales de Policía Local. 

VIII

La Empresa Pública de Emergencias Sanitarias – en adelante EPES -, y el Servicio de Salud Responde
gestionado por esta Agencia Pública, han venido manteniendo su actividad al 100 %, como servicio
esencial, potenciando esta con herramientas de atención automática a la ciudadanía  tipo “chatbot”, y
con la encomienda a EPES de la coordinación de las empresas de ambulancias privadas.
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Desde hace más de 15 años, EPES gestiona todos los recursos y procesos que garantizan al ciudadano
el  acceso  no  presencial  a  las  prestaciones  del  Sistema  Sanitario  Público  mediante  el  servicio
denominado Salud Responde, a través del cual oferta a la ciudadanía una amplia cartera de servicios
entre los que cabe señalar la cita previa en centros de salud, el seguimiento de altas hospitalarias, el
seguimiento de pacientes en olas de calor, de pacientes con riesgo cardiovascular y de EPOC, así como
atención a pacientes en cuidados paliativos, entre otros, aplicando procesos asistenciales integrados
con  Atención  Primaria  y  el  resto  de  los  niveles  asistenciales,  incluida  la  atención  a  la  demanda
extrahospitalaria de urgencias y emergencias, todo ello soportado en una infraestructura que integra
centros y plataformas tecnológicas de atención de llamadas telefónicas y sistemas de información para
acceso telemático de uso generalizado por la  ciudadanía,  como  son las aplicaciones para móviles
(APP).

La  integración  en EPES de  la  gestión  de los  recursos,  sistemas de información y  procedimientos
descritos ha permitido al Sistema Sanitario Público atender adecuadamente el significativo incremento
que durante la pandemia por COVID-19 ha experimentado la demanda ciudadana para acceder de
forma no presencial a las prestaciones sanitarias, así como de información sobre la nueva enfermedad,
y ello con un elevado grado de eficacia y eficiencia en la respuesta, asegurando la continuidad del
proceso asistencial con la atención sanitaria a las urgencias y emergencias por los recursos móviles del
sistema, habiéndose diseñado, desarrollado e implantado en un plazo mínimo diversas innovaciones
para la asignación de cita previa en centros de salud y el seguimiento de pacientes crónicos.

La situación de crisis  sanitaria  originada por el  COVID-19 y la  necesidad de reducir  al  mínimo la
movilidad  de  las  personas,  hace  imprescindible  el  funcionamiento  eficaz  de  los  sistemas  de
telemedicina  y  de  acceso  no  presencial  a  las  prestaciones  sanitarias,  así  como  el  acceso  a  la
información por parte de la ciudadanía, para lo cual EPES cuenta con el equipamiento y los desarrollos
que permiten la comunicación, el almacenamiento y transmisión de la información, con estándares y
protocolos  de  interoperabilidad  con  el  resto  de  los  niveles  asistenciales,  cuyo  desarrollo  continúa
mediante  la  incorporación  de  innovaciones  como  son  los  proyectos  de  captación  a  distancia  de
bioseñales  o  la  monitorización  domiciliaria  de  pacientes  crónicos  para  la  prevención  de  su
reagudización.

Asimismo,  esta  pandemia ha demostrado que,  a nivel  de la  Comunidad Autónoma,  era  necesario
articular la coordinación entre la EPES y las empresas de ambulancias privadas, que prestan servicios
en los distintos centros del Sistema Sanitario Público, para que se pueda dar una respuesta única a
nivel autonómico, con una planificación y estrategia común que consiga los fines de eficacia y eficiencia
en supuestos de emergencias sanitarias.

El artículo 47.1.1ª del Estatuto de Autonomía para Andalucía atribuye a la Comunidad Autónoma la
competencia  exclusiva  sobre  la  estructura  y  regulación  de los  órganos administrativos  públicos  de
Andalucía y de sus organismos autónomos.

Igualmente,  el  artículo  158  del  Estatuto  de  Autonomía  de  Andalucía  dispone  que  la  Comunidad
Autónoma podrá constituir empresas públicas y otros entes instrumentales, con personalidad jurídica
propia, para la ejecución de funciones de su competencia; competencias que se ejercitan al servicio de
otras competencias materiales.

La Empresa Pública de Emergencias Sanitarias, en adelante EPES, fue creada mediante la Ley 2/1994,
de 24 de marzo, siendo constituida y aprobados sus estatutos por el Decreto 88/1994, de 19 de abril.
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De acuerdo con el artículo 1 de Ley 2/1994, de 24 de marzo, y con el artículo 2.2.a) del Decreto
105/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Salud y
Familias y del Servicio Andaluz de Salud, EPES está adscrita a la Consejería competente en materia de
salud.

Por ello, y para garantizar a nivel normativo la integración en EPES de todos los sistemas de acceso no
presencial  a las prestaciones del  Sistema Sanitario  Público,  y  la coordinación de las empresas de
ambulancias,  el  presente  decreto-ley  modifica  mediante  su  disposición  final  primera  la  citada  Ley
2/1994, de 24 de marzo, ampliando las competencias de la misma a esos ámbitos.  

IX

La evolución de los acontecimientos, así como la aprobación del Plan para la Transición hacia la Nueva
Normalidad, aprobado por el Consejo de Ministros el pasado 28 de abril, en el que se contempla la
reincorporación progresiva  de diversos sectores económicos a la  actividad cotidiana y,  con ello,  la
necesaria asistencia de trabajadores y trabajadoras a sus puestos de trabajo, hacen imprescindible
adaptar las situaciones de emergencia social, dando cobertura a las necesidades de las personas que
de otro modo quedarían desprotegidas, como son las personas trabajadoras por cuenta propia o ajena,
que deban reincorporarse a su puesto de trabajo con carácter presencial y a las que la suspensión de
un  recurso  de  la  dependencia  les  genere  imposibilidad  de  conciliar  sus  obligaciones  familiares  y
laborales.

Por ello, se hace necesario la modificación del artículo 15.c) del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo,
de  medidas  de  apoyo  financiero  y  tributario  al  sector  económico,  de  agilización  de  actuaciones
administrativas y de medidas de emergencia social,  para luchar contra los efectos del  coronavirus
(COVID-19), amparando en su redacción no ya únicamente a empleados públicos que presten servicios
declarados  esenciales  sino  a  toda  persona  trabajadora  por  cuenta  propia  o  ajena,  que  deba
incorporarse a su puesto de trabajo con carácter presencial y acredite una imposibilidad manifiesta de
conciliación entre sus obligaciones de  prestación  laboral y el correcto cuidado de un ascendiente o
descendiente de primer grado en situación de dependencia. 

X

Mediante  Decreto-ley  12/2020,  de  11 de mayo,  se establecen medidas urgentes  y  extraordinarias
relativas a la seguridad en las playas, medidas administrativas en el ámbito educativo, y otras medidas
complementarias ante la situación generada por el coronavirus (COVID-19).

En el texto expositivo del citado decreto-ley se exponía que, iniciado el proceso de desescalada en todo
el país, y estando próximo el inicio de la próxima temporada de baño, se debían establecer con carácter
urgente  las  medidas  necesarias  que  establezcan  las  condiciones  pertinentes  para  garantizar  la
protección  de  las  personas  y  la  coordinación  de  las  emergencias  ordinarias,  extraordinarias  y  de
protección civil, en el ámbito de las playas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, añadiendo que
solo el establecimiento de las condiciones adecuadas en el plazo más breve posible permitirá generar el
marco de garantía que contribuya a favorecer la recuperación de la confianza, y que ello redunde en la
reactivación del sector turístico.

Como pilar fundamental de las medidas que se adoptan en el Capítulo I del citado decreto-ley,  se
establece la necesidad de la elaboración por los Ayuntamientos, en el plazo máximo de un mes, de un
plan de contingencia para el COVID-19 que será de aplicación mientras dure la situación de alerta
sanitaria, en el deberán exponerse las medidas que han adoptado ante esta situación al objeto de
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proteger la seguridad de las personas usuarias de las playas y garantizar el normal funcionamiento de
los servicios. Su contenido deberá ajustarse a la estructura y contenido mínimo recogidos en el Anexo II
del  Decreto-ley  12/2020,  de  11  de  mayo,  y  cualesquiera  otras  que  pudieran  dictarse  por  las
autoridades sanitarias.

Aún cuando se estaba a la espera de indicaciones sobre esta materia por el Gobierno de la Nación,
para poder integrar las recomendaciones sanitarias a tener en cuenta para la elaboración de los citados
Planes de contingencia, así como de recibir las propuestas de los Ayuntamientos en este ámbito, el
establecimiento de esta obligación no podía demorarse en el  tiempo,  teniendo en cuenta que era
necesario que los Ayuntamientos de los municipios del litoral contaran con las indicaciones que en
dicha  norma  se  contienen  con  la  antelación  necesaria  para  que  dicho  documento  pudiera  ir
avanzándose  a  efectos  de  que  el  mismo  pueda  estar  aprobado  con  anterioridad  al  inicio  de  la
temporada de baño. 

Mediante Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones
de ámbito nacional establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 2 del
Plan para la transición hacia una nueva normalidad, se establecen entre otras medidas las relativas al
uso de playas, en concreto, en su artículo 46 determinando que los bañistas deberán hacer un uso
responsable de la playa, tanto desde el punto de vista medioambiental como sanitario, cumpliendo
para ello con las recomendaciones y normas establecidas por las autoridades sanitarias. Así mismo
remite a la aplicación de lo dispuesto en los apartados 2 a 5 del artículo 45, así como a lo dispuesto
para la libertad de circulación en el artículo 7.

Con arreglo a lo expuesto, resulta necesario y urgente aprobar e incorporar como parte del plan de
contingencia que deberán elaborar y aprobar los ayuntamientos ante el COVID-19, las recomendaciones
sanitarias que, teniendo en cuenta las directrices establecidas por el Ministerio de Sanidad, se han
elaborado  por  parte  del  órgano  competente  en  materia  de  salud  pública  en  nuestra  Comunidad
Autónoma, teniendo en cuenta las aportaciones que han sido recabadas de los distintos Ayuntamientos
a efectos de ajustarlas a las peculiaridades de nuestro litoral.

El artículo 43 de la Constitución Española reconoce en su apartado 1 el derecho a la protección de la
salud y en su apartado 2 establece que compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud
pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios.

En el  ámbito  de la  Comunidad Autónoma de Andalucía,  el  Estatuto  de Autonomía  para Andalucía
establece en su artículo 55.1 que corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia
compartida en materia de sanidad interior  y,  en particular,  sobre la ordenación y ejecución de las
medidas destinadas a preservar, proteger y promover la salud pública en todos los ámbitos.

La  Ley  2/1998,  de  15  de  junio,  de  Salud  de  Andalucía,  establece  en  su  artículo  21  que  las
Administraciones Públicas de Andalucía, en el marco de sus respectivas competencias, establecerán y
acordarán limitaciones preventivas de carácter administrativo respecto de aquellas actividades públicas
y  privadas  que,  directa  o  indirectamente,  puedan  tener  consecuencias  negativas  para  la  salud.
Asimismo,  adoptarán  cuantas  limitaciones,  prohibiciones,  requisitos  y  medidas  preventivas,  sean
exigibles en las actividades públicas y privadas que directa o indirectamente puedan suponer riesgo
inminente y extraordinario para la salud.

En el marco de las citadas competencias, resulta necesario incorporar con carácter urgente, mediante
una  modificación  del  citado  Decreto-ley  12/2020,  de  11  de  mayo,  las  recomendaciones  para  la
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protección de la salud para la apertura de las zonas y aguas de baño en Andalucía, a efectos de que las
mismas sean tenidas en cuenta en la redacción del citado plan de contingencia. 

XI

El  Decreto-ley  12/2020,  de  11  de  mayo,  establece  por  otra  parte  en  su  artículo  16  que   en
circunstancias  extraordinarias,  eventos  o  actos  organizados  o  autorizados  en  la  playa  por  los
Ayuntamientos, los servicios de salvamento puedan complementarse con personal voluntario integrado
en entidades entre cuyos fines figuren los relacionados con la protección civil, y cuya actuación sirva de
complemento y colaboración a la labor del personal del servicio de salvamento, reforzando, únicamente
de manera extraordinaria, en un periodo concreto aquellas funciones de los servicios de salvamento
vinculadas a la vigilancia, información y, llegado el caso, primeros auxilios, así como colaboración con
socorristas acuáticos, bajo la coordinación de la jefatura de turno o de playa.

La  colaboración  y  participación  ciudadana,  coordinada,  fomentada  y  encauzada  a  través  de  las
Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección Civil, es un soporte básico en la autoprotección y
en la solidaridad social. El colectivo del voluntariado de protección civil ha supuesto un incremento de
la capacidad operativa ante situaciones de emergencia en nuestra Comunidad Autónoma. De hecho, en
la estructura operativa de todos los planes de emergencia de la Junta de Andalucía, al igual que en
aquellos aprobados por la administración local, las Agrupaciones están contempladas dentro de los
grupos operativos, suponiendo un considerable apoyo a la gestión de las emergencias .

En esta situación de alerta sanitaria las agrupaciones locales del voluntariado de protección civil están
realizando una encomiable labor en aquellos entes locales donde están constituidas. Más aún resulta
muy necesaria su colaboración en los municipios costeros con playa en la realización de los cometidos
previstos en el Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, de acuerdo con su artículo 16.

El  Decreto  159/2016,  de  4  de  octubre,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  General  de  las
Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección Civil de la Comunidad Autónoma de Andalucía da
cumplimiento al mandato legal de dotar a las entidades locales de un marco normativo que les sirva
para la elaboración de los reglamentos de las Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección
Civil,  adecuándose  a  su  posición  en  la  gestión  de  las  emergencias,  reconociendo  los  derechos  y
deberes de las personas que las componen y respetando lo dispuesto por la Ley 5/2010, de 11 de
junio,  de  Autonomía  Local  de  Andalucía.  Con  ello,  se  pretende  alcanzar  un  adecuado  nivel  de
homogeneidad en la realización de las actuaciones por las Agrupaciones, respetando la autonomía de
las entidades locales,  en las que recae, en todo caso, la competencia de creación, organización y
funcionamiento. Debido a esta necesidad de homogeneización, la disposición transitoria primera del
Decreto 159/2016, de 4 de octubre, dispuso un plazo de tres años, desde su entrada en vigor, para
que  las  entidades  locales  de  las  que  dependan  las  Agrupaciones  adaptasen  sus  Reglamentos  al
Reglamento  General.  Existen  entidades  locales  que aún no han adaptado  sus  reglamentos  a  este
Reglamento General, por lo que mediante este decreto-ley, introduciendo una disposición final, por la
que se modifica la disposición transitoria citada otorgando un nuevo plazo, hasta el 31 de enero de
2021, para que definitivamente adapten sus reglamentos. En este sentido, ante esta alerta sanitaria es
indispensable  que  los  Reglamentos  queden  adaptados,  por  lo  que  se  reforzará  el  contacto  y  la
cooperación con los entes locales para que se lleve a cabo esta necesaria adaptación.
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económica tienen, inevitablemente, un fuerte impacto negativo sobre el empleo. El Banco de España ha
previsto ya para este año una caída del PIB nacional de entre el 6,6% hasta el 13,6%, que anticipa una
destrucción de puestos de trabajo a corto plazo que elevaría la tasa de paro en España hasta el 21,7%.
Estas  consecuencias  han  determinado  la  adopción  de  medidas  extraordinarias  mediante  el  Real
Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito
laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19, el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo,
por el que se regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena
que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de
la  lucha contra  el  COVID-19 y  mediante  Real  Decreto-ley  11/2020,  de  31  de marzo,  se  adoptan
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.

La tasa de desempleo podría ser más acusada en Andalucía que en el resto de España, debido a la
mayor dependencia de la actividad económica al  sector  servicios,  más sensible a las medidas de
contención extraordinarias adoptadas por las autoridades de salud pública e ir acompañada de una
pérdida significativa de tejido empresarial.

En este nuevo contexto social y escenario socioeconómico, la consecución del objetivo de mejora de la
empleabilidad y recualificación profesional dirigidas a la inserción laboral de las personas trabajadoras
desempleadas y  el  mantenimiento y mejora del  empleo de las personas trabajadoras ocupadas,  a
través de las acciones de formación profesional para el empleo, requiere articular de forma ágil, las
medidas necesarias para hacerlo posible;  medidas que, respetando el  marco normativo básico, se
adecúen a los nuevos requerimientos de la formación de oferta, con flexibilidad y acercándolos a la
realidad actual, introduciendo para ello, no sólo medidas organizativas y de gestión, sino también las
modificaciones normativas necesarias.

El  Estatuto  de  Autonomía  para  Andalucía  establece  en  su  artículo  63.1  que  corresponden  a  la
Comunidad Autónoma, en el marco de la legislación del Estado, las competencias ejecutivas en materia
de empleo, entre las que se incluyen la formación de las personas demandantes de empleo y la gestión
de las subvenciones correspondientes, así como el fomento del empleo. A su vez, en el artículo 26.1 se
establece que, en el ejercicio del derecho constitucional al trabajo, se garantiza a todas las personas el
acceso a la formación profesional.

Las  medidas  que  se  recogen  en  las  disposiciones  finales  séptima  y  octava  tienen  por  objeto,
respectivamente, en el marco de las competencias citadas, la modificación de determinados artículos
de la Orden de la Consejería de Empleo, Empresa y Comercio de 3 de junio de 2016, por la que se
establecen  las  bases  reguladoras  para  la  concesión  de  subvenciones  públicas,  en  régimen  de
concurrencia competitiva, en materia de Formación Profesional para el Empleo en las modalidades de
formación  de  oferta  dirigida  prioritariamente  a  personas  trabajadoras  desempleadas  y  a  personas
trabajadoras ocupadas y de la Orden de la Consejería de Empleo, Formación y Trabajo Autónomo de 13
de  diciembre  de  2019,  por  la  que  se  aprueban  las  Bases  Reguladoras  para  la  concesión  de
subvenciones en régimen de concurrencia competitiva para el desarrollo de Programas Formativos con
compromiso de contratación dirigidos a personas trabajadoras desempleadas, en el marco del sistema
de Formación Profesional para el Empleo.

En  el  contexto  actual,  cambiante  e  impredecible,  determinados  supuestos  previstos  en  las  bases
reguladoras referidas se estiman alejados de las necesidades presentes del mercado laboral andaluz.
Es por ello, que el objeto de las modificaciones abordadas en la presente norma se fundamenta en los
principios  de  eficacia  y  eficiencia,  de  manera  que  garanticen  que  la  actividad  de  fomento  de  la

XII

Las consecuencias que la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 están provocando en la actividad
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Administración constituya un instrumento real para reducir el impacto económico y laboral de la crisis
sanitaria en Andalucía.

Algunos de los requisitos contenidos en la normativa aprobada resultan de difícil  cumplimiento por
parte de las entidades de formación y/o empresas solicitantes que pudieran resultar beneficiarias de
las subvenciones concedidas. Este hecho representa un obstáculo y pone en riesgo el componente
innato  a  esta  modalidad  de  subvención  aprobada,  esto  es,  la  contratación  del  alumnado  tras  la
finalización  del  programa  formativo.  Las  exigencias  actualmente  previstas  podrían  dar  lugar  a  la
ausencia o bajo número de entidades solicitantes  o, peor aún, a que las entidades que resultaran
beneficiarias  de  las  subvenciones  incumplieran  posteriormente  su  compromiso  de  contratación
adquirido  o  los  restantes  requisitos  exigidos  en  las  bases  reguladoras  para  la  ejecución  de  los
programas formativos. Ninguna de estas circunstancias permitiría alcanzar los objetivos perseguidos ni
cumplir el principio de eficiencia en la asignación de los recursos públicos que inspiraron las bases
reguladoras aprobada a finales del pasado año. Por tanto, la situación generada por la evolución del
COVID-19 lleva a la necesidad de contemplar medidas excepcionales para las futuras convocatorias que
se realicen en año 2020, cuyos efectos se prolongarán en el año 2021. De esta manera, las bases
reguladoras  deben  ser  adaptadas  para  incidir  de  manera  óptima  e  inmediata  en  la  situación
socioeconómica del mercado laboral andaluz, de forma que pueda publicarse la convocatoria y poner a
disposición de las empresas y entidades, y personas desempleadas, la posibilidad de acogerse a esta
medida de activación económica a la mayor brevedad. 

Es por ello que se modifica la Orden de 3 de junio de 2016, en las modalidades de formación de oferta
dirigida prioritariamente a personas trabajadoras desempleadas y a personas trabajadoras ocupadas.
Se considera necesario incrementar el porcentaje de personas desempleadas que pueden participar en
la  oferta  formativa  para ocupados  actualmente  en  marcha,  adaptándolo  a  la  coyuntura  actual  del
mercado laboral y modificar el sistema de cómputo, equiparándolo al establecido a nivel estatal. En la
oferta formativa para ocupados programada por la Resolución de 23 de abril de 2018 (Boletín número
82 de 30/04/2018), se incrementa el porcentaje de desempleados que podrán participar en la oferta
programada,  que  pasa  del  20%  en  cada  acción  formativa  al  30%  del  total  de  participantes
programados.

Y se modifica también la Orden de 13 de diciembre de 2019. En la misma se introduce una excepción
para la convocatoria 2020/2021, de manera que se flexibilice la exigencia de no haber efectuado
despidos  en  los  3  meses  anteriores  a  la  publicación  de  la  convocatoria  para  poder  solicitar  la
subvención,  tomando como referencia  los 3 meses inmediatamente anteriores al  14 de marzo de
2020, fecha del estado de alarma declarado por el Real Decreto 464/2020, de 14 de marzo. 

Así mismo, se flexibiliza la exigencia que limita la distancia entre el centro de trabajo en el que se da
cumplimiento al compromiso de contratación y el lugar de impartición de la formación; se suprime la
exigencia como requisito de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los contratos que pasa a
ser un criterio de valoración de las solicitudes; y se modifica la limitación del importe máximo a percibir
por una misma entidad, de manera que se pasa del 5% inicialmente previsto en las bases reguladoras
aprobadas,  a  que  ninguna  entidad  podrá  percibir  subvenciones  para  la  realización  de  programas
formativos  cuya  suma  supere  el  10%  del  crédito  presupuestario  consignado  en  la  respectiva
convocatoria. 

Las  modificaciones  planteadas  en  la  norma  devienen  de  la  necesidad  de  adaptar  la  regulación
aprobada  al  contexto  socioeconómico  actual,  cuya  profunda  variación  debida  a  la  crisis  sanitaria
internacional no podía haberse previsto de ninguna manera. Si bien los poderes públicos no pueden
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permanecer ajenos a su existencia, con objeto de preservar el cumplimiento de la finalidad de interés
público perseguida con esta actividad de fomento de la Administración,  se requiere una actuación
inmediata de este Gobierno que solo puede lograrse a través de este instrumento normativo.

En consonancia con lo expuesto, se puede asegurar que existe una conexión directa entre la urgencia
definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella: las medidas que con este proyecto de
Decreto-ley se adoptan no podrían esperar a una tramitación ordinaria puesto que ello podría dilatar los
plazos e impediría, por un lado, la publicación de la convocatoria, en el ejercicio presupuestario 2020,
de la iniciativa de formación profesional para el empleo con compromiso de contratación y, por otro
lado, las modificaciones previstas para la iniciativa de formación profesional para personas trabajadoras
ocupadas, teniendo en cuenta que, en este momento, hay 764 acciones formativas para personas
trabajadoras ocupadas que no han finalizado su proceso de selección de alumnado participante, ya que
fue suspendido por la entrada en vigor de la declaración del estado de alarma.  A riesgo de devenir
ineficaces, tales medidas o actuaciones no pueden demorarse por el tiempo necesario para modificar
las bases reguladoras siguiendo la tramitación ordinaria establecida al efecto en el  artículo 118 del
Decreto legislativo 1/2010, de 2 de marzo, que aprueba el Texto Refundido de la Ley General de
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y en el artículo 4 del Decreto 282/2010, de 4 de mayo, que
aprueba el Reglamento de los Procedimientos de otorgamiento de subvenciones en la Administración
de la Junta de Andalucía.

XIII

La regulación del decreto-ley en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía se contempla en el
artículo  110  del  Estatuto  de  Autonomía  que  establece  que  en  caso  de  extraordinaria  y  urgente
necesidad el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas legislativas provisionales en forma de decretos-
leyes, que no podrán afectar a los derechos establecidos en este Estatuto, al régimen electoral, ni a las
instituciones  de  la  Junta  de  Andalucía.  No  podrán  aprobarse  por  decreto-ley  los  presupuestos  de
Andalucía.

En base a la previsión contenida en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía de Andalucía, el decreto-
ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin que justifica la legislación de
urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983,
de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7
julio,  F.  3),  subvenir  a  una  situación  concreta,  dentro  de  los  objetivos  gubernamentales,  que  por
razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el
requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las
leyes.

La situación provocada por la evolución del  virus desde que se procediera a su declaración como
emergencia  de  salud  pública  de  importancia  internacional,  ha  generado  la  urgente  necesidad  de
adoptar medidas extraordinarias en diversos ámbitos para hacer frente a la misma.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este decreto-ley se inscribe en el juicio político o de
oportunidad que corresponde a este Gobierno (STC 93/2015, de 14 de mayo, FJ 6) y esta decisión, sin
duda, supone una ordenación de prioridades de actuación que la situación de emergencia acreditada
demanda (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019).

Como señala el Tribunal Constitucional, generalmente «se ha venido admitiendo el uso del decreto-ley
en  situaciones  que  se  han  calificado  como  «coyunturas  económicas  problemáticas»,  para  cuyo
tratamiento representa un instrumento constitucionalmente lícito, en tanto que pertinente y adecuado
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para la consecución del  fin que justifica la legislación de urgencia, que no es otro que subvenir a
«situaciones concretas de los objetivos gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran
una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el
procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes» (STC 31/2011, de 17 de
marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8).

En el  presente  caso,  el  fin  que justifica  la  legislación  de urgencia  es  el  subvenir  a  una situación
concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una
acción  normativa  inmediata  en  un  plazo  más  breve  que  el  requerido  por  la  vía  normal  o  por  el
procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes. 

En consonancia con lo expuesto, se puede asegurar que existe una conexión directa entre la urgencia
definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, teniendo en cuenta que los ámbitos a los
que afectan las mismas requieren de una intervención inmediata. Estas medidas que se adoptan no
podrían abordarse mediante tramitación ordinaria o parlamentaria de urgencia, teniendo en cuenta las
materias a las que afectan. 

Por último, este decreto-ley cumple con los límites fijados por las competencias autonómicas para
acometer una regulación legal en esta materia. Cuando concurre, como en este caso, una situación de
extraordinaria  y  urgente necesidad todos los poderes públicos que tengan asignadas facultades de
legislación provisional y competencias sustantivas en el ámbito material en que incide tal situación de
necesidad pueden reaccionar normativamente para atender dicha situación, siempre, claro está, que lo
hagan dentro de su espectro competencial. (STC 93/2015, de 14 de mayo FJ11).

Estas mismas razones que determinan la urgente necesidad son las que conducen a que el presente
instrumento normativo se erija en el instrumento de que dispone este Gobierno para dar respuesta, en
tiempo, a una situación que requiere de una actuación inmediata, dando con ello cumplimiento a los
principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y
como exige la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

A estos efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia en el
interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen, siendo el decreto-ley no sólo
el instrumento más adecuado sino el único que puede garantizar su consecución y eficacia.   

Del  mismo  modo,  este  decreto-ley  es  proporcional  al  regular  los  aspectos  imprescindibles  para
conseguir su objetivo, ajustando cada una de las medidas al marco temporal en el que las mismas
deben operar, teniendo en cuenta que muchas de ellas deberán permanecer previendo una situación de
crisis  sanitaria  que  permanecerá  más  allá  del  estado  de  alarma  en  el  que  nos  encontramos.
Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento
jurídico, evitando la petrificación del mismo en un estado que requiere de una adaptación constante de
la normativa. 

En cuanto al principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de consulta pública,
audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y aprobación de decretos-leyes,
sin perjuicio de la debida publicidad que se dará al mismo no sólo a través de los boletines oficiales
sino también mediante su publicación en el Portal de Transparencia de la Junta de Andalucía, dando
así con ello cumplimiento a la obligación dispuesta en el artículo 13.2 de la Ley 1/2014, de 24 de
junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 
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Por último, en relación con el principio de eficiencia, y teniendo en cuenta la propia naturaleza de las
medidas  adoptadas  este  decreto-ley,  se  agilizan  determinados  trámites,  imponiendo  sólo  aquellas
cargas administrativas estrictamente indispensables y adecuadas a la naturaleza de los procedimientos
y medidas respecto de las que se establecen.

Debe señalarse también que este decreto-ley no afecta al ordenamiento de las instituciones básicas del
Estado,  a  los  derechos,  deberes  y  libertades  de  los  ciudadanos  regulados  en  el  Título  I  de  la
Constitución,  a los derechos establecidos en el  Estatuto de Autonomía para Andalucía, al  régimen
electoral, ni a las instituciones de la Junta de Andalucía. 

Por todo ello, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para
Andalucía,  a  propuesta  del  Vicepresidente  de  la  Junta  de  Andalucía  y  Consejero  de  Turismo,
Regeneración, Justicia y Administración Local, del Consejero de la Presidencia, Administración Pública
e Interior,  de la  Consejera de Empleo, Formación y Trabajo Autónomo,  del Consejero de Hacienda,
Industria y Energía, del Consejero de Educación y Deporte, del Consejero de Salud y Familias, de la
Consejera de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación y de la Consejera de Cultura y Patrimonio
Histórico, de conformidad con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su
reunión celebrada el día 18 de mayo de 2020,

DISPONGO

CAPÍTULO I

Establecimientos hoteleros

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. El presente Capítulo tiene por objeto la ordenación de los establecimientos hoteleros y la regulación
de sus condiciones técnicas y de prestación de servicios.

2. Quedan sujetos a  lo  dispuesto  en  este  Capítulo este decreto-ley los establecimientos hoteleros
regulados en los  artículos  40.1.a)  y 43 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo de
Andalucía.

3. Están excluidos del presente Capítulo las residencias de tiempo libre de titularidad de la Junta de
Andalucía y de las Corporaciones Locales, de personas mayores, de estudiantes, los albergues juveniles
de  la  Junta  de  Andalucía,  las  colonias  escolares  y  campamentos  juveniles  o  cualquier  otro
establecimiento cuando se desarrolle una finalidad social o educativa recogida en su norma sectorial,
así  como cualquier establecimiento similar  a los anteriores en el  que la prestación del  servicio de
alojamiento turístico se realice de manera ocasional y sin ánimo de lucro.

Estos establecimientos quedarán sometidos al presente Capítulo  en caso de ofertar, inclusive de forma
temporal, el servicio de alojamiento al público en general.
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A efectos del presente Capítulo se entiende por:

a) Alojamiento hotelero: el servicio turístico de alojamiento cuyo objeto es facilitar, mediante precio,
hospedaje o estancia en los establecimientos hoteleros. 

b) Servicio complementario: el servicio diferente al de hospedaje prestado en un establecimiento
hotelero de forma suplementaria al servicio de alojamiento.

c) Empresas explotadoras: las personas físicas o jurídicas que, en nombre propio, de manera habitual y
retribuida, se dedican a la prestación del servicio turístico de alojamiento.

d) Establecimientos hoteleros: el conjunto de bienes, muebles e inmuebles, que, formando una unidad
funcional autónoma, es ordenado por su empresa explotadora para la adecuada prestación del servicio
turístico de alojamiento.

e) Unidad de alojamiento: la estancia independiente de un establecimiento hotelero para uso exclusivo
de la persona usuaria, compuesta como mínimo por un dormitorio o habitación de capacidad múltiple
en el caso de los establecimientos del grupo albergues y, en función del grupo y categoría, de baño y
otras dependencias.

f) Unidad de alojamiento de capacidad múltiple: unidad de alojamiento en la que se presta el servicio
turístico de alojamiento compartido por plazas.

g) Estudio: unidad de alojamiento compuesta por un salón-comedor, un dormitorio, una cocina y un
baño unificados en una pieza común.

h) Personas  usuarias  del establecimiento hotelero: las personas que, como destinatarias finales,
reciben el  servicio  turístico  de  alojamiento  y  los servicios complementarios en el establecimiento
hotelero.

i) Clasificación: la inclusión de un establecimiento hotelero en un grupo, una categoría, una modalidad
y, en su caso, una o varias especialidades.

j) Grupos: cada una de las divisiones en las que se clasifican los establecimientos hoteleros.

k) Categoría: el nivel del establecimiento hotelero dentro del grupo al que pertenezca.

l) Modalidad: la clasificación de un establecimiento hotelero, en función de su localización, en alguno
de los destinos turísticos genéricos siguientes: playa, ciudad, rural y carretera.

m) Especialidad: la clasificación voluntaria de un establecimiento hotelero en función de sus
peculiaridades arquitectónicas, de las características de los servicios prestados o de la demanda
principal a la que esté orientado.

n) Baño: servicio higiénico que dispone, al menos, de los tres elementos sanitarios obligatorios para
todos los grupos (inodoro,  lavabo y bañera o plato de ducha),  incluyendo, en su caso, los demás
elementos exigidos en cada grupo o categoría. En todo caso, el inodoro deberá estar independizado y
cerrado, bien de manera individual bien con el resto de elementos sanitarios. 

Artículo 2. Definiciones.
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Artículo 3. Régimen jurídico.  

1. Los establecimientos hoteleros  se someterán a las prescripciones de la Ley 13/2011, de 23 de
diciembre,  del  Decreto  143/2014,  de  21  de  octubre,  por  el  que  se  regula  la  organización  y  el
funcionamiento del Registro de Turismo de Andalucía,  a lo establecido en el presente Capítulo y a la
normativa sectorial que, en su caso, les sea de aplicación.

En particular, los servicios complementarios que se presten al público en general se someterán,
además, a la normativa vigente que resulte de aplicación.

El control de las autorizaciones, licencias o habilitaciones así como la vigilancia en la exigencia de los
requisitos exigidos por normativa sectorial no turística será llevada a cabo por las administraciones u
organismos competentes por razón de la materia. 

2. El emplazamiento y la construcción de los establecimientos respetarán el paisaje y se integrarán
armónicamente en el mismo, teniendo en cuenta lo dispuesto en la legislación urbanística y de
ordenación del suelo.

3. Los derechos y obligaciones de las personas usuarias  de los establecimientos hoteleros y de las
empresas explotadoras serán los contemplados en la Ley 13/2011, de 23 de diciembre. 

Artículo 4. Acceso a los establecimientos hoteleros.

1. Además de lo establecido en el párrafo segundo del artículo 3.1 respecto a los servicios
complementarios de uso público, los establecimientos hoteleros serán considerados, a todos los
efectos, como establecimientos de uso público, siendo libre el acceso a los mismos, sin más
restricciones que las derivadas de las leyes y los reglamentos.

2. La admisión o permanencia en los establecimientos hoteleros sólo podrá denegarse:

a) Por la falta de capacidad de alojamiento o de sus instalaciones.

b) Por incumplir los requisitos de admisión establecidos en su reglamento de régimen interior.

c) Por adoptar conductas que puedan producir peligro o molestias a otras personas, sean usuarias o
no, o que dificulten el normal desarrollo de la actividad.

3. En ningún caso el acceso a los establecimientos hoteleros podrá ser restringido por razones de
discapacidad, raza, lugar de procedencia, sexo, edad, religión, opinión o cualquier otra circunstancia
personal o social. Sin  perjuicio  de lo  anterior,  los  establecimientos  hoteleros  podrán prestar  y
publicitar sus servicios enfocados a un público preferente.

No  obstante,  será  aplicable  la  normativa  sobre  admisión  de  personas  en  establecimientos  de
espectáculos  públicos  y  actividades  recreativas  a  los  servicios  complementarios  que  entren en  su
ámbito  de aplicación. 

Artículo 5. Unidad de explotación.  

1. La empresa explotadora habrá de asumir continuadamente la explotación de la totalidad de las
unidades de alojamiento del establecimiento de que se trate conforme a lo dispuesto en el artículo 41
de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre.
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La empresa explotadora deberá acreditar mediante el correspondiente título jurídico la disposición para
uso turístico de la totalidad de las unidades de alojamiento, o parte del mismo en los casos en los que
se permita, especialmente en los casos de copropiedad o similar y de separación entre propiedad y
explotación. 

En los supuestos de vulneración del principio de unidad de explotación señalados en el artículo 41.5 de
la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, no se producirá la modificación o revocación de la inscripción en
el  Registro  de  Turismo de Andalucía,  siempre  que el  incumplimiento  de  la  unidad de  explotación
corresponda a un porcentaje igual o inferior a un 10% del total de las unidades de alojamiento y que
dicha vulneración no sea imputable a la empresa explotadora, circunstancia que deberá ser probada
por la misma mediante ofertas de renovación o contratación de cesión turística de dichas unidades o
cualquier otro documento acreditativo.

El incumplimiento de lo señalado podrá dar lugar a la incoación del correspondiente procedimiento
sancionador en materia de turismo.

2. La afectación de la unidad de alojamiento a un uso no permitido por la legislación aplicable podrá
suponer,  con independencia de lo establecido en el apartado anterior, la aplicación de los
procedimientos de restablecimiento de la legalidad urbanística y sancionador de conformidad con lo
dispuesto en la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía. 

Artículo 6. Compatibilidad en el mismo inmueble de distintos grupos o tipos de  establecimientos de
alojamiento turístico.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el  artículo anterior,  será compatible la existencia en un mismo
inmueble de establecimientos de alojamiento pertenecientes al grupo hoteles con establecimientos de
alojamiento pertenecientes al grupo hoteles-apartamentos, siempre que se clasifiquen en la misma
categoría.

2. Igualmente,  será  compatible  la  existencia  en  un  mismo  inmueble  de  establecimientos  de
alojamiento  pertenecientes  al  grupo  hoteles  u  hoteles-apartamentos  con  establecimientos  de
apartamentos turísticos pertenecientes al grupo edificios/complejos, siempre que se clasifiquen en
una categoría similar. 

A estos efectos, se entenderán de similar categoría los hoteles y hoteles-apartamentos de cuatro, tres,
dos y una estrella y los establecimientos de apartamentos turísticos de cuatro, tres, dos y una llave,
respectivamente, siendo también equiparables los hoteles y hoteles-apartamentos de cinco estrellas
con los establecimientos de apartamentos turísticos de cuatro llaves. 

3. En ningún caso se permitirá la compatibilidad en hoteles u hoteles-apartamentos que ostenten el
calificativo de Gran Lujo. 

4. El establecimiento se inscribirá en el Registro de Turismo de Andalucía por el tipo o grupo alojativo
predominante, entendiéndose por tal el que disponga de mayor número de unidades de alojamiento.
En estos  supuestos,  el  establecimiento deberá cumplir  con los  requisitos  exigibles  al  tipo  o  grupo
alojativo predominante y, en lo relativo a las unidades de alojamiento, los requisitos exigibles a cada
tipo o grupo alojativo.
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SECCIÓN 2.ª CLASIFICACIÓN DE LOS ESTABLECIMIENTOS HOTELEROS

SUBSECCIÓN 1.ª CONTENIDO DE LA CLASIFICACIÓN 

Artículo 7. Contenido de la clasificación.

1. Los establecimientos hoteleros se clasifican en grupos, categorías, modalidades y, en su caso,
especialidades. La clasificación en grupo, categoría y modalidad será obligatoria.

2. Las especialidades suponen una clasificación voluntaria y complementaria.

3. La clasificación de los establecimientos hoteleros se mantendrá en vigor en tanto subsistan las
circunstancias que la originaron. En caso contrario, la consejería competente en materia de turismo
procederá a su revisión, de oficio o a instancia de parte, garantizándose en todo caso la audiencia a la
empresa explotadora del establecimiento.

Artículo 8. Grupos de establecimientos hoteleros.

Los establecimientos hoteleros se clasifican en los siguientes grupos:

a) Hoteles.
b) Hoteles-apartamentos.
c) Hostales.
d) Pensiones.
e) Albergues.

Artículo 9. Categorías.  

1. Los hoteles y los hoteles-apartamentos se clasifican en las categorías de cinco, cuatro, tres, dos y
una estrella. Aquellos que se clasifiquen como cinco estrellas podrán ostentar el calificativo de Gran
Lujo si alcanzan la puntuación requerida en el anexo IV. 

2. Los hostales se clasifican en las categorías de dos y una estrella.

3. Las pensiones y albergues se clasifican en categoría única.

Artículo 10. Modalidades.

1. Los establecimientos hoteleros, en función a su ubicación, se clasifican en una de las siguientes
modalidades:

a) Playa: se clasifican en esta modalidad aquellos establecimientos hoteleros ubicados en municipios
que cuenten con una zona litoral en su ámbito territorial, siempre que el establecimiento se encuentre a
una distancia no superior a los mil quinientos metros hasta la playa. Esta distancia se calculará desde
el límite interior de la ribera del mar.
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Se entiende por playa la parte de la ribera del mar según la definición establecida en el artículo 3.1.b)
de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.

b) Rural: se clasifican en esta modalidad aquellos establecimientos hoteleros que estén ubicados en el
medio rural, tal como se define en el artículo 3 del Decreto 20/2002, de 29 de enero, de Turismo en el
Medio Rural y Turismo Activo.

c) Ciudad: se clasifican en la modalidad de ciudad aquellos establecimientos hoteleros situados en
cualquier núcleo de población, en suelo clasificado como urbano, urbanizable ordenado o urbanizable
sectorizado.

d) Carretera: se clasifican en la modalidad de carretera aquellos establecimientos hoteleros ubicados en
zonas o áreas de servicio de las carreteras.

2. Cuando el establecimiento cumpla con los requisitos de más de una modalidad, la persona titular de
la explotación podrá optar por cualquiera de ellas.

Artículo 11. Especialidades. 

Los establecimientos hoteleros podrán clasificarse en una o varias especialidades en base a la oferta de
servicios destinadas a la satisfacción de las necesidades específicas del colectivo al cual se enfocan, en
función de sus peculiaridades  arquitectónicas,  de  la  orientación  a  un determinado producto o  del
segmento  de  población  preferente  al  que  va  dirigido  su  establecimiento,  tales  como enológico,
gastronómico, salud-wellness, boutique, hacienda, MICE, adulto, familiar, senior, single o LGTBI.

En ningún caso el establecimiento podrá incurrir en discriminación ni prohibición hacia los colectivos no
preferentes.

Las  especialidades,  así  como  los  servicios  específicos  disponibles,  deberán  ser  publicitados  en
cualquier  canal  de  oferta  del  establecimiento  y,  en  caso  de  existir,  en  la página web  propia  del
establecimiento.

Artículo 12. Sistema de clasificación. 

1. A efectos  de clasificación en uno de los  grupos y  categorías establecidos,  los establecimientos
deberán reunir los requisitos de dimensiones mínimas de infraestructura establecidos en el anexo I.

La categoría de los establecimientos de los grupos hoteles y hoteles-apartamentos vendrá determinada
por el cumplimiento de los requisitos mínimos obligatorios y la valoración de los requisitos opcionales
establecidos  en  el  anexo  II.  La  suma  total  de  los  valores  asignados  a  los  requisitos mínimos
obligatorios, que figuran en la tabla con la letra «M», y de los  requisitos opcionales determinará la
categoría que les corresponda.

El grupo de hoteles-apartamentos deberá obtener además la puntuación adicional que corresponda
tanto  por  el  cumplimiento  de  los  requisitos  mínimos  obligatorios  como  por  la  valoración  de  los
requisitos de libre elección u opcionales previstos en las áreas II.2 y II.3 del anexo II.  

Cada  requisito del  anexo II  tiene asignada una puntuación única, excepto en aquellos que ofrecen
opciones alternativas, a los que solo se les podrá asignar la puntuación de uno de los apartados. 
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Los  grupos  de  hostales,  pensiones  y  albergues  deberán  cumplir  los  requisitos  reseñados  como
obligatorios con la letra «M» en el anexo III.

Los  hoteles  y  hoteles-apartamentos  clasificados  en  la  categoría  de  cinco  estrellas  ostentarán   el
calificativo de Gran Lujo si cumplen con los requisitos reseñados y la puntuación exigida en el anexo IV.

2. Los  establecimientos  hoteleros  estarán  obligados  a  publicitar  en  todo  momento  los  requisitos
declarados para su clasificación, tanto en lugar visible y de fácil acceso del establecimiento como en
cualquier canal de oferta del establecimiento y, en caso de existir, en su página web. 

Artículo 13. Placas identificativas. 

En todos los establecimientos hoteleros regulados en el presente Capítulo será obligatoria la exhibición,
en la parte exterior de la entrada principal, en lugar destacado y visible, de la placa con  las
características y dimensiones de los distintivos de los establecimientos hoteleros. Estos distintivos serán
aprobados mediante orden de la Consejería competente en materia de turismo en la que figure el
grupo, la categoría y la modalidad.

SUBSECCIÓN 2ª. GRUPOS DE ESTABLECIMIENTOS HOTELEROS

Artículo 14. Hoteles.

1. Pertenecen a este grupo aquellos establecimientos destinados a la prestación del servicio de
alojamiento turístico que, además de los requisitos de  dimensiones  mínimas  de  infraestructura
definidos en el anexo I, cumplen con los servicios mínimos y puntuación mínima requerida para su
categoría en el anexo II.

2. Los hoteles, salvo para los supuestos contemplados en el artículo 6, deben ocupar la totalidad o
parte independiente de un edificio o conjunto de edificios de forma homogénea y disponer de entradas
propias y, en su caso, ascensores y escaleras de uso exclusivo.

3. Los establecimientos hoteleros integrados por más de un edificio  deberán identificarse como un
único establecimiento y se entenderán que cumplen el  requisito  de la  unidad funcional  autónoma,
cuando se de alguno de los siguientes supuestos:

a) Que ocupen un espacio delimitado sobre el que recaiga un derecho de uso exclusivo por parte de la
empresa explotadora, incluyendo la zona de acceso a los distintos edificios. 

b) Que los edificios  se encuentren unidos para el tránsito de personas usuarias por el vuelo o por el
subsuelo

c) Que entre las vías de entrada para las personas usuarias de los edificios haya una distancia igual o
inferior a diez metros, siempre y cuando no exista entre estas entradas ninguna vía de circulación de
vehículos, sin que pueda considerarse como tal, el tránsito ocasional autorizado por la Administración
pública. 
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alojamiento turístico que, además  de  los  requisitos  de  dimensiones  mínimas  de  infraestructura
definidos en el anexo I, cumplen con los servicios mínimos y puntuación mínima requerida para su
categoría en el anexo II, incluidos los específicos del grupo previstos en las áreas II.2 y II.3, al contar
además con instalaciones adecuadas para la conservación, elaboración y consumo de alimentos y
bebidas dentro de cada unidad de alojamiento.

2. Los hoteles-apartamentos, salvo en los supuestos previstos en el artículo 6, deben ocupar la
totalidad o parte independiente de un edificio, o un conjunto de edificios de forma homogénea,
disponiendo de entradas propias y, en su caso, ascensores y escaleras de uso exclusivo.

3. Los hoteles-apartamentos integrados por más de un edificio  deberán identificarse como un único
establecimiento y se entenderán que cumplen el requisito de la unidad funcional autónoma  se de
alguno de los siguientes supuestos:

a) Que ocupen un espacio delimitado sobre el que recaiga un derecho de uso exclusivo por parte de la
empresa explotadora, incluyendo la zona de acceso a los distintos edificios. 

b) Que los edificios  se encuentren unidos para el tránsito de personas usuarias  por el vuelo o por el
subsuelo.

c) Que entre las vías de entrada para las personas usuarias de los edificios haya una distancia igual o
inferior a diez metros, siempre y cuando no exista entre estas entradas ninguna vía de circulación de
vehículos, sin que pueda considerarse como tal, el tránsito ocasional autorizado por la Administración
pública. 

Artículo 16. Hostales. 

1. Pertenecen a este grupo los establecimientos destinados a la prestación del servicio de alojamiento
turístico que, además de los requisitos  de  dimensiones  mínimas  de  infraestructura  del  anexo  I,
cumplen con los requisitos específicos para su grupo y categoría establecidos en el anexo III.

2. Los hostales pueden ocupar partes no independientes de un edificio.

3. Los hostales deberán estar dotados de baños en todas las unidades de alojamiento.

Artículo 17. Pensiones.  

1. Pertenecen a este grupo los establecimientos destinados a la prestación del servicio de alojamiento
turístico que, además de  los  requisitos  de  dimensiones  mínimas  de  infraestructura  del  anexo I,
cumplen con los requisitos específicos para su grupo establecidos en el anexo III.

2. Las pensiones, además de poder ocupar parte no independiente de un edificio, pueden tener los
baños fuera de la unidad de alojamiento.

Artículo 18. Albergues. 

1. Pertenecen a este grupo los establecimientos destinados a la prestación del servicio de alojamiento
turístico por plaza en unidades de alojamiento de capacidad múltiple que, además de los requisitos de
dimensiones mínimas de infraestructura del anexo I, cumplen con los requisitos específicos para su
grupo del anexo III. 

1. Pertenecen a este grupo aquellos establecimientos destinados a la prestación del servicio de

Artículo 15. Hoteles-apartamentos. 
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2. Los albergues, además de poder ocupar parte no independiente de un edificio, pueden tener los
baños, de uso privado o colectivo, fuera de la unidad de alojamiento. 

3. Estos  establecimientos  podrán  utilizar  las  denominaciones  internacionales  por  las  cuales  son
identificados y reconocidos, tales como hostel.

SECCIÓN 3.ª NORMAS DE FUNCIONAMIENTO

Artículo 19. Contrato de alojamiento turístico.

1. El contrato de alojamiento turístico es aquel acuerdo mutuo entre la empresa  explotadora del
establecimiento hotelero y la persona usuaria del mismo que, celebrado presencialmente o a distancia,
recoge, entre otros aspectos, las condiciones en las que se prestarán los servicios de alojamiento así
como, en su caso, los servicios complementarios. Este contrato estará sometido a las disposiciones
vigentes en materia de obligaciones y contratos, y en su caso, a aquellas que regulen el comercio
electrónico.

La confirmación por parte del establecimiento de la reserva efectuada por la persona usuaria tendrá
consideración de contrato de alojamiento turístico. En todo caso deberá existir  constancia  física  o
electrónica.

2. La persona usuaria debe ser informada, previamente,  de sus derechos y obligaciones, de
conformidad con lo que disponen los artículos 21 y 22 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, por el
mismo medio utilizado al efectuar la reserva, u otro que elija la persona usuaria.

Artículo 20. Documento de admisión. 

1. Será requisito previo para hacer uso de las unidades de alojamiento cumplimentar adecuadamente el
documento de admisión a que se refiere el apartado siguiente, para lo cual, la persona usuaria deberá
presentar documento con carácter oficial que la identifique.

El documento de identificación se presentará igualmente a efectos de cumplimentar el correspondiente
parte de entrada conforme a la normativa vigente sobre libros-registro y partes de entrada de personas
viajeras en establecimientos de hostelería y otros análogos. 

2. A toda persona usuaria, en el momento de su recepción, le será entregado el  documento de
admisión en el que conste, al menos, el nombre, clasificación y código de inscripción en el Registro de
Turismo de Andalucía del establecimiento, la identificación de la unidad de alojamiento, el número de
personas que la van a ocupar, las fechas de entrada y salida, régimen alimenticio y, cuando el contrato
se haya suscrito entre la persona usuaria y la empresa explotadora, el  precio total  de la  estancia
contratada, entregándose en este supuesto el documento original a modo de contrato.

3. La copia de este documento, una vez cumplimentado y firmado por la persona usuaria, deberá
conservarse por el establecimiento a disposición de los órganos competentes de la Administración de la
Junta de Andalucía durante un año, teniendo valor de prueba a efectos administrativos. 

4. Asimismo, en el momento de su admisión, deberá ser informado debidamente sobre el régimen de
sus derechos y obligaciones como persona usuaria y de la existencia de reglamento de régimen interior.
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Artículo 21. Precios y reservas.

1. Los precios de los servicios turísticos prestados en los establecimientos hoteleros son libres. Se
regirán según lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, y se adecuarán a lo
establecido en la normativa vigente en materia de defensa de personas consumidoras y usuarias.

2. Los precios serán globales e incluirán todos los servicios obligatorios o mínimos de que dispone el
establecimiento para la categoría que ostente, debiendo ser desglosados por conceptos. En todo caso
estarán incluidos en el precio de la unidad de alojamiento el suministro de agua, energía eléctrica,
calefacción,  refrigeración,  climatización,  limpieza,  uso  de  ropa  de  cama  y  baño  así  como  el
equipamiento básico del baño.

3. Las personas usuarias deberán pagar los servicios contratados en el momento de la presentación de
la factura o en el plazo pactado, sin que el hecho de presentar una reclamación implique la exención de
pago.

4. El pago del precio se efectuará mediante tarjeta bancaria, en efectivo o por cualquier otro medio válido
de pago cuya utilización haya sido admitida por la empresa explotadora del establecimiento hotelero.
Los medios de pago aceptados deberán ser expuestos al público en lugar visible de la entrada del
establecimiento.

5. En caso de exigir el pago de los servicios con anterioridad a la prestación de los mismos, deberá
hacerse  constar  expresamente en la  publicidad del  establecimiento.  Igualmente deberá constar  en
dicha publicidad, en el caso de exigir los datos de tarjeta, si la misma se utiliza en concepto de garantía
de cumplimiento del contrato o en concepto de pago anticipado.

6. Las empresas explotadoras de los establecimientos hoteleros podrán exigir a las personas usuarias
que efectúen una reserva, mediante un adelanto del precio en concepto de señal, que se entiende a
cuenta del importe resultante de los servicios prestados. 

7. En todo caso la reserva deberá incluir fecha de la estancia, cantidad y tipo de unidad de alojamiento
con  su  régimen  alimenticio,  política  de  cancelaciones  y  servicios  complementarios  adicionalmente
contratados. Deberá constar el precio total y desglosado para cada uno de estos conceptos, salvo que
se oferte como un paquete a precio global convenido, para el uso de otros servicios o instalaciones no
vinculados con el servicio de alojamiento turístico.

8. Cuando las personas usuarias hayan obtenido confirmación de reserva de unidades de alojamiento
concretas, con la especificación del número o ubicación, la empresa explotadora del establecimiento
hotelero deberá ponerlas a su disposición en la fecha convenida. Si la reserva fuese para unidades de
alojamiento indeterminadas, deberán ponerse a disposición de las personas usuarias aquellas que
reúnan las características pactadas.

9. Cuando el establecimiento haya confirmado la reserva sin la exigencia de ningún anticipo  en
concepto de señal, estará obligado a mantenerla hasta la hora concertada con la persona usuaria, y en
caso de no haberlo hecho, hasta las 20 horas del día señalado. Si la persona usuaria hubiera abonado
el anticipo en concepto de señal, el establecimiento quedará obligado a mantener la reserva efectuada
sin ningún límite horario por el número de días que cubra el  importe de la señal, salvo pacto en
contrario.
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Artículo 22. Cancelaciones.

1. La empresa explotadora  está obligada a informar a la persona o personas usuarias, antes de la
realización del contrato, de las condiciones de cancelación de la reserva, ajustándose a las que se
especifican a continuación:

a) Si la reserva se cancela con menos de dos días de antelación, la empresa explotadora podrá exigir el
pago de  una noche de estancia por cada diez o fracción.

b) Cuando la persona usuaria de un establecimiento hotelero abandone la unidad reservada antes de la
fecha hasta la que la tenía reservada, se podrá facturar por los servicios prestados hasta ese momento
más una posible penalización de una noche por cada diez o fracción de las estancias no realizadas.

c) Cuando se trate de tarifas no reembolsables se aplicarán las condiciones que previamente hayan
sido pactadas.

2. Cuando la cancelación de la reserva esté motivada por circunstancias de fuerza mayor no será de
aplicación lo dispuesto en el apartado 1, párrafos a) y b).

Artículo 23. Factura.

1. La factura deberá expresar, ya sea nominalmente o en clave, el siguiente contenido:

a) Identificación de la empresa explotadora del establecimiento.

b) Identificación del establecimiento y su código de inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía,
así como los elementos propios de su clasificación administrativa.

c) Identificación de la persona usuaria.

d) Unidad de alojamiento utilizada.

e) Número de personas alojadas.

f) Fecha de entrada y de salida.

g) Precio de los servicios contratados y su fecha, con desglose  del precio de alojamiento con su
régimen alimenticio y  de otros servicios complementarios concertados,  salvo que se oferte como un
paquete a precio global convenido, para el uso de otros servicios o instalaciones no vinculados con el
servicio de alojamiento turístico.

2. Cuando se empleen claves, deberá figurar en la factura el significado de las mismas. Los
comprobantes que acrediten la utilización de los servicios estarán a disposición de las  personas
usuarias que los soliciten.

3. Las facturas llevarán numeración correlativa, tanto en el original como en el duplicado de las
mismas, debiéndose conservar los duplicados a disposición de la inspección turística durante un año
desde la fecha de su expedición, en soporte papel o informático.
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Artículo 24. Sobrecontratación. 

1. De conformidad con el artículo 25.1 de la Ley 13/2011,  de  23  de  diciembre,  las empresas
explotadoras de los establecimientos hoteleros no podrán contratar plazas que no puedan atender en
las condiciones pactadas.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la empresa explotadora del establecimiento
hotelero que haya incurrido en sobrecontratación estará obligada a proporcionar alojamiento a  las
personas  usuarias  afectadas en otro establecimiento del mismo municipio, o núcleo de población
definida, a una distancia no superior a dos kilómetros, de igual grupo, modalidad y, en su caso,
especialidad, y de igual o superior categoría y en similares condiciones a las pactadas. La distancia de
dos kilómetros podrá ser incrementada por falta de disponibilidad de plazas siempre  que  exista
aceptación de la persona usuaria.

3. Los gastos de desplazamiento hasta el establecimiento definitivo de alojamiento, la diferencia de
precio respecto del nuevo, si la hubiere, y cualesquiera otros que se originen hasta el comienzo del
alojamiento, serán sufragados por el establecimiento en que se hubiera producido el exceso de reserva,
sin perjuicio de que éste, en su caso, pueda repercutir tales gastos a la empresa causante de la misma.
En el supuesto de que el importe del nuevo alojamiento sea inferior,  el establecimiento en el que se
hubiera producido el exceso de reserva devolverá la diferencia a la persona usuaria.

Artículo 25. Reglamento de régimen interior. 

1. Los establecimientos hoteleros deberán disponer de un reglamento de régimen interior en el que se
fijarán normas de obligado cumplimiento para las personas usuarias durante su estancia, sin que
pueda contravenir lo dispuesto en la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, ni en el  presente Capítulo.

2. El reglamento de régimen interior estará siempre a disposición de las personas usuarias y será
expuesto, al menos, en castellano e inglés, en lugar visible y de fácil acceso del establecimiento. Se
deberá publicitar este reglamento en la página web propia del establecimiento, en caso de existir esta.

3. Las empresas explotadoras de los establecimientos hoteleros podrán recabar el auxilio de las Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad para desalojar de los mismos a quienes incumplan el reglamento de régimen
interior, incumplan las reglas usuales de convivencia social o pretendan acceder o permanecer en los
mismos con una finalidad diferente al normal uso del servicio, de conformidad con lo establecido en el
artículo 36.4 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre. 

4. El reglamento de régimen interior especificará, como mínimo:

a) Las condiciones de admisión.

b) Las normas de convivencia y funcionamiento.

c) Información sobre la organización administrativa y persona responsable a la que, en su caso, habrán
de dirigirse en aquellas cuestiones relativas al funcionamiento del establecimiento.

d) Relación de servicios complementarios que se presten por empresas distintas a la entidad
explotadora e identificación de las empresas responsables de su prestación. 

e) Información a las personas usuarias sobre las instalaciones o servicios que supongan algún riesgo y

de las medidas de seguridad adoptadas al respecto.
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f) Admisión de animales y condiciones para dicha admisión.

g) En general,  todas las  circunstancias que permitan y favorezcan el normal desenvolvimiento del
disfrute de las instalaciones, equipamientos y servicios. 

Artículo 26. Período de ocupación de las unidades de alojamiento. 

1. La persona usuaria del establecimiento hotelero tendrá derecho a la ocupación de la unidad de
alojamiento desde las 12 horas del primer día del período contratado hasta las 12 horas del día
señalado como fecha de salida, pudiendo acordarse individualmente un régimen diferente, en cuyo
caso deberá quedar reflejado en el documento de admisión aunque se  alcanzara  dicho acuerdo
durante la estancia.

No  obstante,  en  fechas  de  máxima  ocupación  del  establecimiento,  la  empresa  explotadora  podrá
retrasar la puesta a disposición de la persona usuaria de la unidad de alojamiento por un período de
tiempo no superior a dos horas. En todo caso, la persona usuaria  tendrá derecho al acceso a las
instalaciones comunes del mismo desde las 12 horas del día de llegada.

2. Salvo pacto en contrario, la prolongación en la ocupación de la unidad de alojamiento por tiempo
superior a lo contratado ocasionará el deber de abonar una jornada más.

3. La persona usuaria podrá permanecer alojada más jornadas que las especificadas en el documento
de admisión, siempre que exista acuerdo entre las partes. En este caso, se entenderá una prórroga de
la primera contratación y se deberá hacer constar en el mismo documento de admisión.

SECCIÓN 4ª
Inspección y Régimen Sancionador

Artículo 27. Inspección.  

1. Los servicios de inspección de la Consejería competente  en  materia  de  turismo ejercerán las
funciones de comprobación y control del cumplimiento de lo establecido en la presente norma, de
acuerdo con lo establecido en la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, y el Decreto 144/2003, de 3 de
junio, de la Inspección de Turismo, sin perjuicio de las competencias de inspección y control que
tengan atribuidas otros organismos o administraciones.

2. A tal efecto, las personas  titulares de la  explotación  de  los establecimientos hoteleros, sus
representantes o, en su defecto, las personas debidamente autorizadas, facilitarán al personal inspector
el acceso a sus dependencias e instalaciones y la disposición de la documentación acreditativa del
cumplimiento de los requisitos exigidos, pudiendo exigir el personal inspector copia de los mismos. 

Artículo 28. Régimen sancionador. 

1. Quienes cometan infracciones por incumplimiento de lo señalado en el presente Capítulo, incurrirán
en responsabilidad administrativa  en el supuesto de que las mismas se encuentren tipificadas como
tales infracciones en el  título VIII  capítulo  I de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre.   Su régimen
sancionador será el previsto en el mencionado título VIII de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre.
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2. En particular, las personas titulares de la explotación de los hoteles y hoteles-apartamentos deberán
mantener la puntuación requerida durante todo el ejercicio de su actividad, debiendo  comunicar
cualquier cambio que realicen en los requisitos que hayan sido objeto de puntuación a la Consejería
competente en materia de turismo.

La falta de mantenimiento de la puntuación mínima requerida conllevará el inicio del correspondiente
procedimiento sancionador por alteración o falta de mantenimiento de los presupuestos, requisitos y
circunstancias tenidos en cuenta para la clasificación administrativa, sin perjuicio de la tramitación, en
su caso,  del  procedimiento  de  reclasificación o  cancelación  del  establecimiento  en  el  Registro  de
Turismo de Andalucía. 

CAPÍTULO II

Mecanismos de coordinación para la gestión de alertas

Artículo 29. Comité Director de Alertas. 

1. Se  crea  el  Comité  Director  de  Alertas  (en  adelante  Comité)  como  órgano  colegiado
interdepartamental, de naturaleza decisoria y de participación administrativa, adscrito a la Consejería
con competencias en materia de Presidencia y dependiente orgánicamente de la persona titular de la
misma,  para  la  gestión  y  coordinación  de  situaciones  de alerta,  y  el  impulso  de  las  actuaciones
conjuntas que se desarrollen con el objeto de hacer frente a las mismas.

2. A  los  efectos  del  presente  Capítulo,  se  considerará  una  situación  de  alerta,  cualquier  evento
extraordinario u ocasional que pueda producir un riesgo o una amenaza para las personas o los bienes
que exija de los poderes públicos una respuesta coordinada y eficaz por parte de las instituciones,
órganos o entidades estatales, autonómicos y, en su caso, locales que resulten implicados.

3. En aquellas situaciones previas a una alerta, o en fase de prealerta, la Consejería con competencias
específicas en la materia objeto de la previsible alerta, pondrá en conocimiento del Comité los hechos e
información disponible hasta ese momento a efectos de garantizar una mayor eficacia en el ejercicio de
las funciones previstas en el artículo 31.

Artículo 30. Composición del Comité.

1. El Comité tendrá la siguiente composición:
a) Presidencia: La persona titular de la Consejería con competencias en materia de Presidencia, o
persona en quien delegue, que deberá tener rango, al menos, de viceconsejería. La presidencia podrá
ser asumida por la persona titular de la Presidencia de la Junta de Andalucía, cuando así lo estime
oportuno.
b) Vicepresidencia: La persona titular de la Consejería con competencias en la materia sobre la que se
declare la situación de alerta,  o persona en quien delegue, que deberá tener rango, al  menos, de
viceconsejería.
c) Vocalías:  Las personas titulares  de las  Consejerías  con competencias en materias directamente
afectadas por la  situación de alerta que determine la  presidencia del  Comité,  o persona en quien
delegue, que deberá tener rango, al menos, de viceconsejería.
2. Ejercerá las funciones de Secretaría, la persona titular de la Viceconsejería de la Consejería con
competencias en materia de presidencia, con voz y sin voto. En el supuesto de vacante, ausencia o
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enfermedad, podrá ser sustituida, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 9/2007, de 22 octubre,
de la Administración de la Junta de Andalucía, y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen
Jurídico del Sector Público.
En caso de actuar como titular de la presidencia, conforme a lo previsto en el apartado 1, letra a),
ejercerá las funciones de Secretaría, la persona titular del órgano directivo con competencias en materia
de interior.
3. Cuando así lo aconseje la naturaleza de los asuntos a tratar, se podrá convocar a personas titulares
de otros órganos de la Administración de la Junta de Andalucía,  de la Administración General  del
Estado, de las Administraciones Locales, y a aquellas personas representantes de organizaciones o
instituciones cuya presencia pudiera resultar de interés para el apoyo a las funciones que realiza el
Comité, que participarán en calidad de expertos. 

4. El Comité estará asistido por un Grupo Asesor de análisis y seguimiento para el apoyo en la toma de
decisiones ante la situación de alerta. 
5. En  los  supuestos  de  vacante,  ausencia  o  enfermedad,  las  personas  integrantes  podrán  ser
sustituidas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 9/2007, de 22 octubre, de la Administración de
la Junta de Andalucía.

Artículo 31. Funciones del Comité.

Corresponde al Comité:
a) Asegurar medidas urgentes como respuesta inmediata a la situación de alerta.
b) Dirigir, planificar y evaluar las medidas impulsadas desde las diferentes Consejerías.
c)Trasladar la información necesaria a las instituciones públicas y privadas que correspondan.
d) Coordinar la información que haya de suministrarse a los profesionales, medios de comunicación y
población.
e) Elaborar y organizar un sistema de comunicación institucional.
f) Integrar los planes de acción de diferentes consejerías que deban coordinarse para garantizar una
respuesta integral.
g) Elevar, en su caso, propuestas al Consejo de Gobierno.
h) Analizar las propuestas remitidas por el Grupo Asesor de análisis y seguimiento.
i) Encomendar actuaciones e instrucciones a los Grupos Operativos.
j) Cualquier otra actuación que le fuera encomendada por la persona titular de la Presidencia de la
Junta de Andalucía, o aquellas otras que fueran propuestas por la persona titular de la presidencia del
Comité Director.

Artículo 32. Activación y desactivación del Comité.

La  activación  y  desactivación  del  Comité  se  efectuará  mediante  orden de  la  persona  titular  de  la
Consejería con competencias en materia de Presidencia. 

Artículo 33. Grupo Asesor de Análisis y Seguimiento.

Una vez activado el Comité conforme a lo previsto en el artículo 32, se constituirá el Grupo Asesor de
análisis y seguimiento para el apoyo al Comité en la toma de decisiones ante la situación de alerta,
como  órgano  colegiado  adscrito  a  la  Consejería  con  competencias  en  materia  de  Presidencia  y
dependiente  orgánicamente  de  la  persona  titular  de  la  misma,  con  funciones  específicas  de
asesoramiento y apoyo mediante la formulación de propuestas al citado Comité.
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Artículo 34. Composición del Grupo Asesor de Análisis y Seguimiento.

1. El Grupo Asesor de análisis y seguimiento tendrá la siguiente composición:

a) Coordinación: La persona titular  de la  Consejería  con competencias en materia de Presidencia,
pudiendo delegar en la  persona titular  de la  Viceconsejería  de la  Consejería  con competencias en
materia de Presidencia.

b) Coordinación adjunta: La persona titular de la Consejería con competencias en la materia sobre la
que se declare la situación de alerta, o persona en quien delegue, que deberá tener rango, al menos,
de viceconsejería.

c) Vocalías:

1.º La persona titular del órgano directivo con competencias en materia de realización de análisis y
estudios que faciliten la acción del Gobierno.
2.º La persona titular del órgano directivo con competencias en materia de interior.
3.º La persona titular del órgano directivo con competencias en materia de emergencias y de protección
civil.
4.º  Las  personas  titulares  de  los  órganos  directivos  con  competencias  en  materias  directamente
afectadas  por  la  situación de alerta  que determine  la  presidencia  del  Grupo Asesor  de  análisis  y
seguimiento.
5º. Ejercerá las funciones de Secretaría, la persona titular de la Viceconsejería de la Consejería con
competencias en materia de Presidencia. En caso de actuar como titular de la presidencia, conforme a
lo previsto en el  apartado 1, letra a),  ejercerá las funciones de Secretaría,  la persona titular  de la
Secretaría General con competencias en materia de interior.

4. Cuando así lo determine la persona que ejerza la coordinación, podrán asistir personas expertas de
reconocido prestigio, para su asesoramiento en aquellas tareas técnicas que les sean específicamente
encargadas durante el período de activación de la alerta.

5. En  los  supuestos  de  vacante,  ausencia  o  enfermedad,  las  personas  integrantes  podrán  ser
sustituidas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 9/2007, de 22 octubre, de la Administración de
la Junta de Andalucía.

Artículo 35. Comité de Coordinación Territorial.

1. Por la naturaleza y ámbito territorial de la alerta, y a criterio del Comité Director de Alertas, mediante
acuerdo  debidamente  motivado,  se  podrá  constituir  un  Comité  de  Coordinación  Territorial,  con  la
siguiente composición:

a) Presidencia:  La  persona  titular  de  la  Consejería  con  competencias  en  materia  de  Presidencia,
pudiendo delegar en la  persona titular  de la  Viceconsejería  de la  Consejería  con competencias en
materia de Presidencia.

b) Vicepresidencia: La persona titular de la Consejería con competencias en la materia sobre la que se
declare la situación de alerta,  o persona en quien delegue, que deberá tener rango, al  menos, de
viceconsejería.
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c) La persona titular de la Delegación del Gobierno en la provincia, que podrá delegar en la persona
titular de la Delegación Territorial con competencias en la materia sobre la que se declare la situación
de alerta. 

d) Ejercerá las funciones de Secretaría, la persona titular de la Viceconsejería de la Consejería con
competencias en materia de Presidencia. En caso de actuar como titular de la presidencia, conforme a
lo previsto en el  apartado 1, letra a),  ejercerá las funciones de Secretaría,  la persona titular  de la
Secretaría General con competencias en materia de interior.

3. En  los  supuestos  de  vacante,  ausencia  o  enfermedad,  las  personas  integrantes  podrán  ser
sustituidas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 9/2007, de 22 octubre.

4. Cuando así lo determine la presidencia, podrán participar en el Comité de Coordinación Territorial en
calidad de personas expertas, las personas titulares de otros órganos de la Administración de la Junta
de Andalucía, de la Administración General del Estado, de las Administraciones Locales, y personas
representantes de organizaciones o instituciones cuya presencia pudiera resultar de interés para el
apoyo a las funciones que realiza. 

6. El Comité de Coordinación Territorial acordará las medidas que procedan en el ámbito territorial de
las provincias afectadas por la alerta. De todas estas actuaciones se dará traslado al Comité Director de
Alertas.

Artículo 36. Funcionamiento.

Los órganos colegiados previstos en este Capítulo se reunirán con la frecuencia necesaria  para el
cumplimiento de sus fines,  y ajustarán en su funcionamiento a las normas básicas en materia de
órganos colegiados recogidas en la Sección 1.ª, del Capítulo II, del Título IV de la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, y en la Subsección 1.ª, de la Sección 3.ª, del
Capítulo II del Título Preliminar, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Asimismo, sin perjuicio de la
habilitación normativa prevista en la disposición final  decimoséptima, el  Comité Director de Alertas
podrá completar sus propias normas de funcionamiento.

Artículo 37. Grupos Operativos.

1. La Presidencia del Comité Director de Alertas,  en virtud de la naturaleza de la alerta, podrá proponer
la creación de Grupos Operativos, que estarán adscritos al citado Comité Director y constituirán un
conjunto de medios humanos y materiales llamados a intervenir, con responsabilidades y actuaciones
específicas definidas por el Comité para cada uno de ellos, cuyos integrantes serán determinados por
las personas titulares de los órganos directivos relacionados con la alerta.

2. Tendrá carácter técnico y sus funciones serán las siguientes:

a) Realizar el seguimiento de encomiendas específicas de la alerta.
b) Elaborar informes, dictámenes o recomendaciones.
c) Aquellas otras que le sean encomendadas por el Comité Director de Alertas.
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La  Presidencia  del  Comité  Director  de  Alertas,  podrá  proponer  la  creación  de  un  Gabinete  de
Comunicación, que estará integrado por las personas que se designarán mediante orden de la persona
titular de la Consejería competente en materia de Presidencia, de entre el personal eventual previsto en
el Decreto 439/2019, de 2 de abril, por el que se determinan los puestos de personal eventual de la
Junta de Andalucía y sus condiciones retributivas, cuyas funciones serán las siguientes: 

a) Coordinar y gestionar toda la información pública
b) Difundir la información a la población y medios de comunicación.
c) Divulgar avisos, consejos y recomendaciones.
d) Coordinar la información con los diferentes gabinetes de prensa de la Administración de la Junta de
Andalucía, así como de la Administración General del Estado y de las Administraciones Locales, cuando
así fuese necesario.
e) Participar en la elaboración del sistema de comunicación institucional, en relación con lo previsto en
el artículo 31.d).
f) Aquellas otras funciones que le sean encomendadas por el Comité Director de Alertas.

Artículo 39. Simulacros.

Con independencia de las previsiones contenidas en la Ley 2/2002, 11 de noviembre, de Gestión de
Emergencias en Andalucía, mediante orden de la persona titular de la Consejería con competencias en
materia de emergencias y protección civil, se podrá disponer la realización de simulacros que servirán
para preparar  la  capacidad de respuesta  ante situaciones de alerta,  con la  finalidad de evaluar  y
mejorar los planes de contingencia y de recuperación en las condiciones reales en las que pueda
producirse la misma.

CAPÍTULO III

Medidas de impulso telemático en materia de contratación

 SECCIÓN 1.ª SISTEMA DE INFORMACIÓN DE RELACIONES ELECTRÓNICAS EN MATERIA
DE CONTRATACIÓN Y PORTAL DE LICITACIÓN ELECTRÓNICA

Artículo 40. Objeto.

Se  aprueba  la  implantación  del  sistema de  información  de  relaciones  electrónicas  en  materia  de
contratación (SiREC), en cumplimiento de lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que
garantiza la confidencialidad, integridad y no repudio de las comunicaciones.

Asimismo, se crea el Portal de la Licitación Electrónica, como portal de los previstos en el artículo
14.3.b) del Decreto 622/2019, de 27 de diciembre, de Administración electrónica, simplificación de
procedimientos  y  racionalización  organizativa  de  la  Junta  de  Andalucía,  para  la  prestación  de los
servicios a que se refiere el sistema de información contemplado en el párrafo anterior, teniendo como
titular y responsable de su funcionamiento y de la información y servicios que se presten mediante el
mismo a la Consejería competente en materia de coordinación de la contratación del sector público
andaluz.

Artículo 38. Gabinete de Comunicación.
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Artículo 41. Ámbito subjetivo de aplicación.

1. Los órganos de contratación de las entidades del sector público andaluz cuyos cuyos perfiles de
contratante estén alojados en la Plataforma de Contratación de la Comunidad Autónoma de Andalucía
gestionarán  las  relaciones  electrónicas  en  materia  de  contratación  que  se  mantengan  con  los
operadores económicos que tengan capacidad para contratar en el ámbito de los procedimientos de
contratación a través del sistema de información SiREC. 

Son entidades del sector público andaluz a efectos de lo previsto en este artículo:

a) La Administración de la Junta de Andalucía y sus agencias administrativas, de régimen especial y
públicas empresariales.
b) Los consorcios adscritos a la Administración de la Junta de Andalucía a los que se refiere el artículo
12.3 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.
c) Las fundaciones del sector público de la Comunidad Autónoma de Andalucía, definidas en el artículo
55 de la Ley 10/2005, de 31 de mayo, de Fundaciones de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
d) Las sociedades mercantiles del sector público andaluz a las que se refiere el artículo 75 de la Ley
9/2007, de 22 de octubre.
e) Cualquier otra entidad que aloje su perfil  de contratante en la Plataforma de Contratación de la
Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. No será obligatoria la tramitación electrónica de los procedimientos no modelados en el sistema de
información de relaciones electrónicas en materia de contratación (SiREC).

Artículo 42. Obligatoriedad de la utilización del Sistema.

1. La utilización del  sistema de información de relaciones electrónicas en materia  de contratación
(SiREC) será obligatoria para el conjunto de órganos de contratación de las entidades del sector público
andaluz indicadas en el artículo 41, en sus relaciones electrónicas con los operadores económicos,
incluida  la  presentación  de  ofertas  de  todas  las  licitaciones,  en  el  marco  de  lo  dispuesto  en las
disposiciones adicionales  decimoquinta,  decimosexta  y  decimoséptima de la  Ley  9/2017,  de 8 de
noviembre, al objeto de garantizar los principios de homogeneidad, integridad y seguridad jurídica en la
tramitación por medios electrónicos de las licitaciones públicas.

2. Los  distintos  órganos  de  contratación  indicarán  en  los  pliegos  de  cláusulas  administrativas
particulares la obligación de utilizar el sistema de información de relaciones electrónicas en materia de
contratación (SiREC) por parte de las personas licitadoras, adjudicatarias y contratistas así como la
información necesaria sobre la utilización del mismo. 

3. No  obstante  lo  dispuesto  en  los  apartados  anteriores,  los  órganos  de  contratación  no  estarán
obligados  a  exigir  el  empleo  de  medios  electrónicos  en  los  casos  contemplados  en  la  normativa
aplicable en materia de contratación.

Artículo 43. Alcance del Sistema.

El sistema de información de relaciones electrónicas en materia de contratación (SiREC) sustenta el
procedimiento  electrónico  mediante  el  cual  los  correspondientes  órganos  de  contratación  de  las
entidades indicadas en el artículo 41 tramitarán las relaciones electrónicas derivadas de los expedientes
de contratación de su competencia y realizará, al menos, las siguientes funciones:
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a) Presentación  de  ofertas  electrónicas,  con  asiento  en  el  Registro  Electrónico  Único  de  la
Administración de la Junta de Andalucía, por parte de las personas licitadoras en los procedimientos de
licitación.
b) Gestión de comunicaciones electrónicas con las personas licitadoras, adjudicatarias y contratistas.
c) Gestión de notificaciones electrónicas a través del Sistema de Notificaciones Telemáticas de la Junta
de Andalucía.
d) Gestión  electrónica  de  mesas  de  contratación:  constitución,  apertura  de  sobres  electrónicos,
valoración de documentación y ofertas, subsanaciones, y demás trámites previstos en la licitación.
e) Formalización electrónica de los contratos, acuerdos marco, incluidas las prórrogas y modificación.

SECCIÓN 2.ª TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE RECURSOS CONTRACTUALES

Artículo 44. Tramitación electrónica de los procedimientos competencia del Tribunal Administrativo de
Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía.

1. En el marco de lo dispuesto en el artículo 51.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, y en base a lo
establecido en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común  de  las  Administraciones  Públicas, se  establece  la  obligación  de  relacionarse  por  medios
electrónicos para todos los intervinientes en los procedimientos recogidos en el artículo 1.1 del Decreto
332/2011, de 2 de noviembre, por el que se crea el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales
de la Junta de Andalucía.

2. A estos efectos, la presentación del recurso especial y  reclamaciones  en el Tribunal, así como las
alegaciones de las personas interesadas y demás escritos a presentar en relación con cualesquiera
otros trámites necesarios para el desarrollo del procedimiento se realizarán por medios electrónicos en
el Registro Electrónico Único de la Junta de Andalucía a través del procedimiento de recurso especial o
reclamación en materia de contratación incorporado en el Registro de Procedimientos y Servicios.

3. La presentación de manera presencial  del  recurso especial,  reclamaciones y cualesquiera otros
escritos de los señalados en el punto anterior dará lugar al requerimiento para su subsanación a través
de su presentación electrónica, de acuerdo con lo establecido en el artículo 68.4 de la Ley 39/2015, de
1 de octubre. A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en la
que haya sido realizada la subsanación.

CAPÍTULO IV

Medidas dirigidas a las federaciones deportivas

Artículo 45. Objeto.

Es objeto del presente Capítulo,  como consecuencia de la crisis sanitaria del COVID-19, la adopción de
medidas que coadyuven a  la rápida vuelta a la normalidad en el funcionamiento de las federaciones
deportivas andaluzas, en concreto en relación con: 

a) Las subvenciones para el Fomento de la Organización y Gestión de las Federaciones Deportivas
andaluzas (modalidad FOGF) y para la Tecnificación y Rendimiento Deportivo (modalidad TRD), que se
convocaron mediante la  Resolución de 20 de marzo de 2020, de la Dirección General de Promoción
del Deporte, Hábitos Saludables y Tejido Deportivo.
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b) Los procesos electorales que se convoquen o hayan sido convocados en el presente año.

Artículo 46. Medidas en materia de subvenciones a las federaciones deportivas andaluzas.

1. La Consejería competente en materia de deporte podrá autorizar las modificaciones necesarias en el
cumplimiento y acreditación de los requisitos y condiciones previstos en las bases reguladoras y en la
convocatoria de las subvenciones para el Fomento de la Organización y Gestión de las federaciones
deportivas andaluzas (modalidad FOGF) y para la Tecnificación y Rendimiento Deportivo (modalidad
TRD), incluida la posibilidad de aplazar o prorrogar los plazos de realización de las actividades objeto de
la subvención, cuando resulten total o parcialmente imposibles de ejecutar como consecuencia de la
crisis  sanitaria  del  COVID-19 o  de las  medidas adoptadas  por  las  Administraciones  Públicas  para
combatirlo,  pudiendo  causar  un  grave  perjuicio  a  los  derechos  e  intereses  de  las  entidades
beneficiarias, teniéndose en cuenta las especiales características de cada federación.

Dicha autorización se adoptará mediante resolución de la persona titular de la Dirección General de
Promoción del Deporte, Hábitos Saludables y Tejido Deportivo.

2. Si como consecuencia del COVID-19 o de las medidas adoptadas por las Administraciones Públicas
para combatirlo, la entidad beneficiaria de la subvención no pueda cumplir con las fechas previstas en
el calendario, el órgano concedente de la subvención podrá establecer como fecha para realizar las
actividades deportivas de dicho calendario aquélla que se comunique  por cada federación con una
antelación mínima de cuarenta y ocho horas a su celebración, por cualquier medio que permita su
constancia. Dicho cambio se aprobará por el órgano concedente de la subvención, a los únicos efectos
de  considerar  como  gastos  subvencionables  aquellos  en  los  que  se  hubiese  incurrido  para  la
celebración de dichas actividades.

3. Se considerarán como gastos subvencionables, además de los contenidos en las bases reguladoras
que son de aplicación, todos aquellos gastos en que hubiese incurrido la entidad beneficiaria referidos
al  funcionamiento  ordinario  de  la  federación  y  a  la  organización  y  celebración  de  las  actividades
deportivas previstas en su calendario y que sean consecuencia de la crisis sanitaria del COVID-19 o de
las medidas adoptadas por las Administraciones Públicas para combatirlo.

En particular,  cuando las actividades subvencionadas conlleven la contratación de personal técnico-
deportivo o administrativo, y como consecuencia de la pandemia la federación acuda a la figura del
expediente  de regulación temporal  de  empleo,  no  se considerará  en este  caso que la  suspensión
temporal de la relación laboral a consecuencia de la presente emergencia sanitaria constituya causa de
incumplimiento a efectos de reintegro o pérdida del derecho a la subvención.

4. Se  considerarán  gastos  subvencionables  los  pagos  a  cuenta  que  se  hayan  realizado  a
establecimientos hoteleros, de restauración, medios de transporte o a cualquier otra entidad prestadora
de un servicio, cuando dichos pagos no hayan podido recuperarse con motivo de la cancelación de la
actividad deportiva que generó dichos gastos,  como consecuencia del  COVID-19 o de las medidas
adoptadas por las Administraciones Públicas para combatirlo. A estos efectos, la federación deberá
presentar una declaración responsable firmada por la Presidencia. En el caso de que la federación se
encuentre inmersa en su proceso electoral, la declaración responsable deberá firmase por la persona
que ostente la presidencia de la Comisión Gestora.

5. No  procederá  el  reintegro  de  las  cantidades  abonadas  cuando  el  nivel  de  consecución  de  los
objetivos previstos alcance el 50% y no el porcentaje contemplado en las bases reguladoras, como
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consecuencia  del  COVID-19  o  de  las  medidas  adoptadas  por  las  Administraciones  Públicas  para
combatirlo.

Artículo 47. Medidas relativas a los  procesos electorales  de las federaciones deportivas  andaluzas
2020.

1. Cuando las circunstancias derivadas del COVID-19 así lo aconsejen, el acto de constitución de la
nueva Asamblea General, contemplado en el artículo 26.1 de la Orden de 11 de marzo de 2016, por la
que se regulan los procesos electorales de las federaciones deportivas andaluzas, y la consiguiente
votación de la persona que vaya a ostentar la Presidencia de la entidad federativa, podrá llevarse a cabo
por vía telemática, garantizando la autenticidad y la conexión plurilateral en tiempo real con imagen y
sonido de los asistentes en remoto.

2. Con la finalidad de facilitar el normal desarrollo de los procesos electorales de las federaciones
deportivas  andaluzas,  excepcionalmente,  el  Tribunal  Administrativo  del  Deporte  de  Andalucía  se
encontrará en funcionamiento durante el próximo mes de agosto, para conocer de todas las cuestiones
que puedan plantearse relativas a los referidos procesos electorales, dentro de las competencias que le
son propias, en virtud de lo establecido en los artículos 147 de la Ley 5/2016, de 19 de julio, del
Deporte de Andalucía y 84 del Decreto 205/2018, de 13 de noviembre, por el que se regula la solución
de los litigios deportivos en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

CAPÍTULO V 

Medidas dirigidas al sector cultural

Artículo 48. Objeto.

1. Mediante el presente decreto-ley se aprueban, como medidas extraordinarias, las bases reguladoras
de concesión de subvenciones en régimen de concurrencia no competitiva, para la creación artística, la
cancelación de la programación cultural de espectáculos dirigidos al público general y el fomento de la
dotación de fondos bibliográficos como medida de reactivación y de estímulo al sector editorial y del
libro.

2. Se establecen las siguientes líneas de subvenciones:

a) Línea  de  subvenciones  para  la  creación  artística,  que  incluye  la  expresión  literaria,  dramática,
coreográfica,  musical,  de  flamenco,  de  guiones  cinematográficos,  de  artes  visuales  y  de  diseño
artístico, actividades afectadas por la declaración del estado de alarma para la gestión de la situación
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Esta medida tiene por finalidad paliar los efectos del
impacto económico negativo que dicha crisis sanitaria ha provocado en estas actividades de creación
artística, con el fin de ayudar a sostener su continuidad. En adelante, estas ayudas serán denominadas
ayudas a la creación artística.

b) Línea de subvenciones para paliar los daños sufridos por las salas y espacios culturales andaluces
dedicados a la programación cultural de espectáculos dirigidos al público general, comprendiéndose
las salas de teatro, danza y música, los espacios en los que se programa flamenco y las salas de
exhibición cinematográfica que sean de titularidad privada, que como consecuencia de la declaración
del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se
hayan visto obligadas a cancelar los eventos programados cuya celebración se hubiera producido en el
periodo comprendido entre el 14 de marzo y el 31 de mayo del presente año, con la finalidad de

00
17

25
97

99



Extraordinario núm. 27 - Lunes, 18 de mayo de 2020
página 53 

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

ayudar  a  sostener  la  continuidad  de  estos  espacios,  evitando  su  cese  definitivo,  y  por  tanto,  la
destrucción de empleo. En adelante, estas ayudas serán denominadas ayudas por cancelación de la
programación.

c) Línea de subvenciones para la adquisición de fondos bibliográficos con destino a las bibliotecas
públicas registradas en la Red de Bibliotecas Públicas de Andalucía, como medida de reactivación y de
estímulo al sector editorial y del libro, sectores afectados por la declaración del estado de alarma para
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

SECCIÓN 1.ªMEDIDAS DE APOYO A LA CREACIÓN ARTÍSTICA Y A LAS SALAS Y ESPACIOS
CULTURALES POR CANCELACIÓN DE LA PROGRAMACIÓN COMO CONSECUENCIA DEL

COVID-19

Artículo 49. Régimen jurídico.

Las subvenciones concedidas al amparo de esta sección se regirán, además de por lo previsto en el
mismo, por las disposiciones que sobre procedimientos de concesión y gestión de subvenciones rijan
para la Administración de la Junta de Andalucía y, en particular, por:

a) La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
b) El Título VII del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía,
aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.
c) Las leyes anuales del presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
d) La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas.
e) La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
f) La Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.
g) La Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía.
h) Ley  13/2007,  de  26 de noviembre,  de  medidas  de prevención y  protección  integral  contra la
violencia de género.
i) El Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la
competitividad y la eficiencia.
j) El Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por el
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, así como las demás normas básicas que desarrollen la citada
ley.
k) El Reglamento de los Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la
Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto 282/2010, de 4 de mayo.
l) El  Decreto  622/2019,  de  27  de  diciembre,  de  administración  electrónica,  simplificación  de
procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía.
m) La Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.
n) La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen
gobierno.
ñ) Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los
derechos digitales.
o) El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del  Consejo de 27 de abril  de 2016
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y
a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE.
p) El Reglamento (UE) n.º 1407/2013, de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la
aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas
de minimis (DO L 352/1 de 24/12/2013).

00
17

25
97

100



Extraordinario núm. 27 - Lunes, 18 de mayo de 2020
página 54 

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Artículo 50. Disponibilidades presupuestarias.

1. Ayudas a la creación artística

Para la financiación de las ayudas previstas en este apartado, se destinan un total de 1.200.000 euros,
con  cargo  a  la  partida  presupuestaria  1800010000  G/45E/44054/00  01,  que  corresponde  al
presupuesto corriente del ejercicio 2020.

2. Ayudas por cancelación de la programación

Para la financiación de las ayudas previstas en este apartado, se destinan un total de 1.300.000 euros,
con  cargo  a  la  partida  presupuestaria  1800010000  G/45E/44054/00  01,  que  corresponde  al
presupuesto corriente del ejercicio 2020.

3. A los efectos de dotar presupuestariamente los fondos señalados  en los apartados anteriores se
habilita  a la Consejería competente en materia de  Hacienda para tramitar,  de conformidad con lo
previsto en el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las
modificaciones presupuestarias que resulten precisas.

4. De acuerdo con lo  dispuesto  en  el  artículo  29.3  de  la  Ley  6/2019,  de 19 de diciembre,  del
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2020, en orden al cumplimiento de
la normativa reguladora y de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, se
autoriza al órgano competente para la concesión de estas subvenciones para, con cumplimiento de la
normativa reguladora de las subvenciones, dejar sin efecto la convocatoria de las ayudas de la presente
sección si no es objeto de resolución de concesión.

5. Asimismo, se prevé que eventuales aumentos sobrevenidos en el crédito disponible, posibiliten una
resolución  complementaria  de  concesión  que  incluya  solicitudes  que,  aun  cumpliendo  todos  los
requisitos, no hayan resultado beneficiarias por agotamiento del crédito presupuestario. No obstante,
en el caso de que no se alcanzara la concesión de la cantidad máxima asignada para cada una de las
líneas, las cuantías no empleadas podrán destinarse a la concesión de ayudas de la otra línea. 

6. La concesión de las subvenciones reguladas en esta sección estará limitada por las disponibilidades
presupuestarias existentes, de conformidad con lo dispuesto en la letra j) del artículo 119.2 del Texto
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

7. Finalmente, esta línea de subvenciones podrá cofinanciarse por la  Unión Europea, a través del
Programa Operativo Fondo Europeo de Desarrollo Regional para Andalucía vigente. En este caso, las
subvenciones  cofinanciadas  con fondos  europeos  se  someterán  a  las  actuaciones  de  control  que
pudieran implementar  las Autoridades de Gestión, Certificación y Auditoría del  Programa Operativo
FEDER Andalucía  2014-2020,  la  Comisión Europea,  el  Tribunal  de Cuentas  Europeo,  la  Dirección
General de la Junta de Andalucía competente en materia de fondos europeos y cualquier otro órgano
de control europeo.

Artículo 51. Régimen de compatibilidad de las subvenciones.

1. Con carácter general, las subvenciones que se reciban al amparo de lo previsto en esta sección
serán compatibles con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, que se concedan para el
mismo  objeto  subvencionable,  procedentes  de  cualesquiera  Administraciones  o  entes  públicos  o
privados, nacionales o internacionales, de la Unión Europea o de otros Organismos Internacionales.
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2. En la  acumulación de ayudas de minimis  de esta sección con otras  ayudas se respetarán los
criterios establecidos en el artículo 5 del Reglamento (UE) n.º 1407/2013, de la Comisión, de 18 de
diciembre de 2013.

Artículo 52. Personas beneficiarias.

1. Ayudas a la creación artística

Podrán ser beneficiarias de las subvenciones reguladas en este apartado las personas físicas con
domicilio fiscal en Andalucía a la fecha de la declaración del estado de alarma, que se dediquen a la
creación artística,  que incluye la expresión literaria,  dramática,  coreográfica,  musical,  de flamenco,
guiones cinematográficos, artes visuales y diseño artístico. 

Deberán haber realizado en los últimos cinco años alguna de las siguientes actividades: 

a) Textos literarios: Tener al menos dos obras publicadas, debiendo haber sido al menos una de ellas
premiada.
b) Textos dramáticos: Tener al menos dos obras publicadas y estrenadas.
c) Creación musical y de expresiones de cante o toque flamenco: Tener al menos dos obras editadas y
estrenadas, con una duración mínima de 25 minutos cada una de ellas. 
d) Creación coreográfica,  arte  en movimiento  y  baile  flamenco:  Tener  al  menos dos espectáculos
estrenados con difusión pública, con una duración mínima de 25 minutos cada una de ellos.
e) Guiones cinematográficos: Tener al menos dos largometrajes o series de ficción estrenados.
f) Obras  visuales  y  proyectos  de  diseño  artístico:  Tener  al  menos  dos  exposiciones,  de  carácter
individual o colectiva, instalaciones, performance, desfiles o colecciones realizadas.

2. Ayudas por cancelación de la programación

Podrán ser beneficiarias de las subvenciones reguladas en este apartado, tanto las personas físicas
como jurídicas privadas con domicilio fiscal en Andalucía a la fecha de la declaración del estado de
alarma,  que  sean  titulares  de  la  explotación  de  salas  de  teatro,  danza  y  música,  espacios  de
programación de flamenco, salas de exhibición cinematográfica, ubicados en Andalucía, destinados a la
programación y exhibición de actos y espectáculos de carácter cultural dirigidos al público general. Las
salas de teatro, música, danza y flamenco deberán estar en situación de alta en los epígrafes 965.1
y/o  965.2  del  Impuesto  sobre  Actividades  Económicas.  Por  su  parte,  las  salas  de  exhibición
cinematográfica deberán estar inscritas en el Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas
del Instituto de la Cinematografía y las Artes Audiovisuales.

Deberán cumplirse los siguientes requisitos:

a) Que la sala tenga un aforo mínimo de 75 localidades.
b) Que hayan sido canceladas por causas directamente vinculadas a la crisis del COVID-19 al menos
20  funciones  de  teatro,  música,  danza  o  flamenco.  En  materia  cinematográfica,  que  se  hayan
cancelado al menos 50 pases. 
c) Que  las  actividades  canceladas  hayan  sido  anunciadas  o  hayan formado parte  de  un  plan  de
actividades verificable con anterioridad al 14 de marzo de 2020.
d) Que su desarrollo o celebración hubiera debido tener lugar entre la fecha señalada en la letra
anterior y el 31 de mayo de 2020.
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3. En cualquiera de los supuestos de los apartados anteriores,  no podrán obtener la condición de
persona beneficiaria aquellas en las que concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo
13.2 y 3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, o se tengan deudas en
periodo  ejecutivo  de  cualquier  otro  ingreso  de  derecho  público  de  la  Junta  de  Andalucía,  de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 116.2 del Texto Refundido de la Ley General de Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Tampoco podrán tener la condición de beneficiaria las personas a que se refieren el artículo 116.4 y 5
del citado Texto Refundido.

Artículo 53. Conceptos subvencionables e importe de las subvenciones.

1. Ayudas a la creación artística

Esta subvención irá destinada a financiar las actividades de las personas dedicadas a la creación
artística,  que incluye la  expresión  literaria,  dramática,  coreográfica,  musical,  de flamenco,  guiones
cinematográficos, artes visuales y diseño artístico, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52,
afectadas por la declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria
ocasionada por el COVID-19.

La subvención consistirá en una cuantía, a tanto alzado, de 3.000 euros. 

2. Ayudas por cancelación de la programación

Esta subvención irá destinada a compensar el impacto económico producido por la cancelación de la
programación de las salas de teatro, danza y música, espacios en los que se programa flamenco, y las
salas de exhibición cinematográfica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52, afectadas por la
declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el
COVID-19.

Cada subvención consistirá  en una cuantía,  a tanto alzado,  de 8.000 euros para salas de teatro,
música, flamenco o danza, con aforo superior  a 75 localidades hasta 150 localidades. Si el  aforo
excede de 150 localidades, la cuantía será de 15.000 euros. 

En el caso de salas de exhibición cinematográfica, la cuantía será de 3.000 euros por pantalla de cine
que supere las 75 localidades, con un límite máximo de 30 pantallas por beneficiario.

3. No se  concederá  a  un mismo solicitante más de una  subvención por  cada  una de las  líneas
reguladas en esta sección.

Artículo 54. Obligaciones de las personas beneficiarias.

1. Ayudas a la creación artística

Las personas beneficiarias de las subvenciones reguladas en el presente apartado estarán obligadas a
realizar y entregar en la sede de la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales, en el plazo de seis
meses a contar desde la concesión de la subvención, una obra original e inédita, de alguna de las
siguientes categorías:
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a) Textos literarios: La obra se entregará en formato pdf firmado digitalmente, junto a la acreditación de
inscripción en el Registro de Propiedad Intelectual. La extensión de la obra será la siguiente: Narrativa:
novela,  novela  corta  y  libros  de  relato,  mínimo 200  páginas.  Poesía:  entre  500  y  1000  versos.
Literatura infantil y juvenil: Mínimo 50 páginas la obra de infantil y 150 páginas la obra de juvenil.
b) Textos dramáticos: La obra se entregará en formato pdf firmado digitalmente, junto a la acreditación
de inscripción en el Registro de Propiedad Intelectual. La extensión será de al menos 8.000 palabras.
c) Creación musical y de expresiones de cante o toque flamenco: Las obras deberán ser plasmadas en
una  partitura  (pentagrama  o,  en  el  caso  de  música  electroacústica,  cronograma  o  plan  de
interpretación).  La  duración  de  la  composición  musical  será  al  menos  25  minutos.  La  obra  se
entregará junto a la acreditación de inscripción en el Registro en la Propiedad Intelectual.
d) Creación  coreográfica,  arte  en  movimiento  y  baile  flamenco:  La  obra  se  entregará  aportando
cuaderno de dirección con descripción de la coreografía o grabación audiovisual en soporte digital,
acompañado de la acreditación de inscripción en el Registro de Propiedad Intelectual. La duración será
de al menos 25 minutos.
e) Guiones  cinematográficos:  Se  incluye  la  creación  de  guiones  para  cine  y  televisión  de  ficción,
animación y/o documental, en todos los formatos. En el caso de guiones de series de televisión,  se
deberán entregar el guion del capítulo piloto y la sinopsis breve de los siguientes capítulos. La obra se
entregará en formato pdf firmado digitalmente, junto a la acreditación de inscripción en el Registro de
Propiedad Intelectual. La extensión será de al menos 80 páginas. 
f) Obras visuales y proyectos de diseño artístico:  En el caso de las artes visuales, la obra consistirá en
una composición plástica, instalación o performance con memoria justificativa del trabajo realizado. La
obra se entregará junto a la acreditación de inscripción en el Registro de Propiedad Intelectual. En el
caso de diseño artístico, deberá entregarse el boceto o catálogo de la creación, y la acreditación, en su
caso, de tal inscripción.

Para todas las obras, la inscripción en el Registro de Propiedad Intelectual ha de ser de fecha posterior
a la de la concesión de la subvención.

2. Ayudas por cancelación de la programación

Las personas beneficiarias de las subvenciones reguladas en este  apartado estarán obligadas a la
reapertura del espacio en el plazo máximo de cuatro meses desde que se permita por la Comunidad
Autónoma de Andalucía,  de  conformidad  con las  normas  sanitarias  reguladoras  de la  apertura  al
público de las salas de teatro, música, danza, flamenco y salas de cine.

3. Además de las obligaciones específicas establecidas en los apartados 1 y 2, serán obligaciones de
las personas beneficiarias, las recogidas en los artículos 14 y 46.1 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

4. El  incumplimiento  de las obligaciones reguladas en este artículo  determinará el  reintegro  de la
subvención correspondiente, en los términos previstos en el artículo 68, sin perjuicio de la aplicación
del régimen sancionador regulado en el artículo 69.

Artículo 55. Régimen de concesión.

1. El  procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas en esta sección se sujetará a lo
dispuesto en los apartados siguientes.

2. Las  subvenciones  se  otorgarán  con  arreglo  a  los  principios  de  publicidad,  transparencia,
concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación. Su gestión se realizará con criterios de eficacia
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en el cumplimiento de los objetivos fijados y eficiencia en la asignación y utilización de los recursos
públicos.

3. El procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas en la presente sección se iniciará a
solicitud  de  la  persona  solicitante,  y  se  tramitará  y  resolverá  en  régimen  de  concurrencia  no
competitiva, de conformidad con lo previsto en el artículo 120.1 del Texto Refundido de la Ley General
de  la  Hacienda  Pública  de  la  Junta  de  Andalucía  y  en  el  artículo  2.2.b)  del  Reglamento  de  los
Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.

Artículo 56. Solicitud.

1. Las solicitudes de las subvenciones reguladas en esta sección se cumplimentarán en el modelo que
estará disponible en la oficina virtual de la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales, cuyo enlace de
acceso se indicará en la convocatoria, e irán dirigidas a la persona titular de la Dirección de dicha
Agencia.

2. Ayudas a la creación artística

En la solicitud se recogerán y deberán cumplimentarse los siguientes extremos:

a) Los datos identificativos de la persona solicitante y, en su caso, de quien la represente.
b) A efectos de remitir el aviso de información sobre la puesta a disposición de una notificación en el
sistema  de  notificaciones  electrónicas  de  la  Junta  de  Andalucía  a  que  se  refiere  el  artículo  65,
dispositivo electrónico y/o la dirección de correo electrónico de la persona solicitante.
c) Una declaración responsable de la persona que la suscribe mediante la que manifieste, bajo su
responsabilidad, lo siguiente:

1.º Que cumple con los requisitos exigidos para obtener la condición de persona beneficiaria de las
subvenciones reguladas en la presente sección.
2.º  Que no se halla incursa en ninguna de las circunstancias que impiden obtener la condición de
persona beneficiaria, de conformidad con lo establecido en la presente sección.
3.º Que no ha solicitado ni obtenido otras subvenciones o ayudas sometidas al régimen de minimis de
cualquier naturaleza o forma y finalidad solicitadas y, en su caso, obtenidas, en los dos ejercicios
fiscales precedentes y en el ejercicio corriente, en los términos establecidos en el Reglamento (UE)
núm. 1407/2013.
4.º Declaración de las obras realizadas para acreditar la actividad previa como creador que contendrá
los siguientes datos:

a) Textos literarios: Se detallará título, género literario, ISBN de publicación, créditos de la edición y el
premio concedido.
b) Textos dramáticos: Se detallará título, ISBN de publicación, créditos de la edición, fecha y lugar del
estreno y elenco artístico.
c) Creación musical y de expresiones de cante o toque flamenco: Se detallará título, depósito legal,
créditos de la edición, fecha del estreno y duración de la obra.
d) Creación coreográfica, arte en movimiento y de baile flamenco: Se detallará título, fecha y lugar del
estreno, duración de la obra y elenco artístico.
e) Guiones cinematográficos: Se detallará la siguiente información:
a) Guiones cinematográficos de largometrajes de ficción: Título del guión/largometraje, año, plataforma
o lugar de estreno de la obra cinematográfica y calificación del Instituto de la Cinematografía y las Artes
Audiovisuales.
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b) Guiones  de  series  de  televisión  de  ficción:  Título  del  guión/serie,  año  y  fecha  de  emisión  en
televisión y/o plataforma.
f) Obras visuales y proyectos de diseño artístico: Se detallará título, lugar y fecha de la actividad y, en
su caso,  depósito legal/ ISBN del catálogo.

5º Que son veraces todos los datos reflejados en la solicitud.

d) En su caso, la manifestación de la oposición expresa al órgano gestor para que recabe de otras
Consejerías, de otras Agencias o de otras Administraciones Públicas la información o documentación
acreditativa exigida en la normativa de aplicación que estuviera en poder de aquéllas.  En caso de
manifestar su oposición expresa, las personas solicitantes estarán obligadas a aportar los documentos
necesarios para facilitar esa información, en los términos indicados en el apartado 7 de este artículo, y
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 58.

3. Ayudas por cancelación de la programación

En la solicitud deberán cumplimentarse los siguientes extremos:

a) Los datos identificativos de la persona solicitante y, en su caso, de quien la represente.
b) A efectos de emitir el aviso de información sobre la puesta a disposición de una notificación en el
sistema  de  notificaciones  electrónicas  de  la  Junta  de  Andalucía,  a  que  se  refiere  el  artículo  65,
dispositivo electrónico y/o la dirección de correo electrónico de la persona solicitante.
c) Una declaración responsable de la persona que la suscribe mediante la que manifieste, bajo su
responsabilidad, lo siguiente:

1.º Que cumple con los requisitos exigidos para obtener la condición de persona beneficiaria de las
subvenciones reguladas en esta sección.
2.º Que no se halla incursa en ninguna de las circunstancias que impiden obtener la condición de
persona beneficiaria, de conformidad con lo establecido en esta sección.
3.º Que no ha solicitado ni obtenido otras subvenciones o ayudas sometidas al régimen de minimis de
cualquier naturaleza o forma y finalidad solicitadas y, en su caso, obtenidas, en los dos ejercicios
fiscales precedentes y en el ejercicio corriente, en los términos establecidos en el Reglamento (UE)
núm. 1407/2013.
4.º Que son titulares de la explotación de salas de teatro, danza, música, flamenco o de exhibición
cinematográfica superiores a 75 localidades, indicando el aforo máximo y la localización del espacio.
5.º Programación de teatro, música, danza, flamenco o cinematográfica que se tenía previsto llevar a
cabo en el primer semestre del año 2020.
6.º Representaciones, conciertos o pases cinematográficos que han sido objeto de cancelación.
7.º Que son veraces todos los datos reflejados en la solicitud.

d) En su caso, la manifestación de la oposición expresa al órgano gestor para que recabe de otras
Consejerías, de otras Agencias o de otras Administraciones Públicas la información o documentación
acreditativa exigida en la normativa de aplicación que estuviera en poder de aquéllas.  En caso de
manifestar su oposición expresa, las personas solicitantes estarán obligadas a aportar los documentos
necesarios para facilitar esa información, en los términos indicados en el apartado 7 de este artículo, y
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 58.

4. La  presentación  de  la  solicitud  supone  la  aceptación  expresa  de  las  obligaciones  y  términos
contenidos en esta sección.
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5. Para comprobar que las personas solicitantes de las subvenciones cumplen los requisitos exigidos,
se estará a lo dispuesto en el artículo 28.2 y 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, conforme a los
cuales,  aquéllas  tienen  derecho  a  no  aportar  documentos  que  ya  se  encuentren  en  poder  de  la
Administración  actuante  o  hayan  sido  elaborados  por  cualquier  otra  Administración.  El  órgano
competente para tramitar las ayudas podrá, por tanto, consultar o recabar dichos documentos salvo
que la persona solicitante se opusiera a ello.

Asimismo, no se requerirán a las personas solicitantes datos o documentos que hayan sido aportados
anteriormente por las mismas a cualquier Administración. A estos efectos, la persona solicitante deberá
indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los citados documentos, debiendo
el órgano competente para tramitar las ayudas recabarlos electrónicamente a través de sus redes
corporativas  o  de  una  consulta  a  las  plataformas  de  intermediación  de  datos  u  otros  sistemas
electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el  procedimiento la oposición expresa de la
persona solicitante o la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso.

6. Excepcionalmente, en virtud del artículo 28.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, si no se pudieran
recabar los documentos recogidos en el apartado anterior, el órgano competente para la tramitación
del procedimiento, podrá solicitar a la persona solicitante su aportación, mediante requerimiento a la
misma para que en el plazo de diez días proceda a la subsanación, en los términos y condiciones
previstos en el artículo 61.

7. No  obstante  lo  dispuesto  en  el  apartado  4,  en  el  supuesto  de  que  las  personas  solicitantes
manifestaran su oposición a la consulta de datos por el órgano competente para la tramitación del
procedimiento, para acreditar que ostentan los requisitos exigidos para ser beneficiarias de las ayudas,
deberán  aportar  con  la  solicitud  los  documentos  indicados  en  el  artículo  58.1,  en  los  términos
establecidos  en  el  mismo.  Dicha  documentación  será  acreditativa  de  los  datos  que  se  hayan
consignado en la solicitud respecto de los requisitos y declaraciones responsables.

8. Los documentos que se aporten serán copias auténticas o copias autenticadas, siendo aplicable la
regulación contenida en el artículo 28.3 a 7 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. De conformidad con
lo dispuesto en el artículo 28.5 citado, excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el
procedimiento lo exija o existan dudas derivadas de la calidad de la copia, se podrá requerir de manera
motivada el cotejo de las copias aportadas por la persona solicitante, para lo que se podrá requerir la
exhibición del documento o de la información original.

Artículo 57. Medio de presentación de solicitudes.

1. Las solicitudes y documentación anexa de las subvenciones reguladas en la presente sección se
presentarán de forma electrónica en el registro telemático único de la Administración de la Junta de
Andalucía cuya dirección electrónica se indicará en la convocatoria. Sin perjuicio de lo anterior, en las
ayudas a la creación artística las solicitudes podrán presentarse además en los lugares a los que se
refiere el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. Para la presentación electrónica,  las personas solicitantes podrán utilizar  los sistemas de firma
electrónica reconocida o cualificada y avanzada, basados en certificados electrónicos reconocidos o
cualificados  de  firma  electrónica  expedidos  por  prestadores  de  servicios  incluidos  en  la  “Lista  de
confianza de prestadores de servicios de certificación”, conforme a lo previsto en el artículo 10.2.a) de
la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
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de  Subvenciones  de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía,  la  presentación  de  la  solicitud
conllevará la autorización al órgano gestor para recabar las certificaciones o la remisión de datos de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria, de la Tesorería General de la Seguridad Social y de la
Consejería competente en materia de Hacienda de la Junta de Andalucía a las que hace referencia el
artículo 120.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía,
así como en los demás casos en que una norma con rango de ley lo haya establecido, efectuándose de
oficio por el órgano gestor las correspondientes comprobaciones.

Artículo 58. Documentación acreditativa.

1. De  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  artículo  56,  de  manifestarse  la  oposición  de  la  persona
solicitante para la consulta telemática por el órgano gestor de los documentos elaborados por cualquier
Administración,  documentos  aportados  anteriormente  por  la  persona  solicitante  a  cualquier
Administración  o  datos  obrantes  en  la  misma  necesarios  para  la  comprobación  de  los  datos
consignados  en  la  solicitud,  se  deberá  presentar,  acompañando  a  la  solicitud,  la  siguiente
documentación, copia auténtica o copia autenticada, la cual deberá ser acreditativa de los siguientes
datos:

a) DNI/NIE/NIF de la persona solicitante. Cuando ésta sea nacional de países no comunitarios, copia
autenticada del permiso de trabajo y residencia. En todo caso, la presentación de la documentación se
hará de conformidad con la normativa vigente en cada momento en materia de extranjería.
b) DNI/NIE/NIF de la persona que ostente la representación legal o voluntaria de la persona solicitante,
en los casos que así proceda, y documentación acreditativa del poder de representación.
c) El domicilio fiscal se acreditará mediante la Declaración censal recogida en los modelos 036/037 de
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, siempre que se contemplen dichos datos en la misma,
o bien, mediante un certificado de situación censal.
Aquellas  personas  que  hayan  hecho  uso  del  Documento  Único  Electrónico  (DUE),  conforme  a  lo
dispuesto en el Real Decreto 368/2010, de 26 de marzo, por el que se regulan las especificaciones y
condiciones para el empleo del Documento Único Electrónico (DUE) para la puesta en marcha de las
empresas individuales mediante el sistema de tramitación telemática,  podrán sustituir  los modelos
036/037 por éste.
d) La  acreditación  de  la  titularidad  de  la  cuenta  bancaria  se  efectuará  mediante  declaración
responsable, conforme al modelo incluido en el formulario de solicitud.

2. Ayudas a la creación artística

Los datos recogidos en las declaraciones responsables relativos a las declaraciones de obras realizadas
a  las  que  se  refiere  el  artículo  56.2  c)  4º,  deberán  acreditarse  mediante  la  presentación  de  los
siguientes documentos, sin perjuicio de aquellos otros que el beneficiario estime oportuno aportar.

a) Textos  literarios:  Copia  de  la  portada y  contraportada,  títulos  de  crédito  y  comunicación  de  la
concesión del premio.
b) Textos dramáticos: Programa de mano, copia de la portada y contraportada y títulos de crédito.
c) Creación musical y de expresiones de cante o toque flamenco: Programa de mano o referencia de
prensa y títulos de créditos de la edición. 
d) Creación coreográfica, arte en movimiento y de baile flamenco: Programa de mano o referencia de
prensa y certificado de actuación.
e) Guiones cinematográficos: Certificado de calificación del Instituto de la Cinematografía y las Artes
Audiovisuales o certificado de emisión en televisión y/o plataforma.
f) Obras visuales y proyectos de diseño artístico: Catálogo o reseña de prensa u hoja de sala.

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 23.2 del Reglamento de los Procedimientos de Concesión
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3. Ayudas a la cancelación de la programación

Los datos recogidos en las declaraciones responsables a que se refiere el artículo 56.3 c) 4º, 5º y 6º y
el  requisito  contemplado en el  artículo  52.2,  deberán acreditarse mediante la  presentación de los
siguientes documentos, sin perjuicio de aquellos otros que el beneficiario estime oportuno aportar.

a) La  titularidad  de  la  explotación  de  salas  de  teatro,  danza,  música,  flamenco  o  de  exhibición
cinematográfica  superiores  a  75  localidades,  mediante  nota  simple  del  Registro  de  la  Propiedad,
contrato de arrendamiento o cesión de uso del espacio, convenio suscrito con el titular del espacio,
licencia de apertura o documentación de análoga naturaleza.
b) La programación de teatro, música, danza, flamenco o cinematográfica que iba a llevar a cabo en el
primer semestre del año 2020 y de las representaciones, conciertos o pases cinematográficos que han
sido objeto de cancelación, mediante soporte publicitario en cualquier formato, incluido el digital, de la
programación ofertada en el primer semestre de 2020, especificando aquella que ha sido objeto de
cancelación.
c) Alta censal en el epígrafe del IAE en el caso de las salas de teatro, música, danza y flamenco y
certificado  de inscripción en el Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas del Instituto de
la Cinematografía y las Artes Audiovisuales para el caso de las salas exhibición cinematográfica.

4. Todos los documentos acreditativos que en virtud de lo dispuesto en este artículo deban ser objeto
de presentación deberán acompañarse a la solicitud.

Artículo 59. Comprobación de requisitos para la concesión de las subvenciones.

1. Las  subvenciones  serán  concedidas  atendiendo  a  las  manifestaciones  contenidas  en  las
declaraciones responsables recogidas en el formulario de solicitud, suscritas por la persona que las
realiza, bajo su responsabilidad, y la documentación detallada en el artículo 58.2 y 3. Ello no obstante,
el cumplimiento de los requisitos exigidos conforme al artículo 52 y las obligaciones impuestas en el
artículo 54  será objeto de comprobación por el órgano gestor con posterioridad a la resolución de
concesión de la subvención.

2. Si  como consecuencia de la comprobación el  órgano gestor detectara el  incumplimiento de los
requisitos  exigidos  para  el  otorgamiento  de la  subvención en el  artículo  52 o de las  obligaciones
enunciadas en el  artículo 54,  se procederá a su reintegro de conformidad con el  artículo  68, sin
perjuicio de la aplicación del régimen sancionador regulado en el artículo 69.

Artículo 60. Plazo de presentación de solicitudes.

1. El plazo de presentación de solicitudes de las subvenciones reguladas en la presente sección, será
de un mes a partir del día siguiente al de la publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
del extracto  de la convocatoria efectuada mediante el mismo, de conformidad con lo previsto en el
artículo 20.8.a) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

2. Serán inadmitidas las solicitudes presentadas fuera de plazo.  La resolución de inadmisión será
notificada individualmente a la persona solicitante en los términos de los artículos 40 a 44 de la Ley
39/2015, de 1 de octubre.
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1. Si en la solicitud presentada no se hubieran cumplimentado los extremos exigidos en el artículo 56 o
no se acompañara de la  documentación que se  exige en el  artículo  58,  o  que en aplicación del
supuesto contemplado en el artículo 56.5, no se hubieran podido recabar los documentos que hayan
sido elaborados por cualquier Administración, se requerirá a la persona solicitante para que en el plazo
de diez días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con la indicación de que, si así
no lo hiciera, se le tendrá por desistida de su solicitud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 68 de
la Ley 39/2015, de 1 de octubre. Este requerimiento se realizará de manera individual a las personas
solicitantes.

2. Los escritos mediante los que las personas solicitantes efectúen la subsanación se presentarán de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57.

3. Transcurrido el plazo para subsanar, se dictará resolución declarando el desistimiento y archivo de
la solicitud no subsanada o de la que no se hubiere acompañado la documentación exigida.

4. Si la solicitud se presenta de forma presencial, se requerirá a la persona solicitante para que la
subsane a través de su presentación electrónica, a excepción de lo previsto en el artículo 57.1 en
relación  a  las  ayudas  a  la  creación  artística.  A  estos  efectos,  se  considerará  como  fecha  de
presentación de la solicitud aquélla en la que haya sido realizada la subsanación.

Artículo 62. Órgano competente para la ordenación, instrucción y resolución.

Será competente para la ordenación, instrucción y resolución del procedimiento de concesión de las
subvenciones  reguladas  en  la  presente  sección, la  persona  titular  de  la  Dirección  de  la  Agencia
Andaluza de Instituciones Culturales. 

Artículo 63. Tramitación.

1. La instrucción y resolución de las solicitudes se efectuará siguiendo el orden correlativo de entrada
en el registro telemático único de la Administración de la Junta de Andalucía o, en el supuesto del
artículo 57.1 para las ayudas a la creación artística, en los lugares a los que se refiere el artículo 16.4
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y hasta el límite de la consignación presupuestaria, en su caso,
salvo  que  aquéllas  tuvieran  que  ser  objeto  de  subsanación  por  no  reunir  los  requisitos  o  no
acompañarse de la documentación requerida, para lo que se considerará en el orden de prelación que
se siga para su resolución, la fecha en que las solicitudes hayan sido debidamente subsanadas.

Las solicitudes de subvención de las medidas reguladas en esta sección serán tramitadas y resueltas
de forma individual.

2. De conformidad con lo preceptuado en el artículo 82.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se
prescindirá del trámite de audiencia. Asimismo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 66, por tanto,
analizada la solicitud y la documentación que la acompañe, se dictará la correspondiente la resolución,
que no requerirá la aceptación por la persona beneficiaria.

Artículo 64. Resolución del procedimiento.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 63.2, el órgano competente dictará resolución, que
deberá ser motivada, con el contenido mínimo establecido en el artículo 28.1 del Reglamento de los
Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.

Artículo 61. Subsanación de solicitudes.
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2. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de concesión será de tres
meses desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro telemático único de la
Administración de la Junta de Andalucía o en el órgano concedente cuando se trate de presentaciones
no  telemáticas  o,  en  ambos  casos,  hayan  sido  debidamente  subsanadas.  Este  plazo  podrá  ser
ampliado atendiendo a lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Transcurrido  el  plazo  establecido  sin  que  se  hubiese  dictado  y  notificado  resolución  expresa,  las
personas solicitantes  podrán entender  desestimadas por  silencio  administrativo  sus  solicitudes,  de
acuerdo con lo preceptuado en el artículo 120.4 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Junta de Andalucía.

3. La resolución del procedimiento no pondrá fin a la vía administrativa, pudiendo interponerse contra
ella recurso de alzada en los términos establecidos en el artículo 121.1 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, y en el artículo 115.1 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, ante la persona titular de la
Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico.

Artículo 65. Notificación.

1. Las  notificaciones  de  los  actos  relativas  al  procedimiento  de  concesión  de  las  subvenciones
reguladas en esta sección se realizarán de forma individual,  mediante el  sistema de notificaciones
electrónicas de la Junta de Andalucía a través de la sede electrónica de la Administración de la Junta
de Andalucía https://www.juntadeandalucia.es/notificaciones, en virtud de lo dispuesto en el artículo
31.1 del  Decreto 622/2017, de 27 de diciembre,  de administración electrónica, simplificación de
procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía.

2. Salvo opción expresa en contrario, las notificaciones en papel se practicarán en el lugar indicado por
la persona solicitante en sus datos identificativos. Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto
en el  artículo 42.1 de la Ley 39/2015, de 1 octubre,  estas notificaciones deberán ser puestas a
disposición  del  interesado  en  la  sede  electrónica  indicada  en  el  apartado  anterior  para  que  los
interesados puedan acceder a las mismas de forma voluntaria.

Artículo 66. Forma de pago, justificación y régimen de control.

1. El abono de las subvenciones reguladas en esta sección se realizará mediante pago anticipado por
importe  del  100% de  las  ayudas,  de  conformidad  con  lo  previsto  en  el  artículo  124.4  del  Texto
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y en el artículo 29.1.c) de
la Ley 6/2019, de 19 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para
2020.

2. El pago se realizará mediante transferencia bancaria a la cuenta que la persona beneficiaria haya
indicado en la solicitud, previa acreditación de su titularidad mediante declaración responsable, según
modelo que deberá incluirse en la solicitud.

3. El plazo de justificación de las subvenciones concedidas será de dos meses a contar desde la fecha
de entrega en la sede de la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales de la obra en las ayudas a la
creación artística, y desde la fecha de la reapertura del espacio en las ayudas a la cancelación de la
programación, de conformidad con los artículos 54.1 y 54.2.

4. En  las  ayudas  a  la  creación  artística  deberá  entregarse  copia  en  soporte  digital  de  la  obra  y
certificado de inscripción de la misma en el Registro de Propiedad Intelectual. Por su parte, en las
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ayudas por la cancelación de la programación deberá aportarse certificado de la primera actuación o
proyección  en  el  espacio  tras  la  reapertura  así  como  copia  de  la  programación  prevista  para  el
siguiente trimestre.

5. Asimismo, las subvenciones reguladas en la presente sección estarán exceptuadas de lo dispuesto
en el artículo 120.bis.1 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de
Andalucía, de manera que la resolución de concesión conllevará la aprobación y el compromiso del
gasto. 

6. El  régimen de control  de las subvenciones reguladas en la presente sección será el  de control
financiero permanente, de conformidad con el régimen al que se encuentra sujeta la Agencia a la que
corresponde su gestión.

Artículo 67. Modificación de la resolución de concesión.

1. Toda  alteración  de  las  condiciones  y  requisitos  tenidos  en  cuenta  para  la  concesión  de  las
subvenciones reguladas en la presente sección podrá dar lugar a la modificación de la resolución de
concesión, conforme a lo previsto en el artículo 32 del Reglamento de los Procedimientos de Concesión
de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. El procedimiento para modificar la resolución de concesión se iniciará siempre de oficio por acuerdo
del órgano concedente de la subvención, bien por propia iniciativa, como consecuencia de petición
razonada de otros órganos o bien a instancia de la persona beneficiaria.

3. El  escrito  por  el  que  se  inste  la  iniciación  de  oficio  deberá  estar  suficientemente  justificado,
presentándose de forma inmediata a la aparición de las circunstancias que lo motiven y con antelación
a la finalización del plazo de ejecución y de justificación inicialmente concedidos.

En el plazo máximo de quince días desde que el escrito haya tenido entrada en el registro telemático
único de la Administración de la Junta de Andalucía, o en el órgano concedente cuando se trate de
presentaciones no telemáticas, el cual notificará a la persona beneficiaria el acuerdo por el que se
adopte la decisión de iniciar o no el procedimiento. La denegación deberá motivarse expresamente.

4. La  resolución  del  procedimiento  de  modificación  de la  resolución  de concesión  será  dictada  y
notificada por el órgano concedente de la misma en un plazo no superior a dos meses desde la fecha
del acuerdo de inicio, previa instrucción del correspondiente procedimiento en el que deberá darse
audiencia a la persona beneficiaria.

Transcurrido el plazo de dos meses sin que se hubiera dictado y notificado resolución expresa, se
producirá la caducidad de este procedimiento y el consiguiente archivo de actuaciones.

Artículo 68. Reintegro.

1. Procederá  el  reintegro  de  las  cantidades  percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora
correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la
procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, en los
supuestos contemplados en el artículo 37.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en esta sección y
en el resto de la normativa que resulte de aplicación.
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con lo dispuesto en el artículo 125.1 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de
la Junta de Andalucía, resultando de aplicación para su cobro lo previsto en el artículo 22 del mismo
texto.

3. El  procedimiento  de  reintegro  se  iniciará  de  oficio  por  acuerdo  del  órgano  que  concedió  la
subvención, que se notificará a la persona beneficiaria, a la que se dará audiencia en la tramitación de
este procedimiento.

4. El órgano que concedió la subvención dictará resolución, exigiendo el reintegro que corresponda,
resultando de aplicación para su cobro los plazos previstos en el artículo 22.2.c) del Texto Refundido
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

5. Será  competente  para  acordar  y  resolver  el  procedimiento  de  reintegro  de  las  subvenciones
reguladas  en  la  presente  sección,  la  persona  titular  de  la  Dirección  de  la  Agencia  Andaluza  de
Instituciones Culturales. 

6. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será de doce
meses desde la fecha del acuerdo de inicio. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera dictado y
notificado  resolución  expresa,  se  producirá  la  caducidad  de  este  procedimiento  y  el  consiguiente
archivo de actuaciones.

Artículo 69. Régimen sancionador.

1. Las  infracciones  administrativas  cometidas  en  relación  con  las  subvenciones  previstas  en  esta
sección  se  sancionarán conforme a  lo  establecido  en  el  Título  IV  de  la  Ley  38/2003,  de  17 de
noviembre, siendo competente para acordar e imponer las sanciones la persona titular de la Consejería
de Cultura y Patrimonio Histórico, sin perjuicio del régimen de delegación de competencias vigente en
el momento de resolver el procedimiento.

2. De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  63  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  los
procedimientos  de naturaleza sancionadora  se  iniciarán siempre  de oficio  por  acuerdo del  órgano
competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se
encomendarán a órganos distintos.

3. La  iniciación  e  instrucción  del  procedimiento  sancionador  de  las  subvenciones  previstas  en  la
presente  sección,  corresponderá  a  la  persona  titular  de  la  Gerencia  de  la  Agencia  Andaluza  de
Instituciones Culturales.

4. La resolución de los procedimientos sancionadores para todas las subvenciones previstas en la
presente sección, corresponderá a la persona titular de la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico.

SECCIÓN 2.ª MEDIDA DE APOYO AL SECTOR EDITORIAL DEL LIBRO COMO
CONSECUENCIA DEL COVID-19 A TRAVÉS DE LA ADQUISICIÓN DE LOTES

BIBLIOGRÁFICOS PARA BIBLIOTECAS REGISTRADAS EN LA RED DE BIBLIOTECAS
PÚBLICAS DE ANDALUCÍA

Artículo 70. Régimen jurídico.

2. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público de conformidad

Las subvenciones concedidas al amparo de la presente sección se regirán, además de por lo previsto
en la misma, por las disposiciones que sobre procedimientos de concesión y gestión de subvenciones
rijan para la Administración de la Junta de Andalucía y, en particular, por:
a) La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
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b) El Título VII del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía,
aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo.
c) Ley 6/2019, de 19 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el
año 2020.
d) La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas.
e) La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
f) La Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.
g) La Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía.
h) Ley  13/2007,  de  26 de noviembre,  de  medidas  de prevención y  protección  integral  contra la
violencia de género.
i) El Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la
competitividad y la eficiencia.
j) El Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por el
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, así como las demás normas básicas que desarrollen la citada
ley.
k) El Reglamento de los Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la
Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto 282/2010, de 4 de mayo.
l) El  Decreto  622/2019,  de  27  de  diciembre,  de  administración  electrónica,  simplificación  de
procedimientos y racionalización organizativa de la Junta de Andalucía.
m) La Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.
n) La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen
gobierno.
ñ) Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los
derechos digitales.
o) El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del  Consejo de 27 de abril  de 2016
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y
a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE.

Artículo 71. Disponibilidades presupuestarias.

1. Para la financiación de las ayudas previstas en la presente sección, se destinan un total de 500.000
euros,  con  cargo  a  la  partida  presupuestaria  1800010000  G/45B/76002,  que  corresponden  al
presupuesto corriente de 2020.

2. A los efectos de dotar presupuestariamente los fondos señalados en el apartado anterior se habilita
a la Consejería competente en materia de Hacienda para tramitar, de conformidad con lo previsto en el
Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, las modificaciones
presupuestarias que resulten precisas.

3. De acuerdo con lo  dispuesto  en  el  artículo  29.3  de  la  Ley  6/2019,  de 19 de diciembre,  del
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2020, en orden al cumplimiento de
la normativa reguladora y de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, se
autoriza al órgano competente para la concesión de estas subvenciones para, con cumplimiento de la
normativa reguladora de las subvenciones, dejar sin efecto la convocatoria de las ayudas de la presente
sección si no es objeto de resolución de concesión.
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4. Asimismo, se prevé que eventuales aumentos sobrevenidos en el crédito disponible, posibiliten una
resolución  complementaria  de  concesión  que  incluya  solicitudes  que,  aun  cumpliendo  todos  los
requisitos, no hayan resultado beneficiarias por agotamiento del crédito presupuestario.

5. La  concesión  de  las  subvenciones  reguladas  en  este  apartado  estará  limitada  por  las
disponibilidades presupuestarias existentes, de conformidad con lo dispuesto en la letra j) del artículo
119.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

6. Finalmente, esta línea de subvenciones podrá cofinanciarse por la  Unión Europea, a través del
Programa Operativo Fondo Europeo de Desarrollo Regional para Andalucía vigente. En este caso, las
subvenciones  cofinanciadas  con fondos  europeos  se  someterán  a  las  actuaciones  de  control  que
pudieran implementar  las Autoridades de Gestión, Certificación y Auditoría del  Programa Operativo
FEDER Andalucía  2014-2020,  la  Comisión Europea,  el  Tribunal  de Cuentas  Europeo,  la  Dirección
General de la Junta de Andalucía competente en materia de fondos europeos y cualquier otro órgano
de control europeo.

Artículo 72. Régimen de compatibilidad de las subvenciones.

Con carácter general, las subvenciones que se reciban al amparo de lo previsto en la presente sección
serán incompatibles con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, que se concedan para la
misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales
o internacionales, de la Unión Europea o de otros Organismos Internacionales.

Artículo 73. Entidades beneficiarias. 

1. Podrán  ser  entidades  beneficiarias  los  municipios  y  las  entidades  locales  autónomas,  de  la
Comunidad Autónoma de Andalucía titulares de bibliotecas integradas en la Red de Bibliotecas Públicas
de Andalucía.

2. No podrán adquirir  la  condición  de entidad beneficiaria, los  municipios  y  las  entidades locales
autónomas  cuando concurra  alguna de las circunstancias previstas  en el  artículo 13.2 de la  Ley
38/2003, de 17 de noviembre, y en el artículo 116.5 del  Texto Refundido de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

En aplicación del supuesto excepcional previsto en el artículo 116.2, párrafo segundo, del citado Texto
Refundido, y con la finalidad de evitar que los efectos negativos de la crisis provocada por el COVID-19
se intensifiquen con la  pérdida  de las  ayudas solicitadas,  podrán adquirir  la  condición  de entidad
beneficiaria  los  municipios  y  las  entidades locales  autónomas que no se hallen al  corriente  en el
cumplimiento  de  las  obligaciones  tributarias  o  frente  a  la  Seguridad  Social  impuestas  por  las
disposiciones vigentes o posean  deudas en periodo ejecutivo de cualquier otro ingreso de Derecho
Público de la Junta de Andalucía. 

Artículo 74. Concepto subvencionable e importe de las subvenciones.

1. Las  subvenciones  reguladas  en  la  presente  sección  irán  destinadas  a  la  adquisición  de  lotes
bibliográficos para bibliotecas registradas en la Red de Bibliotecas Públicas de Andalucía, como medida
de reactivación y de estímulo del sector editorial y del libro, que se han visto afectados con especial
intensidad con motivo de la paralización de la actividad económica de la crisis provocada por el COVID-
19.
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2. Se consideran gastos subvencionables aquellos que de manera indubitada respondan a la naturaleza
de la actividad subvencionada y que se hayan realizado dentro del plazo establecido en el artículo 75.1.

En  particular,  serán  subvencionables,  los  gastos  de  adquisición  de  lotes  bibliográficos,  nuevos  o
usados, y en cualquier formato, de las siguientes materias y/o temática:

a) Obras de referencia (diccionarios, grandes obras, etc.)
b) Infantil y juvenil (narrativa, etc.)
c) Literatura (poesía, novela, ensayo, etc.)
d) Ciencias.
e) Andalucía.
f) Cualquier  otra  materia  y/o  temática  que,  a  criterio  de  la  persona  u  órgano  responsable  de  la
biblioteca se considere de interés para la población potencialmente usuaria de los servicios a prestar
por la biblioteca.

En ningún caso el coste de adquisición de los lotes bibliográficos subvencionables podrá ser superior a
su valor de mercado.

3. Las adquisiciones de los lotes  bibliográficos  deberán realizarse en las librerías  existentes  en el
municipio o en la entidad local autónoma en que se encuentre ubicada la biblioteca y, en su defecto,
en el entorno geográfico más cercano.

4. En ningún caso tendrán la consideración de gastos subvencionables los previstos en el artículo 31.7
y 8 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

5. Cada subvención consistirá en una cuantía fija, a tanto alzado, atendiendo a los datos del último
Padrón Municipal de Habitantes publicado por el Instituto de Estadística y Cartografía de Andalucía,
según los siguientes criterios:

a) Municipios o entidades locales autónomas con una población igual o inferior a 5.000 habitantes:
2.500 euros.
b) Municipios o entidades locales autónomas con una población superior a 5.000 habitantes: 5.000
euros.

Artículo 75. Obligaciones de las entidades beneficiarias.

1. Los Municipios y las entidades locales autónomas beneficiarias de las subvenciones reguladas en la
presente  sección  estarán  obligados  a  la  entrega  de  una  relación  de  libros  adquiridos,  ISBN  de
publicación, librerías y fechas de adquisición de los mismos, con el certificado de la Intervención de la
entidad local beneficiaria, en el plazo de dos meses a contar desde la materialización del pago de la
subvención.

2. Además de la obligación específica establecida en el apartado 1 de este artículo, serán obligaciones
de las entidades beneficiarias, las recogidas en los artículos 14 y 46.1 de la Ley 38/2003, de 17 de
noviembre.

3. El  incumplimiento  de las obligaciones reguladas en este artículo  determinará el  reintegro  de la
subvención correspondiente, en los términos previstos en el artículo 89 sin perjuicio de la aplicación
del régimen sancionador regulado en el artículo 90.
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Artículo 76. Régimen de concesión.

1. El procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas en la presente sección se sujetará a lo
dispuesto en los apartados siguientes.

2. Las  subvenciones  se  otorgarán  con  arreglo  a  los  principios  de  publicidad,  transparencia,
concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación. Su gestión se realizará con criterios de eficacia
en el cumplimiento de los objetivos fijados y eficiencia en la asignación y utilización de los recursos
públicos.

3. El procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas en la presente sección se iniciará a
solicitud de la entidad solicitante, y se tramitará y resolverá en régimen de concurrencia no competitiva,
de conformidad con lo previsto  en el  artículo  120.1 del Texto Refundido de la  Ley General  de la
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y en el artículo 2.2.b) del Decreto 282/2010, de 4 de
mayo, por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la
Administración de la Junta de Andalucía.

Artículo 77. Solicitud.

1. Las solicitudes de las subvenciones reguladas en la presente sección se cumplimentarán en el
modelo que estará disponible en la oficina virtual de la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico,
cuyo  enlace de acceso  se  indicará  en la  convocatoria,  e  irán  dirigidas  a  la  persona  titular  de  la
Dirección General de Patrimonio Histórico y Documental.

2. En la solicitud se recogerán y deberán cumplimentarse los siguientes extremos:

a) Los datos identificativos de la entidad solicitante y, en su caso, de quien la represente.
b) A efectos de remitir el aviso de información sobre la puesta a disposición de una notificación en el
sistema  de  notificaciones  electrónicas  de  la  Junta  de  Andalucía,  a  que  se  refiere  el  artículo  86,
dispositivo electrónico y/o la dirección de correo electrónico de la entidad solicitante y, en su caso, de
quien la represente.
c) Una declaración responsable de la persona que la suscribe mediante la que manifieste, bajo su
responsabilidad, lo siguiente:

1.º Que la entidad solicitante cumple con los requisitos exigidos para obtener la condición de entidad
beneficiaria de las subvenciones reguladas en la presente sección.
2.º Que no se halla incursa en ninguna de las circunstancias que impiden obtener la condición de
entidad beneficiaria, de conformidad con lo establecido en la presente sección.
3.º Que no ha solicitado ni obtenido otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos solicitados y, en
su caso,  concedidos,  para la misma finalidad,  por cualesquiera Administraciones Públicas o entes
públicos o privados, nacionales o internacionales, con indicación de la entidad concedente, fecha e
importe.
4º Que son veraces todos los datos reflejados en la solicitud.

d) En su caso, la manifestación de la oposición expresa al órgano gestor para que recabe de otras
Consejerías, de otras Agencias o de otras Administraciones Públicas la información o documentación
acreditativa exigida en la normativa de aplicación que estuviera en poder de aquéllas.  En caso de
manifestar su oposición expresa, las entidades solicitantes estarán obligadas a aportar los documentos
necesarios para facilitar esa información, en los términos indicados en el apartado 7 de este artículo, y
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 79.
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3. La  presentación  de  la  solicitud  supone  la  aceptación  expresa  de  las  obligaciones  y  términos
contenidos en la presente sección.

4. Para comprobar que las entidades solicitantes de las subvenciones cumplen los requisitos exigidos,
se estará a lo dispuesto en el artículo 28.2 y 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, conforme a los
cuales,  aquéllas  tienen  derecho  a  no  aportar  documentos  que  ya  se  encuentren  en  poder  de  la
Administración  actuante  o  hayan  sido  elaborados  por  cualquier  otra  Administración.  El  órgano
competente para tramitar las ayudas podrá, por tanto, consultar o recabar dichos documentos salvo
que la entidad solicitante se opusiera a ello.

Asimismo, no se requerirán a las entidades solicitantes datos o documentos que hayan sido aportados
anteriormente por las mismas a cualquier Administración. A estos efectos, la entidad solicitante deberá
indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los citados documentos, debiendo
el órgano competente para tramitar las ayudas recabarlos electrónicamente a través de sus redes
corporativas  o  de  una  consulta  a  las  plataformas  de  intermediación  de  datos  u  otros  sistemas
electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el  procedimiento la oposición expresa de la
entidad solicitante o la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso.

5. Excepcionalmente, en virtud del artículo 28.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, si no se pudieran
recabar los citados documentos, el órgano competente para la tramitación del procedimiento, podrá
solicitar a la entidad solicitante su aportación, mediante requerimiento a la misma para que en el plazo
de diez días proceda a la subsanación, en los términos y condiciones previstos en el artículo 82.

6. No  obstante  lo  dispuesto  en  el  apartado  4,  en  el  supuesto  de  que  las  entidades  solicitantes
manifestaran  su  oposición  a  la  consulta  de  datos  por  el  órgano  competente  para  tramitar  el
procedimiento, para acreditar que ostentan los requisitos exigidos para ser beneficiarias de las ayudas,
deberán  aportar  con  la  solicitud  los  documentos  indicados  en  el  artículo  79,  en  los  términos
establecidos en el mismo, que será requerida por el órgano gestor de conformidad con lo que en él se
establece. Dicha documentación será acreditativa de los datos que se hayan consignado en la solicitud
respecto de los requisitos y declaraciones responsables.

7. Los documentos que se aporten serán copias auténticas o copias autenticadas, siendo aplicable la
regulación contenida en el artículo 28.3 a 7 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. De conformidad con
lo dispuesto en el artículo 28.5 citado, excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el
procedimiento lo exija o existan dudas derivadas de la calidad de la copia, se podrá requerir de manera
motivada el cotejo de las copias aportadas por la entidad solicitante, para lo que se podrá requerir la
exhibición del documento o de la información original.

Artículo 78. Medio de presentación de solicitudes.

1. Las solicitudes y documentación anexa de las subvenciones reguladas en la presente sección se
presentarán de forma electrónica en el registro telemático único de la Administración de la Junta de
Andalucía cuya dirección electrónica se indicará en la convocatoria. 

2. Para la presentación electrónica, las entidades solicitantes podrán utilizar los sistemas de firma
electrónica reconocida o cualificada y avanzada, basados en certificados electrónicos reconocidos o
cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de confianza de
prestadores de servicios  de  certificación»,  conforme a lo  previsto  en el  artículo  10.2.a)  de la  Ley
39/2015, de 1 de octubre.
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3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 23.2 del Reglamento de los Procedimientos de Concesión
de  Subvenciones  de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía,  la presentación  de  la  solicitud
conllevará la autorización al órgano gestor para recabar las certificaciones o la remisión de datos de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria, de la Tesorería General de la Seguridad Social y de la
Consejería competente en materia de Hacienda de la Junta de Andalucía a las que hace referencia el
artículo 120.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía,
así como en los demás casos en que una norma con rango de ley lo haya establecido, efectuándose de
oficio por el órgano gestor las correspondientes comprobaciones.

Artículo 79. Documentación acreditativa.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 77, de manifestarse la oposición de la entidad solicitante
para  la  consulta  telemática  por  el  órgano  gestor  de  los  documentos  elaborados  por  cualquier
Administración,  documentos  aportados  anteriormente  por  la  entidad  solicitante  a  cualquier
Administración  o  datos  obrantes  en  la  misma  necesarios  para  la  comprobación  de  los  datos
consignados en la solicitud, tanto de los requisitos como de las declaraciones responsables, se deberá
presentar,  acompañando  a  la  solicitud,  copia  auténtica  o  copia  autenticada  de  la  documentación
acreditativa de los siguientes datos:

1. NIF de la entidad solicitante
2. DNI/NIF de la persona que ostente la representación.
3. Acreditación  de  la  titularidad  de  la  cuenta  bancaria  que  se  efectuará  mediante  declaración
responsable, conforme al modelo incluido en el formulario de solicitud.

Artículo 80. Comprobación de requisitos para la concesión de las subvenciones.

1. Las  subvenciones  serán  concedidas  atendiendo  a  las  manifestaciones  contenidas  en  las
declaraciones responsables recogidas en el formulario de solicitud, suscritas por la entidad que las
realiza, bajo su responsabilidad. Ello no obstante, el cumplimiento de los requisitos exigidos conforme
al artículo 73 y las obligaciones impuestas en el artículo 75 será objeto de comprobación por el órgano
gestor con posterioridad a la resolución de concesión de la subvención.

2. Si  como consecuencia de la comprobación el  órgano gestor detectara el  incumplimiento de los
requisitos  exigidos  para  el  otorgamiento  de la  subvención en el  artículo  73 o de las  obligaciones
enunciadas en el  artículo 75,  se procederá a su reintegro de conformidad con el  artículo  89, sin
perjuicio de la aplicación del régimen sancionador regulado en el artículo 90.

Artículo 81. Plazo de presentación de solicitudes.

1. El plazo de presentación de solicitudes de las subvenciones reguladas en la presente sección será
de un mes, a partir del día siguiente al de la publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía
del extracto de la convocatoria efectuada mediante el mismo, de conformidad con lo previsto en el
artículo 20.8.a) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 

2. Serán inadmitidas las solicitudes presentadas fuera de plazo.  La resolución de inadmisión será
notificada individualmente a la entidad solicitante en los términos de los artículos 40 a 44 de la Ley
39/2015, de 1 de octubre.
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Artículo 82. Subsanación de solicitudes.

1. Si en la solicitud presentada no se hubieran cumplimentado los extremos exigidos en el artículo 77 o
no se acompañara de la documentación exigida, relacionada en el artículo 79, o que en aplicación del
supuesto contemplado en el artículo 77.5, no se hubieran podido recabar los documentos que hayan
sido elaborados por cualquier Administración, se requerirá a la entidad solicitante para que en el plazo
de diez días subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con la indicación de que, si así
no lo hiciera, se le tendrá por desistida de su solicitud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 68 de
la Ley 39/2015, de 1 de octubre. Este requerimiento se realizará de manera individual a las entidades
solicitantes.

2. Los escritos mediante los que las entidades solicitantes efectúen la subsanación se presentarán de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 78.

3. Transcurrido el plazo para subsanar, se dictará resolución declarando el desistimiento y archivo de
la solicitud no subsanada o de la que no se hubiere acompañado la documentación exigida.

4. Si la solicitud se presenta de forma presencial, se requerirá a la entidad solicitante para que la
subsane  a través  de su presentación  electrónica.  A  estos  efectos,  se  considerará  como fecha de
presentación de la solicitud aquélla en la que haya sido realizada la subsanación.

Artículo 83. Órganos competentes para la ordenación, instrucción y resolución.

Será competente para la ordenación e instrucción del procedimiento de concesión de las subvenciones
reguladas en la presente sección, la persona titular de la Dirección General  Patrimonio Histórico y
Documental. Por su parte, será competente para la resolución del procedimiento de concesión de las
subvenciones  reguladas  en  la  presente  sección,  la  persona  titular  de  la  Consejería  de  Cultura  y
Patrimonio Histórico.

Artículo 84. Tramitación.

1. La instrucción y resolución de las solicitudes se efectuará siguiendo el orden correlativo de entrada
en el registro telemático único de la Administración de la Junta de Andalucía, y hasta el límite de la
consignación presupuestaria, en su caso, salvo que aquéllas tuvieran que ser objeto de subsanación
por  no  reunir  los  requisitos  o  no  acompañarse  de  la  documentación  requerida,  para  lo  que  se
considerará en el orden de prelación que se siga para su resolución, la fecha en que las solicitudes
hayan sido debidamente subsanadas.

Las solicitudes de subvención de la medida regulada en la presente sección serán tramitadas, resueltas
y notificadas de forma individual.

2. De conformidad con lo preceptuado en el artículo 82.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se
prescindirá del trámite de audiencia. Asimismo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 87 del presente
decreto-ley,  por  tanto,  analizada  la  solicitud  y  la  documentación  que  la  acompañe,  se  dictará  la
correspondiente resolución, que no requerirá la aceptación por la entidad beneficiaria.

Artículo 85. Resolución del procedimiento.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 84.2, el órgano competente dictará resolución, que
deberá ser motivada, con el contenido mínimo establecido en el artículo 28.1 del Reglamento de los
Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.
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2. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de concesión será de tres
meses desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro telemático único de la
Administración de la Junta de Andalucía o haya sido debidamente subsanada. Este plazo podrá ser
ampliado atendiendo a lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Transcurrido  el  plazo  establecido  sin  que  se  hubiese  dictado  y  notificado  resolución  expresa,  las
entidades solicitantes podrán entender desestimadas por silencio  administrativo  sus solicitudes,  de
acuerdo con lo preceptuado en el artículo 120.4 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda
Pública de la Junta de Andalucía.

3. La resolución del procedimiento pondrá fin a la vía administrativa, pudiendo interponerse contra ella
recurso de reposición en los términos establecidos en el artículo 123.1 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, y en el artículo 115.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, ante la persona titular de la
Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico.

Artículo 86. Notificación.

Las notificaciones de los actos relativas al procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas
en  la  presente  sección  se  realizarán  de  forma  individual,  mediante  el  sistema  de  notificaciones
electrónicas de la Junta de Andalucía a través de la sede electrónica de la Administración de la Junta
de Andalucía https://www.juntadeandalucia.es/notificaciones, en virtud de lo dispuesto en el artículo
31.1 del Decreto 622/2017, de 27 de diciembre.

Artículo 87. Forma de pago y justificación.

1. El  abono  de  las  subvenciones  reguladas  en  la  presente  sección,  se  realizará  mediante  pago
anticipado por importe del 100% de las ayudas, de conformidad con lo previsto en el artículo 124.4 del
Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

2. El pago se realizará mediante transferencia bancaria a la cuenta que la entidad beneficiaria haya
indicado en la solicitud, previa acreditación de su titularidad mediante declaración responsable, según
modelo que deberá incluirse en la solicitud. 

3. El  plazo de justificación de las subvenciones concedidas será de dos meses a contar desde la
materialización del pago de las mismas, mediante certificado de la Intervención de la entidad local
beneficiaria, acreditativo del empleo de las cantidades a la finalidad para las que fueron concedidas y al
que se acompañará relación comprensiva de los libros adquiridos, ISBN de publicación, librerías y
fecha  de  adquisición  de  los  mismos,  sin  que  tal  fecha  pueda  ser  anterior  al  otorgamiento  de  la
subvención.

4. Asimismo, las subvenciones reguladas en la presente sección estarán exceptuadas de lo dispuesto
en el artículo 120.bis.1 del Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto
Refundido de la Ley General  de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, de manera que la
resolución de concesión conllevará la aprobación y el compromiso del gasto.

5. El régimen de control  de las subvenciones reguladas en la presente sección será el  de control
financiero permanente de la Intervención General de la Junta de Andalucía.
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Artículo 88. Modificación de la resolución de concesión.

1. Toda  alteración  de  las  condiciones  y  requisitos  tenidos  en  cuenta  para  la  concesión  de  las
subvenciones reguladas en la presente sección, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de
concesión,  conforme  a  lo  previsto  en  el  artículo  32  del   Reglamento  de  los  Procedimientos  de
Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. El procedimiento para modificar la resolución de concesión se iniciará siempre de oficio por acuerdo
del órgano concedente de la subvención, bien por propia iniciativa, como consecuencia de petición
razonada de otros órganos o bien a instancia de la entidad beneficiaria.

3. El  escrito  por  el  que  se  inste  la  iniciación  de  oficio  deberá  estar  suficientemente  justificado,
presentándose de forma inmediata a la aparición de las circunstancias que lo motiven y con antelación
a la finalización del plazo de ejecución y de justificación inicialmente concedidos.

En el plazo máximo de quince días desde que el escrito haya tenido entrada en el registro telemático
único de la Administración de la Junta de Andalucía,  el órgano concedente notificará a la entidad
beneficiaria el acuerdo por el que se adopte la decisión de iniciar o no el procedimiento. La denegación
deberá motivarse expresamente.

4. La  resolución  del  procedimiento  de  modificación  de la  resolución  de concesión  será  dictada  y
notificada por el órgano concedente de la misma en un plazo no superior a dos meses desde la fecha
del acuerdo de inicio, previa instrucción del correspondiente procedimiento en el que deberá darse
audiencia a la entidad beneficiaria.

Transcurrido el plazo de dos meses sin que se hubiera dictado y notificado resolución expresa, se
producirá la caducidad de este procedimiento y el consiguiente archivo de actuaciones.

Artículo 89. Reintegro.

1. Procederá  el  reintegro  de  las  cantidades  percibidas  y  la  exigencia  del  interés  de  demora
correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la
procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, en los
supuestos contemplados en el artículo 37.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en la presente
sección y en el resto de la normativa que resulte de aplicación.

2. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 125.1 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de
la Junta de Andalucía, resultando de aplicación para su cobro lo previsto en el artículo 22 del mismo
texto.

3. El procedimiento de reintegro se iniciará por acuerdo del órgano que concedió la subvención, que se
notificará a la entidad beneficiaria, a la que se dará audiencia en la tramitación de este procedimiento.

4. El órgano que concedió la subvención dictará resolución, exigiendo el reintegro que corresponda,
resultando de aplicación para su cobro los plazos previstos en el artículo 22.2.c) del Texto Refundido
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía.

5. Será competente para resolver el procedimiento de reintegro de las subvenciones reguladas en la
presente sección, la persona titular de la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico.
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6. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro será de doce
meses desde la fecha del acuerdo de inicio. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera dictado y
notificado  resolución  expresa,  se  producirá  la  caducidad  de  este  procedimiento  y  el  consiguiente
archivo de actuaciones.

Artículo 90. Régimen sancionador.

1. Las infracciones administrativas cometidas en relación con las subvenciones previstas en la presente
sección  se  sancionarán conforme a  lo  establecido  en  el  Título  IV  de  la  Ley  38/2003,  de  17 de
noviembre, siendo competente para acordar e imponer las sanciones la persona titular de la Consejería
de Cultura y Patrimonio Histórico, sin perjuicio del régimen de delegación de competencias vigente en
el momento de resolver el procedimiento.

2. De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  63  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  los
procedimientos  de naturaleza sancionadora  se  iniciarán siempre  de oficio  por  acuerdo del  órgano
competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se
encomendarán a órganos distintos.

3. La  iniciación  e  instrucción  del  procedimiento  sancionador  de  las  subvenciones  previstas  en  la
presente sección, corresponderá a la persona titular de la Dirección General de Patrimonio Histórico y
Documental.

4. La resolución de los procedimientos sancionadores para todas las subvenciones previstas en la
presente sección corresponderá a la persona titular de la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico.

Disposición adicional primera. Exenciones.

1. Aquellos  establecimientos  hoteleros  inscritos  en  el  Registro  de  Turismo  de  Andalucía  que  se
acogieron a las exenciones previstas en la disposición adicional segunda, apartado 2, párrafos e), f) y g)
del Decreto 47/2004, de 10 de febrero, de establecimientos hoteleros, (altura de las puertas y altura
en unidades de alojamiento con mansardas o techos abuhardillados, superficie de las unidades de
alojamiento  y  superficie  del  salón), podrán  mantenerse  en  las  mismas  condiciones,  salvo  que  se
realicen modificaciones estructurales que permitan la adaptación a lo establecido en el Capítulo I. 

2. Igualmente se mantendrán en las mismas condiciones aquellos establecimientos hoteleros que se
acogieron a las reducciones previstas en los anexos 5 y 6 del Decreto 47/2004, de 10 de febrero, para
la superficie mínima de las unidades de alojamiento en la modalidad rural y para las especialidades
moteles, de montaña y monumento.

Disposición adicional segunda. Especialidad albergues en modalidad rural.

La especialidad albergues contemplada en el anexo 6, apartado I.B).1 del Decreto 47/2004, de 10 de
febrero, y regulada en el anexo I del Decreto 20/2002, de 29 de enero, de Turismo en el Medio Rural y
Turismo Activo, no será aplicable a los establecimientos hoteleros. Los establecimientos en el medio
rural no podrán ostentar la especialidad albergue, pero si podrán mantener dicha especialidad el resto
de establecimientos rurales.
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1. Para un eficaz funcionamiento del Comité Director de Alertas, todas las Consejerías de la Junta de
Andalucía deberán mantener actualizado el  análisis  prospectivo de las situaciones de alerta que le
pudieran afectar.

2. Asimismo, como consecuencia del análisis prospectivo, todas las Consejerías deberán adecuar el
plan de contingencia y su plan de recuperación.

Disposición adicional cuarta. Utilización de medios electrónicos en los procedimientos del Registro de
Licitadores de la  Comunidad Autónoma de Andalucía,  regulado en el  Decreto 39/2011,  de 22 de
febrero, por el que se establece la organización administrativa para la gestión de la contratación de la
Administración de la Junta de Andalucía y sus entidades instrumentales y se regula el régimen de
bienes y servicios homologados

En virtud del  artículo 14.2 de la  Ley 39/2015, de 1 de octubre,  del  Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas,  todas las personas jurídicas estarán obligadas a relacionarse
exclusivamente por medios electrónicos en los procedimientos de solicitud de inscripción, actualización
y cancelación del Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Las personas físicas que tengan la condición de empresarias o profesionales, ya que por razón de su
capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos queda acreditado que tienen
acceso  y  disponibilidad  de  los  medios  electrónicos  necesarios,  estarán  igualmente  obligadas  a
relacionarse exclusivamente por medios electrónicos en los procedimientos indicados.

El incumplimiento de la citada obligación dará lugar al requerimiento a la persona interesada para que
la subsane a través de su presentación electrónica,  siguiendo lo establecido en el artículo 68.4 de la
Ley 39/2015, de 1 de octubre. A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la
solicitud aquella en la que haya sido realizada la subsanación.

Disposición  adicional  quinta. Adopción  de  medidas  excepcionales  en  relación  con  la  formación  y
actividades  del  alumnado  de  la  Escuela  de  Seguridad  Pública  de  Andalucía  y  de  las  Escuelas
Municipales de Policía Local.

Mientras se mantenga la situación de alerta sanitaria ocasionada por el COVID-19 se podrán adoptar
cuantas disposiciones administrativas sean precisas en relación con la formación y actividades del
alumnado de la XLVI Promoción del Curso de Ingreso a los Cuerpos de la Policía Local de Andalucía,
del alumnado acogido al apartado cuarto de la Orden de 30 de marzo de 2020 y del alumnado de
cursos de ingreso a los  Cuerpos  de la  Policía  Local  de Andalucía  que se inicien  durante  dicha
situación.

Disposición adicional sexta. Abono del 100% de la subvenciones.

En  virtud  de  las  circunstancias  económicas  que  concurren,  y  de  conformidad  con  la  previsión
establecida en el artículo 29.1.c) de la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
para 2020, el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejera de Cultura y Patrimonio Histórico,
autoriza que las subvenciones reguladas en el Capítulo V puedan ser abonadas por el 100% del importe
concedido sin necesidad de justificación previa, a excepción de las de carácter plurianual.

Disposición adicional tercera. Análisis prospectivo de situaciones de alerta y planes de contingencia y
de recuperación.
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el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo por el que se declara el estado de alarma para la gestión
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

A los procedimientos regulados en el Capítulo V no les será de aplicación la suspensión de los plazos
administrativos  prevista  en la  disposición  adicional  tercera  del  Real  Decreto  463/2020,  de  14 de
marzo, de conformidad con lo dispuesto en el apartado cuarto de dicha disposición adicional.

Disposición adicional octava. Convocatoria de las subvenciones. 

Las convocatorias de las subvenciones reguladas en el Capítulo V del presente decreto-ley deberán
publicarse en el plazo máximo de 15 días a contar desde el día de su entrada en vigor.

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de hoteles y hoteles-apartamentos. 

1. Los establecimientos hoteleros de los grupos hoteles y hoteles-apartamentos que se encuentren
inscritos en el Registro de Turismo de Andalucía dispondrán de un plazo de cinco años a partir de la
entrada en vigor del  Capítulo I,  para adaptarse a las  previsiones  contenidas en el  mismo,  y  para
implantar los requisitos mínimos obligatorios del sistema de clasificación por puntos y de los requisitos
voluntarios necesarios para alcanzar la puntuación mínima requerida.

A tal efecto, la  Consejería competente en materia de turismo pondrá a disposición de las personas
titulares de establecimientos hoteleros los mecanismos adecuados para realizar la autoevaluación de
sus instalaciones.

2. Transcurrido el plazo de adaptación sin haberse efectuado la misma, la Consejería competente en
materia  de  turismo  procederá  a  iniciar  el  correspondiente  procedimiento  de  reclasificación  o
cancelación de su inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía.

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de hostales y pensiones.

1. Los establecimientos hoteleros de los grupos hostales y pensiones que se encuentren inscritos en el
Registro de Turismo de Andalucía dispondrán de un plazo de dos años, a partir de la entrada en vigor
de lo dispuesto en el Capítulo I, para que se adapten a las previsiones contenidas en el mismo, y para
cumplir con los requisitos específicos de su grupo.

2. Transcurrido el plazo de adaptación sin haberse efectuado la misma, la Consejería competente en
materia  de  turismo  procederá  a  iniciar  el  correspondiente  procedimiento  de  reclasificación  o
cancelación de su inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía.

Disposición transitoria tercera. Establecimientos hoteleros con el calificativo de Gran Lujo.

1. Aquellos hoteles de cinco estrellas que ya dispongan del calificativo de Gran Lujo, y quieran continuar
ejerciendo su actividad con este calificativo, dispondrán de un plazo de adaptación de cinco años desde
la entrada en vigor de lo dispuesto en el Capítulo I de este decreto-ley para cumplir con las condiciones
previstas en el anexo IV.

2. Trascurrido  dicho  plazo  sin  haberse  producido  dicha  adaptación,  la  Consejería  competente  en
materia de turismo procederá a revocar dicho calificativo, previa audiencia a la parte interesada. 

Disposición adicional séptima. No aplicación de la suspensión de los plazos administrativos prevista en
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1. Aquellos establecimientos hoteleros del grupo pensiones clasificados con la especialidad de albergue
turístico, vinculada al grupo pensiones prevista en el apartado II.F) del anexo 6 del Decreto 47/2004,
de 10 de febrero, serán reclasificados de oficio al grupo albergue a la entrada en vigor de este decreto,
disponiendo de un plazo de un año para que se adapten a las previsiones contenidas en el Capítulo I
de este decreto-ley, para cumplir con los requisitos específicos de su grupo. Podrán exhibir la placa con
los  distintivos  correspondiente  al  grupo  de  albergues  y  modalidad  desde  que  se  produzca  la
clasificación de oficio.

2. Los establecimientos hoteleros de modalidad rural clasificados con la especialidad de albergue en el
apartado I.B).1 del anexo 6 del Decreto 47/2004, de 10 de febrero, serán reclasificados de oficio al
grupo albergue a la entrada en vigor del Capítulo I de este decreto-ley, disponiendo de un plazo de un
año  para  que  se  adapten  a  las  previsiones  contenidas  en  este  decreto-ley,  para  cumplir  con  los
requisitos específicos de su grupo. Podrán exhibir  la placa con los distintivos correspondiente al grupo
de albergues y modalidad desde que se produzca  la clasificación de oficio. 

Disposición transitoria quinta. Régimen transitorio de los procedimientos de clasificación e inscripción
de establecimientos hoteleros en tramitación.

1. A los procedimientos de clasificación e inscripción de los establecimientos hoteleros en el Registro de
Turismo de Andalucía que se hubieran iniciado con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del
Capítulo I de este decreto-ley, les será de aplicación el sistema y requisitos de clasificación previstos en
el  Decreto  47/  2004,  de  10  de  febrero.  Los  establecimientos  hoteleros  deberán  adaptarse  a  las
previsiones del Capítulo I en los términos y plazos establecidos en las disposiciones transitorias primera
y segunda.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los establecimientos hoteleros podrán  optar  por
adaptarse a lo dispuesto en el Capítulo I, debiendo presentar en este caso una nueva declaración de
clasificación del proyecto con sometimiento a los requisitos de clasificación establecidos en el mismo.

Disposición transitoria sexta. Exhibición del distintivo.

1. Hasta que no se establezcan por orden de la Consejería competente en materia de turismo los
distintivos a los que hace referencia el artículo 13, será de aplicación la Orden de 25 de abril de 2005,
de  la  Consejería  de  Turismo,  Comercio  y  Deporte,  por  la  que  se  aprueban  las  características  y
dimensiones de los distintivos de los establecimientos hoteleros. 

2. Hasta que no se establezcan por orden de la Consejería competente en materia de turismo los
distintivos a los que hace referencia el artículo 13, el grupo albergues se identificará con la grafía A que
figurará en una placa metálica de fondo azul con letra mayúscula de color blanco conforme a las
características específicas y dimensiones previstas para el grupo pensiones en la mencionada orden de
25 de abril de 2005,  sustituyendo la letra P por la letra A, con la misma grafía que para esta letra se
establece en la placa de los hoteles-apartamentos.

Disposición transitoria séptima. Obligación de utilización de medios electrónicos en los procedimientos
relacionados  con el Registro de Turismo de Andalucía.

Las personas físicas  titulares de servicios turísticos y de actividades con incidencia en el  ámbito
turístico,  así  como  aquellas que  pretendan  su  ejercicio  podrán  continuar  relacionándose  con  la
Consejería competente en materia de turismo de forma presencial durante un periodo máximo de 6

Disposición transitoria cuarta. Reclasificación de albergues. 

meses desde la entrada en vigor del presente decreto-ley. 
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Disposición transitoria octava. Excepciones temporales.

No obstante lo establecido en el artículo 42.1, cuando a la fecha de la entrada en vigor del presente
decreto-ley, alguna entidad de las indicadas en el artículo 41 dispusiera de un sistema de información
que  gestione  las  relaciones  electrónicas  en  materia  de  contratación  y  permita  presentar  ofertas,
quedará  excepcionada  del  uso  del  sistema SiREC hasta  que no se acuerde lo  contrario  mediante
Resolución conjunta de las Direcciones Generales con competencias en materia de transformación
digital y en materia de coordinación de la contratación del sector público andaluz que serán publicadas
en el BOJA.

Asimismo  podrá  excepcionarse  la  tramitación  a  través  de  SiREC  de  determinados  procedimientos
cuando razones técnicas motivadas así lo justifiquen, mediante Resolución conjunta de las Direcciones
Generales con competencias en materia de Transformación Digital y en materia de coordinación de la
contratación del sector público andaluz, que serán publicadas en el BOJA.

Disposición transitoria novena. Procedimientos en tramitación.

Las medidas relativas a tramitación electrónica previstas en la Sección 1ª del Capítulo III y en la disposición
adicional cuarta, no resultarán obligatorias a los expedientes de contratación iniciados con anterioridad a
la entrada en vigor de este decreto-ley, rigiéndose los procedimientos de adjudicación por el pliego de
cláusulas administrativas particulares o documento que haga sus veces informado. A estos efectos se
entenderá que los expedientes de contratación han sido iniciados si cuentan al menos con acuerdo de
inicio e informe de la asesoría o servicio jurídico correspondiente.

Asimismo, dichas medidas tampoco serán de aplicación a los expedientes de contratación en los que
se hubiera publicado la correspondiente convocatoria del procedimiento de adjudicación del contrato. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este
decreto-ley, y expresamente, las siguientes disposiciones y preceptos:

a) El Decreto 47/2004, de 10 de febrero, de establecimientos hoteleros.

b) El Decreto 383/2010, de 13 de octubre, por el que se crea el Comité Ejecutivo para el control,
evaluación y seguimiento de Situaciones Especiales y se regula su composición y funciones.

c) El artículo 13.2 del Decreto 39/2011, de 22 de febrero, por el que se establece la organización
administrativa para la gestión de la contratación de la Administración de la Junta de Andalucía y sus
entidades instrumentales y se regula el régimen de bienes y servicios homologados.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 2/1994 de 24 de marzo, de creación de una empresa
pública para la gestión de los Servicios de Emergencias Sanitarias.

Se modifica la Ley 2/1994 de 24 de marzo, de creación de una empresa pública para la gestión de los
Servicios de Emergencias Sanitarias.
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“Artículo 1. 

1.  La  Empresa  Pública  de  Emergencias  Sanitarias  tiene  la  consideración  de  Agencia  Pública
Empresarial,  de  las  previstas  en  el  artículo  68.1.b)  de  la  Ley  9/2007,  de  22  de  octubre,  de  la
Administración de la Junta de Andalucía, según lo previsto en el Decreto 217/2011, de 28 de junio, de
adecuación de diversas entidades de Derecho Público a las previsiones de la Ley 9/2007, de 22 de
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. La adscripción de la Empresa Pública de Emergencias Sanitarias a una o varias Consejerías o a otra
Agencia, así como el procedimiento de aprobación, modificación, contenido y efectos de sus Estatutos,
se realizará conforme a lo previsto en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la
Junta de Andalucía.”

Dos. Se modifica el artículo 3, que queda redactado como sigue: 

“Artículo 3.

Con  carácter  general,  la  Empresa  Pública  desarrollará,  entre  otras  funciones,  las  tareas  técnicas,
económicas,  administrativas  y  formativas  que  se  le  encomienden,  para la  organización,  gestión  y
administración de los Centros de Coordinación de Urgencias y de Emergencias y de los dispositivos
sanitarios de atención a las emergencias, y de los dispositivos sanitarios para el acceso no presencial
de la ciudadanía a las prestaciones sanitarias. Podrá, así mismo, desde estos dispositivos, colaborar en
la consecución de los objetivos de los Planes Integrales de Salud Pública, con las recomendaciones
para la prevención, tratamiento y seguimiento del Sistema de Vigilancia Epidemiológica de la Junta de
Andalucía, y con las iniciativas en Educación para la Salud.”

Disposición  final  segunda.  Modificación  de  la  Ley  13/2011,  de  23  de  diciembre,  del  Turismo de
Andalucía.

Se incluye un nuevo apartado 3 en el artículo 34 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo 
de Andalucía, y se renumera el apartado 3 que pasa a ser el 4, quedando redactados como sigue: 

“3. En los supuestos en los que, de conformidad con la normativa urbanística o reguladora del régimen del
suelo,  no  se  requiera  previa  licencia  de  obras  para  la  construcción,  ampliación  o  reforma  de  un
establecimiento de alojamiento turístico sujeto a clasificación administrativa por estar sujetos al deber de
presentar una declaración responsable en materia urbanística,  la declaración responsable expresa de que
el establecimiento proyectado reúne los requisitos previstos en la normativa aplicable para ostentar una
determinada  clasificación  turística  de  acuerdo  con  el  grupo,  categoría,  modalidad  y,  en  su  caso,
especialidad del establecimiento proyectado, y la documentación referida en el apartado 1 deberán ser
remitidas directamente por la persona interesada a la Consejería competente en materia de turismo. Ésta
comprobará  la  adecuación  de  la  declaración  responsable  a  la  normativa  turística  reguladora  de  la
clasificación aplicable  al  establecimiento proyectado en el  plazo de un mes a partir  de la  fecha de
recepción  de  aquéllas,  pudiendo  reformular  la  clasificación  pretendida,  lo  que  deberá  ser  objeto  de
notificación a la persona interesada.
Transcurrido el  plazo señalado en el  párrafo anterior  sin que la Consejería hubiera comunicado o
notificado objeciones, se considerará conforme con el proyecto.

4. Finalizadas las obras de construcción, ampliación o reforma, la persona interesada presentará ante
la  Consejería  competente  en  materia  de  turismo  la  documentación  preceptiva  y  la  declaración

Uno. Se modifica el artículo 1, que queda redactado como sigue:
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responsable  a  la  que  se  refiere  el  artículo  38.  2  de  la  presente  Ley,  incluyendo  en  esta  última
declaración  expresa  sobre  la  adecuación  del  establecimiento  a  la  normativa  reguladora  de  la
clasificación  de  los  establecimientos  turísticos  cuyo  reconocimiento  se  solicite.  La  Consejería
competente  en  materia  de  turismo  deberá  remitir  copia  de  la  resolución  de  inscripción  del
establecimiento en el Registro de Turismo de Andalucía a los Ayuntamientos afectados”.

Disposición final tercera. Modificación del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo
financiero y tributario al sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas
de emergencia social, para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19).

Se modifica el Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al
sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social,
para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), con arreglo a lo dispuesto en
los apartados siguientes:

Uno. Se modifica la letra c) del artículo 15, que queda redactada como sigue:

“c) La suspensión del recurso de atención a la dependencia por parte de la Consejería competente en
materia de Servicios Sociales, o la entidad gestora del mismo, que provoque a una persona trabajadora
por cuenta propia o ajena, que deba reincorporarse a su puesto de trabajo con carácter presencial
como  consecuencia  de  la  aplicación  del  “Plan  para  la  transición  hacia  una  Nueva  Normalidad”
aprobado  por  el  Consejo  de  Ministros  el  28  de  abril  de  2020,  una  imposibilidad  manifiesta  de
conciliación entre sus obligaciones principales de prestación laboral presencial y el correcto cuidado del
cónyuge, un ascendiente o descendiente de primer grado en situación de dependencia y que esta
atención no pueda ser asumida por otro familiar en el mismo grado de consanguinidad.”

Dos. Se modifica el artículo 16, que queda redactado en los siguientes términos:

“Artículo 16. Personas destinatarias.

Serán  destinatarias  de  estas  medidas  aquellas  personas  que  se  encuentren  en  alguna  de  las
circunstancias previstas en el artículo 15.”

Tres. Se añade una nueva letra h) al apartado 2 del artículo 19 con la siguiente redacción: 

“h) En el supuesto previsto en el artículo 15.c) deberá aportarse certificado de alta en el Régimen
especial de Autónomos o certificado de la empresa en el que se acredite que la prestación del trabajo
se realiza de forma presencial.”

Cuatro. Se modifica la letra a) y d) del artículo 28.2, que queda redactado en los siguientes términos:

“a) Las personas que accedan por esta vía a un recurso asistencial, en los supuestos contemplados en
los apartados a), b) y c) no participarán en el coste del servicio, mientras se mantenga el estado de
alarma declarado por  el  Real  Decreto 463/2020,  de 14 de marzo  o sus  sucesivas  prórrogas.  La
financiación de tales actuaciones se realizarán con cargo a las dotaciones presupuestarias previstas en
el Fondo Social Extraordinario del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, de acuerdo con lo
dispuesto en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para
hacer  frente  al  impacto  económico  y  social  del  COVID-19,  y  en  tanto  exista  disponibilidad
presupuestaria de dichas dotaciones.”
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“d) En los casos contemplados en los apartados d) y f) del artículo 15, la financiación se realizará con
los recursos ordinarios del  sistema de dependencia y  con cargo a los presupuestos ordinarios de
funcionamiento de los centros de menores, respectivamente.”

Disposición  final  cuarta.  Modificación  del  Decreto-ley  12/2020,  de  11  de  mayo,  por  el  que  se
establecen  medidas  urgentes  y  extraordinarias  relativas  a  la  seguridad  en  las  playas,  medidas
administrativas en el ámbito educativo, y otras medidas complementarias ante la situación generada
por el coronavirus (COVID-19).

Se modifica la disposición transitoria primera del Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, por el que se
establecen  medidas  urgentes  y  extraordinarias  relativas  a  la  seguridad  en  las  playas,  medidas
administrativas en el ámbito educativo, y otras medidas complementarias ante la situación generada
por el coronavirus (COVID-19), que queda redactada como sigue:

“Disposición transitoria primera. Plan de contingencia ante el COVID-19.

Los Ayuntamientos deberán elaborar y remitir al órgano directivo competente en materia de protección
civil, en un plazo máximo de un mes a contar desde la entrada en vigor de este decreto-ley, un plan de
contingencia ante el COVID-19, que será de aplicación mientras dure la situación de alerta sanitaria ,
en el que se expongan las medidas que han adoptado ante esta situación al objeto de proteger la
seguridad  de  las  personas  usuarias  de  las  playas  y  garantizar  el  normal  funcionamiento  de  los
servicios, según la estructura y contenido mínimo recogidos en el Anexo II, y las recomendaciones
sanitarias que se aprueban como Apéndice del citado anexo, así como cualesquiera otras que pudieran
dictarse por las autoridades sanitarias.”

Disposición final quinta.  Modificación del Decreto 143/2014, de 21 de octubre, por el que se regula la
organización y funcionamiento del Registro de Turismo de Andalucía.

El Decreto 143/2014, de 21 de octubre, por el que se regula la organización y funcionamiento del
Registro de Turismo de Andalucía, queda modificado en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 7, que queda redactado como sigue:

«Artículo 7. Utilización de medios electrónicos.

1.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  14.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del
Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  las  personas  titulares  de
servicios  turísticos,  desarrollados o  no  reglamentariamente,  y  de actividades con incidencia  en el
ámbito turístico, así como aquellas que pretendan su ejercicio, estarán obligadas a utilizar en todo
momento medios electrónicos en sus relaciones con la Consejería competente en materia de turismo
en relación con los trámites que afecten al  ejercicio  de su actividad,  obligación que se establece
conforme al artículo 14.3 de la citada ley. 

2.  Los trámites que las personas interesadas pretendan realizar con la  Consejería  competente en
materia de turismo se realizarán de forma electrónica mediante el registro electrónico de la Junta de
Andalucía a través de los modelos normalizados y disponibles en la página web de esta Consejería.

La Consejería competente en materia de turismo podrá establecer otro sistema electrónico para la
realización de trámites con la misma.»
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Dos. Se modifica el artículo 10, que queda redactado como sigue:

«Artículo 10. Información a incluir en la declaración responsable.

1.  La  declaración  responsable,  dirigida  al  órgano  competente,  será  presentada  por  la  persona
interesada o aquella que, en su caso, la represente. 

2. En el modelo de declaración responsable debidamente cumplimentado se incluirá como mínimo la
información siguiente:

a) Datos identificativos de la persona titular y, en su caso, de su representante legal, incluyendo la
variable sexo, el Número de Identificación Fiscal y, en su caso, los datos de la escritura de constitución
y de su inscripción en el registro correspondiente y del título jurídico acreditativo de la representación
que se ostente.

b) Los datos acreditativos de constitución de la fianza y de suscripción de la póliza del seguro, en su
caso, cuando la normativa de aplicación requiera el depósito de una garantía o la contratación de un
seguro.

c)  Datos  acreditativos  del  título  suficiente  para  la  puesta  en  funcionamiento  de  la  actividad  o  el
establecimiento turístico.

d) Ubicación y datos básicos del establecimiento turístico.

e) En su caso, los requisitos a eximir y las posibles medidas compensatorias adoptadas.»

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 13, que queda redactado como sigue:

«3. En el plazo de quince días desde que la declaración responsable tenga entrada en el registro
electrónico  de  la  Junta  de  Andalucía,  se  notificará  a  la  persona  interesada  la  correspondiente
resolución, que incluirá los datos relativos a la inscripción de la empresa o establecimiento en el
Registro conforme al contenido de la declaración responsable, incluyendo en su caso, los requisitos
eximidos, las medidas compensatorias adoptadas y su motivación. Igualmente, deberá remitir copia de
dicha resolución a los ayuntamientos afectados.»

Cuatro. Se añade un apartado 5 al artículo 16, que queda redactado como sigue:

“5.  En los  supuestos  en los  que,  de  conformidad con la  normativa  urbanística  o  reguladora del
régimen del suelo, no se requiera previa licencia de obras  por estar sujetos al deber de presentar una
declaración responsable en materia  urbanística,  para  la  construcción,  ampliación  o  reforma de un
establecimiento  de  alojamiento  turístico  sujeto  a  clasificación  administrativa  sino  una  declaración
responsable,  la  declaración  responsable  expresa  de  que  el  establecimiento  proyectado  reúne  los
requisitos previstos en la normativa aplicable para ostentar una determinada clasificación turística de
acuerdo  con  el  grupo,  categoría,  modalidad  y,  en  su  caso,  especialidad  del  establecimiento
proyectado, y la documentación referida en el apartado 1, deberán ser remitidas directamente por la
persona interesada a la Delegación Provincial o Territorial de la Consejería competente en materia de
turismo. 

Ésta  emitirá  un  informe  en  el  plazo  de  un  mes,  a  contar  desde  la  fecha  de  la  recepción  de  la
documentación, que será notificado a la entidad interesada, y se pronunciará sobre la adecuación de la
declaración responsable a la normativa turística reguladora de la clasificación aplicable efectuada por
la parte interesada, pudiendo proponerse una reformulación de la clasificación pretendida.
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Transcurrido el plazo de un mes señalado en el párrafo anterior sin que la Delegación Provincial o
Territorial  hubiera  comunicado  o  notificado  informe,  se  considerará  conforme  con  el  proyecto
presentado.”

Disposición final sexta. Modificación del Decreto 159/2016, de 4 de octubre, por el que se aprueba el
Reglamento General de las Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección Civil de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

La disposición transitoria primera del Decreto 159/2016, de 4 de octubre, por el que se aprueba el
Reglamento General de las Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección Civil de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, queda redactada en los siguientes términos:

"Disposición transitoria primera. Adaptación de Reglamentos de Agrupaciones.
Las entidades locales de las que dependan las Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección
Civil  de la Comunidad Autónoma de Andalucía que a la fecha de la entrada en vigor del presente
Decreto no hayan adaptado sus Reglamentos al Reglamento General de las Agrupaciones Locales del
Voluntariado de Protección Civil de la Comunidad Autónoma de Andalucía, dispondrán hasta el 31 de
enero de 2021 para proceder a la adaptación. En caso de incumplimiento, se procederá a cancelar el
asiento de inscripción en el Registro de Agrupaciones Locales del Voluntariado de Protección Civil de la
Comunidad Autónoma de Andalucía."

Disposición final séptima. Modificación de la Orden de 3 de junio de 2016, por la que se establecen las
bases  reguladoras  para  la  concesión  de  subvenciones  públicas,  en  régimen  de  concurrencia
competitiva, en materia de Formación Profesional para el Empleo, en las modalidades de formación de
oferta  dirigida  prioritariamente  a  personas  trabajadoras  desempleadas  y  a  personas  trabajadoras
ocupadas.

Se modifica el apartado 2.a) del Cuadro Resumen “Conceptos subvencionables (Artículos 1, 5, 9 y
17)”, de la Orden de 3 de junio de 2016, por la que se establecen las bases reguladoras para la
concesión de subvenciones públicas, en régimen de concurrencia competitiva, en materia de Formación
Profesional  para  el  Empleo  en las  modalidades  de formación de oferta  dirigida  prioritariamente  a
personas trabajadoras desempleadas y a personas trabajadoras ocupadas, que queda redactado como
sigue:

“2.a) Conceptos subvencionables:
- ACCIONES FORMATIVAS DIRIGIDAS A PERSONAS TRABAJADORAS OCUPADAS EN LA COMUNIDAD
AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA.
1. Estas acciones están dirigidas a personas trabajadoras ocupadas. No obstante, podrán participar,
además,  las  personas  trabajadoras  en  situación  de  desempleo  inscritas  como  demandantes  de
empleo, en el porcentaje que se determine en cada convocatoria, de forma acorde a la coyuntura del
mercado de trabajo en cada momento.  Dicha participación no podrá superar, en cualquier caso, el
porcentaje máximo del total de participantes programados que haya establecido la normativa estatal
básica en materia de formación profesional para el empleo.
En la oferta formativa para ocupados programada por la Resolución de 23 de abril de 2018 (Boletín
número 82 de 30/04/2018), el porcentaje de desempleados participantes en la oferta programada no
podrá superar el 30% del total de participantes programados.”

Disposición final octava. Modificación de la Orden de 13 de diciembre de 2019, por la que se aprueban
las  bases  reguladoras  para  la  concesión  de  subvenciones  públicas,  en  régimen  de  concurrencia

00
17

25
97

132



Extraordinario núm. 27 - Lunes, 18 de mayo de 2020
página 86 

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

competitiva, para el desarrollo de programas formativos con compromiso de contratación dirigidos a
personas  trabajadoras  desempleadas,  en  el  marco  del  sistema de  Formación  Profesional  para  el
Empleo.

Se modifica el Cuadro Resumen de la Orden de 13 de diciembre de 2019, por la que se aprueban las
bases  reguladoras  para  la  concesión  de  subvenciones  públicas,  en  régimen  de  concurrencia
competitiva, para el desarrollo de programas formativos con compromiso de contratación dirigidos a
personas  trabajadoras  desempleadas,  en  el  marco  del  sistema  de  Formación  Profesional  para  el
Empleo, en los términos que se indican a continuación:

Uno. El apartado 4.a).2º “Requisitos que deben reunir quienes soliciten la subvención”, puntos  3, 4, y
5 g), que quedan redactados como sigue:

“3. Las empresas que realicen los contratos para dar cumplimiento al compromiso de contratación,
ya sea como solicitantes que adquieran el compromiso para sí mismas o como conveniadas con
entidades de formación solicitantes, no podrán haber reducido la plantilla de la empresa durante, al
menos, los tres meses anteriores a la publicación de la convocatoria. Las entidades de formación
solicitantes serán responsables de garantizar que las empresas a través de las cuales se lleva a cabo
el compromiso de contratación cumplen con este requisito.

Como consecuencia  de los efectos  derivados de la  pandemia provocada por el  COVID-19,  en la
convocatoria 2020/2021, el cumplimiento del requisito de mantenimiento de plantilla se determinará
tomando como referencia los 3 meses inmediatamente anteriores al 14 de marzo de 2020, fecha de
efectos del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo”.

“4. El centro de trabajo en el  que se dé cumplimiento al compromiso de contratación debe estar
situado en la misma provincia donde se haya impartido la formación o, en su caso, en provincias
limítrofes a esta, siempre que el centro de trabajo esté a una distancia máxima de 60 km del lugar de
impartición de la misma.

Como consecuencia  de los efectos  derivados de la  pandemia provocada por el  COVID-19,  en la
convocatoria  2020/2021,  la  distancia  máxima a que se refiere el  apartado anterior,  en caso de
provincias limítrofes, queda fijada en 100 km. Excepcionalmente, si el compromiso de contratación se
cumpliera en centros de trabajo situados a una distancia superior, pero ubicados en el territorio de la
Comunidad Autónoma, se tendrá por válido el compromiso atendiendo a las circunstancias que la
empresa o entidad solicitante acrediten debidamente ante el órgano gestor.

La información relativa a los puntos 1, 2, 3 y 4 del presente apartado, será recogida en una declaración
responsable de la representación legal de la empresa o entidad de formación, que se aportará junto
con  la  solicitud  de  subvención,  sin  perjuicio  de  que  pueda  requerirse  la  oportuna  acreditación
documental durante el transcurso del procedimiento.”

“5. g) Identificación de la/s empresas/s o entidad/es donde se llevará a cabo la contratación, con
indicación de los siguientes datos:
-  Constancia  expresa  del  porcentaje  de  personas  trabajadoras  formadas  que  se  compromete  a
contratar, que no podrá ser inferior al 40%. Asimismo, la contratación deberá implicar el aumento neto
de plantilla, no pudiendo tener por objeto cubrir sustituciones del personal fijo ni baja de personas
trabajadoras debidas a la voluntad empresarial.
- Número, tipo y características de los contratos a realizar y duración de los mismos. En todo caso, los
contratos  que  se  formalicen  como  consecuencia  del  compromiso  de  contratación  deberán  ser
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conformes a la normativa laboral. De conformidad con lo establecido en el artículo 28 del Real Decreto
694/2017, de 3 de julio, la duración del contrato será como mínimo de 6 meses en caso de jornada a
tiempo completo y de 9 meses cuando la jornada sea a tiempo parcial. En el supuesto de celebrarse
un contrato para la formación y el  aprendizaje la jornada de trabajo será a tiempo completo  y la
duración mínima del contrato será de 12 meses. El plazo para realizar las contrataciones no será
superior a tres meses a contar desde la finalización del correspondiente programa formativo.
En  las  correspondientes  convocatorias  se  establecerán  las  causas  por  las  que  las  entidades  de
formación  beneficiarias  podrán  modificar  los  convenios  realizados  con  las  empresas  para  dar
cumplimiento al compromiso de contratación, previa autorización del órgano gestor y manteniendo las
mismas condiciones.”

Dos. Se modifica el apartado 12.a) “Criterios de valoración por orden decreciente de importancia, y su
ponderación”, punto 2, que queda redactado como sigue:

“2. TIPO Y DURACIÓN DE LOS CONTRATOS (hasta 25 puntos).

Se valorará el tipo y duración de los contratos objeto del compromiso, no pudiendo ser esta duración
inferior a 6 meses en caso de jornada a tiempo completo y de 9 meses cuando la jornada sea a tiempo
parcial, de acuerdo con la siguiente puntuación:

2.1. Contratación indefinida:
2.1.1. Por cada contrato indefinido a jornada completa que se mantenga por periodo mínimo de 18
meses: 2 puntos.
2.1.2. Por cada contrato indefinido a jornada parcial  que se mantenga por periodo mínimo de 18
meses: 1,25 puntos.
Se entenderá por contratación a jornada parcial aquella con una duración inferior a la correspondiente
a la de una persona trabajadora a tiempo completo comparable, con un mínimo de jornada del 50%.
Como consecuencia de los efectos derivados de la pandemia provocada por el  COVID-19, para la
convocatoria  2020/2021,  la  contratación  indefinida  obtendrá  la  valoración  indicada en  este  punto
cuando se mantengan por periodo mínimo de 12 meses.

2.2. Contratación temporal:
2.2.1. Por cada contrato temporal a jornada completa de duración igual o superior a 6 meses: 0,5
puntos.
2.2.2. Por cada contrato temporal a jornada completa de duración igual o superior a 9 meses:  1
punto.
2.2.3. Por cada contrato temporal  a jornada parcial  de duración igual o superior a 9 meses: 0,2
puntos.
2.2.4. Por cada contrato temporal a jornada parcial de duración igual o superior a 12 meses: 0,3
puntos.

2.3. Incorporación de alumnado como persona/s socia/s trabajadora/s o de trabajo en cooperativas y
sociedades laborales, siempre que, en ambos casos, sean dados de alta como personas trabajadoras
por cuenta ajena: 0,5 puntos por cada incorporación, si se mantiene un periodo mínimo de 18 meses.
Como consecuencia de los efectos derivados de la pandemia provocada por el  COVID-19, para la
convocatoria 2020/2021, la incorporación de alumnado como persona/s socia/s trabajadora/s o de
trabajo en cooperativas y sociedades laborales obtendrá la valoración indicada en este punto cuando se
mantengan por periodo mínimo de 12 meses.
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Tres.  Se  añade  un  punto  3  al  apartado  12.a)  “Criterios  de  valoración  por  orden  decreciente  de
importancia, y su ponderación”, que queda redactado como sigue:

“3. CONTRATACIÓN EQUILIBRADA DE MUJERES Y HOMBRES (10 puntos)”
Con  objeto  de  conseguir  el  equilibrio  entre  mujeres  y  hombres,  cuando  en  el  compromiso  de
contratación, cada sexo esté representado al menos con un 40%, con un máximo del 60%, tanto en el
número de contratos, como en las condiciones de los mismos (duración y tipo de jornada), se valorará
con 10 puntos”.

Cuatro. Se modifica el apartado 12.a) “Criterios de valoración por orden decreciente de importancia, y
su ponderación”, punto 3, al que se le da nueva numeración como punto 4 y nueva puntuación, sin
alteración de su contenido.

“4. ÁREAS PRIORITARIAS (10 puntos).
Cuando el programa formativo incluya acciones formativas que se correspondan con alguna de las
áreas prioritarias que se determinen en las correspondientes convocatorias, se valorará a razón de 10
puntos.”

Cinco. Se modifica el apartado 12.a) “Criterios de valoración por orden decreciente de importancia, y
su ponderación”, punto 4, al que se le da nueva numeración como punto 5, sin alteración de su
contenido.

“5. CERTIFICADOS DE PROFESIONALIDAD (hasta 10 puntos).
Se valorará que el programa formativo incluya acciones formativas conducentes a la obtención de un
certificado de profesionalidad y/o a la acreditación parcial acumulable:
-  Cuando  el  programa  formativo  incluya  acciones  que  se  correspondan  con  una  especialidad
conducente a la obtención de certificados de profesionalidad, se valorará a razón de 5 puntos por cada
una de estas últimas, hasta un máximo de 10.
- Cuando se incluyan acciones formativas que se correspondan con un módulo formativo integrante de
una especialidad conducente a certificado de profesionalidad, se valorará a razón de 1,5 puntos por
cada acción, hasta un máximo de 3 puntos.”

Seis. Se modifica el apartado 12.a) “Criterios de valoración por orden decreciente de importancia, y su
ponderación”,  punto  5,  al  que  se  le  da  nueva  numeración  como  punto  6,  sin  alteración  de  su
contenido.

“6. CALIDAD EN LA GESTIÓN DE LA FORMACIÓN (hasta 5 puntos).
Cuando la empresa o entidad solicitante sea una entidad de formación, o bien cuando se subcontrate
con esta la impartición de la formación, se valorará que las mismas estén en posesión de uno o varios
de  los  siguientes  sistemas  de  gestión  de  la  calidad  en  vigor,  y  siempre  que  quede  acreditado
documentalmente, con un máximo de 5 puntos, según los siguientes supuestos:
- ISO 9001: 2 puntos.
- Calidad total EFQM: 2 puntos.
- Otras normas (Prevención de Riesgos Laborales, Protección Medio ambiente, Q*FOR): 1 punto, por
cada una de ellas.”

Siete. Se modifica el apartado 12.a) “Criterios de valoración por orden decreciente de importancia, y su
ponderación”,  punto  6,  al  que  se  le  da  nueva  numeración  como  punto  6,  sin  alteración  de  su
contenido.

2.4. Por cada contrato para la formación y el aprendizaje: 0,2 puntos.”
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“7. GRADO DE CUMPLIMIENTO DEL COMPROMISO DE CONTRATACIÓN.
Para una correcta valoración de los resultados de ejecución, cuando la empresa o entidad solicitante
hubiera obtenido subvención en la anterior convocatoria de programas formativos con compromiso de
contratación en régimen de concurrencia competitiva en el marco de las presentes bases reguladoras y
se  hubiera  producido  incumplimiento  del  compromiso  adquirido,  la  puntuación  total  del  baremo
obtenida se reducirá en el porcentaje que resulte según la siguiente graduación:
- Hasta un 10% de incumplimiento: no hay penalización.
- Más del 10% y hasta el 50% de incumplimiento: hasta un 20% de penalización.
- Más del 50% y hasta 100% de incumplimiento: entre un 21% y un 40% de penalización.”

Ocho. Se modifica el apartado 12.a) “Criterios de valoración por orden decreciente de importancia, y
su ponderación”, punto 7, que queda redactado como sigue:

“8. CRITERIOS CORRECTORES DE VALORACIÓN.
Ninguna entidad podrá percibir subvenciones para la realización de programas formativos cuya suma
supere el 10% del crédito presupuestario consignado en la respectiva convocatoria. En el caso de que
una misma entidad alcance este porcentaje, se optará por aquellos programas formativos, de entre los
que haya solicitado, que hayan obtenido mayor puntuación en los criterios de valoración, y en caso de
empate, se aplicará la priorización prevista en el apartado 12.b).”

Nueve. Se modifica el apartado 27.b) “Criterios de graduación que se aplicarán a los incumplimientos”,
puntos 2.1 y 2.2, que quedan redactados como sigue:

“2.1. Supuestos de incumplimiento total del compromiso de contratación, que darán lugar a la pérdida
del  derecho al  cobro de la subvención y procedencia de reintegro con devolución del  total  de las
cantidades percibidas con cargo a la misma:
-  Cuando  la  contratación  llevada  a  cabo  sea  inferior  al  75%  del  porcentaje  comprometido  en  la
resolución de concesión de la subvención, tanto en lo relativo al porcentaje de contratación, como al
tipo y duración de los contratos y a la contratación equilibrada de mujeres y hombres contratados.”

“2.2.  Supuestos de incumplimiento  parcial  del  compromiso de contratación,  que darán lugar  a la
minoración del importe de la subvención en el porcentaje que haya dejado de cumplirse y procedencia
de reintegro, en su caso, con devolución de parte de las cantidades percibidas con cargo a la misma:
- Cuando la contratación llevada a cabo sea igual o superior al 75% sin llegar a alcanzar el 100% de lo
comprometido en la resolución de concesión, tanto en lo relativo al porcentaje de contratación, como al
tipo y duración de los contratos y a la contratación equilibrada de mujeres y hombres contratados.
- Cuando se produzca incumplimiento de la obligación establecida en el apartado 23.b).3º, epígrafe 14,
relativa a la sustitución de la persona trabajadora contratada, en el plazo de quince días hábiles, que
haya cesado por despido declarado procedente, o bien por renuncia voluntaria al puesto de trabajo.
En todo caso, cualquiera de estas circunstancias deberá ser puesta en conocimiento del órgano gestor
competente  en  el  plazo  de  diez  días  hábiles  desde  el  momento  de producirse,  debiendo  quedar
oportunamente acreditadas.
-  El  cese por despido declarado nulo  o improcedente de cualquiera  de las  personas trabajadoras
contratadas.

En  estos  casos,  la  minoración  del  importe  de  la  subvención  se  realizará  aplicando  el  criterio  de
proporcionalidad, considerando que al porcentaje de contratación comprometido en la solicitud, y que
determinó que la empresa o entidad solicitante resultase beneficiaria, corresponde el 100% del importe
a liquidar, salvo que medien causas o circunstancias sobrevenidas o imprevistas que, apreciadas por la
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Dirección General competente en materia de formación profesional para el empleo, hayan impedido su
cumplimiento. De idéntica forma se calculará en los casos de “2.Tipo y duración de los contratos” y
“3.  Contratación equilibrada de mujeres  y  hombres”,  previstos  respectivamente,  en los  apartados
12.a). 2 y 12.a).3.”

Disposición final novena. Modificación de la Orden de 21 de junio de 2011, por la que se establecen las
bases  reguladoras  del  procedimiento  de  concesión  de  subvenciones,  en  régimen  de  concurrencia
competitiva,  por  la  Agencia  Andaluza de Instituciones  Culturales,  para la  promoción  de  Festivales
flamencos de pequeño y mediano formato.

El Cuadro Resumen recogido en el Anexo de la Orden de 21 de junio de 2011, por la que se establecen
las bases reguladoras del procedimiento de concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia
competitiva,  por  la  Agencia  Andaluza  de  Instituciones  Culturales,  para  la  promoción  de  Festivales
flamencos de pequeño y mediano formato queda modificado como sigue:

Uno. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“Las actividades podrán ser realizadas en formato presencial, o en formato on line mediante medios
electrónicos y videoclips.”

Dos. En el apartado 5.c) 1º se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“- Gastos de proyecciones en plataformas digitales y los de creación de webs, los gastos de propiedad
intelectual y licencias, y la promoción en redes sociales.” 

Tres. Se modifica el apartado 5.c).2º en el siguiente sentido:
“Sí. Se podrán compensar lo siguientes conceptos:
Se  admite  la  compensación  de  gastos  entre  partidas  del  presupuesto  aceptado  del  proyecto
subvencionado con un límite del 30% del mismo.”

Cuatro. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención por
tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c) de
la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Disposición final décima. Modificación de la Orden de 1 de agosto de 2016, por la que se establecen
las bases reguladoras de concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva a la
producción de largometrajes en Andalucía.

El Cuadro Resumen recogido en el Anexo de la Orden de 1 de agosto de 2016, por la que se establecen
las bases reguladoras de concesión de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva a la
producción de largometrajes en Andalucía, queda modificado como sigue:

Uno. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“El estreno del largometraje se puede realizar en salas de cine, televisión o plataformas SVOD, PVOD,
VOD y PayTV.”

Dos. En el apartado 5.c)1ºa) se añade el cardinal 7 con la siguiente redacción:
“7. Los gastos derivados de las medidas de implementación de protocolos de seguridad de rodajes y
material sanitario y de protección que requiera la normativa que se establezca para rodajes por la crisis
COVID-19.”

00
17

25
97

137



Extraordinario núm. 27 - Lunes, 18 de mayo de 2020
página 91 

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Tres. Se modifica el apartado 5 c) 2º en el siguiente sentido:
“Si. Se podrán compensar los siguientes conceptos: Porcentaje máximo que se permite compensar:
Porcentaje máximo: Se admitirá la compensación de gastos entre partidas del presupuesto aceptado
del proyecto subvencionado con un límite del 30% del mismo.” 

Cuatro. Se modifica el apartado 10.c) en el siguiente sentido:
“Exclusivamente en el registro electrónico de la Administración de la Junta de Andalucía, a través de la
dirección electrónica https://ws050.juntadeandalucia.es/vea, de conformidad con lo establecido en el
artículo 26 del Decreto 622/2019, de 27 de diciembre.

Cinco. En el apartado 21.a) 2, se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“El cambio de persona o entidad beneficiaria de la subvención podrá dar lugar a la modificación de la
resolución de concesión, únicamente en aquellos supuestos en los que la entidad beneficiaria pase a
integrarse en una Agrupación de Interés Económico o en cualquier otra entidad persona jurídica de
carácter asociativo, mercantil y civil, que se incorpore a la producción con anterioridad a la finalización
del rodaje, y  con independencia de la fecha en que la misma haya sido constituida, cumpla con los
requisitos establecidos en el apartado 4.” 

Disposición final decimoprimera. Modificación de la Orden de 7 de septiembre de 2016, por la que se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones  en  régimen  de  concurrencia
competitiva para la promoción del teatro, la música, la danza y el circo en Andalucía.

Los Cuadros Resumen recogidos en el Anexo de la Orden de 7 de septiembre de 2016, por la que se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones  en  régimen  de  concurrencia
competitiva  para  la  promoción  del  teatro,  la  música,  la  danza  y  el  circo  en  Andalucía,  quedan
modificados como sigue:

Cuadro Resumen de la Linea 1: Apoyo a la distribución de espectáculos:

Uno. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“Se  considera  concepto  subvencionable  la  promoción  a  través  de  grabaciones  audiovisuales  y
discográficas y representaciones en transmisión a través de internet y videoclips, así como la creación
de webs y plataformas digitales.”

Dos. En el apartado 4.a) 2º se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción: 
“También se podrá obtener la condición de beneficiaria  con la acreditación de compromiso de un
mínimo  de  tres  grabaciones  audiovisuales  y  discográficas  y/o  representaciones  en  plataformas
especializadas y en videoclips.” 

Tres. En el epígrafe 4 del apartado 5.c) 1º se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción: 
“- Los gastos de proyecciones en plataformas digitales y los de creación de webs.”

Cuatro. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:

“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Cuadro Resumen de la Línea 2: Apoyo a la producción de espectáculos de teatro y circo dirigidos a
público adulto, familiar o infantil  y juvenil,  de compañías de teatro o circo, con trayectoria artística
profesional inferior a 3 años.
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Uno. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“Se  considera  concepto  subvencionable  las  grabaciones  audiovisuales  y  representaciones  en
transmisión a través de internet y videoclips, asi como la creación de webs y plataformas digitales.” 

Dos. En el epígrafe 3 del apartado 5.c).1ºse añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción: 
“- Gastos de proyecciones en plataformas digitales y los de creación de webs.”

Tres. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Cuadro Resumen Línea 3: Apoyo a la producción de espectáculos de teatro y circo dirigidos a público
adulto, familiar o infantil y juvenil, de compañías de teatro o circo, con trayectoria artística profesional
superior a 3 años. 

Uno. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“Se  considera  concepto  subvencionable  las  grabaciones  audiovisuales  y  representaciones  en
transmisión a través de internet y videoclips, asi como la creación de webs y plataformas digitales.” 

Dos. En el epígrafe 3 del apartado 5.c).1ºse añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción: 
“- Gastos de proyecciones en plataformas digitales y los de creación de webs.”

Tres. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Cuadro Resumen de la Línea 5: Apoyo a la producción y grabaciones audiovisuales, discográficas y
videoclips de espectáculos de música y de danza y conciertos de música dirigidos a público adulto,
familiar o infantil y juvenil, de formaciones de música o compañías de danza, con trayectoria artística
profesional superior a 3 años.

Uno. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:

“Se  considera  concepto  subvencionable  las  grabaciones  audiovisuales  y  representaciones  en
transmisión a través de internet y videoclips, asi como la creación de webs y plataformas digitales.” 

Dos. En el epígrafe 3 del apartado 5.c).1ºse añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“- Gastos de proyecciones en plataformas digitales y los de creación de webs.”

Tres. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Cuadro Resumen de la Línea 6. Subvenciones para la organización de ferias, festivales, muestras u
otros eventos de exhibición escénica o musical en Andalucía que contemplen una programación ya sea
en directo, grabada o retransmitida en plataforma digital. 
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Uno. En el Apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“Se considera concepto subvencionable las grabaciones audiovisuales y discográficas, representaciones
en transmisión a través de internet y videoclips, asi como la creación de webs y plataformas digitales.” 

Dos. En el epígrafe 3 del apartado 5.c).1ºse añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“- Gastos de grabación discográfica y videoclips y difusión o retransmisión en plataforma digital y los de
creación de webs.” 

Tres. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Cuadro Resumen de la Línea 8: Subvenciones a salas de exhibición escénica de gestión privada.

Uno. En el apartado 2.a) se modifica el párrafo 5º que queda redactado como sigue:
“La programación presentada abarcará desde el 1 de enero de 2020 al 30 de junio de 2021” 

Dos. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“La programación podrá ser en directo o retransmisión en plataforma digital, y podrá así mismo incluir
grabaciones audiovisuales y video clips relacionadas con las artes escénicas.“

Tres. En el epígrafe 1 del apartado 5.c).1ºse añaden los siguientes párrafos con la siguiente redacción: 
“- Gastos de grabación discográfica y videoclips y difusión o retransmisión en plataforma digital y los de
creación de webs. 
Son también gastos subvencionales los realizados para el desarrollo de las actividades programadas en
el apartado 2a).”  

Cuatro. Se modifica el epígrafe 2 del apartado 5.c)1º que queda redactado como sigue: 
“Gastos laborales de personal técnico, administrativo, de dirección o de gestión de la sala, incluido el
coste empresarial derivado de la contratación en concepto de seguridad social e impuestos, hasta un
máximo del 60% del presupuesto aceptado. En caso de que el beneficiario fuera persona física podrán
incluirse los recibos de autónomo por el tiempo imprescindible para el desarrollo de la actividad.”

Cinco. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Disposición final decimosegunda.  Modificación de la Orden de 24 de marzo de 2017 por la que se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones  en  régimen  de  concurrencia
competitiva para la promoción del tejido profesional del flamenco en Andalucía.

El  Cuadro  Resumen recogido  en  el  Anexo  de  la  Orden  de  24  de  marzo  de  2017  por  la  que  se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones  en  régimen  de  concurrencia
competitiva para la promoción del tejido profesional del flamenco en Andalucía, queda redactado como
sigue:
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Cuadro Resumen de la Línea: Subvenciones a la producción y creación de espectáculos de flamenco.

Uno. En el apartado 2.a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“Se considera concepto subvencionable las  representaciones  en transmisión a través de internet  y
videoclips.” 

Dos. En el epígrafe 2 del apartado 5.c).1ºse añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“-  Instalación  de  plataformas  online,  mantenimiento  de  servidores  y  correspondientes  copias  de
seguridad, configuración de entornos, gastos de infraestructura tecnológica, y creación y adecuación de
páginas webs, campañas de marketing, diseño y maquetación online.”

Tres. Se modifica el apartado 5.c).2º en el siguiente sentido:
“Sí. Se podrán compensar lo siguientes gastos subvencionables:
Se  admite  la  compensación  de  gastos  entre  partidas  del  presupuesto  aceptado  del  proyecto
subvencionado con un límite del 30% del mismo.”

Cuatro. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Cuadro Resumen de la Línea: Subvenciones a la asistencia a festivales y eventos de especial interés
cultural

Uno. En el apartado 2.a) se modifica el párrafo 2º que queda redactado como sigue:
“Se admitirán como actividades subvencionables aquellas que se hubieran iniciado dentro del  año
natural en el que se realice la correspondiente convocatoria y finalice como máximo el 30 de junio del
año siguiente al de la citada convocatoria.”

Disposición final  decimotercera.  Modificación de la Orden de 19 de mayo de 2017, por la que se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones,  en  régimen  de  concurrencia
competitiva, a la producción de cortometrajes en Andalucía.

La Orden de 19 de mayo de 2017, por la que se establecen las bases reguladoras de concesión de
subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, a la producción de cortometrajes en Andalucía,
queda modificada como sigue:

Uno. En el artículo 5.1.a) se añade el ordinal 7º con la siguiente redacción: 
“7º. Todos los derivados de las medidas de implementación de protocolos de seguridad de rodajes y
material sanitario y de protección que requiera la normativa que se establezca para rodajes por la crisis
COVID-19.”

Dos. En el artículo 5 se añade el apartado 8 con la siguiente redacción:
“8.  Se admitirá  la  compensación de gastos  entre  partidas  del  presupuesto  aceptado del  proyecto
subvencionado con un límite del 30% del mismo.” 

Tres. En el artículo 22.2 se añade la letra c) con la siguiente redacción:
“c) El cambio de persona o entidad beneficiaria de la subvención podrá dar lugar a la modificación de
la resolución de concesión, únicamente en aquellos supuestos en los que la entidad beneficiaria pase a
integrarse en una Agrupación de Interés Económico o en cualquier otra entidad persona jurídica de
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carácter asociativo, mercantil y civil, que se incorpore a la producción con anterioridad a la finalización
del rodaje, y con independencia de la fecha en que la misma haya sido constituida, cumpla con los
requisitos establecidos en el apartado 4.”

Disposición final  decimocuarta. Modificación de la  Orden de 19 de mayo de 2017,  por  la  que se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones,  en  régimen  de  concurrencia
competitiva, a la producción de documentales en Andalucía.

La Orden de 19 de mayo de 2017, por la que se establecen las bases reguladoras de concesión de
subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, a la producción de documentales en Andalucía,
queda modificada como sigue:

Uno. En el artículo 5.1.a) se añade el ordinal 7º con la siguiente redacción:
“7º. Todos los derivados de las medidas de implementación de protocolos de seguridad de rodajes y
material sanitario y de protección que requiera la normativa que se establezca para rodajes por la crisis
COVID-19.”

Dos. En el artículo 5 se añade el apartado 8 con la siguiente redacción:
“8.  Se admitirá  la  compensación de gastos  entre  partidas  del  presupuesto  aceptado del  proyecto
subvencionado con un límite del 30% del mismo.” 

Tres. En el artículo 22.2 se añade la letra c) con la siguiente redacción:
“c) El cambio de persona o entidad beneficiaria de la subvención podrá dar lugar a la modificación de
la resolución de concesión, únicamente en aquellos supuestos en los que la entidad beneficiaria pase a
integrarse en una Agrupación de Interés Económico o en cualquier otra entidad persona jurídica de
carácter asociativo, mercantil y civil, que se incorpore a la producción con anterioridad a la finalización
del rodaje, y con independencia de la fecha en que la misma haya sido constituida, cumpla con los
requisitos establecidos en el apartado 4.”

Disposición final decimoquinta.  Modificación de la Orden de 21 de marzo de 2018, por la que se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones,  en  régimen  de  concurrencia
competitiva, por la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales, para la promoción del tejido asociativo
del flamenco en Andalucía.

El  Cuadro  Resumen recogido  en el  Anexo de la  Orden de 21 de  marzo  de 2018,  por  la  que se
establecen  las  bases  reguladoras  de  concesión  de  subvenciones,  en  régimen  de  concurrencia
competitiva, por la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales, para la promoción del tejido asociativo
del flamenco en Andalucía, queda modificado como sigue:

Uno. En el Apartado 2 a) se añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“Las actividades podrán ser realizadas en formato presencial, o en formato on line mediante medios
electrónicos.”

Dos. En el epígrafe 2 del apartado 5.c).1ºse añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
“- Gastos de proyecciones en plataformas digitales.”

Tres. Se modifica el apartado 5.c).2º en el siguiente sentido:
“Sí. Se podrán compensar lo siguientes gastos subvencionables:
Se  admite  la  compensación  de  gastos  entre  partidas  del  presupuesto  aceptado  del  proyecto
subvencionado con un límite del 30% del mismo.”
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Cuatro. Se modifica el apartado 24 a) 2º en el siguiente sentido:
“Con anticipo de un importe superior al 75% y hasta el límite del 100% del importe de la subvención
por tratarse de: Subvención acogida al siguiente supuesto excepcional: establecido en el articulo 29.1c)
de la vigente Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía.”

Disposición final decimosexta. Modificación de normas reglamentarias.

Las determinaciones incluidas en las normas reglamentarias que son objeto de modificación en el
presente decreto-ley podrán ser modificadas por normas del rango reglamentario correspondiente a la
norma en que figuran.

Disposición final decimoséptima. Habilitación. 

Reglamentariamente  se podrá  modificar  lo  establecido en el  Capítulo  I,  en el  Capítulo  II  y  en las
disposiciones que regulen medidas relacionadas con las previstas en dichos capítulos. 

Disposición final decimoctava. Desarrollo y ejecución.

1. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de turismo para dictar
las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean necesarias en desarrollo y ejecución del
presente decreto-ley, así como para el desarrollo reglamentario de las disposiciones contenidas en el
Capítulo I de este decreto-ley, y expresamente para modificar sus anexos.

Se habilita a la persona titular de la Dirección General competente en materia de inspección de los
servicios turísticos para el reconocimiento de certificaciones de calidad para acreditar el cumplimiento
de determinados requisitos.

2. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de presidencia para
dictar  las  disposiciones  que,  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  sean  necesarias  en  desarrollo  y
ejecución del  presente  decreto-ley,  así  como para  el  desarrollo  reglamentario  de  las  disposiciones
contenidas en el Capítulo II de este decreto-ley.

3. Se  autoriza  a  la  persona  titular  de  la  Consejería  con  competencias  en  materia  de  formación
profesional para el empleo para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean
necesarias en desarrollo y ejecución del presente decreto-ley.

4. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de coordinación de la
contratación del sector público andaluz y de transformación digital para dictar las disposiciones que, en
el  ámbito  de sus competencias,  sean necesarias  en desarrollo  y  ejecución de lo  previsto  en este
decreto-ley.

Con carácter  particular,  por  Orden de la  Consejería  competente en materia  de coordinación de la
contratación del sector público  andaluz se adoptarán las disposiciones y medidas necesarias para el
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en materia de contratación electrónica en el presente decreto-ley.

Asimismo,  se autoriza  a las personas titulares  de la  Dirección General  competente en materia  de
transformación digital y de coordinación de la contratación  del sector público andaluz, en el ámbito de
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sus respectivas competencias, para realizar cuantas actuaciones sean necesarias en ejecución de lo
dispuesto en materia de contratación electrónica en el presente decreto-ley.

5. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de deporte para dictar
las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean necesarias en desarrollo y ejecución del
presente decreto-ley.

6. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de salud para dictar
las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean necesarias en desarrollo y ejecución del
presente decreto-ley.

7. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de políticas sociales
para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean necesarias en desarrollo y
ejecución del presente decreto-ley.

8. Se  autoriza  a  la  persona  titular  de  la  Consejería  con  competencias  en  materia  de  cultura  y
patrimonio  histórico  para  dictar  las  disposiciones  que,  en  el  ámbito  de  sus  competencias,  sean
necesarias en desarrollo y ejecución del presente decreto-ley.

Disposición final decimonovena. Entrada en vigor y vigencia.

1. El presente decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía, con las siguientes salvedades:

a) Lo dispuesto en el Capítulo I y disposiciones relacionadas, entrará en vigor el día siguiente al de la publicación del
presente decreto-ley en el BOJA.

b) Lo dispuesto en la Sección 1ª del Capítulo III y en la disposición adicional cuarta entrarán en vigor el 20 de mayo
de 2020. No obstante  para los expedientes de contratación de la Consejería  de Fomento, Infraestructura y 
ordenación del Territorio y en sus agencias adcristas lo dispuesto en la referida  Sección 1ª  del Capítulo  III y en 
la disposición adicional cuarta entrará en vigor de diez días hábiles a contar a partir de la publicación en BOJA del 
presente Decreto-ley. 

c) Lo dispuesto en el artículo 44 entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía, para todos los escritos recogidos en el apartado 2 del mismo, salvo para los escritos de presentación
del recurso especial y reclamaciones para los que la entrada en vigor se producirá el 1 de junio de 2020.

d) Lo dispuesto en el Capítulo IV entrará en vigor el día siguiente al de su publicación el BOJA.

2. Con carácter general, las medidas previstas en el presente decreto-ley mantendrán su vigencia hasta el fin de la
vigencia de la declaración del estado de alarma.

No obstante lo anterior, se establecen las siguientes reglas particulares de vigencia:

a) Aquellas medidas previstas en este decreto-ley que tienen un plazo determinado de duración se sujetarán al
mismo.

b) La regulación prevista en el Capítulo I y disposiciones relacionadas ajustará su vigencia a la de una disposición
normativa.

c) La regulación prevista en el Capítulo II y las disposiciones de este decreto-ley que le afecten en cuanto a su
desarrollo, modificación, derogación o régimen transitorio ajustarán su vigencia a la de una disposición normativa.
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d) Las medidas previstas en el Capítulo III  y las disposiciones de este decreto-ley que le afecten en cuanto a su
desarrollo, modificación o derogación mantendrán vigencia indefinida.

e) La modificación que se efectúa de la Ley 2/1994, de 24 de marzo, de creación de una empresa pública para la
gestión de los Servicios de Emergencias Sanitarias, mediante la disposición final primera, ajustará su vigencia a la de
la citada disposición legal.

f) La modificación que se efectúa del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y
tributario al sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social,
para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), mediante la disposición final tercera,
ajustará su vigencia a la prevista en el citado decreto-ley.

g) Las modificaciones que se efectúan mediante las disposiciones finales séptima y octava ajustarán su vigencia a la
de las disposiciones reglamentarias que modifican. 

h) Las medidas que se aprueban en el Capítulo IV continuarán vigentes durante todo el año 2020.

i) Las medidas que se aprueban en el Capítulo V y en las disposiciones finales novena, décima, decimoprimera,
decimosegunda, decimotercera, decimocuarta y decimoquinta, continuarán vigentes hasta la completa ejecución de
las convocatorias que se efectúen en el ejercicio 2020.

Sevilla, 18 de mayo de 2020

JUAN MANUEL MORENO BONILLA
Presidente de la Junta de Andalucía

ELÍAS BENDODO BENASAYAG
Consejero de la Presidencia,

Administración Pública e Interior
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APÉNDICE

RECOMENDACIONES DE PROTECCIÓN DE LA SALUD PARA LA APERTURA DE ZONAS Y
AGUAS DE BAÑO EN ANDALUCÍA.

La  situación  provocada  por  el  COVID-19,  supone  una  amenaza  para  la  salud  y  seguridad  de  las
personas  usuarias  de  las  playas  que  las  autoridades  competentes  deben minimizar  para  evitar  el
contagio a la vez que se garantizan los servicios.

Estas  recomendaciones  recogen  una  selección  no  exhaustiva  de  medidas,  las  cuales  deben  ser
implantadas  y,  en  su  caso,  complementadas  por  las  autoridades  locales  en  función  de  las
características  de  sus  playas  y  de  los  resultados  obtenidos  en  sus  evaluaciones  de  riesgo,  y
adaptándose a las indicaciones de las autoridades sanitarias conforme vaya evolucionando la crisis
sanitaria actual. Asimismo, las mismas no sustituyen, sino refuerzan, todas aquellas medidas que de
forma obligatoria deben implantar las autoridades locales en las aguas y zonas de baño de Andalucía,
de acuerdo con las normativas existentes, que ya se venían aplicando.

Estas recomendaciones deben ser complementadas con aquellas otras específicas que la autoridad
sanitaria  vaya  disponiendo,  tales  como  las  referidas  al  aforo  o  desarrollo  concreto  permitido  de
actividades en las  zonas de baño.  Las  distintas  actividades,  tales  como las  de  hostelería,  que se
desarrollen en esas zonas, deberán atenerse a las normas y recomendaciones para ellas establecidas.

Igualmente deberán seguirse las medidas generales recomendadas a las personas usuarias de las
playas, a las que se deben añadir las medidas generales de higiene recomendadas por el Ministerio de
sanidad respecto a la COVID-19.
En este sentido se realizan las siguientes recomendaciones:

A) AFORO.

En el correspondiente Plan de Contingencia, las entidades locales deberían establecer el máximo aforo
permitido en las playas de su municipio de acuerdo a las disposiciones que se vayan dictando por la
autoridad sanitaria competente.
Asimismo, sería conveniente recoger en el Plan las directrices necesarias para mantener el equilibrio
entre la previsión de bajamar y pleamar y el aforo máximo permitido.
En las zonas de estancia de las personas usuarias,  se recomienda una distribución espacial  para
garantizar la distancia de seguridad de al menos dos metros entre ellas mediante señales en el suelo
limitando  los  espacios.  Todos  los  objetos  personales,  como toallas,  deben permanecer  dentro  del
perímetro de seguridad de dos metros establecido,  evitando contacto con el resto de las personas
usuarias.

B) APERTURA Y CIERRE DE PLAYAS.

Las entidades locales deberían delimitar en el Plan de Contingencia un horario de apertura y cierre de
las playas, de tal forma que su horario permitiese realizar las labores de limpieza y desinfección que,
en todo caso, debería ser una actividad previa al inicio de la apertura y posterior tras el cierre de la
zona de baño.
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En  caso  de  autorizarse  actividades  deportivas,  se  permite  la  práctica  de  actividades  deportivas,
profesionales o de recreo, siempre que se puedan desarrollar individualmente y sin contacto físico,
permitiendo mantener una distancia mínima de dos metros entre los participantes. 

C) ACCESOS.

En  el  Plan  de  Contingencia  se  debería  recoger  que  en  los  accesos  a  la  playa  existan  carteles
informativos respecto a las medidas específicas de uso de la playa, así como recordatorias de las
medidas preventivas y de seguridad establecidas en la playa.

El acceso a la playa podrá ser en su modalidad de entrada y salida, siempre y cuando cumpla los
requisitos de distancia de seguridad interpersonal de, al menos, dos metros entre las personas que
hacen uso del mismo espacio de acceso.

Cuando sea posible, y los accesos no permitan la distancia de seguridad entre las personas usuarias
que acceden y los que abandonan la playa, el Plan de Contingencia debería establecer e identificar
accesos concretos para la entrada y otros para la salida. Si la entidad local contase con rampas de
acceso en la arena, podría ampliar su anchura o disponer de rampas paralelas.

En el caso de que la playa tenga su aforo completo y existan personas esperando para acceder, se
aconseja facilitar la espera en espacio de sombra que, a su vez, permita mantener la distancia mínima.

Es recomendable regular el acceso ordenado y escalonado a los aparcamientos cercanos a las playas
evitando aglomeraciones que no permitan mantener la distancia social.
Los accesos a la playa, en el caso de que cuenten con escaleras y barandillas deberían limpiarse y
desinfectarse con una frecuencia diaria predeterminada.

Se podría recoger en el Plan, en aquellas playas cuyas dimensiones lo permitan, la habilitación de
zonas accesibles cercanas a los accesos, reservadas para personas con movilidad reducida y mayores
de 65 años.

D) ESTANCIA EN LA PLAYA Y EL AGUA.

La entidad local, a través del correspondiente Plan de Contingencia, debería contemplar las medidas
preventivas y de seguridad generales a las personas bañistas, establecidas por los poderes públicos en
materia de sanidad, relativas a distanciamiento físico e higiene respiratoria.

Igualmente podría indicar en el Plan aquellas actividades recreativas no permitidas hasta en tanto la
situación epidémica lo permita y así lo indique expresamente la autoridad sanitaria competente y en las
condiciones que se establezcan.

El  Plan  de  Contingencia  debería  incluir  las  medidas  de  información  de  las  normas  de  obligado
cumplimento,  como puede ser  la  exigencia  de que  los  niños  menores  de 14 años  estén siempre
acompañados por una persona adulta.

Todo lo anterior debería respetarse igualmente durante el baño y en el Plan de Contingencia se podría
prohibir el uso de útiles flotantes.
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-
El Plan de Contingencia, en los casos de existencia del servicio de baño asistido, debería indicar la
forma de prestación del  servicio y las condiciones para su correcto funcionamiento,  procurando la
entidad local  que se cumplan todas  las  disposiciones  respecto al  aforo,  distancias  en la  zona de
sombra y limpieza y desinfección de los elementos comunes usados.

F) TRATAMIENTO DE LOS RESIDUOS GENERADOS.

El Plan de Contingencia debería recoger una planificación adecuada acerca del servicio que ofrezca la
entidad local sobre el tratamiento de los residuos generados en la playa, realizando un servicio de
recogida con mayor frecuencia e informando de los puntos de depósito o papeleras.

G) ASEOS Y VESTUARIOS.

El Plan de Contingencia debería establecer las indicaciones que sean dictadas por la autoridad sanitaria
competente en todo lo que se refiera al acondicionamiento, uso, limpieza y desinfección de los aseos y
vestuarios ubicados en las zonas de la playa.

No se recomienda la disposición de módulos de vestuarios y duchas, y en cualquier caso, no se podrá
hacer uso de las duchas.
Los aseos serán usados en caso estrictamente necesario y se deberán tener en cuenta las siguientes
medidas:

• Siempre que sea posible deberán instalarse medidas que permitan la entrada y salida de estos
espacios sin la necesidad de usar las manos.
• No se permitirá el acceso sin calzado a los mismos.
• A su entrada se dispondrán de geles hidroalcohólicos.
• La ocupación máxima será de una persona, salvo en aquellos supuestos de personas que
puedan precisar asistencia, en cuyo caso también se permitirá la utilización por su acompañante. 
• Los módulos deberán ventilarse frecuentemente, y en caso de disponer de extractores, estos
permanecerán en funcionamiento mientras que permanezcan abiertos.
• La frecuencia de limpieza y desinfección profunda de los aseos debería ser como mínimo de 3
veces al día. Los turnos de limpieza se realizarán teniendo en cuenta la afluencia de personas en
horarios determinados y siempre se llevará a cabo una limpieza y desinfección al final de la jornada.
• Se deberán limpiar y desinfectar los elementos de contacto con una mayor frecuencia.
• Dispondrán de carteles informativos de cómo realizar la higiene de las manos.
• Se recomienda dispositivos de apertura no manual para los grifos.
• Dispondrán en todo momento de jabón y  papel  desechable,con papeleras a pedal  y  bolsa
interior.
• Deberán incluirse en el Plan de seguridad de la playa para el control de las medidas anteriores
por las personas usuarias.

H) DUCHAS Y LAVAPIÉS EXTERIORES.

El Plan de Contingencia debería recoger las instrucciones que sean dictadas por la autoridad sanitaria
competente en todo lo que se refiera al uso y disfrute de las duchas y lavapiés exteriores.

En la medida de lo posible deberán ser de accionamiento no manual.

E) SERVICIO DE BAÑO ASISTIDO.
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seguridad, haciendo uso de los mismos una persona bañista solo, salvo en el caso de menores o
personas dependientes.
En las duchas/lavapiés exteriores además se prestará especial atención a la limpieza y desinfección de
aquellas  partes  susceptibles  de  entrar  en  contacto  con  la  piel,  y  especialmente  las  manos  (los
pulsadores, etc.), con una frecuencia diaria predeterminada.

I) SOMBRILLAS Y HAMACAS/TUMBONAS DE ALQUILER.

El Plan de Contingencia debería proporcionar la información relativa a las hamacas y sombrillas en la
playa de modo que se mantuviese la distancia de seguridad. En el caso de instalarse, se deberán
cumplir las siguientes recomendaciones:

• Las hamacas y sombrillas se distribuirán en el espacio de tal forma que se pueda mantener la
distancia de seguridad o en su caso la disposición de barreras físicas, de fácil limpieza y desinfección,
entre las personas usuarias.
• No se recomienda el uso de colchones o colchonetas, instando a las personas usuarias a usar
su toalla personal.
• Se llevará a cabo la limpieza y desinfección de estos elementos después de haber sido utilizado
por las personas usuarias y antes de que vuelvan a ser alquilados.
• Además, al final de la jornada siempre se deberá llevar a cabo una limpieza y desinfección
profunda de todos los elementos.
• Se recomendará su reserva previa y el pago telemático.

J) LOCALES DE PRIMEROS AUXILIOS Y TORRES DE VIGILANCIA DE SOCORRISMO.

Las entidades locales deberían recoger en el Plan la planificación de la limpieza y desinfección de los
locales destinados a primeros auxilios, en cada cambio de turno. Igualmente, se debería reflejar en el
Plan las vías de acceso, metros de espacio destinado a primeros auxilios y aforo máximo permitido con
garantías de seguridad, así como el servicio de atención al bañista.

Con independencia de las medidas de protección en el ámbito laboral de la prevención de riesgos, se
deberá efectuar una limpieza y desinfección de los elementos de las personas  bañistas que acudan al
mismo.

Se recomienda su uso solo en caso estrictamente necesario, accediendo una persona bañista solo a
los mismos, salvo caso de menores o personas dependientes.

Se establecerá una ventilación adecuada y frecuente de los mismos.

Además, al final de la jornada siempre se deberá llevar a cabo una limpieza y desinfección de todos los
elementos.

Respecto  a  las  torres  de  vigilancia  u  otros  puntos  fijos  de  vigilancia  de  socorrismo,  el  Plan  de
Contingencia debería recoger también, al margen de las medidas en materia de prevención de riesgos
laborales, aquellas medidas relativas al uso de los elementos comunes y a su limpieza y desinfección.

K) ESPACIOS OCUPADOS POR ACTIVIDADES DE ALQUILER.

El Plan de Contingencia debería recoger los espacios ocupados por aquellas actividades sometidas a
concesión administrativa o a cualquier régimen de prestación, que debieran respetar las medidas que la

Se deberá disponer de cartel informativo sobre su uso y la obligación de mantener la distancia de
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autoridad sanitaria establezca específicamente para su actividad y desarrollo, incluyendo las medidas
de distanciamiento físico y las de prevención de riesgos laborales.

En el caso de que se permita el desarrollo de su actividad, se deberán tener en cuenta las siguientes
recomendaciones:

• Estos espacios contarán en todo momento con jabón líquido o geles hidroalcohólicos para el
uso de las personas usuarias, que deberán desinfectarse las manos antes de su uso.
• Además contarán con cartel informativo sobre cómo realizar la higiene de las manos.
• Se recomienda su uso mediante cita previa y pago con medios telemáticos.
• Los hidropedales u otros elementos de alquiler que permitan su uso por más de una persona
bañista, como motos acuáticas,  podrán ser usados conforme a lo que establezcan las autoridades
sanitarias.
• Se  llevará  a  cabo  la  limpieza  y  desinfección  de  estos  elementos  después  de  haber  sido
utilizados por las personas usuarias y antes de que vuelvan a ser alquilados.
• Además, al final de la jornada siempre se deberá llevar a cabo una limpieza y desinfección
profunda de todos los elementos.

L) CAPACIDAD DE CARGA DE LA PLAYA.

Dado que una de las vías de contagio es el contacto entre personas o a través de los aerosoles que
emitimos al estornudar o al hablar, se requiere establecer una distancia de seguridad entre el grupo de
personas máximo permitido por la autoridad sanitaria que se hayan trasladado a la playa utilizando el
mismo transporte. Por ello, se debería realizar una organización de la superficie seca de la playa para
que se pueda mantener una distancia de precaución entre dichos grupos superior a la distancia que
indiquen las autoridades sanitarias tanto en la arena como en el agua de baño.

Se diferencia entre playas urbanas, de fácil acceso y por tanto mayor afluencia, y playas naturales, con
dificultad en el acceso y menor masificación. En ambos casos se apelará a la responsabilidad social de
la persona usuaria,  informando,  mediante cartelería en los accesos,  de las normas de prevención
adoptadas para el uso de las playas:

• Mantener las distancias de seguridad evitando aglomeraciones.
• Servicios disponibles en la playa y uso correcto.
• Recomendaciones  para  asegurar  el  buen  funcionamiento  y  convivencia  entre  las  personas
usuarias.

En este sentido, se reitera la posibilidad de habilitar zonas accesibles para personas con movilidad
reducida y mayores de 65 años.

M) REQUISITOS ESPECÍFICOS PARA EL PERSONAL DE SEGURIDAD EN PLAYA.

El  personal  de  seguridad  de  la  playa  (socorristas,  vigilantes,  personas  que  ejerzan  funciones  de
información  o  provisión  de  servicios  de  primeros  auxilios  etc.)  debería  contar  con  la  formación
adecuada en prevención del COVID-19 y conocer el Plan de Contingencia establecido por la entidad
local.

El  servicio  de  socorrismo  debería  supervisar  y  controlar  que  las  personas  usuarias  cumplan
correctamente las medidas de seguridad e higiénico-sanitarias correspondientes y garantizar que se
respeta la legislación y/o regulación local establecida frente al COVID-19.
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N) EMPRESAS  CONCESIONARIAS  UBICADAS  EN  EL  ESPACIO  MARÍTIMO  TERRESTRE  O  PASEOS
MARÍTIMOS.

Las empresas concesionarias de servicios de restauración (chiringuitos, kioskos, venta ambulante, …),
de turismo activo (escuelas náuticas, alquiler de hidropedales, alquiler de kayak, parques acuáticos, ...)
así como las empresas de transporte turístico marítimo con casetas de venta ubicadas en el espacio
marítimo terrestre o paseos marítimos, se recomienda que dispongan de un Plan de Contingencia que
estableciese  las  medidas  para  la  reducción  del  contagio  por  el  COVID-19,  sobre  la  base  de  las
recomendaciones  e  instrucciones  elaboradas  por  el  Ministerio  de  Sanidad  adaptado  a  su  oficio  y
actividad.

O) COMUNICACIÓN A LAS PERSONAS USUARIAS DE LA PLAYA.

El  Plan  de  Contingencia  debería  establecer  los  mecanismos  necesarios  para  garantizar  que  la
información ofrecida a la persona usuaria de la playa sea completa y se actualice de forma periódica.
La entidad local  debería  definir  la  persona responsable  y  establecer  los  canales  de  comunicación
necesarios para informar sobre:

Medidas específicas tomadas para la prevención del COVID-19 por parte de la entidad local.
La  no  disponibilidad  de  algunos  de  los  servicios  ofertados  sobre  la  base de  evaluación  y

análisis de riesgos e información acerca de dónde se encuentra el más cercano.
Restricciones relacionadas con la nueva situación de prevención frente al COVID-19.
Medidas a adoptar por las propias personas usuarias, de acuerdo al Plan de Contingencia y

nuevas normas de uso.
Forma de actuar en caso de tener síntomas de haber contraído el COVID- 19.

De forma específica, se propone la colocación de cartelería con diseño común en todas las playas.
Se debería disponer en lugares visibles, que estuviese realizada con materiales perdurables, a efectos
de evitar su rápido deterioro y/o sustracción, y que utilizase pictogramas comprensibles por la persona
usuaria:

Cartelería en los diferentes puntos de acceso a la playa con medidas higiénicas, normas de uso
de los accesos y pasarelas, distanciamiento de seguridad.

Señalización de las medidas a adoptar por las personas usuarias en los aseos.
Precintado de duchas y lavapiés con cartelería informativa. 

P) CAMPAÑAS DE DIFUSIÓN
Es conveniente diseñar  una campaña de concienciación dirigida a la  población con el  objetivo de
promocionar la seguridad del litoral mediante las medidas adoptadas, (video promocional, campaña en
redes sociales, campañas en radio, prensa y tv local,…)
Los elementos que compongan dicha campaña se difundirían por la entidad local a través de sus redes
sociales, aplicaciones móviles, páginas web, pantallas municipales, etc.

Decálogo de recomendaciones:
1. Quédate en casa si tienes síntomas.
2. Dúchate antes de ir a la playa y al llegar de la playa.
3. Desplázate con seguridad a  la  playa.  Sigue  las  normas  y  recomendaciones  de  las
Autoridades en tu desplazamiento.
4. Planifica tu visita a la playa adecuadamente, extremando las medidas higiénicas individuales
(ropa y accesorios de baño limpios, utilizar una toalla por persona, mantener higiene de manos, evitar
tocarse las manos, nariz y boca, no tragar agua).
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5. Mantén la distancia de seguridad para evitar contagios.
6. No compartas objetos, como útiles de juego, con otras unidades de convivencia que estén en la
playa.
7. Intenta permanecer no más de 4 horas en la playa en horario de mañana o tarde para evitar
aglomeraciones.
8. Usa  bolsas  para  guardar  los  residuos  sólidos,  asegúrate  de  cerrarlas  adecuadamente  y
deposítalas  en las papeleras y contenedores de basura de la  playa.  No permitas  que las basuras
generen un serio peligro de contagio.
9. Ten una actitud responsable colaborando con el cumplimiento de las medidas de protección
adecuadas para cuidar tu salud. Obedece y respeta las indicaciones de los servicios de salvamento y
socorrismo. No fuerces su intervención alejándote de la orilla. No te bañes en zonas prohibidas.
10. Pon especial atención a los carteles informativos acerca del COVID-19.
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1. Disposiciones generales
Consejería de la Presidencia, Administración Pública 
e Interior

Corrección de errata del Decreto-ley 13/2020, de 18 de mayo, por el que se 
establecen medidas extraordinarias y urgentes relativas a establecimientos 
hoteleros, coordinación de alertas, impulso de la telematización, reactivación del 
sector cultural y flexibilización en diversos ámbitos ante la situación generada 
por el coronavirus (COVID-19) (BOJA Extraordinario núm. 27, de 18.5.2020).

Advertida errata en la disposición de referencia, a continuación se procede a su 
rectificación:

En la página 97, donde dice:
Disposición final decimonovena. Entrada en vigor y vigencia.
1. El presente decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín 

Oficial de la Junta de Andalucía, con las siguientes salvedades:
a) Lo dispuesto en el Capítulo I y disposiciones relacionadas, entrará en vigor el día 

siguiente al de la publicación del presente decreto-ley en el BOJA.
b) Lo dispuesto en la Sección 1.ª del Capítulo III y en la disposición adicional 

cuarta entrarán en vigor el 20 de mayo de 2020. No obstante para los expedientes de 
contratación de la Consejería de Fomento, Infraestructura y ordenación del Territorio y 
en sus agencias adcristas lo dispuesto en la referida Sección 1.ª del Capítulo III y en la 
disposición adicional cuarta entrará en vigor de diez días hábiles a contar a partir de la 
publicación en BOJA del presente Decreto-ley.

Debe decir: 
Disposición final decimonovena. Entrada en vigor y vigencia.
1. El presente decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín 

Oficial de la Junta de Andalucía, con las siguientes salvedades:
a) Lo dispuesto en el Capítulo I y disposiciones relacionadas, entrará en vigor el día 

siguiente al de la publicación del presente decreto-ley en el BOJA.
b) Lo dispuesto en la Sección 1.ª del Capítulo III y en la disposición adicional cuarta 

entrará en vigor el 20 de mayo de 2020. No obstante, para los expedientes de contratación 
de la Consejería de Fomento, Infraestructuras y Ordenación del Territorio y sus agencias 
adscritas lo dispuesto en la referida Sección 1.ª del Capítulo III y en la disposición adicional 
cuarta entrará en vigor en el plazo de diez días hábiles a contar a partir de la publicación 
en BOJA del presente Decreto-ley.
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1. Disposiciones generales
Consejería de la Presidencia, Administración Pública 
e Interior

Decreto-ley 14/2020, por el que se establecen con carácter extraordinario y 
urgente medidas para la reactivación del sector de la hostelería, restauración, 
ocio y esparcimiento, se adoptan las medidas de apoyo a las Entidades Locales 
necesarias para contribuir a la apertura de playas seguras y otras medidas 
económicas y tributarias, ante la situación de alerta sanitaria generada por el 
coronavirus (COVID-19).

I

Con motivo de la crisis sanitaria originada por el brote de coronavirus (COVID-19) se han 
adoptado, tanto a nivel autonómico como nacional, medidas urgentes de respuesta que 
se añaden a las actuaciones en el ámbito comunitario e internacional.

Por la Comunidad Autónoma de Andalucía, con fecha 13 de marzo, se adoptaron 
una serie de medidas preventivas de salud pública como consecuencia de la situación y 
evolución del COVID-19, medidas que fueron complementadas por otras adoptadas con 
fecha 14 de marzo, todas ellas dirigidas a proteger a las personas del riesgo de contagio, 
atender a las que son especialmente vulnerables, y garantizar la prestación de servicios 
sanitarios y sociales esenciales.

En esa misma fecha, el Gobierno de la Nación mediante Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, y ratifica todas las disposiciones y medidas adoptadas 
previamente por las autoridades competentes de las Comunidades Autónomas y de las 
entidades locales con ocasión del coronavirus.

El estado de alarma aprobado mediante el citado real decreto, entre otras cuestiones, 
restringe la libertad de circulación de personas, modificando la forma de trabajar de 
muchas de ellas, determina el cierre de centros educativos, prevé medidas de contención 
en el ámbito de la actividad comercial, equipamientos culturales, establecimientos y 
actividades recreativas, actividades de hostelería y restauración, y otras adicionales.

La prórroga del estado de alarma, acordada por sucesivos reales decretos, continúa 
con la situación de parálisis que afecta a los diferentes sectores económicos y productivos, 
produciendo un gran impacto perjudicial en la sociedad. Mediante la última prórroga 
aprobada por Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, se establece que la duración del 
citado estado de alarma se extenderá hasta las 00:00 horas del día 7 de junio de 2020.

En el momento actual, el Gobierno de la Nación ha iniciado un proceso de reducción 
gradual de las medidas extraordinarias de restricción de la movilidad y del contacto social 
establecidas mediante el citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Así, el pasado 28 
de abril de 2020 el Consejo de Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una nueva 
normalidad que establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución 
de la normalidad.

El objetivo fundamental que se establece en el citado Plan es conseguir que, 
manteniendo como referencia fundamental la protección de la salud pública, se recupere 
paulatinamente la vida cotidiana y la actividad económica, minimizando el riesgo que 
representa la epidemia para la salud de la población y evitando que las capacidades del 
Sistema Nacional de Salud se puedan desbordar.

La evolución dinámica de la crisis ha determinado que se deba acompasar la adopción 
progresiva de medidas que se ajusten a las exigencias de cada momento, valorando 
además en la adopción de algunas de ellas que esta situación de crisis sanitaria y 
de alerta se prolongue o se reitere en el tiempo, siendo necesario articular, mediante 00
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modificaciones urgentes, las previsiones que adecuen la normativa a las necesidades 
que imperan en el gradual desarrollo a esta nueva normalidad, así como medidas de 
apoyo a sectores que, requieren de la adopción de medidas de apoyo para la reactivación 
de su actividad

En este momento, Andalucía se encuentra en la mayoría de sus provincias en la 
Fase 2, salvo Granada y Málaga que se encuentran en la Fase 1 del citado proceso. En 
este nuevo contexto de desescalada e inicio del fin del confinamiento, deben adoptarse por 
tanto de forma urgente, las medidas precisas para asegurar el retorno a la normalidad.

En las últimas semanas, atendiendo a la evolución de la crisis sanitaria, se han ido 
aprobando por este Gobierno diversas medidas económicas y sociales de amplio alcance, 
dirigidas a proporcionar liquidez a la economía, mantener el empleo, así como proteger a 
las familias y a las personas más vulnerables.

Las circunstancias detalladas determinan la necesidad de articular mediante las 
disposiciones que se recogen en este decreto-ley, las previsiones necesarias para aliviar 
las consecuencias de las medidas adoptadas y expuestas, y dibujar el escenario propicio 
de vuelta a la denominada nueva normalidad, incluyendo las medidas necesarias en este 
nuevo contexto en el que se han identificado distintas fases, tanto de desescalada como 
de una posible reactivación de medidas necesarias en el caso de nuevos repuntes en los 
contagios.

II

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, dispone en su artículo 6 que cada 
Administración conservará las competencias que le otorga la legislación vigente en la 
gestión ordinaria de sus servicios, para adoptar las medidas que estime necesarias en 
el marco de las órdenes directas de la autoridad competente a los efectos del estado 
de alarma y sin perjuicio de lo que establecen los artículos 4 y 5. El estado de alarma 
aprobado mediante el citado real decreto y sus prórrogas afectan, entre otras cuestiones, 
a la libertad de circulación de personas, estableciendo además medidas de contención 
en el ámbito de los espectáculos públicos y las actividades recreativas que repercuten 
negativamente en el desarrollo de ese sector económico.

La prórroga del estado de alarma, acordada por sucesivos reales decretos, continúa 
con la situación de parálisis que afecta a los diferentes sectores económicos y productivos, 
que genera un gran impacto perjudicial en la sociedad.

Tal y como se indicaba en apartados anteriores, el pasado 28 de abril el Consejo de 
Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una nueva normalidad que establece los 
principales parámetros e instrumentos para la consecución de esa finalidad.

En este contexto, se han aprobado, entre otras, la Orden SND/399/2020, de 9 
de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, 
establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan 
para la transición hacia una nueva normalidad, la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, 
para la flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas tras 
la declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 2 del Plan para la transición 
hacia una nueva normalidad y la Orden SND/440/2020, de 23 de mayo, por la que se 
modifican diversas órdenes para una mejor gestión de la crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19 en aplicación del Plan para la transición hacia una nueva normalidad.

Mediante las citadas ordenes se regulan, entre otros extremos, medidas y condiciones 
para la reapertura al público de los establecimientos de hostelería y restauración, y de 
sus terrazas.

En este nuevo contexto de desescalada e inicio del fin del confinamiento, deben 
adoptarse por tanto de forma urgente, las medidas precisas para asegurar el retorno a la 
normalidad ajustándose a las exigencias de cada momento para que sirvan de apoyo a los 00
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sectores afectados, que requieren de instrumentos que incentiven su actividad mientras 
dure la situación de alerta sanitaria, en el marco de las referidas órdenes y sin perjuicio 
de lo que puedan establecer las entidades locales en el ejercicio de sus competencias.

La importancia de este sector económico en la economía regional y su reflejo en 
el mercado laboral queda evidenciada exponiendo que la Comunidad Autónoma de 
Andalucía registró el año pasado cerca de 55.000 establecimientos, los cuales emplearon 
a 295.000 personas. Este sector cerró el año en la región con una facturación de 17.000 
millones de euros, lo que representa el 5,9% de la riqueza regional. Estos datos permiten 
concluir que estamos ante uno de los principales motores productivos de la economía 
andaluza.

La alerta sanitaria causada por el COVID-19 ha castigado especialmente a este sector 
y ha puesto en peligro su viabilidad. En consecuencia, se hace imprescindible aunar 
todos los esfuerzos que sean necesarios para garantizar la continuidad del mismo dando 
respuestas rápidas y eficaces para aliviar, en la medida de lo posible, la incertidumbre 
que se presenta ante un futuro económicamente inseguro. Los poderes públicos deben 
tomar medidas y por lo que ahora respecta, mediante este decreto-ley, se intenta mitigar 
los devastadores efectos que esta crisis sanitaria está generando en la industria del ocio 
en general.

El artículo 72.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía atribuye a la Comunidad 
Autónoma la competencia exclusiva en materia de espectáculos públicos y actividades 
recreativas que incluye, en todo caso, la ordenación del sector, el régimen de intervención 
administrativa y el control de todo tipo de espectáculos en espacios y locales públicos.

La Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas de Andalucía, atribuye en el artículo 5.1 a los órganos de la Administración 
de la Comunidad Autónoma, la facultad de aprobar mediante decreto, el catálogo de 
espectáculos, actividades recreativas y tipos de establecimientos públicos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, especificando las diferentes denominaciones y modalidades y los 
procedimientos de intervención administrativa que, en su caso, procedan y en el artículo 
5.2, la definición de las diversas actividades y diferentes establecimientos públicos en 
función de sus reglas esenciales, condicionamientos y prohibiciones que se considere 
conveniente imponer para la celebración o práctica de los espectáculos públicos y 
actividades recreativas.

Sobre la base de dichas competencias, se aprobaron el Decreto 155/2018, de 
31 de julio, por el que se aprueba el Catálogo de Espectáculos Públicos, Actividades 
Recreativas y Establecimientos Públicos de Andalucía y se regulan sus modalidades, 
régimen de apertura o instalación y horarios de apertura y cierre y el Decreto 195/2007, 
de 26 de junio, por el que se establecen las condiciones generales para la celebración de 
espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter ocasional y extraordinario. La 
situación actual demanda con urgencia la necesidad de modificar determinados aspectos 
contenidos en los citados decretos que permitan incentivar la actividad y posibilitar el 
mantenimiento de este sector económico.

Con arreglo a lo anterior, y en ejercicio de las facultades que se confieren a las 
Comunidades Autónomas en el artículo 18.6 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, 
en la redacción dada por la Orden SND/440/2020, de 23 de mayo, en el Capítulo I se 
establece en la Comunidad Autónoma de Andalucía un aforo máximo del 50% en los 
establecimientos de hostelería y restauración para consumo en el local, salvo los locales 
de discotecas y bares de ocio nocturno.

Así mismo, con carácter temporal y en tanto persista la situación de alerta sanitaria, 
en dicho Capítulo se determina también que el horario máximo de cierre general de los 
establecimientos de hostelería sin música y con música se amplía en una hora, hasta las 
03:00 horas, no siéndole aplicable la ampliación de una hora más los viernes, sábado y 
vísperas de festivos y, se establece la posibilidad de que los Ayuntamientos determinen 
los horarios de terrazas y veladores para exclusivo consumo de comidas y bebidas 00
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instalados en la vía pública y otras zonas de dominio público, anexos o accesorios a 
establecimientos de hostelería y de ocio y esparcimiento, así como en las superficies 
privadas abiertas o al aire libre o descubiertas que formen parte de los establecimientos 
de hostelería y de ocio y esparcimiento, con sujeción no obstante a los límites que se 
establecen en el artículo 2.

El Decreto 155/2018, de 31 de julio, y el Decreto 195/2007, de 26 de junio, establecen una 
restricción al número de espectáculos públicos o actividades recreativas extraordinarios a 
celebrar al año en un mismo establecimiento o instalación, entendiéndose por extraordinarios 
aquellos espectáculos o actividades recreativas no previstos en las condiciones de apertura 
y funcionamiento del establecimiento, que limita excesivamente las posibilidades de 
optimización del uso de ciertos locales, recintos o instalaciones de pública concurrencia. 
La ampliación de dicha restricción de 12 días a 24 días dentro del año natural, posibilitará 
previa autorización municipal y sin perjuicio del cumplimiento de la normativa técnica, de 
seguridad y medio ambiental correspondiente, incrementar la actividad a desarrollar en 
dichos establecimientos o instalaciones, facilitando su reactivación.

Por otra parte, el Decreto 155/2018, de 31 de julio, requiere una autorización motivada, 
basada en el cumplimiento de los objetivos de calidad acústica en las áreas de sensibilidad 
habitada, para la instalación, entre otros, de terrazas y veladores en la vía pública y en 
espacios abiertos de establecimientos de hostelería y de ocio y esparcimiento en sectores 
del territorio con predominio de suelo de uso residencial o de especial protección acústica, 
que adolece de claridad en el actual marco normativo. Por ello, mediante la modificación 
que se efectúa en la disposición final séptima de varios preceptos de dicho decreto, entre 
otros, se delimita el alcance del cumplimiento de los objetivos de calidad acústica al interior 
de las edificaciones lo que facilitará a los operadores económicos y a los municipios, 
la aplicación de este precepto, en los términos de la normativa de protección contra la 
contaminación acústica, sin menoscabo del derecho al descanso de la ciudadanía.

Asimismo, el Decreto 155/2018, de 31 de julio, posibilita la celebración de actuaciones 
en directo de pequeño formato en el interior de establecimientos de hostelería, como 
actividad habitual complementaria de amenización de las personas usuarias de dichos 
establecimientos. En este sentido, se han delimitado los niveles mínimos de aislamiento 
acústico exigibles para así facilitar, con garantías, el desarrollo de dichas actividades 
complementarias sin menoscabo del derecho al descanso de la ciudadanía, lo que 
indudablemente redundará favorablemente en la creación de empleo y en la diversificación 
de la economía, lo que conlleva a su vez, la modificación mediante la disposición final 
novena de este decreto-ley, del Reglamento de Protección contra la Contaminación 
Acústica en Andalucía, aprobado por Decreto 6/2012, de 17 de enero, en relación con 
esos extremos.

Estas modificaciones redundarán favorablemente en la dinamización del sector, la 
creación de empleo y la recuperación de la economía. Andalucía alberga un notable 
potencial de desarrollo en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas y 
este marco normativo tiene la pretensión de contribuir a generar más actividad económica 
y a fomentar la empleabilidad.

III

Con la finalidad de atender con carácter inmediato la emergencia social provocada 
por el COVID-19 y hacer frente a las necesidades presupuestarias surgidas durante el 
periodo de declaración del estado de alarma, así como para aliviar en la medida de lo 
posible la situación de crisis a la que se enfrentan personas autónomas, trabajadores, 
y empresas andaluzas en general, se adoptan las medidas que permiten movilizar un 
conjunto de recursos financieros procedentes de la Junta de Andalucía y sus agencias, 
de las instituciones, de las Universidades públicas andaluzas y de las demás entidades 00
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del sector público andaluz, así como de los Fondos carentes de personalidad jurídica. 
Dichos recursos se integrarán en el Fondo de Emergencia Social y Económica contra el 
COVID-19, cuya creación fue instada mediante el Acuerdo del Consejo de Gobierno, de 
18 de mayo de 2020. Para ello, la Consejería de Hacienda, Industria y Energía adoptará 
las medidas necesarias de carácter presupuestario, en virtud de la habilitación contenida 
en el artículo 12 del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo.

Para asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, en el Capítulo II se 
modifican o suspenden con carácter excepcional determinadas limitaciones establecidas 
en diferentes normas de contenido presupuestario, con el único objetivo de maximizar 
los recursos financieros adicionales existentes en materia de remanentes de tesorería 
y otros ingresos de carácter adicional, limitando así el recurso al endeudamiento para la 
financiación del citado Fondo.

En este sentido, se desarrollan medidas de flexibilización en la utilización de la figura 
de la generación de créditos por cualquier ingreso que no esté previsto en el presupuesto 
inicial, así como en la consideración del remanente de tesorería de las diferentes entidades 
como mecanismo de financiación de dichas operaciones.

Por otra parte, dado que aún no se han fijado por el Gobierno de la Nación los 
objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública para la Comunidad Autónoma 
de Andalucía para el año 2020, las medidas que eventualmente tuvieran que adoptarse a 
efectos de asegurar el cumplimiento de lo previsto en el artículo 46.7 del Texto Refundido 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 
legislativo 1/2010, de 2 de marzo, se trasladan al momento de su fijación definitiva, 
dado que no es posible materializarlas en el momento actual en la tramitación de las 
operaciones presupuestarias necesarias para la dotación del Fondo de Emergencia 
Social y Económica contra el COVID-19.

Por otro lado, se incluyen normas sobre la utilización en las Universidades públicas 
de Andalucía de su remanente de tesorería, en sustitución de su financiación ordinaria o 
para la generación de créditos para inversiones públicas, de acuerdo con la autorización 
de la Consejería competente en materia de Hacienda. Con esa misma finalidad se amplía 
de forma excepcional para el presente ejercicio lo dispuesto en el artículo 89.5.a) del 
Texto Refundido de la Ley Andaluza de Universidades, aprobado por Decreto legislativo 
1/2013, de 8 de enero, en relación con la utilización del remanente de tesorería, quedando 
este sujeto a las necesidades de financiación que se adopten para la dotación del Fondo 
de Emergencia Social y Económica contra el COVID-19.

Por último, finalizan las medidas con una excepcionalidad a la afectación de precios 
públicos, y la autorización a la Consejería competente en materia de Hacienda para la 
aplicación a este fondo de las medidas presupuestarias necesarias para su dotación.

IV

El Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, por el que se establecen medidas urgentes 
y extraordinarias relativas a la seguridad en las playas, medidas administrativas en el 
ámbito educativo, y otras medidas complementarias ante la situación generada por el 
coronavirus (COVID-19), aprobaba en su Capítulo I las medidas relativas a la seguridad 
en las playas bajo la doble premisa de que junto con la satisfacción de unos estándares 
elevados de seguridad que en ningún caso supongan menoscabo de la salud pública 
e integridad de los ciudadanos, se despliegue la necesaria reactivación del turismo en 
cuanto sector estratégico en nuestra Comunidad Autónoma. La disposición transitoria 
primera del citado decreto-ley establece que los Ayuntamientos deberán elaborar y remitir 
al órgano directivo competente en materia de protección civil un plan de contingencia ante 
el COVID-19, que será de aplicación mientras dure la situación de alerta sanitaria, en el 
que se expondrán las medidas que han adoptado ante esta situación. 00
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En la modificación que se efectúa por la Orden SND 440/2020, de 23 de mayo, del 
artículo 46 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, se han incrementado las medidas 
que deberán tenerse en cuenta para garantizar el uso de las playas.

Ante las dimensiones y complejidad de las múltiples tareas a abordar y la inminencia 
de la llegada del periodo estival, se estima necesario por parte de la Administración 
autonómica dispensar, en la esfera de las competencias que le son atribuidas por 
el Estatuto de Autonomía en materia de protección civil, gestión de emergencias y 
preservación de la salud pública (artículos 37.1.25.º, 55 y 66), cuanta colaboración y 
asistencia resulten necesarias para la consecución de estos fines. Con independencia de 
la puesta a disposición de recursos materiales y técnicos, resulta fundamental destinar 
un importante número de recursos humanos a la prestación de servicios vinculados a la 
adecuada implementación y desarrollo de las citadas medidas.

La Administración de la Junta de Andalucía, con el fin de facilitar el cumplimiento de las 
condiciones para el uso de las playas previstas en el artículo citado artículo 46 de la Orden 
SND/414/2020, de 16 de mayo, en la redacción dada por la Orden SND/440/2020, de 23 
de mayo, establece mediante las medidas recogidas en el Capítulo III la posibilidad de 
suscribir convenios que tengan por objeto la prestación, por su personal, de los servicios 
necesarios para colaborar y asistir a los Ayuntamientos de los municipios costeros de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en el adecuado desarrollo y ejecución del plan de 
contingencia ante el COVID-19, previsto en la disposición transitoria primera del Decreto-
ley 12/2020, de 11 de mayo, así como la dotación de bienes o elementos de protección 
civil para su uso por la entidad local en el ejercicio de competencias relacionadas con el 
Capítulo I del citado decreto-ley. No obstante se establece que dicho personal dependerá 
de las Delegaciones del Gobierno de la Junta de Andalucía y quedará sujeto a las 
medidas de protección y prevención de riesgos laborales establecidas para el personal 
de la Administración de la Junta de Andalucía.

En atención a la realidad geográfica de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
con un total de 603 kilómetros de costa en la que se localizan hasta un total de 372 
playas, distribuidas por municipios correspondientes a cinco provincias, así como a la 
responsabilidad, dedicación y sensible contenido de las labores a desarrollar, resultaría 
necesaria la contratación de un volumen de personal adecuado de todas las tareas que 
resulten necesarias.

En el marco del sistema de clasificación profesional vigente en el ámbito del VI 
Convenio Colectivo del personal laboral de la Administración de la Junta de Andalucía 
existen puestos de trabajo, cuya cobertura provisional resultaría imprescindible y de 
extraordinaria necesidad para el desenvolvimiento de las tareas expuestas en atención a 
la definición de funciones que su desarrollo lleva aparejadas.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 76.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
en materia de función pública corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo 
legislativo y la ejecución en los términos del artículo 149.1.18.ª de la Constitución. Así 
mismo, en su apartado 2.c), el citado artículo 76 determina que corresponde a la Junta 
de Andalucía, en materia de función pública y personal al servicio de la Administración, 
respetando el principio de autonomía local la competencia exclusiva, en materia de 
personal laboral, sobre la adaptación a las necesidades derivadas de la organización 
administrativa y sobre la formación de este personal.

Así mismo, el artículo 89.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía determina que 
la Administración de la Comunidad Autónoma y las Administraciones locales ajustarán 
sus relaciones a los principios de información mutua, coordinación, colaboración y 
respeto a los ámbitos competenciales correspondientes determinados en el presente 
Estatuto, en la legislación básica del Estado y en la normativa autonómica de desarrollo, 
con plena observancia de la garantía institucional de la autonomía local reconocida por la 
Constitución y por la Carta Europea de la Autonomía Local. 00
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Por su parte el artículo 14.1 de la Ley 6/2019, de 19 de diciembre, del Presupuesto 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2020, señala que solo en casos 
excepcionales y para cubrir necesidades urgentes que no puedan ser atendidas por el 
personal laboral fijo podrá contratarse personal laboral durante el ejercicio 2020 para 
programas específicos o relativos a necesidades estacionales. La duración del contrato 
estará sujeta a la finalización del caso excepcional o la necesidad urgente que motivó 
su contratación y tendrá como límite el plazo máximo que permita la normativa laboral 
en función de la causalidad de las contrataciones temporales, de conformidad con las 
disponibilidades presupuestarias. Continúa sosteniendo dicho artículo en su apartado 2 
que las contrataciones y, en su caso, las prórrogas se efectuarán con cargo a los créditos 
del Capítulo I del presupuesto de gastos de la Junta de Andalucía y requerirán autorización 
de la Consejería competente en materia de Administración Pública, que será emitida en 
el plazo de un mes a contar desde la recepción del expediente completo, previo informe 
favorable de la Consejería competente en materia de Hacienda.

Dada la urgencia con la que habrá de producirse la incorporación efectiva de este 
personal a sus respectivos puestos de trabajo, se entiende absolutamente necesario 
que la contratación del personal laboral temporal se efectúe conforme al procedimiento 
establecido en la Resolución de 14 de abril de 2020, de la Dirección General de Recursos 
Humanos y Función Pública, por la que se establecen las bases que articulan el 
procedimiento de emergencia para la selección del personal funcionario interino y laboral 
temporal necesario en el marco de la emergencia de salud pública ocasionada por el 
COVID-19, dictada en aplicación de lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto-ley 3/2020, 
de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de 
agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar 
contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), y conforme al apartado 
cuarto de la Orden del Consejero de la Presidencia, Administración Pública e Interior de 15 
de marzo de 2020, por la que se determinan los servicios esenciales de la Administración 
General de la Junta de Andalucía con motivo de las medidas excepcionales adoptadas 
para contener el COVID-19.

V

Con el objeto de adaptar la norma a los procedimientos electrónicos en sede electrónica 
de la Agencia Tributaria de Andalucía, se da nueva redacción a los apartados 1 y 2 del 
artículo 59 del Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en materia de tributos cedidos, aprobado por Decreto legislativo 1/2018, de 
19 de junio, mediante la modificación operada en la disposición final primera, por la que se 
añade también a dicho texto una disposición transitoria para las publicaciones relativas a 
las liquidaciones de tasas por máquinas autorizadas en ejercicios o trimestres anteriores 
hasta la creación de la sede electrónica de la Agencia Tributaria de Andalucía.

El artículo 8 del Decreto-ley 4/2019, de 10 de diciembre, crea la Unidad Aceleradora 
de Proyectos de Interés Estratégico en Andalucía, atribuyéndole funciones de impulso 
y coordinación de los proyectos de inversión que se declaren de interés estratégico 
conforme a lo previsto en este Decreto-ley, con la finalidad de promover la agilización 
de todas las actuaciones y procedimientos de las Administraciones Públicas Andaluzas 
que sean necesarios para llevarlos a cabo y que realizará las actuaciones que procedan 
para hacer efectiva la tramitación preferente y urgente de los proyectos en las distintas 
tramitaciones administrativas.

No obstante lo anterior, las circunstancias económicas actuales nos exigen adoptar 
todas las medidas necesarias para contribuir a impulsar la actividad económica, y 
la agilización del funcionamiento de las Administraciones públicas es, sin duda, una 
palanca muy relevante, por todo ello se considera necesario incluir también en el ámbito 00
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de la Unidad Aceleradora de Proyectos de Interés Estratégico en Andalucía a aquellas 
iniciativas que, aunque no hayan sido declaradas de interés estratégico conforme al citado 
decreto-ley, por su importancia o naturaleza contribuyan al logro de los objetivos básicos 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía establecidos en el artículo 10 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía. Para ello, mediante la disposición final segunda se habilita al 
Consejo de Gobierno para que, a propuesta de la Consejería competente por razón de 
la materia, determine los proyectos e iniciativas que serán asignados a la referida Unidad 
con la finalidad de que sean tramitados e impulsados con la mayor diligencia y celeridad 
posible.

El título prevalente en el que descansa la competencia para regular la declaración 
de proyectos de interés estratégico es el reconocido en el artículo 58.2.1.º del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, en el que se establece que es la Comunidad Autónoma 
de Andalucía la que asume competencias exclusivas, de acuerdo con las bases y 
ordenación de la actuación económica general, sobre el fomento y la planificación de la 
actividad económica. Igualmente, esta iniciativa legislativa encuentra respaldo estatutario 
en los artículos 47.1.1.ª y 47.2.1.ª del Estatuto de Autonomía para Andalucía, que 
reconocen competencias exclusivas sobre el procedimiento administrativo derivado de 
las especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma, y la estructura y 
regulación de los órganos administrativos públicos y competencias compartidas sobre el 
régimen jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
respectivamente.

Por otro lado, con la finalidad de favorecer la liquidez de las familias, PYMES y 
autónomos, se aprueban en la disposición final tercera, medidas en el ámbito de las 
competencias tributarias autonómicas que afectan al Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones, al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados y a la Tasa Fiscal sobre los Juegos de Suerte, Envite o Azar. Mediante 
Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector 
económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia 
social, para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), 
y Decreto-ley 8/2020, de 8 de abril, por el que se establecen medidas extraordinarias 
y urgentes en el ámbito local y se modifica el Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de 
medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización de actuaciones 
administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los efectos de la 
evolución del coronavirus (COVID-19) ya se adoptaron medidas que, no obstante, debido 
a las sucesivas prórrogas del estado de alarma, han resultado insuficientes.

Mediante el presente decreto-ley se ejercen las competencias normativas que atribuye 
a la Comunidad Autónoma de Andalucía el artículo 180.2 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, la Ley 18/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos del Estado a 
la Comunidad Autónoma de Andalucía y de fijación del alcance y condiciones de dicha 
cesión, en los casos y condiciones que se prevé en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 
por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de 
régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias, y en el marco general del sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas establecido en el artículo 157 de la Constitución Española y en la Ley Orgánica 
8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Por lo que respecta a los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, se recogían en el citado 
Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, medidas de apoyo financiero transitorio que persiguen 
mitigar el posible impacto que el escenario económico de contención pueda tener sobre la 
economía andaluza. Con este fin, para evitar posibles tensiones en tesorería se establecía 
una ampliación del plazo de presentación y pago de los citados impuestos de tres meses 
adicionales a los previstos en la normativa específica de cada tributo. Si bien, teniendo en 
cuenta que el estado de alarma seguirá vigente más allá del 30 de mayo, y para posibilitar 00
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a los contribuyentes el ejercicio de sus obligaciones fiscales, se amplía un mes más al 
inicialmente previsto, cuando el vencimiento del nuevo plazo otorgado, coincida con el 
mes de junio.

Por otro lado, en relación con la Tasa Fiscal sobre los Juegos de Suerte, Envite o Azar, 
en el Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, antes citado, para contribuir al mantenimiento 
de la actividad económica y del empleo en el sector del juego, y especialmente en la 
hostelería, se redujo el gravamen para las máquinas recreativas y de azar, estableciendo 
una bonificación del cincuenta por ciento (50%) para las máquinas, de las tasas 
devengadas durante el segundo trimestre de 2020. Con esta medida orientada al 
mantenimiento de las máquinas en los citados establecimientos, se trata de impulsar a un 
sector especialmente afectado por la crisis del COVID-19 como es la hostelería, por su 
contribución al mantenimiento de la actividad económica y especialmente al empleo.

No obstante, debido a la ampliación del estado de alarma, y las diferentes fases de 
desescalada, resulta que ni las máquinas en hostelería ni en el resto de establecimientos 
de juego, han podido operar, por la prohibición de apertura de los establecimientos desde 
el inicio del estado de alarma. Por ello, resulta de justicia tributaria bonificar el 100% de la 
tasa de las citadas máquinas, ya que las mismas no podrán estar operativas por un periodo 
de al menos tres meses, y cuando lo hagan, será con ciertas limitaciones derivadas de las 
propias condiciones establecidas para la apertura de los establecimientos de la hostelería 
y resto de establecimientos del juego.

Por último, en la disposición final cuarta se modifican las bases reguladoras para 
la concesión de subvenciones para el pago de las comisiones de avales y de gastos 
financieros de los préstamos garantizados por los avales prestados por la Sociedad 
de Avales y Garantías de Andalucía, S.G.R., y por la Administración de la Junta de 
Andalucía con cargo al Fondo Público Andaluz para la Financiación Empresarial y el 
Desarrollo Económico, a que se refieren los artículos 1 y 2 del Decreto-ley 3/2020, de 
16 de marzo, aprobadas por el artículo 3 del Decreto-ley 11/2020, de 5 de mayo, por 
el que se establecen medidas urgentes, extraordinarias y complementarias de apoyo 
financiero al sector económico como consecuencia de la situación ocasionada por el 
coronavirus (COVID-19). Teniendo en cuenta que el procedimiento para la concesión 
de las subvenciones es de concurrencia no competitiva, con el objetivo de garantizar el 
cumplimiento de principios de actuación de las Administraciones Públicas tales como 
servicio efectivo, racionalización y agilidad de los procedimientos, de eficacia y eficiencia, 
las funciones, inicialmente atribuidas a la Comisión de Evaluación por el artículo 9.4 de 
las bases reguladoras solo se ejercerán por esta cuando, por acumulación del número 
de solicitudes formuladas, el órgano instructor considere que resulta conveniente su 
participación para el despacho adecuado y en plazo.

VI

Mediante Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, se establecen, entre otras, medidas 
urgentes y extraordinarias relativas a la seguridad en las playas.

En la disposición transitoria primera del citado decreto-ley se establece la necesidad 
de la elaboración por los Ayuntamientos de un plan de contingencia para el COVID-19 
que será de aplicación mientras dure la situación de alerta sanitaria, indicándose que en 
el mismo deberían exponerse las medidas que han adoptado ante esta situación al objeto 
de proteger la seguridad de las personas usuarias de las playas y garantizar el normal 
funcionamiento de los servicios.

En consonancia con lo anterior, y dictada la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, 
mediante Decreto-ley 13/2020, de 18 de mayo, por el que se establecen medidas 
extraordinarias y urgentes relativas a establecimientos hoteleros, coordinación de 
alertas, impulso de la telematización, reactivación del sector cultural y flexibilización en 00
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diversos ámbitos ante la situación generada por el coronavirus (COVID-19), se incluyeron 
recomendaciones adecuadas a dichas medidas.

Conforme a la regulación prevista, la apertura de playas no está condicionada a 
la presentación del citado plan de contingencia, dado que de ser esta la voluntad del 
legislador así se hubiera recogido expresamente. No obstante, teniendo en cuenta que 
se han suscitado dudas en cuanto a este extremo, procede por razones de seguridad 
jurídica, precisar su redacción. Por ello y en el marco de las competencias invocadas en 
el Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, resulta necesario introducir, con carácter urgente, 
en aras del cumplimiento del principio de seguridad jurídica, las precisiones citadas en la 
disposición transitoria primera del citado Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, mediante 
la disposición final quinta.

Así mismo, se procede mediante la disposición final sexta a efectuar una modificación 
del Decreto-ley 13/2020, de 18 de mayo, por el que se establecen medidas extraordinarias 
y urgentes relativas a establecimientos hoteleros, coordinación de alertas, impulso de la 
telematización, reactivación del sector cultural y flexibilización en diversos ámbitos ante la 
situación generada por el coronavirus (COVID-19).

VII

La regulación del decreto-ley en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
se contempla en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía que establece que en caso 
de extraordinaria y urgente necesidad el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas 
legislativas provisionales en forma de decretos-leyes, que no podrán afectar a los derechos 
establecidos en este Estatuto, al régimen electoral, ni a las instituciones de la Junta de 
Andalucía. No podrán aprobarse por decreto-ley los presupuestos de Andalucía.

En base a la previsión contenida en el artículo 110 del Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, el decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre 
que el fin que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido 
nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 
de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una 
situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de 
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido 
por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de 
las leyes.

La situación provocada por la evolución del virus desde que se procediera a su 
declaración como emergencia de salud pública de importancia internacional, ha generado 
la urgente necesidad de adoptar medidas extraordinarias en diversos ámbitos para hacer 
frente a la misma.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este decreto-ley se inscribe en el 
juicio político o de oportunidad que corresponde a este Gobierno (STC 93/2015, de 14 de 
mayo, FJ 6) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades de actuación 
que la situación de emergencia acreditada demanda (STC, de 30 de enero de 2019, 
Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019).

Como señala el Tribunal Constitucional, generalmente «se ha venido admitiendo el 
uso del decreto-ley en situaciones que se han calificado como «coyunturas económicas 
problemáticas», para cuyo tratamiento representa un instrumento constitucionalmente 
lícito, en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica la 
legislación de urgencia, que no es otro que subvenir a «situaciones concretas de los 
objetivos gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran una acción 
normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o 
por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes» 00
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(STC 31/2011, de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, 
de 8 de mayo, FJ 8).

En el presente caso, el fin que justifica la legislación de urgencia es el subvenir a una 
situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de 
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido 
por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de 
las leyes.

En consonancia con lo expuesto, se puede asegurar que existe una conexión directa 
entre la urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, teniendo 
en cuenta que los ámbitos a los que afectan las mismas requieren de una intervención 
inmediata. Estas medidas que se adoptan no podrían abordarse mediante tramitación 
ordinaria o parlamentaria de urgencia, teniendo en cuenta las materias a las que afectan.

Por último, este decreto-ley cumple con los límites fijados por las competencias 
autonómicas para acometer una regulación legal en esta materia. Cuando concurre, 
como en este caso, una situación de extraordinaria y urgente necesidad todos los poderes 
públicos que tengan asignadas facultades de legislación provisional y competencias 
sustantivas en el ámbito material en que incide tal situación de necesidad pueden 
reaccionar normativamente para atender dicha situación, siempre, claro está, que lo 
hagan dentro de su espectro competencial. (SSTC 93/2015, de 14 de mayo FJ11).

En el presente caso, estas medidas que se adoptan no pueden esperar a una 
tramitación ordinaria o parlamentaria de urgencia dado el efecto gravoso que provocaría 
en la ciudadanía al perder su esperada eficacia en este nuevo escenario de desescalada 
e inicio del fin del confinamiento.

Estas mismas razones que determinan la urgente necesidad son las que conducen 
a que el presente instrumento normativo se erija en el instrumento de que dispone 
este Gobierno para dar respuesta, en tiempo, a una situación que requiere de una 
actuación inmediata, dando con ello cumplimiento a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre.

A estos efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad 
y eficacia en el interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen, 
siendo el decreto-ley no sólo el instrumento más adecuado sino el único que puede 
garantizar su consecución y eficacia.

Del mismo modo, es proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para 
conseguir su objetivo. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico.

En cuanto al principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de 
consulta pública, audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y 
aprobación de decretos-leyes, sin perjuicio de la debida publicidad que se dará al mismo 
no sólo a través de los boletines oficiales sino también mediante su publicación en el 
Portal de Transparencia de la Junta de Andalucía, dando así con ello cumplimiento a la 
obligación dispuesta en el artículo 13.2 de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia 
Pública de Andalucía.

Por último, en relación con el principio de eficiencia, y teniendo en cuenta la 
propia naturaleza de las medidas adoptadas este decreto-ley, no se establece carga 
administrativa adicional.

Debe señalarse también que este decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, a los derechos establecidos en el Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, al régimen electoral, ni a las instituciones de la Junta de 
Andalucía. 00
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Por todo ello, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 110 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, a propuesta conjunta del Vicepresidente de la Junta de 
Andalucía y Consejero de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración Local, del 
Consejero de la Presidencia, Administración Pública e Interior, del Consejero de Hacienda, 
Industria y Energía y de la Consejera de Agricultura, Ganadería, Pesca y Desarrollo 
Sostenible, de conformidad con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 24 de 
octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación del 
Consejo de Gobierno, en su reunión celebrada el día 26 de mayo de 2020,

D I S P O N G O

CAPÍTULO I

Medidas relativas a los establecimientos de hostelería, restauración y de terrazas y veladores

Artículo 1. Aforo en establecimientos de hostelería y restauración.
Se establece en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía un aforo máximo 

del 50% en los establecimientos de hostelería y restauración para consumo en el local, 
salvo los locales de discotecas y bares de ocio nocturno, en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 18.6 de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, para la flexibilización de 
determinadas restricciones de ámbito nacional establecidas tras la declaración del 
estado de alarma en aplicación de la fase 2 del Plan para la transición hacia una nueva 
normalidad.

Artículo 2. Horarios en establecimientos de hostelería y de terrazas y veladores.
1. El horario máximo de cierre general de los establecimientos de hostelería sin 

música y con música se amplía en una hora, hasta las 03:00 horas, no siéndole aplicable 
la ampliación de una hora más los viernes, sábado y vísperas de festivos.

2. Los horarios de terrazas y veladores para exclusivo consumo de comidas y bebidas 
instalados en la vía pública y otras zonas de dominio público, anexos o accesorios a 
establecimientos de hostelería y de ocio y esparcimiento, así como en las superficies 
privadas abiertas o al aire libre o descubiertas que formen parte de los establecimientos 
de hostelería y de ocio y esparcimiento, se determinarán por los Ayuntamientos 
correspondientes, compatibilizando su funcionamiento con la aplicación de las 
normas vigentes en materia de contaminación acústica y medioambiental en general y 
garantizando el derecho a la salud y al descanso de la ciudadanía, con las siguientes 
limitaciones:

a) No podrán superar los márgenes de apertura y cierre generales previstos para 
cada tipo de establecimiento de hostelería o de ocio y esparcimiento.

b) En ningún caso el límite horario para la expedición de bebidas y comidas en dichos 
espacios podrá exceder de las 03:00 horas, debiendo quedar totalmente desalojados y 
recogidos, como máximo, en el plazo de media hora a partir de ese horario límite, siendo 
de aplicación con carácter general a todos los municipios sin excepción alguna.

CAPÍTULO II

Medidas relativas al Fondo de Emergencia Social y Económica contra el COVID-19

Articulo 3. Adecuación de la normativa presupuestaria para la financiación de los 
gastos de las medidas contra el COVID-19.

1. Con carácter excepcional para el presente ejercicio presupuestario podrán 
autorizarse generaciones de crédito de las previstas en el artículo 46.3 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado 00
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por Decreto legislativo 1/2010, de 2 de marzo, como consecuencia de cualquier otro 
ingreso, no previsto en el presupuesto inicial.

El crédito que se genere se destinará a financiar el Fondo de Emergencia Social y 
Económica contra el COVID-19.

Asimismo, con la misma vigencia temporal y en relación con lo establecido en el 
párrafo i) del artículo 46.3 del citado Texto Refundido, se considerará el remanente de 
tesorería de forma individualizada por cada entidad con contabilidad presupuestaria.

2. En las generaciones de crédito a que se refiere el apartado 1, las medidas que 
eventualmente tuvieran que adoptarse a efectos de asegurar el cumplimiento de lo 
previsto en el artículo 46.7 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública 
de la Junta de Andalucía, se materializarán de forma efectiva una vez sean fijados por el 
Gobierno de la nación los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública para 
la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2020.

3. En relación con la aplicación de lo dispuesto en el artículo 89.5.a) del Texto Refundido 
de la Ley Andaluza de Universidades, aprobado por Decreto legislativo 1/2013, de 8 de 
enero, relativo al procedimiento de utilización del remanente de tesorería, se habilita para 
el presente ejercicio presupuestario a la Consejería competente en materia de Hacienda, 
sin más trámite, a la disminución mediante modificación presupuestaria de las partidas 
de financiación incondicionada de las Universidades públicas de Andalucía para el año 
2020, minorando por dicha cifra los compromisos contables, y autorizando la utilización 
del Remanente de Tesorería de las mismas para el restablecimiento del equilibrio de sus 
Presupuestos o para la realización de inversiones con carácter extraordinario, y todo ello 
con el objetivo de contribuir a la financiación de los gastos en relación con la lucha contra 
el COVID-19, o para la reactivación económica, social o de fomento de empleo, derivado 
de dicha crisis sanitaria.

4. A los ingresos derivados de precios públicos que estén incluidos en el remanente 
de tesorería de ejercicios anteriores que se integre en el Fondo de Emergencia Social y 
Económico contra el COVID-19, no les será de aplicación lo establecido en el artículo 151 
de la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

5. De acuerdo con lo previsto en el artículo 12 del Decreto-ley 3/2020, de 16 de 
marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización 
de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra 
los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), la Consejería de Hacienda, 
Industria y Energía adoptará las medidas necesarias de carácter presupuestario para la 
instrumentación y dotación presupuestaria del Fondo de Emergencia Social y Económica 
contra el COVID-19.

CAPÍTULO III

Medidas de apoyo a las Entidades Locales para contribuir a la apertura de playas seguras

Artículo 4. Dotación de recursos destinados al uso seguro de las playas con motivo 
del COVID-19.

1. La Administración de la Junta de Andalucía, con el fin de facilitar el cumplimiento 
de las condiciones para el uso de las playas previstas en el artículo 46 de la Orden 
SND/414/2020, de 16 de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de 
ámbito nacional establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación 
de la fase 2 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, y de conformidad 
con lo previsto en el artículo 83 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de autonomía local de 
Andalucía, podrá suscribir convenios que tengan por objeto la prestación, por su personal, 
de los servicios necesarios para colaborar y asistir a los Ayuntamientos de los municipios 
costeros de la Comunidad Autónoma de Andalucía en el adecuado desarrollo y ejecución 00
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del plan de contingencia ante el COVID-19, previsto en la disposición transitoria primera 
del Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, por el que se establecen medidas urgentes 
y extraordinarias relativas a la seguridad en las playas, medidas administrativas en el 
ámbito educativo, y otras medidas complementarias ante la situación generada por el 
coronavirus (COVID-19), así como la dotación de bienes o elementos de protección civil 
para su uso por la entidad local en el ejercicio de competencias relacionadas con el 
Capítulo I del citado decreto-ley.

En el cumplimiento de los citados convenios, el personal de la Administración 
autonómica dependerá de las Delegaciones del Gobierno de la Junta de Andalucía y 
quedará sujeto a las medidas de protección y prevención de riesgos laborales establecidas 
para el personal de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. Las necesidades de efectivos que en la Administración de la Junta de Andalucía 
y en las entidades de su sector público, sean precisas para garantizar el adecuado 
cumplimiento y ejecución de los Convenios a que se refiere este artículo podrán 
cubrirse mediante la contratación de personal laboral temporal de conformidad con el 
procedimiento previsto en los apartados 5, 6 y 7 del artículo 13 del Decreto-ley 3/2020, 
de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de 
agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para 
luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19).

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en este decreto-ley.

Disposición final primera. Modificación del Texto Refundido de las disposiciones 
dictadas por la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de tributos cedidos, 
aprobado por Decreto legislativo 1/2018, de 19 de junio.

El Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en materia de tributos cedidos, aprobado por Decreto legislativo 1/2018, de 19 
de junio, queda modificado como sigue: 

Uno. Los apartados 1 y 2 del artículo 59 del Texto Refundido de las disposiciones 
dictadas por la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de tributos cedidos, 
aprobado por Decreto legislativo 1/2018, de 19 de junio, quedan redactados de la siguiente 
forma:

«1. Tratándose de máquinas autorizadas en trimestres anteriores, la Agencia 
Tributaria de Andalucía practicará de oficio una liquidación por la cuota trimestral para 
cada autorización de explotación que esté vigente a la fecha del devengo en el registro de 
matrículas al que se refiere el artículo anterior.

Con carácter previo a la expedición de dichas liquidaciones y con efectos meramente 
informativos, el órgano gestor procederá a publicar en la sede electrónica de la Agencia 
Tributaria de Andalucía los datos del registro de matrículas de autorizaciones de 
explotación de máquinas recreativas, habilitando un plazo de diez días naturales para la 
realización de las alegaciones por las personas interesadas.

2. Las liquidaciones a que se refiere el apartado anterior se notificarán colectivamente, 
conforme a lo previsto en el artículo 102.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, mediante su publicación en la sede electrónica de la Agencia Tributaria de 
Andalucía. La Administración pondrá a disposición de los contribuyentes, en los dos 
primeros meses del trimestre, los documentos en que se efectuará el ingreso.

No obstante, si se producen modificaciones respecto al trimestre anterior en la 
titularidad de la autorización de explotación o en los elementos determinantes de la deuda 
tributaria, la liquidación deberá notificarse individualmente con arreglo a lo dispuesto en 
el apartado 2 del artículo 60 de esta ley.» 00
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Dos. Se añade una nueva disposición transitoria cuarta que queda redactada como sigue:
«Disposición transitoria cuarta. Publicaciones relativas a las liquidaciones de tasas 

por máquinas autorizadas en ejercicios o trimestres anteriores, hasta la creación de la 
sede electrónica de la Agencia Tributaria de Andalucía.

Hasta la creación de la sede electrónica de la Agencia Tributaria de Andalucía, las 
publicaciones en la citada sede electrónica previstas en los apartados 1 y 2 del artículo 59 
de esta ley se realizarán en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.»

Disposición final segunda. Modificación del Decreto-ley 4/2019, de 10 de diciembre, 
para el fomento de iniciativas económicas mediante la agilización y simplificación 
administrativas en la tramitación de proyectos y su declaración de interés estratégico para 
Andalucía, para la creación de una unidad aceleradora de proyectos de interés estratégico 
y por el que se modifica la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía.

Se añade un apartado 5 al artículo 8 del Decreto-ley 4/2019, de 10 de diciembre, 
para el fomento de iniciativas económicas mediante la agilización y simplificación 
administrativas en la tramitación de proyectos y su declaración de interés estratégico para 
Andalucía, para la creación de una unidad aceleradora de proyectos de interés estratégico 
y por el que se modifica la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, que queda redactado como sigue:

«5. Adicionalmente a lo señalado en el apartado 1 del presente artículo, el Consejo 
de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en la materia, podrá acordar la 
asignación a la unidad aceleradora de proyectos, de todas aquellas iniciativas que por su 
importancia o naturaleza contribuyan al logro de los objetivos básicos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía establecidos en el artículo 10 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía.»

Disposición final tercera. Modificación del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, 
de medidas de apoyo financiero y tributario al sector económico, de agilización de 
actuaciones administrativas y de medidas de emergencia social, para luchar contra los 
efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19).

El Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, de medidas de apoyo financiero y tributario al 
sector económico, de agilización de actuaciones administrativas y de medidas de emergencia 
social, para luchar contra los efectos de la evolución del coronavirus (COVID-19), queda 
modificado como sigue:

Uno. Se modifica el artículo 3, que queda redactado como sigue: 
«Artículo 3. Bonificación de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar, 

relativa a máquinas recreativas y de azar.
Se aplicará una bonificación del 100% de la cuota trimestral de la tasa fiscal sobre los 

juegos de suerte, envite o azar, relativa a máquinas recreativas y de azar a que se refiere 
el artículo 43.2 del Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía en materia de tributos cedidos, aprobado mediante el Decreto 
legislativo 1/2018, de 19 de junio, devengada entre el 1 de abril y el 30 de junio de 2020.»

Dos. Se modifica el artículo 4, que queda redactado como sigue:
«Artículo 4. Plazos de presentación y pago de los Impuestos sobre Sucesiones y 

Donaciones y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
1. En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y en el Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, los plazos de presentación 00
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e ingreso de autoliquidaciones que coincidan, en todo o en parte, con la vigencia del 
estado de alarma, declarado mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, se ampliarán en tres meses adicionales a lo establecido en 
la normativa específica de cada tributo.

2. Si la fecha de fin del plazo de presentación e ingreso resultante tras la aplicación 
del apartado anterior tuviera lugar durante el mes de junio de 2020 se ampliará en un mes 
adicional.

3. Asimismo, en aquellos casos en los que el vencimiento del plazo para solicitar la 
prórroga a la que se refiere el artículo 68.2 del Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones, aprobado mediante el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, hubiera 
de producirse dentro de la vigencia del estado de alarma a que se refiere el apartado 1, 
se ampliará en tres meses adicionales a lo establecido en el citado artículo.

4. Lo establecido en los apartados 1 y 2 no será de aplicación al plazo regulado en el 
artículo 54 del Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en materia de tributos cedidos, aprobado mediante el Decreto legislativo 
1/2018, de 19 de junio, debiendo aplicarse, en su caso, lo establecido en el artículo 5.»

Disposición final cuarta. Se modifican las bases reguladoras para la concesión de 
subvenciones para el pago de las comisiones de los avales y de gastos financieros de los 
préstamos garantizados por los avales prestados por la Sociedad de Avales y Garantías de 
Andalucía, S.G.R. (Garántia), y por la Administración de la Junta de Andalucía, con cargo 
al Fondo Público Andaluz para la Financiación Empresarial y el Desarrollo Económico, a 
que se refieren los artículos 1 y 2 del Decreto-ley 3/2020, de 16 de marzo, que figuran 
como anexo del Decreto-ley 11/2020, de 5 de mayo, por el que se establecen medidas 
urgentes, extraordinarias y complementarias de apoyo financiero al sector económico 
como consecuencia de la situación ocasionada por el coronavirus (COVID-19).

Uno. Se modifica la redacción del apartado 4 del artículo 9 de las bases reguladoras, 
que queda redactado como sigue: 

«4. Cuando el número de las solicitudes formuladas así lo aconseje, la persona 
titular de la Secretaría General de Hacienda podrá solicitar a la Comisión que efectúe un 
seguimiento de las comunicaciones de las entidades colaboradoras y de la subsanación 
de las faltas a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 15, y que supervise las 
comunicaciones a que se refiere el apartado 4 de este artículo, concretando el resultado 
de dicha supervisión en un informe que, en su caso, remitirá al órgano instructor.»

Dos. Se modifica la redacción del apartado 1 del artículo 16 de las bases reguladoras, 
que queda redactado como sigue:

«1. Una vez verificado el cumplimiento de los requisitos establecidos en estas bases 
para las personas solicitantes, el órgano instructor, a la vista del expediente y, en su caso, 
del informe de la Comisión de evaluación, formulará la propuesta de resolución provisional, 
debidamente motivada, que se notificará a las personas interesadas concediéndoles un 
plazo máximo de diez días hábiles, a partir del día siguiente al de la notificación, para 
presentar alegaciones.»

Disposición final quinta. Modificación del Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, por 
el que se establecen medidas urgentes y extraordinarias relativas a la seguridad en las 
playas, medidas administrativas en el ámbito educativo, y otras medidas complementarias 
ante la situación generada por el coronavirus (COVID-19).

Se modifica la disposición transitoria primera del Decreto-ley 12/2020, de 11 de mayo, 
por el que se establecen medidas urgentes y extraordinarias relativas a la seguridad en las 
playas, medidas administrativas en el ámbito educativo, y otras medidas complementarias 00
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ante la situación generada por el coronavirus (COVID-19), que queda redactada como 
sigue:

«Disposición transitoria primera. Plan de contingencia ante el COVID-19.
Los Ayuntamientos deberán elaborar y remitir al órgano directivo competente en 

materia de protección civil, en un plazo máximo de un mes a contar desde la entrada 
en vigor de este decreto-ley, un plan de contingencia ante el COVID-19, que será de 
aplicación mientras dure la situación de alerta sanitaria, en el que se expongan las 
medidas que han adoptado ante esta situación al objeto de proteger la seguridad de las 
personas usuarias de las playas y garantizar el normal funcionamiento de los servicios, 
según la estructura y contenido mínimo recogidos en el Anexo II, y las recomendaciones 
sanitarias que se aprueban como Apéndice del citado anexo, así como cualesquiera otras 
que pudieran dictarse por las autoridades sanitarias.

Los Ayuntamientos procederán a la apertura de las playas con arreglo a la fase en 
la que se encuentre la provincia a la que pertenezca el municipio y a las medidas que 
resulten exigibles, sin perjuicio de la presentación posterior del plan de contingencia en el 
que se recojan.»

Disposición final sexta. Modificación del Decreto-ley 13/2020, de 18 de mayo, por 
el que se establecen medidas extraordinarias y urgentes relativas a establecimientos 
hoteleros, coordinación de alertas, impulso de la telematización, reactivación del sector 
cultural y flexibilización en diversos ámbitos ante la situación generada por el coronavirus 
(COVID-19).

El Decreto-ley 13/2020, de 18 de mayo, por el que se establecen medidas 
extraordinarias y urgentes relativas a establecimientos hoteleros, coordinación de alertas, 
impulso de la telematización, reactivación del sector cultural y flexibilización en diversos 
ámbitos ante la situación generada por el coronavirus (COVID-19), queda modificado 
como sigue: 

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 1 que queda redactado como sigue:
«2. Quedan sujetos a lo dispuesto en este Capítulo los establecimientos hoteleros 

regulados en los artículos 40.1.a) y 43 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo 
de Andalucía.»

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 5 que queda redactado como sigue:
«1. La empresa explotadora habrá de asumir continuadamente la explotación de la 

totalidad de las unidades de alojamiento del establecimiento de que se trate conforme a lo 
dispuesto en el artículo 41 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre.

La empresa explotadora deberá acreditar mediante el correspondiente título jurídico la 
disposición para uso turístico de la totalidad de las unidades de alojamiento, especialmente 
en los casos de copropiedad o similar y de separación entre propiedad y explotación.

En los supuestos de vulneración del principio de unidad de explotación señalados en 
el artículo 41.5 de la Ley 13/2011, de 23 de diciembre, no se producirá la modificación 
o revocación de la inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía, siempre que el 
incumplimiento de la unidad de explotación corresponda a un porcentaje igual o inferior a 
un 10% del total de las unidades de alojamiento y que dicha vulneración no sea imputable 
a la empresa explotadora, circunstancia que deberá ser probada por la misma mediante 
ofertas de renovación o contratación de cesión turística de dichas unidades o cualquier 
otro documento acreditativo.

El incumplimiento de lo señalado podrá dar lugar a la incoación del correspondiente 
procedimiento sancionador en materia de turismo.» 00
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Tres. Se modifica la disposición adicional segunda, que queda redactada como sigue:
«Disposición adicional segunda. Especialidad albergues en modalidad rural.
La especialidad albergues contemplada en el anexo 6, apartado I.B).1 del 

Decreto 47/2004, de 10 de febrero, y regulada en el Anexo I del Decreto 20/2002, de 
29 de enero, de Turismo en el Medio Rural y Turismo Activo, no será aplicable a los 
establecimientos hoteleros. Los establecimientos hoteleros en el medio rural no podrán 
ostentar la especialidad albergue, pero sí podrán ostentar dicha especialidad el resto de 
establecimientos rurales.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 de la disposición transitoria cuarta que queda 
redactada como sigue:

«2. Los establecimientos hoteleros de modalidad rural clasificados con la especialidad 
de albergue en el apartado I.B).1 del anexo 6 del Decreto 47/2004, de 10 de febrero, serán 
reclasificados de oficio al grupo albergue a la entrada en vigor del Capítulo I de este 
decreto-ley, disponiendo de un plazo de un año para que se adapten a las previsiones 
contenidas en el Capítulo I del presente decreto-ley, para cumplir con los requisitos 
específicos de su grupo. Podrán exhibir la placa con los distintivos correspondiente al 
grupo de albergues y modalidad desde que se produzca la clasificación de oficio.»

Cinco. Se modifica el requisito 19 del Anexo III, que queda redactado como sigue.
«19 Información del establecimiento en la habitación.»

Disposición final séptima. Modificación del Decreto 155/2018, de 31 de julio, por 
el que se aprueba el Catálogo de Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas y 
Establecimientos Públicos de Andalucía y se regulan sus modalidades, régimen de 
apertura o instalación y horarios de apertura y cierre.

El Decreto 155/2018, de 31 de julio, por el que se aprueba el Catálogo de Espectáculos 
Públicos, Actividades Recreativas y Establecimientos Públicos de Andalucía y se regulan 
sus modalidades, régimen de apertura o instalación y horarios de apertura y cierre, queda 
modificado del siguiente modo:

Uno. Se modifica el párrafo d) del artículo 4.1 queda redactado como sigue:
«d) Extraordinarios. Son aquellos que, previa autorización municipal en los 

términos previstos en su normativa reglamentaria, se celebren o desarrollen específica 
y excepcionalmente en establecimientos o instalaciones, sean o no de espectáculos 
públicos y actividades recreativas, destinados y legalmente habilitados para desarrollar 
otras actividades diferentes a las que se pretendan organizar y celebrar y que, por tanto, 
no están previstos en sus condiciones de apertura y funcionamiento, con el límite máximo 
de 24 espectáculos públicos o actividades recreativas extraordinarias al año en un mismo 
establecimiento o instalación.»

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 11, que queda redactado como sigue:
«2. Las terrazas y veladores se ubicarán, de conformidad con la normativa de 

protección acústica, preferentemente en áreas no declaradas zonas acústicas especiales 
y que además sean sectores con predominio de suelo de uso recreativo, de espectáculos, 
característico turístico o de otro uso terciario no previsto en el anterior, e industrial. La 
instalación de terrazas y veladores en zonas acústicas especiales y en sectores del 
territorio distintos a los anteriores deberá estar motivada en el cumplimiento de los 
objetivos de calidad acústica aplicables al espacio interior del artículo 27 del Reglamento 
de Protección contra la Contaminación Acústica en Andalucía, aprobado mediante 
Decreto 6/2012, de 17 de enero. La evaluación de su cumplimiento quedará justificada en 
el estudio acústico mediante la aplicación de la metodología de cálculo que se desarrolle 
por la Consejería competente en materia de contaminación acústica.» 00
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Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 12, que queda redactado como sigue:
«2. Las terrazas y veladores se ubicarán, de conformidad con la normativa de 

protección acústica, preferentemente en áreas no declaradas zonas acústicas especiales 
y que además sean sectores con predominio de suelo de uso recreativo, de espectáculos, 
característico turístico o de otro uso terciario no previsto en el anterior, e industrial. La 
instalación de terrazas y veladores en zonas acústicas especiales y en sectores del 
territorio distintos a los anteriores deberá estar motivada en el cumplimiento de los 
objetivos de calidad acústica aplicables al espacio interior del artículo 27 del Reglamento 
de Protección contra la Contaminación Acústica en Andalucía, aprobado mediante 
Decreto 6/2012, de 17 de enero. La evaluación de su cumplimiento quedará justificada en 
el estudio acústico mediante la aplicación de la metodología de cálculo que se desarrolle 
por la Consejería competente en materia de contaminación acústica.»

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 25, que queda redactado como sigue
«1. Los municipios que hayan obtenido la declaración de municipio turístico prevista 

en la vigente normativa de turismo de Andalucía o que hayan obtenido la declaración 
de zona de gran afluencia turística a efectos de horarios comerciales de acuerdo con la 
vigente normativa de comercio interior de Andalucía, en los términos y límites temporales 
establecidos en la correspondiente declaración, podrán autorizar, previa petición de 
las personas titulares de la actividad de hostelería, horarios especiales que supongan 
una ampliación de los horarios generales de cierre, para establecimientos de hostelería 
situados preferentemente en áreas no declaradas zonas acústicas especiales y que 
además sean sectores con predominio de suelo de uso recreativo, de espectáculos, 
característico turístico o de otro uso terciario no previsto en el anterior, e industrial. La 
autorización de horarios especiales en zonas acústicas especiales y en sectores del 
territorio distintos a los anteriores deberá estar motivada en el cumplimiento de los 
objetivos de calidad acústica aplicables al espacio interior del artículo 27 del Reglamento 
de Protección contra la Contaminación Acústica en Andalucía, aprobado mediante 
Decreto 6/2012, de 17 de enero. La evaluación de su cumplimiento quedará justificada en 
el estudio acústico mediante la aplicación de la metodología de cálculo que se desarrolle 
por la Consejería competente en materia de contaminación acústica.»

Quinta. Se modifica el artículo 26, que queda redactado como sigue:
«Artículo 26. Régimen especial de horarios de cierre de las terrazas y veladores de 

establecimientos de hostelería en municipios turísticos y zonas de gran afluencia turística 
a efectos de horarios comerciales.

Los municipios que hayan obtenido la declaración de municipio turístico prevista en 
la vigente normativa de turismo de Andalucía o que hayan obtenido la declaración de 
zona de gran afluencia turística a efectos de horarios comerciales de acuerdo con la 
vigente normativa de comercio interior de Andalucía, en los términos y límites temporales 
establecidos en la correspondiente declaración, podrán ampliar, de oficio, en media 
hora el límite horario de cierre previsto en el artículo 22 para las terrazas y veladores 
instalados en la vía pública y en otras zonas de dominio público, anexos o accesorios a 
los establecimientos de hostelería, así como en las superficies privadas abiertas o al aire 
libre o descubiertas que formen parte de los establecimientos de hostelería y situados 
preferentemente en áreas no declaradas zonas acústicas especiales y que además sean 
sectores con predominio de suelo de uso recreativo, de espectáculos, característico 
turístico o de otro uso terciario no previsto en el anterior, e industrial, cuando la apertura 
del establecimiento público de hostelería del que dependan se produzca en viernes, 
sábado y vísperas de festivo. La ampliación de horarios de terrazas y veladores en zonas 
acústicas especiales y en sectores del territorio distintos a los anteriores deberá estar 
motivada en el cumplimiento de los objetivos de calidad acústica aplicables al espacio 
interior del artículo 27 del Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica 00
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en Andalucía, aprobado mediante Decreto 6/2012, de 17 de enero. La evaluación de 
su cumplimiento quedará justificada en el estudio acústico mediante la aplicación de la 
metodología de cálculo que se desarrolle por la Consejería competente en materia de 
contaminación acústica.»

Seis. Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional tercera, que queda 
redactada como sigue:

«1. Los Ayuntamientos podrán autorizar por periodos inferiores a cuatro meses 
dentro del año natural, la instalación y utilización de equipos de reproducción o 
amplificación sonora o audiovisuales así como el desarrollo de actuaciones en directo 
de pequeño formato, en terrazas y veladores de establecimientos de hostelería situados 
preferentemente en áreas no declaradas zonas acústicas especiales y que además sean 
sectores con predominio de suelo de uso recreativo, de espectáculos, característico 
turístico o de otro uso terciario no previsto en el anterior, e industrial. La instalación y 
utilización de equipos de reproducción o amplificación sonora o audiovisuales así como el 
desarrollo de actuaciones en directo de pequeño formato en terrazas y veladores ubicados 
en zonas acústicas especiales y en sectores del territorio distintos a los anteriores deberá 
estar motivada en el cumplimiento a los objetivos de calidad acústica aplicables al espacio 
interior del artículo 27 del Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica 
en Andalucía, aprobado mediante Decreto 6/2012, de 17 de enero. La evaluación de 
su cumplimiento quedará justificada en el estudio acústico mediante la aplicación de la 
metodología de cálculo que se desarrolle por la Consejería competente en materia de 
contaminación acústica.»

Siete. Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional cuarta, que queda 
redactada como sigue:

«1. Los Ayuntamientos podrán autorizar por periodos inferiores a cuatro meses 
dentro del año natural, la instalación y utilización de equipos de reproducción o 
amplificación sonora o audiovisuales, la actividad de baile así como el desarrollo 
de actuaciones en directo y actuaciones en directo de pequeño formato, en 
terrazas y veladores instalados sólo en superficies privadas abiertas o al aire libre 
o descubiertas que formen parte de establecimientos de ocio y esparcimiento y 
situados preferentemente en áreas no declaradas zonas acústicas especiales y que 
además sean sectores con predominio de suelo de uso recreativo, de espectáculos, 
característico turístico o de otro uso terciario no previsto en el anterior, e industrial. 
La instalación y utilización de equipos de reproducción o amplificación sonora o 
audiovisuales, la actividad de baile, así como el desarrollo de actuaciones en directo y 
actuaciones en directo de pequeño formato en terrazas y veladores ubicados en zonas 
acústicas especiales y en sectores del territorio distintos a los anteriores deberá estar 
motivada en el cumplimiento de los objetivos de calidad acústica aplicables al espacio 
interior del artículo 27 del Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica 
en Andalucía, aprobado mediante Decreto 6/2012, de 17 de enero. La evaluación de 
su cumplimiento quedará justificada en el estudio acústico mediante la aplicación de 
la metodología de cálculo que se desarrolle por la Consejería competente en materia 
de contaminación acústica.»

Disposición final octava. Modificación del Decreto 195/2007, de 26 de junio, por el que 
se establecen las condiciones generales para la celebración de espectáculos públicos y 
actividades recreativas de carácter ocasional y extraordinario.

El Decreto 195/2007, de 26 de junio, por el que se establecen las condiciones 
generales para la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas de 
carácter ocasional y extraordinario, queda modificado del siguiente modo: 00
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Uno. Se modifica el apartado d) del artículo 2, que queda redactado como sigue: 
«d) Espectáculos públicos y actividades recreativas extraordinarios: aquellos 

que se celebren o desarrollen específica y excepcionalmente en establecimientos 
o instalaciones, sean o no de espectáculos públicos y actividades recreativas, 
destinados y legalmente habilitados para desarrollar otras actividades diferentes a 
las que se pretenden organizar y celebrar, y que por tanto no están previstos en sus 
condiciones de apertura y funcionamiento, con el límite máximo de 24 espectáculos 
públicos o actividades recreativas extraordinarias al año en un mismo establecimiento 
o instalación.»

Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 12, que queda redactado como sigue:
«2. Sólo podrán celebrarse en un mismo establecimiento público un máximo de 24 

espectáculos públicos o actividades recreativas extraordinarias al año, entendiéndose 
referido a un máximo de 24 días en el año natural, no considerándose un mismo 
espectáculo público o actividad recreativa, programaciones o ciclos de más de un día de 
duración.»

Disposición final novena. Modificación del Reglamento de Protección contra la 
Contaminación Acústica en Andalucía, aprobado por Decreto 6/2012, de 17 de enero.

El Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica en Andalucía, 
aprobado por Decreto 6/2012, de 17 de enero, queda modificado del siguiente modo: 

Uno. El artículo 33 queda redactado como sigue:
«Artículo 33. Condiciones acústicas particulares en actividades y edificaciones donde 

se generan niveles elevados de ruido.
1. A los efectos de establecer los aislamientos mínimos exigibles a los cerramientos 

que limitan las actividades o instalaciones ruidosas, entendiendo por tales aquellos 
en los que en su interior se generan niveles de presión sonora superiores a 80 dBA, 
ubicados en edificios que incluyen recintos habitables, (definidos conforme al “DB-HR 
Protección frente al ruido y sus modificaciones”), se establecen los siguientes tipos de 
establecimientos:

a) Tipo 1. Establecimientos de espectáculos y de actividades, sin equipos de 
reproducción o amplificación sonora o audiovisuales o que disponiendo de dichos 
equipos, estos no puedan generar niveles de emisión sonora superiores a 85 dBA. Así 
como recintos que alberguen equipos o maquinaria ruidosa, que generen niveles de 
emisión sonora menor o igual a 85 Dba.

b) Tipo 2. Establecimientos de espectáculos y de actividades, con equipos de 
reproducción o amplificación sonora o audiovisuales o actuaciones y conciertos en directo, 
con un nivel de emisión sonora menor o igual a 90 dBA, o recintos que ubiquen equipos o 
maquinaria ruidosa, que generen niveles de emisión sonora superior a 85 dBA.

c) Tipo 3. Establecimientos de espectáculos y de actividades, con equipos de 
reproducción o amplificación sonora o audiovisuales, actuaciones y conciertos en directo, 
que generen niveles de emisión sonora superiores a 90 dBA.

2. Las exigencias mínimas de aislamiento para los distintos tipos de establecimientos 
definidos en el punto anterior, valorados conforme a lo establecido en la Instrucción 
Técnica 2, serán:

Tabla X.
Exigencias mínimas de aislamiento para los distintos tipos de establecimientos o 

recintos.
Aislamiento a ruido aéreo respecto a los recintos protegidos (DnTA (dBA)) 00
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Aislamiento a ruido aéreo respecto al ambiente exterior a través de las fachadas 
(puertas y ventanas incluidas) y de los demás cerramientos exteriores (DA = DW + C (dBA)).

Tipo 1.
>= 60.
_

Tipo 2.
>= 65.
>= 40.

Tipo 3.
>= 75.
>= 55.

Donde:
DnTA: Diferencia de niveles estandarizada, ponderada A, entre recintos interiores.
DA: Índice de aislamiento al ruido aéreo respecto al ambiente exterior.
DW: Diferencia de niveles ponderada corregida por el ruido de fondo.
C: Término de adaptación espectral a ruido rosa, ponderado A

3. Los aislamientos establecidos en la tabla X se considerarán valores mínimos para 
cada tipo de establecimiento, que deberán en cualquier caso disponer de los aislamientos 
acústicos necesarios para garantizar el cumplimiento de los valores límite de transmisión 
al interior de las edificaciones, así como de los valores límite de inmisión al área de 
sensibilidad acústica correspondiente.

4. El nivel sonoro máximo de funcionamiento de los equipos de reproducción o 
amplificación sonora o audiovisuales, o en su caso, el de actuaciones o conciertos en 
directo, se limitará y controlará según lo estipulado en el artículo 48.

5. En conjunto los elementos constructivos, acabados superficiales y revestimientos 
que delimitan las aulas, salas de conferencias, comedores, restaurantes o demás 
dependencias que precisen iguales condiciones de inteligibilidad, tendrán la absorción 
acústica suficiente de tal manera que:

a) El tiempo de reverberación en aulas y salas de conferencias vacías (sin ocupación 
y sin mobiliario), cuyo volumen sea menor que 350 m3, no será mayor que 0,7 s.

b) El tiempo de reverberación en aulas y en salas de conferencias vacías, pero 
incluyendo el total de las butacas, cuyo volumen sea menor que 350 m3, no será mayor 
que 0,5 s.

c) El tiempo de reverberación en restaurantes, bares, comedores vacíos o similares 
no será mayor que 0,9 s.

Las mediciones de los tiempos de reverberación se realizarán conforme a la UNE-EN 
ISO-3382.

6. En los locales en que se originen ruidos de impactos, se deberá garantizar que los 
niveles transmitidos por ruido de impacto en recintos protegidos receptores no superen el 
límite del L’nt de 40 dB en periodo día y tarde, y 35 dB en periodo noche, y en el resto de 
recintos habitables, el de 45 dB en periodo día y tarde, y 40 dB en periodo noche, medido 
conforme a lo descrito en la Instrucción Técnica 2. Dichos límites se aplicarán en función 
del horario de la actividad desarrollada en el local considerado.»

Dos. El artículo 48 queda redactado como sigue:
«Artículo 48. Instalación de Equipos Limitadores-Controladores y Registradores Acústicos
1. En aquellos establecimientos con equipos de reproducción o amplificación sonora 

o audiovisuales, cuyos niveles de emisión sonora pudieran dar lugar a superaciones de 00
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los límites admisibles de nivel sonoro de las tablas VI y VII, y en cualquier caso cuando 
dichos equipos puedan generar niveles de emisión sonora superiores a 85 dBA, o cuando 
se utilicen sistemas de amplificación para actuaciones en directo, será obligatoria la 
instalación de un equipo limitador-controlador acústico que permita asegurar, de forma 
permanente, el cumplimiento de dichos límites.

2. Los limitadores-controladores deberán intervenir en la totalidad de la cadena de 
sonido, de forma espectral, al objeto de poder utilizar el máximo nivel sonoro emisor que 
el aislamiento acústico del local le permita. Ningún elemento con amplificación podrá 
estar fuera del control del limitador-controlador.

3. Los limitadores-controladores deben disponer de los dispositivos necesarios que 
les permita hacerlos operativos, para lo cual deberán disponer al menos de las funciones 
que se establecen en la Instrucción Técnica 6.

4. En aquellos establecimientos en los que se desarrollen actuaciones en directo 
sin elementos de amplificación sonora y no cuenten con equipo limitador-controlador 
acústico, los ayuntamientos podrán exigir la instalación de un equipo registrador sonoro, 
que permita controlar de forma permanente los niveles de emisión sonora en el interior 
del establecimiento, con especial atención a la zona en la que se llevan a cabo las 
actuaciones.»

Disposición final décima. Modificación del Decreto 143/2014, de 21 de octubre, por el 
que se regula la organización y funcionamiento del Registro de Turismo de Andalucía.

Se modifica el apartado 5 del artículo 16 del Decreto 143/2014, de 21 de octubre, por 
el que se regula la organización y funcionamiento del Registro de Turismo de Andalucía, 
que queda redactado como sigue: 

«5. En los supuestos en los que, de conformidad con la normativa urbanística 
o reguladora del régimen del suelo, no se requiera previa licencia de obras, para la 
construcción, ampliación o reforma de un establecimiento de alojamiento turístico sujeto 
a clasificación administrativa, por estar sujetos al deber de presentar una declaración 
responsable en materia urbanística, la declaración responsable expresa de que el 
establecimiento proyectado reúne los requisitos previstos en la normativa aplicable para 
ostentar una determinada clasificación turística de acuerdo con el grupo, categoría, 
modalidad y, en su caso, especialidad del establecimiento proyectado, y la documentación 
referida en el apartado 1, deberán ser remitidas directamente por la persona interesada a 
la Delegación Provincial o Territorial de la Consejería competente en materia de turismo.

Ésta emitirá un informe en el plazo de un mes, a contar desde la fecha de la recepción 
de la documentación, que será notificado a la entidad interesada, y se pronunciará 
sobre la adecuación de la declaración responsable a la normativa turística reguladora 
de la clasificación aplicable efectuada por la parte interesada, pudiendo proponerse una 
reformulación de la clasificación pretendida.

Transcurrido el plazo de un mes señalado en el párrafo anterior sin que la Delegación 
Provincial o Territorial hubiera comunicado o notificado informe, se considerará conforme 
con el proyecto presentado.»

Disposición final decimoprimera. Metodología de cálculo para el estudio acústico.
El desarrollo de la metodología de calculo que servirá de base al estudio acústico al 

que se refieren los artículos 11.2, 12.2, 25.1, 26, el apartado 1 de la disposición adicional 
tercera y el apartado 1 de la disposición adicional cuarta, del Decreto 155/2018, de 31 de 
julio, por el que se aprueba el Catálogo de Espectáculos Públicos, Actividades Recreativas 
y Establecimientos Públicos de Andalucía y se regulan sus modalidades, régimen de 
apertura o instalación y horarios de apertura y cierre, modificados por la disposición final 
séptima de este decreto-ley, deberá aprobarse por la Consejería con competencias en 
materia de contaminación acústica en el plazo máximo de un mes desde la entrada en 
vigor de este decreto-ley. 00
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Disposición final decimosegunda. Modificación de normas reglamentarias.
Las determinaciones incluidas en las normas reglamentarias que son objeto de 

modificación en el presente decreto-ley podrán ser modificadas por normas del rango 
reglamentario correspondiente a la norma en que figuran.

Disposición final decimotercera. Desarrollo y ejecución.
1. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia 

de turismo para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean 
necesarias en desarrollo y ejecución del presente decreto-ley.

2. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de 
interior, protección civil y administración pública, para dictar las disposiciones que, en 
el ámbito de sus competencias, sean necesarias en desarrollo y ejecución del presente 
decreto-ley.

3. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia 
de hacienda para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, sean 
necesarias en desarrollo y ejecución de lo previsto en este decreto-ley.

Así mismo, se autoriza a la persona titular de la Dirección de la Agencia Tributaria 
de Andalucía para adaptar los modelos normalizados en materia tributaria con el fin de 
adecuarlos a lo establecido en el presente decreto-ley.

4. Se autoriza a la persona titular de la Consejería con competencias en materia de 
contaminación acústica para dictar las disposiciones que, en el ámbito de sus competencias, 
sean necesarias en desarrollo y ejecución de lo previsto en este decreto-ley.

Disposición final decimocuarta. Entrada en vigor y vigencia.
1. El presente decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, salvo lo dispuesto en el Capítulo I y en las 
disposiciones finales séptima, octava y novena que entrarán en vigor el día siguiente al de 
su publicación.

2. Con carácter general, las medidas previstas en el presente decreto-ley mantendrán 
su vigencia hasta el fin de la vigencia de la declaración del estado de alarma.

No obstante lo anterior, se establecen las siguientes reglas particulares de vigencia:
a) Aquellas medidas previstas en este decreto-ley que tienen un plazo determinado 

de duración se sujetarán al mismo.
b) Las medidas previstas en el Capítulo I y Capítulo III mantendrán su vigencia en 

tanto persista la situación de alerta sanitaria.
c) Las modificaciones que se efectúan en las disposiciones finales primera y segunda, 

ajustarán su vigencia a la de las disposiciones legales que se modifican.
d) La modificación que se efectúa mediante la disposición final cuarta y sexta, ajustará 

su vigencia a la de la disposición que modifica.
d) Las modificaciones que se efectúan mediante las disposiciones finales séptima, 

octava, novena y décima, ajustarán su vigencia a la de las propias disposiciones 
reglamentarias que mediante las mismas se modifican.

Sevilla, 26 de mayo de 2020.

JUAN MANUEL MORENO BONILLA
Presidente de la Junta de Andalucía

ELÍAS BENDODO BENASAYAG
Consejero de la Presidencia,

Administración Pública e Interior
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I. Principado de Asturias

Disposiciones Generales••
Consejería de Hacienda

Decreto 14/2020, de 7 de mayo, disponiendo la aceptación de la donación ofrecida por la Fundación EDP de equi-
pamiento informático a la Consejería de Educación y destinado a paliar los efectos de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19, en particular la brecha digital que está sufriendo el alumnado ocasionada por la suspensión de 
las clases presenciales.

La fundación EDP, entidad sin ánimo de lucro, manifiesta su voluntad de donar a la Consejería de Educación del 
Principado de Asturias, 462 ordenadores mini portátiles Lenovo ThinkPad 11e destinados a paliar los efectos de la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, en particular, la brecha digital que está sufriendo el alumnado con motivo de la 
suspensión de las clases presenciales decretada por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria, ocasionada por el COVID-19.

En la Administración del Principado de Asturias, la Consejería de Educación es el órgano encargado de la propuesta y 
ejecución de la política del Principado de Asturias en materia educativa y de formación profesional.

La Dirección General de Enseñanzas Profesionales, con fecha 30 de abril de 2020, y al tiempo que remite la oferta de 
donación, manifiesta su conformidad con la donación e insta a la tramitación del expediente patrimonial de aceptación a 
la mayor brevedad posible dadas las circunstancias existentes.

La tramitación del presente procedimiento de aceptación resulta justificado en el actual momento de declaración del 
Estado de Alarma decretado en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, al tener por objeto una donación destinada 
a paliar los efectos de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, con lo que se da cumplimiento a lo previsto en el 
primer supuesto del apartado 4 de la disposición adicional tercera de la citada norma, y sin que la ejecución de los actos 
de trámite que la aceptación conlleva contravengan en forma alguna el respeto a las medidas contenidas en el señalado 
Real Decreto, en especial en lo que se refiere a la limitación de la libertad de circulación de personas.

El artículo 26 de la Ley del Principado de Asturias 1/1991, de 21 de febrero, de Patrimonio, preceptúa que las  
adquisiciones de bienes por el Principado, a título de donación, no se producirán sino mediante su aceptación por Decreto 
acordado en Consejo de Gobierno.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Hacienda, previo acuerdo del Consejo de Gobierno, en su reunión de 7 
de mayo de 2020,

D I S P O N G O

Primero.—Aceptar la donación ofrecida por la Fundación EDP de equipamiento informático a la Consejería de Educación 
y destinado a paliar los efectos de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en particular la brecha digital que está 
sufriendo el alumnado ocasionada por la suspensión de las clases presenciales.

El equipamiento informático consiste en 462 ordenadores miniportátiles Lenovo ThinkPad 11e, habiendo sido validado 
tanto el modelo de ordenador como las características técnicas por la Dirección General de Sector Público, Seguridad y 
Estrategia Digital.

El objeto de la donación se valora en la cantidad de doscientos mil ciento sesenta y seis euros y sesenta y siete 
céntimos (200.166,67 €).

Segundo.—El equipamiento informático quedará afectado a la Consejería de Educación por razón de su destino. La 
aceptación se formalizará en documento administrativo que suscribirá la Consejera de Educación, en atención al carácter 
y fin del material donado, y la fundación EDP en la que se dejará constancia detallada e identificación individualizada del 
equipamiento entregado.

De la citada acta se dará traslado tanto a la Dirección General de Patrimonio y Juego como a la Dirección General de 
Sector Público, Seguridad y Estrategia Digital para su anotación en el inventario de bienes correspondiente.

Dado en Oviedo, a siete de mayo de dos mil veinte.—El Presidente del Principado de Asturias, Adrián Barbón 
Rodríguez.—La Consejera de Hacienda, Ana Cárcaba García.—Cód. 2020-03318.

204



http://www.asturias.es/bopa

BOLETÍN OFICIAL DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
núm. 93 de 15-v-2020 1/7

C
ód

. 
20

20
-0

33
27

I. Principado de Asturias

Disposiciones Generales••
Consejería de Cultura, Política Llingüística y Turismo

Decreto 16/2020, de 14 de mayo, por el que se aprueban las normas especiales reguladoras para la concesión 
directa de ayudas urgentes a las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas pertenecientes al sector 
cultural del Principado de Asturias, cuya actividad profesional no se ha podido desarrollar como consecuencia de 
la aplicación de las medidas contempladas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

PREÁMBULO

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación ocasionada por el COVID-19 
de emergencia de salud pública a pandemia internacional.

Ante la necesidad de contener la progresión de la enfermedad, el Consejo de Ministros, en su reunión de 14 de marzo 
de 2020, aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en cuyo artículo 7 se establecen limitaciones a la libertad 
de circulación de las personas. Posteriormente, el Gobierno ha aprobado el Real Decreto 476/2020, de 27 de marzo, el 
Real Decreto 487/2020, de 10 de abril y el Real Decreto 492/2020, de 24 de abril, por los que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Asimismo, el Gobierno ha ido aprobando sucesivos reales decretos ley como son el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 
de marzo, el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo y el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por los que se 
adoptan medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto social y económico del COVID-19.

Las limitaciones necesariamente impuestas por el estado de alarma, como consecuencia de la crisis sanitaria, han te-
nido unos claros efectos negativos en la economía nacional. En este contexto, la prioridad absoluta en materia económica 
radica en proteger y dar soporte al tejido productivo y social para minimizar el impacto y lograr que, una vez finalizada 
la alarma sanitaria, se produzca, lo antes posible, una recuperación de la actividad.

Un ámbito especialmente afectado por la crisis ha sido el cultural, debido a la cancelación o aplazamiento de todos 
los espectáculos programados durante el período de vigencia del estado de alarma, así como de la actividad en todos los 
centros culturales. Diferentes sectores de nuestra cultura (artes escénicas, artes plásticas, música, cine, audiovisual…), 
se han visto obligados a suspender su actividad y están resultando especialmente perjudicados en las actuales circuns-
tancias, por lo que urge prestarles un apoyo económico que les permita afrontar la situación en mejores condiciones y 
reanudar su actividad una vez superada la crisis sanitaria.

La suspensión de apertura al público de determinados establecimientos culturales derivada de la situación de crisis 
sanitaria (caso de teatros, salas de espectáculos, auditorios, cines…) implica que un sector de las profesiones vinculadas 
con la cultura no puedan ejercer su labor y, por lo tanto, que hayan dejado de percibir ingresos durante un espacio de 
tiempo de prácticamente dos meses en el momento de aprobación del presente decreto, existiendo la posibilidad de que 
se prolongue aún más esta situación en el futuro y que cuando se levanten las restricciones a la apertura de estas ins-
tituciones culturales se haga con una serie de limitaciones que impidan el normal ejercicio de las profesiones vinculadas 
a la cultura durante varios meses.

El grupo de profesionales de la cultura a quienes van dirigidas las ayudas, constituyen el pilar del sostenimiento, 
pervivencia y transmisión de la cultura asturiana, aspecto éste de singular relevancia dada la importancia que la propia 
Constitución Española le reconoce.

La presente ayuda se concibe como una ayuda extraordinaria a un sector especialmente afectado por la crisis sani-
taria actual, que acentúa la situación ya de por sí precaria que presentaba con anterioridad, todo lo cual constituye una 
amenaza para el correcto desenvolvimiento de la cultura asturiana.

En el ámbito de la actividad cultural de Asturias promovida por la Consejería de Cultura, Política Llingüística y Turis-
mo se han debido suspender, debido a la crisis sanitaria, un total de 983 eventos de las distintas disciplinas artísticas 
(teatro, danza, música, cine, visitas guiadas a lugares patrimoniales). A ellos deben unirse los actos programados por los 
ayuntamientos y por otras entidades públicas y privadas, así como la propia programación promovida por los distintos 
sectores culturales.

Todo ello hace que se requiera la adopción de una medida excepcional y urgente de ayuda económica a este sector 
cultural afectado por las medidas impuestas como consecuencia de la crisis sanitaria. Se estima que la caída del gasto 
en servicios culturales en Asturias durante el plazo de vigencia del estado de alarma ha supuesto una merma de 700 
euros en los ingresos de cada profesional de este ámbito, siendo esa la cantidad con la que se propone compensar a las 
personas trabajadoras por cuenta propia o autónomos del sector cultural mediante la ayuda urgente contemplada en el 
presente decreto.
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Se trata así de limitar el impacto de la crisis sanitaria en un sector cultural ya de por sí precarizado y que en estas 
circunstancias está sometido a una total ausencia de ingresos en varias de sus profesiones, que son a la que se circuns-
cribe la medida de ayuda del presente decreto.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10.1.20 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias, esta 
Comunidad Autónoma tiene la competencia exclusiva en materia de cultura, con especial atención a la promoción de sus 
manifestaciones autóctonas y a la enseñanza de la cultura asturiana, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
149.2 de la Constitución Española. Por otra parte, el Decreto 13/2019, de 24 de julio, del Presidente del Principado de 
Asturias, de reestructuración de las Consejerías que integran la Administración de la Comunidad Autónoma, atribuye a 
la Consejería de Cultura, Política Llingüística y Turismo las competencias en materia de promoción a la cultura, en sus 
diversas manifestaciones.

Tal es la razón de que a la vista de las justificadas razones de interés, público, social y económico expuestas y confor-
me a lo previsto en los artículos 22.2 c) y 28 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en el 
artículo 6.3 del Decreto 71/1992, de 29 de octubre, por el que se regula el régimen general de concesión de subvencio-
nes, se considere necesario que, con carácter excepcional y limitado a las circunstancias derivadas del presente estado 
de alarma, por el Consejo de Gobierno, en ejercicio de las competencias que le atribuye el artículo 25 h) de la Ley del 
Principado de Asturias 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno, se aprueben las normas especia-
les reguladoras para la concesión directa de ayudas urgentes a las personas del sector cultural trabajadoras por cuenta 
propia o autónomas del Principado de Asturias cuyas actividades han quedado suspendidas en virtud de lo previsto en el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Hay que destacar que este decreto, en la regulación del procedimiento subvencional que establece, atiende a la ob-
servancia de los requisitos que el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en su disposición adicional tercera, apartado 
4 en relación con su artículo 7, establece para que pueda iniciarse y continuarse dicho procedimiento; puesto que, por 
una parte, tiene por finalidad proteger el interés general al vincularse al fomento de la actividad económica y, por otra, 
porque también respeta escrupulosamente las medidas de confinamiento previstas en dicho real decreto, ya que esta-
blece la tramitación telemática exclusiva de las solicitudes para este procedimiento, al amparo de la previsión contenida 
en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas.

Asimismo, el presente decreto se ajusta a los principios de buena regulación recogidos en el artículo 129.1 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre. En concreto, la norma responde a la necesidad de regular medidas urgentes de ayuda a las 
personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas del sector cultural, ante la excepcional situación sanitaria genera-
da por el COVID-19; la norma es eficaz al ser el instrumento adecuado para los fines perseguidos, no limitando derechos 
y deberes de los ciudadanos. Además, contribuye a la satisfacción del principio de seguridad jurídica. Por último, respeta 
el principio de eficiencia, al no imponer cargas administrativas a las personas beneficiarias.

Finalmente, dada la referida situación de urgencia, la entrada en vigor de esta disposición ha de ser inmediata.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Cultura, Política Llingüística y Turismo, y previo acuerdo del Consejo de 
Gobierno en su reunión de 14 de mayo de 2020,

D IS  P ON  G O

Artículo 1.—Objeto y finalidad.

1. El objeto de este decreto es aprobar las normas especiales reguladoras para la concesión directa de ayudas urgen-
tes a las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas del sector cultural que tengan su domicilio fiscal en el 
Principado de Asturias, cuya actividad profesional no se ha podido desarrollar como consecuencia de la aplicación de las 
medidas contempladas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y establecer el procedimiento para su concesión 
directa.

2. La finalidad de estas ayudas es el apoyo a las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas, dentro del 
sector cultural, con el objetivo de compensar su pérdida de ingresos derivada de la imposibilidad de ejercer su actividad 
profesional como consecuencia de la crisis sanitaria, que contempla entre sus medidas la suspensión de la apertura al 
público de los museos, archivos, bibliotecas, monumentos, así como de los locales y establecimientos en los que se de-
sarrollen espectáculos públicos.

Artículo 2.—Razones de interés público que concurren en su concesión e imposibilidad de su convocatoria pública.

1. Estas ayudas se conceden de forma directa, al amparo de lo previsto en el artículo 22.2.c de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, en relación con lo que establecen los apartados 2 y 3 del artículo 28 de la 
Ley mencionada y con el artículo 6.3 del Decreto 71/1992, de 29 de octubre, por el que se regula el Régimen General 
de Concesión de Subvenciones, en su redacción dada por el Decreto 14/2000, de 10 de febrero, por concurrir razones 
extraordinarias de interés económico y social que lo justifican.

Las subvenciones reguladas en este decreto tienen un carácter singular, derivado del carácter excepcional y único de 
los acontecimientos que motivan el procedimiento en cuestión. Dado el objeto específico de las subvenciones, se requie-
re una concesión directa sin concurrencia competitiva.

2. En concreto, las razones de interés público que justifican el otorgamiento directo de las subvenciones radican en 
la urgencia en atender las necesidades de las personas trabajadoras por cuenta propia o autónomas dentro del sector 
cultural, cuya actividad profesional ha quedado imposibilitada como consecuencia de la suspensión de actividades con-
templada en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.
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Artículo 3.—Financiación.

El crédito máximo disponible para la financiación de las ayudas a conceder derivadas de este decreto asciende a 
500.000 euros.

Las ayudas se imputarán a la aplicación 18.03-455E-472.020 “Ayudas al sector cultural afectado COVID-19” (PEP 
2020/000475) de los Presupuestos Generales del Principado de Asturias para 2020.

Artículo 4.—Cuantía de la subvención.

La cuantía de la subvención a percibir por los beneficiarios será de 700 euros.

Este importe tiene en cuenta que la paralización del sector cultural a consecuencia de la aplicación de las medidas 
dispuestas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, ha implicado la ausencia de ingresos por parte de las personas 
que desempeñan su labor profesional en este ámbito.

Artículo 5.—Beneficiarios.

Podrán ser beneficiarios de las ayudas las personas físicas trabajadoras por cuenta propia o autónomas del sector 
cultural, cuya actividad profesional no se ha podido desarrollar como consecuencia de la aplicación de las medidas con-
templadas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que cumplan los requisitos previstos en el artículo siguiente.

Artículo 6.—Requisitos de los beneficiarios.

Los beneficiarios de las ayudas deberán reunir los siguientes requisitos:

a)		N o disponer de un establecimiento abierto al público.
b)		 Haber estado en situación de alta como trabajador/a en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia 

o Autónomos, al menos durante sesenta días durante los 9 meses anteriores a la fecha de declaración del estado 
de alarma, el 14 de marzo de 2020, y estar dado de alta en alguno de los siguientes epígrafes del Impuesto de 
Actividades Económicas:

Sec División Agrupación Grupo Epígrafe Denominación
1 4 47 476 476.1 Edición de libros
1 4 49 492 Fabricación instrumentos de música
1 9 96 961 Produc. y servc. pelic. cinem (i. videos)
1 9 96 961 961.1 Producción películas cinematográficas
1 9 96 961 961.2 Doblaje, montaje de películas
1 9 96 961 961.3 Decoraciones escénicas películas
1 9 96 962 Distribución pelic. cinem. y videos
1 9 96 962 962.1 Distribución y venta may. de películas
1 9 96 963 Exhibición pelic. cinem. y videos
1 9 96 963 963.1 Exhibición películas cinematográficas
1 9 96 963 963.2 Exhibición películas aire libre
1 9 96 963 963.3 Exhibición películas sin establecimiento
1 9 96 963 963.4 Exhibición películas establec. distintos
1 9 96 966 966.1 Bibliotecas y museos
1 9 96 966 966.9 Otros servicios culturales ncop
2 7 77 778 Dipl. en biblioteconomía y documentación
2 8 85 851 Representantes técnicos del espectáculo
2 8 85 853 Agentes colocadores artistas
2 8 86 Liberales, artistas y literatos
2 8 86 861 Pintores, escultores, ceramistas, artesanos
2 8 86 862 Restauradores obras de arte
3 01 Cine, teatro y circo
3 01 011 Directores de cine y teatro
3 01 012 Ayudantes de dirección
3 01 013 Actores de cine y teatro
3 01 014 Extras especialistas, dobles, comparsas
3 01 015 Operadores cámara: cine, tv, vídeo
3 01 016 Humoristas, caricatos, excéntricos
3 01 017 Apuntadores y regidores
3 01 018 Artistas circenses
3 01 019 Actividades cine, teatro y circo ncop
3 02 Baile
3 02 021 Directores coreográficos
3 02 022 Bailarines
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Sec División Agrupación Grupo Epígrafe Denominación
3 02 029 Otras actividades del baile ncop
3 03 Música
3 03 031 Maestros y directores de música
3 03 032 Intérpretes de instrumentos musicales
3 03 033 Cantantes
3 03 039 Otras actividades relacionadas música ncop

c)		 Tener un rendimiento neto reducido de los rendimientos de actividades económicas declarados en el ejercicio 
2019, igual o inferior a 20.000 euros.

d)		T ener su domicilio fiscal en alguno de los concejos del Principado de Asturias.
e)		 Que como consecuencia de la declaración del estado de alarma y su impacto sobre las actividades objeto de la 

presente norma, se produzca una reducción de los ingresos que el beneficiario viene obteniendo por el ejercicio 
de su actividad durante el período de vigencia del estado de alarma, no inferior al 50%.

f)		E star al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social y no ser 
deudor de la Hacienda del Principado de Asturias por deudas vencidas, líquidas y exigibles, subvenciones solici-
tadas, así como las concedidas con la misma finalidad y haber justificado las ayudas concedidas con anterioridad 
por la Comunidad Autónoma.

g)		N o estar incursa en ninguna de las prohibiciones recogidas en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre.

Artículo 7.—Solicitudes y documentación.

1. Con carácter excepcional y en atención a las restricciones a la movilidad de las personas y recomendaciones de 
las autoridades sanitarias derivadas de la declaración del estado de alarma y aun después de su finalización, se estable-
ce la obligatoriedad para las personas solicitantes de relacionarse con la Administración del Principado de Asturias por 
medios electrónicos, conforme a lo previsto en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Queda acreditada la disponibilidad y acceso a estos medios por 
parte de las personas destinatarias de las ayudas al tratarse de un colectivo obligado a su incorporación al Sistema RED 
de la Seguridad Social, establecida en el artículo 2 de la Orden ESS/484/2013, de 26 de marzo, por la que se regula el 
Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social.

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 66.6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, las solicitudes se presen-
tarán obligatoriamente a través del formulario específico (con el código de solicitud: AYUD0201T01 Ayudas a los titulares 
de actividades suspendidas por la declaración del estado de alarma) disponible en la sede electrónica de la Administra-
ción del Principado de Asturias a la que se accede a través de la siguiente dirección https://sede.asturias.es/

La presentación de la solicitud supondrá la aceptación de las presentes normas reguladoras y la declaración de la 
veracidad de toda la información que se presente.

El formulario de solicitud disponible en la sede electrónica de la Administración del Principado de Asturias recoge una 
declaración responsable en la que se hace constar por parte de los interesados, que se cumplen todos los requisitos 
establecidos en el artículo 6 de este decreto y que dispone de la documentación que así lo acredita y que la pondrá a 
disposición de la Administración cuando le sea requerida.

3. La presentación de solicitudes electrónicas se someterá a las siguientes condiciones:

a)		 Sólo se podrá presentar una solicitud de ayuda por persona.
b)		N o se admitirá ninguna solicitud recibida con posterioridad al plazo de solicitud establecido en las presentes nor-

mas reguladoras, ni las recibidas por canales diferentes a la sede electrónica de la Administración del Principado 
de Asturias.

c)		L as solicitudes podrán ser firmadas electrónicamente mediante certificado digital de los solicitantes, o equiva-
lente, ello sin perjuicio de la posibilidad de ser representados por asociaciones, centros de empresa públicos, 
cámaras de comercio, asesorías fiscales o gestorías contables, etc, debiendo dichos organismos o entidades 
presentar el documento acreditativo de la representación otorgada por la persona solicitante en el momento de 
presentar la solicitud.

d)		E n el caso de que se compruebe que un solicitante altere o falsifique la documentación presentada, se aplicará 
la normativa prevista en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y, en su caso, en la legislación 
penal.

4. De conformidad con el artículo 28.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, la Administración actuante podrá consultar 
o recabar los documentos que ya se encuentren en su poder o hayan sido elaborados por cualquier otra Administración, 
salvo que el interesado se opusiera a ello. En este sentido, se consultará a través de las plataformas de intermediación 
de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto, los documentos necesarios que a continuación se citan para 
la resolución del procedimiento:

—		A l Ministerio competente en materia de Interior, la consulta de los datos de identidad (DNI/NIE/TIE/Certificado 
comunitario-UE).

—		 Al Ministerio competente en materia de Notarías, la consulta de Copia Simple de Poderes Notariales, en caso de 
representación por poder notarial.

—		 A la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, la validación del NIF del contribuyente.
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—		A  la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, la consulta de datos de domicilio fiscal.
—		 A la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, la consulta de estar dado de alta en el Impuesto de Activi-

dades Económicas (IAE).
—		 A la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, la consulta de datos relativos a la renta de las Personas 

Físicas (IRPF).
—		 A la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, la consulta de hallarse al corriente en el cumplimiento de 

las obligaciones tributarias estatales.
—		 Al Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Asturias, la consulta de hallarse al corriente en el cum-

plimiento de las obligaciones tributarias con la Hacienda del Principado de Asturias.
—		A  la Tesorería General de la Seguridad Social, la consulta de hallarse al corriente en el cumplimiento de las 

obligaciones frente a la Seguridad Social.
—		A  la Tesorería General de la Seguridad Social, la consulta de estar dado de alta en la Seguridad Social a fecha 

concreta.
—		A  la Tesorería General de la Seguridad Social, la consulta de la vida laboral de la solicitante.
—		I gualmente, se autoriza expresamente a la Administración a verificar las cuentas bancarias suministradas con 

el fin de hacer efectiva la ayuda.

Los interesados podrán ejercer su derecho de oposición a la consulta de sus datos personales a través del formulario 
disponible en la sede electrónica del Principado de Asturias. En el caso de que el interesado ejercite su derecho de opo-
sición a la consulta de sus datos personales, estará obligado a adjuntar la documentación correspondiente.

5. Si la persona solicitante no está incorporada a la Base de Datos de Terceros del Principado de Asturias y no actúa 
por medio de representante, deberá acompañar a su solicitud el fichero de acreedores debidamente cumplimentado. 
Si la persona solicitante actúa por medio de representante, el fichero se presentará firmado electrónicamente por el 
representante. Cuando el solicitante o su representante firmen el fichero no será necesario que el mismo esté validado 
por la entidad bancaria.

6. Si la solicitud no estuviera debidamente cumplimentada o no reuniera los requisitos establecidos, el órgano ins-
tructor requerirá al solicitante para que, en el plazo máximo e improrrogable de diez días hábiles subsane la falta, con 
indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, archivándose sin más trámite, previa 
Resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. Las 
notificaciones que se realicen a este efecto se practicarán por comparecencia electrónica en la sede electrónica de la 
Administración del Principado de Asturias, según lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

7. El órgano instructor podrá recabar en cualquier momento la documentación original o complementaria que con-
sidere necesaria para acreditar mejor el exacto cumplimiento de las condiciones exigidas en las normas reguladoras de 
estas subvenciones.

8. Los beneficiarios de las subvenciones concedidas deberán acreditar la pérdida de ingresos mediante documentos 
de valor probatorio cuando les sea requerida dicha acreditación por el órgano instructor en ejercicio de las facultades de 
comprobación, control e inspección legalmente atribuidas.

Artículo 8.—Forma y plazo de presentación de solicitudes.

1. Las solicitudes y su documentación, requerimientos, notificaciones y demás gestiones implicadas en esta con-
vocatoria se cumplimentarán en la sede electrónica de la Administración del Principado de Asturias accesible desde la 
siguiente dirección de Internet https://sede.asturias.es/en el área personal y se efectuarán por medios electrónicos, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

2. El plazo de presentación de solicitudes será de un (1) mes a contar desde la entrada en vigor del presente 
decreto.

3. La presentación de las solicitudes fuera del plazo establecido dará lugar, sin más trámite, a la inadmisión de éstas 
por tal causa, previa resolución declarando dicha circunstancia.

4. El acceso al expediente y demás trámites posteriores a la solicitud, se realizarán por canal electrónico, a través de 
la dirección de Internet https://sede.asturias.es/en el área personal de esa sede.

Artículo 9.—Procedimiento de concesión de la subvención.

1. El procedimiento de concesión de las ayudas será el de concesión directa, conforme a lo previsto en el artículo 22.2 
c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en el artículo 6.3 del Decreto 71/1992, de 29 de octubre.

2. Las ayudas se concederán a los solicitantes que reúnan todos los requisitos establecidos en estas normas, sin per-
juicio de la comprobación a posteriori de la concurrencia del requisito establecido en el artículo 6 e), siguiendo el orden 
de prelación temporal de presentación electrónica de las solicitudes y hasta el agotamiento de la financiación disponible. 
Si se agota la financiación, se producirá la desestimación de todas las solicitudes presentadas que no hayan sido trami-
tadas hasta ese momento sin necesidad de ninguna actuación previa, procediendo a la publicación la correspondiente 
resolución en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

3. Las solicitudes de subvención se tramitarán y resolverán por orden de presentación de las mismas, en función del 
cumplimiento de los requisitos establecidos y siempre que la solicitud y documentación a aportar estén completas. En 
caso de que sea necesaria la subsanación de la solicitud, se entenderá como fecha de presentación en la sede electró-
nica de la Administración del Principado de Asturias la de subsanación a efectos del orden de prelación temporal antes 
mencionado.
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4. El procedimiento de concesión se desarrollará mediante medios electrónicos. Las solicitudes podrán tramitarse, 
valorarse y resolverse de forma sucesiva y no necesariamente de forma conjunta a la finalización del plazo de presenta-
ción de instancias. En este sentido, si el volumen de solicitudes es alto, se podrán resolver las solicitudes mediante lotes 
que se conformarán con aquellas que hubieran sido valoradas de acuerdo a los requisitos establecidos en este decreto y 
siguiendo su orden de presentación o, en su caso, de subsanación.

Artículo 10.—Régimen de mínimis.

Las subvenciones reguladas en este decreto están sometidas al régimen de “mínimis”, siéndoles de aplicación lo esta-
blecido en el actual Reglamento 1407/2013 de la Comisión Europea, de 18 de diciembre (DOUE de 24/12/2013), relativo 
a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), o en su defecto, 
en la normativa comunitaria que lo sustituya. En consecuencia, los beneficiarios no podrán obtener ayudas acogidas a 
este mismo régimen cuyo importe acumulado supere los 200.000 euros, durante el ejercicio fiscal en cuestión, así como 
durante los dos ejercicios fiscales anteriores.

Artículo 11.—Órganos competentes.

1. El órgano competente para la instrucción del procedimiento es la Dirección General competente en materia de pro-
moción de la cultura del Principado de Asturias, a la que corresponde realizar las actuaciones necesarias para la determi-
nación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales debe formularse la propuesta de resolución.

2. El órgano competente para realizar el informe de evaluación de las solicitudes admitidas a trámite es la Comisión 
de Valoración, que tendrá la siguiente composición:

a)		 Presidencia: La persona titular de la Dirección General competente en materia de promoción de la cultura del 
Principado de Asturias.

b)		V ocalías: Tres trabajadores de la Consejería competente en materia de promoción de la cultura del Principado 
de Asturias.

c)		  Secretaría: Un funcionario adscrito a la Dirección General competente en materia de promoción de la cultura 
del Principado de Asturias, que podrá ser designado de entre los propios vocales.

La Comisión de Valoración, en el ejercicio de sus funciones, será la encargada de aclarar cuantas dudas se susciten 
de la interpretación de las presentes normas.

En el caso de que se tramitasen las solicitudes mediante lotes, la Comisión emitirá informe de evaluación de las mis-
mas por cada lote sometido a su consideración.

En su condición de órgano colegiado, la Comisión de Valoración se regirá por lo dispuesto en el Capítulo II, del Título 
Preliminar, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. Instruido y evaluado el expediente, el órgano instructor formulará las pertinentes propuestas de resolución. No se 
tendrán en cuenta otros hechos, alegaciones o pruebas que las aducidas por los interesados, por lo que la propuesta de 
resolución tendrá el carácter de definitiva.

Artículo 12.—Resolución.

1. La resolución corresponderá a la Consejera de Cultura, Política Llingüística y Turismo, que se pronunciará sobre la 
concesión o denegación de las solicitudes admitidas a trámite.

2. La resolución podrá resolver todas las solicitudes presentadas o los lotes de solicitudes según lo establecido en el 
artículo 9.4 de este decreto.

3. El plazo máximo para resolver y notificar dicha resolución es de seis meses desde la entrada en vigor del presen-
te decreto. Si transcurrido dicho plazo no se hubiese dictado resolución, la solicitud de subvención podrá entenderse 
desestimada.

4. La resolución de concesión o denegación de la subvención será notificada a las personas interesadas mediante su 
publicación en el BOPA.

5. Cada resolución pondrá fin a la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-admi-
nistrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, en 
el plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de su notificación, sin perjuicio de la posibilidad de previa in-
terposición del recurso potestativo de reposición ante el mismo órgano que dictó el acto en el plazo de un mes contado 
desde el día siguiente al de su notificación, no pudiendo simultanearse ambos recursos, conforme a lo establecido en el 
artículo 28 de la Ley del Principado de Asturias 2/1995, de 13 de marzo, sobre Régimen Jurídico de la Administración y 
en los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar 
cualquier otro que estimen oportuno.

Artículo13.—Justificación y abono de las ayudas.

1. La justificación de estas subvenciones y el cumplimiento de su finalidad se considerarán realizadas mediante la pre-
sentación de toda la documentación exigida en estas normas, por lo que una vez resuelta la concesión de la subvención 
se tramitará el pago de la misma a la persona beneficiaria. Lo anterior sin perjuicio de lo previsto en el artículo siguiente 
en relación con las obligaciones de los beneficiarios. En todo caso, cualquier documentación justificativa que eventual-
mente se les exija a los beneficiarios por el órgano instructor de este procedimiento se remitirá de forma electrónica a 
través de la sede electrónica de la Administración del Principado de Asturias.

2. Las subvenciones se harán efectivas mediante un único pago a la persona beneficiaria, una vez que se haya re-
suelto sobre su concesión, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos.
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3. No podrá realizarse el pago de la subvención si el beneficiario no se halla al corriente en el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social o es deudor del Principado de Asturias por deudas vencidas, líqui-
das y exigibles.

Artículo 14.—Obligaciones de los beneficiarios.

Son obligaciones de los beneficiarios:

a)		J ustificar ante el órgano o entidad concedente el cumplimiento de los requisitos y condiciones exigidos o auto-
rizar su comprobación al órgano instructor del procedimiento.

b)		 Comunicar al órgano concedente la obtención de otras ayudas, subvenciones, ingresos o recursos que financien las 
actividades subvencionadas. Esta comunicación deberá efectuarse de manera inmediata a su conocimiento.

c)		 Comunicar al órgano concedente cualquier modificación que se produzca respecto a las circunstancias tenidas 
en cuenta para la concesión de la subvención, así como respecto a los compromisos y obligaciones asumidas 
por el beneficiario.

d)		 Acreditar con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión por el órgano concedente, que 
se halla al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social y no ser 
deudor del Principado por deudas vencidas, líquidas y exigibles.

e)		 Someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar por el órgano concedente, así como cualesquiera otras 
de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto nacionales 
como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida.

f)		 Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en estas normas y en la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre.

g)		E n general, cualquiera otra de las recogidas en el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

Artículo 15.—Concurrencia y compatibilidad de ayudas.

Las subvenciones reguladas en estas normas se declaran expresamente incompatibles con cualquier otra concedida 
de la misma naturaleza o con igual finalidad.

Artículo 16.—Revisión y modificación de las ayudas.

Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la ayuda y, en todo caso, la obtención 
concurrente de ayudas o subvenciones otorgadas por otras Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o 
internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión.

Artículo 17.—Incumplimiento, revocación y reintegro de las ayudas.

1. Procederá la revocación de la concesión y el reintegro, total o parcial, de las cantidades percibidas, en los casos 
establecidos en los artículos 36 y 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y demás normativa general que resulte de 
aplicación, así como en el caso de incumplimiento de las obligaciones recogidas en las presentes normas.

2. El procedimiento de reintegro se ajustará a lo establecido en el capítulo II del título II de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, y en la normativa del Principado de Asturias. La resolución por la que se acuerde el reintegro de la subven-
ción será adoptada por la Consejera de Cultura, Política Llingüística y Turismo.

Además del reintegro de los fondos públicos percibidos indebidamente, se exigirá el interés de demora correspondien-
te desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro. El interés 
exigible se calculará sobre el importe a reintegrar de la subvención concedida.

3. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público y su cobro se llevará a efecto 
con sujeción a lo establecido para esta clase de ingresos en el texto refundido de Régimen Económico y Presupuestario 
del Principado de Asturias, aprobado por Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio.

4. La falta de reintegro al Principado de Asturias de las cantidades reclamadas, en período voluntario, dará lugar a su 
cobro por vía de apremio con arreglo a la normativa vigente.

Artículo 18.—Régimen sancionador.

Las infracciones administrativas cometidas en relación con las ayudas reguladas en estas normas se podrán sancionar 
de acuerdo con lo previsto en el Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en el Capítulo VI del texto refundido del 
Régimen Económico y Presupuestario del Principado de Asturias, aprobado por Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio.

Disposición adicional única. Excepción normativa

Atendiendo a las excepcionales circunstancias que justifican la aprobación del presente decreto, se excepciona la 
aplicación del artículo 6.3 del Decreto 71/1992, de 29 de octubre, por el que se regula el Régimen general de concesión 
de subvenciones en el Principado de Asturias, en su redacción dada por Decreto 14/2000, de 10 de febrero, en lo que 
se refiere a la necesidad de acuerdo del Consejo de Gobierno para la autorización de la concesión directa de ayudas, 
autorizando a la Consejera de Cultura, Política Llingüística y Turismo para que conceda directamente las ayudas objeto 
del presente Decreto.

Disposición final única. Entrada en vigor

El presente decreto entrará en vigor el 18 de mayo de 2020.

Dado en Oviedo, a catorce de mayo de dos mil veinte.—El Presidente del Principado de Asturias, Adrián Barbón 
Rodríguez.—La Consejera de Cultura, Política Llingüística y Turismo, Berta Piñán Suárez.—Cód. 2020-03327.
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I. Principado de Asturias

Disposiciones Generales••
Consejería de Hacienda

Decreto 17/2020, de 21 de mayo, de primera modificación del Decreto 11/2020, de 8 de abril, por el que se 
regulan aplazamientos y fraccionamientos excepcionales de deudas tributarias para paliar el impacto de la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 sobre trabajadores autónomos, pymes y microempresas.

PREÁMBULO

El Decreto 11/2020, de 8 de abril, regula aplazamientos y fraccionamientos de deudas tributarias en condiciones fa-
vorables para autónomos, pymes y microempresas. A través de dicha norma se pretende aliviar las tensiones financieras 
a que se ven sometidos estos contribuyentes como consecuencia del impacto de la crisis provocada por la pandemia del 
COVID-19.

Teniendo en cuenta las previsiones de evolución de la pandemia a la fecha en la que se elaboró el citado Decreto, el 
beneficio fiscal se limitaba a las deudas generadas hasta el 31 de mayo de 2020. No obstante, la aprobación de sucesivas 
prórrogas del estado de alarma, unido a la suspensión de los procedimientos tributarios operada por el Decreto 9/2020, 
de 23 de marzo, por el que se suspenden los términos y se interrumpen los plazos en los procedimientos tributarios 
gestionados por el Principado de Asturias durante el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, tienen como consecuencia que en los términos actuales los citados aplazamientos y fraccionamientos puedan 
convertirse en prácticamente inaplicables.

Adicionalmente, la extensión del estado de alarma por un plazo superior al inicialmente previsto, supone para aque-
llos autónomos, pymes y microempresas que se han visto obligados a cerrar sus establecimientos mayores tensiones de 
tesorería puesto que existen una serie de gastos fijos mensuales que no pueden ser cubiertos con ingresos, aspecto que 
se agrava cuanto más se prolongue la citada situación.

Todo ello aconseja revisar los términos en que se definieron los aplazamientos y fraccionamientos tributarios excep-
cionales en el mencionado Decreto, prolongando el plazo de generación de las deudas susceptibles de acogerse a este 
régimen, con el fin de contribuir al mantenimiento de las actividades y de facilitar la paulatina reactivación de la actividad 
económica.

El Principado de Asturias, conforme a lo establecido en los artículos 156.1 de la Constitución y 42 del Estatuto de 
Autonomía del Principado de Asturias, goza de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias, 
enumerando el artículo 157.1 de la Constitución los recursos que garantizan esta autonomía, entre los cuales se encuen-
tran los impuestos propios y los cedidos total o parcialmente por el Estado.

Corresponde al Principado de Asturias la gestión, liquidación, inspección recaudación y revisión de los tributos propios 
del Principado de Asturias. Igualmente, y en virtud de lo previsto en la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas y dentro de los límites previstos en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 
por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Es-
tatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, compete al Principado de Asturias la regulación 
de las competencias gestoras en materia de tributos cedidos en los términos previstos en el artículo 19 de la citada Ley 
Orgánica. En concreto, en lo que respecta a los denominados tributos cedidos tradicionales, compete al Principado de 
Asturias la gestión íntegra y liquidación del Impuesto sobre Sucesiones y donaciones, del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y de las Tasas sobre el Juego.

Por su parte, y de acuerdo con el artículo 10.uno.2 de la Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, 
de acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2003, corresponde al Principado de Asturias, y más concreta-
mente al Ente Público de Servicios Tributarios, la gestión, liquidación, inspección, recaudación y revisión de los tributos 
locales cuya competencia le haya sido delegada por las corporaciones locales.

El presente decreto se ajusta a los principios de buena regulación recogidos en el artículo 129.1 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En concreto, la norma responde 
a la necesidad de regular medidas en el ámbito tributario ante la excepcional situación sanitaria generada por el COVID-
19 teniendo en cuenta las especiales dificultades a que se han visto sometidos los trabajadores autónomos, pymes y 
microempresas afectados por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Igualmente, la norma es eficaz al ser el ins-
trumento adecuado para los fines perseguidos, no limitando derechos y deberes de los ciudadanos. Además, contribuye 
a la satisfacción del principio de seguridad jurídica en el ámbito tributario, definiendo claramente el procedimiento que 
va a seguir la administración en la tramitación de los aplazamientos y fraccionamientos tributarios excepcionales. Por 
último, respeta el principio de eficiencia, al no imponer cargas administrativas a los contribuyentes.

Dada la excepcional situación descrita, la entrada en vigor de esta disposición se considera urgente, con el fin de 
que los trabajadores autónomos, pymes y microempresas puedan ver aliviadas las tensiones de tesorería a que se vean 
sometidos una vez finalice la suspensión de plazos operada por el Decreto 9/2020, de 23 de marzo.
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En su virtud, a propuesta de la Consejera de Hacienda, y previo acuerdo del Consejo de Gobierno en su reunión de 
21 de mayo de 2020,

D I S P O N G O

Artículo único.—Modificación del Decreto 11/2020, de 8 de abril, por el que se regulan aplazamientos y fracciona-
mientos excepcionales de deudas tributarias para paliar el impacto de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 
sobre trabajadores autónomos, pymes y microempresas.

El Decreto 11/2020, de 8 de abril, por el que se regulan aplazamientos y fraccionamientos excepcionales de deudas 
tributarias para paliar el impacto de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 sobre trabajadores autónomos, pymes 
y microempresas queda modificado como sigue:

Uno. El artículo 1 queda redactado del siguiente modo:

“Artículo 1. Aplazamiento y fraccionamiento excepcional de deudas tributarias.

Las deudas tributarias que correspondan a trabajadores autónomos, pymes y microempresas que se hayan visto 
obligados al cierre como consecuencia del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
podrán aplazarse o fraccionarse en los siguientes términos:

1. Las deudas tributarias resultantes de autoliquidaciones de tributos gestionados por el Principado de Asturias cuyo 
plazo de presentación e ingreso en período voluntario finalice entre el día siguiente al de finalización del estado de alarma 
y el 31 de agosto de 2020, ambos inclusive, podrán ser aplazadas o fraccionadas hasta el mes de diciembre de 2020 sin 
exigencia de intereses de demora, siempre que las solicitudes presentadas reúnan los requisitos a los que se refiere el 
artículo 82.2.a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

2. Las deudas tributarias resultantes de liquidaciones tributarias practicadas por la Administración del Principado de 
Asturias cuyo período voluntario finalice entre el día siguiente al de finalización del estado de alarma y el 31 de agosto 
de 2020, ambos inclusive, podrán aplazarse o fraccionarse, en los mismos términos previstos en el apartado 1.

3. Las deudas tributarias resultantes de recibos de campañas de tributos propios o locales gestionados por el Ente 
Público de Servicios Tributarios cuyo período voluntario finalice entre el día siguiente al de finalización del estado de 
alarma y el 31 de agosto de 2020, ambos inclusive, podrán aplazarse o fraccionarse, en los mismos términos previstos 
en el apartado 1.”

Dos. El apartado 1 del artículo 3 queda redactado como sigue:

“1. Los obligados tributarios a que se refiere este decreto podrán hacer efectiva la deuda tributaria mediante la solici-
tud de un fraccionamiento en cuotas mensuales de idéntico importe, venciendo el primer plazo de dicho fraccionamiento 
en el mes de septiembre y el último en el mes de diciembre de 2020. Igualmente, podrán solicitar un aplazamiento que 
vencerá en el mes de diciembre de 2020.”

Disposición final. Entrada en vigor

El presente decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial del Principado de Asturias.

Dado en Oviedo, a veintiuno de mayo de dos mil veinte.—El Presidente del Principado de Asturias, Adrián Barbón 
Rodríguez.—La Consejera de Hacienda, Ana Cárcaba García.—Cód. 2020-03553.
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Sección I. Disposiciones generales
CONSEJO DE GOBIERNO

3816 Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la
actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las administraciones públicas
de las Illes Balears para paliar los efectos de la crisis ocasionada por la COVID-19

En el preámbulo del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears se dice que la aportación de todos los habitantes de las Balears nos configura
como una sociedad integradora, en la que el esfuerzo es un valor y la capacidad innovadora y emprendedora debe impulsarse y continuar
formando parte de nuestro talante de siempre.

Por ello, el Estatuto de Autonomía recoge en su articulado varias obligaciones de impulso de la actividad económica, así como también el
derecho de los ciudadanos a una buena administración, ágil y eficiente, que les facilite el ejercicio de sus derechos y de sus obligaciones.

Así, por ejemplo, el artículo 14.2 del Estatuto dice que los ciudadanos tienen derecho a que las administraciones públicas de las Illes Balears
traten sus asuntos de forma objetiva e imparcial, y en un plazo razonable; el artículo 16.1 del Estatuto dispone que los poderes públicos de
las Illes Balears defenderán y promoverán los derechos sociales de los ciudadanos de las Balears, que constituyen uno de los fundamentos
cívicos del progreso económico, y el artículo 24.1 dispone que los poderes públicos de la comunidad autónoma impulsarán políticas
generales y sectoriales de fomento y de ordenación económica que tengan como finalidad favorecer el crecimiento económico a medio y a
largo plazo.

En el ámbito competencial, el artículo 30.1 del Estatuto dispone que es competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma establecer el
régimen de funcionamiento de sus instituciones propias, así como también lo es el fomento del desarrollo económico dentro del territorio de
las Illes Balears, de acuerdo con las bases y la coordinación general de la actividad económica, tal como recoge el apartado 21 del mismo
artículo 30. Por otro lado, el artículo 31.6 del Estatuto reconoce a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears las competencias de
desarrollo legislativo y de ejecución en la ordenación y la planificación de la actividad económica de las Balears. Este mismo artículo
recoge, en el apartado 13, la competencia de la Comunidad Autónoma en materia de régimen local.

Una administración moderna y eficiente tiene que simplificar las estructuras administrativas, eliminar duplicidades de actuación y garantizar
el principio de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de las administraciones públicas, sin perjuicio de que la intervención
administrativa de la actividad de los ciudadanos y de las empresas deba continuar velando por el interés general.

Actualmente, la lucha contra los efectos de la COVID-19 está poniendo de relieve una intensa actividad de los poderes públicos para
contener y mitigar los efectos de la pandemia, especialmente a partir de la declaración del estado de alarma, decretado por el Gobierno
central mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

A su vez, la adopción de las medidas drásticas derivadas del estado de alarma ha causado una severa limitación de la movilidad de las
personas para reducir la propagación de la pandemia. Y estas restricciones de movilidad han causado al mismo tiempo que se haya parado
buena parte de la actividad económica y laboral.

Estamos hablando de la parada directa de una tercera parte del tejido productivo de nuestras islas, que afecta a alrededor de 150.000 personas
trabajadoras y a más de 20.000 empresas. Al fin y al cabo, estamos ante una crisis económica sobrevenida, de origen sanitario, de alcance
global y sin precedentes, que, a diferencia de crisis económicas anteriores, ha supuesto una parada en seco de gran parte de la actividad en
general y que puede tener una recuperación más lenta, dada la particular especialización de las Illes en el sector turístico.

Las estimaciones de Gobierno de las Illes Balears sitúan la caída de nuestra economía en más del 30 % del PIB y de unos 145.000 puestos de
trabajo para 2020. Desde el punto de vista social, una primera respuesta ha sido impulsar una herramienta inclusiva y protectora, tanto para
trabajadores como para empresas: los expedientes de regulación temporal de empleo a causa de fuerza mayor. Este instrumento ha permitido
disponer de una red de protección a la cual se han podido añadir, esencialmente, los trabajadores indefinidos y fijos discontinuos de los
sectores afectados.

En cambio, los trabajadores temporales vinculados al turismo, así como una parte de los temporales no turísticos, se han encontrado de golpe
sin trabajo, y han ingresado directamente en el paro, con unas perspectivas muy difíciles a corto plazo. Este hecho ha provocado el tránsito al
paro de una cantidad enorme de personas, y nos ha vuelto a situar en cifras superiores a los 70.000 parados.
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En resumen, nos encontramos ante una economía prácticamente paralizada, un consumo interno muy débil y unos mercados turísticos
emisores que presentan muchas incertidumbres. En términos laborales, tenemos una cifra de trabajadores sin empleo sin precedentes, dado
que a estas alturas superan las 200.000 personas.

Así pues, resulta de vital importancia para la cohesión económica y social de las Illes Balears adoptar medidas valientes que estimulen
nuestra economía a la vez que ofrezcan garantías laborales a miles de familias y aporten nuevas perspectivas al tejido productivo del
territorio.

La trascendencia e importancia del momento, y también las medidas para afrontarlo han llevado al Gobierno a buscar el consenso y pactar
las medidas recogidas en este texto, consensuadas en la Mesa del Diálogo Social; por lo que la participación de los agentes económicos y
sociales más representativos ha sido capital y supone una garantía del equilibrio entre el impulso económico y la protección social de los
trabajadores.

En este contexto, y en paralelo a las medidas relativas a la protección de la salud pública, que son prioritarias, adoptadas por las
administraciones públicas, también resulta imprescindible adoptar medidas de impulso de la actividad económica para asegurar el
mantenimiento de la mayor parte de puestos de trabajo para trabajadores y trabajadoras que actualmente se encuentran en una situación de
extrema fragilidad y medidas de simplificación administrativa de la Administración de la Comunidad Autónoma y de las administraciones

 dirigidas a paliar, en lo posible, los efectos de la crisis sanitaria en la actividad productiva y elinsulares y municipales de las Illes Balears
tejido empresarial de las Illes Balears.

El Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, que han aprobado recientemente varias disposiciones
normativas en los ámbitos económico, social y administrativo para luchar contra las consecuencias de la enfermedad, disponen ahora de los
datos necesarios para adoptar nuevas medidas que tengan como objetivo prioritario el impulso de la actividad económica mediante la
supresión o la reducción de los trámites administrativos de las empresas y los profesionales para iniciar una actividad económica; la
agilización y simplificación de la actividad administrativa de la Administración de la Comunidad Autónoma, de los consejos insulares y de
los ayuntamientos de las Illes Balears; la simplificación de las relaciones entre las administraciones públicas de las Illes Balears para mejorar
su coordinación y, en definitiva, para hacer efectivo el derecho de la ciudadanía, las empresas y los profesionales de acceder al ejercicio de la
actividad económica de una manera ágil y eficiente.

Estas medidas deben adoptarse sin dilaciones, por lo que hay que hacer uso de la figura del decreto ley.

II

Este decreto ley tiene por objeto, por lo tanto, establecer determinadas medidas de rango legal de simplificación administrativa y de fomento
de la actividad económica, para clarificar y simplificar las obligaciones que la normativa vigente impone a las administraciones públicas de
las Illes Balears y, por consiguiente, a los ciudadanos y a las empresas, con el objeto de contribuir a la recuperación económica enseguida
que sea posible.

Con la legislación vigente, las empresas tienen que cumplir múltiples requerimientos a la hora de iniciar y de mantener su actividad
empresarial. La existencia de procedimientos de autorización muy complejos y poco pautados hace que la posibilidad de iniciar una
actividad se alargue en el tiempo mucho más de lo que sería recomendable para garantizar la necesaria competitividad empresarial. En estos
momentos, es una prioridad del Gobierno impulsar un cambio de modelo de relación entre las empresas y la Administración que facilite la
actividad económica, deposite la confianza en el empresariado y, a su vez, reduzca el exceso de cargas y trámites burocráticos.

Este decreto ley tiene como finalidad principal lograr un funcionamiento más eficaz y eficiente de las administraciones de las Illes Balears,
para hacer frente a los efectos de la crisis económica sobrevenida como consecuencia de la crisis sanitaria provocada por la COVID-19, por
lo que pretende:

— Impulsar la actividad económica y la creación de empleo mediante una gestión más eficiente de los recursos de las
administraciones públicas.

— Mejorar la tramitación de los procedimientos administrativos, especialmente los procedimientos de control de las actividades
económicas sujetas a la intervención administrativa que establece la legislación sectorial, por medio de la reducción, la agilización y
la simplificación de los trámites, siempre garantizando la tramitación ambiental asociada, en su caso.

— Consolidar instrumentos de colaboración y de coordinación entre las administraciones públicas de las Illes Balears en el ejercicio
de las competencias de regulación, intervención y control de la actividad económica.

En el contexto actual hay que configurar la simplificación administrativa no como una obligación de las administraciones públicas, sino
como un verdadero derecho subjetivo de la ciudadanía, las empresas y los profesionales.
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Buena parte de la actividad económica que ejercen los ciudadanos y las empresas requiere la intervención de los ayuntamientos. Esto hace
que las entidades locales tengan un papel esencial, como administración responsable, en los procedimientos establecidos en la legislación
vigente.

La simplificación de la actividad administrativa tiene que servir para mejorar los procedimientos regulados por las normativas local y
sectorial de los ámbitos competenciales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears de forma que, sin renunciar a la protección del
interés general, la reducción de plazos y el aumento de la eficiencia de recursos en los procedimientos de autorización y control de las
actividades económicas repercuta de manera directa en la reducción de costes para las empresas para reactivar la actividad económica y el
empleo.

Por ello, los principios en que se inspira la regulación contenida en este decreto ley, como principios de actuación de las administraciones
públicas al servicio efectivo de los ciudadanos, son la simplificación administrativa, la optimización de los recursos públicos, la eficiencia, la
confianza legítima y el control de la gestión.

Y también son principios de actuación, en relación con la intervención administrativa en el ejercicio de la actividad económica, que se tienen
en cuenta:

— La libertad en el ejercicio de la actividad económica.

— La intervención administrativa mínima al inicio de la actividad.

— El impulso de mecanismos alternativos que permitan reducir cargas a las empresas y a los profesionales.

— La responsabilidad de los titulares de empresas y de los profesionales en el cumplimiento de los requisitos exigidos en el ejercicio
de la actividad económica.

— El establecimiento de medidas de control y disciplina para validar el cumplimiento de los requisitos exigidos.

— La estandarización de los requisitos exigidos por las administraciones para iniciar y desarrollar la actividad económica.

— La facilitación de las relaciones de las empresas y los profesionales con las administraciones públicas de las Illes Balears.

III

Este decreto ley se estructura en seis capítulos, cuarenta y un artículos, siete disposiciones adicionales, una disposición derogatoria y
diecisiete disposiciones finales.

En el capítulo I, regula el objeto y el ámbito de aplicación.

El capítulo II, referido al estímulo económico y la simplificación administrativa, establece, en la sección primera, que los mecanismos de
intervención administrativa en el ejercicio de la actividad económica son, a todos los efectos, la declaración responsable y la comunicación
previa, y contiene un mandato a las administraciones públicas sujetas a este decreto ley de establecer mecanismos de colaboración y
coordinación para el ejercicio de las facultades de intervención, inspección o control conjuntos.

La sección segunda de este capítulo introduce una serie de medidas de carácter temporal para hacer frente a los efectos del estado de alarma,
que tienen como finalidad contribuir a la reactivación económica y a la simplificación administrativa, y contiene también una medida de
apoyo social y determinadas disposiciones que facilitarán la selección de personal para atender servicios estratégicos, el desempeño de las
funciones de inspección y control por parte de personal funcionario, así como también garantizar los servicios públicos en la temporada
estival.

En primer lugar, con el objetivo de contribuir a la reactivación económica y potenciar el sector de la construcción, se establece un régimen
excepcional de declaración responsable para determinadas obras e instalaciones que tengan que ejecutarse en suelo urbano, subscrita por la
persona promotora y dirigida al correspondiente ayuntamiento, lo que será de aplicación hasta el 31 de diciembre de 2021.

Con la misma idea de potenciar, como sector de diversificación económica, el sector especializado en la construcción y el mantenimiento de
embarcaciones náuticas, y para poner en valor el objetivo de recogida municipal de residuos en las condiciones adecuadas en los llamados 

, se introduce un artículo que establece un procedimiento urbanístico extraordinario para la ordenación de sistemas generalespuntos verdes
de infraestructuras y servicios específicos, que estará vigente durante un periodo de dos años.

Se pretende, así, fomentar la creación de forma ágil de áreas urbanizadas aptas para la implantación de instalaciones destinadas a la
construcción, el almacenamiento y el mantenimiento de embarcaciones. Para el desarrollo de estas áreas urbanizadas aptas para la
implantación de las actividades señaladas, se podrá recurrir a la habilitación de zonas industriales en suelo urbano y urbanizable, o bien a la
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definición de sistemas generales en cualquier clase de suelo. Igualmente se quiere incentivar la localización de espacios adecuados para el
impulso tecnológico de las energías renovables y, finalmente, facilitar la implantación de puntos verdes municipales para una gestión más
sostenible de los residuos.

El artículo 7 se refiere a la posibilidad de dar incentivos para la mejora de los establecimientos turísticos, para que puedan llevar a cabo obras
de modernización. Esto permitirá lograr dos objetivos: por un lado, continuar en la línea de incentivar la modernización de la industria
turística y, por otro, incentivar un aumento del sector productivo relacionado con las reformas o construcciones, lo que tiene una clara
incidencia en el aumento de la contratación laboral. Como principales novedades de este artículo respecto de anteriores disposiciones sobre
la cuestión, hay que mencionar que fija un periodo de vigencia hasta el 31 de diciembre de 2021. También dispone un plazo máximo de tres
meses para emitir el informe preceptivo de la Administración turística, en el ámbito evidentemente de sus competencias. También incorpora
nuevos criterios de eficiencia energética y, asimismo, prevé expresamente —y, por lo tanto, lo posibilita— que alojamientos turísticos
existentes, pero que ya no forman parte de los definidos por la normativa turística actual, se puedan acoger a los incentivos siempre que las
obras tengan por objeto que el establecimiento quede encuadrado en uno de los grupos definidos actualmente, así como un aumento de
categoría.

El artículo 8 establece para el año 2020 la excepción de limitaciones temporales estivales para obras de edificación, modificación, reparación
y derribos, relativas a la temporada turística, que estén vigentes en cualquier normativa autonómica, insular o municipal.

En materia de vivienda, temporalmente se exime a los arrendatarios de la exigencia de acreditar el depósito de fianza al que hace referencia
el artículo 59 de la Ley 5/2018, de 19 de junio, de la vivienda de las Illes Balears, en las solicitudes de ayudas al alquiler convocadas a partir
de la entrada en vigor de este decreto ley y hasta el 31 de diciembre de 2020, sin que esta suspensión exima al arrendador de la obligación de
depositar las fianzas.

En el difícil contexto actual, resulta imprescindible garantizar que las ayudas públicas de alquiler, por el hecho de que son una importante
medida en la política de vivienda, lleguen a las personas que verdaderamente las necesitan, con independencia de que pueda haber un
incumplimiento por parte del arrendador, del cual el arrendatario no es, en ningún caso, responsable. Por este motivo, se suspende
temporalmente la exigencia a los arrendatarios de acreditar el depósito de la fianza para las solicitudes de ayudas públicas al alquiler, sin que
ello suponga la suspensión de la obligación para los arrendadores.

También se establece una prestación económica extraordinaria de compensación de atenciones en el entorno familiar y el apoyo a cuidadores
no profesionales para personas en situación de dependencia a las que se ha suspendido el servicio de centro de día debido a la crisis sanitaria
de la COVID-19, con una vigencia inicial de cuatro meses, prorrogables por acuerdo del Consejo de Gobierno.

En materia de personal, se establecen medidas extraordinarias para la selección de personal funcionario interino para prestar servicios en el
Servicio de Empleo de las Illes Balears y en el Servicio de Renta Social Garantizada de la Dirección General de Servicios Sociales, para
atender necesidades urgentes ocasionadas por la crisis sanitaria, social y económica provocada por la COVID-19.

Asimismo, se prevé que, desde la entrada en vigor de este decreto ley y hasta el 31 de diciembre de 2020, el personal con funciones
inspectoras de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears esté facultado para inspeccionar y levantar acta, si procede, respecto de cualquier
materia que le sea encargada relacionada principalmente con las normas derivadas de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, dentro
del ámbito competencial del Gobierno de las Illes Balears y siempre que la función inspectora no requiera una elevada especialización en
relación con las competencias materiales de la consejería de adscripción.

Finalmente, se establecen determinadas medidas que afectan al personal al servicio de la Administración de la Comunidad autónoma,
referidas al disfrute de vacaciones, en atención a la situación especial provocada por la declaración del estado de alarma y las medidas de
desescalada posteriores. En concreto, se suspende, para el año 2020, la aplicación de las normas reglamentarias o convencionales que
regulan el periodo ordinario de vacaciones, que se puede circunscribir a los meses de julio y agosto, para garantizar el mantenimiento de los
servicios de la Administración en cada una de las fases de transición fijadas por el Ministerio de Sanidad.

El capítulo III establece medidas específicas relativas al Servicio de Salud de las Illes Balears y regula el sistema de adquisición de equipos
de protección individual y de medicamentos, en atención a que el Decreto Ley 4/2020, de 20 de marzo, por el que se establecen medidas
urgentes en materia de contratación, convenios, conciertos educativos y subvenciones, servicios sociales, medio ambiente, procedimientos
administrativos y presupuestos para hacer frente al impacto económico y social de la COVID-19, estableció que la adopción de cualquier
tipo de medida o actuación por parte de los órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears y de los entes del
sector público instrumental autonómico para hacer frente de manera directa o indirecta a los efectos de la COVID-19 justifica la necesidad
de actuar de manera inmediata.

Dada la evolución de la crisis sanitaria, resulta imprescindible mantener de manera ininterrumpida la dotación suficiente de equipos de
protección individual para los profesionales sanitarios, así como también para el resto de personal al servicio de la Administración
autonómica y de los entes del sector público instrumental.
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Una vez analizada la capacidad del mercado para soportar el primer impacto de la demanda generada por la crisis sanitaria, resulta de interés
general establecer un procedimiento ágil para la adquisición, dado que se ha detectado que ni el mercado nacional ni el europeo pueden,
actualmente, proporcionar, con la rapidez y el alcance necesarios, las dotaciones suficientes para el personal al servicio de la Administración
sanitaria.

Por ello, este capítulo regula un procedimiento de adquisición que, en la medida

de lo posible, garantiza también los principios de concurrencia y de igualdad de los operadores económicos. A tal efecto, el interés general
en la tramitación de este tipo de sistema de adquisición debe ser apreciado y debidamente justificado por cada órgano de contratación, y se
prevé que las necesidades que tengan que satisfacerse y las condiciones del suministro se den a conocer a través de la página web.

La crisis sanitaria que ha producido la propagación del virus de la COVID-19 ha provocado también que el Servicio de Salud de las Illes
Balears tenga que adquirir, mediante tramitación de emergencia, el suministro de batas de protección, guantes, mascarillas, buzos, delantales
de plástico, gafas, capuchas, medias, pantallas, solución hidroalcohólica y viricida, así como cualquiera otro elemento que se considere
necesario para el tratamiento y la prevención de la COVID-19, dadas las muchas dificultades que se prevén para comprar este material por
las vías ordinarias, durante un periodo largo de tiempo (que se calcula en 24 meses) a causa de las carencias de suministro de estos productos
por los proveedores habituales.

Por ello, con este decreto ley también se pretende fomentar que estos productos sean elaborados por empresas locales que tienen o pueden
tener la capacidad necesaria para producirlos, facilitando su posterior adquisición.

Asimismo, se establece que el Servicio de Salud de las Illes Balears puede abonar las materias primas o los productos acabados, por
anticipado, así como también que el Gobierno de las Illes Balears puede establecer incentivos económicos para las empresas que produzcan
y distribuyan este material en el ámbito de la comunidad autónoma.

Por otro lado, este capítulo también regula la adquisición de medicamentos de uso hospitalario, y establece un sistema conforme al cual se
fijan condiciones generales, que pueden incluir o no rebajas sobre el precio administrativamente establecido de financiación a cargo del
Sistema Nacional de Salud, abiertas a una pluralidad de proveedores, con la posibilidad de incorporación posterior de otros operadores
económicos, en atención a la doctrina establecida por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en una sentencia de 2 de junio de 2016 (Dr.
Falk Pharma GmbH contra DAK-Gesundheit, asunto C-410/14, puntos 41 y 42).

En este contexto, y con el fin de preservar la mejor relación entre eficiencia y la adecuada gestión sanitaria, se regula un sistema de provisión
de medicamentos en el que no se licita, por el hecho de que ya existe un precio determinado mediante un procedimiento administrativo,
negociado entre la Administración y el laboratorio farmacéutico, e incluso en algunos casos acuerdos de riesgo compartido o de techo de
gasto que se incorporan, con que se regulan por lo tanto las condiciones de la adquisición, que se aplicará a las adquisiciones de las entidades
integradas en el Sistema Nacional de Salud que constituyan el poder adjudicador.

Se establece también el régimen económico de la prestación farmacéutica a través de las oficinas de farmacia, y se regula el procedimiento
mediante el que se tiene que retribuir al Colegio Oficial de Farmacéuticos de las Illes Balears el importe de las recetas médicas oficiales,
todo ello conformemente al Real Decreto 1718/2010, de 17 de diciembre, que establece la receta médica como un documento normalizado
de apoyo a la gestión y facturación de la prestación farmacéutica que reciben los usuarios del Sistema Nacional de Salud.

Se tiene presente el hecho de que la colaboración entre el Servicio de Salud de las Illes Balears y el Colegio de Farmacéuticos de las Illes
Balears para la dispensación activa de las especialidades farmacéuticas, los efectos y accesorios, las fórmulas magistrales y los preparados
oficiales que estén incluidos en la prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud se rige por la normativa sanitaria, la farmacéutica
estatal y autonómica, y la relativa a la prestación farmacéutica y a la de la Seguridad Social, y también se tiene en cuenta la Ley 40/2015, de
1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que regula los convenios de colaboración, por lo que se entiende que esta colaboración
está excluida del ámbito de la contratación pública y debe instrumentarse mediante un convenio de colaboración entre ambas instituciones,
en atención al hecho de que la naturaleza de la colaboración entre el Servicio de Salud y el Colegio de Farmacéuticos obedece a una
finalidad común de interés público.

Finalmente, se establecen una serie de medidas referidas a la gestión del personal, en atención a la especial situación de crisis sanitaria, que
tienen que permitir, en determinados supuestos, la prestación de servicios en régimen de teletrabajo y facilitar la movilidad temporal del
personal estatutario, cuando las necesidades del servicio lo requieran. Asimismo, esta norma también contiene una regulación específica para
el trabajo por turnos. Todas estas medidas van dirigidas a facilitar la gestión y la adaptación a las nuevas condiciones de vida producidas por
la pandemia de la COVID-19.

La primera consiste en proporcionar un marco legal para que se pueda dar cobertura al teletrabajo dentro del mundo estatutario. Durante esta
crisis, el personal especialmente sensible (mayores de sesenta años, profesionales con patologías como EPOC, cardiopatías, enfermedades
renales u oncológicas, diabetes, etc.) ha sido retirado de la primera línea de trabajo y se ha establecido que pudieran desempeñar sus
funciones en la modalidad de teletrabajo, ya sea haciendo consultas por vía telefónica o por videoconferencia. También se han tenido que
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cerrar servicios de consultas externas y salas de operaciones, para evitar la exposición de los profesionales y prevenir contagios, y, en la
medida de lo posible, se ha trabajado en la modalidad de teletrabajo. Ahora bien, esta situación no está prevista en el Estatuto marco ni en el
Texto refundido del Estatuto básico del empleado público, y resulta necesario tener un marco legal para poder establecer las condiciones en
que se tiene que realizar.

En cuanto a la regulación de la movilidad forzosa temporal para el personal estatutario, resulta totalmente necesaria para garantizar la
asistencia en las situaciones urgentes e inaplazables, en las que el profesional tenga que prestar su servicio fuera del centro asignado. En
estas situaciones es cuando se evidencia que la carencia de según qué especialidades puede suponer un problema para garantizar la atención
a los usuarios, sobre todo por el hecho de la doble y triple insularidad que padecemos. Deben preverse los casos en los que los especialistas
puedan estar afectados por la pandemia, o bien que haya un incremento de actividad en según qué centros y no pueda ser asumida por el
personal asignado. Por ello resulta imprescindible disponer de una herramienta jurídica que priorice el interés general sobre el interés
particular para permitir dar cobertura a la población. El mecanismo de movilidad forzosa temporal es un instrumento fundamental para
garantizar la continuidad asistencial, y está regulado con una serie de parámetros de objetividad para evitar cualquier arbitrariedad.

En cuanto a la jornada de trabajo, es necesario clarificar los turnos de trabajo, en jornada tanto diurna como nocturna y en los turnos
rotatorios, para establecer de manera clara, desde un punto de vista normativo, la nueva situación. El distanciamiento social implica nuevos
cambios en la gestión de agendas, citas a los usuarios, para hacer pruebas complementarias, etc., lo que hace que sea inviable mantener el
funcionamiento actual. Hay que evitar en todo momento la aglomeración de usuarios en las salas de espera y centros de los diferentes
dispositivos de la red asistencial, y esto requiere un cambio organizativo y una redistribución de la jornada de trabajo, que tienen que
respetar siempre el cómputo horario anual que está establecido en el Servicio de Salud.

El capítulo IV incorpora un conjunto de preceptos que tienen por objeto establecer un régimen especial en materia de subvenciones, para
todas las administraciones de las Illes Balears, que se aplicará hasta el 31 de mayo de 2021.

En una situación crítica como la actual, en la que es fundamental trasvasar recursos del sector público al sector privado para que la sociedad
colabore en la recuperación de la normalidad perdida, se considera un objetivo prioritario facilitar la puesta en marcha de líneas eficaces de
subvención que impulsen el desarrollo de los sectores productivos y que puedan paliar los efectos sociales y económicos provocados por la
crisis sanitaria de la COVID-19.

A este objetivo responde, en primer lugar, el establecimiento de un procedimiento muy simplificado de elaboración y aprobación de las
bases reguladoras de las subvenciones, con la particularidad de que pueden incorporar las correspondientes convocatorias. Con esta medida
es probable que se reduzca a menos de quince días la tramitación y la aprobación de las bases reguladoras, siempre que tengan por objeto
acciones de fomento en los ámbitos materiales que determina el mismo decreto ley.

En segundo lugar, y siguiendo el ejemplo de otras administraciones que han adoptado medidas similares, se establecen reglas específicas
dirigidas principalmente a flexibilizar los plazos para ejecutar los proyectos y actividades subvencionados y para justificar los gastos
necesarios por materializarlos. Igualmente se han tomado algunas decisiones para dotar de agilidad los mecanismos de comprobación del
buen uso de los fondos públicos. Asimismo, se faculta a las administraciones públicas para compensar los gastos efectuados directamente
para la ejecución de proyectos y actividades que hayan resultado paralizados o cancelados debido a la situación generada por la declaración
del estado de alarma o por la adopción de medidas de lucha contra los efectos de la crisis sanitaria. Esta compensación será posible aunque la
ejecución del proyecto o la actividad no se pueda retomar.

Respecto a las ayudas a las que hace referencia el artículo 2.3 del Texto refundido de la Ley de subvenciones en relación con determinadas
ayudas que no tienen la consideración legal de subvención, y en especial para las que tienen carácter asistencial, que se puedan convocar en
el marco de lo previsto en la letra  del mismo artículo 2.3, se establece, con carácter excepcional, un procedimiento urgente y simplificadoa)
para la aprobación de las disposiciones generales que las tengan que regular, en línea con lo establecido en este decreto ley en materia de
bases reguladoras.

Finalmente, y para aclarar las dudas que pueda haber en relación con el eventual ejercicio de las competencias municipales sobre el
 ayuntamientos pueden emplear los instrumentos dedesarrollo económico local, se ha considerado necesario referirse al hecho de que los

fomento previstos en este decreto ley, como manifestación del ejercicio de su propia competencia en los términos que resultan de la letra t)
del apartado segundo del artículo 29 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y del régimen local de las Illes Balears, sin perjuicio
del ejercicio, en cualquier momento, de esta competencia y de las otras que les son propias de acuerdo con la normativa local. En el mismo
sentido, se hace referencia a la competencia que, en esta materia, tienen los consejos insulares, de acuerdo con la previsión contenida en el
artículo 36.1.  de la Ley de bases de régimen local. d)

El capítulo V incluye varias normas específicas en materia presupuestaria, de hacienda y de patrimonio. El artículo 33 establece
determinados beneficios fiscales aplicables a tasas portuarias de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en atención a la actual
situación de crisis. Los artículos 34 y 35 suprimen o reducen los pagos por anticipado o parciales que, al margen de la actividad económica
efectiva, se prevén en el caso de determinados tributos, como es ahora el caso del impuesto sobre las estancias turísticas en las Illes Balears
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en régimen de estimación objetiva, y también el caso de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar relativa a máquinas de tipo B o
recreativas con premio y de tipo C o de azar, con el objeto de evitar una carga tributaria absolutamente desligada de la capacidad económica
del sujeto pasivo. Los artículos 36 y 37 regulan la posibilidad de que los recursos disponibles del fondo para favorecer el turismo sostenible,
correspondientes a proyectos no ejecutados en el marco de los planes anuales del turismo sostenible de los años 2016 a 2019, y también los
recursos del fondo del año 2020, para el que ya no tiene que aprobarse el plan anual del turismo sostenible, se apliquen a gastos e inversiones
para paliar los efectos de la crisis de la COVID-19. En este sentido, dado que la crisis producida por la pandemia es no solo sanitaria sino
también social y económica, y dadas también las necesidades de implementar políticas públicas para paliar estos efectos, se considera
imprescindible prever legalmente que estos recursos se puedan destinar a las finalidades que desde el Gobierno se consideren necesarias, en
forma de proyectos o de líneas de gasto o inversión, en el marco del programa presupuestario de gasto 413G, al cual hace referencia el
artículo 11 del Decreto Ley 4/2020, de 20 de marzo, de medidas urgentes en materia de contratación, convenios, conciertos educativos y
subvenciones, servicios sociales, medio ambiente, procedimientos administrativos y presupuestos para hacer frente al impacto económico y
social de la COVID-19.

El artículo 38 prevé el régimen aplicable a las donaciones que se realicen para hacer frente a la crisis sanitaria, social y económica provocada
por la COVID-19, de manera parecida a como lo han hecho otras comunidades autónomas, como por ejemplo, entre otras, la Comunidad
Autónoma de Valencia por medio del Decreto Ley 4/2020, de 17 de abril.

El artículo 39 aborda la regulación destinada a depurar la apariencia jurídica que resulta de la denominada ,contratación irregular
especialmente de los contratos verbales, lo que tiene que permitir, a su vez, el reconocimiento extrajudicial del crédito que corresponda en
cada caso a favor del prestador del bien o servicio, dada la problemática suscitada por la insuficiente regulación de esta cuestión, de la cual,
hoy en día, únicamente se prevén posibles pagos por anticipado, como medida cautelar o provisional del procedimiento que corresponda, en
el apartado 8 del artículo 70 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, introducido a tal efecto mediante la Ley 18/2016, de 29 de diciembre, de
presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears para el año 2017.

Para llevar a cabo esta regulación, se ha tenido presente la necesidad de dar una respuesta urgente a los casos en los que un particular
proporciona una prestación a favor de la Administración a título oneroso sin que esta pueda abonar la correspondiente factura por razón de
no haber seguido los procedimientos administrativos pertinentes, previstos tanto en la normativa presupuestaria como en la relativa a
contratación pública, y particularmente por razón de no haberse formalizado ningún contrato y, por lo tanto, no haberse perfeccionado el
vínculo jurídico entre las partes, con la consiguiente inexistencia jurídica del contrato. En este sentido, se tiene que entender que la
inexistencia jurídica del contrato —a efectos del procedimiento que debe seguirse para su declaración— prevalece respecto de los eventuales
vicios de nulidad de los actos administrativos previos y separables, cuya revisión por medio del procedimiento de revisión de oficio regulado
en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y al cual se refiere el
artículo 41 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público, solo tiene sentido para el caso de contratos existentes, es
decir, para el caso de contratos que, con independencia de su nulidad intrínseca como consecuencia de la eventual nulidad de los actos
previos y separables, existen jurídicamente porque se formalizaron de acuerdo con lo exigido en la legislación contractual, ya desde la Ley 34
/2010, de 5 de agosto, que trasladó la perfección del contrato del acto —unilateral— de adjudicación a la formalización —bilateral— del
contrato, y convirtió de este modo la adjudicación en un acto meramente separable, como el resto de actos previos de preparación y
licitación. Así pues, si jurídicamente el contrato no existe, deja de tener sentido cualquier análisis sobre su validez o nulidad en caso de haber
existido.

Asimismo, de acuerdo con la jurisprudencia, no es relevante que el empresario pueda conocer las irregularidades de procedimiento, sino que
el que es trascendente es que la Administración haya solicitado y aceptado los servicios prestados, lo que implica un enriquecimiento injusto
que se tiene que reparar. Especialmente en un momento de crisis como el actual, esta reparación no se puede demorar ni puede suponer una
carga más para el contratista, que le empuje al recurso o al litigio para poder liquidar la deuda contraída.

Ciertamente, el enriquecimiento sin causa se puede resolver tanto en el ámbito administrativo como en el judicial. En el ámbito
administrativo, una vía para reparar este enriquecimiento injusto, cuando, dada la inexistencia jurídica del contrato, el procedimiento de
revisión de oficio de actos nulos no es el que procede realmente, podría ser el reconocimiento extrajudicial del crédito. Sin embargo, esta vía
—a la que se refiere la normativa presupuestaria local vigente, si bien únicamente a efectos de determinar el órgano competente para el
reconocimiento— constituye un procedimiento accesorio o de ejecución —análogo al procedimiento de liquidación del contrato, cuando este
es declarado nulo, que resulta de lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 9/2017, antes mencionada— que debe limitarse a concretar y
cuantificar la regularización o liquidación de las prestaciones efectuadas en el marco del contrato inexistente, cuando no es posible la
restitución recíproca entre las partes, y también la imputación del correspondiente gasto en el presupuesto vigente, y que, por lo tanto, tiene
que derivar de un procedimiento principal o sustantivo por el que se declare expresa y formalmente la inexistencia jurídica del contrato.

Pues bien, a pesar de que este tipo de actuaciones —contrataciones irregulares y verbales—, que dan lugar a contratos jurídicamente
inexistentes, son relativamente habituales, no hay una normativa específica que regule ni la declaración de la inexistencia del contrato, por
un lado, ni la liquidación de este a consecuencia de la inexistencia jurídica declarada, por el otro, con la consiguiente inseguridad jurídica en
la actuación de los centres gestores y de los proveedores, que han prestado normalmente de buena fe los bienes o servicios solicitados. Esto
es lo que se regula por medio de esta nueva norma, de forma que el acto declarativo de inexistencia del contrato se produzca en el marco de
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un procedimiento administrativo que se iniciará de oficio y que se tramitará de acuerdo con las previsiones generales del título IV de la Ley
39/2015, antes mencionada, sin necesidad de dictamen preceptivo del Consejo Consultivo de las Illes Balears, y de forma que, en ejecución
de este acto declarativo, se pueda tramitar el reconocimiento extrajudicial del crédito inherente a la liquidación o regularización del contrato
inexistente. Todo ello se hará sin perjuicio de que se prevea expresamente la posibilidad de acumular ambos procedimientos, en la medida
que en el momento de la iniciación del procedimiento declarativo se disponga de todos los elementos de juicio para resolver también la
correspondiente liquidación o regularización.

El capítulo VI establece medidas para considerar infraestructuras estratégicas en materia de transporte público de viajeros las infraestructuras
necesarias para dar un nuevo impulso al desarrollo y la mejora del transporte público de viajeros en la comunidad autónoma de las Illes
Balears. Concretamente, en el caso del transporte de viajeros por carretera resulta necesario dotar la red de elementos auxiliares, como las
mismas paradas de autobús o las infraestructuras de suministro de combustible, cuya efectiva ejecución a menudo implica tanto a las
diferentes administraciones públicas como a los agentes privados. Estas infraestructuras, que a menudo no son gestionadas por las
autoridades de transporte, siempre son imprescindibles para configurar una verdadera red pública de transportes con unos estándares de
calidad y competitividad de primer nivel. Por esta razón, se remarca la consideración de infraestructuras estratégicas de las paradas o las
infraestructuras auxiliares de suministro de combustible, muy especialmente las de gas natural y los puntos de carga eléctrica, para facilitar
su implantación y fomentarlas, en el marco de la estrategia de impulso a la movilidad sostenible, a la transición energética y a la lucha contra
el cambio climático, con las que el Gobierno de las Illes Balears se ha comprometido desde hace algunos años.

Dado que se considera de interés general y urgente para la población de estas islas disponer de más edificaciones destinadas a vivienda de
protección oficial y a uso sociosanitario, asistencial y administrativo, la disposición adicional primera, que lleva por título «Reconversión y
cambio de uso de establecimientos de alojamiento turístico y edificaciones con usos no residenciales», establece un procedimiento singular y
extraordinario para que, respecto de los edificios que determina, se pueda instar un procedimiento ante la administración competente en
relación con el último uso de la edificación, para que esta pueda conceder el cambio de uso, siempre que se cumplan las condiciones fijadas
—entre ellas, disponer del informe preceptivo y vinculante del ayuntamiento afectado— y que quede justificada la oportunidad y la
idoneidad del cambio.

La disposición adicional segunda, referida a la certificación de verificación documental, regula un mecanismo de colaboración voluntario de
los ayuntamientos con los colegios profesionales para agilizar las tramitaciones urbanísticas, las cuales en algunos casos acumulan una
demora que va más allá de lo razonable y supone un obstáculo importante para la dinamización económica y la modernización del tejido
productivo, además del impacto que tiene en la política de vivienda.

Con el fin de atraer la implantación de empresas tecnológicas al ParcBit, la disposición adicional tercera de este decreto ley establece
medidas para agilizar la tramitación y las reformas necesarias de la normativa para hacer posible que las inversiones tecnológicas que se
quieran realizar dentro del parque tengan cabida en él. Se derogan todas las disposiciones con rango igual o inferior a este decreto ley que lo
contradigan y, en particular, el apartado 2 de la disposición adicional novena de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las
Illes Balears.

Por otro lado, la disposición adicional cuarta establece una prórroga de las autorizaciones administrativas del transporte colectivo del Parque
Nacional de Cabrera, hasta el día 31 de diciembre de 2020, en el actual contexto de excepcionalidad, con el objeto de poder establecer con
garantías el marco para otorgar las autorizaciones futuras adaptado a las nuevas situaciones.

La disposición adicional quinta se ocupa de los equipamientos recreativos que gestiona el IBANAT, como infraestructuras de uso público
destinadas al disfrute y recreo de los ciudadanos de las Illes Balears en el medio natural.

Estas infraestructuras permiten tener un contacto con la naturaleza de una manera gestionada y sostenible, y para muchas personas de las
Illes Balears que no son propietarias de un espacio en suelo rústico constituyen el único recurso para disfrutar de una estancia con las
familias y los amigos en un entorno natural.

Los espacios recreativos que gestiona el IBANAT se clasifican en áreas recreativas, zonas de acampada, refugios y aparcamientos, y también
forman parte de ellos algunas infraestructuras de fincas públicas. Las administraciones públicas hace más de veinte años que gestionan
algunos de estos espacios recreativos sin que se haya determinado su existencia en ningún sitio. Por esta razón, se considera necesario
determinar los equipamientos recreativos gestionados por el IBANAT, para poder ejecutar en ellos, de manera inmediata y urgente, las
actuaciones de mantenimiento y mejora necesarias para ofrecer a todos los ciudadanos de las Illes Balears el servicio adecuado que
corresponde a la Administración pública.

La disposición adicional sexta obedece a la situación de emergencia y necesidad en materia de vivienda que se da en el término municipal de 
Palma, y tiene en cuenta la función social que delimita el derecho de propiedad, razones por las que se considera necesario suspender la
posibilidad de presentar declaraciones responsables de inicio de actividad relativas a viviendas objeto de comercialización turística hasta el
31 de diciembre de 2021.
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La disposición adicional séptima contiene determinadas previsiones específicas para Formentera, en atención a las características geográficas
especiales de esta isla, conforme a las cuales el Consejo Insular puede establecer, mediante una nueva ordenanza, un régimen específico de
limitaciones temporales para obras estivales durante la temporada turística de 2020 aplicable a las obras a las que hace referencia el artículo
8 de este decreto ley, y no le será aplicable la excepcionalidad que prevé el artículo 2.2 in fine de la Ley 14/2019, de 29 de marzo, de
proyectos industriales estratégicos de las Illes Balears.

La disposición derogatoria única deroga todas las normas de rango igual o inferior a este decreto ley que lo contradigan o se opongan a él y,
en particular, el artículo 5 de la Ley 6/2010, de 17 de junio, de medidas urgentes para la reducción del déficit público, el cual establece que
los órganos de contratación de la Administración de la Comunidad Autónoma y de los entes instrumentales tienen que pedir un informe a la
consejería competente en materia de hacienda y presupuestos sobre las repercusiones presupuestarias y los compromisos financieros en los
contratos de concesión de obras y de servicios, y sobre la incidencia del contrato en el cumplimiento del objetivo de estabilidad
presupuestaria. Ahora bien, en este mismo sentido, debe tenerse en cuenta que el actual artículo 333.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre,
de contratos del sector público, de carácter básico, ya establece que, con carácter previo a la licitación de contratos de concesión de obras o
de servicios, hay que tener el informe preceptivo de la Oficina Nacional de Evaluación cuando se hagan aportaciones públicas a la
construcción o a la explotación, cuando las tarifas de la concesión sean asumidas total o parcialmente por el poder adjudicador o cuando el
importe de las obras o los gastos de primer establecimiento supere el millón de euros; y también, que esta Oficina debe informar sobre los
acuerdos de restablecimiento del equilibrio económico. De este modo, salvo que la Comunidad Autónoma cree un órgano equivalente, todos
los órganos de contratación deben solicitar a la Oficina Nacional de Evaluación la emisión de dichos informes, con la adhesión previa de la
Comunidad Autónoma a estos efectos. Además, de acuerdo con el artículo 69 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears, los denominados gastos estructurales requieren la autorización previa de la persona titular de la
consejería competente en materia de hacienda y presupuestos, una autorización que ya tiene en cuenta el impacto económico, en términos de
sostenibilidad financiera, del correspondiente gasto o inversión, por lo que el informe que prevé el artículo 5 de la Ley 6/2020 ya no es
realmente necesario actualmente.

También se deroga el apartado 2 de la disposición adicional novena de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes
Balears, en coherencia con la previsión contenida en la disposición adicional decimotercera de este decreto ley. Asimismo se derogan los
artículos 109 y 110 de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes
Balears, en coherencia con las modificaciones introducidas mediante la disposición final segunda, y los artículos 163 y 196 de la Ley 4/2014,
de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes Balears, en coherencia con las modificaciones introducidas
mediante la disposición final quinta, porque no hace falta el procedimiento de aprobación de planes especiales urbanísticos para proyectos de
tranvía y dado que no tiene sentido, una vez modificada la naturaleza de los estudios de viabilidad, la vigencia de un comité evaluador que
valore su resultado, cuando esta función queda incluida en el proceso, público y transparente, de tramitación de los estudios informativos o
bien del proceso de planificación y aprobación de cada una de las grandes infraestructuras de transportes según la legislación sectorial
pertinente.

En materia de guías de turismo, se deroga el artículo 4 de la Ley 5/2004, de 20 de diciembre, de creación del Colegio Oficial de Guías
Turísticos de las Illes Balears, y de este modo se suprime el carácter obligatorio de la colegiación, con lo que se busca, por un lado, la plena
adecuación de la normativa balear a la legislación básica del Estado y a la doctrina del Tribunal Constitucional relativa a los artículos 22, 35
y 36 de la Constitución, y, por otro, la desaparición de un obstáculo a la libre competencia en el ámbito de la guía turística. También se
derogan la disposición transitoria séptima de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, y la disposición transitoria
primera del Decreto 20/2015, de 17 de abril, de principios generales y directrices de coordinación en materia turística; de regulación de
órganos asesores, de coordinación y de cooperación del Gobierno de las Illes Balears, y de regulación y clasificación de las empresas y de
los establecimientos turísticos, dictado en desarrollo de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, en coherencia con las
modificaciones legislativas contenidas en este decreto ley.

En materia de territorio, se derogan tres normas relacionadas con la supresión de la Comisión de Coordinación de Política Territorial (el
artículo 4 de la Ley 4/2000, de 21 de diciembre, de ordenación del territorio de las Illes Balears, el apartado 1 del artículo 6 de la Ley 2/2001,
de 7 de marzo, de atribución de competencias a los consejos insulares en materia de ordenación del territorio, y el Decreto 13/2001, de 2 de
febrero, de organización y funcionamiento de la Comisión de Coordinación de Política Territorial), sin perjuicio de que este decreto ley
fomente la participación, la colaboración y la coordinación entre las administraciones autonómica e insulares en la redacción de los
instrumentos de ordenación territorial mediante otros instrumentos.

Finalmente, se derogan los apartados 2, 3 y 5 del artículo 6 del Decreto 63/2017, de 22 de diciembre, de principios generales de los
procedimientos de acceso a los servicios de la Red Pública de Atención a la Dependencia para gente mayor en situación de dependencia,
para eliminar restricciones en el acceso a listas de espera de centros de día o residencias y para facilitar los cambios entre listas de centros o
servicios.

Las disposiciones finales modifican varias normas con rango de ley y alguna norma reglamentaria. En este caso, la misma disposición
establece su posterior deslegalización.
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La disposición final primera establece varias modificaciones legislativas y reglamentarias de simplificación procedimental en materia de
medio ambiente. Concretamente, modifica el artículo 9 de la Ley 5/2005, de 26 de mayo, para la conservación de los espacios de relevancia
ambiental (LECO), y el artículo 7 del Decreto 51/1992, de 30 de julio, sobre indemnizaciones y compensaciones por obras e instalaciones de
depuración de aguas residuales, aunque esta puede ser alterada mediante una disposición reglamentaria. Seúltima, por su naturaleza, 
pretende, de este modo, agilizar la tramitación de planeamientos ambientales para lograr los objetivos europeos de planificación en el
contexto actual, y se considera necesario introducir un apartado en el artículo 7 para aclarar que, para tramitar los expedientes de
indemnizaciones y compensaciones por obras e instalaciones por obras y depuración de aguas residuales, es preceptivo un solo informe, que
deberá ser emitido por la persona titular de la Consejería de Hacienda y Relaciones Exteriores. Asimismo, y dado que se ha detectado la
necesidad de aclarar un aspecto interpretativo del artículo 13.4 de la Orden del consejero de Medio Ambiente de 3 de mayo de 2006 por la
que se establecen las bases reguladoras de subvenciones para actividades de educación ambiental en las Illes Balears a favor de personas y
entidades sin ánimo de lucro (publicada en el BOIB n.º 71, de 16 de mayo), este apartado se modifica para introducir una mayor flexibilidad
en la programación de las actividades subvencionables. Estas ayudas son muy importantes para apoyar al tercer sector ambiental, muy
afectado por la COVID-19, y lo serán todavía más si se incorporan a ellas más facilidades para las entidades. Hay que tener en cuenta que el
confinamiento por la pandemia ha coincidido con los meses en los que habitualmente las entidades organizan más acciones de educación
ambiental.

La disposición final segunda introduce una serie de modificaciones en la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de
instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears, encaminadas a simplificar los trámites en la implementación de nuevas
actividades o la modificación y modernización de las existentes. En este sentido, desarrolla las medidas exigidas para el inicio y la
modificación de actividades consideradas inocuas, diferentes de los requisitos que se exigen para actividades que pueden tener un impacto
sobre el entorno en el que se realizan.

La nueva regulación establece un equilibrio entre la normativa comunitaria y estatal en materia de servicios y los intereses derivados de la
ordenación de los usos del suelo y del urbanismo. Por lo tanto, las actuaciones que tienen una trascendencia urbanística (porque implican la
ejecución de obras) se diferencian de las que solo suponen actuaciones de modernización o adaptación de las actividades para hacerlas más
competitivas y adecuadas a las circunstancias del momento. Cuando las actuaciones impliquen la realización de obras, debe seguirse el
itinerario ya previsto en la normativa urbanística, la cual garantiza la convergencia de los intereses generales, además de la protección de
bienes jurídicos de trascendencia especial, como por ejemplo el medio ambiente o el patrimonio histórico.

Estrictamente en el ámbito de las actividades, el control administrativo se centra en los mecanismos que ya prevé la Ley 7/2013 y que
pivotan, por un lado, sobre la responsabilidad del titular, que debe mantener las condiciones de las actividades a lo largo del tiempo y
cumplir con el deber de las revisiones periódicas a las que le obliga la ley, y, por el otro, sobre el control municipal a través de las potestades
de control e inspección que la autoridad municipal debe llevar a cabo de forma directa o a través de entidades colaboradoras acreditadas.

La disposición final tercera modifica la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears. Dado que la situación de
emergencia residencial se puede ver incrementada debido a la pérdida de poder adquisitivo de gran parte de la sociedad balear, resulta
indispensable introducir mecanismos para fomentar la construcción de viviendas de protección oficial en suelo urbano de los municipios,
siempre garantizando la rentabilidad económica de la iniciativa privada, por lo que se modifican varios artículos de la Ley 12/2017, de 29 de
diciembre, de urbanismo de las Illes Balears.

Los cambios en la estructura sociodemográfica y la composición del número de miembros por hogar hacen necesario flexibilizar la
regulación de las dotaciones en suelo urbanizable. Así se facilita la diversidad en las dimensiones de las viviendas y se fomentan unos
servicios y dotaciones de acuerdo con las necesidades sociales. En cuanto a la previsión de aparcamientos en suelos urbanizables, es
importante y urgente garantizar espacios para peatones y modalidades sostenibles y seguras. En este sentido, tanto los principios de la
movilidad sostenible como las recomendaciones de distanciamiento social actuales hacen indispensable facilitar la reducción del espacio de
aparcamiento a la vía pública en suelos urbanizables.

También es necesario agilizar la tramitación para hacer efectivo un cambio de uso de los equipamientos públicos, con objeto de garantizar la
adaptación de los servicios públicos a las necesidades de la ciudadanía, especialmente en el contexto de crisis por la COVID-19, en el que las
necesidades sociales y los espacios públicos requieren una adaptabilidad rápida a las nuevas circunstancias.

Asimismo, se introducen varias modificaciones que tienen como propósito la simplificación de cargas, en caso de aprobación de proyectos
de reparcelación y aprobación de los estatutos y las bases de las juntas de compensación, con la eliminación de la carga de tener que acudir
al consejo insular por subrogación, haciendo que el silencio administrativo sea efectivo en sede municipal, como es la tendencia del resto de
legislaciones urbanísticas.

Impulsar la inspección técnica de las edificaciones en relación con el ciclo del agua contribuye a promover el trabajo en materia de
adaptación de las instalaciones existentes, y la protección del medio terrestre y marino, e implica, además, evitar los vertidos de aguas
fecales en entornos naturales, lo que también exige la correspondiente modificación legislativa.
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Finalmente, en un contexto en el que se agiliza la tramitación administrativa para la construcción, hay que garantizar el cumplimiento de la
normativa vigente. El establecimiento de una sanción mínima en el caso de infracciones urbanísticas supondrá un mecanismo ágil y eficiente
en materia de prevención, así como de procedimiento sancionador efectivo contra los incumplimientos.

La disposición final cuarta modifica varias normas en materia turística. Los apartados primero y tercero tienen como objetivo responder a la
derogación de una serie de disposiciones que otorgaban un plazo a los establecimientos para adaptarse a los requisitos de autoevaluación que
incorporó el Decreto 20/2011, de 18 de marzo, por el que se establecen las disposiciones generales de clasificación de la categoría de los
establecimientos de alojamiento turístico en hotel, hotel apartamento y apartamento turístico de las Illes Balears, o a los determinados por el
vigente Decreto 20/2015, de 17 de abril, dado que se considera que la situación de incertidumbre provocada por la crisis debe conducir a
disponer de un margen de flexibilidad tanto para los establecimientos como para las administraciones turísticas en la exigencia de este
cumplimiento. Por lo tanto, a pesar de suprimir el plazo, también se modifica el artículo 31 de la Ley 8/2012 para dejar claro que, en defensa
de los consumidores y usuarios, los establecimientos turísticos se tienen que identificar con la categoría que realmente los correspondería en
función del decreto vigente y eventualmente del Decreto 20/2011, y se habilita a la Administración para abrir procedimientos de oficio para
reclasificar los establecimientos. En todo caso, se habilita también la posibilidad, en casos excepcionales, de poder acogerse a lo que
determina el artículo 25 de la Ley, relativo a las dispensas.

El apartado segundo introduce la prohibición de instalar dispensadores automáticos de alcohol en los establecimientos turísticos en defensa
de la salud de los consumidores y usuarios.

Por otra parte, para dar un impulso a la actividad turística en el momento en el que se pueda recuperar una cierta normalidad, se considera
necesario dotar el principal motor económico de estas islas de unos instrumentos que permitan incidir en el punto de vista de las Illes Balears
como destino seguro. En este sentido, el apartado cuarto de esta disposición modifica el artículo 88.7 de la Ley 8/2012, y el concordante del
Decreto 20/2015, de desarrollo , para permitir que los menores de quince años puedan ocupar camas supletorias en los establecimientos de
alojamiento turístico, siempre con un máximo de dos por unidad de alojamiento. Asimismo, permite que las unidades de alojamiento
declaradas como individuales que dispongan de área de dormitorio con más de 10 m  útiles (en consonancia con el Decreto 145/1997, de 212

de noviembre, de habitabilidad) puedan ser ocupadas como dobles, siempre que, a su vez, otras habitaciones dobles se ocupen como
individuales y, por lo tanto, no se sobrepase la capacidad declarada de ocupación del alojamiento. Con estas dos medidas se permite que los
alojamientos dispongan de herramientas adecuadas para conseguir acomodar a los grupos familiares o a los grupos de turistas con vínculos
de confianza, de la manera más próxima y deseada posible, sin sobrepasar la capacidad máxima, con lo que se destaca la idea de las Illes
Balears como destino seguro.

El quinto apartado modifica la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, en el sentido de dar una nueva redacción al
artículo 90, relativo a los establecimientos turísticos dados de baja definitivamente, que presenta como grandes novedades eliminar la
posibilidad de reapertura en unas condiciones excepcionales que ya no se consideran adecuadas en la situación turística de nuestro
archipiélago, e introducir una referencia expresa a la posibilidad de instar un procedimiento extraordinario y singular para cambiar el uso
respecto de determinados alojamientos turísticos y edificaciones con usos no residenciales, siempre según el procedimiento y las condiciones
determinados en la disposición adicional de este decreto ley que trata de dicha cuestión.

El apartado 6 modifica la letra  del artículo 98 de la Ley 8/2012, para dar a los inspectores de turismo la posibilidad de no identificarse ena)
el ejercicio de su actividad, si la identificación puede interferir en su actuación inspectora, así como adquirir bienes o servicios para obtener
pruebas también sin la necesidad de identificarse, a efectos de luchar contra el intrusismo en estos tiempos de crisis.

Finalmente, el apartado siete modifica el punto 9 del artículo 87 del Decreto 20/2015, de 17 de abril, de principios generales y directrices de
coordinación en materia turística; de regulación de órganos asesores, de coordinación y de cooperación del Gobierno de las Illes Balears, y
de regulación y clasificación de las empresas y de los establecimientos turísticos, dictado en desarrollo de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del
turismo de las Illes Balears, para desarrollar el artículo 88.7 de la Ley 8/2012, concordante con la modificación que ahora se realiza, y, dado
que se trata de una norma reglamentaria, establece su deslegalización posterior señalando que esta modificación puede ser alterada mediante
una disposición reglamentaria.

La disposición final quinta modifica varios artículos de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las
Illes Balears, con el fin de facilitar la ejecución de proyectos de la red de transportes de viajeros por carretera y ferrocarril en nuestras islas, y
ayudar a combatir de forma más efectiva el intrusismo en el sector del transporte, especialmente en unos momentos en los que hay que
apoyar a todo el sector del transporte público de viajeros. Las medidas de mejora de la efectividad en la lucha contra el intrusismo se
desarrollan mediante la modificación del artículo 75, con la que se refuerza el control de la inspección de transporte, y con los cambios
introducidos en los artículos 112 y 114, destinados a impedir determinadas prácticas fraudulentas que son especialmente gravosas en el caso
de la isla de Ibiza.

El apartado 2 del artículo 120 se modifica para introducir, en el proceso de decisión de la implantación de nuevas líneas ferroviarias, los
criterios de rentabilidad social que complementen a los propios de la viabilidad financiera y económica que hay que tener en cuenta a la hora
de planificar la ampliación de la red ferroviaria o la implantación de nuevas líneas de tranvía en los ámbitos urbano y metropolitano. La

ht
tp

://
w

w
w

.c
ai

b.
es

/e
bo

ib
fr

on
t/p

df
/e

s/
20

20
/8

4/
10

58
42

3
224

http://boib.caib.es


Núm. 84
15 de mayo de 2020

Sec. I. - Pág. 13703

http://boib.caib.es    D.L.: PM 469-1983 - ISSN: 2254-1233

modificación del artículo 121 supone, asimismo, revisar el proceso de aprobación de los proyectos de nuevas líneas ferroviarias, adoptando
la fórmula de los estudios informativos como herramienta de análisis, estudio de alternativas y valoración de los aspectos socioeconómicos y
territoriales de cada una para fundamentar el proceso de aprobación de nuevos proyectos de ampliación de la red ferroviaria, también
aplicables a proyectos de tranvía, con el objeto de garantizar en todo momento la transparencia y la participación pública en la toma de
decisiones, pero proporcionando una vía más sencilla para la tramitación, de forma paralela y conjunta con el proceso de evaluación
ambiental. La vía del estudio informativo, recogida también en el artículo 5 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario
estatal, que recoge asimismo los criterios marcados por varias directivas europeas en la materia, es la vía más habitual en el desarrollo de la
red ferroviaria en nuestro entorno cercano, lo que la hace también recomendable para el caso de nuestra comunidad autónoma.

Mediante la modificación del artículo 132, se simplifican varios criterios de la tramitación de obras e instalaciones en la zona de dominio
público ferroviario. Por otro lado, la modificación del artículo 133 permite aclarar diferentes cuestiones en relación con el límite de
edificación paralelo a la red ferroviaria que la casuística vivida desde la aprobación de la Ley 4/2014 hacen recomendable adoptar para
ajustar mejor estos límites a la realidad existente, sobre todo en zonas urbanas, sin poner en riesgo la propia seguridad ferroviaria. El artículo
161 se modifica para revisar el procedimiento de establecimiento de nuevas líneas de tranvía que transcurren por más de un municipio: se
elimina la necesidad de redactar un plan especial urbanístico para su consecución, y se fija el estudio informativo como herramienta de
planificación de estas nuevas líneas en el ámbito urbano, siempre contando con la necesaria cooperación de los ayuntamientos afectados. El
artículo 162 permitirá hacer lo mismo para el caso de tranvías que circulen solo por un único municipio. Finalmente, el artículo 195 se
modifica para redefinir el estudio de viabilidad que había que elaborar, previo a la redacción del proyecto, en caso de querer implantar
grandes infraestructuras de transporte. En el caso de las infraestructuras ferroviarias, este estudio de viabilidad queda insertado en el marco
del estudio informativo y todo el proceso de análisis se incluye en él, mientras que en el caso de las infraestructuras no ferroviarias se remite
a la legislación sectorial de cada uno de los proyectos para que incluya, en el marco de su planificación, el estudio de viabilidad. A su vez, se
elimina la necesidad de realizar estos estudios en el caso de las estaciones de viajeros, dado que no parece necesaria su obligatoriedad por su
menor envergadura.

La disposición final sexta modifica los artículos 17, 19 y 47 de la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de carreteras de la comunidad autónoma de las
Illes Balears, y añade una nueva disposición adicional, la sexta. La modificación de los artículos 17 y 19 de la Ley 5/1990, de carreteras de la
comunidad autónoma de las Illes Balears, supone una actualización de los trámites referidos a estudios y proyectos que incluyen travesías
urbanas, o bien los necesarios para la tramitación de anteproyectos o proyectos relativos a nuevas carreteras, duplicaciones de calzadas y
variantes, e implica, entre otras novedades, que se permita la publicación electrónica de dichos proyectos. De la Ley 5/1990 se cambia,
asimismo, el artículo 47, para poder agilizar el desmontaje de estructuras u obras ejecutadas dentro de la zona de influencia de las carreteras,
como por ejemplo las vallas de publicidad instaladas de forma ilegal.

Finalmente, se añade una disposición adicional a la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de carreteras de la comunidad autónoma de las Illes Balears,
para garantizar que los proyectos de nuevo trazado, duplicaciones de calzada, acondicionamientos, mejoras locales de carreteras y los
proyectos que incluyan acondicionamientos en zonas de alto potencial y calidad visual, incorporen interpretación, criterios de protección,
gestión y ordenación del paisaje en el sentido de lo establecido en el Convenio Europeo del Paisaje. A petición del departamento de
movilidad o del departamento con competencias en materia de paisaje de cada consejo insular, también se pueden revisar los proyectos ya
aprobados o en ejecución, a los efectos de adaptarlos e incluir en ellos medidas de protección, gestión y ordenación del paisaje o en
aplicación de las Directrices de Paisajes Insulares, priorizando la solución técnica que, sin menoscabo de la seguridad vial, minimice las
afectaciones en el paisaje, aunque implique la eliminación de elementos ya instalados o construidos en el caso de proyectos en ejecución.
Esta disposición no será aplicable para proyectos cuya ejecución ya haya finalizado.

La disposición final séptima modifica la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de residuos y suelos contaminados de las Illes Balears. Esta ley
establece importantes hitos tanto por el cumplimiento de sus objetivos como por la entrada en vigor de otros aspectos, que conducirán a los
anteriores. En el caso de estos últimos, sin embargo, por el hecho de implicar modificaciones de procesos productivos, cambios en la
logística de distribución y comercialización de determinados productos en el mercado de las Illes Balears o, incluso, ambos, la ley prevé un
plazo suficiente para la necesaria adaptación de los comercios, distribuidores y fabricantes. Hay que reconocer, no obstante, que debido a la
falta de libre circulación de equipamiento y de personas, establecida como consecuencia de la COVID-19, se están atrasando los procesos de
homologación y de modificación de la maquinaria, necesarios para producir en unas nuevas condiciones, de materia primera, de tipo de
envasado, etc. Por otra parte, un número importante de empresas se han visto obligadas a parar completamente su actividad y se encuentran
sometidas a procesos temporales de regulación de empleo (ERTE). Ante este futuro incierto, una vez que se reactive la economía y, muy
especialmente, el sector HORECA, primero hay que dar salida al excedente de fabricación actualmente en stock.

Así, por lo tanto, las especiales dificultades de todo orden ante la imprevista situación actual con motivo de la COVID-19, ajena por
completo a la voluntad de fabricantes, distribuidores y comercios, supone un motivo justificado que hay que valorar para los plazos más
cercanos establecidos por la ley autonómica. No es así para aquellos otros que ya habían entrado en vigor antes de la declaración del estado
de alarma ni tampoco para los que la ley prevé más a largo plazo.
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Por todo ello, en consonancia con otras muchas medidas urgentes extraordinarias adoptadas por las administraciones para hacer frente al
impacto económico y social de la COVID-19, se propone aplazar la entrada en vigor de los artículos que la ley balear preveía a más corto
plazo para el 1 de enero de 2021.

Para las medidas previstas en el apartado sexto del artículo 25, dada su complejidad y las especiales dificultades de interpretación que se han
manifestado desde la promulgación de la Ley 8/2019, se considera técnicamente procedente atender las demandas de los sectores implicados
y, además de ofrecer una redacción más clara, y a su vez proporcionar más seguridad jurídica, establecer un plazo un poco más largo.

Resulta igualmente necesario establecer un plazo para que las empresas que ponen en el mercado de las Illes Balears productos en envases
de carácter comercial o industrial, hasta ahora mayoritariamente acogidas en la disposición adicional primera de la Ley 11/1997, de 24 de
abril, de envases y residuos de envases, que los exceptuaba de la obligación de establecer un sistema colectivo o individual de
responsabilidad ampliada del productor, se puedan constituir y presentar la correspondiente solicitud de autorización ante el Gobierno de las
Illes Balears.

En cuanto a la normativa en materia de servicios sociales, juventud y dependencia, y con el fin de simplificar los procedimientos previstos y
ganar eficacia y eficiencia, la disposición final octava modifica varias normas, la primera de las cuales es la Ley 4/2009, de 11 de junio, de
servicios sociales de las Illes Balears. La modificación se concreta con medidas de financiación de los servicios sociales comunitarios y del
régimen de acreditación de entidades del tercer sector que pueden concertar.

Esta ley configura, entre otras cuestiones, por un lado, la financiación del sistema público de servicios sociales. Concretamente, el artículo 70
de esta ley prevé la financiación de los servicios sociales comunitarios básicos que son los que se configuran como los servicios que tienen
un carácter universal, abierto y polivalente, que constituyen el canal normal de acceso al sistema de servicios sociales y garantizan la
universalidad del sistema y su proximidad a las personas usuarias y a los ámbitos familiar y social.

En el contexto actual, y pensando en la nueva situación económica y social que surgirá a consecuencia de la crisis sanitaria de la COVID-19,
hay que tener en cuenta que, al margen de que la realidad social que se derive será muy diferente, las respuestas del sistema de servicios
sociales tienen que adaptarse con el máximo de flexibilidad posible. En esta situación, resulta indispensable garantizar la estabilidad de los
equipos profesionales, que está vinculada, claramente, con la financiación de las figuras profesionales que, hasta ahora, se ha tramitado
mediante convenios, mayoritariamente de periodicidad anual. Esto ha supuesto una duplicación de tramitaciones respecto de la fijación de
los criterios de distribución, y a su vez una dilatación temporal en la tramitación administrativa que ocasiona cargas administrativas
innecesarias que demoran la financiación real de los servicios sociales municipales. Para resolverlo, se modifica el procedimiento para la
tramitación de esta financiación para que pueda cubrir de forma más ágil y rápida las necesidades sociales, las cuales, después de la crisis
sanitaria, serán más evidentes que nunca.

Por otro lado, la Ley 4/2009, de 11 de junio, regula en el capítulo III del título VII la acreditación administrativa. Esta acreditación prevé
estándares de calidad específicos y diferentes a los previstos para la autorización administrativa, con el objetivo de que las entidades que
prestan servicios sociales con un grado de calidad superior a los estándares mínimos establecidos por la autorización o en la normativa que
los regule se puedan integrar dentro de la red pública de servicios sociales.

Sin embargo, con la regulación vigente hasta ahora se exige, en primer lugar y en cualquier caso, la comprobación de las condiciones que
posibilitaron la autorización. Esta comprobación podría tener sentido si la entidad no hubiera obtenido previamente la autorización
administrativa, o si las condiciones valoradas hubieran cambiado, pero no en cualquier caso, dadas las cargas administrativas y el retraso en
la resolución del procedimiento que implica esta nueva comprobación. Por ello, y en atención a los principios de agilidad administrativa y de
confianza legítima, se modifica el apartado 2 del artículo 86 de la Ley 4/2009, de 11 de junio, de forma que, si el servicio que se quiere
acreditar ya ha sido autorizado, no sea necesario revisar el procedimiento previo de autorización, y que este trámite se sustituya por una
declaración de vigencia de las condiciones de la autorización emitida por la misma entidad titular del servicio.

En segundo lugar, idénticos motivos fundamentan la modificación del artículo 87 de la Ley 4/2009, de 11 de junio, que prevé en todo caso la
realización de una visita del personal de la administración pública competente a las instalaciones de la entidad social. En este caso, además,
hay que decir que desde la aprobación de la Ley 4/2009, de 11 de junio, se han incorporado nuevos servicios al sistema público de servicios
sociales, servicios que no implican la prestación dentro de un centro en concreto o con unas condiciones estructurales concretas, de forma
que la visita  pierde su valor. Asimismo, es importante destacar que los requisitos que se valoran en la acreditación, a todos los efectos,in situ
hacen referencia al grado de calidad en el empleo del personal profesional o a la transparencia de la gestión de la entidad, de forma que el
trámite de la inspección física dentro del procedimiento de acreditación se convierte, en la mayoría de los casos, en un trámite innecesario
que puede resultar contrario a la reducción de cargas administrativas y a los principios de buena administración.

Esta disposición también modifica normas reglamentarias en materia de juventud y de dependencia. En primer lugar, modifica el régimen de
los cursos de director y monitor de actividades de tiempo libre en caso de emergencia, lo que resulta necesario dadas las restricciones a la
movilidad derivadas de la declaración del estado de alarma perr la COVID-19, que han supuesto la paralización de la actividad presencial de
las escuelas que imparten los diplomas de director y de monitor de actividades de educación de tiempo libre infantil y juvenil, reguladas por
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el Decreto 23/2018, de 6 de julio, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 10/2006, de 26 de julio, integral de la juventud. Esta situación
ha afectado a un gran número de cursos previstos o ya empezados, que se han visto interrumpidos sin que la normativa vigente les dé
solución de continuidad.

Actualmente, el artículo 27.1 del Decreto 23/2018 prevé que hasta el 33 % de los módulos teóricos de los diplomas de director o de monitor
se pueden hacer a distancia. Este porcentaje resulta en estos momentos insuficiente para que los jóvenes puedan continuar con la formación
que les habilitará para trabajar en actividades de tiempo libre cuando la situación se restablezca.

Por lo tanto, se modifica el Decreto 23/2018 para introducir una disposición adicional séptima que permita a los consejos insulares, en
circunstancias tan extraordinarias como las actuales, autorizar a las escuelas de educación en el tiempo libre infantil y juvenil a impartir
íntegramente a distancia parte o la totalidad de los módulos teóricos de los cursos de director y de monitor de actividades de educación de
tiempo libre infantil y juvenil que se hayan comunicado debidamente o que se hayan iniciado en el momento de declararse estas situaciones,
sin los límites previstos en el apartado 1 del artículo 27.

En todo caso, la formación a distancia tiene que respetar el programa, los contenidos y la duración recogidos en los artículos 22 y 23 de este
decreto y los criterios y las condiciones previstas en el apartado 3 del artículo 27.

También se establece que, en las mismas situaciones extraordinarias, quedarán suspendidos los plazos que hayan podido establecer las
escuelas de educación en el tiempo libre infantil y juvenil para que los alumnos que han superado la parte teórica cursen los módulos de las
prácticas profesionales no laborales, las cuales quedarán pospuestas al momento en el que se puedan realizar presencialmente.

La nueva disposición establece que las condiciones, la duración y los efectos de estas medidas, totalmente excepcionales, se fijarán mediante
una resolución del órgano competente de cada consejo insular. El mantenimiento de estas medidas debe circunscribirse al tiempo mínimo
imprescindible para paliar los efectos de las situaciones extraordinarias antes mencionadas.

La disposición también pretende validar las resoluciones y medidas en este sentido adoptadas previamente por los consejos insulares con
ocasión de la situación derivada de la COVID-19, en especial la Resolución del consejero ejecutivo del Departamento de Promoción
Económica y Desarrollo Local del Consejo Insular de Mallorca del día 6 de abril de 2020 relativa a la formación en línea de los cursos de
monitor/a y director/a de actividades de educación en el tiempo libre infantil y juvenil (BOIB n.º 58, de 18 de abril), las cuales continuarán
vigentes y producirán plenos efectos desde el momento en el que se dictaron, siempre que resulten compatibles con esta disposición.

En cualquier caso, estas previsiones solo son aplicables a las escuelas de educación en el tiempo libre infantil y juvenil que ya estén inscritas
en los correspondientes censos de escuelas en el momento de decretarse la situación excepcional. En ningún caso tienen efectos en la
formación impartida por otras entidades o centros.

También se modifica el apartado 8 para dotar de carácter de principio general la nueva disposición, de acuerdo con el artículo 58.3 del
Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.

Asimismo, se modifica el apartado 1 del artículo 18 del Decreto 63/2017, de 22 de diciembre, de principios generales de los procedimientos
de acceso a los servicios de la Red Pública de Atención a la Dependencia para gente mayor en situación de dependencia: se establecen listas
según proveedores, lo que permite que puedan gestionarse con mayor agilidad y facilita la comparación entre los servicios prestados por
cada proveedor. Por la misma razón, también se modifica el apartado 1 del artículo 19 del mismo decreto.

Finalmente, se modifica el apartado 2 de la disposición adicional segunda del Decreto 63/2017, de 22 de diciembre, por agilizar los cambios
de opción, por lo que se complementa la opción presencial del beneficiario dependiente con una tramitación de oficio del mismo técnico de
dependencia.

Dado que estas modificaciones lo son de una norma reglamentaria, el último apartado establece su deslegalización, y señala que las
modificaciones contenidas en esta disposición pueden ser alteradas mediante una disposición reglamentaria.

La disposición final novena, modifica en primer lugar tres normas presupuestarias y de hacienda pública de rango legal. La primera,
mediante la modificación del artículo 10, apartado 2, de la Ley 19/2019, de 30 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears para el año 2020, para aumentar los límites para gastos de capital, tanto para la Administración autonómica
como para el Servicio de Salud de las Illes Balears, a un millón de euros, y también para aumentar el límites para gastos corrientes del
Servicio de Salud de las Illes Balears a setecientos cincuenta mil euros, sin necesidad de autorización del Consejo de Gobierno. La segunda,
mediante la modificación de la letra  del artículo 21.2 de la misma Ley 19/2019, con el fin de facilitar la aplicación inmediata de lo previstof)
en este decreto ley respecto de la movilidad forzosa del personal estatutario del Servicio de Salud, incluso entre islas. Y la tercera, mediante
la modificación del apartado 2 de la disposición adicional segunda de la Ley 14/2018, de 28 de diciembre, de presupuestos generales de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears para el año 2019, para facilitar la tramitación de los gastos menores, con la eliminación de la
necesidad de emitir un informe previo.
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A continuación modifica puntualmente la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, con
el fin de agilizar la imputación al presupuesto corriente de determinadas obligaciones, con la atribución de determinadas competencias del
Consejo de Gobierno a favor del consejero competente en materia de hacienda y presupuestos por razón de la cuantía.

También se modifican dos normas reglamentarias relacionadas con la hacienda pública, para las que se prevé la deslegalización posterior, sin
perjuicio de que, además, con el fin de poder realizar las adaptaciones necesarias en los sistemas de información contable, se establezca que
no tengan efectos hasta el 1 de septiembre de 2020. En este sentido, el punto 6 de la disposición modifica la letra del apartado 1 deld) 
artículo 21 del Decreto 62/2006, de 7 de julio, por el que se regula el régimen de control interno que debe ejercer la Intervención General de
la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, referido a la exención de fiscalización previa, con el fin de dejar más claro que los gastos de
personal están exentos de fiscalización por todos los conceptos y en todas las fases de gestión del presupuesto, incluidas las relativas al
personal de conciertos educativos y los mandamientos de pago que se deriven de la nómina. El punto 7 modifica el apartado 2 del artículo 3
del Decreto 3/2015, de 30 de enero, por el que se regula la facturación electrónica de los proveedores de bienes y servicios en el ámbito de
sus relaciones con la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, referido a los proveedores obligados a presentar facturas en formato
electrónico, y establece que todas las facturas emitidas por personas jurídicas deberán emitirse en formato electrónico, incluso las de cuantía
inferior a cinco mil euros.

La disposición final decena introduce modificaciones legislativas en materia de función pública, que tienen como finalidad facilitar y agilizar
el procedimiento existente de atribuciones temporales de funciones. Esta modificación se aplicaría en determinados supuestos de carácter
excepcional, cuando por circunstancias sobrevenidas resulte necesario dotar de más personal determinados sectores prioritarios de la
actividad pública que no disponen de personal suficiente para atender estas necesidades, priorizando, como primera opción, la voluntariedad
de las atribuciones temporales de funciones.

Asimismo, se amplía su duración hasta un máximo de dos años, de manera excepcional y siempre que las necesidades del servicio lo
requieran.

La disposición final undécima modifica el tercer párrafo del apartado 1 de la disposición adicional primera del Decreto 47/2011, de 13 de
mayo, por el que se crean determinadas categorías de personal estatutario en el ámbito del Servicio de Salud de las Illes Balears y se
establece un procedimiento extraordinario de integración, para dar cumplimiento a un acuerdo sindical, cuya ejecución debe tener lugar antes
de la resolución de las convocatorias vinculadas a la oferta pública de empleo de 2017.

La disposición final duodécima contiene modificaciones normativas en materia de actividades marítimas, náuticas y subacuáticas (deportivas
y recreativas), que pretenden mejorar la actividad de control de la oferta del chárter náutico en las Illes Balears. Se pone de manifiesto, con
las diversas patronales del sector, la necesidad de adoptar medidas para impedir la oferta ilegal de embarcaciones de alquiler. Hasta ahora,
resultaba imposible adoptar medidas contra una oferta realizada sin la correspondiente alta de la actividad, por lo que la oferta en medios de
comunicación, e incluso en los mismos muelles de nuestros puertos, no podía impedirse adecuadamente. La actual situación de crisis, en la
que la actividad de chárter náutico ha sido objeto de suspensión, recomienda la adopción de cualquier medida que proteja al sector de ofertas
fuera de la norma ante una temporada que se prevé que será breve, máxime cuando la voluntad de adoptar estas medidas ya era conocida y
también reclamada.

La nueva obligación en las actividades de difusión también tiene que estar asociada a la tipificación de su incumplimiento en la Ley 2/2015,
de 27 de febrero, de régimen sancionador en materia de actividades marítimas, náuticas y subacuáticas (deportivas y recreativas) en las Illes
Balears. En la modificación propuesta se actualizan los anexos de declaración responsable para identificar mejor las embarcaciones y los
barcos. Transcurridos cinco años desde la aprobación de la principal norma sancionadora de las actividades náuticas, resulta necesaria una
adecuación de sus preceptos.

En primer lugar, la modificación del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos
de recreo, en nombre de la mejor protección de las empresas que llevan a cabo su actividad conforme a esta norma, requiere la tipificación
de los supuestos de incumplimiento de las nuevas obligaciones establecidas de manera urgente. En segundo lugar, la experiencia de estos
últimos años, con la aprobación de normas que regulan las materias objeto del régimen sancionador de la Ley 2/2015, recomiendan la
tipificación de algún nuevo supuesto, tanto en la actividad de chárter náutico como en la de las escuelas de navegación. La pretensión es
mejorar el control y agilizar también la expedición de las titulaciones, retrasada en muchas ocasiones por la inadecuada certificación de las
prácticas de navegación.

Finalmente, se actualizan los importes de las sanciones.

Dado que, en el marco de la crisis de la COVID-19, deben tomarse medidas para reactivar la economía lo antes posible para revertir o paliar
la crisis económica y social sobrevenida a causa de la crisis sanitaria generada por el virus, y entendiendo que esta reactivación inmediata
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deberá tener un componente claro de sostenibilidad y recoger los postulados de entidades internacionales como la Comisión Europea, el FMI
o el Banco Mundial, según los cuales la transición energética es clave para esta reactivación, se proponen las modificaciones legislativas
contenidas en las disposiciones finales decimotercera a decimosexta.

Desde la UE ya se ha anunciado un plan de reactivación basado en la transición energética y la eficiencia energética. En este sentido, pues,
hay una garantía de inversión pública que pretende promover la inversión privada. Sin ir más lejos, actualmente hay adjudicados cuarenta
millones de euros de una línea del IDAE para parques fotovoltaicos en las Balears, que producirá una inversión privada de cerca de 230 € y
una previsión de que el próximo año se puedan sumar veinte millones de euros más del IDAE y 120 € de inversión privada. Por todo ello,
este decreto ley contiene medidas encaminadas a la implementación de energías renovables y también de la eficiencia energética, porque es
una apuesta segura, sostenible, necesaria y de futuro.

Además de reactivar la economía, la apuesta por el sector de las energías renovables fomenta el empleo de calidad durante todo el año, tanto
en la instalación como en el mantenimiento de las instalaciones.

Para que estas medidas puedan implementarse en un tiempo rápido y las inversiones se realicen de forma casi inmediata, se proponen una
serie de cambios en varias normativas. Así, la disposición final decimotercera modifica la Ley 14/2019, de 29 de marzo, de proyectos
industriales estratégicos de las Illes Balears, con el objeto de poder acelerar la tramitación de los parques fotovoltaicos. Para que la inversión
público-privada se ponga en marcha de forma inmediata, hay que poder declarar estratégicos los proyectos de energías renovables en
cualquier momento de su tramitación. Asimismo, por mejorar la instrucción de estos proyectos, hace falta que sea la dirección general
competente en materia de energía la que tramite los expedientes. También es importante que la tramitación no se alargue en administraciones
públicas insulares y locales, por lo que se determina un mes como máximo para la elaboración de los correspondientes informes. Toda esta
modificación normativa agilizará la tramitación de los proyectos que se declaren estratégicos para implementar las energías renovables a las
Illes Balears.

La disposición final decimocuarta modifica la Ley 12/2016, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las Illes Balears, dado que en el
marco de la transición energética es importante también la protección del territorio y el impacto ambiental de las instalaciones de energías
renovables. Una vez delimitado el PDS de energía en las zonas de aptitud alta, media y baja para la implantación de energías renovables,
hace falta una revisión de la ocupación del terreno para que la evaluación ambiental sea lo más eficiente posible. Así, pues, según el terreno
donde se ubiquen las diferentes instalaciones, estas tendrán una tramitación ordinaria, una simplificada o una exención de la evaluación
ambiental. Se entiende que, para agilizar el trámite con el fin de que los proyectos de energías renovables sean un motor económico, hay que
revisar estas medidas de ocupación (en función del tipo de suelo donde se ubiquen). Es urgente revisarlas para que casi de forma inmediata
se realicen inversiones públicas y privadas que generarán recaudación para la Comunidad Autónoma y empleo de calidad.

La disposición final decimoquinta modifica la Ley 13/2012, de 20 de noviembre, de medidas urgentes para la activación en materia de
industria y energía, nuevas tecnologías, residuos, aguas, otras actividades y medidas tributarias. La modificación resulta necesaria para que
las instalaciones de menos de 10 ha que tienen que tramitarse como de utilidad pública no computen como suelo ocupado, tal como pasa con
las de más de 10 ha, con lo que también se agilizaría la implantación de renovables en muchos más ámbitos.

La disposición final decimosexta modifica la Ley de 10/2019, de 22 de febrero, de cambio climático y transición energética, dado que, en el
contexto de la implantación de energías renovables, es clave favorecer su implantación. Por ello se entiende que es urgente que en suelo
rústico se puedan ubicar renovables sobre el terreno sin computar en el parámetro de ocupación. Esta medida puede activar el sector del
autoconsumo en suelo rústico y también favorecerá la inversión público-privada, además de dinamizar el empleo.

La última disposición final, la decimoséptima, determina la vigencia inmediata de este decreto ley.

IV

Ante una crisis sanitaria, económica y social sin precedentes en las últimas décadas, es necesaria una actuación rápida y eficaz de los poderes
públicos mediante los instrumentos que el ordenamiento jurídico pone a su alcance.

El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno del Estado dictar decretos ley «en caso de extraordinaria y urgente
necesidad», siempre y cuando no afecten el ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, los derechos, los deberes y las libertades de
los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, en el régimen de las comunidades autónomas y en el derecho electoral general.

En términos parecidos, el artículo 49 del Estatuto de Autonomía permite al Gobierno de las Illes Balears dictar decretos ley «en caso de
extraordinaria y urgente necesidad», siempre y cuando no afecten los derechos establecidos en el Estatuto de Autonomía, las materias objeto
de leyes de desarrollo básico de este, los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma, la reforma del Estatuto, el régimen electoral ni
el ordenamiento de las instituciones básicas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.
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De este modo, el decreto ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que la finalidad que justifica la legislación de
urgencia sea atender una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que, por razones difíciles de prever, requiera una
acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación
parlamentaria de las leyes, especialmente por el hecho de que la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno (STC 6
/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4; 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 julio, F. 3).

No cabe duda de que la situación que afrontan las Illes Balears por la declaración de emergencia de salud pública de importancia
internacional, unida a la declaración de estado de alarma, genera la concurrencia de motivos que justifican nombradamente la extraordinaria
y urgente necesidad de adoptar medidas para paliar los efectos adversos.

En el actual escenario de contención y prevención de la COVID-19, es urgente y necesario parar la epidemia y evitar su propagación para
proteger la salud pública; pero también es adecuada la vía de legislación de excepción para adoptar medidas de contenido económico y social
con objeto de afrontar las consecuencias adversas de la declaración del estado de alarma, como también la adopción de medidas
organizativas y procedimentales que permitan activar la Administración y simplificar y agilizar los trámites administrativos que tienen que
contribuir a la reactivación de nuestra economía.

Los motivos de oportunidad que se han expuesto, como también las medidas que se adoptan en este Decreto ley, justifican amplia y
razonadamente la adopción de esta norma de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (STC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3;
111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

Así las cosas, la utilización de esta figura normativa como instrumento para la introducción de las modificaciones en el ordenamiento
jurídico de las Illes Balears que se contienen, cumple los dos presupuestos de validez, como son la situación de extraordinaria y urgente
necesidad, y la no afectación a las materias que le son vedadas.

En conformidad con el artículo 49 de Ley 1/2019, de 31 de enero, de Gobierno de las Illes Balears, este decreto ley se ajusta a los principios
de buena regulación, de acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, dado que la iniciativa se fundamenta en el interés general que
supone la atención a las circunstancias sociales y económicas excepcionales derivadas de la crisis de salud pública provocada por el virus de
la COVID-19, y dado que es este el momento de adoptar medidas adicionales para atender estas necesidades, y el decreto ley, el instrumento
más adecuado para garantizar su consecución.

La norma se adecúa también al principio de proporcionalidad, porque contiene la regulación imprescindible para lograr el objetivo de
minimizar el impacto en la actividad administrativa ante la situación excepcional actual, y permite reactivar el funcionamiento de la
administración, agilizar determinados trámites y procedimientos, e incrementar el uso de las nuevas tecnologías en la práctica administrativa.

Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, porque establece normas claras que aseguran la mejor protección de los derechos de
los ciudadanos, y proporciona certeza y agilidad a los procedimientos.

En cuanto al principio de transparencia, dada la urgencia para la aprobación de esta norma, se exceptúan los trámites de consulta pública y de
audiencia e información públicas, en conformidad con el artículo 55.2.  y h) de la Ley 1/2019, de 31 de enero, de Gobierno de las Illesc)
Balears.

Finalmente, en cuanto al principio de eficiencia, este decreto ley no impone cargas administrativas no justificadas y la regulación que
contiene resulta proporcionada, en atención a la particular situación existente y a la necesidad de garantizar el principio de eficacia en la
aplicación de las medidas adoptadas.

Por lo tanto, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza y finalidad, las circunstancias de
extraordinaria y urgente necesidad que exigen los artículos 86 de la Constitución Española y 49 del Estatuto de Autonomía de las Illes
Balears, como presupuestos que habilitan la aprobación de este decreto ley; por lo cual, en el contexto de alarma que afrontan todas las
comunidades autónomas, el Gobierno de las Illes Balears considera plenamente adecuado el uso de este instrumento para dar cobertura a las
disposiciones que se han descrito, dado que responde a la exigencia de que haya una conexión de sentido o relación de adecuación entre la
situación excepcional y las medidas que se pretende adoptar, que son idóneas, concretas y de eficacia inmediata.

Este decreto ley se dicta al amparo de los títulos competenciales establecidos en los puntos 3, 5, 14, 15, 28 y 44 del artículo 30 y en los
puntos 1, 3, 4 y 5 del artículo 31 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.

Por todo ello, a propuesta de todas las consejeras y consejeros, y habiéndolo considerado el Consejo de Gobierno en la sesión del día 13 de
mayo de 2020, se aprueba el siguiente
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Decreto ley

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1
Objeto

El objeto de este decreto ley es establecer medidas extraordinarias y urgentes para paliar los efectos económicos y sociales provocados por la
crisis sanitaria de la COVID-19. Así mismo, pretende impulsar la actividad económica y la simplificación administrativa, para facilitar la
actividad empresarial en las Illes Balears y contrarrestar los efectos de la desaceleración económica producida por la crisis provocada por la
COVID-19, mediante:

La supresión o la reducción de los trámites administrativos exigibles a las empresas y a los profesionales para iniciar una actividad
económica.

La agilización y simplificación de la actividad administrativa de la Administración de la Comunidad Autónoma, de los consejos insulares y
de los ayuntamientos de las Illes Balears.

La efectividad del derecho de los ciudadanos, las empresas y los profesionales de acceder al ejercicio de la actividad económica de una
manera ágil y eficiente.

A estos efectos, se establecen medidas provisionales y específicas directamente dirigidas a paliar los efectos del estado de alarma, como
también algunas medidas generales de simplificación administrativa. Por ello, se acomete la modificación de las normas que dificultan el
acceso o el ejercicio de una actividad productiva a emprendedores y empresas, se simplifican los trámites y se reducen los requisitos
administrativos injustificados o desproporcionados, para promover el desarrollo económico y la creación de empleo de calidad.

Artículo 2
Ámbito de aplicación

Este decreto ley es de aplicación a las entidades siguientes:

— La Administración de la Comunidad Autónoma.

— Los consejos insulares.

— Los ayuntamientos de las Illes Balears.

— Las entidades instrumentales que dependen de cualquiera de las administraciones públicas de las Illes Balears o están vinculadas
a ellas, en lo que suponga ejercicio de potestades administrativas.

 

Capítulo II
Estímulo económico y simplificación administrativa   

Sección 1a
Reglas generales

Artículo 3
Régimen general de la intervención administrativa en el ejercicio de la actividad económica

1. Los mecanismos de intervención administrativa alternativos a la autorización o licencia para el ejercicio de la actividad económica son, a
todos los efectos, la declaración responsable y la comunicación previa.

2. En el marco de la legislación básica aplicable a cada caso, estos mecanismos alternativos se rigen excepcionalmente por lo que dispone
este decreto ley.
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Artículo 4
Mecanismos de colaboración

Las administraciones públicas de las Illes Balears deben establecer mecanismos de colaboración y coordinación para el ejercicio de las
facultades de intervención, especialmente en los ámbitos de la inspección y la sanción, mediante protocolos y convenios de colaboración que
concreten la coordinación de servicios y recursos para llevar a cabo la actividad de intervención, inspección o control conjunta.

 

Sección 2a
Medidas temporales de reactivación económica, de simplificación administrativa y de apoyo social

Artículo 5
Régimen excepcional de declaración responsable para determinadas obras e instalaciones a ejecutar en suelo urbano

1. Se pueden acoger al régimen excepcional de declaración responsable previsto en este artículo los actos sujetos a licencia urbanística según
el artículo 146 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears, siempre que se ejecuten en edificaciones e
instalaciones existentes en suelo urbano que sean conformes con la ordenación urbanística.

A tal efecto, se tiene que presentar una declaración responsable subscrita por la persona promotora y dirigida al ayuntamiento
correspondiente antes del 31 de diciembre de 2021, en la forma establecida en este artículo.

A partir del 1 de enero de 2022, todas las obras, actuaciones e instalaciones que se pretenda promover quedan sometidas al régimen de
intervención preventiva general del título VII de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears.

2. Este régimen excepcional de declaración responsable no es de aplicación:

a) A las obras, actos e instalaciones previstos en el artículo 11.4 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, u otras obras que una normativa sectorial estatal someta al
régimen de licencia previa.

A la zona de servidumbre de protección de costa.b) 
 A los edificios en situación de fuera de ordenación.c)
 A la demolición total de las construcciones y edificaciones.d)
 A las obras o intervenciones que se realicen en edificios o construcciones que sean bienes de interés cultural o catalogados.e)

3. Para acogerse al régimen excepcional previsto en este artículo, las obras de reforma integral tienen que mejorar la eficiencia energética de
las construcciones e instalaciones e incorporar mecanismos de ahorro de agua.

4. A los efectos de este artículo, la declaración responsable es el documento mediante el cual su promotor manifiesta, bajo su exclusiva
responsabilidad, que los actos a los que se refiere cumplen las condiciones prescritas en la normativa aplicable, que posee la documentación
técnica exigible que así lo acredita, y que se compromete a mantener su cumplimiento en el tiempo que dure el ejercicio de los actos a los
que se refiere.

La formalización de la declaración responsable no prejuzga ni perjudica derechos patrimoniales del promotor ni de terceros, y sólo produce
efectos entre el ayuntamiento y el promotor. Tampoco puede ser invocada para excluir o disminuir la responsabilidad civil o penal en qué
pueda incurrir su promotor en el ejercicio de los actos a los que se refiera.

5. La declaración responsable faculta para realizar la actuación urbanística pretendida en la solicitud, siempre que se acompañe con la
documentación requerida en cada caso, y sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección posterior que correspondan.

La declaración responsable se tiene que presentar con una antelación mínima, respecto de la fecha en que se pretende iniciar la realización
del acto, de quince días naturales.

En todo caso, la ejecución de las obras o instalaciones se tiene que iniciar en el plazo máximo de cuatro meses desde la presentación de la
declaración responsable al ayuntamiento. En caso contrario, la declaración responsable pierde la vigencia y es necesario presentar una nueva,
siempre que sea antes del 31 de diciembre de 2021, o solicitar y obtener una licencia urbanística, si es a partir del 1 de enero de 2022.

La declaración responsable tiene que fijar el plazo para la ejecución de la actuación, que en ningún caso no será superior a dos años. Este
plazo se puede prorrogar en los mismos términos previstos para las licencias.

El comienzo de cualquier obra o instalación al amparo de la declaración responsable se tiene que comunicar en el ayuntamiento.
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6. La declaración responsable subscrita por la persona promotora y dirigida al ayuntamiento correspondiente se presentará junto con un
proyecto técnico de los que prevé el artículo 152.1 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears, incluirá una
motivación expresa de no incurrir en ninguno de los supuestos que requieren licencia previa, y el justificante de pago de los tributos
correspondientes si, de acuerdo con la legislación de haciendas locales y, en su caso, con la ordenanza fiscal respectiva, se establece que le es
de aplicación el régimen de autoliquidación.

En la declaración responsable se incluirá la manifestación de manera expresa y clara de que las obras cumplen las exigencias establecidas
anteriormente sobre eficiencia energética y ahorro de agua, cuando les sean aplicables.

En todo caso el proyecto tiene que ser completo de la actuación prevista, con suficiente definición de los actos que se pretende llevar a cabo,
y tener preceptivamente el grado de detalle y contenido establecidos en los apartados segundo y tercero del artículo 152 de la Ley 12/2017,
de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears.

El proyecto técnico debe ajustarse también a las condiciones establecidas en el Código técnico de la edificación, lo redactará personal
técnico competente y será visado por el colegio profesional competente según lo que establezca la normativa estatal vigente. También tiene
que concretar las medidas de garantía suficientes para la realización adecuada de la actuación, y definir los datos necesarios para que el
órgano municipal competente pueda valorar si se ajusta a la normativa aplicable. Una vez presentado ante el ayuntamiento el proyecto
técnico, adquiere el carácter de documento oficial, y de la exactitud y la veracidad de los datos técnicos que se consignan, responde la
persona autora a todos los efectos.

Cuando las actuaciones requieran alguna autorización previa o algún informe administrativo previo para el ejercicio del derecho conforme a
la normativa sectorial de aplicación, no se puede presentar la declaración responsable sin que estos la acompañen o, si procede, se adjunte el
certificado administrativo del silencio producido, cuando dicha normativa prevea su obtención previa a cargo de la persona interesada. Así
mismo, cuando el acto suponga la ocupación o la utilización del dominio público, se tiene que aportar la autorización o la concesión de la
administración titular de este.

Cuando la normativa sectorial que los prevé impida que la solicitud y la obtención previa de los informes y las autorizaciones sea a cargo de
la persona interesada, el órgano municipal los solicitará de oficio en el plazo que determine la normativa sectorial, y a falta de previsión, en
el plazo de cinco días desde la presentación de la documentación completa de la declaración responsable. En este caso, el órgano municipal
comunicará de forma inmediata las actuaciones realizadas a la persona interesada, y le señalará que no puede iniciar los actos sujetos a la
declaración responsable hasta que el órgano sectorial competente no comunique la emisión del informe o el otorgamiento de la autorización.

Cuando se realicen reformas integrales que afecten elementos estructurales de la edificación, la declaración responsable también se tiene que
acompañar de una póliza de seguro que cubra la responsabilidad civil del promotor de la obra.

La presentación de la declaración responsable, si no va acompañada de toda la documentación preceptiva, no tiene los efectos previstos en
este artículo.

7. La declaración responsable de las obras ligadas a la instalación o la adecuación de actividades permanentes o a infraestructuras comunes
vinculadas a estas, se regirá por lo que prevé la legislación reguladora de actividades.

8. Una vez recibida la declaración responsable, el órgano competente hará las comprobaciones pertinentes para verificar la conformidad de
los datos declarados y, si de las comprobaciones efectuadas se desprende la falsedad o la inexactitud de aquellos, se suspenderá la actividad,
con la audiencia previa de la persona interesada, sin perjuicio de que, si corresponde, se pueda incoar un procedimiento de subsanación de
deficiencias o, en su caso, sancionador. Si hay riesgo para las personas o las cosas, la suspensión se podrá adoptar de forma cautelar e
inmediata, mediante resolución motivada, que podrá adoptar las medidas oportunas para garantizar la seguridad.

9. Por resolución de la administración pública competente se declarará la imposibilidad de continuar la actuación, sin perjuicio de las
responsabilidades penales, civiles o administrativas que correspondan al hecho, desde el momento en que se tenga constancia de alguna de
las circunstancias siguientes:

 La inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial en cualquier dato, manifestación o documento que se adjunte o incorpore aa)
la declaración responsable.

 La no presentación, ante la administración competente, de la declaración responsable de la documentación requerida, si procede,b)
para acreditar el cumplimiento de lo declarado.

 La inobservancia de los requisitos impuestos por la normativa aplicable.c)

10. Conforme a la legislación básica en materia de suelo, en ningún caso se pueden entender adquiridas por declaración responsable
facultades en contra de la legislación o el planeamiento urbanístico de aplicación.
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11. Las actuaciones que, pudiéndose acoger al régimen excepcional de este artículo, se lleven a cabo sin haber presentado declaración
responsable, o que excedan las declaradas, se considerarán como actuaciones sin licencia a todos los efectos, y se les aplicará el mismo
régimen de protección de la legalidad y sancionador que a las obras y usos sin licencia.

12. El régimen aplicable al final de obras, primera ocupación o utilización de los edificios y las instalaciones no queda afectado por este
artículo y, en consecuencia, se requerirán las actuaciones, licencias y actos que establece la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo
de las Illes Balears, para el tipo de obras e instalaciones que se hayan ejecutado.

13. A los efectos de lo que dispone este artículo, sólo se puede presentar una declaración responsable sobre una misma edificación o
vivienda una vez cada seis meses.

14. Este artículo no es aplicable a los actos sujetos al régimen de comunicación previa en esta Ley, los cuales continúan sometidos al
procedimiento establecido en el artículo 153 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears.

15. Para todo lo que no disponga explícitamente este artículo, se estará al régimen general de intervención preventiva del título VII de la Ley
12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears.

Artículo 6
Procedimiento urbanístico extraordinario para la ordenación de sistemas generales de infraestructuras y servicios específicos

1. Con carácter extraordinario, para impulsar y revitalizar la actividad económica a raíz de la crisis provocada por la pandemia del SARS-
CoV-2, y con el fin de atender la necesidad de áreas urbanizadas aptas para actividades que requieren espacios adecuados con un nivel bajo
de edificación —como por ejemplo las instalaciones destinadas a la construcción, reparación, almacenamiento y mantenimiento de
embarcaciones, los espacios vinculados a las energías renovables, la recogida municipal de residuos (puntos verdes) u otros de similares
características—, se establece un procedimiento urbanístico extraordinario para la ordenación de sistemas generales de infraestructuras y
servicios específicos.

2. Los sistemas generales de infraestructuras y servicios a que se refiere el apartado 1 de este artículo se pueden delimitar en cualquier clase
de suelo, siempre que estén debidamente justificados y no haya otras opciones ya ordenadas en el planeamiento. En caso de que se delimiten
a suelo rústico, se tienen que ubicar en categorías de suelo rústico común.

En el caso de municipios con más de un 90 % de suelo rústico protegido también se pueden ubicar en áreas rurales de interés paisajístico
(ARIP) que no sean de naturaleza boscosa; en este caso dentro del mismo procedimiento se tienen que añadir medidas compensatorias
equivalentes para incrementar las superficies de suelo rústico protegido y, si no es posible, de incrementar el nivel de protección de este.

La edificabilidad global máxima no puede superar 0,1 m  de techo por cada  En cualquier caso el sistema vial y un mínimo de3. 2 m 2 de suelo.
un 10 % de los terrenos restantes del ámbito tienen que ser de cesión pública y gratuita. El uso global principal tiene que ser el de
infraestructuras, industrial, de equipamientos y de servicios. El uso residencial y turístico es incompatible.

4. La administración promotora hará una propuesta de delimitación y de ordenación del ámbito que se someterá a la tramitación ambiental
correspondiente. Junto con la documentación técnica para la ordenación se elaborará un estudio de movilidad generada que incluya las
medidas necesarias para garantizar una conectividad adecuada en el sistema vial, en especial entre la ubicación de la actividad, cuando se
trate del almacenamiento y mantenimiento de embarcaciones, y el puerto más cercano. Así mismo se elaborará un estudio de impacto
paisajístico que incorpore las medidas correctoras necesarias para garantizar la integración adecuada en el entorno. Igualmente se elaborarán
un estudio económico y financiero y un estudio de sostenibilidad económica para garantizar la viabilidad de la propuesta.

5. Posteriormente, la propuesta será aprobada inicialmente con el efecto de suspensión de licencias previsto en la legislación urbanística, será
expuesta al público por un periodo común de 24 días hábiles, tanto en cuanto a la documentación sustantiva como a la ambiental, y se
solicitarán los informes preceptivos, que serán emitidos en un plazo máximo de 20 días hábiles.

6. Una vez concluido el trámite de exposición pública, consulta y audiencia, se formulará la propuesta final para completar el trámite de
declaración ambiental estratégica y, posteriormente, con los ajustes que hagan falta, para la aprobación definitiva por parte del órgano
competente de la administración promotora previo informe de la Comisión Insular de Ordenación del Territorio y Urbanismo, que se emitirá
en un plazo máximo de 20 días hábiles.

7. La aprobación definitiva de la propuesta se publicará en el (BOIB) y, una vez publicada, se puedeBoletín Oficial de las Illes Balears 
llevar a cabo la ejecución prevista en la ordenación del sector delimitado y se considerará integrada en el planeamiento urbanístico
municipal. La aprobación definitiva de esta ordenación tiene los efectos previstos para los planes en la legislación urbanística (publicidad,
ejecutividad, obligatoriedad y declaración de utilidad pública).
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8. Dado el carácter extraordinario de este procedimiento se limita su aplicación temporal de forma que sólo se podrá iniciar durante un
periodo de dos años desde la entrada en vigor de este decreto ley.

Artículo 7
Incentivos para la mejora de los establecimientos turísticos

1. Las solicitudes de modernización en los términos de este artículo que presenten los establecimientos turísticos legalmente existentes de
alojamiento, turístico-residenciales, de restauración, entretenimiento, recreo, deportivo, cultural o lúdico, antes del 31 de diciembre de 2021
y que tengan por objeto la mejora de los servicios y las instalaciones en los términos de los párrafos siguientes, así calificadas por la
administración turística competente, mediante un informe previo preceptivo para poder obtener la licencia municipal de obras o presentar la
declaración responsable, si procede, quedan excepcionalmente excluidas del cumplimiento de los parámetros de planeamiento territorial,
urbanísticos y turísticos que impidan su ejecución.

Se puede aplicar este artículo siempre que las solicitudes de modernización y el correspondiente proyecto tengan entidad y relevancia
suficiente para reducir la estacionalidad, la búsqueda o consolidación de nuevos segmentos de mercado o la mejora de los servicios turísticos
complementarios.

Además de esto, el conjunto del establecimiento, una vez ejecutadas las obras del proyecto de modernización —que se tienen que hacer con
criterios de eficiencia energética—, no tiene que incrementar el consumo de agua potable y energético de origen no renovable, y tiene que
mejorar alguno o varios de los aspectos siguientes: la calidad, la sostenibilidad medioambiental, la seguridad o la accesibilidad. En todo
caso, junto con las solicitudes de modernización, se aportará un informe del servicio de prevención o de la modalidad preventiva elegida por
la empresa, que valore de forma positiva el impacto que el proyecto tiene sobre la seguridad y la salud de los trabajadores.

Los establecimientos de alojamiento hotelero que dispongan de aparcamiento para uso exclusivo de sus clientes tienen que habilitar un
mínimo de un 50 % de plazas con puntos de recarga para vehículos eléctricos. El consumo energético que ocasionen estos puntos de recarga
no computa a los efectos previstos en el párrafo anterior.

2. La administración turística comprobará que el proyecto se refiere a un establecimiento turístico legalmente existente, en el sentido de que
esté legalmente inscrito en los registros turísticos en fecha de 1 de agosto de 2017.

 Así mismo, emitirá un informe sobre si el proyecto cumple las finalidades mencionadas en el apartado 1 anterior, en el plazo de tres meses a
contar desde la entrada en vigor de la petición a la administración turística competente con el proyecto y toda la documentación necesaria al
efecto.

3. La administración con competencias urbanísticas sólo puede conceder la licencia de obras si la administración turística ha emitido, con
carácter favorable, el informe mencionado en el apartado 2 anterior.

En caso de que sea un proyecto sujeto al régimen de declaración responsable, esta declaración no se podrá presentar si no va acompañada del
informe favorable emitido por la administración turística competente.

Para acogerse a las previsiones de este artículo, a los efectos administrativos turísticos y urbanísticos, se tiene que solicitar el informe
preceptivo a la administración turística, junto con el proyecto y la documentación necesaria para emitirlo, y es de aplicación la normativa
vigente en la fecha de solicitud de este informe.

La vigencia del informe a que se refiere el apartado 2 es de seis meses desde su notificación a la persona interesada.

4. El proyecto podrá prever la reordenación o la reubicación de volúmenes existentes, el aprovechamiento del subsuelo para usos habitables
salvo el de alojamiento, y la redistribución del número de plazas autorizadas.

En ningún caso no podrá implicar un aumento del número de plazas de alojamiento.

5. La modernización prevista en el apartado 1 se puede llevar a cabo aunque esto suponga un incremento relativo de la superficie edificada y
de la ocupación, respectivamente, que no podrá exceder en un 15 % de las legalmente construidas o actualmente permitidas si fueran
mayores, ni suponer menoscabo de los servicios y las instalaciones ya implantados.

Las administraciones públicas competentes en materia de ordenación turística pueden reducir el porcentaje del 15 % previsto en el párrafo
anterior.

6. De acuerdo con las previsiones de los apartados anteriores, se pueden llevar a cabo obras consistentes en: ampliaciones, reformas, y
demoliciones y reconstrucciones parciales (entendidas como aquellas inferiores al 50 % del volumen y la superficie), en los edificios que
conforman el establecimiento turístico siempre que:
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 Salvo las reformas, no ocupen la separación o partición mínima exigida actualmente, ni supongan un aumento de la alturaa)
máxima existente o permitida, para cada uno de los edificios, excepto en lo estrictamente necesario para la instalación de
equipamientos de ascensores, escaleras, todo tipos de instalaciones (climatización, telecomunicaciones, eficiencia energética, etc.) y
homogeneización y ordenación de elementos en cubiertas.

Las edificaciones resultantes se destinen obligatoriamente y queden vinculadas al uso turístico. Esta vinculación tiene que serb) 
objeto de inscripción en el Registro de la Propiedad.

 Se presente la autoevaluación acreditativa de que el establecimiento resultante mantendrá la categoría existente o una de superior,c)
en los términos que establece el Decreto 20/2015, de 17 de abril, de principios generales y directrices de coordinación en materia
turística; de regulación de órganos asesores, de coordinación y de cooperación de Gobierno de las Illes Balears, y de regulación y
clasificación de las empresas y de los establecimientos turísticos, o la normativa que lo sustituya.

7. El propietario o titular del establecimiento queda obligado a abonar a la administración municipal competente el 5 % del valor del
presupuesto de ejecución material en el momento de la solicitud, de la parte resultante que exceda de la legalmente construida. Esta
prestación se tiene que destinar obligatoriamente a la mejora de la zona o ámbito turístico y su entorno.

8. Los establecimientos turísticos que hayan ejecutado obras de acuerdo con lo que establece este artículo quedarán legalmente incorporados
al planeamiento municipal como edificios adecuados, y su calificación urbanística se corresponderá con su volumetría específica y su uso
turístico.

9. Las ampliaciones permitidas por esta disposición no serán aplicables una vez agotados los límites de superficie edificada y de ocupación
que menciona, ni a los establecimientos que ya hubieran realizado ampliaciones por aplicación del artículo 17 del Decreto Ley 1/2009, de 30
de enero, de medidas urgentes para el impulso de la inversión en las Illes Balears; del artículo 17 de la Ley 4/2010, de 16 de junio, de
medidas urgentes para el impulso de la inversión en las Illes Balears; de la disposición adicional cuarta de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del
Turismo de las Illes Balears, o de la disposición adicional tercera de la Ley 6/2017, de 31 de julio, de modificación de la Ley 8/2012, de 19
de julio, del Turismo de las Illes Balears, relativa a la comercialización de estancias turísticas en viviendas, cuando hayan supuesto un
agotamiento del límite fijado en el punto 5 de esta disposición.

10. En el ámbito del Plan de Reconversión de la Platja de Palma:

 El incremento de edificabilidad previsto se tiene que aplicar sobre la edificabilidad permitida por el PRI.a)
 Este artículo sólo es de aplicación a los establecimientos de alojamiento turístico situados en parcelas con calificación de zonab)

turística (T) y/o zona turística hotelera (Th).

11. Los proyectos a que se refiere este artículo pueden obtener la licencia municipal de edificación y uso del suelo con anterioridad al
permiso de instalación, siempre que, según la normativa territorial y urbanística, el uso turístico resulte admitido en la parcela.

12. Las actuaciones llevadas a cabo al amparo de este artículo en edificios que sean bienes de interés cultural o catalogados tienen que
observar en todo caso la normativa de patrimonio histórico que les sea de aplicación, y obtener un informe favorable de la administración
competente insular o municipal.

13. Únicamente en relación con la modernización de establecimientos turísticos prevista en este artículo, y durante el plazo establecido en el
apartado 1, queda sin efecto el artículo 129 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears, excepto en los
edificios que están sujetos a protección en aplicación de la normativa sobre patrimonio o en los que el planeamiento haya declarado
expresamente fuera de ordenación en conformidad con la normativa específica.

14. Este artículo no es de aplicación a los establecimientos que se acojan al artículo 90 de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del Turismo de las
Illes Balears.

15. Las previsiones contenidas en este artículo son también de aplicación a todos los hostales, hostales-residencia, pensiones, posadas, casas
de huéspedes, campamentos de turismo y campings, viviendas turísticas de vacaciones y cualquier otro tipo de alojamiento establecido
legalmente no incluido en el artículo 31 de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del Turismo de las Illes Balears, siempre que los proyectos de
modernización tengan por finalidad cambiar de grupo y aumentar la categoría y que el establecimiento quede encuadrado en uno de los
grupos previstos en dicho artículo 31 para las empresas turísticas de alojamiento turístico.

16. Todos los proyectos de modernización previstos en este artículo que se presenten en el ayuntamiento competente antes del 1 de enero de
2022 estarán sometidos al régimen de declaración responsable establecido en el artículo 5 de este decreto ley. 

17. Para el desarrollo y la aplicación de este artículo es de aplicación la disposición transitoria octava del Decreto 20/2015, de 17 de abril, de
principios generales y directrices de coordinación en materia turística, de regulación de órganos asesores, de coordinación y de cooperación
de Gobierno de las Illes Balears, y de regulación y clasificación de las empresas y de los establecimientos turísticos, en lo que no sea
incompatible.
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Artículo 8
Excepción de limitaciones temporales estivales para obras

Durante el 2020 todo tipo de obras de edificación, modificación, reparación y derribos estarán exentas de las limitaciones temporales
estivales relativas a la temporada turística que estén vigentes en cualquier normativa autonómica, insular o municipal.

Artículo 9
Suspensión temporal del requisito de acreditación del depósito de fianza de contratos de alquiler de vivienda habitual para la 
solicitud de ayudas públicas al alquiler

Se exime  a los arrendatarios de la exigencia de acreditación del depósito de fianza a que hace referencia el artículo 59 de la Ley 5/2018, de
19 de junio, de la vivienda de las Illes Balears, en las solicitudes de ayudas al alquiler convocadas a partir de la entrada en vigor de este
decreto ley y hasta el 31 de diciembre de 2020.

Esta suspensión no exime de la obligación de los arrendadores de depositar las fianzas de contratos de alquiler de vivienda, cuyo
incumplimiento constituye una infracción administrativa tipificada en la Ley 5/2018, de 19 de junio, de la Vivienda de las Illes Balears.

Artículo 10
Prestación económica extraordinaria de compensación de atenciones en el entorno familiar y el apoyo a cuidadores no profesionales 
para personas en situación de dependencia a las que se ha suspendido el servicio de centro de día debido a la crisis sanitaria de la 
COVID-19

1. Se crea una prestación económica extraordinaria destinada a compensar los gastos económicos derivados de atenciones en el entorno
familiar y el apoyo a cuidadores no profesionales de las personas en situación de dependencia a las que se ha suspendido el servicio de
centro de día durante el periodo de vigencia del estado de alarma establecido por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19.

Estas prestaciones extraordinarias tienen una vigencia temporal inicial de cuatro meses a contar a partir de día 1 de mayo de 2020.

El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Asuntos Sociales y Deportes, puede prorrogar la vigencia de esta prestación
extraordinaria mientras dure el estado de alarma decretado por el Real Decreto 463/2020 o se mantenga la situación de emergencia social
provocada por la crisis sanitaria de la COVID-19.

2. Son requisitos de los destinatarios a percibir la prestación:

 Tener reconocido como prestación del sistema de atención a la dependencia el recurso de centro de día y ocupar la plaza en ela)
momento de la suspensión del servicio debido a la crisis sanitaria por la COVID-19.

Mantener la prestación de centro de día en su PIA mientras dure la vigencia de esta prestación extraordinaria.b) 
 No ser perceptor de la ayuda compatible con la asistencia al centro de día.c)

La prestación únicamente es aplicable a PIA firmado antes de la declaración del estado de alarma si la persona ya había ingresado en el
centro.

3. La prestación se concede de oficio a instancia del trabajador social al que corresponde el seguimiento del PIA, que tiene que informar de
la aceptación de la persona beneficiaria o de su representante legal, y hacer-lo constar en el sistema informático de atención a la
dependencia. Esta propuesta tiene que incluir una declaración de veracidad de los datos bancarios de la cuenta corriente que indique el
perceptor.

El órgano instructor emitirá la resolución de reconocimiento de la prestación sobre la información aportada por el trabajador social.

4. Son causas de pérdida de la prestación:

El reinicio del servicio presencial de centro de día.a) 
La renuncia.b) 
La muerte del perceptor.c) 
El traslado a otra comunidad autónoma.d) 

5. La prestación económica es de cuantía mensual única según el grado de dependencia reconocido, con independencia de la capacidad
económica de los beneficiarios.
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El importe de la prestación para cada grado se corresponde con el 75 % de las cuantías máximas establecidas para las prestaciones
económicas por curas al entorno familiar:

Grado I: 143,75 €/mes. a) 
Grado II: 201,59 €/mes.b) 
Grado III: 290,73 €/mes.c) 

La prestación reconocida se abona mensualmente, incluida con la nómina ordinaria de prestaciones económicas por reconocimiento de
situaciones de dependencia.

6. Las prestaciones otorgadas en aplicación de este artículo producen efectos económicos a partir del día 1 de mayo de 2020 y se otorgan por
un periodo máximo de cuatro meses, que pueden ser prorrogables mediante una resolución de la consejera de Asuntos Sociales y Deportes.

7. Se establecen las obligaciones de comunicación siguientes:

Los destinatarios de la prestación tienen que comunicar al trabajador social responsable de su PIA cualquier modificación de lasa) 
circunstancias personales que pueda afectar el derecho a la prestación en el plazo de diez días hábiles desde que se produzca el
hecho que motiva el cambio de situación.

Los trabajadores sociales que hayan actuado en representación de los interesados están obligados a comunicar, lo antes posible,b) 
cualquier incidencia de la que tengan conocimiento que pueda suponer una modificación del PIA, en relación con el otorgamiento de
esta prestación.

Los destinatarios de la prestación tienen que reintegrar las cuantías percibidas por error o indebidamente, de acuerdo con elc) 
artículo 19 del Decreto 84/2010, de 25 de junio.

8. Las prestaciones otorgadas de acuerdo con estas medidas extraordinarias quedan exentas de la aplicación de las previsiones contenidas en
los artículos 17 y 18 del Decreto 84/2010, de 25 de junio.

Artículo 11
Medidas extraordinarias en materia de selección de personal funcionario interino para prestar servicios en el Servicio de Ocupación 
de las Illes Balears y en el Servicio de Renta Social Garantizada de la Dirección general de Servicios Sociales, para atender 
necesidades urgentes ocasionadas por la crisis sanitaria, social y económica provocada por la COVID-19

Excepcionalmente, mientras dure la situación de crisis sanitaria, social y económica provocada por la COVID-19, y como máximo hasta el
31 de mayo de 2021, en caso de agotamiento de las bolsas vigentes para la selección de personal funcionario interino, o cuando estas bolsas
no sean operativas por razón de la suspensión de efectos derivada de la interposición de recursos, o cualquier otro motivo que impida,
dificulte o haga antieconómico el llamamiento de los trabajadores de la bolsa, el Servicio de Ocupación de las Illes Balears y el Servicio de
Renta Social Garantizada de la Dirección General de Servicios Sociales pueden utilizar, para la selección de personal funcionario interino, la
oferta genérica, siempre que con ello se garantice suficientemente el cumplimiento de los principios generales de igualdad, capacidad, mérito
y publicidad.

De estas ofertas se dará publicidad a través de los canales a los que se refiere el apartado 2 de la disposición adicional quinta de la Ley 19
/2019, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears para el año 2020, y también se
informará a los representantes sindicales.

Artículo 12
Personal inspector de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears

Desde la entrada en vigor de este Decreto ley y hasta el 31 de diciembre de 2020, el personal funcionario de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears con funciones inspectoras está facultado para inspeccionar y levantar acta, si procede, respecto de cualquier materia que le sea
encargada relacionada principalmente con el cumplimiento de las normas derivadas de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19,
dentro del ámbito competencial de la Administración de las Illes Balears, siempre que la función inspectora no requiera una elevada
especialización en relación con las competencias materiales de la consejería de adscripción.

Artículo 13
Medidas relativas al disfrute de vacaciones del personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma

1. El régimen de disfrute de vacaciones del personal al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma, durante el año 2020, se
rige por las previsiones siguientes:
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El periodo ordinario de vacaciones establecido reglamentariamente, comprendido entre el 1 de junio y el 30 de septiembre, sea) 
puede circunscribir al periodo comprendido entre el 1 de julio y el 31 de agosto como consecuencia de circunstancias sobrevenidas
por motivo de la crisis ocasionada por la COVID-19 que hagan necesaria la presencia de personal en determinadas unidades en los
meses de junio y septiembre.

Cuando por necesidades del servicio resulte obligado disfrutar la totalidad de las vacaciones fuera del periodo ordinariob) 
establecido, no se aplica a la duración de este el incremento de días previsto reglamentariamente.

Cuando se prevea el cierre de las instalaciones debido a la inactividad estacional de determinados servicios públicos, los periodosc) 
de disfrute de las vacaciones tienen que coincidir con la franja temporal de cierre.

2. Se suspende, para el año 2020, la aplicación del punto 3 del artículo 41 del vigente Convenio colectivo para el personal laboral al servicio
de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, y se considera como periodo ordinario de vacaciones el periodo
comprendido entre el 1 de junio y el 30 de septiembre, sin perjuicio del que corresponde a los centros y trabajos especiales, por la actividad
mayor que desarrollan en este periodo. Este periodo ordinario se puede circunscribir al periodo comprendido entre el 1 de julio y el 31 de
agosto como consecuencia de circunstancias sobrevenidas por motivo de la crisis ocasionada por la COVID-19 que hagan necesaria la
presencia de personal en determinadas unidades en los meses de junio y septiembre.

3. Así mismo, para el año 2020, se suspenden todas las cláusulas de los convenios colectivos, de los acuerdos y de los pactos que afectan los
entes del sector público instrumental de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en el sentido de que el periodo ordinario de vacaciones
comprendido entre el 1 de junio y el 30 de septiembre se puede circunscribir al periodo comprendido entre el 1 de julio y el 31 de agosto
como consecuencia de circunstancias sobrevenidas por motivo de la crisis ocasionada por la COVID-19 que hagan necesaria la presencia de
personal en determinadas unidades en el meses de junio y septiembre.

 

Capítulo III
Medidas específicas relativas al Servicio de Salud de las Illes Balears

Sección 1a
Medidas para la protección individual para evitar el contagio de la COVID-19

Artículo 14
Adquisición de equipos de protección individual para evitar el contagio de la COVID-19

1. Para la adquisición de equipos de protección individual necesarios para evitar el contagio de la COVID-19, la selección entre los distintos
productos atenderá a criterios de garantía de aprovisionamiento suficiente, plazo de entrega, condiciones de logística y precio, y  se realizará
entre los ofertados por los proveedores que asuman las condiciones que previamente haya establecido el órgano competente para adquirir-
los. En todo caso, se permite la incorporación posterior de nuevos proveedores que asuman las condiciones establecidas.

2. El acuerdo de adquisición tiene naturaleza privada y la tramitación exige:

 Justificación de la necesidad y de la existencia de crédito.a)
 Publicidad en la página web del órgano de contratación.b)
 Solicitud formal a la empresa cuya aceptación implica el compromiso de cumplimiento de los plazos de entrega.c)

3. El acuerdo de adquisición tiene que establecer el procedimiento de aceptación o comprobación mediante el cual se verificará la
conformidad de los productos con lo que dispone el contrato.

4. Si es necesario, se pueden hacer pagos por anticipado. La entrega de los fondos necesarios para afrontar estos gastos se puede llevar a
cabo a justificar.

Artículo 15
Fabricación de equipos de protección individual por parte de empresas de las Illes Balears y procedimiento de adquisición

1. Los servicios de salud de las Illes Balears puede adquirir, mediante contratación de emergencia, el suministro de batas de protección,
guantes, mascarillas, buzos, delantales de plástico, gafas, capuchas, polainas, pantallas, solución hidroalcohólica, viricida, y cualquier otro
producto que se haya previsto como necesario para el tratamiento y la prevención de la COVID-19, elaborados o producidos por empresas de
las Illes Balears, durante los 24 meses posteriores a la vigencia de este Decreto Ley.

2. El Servicio de Salud de las Illes Balears puede abonar las materias primas o los productos acabados por adelantado.
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3. El Gobierno de las Illes Balears puede establecer incentivos económicos para las empresas de las Illes Balears que produzcan y
distribuyan este material en el ámbito de la comunidad autónoma.

 

Sección 2a
Medidas para la adquisición de medicamentos

Artículo 16
Adquisición de medicamentos con precio fijado

Los medicamentos con precios de venta de laboratorio fijados administrativamente para el Sistema Nacional de Salud o con precios de
referencia, dado que ya ha habido negociación con una instancia pública y fijación administrativa del precio, pueden ser adquiridos por el
sistema hospitalario público de las Illes Balears al margen de los procedimientos de contratación pública.

Artículo 17
Adquisición hospitalaria de medicamentos con protección de patente

1. Los medicamentos con protección de patente, determinado el precio público por la Comisión Interministerial de Precios, pueden ser
adquiridos directamente por el Servicio de Salud de Illes Balears, tomando como referencia el precio determinado por el Ministerio de
Sanidad.

2. El acuerdo de adquisición tiene naturaleza privada y la tramitación exige:

Justificación de la necesidad y de la existencia de crédito.a) 
 Solicitud formal a la empresa cuya aceptación implica el compromiso de cumplimiento de los plazos de entrega.b)

3. El acuerdo puede prever la modalidad de pago por volumen o por resultados, determinando también las penalidades contractuales por
incumplimientos.

4. En los acuerdos de adquisición de trato sucesivo se puede prever su modificación y las causas de resolución.

5. En el acuerdo de adquisición se tiene que establecer el procedimiento de aceptación o comprobación mediante el cual se verificará la
conformidad de los medicamentos con lo que dispone el contrato, cuya duración no puede exceder de cinco días hábiles a contar desde la
fecha de recepción de los medicamentos.

Artículo 18
Adquisición hospitalaria de medicamentos genéricos

1. En las adquisiciones hospitalarias de medicamentos genéricos, los servicios de farmacia pueden elegir entre los distintos productos
genéricos, atendiendo criterios de eficacia terapéutica, entre los ofertados por los proveedores que asuman las condiciones que previamente
haya establecido el órgano competente para adquirirlos, que son de cumplimiento obligado. En todo caso, se permite la incorporación
posterior de nuevos proveedores que asuman las condiciones establecidas.

Entre las condiciones que deben cumplir los proveedores se incluirá la determinación de penalidades contractuales por incumplimientos de
plazos o en la calidad del producto y el sistema de pago.

2. Si se considera más conveniente contar con un único proveedor o un único medicamento genérico, se puede seleccionar uno entre aquellos
como destinatario de los pedidos. En este caso el plazo del contrato será anual.

Para la selección de un proveedor o medicamento genérico único se llevará a cabo un procedimiento por invitación a cada uno de los
proveedores, incluyendo en todo caso en la convocatoria la determinación de penalidades contractuales por incumplimientos de plazos o en
la calidad del producto y el sistema de pago, por volumen o por resultados.

La invitación contendrá los criterios de selección cualitativos que se tienen que tener en cuenta para la resolución, como también la
ponderación. Se otorgará un plazo no inferior a diez días para que presenten las ofertas, y la unidad responsable, de forma motivada,
notificará y publicará en la página web especificada el resultado del procedimiento.

3. El acuerdo de adquisición de medicamentos genéricos, en cualquiera de sus modalidades, tiene naturaleza privada y la tramitación exige:

Justificación de la necesidad y de la existencia de crédito.a) 
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 Solicitud formal a la empresa cuya aceptación implica el compromiso de cumplimiento de los plazos de entrega.b)

4. En acuerdos de adquisición de trato sucesivo se puede prever su modificación y las causas de resolución.

5. En el acuerdo de adquisición se tiene que establecer el procedimiento de aceptación o comprobación mediante el cual se verificará la
conformidad de los medicamentos con lo que dispone el contrato, cuya duración no puede exceder de cinco días hábiles a contar desde la
fecha de recepción de los medicamentos.

Artículo 19
Pago de los medicamentos

1. Salvo previsión expresa distinta a la convocatoria o al acuerdo de adquisición, el pago se realizará de conformidad con lo que prevé el
contrato, con la presentación previa de la lista del detalle de las unidades suministradas.

Después de la comprobación y conformidad por parte de la unidad responsable de las adquisiciones, que se tiene que producir en el plazo de
cinco días, la empresa enviará la factura por el importe determinado.

2. El pago de la factura se realizará en el plazo de treinta días desde la recepción. Este plazo se puede ampliar mediante un pacto de las
partes, con el límite de un máximo de sesenta días.

Artículo 20
Colaboración entre el Servicio de Salud de las Illes Balears y el Colegio de Farmacéuticos de las Illes Balears

1. La colaboración entre el Servicio de Salud de las Illes Balears y el Colegio de Farmacéuticos de las Illes Balears para la dispensación
activa de las especialidades farmacéuticas, efectos y accesorios, fórmulas magistrales y preparados oficiales que estén incluidos en la
prestación farmacéutica del Sistema Nacional de Salud está excluida del ámbito de la contratación pública y se instrumenta mediante un
convenio de colaboración entre ambas instituciones.

2. El Servicio de Salud de las Illes Balears abonará al Colegio Oficial de Farmacéuticos de las Illes Balears el importe de la factura
correspondiente a las recetas médicas oficiales de los medicamentos que sean totalmente o parcialmente financiados por el Sistema Nacional
de Salud, que sean válidas, se hayan dispensado correctamente y haya cumplimentado el farmacéutico de acuerdo con lo que establece el
convenio de colaboración.

 

Sección 3a
Medidas para el personal estatutario

Artículo 21
Prestación de servicios en régimen de teletrabajo

1. En los términos y condiciones que se determinen por resolución de la Dirección General del Servicio de Salud, y siempre que ello sea
compatible con la naturaleza de las funciones y características de la plaza o del puesto de trabajo, el personal estatutario sanitario puede
prestar servicios en régimen de teletrabajo.

2. El personal estatutario de gestión y servicios del Servicio de Salud de las Illes Balears que autorice cada gerencia territorial puede acceder
a la prestación de servicios en régimen de teletrabajo en conformidad con el Decreto 36/2013, de 28 de junio, por el que se regula la
modalidad de prestación de servicios mediante teletrabajo en la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

3. El director general del Servicio de Salud de las Illes Balears aprobará el modelo normalizado de solicitud y adaptar los trámites
procedimentales establecidos en el Decreto 36/2013, de 28 de junio, a la estructura organizativa del Servicio de Salud de las Illes Balears.

Artículo 22
Movilidad temporal del personal estatutario

1. El personal estatutario del Servicio de Salud de las Illes Balears tiene que desarrollar las funciones propias de su categoría en un centro o
institución sanitaria diferente al de su nombramiento, en supuestos de necesidad determinados por la inaplazable y urgente cobertura de la
asistencia sanitaria de la población, cuando así sean apreciados por el director general del Servicio de Salud de las Illes Balears o el órgano
en que delegue, mediante una comisión de servicios por atribución temporal de funciones ajustada estrictamente a la cobertura de las
necesidades que la motiven.
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2. Hay que aplicar el procedimiento contenido en este artículo cuando sea apreciada una situación de inaplazable y urgente cobertura de la
asistencia sanitaria de la población en alguno de los centros o instituciones sanitarias del Servicio de Salud de las Illes Balears y se hayan
agotado las posibilidades por cubrir esta contingencia en el seno de estos.

Una vez detectada la situación de inaplazable y urgente cobertura de la asistencia sanitaria de la población y agotadas las posibilitados de
cubrirla, el gerente territorial correspondiente tiene que trasladar un informe sobre esta situación al director general del Servicio de Salud de
las Illes Balears, que tiene que dictar una resolución motivada, si así lo aprecia.

3. La movilidad temporal reviste carácter forzoso y se tiene que designar el profesional correspondiente por aplicación de los criterios
contenidos en el apartado siguiente.

No obstante lo que establece el párrafo anterior, la movilidad temporal puede revestir carácter voluntario cuando, concurriendo la
contingencia prevista en el apartado 1 y ante la oferta pública de los órganos competentes del Servicio de Salud, haya profesionales
dispuestos a ejercer sus funciones en ámbito diferente al de su nombramiento.

4. Se tiene que designar con carácter forzoso el personal que corresponda en función de los criterios siguientes:

 En primer lugar, se tiene que elegir un profesional de los que presten servicio en el centro o institución sanitaria de referencia dea)
aquellos centros o instituciones sanitarias donde sea necesaria la garantía de la cobertura de la actividad asistencial. El criterio de la
designación forzosa de un profesional del centro o institución de referencia no se tendrá en cuenta cuando suponga perjuicio claro
para su cobertura asistencial, previo informe motivado de la gerencia correspondiente y la aceptación expresa del Director General
del Servicio de Salud.

En segundo lugar, se tiene que designar el personal estatutario de cualquier centro o institución sanitaria en función de su menorb) 
antigüedad. A igual antigüedad, el criterio de desempate se tiene que establecer en atención a los méritos curriculares, de menor a
mayor mérito, de acuerdo con el baremo previsto en el último concurso de traslados publicado.

De este orden de prelación queda excluido el personal que ocupe jefaturas de unidad, a los cuales sólo los será de aplicación este sistema de
provisión, una vez agotados los criterios anteriores, y en orden inverso a su rango.

5. La comisión de servicios forzosa tendrá la duración estrictamente necesaria para subvenir la contingencia que dio lugar a ella.
Transcurrido este plazo y si se vuelve a a presentar la necesidad, se tiene que designar el nuevo profesional, que tiene que ser el siguiente por
aplicación de los mismos criterios de prelación.

6. Durante el periodo de duración de la movilidad temporal, el profesional conserva el derecho a su plaza o lugar de origen así como a
percibir las retribuciones propias de este, en los términos que dispone el Estatuto marco, y las indemnizaciones por razones de servicio que
se hayan establecido en la Resolución, que han de estar en consonancia con la disponibilidad presupuestaria de la Comunidad Autónoma.

7. Se tiene que establecer un seguimiento específico del gasto que se pueda generar por este motivo tanto por parte del Servicio de Salud de
las Illes Balears como de la Consejería de Hacienda.

8. La Resolución del director general del Servicio de Salud de las Illes Balears que adopte la comisión de servicios forzosa pone fin a la vía
administrativa.

Artículo 23
Turnos de trabajo

El personal estatutario del Servicio de Salud de las Illes Balears tiene que hacer la jornada laboral en los turnos de trabajo siguientes:

Turno diurno: el turno diurno es el que se hace entre las 8.00 horas y las 22.00 horas, ya sea en horario de mañana, de tarde, o dea) 
mañana y de tarde. El horario de mañana tiene que ser a todos los efectos el comprendido entre las 8.00 horas y las 15.00 horas, y el
de tarde, entre las 15.00 horas y las 22.00 horas, sin perjuicio de la organización del turno diurno en otros horarios y del que se
establezca en determinados centros sanitarios.

A todos los efectos, este turno supone la realización de 7 horas y 30 minutos diarias de trabajo, durante cinco días a la semana, y se
tiene que completar la jornada anual con el trabajo efectivo que, con periodicidad al menos semestral, se establezca, teniendo en
cuenta la organización de trabajo de cada centro.

Turno nocturno: el turno nocturno es el que se inicia a las 22.00 horas y finaliza a las 8.00 horas del día siguiente.b) 

Turno rotatorio: el turno rotatorio es el régimen de trabajo en que la jornada ordinaria se hace a través de turnos diurnos yc) 
nocturnos. Al efecto de la ponderación de la jornada, se ha de incluir siempre el turno de noche. En este caso, la prestación de
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servicios se puede hacer en horario de mañana y noche, en el de tarde y noche, y en el horario de mañana, tarde y noche, es decir,
incluyendo siempre el turno de noche en cualquier sistema.

 

Capítulo IV
Régimen especial de concesión de subvenciones y otras ayudas

Sección 1.ª
Nuevos procedimientos

Artículo 24 
Ámbito de aplicación

1. El régimen especial regulado en este capítulo es de aplicación a la actividad de fomento que lleven a cabo la Administración de la
Comunidad Autónoma y los entes públicos de carácter instrumental dependientes. También lo es respecto de los consejos insulares, los
ayuntamientos y los entes públicos de carácter instrumental que dependan de alguna de estas administraciones o estén vinculados a ellas,
siempre que dicho régimen no entre en contradicción con la legislación básica del Estado en materia de subvenciones.

2. Este régimen especial tiene vigencia hasta el día 31 de mayo de 2021, fecha a partir de la cual no se pueden aprobar bases reguladoras ni
iniciar procedimientos de concesión de subvenciones al amparo de este capítulo, que sí es aplicable, no obstante y si procede, a las
actuaciones de los procedimientos en tramitación que se hayan iniciado con anterioridad a dicha fecha.

3. Las normas incluidas en los artículos 25 y 26 de este capítulo se refieren únicamente a las líneas y los procedimientos de subvenciones
que, en el territorio de las Illes Balears, tengan por objeto impulsar el desarrollo económico y social, el fomento de las actividades de I+D+I
o paliar los efectos económicos y sociales de carácter negativo que se hayan producido por la alerta sanitaria derivada de la COVID-19 con
relación a los colectivos siguientes: personas en situación de vulnerabilidad económica o social; trabajadores autónomos y por cuenta ajena;
personas trabajadoras paradas; pequeñas y medianas empresas; instituciones de investigación, y entidades sin ánimo de lucro que persigan
finalidades asistenciales, culturales, educativas, cívicas o deportivas.

Artículo 25
Aprobación y contenido de las bases reguladoras y de las convocatorias

1. En los supuestos previstos en el artículo anterior, para la aprobación de las bases reguladoras no son aplicables las previsiones del capítulo
II del título IV de la Ley 1/2019, de 31 de enero, de Gobierno de las Illes Balears, sino únicamente los trámites siguientes: resolución de
inicio, información pública por un periodo de siete días, informe de los servicios jurídicos y, si procede, fiscalización previa de la
Intervención General.

2. En los mismos supuestos del apartado anterior, la elaboración, la aprobación y la publicación oficial de las bases reguladoras puede incluir
la de las convocatorias correspondientes.

3. Las bases reguladoras y las convocatorias pueden:

Exigir que la participación en el procedimiento de concesión de la subvención, como también en las actuaciones de justificación ya) 
comprobación, se haga exclusivamente por vía telemática.

 Prescribir, cuando proceda, que sea un órgano de carácter unipersonal el encargado de ejercer las funciones legalmente atribuidasb)
a las comisiones evaluadoras.

 Prever la concesión de anticipos hasta el 100 % del importe máximo de la subvención, con la autorización previa de la consejerac)
de Hacienda y Relaciones Exteriores.

 Dispensar total o parcialmente la constitución de garantías en función de la capacidad económica del futuro beneficiario.d)
Establecer el carácter subvencionable de todos o de parte de los gastos efectivamente realizados que respondan al objeto de lae) 

subvención y sean necesarios para la ejecución de la actividad, aunque esta no se materialice completamente, siempre que quede
debidamente acreditado que la carencia de ejecución o la ejecución fuera de plazo sean consecuencia directa de las medidas
adoptadas por los poderes públicos para combatir la alerta sanitaria generada por la COVID-19 o para afrontar la situación de crisis
económica.

Permitir la justificación de gastos inferiores a tres mil euros mediante una declaración formal de la persona o entidad beneficiaria,f) 
sin perjuicio de las actuaciones posteriores de comprobación y control.

 Prever la posibilidad de ampliar motivadamente los plazos de ejecución y de justificación cuando el proyecto o la actividad no seg)
hayan podido desarrollar con normalidad por alguna de las circunstancias mencionadas en la letra .e)

Poner a disposición de las personas y entidades beneficiarias un modelo simplificado de cuenta justificativa.h) 
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4. Cuando se trate de procedimientos cuya convocatoria se haya publicado oficialmente dos meses antes de la entrada en vigor de este
decreto ley, las resoluciones individuales o colectivas de concesión de la subvención pueden incluir excepcionalmente las determinaciones
incluidas en las letras , , ),   y h) del apartado anterior.c) d) e f), g)

Artículo 26
Supuestos de carencia de bases reguladoras, de convocatoria o de concurrencia

Las reglas previstas en el artículo anterior son igualmente aplicables a los procedimientos de concesión de subvenciones que se inicien de
oficio o a solicitud de persona interesada, en que no sea legalmente necesaria la aprobación previa de bases reguladoras o de convocatoria, o
no sea exigible la concurrencia.

Artículo 27
Reglas especiales de gestión

1. Las bases reguladoras y las convocatorias pueden establecer que la comprobación económica se haga mediante un sistema de muestreo de
las facturas o documentos acreditativos de realización y pago de gastos, siempre que se trate de gastos de carácter sucesivo o recurrente
vinculados a la actividad subvencionada.

2. En el caso de subvenciones cofinanciadas por dos o más administraciones públicas, las bases reguladoras pueden establecer un sistema
simplificado de justificación de la cuantía total de la subvención con el fin de que la persona beneficiaria tenga que presentar la cuenta
justificativa sólo a una de las administraciones.

 

Sección 2.ª
Procedimientos en curso

Artículo 28
Continuación de los procedimientos y ampliación de plazos

1. La continuación de los procedimientos de subvención en tramitación a la entrada en vigor de este decreto ley se rige por las disposiciones
estatales reguladoras del estado de alarma.

2. De conformidad con lo que dispone el artículo 54 del Real Decreto Ley 11/2020, de 32 de marzo, en los procedimientos a que hace
referencia el apartado anterior se puede conceder un periodo extraordinario de ejecución y justificación del proyecto o de la actividad cuando
el periodo correspondiente haya expirado. Así mismo, se pueden ampliar cualquier otros plazos que no hayan expirado, aunque las bases
reguladoras o la convocatoria no lo prevean.

3. Al efecto previsto en el apartado anterior, se pueden modificar o complementar motivadamente las resoluciones de convocatoria, incluso
en el supuesto de que ya se hubieran asignado los fondos públicos a los beneficiarios y se hubiera iniciado el periodo de ejecución o
justificación de las subvenciones, sin que ello implique abrir un nuevo plazo de presentación de solicitudes.

Artículo 29
Justificación de la subvención

A las actuaciones de gestión de los procedimientos que se encuentren en tramitación a la entrada de este decreto ley, se les tienen que aplicar
las reglas previstas en el capítulo I del título IV del Texto refundido de la Ley de Subvenciones, si bien de acuerdo con la particularidad de
que el órgano competente para la concesión de la subvención puede decidir motivadamente:

Que no constituye incumplimiento, a efectos de reintegro o de pérdida del derecho a percibir la subvención, la carencia dea) 
ejecución total de la actividad o del proyecto subvencionado, si esta se ha producido como consecuencia directa de la suspensión de
actividades o del cierre de establecimientos con motivo del estado de alarma o de las medidas adoptadas para combatir la alerta
sanitaria generada por la COVID-19.

Que tampoco constituye incumplimiento, al efecto previsto en la letra anterior, la carencia de ejecución dentro de plazo delb) 
proyecto o actividad subvencionada en las mismas circunstancias.

La ampliación de los plazos de ejecución o de justificación antes de que estos expiren, o el otorgamiento de un periodoc) 
extraordinario de ejecución o de justificación por razones excepcionales debidamente justificadas, de acuerdo con el artículo 28.2 de
este decreto ley.
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Establecer el carácter subvencionable de todos o de parte de los gastos que respondan al objeto de la subvención y sean necesariosd) 
para la ejecución de la actividad, aunque esta no se materialice completamente, en las mismas circunstancias a que hace referencia la
letra  del apartado 3 del artículo 12 de este decreto ley.e)

Admitir, para la justificación de gastos inferiores a tres mil euros, una declaración formal de la persona física o de la entidade) 
beneficiaria, sin perjuicio de las actuaciones posteriores de comprobación y control.
 

Artículo 30
Incremento o redistribución del crédito de la subvención o ayuda

1. Se puede incrementar o redistribuir el crédito de la subvención o ayuda concedida, sin abrir un nuevo plazo de presentación de solicitudes,
y siempre que las disponibilidades presupuestarias lo permitan, cuando se den simultáneamente las circunstancias siguientes:

Que los proyectos o las actividades financiadas se hayan paralizado durante el estado de alarma o sus prórrogas y se puedana) 
beneficiar de la ampliación de los plazos de ejecución.

Que se haya producido un incremento en los gastos imputables al proyecto como consecuencia directa de la ampliación de losb) 
plazos de ejecución.

Que los gastos a compensar con el incremento o la distribución del crédito sean directamente necesarios para la materializaciónc) 
del proyecto o la actividad, incluidos los relativos a alquiler de espacios y al suministro de agua y energía.

2. En estos casos, la modificación del crédito de la convocatoria se tiene que llevar a cabo mediante una resolución del órgano competente, la
cual se tiene que publicar en el  a efectos informativos.Boletín Oficial de las Illes Balears

3. La resolución tiene que contener las reglas que tienen que seguir las personas o entidades beneficiarias para solicitar la imputación de los
gastos a que se refiere el apartado 1, el crédito que se asigna para financiar estos gastos y la distribución de este crédito entre las entidades
beneficiarias en los casos en que las solicitudes superen el crédito asignado al efecto.

 

Sección 3.ª
Otras ayudas

Artículo 31
Régimen extraordinario de elaboración de disposiciones de carácter general

A las disposiciones de carácter general que tienen que resolver la concesión de las ayudas de carácter asistencial previstas en el artículo 2.3.
del Texto refundido de la Ley de Subvenciones, que tengan por objeto combatir directamente los efectos de la crisis sanitaria, social ya) 

económica provocada por la COVID-19, no les son de aplicación las previsiones que se contienen en el capítulo II del título IV de la Ley 1
/2019, de 31 de enero, de Gobierno de las Illes Balears, sino únicamente los trámites siguientes: resolución de inicio, información pública
por un periodo de siete días, informe de los servicios jurídicos y, si procede, la fiscalización previa de la Intervención General.

 

Sección 4.ª
Impulso a la reactivación económica en el ámbito local

Artículo 32
Promoción del desarrollo económico municipal e insular

1. De acuerdo con la letra  del artículo 29.2 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears, ent)
relación con los apartados 1 y 5 del artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, los municipios de
las Illes Balears pueden hacer uso de los instrumentos de fomento previstos en este decreto ley, como manifestación del ejercicio de su
propia competencia.

De acuerdo con esto, los ayuntamientos, sin perjuicio del ejercicio, en cualquier momento, de esta y del resto de competencias que les son
 pueden otorgar ayudas o subvenciones a las personas o entidades afectadas y, en general, acordarpropias de acuerdo con la normativa local,

todas las acciones de fomento que estimen pertinentes con el fin de coadyuvar a la recuperación económica en los términos municipales
respectivos.

2. Lo que dispone el apartado anterior también es aplicable a los consejos insulares, en el marco de lo que establece la letra d) del artículo
36.1 de la Ley 7/1985 mencionada, y en el ámbito de los territorios insulares respectivos.
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Capítulo V
Normas específicas en materia presupuestaria, de hacienda y de patrimonio

Artículo 33
Beneficios fiscales aplicables a tasas portuarias de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears

En el año 2020, se establecen las bonificaciones temporales siguientes sobre la cuota tributaria de las tasas portuarias siguientes, reguladas
en la Ley 11/1998, de 14 de diciembre, sobre el régimen específico de las tasas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

 El 50 % de la cuota de las tasas portuarias de las cuales las navieras de los barcos de pasaje de transbordo rodado y de los barcosa)
de pasajeros que presten servicio de línea regular con destino a puertos de competencia autonómica sean el sujeto pasivo, desde la
finalización del estado de alarma declarado inicialmente por el Real decreto 463/2020 ,de 14 de marzo, o de las prórrogas de este, y
hasta el 31 de diciembre de 2020.

 El 50 % de la cuota de las tasas portuarias que se indican a continuación, a partir de la entrada en vigor de este decreto ley y hastab)
el 31 de diciembre de 2020, que graban las autorizaciones temporales de las actividades siguientes:

1.ª La tasa por ocupación y aprovechamiento especial de dominio público portuario, cuyo hecho imponible regula el artículo
210 de la Ley 11/1998 mencionada, en cuanto a la realización de actividades comerciales, industriales y de servicios,
siempre que la autorización no sea complementaria de un título concesional.
2.ª La tasa por amarre de embarcaciones de transporte marítimo no regular de personas (tasa G-1), cuyo hecho imponible
regula el artículo 227 de la Ley 11/1998.
3.ª La tasa por amarre de embarcaciones destinadas al alquiler a terceras personas y las matriculadas con lista 6a destinadas
a actividades subacuáticas (buceo) y actividades de temporada a playas y costa —como por ejemplo el vuelo náutico, el
agua bus, el alquiler de motos acuáticas, el esquí acuático, etc.— (tasa G-5), cuyo hecho imponible regula el artículo 273 de
la Ley 11/1998.
4.ª La tasa por almacenamiento (tasa E-2), cuyo hecho imponible regula el artículo 291 de la Ley 11/1998, para la pesca
profesional a la que se refiere el artículo 20 de la Ley 6/2013, de 7 de noviembre, de pesca marítima, marisqueo y
acuicultura en las Illes Balears.
5.ª La tasa por suministro de agua y de energía eléctrica (tasa E-3), cuyo hecho imponible  regula el artículo 299 de la Ley 11
/1998, para las embarcaciones de pesca profesional, las embarcaciones destinadas al alquiler a terceras personas y las
embarcaciones matriculadas en la lista 6a destinadas a actividades subacuáticas (buceo) y actividades de temporada en
playas y costa (como por ejemplo el vuelo náutico, el agua bus, el alquiler de motos acuáticas, el esquí acuático, etc.).

 El 100 % de la cuota de la tasa por la inscripción a las convocatorias para la selección de personal de Puertos de las Illes Balears,c)
cuyo hecho imponible regula el artículo 244 de la Ley 11/1998, a partir de la entrada en vigor de este decreto ley y hasta el 31 de
diciembre de 2020.

Artículo 34
Supresión del ingreso por anticipado en el régimen de estimación objetiva del impuesto sobre estancias turísticas en las Illes Balears

Para el ejercicio fiscal de 2020, el porcentaje a que se refiere el apartado 4 del artículo 31 del Decreto 35/2016, de 23 de junio, por el que se
desarrolla la Ley del Impuesto sobre Estancias Turísticas y de Medidas de Impulso del Turismo Sostenible, queda fijado en un 0 %, sin
perjuicio de la obligación de la presentación y el ingreso de la autoliquidación de la cuota que se merite a lo largo de todo el ejercicio de
2020, de acuerdo con lo apartado 4 del artículo 30 del mismo decreto.

Artículo 35
Bonificación de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar relativa a máquinas de tipo B o recreativas con premio y de tipo 
C o de azar

Para el ejercicio fiscal de 2020, se establece una bonificación del 75 % en el pago de los recibos de la fracción correspondiente al segundo
trimestre del año de la tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar relativa a máquinas de tipos B o recreativas con premio y de tipo C
o de azar a que se refiere la letra  del artículo 96.1 del Texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de las Illesb)
Balears en materia de tributos cedidos, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2014, de 6 de junio.
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Artículo 36
Aplicación de los recursos disponibles del fondo para favorecer el turismo sostenible a gastos e inversiones para paliar los efectos de 
la crisis de la COVID-19 y potenciar la recuperación económica

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno para que, a propuesta conjunta de la consejera de Hacienda y Relaciones Exteriores y de consejero de
Modelo Económico, Turismo y Trabajo, destine los recursos integrantes del fondo para favorecer el turismo sostenible a los gastos y las
inversiones que se consideren necesarias para paliar los efectos derivados de la crisis sanitaria, social y económica provocada por la COVID-
19 y potenciar la recuperación económica de las Illes Balears, con excepción de la parte de estos recursos destinada a financiar proyectos
aprobados en el marco de los planes anuales del turismo sostenible cuya ejecución se considere estratégica o ya haya dado lugar a
compromisos jurídicos o a obligaciones de pago de la entidad gestora del proyecto ante terceras personas o entidades.

Para lo cual, las consejerías y el resto de entidades públicas gestoras de cada uno de los proyectos tienen que comunicar a las consejerías de
Hacienda y Relaciones Exteriores y de Modelo Económico, Turismo y Trabajo, de acuerdo con los criterios que estas determinen, los
proyectos no iniciados y el grado de ejecución de los proyectos en curso, con el objetivo de conocer los recursos susceptibles de ser
destinados a las finalidades a que se refiere el párrafo anterior.

Mediante un acuerdo del Consejo de Gobierno, previo o simultáneo al acuerdo a que hacen referencia el primer párrafo de este apartado y el
apartado 2 siguiente, a propuesta conjunta de las consejerías antes mencionadas, se tienen que relacionar los proyectos o la parte de estos que
no se ejecutarán, y también los recursos correspondientes, y este acuerdo implica la anulación de las obligaciones reconocidas pendientes de
pago contabilizadas en la sección presupuestaria 37 o, en cuanto a los proyectos correspondientes al Plan Anual de Impulso del Turismo
Sostenible del año 2016, en las secciones presupuestarias correspondientes.

2. Las aplicaciones que, en forma de proyectos o de líneas de gasto o inversión, acuerde el Consejo de Gobierno, que se tienen que imputar
al programa presupuestario de gasto 413G (acciones públicas relativas a la COVID-19), al cual hace referencia el artículo 11 del Decreto
Ley 4/2020, de 20 de marzo, de medidas urgentes en materia de contratación, convenios, conciertos educativos y subvenciones, servicios
sociales, medio ambiente, procedimientos administrativos y presupuestos para hacer frente al impacto económico y social de la COVID-19,
se tienen que publicar en el , e implicarán la autorización previa al consejero o al órgano competente para Boletín Oficial de las Illes Balears
la autorización del gasto a que se refiere el artículo 72.2 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears, y también para la suscripción del contrato, la subvención, el convenio o el negocio jurídico correspondiente en cada caso,
en los casos en que la legislación presupuestaria o sectorial establezca la necesidad de esta autorización previa.

3. Los recursos liberados como consecuencia de la anulación de las obligaciones reconocidas a que hace referencia el último párrafo del
apartado 1 se ingresarán en la cuenta no presupuestaria que determine la Intervención General de la Comunidad Autónoma y habilitarán la
aprobación de los expedientes de generación de crédito que hagan falta en los estados de gastos del presupuesto corriente de la
Administración de la Comunidad Autónoma o del Servicio de Salud de las Illes Balears, durante un plazo máximo de tres ejercicios, de
acuerdo con las aplicaciones que acuerde el Consejo de Gobierno, o sus modificaciones, a que se refiere el apartado 2.

En cuanto al resto de créditos de la sección presupuestaria 37 sobre los cuales, en su caso, no se haya contabilizado el reconocimiento de
obligaciones, se tienen que tramitar las transferencias de crédito que hagan falta en los estados de gastos del presupuesto corriente del
ejercicio 2020.

Artículo 37
Suspensión para el ejercicio de 2020 del funcionamiento de la Comisión de Impulso del Turismo Sostenible y la aprobación del plan 
anual del turismo sostenible

1. Para el ejercicio de 2020, se suspende el funcionamiento de la Comisión de Impulso del Turismo Sostenible en cuanto a la aprobación del
plan anual de impulso del turismo sostenible de este ejercicio de 2020, el cual, por lo tanto, no se tiene que aprobar.

2. A tal efecto, no serán de aplicación las normas que contienen el primer párrafo del apartado 2 del artículo 2 y los artículos 19 y 20 de la
Ley 2/2016, de 30 de marzo, del impuesto sobre estancias turísticas en las Illes Balears y de medidas de impulso del turismo sostenible, ni
tampoco las disposiciones de desarrollo concordantes del Decreto 35/2016, de 23 de junio, por el que se desarrolla la Ley del Impuesto sobre
Estancias Turísticas y de medidas de impulso del turismo sostenible, y los recursos del fondo para favorecer el turismo sostenible
correspondientes al ejercicio de 2020 se tienen que destinar a financiar los gastos y las inversiones que se consideren necesarias para paliar
los efectos derivados de la crisis sanitaria, social y económica provocada por la COVID-19 y potenciar la recuperación económica de las
Illes Balears.

3. La ejecución de los proyectos aprobados en el marco de los planes anuales de impulso del turismo sostenible correspondientes a los
ejercicios de 2019 y anteriores, o de sus modificaciones, se tiene que hacer de acuerdo con las normas de la Ley 2/2016 y del Decreto 35
/2016 aplicables al tiempo de la aprobación o la modificación de estos planes y proyectos, con excepción de los proyectos o la parte de estos
que no se tengan que ejecutar de acuerdo con el artículo 36 de este decreto ley, los cuales se tienen que regir por lo que establece dicho
artículo.
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Artículo 38
Régimen aplicable a las donaciones que se hagan para hacer frente a la crisis sanitaria, social y económica provocada por la COVID-
19

1. Las donaciones dinerarias que se hagan para contribuir a paliar la crisis sanitaria, social y económica provocada por la COVID-19 se
deberán ingresar en la tesorería de la Comunidad Autónoma, por medio del modelo de ingreso correspondiente, y se entienden aceptadas
tácitamente, desde el mismo momento del ingreso, por la consejera de Hacienda y Relaciones Exteriores, de acuerdo con el artículo 13.1 de
la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

Estas donaciones dinerarias permitirán generar crédito en el presupuesto de gastos de la Administración de la Comunidad Autónoma, con
imputación en todo caso al programa presupuestario 413G (Acciones públicas relativas a la COVID-19) al que hace referencia el artículo 11
del Decreto Ley 4/2020, de 20 de marzo, de medidas urgentes en materia de contratación, convenios, conciertos educativos y subvenciones,
servicios sociales, medio ambiente, procedimientos administrativos y presupuestos para hacer frente al impacto económico y social de la
COVID-19.

2. Las donaciones de equipamientos y suministros relacionados con la crisis sanitaria de la COVID-19 que tengan la consideración de
material fungible de uso corriente se entienden aceptadas por la simple recepción por el Servicio de Salud de las Illes Balears o por el órgano
o la unidad que dicho servicio designe como destinatario.

En todo caso, por motivos relacionados con los controles de calidad u otras razones justificadas, el Servicio de Salud de las Illes Balears o el
órgano o la unidad que se designe como destinatario queda habilitado para rechazar los bienes o modificar el eventual destino concreto
pretendido por el donante, siempre que en última instancia los bienes dados susceptibles de aprovechamiento se apliquen a hacer frente a la
crisis provocada por la COVID-19.

3. Las donaciones de otros bienes muebles o inmuebles se deberán aceptar expresamente de la forma que prevé la legislación de patrimonio
de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, y se podrán destinar directamente a la lucha contra la crisis sanitaria, social o económica
provocada por la COVID-19 o alienarse y aplicar el producto que se obtenga a dicha finalidad.

Artículo 39
Reconocimiento extrajudicial de créditos

1. El reconocimiento extrajudicial de créditos constituye un procedimiento específico que, en ejecución de una resolución administrativa
previa o simultánea por la que se declara la inexistencia jurídica o la nulidad, según los casos, de los actos, contratos u otros negocios
jurídicos de los que lleva causa el crédito a favor de la persona o la entidad interesada, determina y concreta la regularización o liquidación
que corresponda y la imputación al presupuesto y a la contabilidad de la entidad de que se trate en cada caso de la obligación de pago
correspondiente.

En el caso particular de contratos formalizados que se tengan que considerar nulos por razón de la concurrencia de cualquier causa de
nulidad de pleno derecho de los actos preparatorios o de la adjudicación de acuerdo con la legislación vigente, previamente o
simultáneamente al reconocimiento del crédito que resulte de lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos
del sector público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE
y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se deberá tramitar y resolver el procedimiento de revisión de oficio correspondiente, en
conformidad con el artículo 41 de la Ley 9/2017 mencionada.

No obstante, en el caso de contratos que no se hayan formalizado, y, por lo tanto, no se puedan entender perfeccionados en los términos que
exigen los artículos 36.1, 153.1 y el resto de disposiciones concordantes de la citada Ley 9/2017, se podrá acordar el reconocimiento
extrajudicial de los créditos, con la tramitación previa o simultánea del procedimiento administrativo al que se refiere el apartado 2 siguiente,
por el que se declare la inexistencia jurídica del contrato, en el marco del título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

2. El procedimiento al que hace referencia el último párrafo del apartado anterior se deberá iniciar de oficio por medio de una resolución del
consejero competente o del máximo órgano unipersonal del ente, que nombrará a un instructor, y se deberán verificar, como mínimo, los
siguientes trámites:

a) Memoria justificativa del responsable de la unidad que promovió la realización de la obra, el suministro del bien o la prestación
del servicio.
b) Audiencia del proveedor del bien o el servicio y, en general, de las personas o entidades interesadas.
c) Informe de los servicios jurídicos competentes, que se deberá pronunciar en todo caso sobre la inexistencia jurídica del contrato.
d) Propuesta de resolución del consejero competente o del máximo órgano unipersonal del ente.
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e) Acuerdo del Consejo de Gobierno o del máximo órgano colegiado del ente por el que se declare la inexistencia jurídica del
contrato.

El plazo máximo para resolver expresamente y notificar el acuerdo correspondiente es de tres meses, y la consecuencia del incumplimiento
de este plazo máximo es la caducidad del procedimiento.

3. La declaración de nulidad del contrato o la declaración de inexistencia jurídica de este a que se refieren los apartados anteriores de este
artículo, comporta que el contrato entre en liquidación, teniéndose que restituir las partes las cosas que hayan recibido en virtud de este y, si
no es posible, el valor de mercado de las prestaciones respectivas al tiempo de su realización, en el marco del procedimiento de
reconocimiento extrajudicial de créditos que se regula en el siguiente apartado.

4. El procedimiento de reconocimiento extrajudicial de créditos se iniciará de oficio por medio de una resolución del consejero competente o
del máximo órgano unipersonal del ente, que nombrará a un instructor, y se deberán verificar, como mínimo, los siguientes trámites:

 Informe del responsable de la unidad que promovió la realización de la obra, el suministro del bien o la prestación del servicio,a)
que se deberá pronunciar sobre los siguientes puntos:

1.º Las causas por las que no se formalizó el contrato, la imposibilidad de la restitución de las prestaciones recíprocas y la
necesidad de proceder a la regularización o liquidación del contrato irregular para evitar el enriquecimiento injusto de la
Administración.
2.º Las fechas o los periodos de realización de los gastos y la relación detallada de las facturas debidamente conformadas
por las unidades competentes.
3.º La valoración de los bienes entregados, de los servicios prestados o de las obras realizadas en cada caso, calculada a los
precios de mercado vigentes en el momento de encargar la prestación, a los efectos de la regularización o liquidación que
sea procedente, con la cuantificación correspondiente, la cual servirá de base a la propuesta de resolución del consejero o del
máximo órgano unipersonal del ente a que se refiere la letra .d)

En la valoración que se haga se puede proponer la inclusión del beneficio industrial previa ponderación de las circunstancias
acontecidas en cada caso, siempre que las prestaciones del proveedor se hayan producido de buena fe y siguiendo órdenes
de la Administración.

4.º La existencia de crédito adecuado y suficiente o, si procede, de dotación a la rúbrica contable, para atender el gasto.

Así mismo, el informe del responsable de la unidad promotora deberá adjuntar los siguientes documentos:

1.º Certificado expedido por la unidad de gestión económica o la unidad responsable de la contabilidad del ente en el que se
detallen las facturas susceptibles de ser abonadas, una vez comprobada la inexistencia de duplicidad de facturas, de
devolución de los suministros, de compensación de facturas o de cualquier otra circunstancia que pueda afectar al pago de
estas.
2.º Certificado expedido por el mismo responsable de la unidad promotora en el que se haga constar que se han realizado las
obras, se han prestado los servicios o se han suministrado los bienes.
3.º Acuerdo del Consejo de Gobierno o del máximo órgano colegiado del ente por el que se declare la inexistencia jurídica
del contrato, con excepción de que ambos procedimientos se hayan acumulado de acuerdo con lo previsto en el apartado 6.

 Audiencia del proveedor del bien o el servicio y, en general, de las personas o entidades interesadas.b)

 Informe de los servicios jurídicos competentes, que se deberá pronunciar sobre la corrección del procedimiento seguido y, enc)
general, sobre las cuestiones de derecho que pueda suscitar el expediente.

Propuesta de resolución del consejero competente o del máximo órgano unipersonal del ente.d) 

 Fiscalización previa, si procede, de la Intervención General de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.e)

 Acuerdo del Consejo de Gobierno o del máximo órgano colegiado del ente por el que se acuerde el reconocimiento extrajudicialf)
del crédito y también, para el caso de la Administración de la Comunidad Autónoma y el resto de entidades integrantes del sector
público administrativo, la autorización y disposición del gasto y el reconocimiento de la obligación a cargo del presupuesto
correspondiente.

El plazo máximo para resolver expresamente y notificar el acuerdo correspondiente es de tres meses, y la consecuencia del incumplimiento
de este plazo máximo es la caducidad del procedimiento.
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5. Una vez aprobada la liquidación y reconocida la obligación al contratista, que no tiene carácter de obligación de ejercicios cerrados a
efectos de lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears,
sin perjuicio de la obligación de contabilización en la cuenta de «Acreedores por operaciones meritadas», esta se deberá abonar en el plazo
de treinta días desde su aprobación.

El acuerdo favorable del Consejo de Gobierno o del órgano colegiado superior de la entidad a la que se refieren los apartados 2 y 4 anteriores
no exime la depuración de las responsabilidades que, si procede, sean exigibles.

6. Siempre que se disponga de todos los elementos de juicio para ello, la resolución de inicio del procedimiento de declaración de
inexistencia jurídica del contrato a la que se refiere el primer párrafo del apartado 2 de este artículo podrá decidir que se acumule, y, en
consecuencia, que se tramiten conjuntamente, el citado procedimiento y el procedimiento de reconocimiento extrajudicial del crédito
regulado en el apartado 4.

7. Sin perjuicio de todo ello, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 70.8 de la Ley 14/2014, excepcionalmente y a propuesta del consejero
competente en materia de hacienda y presupuestos, el Consejo de Gobierno puede acordar, antes incluso de la iniciación de los
procedimientos correspondientes de acuerdo con los apartados anteriores de este artículo, la medida provisional de que los créditos se
imputen inmediatamente al presupuesto a efectos de proceder al pago correspondiente, el cual tendrá carácter de pago por anticipado de la
liquidación que resulte, sin necesidad de garantizar la obligación.

En estos casos, la propuesta que se eleve al Consejo de Gobierno, que se motivará debidamente, deberá incorporar, como mínimo, la
siguiente documentación:

1.º La conformidad de la unidad competente con las prestaciones realizadas o con los bienes suministrados.
2.º El correspondiente certificado de existencia de crédito adecuado y suficiente, o, si procede, de dotación a la rúbrica contable.
3.º Un certificado expedido por la unidad de gestión económica o la unidad responsable de la contabilidad del ente en el que se
detallen las facturas susceptibles de ser abonadas, una vez comprobada la inexistencia de duplicidad de facturas, de devolución de
los suministros, de compensación de facturas o de cualquier otra circunstancia que pueda afectar al pago de estas.

 

Capítulo VI
Infraestructuras estratégicas en materia de transporte público de viajeros

Artículo 40
Definición de infraestructura estratégica de transporte público de viajeros

Se consideran infraestructuras estratégicas de transporte público de viajeros de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears las siguientes:

1. Las infraestructuras fijas de las empresas o entidades de transporte que opten por el uso de gas natural como combustible principal
de su flota; esto es, tanto las propias cocheras como los equipamientos necesarios para el suministro de gas natural.
2. Las infraestructuras (por ejemplo, las canalizaciones) para la distribución de gas natural —en cualquier tipo de suelo— necesarias
para alcanzar los puntos de suministro.
3. Las estaciones de servicio con venta de gas natural.
4. Las infraestructuras públicas para el suministro de electricidad como energía de propulsión de vehículos.
5. Las paradas de transporte público regular de viajeros por carretera.
 

Artículo 41
Declaración de una infraestructura estratégica de transporte público de viajeros como inversión de interés autonómico

1. Una infraestructura estratégica de transporte público de viajeros se considera una inversión de interés autonómico cuando lo declare
expresamente el Consejo de Gobierno de las Illes Balears, en cumplimiento del artículo 5 de la Ley 4/2010, de 16 de junio, de medidas
urgentes para el impulso de la inversión en las Illes Balears, y en las condiciones que el Consejo de Gobierno determine para ejecutarlo.

La declaración de interés autonómico de una infraestructura estratégica de transporte público de viajeros requiere el informe favorable del
consejo insular que corresponda, en caso de que tenga asumidas las competencias en materia de transportes.

2. La declaración de una infraestructura estratégica de transporte público de viajeros como inversión de interés autonómico además de las
determinaciones aplicables de la Ley 4/2010, de 16 de junio, de medidas urgentes para el impulso de la inversión en las Illes Balears,
comporta su consideración como inversión prioritaria por parte de las administraciones públicas responsables de su ejecución o autorización,
que deberán impulsar y dar prioridad a los estudios, proyectos o trámites necesarios para su realización según la normativa vigente.

ht
tp

://
w

w
w

.c
ai

b.
es

/e
bo

ib
fr

on
t/p

df
/e

s/
20

20
/8

4/
10

58
42

3
250

http://boib.caib.es


Núm. 84
15 de mayo de 2020

Sec. I. - Pág. 13729

http://boib.caib.es    D.L.: PM 469-1983 - ISSN: 2254-1233

Disposición adicional primera
Reconversión y cambio de uso de establecimientos de alojamiento turístico y edificaciones con usos no residenciales

1. Los edificios de establecimientos de alojamiento turístico y las edificaciones con usos no residenciales descritos en el apartado 2 de esta
disposición pueden instar ante la administración turística, o administración competente en relación con la actividad a la que estaba afecta la
edificación no residencial, su cambio de uso a alguno de los siguientes usos:

a) Residencial, destinado exclusivamente a vivienda de protección oficial.
b) Equipamientos de carácter sociosanitario o asistencial, públicos o privados (incluidos residencias de mayores, centros de día,
centros de discapacitados y dependientes y similares).
c) Administrativo, considerando preferentes los usos específicos asociados a proyectos de investigación científica, desarrollo e
innovación tecnológica (I+D+i).

2. Se pueden acoger a este régimen de reconversión y cambio de uso los siguientes establecimientos y edificaciones:

a) Los establecimientos de alojamiento turístico en situación de alta que estén situados en una zona turística declarada madura.
b) Los establecimientos de alojamiento turístico en situación de baja definitiva anterior al 13 de mayo de 2020 y que estén situados
en cualquier lugar, excepto en suelo rústico, del territorio de las Illes Balears.
c) Las edificaciones con usos diferentes del residencial y del de alojamiento turístico deberán estar situados en una zona turística
declarada madura y encontrarse en una situación de obsolescencia. Estas edificaciones no residenciales se considerarán obsoletas
cuando no dispongan de actividad, porque está finalizada o dada de baja. El nuevo uso no tiene que estar prohibido por el
planeamiento municipal.

3. La administración competente deberá tramitar y resolver el procedimiento administrativo en el que tienen que quedar justificadas las
condiciones establecidas en los apartados 1 y 2 y convenientemente valoradas la oportunidad y la idoneidad del cambio de uso. La
resolución del procedimiento administrativo requiere un informe preceptivo y vinculante del ayuntamiento en el que se encuentre el
establecimiento o edificación sobre el que se ha instado el cambio de uso, así como un informe favorable, otorgado por unanimidad, de la
comisión que se creará al efecto, por decreto del Consejo de Gobierno, de la que deberán formar parte las organizaciones sindicales y
empresariales más representativas del sector. El acuerdo que autorice el cambio de uso se entiende sin perjuicio de las licencias municipales
o declaraciones responsables que sean necesarias para hacer efectivo este cambio.

Las obras se realizarán con criterios de eficiencia energética, no deberán incrementar el consumo de agua potable y energético de origen no
renovable, y deberán mejorar alguno o varios de los aspectos siguientes: la calidad, la sostenibilidad medioambiental, la seguridad o la
accesibilidad.

4. En todo caso, cuando el cambio de uso interesado sea a residencial, se cumplirá la normativa sectorial relativa a las viviendas de
protección oficial en cuanto al tamaño mínimo y máximo de la vivienda autorizable, al índice de intensidad de uso y al resto de parámetros
aplicables.

En la propuesta de la edificación se deberá prever una parte destinada a usos diferentes del residencial de entre los siguientes:
establecimiento público, administrativo, comercial, deportivo, docente o sociocultural. Estos usos solo se pueden ubicar en la planta baja del
edificio.

Como mínimo, cada una de las viviendas resultantes del cambio de uso estará dotada de una plaza de aparcamiento en la parcela afectada o
como máximo a 200 m de distancia.

5. Cuando el cambio de uso sea a equipamientos de carácter sociosanitario o asistencial, todo el edificio queda vinculado a este uso y se
puede prever un porcentaje no superior a un 10 % a otros usos terciarios, como son establecimiento público o comercial o a equipamientos
comunitarios, siempre que la normativa sectorial aplicable al tipo de equipamiento que se implantará no lo impida. También se pueden
prever los usos complementarios admitidos por la citada normativa sectorial de aplicación.

6. Cuando el cambio de uso interesado sea a administrativo, todo el edificio queda vinculado a este uso y se podrá prever una parte destinada
a otros usos terciarios, como son establecimiento público o comercial o a equipamientos comunitarios, siempre que estos otros usos queden
ubicados en la planta baja del edificio.

7. En todos los casos en los que se autorice un cambio de uso, este cambio está condicionado a una rehabilitación integral del
establecimiento o edificio afectado, así como a la efectiva baja de las plazas turísticas del establecimiento existente, cuando se trate de un
establecimiento turístico, de acuerdo con lo establecido en el artículo 91 de la Ley 8/2012, de turismo de las Illes Balears. En todo caso, las
bajas de plazas relativas a los alojamientos que se den de baja a partir del 13 de mayo de 2020 y que se acojan al cambio de uso no
integrarán las bolsas de plazas determinadas por el artículo 91 de la Ley 8/2012, ni pueden ser objeto de ninguna transmisión.
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8. Cuando por las características técnicas, constructivas o edificatorias de un edificio en situación de inadecuación conforme a lo dispuesto
en el artículo 129 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, sea procedente el cambio de uso y no resulte
viable técnicamente o económicamente la rehabilitación integral de este edificio, a instancia de sus  titulares se podrá acordar su demolición
para reconstruirlo adaptándose a los parámetros urbanísticos del planeamiento en vigor para el uso que se tenga que implantar y a los que
resulten aplicables a las viviendas de protección oficial, cuando el uso se destine a residencial.

9. En todos los casos en los que sea procedente el cambio de uso, el titular del establecimiento abonará a la administración municipal
competente, en concepto de monetización de la cesión de aprovechamiento, el 5 % del presupuesto de ejecución material de la rehabilitación
integral o reconstrucción del edificio en el que se haya formalizado el cambio de uso.

Este valor de cesión solo se aplica sobre la superficie construida correspondiente al nuevo uso. Estos ingresos se destinarán a actuaciones e
inversiones en la zona donde se ha hecho el cambio de uso, previo informe vinculante de la administración turística competente.

10. Los establecimientos o las edificaciones descritos en esta disposición que se encuentren en situación de fuera de ordenación se ajustarán
a lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 12/2017, aunque el planeamiento municipal que les sea aplicable no esté adaptado a lo dispuesto
en la citada ley.

11. Los establecimientos o las edificaciones descritos en esta disposición en los que se hayan ejecutado obras de reforma o rehabilitación de
acuerdo con las licencias otorgadas al amparo de esta disposición quedarán legalmente incorporados al planeamiento como edificios
adecuados y su calificación urbanística se corresponderá con su volumetría y uso específicos.

12. La documentación que se aporte a la administración competente deberá ser suficiente para valorar todos los aspectos necesarios para
adoptar la resolución y deberá incluir, como mínimo, una exposición de los antecedentes y la situación urbanística, los documentos gráficos
y la justificación del cumplimiento de los requisitos expuestos en esta disposición, así como de la solución presentada. Así mismo, la
administración competente tiene que someter la propuesta de resolución a audiencia pública durante el plazo mínimo de un mes, a efectos de
que se puedan presentar sugerencias o alegaciones.

Disposición adicional segunda
Certificación de verificación documental

1. Para agilizar los procedimientos de obtención de las licencias urbanísticas, con carácter previo a la presentación de la solicitud, el
promotor puede obtener un certificado emitido por los colegios profesionales u otras corporaciones de derecho público con el que el
ayuntamiento subscriba el convenio correspondiente, acreditativo de la verificación de la documentación.

2. La verificación consistirá en la revisión técnica, el informe y la validación del proyecto básico y el resto de documentación que
acompañará la solicitud, la cual deberá incluir, así mismo, la suficiencia y la idoneidad de la documentación, para los fines de la autorización
y su adecuación a la normativa aplicable en cada caso.

3. La solicitud de licencia que se acompañe del certificado regulado en esta disposición adicional, junto con el resto de documentación
exigida, se deberá admitir a trámite, y ello no impide que el órgano competente para la tramitación efectúe los requerimientos de subsanación
que correspondan, si con posterioridad se detectan insuficiencias o deficiencias que sean subsanables.

4. El interesado puede optar por presentar la solicitud y la documentación exigida para la obtención de la licencia sin adjuntar el certificado
regulado en esta disposición adicional, y en este caso la verificación se efectuará en el seno del procedimiento para la obtención de aquella,
de acuerdo con lo previsto en la normativa urbanística.

Disposición adicional tercera
Ordenación urbanística del Parque Balear de Innovación Tecnológica (ParcBit)

1. La ordenación urbanística de los terrenos resultantes de la apliacación de la Ley 2/1993, de 30 de marzo, de creación del Parque Balear de
Innovación Tecnológica (ParcBit), se realiza mediante las Normas subsidiarias y complementarias del ParcBit aprobadas por el Gobierno de
las Illes Balears, las cuales vinculan todos los planeamientos urbanísticos afectados, incluso los planes generales de ordenación urbana, que
se deberán adaptar a las previsiones de estas, sin perjuicio de su ejecutividad inmediata.

2. El desarrollo de las citadas Normas subsidiarias y complementarias se realizará mediante la formulación y la ejecución por el Gobierno de
las Illes Balears de uno o varios planes especiales de desarrollo del ParcBit, cuyas características y contenidos deberán ser los que determina
el artículo 45 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears.

3. El procedimiento para la aprobación y la modificación de las Normas subsidiarias y complementarias y para la formulación y la ejecución
de los planes especiales de desarrollo deberá incluir, como mínimo, los siguientes trámites:

ht
tp

://
w

w
w

.c
ai

b.
es

/e
bo

ib
fr

on
t/p

df
/e

s/
20

20
/8

4/
10

58
42

3
252

http://boib.caib.es


Núm. 84
15 de mayo de 2020

Sec. I. - Pág. 13731

http://boib.caib.es    D.L.: PM 469-1983 - ISSN: 2254-1233

a) Redacción del instrumento.
b) Información pública durante el plazo de un mes con el fin de que, durante este, se puedan formular sugerencias.
c) Informes del Ayuntamiento de Palma y del Consejo Insular de Mallorca.
d) Evaluación de impacto ambiental.
e) Aprobación por el Gobierno de las Illes Balears.
 

Disposición adicional cuarta
Prórroga de las autorizaciones administrativas del transporte colectivo del Parque Nacional de Cabrera

Quedan prorrogadas las autorizaciones administrativas concedidas de transporte de visitantes al Parque Nacional Marítimo-Terrestre del
Archipiélago de Cabrera en conformidad con el apartado 2.3.5 del Plan Rector de Uso y Gestión del Parque, aprobado por el Decreto 58
/2006, de 1 de julio. La prórroga se extenderá hasta el 31 de diciembre de 2020 y las condiciones de esta son las mismas que las establecidas
en el momento de la concesión de las autorizaciones.

Disposición adicional quinta
Equipamientos recreativos gestionados por el Instituto Balear de la Naturaleza (IBANAT)
 

1. Tienen la consideración de equipamiento recreativo los espacios que figuran delimitados en el anexo 1 de este decreto ley.
2. El Instituto Balear de la Naturaleza (IBANAT) es la entidad gestora de los equipamientos recreativos que figuran en el anexo 1 de
este decreto ley.
3. Los equipamientos recreativos gestionados por el IBANAT que figuran en el anexo 1 de este decreto ley quedarán exentos de
licencia de actividad.
4. Las actuaciones de mantenimiento y mejora en estos equipamientos recreativos serán en todo caso consideradas actuaciones
propias de gestión de la infraestructura, y no quedarán sujetas a la tramitación de la licencia municipal.
 

Disposición adicional sexta
Suspensión de presentación de declaraciones responsables de inicio de actividad turística relativas a la comercialización de estancias 
turísticas de viviendas, en el municipio de Palma

Hasta el día 31 de diciembre de 2021, y en cuanto al ámbito territorial del municipio de Palma, se suspende la posibilidad de presentar
declaraciones responsables de inicio de actividad turística relativas a la comercialización de estancias turísticas de viviendas a la que hace
referencia el capítulo IV del título III de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears

Disposición adicional séptima
Previsiones específicas para la isla de Formentera

1. El Consejo Insular de Formentera puede establecer, mediante una ordenanza, un régimen específico de limitaciones temporales para obras
estivales durante la temporada turística de 2020 aplicable a las obras a las que hace referencia el artículo 8 de este decreto ley.

2. Así mismo, la previsión excepcional que contiene el artículo 2.2  de la Ley 14/2019, de 29 de marzo, de proyectos industrialesin fine
estratégicos de las Illes Balears, no se aplica a la isla de Formentera debido a las características geográficas especiales de esta isla.

Disposición derogatoria única
Normas que se derogan

Se derogan todas las normas de rango igual o inferior a este decreto ley que lo contradigan o se opongan a él y, en particular, las siguientes:

a) El artículo 5 de la Ley 6/2010, de 17 de junio, por la que se adoptan medidas urgentes para la reducción del déficit público.
b) El apartado 2 de la disposicióń adicional novena de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears.
c) Los artículos 109 y 110 de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de Instalación, Acceso y Ejercicio de
Actividades en las Illes Balears.
d) Los artículos 163 y 196 de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes Balears.Se
derogan porque no tiene sentido, una vez modificada la naturaleza de los estudios de viabilidad, la vigencia de un comité evaluador
que valore el resultado, cuando esta función queda incluida dentro del proceso, público y transparente, de tramitación de los estudios
informativos o bien del proceso de planificación y aprobación de cada una de las grandes infraestructuras de transportes según la
legislación sectorial pertinente.
e) El artículo 4 de la Ley 5/2004, de 20 de diciembre, de creación del Colegio Oficial de Guías Turísticos de las Illes Balears.
f) La disposición transitoria séptima de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears.
g) La disposición transitoria primera del Decreto 20/2015, de 17 de abril, de principios generales y directrices de coordinación en
materia turística; de regulación de órganos asesores, de coordinación y de cooperación del Gobierno de las Illes Balears, y de
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regulación y clasificación de las empresas y de los establecimientos turísticos, dictado en desarrollo de la Ley 8/2012, de 19 de julio,
de turismo de las Illes Balears.
h) El artículo 4 de la Ley 4/2000, de 21 de diciembre, de ordenación del territorio de las Illes Balears. Quedan derogadas tácitamente
todas las normas que hagan referencia a trámites en los que intervenga la Comisión de Coordinación de Política Territorial.
i) El apartado 1 del artículo 6 de la Ley 2/2001, de 7 de marzo, de atribución de competencias a los consejos insulares en materia de
ordenación del territorio.
j) El Decreto 13/2001, de 2 de febrero, por el que se regula la organización y el funcionamiento de la Comisión de Coordinación de
Política Territorial.
k) Los apartados 2, 3 y 5 del artículo 6 del Decreto 63/2017, de 22 de diciembre, de principios generales de los procedimientos de
acceso a los servicios de la Red Pública de Atención a la Dependencia.
 

Disposición final primera
Modificaciones legislativas y reglamentarias en materia de medio ambiente

1. Se modifica el contenido de la letra  del apartado 2 del artículo 9 de la Ley 5/2005, de 26 de mayo, para la conservación de los espaciosa)
de relevancia ambiental (LECO), que queda redactado de la siguiente forma:

a) El inicio del procedimiento corresponde al consejero de Medio Ambiente y Territorio. La resolución de inicio deberá ir
acompañada de un documento básico que contenga los objetivos y las directrices para la ordenación de los recursos naturales del
ámbito territorial del que se trate, la identificación del espacio geográfico al que se refiere y los valores ambientales o de otro tipo
que motivan el inicio del procedimiento.

2. Se modifica el contenido de la letra  del apartado 2 del artículo 9 de la Ley 5/2005, de 26 de mayo, para la conservación de los espaciosf)
de relevancia ambiental (LECO), que queda redactado de la siguiente forma:

f) Finalmente, el proyecto de plan de ordenación de los recursos naturales requiere un informe jurídico preceptivo de la Secretaría
General de la Consejería de Medio Ambiente y Territorio, el cual se deberá referir a la corrección del procedimiento seguido y a la
valoración de las alegaciones presentadas.

3. Se introduce un apartado, el cuatro, en el artículo 9 de la Ley 5/2005, de 26 de mayo, para la conservación de los espacios de relevancia
ambiental (LECO), con el siguiente contenido:

No obstante lo previsto en el apartado anterior, las modificaciones puntuales de los planes de ordenación de los recursos naturales
pueden seguir la tramitación simplificada prevista en este apartado.

Se entienden por modificaciones puntuales las que, atendiendo al carácter cuantitativo y cualitativo de la modificación, no
constituyen un cambio sustancial o esencial del plan.

La tramitación simplificada de las modificaciones puntuales es la siguiente:

a) El inicio del procedimiento corresponde al consejero de Medio Ambiente y Territorio, el cual tiene que justificar el carácter
puntual de la modificación y contener una propuesta inicial de modificación.

Boletín Oficial de las Illes BalearsLa resolución de inicio se deberá publicar en el  mediante un anuncio que contenga un extracto
del contenido y que indique el sitio web en el que se puede acceder a la documentación. También se deberá poner a disposición de
la ciudadanía a través de los medios telemáticos.

b) La propuesta inicial de modificación se someterá a los siguientes trámites:

i) Audiencia de las personas interesadas, directamente o por medio de las entidades que las agrupen o las representen, por
un plazo de veinte días hábiles.
ii) Consulta de las administraciones territoriales que se puedan ver afectadas por la iniciativa, que se deberán pronunciar
en el plazo de veinte días hábiles.
iii) Boletín Oficial deInformación pública por un plazo de veinte días hábiles. A tal efecto, se publicará un anuncio en el 
las Illes Balears, así como y como mínimo, en dos diarios de mayor tirada de la isla correspondiente, que indique el plazo
para hacer sugerencias y el sitio web donde se puede acceder a la documentación.

Si, como resultado de los trámites anteriores, se modifica sustancialmente la propuesta inicial, esta se someterá de nuevo a estos
trámites.
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Las alegaciones recibidas pueden no ser tenidas en cuenta si se emiten fuera del plazo previsto o no tienen relación directa con el
objeto de la modificación.

c) La propuesta de modificación se deberá someter al informe jurídico de la Secretaría General.

d) La aprobación de la modificación se deberá hacer por decreto del Consejo de Gobierno. El decreto tiene que incluir la
modificación puntual Boletín Oficial de las Illes Balearsdenominación  en el título de la disposición y se publicará en el .

3. Se introduce un apartado, el cuatro, en el artículo 7 del Decreto 51/1992, de 30 de julio, sobre indemnizaciones y compensaciones por
obras e instalaciones por obras y depuración de aguas residuales, con el siguiente contenido:

4. El informe indicado en el punto 3 corresponde a la toma en consideración y la autorización de la imputación a ejercicios futuros
aprobada por la persona titular de la Consejería de Economía y Hacienda.

puede ser alterada mediante un decreto del Consejo de Gobierno.Esta modificación 

4. Se modifica el apartado 4 del artículo 13 de la Orden del consejero de Medio Ambiente de 3 de mayo de 2006 por la que se establecen las
bases reguladoras de subvenciones para actividades de educación ambiental en las Illes Balears a favor de personas y entidades sin ánimo de
lucro, que queda redactada de la siguiente forma:

4. Con carácter general, la actividad subvencionable se deberá realizar durante la anualidad presupuestaria correspondiente a la
de la convocatoria y la siguiente, o en el plazo que esta establezca para cada caso y, de acuerdo con la normativa aplicable.

puede ser alterada mediante una orden del consejero de Medio Ambiente.Esta modificación 

Disposición final segunda
Modificación de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes 
Balears

1. Se añade una nueva letra al artículo 2.2 de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y ejercicio dem) 
actividades en las Illes Balears, con la siguiente redacción:

m) Los equipamientos y las infraestructuras públicas, los edificios o espacios destinados a oficinas y otras dependencias auxiliares,
así como cualquier actividad de servicio público de titularidad pública o gestionada por una administración pública o por
organismos dependientes de esta.

2. Se modifican los artículos 35 a 48, incluidos en el título IV de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación,
acceso y ejercicio de actividades en las Illes Balears, que quedan redactados de la siguiente forma:

CAPÍTULO I

Régimen general

Ejercicio de actividades permanentesArtículo 35. 

1. Para ejercer una actividad permanente de las que prevé esta ley es necesario:

a) Disponer de las instalaciones necesarias para realizar la actividad, que deberán cumplir lo que determina esta ley y el resto de
normativa sectorial que sea aplicable.

b) Presentar una declaración responsable ante la administración competente, en los términos que prevén los artículos 42 a 44.

2. Las declaraciones responsables reguladas en los artículos siguientes se acompañarán, si procede, con el documento acreditativo
del pago de los tributos que se meriten.

3. Las disposiciones de carácter general de ámbito municipal que desarrollen los procedimientos que regula este título no pueden
exigir ninguna otra documentación adicional a la prevista en esta ley, sin perjuicio del deber del titular de disponer de la
documentación que le exige la normativa que le sea aplicable y de ponerla a disposición del personal de la administración
competente cuando actúe en ejercicio de su actividad inspectora.
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Artículo 36. Actividades que deberán disponer de un plan de autoprotección

Los titulares de actividades que tengan que disponer de un plan de autoprotección de acuerdo con la normativa de emergencias
deberán presentar este plan, por medios telemáticos, al registro autonómico correspondiente, así como sus modificaciones y
revisiones. A través de esta presentación el plan queda registrado a todos los efectos, sin perjuicio de las posteriores
comprobaciones que pueda realizar la administración competente.

Artículo 37. Actividades que requieren la ejecución de obras o instalaciones

1. La ejecución de obras e instalaciones para una nueva actividad mayor, menor o inocua o para la modificación de actividades
existentes de acuerdo con el artículo 11 requiere la presentación de una comunicación previa o la obtención de una licencia, de
acuerdo con la normativa urbanística.

Salvo que se trate de una actividad inocua, cuando sea necesaria la redacción de un proyecto de obras, este incorporará el
contenido del proyecto preliminar de actividades de acuerdo con lo que establece el artículo 39 y el anexo II de esta ley.

2. Una vez finalizadas las obras e instalaciones, se deberá presentar una declaración responsable de acuerdo con los artículos 43 y
44.

Artículo 38. Actividades que requieren la ejecución de instalaciones sin obras

Si no se requiere la ejecución de obras, las instalaciones para nuevas actividades o para actividades existentes se pueden ejecutar
siempre que dispongan de las autorizaciones sectoriales y de la documentación técnica legalmente exigible, y solo es exigible la
presentación de una declaración responsable de forma previa al uso de las nuevas instalaciones en los términos indicados en los
artículos 43 y 44.

Artículo 39. Documentación técnica

1. Para realizar las instalaciones necesarias para una actividad mayor o menor, el promotor de estas deberá disponer de un
proyecto de actividad con el contenido que, como mínimo, prevé el anexo II de esta ley.

2. Cuando sea necesario obtener la correspondiente licencia urbanística, el promotor de la instalación puede optar entre presentar
un proyecto preliminar de actividades de acuerdo con el anexo 2 de esta ley o integrar el contenido de este en el proyecto de obras.
Potestativamente puede presentar el proyecto de actividades completo en la fase de la solicitud de licencia o con el proyecto de
ejecución de obras. Si opta por no presentarlo, en todo caso deberá disponer del proyecto de acuerdo con lo que dispone el
apartado siguiente. En los casos de modificaciones de actividades existentes, el alcance del contenido del proyecto preliminar de
actividades que se tiene que aportar dependerá del tipo de modificación de acuerdo con lo que fija el artículo 11, y se puede
producir el caso de que sea innecesario por no afectar ninguno, lo que se deberá indicar en el proyecto de obra.

3. Es un deber del promotor disponer de las autorizaciones previas necesarias y de la documentación técnica pertinente a lo largo
de la ejecución de las obras, incluido el proyecto de actividades cuando sea preceptivo, y exhibirla a los representantes de la
administración competente que lo requieran en ejercicio de su actividad inspectora.

Artículo 40. Consulta sobre la normativa de aplicación en materia de actividades

Cualquier persona se puede dirigir a la administración competente para que esta le informe sobre la normativa municipal de
aplicación, incluida también la urbanística, respecto de la instalación y el ejercicio de una o varias actividades en una determinada
ubicación. Las consultas se responderán por escrito en un plazo máximo de un mes desde su solicitud y la respuesta tendrá una
validez de seis meses, durante los que vincula al ayuntamiento, salvo que la normativa urbanística aplicable haya suspendido el
otorgamiento de licencias.

Artículo 41. Actividades en edificios existentes

1. En edificios existentes, incluidos los catalogados o protegidos por un instrumento de planeamiento general y que no se
encuentren protegidos en conformidad con la legislación en materia de patrimonio, cuando las características arquitectónicas no
permitan el cumplimiento pleno de las condiciones técnicas exigidas en la normativa vigente o resulten económicamente inviables,
se pueden proponer y adoptar soluciones técnicas alternativas que garantizarán, además del objeto de la ley, los valores que han
motivado la catalogación o protección cuando sea el caso.
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Estas soluciones técnicas alternativas se pueden proponer a la administración competente, la cual se deberá pronunciar sobre su
viabilidad en el plazo de dos meses. La inviabilidad de estas soluciones solo se puede fundamentar en cuestiones de legalidad o
para oponerse al establecido en los instrumentos de planeamiento urbanístico. El transcurso de los dos meses sin que la
administración se oponga a la solución planteada supone la conformidad implícita a esta, siempre que no se oponga a lo que
establecen los instrumentos de planeamiento urbanístico o que no se trate de edificios catalogados o protegidos.

2. En los edificios existentes se pueden realizar instalaciones y ejercer actividades aunque se encuentren total o parcialmente en la
situación de fuera de ordenación siempre que no sea necesario la ejecución de obras en la parte del edificio afectada por esta
situación.

Artículo 42. Inicio y ejercicio de las actividades inocuas

El inicio y el ejercicio de una actividad inocua solo requieren la presentación al órgano competente de una declaración
responsable del titular en la que se identifique la actividad que se realizará y que declare que la actividad se encuentra
comprendida dentro de las del título III del anexo de la ley y que se cumple con la normativa vigente que resulte de aplicación.

Artículo 43. Declaración responsable de inicio y ejercicio de la actividad

1. El inicio y el ejercicio de una actividad mayor o menor en los casos que haya necesitado la realización de obras o instalaciones
requieren la presentación al ayuntamiento de una declaración responsable del titular en la que se haga constar que las
instalaciones ejecutadas cumplen la normativa que en cada caso les sea exigible y tienen las condiciones operativas adecuadas
para apoyar la actividad que se desarrollará y que se dispone de un proyecto de actividades redactado por un técnico o técnica
competente y al que se ajustan las instalaciones existentes al establecimiento.

La declaración responsable regulada en este apartado solo se deberá acompañar de la certificación de un técnico o técnica
competente que acredite que las instalaciones se ajustan al proyecto de actividades, así como la documentación gráfica mínima que
las defina.

2. El inicio y el ejercicio de una actividad mayor o menor en un establecimiento que no necesita la realización de obras o
instalaciones solo requiere la presentación al órgano competente de una declaración responsable del titular en la que se identifique
la actividad que se realizará y se declara que las instalaciones existentes son adecuadas para el ejercicio de la actividad que se
quiere desarrollar.

3. En los casos de actividades que se suspenden por un periodo no superior a nueve meses por razón de temporalidad de la
actividad que realizan y que necesitan el desmontaje de las instalaciones, no es necesario presentar la declaración responsable
prevista en este artículo para volverlas a montar y retomar la actividad, y es suficiente presentar una declaración responsable
previa a la reapertura, siempre que no se haya producido ninguna modificación relevante respecto de la instalación inicial.

3. La presentación de la declaración responsable prevista en este artículo y en el anterior sustituye la licencia urbanística de
ocupación o primera utilización y la cédula de habitabilidad a los efectos de poder proceder a la contratación definitiva de
servicios, sin perjuicio de la exigencia de otros documentos de acuerdo con la normativa que resulte aplicable.

4. Es un deber del titular disponer en todo momento de una copia de la declaración responsable y de la documentación técnica
preceptiva, en papel o en formato digital en el propio establecimiento o accesible de forma telemática a requerimiento de
representantes de la administración competente en ejercicio de su actividad inspectora. Se entenderá cumplido este deber cuando el
titular pueda poner la documentación a disposición de la autoridad o funcionario que la requiera en un plazo no superior a dos
días hábiles.

Artículo 44. Modificación de las actividades

 En el caso de la ejecución de modificaciones a actividades existentes, de acuerdo con lo que prevén los artículos 37 y 38, el titular
deberá presentar al ayuntamiento una declaración responsable en la que se hagan constar los aspectos modificados y se indique
que las instalaciones cumplen la normativa que en cada caso les sea exigible y atendiendo a lo que dispone el artículo 11 y que se
mantienen las condiciones operativas adecuadas para apoyar a la actividad que se desarrolla. Cuando sea procedente modificar el
proyecto de actividades se deberá adjuntar una certificación de un técnico o técnica competente que acredite que las instalaciones
se ajustan al proyecto de actividades modificado, además de aportar la documentación gráfica mínima afectada por la modificación.
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Artículo 45. Ineficacia de la declaración responsable

La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore en una declaración
responsable determina la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en que se
tenga constancia de estos hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas que correspondan se
detecten.

Sin embargo, la administración competente deberá resolver declarando la concurrencia de estas circunstancias que determinan la
invalidez del título habilitante, previa audiencia al titular, al que otorgará un plazo no inferior a dos meses para que pueda
subsanar las deficiencias observadas.

Con el acuerdo que inicia el procedimiento para determinar la eventual ineficacia del título habilitante, se puede ordenar el cierre
total o parcial de la actividad siempre que se acrediten un riesgo para personas, sus bienes o el medio ambiente.

Artículo 46. Efectos de la presentación de la declaración responsable

1. La presentación de la declaración responsable de acuerdo con lo que prevén los artículos anteriores faculta para el inicio y el
ejercicio de la actividad, sin perjuicio de lo indicado en el apartado 4 del artículo 69 de la Ley 39/2015 o la norma que lo sustituya.

2. Así mismo, la presentación de la declaración responsable determina la remisión, por parte del órgano competente, del contenido
de esta y de la documentación preceptiva al Registro Autonómico de Actividades de acuerdo con lo establecido en el artículo 32 o
la norma que lo sustituya. La remisión de contenido de una declaración responsable relativa a la modificación de una actividad no
inscrita supone la inscripción de la actividad en el Registro.

Esta remisión se deberá hacer por parte del ayuntamiento de forma telemática de acuerdo con la normativa reglamentaria
reguladora del Registro y en el plazo máximo de 15 días contadores desde la presentación de la declaración. Si la administración
competente detecta carencias en la declaración o en la documentación aportada, requerirá al titular para que subsane las
deficiencias en el plazo máximo de 10 días, y resta interrumpido el plazo para enviar la documentación al Registro, sin perjuicio de
que pueda resultar de aplicación lo que prevé el apartado 4 del artículo 69 de la Ley 39/2015.

3. Si una vez transcurrido el plazo anterior de 15 días la administración competente no ha remitido los datos y la documentación
preceptiva al Registro Autonómico de Actividades, el titular de la actividad puede instar directamente la inscripción en el Registro,
excepto los casos en los que se le hayan notificado defectos o carencias en la declaración presentada que interrumpan el plazo de
inscripción. A tal efecto, el titular deberá presentar una copia de la declaración responsable y del resto de la documentación que
haya presentado a la administración competente y la actividad queda inscrita en el Registro Autonómico de Actividades a todos los
efectos. De la inscripción efectuada, el órgano gestor del Registro tiene que dar cuenta a la administración competente a los efectos
que correspondan.

CAPÍTULO II

Supuestos especiales

Artículo 47. Instalación de infraestructuras comunes

1. En un establecimiento físico en el que se prevé la implantación de diferentes instalaciones para actividades específicas, solo se
puede hacer el inicio de instalación de una actividad específica en el marco de una instalación de las infraestructuras comunes del
establecimiento, que tendrá siempre la consideración de actividad mayor y que se ejecutará de forma previa o simultánea a la de la
actividad específica.

2. El inicio y el ejercicio de una actividad específica en el marco de unas infraestructuras comunes restan condicionados a la
adecuada finalización de las infraestructuras comunes, que se acredita a través de la presentación de una declaración responsable
en los términos que prevé el artículo 43, y sin perjuicio del deber de presentar la declaración responsable pertinente para la
actividad específica.

Artículo 48. Actividades en espacios compartidos

Las instalaciones para actividades en espacios compartidos deberán contar con el correspondiente título habilitante de acuerdo con
esta ley, sin perjuicio que las diferentes actividades que se puedan realizar puedan obtener su título de forma diferenciada,
presentando la correspondiente declaración responsable de acuerdo con lo que establece esta ley.
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3. Se modifica el encabezamiento del capítulo V del título IV de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, que pasa a ser el capítulo III.

4. Se modifica el artículo 100 de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, que pasa a tener la siguiente redacción:

Artículo 100. Concurrencia de la normativa de actividades con otras normativas

1. La realización de obras e instalaciones en el ámbito de esta ley se sancionará de acuerdo con lo que prevé la normativa
urbanística, y se aplicarán las infracciones y sanciones previstas en esta ley de forma supletoria.

Las legalizaciones y los procedimientos de restablecimiento de la legalidad infringida y de la realidad física alterada se realizarán
de acuerdo con lo que prevé la normativa urbanística.

2. Las infracciones que se detecten en actividades o instalaciones reguladas en esta ley solo se sancionarán de acuerdo con lo que
prevé este título en ausencia de un régimen sancionador específico.

5. Se suprime la obligación de presentar la ficha resumen en los casos en los que no es preceptiva la redacción del proyecto de actividades
que consta en el anexo II de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las
Illes Balears, y se suprime también la mención en su punto 5 del contenido del proyecto de actividades relativa a la necesidad de incluir el
plan de autoprotección.

6. Las referencias de la Ley 7/2013, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de instalación, acceso y ejercicio de actividades en las Illes
Balears, al permiso de instalación se entenderán hechas al título urbanístico correspondiente atendiendo a la nueva regulación introducida
por este decreto ley.

Disposición final tercera
Modificación de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears

1. Se elimina la letra  del apartado 1 del artículo 38 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears.f)

2. Se añade la letra  del artículo 41 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, con el siguiente contenido:f)

  f) El catálogo de elementos y espacios protegidos.

3. Se añade la letra  del artículo 42 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, con el siguiente contenido:h)

h) La calificación urbanística de suelo puede establecer que la edificación de uso residencial se destine total o parcialmente a
vivienda con protección oficial u otros regímenes de protección pública, en actuaciones edificatorias de nueva planta y reforma
integral de edificaciones existentes, y se respetará el régimen jurídico de las viviendas preexistentes en los casos en los que el
derribo de un edificio sea debido a una operación de sustitución con realojo de los mismos residentes.

El plan de ordenación detallada, en su memoria de viabilidad económica, garantizará la viabilidad económica de las operaciones
en suelo urbano consolidado que se hayan concretado previamente a la aprobación del plan.

4. Se modifican las letras  y  del apartado 4 del artículo 43 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, quea) c)
quedan redactadas de la siguiente forma:

a) En los ámbitos de uso predominante residencial o turístico:

i. Para espacios libres públicos: un 10 % de la superficie del sector que no resulte inferior a 20 m² por cada 100 m² de edificación
residencial, y a 7 m² por plaza turística, según resulte de la aplicación de los índices de edificabilidad correspondientes.

ii. Para equipamientos públicos: 21 m² por cada 100 m² de edificación residencial, o 7 m² por plaza turística.

c) En los dos casos anteriores, la superficie destinada a aparcamientos deberá garantizar un mínimo de una plaza por cada 200 m2

de edificación, de las que al menos un 50 % tienen que estar en suelo de dominio público, tanto en espacios anejos a la vialidad
como, preferentemente, en aparcamiento públicos externos al vial, con el fin de poder ganar espacio en la calle para el arbolado,
peatones y ciclistas. En todo caso, se deberán prever plazas para carga de vehículos eléctricos.

5. Se modifica el punto 2 del artículo 48 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que queda redactado de la
siguiente forma:
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2. Se deberán formular como documentos normativos integrantes de los planes de ordenación detallada y deberán tener entre sus
finalidades o, en su caso, como único objeto la conservación de los elementos señalados en el apartado 1 anterior.

6. Se modifican las letras  y  del apartado 1 del artículo 54 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, queb) c)
quedan redactadas de la siguiente forma:

b) Los planes de ordenación detallada, sus revisiones y sus modificaciones, cuya aprobación definitiva corresponde a los
ayuntamientos en los municipios de más de 10.000 habitantes.

c) Los planes parciales, los planes especiales y los estudios de detalle, cuya aprobación corresponde al ayuntamiento.

7. Se modifican los puntos 3 y 6 del artículo 55 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que quedan
redactados de la siguiente forma:

3. Este trámite de información pública tiene un periodo mínimo de cuarenta y cinco días para los instrumentos que comporten
Boletínevaluación ambiental estratégica ordinaria y de treinta días para los que no la comporten, y se anunciará, al menos, en el 

Oficial de las Illes Balears, en uno de los diarios de mayor circulación en la isla correspondiente, y en la sede electrónica de la
administración que tramita el procedimiento, en la que deberá constar la documentación completa que integra el instrumento. La

Boletín Oficial de las Illes Balearspublicación del anuncio de información pública en el  deberá hacer constar de forma clara el
localizador uniforme de recursos de la sede electrónica para acceder a la documentación.

Durante el plazo de información pública se deberá solicitar un informe de las administraciones o los entes estatales, autonómicos o
insulares cuyas competencias se puedan ver afectadas. En todo caso, se deberá solicitar un informe preceptivo al órgano que ejerza
las competencias en materia de urbanismo del consejo insular correspondiente.

6. Cuando de acuerdo con el artículo 54 de esta ley el ayuntamiento sea el competente para la aprobación definitiva de los
instrumentos de planeamiento urbanístico o sus alteraciones, dicha aprobación definitiva solo se puede realizar con el informe
previo del órgano con competencias urbanísticas del consejo insular correspondiente. Este informe se tiene que emitir, con carácter
vinculante, en relación con las consideraciones oportunas por motivos de interés supramunicipal, de legalidad, de adecuación a los
instrumentos de ordenación territorial y, si procede, a los instrumentos urbanísticos de rango superior.

Igualmente, el informe del consejo insular, de acuerdo con los principios de colaboración y cooperación establecidos en esta ley,
puede incluir las consideraciones adicionales y no vinculantes que sean procedentes, fundamentadas en razones de racionalidad y
funcionalidad urbanísticas y orientadas a superar contradicciones, subsanar errores y mejorar la claridad y la precisión jurídicas y
técnicas del instrumento de planeamiento de que se trata.

Este informe se tiene que emitir, según corresponda, en los siguientes plazos, que se computan desde la recepción de la
documentación completa de instrumento de planeamiento:

a) En el plazo de tres meses, en los supuestos de primera formulación o de revisión del plan general o del plan de ordenación
detallada.

b) En el plazo de dos meses en el caso de modificaciones del plan general o del plan de ordenación detallada, y en el caso de la
primera formulación, la revisión o la modificación de los planes parciales, planes especiales y estudios de detalles.

Una vez que han transcurridos los plazos anteriores, se entiende que el informe se ha emitido de forma favorable y se puede
continuar con la tramitación.

8. Se modifica el apartado 1 del artículo 59 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que queda redactado de
la siguiente forma:

 1. La modificación de las determinaciones de los instrumentos de planeamiento urbanístico se realizará de acuerdo con las
disposiciones de esta ley que rigen su formulación.

Sin embargo, el ayuntamiento puede modificar el uso detallado de un equipamiento definido por el planeamiento para terrenos de
titularidad pública a otro diferente, dentro de este uso global, mediante un acuerdo plenario que solo se deberá someter al trámite
establecido en el artículo 73 de esta ley. El acuerdo de aprobación definitiva y el contenido de la modificación del uso de los
terrenos mencionados se deberá comunicar igualmente al Archivo de Urbanismo de las Illes Balears y al consejo insular
correspondiente.
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En el caso del plan general municipal se entiende por modificación la introducción de cualquier tipo de cambios en sus
determinaciones, incluidos los cambios en la clasificación del suelo y los sistemas generales, siempre que no comporten su revisión
en los términos que establece el artículo anterior.

9. Se modifica el apartado 4 del artículo 79 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que queda redactado de
la siguiente forma:

4. El ayuntamiento aprueba los proyectos de reparcelación de acuerdo con el procedimiento que se establezca reglamentariamente,
y que en todo caso deberá garantizar un plazo de información pública de un mes y la citación personal de las personas interesadas.

10. Se modifica el apartado 4 del artículo 83 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que queda redactado
de la siguiente forma:

4. La administración actuante aprobará las bases de actuación y los estatutos de la Junta de Compensación. A tal efecto, las
personas propietarias que representen más del 60 % de la superficie total de la unidad de actuación deberán presentar a la
administración actuante los proyectos de bases y estatutos correspondientes.

El plazo para acordar sobre la aprobación inicial es de tres meses desde la presentación de la documentación completa. Los
proyectos se someten a información pública por un plazo de quince días hábiles mediante un edicto que se tiene que publicar en el
Boletín Oficial de las Illes Balears y en la dirección o en el punto de acceso electrónico correspondiente, donde se insertará así
mismo el contenido íntegro para facilitar la consulta telemática, dentro de este plazo se deberá conceder audiencia a las otras
personas propietarias.

La aprobación definitiva y la notificación se deberá producir en el plazo de tres meses desde la finalización del plazo de
información pública. En caso contrario, se entiende que los proyectos quedan aprobados definitivamente por silencio positivo. El

Boletín Oficial de las Illes Balearsacto o acuerdo de aprobación definitiva se publicará en el  y en la dirección o en el punto de
acceso electrónico correspondiente, donde se insertará así mismo el contenido íntegro de los estatutos y las bases aprobados
definitivamente.

11. Se modifica la letra  del artículo 125 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que queda redactado dea)
la siguiente forma:

a) La evaluación del estado de conservación del edificio: el técnico facultativo competente deberá identificar, mediante la
inspección visual, las lesiones y deficiencias que puedan afectar a los elementos comunes, los fundamentos, la estructura, las
fachadas, las medianeras, las cubiertas y las instalaciones comunes de suministro de agua, electricidad, red de saneamiento y
pluviales, así como otros elementos, en especial los que puedan suponer un riesgo para las personas. En el informe, si procede, se
incluirán fotografías de las lesiones o deficiencias detectadas.

Se considera una deficiencia de subsanación obligatoria el hecho de que el edificio no disponga de redes independientes para las
redes de aguas residuales y de aguas pluviales

A estos efectos se considera técnico facultativo competente, conforme a lo que establece la legislación estatal, el que esté en
posesión de cualquiera de las titulaciones académicas y profesionales que habilitan para la redacción de proyectos o dirección de
obras y dirección de ejecución de obras conforme al uso de la edificación objeto de evaluación.

12. Se modifica el contenido del artículo 145 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que queda redactado
de la siguiente forma:

Artículo 145. Actos sujetos a intervención preventiva y sus instrumentos

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de esta ley, el ejercicio de las facultades urbanísticas que derivan de los derechos reales
sobre el suelo, de acuerdo con los principios de esta ley, se ejercerán libremente dentro de los límites, y sometidos a las
obligaciones, que establece la legislación y el planeamiento vigentes. No obstante, restan sometidos a intervención administrativa
preventiva los actos regulados en este capítulo a través de los instrumentos de la licencia urbanística o la comunicación previa.

2. No están sujetos a intervención preventiva:

a) Las obras de escasa entidad constructiva y económica en suelo urbano que no requieren proyecto ni dirección técnica y se
desarrollan en su integridad en el interior de las edificaciones existentes, a excepción de las que se ejecuten en edificios declarados
como bienes de interés cultural o catalogados, y en las edificaciones o construcciones en situación de fuera de ordenación según el
artículo 129 de esta ley.
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b) El mantenimiento del suelo, la vegetación y la actividad agraria en general cuando no implique construcción ni la
transformación de la condición o las características esenciales de los terrenos, sin perjuicio de las limitaciones y los deberes que
establecen la legislación aplicable y el derecho civil, incluidas las previsiones específicas para preservar ejemplares arbóreos
protegidos, el patrimonio, el medio ambiente, el paisaje, u otros valores.

3. La comunicación previa es el documento mediante el que las personas interesadas ponen en conocimiento de la administración
municipal sus datos identificativos y el resto de requisitos establecidos para el ejercicio de las facultades a que se refiere el
apartado cuarto, en los supuestos previstos en el artículo 148 de esta ley, y permite el inicio de la actividad de que se trata en las
condiciones fijadas en el artículo 153 siguiente y sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección que
corresponden a los ayuntamientos o a los consejos insulares.

4. La licencia urbanística es el acto administrativo mediante el que se adquiere la facultad de realizar los actos de transformación o
utilización del suelo o del subsuelo, de parcelación, edificación, demolición de construcciones, ocupación, aprovechamiento o uso
relativo a un terreno o inmueble determinado, con concreción previa del que establecen y posibilitan al respeto esta ley, los planes
generales municipales, los de ordenación detallada y los de desarrollo, y el resto de legislación y normativa de aplicación.

13. Se modifica el contenido del artículo 149 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, que queda redactado
de la siguiente forma:

Artículo 149. Actos promovidos por administraciones publicas

1. Los actos especificados en los artículos 146 y 148 de esta ley, que sean promovidos por órganos de las administraciones públicas
o sus entidades instrumentales de derecho público están igualmente sujetos a licencia o comunicación previa, con las excepciones
previstas expresamente por la legislación sectorial o por otras normas con rango de ley.

2. No obstante, no estarán sometidas a la intervención municipal preventiva:

a) Las obras públicas de construcción, modificación y ampliación de equipamientos, infraestructuras o instalaciones que hayan sido
declaradas de interés general, autonómico o insular por ley, o por acuerdo del Consejo de Gobierno o del Pleno del consejo insular
respectivo, de acuerdo con las competencias respectivas; o bien que sean previstas expresamente con carácter de necesarias, en un
plan especial, plan territorial insular o plan director sectorial aprobados definitivamente.

a) Las obras de mantenimiento de los equipamientos, las instalaciones o las infraestructuras hechas de acuerdo con lo que prevé el
punto anterior, durante su vida útil.

b) Las que tengan la consideración de obras de emergencia según la legislación específica.

3. La tramitación de los proyectos previstos en el apartado segundo está sujeta a los mismos requisitos de la licencia urbanística o
la comunicación previa, según corresponda, y la aprobación por parte del órgano competente para autorizarlos o aprobarlos
produce los mismos efectos.

4. En la tramitación de los citados proyectos, es preceptiva la audiencia a los ayuntamientos afectados por un plazo de un mes, y
estos se deberán pronunciar sobre la conformidad o la disconformidad de los proyectos con el planeamiento urbanístico vigente.
Una vez transcurrido el plazo de un mes, el órgano competente para autorizarlos o aprobarlos podrá continuar la tramitación.

5. En el supuesto de que los actos previstos sean disconformes con el planeamiento municipal, el Gobierno de las Illes Balears o el
consejo insular respectivo, en el ámbito de sus competencias por razón de la materia, si aprecia razones de urgencia o de interés
público excepcional, puede acordar continuar con el procedimiento, abriendo un plazo de información pública y consultas al
ayuntamiento y el resto de administraciones afectadas y personas interesadas, para que en el plazo de 45 días aleguen o emitan los
informes pertinentes, tramitando simultáneamente la evaluación ambiental que corresponda.

A la vista del resultado del proceso de participación y evaluación, el Consejo de Gobierno, o el Pleno del Consejo podrá acordar
proceder a la aprobación y ejecución del proyecto de forma inmediata. En este caso, el ayuntamiento deberá adaptar su
planeamiento urbanístico e incorporarlo en la primera modificación o revisión del planeamiento urbanístico que se haga, de
acuerdo con la tramitación establecida en esta ley.

6. El ayuntamiento solo puede acordar la suspensión de obras cuando se pretenda realizarlas en ausencia de audiencia o, en caso
de disconformidad con el planeamiento, si no se ha adoptado la decisión previa habilitante por parte del Consejo de Gobierno o del
consejo sobre la procedencia de ejecutar el proyecto. La suspensión se comunicará al órgano redactor del proyecto y al Consejo de
Gobierno o al Pleno del consejo insular, según corresponda.
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14. Se añade el apartado 3 al artículo 176 de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears (referido a las
reducciones de las multas), con el siguiente contenido:

 3. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de este artículo, cualquier sanción por infracción urbanística deberá tener un
importe mínimo de 600 euros para cada una de las personas responsables o corresponsables, con independencia de los supuestos
en qué pueda ser objeto o no de alguna de las reducciones reguladas en este artículo o en el artículo 202 de esta ley.

Disposición final cuarta
Modificaciones normativas en materia de turismo

1. Se introduce un nuevo punto, el 5, en el artículo 25 de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, en los siguientes
términos:

5. El otorgamiento de dispensas previsto en este artículo también podrá ser aplicable a los efectos de conseguir el mantenimiento
.de la categoría a la que hace referencia el artículo 31.2 de la Ley

2. Se introduce el artículo 29 bis en la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, en los siguientes términos:

Artículo 29 bis. Autodispensadores de bebidas alcohólicas

Se prohíben en los establecimientos turísticos los autodispensadors de bebidas alcohólicas. Los dispensadores de bebidas
alcohólicas que pueda haber en los establecimientos deberán ser utilizados únicamente por el personal propio del establecimiento,
excepto en comedores, que pueden ser utilizados por los clientes durante horarios de comer y cenar, que se tiene que garantizar con
la supervisión de personal de comedor.

3. Se modifica el punto 2 del artículo 31 de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, que queda redactado en los
siguientes términos:

2. Los establecimientos destinados a la prestación de servicios de alojamiento turístico y los incluidos en la disposición adicional
octava de esta ley, deberán cumplir los requisitos referidos a sus instalaciones, mobiliario, servicios y superficie de parcela que
reglamentariamente se determinen, en función del grupo, la categoría, la modalidad y la especialidad a la que pertenezcan.

El incumplimiento de estos requisitos determina, si procede, la posibilidad de que la administración turística fije la categoría,
grupo o modalidad que corresponde realmente al establecimiento, mediante un procedimiento con audiencia de la persona
interesada; y con independencia de la apertura del procedimiento sancionador que pueda ser pertinente.

4. Se modifica el punto 7 del artículo 88 de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, que queda redactado en los
siguientes términos:

7. El cómputo de número de plazas para nuevos establecimientos de alojamiento y para las ampliaciones de los existentes, por
redistribución de unidades o plazas, así como para nuevas comercializaciones o ampliaciones de estancias turísticas a viviendas, se
tiene que hacer del siguiente modo:

a) Para los apartamentos turísticos, dos plazas por estudio proyectado y tres plazas por apartamento de un dormitorio, además de dos
plazas más por cada dormitorio que se proyecte.

b) Para los hoteles, hoteles de ciudad, hoteles apartamento, hoteles rurales, turismo de interior y hospederías, dos plazas por
habitación. Se puede computar hasta el 10 % de las habitaciones de las que se disponga como individuales. Las unidades de
alojamiento con sala de estar se deberán computar como dos plazas por cada baño del que dispongan.

No computan a los efectos de este artículo y a los efectos del cómputo global de los alojamientos turísticos las camas supletorias
destinadas a menores de quince años, con un máximo de dos por unidad de alojamiento.

Los establecimientos que dispongan de habitaciones individuales pueden mantener este cómputo sin necesidad de identificar cuáles
son las unidades individuales, siempre que el dormitorio tenga más de 10 m  útiles y no se incurra en sobreocupación del2

establecimiento

c) Para las viviendas objeto de comercialización turística, hay que atender al cómputo que determine la cédula de habitabilidad, en
aplicación del Decreto 145/1997, de 21 de noviembre, por el que se regulan las condiciones de medición, higiene e instalaciones
para el diseño y la habitabilidad de viviendas y la expedición de cédulas de habitabilidad. Estas viviendas no pueden disponer de
camas supletorias.
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En las islas donde los consejos insulares admitan el título de habitabilidad específico y análogo mencionado en el artículo 50 de esta
ley, hay que atender al cómputo que este determine.

5. Se modifica el artículo 90 de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, que queda redactado de la siguiente forma:

Artículo 90. Régimen de los establecimientos dados de baja definitiva

1. Los establecimientos dados de baja definitiva se pueden acoger a cualquiera de las siguientes posibilidades:

a) La solicitud de incoación del procedimiento para el cambio de uso del inmueble en conformidad con la disposición adicional
primera del Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo y cumpliendo con los requisitos que se establecen.

b) La demolición del inmueble y que la parcela pase a formar parte del sistema de espacios libres públicos o sea calificada de
forma que implique su inedificabilidad.

c) La demolición del inmueble y posterior reconstrucción de este de acuerdo con los parámetros urbanísticos vigentes en la zona de
la que se trate.

d) El destino del inmueble a un uso que esté permitido y la edificación se adecúe a la indicada por el planeamiento en la zona en
que se ubica.

2. Los establecimientos en situación de baja definitiva dispondrán del plazo que termina el 31 de diciembre de 2020 para optar
entre alguna de las posibilidades previstas en este artículo sin que les sea aplicable la legislación que regula las expropiaciones
forzosas de inmuebles por razón de utilidad pública, dado el impacto ambiental que producen en el entorno.

6. Se modifica el contenido de la letra  del artículo 98, de la Ley 8/2012, de 19 de julio, del turismo de las Illes Balears, que quedaa)
redactado en los siguientes términos:  

 a) Exhibir la acreditación de su condición al iniciar la actuación inspectora, salvo que la identificación pueda interferir en esta
actuación. También pueden adquirir bienes o servicios para obtener pruebas sin necesidad de identificación.

7. Se modifica el punto 9 del artículo 87 del Decreto 20/2015, de 17 de abril, de principios generales y directrices de coordinación en materia
turística; de regulación de órganos asesores, de coordinación y de cooperación del Gobierno de las Illes Balears, y de regulación y
clasificación de las empresas y de los establecimientos turísticos, dictado en desarrollo de la Ley 8/2012, de 19 de julio, de turismo de las
Illes Balears, que queda redactado en los siguientes términos:

9. Capacidad de las unidades de alojamiento: las unidades de alojamiento solo pueden ser ocupadas en la capacidad por la que han
sido inscritas en los registros turísticos, sin perjuicio de las posibilidades otorgadas por el artículo 88 de la Ley para los dormitorios
con superficie útil superior a 10 m , excepto si el cliente solicita en su reserva la instalación de camas supletorias para menores de2

15 años. Así mismo, los establecimientos de alojamiento turístico deberán disponer de cunas con el fin de que puedan pernoctar en
ellos los menores de dos años, cuya instalación podrá tener carácter oneroso o gratuito; todo esto, excepto si el establecimiento está
especializado solo para adultos.

Esta modificación puede ser alterada mediante un decreto del Consejo de Gobierno.

Disposición final quinta
Modificación de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes Balears

1. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 75 de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes
Balears, con la siguiente redacción:

7. El personal de la inspección de transportes, en sus actuaciones inspectoras, puede efectuar reservas y/o contrataciones para
constatar la realización de la actividad clandestina, comprobar las posibles infracciones y/o identificar de forma correcta a las
personas (físicas o jurídicas) que son responsables, sin tener que comunicar previamente que se realizan las actuaciones
inspectoras ni proceder obligatoriamente a la previa identificación como miembro de la inspección de transportes.

1. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 112 de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes
Balears, con la siguiente redacción:
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4. Se entiende que comercializan u ofrecen estos servicios de transportes las personas físicas o jurídicas que mediante aplicaciones
de mensajería instantánea para dispositivos móviles, de forma gratuita o no, permiten o facilitan la reserva o contratación del
servicio o permiten contactar con posibles usuarios del servicio de transporte.

2. Se modifica el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 114 de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad
sostenible de las Illes Balears, que pasa a tener la siguiente redacción:

En el supuesto de que el vehículo sea de una empresa de arrendamiento de vehículos sin conductor y así conste en el permiso de
circulación o la documentación que la administración competente en materia de tránsito y circulación viaria considere equivalente,
los servicios de inspección, los agentes de vigilancia del transporte por carretera o los policías locales, en el ámbito de las
competencias propias, deberán inmovilizar inmediatamente el vehículo y, en un plazo de veinticuatro horas, comunicarlo a la
empresa de alquiler propietaria del vehículo para que la retire cuando finalice el correspondiente contrato de arrendamiento.

3. Se modifica el apartado 2 del artículo 120, de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes
Balears, que pasa a tener la siguiente redacción:

2. Para el establecimiento, la construcción y la explotación de nuevas líneas ferroviarias se deberá tener en cuenta, en el marco del
Plan Director Sectorial de Movilidad, su rentabilidad social y económica.

4. Se modifica el contenido del artículo 121, de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de transportes terrestres y movilidad sostenible de las Illes
Balears, que pasa a tener la siguiente redacción:

Artículo 121
Aprobación del proyecto

1. Para establecer nuevas líneas ferroviarias de transporte público es necesario que la dirección general competente, de oficio o a
instancia de parte interesada, apruebe un estudio informativo. El estudio informativo comprenderá el análisis y la definición, en
aspectos tanto geográficos como funcionales y de explotación, de las opciones de una actuación determinada y, si procede, de la
selección de la alternativa más recomendable como solución propuesta, mediante un análisis multicriterio. En su caso, el estudio
informativo deberá incluir el estudio de impacto ambiental de las opciones planteadas y constituye el documento básico a efectos de
la correspondiente evaluación ambiental prevista en la legislación ambiental.

Sin perjuicio de lo que pueda establecer la legislación ambiental, no es preceptiva la redacción de un estudio informativo cuando se
trate de obras de reposición, de conservación, de acondicionamiento de trazado, de ensanches de plataforma o de desdoblamientos
de vía sobre esta, electrificación, señalización y, en general de aquellas que no supongan una modificación sustancial del trazado
de las líneas existentes. Tampoco es preceptiva la redacción de un estudio informativo para la reforma, la ampliación o el
establecimiento de nuevas estaciones ni para las actuaciones de supresión o reordenación de pasos a nivel.

2. Para su tramitación, la dirección general competente en materia de movilidad y transportes, una vez aprobado inicialmente,
remitirá el estudio informativo correspondiente a los consejos insulares, municipios y entidades locales afectadas, con el fin de que,
durante el plazo de un mes, examinen y, si procede, informen de si el trazado propuesto es el más adecuado para el interés general
y para los intereses que representan. Una vez transcurrido este plazo sin que estas administraciones públicas hayan informado
sobre ello, se entenderá que están conformes con la solución propuesta.

En el supuesto de que alguna de estas administraciones manifieste disconformidad, necesariamente motivada, la dirección general
correspondiente deberá abrir un periodo de consultas con esta por un periodo no inferior a dos meses. Si se mantiene la
discrepancia, el expediente se enviará al Consejo de Gobierno, el cual considerará las aportaciones de las administraciones que
han manifestado disconformidad, decidirá sobre la ejecución del proyecto al que se refiere el estudio informativo y, si procede,
acordará la modificación o revisión del planeamiento afectado, que se deberá acomodar a las determinaciones del proyecto en el
plazo de un año desde su aprobación.

3. Con carácter simultáneo al trámite de informe al que se refiere el apartado anterior, el estudio informativo se someterá, en la
forma prevista al procedimiento administrativo, a un trámite de información pública durante un periodo de 30 días hábiles. Las
observaciones realizadas en este trámite deberán versar exclusivamente sobre la concepción del trazado proyectado, sus afecciones
y efectos, así como sobre el estudio de impacto ambiental incluido, si procede, en el estudio informativo. La tramitación de la
información pública corresponde a la dirección general competente en materia de movilidad y transportes.

4. Una vez concluidos los plazos de audiencia e información pública, la dirección general competente en materia de movilidad y
transportes, remitirá el expediente completo, que deberá incluir el estudio informativo y el resultado de los trámites de audiencia e
información pública, al órgano competente en materia ambiental a los efectos previstos en la legislación ambiental.
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5. Una vez completada la tramitación prevista en el apartado anterior corresponderá a la dirección general competente en materia
de movilidad y transportes el acto formal de aprobación definitiva del estudio informativo, en la que se indicará, si procede, la
inclusión de la futura línea o tramo de la red a que este se refiera, en la Red Ferroviaria de Interés General de las Illes Balears, en
conformidad con lo que se establece en el artículo 118.

Con ocasión de las revisiones de los instrumentos de planeamiento urbanístico, o en los casos que se apruebe un tipo de
instrumento diferente al anteriormente vigente, se deberán incluir las nuevas infraestructuras contenidas en los estudios
informativos aprobados definitivamente con anterioridad. Con esta finalidad, los estudios informativos tienen que incluir, si
procede, una propuesta de la banda de reserva de la previsible ocupación de la infraestructura y de sus zonas de dominio público.

A los solos efectos de la ocupación temporal de los terrenos para la toma de datos y realización de prospecciones necesarias para
la elaboración de los proyectos, la aprobación de los estudios informativos implica la declaración de utilidad pública y la
necesidad de ocupación temporal de estos terrenos.

6. Transcurridos diez años desde la aprobación formal de un estudio informativo, prorrogables a cinco más de forma expresa y
motivada por parte de la dirección general competente en materia de movilidad y transportes, sin que se hayan iniciado la
ejecución de las obras correspondientes deja de tener efecto lo dispuesto en el apartado anterior.

7. Corresponde a la consejería competente en materia de movilidad y transportes, previa elevación de la dirección general
competente en materia de movilidad y transportes, la aprobación de los proyectos básicos y de construcción de las infraestructuras
ferroviarias. Sin embargo, las empresas ferroviarias pueden aprobar y ejecutar proyectos ligados exclusivamente a aspectos de
conservación y explotación que no supongan ampliación de la infraestructura ni necesidades de ocupación de terrenos no adscritos
al dominio público ferroviario.

Se entiende por proyecto de construcción el que establece el desarrollo completo de la solución adoptada en relación con la
necesidad de una determinada infraestructura ferroviaria, con el detalle necesario para hacer factible su construcción y posterior
explotación. El proyecto básico es la parte del proyecto de construcción que contiene los aspectos geométricos de este, así como la
definición concreta de los bienes y derechos afectados.

Transcurridos cinco años desde la aprobación técnica de un proyecto de construcción sin que se haya iniciado la ejecución de las
obras correspondientes, este queda sin efecto. La aprobación del correspondiente proyecto básico o el de construcción de líneas
ferroviarias, tramos de estas u otros elementos de la infraestructura ferroviaria o de modificación de las preexistentes que requiera
la utilización de nuevos terrenos, supone la declaración de utilidad pública o interés social, la necesidad de ocupación y la
declaración de urgencia de esta, a efectos de la expropiación forzosa de aquellos en los que se tenga que construir la línea, el
tramo o el elemento de la infraestructura ferroviaria o que sean necesarios para modificar las preexistentes, según lo que se prevé
en la legislación expropiatoria.

En caso de que tengan que ser afectados servicios, instalaciones de servicios, accesos o vías de comunicación, se puede optar por la
expropiación o por la reposición de aquellos. En este último supuesto, la titularidad de estos servicios o vías repuestos, así como las
responsabilidades y obligaciones derivadas de su funcionamiento, mantenimiento y conservación, corresponden al titular originario
de estos, siempre garantizando su intervención en la recepción de las obras realizadas para la reposición y el régimen de
responsabilidad, la cual continúa en todo caso siendo del titular originario, excepto acuerdo expreso en contra.

8. La potestad expropiatoria es ejercida, en todo caso, por la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, el beneficiario de la
expropiación tiene que ser la empresa ferroviaria, que deberá asumir los derechos y las obligaciones que la legislación de
expropiaciones establece y deberá abonar el coste de estas.

9. La construcción de los ferrocarriles de transporte público se deberá ajustar a las características técnicas y a la normativa
vigente para garantizar la calidad, la seguridad y la homogeneidad.

10. Las explotaciones ferroviarias de transporte público, y también los vehículos, las instalaciones, los terrenos y las dependencias
que estén afectas a ellas, son inembargables, sin perjuicio de que judicialmente se pueda intervenir la explotación y asignar una
parte de la recaudación a amortizar la deuda. A tal efecto, el acreedor puede designar a un interventor, asumiendo el riesgo y
ventura, que compruebe la recaudación obtenida y se haga cargo de la parte que se haya indicado, que no puede exceder del
porcentaje o la cuantía que se haya determinado reglamentariamente.

6. Se modifica el contenido del artículo 132, de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de Transportes Terrestres y Movilidad Sostenible de las Illes
Balears, que pasa a tener la redacción siguiente: 

ht
tp

://
w

w
w

.c
ai

b.
es

/e
bo

ib
fr

on
t/p

df
/e

s/
20

20
/8

4/
10

58
42

3
266

http://boib.caib.es


Núm. 84
15 de mayo de 2020

Sec. I. - Pág. 13745

http://boib.caib.es    D.L.: PM 469-1983 - ISSN: 2254-1233

Artículo 132
Normas especiales

1. En la zona de dominio público sólo se podrán hacer obras e instalaciones, con la autorización previa de la administración
competente en la gestión de transporte ferroviario, cuando sean necesarias para prestar el servicio ferroviario o cuando la
prestación de un servicio público o de un servicio o una actividad de interés general lo requiera. Excepcionalmente, por causas
debidamente justificadas, se podrá autorizar el cruce, tanto aéreo como subterráneo, de obras e instalaciones de interés privado
con la zona de dominio público. En las zonas urbanas, con la autorización previa de la administración competente en materia de
transporte ferroviario, se podrán ejecutar obras de urbanización que mejoren la integración del ferrocarril dentro de la zona de
dominio público.

2. En la zona de protección sólo se podrán ejecutar las obras y permitir los usos que sean compatibles con la seguridad del tránsito
ferroviario, a criterio de la administración competente en la gestión de transporte ferroviario, y con la autorización previa de la
misma administración. Se permiten los cultivos agrícolas, siempre que se garantice una evacuación correcta de las aguas de riego y
no se causen perjuicios a la explanación. Queda prohibida la crema de rastrojos.

3. La administración competente podrá excepcionalmente utilizar o autorizar a la empresa ferroviaria o a un tercero para que se
utilice la zona de protección por razones de interés general o cuando se requiera para un mejor servicio de la línea ferroviaria. En
este caso, la ocupación de la zona de protección y los daños y perjuicios que se causen para utilizarla son indemnizables de
acuerdo con lo que establece la Ley de Expropiación Forzosa.

4. Para ejecutar cualquier tipo de obra o instalación, fija o provisional, cambiar el destino o el tipo de actividad que se pueda hacer
y plantar o talar árboles en las zonas de dominio público y de protección, se requerirá la autorización previa de la administración
competente en la gestión de transporte ferroviario. En ningún caso se autorizarán obras o instalaciones que puedan afectar a la
seguridad de la circulación ferroviaria, perjudicar o impedir una explotación adecuada de la infraestructura ferroviaria. Lo que
establece este apartado se entenderá sin perjuicio de las competencias de otras administraciones públicas.

5. En todos los casos anteriores, la administración competente en la gestión de transporte ferroviario, antes de otorgar la
autorización, requerirá el informe previo de la empresa ferroviaria afectada por estas obras o instalaciones. Este informe se deberá
presentar en el plazo máximo de un mes, a contar desde el día siguiente del día en que se haya solicitado; una vez superado este
plazo sin que se haya presentado el informe, este se entenderá como favorable.

6. En las construcciones e instalaciones ya existentes en la zona de protección y a dominio público, se podrán realizar,
exclusivamente, obras de reparación y de mejora, siempre que:

a) No supongan un aumento del volumen de la construcción y que el incremento del valor que las obras conlleven se pueda tener en
cuenta a efectos expropiatorios.

b) Sean compatibles con la seguridad del tránsito ferroviario y no supongan un perjuicio a la línea ferroviaria y a su explotación.

c) La construcción haya sido ejecutada legalmente y se disponga de todos los permisos adecuados en su momento.

7. Se modifica el contenido del artículo 133, de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de Transportes Terrestres y Movilidad Sostenible de las Illes
Balears, que pasa a tener la redacción siguiente:

Artículo 133
Límite de edificación

1. Se establece la línea límite de edificación en ambos costados de las líneas ferroviarias. Desde esta línea hasta la línea ferroviaria
quedará prohibido cualquier tipo de obra de construcción de edificios, reconstrucción o ampliación de edificios, a excepción de las
que sean imprescindibles para conservar y mantener los edificios existentes en el momento en que entre en vigor esta Ley. También
se prohíbe establecer nuevas líneas eléctricas de alta tensión dentro de la superficie afectada por la línea límite de edificación. En
los túneles y en las líneas férreas sepultadas o cubiertas con losas no será de aplicación la línea límite de la edificación. Tampoco
será de aplicación la línea límite de la edificación cuando la obra que se debe ejecutar sea un murete o un cierre.

2. La línea límite de edificación se sitúa a veinte metros, medidos horizontalmente, de la arista exterior más próxima a la
plataforma, si bien reglamentariamente se podrá determinar una distancia más corta de acuerdo con las características de las
líneas.

3. La administración competente en la gestión ferroviaria, con el informe previo de la empresa ferroviaria y las entidades locales
afectadas, por razones geográficas o socioeconómicas, podrá fijar una línea límite de edificación en zonas o áreas delimitadas
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diferente de la que se establece a todos los efectos. Esta reducción no deberá afectar a puntos concretos, sino que se aplicará a lo
largo de tramos completos y de longitud significativa.

Este informe se deberá presentar en el plazo máximo de un mes, a contar desde el día siguiente del día en que se haya solicitado;
una vez superado este plazo sin que se haya presentado el informe, este se entenderá como favorable.

4. La administración competente en la gestión del transporte ferroviario, con el informe previo sobre la idoneidad de la reducción
de la empresa ferroviaria que explota el servicio, podrá establecer la línea límite de edificación en las líneas ferroviarias que
circulen por zonas urbanas a una distancia más corta que la que se fija en el apartado 2 de este artículo, cuando lo permita el
planeamiento urbanístico correspondiente, siempre que esto redunde en una mejora de la ordenación urbanística y no cause
perjuicios a la seguridad, la regularidad, la conservación y el libre tránsito del ferrocarril.

8. Se modifica el contenido del artículo 161, de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de Transportes Terrestres y Movilidad Sostenible de las Illes
Balears, que pasa a tener la redacción siguiente:

Artículo 161
Normas generales para establecer nuevas líneas de tranvía que circulen por más de un municipio

1. Para establecer un sistema tranviario que circule por más de un municipio, la dirección general competente en materia de
movilidad y transportes redactará un estudio informativo, en el sentido indicado en el artículo 121, en el cual, considerando las
aportaciones de los ayuntamientos afectados, determinará las condiciones de integración en el entorno urbano, tanto desde el punto
de vista urbanístico como de gestión y tratamiento del sistema viario y de los espacios públicos por donde transcurra. El estudio
informativo, que elaborará el órgano administrativo que tenga a cargo la ejecución directa de esta infraestructura, con la
participación y colaboración de los municipios afectados, se tramitará de acuerdo con las disposiciones que en esta ley se prevén
para la aprobación de estudios informativos ferroviarios. Los planeamientos urbanísticos municipales se deberán adaptar al
estudio informativo que se haya aprobado definitivamente.

a) El proyecto básico y/o constructivo que sigue a la aprobación del estudio informativo deberá determinar las condiciones
necesarias para hacer viable el establecimiento y la explotación del servicio, en cuanto a la conservación y al mantenimiento, y
concretar las condiciones de uso del dominio público municipal y las obligaciones de las administraciones implicadas, como
también las condiciones en que se deberá prestar el servicio en relación con las vías públicas afectadas, la circulación de otros
vehículos y peatones, la seguridad de estos, los cruces y cualquier otro aspecto que se considere necesario. Los ayuntamientos
correspondientes deberán informar sobre este proyecto básico y/o constructivo en el plazo de un mes. Se considerará positivo el
silencio de los consistorios municipales una vez transcurrido el plazo indicado.

3. El proyecto básico y/o constructivo deberá compatibilizar la inserción del sistema tranviario y sus necesidades con las del resto
de modos de transporte del municipio y de sus objetivos en el ámbito de la movilidad sostenible, garantizando, a la vez, la
accesibilidad a los espacios donde se tenga que instalar.

9. Se modifica el contenido del artículo 162, de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de Transportes Terrestres y Movilidad Sostenible de las Illes
Balears, que pasa a tener la redacción siguiente:

Artículo 162
Normas generales para establecer nuevas líneas de tranvía que circulen por un solo municipio

Para establecer nuevas líneas de tranvía que transcurran por un único término municipal, la entidad o administración competente
en materia de transporte público urbano será la encargada de redactar y tramitar, según determina el artículo 161, el estudio
informativo y el resto de documentos necesarios para su aprobación, y se podrá ceder la competencia de hacerlo a la dirección
general competente en materia de movilidad y transportes. En cualquier caso, será necesario que, con carácter previo, la
infraestructura se haya incluido dentro del Plan Director Sectorial de Movilidad o el Plan de Movilidad Urbana Sostenible
correspondiente.

10. Se modifica el contenido del artículo 195, de la Ley 4/2014, de 20 de junio, de Transportes Terrestres y Movilidad Sostenible de las Illes
Balears, que pasa a tener la redacción siguiente:

Artículo 195
Concepto y características

1. El estudio de viabilidad de grandes infraestructuras de transporte se deberá integrar dentro del estudio informativo definido en
los artículos 121, 161 y 162, en el caso de infraestructuras ferroviarias, con el objeto de formar parte de la toma de decisión sobre
cuál es la alternativa más adecuada en referencia a la viabilidad económica, financiera, social, territorial y medioambiental de
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construcción de una gran infraestructura de transporte, y como parte integrante del análisis multicriterio que necesariamente
deberá incluir el estudio informativo para determinar la alternativa más adecuada.

2. Las inversiones en infraestructuras que se indican a continuación se deberán incluir en un estudio de viabilidad de grandes
infraestructuras de transporte:

a)  Nuevas autopistas, autovías o desdoblamiento de calzada.

b)  Nuevos tramos de la red ferroviaria o tranviaria.

c)  Nuevas infraestructuras de transporte terrestre que comporten una inversión económicamente relevante.

d)  Modificaciones y adaptaciones de infraestructuras de transporte terrestre existentes que comporten una inversióń económica
relevante.

En el caso de las infraestructuras no ferroviarias, la legislación sectorial correspondiente  determinará el papel de este estudio de
viabilidad dentro de la tramitación de cada tipo de proyecto.

c) 3. A los efectos de los epígrafes y d) del apartado anterior, se considerará que una nueva infraestructura de transporte terrestre o
la modificación y la adaptación de una infraestructura de transporte terrestre ya existente representan una inversión económica
relevante cuando el importe total previsto, incluyendo las expropiaciones o cualquier otra carga económica necesaria para poner
en servicio la infraestructura y excluyendo el impuesto sobre el valor añadido, sea superior a diez millones de euros.

4. Los estudios de viabilidad de grandes infraestructuras de transporte deberán incluir, como mínimo, la caracterización de la
movilidad en el ámbito afectado antes y después de la ejecucióń de la infraestructura, una evaluación de la rentabilidad
socioeconómica y financiera de la infraestructura y una de los impactos en el territorio y en el medio ambiente.

Disposición final sexta
Modificación de la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de Carreteras de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears

f) Se modifica el artículo 17, apartado 3, de la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de Carreteras de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

3. Los estudios y proyectos que incluyen travesías requerir´án, de manera previa a la aprobación por el órgano competente, la
solicitud de informe no vinculante al ayuntamiento o a los ayuntamientos afectados, que se deberá emitir en un plazo de veinte días.
Una vez  transcurrido este plazo, se entenderá que el informe se ha emitido de manera favorable y se podrá continuar con la
tramitación del procedimiento de aprobación.

g) Se modifica el artículo 19, apartados 2 y 3, de la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de Carreteras de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

2. Los anteproyectos o los proyectos relativos a construcción de nuevas carreteras, duplicaciones de calzada y variantes deberán
someterse a un trámite de información pública de una duración de veinte días, o el superior que determine la legislación sectorial
en materia de evaluación de impacto ambiental en el caso de sujetarse a este procedimiento por su entidad, y deberá anunciarse, al

Boletín Oficial de las Illes Balearsmenos, en el  y en la sede electrónica del consejo insular correspondiente.

3. Simultáneamente al trámite de información pública y por el mismo plazo previsto en el apartado 2 anterior, el anteproyecto o el
proyecto se someterá a informe del ayuntamiento o de los ayuntamientos afectados. Transcurrido este plazo de veinte días, se
entenderá que el informe se ha emitido de manera favorable y se podrá continuar con la tramitación.

h) Se añade un segundo párrafo al artículo 47 de la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de Carreteras de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

Independientemente de las multas impuestas en la resolución sancionadora conforme a esta Ley, los órganos sancionadores, una
vez transcurridos los plazos señalados en el requerimiento correspondiente, podrán imponer multas coercitivas, de conformidad
con lo que establece la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas,
para conseguir la ejecución material de las órdenes de paralización, derribo o transformación que haya ordenado la
Administración en la resolución sancionadora correspondiente. La cuantía de estas multas coercitivas no podrá superar el
cincuenta por ciento (50%) de la multa que se haya impuesto en la resolución sancionadora para la infracción cometida.
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i) Se añade una nueva disposición adicional, la sexta, de la Ley 5/1990, de 24 de mayo, de Carreteras de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears, que queda redactada de la manera siguiente:

Disposición adicional sexta

a. Las administraciones públicas, y especialmente los consejos insulares, deberán velar para que los proyectos de nuevo trazado,
duplicaciones de calzada, acondicionamientos, mejoras locales de carreteras y los proyectos que incluyan acondicionamientos en
zonas de alto potencial y calidad visual, incorporen interpretación, criterios de protección, gestión y ordenación del paisaje en el
sentido de lo que establece el Convenio Europeo del Paisaje. En el caso de existir unas directrices del paisaje aprobadas y
adaptadas al Convenio Europeo del Paisaje, los proyectos mencionados anteriormente deberán incorporar las disposiciones de las
directrices de paisaje aprobadas por cada consejo insular. A estos efectos, el departamento competente en materia de paisaje
deberá emitir un informe sobre la adecuación a las directrices del paisaje en el plazo de veinte días desde su remisión; en caso de
no emitirlo en el plazo señalado, se entenderá como favorable.

b. Así mismo, se podrán revisar, a petición del departamento de movilidad y/o infraestructuras o del departamento con
competencias en materia de paisaje de cada consejo insular, los proyectos de nuevo trazado, duplicaciones de calzada,
acondicionamientos, mejoras locales de carreteras ya aprobadas o en ejecución, a los efectos de adaptar los proyectos e incluir
medidas de protección, gestión y ordenación del paisaje o en aplicación de las directrices de paisaje insulares, priorizando la
solución técnica que, sin detrimento de la seguridad vial, minimice las afectaciones al paisaje, aunque implique la eliminación de
elementos ya instalados o construidos en el caso de proyectos en ejecución. A estos efectos, el departamento con competencias en
materia de paisaje de cada consejo insular deberá emitir un informe en el plazo de 20 días desde su solicitud por parte de uno de
los dos departamentos antes referenciados y, en caso de no remitirlo en el plazo señalado, este informe se entenderá como
favorable.

c. Lo que se establece en esta disposición no es aplicable para proyectos ya finalizados en su ejecución.

Disposición final séptima
Modificación de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de Residuos y Suelos Contaminados de las Illes Balears

1. Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 23 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de Residuos y Suelos Contaminados de las
Illes Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

Al 1 de enero de 2021 se le deberán sumar los días que haya durado el estado de alarma aprobado mediante el Real Decreto 463
/2020, de 14 de marzo, y sus sucesivas prórrogas posteriores, y, a partir de la fecha resultante, se deberán adoptar las medidas
siguientes:

2. Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 24 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de Residuos y Suelos Contaminados de las
Illes Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

Al 1 de enero de 2021 se le deberán sumar los días que haya durado el estado de alarma aprobado mediante el Real Decreto 463
/2020, de 14 de marzo, y sus sucesivas prórrogas posteriores, y, a partir de la fecha resultante, quedará prohibida la distribución y
venta de:

3. Se modifica el apartado 2 del artículo 25 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de Residuos y Suelos contaminados de las Illes Balears, que
queda redactado de la manera siguiente:

No se podrán distribuir, a todos los efectos, bebidas en envases desechables en edificios e instalaciones de titularidad pública o
donde se ubiquen actividades o servicios de las administraciones y entes públicos, con independencia de su modalidad de gestión, a
partir de la fecha resultante de sumar al 1 de enero de 2021 los días que haya durado el estado de alarma aprobado mediante el
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus sucesivas prórrogas posteriores.

4. Se modifica el apartado 6 del artículo 25 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de Residuos y Suelos Contaminados de las Illes Balears, que
queda redactado de la manera siguiente:

A partir del 1 de julio de 2021 no se podrán comercializar, en ningún caso, latas de bebidas sujetas con anillas de plástico.

Para el resto de envases colectivos secundarios, y a partir de la misma fecha, ninguno de estos se podrá comercializar si no está
hecho de material compostable de acuerdo con la norma UNE-EN 13432:2001. Esta circunstancia se deberá poner en
conocimiento de los distribuidores y consumidores finales marcando los productos de acuerdo con la normativa comunitaria
pertinente.
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En este caso se podrá admitir el uso de plástico que contenga, al menos, un 50% de plástico reciclado y no fragmentable siempre
que así se certifique mediante la norma UNE-EN 15343:2008. Este porcentaje tendrá que ser del 70% o superior a partir del 1 de
enero de 2024.

Alternativamente, se podrá admitir el uso de plástico de origen biológico (bioplástico) siempre que se certifique mediante la norma
UNE_CEN/TS 16137:2012.

Excepcionalmente, en envases colectivos secundarios, se permitirá la incorporación de otros materiales, siempre que esto
represente una parte no significativa del conjunto del envase u obedezca a motivos para garantizar la integridad.

5. Se modifica el apartado 1 del artículo 26 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de Residuos y Suelos Contaminados de las Illes Balears, que
queda redactado de la manera siguiente:

En el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears, la responsabilidad ampliada del productor para residuos de envases
será aplicable a todos los productos envasados y contendrá todos los tipos de envases incluidos en la Directiva 94/62/CE relativa a
los envases y residuos de envases, envases de venta o primarios, colectivos o secundarios y de transporte o terciarios, ya sean de
generación domiciliaria, comercial o industrial. A tales efectos, todos los productores, distribuidores o importadores de productos
envasados puestos en el mercado en el ámbito de las Illes Balears en envases comerciales o industriales acogidos a la disposición
adicional primera de la Ley 11/1997, de 24 de abril, de Envases y Residuos, tendrán hasta el 1 de julio de 2021 para dar
cumplimiento a la previsión de este artículo y presentar ante la dirección general competente en materia de residuos la pertinente
solicitud de autorización o justificación como sistema colectivo o individual de responsabilidad ampliada del productor.

Disposición final octava
Modificaciones en materia de servicios sociales, juventud y dependencia

1. Se modifica el artículo 70 de la Ley 4/2009, de 11 de junio, de Servicios Sociales de las Illes Balears, que queda redactado de la manera
siguiente:

Artículo 70
Financiación de los servicios sociales comunitarios básicos

1. La financiación de los servicios sociales comunitarios básicos y de los programas que presten es a cargo de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears, de los consejos insulares y de las entidades locales de las Illes Balears.

2. La aportación de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears tendrá que garantizar, en el marco de los
principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, la financiación a las entidad locales titulares de los servicios
sociales comunitarios básicos.

3. El importe y la distribución de los créditos que deberá satisfacer la consejería competente en materia de servicios sociales
respecto a la aportación en concepto de cofinanciación de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears a los consejos insulares y

en ningún casoayuntamientos  podrá ser inferior al 50% del coste de estos, siempre que se cumpla como mínimo con las ratios de
plantilla establecidas en la normativa que regula estos servicios.

4. El Gobierno de las Illes Balears podrá aumentar la financiación de los servicios sociales comunitarios, dotando nuevas líneas
con fondos que prevean tipologías de actuación que tienen su desarrollo natural desde el marco de los servicios sociales
comunitarios básicos. Estos fondos podrán responder a declaraciones de zonas de atención preferente, actuaciones procedentes de
desarrollo normativo sectorial o actuaciones prioritarias del Gobierno.

El importe y la distribución de los créditos que ha de satisfacer la Conselleria competente en materia de servicios sociales, tanto5. 
en concepto de cofinanciación como de los fondos que se vayan creando, se estableceran en el Plan de financiación de los servicios
sociales comunitarios básicos de las Illes Balears y se debe aprobar por Acuerdo del Consejo de Gobierno, para su presentación
ante la Conferencia Sectorial.

6. El Plan de Financiación de los Servicios Sociales Comunitarios Básicos deberá prever criterios e indicadores objetivos de
reparto de cualquiera de los fondos, criterios de control y seguimiento, así como los mecanismos de evaluación.

En la Conferencia Sectorial, junto al Plan de financiación aprobado por el Gobierno de las Illes Balears, los consejos insulares7. 
deben presentar su propuesta de cofinanciación de los Servicios Sociales Comunitarios Básicos.
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La aprobación de las resoluciones  de transferencia de financiación a cada consejo insular implicará la aprobación y el8. 
compromiso de gasto correspondiente en cada una de estas, por lo que con carácter previo, debe tramitarse el correspondiente
expedient de gasto, en el cual figuraran todos los trámites e informes preceptivos, y en particular el certificado de retención de
crédito correspondiente al consejo insular al que se refiere la resolución de transferencia de financiación.

9. En todo caso, las prestaciones que garantiza la legislación estatal sobre dependencia que se incluyan dentro de los programas se
tendrán que financiar íntegramente con cargo a su financiación específica.

10. Para recibir la financiación prevista en el punto anterior, las entidades locales tendrán que justificar la realización de todas las
actuaciones incluidas en el Plan de Financiación de los Servicios Sociales Comunitarios Básicos.

2. Se modifica el apartado 2 del artículo 86 de la Ley 4/2009, de 11 de junio, de Servicios Sociales de las Illes Balears, que queda redactado
de la manera siguiente:

2. En caso de que el servicio del cual se solicita la acreditación ya esté autorizado, la instrucción del procedimiento de acreditación
no deberá incluir la revisión del procedimiento de autorización ni de las condiciones necesarias para obtener las autorizaciones
administrativas previstas en esta Ley y para inscribirse en el Registro Unificado de Servicios Sociales. Por eso, la entidad titular
del servicio tendrá que presentar, junto con la solicitud de acreditación, una declaración de la vigencia de los datos declarados
para obtener la autorización administrativa.

Cuando no se presente esta declaración o el órgano competente tenga indicios, debidamente justificados dentro del expediente,
sobre la modificación de las condiciones valoradas en la autorización, se podrán valorar estas condiciones.

3. Se modifica el artículo 87 de la Ley 4/2009, de 11 de junio, de Servicios Sociales de las Illes Balears, que queda redactado de la manera
siguiente:

Artículo 87
Procedimiento de concesión de la acreditación administrativa

1. de iniciativa privada de serviciosEl procedimiento para obtener la acreditación administrativa por parte de las entidades 
sociales se iniciará a instancia de parte.

2. El procedimiento de acreditación se establecerá reglamentariamente y no requerirá la visita del personal de la administración
pública competente, excepto que las condiciones para disponer de la acreditación afecten elementos arquitectónicos o estructurales
o que se tengan que revisar las condiciones de la autorización ,de acuerdo con el apartado 2 del artículo 86.

3. Transcurrido el plazo previsto reglamentariamente para resolver y notificar sobre la solicitud presentada, la solicitud de
acreditación se entenderá estimada.

4. Se modifica el apartado 8 de la disposición adicional primera del Decreto 23/2018, de 6 de julio, por el que se despliega parcialmente la
Ley 10/2006, de 26 de julio, Integral de la Juventud, que queda redactado de la manera siguiente:

Disposición adicional primera
Distribución competencial

8. Son principios generales los preceptos contenidos en las disposiciones adicionales primera, segunda, tercera, cuarta y séptima;
en las disposiciones transitorias primera, segunda, tercera, cuarta, quinta y octava, y en las dos disposiciones finales. Se dictan en
aplicación de las competencias reservadas al Gobierno las disposiciones adicionales quinta y sexta y las disposiciones transitorias
sexta y séptima.

5. Se introduce una disposición adicional, la séptima, en el Decreto 23/2018, de 6 de julio, por el que se despliega parcialmente la Ley 10
/2006, de 26 de julio, Integral de la Juventud, con el contenido siguiente:

Disposición adicional séptima
Medidas excepcionales relativas a los cursos de director/a y de monitor/a de actividades en caso de situaciones extraordinarias
derivadas de estados de alarma o de circunstancias excepcionales

En caso de situaciones extraordinarias derivadas de estados de alarma u otras circunstancias excepcionales declaradas por el
Estado, el Parlamento o el Gobierno, los consejos insulares podrán autorizar a las escuelas de educación en el tiempo libre infantil
y juvenil a impartir íntegramente a distancia parte o la totalidad de los módulos teóricos de los cursos de director/a y de monitor/a
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de actividades de educación de tiempo libre infantil y juvenil que se hayan comunicado debidamente o que se hayan iniciado en el
momento de declararse estas situaciones, sin los límites previstos en el apartado 1 del artículo 27.

En todo caso, la formación a distancia tendrá que respetar el programa, los contenidos y la duración recogidos en los artículos 22
y 23 de este Decreto y los criterios y las condiciones previstas en el apartado 3 del artículo 27.

En las mismas situaciones extraordinarias, quedarán suspendidos los plazos que hayan podido establecer las escuelas de educación
en el ocio infantil y juvenil para que el alumnado que ha superado la parte teórica realice los módulos de las prácticas
profesionales no laborales, las cuales quedarán pospuestas hasta el momento que se puedan llevar a cabo presencialmente.

Las condiciones, la duración y los efectos de estas medidas, totalmente excepcionales, se tendrán que fijar mediante una resolución
del órgano competente de cada consejo insular.

Estas previsiones serán sólo aplicables a las escuelas de educación en el ocio infantil y juvenil que ya estén inscritas en los censos
de escuelas correspondientes en el momento de decretarse la situación excepcional. En ningún caso tendrá efectos en la formación
impartida por otras entidades o centros.

El mantenimiento de estas medidas se tendrá que circunscribir al tiempo mínimo imprescindible para paliar los efectos de las
situaciones extraordinarias antes mencionadas.

Quedan ratificadas las resoluciones y medidas en este sentido adoptadas previamente por los consejos insulares con ocasión de la
situación derivada de la COVID-19, en especial la Resolución del consejero ejecutivo del Departamento de Promoción Económica
y Desarrollo Local del Consejo de Mallorca de día 6 de abril de 2020 relativa a la formación en línea de los cursos de monitor/a y
director/a de actividades de educación en el tiempo libre infantil y juvenil (BOIB núm. 58, de 18 de abril), las cuales continúan
vigentes y producen efectos plenos desde el momento en que se dictaron, siempre que resulten compatibles con esta Disposición.

6. Se modifica la disposición final tercera del Decreto 91/2019, de 5 de diciembre, por el que se regulan el procedimiento para el
reconocimiento del grado de discapacidad y los principios generales del procedimiento para el reconocimiento del grado de dependencia y se
modifica el Decreto 83/2010, de 25 de junio, por el que se establecen los principios generales para el reconocimiento de la situación de
dependencia, la intensidad de protección de los servicios y el régimen de contabilidad de las prestaciones del sistema para la autonomía y la
atención a la dependencia en el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears, y se crea la Red Pública de Atención a la
Dependencia de las Illes Balears, que queda redactada en los términos siguientes:

Disposición final tercera
Entrada en vigor

Este Decreto entrará en vigor el 1 de junio de 2021.

7. Se modifica el apartado 1 del artículo 18 del Decreto 63/2017, de 22 de diciembre, de principios generales de los procedimientos de
acceso a los servicios de la Red Pública de Atención a la Dependencia para gente mayor en situación de dependencia, que queda redactado
en los términos siguientes:

1. El servicio de teleasistencia se organizará con listas por isla diferenciando entre los proveedores del servicio. Las listas estarán
formadas por las personas que accederán al mismo de acuerdo con la orden establecido en el apartado 4 del artículo 36 del
Decreto 83/2010.

8. Se modifica el apartado 1 del artículo 19 del Decreto 63/2017 de 22 de diciembre, de principios generales de los procedimientos de acceso
a los servicios de la Red Pública de Atención a la Dependencia para gente mayor en situación de dependencia, que queda redactado en los
términos siguientes:

1. El servicio de ayuda a domicilio se organizará por municipios o mancomunidades; por lo tanto, hay una única lista para cada
ente local, diferenciando entre los proveedores del servicio, formada por las personas que accederán al mismo de acuerdo con el
orden establecido en el apartado 4 del artículo 36 del Decreto 83/2010.

9. Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional segunda del Decreto 63/2017, de 22 de diciembre, de principios generales de los
procedimientos de acceso a los servicios de la Red Pública de Atención a la Dependencia para gente mayor en situación de dependencia, que
queda redactado en los términos siguientes:

2. Las solicitudes de cambio de opción, antes de tener el servicio, las deberá presentar la misma persona interesada en el registro o
tendrán que instarse de oficio por parte del técnico de dependencia.
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10. Las modificaciones que se contienen en los apartados 4 a 9 de esta disposición pueden ser alteradas mediante decreto del Consejo de
Gobierno.

Disposición final novena
Modificación de normas presupuestarias y de hacienda pública

1. Se modifica el artículo 10, apartado 2, de la Ley 19/2019, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears para el año 2020, que queda redactada de la manera siguiente:

2. No obstante, habrá que solicitar la autorización previa al Consejo de Gobierno en cuanto a los expedientes de gasto de capital de
cuantía superior a 1.000.000 euros y de gasto corriente de cuantía superior a 500.000 euros o, en el caso de expedientes de gasto
corriente del Servicio de Salud de las Illes Balears, a 750.000 euros.

En todo caso, será necesario solicitar la autorización del Consejo de Gobierno para contratar o formalizar acuerdos marco,
sistemas dinámicos de adquisición o aprobar convocatorias de conciertos sociales cuando el valor estimado sea superior a 750.000
euros, con independencia de que los expedientes de gasto concretos que se deriven requieran la autorización previa del Consejo de
Gobierno en los términos previstos en el párrafo anterior.

2. La letra  del apartado 2 del artículo 21 de la Ley 19/2019 mencionada queda modificada de la manera siguiente:f)

f) Indemnización por desplazamiento de facultativos especialistas de área a los diferentes hospitales públicos dentro de la isla de
Mallorca, y también entre las islas de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, para garantizar la atención continuada y
permanente de los usuarios en estos centros, cuando, por razones de interés público e índole asistencial, su presencia sea
autorizada por la Dirección General del Servicio de Salud de las Illes Balears, a propuesta motivada de la Gerencia Territorial
donde se deberá desarrollar la actividad. Este complemento es adicional a la percepción del complemento de atención continuada
por la realización de la guardia.

Se autoriza al director general del Servicio de Salud de las Illes Balears para que dicte las disposiciones que sean necesarias para
implementar esta medida, las cuales deberán reflejar la especialidad o las especialidades profesionales afectadas, las razones de
necesidad asistencial concurrentes, los criterios para cubrir la actividad sanitaria extraordinaria, la cuantía de las retribuciones
que integran el complemento de productividad variable y el procedimiento de la concesión.

3. Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional segunda de la Ley 14/2018, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears para el año 2019, que queda redactado de la manera siguiente:

2. Estos gastos menores no requerirán ninguna tramitación sustantiva o procedimental, sin perjuicio de los actos de ejecución
presupuestaria a los que se refiere el apartado 3 de esta disposición.

En todo caso, los gastos menores a los que se refiere esta disposición adicional constituirán pagos menores a los efectos del inciso
final del artículo 63.4, del tercer párrafo del artículo 335.1 y del tercer párrafo del artículo 346.3 de la Ley 9/2017 mencionada,
por lo cual no se tendrán que publicar en el perfil del contratante ni se tendrán que enviar y comunicar a la Sindicatura de Cuentas
de las Illes Balears y al Registro de Contratos del Sector Público, ni tampoco al Registro de Contratos de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears.

4. Se modifica la letra  del apartado 2 del artículo 51 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de Finanzas de la Comunidad Autónoma dec)
las Illes Balears, que queda redactada de la manera siguiente:

c) Las meritadas y vencidas en ejercicios anteriores, cuando se hayan contabilizado en el cierre del ejercicio anterior en la cuenta
Acreedores por operaciones meritadas y se imputen en el presupuesto corriente antes del último día del mes de febrero. A partir del
1 de marzo del ejercicio en curso será necesario que el consejero competente en materia de hacienda y presupuestos autorice
previamente esta imputación al presupuesto corriente. En todo caso, la imputación al ejercicio corriente de los gastos que al cierre
del ejercicio anterior no se hayan contabilizado en la cuenta Acreedores por operaciones meritadas deberá ser autorizada
previamente por el Consejo de Gobierno si la cuantía individual de cada gasto es superior a 5.000 euros y por el consejero
competente en materia de hacienda y presupuestos si es igual o inferior a 5.000 euros. Así mismo, se deberá informar al Consejo de
Gobierno de la relación de estos gastos que se hayan contabilizado en la cuenta Acreedores por operaciones meritadas en el cierre
del ejercicio anterior.

5. Se modifica letra  del apartado 1 del artículo 146 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de finanzas de la Comunidad Autónoma de lasj)
Illes Balears, que queda redactada de la manera siguiente:

ht
tp

://
w

w
w

.c
ai

b.
es

/e
bo

ib
fr

on
t/p

df
/e

s/
20

20
/8

4/
10

58
42

3
274

http://boib.caib.es


Núm. 84
15 de mayo de 2020

Sec. I. - Pág. 13753

http://boib.caib.es    D.L.: PM 469-1983 - ISSN: 2254-1233

j) Las obligaciones derivadas de gastos meritados y vencidas en ejercicios anteriores que en el cierre del ejercicio anterior no se
hayan contabilizado en la cuenta Acreedores por operaciones meritadas y la imputación de las cuales haya autorizado el Consejo
de Gobierno o el consejero competente en materia de hacienda y presupuesto, en función de la cuantía, en el trimestre anterior, de

c) acuerdo con lo que prevé la letra del artículo 51.2 de esta Ley.

6. Se modifica la letra  del apartado 1 del artículo 21 del Decreto 62/2006, de 7 de julio, por el que se regula el régimen de control internod)
que debe ejercer la Intervención General de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, referido a la exención de fiscalización previa, que
queda redactada de la manera siguiente:

d) Los gastos de personal por todos los conceptos en todas las fases de gestión del presupuesto de gastos, incluidas las del personal
de conciertos educativos y los mandamientos de pago que se deriven de la nómina.

7. El apartado 2 del artículo 3 del Decreto 3/2015, de 30 de enero, por el que se regula la facturación electrónica de los proveedores de bienes
y servicios en el ámbito de sus relaciones con la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, referido a los proveedores obligados a presentar
facturas en formato electrónico, queda modificado de la manera siguiente:

2. Quedan excluídas de esta obligación las facturas que emitan los proveedores por servicios al exterior de la Administración de la
Comunidad Autónoma o de los entes del sector público instrumental hasta que estas facturas puedan satisfacer los requerimientos
para presentarse mediante el punto general de entrada de facturas electrónicas, de acuerdo con la valoración del consejero de
Hacienda y Presupuestos, y los servicios al exterior dispongan de los medios y los sistemas adecuados para recibirlas en estos
servicios.

8. Las modificaciones que contienen los puntos 5 y 6 anteriores no tendrán efectos hasta el 1 de septiembre de 2020 y podrán ser alteradas
mediante decreto del Consejo de Gobierno.

Disposición final décima
Modificaciones legislativas en materia de función pública

1. Se modifica el apartado 1 del artículo 88 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

1. Por necesidades del servicio y por el tiempo indispensable, la persona titular de la consejería con competencias en materia de
función pública, de oficio o a petición de otro consejero o consejera o un órgano equivalente, considerando las razones o
justificaciones que la motivan, podrá resolver la atribución temporal de funciones de forma parcial o total al personal funcionario
interino o de carrera, propias de su cuerpo, escalera o especialidad, sea en la misma consejería o ente del sector público donde esté
adscrito el personal funcionario afectado o en otra consejería o ente:

a) Cuando no estén asignadas específicamente a puestos de trabajo.

b) Cuando no puedan ser atendidas con suficiencia por el personal funcionario que ocupa los puestos de trabajo que las tienen
asignadas, por volumen de trabajo o por otras razones coyunturales debidamente motivadas.

2. Se introduce un apartado, el 7, en el artículo 88 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la Función Pública de la Comunidad Autónoma de
las Illes Balears, con el contenido siguiente:

7. En casos excepcionales y por razones de urgencia, la persona titular de la consejería competente en materia de función pública,
de forma motivada y como consecuencia de necesidades específicas de sectores prioritarios de la actividad pública, podrá atribuir
directamente al personal funcionario tareas o funciones diferentes a las de su puesto de trabajo siempre que sean propias de su
cuerpo, escalera o especialidad. Esta atribución de funciones se podrá cumplir en la misma consejería o en ente del sector público
donde esté adscrito el personal funcionario afectado o en otra consejería o ente.

En el supuesto de constitución de una bolsa específica de personal funcionario voluntario, estas atribuciones temporales de
funciones se tendrán que hacer, como primera opción, entre el personal de esta bolsa.

Se deberá dar cuenta de estas atribuciones temporales de funciones a la Junta de Personal Funcionario.

3. Se modifica el apartado 1 del artículo 88  de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la Función Pública de la Comunidad Autónoma de lasbis
Illes Balears, que queda redactado de la manera siguiente:
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a. Las comisiones de servicios de atribución temporal de funciones tendrán una duración máxima de tres meses, ampliable hasta
seis meses más. Una vez firmada la resolución correspondiente, tendrán carácter obligatorio para la persona afectada, la cual no
podrá, durante este tiempo, renunciar ni aceptar ninguna comisión de servicios de carácter voluntario ni ningún nombramiento
provisional en un grupo o un subgrupo superior. Excepcionalmente, cuando las necesidades del servicio lo requieran y con una
propuesta motivada de la secretaría general donde está prestando los servicios, la persona titular de la consejería competente en
materia de función pública podrá prorrogar este plazo hasta un máximo total de dos años.

Disposición final undécima
Modificación del Decreto 47/2011, de 13 de mayo, por el que se crean determinadas categorías de personal estatutario en el ámbito 
del Servicio de Salud de las Illes Balears y se establece un procedimiento extraordinario de integración

1. Se modifica el contenido del párrafo cuarto del apartado 1 de la disposición adicional primera del Decreto 47/2011, de 13 de mayo, por el
que se crean determinadas categorías de personal estatutario en el ámbito del Servicio de Salud de las Illes Balears y se establece un
procedimiento extraordinario de integración, que queda redactado con el contenido siguiente:

El personal estatutario del Servicio de Salud de las Illes Balears con nombramiento como personal estatutario temporal que en el
momento en el que entre en vigor este Decreto no tenga el título oficial de psicólogo especialista en psicología clínica y esté
prestando servicio en alguna plaza de las categorías estatutarias de psicólogo de la atención primaria o técnico titulado/técnica
titulada superior en psicología (personal técnico titulado superior – psicólogo) deberá conservar estas categorías y deberá
mantener sus retribuciones actuales, mientras esté en esta plaza, a pesar de que se puede integrar como personal estatutario
temporal en la categoría de psicólogo clínico/psicóloga clínica, una vez que acredite la titulación oficial correspondiente.

2. La modificación que contiene el apartado anterior puede ser alterada mediante decreto del Consejo de Gobierno.

Disposición final duodécima
Modificaciones normativas en materia de actividades marítimas, náuticas y subacuáticas (deportivas y recreativas)

1. Se modifica el artículo 2 de la Ley 2/2015, de 27 de febrero, de Régimen Sancionador en Materia de Actividades Marítimas, Náuticas y
Subacuáticas (Deportivas y Recreativas) en las Illes Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

Artículo 2
Potestad sancionadora

La potestad sancionadora en las materias objeto de esta Ley corresponderá a la administración y órgano competente en materia
marítima y de actividades náuticas y subacuáticas (deportivas y recreativas), que deberá ejercerla de acuerdo con esta Ley y con la
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

2. Se modifica el contenido de las letras  y  , referidas a las infracciones leves en materia de arrendamiento de embarcaciones de recreo,a) b)
del apartado 2 del artículo 3 de la Ley 2/2015, de 27 de febrero, de Régimen Sancionador en Materia de Actividades Marítimas, Náuticas y
Subacuáticas (Deportivas y Recreativas) en las Illes Balears, que quedan redactadas de la manera siguiente:

a) La actividad de arrendamiento de embarcaciones de recreo sin haber efectuado la declaración responsable o sin autorización en
el supuesto de que se cumplan los requisitos que la normativa vigente establece para la realización de la actividad.

b) No llevar a bordo una copia de la declaración responsable o autorización o no mostrarla, en el supuesto de que se lleve a bordo,
al funcionario inspector o autoridad que la solicite.

3. Se añaden las letras ,  y , referidas a las infracciones leves en materia de arrendamiento de embarcaciones de recreo, del apartado 2e) f) g)
del artículo 3 de la Ley 2/2015, de 27 de febrero, de Régimen Sancionador en Materia de Actividades Marítimas, Náuticas y Subacuáticas
(Deportivas y Recreativas) en las Illes Balears, con el contenido siguiente:

e) Que se haga difusión para arrendar y/u ofrecer para arrendar embarcaciones para las cuales no se ha presentado la declaración
responsable preceptiva.

f) Que en los anuncios de arrendamiento de embarcaciones o publicidad en general, así como en los contratos, no conste el número
de registro que otorga la Comunidad Autónoma a las declaraciones responsables.

e) f)De las infracciones previstas en los apartados  y , pueden ser responsables tanto los anunciantes como los medios responsables
de publicar el anuncio, así como el arrendador en cuanto al contrato subscrito con el arrendatario de la embarcación.
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g) La difusión de la actividad de arrendamiento de embarcaciones que han dejado de cumplir los requisitos para ser arrendadas,
independientemente de la sancionabilidad para incumplir el deber de información.

3. Se añaden las letras  y  , referidas a las infracciones leves en materia marítima, actividades náuticas y subacuáticas, del apartado 2 dele) f)
artículo 3 de la Ley 2/2015, de 27 de febrero, de Régimen Sancionador en Materia de Actividades Marítimas, Náuticas y Subacuáticas
(Deportivas y Recreativas) en las Illes Balears, con el contenido siguiente:

e) La certificación de prácticas por parte de las escuelas náuticas cuando no se han hecho las comunicaciones previas o posteriores
de estas o cuando se han hecho fuera de los plazos establecidos; la certificación a alumnos que no han realizado las horas
necesarias o no incluidos en las comunicaciones preceptivas. La comunicación posterior fuera de plazo de las prácticas.

f) La certificación de prácticas por parte de las escuelas náuticas de las cuales no disponga del correspondiente registro del equipo
AIS o cuando los datos del registro no permitan la verificación de esta práctica.

5. Se añaden las letras a  y a ), referidas a las infracciones graves en materia de arrendamiento de embarcaciones de recreo, delbis) tris
apartado 3 del artículo 3 de la Ley 2/2015, de 27 de febrero, de Régimen Sancionador en Materia de Actividades Marítimas, Náuticas y
Subacuáticas (Deportivas y Recreativas) en las Illes Balears, con el contenido siguiente:

bis)a  La difusión o contratación de la actividad haciendo constar un número falso de registro.

tris)a  La contratación de la actividad con embarcaciones que han dejado de cumplir los requisitos para ser arrendadas,
independientemente de la sancionabilidad para incumplir el deber de información.

6. Se modifica el apartado primero del artículo 9 de la Ley 2/2015, de 27 de febrero, de Régimen Sancionador en Materia de Actividades
Marítimas, Náuticas y Subacuáticas (Deportivas y Recreativas) en las Illes Balears, que queda redactado de la manera siguiente:

Las sanciones que corresponden a las infracciones establecidas en este artículo serán las siguientes:

2. Infracciones leves: advertencia o multa de 120 a 2.000,00 euros.

3. Infracciones graves: multa de 2.001 a 20.000 euros.

4. Infracciones muy graves: multa de 20.001 a 200.000 euros.

7. Se modifica el apartado 2 del artículo 5 del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula la actividad de alquiler de embarcaciones
y barcos de recreo, que queda redactado de la manera siguiente:

2. Se entiende por declaración responsable, a efectos de este Decreto, el documento subscrito por el arrendador o la persona que lo
represente según los modelos que figuran en los anexos 1, 2 y 3 de esta disposición. En la declaración responsable se tendrá que
hacer constar el nombre y los apellidos de la persona solicitante o de la persona jurídica solicitante, y su domicilio social. La
persona o la entidad interesada deberá declarar, bajo su responsabilidad, que cumple los requisitos establecidos en este Decreto
para ejercer la actividad de alquiler de embarcaciones o barcos de recreo, que dispone de la documentación prevista en el artículo
8 y que se compromete a mantener el cumplimiento de estos requisitos durante el tiempo que desarrolle la actividad.

8. Se modifica el apartado 1 del artículo 6 del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula la actividad de alquiler de embarcaciones
y barcos de recreo, que queda redactado de la manera siguiente:

1. La declaración responsable habilitará para el ejercicio de la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de recreo desde el
día en que se presente, sin perjuicio de las facultades de comprobación que corresponden a la Dirección General de Transporte
Marítimo y Aéreo. La persona o entidad declarante deberá comunicar cualquier cambio en los datos o circunstancias consignadas
en la declaración responsable, que se tendrá que inscribir en el Registro balear de arrendamiento de embarcaciones y barcos de
recreo.

Especialmente, deberá comunicarse cualquier circunstancia en lo referente a la falta sobrevenida de requisitos para ejercer la
actividad, que conlleva la baja de la embarcación en el Registro. Cuando la falta de requisitos resulte temporal, puede volver a
inscribirse la embarcación, por el tiempo restante hasta los dos años desde la declaración inicial, habiendo comunicado/declarado
previamente que vuelven a cumplirse los requisitos.

No será necesario comunicar aquellas circunstancias que comporten el incumplimiento por periodos inferiores a 15 días, sin
perjuicio de que no se pueda alquilar la embarcación durante estos periodos.
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9. Se introduce un nuevo artículo, como artículo 6 , en el Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el cual se regula la actividad de alquiler debis
embarcaciones y barcos de recreo, con el contenido siguiente:

bisArtículo 6 
Actividades de difusión

No se podrán hacer actividades de difusión para arrendar y/o ofrecer para arrendar embarcaciones para las cuales no se ha
presentado la declaración responsable preceptiva.

Los anuncios de arrendamiento de embarcaciones o publicidad en general, así como los contratos, deberán hacer constar el
número de registro que otorga la Comunidad Autónoma a las declaraciones responsables.

10. Se modifica el anexo 1 del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de
recreo, que pasa a tener el contenido que se introduce como anexo 2 de este Decreto Ley.

11. Se modifica el anexo 2 del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de
recreo, que pasa a tener el contenido que se introduce como anexo 3 de este Decreto Ley.

12. Se introduce un anexo 3 en el Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de
recreo, con el contenido que se introduce como anexo 4 de este Decreto Ley.

13. Las modificaciones que contienen los apartados 7 a 12 de esta disposición podrán ser alteradas mediante decreto del Consejo de
Gobierno.

Disposición final decimotercera
Modificación de la Ley 14/2019, de 29 de marzo, de proyectos industriales estratégicos de las Illes Balears

1. Se añade un nuevo apartado en el artículo 1, con la redacción siguiente:

2. Esta declaración se podrá acordar en cualquier momento de la tramitación administrativa, pero sólo tendrá efecto a partir de la
fecha en la que se declare el proyecto como industrial estratégico.

3. Se modifica el apartado 2 del artículo 3, que queda redactado de la manera siguiente:

2. La instrucción del procedimiento corresponderá a la dirección general competente en materia de industria, excepto que se trate
de proyectos de energías renovables, en cuyo caso corresponderá a la dirección general competente en materia de energía. La
dirección general que instruya el procedimiento deberá pedir todos los informes que sean necesarios para la evaluación del
proyecto. En todo caso, el proyecto se deberá someter a evaluación ambiental o integrada en todos los supuestos en los que la
normativa medioambiental así lo exija. Se deberán conservar los trámites ya realizados, en su caso, con anterioridad a la iniciación
del procedimiento para la declaración de proyecto industrial estratégico y se deberá evitar la repetición.

4. Se modifica el apartado 5 del artículo 3, que queda redactado con el tenor literal siguiente:

5. No será necesario el informe del ayuntamiento cuando las obras de construcción de infraestructura y equipamientos se hayan
previsto con el grado de detalle suficiente como obras que se deban ejecutar en un plan especial, plan territorial insular o plan
director sectorial aprobado debidamente.

Los informes de los ayuntamientos y de los consejos insulares deberán entregarse en el plazo máximo de un mes cuando se trate de
proyectos industriales que tengan por objeto implantar instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía
solar, incluidos los correspondientes tendidos de conexión a la red, que se pretendan ubicar en suelo rústico, siempre que no esté
expresamente prohibido este uso por el Plan Director Sectorial Energético de las Illes Balears, por el Plan Territorial Insular
correspondiente o por la Ley 10/2019, de 22 de febrero, de Cambio Climático y Transición Energética de las Illes Balears o los
planes que la desarrollen. En todo caso, se deberán solicitar los informes que, con carácter preceptivo, exija la legislación estatal
básica aplicable al proyecto. Sólo serán vinculantes los informes de los consejos insulares en los casos de proyectos que supongan
una ocupación superior a 20 ha.

Disposición final decimocuarta
Modificación de la Ley 12/2016, de 17 de agosto, de Evaluación Ambiental de las Illes Balears

1. Se modifica el punto 12 del Grupo 3 Energía, del Anexo I (proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental ordinaria), que queda
redactado de la manera siguiente:
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12. Instalaciones para la producción de energía eléctrica a partir de la energía solar, incluidos los tendidos de conexión a la red,
siguientes:

— Instalaciones con una ocupación total de más de 20 ha situadas en suelo rústico definidas como aptas para las instalaciones
mencionadas en el plan territorial insular correspondiente y en las zonas de aptitud alta del PDS de energía.
— Instalaciones con una ocupación total de más de 10 ha situadas en suelo rústico en las zonas de aptitud mediana del PDS de
energía, excepto las situadas en cualquier tipo de cubierta o en zonas definidas como aptas para las instalaciones mencionadas en
el plan territorial insular correspondiente.
— Instalaciones con una ocupación total de más de 2 ha situadas en suelo rústico fuera de las zonas de aptitud alta o media del
PDS de energía, excepto las situadas en cualquier tipo de cubierta o en zonas definidas como aptas para las instalaciones
mencionadas en el plan territorial insular correspondiente.
— Instalaciones con una ocupación total de más de 1.000 m² que estén situadas en suelo rústico protegido.

2. Se modifica el punto 6 del Grupo 2 Energía, del Anexo II (proyectos sometidos a evaluación de impacto ambiental simplificada), que
queda redactado de la manera siguiente:

6. Instalaciones para producción de energía eléctrica a partir de la energía solar, destinada a la venta a la red, siguientes:

— Instalaciones con una ocupación total de más de 4 ha situadas en suelo rústico definidas como aptas para las instalaciones
mencionadas en el plan territorial insular correspondiente y en las zonas de aptitud alta del PDS de energía.
— Instalaciones con una ocupación total de más de 2 ha situadas en suelo rústico en las zonas de aptitud mediana del PDS de
energía.
— Instalaciones con una ocupación total de más de 1 ha, excepto las situadas en cualquier tipo de cubierta o en zonas definidas
como aptas para las instalaciones mencionadas en el plan territorial insular correspondiente.
— Instalaciones con una ocupación total de más de 100 m² situadas en suelo rústico protegido.

Disposición final decimoquinta
Modificación de la Ley 13/2012, de 20 de noviembre, de Medidas Urgentes para la Activación en Materia de Industria y Energía, 
Nuevas Tecnologías, Residuos, Aguas, Otras Actividades y Medidas Tributarias

Se modifica el apartado 1, del artículo 2, que queda redactado con el tenor literal siguiente:

1. Las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables (energía eólica, solar o
hidráulica, biomasa, energía procedente del mar u otras de similares) según su interés energético o de aprovechamiento de
espacios degradados, podrán ser declaradas de utilidad pública por la dirección general competente en materia de de energía.

Disposición final decimosexta
Modificación de la Ley de 10/2019, de 22 de febrero, de Cambio Climático y Transición Energética

1. Se modifica el artículo 54, que queda redactado de la manera siguiente:

Artículo 54
Parámetros urbanísticos
1. Las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables ubicadas en aparcamientos en
suelo urbano o sobre cubierta, así como los apoyos y los elementos auxiliares necesarios, no computarán urbanísticamente en
ocupación, en edificabilidad, en distancia a umbrales ni en altura, a pesar de que deberán  someterse a lo que prevea la normativa
de protección del patrimonio histórico y el paisaje en cuanto a las condiciones de integración o a la imposibilidad de instalarse
conforme determinen los instrumentos de ordenación o de catalogación de bienes protegidos.
2. Las instalaciones de producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables que se declaren de utilidad
pública ubicadas en suelo rústico no computarán urbanísticamente en cuanto al parámetro de ocupación.
3. Igualmente las instalaciones de autoconsumo eléctrico con tecnología de generación renovable o para producción de energía
eléctrica a partir de fuentes de energía renovables ubicadas en aparcamientos y otras infraestructuras, equipamientos o sistemas
generales en suelo rústico, bien sea sobre el terreno o bien sobre cubierta, así como los apoyos y los elementos auxiliares
necesarios, tampoco computarán urbanísticamente en cuanto al parámetro de ocupación mencionado.
4. Cuando no sea posible ubicar en cubierta las instalaciones de autoconsumo eléctrico con tecnología de generación renovable en
edificios en suelo rústico, la ubicación alternativa sobre el terreno no computará urbanísticamente en cuanto al parámetro de
ocupación, si bien deberán cumplir las condiciones de integración paisajística y ambiental previstas en los instrumentos de
ordenación territorial y urbanística.

2. Se modifica la disposición adicional decena, que queda redactada de la manera siguiente:
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Disposición adicional décima
Declaración de utilidad pública

La declaración de utilidad pública a la que hace referencia esta Ley y la Ley 13/2012, de 20 de noviembre, de Medidas Urgentes
para la Activación Económica en Materia de Industria y Energía, Nuevas Tecnologías, Residuos, Aguas, Otras Actividades y
Medidas Tributarias, deberá seguir el procedimiento de declaración de utilidad pública regulado en el artículo 3 de la Ley 13/2012,
de 20 de noviembre, e implicará los efectos siguientes:

• La declaración de interés general en los términos previstos en el apartado 2 del artículo 24 de la Ley 6/1997, de 8 de julio, del
Suelo Rústico de las Illes Balears.
• Los mismos efectos que los que regulan los artículos 25, 26.5 y 26.6 del Plan Director Sectorial Energético de las Illes Balears,
aprobado por el Decreto 96/2005, de 23 de septiembre.
 

Disposición final decimoséptima
Vigencia

Este Decreto Ley empezará a vigir el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de las Illes Balears.

 

Palma, 13 de mayo de 2020

 La presidenta
El consejero de Transición Energética y Sectores Productivos Francesca Lluch Armengol i Socias

Juan Pedro Yllanes Suárez  
 

La consejera de Presidencia, Cultura e Igualdad
 

Pilar Costa i Serra  
 

La consejera de Hacienda y Relaciones Exteriores
 

Rosario Sánchez Grau  
 

El consejero de Modelo Económico, Turismo y Trabajo
 

Iago Negueruela i Vázquez  
 

La consejera de Asuntos Sociales y Deporte
 

Fina Santiago Rodríguez  
 

El consejero de Educación, Universidad e Investigación
 

Martí Xavier March i Cerdà  
 

La consejera de Salud y Consumo
 

Patricia Gómez i Picard  
 

El consejero de Movilidad y Vivienda
 

Marc Isaac Pons i Pons  
 

El consejero de Medio Ambiente y Territorio
 

Miquel Mir Gual  
 

La consejera de Agricultura, Pesca y Alimentación
 

María Asunción Jacoba Pía de la Concha García-Mauriño  
 

La consejera de Administraciones Públicas y Modernización
 

Isabel Castro Fernández  

 

ht
tp

://
w

w
w

.c
ai

b.
es

/e
bo

ib
fr

on
t/p

df
/e

s/
20

20
/8

4/
10

58
42

3
280

http://boib.caib.es


Núm. 84
15 de mayo de 2020

Sec. I. - Pág. 13759

http://boib.caib.es    D.L.: PM 469-1983 - ISSN: 2254-1233

   

ANNEX I 
 
Annex X. Llistat i plànols dels equipaments recreatius gestionats per l’IBANAT. 
ÀREES RECREATIVES       

Codi Illa  Municipi Nom UTM X UTM Y 

AR-001 Mallorca Estellencs Son Fortuny 453867 4388651 

AR-002 Mallorca Esporles Son Tries 463457 4390408 

AR-003 Mallorca Valldemossa Son Moragues 470312 4397479 

AR-004 Mallorca Bunyola Caubet 472961 4391063 

AR-005 Mallorca Bunyola 
Comuna de 
Bunyola 

476656 4395602 

AR-006 Mallorca Selva 
Comuna de 
Biniamar 

488575 4398883 

AR-007 Mallorca Selva Es Fornassos 491256 4402178 

AR-008 Mallorca Selva Coveta Negra 490663 4404485 

AR-009 Mallorca Fornalutx 
Sa Bassa de 
Fornalutx 

478306 4404849 

AR-010 Mallorca Escorca 
Sa Font des 
Noguer 

482862 4404170 

AR-011 Mallorca Escorca Gorg Blau 483879 4405617 

AR-012 Mallorca Escorca Ca S'Amitger 490056 4407843 

AR-013 Mallorca Escorca Es Pixarells 491047 4409293 

AR-014 Mallorca Escorca Marjanor 490726 4407971 

AR-015 Mallorca Escorca Menut I 491262 4409704 

AR-016 Mallorca Escorca Menut II 491155 4409859 

AR-017 Mallorca Pollença Puig de Maria 501949 4413247 

AR-018 Mallorca Pollença Puig de Santuïri 502731 4414123 

AR-019 Mallorca Pollença Cala Murta 514725 4421446 
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AR-020 Mallorca Selva Puig de Crist Rei 491179 4399730 

AR-021 Mallorca Santanyí 
Ses Fonts de 
n'Alis 

516299 4355900 

AR-022 Mallorca Inca 
Puig de Sta. 
Magdalena 

496201 4397456 

AR-023 Mallorca Llubí Llubí I 500894 4395220 

AR-024 Mallorca Llubí Llubí II 499718 4395169 

AR-025 Mallorca Maria de la Salut Sa Bisbal 507410 4393899 

AR-026 Mallorca 
Lloret de 
Vistalegre 

Comuna de 
Lloret 

497202 4384762 

AR-027 Mallorca Sant Joan 
Puig de 
Consolació 

503033 4382330 

AR-028 Mallorca Felanitx 
Puig de Sant 
Salvador 

516102 4367357 

AR-029 Mallorca Sa Pobla S'Obac 501342 4406185 

AR-030 Mallorca Santa Margalida Can Picafort I 513440 4401244 

AR-031 Mallorca Alcúdia S'Illot 513771 4413633 

AR-032 Menorca Es Castell Es Castell 609756 4415274 

AR-033 Menorca 
Ciutadella de 
Menorca 

Es Pinaret 572060 4425755 

AR-034 Menorca Es Mercadal S'Arangí 593355 4425021 

AR-035 Eivissa 
Sant Antoni de 
Portmany 

Sa Talaia 350480 4314734 

AR-036 Eivissa 
Santa Eulària des 
Riu 

S'Argentera 374891 4320048 

AR-037 Formentera Formentera Can Marroig 360603 4287795 

AR-038 Mallorca Santanyí S'Amarador 515941 4355432 

AR-039 Mallorca Petra Puig de Bonany 507474 4382776 
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AR-040 Cabrera Palma 
Sombreig de sa 
Platgeta 

494619 4332721 

AR-041 Menorca Maó Es Canutells 600014 4412068 

AR-042 Eivissa 
Sant Joan de 
Labritja 

Can Cosmi 363857 4326343 

AR-043 Mallorca Artà 
S'Alqueria Vella 
de Baix 

528765 4398631 

AR-044 Mallorca Santa Margalida Son Real 515699 4398561 

AR-045 Mallorca Llucmajor Can Pancuit 493770 4374134 

AR-046 Mallorca Consell/Alaró Es Pont Trencat 483821 4392759 

AR-047 Mallorca Santa Margalida Can Picafort II 512640 4401600 

      

REFUGIS RECERS      

Codi Illa Municipi Nom UTM X UTM Y  

RR-001 Mallorca Alcúdia Es Coll Baix 515796 4412213 

RR-002 Mallorca Valldemossa Son Moragues 470312 4397479 

RR-003 Mallorca Escorca Cúber 481411 4403449 

RR-004 Mallorca Escorca 
Sa Coma de 
Binifaldó 

491679 4410217 

RR-005 Mallorca Escorca Gorg Blau 482860 4405597 

RR-006 Mallorca Escorca Lavanor 492061 4414717 

RR-007 Mallorca Escorca Ses Figueroles 492895 4406816 

      

REFUGIS AMB ALLOTJAMENT 

Codi Illa Municipi Nom UTM X UTM Y  

RA-001 Mallorca Escorca 
Cases de 
Binifaldó 

492273 4409880 
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RA-002 Mallorca Escorca Binifaldó Petit 492273 4409880 

RA-003 Mallorca Artà S'Arenalet 532401 4401718 

RA-004 Mallorca Artà S'Alzina 532978 4399757 

RA-005 Mallorca Artà Des Oguers 531708 4401448 

RA-006 Cabrera Palma 
Refugi de 
Cabrera 

494283 4333578 

RR-007 Mallorca Santa Margalida Son Real 516064 4400191 

RA-008 Mallorca Artà Es Canons 526910 4399769 

RA-009 Mallorca Banyalbufar Ses Collidores 457547 4391473 

      

ÀREES D'ACAMPADA      

Codi Illa Municipi Nom UTM X UTM Y  

AA-001 Mallorca Escorca Es Pixarells 490967 4409351 

AA-002 Mallorca Escorca Sa Font Coberta 490143 4407689 

AA-003 Mallorca Escorca Marjanor 490962 4408048 

AA-004 Mallorca Artà Es Canons 532304 4401710 

AA-005 Mallorca Artà Sa Tafona 528701 4398752 

      

CENTRE FORESTAL      

Codi Illa Municipi Nom UTM X UTM Y  

CF-001 Mallorca Escorca CEFOR Menut 491446 4408931 

      

CENTRES D'INTERPRETACIÓ 

Codi Illa Municipi Nom UTM X UTM Y  

CINT-001 Mallorca Santa Margalida Son Real 515672 4398570 
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CENTRES D'EDUCACIÓ AMBIENTAL 

Codi Illa Municipi Nom UTM X UTM Y  

CEA-001 Mallorca Escorca CEA Binifaldó 492278 4409886 

      

APARCAMENTS      

Codi Illa Municipi Nom UTM X UTM Y  

P-001 Menorca Ciutadella Turqueta 577762 4421371 

P-002 Menorca Es Mercadal S'Arangí 593383 4425011 

P-003 Menorca Ciutadella Es Pinaret 571949 4425642 

P-004 Mallorca Santa Margalida Son Real 515581 4398531 

P-005 Mallorca Artà Es Canons 526664 4399961 
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ANEXO 2 
 
(Se incorpora como modificación del anexo 1 del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula 
la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de recreo, de acuerdo con lo que dispone el 
apartado 10 de la disposición final duodécima de este Decreto Ley) 
 
 
DECLARACIÓN RESPONSABLE PARA EL ALQUILER DE EMBARCACIONES Y BARCOS DE RECREO DE 
PABELLÓN ESPAÑOL (CHÁRTER NÁUTICO ) 
 
.……………………………………………..…………………………………………………………. con DNI / NIE / PASAPORTE 
núm. .................................., domicilio en 
...............……………………………………………………………………………………… núm. de teléfono 
..................................., y dirección electrónica ................... 
 
(empresario/a individual, persona física) 
 
.……………………………………………..……. con DNI / NIE /PASAPORTE ........................... en calidad de 
...................... , de la entidad ............................ con NIF..............................., domicilio en 
...............................................................núm. de teléfono ...............................y dirección  electrónica 
................... 
 
  
(sociedad, persona jurídica) 
 
Declaro, bajo mi responsabilidad, que los datos contenidos en esta declaración responsable, previa al 
inicio de la actividad de alquiler de embarcaciones o barcos de recreo, son ciertos; y que el ejercicio 
de la actividad se hace con la observación de los requisitos establecidos en el Decreto 21/2017, de 5 
de mayo, por el que se regula el ejercicio de la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de 
recreo y los exigidos por la normativa estatal y autonómica vigente en materia de navegación y 
seguridad marítima, y que tengo, por lo tanto, todos los certificados necesarios en vigor. También 
declaro que dispongo de la documentación acreditativa de su cumplimiento durante el tiempo en el 
que se desarrolle la actividad. Así mismo, autorizo a la Dirección General de Transporte Marítimo y 
Aéreo para que incorpore los datos de esta declaración responsable en un fichero automatizado 
para que sean usados de la manera y con las limitaciones que establece la normativa vigente en 
materia de protección de datos. 
 
Nombre de la embarcación o barco:....................... 
 
Matrícula (incluyendo lista):............................. 
 
Tipo de embarcación o barco: 
— De motor (exclusivamente)  : 
— De vela o de vela y motor: 
Eslora total: 
Embarcación auxiliar (nombre y matrícula, en su caso):...................... 
Puerto o lugar del dominio público marítimo-terrestre de operaciones:.............. 
 
Número de personas ocupantes: 
 
Con dotación: 
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 Sí  
 No 
...................., ........... de ........................de 20..... 
 
[Firma] 
 
 
DIRECCIÓN GENERAL DE TRANSPORTE MARÍTIMO Y AÉREO 
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ANEXO 3 
 
(Se incorpora como modificación del anexo 2 del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula 
la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de recreo, de acuerdo con lo que dispone el 
apartado 11 de la disposición final duodécima de este Decreto Ley) 
 
 
DECLARACIÓN RESPONSABLE PARA EL ALQUILER DE EMBARCACIONES Y BARCOS DE RECREO DE 
PABELLÓN DE LA UNIÓN EUROPEA (CHÁRTER NÁUTICO) 
 
.……………………………………………..…………………………………………………………. con DNI / NIE / PASAPORTE 
núm. .................................., domicilio en 
...............……………………………………………………………………………………… y núm. de teléfono 
..................................., dirección electrónica ................... 
 
 
(empresario/a individual, persona física) 
 
.……………………………………………..……. con DNI/NIE/PASAPORTE ........................... en calidad de 
...................... , de la entidad ............................ con NIF..............................., domicilio en 
............................................................... y núm. de teléfono ..............................., dirección electrónica 
................... 
 
  
(sociedad, persona jurídica) 
 
Declaro, bajo mi responsabilidad, que los datos contenidos en esta declaración responsable, previa al 
inicio de la actividad de alquiler de embarcaciones o barcos de recreo, son ciertos; y que el ejercicio 
de la actividad se hace con la observación de los requisitos establecidos en el Decreto 21/2017, de 5 
de mayo, por el que se regula el ejercicio de la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de 
recreo y los exigidos por la normativa estatal y autonómica vigente en materia de navegación y 
seguridad marítima, y que tengo, por lo tanto, todos los certificados necesarios en vigor. También 
declaro que dispongo de la documentación acreditativa de su cumplimiento durante el tiempo en el 
que se desarrolle la actividad. Así mismo, autorizo a la Dirección General de Transporte Marítimo y 
Aéreo para que incorpore los datos de esta declaración responsable en un fichero automatizado 
para que sean usados de la manera y con las limitaciones que establece la normativa vigente en 
materia de protección de datos. 
 
Nombre de la embarcación o barco:........................ 
 
Bandera (país UE):......................... 
 Número de inmatriculación:................................ 
        Certificado de uso comercial:................................... 
Tipo de embarcación o barco: 
— De motor (exclusivamente): 
— De vela o de vela y motor: 
Eslora total: 
Embarcación auxiliar (nombre y matrícula, en su caso):............................. 
Puerto o lugar del dominio público marítimo-terrestre de operaciones:........................................... 
 
Número de personas ocupantes: 
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Con dotación: 
 Sí  
 No 
...................., ........... de ........................de 20..... 
 
[Firma] 
 
 
DIRECCIÓN GENERAL DE TRANSPORTE MARÍTIMO Y AÉREO 
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ANEXO 4 
 
(Se incorpora como anexo 3 del Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula la actividad de 
alquiler de embarcaciones y barcos de recreo, de acuerdo con lo que dispone el apartado 12 de la 
disposición final duodécima de este Decreto Ley) 
 
 
DECLARACIÓN RESPONSABLE PARA EL ALQUILER DE EMBARCACIONES Y BARCOS DE RECREO DE 
PABELLÓN EXTRACOMUNITARIO (CHÁRTER NÁUTICO) 
 
.……………………………………………..…………………………………………………………. con DNI / NIE / PASAPORTE 
núm. .................................., domicilio en 
...............………………………………………………………………………………………, núm. de teléfono 
................................... y dirección electrónica ................. 
 
(empresario/a individual, persona física) 
 
.……………………………………………..……. con DNI/NIE/PASAPORTE ........................... en calidad de 
...................... , de la entidad ............................ con NIF..............................., domicilio en 
..............................................................., núm. de teléfono ................................... y dirección electrónica 
................. 
           
    (sociedad, persona jurídica) 
 
Declaro, bajo mi responsabilidad, la falta de disponibilidad de embarcaciones y barcos de recreo 
similares con abanderamiento de la Unión Europea; que los datos contenidos en esta declaración 
responsable, previa al inicio de la actividad de alquiler de embarcaciones y barcos de recreo, son 
ciertos; y que el ejercicio de la actividad se hace con la observación de los requisitos establecidos en 
el Decreto 21/2017, de 5 de mayo, por el que se regula el ejercicio de la actividad de alquiler de 
embarcaciones y barcos de recreo y los exigidos por la normativa estatal y autonómica vigente en 
materia de navegación y seguridad marítima, y que tengo, por lo tanto, todos los certificados 
necesarios en vigor, y con cumplimiento de las obligaciones tributarias correspondientes a la 
embarcación. También declaro que dispongo de la documentación acreditativa de su cumplimiento 
durante el tiempo en el que se desarrolle la actividad. Así mismo, autorizo a la Dirección General de 
Transporte Marítimo y Aéreo para que incorpore los datos de esta declaración responsable en un 
fichero automatizado para que sean usados de la manera y con las limitaciones que establece la 
normativa vigente en materia de protección de datos. 
 
Nombre de la embarcación o barco:........................... 
 
Bandera (país extracomunitario):……………………. 
  
 Número de inmatriculación:…………………. 
 Certificado de uso comercial:……………………. 
 
Tipo de embarcación o barco: 
— De motor (exclusivamente): 
— De vela o de vela y motor: 
Eslora total: 
(Siempre superior a 14 m) 
Embarcación auxiliar (nombre y matrícula, en su caso):............... 
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Puerto o lugar del dominio público marítimo-terrestre 
de operaciones:............................. 
 
Número de personas ocupantes: 
 
Con dotación: 
 SÍ  
 NO 
...................., ........... de ........................de 20.......  
 
[Firma] 
 
 
DIRECCIÓN GENERAL DE TRANSPORTE MARÍTIMO Y AÉREO 
 
 
 
 
 
 

ht
tp

://
w

w
w

.c
ai

b.
es

/e
bo

ib
fr

on
t/p

df
/e

s/
20

20
/8

4/
10

58
42

3
291

http://boib.caib.es


Núm. 97
30 de mayo de 2020

Fascículo 79 - Sec. I. - Pág. 15785

http://boib.caib.es    D.L.: PM 469-1983 - ISSN: 2254-1233

Sección I. Disposiciones generales
CONSEJO DE GOBIERNO

4199 Corrección de errores del Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo, de medidas urgentes y extraordinarias
para el impulso de la actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las
administraciones públicas de las Islas Baleares para paliar los efectos de la crisis ocasionada por la
Covid-19

En el Boletín Oficial de las Islas Baleares núm. 84, de 15 de mayo de 2020, se publicó, el Decreto ley 3/2020, de 28 de 13 de mayo, de
medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las
administraciones públicas de las Islas Baleares por paliar los efectos de la crisis ocasionada por la Covid-19.

Se han detectado una serie de errores materiales en la publicación del edicto 3816, que es necesario rectificar.

De conformidad con el artículo 56.3 de la Ley 3/2003, de 26 de marzo, de régimen jurídico de la Administración de la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares, y con el artículo 19 del Decreto 68/2012, de 27 de julio, por el que se regula el Boletín Oficial de las Islas
Baleares, se pueden subsanar estos tipos de errores.

Por todo ello, el Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejera de Presidencia, Cultura e Igualdad como secretaria del Consejo de
Gobierno, en la sesión del día 29 de mayo de 2020, adoptó, entre otros, el Acuerdo siguiente:

. Rectificar los errores del Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo, de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la actividadPrimero
económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las administraciones públicas de las Islas Baleares para paliar los efectos de la
crisis ocasionada por la Covid-19, publicado en el Boletín Oficial de las Islas Baleares núm. 84 de 15 de mayo. Las rectificaciones se hacen
en el sentido siguiente:

 

En la Exposición de Motivos

En la versión catalana (página 13527 segundo párrafo) y a la versión (página 13700 tercer párrafo):

            Donde dice:

            «...disposició addicional tretzena...»; «disposición adicional  decimotercera...».

            Debe decir:

            «...disposició final tretzena...»; «...disposición final decimotercera...»

En la Disposición derogatoria, letra h)

Versiones catalana y castellana           

            Donde dice:

            «h) L'article 4 de la Llei 4/2000...»

            “h) El artículo 4 de la Llei 4/2000..”

            Debe decir:

            «h) L'article 4 de la Llei 14/2000...»

            “h) El artículo 14 de la Ley 14/2000...”
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En la Disposición final séptima, punto 5

Versiones catalana y castellana

            Donde dice:

           "Es modifica l'apartat 1 de l'article 26 de la Llei 8/2019, de 19 de febrer, de residus i sòls contaminats de les Illes Balears..." ;

«Se modifica el apartado 1 del artículo 26 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de residuos y suelos contaminados de las Illes
Balears...»

            Debe decir:

           "Es modifica l'apartat 1 de l'article 28 de la Llei 8/2019, de 19 de febrer, de residus i sòls contaminats de les Illes Balears...";

«Se modifica el apartado 1 del artículo 28 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de residuos y suelos contaminados de las Illes
Balears...»

En la Disposición final novena, punto 8

Versiones catalana y castellana

            Donde dice:

«Les modificacions que contenen els punts 5 i 6 anteriors no tenen efectes fins a l'1 de setembre de 2020 i poden ser
alterades  mitjançant decret del Consell de Govern.»

«Las modificaciones que contienen los puntos 5 y 6 anteriores no  tendrán efectos hasta el 1 de septiembre de 2020 y podrán
ser alteradas mediante decreto del Consejo de Gobierno.»

Debe decir:

«Les modificacions que contenen els punts 6 i 7 anteriors no tenenefectes fins a l'1 de setembre de 2020 i poden ser
alterades mitjançant decret del Consell de Govern.»

«Las modificaciones que contienen los puntos 6 y 7 anteriores no tendrán efectos hasta el 1 de septiembre de 2020 y podrán ser
alteradas mediante decreto del Consejo de Gobierno.»

Disposición Final décima

Párrafo 1

Versión castellana:

            Donde dice:

            “... propias de su cuerpo, escalera o especialidad....”

            Debe decir:

            “... propias de su cuerpo, escala o especialidad...”

Párrafo 2

            Donde dice:

            “... siempre que sean propias de su cuerpo, escalera o especialidad...”

            Debe decir:

            “... siempre que sean propias de su cuerpo, escala o especialidad...”
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Disposición final decimosexta, punto 2,

Versión castellana (página 13757)

            Donde dice:

            «Se modifica la disposición adicional decena...»

            Debe decir:

            «Se modifica la disposición adicional décima...»

Segundo. Establecer que los efectos de la corrección son desde la fecha de la publicación del Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo, de medidas
urgentes en materia de vivienda.

. Comunicar este Acuerdo al Parlamento de las Islas Baleares para su conocimiento y efectos.Tercero

. Publicar este Acuerdo en el Cuarto Butlletí Oficial de les Illes Balears

 

Palma, 29 de mayo de 2020

Secretaria del Consejo de Gobierno
Pilar Costa Serra
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Sección I. Disposiciones generales
CONSEJO DE GOBIERNO

4044 Decreto Ley 9/2020, de 25 de mayo, de medidas urgentes de protección del territorio de las Illes
Balears

I

El preámbulo del Estatuto de autonomía de las Illes Balears dice expresamente que para avanzar hacia una sociedad moderna es
imprescindible profundizar y continuar apostando en los valores de cohesión social, paz y justicia, desarrollo sostenible, protección del
territorio y la igualdad de derechos, especialmente la igualdad entre hombres y mujeres.

En cuanto al desarrollo sostenible y la protección del territorio, el Estatuto de autonomía recoge, en su articulado, el derecho de las personas
a disfrutar de una vida y un medio ambiente seguro y sano, por lo que contiene varias obligaciones de protección territoriales y
medioambientales. En este sentido, el artículo 23 del Estatuto de autonomía contiene un mandato expreso a las administraciones públicas de
las Illes Balears que, en el ámbito de sus competencias, protejan el medio ambiente e impulsen un modelo de desarrollo equitativo,
territorialmente equilibrado y sostenible.

El mencionado artículo 23 añade, en el apartado 2, que los poderes públicos de la Comunidad Autónoma deben velar por la defensa y la
protección de la naturaleza, del territorio, del medio ambiente y del paisaje. Deben establecer políticas de gestión, ordenación y mejora de su
calidad armonizándolas con las transformaciones que se producen por la evolución social, económica y ambiental. Asimismo, la Comunidad
Autónoma ha de cooperar con las instancias estatales e internacionales en la evaluación y en las iniciativas relacionadas con el medio
ambiente y el clima. Y finalmente, el apartado 3 de este mismo artículo, encomienda a las administraciones públicas de las Illes Balears la
promoción de políticas de equilibrio territorial entre las zonas costeras y las del interior.

Por su parte, el apartado 1 del artículo 24 del Estatuto, que reconoce la actividad turística como elemento económico estratégico de las Illes
Balears, nos recuerda que el fomento y la ordenación de la actividad turística se deben llevar a cabo con el objetivo de hacerla compatible
con el respeto al medio ambiente, al patrimonio cultural y al territorio. Y también desde el reconocimiento social y cultural del sector
primario de las Illes Balears y de su importante labor en la actividad productiva, en el mantenimiento del paisaje, del territorio, del medio
ambiente, de la cultura, de las tradiciones y las costumbres más definitorias de la identidad balear, a lo que se refiere el apartado 2 del mismo
artículo 24, encomienda a las administraciones públicas de las Illes Balears a adoptar las medidas políticas, jurídicas y legislativas que
garanticen los derechos de este sector y de sus agricultores y ganaderos en su desarrollo y protección.

Actualmente, la lucha contra los efectos de la crisis sanitaria pone de relieve una intensa actividad de los poderes públicos para contener y
mitigar sus efectos, y las medidas adoptadas han hecho aún más patentes los efectos de la actividad humana sobre el medio ambiente, de
manera que se ha evidenciado la necesidad de adoptar también medidas de contención, de protección territorial y de lucha contra el cambio
climático. Es por ello que, en paralelo a las medidas relativas a la protección de la salud pública, que son prioritarias, y en las medidas de
reactivación de impulso a la actividad económica, de simplificación administrativa y de protección social adoptadas por el Gobierno de las
Illes Balears, resulta imprescindible también adoptar medidas que profundicen en la protección del territorio y en la defensa del medio
ambiente, con el fin de avanzar hacia un modelo socioeconómico sostenible y respetuoso con nuestro entorno.

Por todo ello, este decreto ley tiene por objeto establecer determinadas medidas de rango legal, en cumplimiento de los mandatos contenidos
en el Estatuto de autonomía y que pretenden incrementar la protección del suelo rústico de las Illes Balears, contener el desarrollo
urbanístico del suelo no adaptado a las limitaciones establecidas en los instrumentos de ordenación territoriales vigentes, introducir medidas
de integración paisajística y ambiental relativas a la recuperación y conservación de las fincas rústicas, así como establecer medidas de
ahorro de agua.

Estas medidas deben acometerse sin dilaciones, por lo que se debe hacer uso de la figura del decreto ley.

II

Los conflictos urbanos y ambientales, agudizados en las últimas décadas, se manifiestan tanto a escala global, regional como local y, al
mismo tiempo, las tres escalas interactúan y se influyen entre sí. La resolución de tales conflictos, por lo tanto, se debe implementar desde
todas las escalas teniendo en cuenta que, sin embargo, las políticas urbanísticas y ambientales que se activan desde cada uno de los niveles
de decisión influyen directa o indirectamente en los otros.
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A escala global, ya hace tiempo que se han hecho hueco en la agenda de los organismos internacionales una serie de temas que sólo hace
unas décadas eran desconocidos o, cuando menos, muy minoritarios. Una gran cantidad de convenciones, tratados, convenios, protocolos y
acuerdos de alcance interestatal han proliferado los últimos decenios demostrando la consolidación de la llamada conciencia global. Una
conciencia global que en los últimos años ha puesto en primera línea la emergencia climática -declarada oficialmente por el Consejo de
Gobierno el 08/11/2019 y por el Consejo de Ministros del Estado el 21/01/2020- y la sostenibilidad, como demuestra la adopción, el año
2015, de la Agenda 2030 por parte de la Asamblea General de la ONU.

La Comunidad Autónoma de las Illes Balears, desde su constitución en 1983, ha adoptado diversas iniciativas proteccionistas pioneras en el
Estado en muchos de estos campos y ha sido objeto de declaraciones internacionales expresas de reconocimiento y protección por parte de la
UNESCO: la de Menorca como Reserva de la Biosfera (1993); el conjunto formado por la de Dalt Vila, las praderas de posidonia oceánica
de las Pitiusas y la necrópolis fenicio-púnica del Puig des Molins y el asentamiento de sa Caleta como Patrimonio de la Humanidad (1999); y
la de la sierra de Tramuntana de Mallorca como Patrimonio de la Humanidad en su versión de paisaje cultural (2011).

Y, sin embargo, las Illes Balears se han visto profundamente transformadas por la urbanización y la edificación de sus costas e interior,
incrementando la presión sobre unos territorios y recursos limitados. A causa de los excesos producidos, el crecimiento cuantitativo de la
nueva urbanización se ha cuestionado y se ha generado un cierto consenso en la idea de que hay que enfocar la actividad urbanística y
territorial hacia la conservación, recuperación y rehabilitación de todo el patrimonio ambiental y urbano de la comunidad, un patrimonio que
va más allá de las áreas naturales y los centros históricos de las poblaciones y que abarca todo el mundo rural, los ensanches, las
urbanizaciones residenciales y las zonas turísticas.

Con el objetivo de consolidar esta política de fondo este decreto ley quiere contener el crecimiento expansivo de la nueva urbanización y
asegurar la protección del suelo rústico, evitando la consolidación de situaciones que puedan ir en la línea contraria a la que diseñen la
revisión de las Directrices de Ordenación Territorial y los Planes Territoriales Insulares.

Conforme con el objetivo general que se acaba de exponer, el decreto ley establece un conjunto de determinaciones específicas que afectan a
las diversas clases de suelo, esto es, tanto a aquellas que están asociadas a la idea de desarrollo urbano como a aquella otra que,
contrariamente, responde al propósito de preservar el suelo de los procesos de transformación urbanística.

Así, a la vista de que ha transcurrido el plazo previsto en el apartado 4 de la disposición transitoria undécima de la Ley 12/2017, de 29 de
diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, sin que todos los municipios afectados hayan iniciado la adaptación a dicha disposición, se
considera urgente y necesario establecer una serie de medidas dirigidas a garantizar esta adaptación respecto de los suelos urbanos sin
urbanización consolidada, destinados a uso residencial, turístico o mixto, en los que concurran determinadas circunstancias, como son que el
planeamiento general municipal donde se han previsto no esté adaptado íntegramente al correspondiente plan territorial insular, que no
dispongan de todos los servicios urbanísticos básicos y que requieran de una actuación de transformación urbanística, a estos efectos,
habiendo sido incluidos en la delimitación del correspondiente ámbito o unidad de actuación, entre otros requisitos.

En este sentido, se prevé una doble subrogación, primero de los consejos insulares y después del Gobierno de las Illes Balears, respecto de
las potestades de alteración del planeamiento previstas en dicha disposición transitoria. En coherencia con esta necesidad de adaptación de
los desarrollos previstos en estos terrenos al ordenamiento territorial vigente, se suspenden las tramitaciones y aprobaciones de planes de
desarrollo y de instrumentos de gestión, así como el otorgamiento de toda clase de autorizaciones y licencias urbanísticas en estas áreas,
hasta el 31 de diciembre de 2022, o hasta la aprobación definitiva de las adaptaciones a que se refiere este artículo, si es anterior.

En segundo lugar, el decreto ley actúa sobre el suelo urbanizable con la intención de disponer su reclasificación como suelo rústico. La razón
que explica esta operación se puede entender a la vista de los criterios que determinan la identificación de los terrenos afectados por dicha
reclasificación. Se trata siempre de terrenos que se encuentran en situación básica de suelo rural porque ni siquiera han iniciado el proceso de
transformación urbanística. Y todo ello con la circunstancia añadida de haberse ya agotado los plazos previstos, o razonablemente
previsibles, para ejecutar la correspondiente actuación urbanística. En este sentido, pues, se puede decir que se trata de suelos cuya
clasificación, otorgada por el planeamiento urbanístico en un momento pretérito, hoy ya no es expresión cierta de las necesidades actuales de
ordenación del espacio urbano. Y tampoco está en conexión, puede decirse igualmente, con el diseño que hacen los planes territoriales
insulares en cuanto a las condiciones estratégicas de organización de dicho espacio urbano.

Sin embargo, la reclasificación que establece el decreto ley no es obstáculo para que las administraciones competentes puedan ejercer con
total plenitud su potestad de planeamiento, redefiniendo la ordenación de los terrenos afectados conforme a la clasificación y calificación
que, en su caso, resulte adecuada y oportuna. Y haciendo posible así, con esta eventual nueva operación, conseguir una ordenación del
espacio urbano que satisfaga las necesidades locales a la vez que se adecue al marco supralocal.

En cuanto a la necesidad y la urgencia de este decreto ley, respecto a la reclasificación de suelo urbanizable del artículo 3, se trata de terrenos
que hace años que están clasificados como urbanizables y que no se han desarrollado a pesar de haber transcurrido los plazos para hacerlo.
Pues bien, conviene en la actualidad dar a estos terrenos la clasificación que corresponde a su estado fáctico real, lo que requiere cuanto
antes una norma de rápida aprobación, promulgación y entrada en vigor como es el caso de un decreto ley, a fin de ahorrar posibles intentos
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de transformar los terrenos si se tramitara una ley por el Parlamento mediante el procedimiento legislativo ordinario, dando lugar con ello a
situaciones fácticas irreversibles.

Por otra parte, el decreto ley, en el artículo 4, amplían las prohibiciones de edificar viviendas unifamiliares en las zonas de suelo rústico en el
que parece claramente justificada la prohibición, como son las Áreas de Prevención de Riesgos (SRP-APR), porque estas áreas presentan por
definición un manifiesto riesgo de inundación, de incendio, de erosión o de desprendimiento, según dice el artículo 19.1 de las Directrices de
Ordenación Territorial. No sería lógico admitir la posibilidad de edificar viviendas unifamiliares en terrenos que tienen un gran peligro de ser
inundados, de ser objeto de incendios, sufrir deslizamientos, etc.: la seguridad de las personas y bienes propugna esta regla prohibitiva. En
cuanto a los terrenos afectados parcialmente por estas áreas, se prevé un régimen específico.

Al margen de lo anterior, el decreto ley, artículo 5, revisa los parámetros urbanísticos aplicables a las edificaciones destinadas al uso de
vivienda unifamiliar en el suelo rústico, ajustándolos respecto de los que se aplicaban anteriormente. La enorme presión edificatoria que
existe sobre el suelo rústico de las Illes Balears, motivada en gran parte por la expansión en los últimos años del llamado alquiler turístico
sobre este tipo de suelo, está conduciendo al reiterado intento de construir viviendas unifamiliares de dimensiones claramente
desproporcionadas para las necesidades de una familia, por lo que resulta conveniente reducir los parámetros aplicables. Esta es la razón por
la que el decreto ley revisa a la baja y ajusta los parámetros urbanísticos aplicables al caso, fijándolos en unas cifras que parecen
proporcionadas y razonables.

Finalmente, los artículos 6 y 7 del decreto ley introducen medidas de integración paisajística y de sostenibilidad ambiental. Estas medidas
derivan en parte del deber de conservación de los bienes inmuebles que establece en general la legislación urbanística, como es el caso de la
obligación de recuperar y mantener en buen estado la totalidad de los terrenos y los elementos de valor etnográfico o cultural. Otras medidas
derivan del deber de respetar al máximo el perfil y las características del paisaje rural en cuanto a cierres, muros, sistemas y elementos
constructivos, impacto de la edificación en el paisaje, etc. Y en el artículo 7 se establecen algunas medidas de ahorro de agua, en defensa de
la sostenibilidad ambiental, dada la falta de agua que hay tradicionalmente en la mayor parte de la superficie de nuestras Islas.

En el caso de las determinaciones relativas al suelo rústico de los artículos 4 a 7, la necesidad y urgencia de la nueva regulación proviene de
que, como ya se ha dicho antes, es necesario poner límites lo antes posible a la gran presión edificatoria que existe sobre el suelo rústico de
las Islas, motivada en gran parte por la expansión en los últimos años del llamado alquiler turístico sobre este tipo de suelo, lo que ha
provocado reiterados intentos de construir viviendas unifamiliares de dimensiones claramente desproporcionadas para las necesidades de una
familia, invirtiendo de esta manera el sentido original y excepcional que tiene la posibilidad de edificar viviendas unifamiliares en suelo
rústico. Una política que sea respetuosa con el desarrollo sostenible y armónico del suelo rústico exige introducir algunas limitaciones a esta
posibilidad mencionada, de tal manera que la construcción de viviendas unifamiliares en rústico se mantenga como tal, es decir, como una
posibilidad excepcional. Pues bien, esto requiere cuanto antes una norma de rápida aprobación, promulgación y entrada en vigor como es el
caso de un decreto ley, a fin de ahorrar posibles intentos de transformar los terrenos si se tramitara una ley por el Parlamento mediante el
procedimiento legislativo ordinario, dando lugar posiblemente a situaciones fácticas irreversibles.

El decreto ley contiene una disposición adicional que establece que no serán de aplicación las previsiones de los artículos 4 a 7 en el caso de
que los consejos insulares, en ejercicio de sus competencias, hayan aprobado definitivamente por el Pleno una modificación o revisión del
Plan Territorial Insular, en los últimos dos años. En este caso se aplicará lo que hayan establecido en las determinaciones de su Plan
Territorial Insular.

La regulación de este decreto ley contiene también dos disposiciones transitorias que determinan en síntesis que el decreto ley no se aplica a
los suelos urbanos, urbanizables o aptos para la urbanización así clasificados por instrumentos de planeamiento general que en el momento
de la entrada en vigor de este decreto ley estén tramitando su adaptación al Plan Territorial Insular y en las limitaciones de crecimiento
establecidas por las Directrices de Ordenación Territorial, como tampoco a las solicitudes de licencia urbanística de edificación en suelo
rústico que cuenten con la documentación completa que debe contener legalmente la solicitud y que hayan sido presentadas al Ayuntamiento
respectivo antes de la entrada en vigor del decreto ley.

Finalmente, el decreto incluye tres disposiciones finales, las dos primeras para modificar puntualmente dos normas de rango legal y la
tercera para determinar su vigencia.

III

Ante una crisis sanitaria, económica y social sin precedentes en las últimas décadas, se necesitan actuaciones rápidas y eficaces de los
poderes públicos por medio de los instrumentos que el ordenamiento jurídico pone a su alcance.

El artículo 49 del Estatuto de autonomía permite al Gobierno de las Illes Balears dictar medidas legislativas en forma de decreto ley, en
casos de necesidad extraordinaria y urgente, siempre que no afecten a los derechos establecidos en el Estatuto de autonomía, las materias
objeto de leyes de desarrollo básico de este, los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma, la reforma del Estatuto, el régimen
electoral ni al ordenamiento de las instituciones básicas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. Se trata de una figura inspirada en
la prevista en el artículo 86 de la Constitución española, el uso de la cual ha producido una jurisprudencia extensa del Tribunal
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Constitucional. El alto tribunal ha insistido en que la definición, por parte de los órganos políticos, de una situación de extraordinaria y
urgente necesidad debe ser explícita y razonada, y que debe haber una «conexión de sentido», o relación de adecuación, entre la situación
excepcional y las medidas que se pretendan adoptar, que deben ser idóneas, concretas y de eficacia inmediata. Es exponente de esta doctrina
constitucional la reciente Sentencia 12/2015, de 5 de febrero, en la que se recogen los pronunciamientos reiterados del alto tribunal sobre la
utilización de este instrumento normativo.

Desde la Sentencia 137/2011, de 14 de septiembre, el Tribunal Constitucional ha reconocido que la valoración de la necesidad extraordinaria
y urgente puede ser independiente de su imprevisibilidad e, incluso, puede tener origen en la inactividad previa de la Administración
competente, siempre que concurra efectivamente la excepcionalidad de la situación. Asimismo, el Tribunal Constitucional, en la misma línea
que la anterior Sentencia 29/1986, de 20 de febrero, en la Sentencia 237/2012, de 13 de diciembre, razona que no se debe confundir la
eficacia inmediata de la norma con su ejecución instantánea y, por tanto, se debe permitir que las medidas adoptadas con carácter de
urgencia incluyan un posterior desarrollo normativo y de actuaciones administrativas de ejecución de aquellas.

Por lo tanto, la necesidad y la importancia de alcanzar los objetivos explicitados en este preámbulo determina la urgencia de las medidas que
se deben adoptar, que exigen un plazo más breve que el que requiere la tramitación parlamentaria de las leyes, tanto por el procedimiento
ordinario como por el de urgencia, y, en consecuencia, justifica la utilización del instrumento del decreto ley que prevé el artículo 49 del
Estatuto de autonomía de las Illes Balears.

Se trata de evitar comportamientos que impidan o dificulten alcanzar los objetivos de las normas de protección y de defensa de los valores
naturales, dado que éstas requieren una exigencia de inmediatez para evitar que su conocimiento por parte de los sujetos previsiblemente
afectados pueda conducir a que, durante el tiempo de la tramitación del procedimiento legislativo, se realicen actuaciones o comportamientos
con el fin de impedir o dificultar la aplicación protectora, o se creen situaciones edificatorias de reparación difícil.

De este modo, el decreto ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que la finalidad que justifica la legislación de
urgencia sea atender una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que requiere una acción normativa inmediata en un
plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes.

En el actual escenario es urgente y necesario adoptar medidas para proteger la salud pública, pero también es adecuada la vía de legislación
de excepción para la adopción de medidas de protección territorial y medio ambiental que deben contribuir a encarar mejor el futuro de las
Illes Balears una vez finalizada la situación crítica.

Los motivos de oportunidad que se han expuesto, así como las medidas que se adoptan en este decreto ley, justifican ampliamente y
razonadamente la adopción de esta norma de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (STC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3;
111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

Así las cosas, la utilización de esta figura normativa como instrumento para la introducción de las medidas que contiene, cumple con los dos
presupuestos de validez, como son, la situación de extraordinaria y urgente necesidad y la no afectación a las materias que le son vedadas.

Este decreto ley se ajusta a los principios de buena regulación, atendiendo a los principios de necesidad y eficacia, dado que la iniciativa se
fundamenta en el interés general que supone la protección del territorio y del medio ambiente, en atención a las circunstancias sociales y
económicas excepcionales derivadas de la crisis actual, que han puesto de manifiesto la necesidad de acometer la actividad protectora que
contiene este decreto ley, siendo este el momento de adoptar medidas adicionales para atender estas necesidades, y siendo también el decreto
ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución.

La norma se adecua también al principio de proporcionalidad porque contiene la regulación imprescindible para alcanzar el objetivo de
proteger el territorio, el paisaje y el medio ambiente. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, estableciendo normas claras que
aseguran la mejor protección de los derechos de los ciudadanos, proporcionando certeza y agilidad.

Por tanto, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza y finalidad, las circunstancias de
extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 49 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears, así como el artículo 86 de la
Constitución Española, como presupuestos que habilitan la aprobación de este decreto ley, por lo que, en el contexto de alarma que están
afrontando todas las comunidades autónomas, el Gobierno de las Illes Balears considera plenamente adecuado el uso de este instrumento
para dar cobertura a las disposiciones que se han descrito, dado que responde a la exigencia de que haya una conexión de sentido o relación
de adecuación entre la situación excepcional y las medidas que se pretenden adoptar, que son idóneas, concretas y de eficacia inmediata.

IV

Este decreto ley se estructura en siete artículos, distribuidos en tres capítulos, una disposición adicional única, dos disposiciones transitorias,
una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.

El capítulo I define el objeto y finalidad del decreto ley.
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En el capítulo II, los artículos 2 y 3 incluyen las determinaciones aplicables a los suelos de desarrollo urbano. Por un lado, regula las
determinaciones sobre suelo urbano con urbanización no consolidada y, por otro lado, determina el suelo urbanizable que queda
reclasificado mediante el decreto ley.

En el capítulo III, los artículos 4, 5, 6 y 7 regulan las condiciones de ordenación del suelo rústico y contienen determinaciones relativas a la
implantación de nuevas edificaciones y usos en determinados terrenos de suelo rústico, establecen las condiciones de edificación relativas a
el uso de vivienda unifamiliar en suelo rústico, así como las medidas de integración paisajística y ambiental relativas a la recuperación y
conservación de la finca y las medidas de ahorro de agua que se deben adoptar.

La disposición adicional única, como ya se ha explicado, prevé excepciones a la aplicación del capítulo III para aquellas islas que cuenten
con planes territoriales revisados o modificados en los últimos años.

Las dos disposiciones transitorias establecen el régimen transitorio aplicable a los suelos urbanos, urbanizables o aptos para la urbanización
y el relativo a las solicitudes de licencia en suelo rústico.

La disposición final primera modifica la Ley 5/2005, de 26 de mayo, para la conservación de los espacios de relevancia ambiental (LECO)
para aclarar que las modificaciones puntuales del artículo 9.4 de la citada ley también se podrán aplicar a los PRUG y los Planes de Gestión
de Red Natura 2000.

La disposición final segunda modifica el artículo 6 del Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo, de medidas urgentes y extraordinarias para el
impulso de la actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las administraciones públicas de las Illes Balears para
paliar los efectos de la crisis ocasionada por la Covid-19, para corregir el hecho de que este artículo ha introducido, entre los usos permitidos
a los sistemas generales de infraestructuras y servicios el de las instalaciones destinadas a la construcción, reparación, almacenamiento y
mantenimiento de embarcaciones, cuando la intención del Gobierno es la de permitir y facilitar los usos de recogida municipal de residuos
(puntos verdes).

Por último, la disposición final tercera determina la vigencia inmediata de este decreto ley.

Este decreto ley se dicta al amparo de los títulos competenciales establecidos en los puntos 3, 8, 9, 10 y 46 del artículo 30 y en el punto 6 del
artículo 31 del Estatuto de autonomía de las Illes Balears.

Por todo esto, a propuesta del consejero de Medio Ambiente y Territorio, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en la sesión
extraordinaria del día 25 de mayo de 2020, se aprueba el siguiente

 

Decreto ley

Capítulo I
Objeto y finalidad

Artículo 1
Objeto y finalidad

Este decreto ley tiene por objeto establecer medidas de protección y conservación de los valores ambientales, paisajísticos y urbanos del
territorio de las Illes Balears, dirigidas a contener el crecimiento de la nueva urbanización y reforzar la protección del suelo rústico, con el fin
de asegurar la rehabilitación y recuperación de este patrimonio.

 

Capítulo II
Determinaciones aplicables a los suelos de desarrollo urbano

Artículo 2
Determinaciones sobre suelo urbano con urbanización no consolidada

1. Transcurrido el plazo previsto en el apartado 4 de la disposición transitoria undécima de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de
urbanismo de las Illes Balears, sin que el municipio afectado haya iniciado la adaptación a dicha disposición, los consejos insulares, antes del
día 31 de diciembre de 2021, deben asumir las potestades de alteración del planeamiento, al que se refiere el apartado 3 de la citada
disposición transitoria, sea para conferir una nueva ordenación de los terrenos manteniendo la condición de suelo urbano sin urbanización
consolidada, sea por conferirles una nueva clasificación como suelo urbanizable o como suelo rústico, respecto de los terrenos que el
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planeamiento general clasifica formalmente como urbanos, destinados a uso residencial, turístico o mixto, en los que concurran
acumulativamente, las siguientes circunstancias:

a) Que el planeamiento general municipal donde se han previsto no esté adaptado íntegramente al correspondiente plan territorial
insular.
b) Que, para poder disponer de todos los servicios urbanísticos básicos, tenga que llevar a cabo una actuación de transformación
urbanística y que, a estos efectos, los terrenos hayan sido incluidos en la delimitación del correspondiente ámbito o unidad de
actuación.
c) Que no se haya iniciado la ejecución material de la actuación de transformación urbanística.
d) Que no estén rodeados con más de dos tercios de su perímetro por suelos que tengan la condición de urbanos por haber sido
completamente urbanizados.
e) Que ya hayan vencido cualquiera de los plazos que, a efectos de legitimar o hacer efectiva la actuación de transformación
urbanística, estén previstos en los instrumentos de planeamiento, en la delimitación del ámbito de actuación o en el proyecto de
urbanización, y que el vencimiento no sea imputable a la Administración.

2. En caso de que no se hayan previsto plazos de vencimiento a los que se refiere la letra e) de la parte 1 de este artículo, se debe entender
que estos han vencido si en el momento de entrada en vigor de este decreto ley se da alguna de las siguientes circunstancias:

a) Haber transcurrido ocho años de vigencia del instrumento de planeamiento general, o de la aprobación de la delimitación del
ámbito de actuación, si ésta no estuviera contenida en el plan, y no haberse dictado acto de aprobación definitiva del proyecto de
urbanización.
b) Haber transcurrido dos años desde la aprobación definitiva del proyecto de urbanización y no haberse iniciado la ejecución
material de la actuación de transformación urbanística.

3. Los consejos insulares pueden realizar las adaptaciones a las que se refiere este artículo mediante modificaciones puntuales del plan
territorial insular.

4. Se entiende iniciado el procedimiento de adaptación a que se refiere el apartado 4 de la disposición transitoria undécima de la Ley 12
/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears, por parte de los ayuntamientos, cuando se haya llevado a cabo la aprobación
inicial antes de la entrada en vigor de este decreto ley. Asimismo, se entiende que los consejos insulares han asumido las potestades de
alteración del planeamiento referidas en el apartado 1, si han aprobado inicialmente el instrumento de ordenación antes de día 31 de
diciembre de 2021.

5. La subrogación de los consejos insulares establecida en el apartado primero de este artículo, no será aplicable al Ayuntamiento de Palma,
el cual deberá llevar a cabo las adaptaciones en el mismo plazo y condiciones establecidas para los consejos.

6. En caso de que el día 31 de diciembre de 2021 los consejos insulares o el Ayuntamiento de Palma no hayan ejercido las potestades a que
se refiere el apartado primero de este artículo, estas serán asumidas, por subrogación, por parte del Gobierno de las Illes Balears, el cual debe
aprobar el correspondiente instrumento de ordenación antes del 31 de diciembre de 2022.

7. Quedan suspendidas las tramitaciones y aprobaciones de planes de desarrollo y de instrumentos de gestión, así como el otorgamiento de
toda clase de autorizaciones y licencias urbanísticas en estas áreas, hasta el 31 de diciembre de 2022, o hasta la aprobación definitiva de las
adaptaciones a que se refiere este artículo, si es anterior.

Artículo 3
Reclasificación de suelo urbanizable

1. Quedan automáticamente clasificados como suelo rústico, con la categoría de suelo rústico común, en virtud de este decreto ley, los
terrenos siguientes:

a) Los clasificados por el planeamiento general como suelo urbanizable no programado, con vigencia superior a ocho años, que no
hubieran aprobado inicialmente el Programa de Actuación Urbanística con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 12/2017, de
29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears.

b) Los clasificados por el planeamiento general como suelo urbanizable o apto para la urbanización, destinados a uso residencial,
turístico o mixto, que en el momento de entrada en vigor de este decreto ley cumplan con los siguientes requisitos:

i. Que el planeamiento general municipal donde se han previsto no esté adaptado a las determinaciones relativas al suelo
urbanizable establecidas por el correspondiente Plan Territorial Insular.
ii. Que no se haya iniciado la actuación material de nueva urbanización al amparo de los instrumentos de planeamiento y de
ejecución previstos en la legislación urbanística.
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iii. Que ya hayan vencido cualquiera de los plazos que, a efectos de legitimar o hacer efectiva la ejecución de dicha
actuación, estén previstos en los instrumentos de planeamiento, general o de detalle, o en el proyecto de urbanización, por
causas no imputables a la Administración.

2. En el caso de que no se hayan previsto los plazos a que se refiere la letra b), epígrafe iii anterior, se entenderá que estos han vencido si en
el momento de entrada en vigor de este decreto ley se dan las siguientes condiciones:

a) En el suelo urbanizable que no cuente con ordenación detallada, transcurridos ocho años de vigencia del instrumento de
planeamiento general y no haber recaído acto de aprobación definitiva del plan parcial.
b) En el suelo urbanizable que cuente con ordenación detallada, haber transcurrido cuatro años de vigencia del instrumento exigido
como presupuesto de la ejecución y no haber recaído acto de aprobación definitiva del proyecto de urbanización.
c) En el suelo urbanizable que cuente con ordenación detallada y proyecto de urbanización, haber transcurrido dos años desde la
aprobación definitiva del proyecto de urbanización y no haberse iniciado la ejecución material de la actuación de nueva urbanización.

3. A pesar de lo dispuesto en los apartados 1 y 2 anteriores, no se verán afectados por esta norma aquellos suelos en los que concurra
cualquiera de las circunstancias siguientes:

a) Que estén incluidos en convenios urbanísticos firmados, al amparo de los cuales se haya obtenido suelo para la construcción de
equipamientos e infraestructuras ya construidas o que tengan por objeto destinar sus usos lucrativos a vivienda de protección oficial
u otros regímenes de protección pública.
b) Que estén incluidos en el ámbito de un plan parcial o proyecto de urbanización en tramitación. A los efectos de este precepto, se
entenderá que un plan parcial o proyecto de urbanización está en tramitación si se ha aprobado inicialmente con anterioridad a la
entrada en vigor de este decreto ley y no han pasado ocho años de vigencia del instrumento de planeamiento general, en el caso de la
tramitación del plan parcial, o cuatro años de vigencia del instrumento exigido como presupuesto de la ejecución, en el caso de la
tramitación del proyecto de urbanización.
c) Que no hayan iniciado la ejecución material de la actuación de transformación urbanística por causas imputables a la
Administración.

4. Las reclasificaciones de suelos urbanizables conforme a lo previsto en este artículo no dan lugar a indemnización, de acuerdo con lo
establecido en la legislación estatal.

 

Capítulo III
Condiciones de ordenación del suelo rústico

Artículo 4
Determinaciones relativas a la implantación de nuevas edificaciones y usos en determinados terrenos de suelo rústico

1. No se pueden ubicar nuevas viviendas unifamiliares aisladas en los terrenos que estén incluidos dentro de las Áreas de Prevención de
Riesgos (SRP-APR) de erosión, de desprendimiento, de incendio y de inundación, a menos que estén vinculados a explotaciones
agropecuarias y de acuerdo con lo establecido en la legislación específica.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en aquellas parcelas incluidas parcialmente dentro de las Áreas de Prevención de Riesgos
(SRP-APR), se pueden autorizar los usos, las edificaciones o instalaciones de acuerdo con el plan territorial o el planeamiento, siempre que
la edificación no se emplace en la superficie de la parcela incluida dentro de la citada área. A los efectos de parcela mínima, edificabilidad,
ocupación, volumen máximo y otros parámetros edificatorios, la superficie a considerar será la totalidad de la parcela.

Artículo 5
Condiciones de edificación relativas al uso de vivienda unifamiliar en suelo rústico

1. Son aplicables a las edificaciones destinadas al uso de vivienda unifamiliar en el suelo rústico, siempre que este uso no esté prohibido, los
parámetros edificatorios, según las distintas categorías recogidas en el correspondiente Plan Territorial Insular, siguientes:

a) Superficie construible máxima, expresada en metros cuadrados de techo, que no puede superar los porcentajes de parcela
siguientes:

- En Red Natura 2000 y suelo rústico protegido que sea Área Rural de Interés Paisajístico (SRP-ARIP): 1%
- En el resto de categorías de suelo rústico: 1,5%

b) El porcentaje máximo de la parcela que se puede ocupar para la edificación y demás elementos constructivos es:
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- En Red Natura 2000, SRP-ARIP: 1,5%.
- En el resto de categorías de suelo rústico: 2%.

c) Volumen máximo del conjunto de la edificación, en cualquier categoría de suelo rústico: 900 m .3

2. El planeamiento territorial o urbanístico puede fijar parámetros más restrictivos que los anteriores.

Artículo 6
Medidas de integración paisajística y ambiental relativas a la recuperación y conservación de la finca

La solicitud de construcción de nuevas edificaciones y de reforma integral de las existentes en suelo rústico, salvo las vinculadas a
explotaciones agropecuarias que se regirán por la legislación específica, debe incluir un proyecto técnico que recoja todas las medidas de
integración paisajística y ambiental que se deben llevar a cabo en la totalidad de la finca, en función de sus características, tendentes a:

a) Recuperar y mantener la totalidad de los terrenos en buen estado según sus características naturales, en particular, mantener la
masa boscosa en condiciones que minimice la extensión de incendios forestales y de forma que no perjudique las especies protegidas
que deban preservarse y, en zonas agrícolas, mantener los cultivos tradicionales y las plantaciones frutales o, en otro caso, mantener
la explotación agraria existente.
b) Recuperar y mantener todos los elementos de valor etnográfico o cultural existentes en la finca, como es el caso de bancales,
paredes u otros elementos de piedra seca.
c) Eliminar los elementos de cierre construidos sin seguir los sistemas y materiales tradicionales propios de cada isla.
d) Reducir el impacto de la edificación sobre el cielo nocturno, garantizando el cumplimiento de la legislación vigente en materia de
contaminación lumínica.
e) Los cierres de las fincas y edificaciones sólo se podrán hacer con acabados tradicionales o bien con vallas cinegéticas que
permitan el paso de la fauna. Se adoptará la estructura y trazado que mejor se adecue al paisaje y se debe priorizar el uso de
elementos vegetales, que deben ser autóctonos.

 
Artículo 7
Medidas de ahorro de agua

1. Los proyectos de construcción de edificaciones en suelo rústico, salvo las vinculadas a explotaciones agropecuarias que se regirán por la
legislación específica, deben prever la recogida de las aguas pluviales de las cubiertas para su reutilización en las necesidades de la
edificación y/o de la finca.

2. El uso de vivienda unifamiliar en suelo rústico no puede dar lugar a la construcción de más de una piscina por finca. La lámina de espejo
de agua de las nuevas piscinas en suelo rústico no puede exceder de treinta y cinco (35) m  y su volumen, los sesenta (60) m .2 3

Disposición adicional única
Excepciones

Las previsiones del capítulo III no son de aplicación cuando el Pleno del Consejo Insular correspondiente haya aprobado definitivamente una
revisión o modificación del Plan Territorial Insular en los dos años anteriores a la vigencia de este decreto ley.

Disposición transitoria primera
Régimen transitorio aplicable a suelos urbanos sin urbanización consolidada, urbanizables o aptos para la urbanización

Mantienen la clasificación de suelo urbano o de suelo urbanizable programado o apto para la urbanización aquellos terrenos así clasificados
por instrumentos de planeamiento general que en el momento de la entrada en vigor de este decreto ley estén tramitando su adaptación a las
determinaciones relativas al suelo de desarrollo urbano del correspondiente Plan Territorial Insular.

A los efectos de la aplicación de esta disposición, se debe entender que se está tramitando la adaptación cuando se haya adoptado el acuerdo
de aprobación inicial del instrumento de planeamiento con anterioridad a la entrada en vigor de este decreto ley, y siempre que no haga más
de tres años del último acto esencial en la tramitación del procedimiento de adaptación del planeamiento municipal a las determinaciones
relativas al suelo de desarrollo urbano del correspondiente Plan Territorial Insular.

Disposición transitoria segunda
Régimen transitorio de las solicitudes de licencia en suelo rústico

Las determinaciones contenidas en este decreto ley en relación con el suelo rústico no son de aplicación a las solicitudes de licencia
urbanística de edificación que cuenten con la documentación completa que debe contener legalmente la solicitud y que hayan sido
presentadas a el Ayuntamiento respectivo antes de la entrada en vigor de este decreto ley.
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Disposición derogatoria única
Normas que se derogan

Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango que se opongan a este decreto ley, lo contradigan o sean incompatibles con lo
dispuesto y, en concreto, el apartado tercero de la disposición transitoria primera del Reglamento general de la Ley 2 / 2014, de 25 de marzo,
de ordenación y uso del suelo, para la isla de Mallorca.

Disposición final primera
Modificación de la Ley 5/2005, de 26 de mayo, para la conservación de los espacios de relevancia ambiental (LECO)

Se añade un último párrafo al apartado 4 del artículo 9, sobre procedimiento de elaboración, con la siguiente redacción:

Este procedimiento simplificado también se podrá aplicar en el caso de las modificaciones puntuales de los planes rectores de uso y gestión
de los espacios naturales protegidos y de los planes de gestión Natura 2000.

Disposición final segunda
Modificación del artículo 6 del Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo, de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la 
actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las administraciones públicas de las Illes Balears para paliar 
los efectos de la crisis ocasionada por la Covid-19.

Se modifica el contenido del artículo 6 del Decreto ley 8/2020, de 13 de mayo, de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la
actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las administraciones públicas de las Illes Balears para paliar los
efectos de la crisis ocasionada por la Covid-19, que pasa a tener la siguiente redacción:

Artículo 6
Procedimiento urbanístico extraordinario para la ordenación de sistemas generales de infraestructuras y equipamientos
para la implantación de actividades de recogida municipal de residuos (puntos verdes)

1. Con carácter extraordinario y para impulsar y revitalizar la actividad económica tras la crisis provocada por la pandemia del
SARS COV 2, y con el fin de atender la necesidad de áreas urbanizadas aptas para actividades que requieren de espacios adecuados
con un nivel bajo de edificación, como los vinculados a la recogida municipal de residuos (puntos verdes), se establece un
procedimiento urbanístico extraordinario para la ordenación de sistemas generales de infraestructuras y equipamientos.

2. Los sistemas generales de infraestructuras y equipamientos a que se refiere el apartado 1 de este artículo se pueden delimitar
preferentemente en suelo urbano, aunque también se podrán delimitar en cualquier clase de suelo, siempre que esté debidamente
justificado y no existan otras alternativas ya ordenadas en el planeamiento. En caso de que se delimiten en suelo rústico deben
ubicarse en categorías de suelo rústico común.

En el caso de municipios con más de un 90 por ciento de suelo rústico protegido también se pueden ubicar en áreas rurales de interés
paisajístico (ARIP) que no sean de naturaleza boscosa; en este caso dentro del mismo procedimiento se han de añadir medidas
compensatorias equivalentes para incrementar las superficies de suelo rústico protegido y, si no es posible, de incrementar el nivel
de protección de este.

3. La edificabilidad global máxima no puede superar 0,1 m  de techo por cada m  de suelo. El uso global principal debe ser el de2 2

infraestructuras y de equipamientos. El uso residencial y turístico es incompatible.

4. La administración promotora debe realizar una propuesta de delimitación y de ordenación del ámbito que debe ser sometida a la
tramitación ambiental correspondiente. Junto con la documentación técnica para la ordenación ha de elaborar un estudio de
movilidad generada que incluya las medidas necesarias para garantizar una conectividad adecuada al sistema viario. Asimismo, se
elaborará un estudio de impacto paisajístico que incorpore las medidas correctoras necesarias para garantizar la integración adecuada
en el entorno.

5. Posteriormente la propuesta debe ser aprobada inicialmente con los efectos de suspensión de licencias previsto en la legislación
urbanística, y expuesta al público por un período común de 24 días hábiles, tanto en cuanto a la documentación sustantiva como la
ambiental y se solicitarán los informes preceptivos que deben ser emitidos en un plazo máximo de 20 días hábiles.

6. Una vez concluido el trámite de exposición pública, consulta y audiencia, se formulará la propuesta final para completar el trámite
de declaración ambiental estratégica y, posteriormente, con los ajustes que sean necesarios, para proceder a la aprobación definitiva
por parte del órgano competente de la administración promotora previo informe de la comisión insular competente en ordenación del
territorio y urbanismo, que debe ser emitido en un plazo máximo de 20 días hábiles.
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7. La aprobación definitiva de la propuesta se publicará en el Boletín Oficial de las Illes Balears (BOIB) y una vez publicada se
puede proceder a la ejecución prevista en la ordenación del sector delimitado y debe considerarse integrada en el planeamiento
urbanístico municipal. La aprobación definitiva de esta ordenación tiene los efectos previstos para los planes en la legislación
urbanística (publicidad, ejecutividad, obligatoriedad y declaración de utilidad pública).

8. Dado el carácter extraordinario de este procedimiento se limita su aplicación temporal de tal manera que sólo se podrá iniciar
durante un periodo de dos años desde la entrada en vigor de este decreto ley.

Disposición final tercera
Entrada en vigor

Este decreto ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de las Illes Balears.

 

Palma, 25 de mayo de 2020

 La presidenta
El consejero de Medio Ambiente y Territorio Francesca Lluch Armengol i Socias

Miquel Mir i Gual  
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III. Otras Resoluciones

Presidencia del Gobierno

1512	 DECRETO 43/2020, de 11 de mayo, del Presidente, por el que se deja sin efectos el 
apartado resolutivo quinto del Decreto 25/2020, de 17 de marzo, del Presidente, que 
establece las condiciones de conectividad marítima interinsular en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Canarias. 

Mediante Decreto 25/2020, de 17 de marzo, del Presidente, se establecen las condiciones 
de conectividad marítima interinsular en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias. 
Decreto dictado en uso de la habilitación al Presidente de la Comunidad Autónoma de 
Canarias para establecer las condiciones de conectividad marítima entre islas, establecida 
en el artículo 3 de la Orden TMA/246/2020, de 17 de marzo, por la que se establecen 
las medidas de transporte a aplicar a las conexiones entre la península y la Comunidad 
Autónoma de Canarias. 

En el apartado dispositivo quinto del citado Decreto se establece la prohibición de 
entrada en todos los puertos de Canarias de todos los buques y embarcaciones de recreo 
utilizados a título particular o en arrendamiento náutico (chárter), independientemente de su 
procedencia. Prohibición acordada para el ámbito interinsular, a semejanza de la establecida 
en el apartado 3 del artículo 1 de la citada Orden TMA/246/2020, de 17 de marzo, para los 
buques y embarcaciones de recreo con procedencia exterior al ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

En aplicación del Plan para la desescalada de las medidas extraordinarias adoptadas para 
hacer frente a la pandemia de COVID-19, aprobado por el Consejo de Ministros en su reunión 
de 28 de abril de 2020, mediante Orden TMA/400/2020, de 9 de mayo, se establecen las 
condiciones a aplicar en la fase I de la desescalada en materia de movilidad y se fijan otros 
requisitos para garantizar una movilidad segura. En su artículo 3 se regula la navegación, 
entre puertos o puntos del litoral del mismo municipio e islas no habitadas próximas, de los 
buques y embarcaciones dedicados al transporte turístico de pasajeros, que no sean buques 
de pasaje tipo crucero, los destinados a actividades de impartición de prácticas y cursos de 
formación, y los utilizados con finalidad recreativa o deportiva por sus propietarios o en 
arrendamiento náutico. En su artículo 7 se establecen las condiciones para el ejercicio de la 
navegación de recreo o deportiva y otras actividades aeronáuticas de recreo.

Procede, en consecuencia, dejar sin efectos la prohibición establecida en el apartado 
dispositivo quinto del Decreto 25/2020, de 17 de marzo, del Presidente, por el que se 
establecen las condiciones de conectividad marítima interinsular en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Obras Públicas, Transportes y Vivienda,

R E S U E L V O:

Primero.- Dejar sin efectos, desde las 00:00 horas del día 11 de mayo de 2020, el 
apartado dispositivo quinto del Decreto 25/2020, de 17 de marzo, del Presidente, por el 
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que se establecen las condiciones de conectividad marítima interinsular en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

Segundo.- El presente Decreto producirá efectos desde la fecha en que se dicte. Se 
publicará en el Boletín Oficial de Canarias para general conocimiento.

Contra el presente Decreto, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso 
potestativo de reposición ante este órgano, en el plazo de un mes a contar desde el día 
siguiente al de su publicación, o directamente recurso contencioso-administrativo ante el 
Juzgado competente de lo Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses a contar 
desde el día siguiente al de su publicación; en el caso de interponerse recurso de reposición, no 
se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que se resuelva expresamente 
el recurso de reposición o se produzca su desestimación presunta, y todo ello sin perjuicio 
de cualquier otro que pudiera interponerse.

En Canarias, a 11 de mayo de 2020.

EL PRESIDENTE,
Ángel Víctor Torres Pérez.
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I. Disposiciones generales

Presidencia del Gobierno

1633	 DECRETO 46/2020, de 26 de mayo, del Presidente, por el que se declara luto oficial  
en memoria de las víctimas por la pandemia del COVID-19.

El Gobierno de Canarias, como portavoz del sentimiento de los ciudadanos de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, rinde homenaje a las víctimas de la pandemia del 
COVID-19 y reconoce el dolor de una sociedad que ha dado lo mejor en unas circunstancias 
excepcionales por su dureza y dificultad.

Por ello,

D I S P O N G O:

Primero.- Declarar luto oficial, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
desde las 00:00 horas del día 27 de mayo de 2020 hasta las 00:00 horas del día 6 de junio 
de 2020.

Segundo.- Los efectos de la declaración de luto oficial decretado en el apartado anterior 
se concretan en que las banderas ondeen a media asta en todos los edificios públicos de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.

En Canarias, a 26 de mayo de 2020.

EL PRESIDENTE,
Ángel Víctor Torres Pérez.
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III. Otras Resoluciones

Presidencia del Gobierno

1686	 DECRETO 48/2020, de 29 de mayo, del Presidente, por el que se modifica 
puntualmente el Decreto 28/2020, de 18 de marzo, del Presidente, que establece 
medidas para el control de las personas que se desplacen por vía aérea o marítima 
en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias, con independencia de su 
procedencia y medio de transporte utilizado, en orden a la contención de la expansión 
del COVID-19.

Mediante Decreto 28/2020, de 18 de marzo, del Presidente, se establecen medidas 
para el control de las personas que se desplacen por vía aérea o marítima en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, con independencia de su procedencia y medio de 
transporte utilizado, en orden a la contención de la expansión del COVID-19.

Entre dichas medidas se encuentran las que figuran en su apartado dispositivo segundo, 
por el que se limita la ocupación de los medios de transporte, conforme al cual:

“En los aviones y en los buques en los que el billete otorga una plaza sentada o 
camarote, los operadores de transporte tomarán las medidas necesarias para procurar la 
máxima separación posible entre los pasajeros, debiendo limitar su ocupación al 50% de su 
capacidad”.

Con dicha limitación se fue especialmente riguroso, como lo requería la situación 
sanitaria en aquel momento, con la finalidad de contribuir a contener la propagación del 
virus. Limitación que, junto a otras adoptadas para potenciar la protección natural que 
brinda el hecho insular, nos ha llevado a la actual situación de reducción de la incidencia y 
prevalencia de la infección en esta Comunidad Autónoma.

El actual proceso de desescalada en el que todas las islas se encuentran en fase II, permite 
relajar esta medida y situarla en los términos establecidos en el artículo 14.2.g) del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, así como en el apartado 
4 del artículo 2 de la Orden TMA/400/2020, de 9 de mayo, por la que se establecen las 
condiciones a aplicar en la fase I de la desescalada en materia de movilidad y se fijan otros 
requisitos para garantizar una movilidad segura.

En su virtud, a propuesta conjunta de los Consejeros de Obras Públicas, Transportes y 
Vivienda, y de Administraciones Públicas, Justicia y Seguridad

R E S U E L V O:

Primero.- Modificar el apartado dispositivo segundo del Decreto 28/2020, de 18 de 
marzo, del Presidente, por el que se establecen medidas para el control de las personas 
que se desplacen por vía aérea o marítima en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, con independencia de su procedencia y medio de transporte utilizado, en orden a la 
contención de la expansión del COVID-19, que queda redactado en los siguientes términos:
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“Segundo.- Limitación de la ocupación de los medios de transporte.

En los aviones y en los buques en los que el billete otorga una plaza sentada o camarote, 
los operadores de transporte garantizarán, mediante el procedimiento que consideren más 
adecuado, el cumplimiento del artículo 14.2.g) del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. A estos efectos, se considerará suficiente ofrecer al público 
solo el 50% de la capacidad total de cada aeronave para asegurar la debida separación entre 
pasajeros”.

Segundo.- El presente Decreto se publicará en el Boletín Oficial de Canarias y las 
medidas en el mismo establecidas serán de aplicación desde el día de dicha publicación y 
hasta tanto se proceda a su revocación o modificación. 

Contra el presente Decreto, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso 
potestativo de reposición ante este órgano, en el plazo de un mes a contar desde el día 
siguiente al de su publicación, o directamente recurso contencioso-administrativo ante el 
Juzgado competente de lo Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses a contar 
desde el día siguiente al de su publicación; en el caso de interponerse recurso de reposición, no 
se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que se resuelva expresamente 
el recurso de reposición o se produzca su desestimación presunta, y todo ello sin perjuicio 
de cualquier otro que pudiera interponerse.

En Canarias, a 29 de mayo de 2020.

EL PRESIDENTE,
Ángel Víctor Torres Pérez.

boc-a-2020-106-1686
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   PARLAMENTO DE CANTABRIA

   CVE-2020-3370   Ley de Cantabria 2/2020, de 28 de mayo, de Concesión de Ayudas 
Económicas para mejorar las rentas de personas trabajadoras afecta-
das por expedientes de regulación temporal de empleo en el contexto 
de la crisis ocasionada por la pandemia de COVID-19.

   EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA 

 Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad 
el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2º del Estatuto de Autonomía para Can-
tabria, promulgo la siguiente: 

 Ley de Cantabria 2/2020, de 28 de mayo, de Concesión de Ayudas Económicas 
para mejorar las rentas de personas trabajadoras afectadas por expedientes de regulación 
temporal de empleo en el contexto de la crisis ocasionada por la pandemia de COVID-19 

 PREÁMBULO 

 La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación de 
emergencia de salud pública ocasionada por la COVID-19 a pandemia internacional. La rapi-
dez en la evolución de los hechos, a escala nacional e internacional, requiere la adopción de 
medidas inmediatas y efi caces para hacer frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraor-
dinarias que concurren constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme 
magnitud tanto por el muy elevado número de personas afectadas, como por el extraordinario 
riesgo para sus derechos. 

 Como consecuencia de la emergencia de salud pública ocasionada por la COVID-19, el Go-
bierno de España declaró el Estado de Alarma en todo el territorio nacional mediante el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

 El impacto que está teniendo esta situación de excepcionalidad obliga a los poderes públi-
cos, en el ámbito de sus competencias, a adoptar con la máxima celeridad aquellas medidas 
tendentes a paliar los efectos que está sufriendo nuestra sociedad. 

 La paralización de gran parte de la actividad económica hace necesaria la adopción de 
medidas que atenúen los efectos de la brusca disminución de ingresos de aquellos sujetos 
económicos más vulnerables. 

 Uno de los colectivos que más pueden sufrir esta crisis son las personas trabajadoras por 
cuenta ajena con rentas bajas. 

 Por otro lado, el pasado 17 de marzo, el Gobierno de España, a través del Real Decreto-Ley 
8/2020, de Medidas Urgentes Extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19, estableció medidas de fl exibilización de los mecanismos de ajuste temporal de 
actividad para priorizar el mantenimiento del empleo sobre la extinción de los contratos. 

 Desde el Gobierno de Cantabria se pretende coadyuvar en este marco de medidas, y en el 
marco del Diálogo Social ha alcanzado un acuerdo con las organizaciones empresariales y sindi-
cales más representativas en la Comunidad Autónoma de Cantabria, suscrito el día 28 de abril 
de 2020, en el que se contempla el establecimiento de ayudas económicas con la fi nalidad de 
reducir los efectos negativos que las suspensiones y reducciones de jornada temporales de los 
contratos tienen sobre las personas trabajadoras con rentas más bajas, mediante el estableci-
miento de ayudas económicas que compensen la reducción de los ingresos que están sufriendo. 
Esta medida, así como otras incorporadas en el acuerdo, fueron enriquecidas con las propuestas 
aportadas por los grupos parlamentarios fi rmantes de la presente proposición de Ley. 
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 El otorgamiento de estas ayudas, que tendrán la consideración de subvenciones públicas, 
se realizará a través del procedimiento de concesión directa, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, dado que 
su otorgamiento vendrá impuesto a la Administración Autonómica por la presente Ley, para lo 
que se seguirá el procedimiento establecido en esta norma. 

 De esta forma, tras la entrada en vigor la presente Ley, el procedimiento se iniciará y se 
impulsará de ofi cio en todos sus trámites, sin que sea necesaria la presentación de solicitud ni 
documentación por parte de las personas benefi ciarias para la concesión de la subvención. A 
tal efecto, el Servicio Cántabro de Empleo obtendrá los datos necesarios del Sistema de Infor-
mación de los Servicios Públicos de Empleo de aquellas personas que cumplan los requisitos 
establecidos para percibir las ayudas. 

 Se establece como requisito que las personas afectadas no perciban complemento de su 
prestación por parte de su empresa, si bien dicho requisito será objeto de comprobación pos-
terior a la concesión y el pago de las ayudas. 

 Completada la información, el Servicio Cántabro de Empleo elevará propuesta de resolución 
de concesión de las ayudas, que podrá realizarla en un solo acto o en varios para lotes sucesi-
vos, según sea necesario para agilizar la concesión y pago. 

 Siguiendo principios de celeridad y simplifi cación, la concesión y el pago de las ayudas es-
tarán exentos de función interventora, por lo que se someterán a control fi nanciero posterior. 

 La concesión de las ayudas corresponderá a la consejera de Empleo y Políticas Sociales y 
la Resolución o Resoluciones que se dicten serán objeto de publicación en el Boletín Ofi cial de 
Cantabria. 

 Atendiendo a razones de índole organizativa y de efi cacia administrativa, la preparación de 
los expedientes se encarga a la Agencia Cántabra de Administración Tributaria. 

 Para la concesión de las ayudas, así como para su pago, las personas benefi ciarias de estas 
ayudas quedan exentas de la acreditación del cumplimiento del requisito general de estar al 
corriente de sus obligaciones tributarias, frente a la Seguridad Social o frente a la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Cantabria, impuestas por las disposiciones vigentes, o de 
cualquier otro ingreso de Derecho público, incluyendo el pago de obligaciones por reintegro de 
subvenciones, pues su exigibilidad resulta contraria al espíritu y fi nalidad de las ayudas que 
regula la presente Ley. 

 Finalmente, el conjunto de trámites que deberán realizarse para hacer efectivas estas ayu-
das, exige del tratamiento de datos de carácter personal entre diferentes órganos de las Ad-
ministraciones Públicas. Las comunicaciones de datos que resulten necesarias para su trami-
tación, se consideran fundadas en el cumplimiento de una misión realizada en interés público, 
por lo que no será necesario recabar el consentimiento de aquellas. Todo ello, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 6.1.e) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que 
se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos). 

 En virtud de lo señalado, y al objeto de conseguir los fi nes que han quedado expuestos, se 
propone: 

 Artículo 1. Objeto, naturaleza y régimen jurídico. 
 1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de la concesión de ayudas económicas 

para mejorar las rentas de personas trabajadoras afectadas por expedientes de regulación 
temporal de empleo, en el contexto de la crisis ocasionada por la pandemia de COVID-19. 

 2. Las ayudas económicas tendrán la consideración de subvenciones públicas, sujetas al 
régimen jurídico establecido en esta Ley y en la legislación básica del Estado sobre la materia 
que, por sus características, les resulte de aplicación. 
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 3. La presente Ley tiene el carácter de bases reguladoras de las subvenciones que contem-
pla, para cuya concesión no será necesaria la publicación de acto previo de convocatoria. 

 4. Las ayudas reguladas en esta Ley serán compatibles con cualesquiera otras subvencio-
nes, ayudas, ingresos o recursos para la misma fi nalidad, procedentes de cualesquiera Admi-
nistraciones o entes públicos o privados, locales, autonómicos, estatales, de la Unión Europea 
o de organismos internacionales. 

 Artículo 2. Personas benefi ciarias. 
 1. Serán personas benefi ciarias de estas ayudas las personas trabajadoras a las que el 

Servicio Público de Empleo Estatal o el Instituto Social de la Marina haya reconocido una pres-
tación con motivo de su inclusión en un Expediente de Regulación Temporal de Empleo (ERTE), 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 25 del Real Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
Medidas Urgentes Extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del CO-
VID-19, y que cumplan los siguientes requisitos: 

 a) Que estén inscritas en el Servicio Cántabro de Empleo a efectos del percibo de dicha 
prestación. 

 b) Que la base reguladora de la prestación personal reconocida no supere la cuantía de 
2.500,00 euros. 

 c) Que no perciban complemento alguno a cargo de sus empresas. 
 2. Para tener derecho a la ayuda, la prestación reconocida por el Servicio Público de Empleo 

Estatal o Instituto Social de la Marina deberá cumplir, además, con los siguientes requisitos: 
 a) Tener una fecha de inicio de disfrute comprendida entre el 9 de marzo de 2020 y el 9 de 

mayo de 2020, ambas fechas inclusive. 
 b) Tener o haber tenido una duración mínima de treinta días naturales computados entre la 

fecha de inicio y la fecha de fi nalización de la prestación. 
 3. De conformidad con lo establecido en el artículo 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de no-

viembre, General de Subvenciones, y en el artículo 12.2 de la Ley de Cantabria 10/2006, de 
17 de julio, de Subvenciones de Cantabria, atendiendo a la naturaleza de las ayudas y a la 
condición de las personas benefi ciarias, no serán de aplicación las prohibiciones establecidas 
en dichos preceptos. 

 Artículo 3. Cuantía y fi nanciación de las ayudas. 
 1. La cuantía de la ayuda ascenderá a 200,00 euros por persona. 
 2. Las ayudas se fi nanciarán a través del crédito presupuestario que se deberá crear a tal 

efecto en la Sección 13: Servicio Cántabro de Empleo, de los vigentes Presupuestos Generales 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria para 2020. 

 3. El crédito presupuestario para fi nanciar estas ayudas tendrá carácter de ampliable. 

 Artículo 4. Procedimiento de concesión. 
 1. El procedimiento para el otorgamiento de estas ayudas será el de concesión directa, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 22.2.b) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones. 

 2. El procedimiento se iniciará y se impulsará de ofi cio en todos sus trámites. A tal efecto, 
el Servicio Cántabro de Empleo obtendrá los datos necesarios del Sistema de Información de 
los Servicios Públicos de Empleo de aquellas personas que cumplan los requisitos establecidos 
en el artículo 2, salvo el indicado en la letra c) del artículo 2.1, que será objeto de seguimiento 
y control posterior a la concesión y pago de las ayudas. 

 3. Atendiendo a razones de índole organizativa y de efi cacia administrativa, la preparación 
de los expedientes será realizada por la Agencia Cántabra de Administración Tributaria. 
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 4. Completada la documentación anterior, el Servicio Cántabro de Empleo, que actuará 
como órgano instructor del procedimiento, elevará propuesta de resolución de concesión de las 
ayudas, que podrá realizarla en un solo acto o en varios para lotes sucesivos. 

 5. La concesión de las ayudas estará exenta de función interventora previa y se someterá a 
control fi nanciero posterior, y corresponderá a la Consejera de Empleo y Políticas Sociales, que 
será así mismo la competente para la autorización y el compromiso del gasto. 

 6. Se establece un plazo de dos meses para dictar la resolución o resoluciones que proce-
dan, contados a partir del día siguiente a la entrada en vigor de la presente Ley. 

 7. La Resolución o Resoluciones que se dicten agotarán la vía administrativa y contra las 
mismas cabrá interponer recurso potestativo de reposición o directamente recurso conten-
cioso-administrativo, en los términos establecidos en la legislación básica del Estado. 

 Artículo 5. Publicación de la Resolución. 
 Atendiendo a la pluralidad de personas interesadas en el procedimiento, la Resolución o Re-

soluciones que se dicten serán objeto de publicación en el Boletín Ofi cial de Cantabria, siendo 
de aplicación lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley Orgánica 3/2018, de 
5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. Los 
datos publicados se limitarán a indicar DNI/NIE ofuscado, nombre y apellidos y cuantía de la 
subvención concedida. 

 La publicación a través de este medio sustituirá a la notifi cación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 45.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Adminis-
trativo Común de las Administraciones Públicas. 

 Artículo 6. Pago y justifi cación. 
 1. Dictada la Resolución de la concesión, se tramitará de ofi cio el expediente de reconoci-

miento de la obligación de pago, correspondiendo su autorización a la consejera de Empleo y 
Políticas Sociales. 

 El pago se realizará mediante transferencia bancaria en una cuenta corriente en la que la 
persona benefi ciaria fi gure como titular y así conste en las bases de datos accesibles por la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria. En el caso de no constar cuenta co-
rriente a nombre de alguna persona benefi ciaria, la Agencia Cántabra de Administración Tribu-
taria requerirá dicha información de los interesados. De ser necesario, se darán de alta como 
terceros las personas benefi ciarias, a través del procedimiento que establezca la Intervención 
General. 

 La fase de reconocimiento de obligación y el pago estarán exentos de función interventora 
previa y se someterán a control fi nanciero posterior. 

 2. A la justifi cación le será de aplicación lo previsto en el artículo 30.7 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 

 Artículo 7. Obligaciones de las personas benefi ciarias y de las empresas. 
 1. Las personas benefi ciarias de estas ayudas tendrán las obligaciones previstas con carác-

ter general en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y, en particular, 
las siguientes: 

 a) Facilitar cuantos datos e información relacionados con la ayuda concedida les sean re-
queridos por la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 

 b) Comunicar al Servicio Cántabro de Empleo la percepción de complemento a la prestación 
por parte de su entidad empleadora. 

 c) Comunicar al Servicio Cántabro de Empleo cualquier incidencia que se produzca en re-
lación con el percibo de su prestación concedida por el Servicio Público de Empleo Estatal que 
pudiera afectar al mantenimiento de la ayuda otorgada. 
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 d) Proceder al reintegro de la subvención en el caso de incumplimiento de alguno de los 
requisitos establecidos para su percepción. 

 2. Las empresas estarán obligadas a suministrar la información necesaria para la compro-
bación de los requisitos establecidos para la obtención de estas ayudas, que pueda ser reque-
rida por los órganos de seguimiento y control. 

 Artículo 8. Reintegro de la subvención. 
 1. Procederá el reintegro de la cantidad percibida y la exigencia del interés de demora 

correspondiente desde el momento del pago de la ayuda hasta la fecha en que se acuerde la 
procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a esta, 
en los siguientes casos: 

 a) En el caso de que se declare judicialmente la nulidad de la suspensión o reducción de jor-
nada del contrato de trabajo, que haya dado lugar a la percepción de la prestación reconocida 
por el Servicio Público de Empleo Estatal. 

 b) En el caso de que la persona benefi ciaria haya percibido complemento a la prestación por 
parte de su entidad empleadora. 

 c) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de comprobación y control 
fi nanciero previstas en la normativa sobre subvenciones públicas. 

 2. En el caso de renuncia a la subvención por parte de personas benefi ciarias, procederán 
al reintegro voluntario de las cantidades en su caso recibidas a través del procedimiento deter-
minado por la consejería competente en Economía y Hacienda. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA 
 Tratamiento de datos de carácter personal 

 Los tratamientos de datos personales de las personas benefi ciarias, y las cesiones de los 
mismos entre las Administraciones Públicas que resulten necesarias para la tramitación de 
estas ayudas, se consideran fundadas en el cumplimiento de una misión realizada en interés 
público, por lo que no será necesario recabar el consentimiento de aquellas. 

 DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA 
 No suspensión de plazos 

 En aplicación del apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020 
de 14 de marzo, por el que se declara el Estado de Alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, la suspensión de plazos no se aplicará al procedi-
miento de concesión y pago de estas ayudas, por ser un procedimiento referido a situaciones 
estrechamente vinculadas a los hechos que justifi can el Estado de Alarma. 

 DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA 
 Facultad de desarrollo 

 Se faculta a la consejera de Empleo y Políticas Sociales para dictar las instrucciones y adop-
tar las medidas que considere oportunas para la aplicación y ejecución de lo establecido en 
esta Ley. 

314



i boc.cantabria.esPág. 1399

JUEVES, 28 DE MAYO DE 2020 - BOC EXTRAORDINARIO NÚM. 44

6/6

C
V

E-
20

20
-3

37
0

 DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA 
 Entrada en vigor 

 La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Ofi cial de 
Cantabria. 

 Palacio del Gobierno de Cantabria, 28 de mayo de 2020. 
 El presidente de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 

 Miguel Ángel Revilla Roiz. 
 2020/3370 
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   PARLAMENTO DE CANTABRIA

   CVE-2020-3371   Ley de Cantabria 3/2020, de 28 de mayo, de Agilización en la Gestión 
de las Ayudas a tramitar por la Sociedad de Desarrollo Regional de 
Cantabria, S.A. (SODERCAN) para atender a las situaciones económi-
cas derivadas de la pandemia causada por el COVID-19.

   EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA 

 Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su Majestad 
el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2º del Estatuto de Autonomía para Can-
tabria, promulgo la siguiente: 

 Ley de Cantabria 3/2020, de 28 de mayo, de Agilización en la Gestión de las Ayudas 
a tramitar por la Sociedad de Desarrollo Regional de Cantabria, S. A. (SODERCAN) para 

atender a las situaciones económicas derivadas de la pandemia causada por el COVID-19 

 PREÁMBULO 

 La pandemia originada por el COVID-19 aconseja impulsar por la Administración de la Co-
munidad Autónoma de Cantabria y, en su caso, por algunas entidades que forman parte de su 
sector público institucional, como la Sociedad para el Desarrollo Regional de Cantabria, S. A. 
(SODERCAN, S. A.), cuantas líneas de ayudas se consideren necesarias en orden a mitigar, en 
lo posible, las consecuencias económicas derivadas de la misma, así como adoptar, en relación 
con las mismas, las medidas que resulten necesarias en orden a tramitar con la deseable ce-
leridad, pero sin merma de la necesaria seguridad jurídica, la resolución de los procedimientos 
de concesión de tales ayudas. 

 Con el citado propósito se promueve esta reforma legal que, en particular, pretende agilizar 
la gestión de las ayudas que se estén tramitando o se vayan a tramitar por SODERCAN, S. A. 
para atender a las situaciones derivadas de la pandemia causada por el COVID-19 que nos 
afecta. 

 Como la medida está íntimamente vinculada a la situación de la crisis sanitaria, se esta-
blece una vigencia de 6 meses, por lo que en buena técnica jurídica se estima más correcto 
adoptar estas decisiones desde una Ley especial, evitando así modifi car con carácter de per-
manencia la Ley de Subvenciones para atender una situación coyuntural. 

 En virtud de lo señalado, y al objeto de conseguir los fi nes que han quedado expuestos, se 
propone: 

 Artículo único. Régimen jurídico excepcional de las subvenciones vinculadas a la pandemia 
COVID-19 que se otorguen por sociedades mercantiles que formen parte del Sector Público 
Institucional de la Comunidad Autónoma. 

 Excepcionalmente y con el único propósito de favorecer la resolución de los expedientes con 
celeridad y exclusivamente en relación con las líneas de ayudas que se tramiten por la Socie-
dad para el Desarrollo Regional de Cantabria S. A. (SODERCAN, S. A.), por cualquiera de los 
procedimientos de concesión legalmente establecidos, para paliar las consecuencias derivadas 
del COVID-19, la consejería que ejerza la tutela de la sociedad, además de las funciones cuya 
competencia se le atribuye en el apartado b) de la disposición adicional decimocuarta de la Ley 
10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria, será también competente para ejercer 
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aquellas funciones vinculadas a la comprobación del cumplimiento de los requisitos y obliga-
ciones establecidos en los artículos 12 y 13 de la citada Ley en relación con los benefi ciarios de 
las ayudas y aquellas vinculadas al apoyo en las tareas de instrucción y tramitación atribuidas 
ordinariamente a SODERCAN, S. A., en los términos previstos en las bases reguladoras de cada 
una de las ayudas o subvenciones. 

 DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA 
 Régimen transitorio 

 Lo dispuesto en esta Ley será también de aplicación a las ayudas reguladas por la Orden 
INN/11/2020, de 25 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas 
a conceder por SODERCAN, S. A. destinadas a paliar el impacto derivado de la crisis sanitaria 
ocasionada por el Covid-19 sobre las microempresas y autónomos de Cantabria (cheques de 
resistencia). 

 DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA 
 Vigencia 

   
 La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Ofi cial de 

Cantabria y tendrá una vigencia de seis meses contados desde esa fecha. 

 Palacio del Gobierno de Cantabria, 28 de mayo de 2020. 
 El presidente de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 

 Miguel Ángel Revilla Roiz. 
 2020/3371 
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       6. SUBVENCIONES Y AYUDAS
   CONSEJO DE GOBIERNO

   CVE-2020-3384   Decreto 38/2020, de 28 de mayo, por el que se regula la concesión 
directa de subvenciones por SODERCAN, S.A. a las personas trabaja-
doras por cuenta propia o autónomos afectados por la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19 (cheque autónomos).

   Las circunstancias extraordinarias provocadas por el COVID-19 han originado una crisis 
sanitaria de enorme magnitud que está afectando enormemente a la sociedad cántabra, con 
unas consecuencias sanitarias, sociales y económicas excepcionales que requieren la adopción 
de medidas que ayuden a mitigar el impacto causado por esta crisis. 

 En línea con lo anterior y con objeto de reforzar el apoyo a las personas trabajadoras autóno-
mas se considera necesario articular el régimen de ayudas regulado por medio de este Decreto, 
mediante el cual la Consejería de Innovación, Industria, Transporte y Comercio, a través de 
SODERCAN, pretende contribuir a atajar, al menos en parte, los efectos económicos de la pan-
demia, incentivando la actividad y el mantenimiento del empleo que generan los trabajadores 
autónomos en la región, prestando especial atención a aquellos que, como consecuencia de esa 
crisis sanitaria, se considera que están atravesando situaciones desfavorables en su negocio. 

 Teniendo en cuenta las singulares circunstancias y razones de interés público, social y 
económico ligadas a la actual situación del mercado de trabajo y, en particular, de las perso-
nas que luchan por mantener la actividad de sus negocios, la concesión de estas ayudas se 
articula a través de un procedimiento de concesión directa, que permite su concesión sin el 
establecimiento de un orden de prelación ni de prorrateo entre sus solicitantes. En defi nitiva, 
el solicitante de estas subvenciones que reúna todas las condiciones para su concesión, por el 
hecho de reunir los requisitos subjetivos exigidos y realizar el comportamiento establecido en 
la norma, adquirirá el derecho a la subvención. La actual coyuntura económica y social acon-
seja el establecimiento de procedimientos ágiles y efi caces que permitan la rápida percepción 
de las ayudas por parte de las personas benefi ciarias. 

 El artículo 22.3 c) de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria, establece 
que podrán concederse de forma directa, con carácter excepcional, aquellas subvenciones en 
que se acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debida-
mente justifi cadas que difi culten su convocatoria pública o cuando las características especiales 
de la persona benefi ciaria o de la actividad subvencionada excluyan la posibilidad de acceso a 
cualquier otro interesado, haciendo inexistente la concurrencia competitiva. Pues bien, las razo-
nes antes expuestas justifi can la concesión directa de las ayudas, sin que ello suponga menos-
cabo de los principios de igualdad y objetividad en la asignación de las subvenciones previstas y 
con pleno respeto a los principios de efi cacia y efi ciencia en la gestión del gasto público. 

 Por su parte, la disposición adicional decimocuarta de la citada Ley 10/2006, de 17 de ju-
lio, determina que las ayudas que se otorguen por las sociedades mercantiles autonómicas a 
través del procedimiento de concesión directa previsto en los artículos 22.3.c) y 29.2 de la Ley 
de Cantabria 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria, deberán ser aprobadas 
por medio de Decreto de Consejo de Gobierno, previa iniciativa de la sociedad mercantil auto-
nómica de que se trate y a propuesta de la Consejería que ostente su tutela. 

 Finalmente, por medio de Acuerdo del Consejo de Gobierno de 7 de mayo de 2020 se 
acordó la continuación del procedimiento de aprobación de este Decreto, en aplicación de lo 
previsto en el apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el Estado de Alarma para la Gestión de la Situación de Crisis 
Sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

 En su virtud, a propuesta del Sr. consejero de Innovación, Industria, Transporte y Comercio 
y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 28 de mayo de 2020, 
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 DISPONGO 

 Artículo 1. Objeto y benefi ciarios. 
 1. El presente Decreto tiene por objeto regular la concesión directa de subvenciones por 

SODERCAN, S. A. destinadas a paliar el impacto económico producido en la actividad de las 
personas trabajadoras por cuenta propia o autónomos como consecuencia de la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19 (cheque autónomos). 

 2. Podrán ser benefi ciarios de estas subvenciones las personas trabajadoras por cuenta 
propia o autónomos que cumplan los requisitos previstos en el artículo 5 de este Decreto y 
tengan residencia y domicilio fi scal en Cantabria. 

 Artículo 2. Importe de la subvención y fi nanciación. 
 1. El importe de la subvención consistirá en una cuantía de 286 euros. 
 2. El presupuesto estimativo para estas subvenciones asciende a 9.000.000 de euros. 

 Artículo 3. Régimen de concesión y régimen jurídico aplicable. 
 1. Estas subvenciones se concederán de forma directa conforme a los artículos 22.3 c) y 29 

de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 
 2. El presente régimen de subvenciones se ajustará a lo previsto en la Ley 10/2006, de 17 

de julio, de Subvenciones de Cantabria y demás normativa de general aplicación. Este régimen 
de ayudas se acoge también a lo dispuesto en el Reglamento (UE) número 1407/2013 de la 
Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis ("Diario Ofi cial de la 
Unión Europea" de 24 de diciembre de 2013). 

 Artículo 4. Compatibilidad de la subvención. 
 Estas subvenciones son incompatibles con cualquiera de las dos siguientes ayudas: 
 a) La prestación extraordinaria por cese de actividad contemplada en el artículo 17 del Real 

Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo, de Medidas Urgentes Extraordinarias para hacer frente 
al Impacto Económico y Social del COVID-19. 

 b) La subvención contemplada en Orden INN/11/2020, de 25 de marzo, por la que se es-
tablecen las bases reguladoras de las ayudas a conceder por SODERCAN, S. A. destinadas a 
paliar el impacto derivado de la crisis sanitaria ocasionada por el Covid-19 sobre las microem-
presas y autónomos de Cantabria (cheques de resistencia). 

 Artículo 5. Requisitos de los solicitantes de las subvenciones. 
 1. Las personas solicitantes de las subvenciones deberán cumplir los siguientes requisitos: 
 a) Ser persona trabajadora por cuenta propia o autónomo residente y con domicilio fi scal 

en Cantabria que desarrolle una actividad económica en esta comunidad autónoma con ante-
rioridad al 14 marzo de 2020. 

 b) Que en el ejercicio fi scal de 2018 la suma de las bases liquidables general y del ahorro 
recogidas en su declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (casillas 500 
y 510) sea inferior a 30.000 euros. 

 Este requisito no se exigirá a aquellos solicitantes que hayan iniciado su actividad con pos-
terioridad al 1 de enero de 2019. 

 c) Encontrarse de alta en el RETA o incorporada a la mutua de previsión social correspon-
diente con anterioridad al 14 de marzo de 2020 y no haber causado baja desde entonces, con 
independencia de que hayan tenido o no que suspender su actividad de manera temporal. 
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 d) No haber sido benefi ciaria de la prestación extraordinaria por cese de actividad contem-
plada en el artículo 17 del Real Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo, de Medidas Urgentes 
Extraordinarias para hacer frente al Impacto Económico y Social del COVID-19. 

 e) No haber sido benefi ciaria de la subvención regulada en la Orden INN/11/2020, de 25 
de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras de las ayudas a conceder por SO-
DERCAN, S. A. destinadas a paliar el impacto derivado de la crisis sanitaria ocasionada por el 
Covid-19 sobre las microempresas y autónomos de Cantabria (cheques de resistencia). 

 f) Estar al corriente de sus obligaciones tributarias con la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, la Agencia Cántabra de Administración Tributaria y la Tesorería General de la Segu-
ridad Social o la mutua de previsión social correspondiente, según el caso. 

 2. No podrán obtener la condición de personas benefi ciarias los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos que incurran en alguno de los supuestos contemplados en el artículo 12, 
apartado 2, de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 

 Artículo 6. Plazo y forma de presentación de solicitudes. 
 1. Las solicitudes podrán presentarse en el plazo de un mes desde el mismo día de la pu-

blicación de este Decreto en el Boletín Ofi cial de Cantabria. 
 2. Solo podrá presentarse una solicitud por persona trabajadora por cuenta propia o autónomo. 
 3. La solicitud deberá presentarse por vía telemática, con arreglo al modelo y siguiendo el 

procedimiento de tramitación establecido en el Gestor de Ayudas de SODERCAN, S. A. en la 
dirección web http://ayudas.sodercan.es. A este respecto, la presentación de las solicitudes 
exigirá que los interesados se den de alta en el Gestor de Ayudas de SODERCAN, S. A., dando 
los mismos de esta manera su consentimiento expreso para que todas las notifi caciones se les 
practiquen en la dirección electrónica indicada en su solicitud. Cualquier cambio en la dirección 
electrónica facilitada deberá ser comunicada a la mayor brevedad posible con objeto de que 
sea modifi cada en el Gestor de Ayudas de SODERCAN, S. A. 

 La solicitud deberá ser suscrita por la persona trabajadora por cuenta propia o autónomo 
mediante certifi cado digital o fi rma escaneada del modelo de solicitud. 

 La solicitud también podrá ser presentada y fi rmada por el representante legal (asesor, 
gestor, etc.) de la persona trabajadora por cuenta propia o autónomo, previa cumplimentación 
de la correspondiente autorización según modelo descargable en el Gestor de Ayudas de SO-
DERCAN, S. A. 

 Excepcionalmente la solicitud podrá presentarse de manera presencial en las ofi cinas de 
SODERCAN, S. A. (C/ Isabel Torres, nº 1, 39011, Santander), siempre que, con carácter pre-
vio, se concierte una cita para realizar esta presentación, debiendo acompañarse a tal efecto 
los documentos a que se refi ere el artículo 7 de este Decreto. 

 Artículo 7. Documentación que debe acompañarse a la solicitud. 
 1. Para la cumplimentación de la solicitud en tiempo y forma el solicitante deberá seguir los 

pasos establecidos en el Gestor de Ayudas de SODERCAN, S. A. y adjuntar de forma telemática 
la siguiente documentación: 

 a) Formulario de solicitud debidamente cumplimentado y fi rmado, según modelo descarga-
ble del Gestor de Ayudas de SODERCAN, S. A. 

 b) Copia del DNI/NIE/NIF de la persona solicitante. 
 c) En su caso, autorización para la presentación de la solicitud por medio de representante 

legal (asesor, gestor, etc), según modelo descargable del Gestor de Ayudas de SODERCAN, S. 
A. 

 d) Copia del DNI/NIE/NIF de la persona que ostente la representación legal, si es el caso. 
 e) Declaración responsable de cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 5 de 

este Decreto para la concesión de la subvención, debidamente cumplimentada según modelo 
descargable del Gestor de Ayudas de SODERCAN, S. A. 
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 f) Documento emitido por la entidad bancaria que acredite la titularidad de la cuenta ban-
caria del interesado a fecha actual. 

 g) Si la persona trabajadora por cuenta propia o autónomo está dada de alta en una mutua 
de previsión social, justifi cante de estar de alta en la misma con anterioridad al 14 de marzo 
de 2020 y de no haber causado baja desde entonces. En el caso de que la mutua de previsión 
social de que se trate accediera a facilitar esta información a SODERCAN, S. A. con el consenti-
miento del solicitante, bastará la autorización del interesado en este sentido, cumplimentando 
la casilla de la solicitud habilitada a tal efecto. 

 2. La presentación de la solicitud y de la declaración responsable a que se refi ere el apar-
tado anterior conllevará la autorización del solicitante para que la Consejería de Innovación, 
Industria, Transporte y Comercio obtenga de forma directa información del cumplimiento de 
los requisitos exigidos en el artículo 5 de este Decreto, información que pondrá a disposición 
de SODERCAN, S. A. 

 En todo caso, el solicitante manifestará su consentimiento expreso a dicha autorización 
cumplimentando la casilla de la solicitud habilitada a tal efecto. En caso contrario deberá pre-
sentar, junto con su solicitud de subvención, la siguiente documentación: 

 a) Certifi cados en vigor de estar al corriente de las obligaciones tributarias con la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, la Agencia Cántabra de Administración Tributaria y con la 
Seguridad Social. 

 b) Declaración sobre el Impuesto de la Renta de las Personas Físicas correspondiente al 
ejercicio fi scal de 2018. 

 c) Informe de vida laboral de la cuenta de cotización acreditativo del alta del autónomo 
solicitante en el RETA. 

 Artículo 8. Instrucción y resolución. 
 1. La ordenación e instrucción del procedimiento de concesión de las subvenciones corres-

ponderá a la dirección de área correspondiente de SODERCAN, S. A., sin perjuicio de la posi-
bilidad de recabar el auxilio de la Consejería de Innovación, Industria, Transporte y Comercio 
para la realización de las tareas de apoyo que resulten necesarias. 

 2. Recibidas las solicitudes, el órgano competente instruirá los procedimientos, comprobando 
el cumplimiento de los requisitos exigidos en este Decreto y, en su caso, requiriendo a los 
solicitantes para que aporten cuanta documentación e información complementaria se estime 
oportuna para fundamentar su solicitud, así como para que se proceda a la subsanación de los 
defectos apreciados en la solicitud, todo ello en el plazo de 10 días hábiles a partir del siguiente 
a la notifi cación del requerimiento. Transcurrido dicho plazo sin haber cumplido lo anteriormente 
dispuesto se les tendrá por desistidos de su solicitud, previa resolución correspondiente. 

 3. El órgano instructor, a la vista del expediente, formulará la correspondiente propuesta de 
resolución al órgano competente para resolver. La resolución del expediente será adoptada por 
el director general de SODERCAN, S. A. o persona expresamente facultada para ello mediante 
el apoderamiento correspondiente. La resolución de concesión determinará la cuantía de la 
subvención y cualesquiera condiciones particulares que deban cumplir las personas benefi cia-
rias. La denegación de la ayuda se motivará adecuadamente. 

 4. El plazo de resolución del procedimiento será de seis meses desde la fecha en que fi nalice 
el plazo de presentación de solicitudes. Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolu-
ción expresa podrá entenderse desestimada la solicitud, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 25.5 de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 

 5. La resolución que se adopte, que no agota la vía administrativa, es susceptible de recurso 
de alzada en el plazo de un mes computado a partir del día siguiente a su notifi cación ante el 
Consejero de Innovación, Industria, Transporte y Comercio. 

 6. La publicidad de las subvenciones concedidas al amparo de este Decreto se realizará de 
conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subven-
ciones de Cantabria. 
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 Artículo 9. Justifi cación y pago de la subvención. 
 La subvención se justifi cará con carácter previo a su concesión, mediante la comprobación 

del cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 5 de este Decreto. La subvención, 
una vez concedida, se abonará en un único pago mediante transferencia a la cuenta bancaria 
indicada en la solicitud. 

 Artículo 10. Obligaciones de las personas benefi ciarias. 
 1. Las personas benefi ciarias de la subvención deberán cumplir las obligaciones que, con 

carácter general, se recogen en el artículo 13 de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subven-
ciones de Cantabria. 

 2. En particular, las personas benefi ciarias deberán permanecer en alta en el Régimen Es-
pecial de Trabajadores Autónomos o en la mutua de previsión social correspondiente durante, 
al menos, los tres meses siguientes al abono de la ayuda. El cumplimiento de la referida obli-
gación será comprobado de ofi cio por SODERCAN, S. A. que se reserva el derecho de realizar 
cuantas actuaciones sean precisas para el cumplimiento del indicado fi n. 

 Artículo 11. Reintegro de la subvención. 
 1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia de interés de demora 

correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde 
la procedencia del reintegro en los casos previstos en los artículos 37.4 y 38 de la Ley 10/2006, 
de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. El procedimiento de reintegro se ajustará a lo 
establecido en el Capítulo II del Título II de dicha ley. 

 2. En particular, procederá el reintegro, igualmente, cuando la persona benefi ciaria haya 
causado baja en el RETA o en la mutualidad de previsión social alternativa correspondiente 
durante los tres meses posteriores al pago de la subvención. 

 Artículo 12. Seguimiento y control de la subvención. 
 SODERCAN, S. A. podrá efectuar cuantas comprobaciones e inspecciones considere nece-

sarias a fi n de garantizar el cumplimiento de los términos y condiciones establecidas en este 
Decreto. A tal fi n, la persona benefi ciaria de la subvención facilitará las comprobaciones ne-
cesarias para garantizar el cumplimento de la fi nalidad para la que se concedió la subvención 
y la correcta aplicación de los fondos percibidos. Asimismo, estará obligado a facilitar cuanta 
información relacionada con la subvención le sea requerida por la Intervención General de la 
Comunidad Autónoma, el Tribunal de Cuentas u otros órganos competentes, sin perjuicio de lo 
establecido en la normativa sobre protección de datos. 

 Artículo 13. Responsabilidad y régimen sancionador. 
 Las personas benefi ciarias de las ayudas estarán sometidas a las responsabilidades y ré-

gimen sancionador que sobre infracciones y sanciones administrativas en materia de subven-
ciones se establecen en el Titulo IV de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de 
Cantabria. 

 Artículo 14. Obligación de colaboración. 
 Los benefi ciarios de la subvención estarán obligados a prestar colaboración y facilitar cuanta 

información sea requerida en el ejercicio de las funciones de control que correspondan a SO-
DERCAN, S. A., a la Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, el Tribunal de Cuentas, así como a los órganos que, de acuerdo con la normativa 
aplicable, tengan atribuidas funciones de control. 
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 Disposición fi nal única. Entrada en vigor 

 El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Ofi cial de 
Cantabria. 

 Santander, 28 de mayo de 2020. 
 El presidente del Gobierno de Cantabria, 

 Miguel Ángel Revilla Roiz. 
 El consejero de Innovación, Industria, Transporte y Comercio, 

 Francisco L. Martín Gallego. 
 2020/3384     
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I.- DISPOSICIONES GENERALES

Consejería de Economía, Empresas y Empleo

Decreto 14/2020, de 12 de mayo, de concesión directa de subvenciones dirigidas a personas trabajadoras 
autónomas y microempresas afectadas por COVID-19, para la reactivación de la actividad económica y el 
empleo, cofinanciables en un 80% por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional. Extracto BDNS (Identif.): 
505757. [2020/2948]

Extracto del Decreto 14/2020, de concesión directa de subvenciones dirigidas a personas trabajadoras autónomas y 
microempresas afectadas por COVID-19, para la reactivación de la actividad económica y el empleo.

BDNS (Identif.): 505757

De conformidad con lo previsto en los artículos 17.3.b y 20.8.a de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, se publica el extracto de la convocatoria cuyo texto completo puede consultarse en la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones (http://www.pap.minhap.gob.es/bdnstrans/index):

Primero.- Beneficiarios.

Podrán ser beneficiarias de estas subvenciones las personas trabajadoras autónomas y las microempresas, cualquiera 
que sea su forma jurídica, que ejerzan una actividad económica en Castilla-La Mancha, y en las que concurran alguna 
de las dos siguientes circunstancias:

a) Que se hayan visto obligadas a la suspensión de su actividad económica conforme a lo dispuesto en el artículo 10 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.
b) Que no habiendo suspendido la actividad económica desarrollada, las personas autónomas trabajadoras o 
microempresas haya sufrido una reducción de su facturación en el mes natural anterior a la publicación del presente 
decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha de al menos el 60 por ciento, en relación con el mismo mes del 
ejercicio anterior. Cuando no sea posible tomar dicha referencia, la comparación se realizará en relación con el promedio 
mensual de la facturación efectuada desde el inicio de su actividad hasta la declaración del estado de alarma.

También podrán acceder a la condición de beneficiario las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad 
económica o patrimonio separado que, aun careciendo de personalidad jurídica, ejerzan una actividad económica en 
Castilla-La Mancha, y en las que concurran alguna de las dos circunstancias anteriormente señaladas.

Segundo.- Objeto.

El objeto del decreto es regular el procedimiento de concesión directa de subvenciones a las personas trabajadoras 
autónomas y microempresas, a través de una prestación económica única, para compensar las pérdidas económicas 
ocasionadas en sus actividades económicas consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, tras la 
entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de esa situación.

Incluye las siguientes líneas de subvención:

a) Línea 1: Subvenciones destinadas a personas trabajadoras autónomas sin asalariados.
b) Línea 2: Subvenciones destinadas a microempresas.

Tercero.- Bases reguladoras.

Este decreto tiene el carácter de bases reguladoras.
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Cuarto.- Cuantía.

El importe máximo del crédito destinado a la financiación de las subvenciones reguladas por el presente decreto 
asciende a 25.000.000,00 euros del presupuesto de gastos de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo para 
la anualidad 2020, según las líneas de subvenciones, distribuidos en las siguientes aplicaciones presupuestarias:

a) Línea 1: 19.04.322 A. 4761A FPA0090005, por importe de 15.000.000 euros.
b) Línea 2: 19.11.724 A. 47572 FPA0090005, por importe de 10.000.000 euros.

Quinto.- Plazo de presentación de solicitudes.

El plazo de presentación de solicitudes será de un mes a contar desde el día siguiente al de la publicación en el 
Diario Oficial de Castilla-La Mancha del texto completo del presente decreto.

Las solicitudes se dirigirán, en el supuesto de la Línea 1 a la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía 
Social, y en el supuesto de la Línea 2 a la Dirección General de Empresas, y se presentarán de forma telemática 
con firma electrónica, a través de los formularios incluidos en la sede electrónica de la Administración de la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha (https://www.jccm.es), que figuran en el presente decreto como anexo I y 
anexo II.

Solo podrá presentarse una solicitud por persona solicitante.

Todos los trámites relacionados con la solicitud se notificarán de forma electrónica, a través de la plataforma de 
notificaciones telemáticas, en la sede electrónica de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-
La Mancha. Para ello, en el momento de la solicitud, la entidad deberá estar dada de alta en la plataforma de 
notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha https://notifica.jccm.es/notifica/.

Sexto.- Otros.

Las subvenciones reguladas en este decreto, se otorgarán en régimen de concesión directa, atendiendo a las 
razones de interés económico y social que concurren con motivo de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, y 
a las medidas de contención adoptadas, al amparo de lo previsto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, y el artículo 75.2.c) del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La 
Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre.

Toledo, 12 de mayo de 2020
El Presidente

EMILIANO GARCÍA-PAGE SÁNCHEZ

La Consejera de Economía, Empresas y Empleo
PATRICIA FRANCO JIMÉNEZ

TEXTO COMPLETO DEL DECRETO 14/2020, DE 12 DE MAYO

La situación extraordinaria generada por la evolución del coronavirus COVID-19 ha determinado que el Gobierno 
de España aprobara el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, estableciendo las medidas imprescindibles 
para proteger la salud y la seguridad de los ciudadanos, contener la progresión de la enfermedad y reforzar el 
sistema de salud pública.

El estado de alarma declarado supone una serie de medidas de distanciamiento social, restricciones de movilidad, 
cuarentenas y bloqueos, que tienen por objeto garantizar que el choque sea lo más breve y limitado posible.

La naturaleza excepcional del brote de COVID-19 significa que dichos daños no podrían haberse previsto, son de 
una escala significativa y, por lo tanto, ponen a las empresas en escenarios muy diferentes de las condiciones del 
mercado en las que normalmente operan. Incluso las empresas preparadas para los riesgos inherentes al curso 
normal de los negocios, deben luchar en estas circunstancias excepcionales, ya que su viabilidad puede verse 
socavada.
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Sin duda las medidas adoptadas al declarase el estado de alarma, con el cierre de los establecimientos, 
inexorablemente tienen un impacto inmediato tanto en la demanda como en la oferta, y afectan tanto a empresas 
como a empleados. Uno de los efectos más inmediatos que el brote de COVID-19 supone para las empresas y 
por ello a sus empleados, debido a su falta de ingresos en estos momentos por las medidas instauradas, es una 
grave falta de liquidez, afectando seriamente a su situación económica a corto y medio plazo, pero también esa 
circunstancia puede tener efectos más duraderos al poner en peligro su supervivencia.

Según las estimaciones del Banco de España, “la epidemia causada por el coronavirus SARS-CoV-2 comportará 
consecuencias económicas muy severas en nuestro país, con una contracción del PIB en 2020 que superará con 
creces la que se produjo en cualquiera de los años de la crisis financiera global”. Se estima que serán las microempresas 
y las personas trabajadoras autónomas las que especialmente sufran con mayor dureza esas consecuencias 
económicas negativas, por lo que desde el Gobierno de Castilla-La Mancha se considera imprescindible un apoyo 
público bien dirigido para garantizar que este tipo de empresas dispongan de los recursos necesarios que permitan 
contrarrestar los daños al tejido productivo y para preservar la continuidad de su actividad y del empleo.

Este Decreto de ayudas se enmarca en el Plan de Medidas Extraordinarias para la Recuperación Económica de 
Castilla-La Mancha con motivo de la crisis del COVID-19, consensuado entre el Gobierno Regional y los agentes 
económicos y sociales más representativos de la Región.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en su disposición adicional tercera, dispone que se suspenden términos y 
se interrumpen los plazos para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público. No obstante, 
el apartado 3 prevé que desde la entrada en vigor del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, las entidades 
del sector público podrán acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos administrativos que 
vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma, o que 
sean indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los servicios.

En este sentido, habida cuenta de que el presente decreto tiene como objeto compensar las pérdidas económicas 
ocasionadas en sus actividades económicas consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 a las 
microempresas y personas autónomas, se justifica este procedimiento por venir referido a situaciones estrechamente 
vinculadas al estado de alarma.

Las razones expuestas justifican el interés público y social de estas subvenciones, habida cuenta de su finalidad y 
objeto y, por ello, se determina que la vía más adecuada es la subvención directa, de carácter excepcional, prevista 
en el artículo 75, 2.c) y 3 del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por Decreto 
Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, y en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, según los cuales podrán concederse de forma directa las subvenciones en las que se acrediten 
razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su 
convocatoria pública.

Las ayudas concedidas en el marco de este Decreto podrán ser cofinanciadas por el Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional (Feder) con un porcentaje máximo del 80 %, de acuerdo con lo establecido en el Programa Operativo 
Regional del Feder de Castilla-La Mancha 2014-2020, y ajustándose al Reglamento (UE) nº 1301/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, sobre el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
y sobre disposiciones específicas relativas al objetivo de inversión en crecimiento y empleo y por el que se deroga 
el Reglamento (CE) nº 1080/2006, al Reglamento (UE) Nº 1407/2013 de la Comisión de 18 de diciembre de 2013 
relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas 
de minimis y, en su caso, a los nuevos Reglamentos que la Comisión pueda adoptar para este nuevo período 2014-
2020.

Por su parte, el artículo 37 del Reglamento de desarrollo del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La 
Mancha en materia de subvenciones, aprobado por el Decreto 21/2008, de 5 de febrero, establece que el Consejo de 
Gobierno aprobará por decreto, y a propuesta del titular de la Consejería a la que esté adscrito el órgano concedente, 
y previo informe de la Intervención General, las normas especiales, con el carácter de bases reguladoras de las 
subvenciones previstas en el artículo 75.2.c) del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha.

En su virtud, a propuesta de la Consejería Economía, Empresas y Empleo, y previa deliberación del Consejo de 
Gobierno en su reunión del día 12 de mayo de 2020,
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Dispongo:

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto, líneas y finalidad.

1. El presente decreto tiene por objeto regular la concesión directa de subvenciones a las personas trabajadoras 
autónomas y microempresas, a través de una prestación económica única, para compensar las pérdidas económicas 
ocasionadas en sus actividades económicas consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, tras 
la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de esa situación.

2. Se establecen dos líneas de subvenciones:

a) Línea 1: Subvenciones destinadas a personas trabajadoras autónomas sin asalariados.
b) Línea 2: Subvenciones destinadas a microempresas.

3. La finalidad de estas subvenciones es apoyar a las personas trabajadoras autónomas y microempresas, como 
medida de protección y soporte al tejido productivo y social de Castilla-La Mancha, para lograr que, una vez 
finalizado este período de crisis sanitaria, se produzca, lo antes posible, la reactivación de la actividad económica y 
se mantenga el empleo.

Artículo 2. Régimen jurídico.

1. Las subvenciones previstas en el presente decreto se regirán, además de por lo dispuesto en el mismo, por los 
preceptos básicos contenidos en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en su reglamento 
aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por la Orden HFP/1979/2016, de 29 de diciembre, por la 
que se aprueban las normas sobre los gastos subvencionables de los programas operativos del Fondo Europeo de 
Desarrollo Regional para el período 2014-2020, en la normativa sobre subvenciones contenida en el Título III del 
Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de 
noviembre, y en su Reglamento de desarrollo en materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de 
febrero.

2. Asimismo se regirán por el Reglamento (UE) nº 1407/2013 de la Comisión de 18 de diciembre de 2013 relativo 
a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de 
minimis, por lo que tienen el carácter de ayudas de minimis. Según dicho Reglamento las ayudas totales de minimis 
obtenidas por una empresa durante un periodo de tres ejercicios fiscales no deberán exceder de 200.000 euros. En 
caso de superar esta cantidad, la empresa beneficiaria procederá al reintegro del exceso obtenido sobre el citado 
límite, así como del correspondiente interés de demora de acuerdo con lo establecido en el artículo 78 del texto 
refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha.

3. También se regirán por el Reglamento (UE) nº 1301/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, sobre el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, y sobre disposiciones específicas relativas 
al objetivo de inversión en crecimiento y empleo y por el que se deroga el Reglamento (CE) nº 1080/2006; por el 
Reglamento (UE) nº 1303/2013 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el que se 
establecen disposiciones comunes relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo, 
al Fondo de Cohesión, al Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural y al Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, 
y por el que se establecen disposiciones generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo 
Social Europeo, al Fondo de Cohesión y al Fondo Europeo Marítimo y de la Pesca, y se deroga el Reglamento (CE) 
nº 1083/2006 del Consejo; y, en su caso, por la reglamentación comunitaria que en sustitución de los mencionados 
reglamentos estuviere vigente.

Artículo 3. Personas y empresas beneficiarias.

1. Podrán ser beneficiarias de estas subvenciones las personas trabajadoras autónomas y las microempresas, 
cualquiera que sea su forma jurídica, que ejerzan una actividad económica en Castilla-La Mancha, y en las que 
concurran alguna de las dos siguientes circunstancias:
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a) Que se hayan visto obligadas a la suspensión de su actividad económica conforme a lo dispuesto en el artículo 10 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.
b) Que no habiendo suspendido la actividad económica desarrollada, las personas autónomas trabajadoras o 
microempresas haya sufrido una reducción de su facturación en el mes natural anterior a la publicación del presente 
decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha de al menos el 60 por ciento, en relación con el mismo mes del 
ejercicio anterior. Cuando no sea posible tomar dicha referencia, la comparación se realizará en relación con el 
promedio mensual de la facturación efectuada desde el inicio de su actividad hasta la declaración del estado de 
alarma.

2. A los efectos de este decreto, se entienden por:

a) Personas trabajadoras autónomas, beneficiarias de la Línea 1, las personas físicas sin asalariados que realizan 
de forma habitual, personal y directa una actividad económica. Se excluyen las personas trabajadoras autónomas 
que solo desarrollan la actividad por cuenta propia dentro de una entidad sin personalidad jurídica.
b) Microempresas, beneficiarios de la Línea 2, las personas físicas trabajadoras autónomas con asalariados, las 
personas jurídicas (sociedades) y las comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o patrimonio 
separado que, aun careciendo de personalidad jurídica, ejerzan una actividad económica.

3. A los efectos de este decreto, la categoría de microempresa está constituida por aquellas empresas que ocupan 
a menos de 10 personas y cuyo volumen de negocios anual o balance general anual no excedan de 2 millones de 
euros, y se ajustan a la definición de microempresa establecida en la Recomendación 2003/361/CE de la Comisión 
sobre la definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas (DOUE L 124, de 20 de mayo de 2003).

4. No podrán acceder a la condición de beneficiarios por este decreto de acuerdo a lo establecido en el Reglamento 
(UE) nº1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, las empresas que operen en los sectores de la 
pesca y la acuicultura; empresas dedicadas a la producción primaria de productos agrícolas; empresas que 
operen en la transformación y comercialización de los productos agrícolas; actividades relacionadas con la 
exportación a terceros países o Estados miembros, entendiéndolo como las ayudas directamente vinculadas a las 
cantidades exportadas, al establecimiento y la explotación de una red de distribución o a otros gastos corrientes 
vinculados a la actividad exportadora; y las ayudas condicionadas a la utilización de productos nacionales en 
lugar de importados.

Asimismo, no serán subvencionables las actividades económicas relacionadas con:

a) Agricultura, ganadería, silvicultura y pesca, encuadradas en la sección A del Anexo del Real Decreto 475/2007, de 
13 de abril, por el que se aprueba la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 2009, CNAE-09.
b) Industria de la alimentación, fabricación de bebidas y tabaco encuadradas en los códigos 10, 11 y 12 de la sección 
C del CNAE-09.

5. Los beneficiarios de estas ayudas tendrán la consideración de beneficiarios a los efectos del artículo 2.10 del 
Reglamento (UE) nº 1303/2013 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 17 de diciembre de 2013, siempre que 
concurran los requisitos que en el mismo se establecen, y en consecuencia, vendrán obligados a cumplir cuantas 
obligaciones les imponga la normativa europea o nacional reguladora del Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(Feder).

Artículo 4. Requisitos para obtener la condición de personas y empresas beneficiarias.

1. Para acceder a la condición de beneficiarias, las personas solicitantes deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, o en su caso, con 
la Mutualidad de Previsión Social correspondiente, así como encontrarse al corriente en el pago de obligaciones por 
reintegro de subvenciones públicas, con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución de concesión.
b) Desarrollar la actividad que motiva la concesión de la subvención en Castilla-La Mancha, con anterioridad a la 
fecha de entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.
c) No estar incursos en alguna de las circunstancias establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre.
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d) No estar incursa la persona física, los administradores de las personas jurídicas o aquellos que ostenten la 
representación de aquellas, en ninguno de los supuestos de incompatibilidad que contempla la Ley 11/2003, de 
25 de septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, de conformidad con lo expuesto 
en el artículo 74.2 del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, o en aquellos regulados en la 
legislación electoral de aplicación.
e) No haber sido sancionadas, en virtud de resolución administrativa o sentencia judicial firme, por falta grave o muy 
grave en materia de prevención de riesgos laborales, durante el año inmediatamente anterior a la fecha de solicitud 
de la subvención.
f) Disponer, cuando así se establezca conforme a la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales, de un plan de prevención de riesgos laborales.
g) No haber aceptado ayudas con arreglo al Reglamento (UE) nº 1407/2013 de la Comisión de 18 de diciembre de 
2013 y a otros reglamentos de minimis durante los tres ejercicios fiscales, contabilizados a lo largo del periodo que 
comprende el ejercicio económico en curso y los dos ejercicios anteriores, que acumuladas excedan de 200.000 
euros.
h) No haber sido nunca objeto de sanciones administrativas firmes ni de sentencias firmes condenatorias por llevar 
a cabo prácticas laborales consideradas discriminatorias por la legislación vigente, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 34 de la Ley 4/2018, de 8 de octubre, para una Sociedad Libre de Violencia de Género en Castilla-La 
Mancha.

2. La acreditación de la concurrencia de las circunstancias que se establecen en el artículo 3.1 y del cumplimiento 
de los requisitos para obtener la condición de beneficiario de las ayudas reguladas en este decreto se realizará 
mediante declaración responsable con la cumplimentación y de conformidad con lo indicado en el anexo I y en el 
anexo II.

Artículo 5. Financiación.

1. El importe máximo del crédito destinado a la financiación de las subvenciones reguladas por el presente decreto 
asciende a 25.000.000,00 euros del presupuesto de gastos de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo para 
la anualidad 2020, según las líneas de subvenciones, distribuidos en las siguientes aplicaciones presupuestarias:

Líneas de ayuda Aplicación presupuestaria Personas beneficiarias Importe

Línea 1 19.04.322 A. 4761A FPA0090005 Personas trabajadoras autónomas sin 
asalariados 15.000.000

Línea 2 19.11.724 A. 47572 FPA0090005 Microempresas (ocupan a menos de 
10 personas) 10.000.000

2. Estas ayudas podrán ser cofinanciadas con un porcentaje máximo del 80% por el Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional (Feder) de acuerdo con lo establecido en el Programa Operativo de la Región de Castilla-La Mancha para 
la programación del Feder 2014-2020.

3. La cuantía total máxima establecida para cada línea de ayudas podrá incrementarse en los términos y condiciones 
previstos en el artículo 23.1, b) 1º, con una cuantía adicional de hasta el 40 % del importe total de la línea.

Asimismo, la cuantía total máxima para cada línea de ayudas podrá incrementarse sin necesidad de nueva 
convocatoria y sin que ello implique abrir un nuevo plazo de presentación de solicitudes, cuando se produzca una 
aportación finalista de otras Administraciones Públicas, por el importe de la misma.

La efectividad de la cuantía adicional queda condicionada a la declaración de disponibilidad del crédito y, en su 
caso, a la previa aprobación de la modificación presupuestaria que proceda. Una vez se declare la disponibilidad 
del crédito correspondiente a la cuantía que, en su caso, se hubiese previsto con carácter adicional, se tramitará el 
correspondiente expediente de gasto por el importe declarado disponible.

El nuevo importe que resulte del incremento deberá ser objeto de comunicación a la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones y de publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, con anterioridad a la finalización del plazo 
de presentación de solicitudes, sin que tal publicación implique la apertura de un nuevo plazo.
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Artículo 6. Cuantía de la subvención.

La cuantía de la subvención a recibir por cada persona beneficiaria tendrá en cuenta las líneas de subvenciones y 
el número de trabajadores equivalentes a tiempo completo que tenían en la fecha de presentación de la solicitud, 
de la forma siguiente:

a) En la línea 1, la cuantía de la subvención para las personas trabajadoras autónomas sin asalariados será de 1.500 
euros.
b) En la línea 2, la cuantía de la subvención para las microempresas, cualquiera que sea su forma jurídica, 
será de:
1º. 2.200 euros para las microempresas con hasta cinco trabajadores equivalentes a tiempo completo.
2º. 3.000 euros para las microempresas de más de cinco y menos de diez trabajadores equivalentes a tiempo 
completo.

A efectos del cómputo del número de trabajadores equivalentes a tiempo completo, se tendrá en cuenta la jornada 
contratada en relación con la jornada completa, e incluirá tanto los asalariados, como la persona trabajadora 
autónoma, como los socios, comuneros o partícipes que ejerzan una actividad regular en la empresa.

Capítulo II
Procedimiento de gestión de las subvenciones

Artículo 7. Procedimiento de concesión.

1. El procedimiento de concesión de estas subvenciones será el de concesión directa, atendiendo a las razones 
de interés económico y social que concurren con motivo de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, y a las 
medidas de contención adoptadas, al amparo de lo previsto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, y el artículo 75.2.c) del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La 
Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, así como en el artículo 37 del Reglamento 
de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en materia de subvenciones, 
aprobado por el Decreto 21/2008, de 5 de febrero

2. Las solicitudes de subvención se tramitarán y resolverán por orden de presentación de las mismas, en función del 
cumplimiento de los requisitos establecidos, siempre que la solicitud a aportar esté completa, y hasta el agotamiento 
de la financiación disponible.

Artículo 8. Solicitudes de subvención, forma y plazo de presentación.

1. El plazo de presentación de solicitudes será de un mes a contar desde el día siguiente al de la publicación en el 
Diario Oficial de Castilla-La Mancha del texto completo del presente decreto y de su extracto.

2. Las solicitudes se dirigirán, en el supuesto de la Línea 1 a la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía 
Social, y en el supuesto de la Línea 2 a la Dirección General de Empresas, y se presentarán de forma telemática 
con firma electrónica, a través de los formularios incluidos en la sede electrónica de la Administración de la Junta 
de Comunidades de Castilla-La Mancha (https://www.jccm.es), que figuran en el presente decreto como anexo I 
y anexo II. Al presentarse de esta forma, la documentación podrá ser digitalizada y presentada junto a la solicitud 
como archivos anexos a la misma.

Solo podrá presentarse una solicitud por persona solicitante.

3. No se admitirán a trámite, las solicitudes presentadas por medios distintos al anteriormente señalado, resolviéndose 
la inadmisión de las mismas, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

4. Si la solicitud no estuviera debidamente cumplimentada, no reúne los requisitos exigidos o no se acompañaran 
los documentos preceptivos, se requerirá al solicitante para que, en plazo máximo de diez días, subsane la falta o 
acompañe los documentos, indicándole que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su solicitud, previa 
resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
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5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9.2, todos los trámites relacionados con la solicitud se notificarán de 
forma electrónica, a través de la plataforma de notificaciones telemáticas, en la sede electrónica de la Administración 
de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. Para ello, en el momento de la solicitud, la entidad deberá estar 
dada de alta en la plataforma de notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
https://notifica.jccm.es/notifica/.

Artículo 9. Instrucción y resolución del procedimiento.

1. Corresponde la instrucción del procedimiento de concesión a los correspondientes servicios de las Delegaciones 
Provinciales de la Consejería competente en materia de autoempleo en el supuesto de la Línea 1 y de incentivación 
empresarial en el supuesto de la Línea 2, que realizarán de oficio cuantas actuaciones estimen necesarias para 
la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en la valoración del cumplimiento de los requisitos 
exigidos para la obtención de la condición de beneficiario.

El órgano instructor podrá dirigirse a los solicitantes interesados y realizar cuantas actuaciones estime necesarias 
para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deben formularse la 
correspondiente propuesta de resolución.

2. Una vez presentadas las solicitudes y su documentación adjunta, el órgano instructor procederá a verificar que 
la misma cumple con los requisitos para acceder a la subvención solicitada y formulará propuesta de resolución 
provisional debidamente motivada, que se publicará en el tablón de anuncios electrónico de la Administración de 
la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha (http://www.jccm.es), surtiendo todos los efectos de notificación 
practicada según lo dispuesto por el artículo 45.1.b) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, concediendo un plazo de 
10 días para presentar alegaciones.

Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta 
otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por la entidad interesada y la cuantía que figure en 
la solicitud presentada y el importe de la propuesta de resolución sean coincidentes. En este caso, la propuesta de 
resolución formulada tendrá el carácter de definitiva.

3. Examinadas las alegaciones aducidas, en su caso, por la persona interesada, el órgano instructor formulará la 
propuesta de resolución definitiva, que expresará la persona solicitante para el que se propone la concesión de la 
subvención y su cuantía.

4. El expediente de concesión de subvenciones contendrá el informe del órgano instructor en el que conste que 
de la información que obra en su poder se desprende que las personas solicitantes cumplen todos los requisitos 
necesarios para acceder a las mismas.

5. Las propuestas de resolución provisional y definitiva no crean derecho alguno a favor de las personas solicitantes 
propuesta frente a esta Administración, mientras no se le haya notificado la resolución de concesión.

6. A la vista de la propuesta de resolución, las personas titulares de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y 
Economía Social, en el supuesto de la Línea 1 y de la Dirección General de Empresas, en el supuesto de la Línea 
2, dictarán la resolución procedente, haciendo constar la identificación del beneficiario, obligaciones y cumplimiento 
de condiciones y el importe de la subvención.

7. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución no podrá exceder de un mes a partir de la fecha de la 
presentación de la solicitud. El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima a 
los interesados para entender desestimada por silencio administrativo la concesión de la subvención.

8. Contra la resolución, que no pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada, en el plazo de 
un mes, ante la persona titular de la Consejería competente en materia de empleo, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Artículo 10. Modificación de la resolución.

1. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención, así como y en todo 
caso, la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales o internacionales, podrá lugar a la modificación de la resolución de concesión.
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2. La resolución de modificación de concesión de ayuda deberá dictarse por la persona titular de la Dirección 
General que dictó la resolución de concesión, en el plazo de 15 días desde la fecha de presentación de la solicitud 
de modificación. El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima a las entidades 
interesadas para entender desestimada por silencio administrativo la modificación solicitada.

Capítulo III
Pago, justificación y control de las subvenciones

Artículo 11. Justificación y pago de la subvención.

1. El pago de la subvención se ingresará en la cuenta bancaria indicada por la persona beneficiaria en el modelo 
normalizado de solicitud, procediéndose al abono total de la misma junto con la resolución de concesión de la 
subvención, habiéndose acreditado la concurrencia de las circunstancias que se establecen en el artículo 3.1 y el 
cumplimiento de los requisitos los requisitos previstos en el presente decreto mediante declaración responsable 
incluida en los anexos I y II, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12 y 13.

2. No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el beneficiario no se encuentre al corriente en el cumplimiento 
de sus obligaciones tributarias con la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, o sea 
deudor por resolución de procedencia de reintegro.

Artículo 12. Obligaciones de las personas beneficiarias de las ayudas.

1. Sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 14 y concordantes de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, y el texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por Decreto 
Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, así como su normativa de desarrollo, son obligaciones de las personas 
beneficiarias las siguientes:

a) Reiniciar, en su caso, y mantener la actividad que motiva la concesión de la subvención hasta, al menos, la fecha 
de finalización de doce meses, a contar desde el día siguiente al de la publicación del presente decreto en el Diario 
Oficial de Castilla-La Mancha.
b) Mantener a la fecha de finalización del plazo de doce meses, a contar desde el día siguiente al de la publicación 
del presente decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, el empleo que tenían en la fecha de presentación 
de la solicitud. Para el cálculo del empleo se tendrá en cuenta la jornada contratada en relación con la jornada 
completa.
c) Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la 
concesión de la subvención.
d) Justificar ante el órgano competente el cumplimiento de los requisitos y condiciones, así como la realización de la 
actividad y el cumplimiento de la finalidad que determine la concesión de la subvención.
e) Someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por el órgano concedente, así como cualesquiera 
otras de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, de acuerdo con 
lo establecido en las normas aplicables a la gestión de las ayudas cofinanciadas con fondos europeos, aportando 
cuanta información le sea requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.
f) Comunicar al órgano concedente otras subvenciones, ayudas, ingresos y recursos que financien las actividades 
subvencionadas, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales. Dicha comunicación, deberá efectuarse tan pronto como se conozca, y 
en todo caso, con anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos percibidos.
g) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el artículo 37 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, así como en los previstos específicamente en el presente decreto.
h) Suministrar a la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, previo requerimiento y en un 
plazo de 15 días, toda la información necesaria para el cumplimiento de las obligaciones previstas en el Título II de 
la Ley 4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-La Mancha.
i) Dar la adecuada publicidad del carácter público de la financiación del objeto de subvención, y para ello cumplir las 
medidas de información y comunicación previstas en el art. 19.

2. En particular, la persona beneficiaria está obligada a aportar, por el mismo medio que la presentación de 
solicitudes, en el plazo de un mes contado a partir de los doce meses siguientes a contar desde el día siguiente al 
de la publicación del presente decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, el formulario incluido como anexo 
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III, junto con la documentación siguiente, salvo que hubieran otorgado autorización a la Administración para su 
consulta:
a) En el supuesto de la Línea 1:
1º. Resolución de alta en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, o en la Mutualidad de Previsión Social 
correspondiente o certificado de vida laboral.
2º. Para acreditar el cumplimiento del reinicio, en su caso, y mantenimiento de la actividad se deberá aportar certificado 
emitido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria de la información correspondiente a los epígrafes del 
Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), en los que está dado de alta.
b) En el supuesto de la Línea 2:
1º. Informe de plantilla de trabajadores en situación de alta emitido por la Tesorería General de la Seguridad Social 
referido a la fecha de presentación de la solicitud de ayuda, en el que consten relacionadas todas las cuentas de 
cotización, u otros documentos de la Seguridad Social que acrediten el empleo existente a dicha fecha.
2º. Informe de plantilla de trabajadores en situación de alta emitido por la Tesorería General de la Seguridad Social 
referido a la fecha de finalización del plazo de doce meses a contar desde el día siguiente al de la publicación del 
presente decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, en el que consten relacionadas todas las cuentas de 
cotización, u otros documentos de la Seguridad Social que acrediten el empleo existente a dicha fecha.
3º. Además, en el caso de trabajadores autónomos, se deberá aportar resolución de alta en el Régimen Especial de 
Trabajadores Autónomos, o en la Mutualidad de Previsión Social correspondiente o certificado de vida laboral.
4º. Para acreditar el cumplimiento del reinicio, en su caso, y mantenimiento de la actividad se deberá aportar certificado 
emitido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria de la información correspondiente a los epígrafes del 
Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), en los que está dado de alta.

3. Transcurrido el plazo establecido en el apartado 2 sin haberse presentado el anexo III junto con la documentación 
mencionada ante el órgano administrativo competente, éste requerirá al beneficiario para que en el plazo 
improrrogable de un mes sea presentada a los efectos de lo dispuesto en este artículo. La falta de presentación 
de la documentación indicada en este plazo llevará consigo la pérdida de la subvención, y en su caso, la exigencia 
de reintegro y demás responsabilidades establecidas en el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La 
Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre.

Artículo 13. Comprobación y control de las subvenciones.

La persona beneficiaria estará obligada a facilitar las comprobaciones que garanticen la correcta realización de las 
actuaciones objeto de subvención. Asimismo, estará sometida a las actuaciones de comprobación a efectuar por 
el órgano concedente, así como al control financiero de la Intervención General de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha, o de cualquier órgano, nacional o de la Unión Europea. A estos efectos, el órgano concedente 
podrá realizar las comprobaciones e inspecciones que entienda pertinentes, pudiendo solicitar la entidad beneficiaria 
de la ayuda cuantas aclaraciones y documentación considere oportunas. El incumplimiento de lo requerido por la 
Administración podrá considerarse causa suficiente para proceder al reintegro total o parcial de las cantidades 
percibidas.

Artículo 14. Compatibilidad y concurrencia de subvenciones.

1. Las subvenciones concedidas al amparo del presente decreto son compatibles con otras subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualquier administración o entidad, pública o privada, 
nacional, de la Unión Europea o de organismos internacionales.

2. Asimismo, las subvenciones contenidas en el presente decreto son compatibles con las reducciones y bonificaciones 
de las personas trabajadoras a la Seguridad Social, y de la prestación extraordinaria estatal para trabajadores 
autónomos afectados por la crisis ocasionada por la COVID-19.

Artículo 15. Incumplimiento de las obligaciones y reintegro de subvenciones.

1. Son causas de reintegro, las contempladas en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, así como el 
resto de incumplimientos recogidos en el presente decreto.

2. El incumplimiento por parte de la persona beneficiaria de lo establecido en el presente decreto y demás disposiciones 
aplicables, originará el reintegro total o parcial de las cantidades que se hubieran recibido y la exigencia del interés 
de demora correspondiente, desde el momento del pago de la subvención, hasta la fecha en que se acuerde la 
procedencia del reintegro o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, sin perjuicio de la 
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posible calificación del incumplimiento como infracción administrativa; todo ello, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, los artículos 78 y 79 del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La 
Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, así como a lo establecido en los artículos 
52 y siguientes del Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en 
materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero.

3. El reintegro total de las cantidades percibidas se producirá como consecuencia de los siguientes 
incumplimientos:

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando aquellas que lo hubieran 
impedido.
b) Incumplimiento total de la actividad que fundamenta la concesión de la subvención, así como de la obligación de 
justificación.
c) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa de carácter muy grave a las actuaciones de comprobación y control 
financiero por la Administración.
d) Actuación dolosa tendente a engañar a la Administración en cuanto a la justificación de las actividades, o 
actuaciones que estuvieran incursas en fraude de ley.

4. Los demás incumplimientos de obligaciones recogidas en este decreto y en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
siempre que el cumplimiento por el beneficiario se aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite 
por éste una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, dará lugar al reintegro 
parcial, respetándose, siempre, el principio de proporcionalidad, a la hora de llevar a cabo las actuaciones tendentes 
a satisfacer el interés público.

5. En el supuesto de incumplimiento de la obligación de mantenimiento de la actividad, procederá el reintegro parcial, 
siendo el importe a reintegrar proporcional al tiempo que no haya mantenido la actividad durante el plazo establecido 
en el artículo 12.1 a), siempre y cuando se mantuviera al menos seis meses a contar desde el día siguiente al de 
la publicación del presente decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha. En caso contrario, la obligación de 
reintegrar será total.

6. En el supuesto de incumplimiento de la obligación de mantenimiento del empleo que se establece en el artículo 
12.1.b), procederá el reintegro parcial, en la cuantía correspondiente al empleo no mantenido, siempre y cuando se 
mantuviera al menos el 50 % del empleo obligado. En caso contrario, la obligación de reintegrar será total.

7. El procedimiento para declarar la procedencia del reintegro se regirá por las disposiciones generales sobre 
procedimientos administrativos contenidas en el Título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sin perjuicio de las 
especialidades que se establecen en el Capítulo III del Título III del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-
La Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre y disposiciones de desarrollo.

8. El régimen sancionador aplicable a los beneficiarios de estas ayudas será el previsto en el Titulo IV de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre y en el Capítulo IV del Título III del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-
La Mancha.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 49.6 del Reglamento de desarrollo del texto refundido de la Ley de 
Hacienda de Castilla-La Mancha, en materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero, son 
causas de reintegro total o parcial de la subvención concedida, las contempladas en el artículo 37 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre.

Artículo 16. Publicidad de las subvenciones concedidas.

A efectos de publicidad de las subvenciones, se remitirá a la Base de Datos Nacional de Subvenciones, a través 
de la Base de Datos Regional de Subvenciones, información sobre las resoluciones de concesión recaídas en los 
términos establecidos en el artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

Artículo 17. Devolución a iniciativa del perceptor.
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La persona beneficiaria que voluntariamente proceda a la devolución total o parcial de la ayuda, cualquiera que sea su 
causa, sin previo requerimiento por parte de la Administración concedente, deberá realizarlo mediante comunicación 
al órgano concedente, a través del modelo 046, descargable en la dirección http://tributos.jccm.es.
Cuando se produzca dicha devolución, el órgano gestor calculará los intereses de demora de acuerdo con lo previsto 
en la normativa estatal de aplicación y hasta el momento en que se produjo la devolución efectiva por la persona 
beneficiaria, procediendo a su requerimiento.

Artículo 18. Protección de datos.

1. La información contenida en las solicitudes de subvención presentadas al amparo del presente decreto, quedará 
sometida a la normativa vigente en materia de protección de datos.

2. El interesado podrá ejercer los derechos de acceso, rectificación, supresión, oposición, y limitación del tratamiento 
de sus datos.

Artículo 19. Régimen de información y comunicación.

1. Los beneficiarios de las subvenciones, quedan obligados al cumplimiento de las medidas de información y 
comunicación sobre el apoyo procedente de los Fondos, conforme a lo establecido en el artículo 115 y en el apartado 
2.2 del Anexo XII del Reglamento (UE) nº 1303/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 
2013.

2. En todas las medidas de información y comunicación que el beneficiario lleve a cabo, deberá reconocer el apoyo 
de los Fondos al proyecto, mostrando:

a) El emblema de la Unión, conforme a las características técnicas establecidas por la Comisión Europea, y una 
referencia a la Unión Europea.
b) Una referencia al Fondo Europeo de Desarrollo Regional (Feder).
c) El logotipo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. El punto de acceso electrónico de la Junta para la 
descarga de los logotipos está disponible en http://www.castillalamancha.es/gobierno/imagencorporativa.

Además, cualquier documento relacionado con la ayuda destinado al público, contendrá una declaración expresa de 
la cofinanciación del proyecto por parte del Feder y de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

3. Asimismo y de conformidad con lo dispuesto en el apartado 3.2 del Anexo XII del Reglamento (UE) nº 1303/2013 
del Parlamento Europeo y el Consejo, de 17 de diciembre de 2013, la aceptación por parte del beneficiario, de la 
financiación correspondiente a la subvención pública otorgada, implica la aceptación de su inclusión en la lista de 
operaciones que se publique de conformidad con el artículo 115.2 del citado Reglamento.

Artículo 20. Marco de rendimiento e indicadores de productividad.

1. Teniendo en cuenta el marco de rendimiento que el Programa Operativo Feder de Castilla-La Mancha 2014-
2020 incorpora, en cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 21 y 22 del Reglamento (UE) nº 1303/2013 del 
Parlamento Europeo y el Consejo, de 17 de diciembre de 2013, el seguimiento de los avances de estas ayudas en 
el transcurso del período de programación, se efectuará a través de los siguientes indicadores previstos para el Eje 
prioritario 3:

Identificación/Código Tipo de Indicador Indicador
CO01 P (de productividad) 14.430
CO02 P (de productividad) 14.430

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

Se faculta a las personas titulares de la Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía Social y de la 
Dirección General de Empresas para:
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a) Dictar cuantos actos, resoluciones e instrucciones sean necesarias para el desarrollo, interpretación y ejecución 
de lo dispuesto en el presente decreto.
b) Actualizar y modificar los anexos recogidos en este decreto.
Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Dado en Toledo, el 12 de mayo de 2020
El Presidente

EMIILIANO GARCÍA-PAGE SÁNCHEZ

La Consejera de Economía, Empresas y Empleo
PATRICIA FRANCO JIMÉNEZ
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DATOS DE LA PERSONA SOLICITANTE 

Si elige persona física son obligatorios los campos: tipo y número de documento, nombre y primer apellido 
 

Persona física    NIF   NIE      Número de documento        

 Nombre:       1º Apellido:        2º Apellido:        
 

Hombre    Mujer   
 

Si elige persona jurídica son obligatorios los campos: número de documento y razón social 

Persona jurídica       NIF     Número de document Número de documento:        

 Razón social:        
 

   

 Domicilio        

  Provincia:        C.P.:        Población:        
 

 Teléfono:        Teléfono móvil:        Correo electrónico:        
 

El teléfono móvil y/o el correo electrónico designado será el medio por el que recibirá los avisos de notificación, incluido, en su caso, el 
aviso del pago. El solicitante está obligado a la comunicación por medios electrónicos. La notificación electrónica se realizará en la 
Plataforma de notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, https://notifica.jccm.es/notifica/. 
Compruebe que está usted registrado y que sus datos son correctos.  

 

DATOS DE LA PERSONA REPRESENTANTE 
 

NIF   NIE   ero de documento Número de documento:        
 

Nombre:       1º Apellido:        2º Apellido:        
 

Domicilio:         

 Hombre    Mujer   

 Provincia:        C.P.:        Población:        

  Teléfono:        Teléfono móvil:        Correo electrónico:        

  Si existe representante, las comunicaciones que deriven de este escrito se realizarán con el representante designado por el interesado. La 
notificación electrónica se realizará en la Plataforma https://notifica.jccm.es/notifica/. Compruebe que está usted registrado y que sus datos son 
correctos. 
 
 

 Nº procedimiento: 030866 
Código SIACI: SLD6 

ANEXO I:  
SOLICITUD DE AYUDA DECRETO REACTIVACIÓN ACTIVIDAD ECONÓMICA.  

LINEA 1: PERSONAS TRABAJADORAS AUTÓNOMAS SIN ASALARIADOS 
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INFORMACIÓN BÁSICA DE PROTECCIÓN DE DATOS 

Responsable Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía Social 

Finalidad Gestionar las convocatorias de subvenciones destinadas a capacitar para emprender 

Legitimación Ejercicio de poderes públicos. RDL 3/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Empleo. 

Destinatarios 
  

Existe cesión de datos  

Derechos 
Puede ejercer los derechos de acceso, rectificación o supresión de sus datos, así como otros derechos, tal y 
como se explica en la información adicional 

Información 
adicional Disponible en la dirección electrónica https://www.castillalamancha.es/protecciondedatos 
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DATOS DE LA SOLICITUD 

- SOLICITO esta ayuda debido a: (Sólo podrá marcar una opción). 

 1. Suspensión obligada de la actividad económica como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo por el que se declara el estado de alarma: 
 

Declaro responsablemente que la actividad económica obligada a la suspensión es la siguiente, disponiendo de la 
documentación que así lo acredita: (Declaración Censal, Informe de vida laboral u otros documentos que reflejen la actividad 
desarrollada): 

Código CNAE:         Descripción actividad:         
Epígrafe IAE:         Descripción actividad:         

 

 2. Reducción de la facturación de al menos el 60 por ciento en el mes natural anterior a la publicación del presente decreto 
en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, en relación con el mismo mes del ejercicio anterior, o cuando no sea posible tomar 
dicha referencia, en relación con el promedio mensual de la facturación efectuada desde el inicio de su actividad hasta la 
declaración del estado de alarma. 

Declaro responsablemente que dispongo de la documentación acreditativa de tal circunstancia en los libros de 
contabilidad y/o registro de facturas u otros documentos, indicando lo siguiente: 

A. Importe en € facturación del mismo mes del ejercicio anterior:         
 (Cuando no sea posible tomar dicha referencia, la comparación se realizará en relación con el promedio mensual de la 
facturación efectuada desde el inicio de su actividad hasta la declaración del estado de alarma) 
B. Importe en € facturación mes anterior a la publicación de este Decreto:         

C. % reducción facturación:       
(C= 100 – (Bx100/A)) 

 
 

ACREDITACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS PARA SER BENEFICIARIO 
Declaraciones responsables: 
La persona firmante, en su propio nombre o en representación de la entidad que se indica, declara que todos los datos consignados son 
veraces, y manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en el presente Decreto, que dispone de la 
documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida, y que se compromete a 
mantener el cumplimiento de estas obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho reconocimiento, declarando 
expresamente: 
 

- Estar dado de alta en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, o en su caso, figurar en alta, en la Mutualidad de Previsión 
Social correspondiente, así como no disponer de trabajadores asalariados al cargo ni desarrollar una actividad por cuenta propia dentro 
de una entidad sin personalidad jurídica. 
 

- Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones por reintegro de subvenciones, de sus obligaciones tributarias, tanto con 
la Administración estatal como con la Administración regional, y frente a la Seguridad Social. 
 

- Desarrollar una actividad económica en Castilla-La Mancha, no operar en un sector expresamente excluido en este Decreto en 
aplicación del reglamento de minimis, y se encuentra dado en alta en: 

Domicilio:       
Localidad:        
Código Postal:       
Provincia:       
CNAE:                       Descripción actividad:         
 

- No estar incurso en ninguna de las circunstancias establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de la Ley 38/2003 de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
 

- No incurrir el interesado (los administradores de las sociedades mercantiles o aquellos que ostenten la representación legal de la 
persona jurídica), en ninguno de los supuestos de incompatibilidad previstos en la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, del Gobierno y 
del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, de conformidad con lo expuesto en el artículo 74.2 del Texto Refundido de la Ley de 
Hacienda de Castilla-La Mancha, o en aquellos regulados en la legislación electoral de aplicación. 
 
 

AÑO XXXIX  Núm. 95 14 de mayo de 2020 9542

339



            
  
 
 
 
 
Consejería de Economía, Empresas y Empleo  
D.G Autónomos, Trabajo y Economía Social 
    

 

 

- No haber sido sancionada por resolución administrativa o sentencia judicial firme por falta grave o muy grave, durante el año 
inmediatamente anterior a la fecha de solicitud de la subvención en materia de prevención de riesgos laborales. En el caso de haber 
sido sancionado deberá indicarse el nº de acta de infracción         . 
 
- Que el interesado cumple con la normativa de prevención de riesgos laborales; disponiendo, en su caso, y cuando así lo establezca 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, de un plan de prevención de riesgos laborales. 
 
- Cumplir íntegramente con el Reglamento (UE) nº 1407/2013 y otros reglamentos de minimis, y no haber aceptado ayudas con 
arreglo a los citados reglamentos de minimis durante los tres ejercicios fiscales, contabilizadas a lo largo del periodo que comprende 
el ejercicio económico en curso y los dos ejercicios anteriores, que acumuladas excedan de 200.000 euros. Para ello DECLARA 
expresamente: 
 

 NO ha sido beneficiario de ayudas concedidas con arreglo a un reglamento de minimis en el periodo referido. 
 

 SI ha sido beneficiario de ayudas concedidas con arreglo a un reglamento de minimis en el periodo referido, que se 
mencionan a continuación: 
 

Entidad 
concedente 

Fecha 
de 
solicitud 

Fecha 
concesión 

Importe concedido  

                        
                        
                        

* Añadir las filas necesarias, en su caso 
 
- No haber sido nunca objeto de sanciones administrativas firmes ni de sentencias firmes condenatorias por llevar a cabo prácticas 
laborales consideradas discriminatorias por la legislación vigente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 34 de la Ley 
4/2018, de 8 de octubre, para una Sociedad Libre de Violencia de Género en Castilla-La Mancha. 
 
- Se compromete a cumplir las obligaciones de los beneficiaros, establecidas en el artículo 12 del Decreto. 
 
- Que posee las autorizaciones necesarias de las entidades y personas cuyos datos se derivan de la presente solicitud para el 
tratamiento informático de los mismos a los efectos de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal y garantía de los derechos digitales, y demás normativa de desarrollo. 
 
- Que cumple con los requisitos exigidos por la legislación vigente para el ejercicio de su actividad, y con lo dispuesto en la normativa 
comunitaria nacional y autonómica en materia de igualdad de trato y no contribuye a profundizar en una brecha de género 
preexistente, accesibilidad de las personas con discapacidad, y con lo dispuesto en la normativa medioambiental. 
 
- Que es conocedor de que la ayuda solicitada podrá ser objeto de cofinanciación por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(FEDER) de acuerdo con lo establecido en el Programa Operativo FEDER CLM 2014-2020. 
 
- Que al aceptar la financiación de la Unión Europea de la subvención que en su caso se le pueda llegar a conceder, acepta su inclusión 
en una lista de operaciones prevista en el artículo 115.2 del Reglamento (UE) nº 1303/2013 del Parlamento Europeo y del consejo, de 
17 de diciembre de 2013. 
 
- Que se compromete a cumplir las restantes condiciones que se especifican en el Decreto que regula estas ayudas, las cuales declara 
conocer y aceptar en su integridad. 
 

 Que son ciertos los datos consignados en la presente solicitud, disponiendo de la documentación que así lo acredita, 
comprometiéndose a probar documentalmente los mismos, cuando se le requiera para ello. 

    
Igualmente, la persona abajo firmante declara conocer que en el caso de falsedad en los datos y/o en la documentación aportados u 
ocultamiento de información, de la que pueda deducirse intención de engaño en beneficio propio o ajeno, podrá ser excluida de este 
procedimiento de concesión de ayuda o subvención, podrá ser objeto de sanción (que puede incluir la pérdida temporal de la 
posibilidad de obtener ayudas públicas y avales de la Administración) y, en su caso, los hechos se pondrán en conocimiento del 
Ministerio Fiscal por si pudieran ser constitutivos de un ilícito penal. 
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Autorizaciones:   
Con la presentación de esta solicitud, y de acuerdo con el artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Consejería podrá consultar o recabar documentos elaborados por 
cualquier otra Administración salvo que conste en el procedimiento su oposición expresa. 
 
En particular, se recabarán lo siguientes datos, salvo que marque expresamente:  
 

 Me opongo a la consulta de los acreditativos de identidad. 
 Me opongo a la consulta de los acreditativos de domicilio o residencia a través del Servicio de Verificación de Datos de 

Residencia (SVDR) 
 Me opongo a la consulta de la información correspondiente a los epígrafes del Impuesto de Actividades Económicas, IAE, en los 

que está dado de alta.  
  Me opongo a la consulta de la información correspondiente al alta en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o 

Autónomos de la Seguridad Social. 
 
Asimismo, podrá indicar los documentos aportados anteriormente ante cualquier Administración señalando la fecha de 
presentación y unidad administrativa, y serán consultados por la Consejería. 

- Documento      ………………… , presentado con fecha      …ante la unidad…     …………….. de la 
Administración de       …………………………………. 

- Documento      ………………… , presentado con fecha      …ante la unidad…     …………….. de la 
Administración de       …………………………………. 

- Documento      ………………… , presentado con fecha      …ante la unidad…     …………….. de la 
Administración de       …………………………………. 

   Me opongo a que la Consejería de Economía, Empresas y Empleo pueda usar el correo electrónico y teléfono fijo o móvil 
señalado en la solicitud como medio adecuado para recibir información de la situación y estado de la tramitación de la ayuda. 
 
En caso de no autorizar la comprobación de los datos anteriores, se compromete a aportar la documentación pertinente. 
 
La presente autorización se otorga exclusivamente a efectos de reconocimiento de la subvención objeto de la presente solicitud, y en 
aplicación tanto de lo dispuesto en el artículo 95.1 k) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que permiten, 
previa autorización del interesado, la cesión de los datos tributarios que precisen las Administraciones Públicas para el desarrollo de 
sus funciones, como por lo establecido en el Real Decreto 209/2003 de 21 de febrero en lo referente a la Seguridad Social, todo ello 
de conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales. 
 
 
Documentación: 
 
Además de la información antes descrita declara aportar los siguientes documentos: 
 

 Documento acreditativo, en su caso, de la representación del firmante, cuando se formule la solicitud por persona distinta al 
interesado, mediante poder notarial, declaración en comparecencia personal del interesado, o por cualquier medio válido en derecho 
que deje constancia fidedigna. 
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DATOS DE LA ENTIDAD BANCARIA A EFECTOS DEL PAGO DE LA SUBVENCIÓN  

Nombre de la entidad bancaria*: 

Domicilio: 

      

Nombre completo del titular de la cuenta*: 

      

Nº de cuenta IBAN*: 

 
 

      

País C.C. Entidad Sucursal D.C. Número de cuenta 

E S  
 

           
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 

En                                                            , a         de                              de        

Firma (DNI electrónico o certificado válido): 

  Organismo destinatario: D.G. DE AUTÓNOMOS, TRABAJO Y ECONOMIA SOCIAL 
Código DIR3: A08027244 
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DATOS DE LA PERSONA SOLICITANTE 

Si elige persona física son obligatorios los campos: tipo y número de documento, nombre y primer apellido 
 

Persona física    NIF   NIE      Número de documento        

 Nombre:       1º Apellido:        2º Apellido:        

Hombre    Mujer   

Si elige persona jurídica son obligatorios los campos: número de documento y razón social 

Persona jurídica       NIF     Número de document  REPETIDO Número de documento:        

 Razón social:        
 

   

 Domicilio:        

  Provincia:        C.P.:        Población:        
 

 Teléfono:        Teléfono móvil:        Correo electrónico:        
 

El teléfono móvil y/o el correo electrónico designado será el medio por el que recibirá los avisos de notificación, incluido, en su caso, el 
aviso del pago. El solicitante está obligado a la comunicación por medios electrónicos. La notificación electrónica se realizará en la 
Plataforma de notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, https://notifica.jccm.es/notifica/. 
Compruebe que está usted registrado y que sus datos son correctos.  

 

DATOS DE LA PERSONA REPRESENTANTE 
- Si el solicitante es persona jurídica, rellenar siempre. 
- Si el solicitante es persona física, rellenar sólo si el representante es distinto del solicitante  

 

NIF   NIE   ero de documento Número de documento:        
 

Nombre:       1º Apellido:        2º Apellido:        
 

Domicilio:         

 Hombre    Mujer   

 Provincia:        C.P.:        Población:        

  Teléfono:        Teléfono móvil:        Correo electrónico:        

  Si existe representante, las comunicaciones que deriven de este escrito se realizarán con el representante designado por el interesado. La 
notificación electrónica se realizará en la Plataforma https://notifica.jccm.es/notifica/. Compruebe que está usted registrado y que sus datos 
son correctos. 
 
 

 Nº procedimiento: 030866 
Código SIACI: SLD6 

ANEXO II:  
SOLICITUD DE AYUDA DECRETO REACTIVACIÓN ACTIVIDAD ECONÓMICA.  

LINEA 2: MICROEMPRESAS 
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INFORMACIÓN BÁSICA DE PROTECCIÓN DE DATOS 

Responsable Dirección General de Empresas 

Finalidad Gestionar las subvenciones del programa para el fomento de la iniciativa empresarial  

Legitimación Cumplimiento de una obligación legal - Artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones. 

Destinatarios 
 
Existe cesión de datos  

Derechos 
Puede ejercer los derechos de acceso, rectificación o supresión de sus datos, así como otros derechos, tal y 
como se explica en la información adicional 

Información 
adicional Disponible en la dirección electrónica https://www.castillalamancha.es/protecciondedatos 
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DATOS DE LA SOLICITUD 

- SOLICITO esta ayuda debido a: (Sólo podrá marcar una opción). 

 1. Suspensión obligada de la actividad económica como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo por el que se declara el estado de alarma: 
 

Declaro responsablemente que la actividad económica obligada a la suspensión es la siguiente, disponiendo de la 
documentación que así lo acredita: (Declaración Censal, Informe de vida laboral u otros documentos que reflejen la actividad 
desarrollada): 

Código CNAE:         Descripción actividad:         
Epígrafe IAE:         Descripción actividad:         

 

 2. Reducción de la facturación de al menos el 60 por ciento en el mes natural anterior a la publicación del presente decreto 
en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, en relación con el mismo mes del ejercicio anterior, o cuando no sea posible tomar 
dicha referencia, en relación con el promedio mensual de la facturación efectuada desde el inicio de su actividad hasta la 
declaración del estado de alarma. 

Declaro responsablemente que dispongo de la documentación acreditativa de tal circunstancia en los libros de 
contabilidad y/o registro de facturas u otros documentos, indicando lo siguiente: 

A. Importe en € facturación del mismo mes del ejercicio anterior:         
 (Cuando no sea posible tomar dicha referencia, la comparación se realizará en relación con el promedio mensual de la 
facturación efectuada desde el inicio de su actividad hasta la declaración del estado de alarma) 
B. Importe en € facturación mes anterior a la publicación de este Decreto:         

C. % reducción facturación:       
(C= 100 – (Bx100/A)) 

 
 

- Indicar categoría de solicitante: (señale la opción que proceda) 

 Microempresa, cualquiera que sea su forma jurídica, con hasta 5 trabajadores equivalentes a tiempo completo  

Indicar nº de trabajadores equivalentes a tiempo completo en la fecha de presentación de la solicitud *:        

(Deberá disponer de los informes u otros documentos de la Seguridad Social que acrediten la información indicada)  

 

 Microempresa, cualquiera que sea su forma jurídica, con más de 5 y menos de 10 trabajadores equivalentes a tiempo 
completo  

Indicar nº de trabajadores equivalentes a tiempo completo en la fecha de presentación de la solicitud *:         

(Deberá disponer de los informes u otros documentos de la Seguridad Social que acrediten la información indicada) 

 
* A efectos del cómputo del número de trabajadores equivalentes a tiempo completo, se tendrá en cuenta la jornada contratada en relación con 
la jornada completa, e incluirá tanto los asalariados, como la persona trabajadora autónoma, como los socios, comuneros o partícipes que 
ejerzan una actividad regular en la empresa. 

ACREDITACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS PARA SER BENEFICIARIO 

Declaraciones responsables: 
La persona firmante, en su propio nombre o en representación de la entidad que se indica, declara que todos los datos 
consignados son veraces, y manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en el presente 
Decreto, que dispone de la documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea 
requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de estas obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho 
reconocimiento, declarando expresamente: 
 
- Que la empresa solicitante ocupa a menos de 10 personas y su volumen de negocio anual o balance general anual no excede de 
2 millones de euros, de acuerdo a los criterios establecidos para microempresas por la normativa europea. Los datos de la 
empresa solicitante a fecha de cierre del último ejercicio son: 
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Nº de Trabajadores (UTA):       Volumen de Negocio:       Balance General Anual:       

* En su caso, dichos datos se calcularán agregando a los datos de la propia empresa, aquellos de las empresas que estén asociadas o vinculadas, de acuerdo a la 
normativa europea que regula la definición de pyme.  
 
- En el caso de trabajador autónomo, estar dado de alta en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, o en su caso, figurar 
en alta, en la Mutualidad de Previsión Social correspondiente. 
 
- En el caso de Comunidades de bienes, u otras agrupaciones de personas físicas o jurídicas sin personalidad, declara que ha sido 
nombrado como representante o apoderado único de la agrupación, con poderes bastantes para cumplir las obligaciones que, 
como beneficiario, corresponden a la agrupación, y que hago constar en esta solicitud, los compromisos de ejecución asumidos 
por cada miembro de la agrupación, así como el importe de subvención a aplicar por cada uno de ellos, que tendrán igualmente la 
consideración de beneficiarios: 
 

Nombre y apellidos del socio comunero NIF % compromiso ejecución asumido por cada miembro 
                  

                  
                  

* Añadir las filas necesarias, en su caso 
 
- Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones por reintegro de subvenciones, de sus obligaciones tributarias, 
tanto con la Administración estatal como con la Administración regional, y frente a la Seguridad Social. 
 
- Desarrollar una actividad económica en Castilla-La Mancha, no operar en un sector expresamente excluido en este Decreto en 

aplicación del reglamento de minimis, y se encuentra dado en alta en: 
Domicilio:       
Localidad:       
Código Postal:       
Provincia:       
CNAE:                       Descripción actividad:         
 

- No estar incurso en ninguna de las circunstancias establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de la Ley 38/2003 de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
 
- No incurrir el interesado (los administradores de las sociedades mercantiles o aquellos que ostenten la representación legal de la 
persona jurídica), en ninguno de los supuestos de incompatibilidad previstos en la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, del 
Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha, de conformidad con lo expuesto en el artículo 74.2 del Texto 
Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, o en aquellos regulados en la legislación electoral de aplicación. 
 
- No haber sido sancionada por resolución administrativa o sentencia judicial firme por falta grave o muy grave, durante el año 
inmediatamente anterior a la fecha de solicitud de la subvención en materia de prevención de riesgos laborales. En el caso de 
haber sido sancionado deberá indicarse el nº de acta de infracción         . 
 
- Que el interesado cumple con la normativa de prevención de riesgos laborales; disponiendo, en su caso, y cuando así lo 
establezca Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, de un plan de prevención de riesgos laborales. 
 
- Cumplir íntegramente con el Reglamento (UE) nº 1407/2013 y otros reglamentos de minimis, y no haber aceptado ayudas con 
arreglo a los citados reglamentos de minimis durante los tres ejercicios fiscales, contabilizadas a lo largo del periodo que 
comprende el ejercicio económico en curso y los dos ejercicios anteriores, que acumuladas excedan de 200.000 euros. Para ello 
DECLARA expresamente: 
 
 

 NO ha sido beneficiario de ayudas concedidas con arreglo a un reglamento de minimis en el periodo referido. 
 

 SI ha sido beneficiario de ayudas concedidas con arreglo a un reglamento de minimis en el periodo referido, que 
se mencionan a continuación: 
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Entidad concedente Fecha de solicitud Fecha concesión Importe concedido  
                        
                        
                        

* Añadir las filas necesarias, en su caso 
 

 

- No haber sido nunca objeto de sanciones administrativas firmes ni de sentencias firmes condenatorias por llevar a cabo 
prácticas laborales consideradas discriminatorias por la legislación vigente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 34 de 
la Ley 4/2018, de 8 de octubre, para una Sociedad Libre de Violencia de Género en Castilla-La Mancha. 
 

- Se compromete a cumplir las obligaciones de los beneficiaros, establecidas en el artículo 12 del Decreto. 
 

- Que posee las autorizaciones necesarias de las entidades y personas cuyos datos se derivan de la presente solicitud para el 
tratamiento informático de los mismos a los efectos de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal y garantía de los derechos digitales, y demás normativa de desarrollo. 
 

- Que cumple con los requisitos exigidos por la legislación vigente para el ejercicio de su actividad, y con lo dispuesto en la 
normativa comunitaria nacional y autonómica en materia de igualdad de trato y no contribuye a profundizar en una brecha de 
género preexistente, accesibilidad de las personas con discapacidad, y con lo dispuesto en la normativa medioambiental. 
 

- Que es conocedor de que la ayuda solicitada podrá ser objeto de cofinanciación por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(FEDER) de acuerdo con lo establecido en el Programa Operativo FEDER CLM 2014-2020. 
 

- Que al aceptar la financiación de la Unión Europea de la subvención que en su caso se le pueda llegar a conceder, acepta su 
inclusión en una lista de operaciones prevista en el artículo 115.2 del Reglamento (UE) nº 1303/2013 del Parlamento Europeo y 
del consejo, de 17 de diciembre de 2013. 
 

- Que se compromete a cumplir las restantes condiciones que se especifican en el Decreto que regula estas ayudas, las cuales 
declara conocer y aceptar en su integridad. 
 

 Que son ciertos los datos consignados en la presente solicitud, disponiendo de la documentación que así lo acredita, 
comprometiéndose a probar documentalmente los mismos, cuando se le requiera para ello. 

 

Igualmente, la persona abajo firmante declara conocer que en el caso de falsedad en los datos y/o en la documentación 
aportados u ocultamiento de información, de la que pueda deducirse intención de engaño en beneficio propio o ajeno, podrá ser 
excluida de este procedimiento de concesión de ayuda o subvención, podrá ser objeto de sanción (que puede incluir la pérdida 
temporal de la posibilidad de obtener ayudas públicas y avales de la Administración) y, en su caso, los hechos se pondrán en 
conocimiento del Ministerio Fiscal por si pudieran ser constitutivos de un ilícito penal. 
 

Autorizaciones:   
Con la presentación de esta solicitud, y de acuerdo con el artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Consejería podrá consultar o recabar documentos 
elaborados por cualquier otra Administración salvo que conste en el procedimiento su oposición expresa. 
 
En particular, se recabarán lo siguientes datos, salvo que marque expresamente:  

 Me opongo a la consulta de los acreditativos de identidad. 
 Me opongo a la consulta de los acreditativos de domicilio o residencia a través del Servicio de Verificación de Datos de 

Residencia (SVDR) 
 Me opongo a la consulta de la información correspondiente a los epígrafes del Impuesto de Actividades Económicas, IAE, 

en los que está dado de alta.  
  Me opongo a la consulta de la información correspondiente al alta en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta 

Propia o Autónomos de la Seguridad Social. 
 Me opongo a la consulta de la información correspondiente a la plantilla de trabajadores en situación de alta emitido por la 

Tesorería General de la Seguridad Social referido a la fecha de presentación de la solicitud de ayuda, en el que consten 
relacionadas todas las cuentas de cotización, u otros documentos de la Seguridad Social que acrediten el empleo existente a dicha 
fecha. 
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Asimismo, podrá indicar los documentos aportados anteriormente ante cualquier Administración señalando la fecha de 
presentación y unidad administrativa, y serán consultados por la Consejería: 

- Documento      ………………… , presentado con fecha      …ante la unidad…     …………….. de la 
Administración de       …………………………………. 

- Documento      ………………… , presentado con fecha      …ante la unidad…     …………….. de la 
Administración de       …………………………………. 

- Documento      ………………… , presentado con fecha      …ante la unidad…     …………….. de la 
Administración de       …………………………………. 

 Me opongo a que la Consejería de Economía, Empresas y Empleo pueda usar el correo electrónico y teléfono fijo o móvil 
señalado en la solicitud como medio adecuado para recibir información de la situación y estado de la tramitación de la ayuda. 
 
En caso de no autorizar la comprobación de los datos anteriores, se compromete a aportar la documentación pertinente. 
 
La presente autorización se otorga exclusivamente a efectos de reconocimiento de la subvención objeto de la presente solicitud, 
y en aplicación tanto de lo dispuesto en el artículo 95.1 k) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que 
permiten, previa autorización del interesado, la cesión de los datos tributarios que precisen las Administraciones Públicas para 
el desarrollo de sus funciones, como por lo establecido en el Real Decreto 209/2003 de 21 de febrero en lo referente a la 
Seguridad Social, todo ello de conformidad con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales.  
 
 
Documentación: 
 
Además de la información antes descrita declara aportar los siguientes documentos: 
 

 Documento acreditativo, en su caso, de la representación del firmante cuando el solicitante fuere persona jurídica, o cuando 
se formule la solicitud por persona distinta al interesado, mediante escritura pública, declaración en comparecencia personal del 
interesado, o por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

AÑO XXXIX  Núm. 95 14 de mayo de 2020 9551

348



 
  
 
 
 
 
Consejería de Economía, Empresas y Empleo  
D. G. de Empresas  
 

 

 

DATOS DE LA ENTIDAD BANCARIA A EFECTOS DEL PAGO DE LA SUBVENCIÓN  

Nombre de la entidad bancaria*: 

Domicilio: 

      

Nombre completo del titular de la cuenta*: 

      

Nº de cuenta IBAN*: 

 
 

      

País C.C. Entidad Sucursal D.C. Número de cuenta 

E S  
 

           
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 

                       

En                                                            , a         de                              de        

Firma (DNI electrónico o certificado válido): 

  Organismo destinatario: D. G. DE EMPRESAS  
Código DIR3: A08027222 
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Nº. Exp.:*       

 
 

 

 

 
 
 
 

DATOS DE LA ENTIDAD BENEFICIARIA 

Si elige persona física son obligatorios los campos: tipo y número de documento, nombre y primer apellido 
 

Persona física:    NIF   NIE    
  

Número de documento:       
 

Hombre:             Mujer   

Nombre:       1º Apellido:        2º Apellido:        

Si elige persona jurídica son obligatorios los campos: número de documento y razón social 

Persona jurídica:       CIF   Número de documento:        

 Razón social:        
    

 Domicilio:        

  Provincia:        C.P.:        Población:        
 

 Teléfono:        Teléfono móvil:        Correo electrónico:        
  

 

El teléfono móvil y/o el correo electrónico designado será el medio por el que recibirá los avisos de notificación, incluido, en su caso, el 
aviso del pago. El solicitante está obligado a la comunicación por medios electrónicos. La notificación electrónica se realizará en la 
Plataforma de notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, https://notifica.jccm.es/notifica/. 
Compruebe que está usted registrado y que sus datos son correctos.  

DATOS DE LA PERSONA REPRESENTANTE 
 

NIF   NIE   Número de documento:        
 

Nombre:       1º Apellido:        2º Apellido:        

Hombre             Mujer   

Domicilio:         

  Provincia:        C.P.:        Población:        

  Teléfono:        Teléfono móvil:        Correo electrónico:        

  En el caso de que el solicitante sea una persona física, si existe representante, las comunicaciones que deriven de este escrito se realizarán 
con este último. 

 
 
 
 
 

Código SIACI Genérico SK7E 

ANEXO III 
APORTACIÓN DE DOCUMENTACIÓN AL PROCEDIMIENTO Nº: 030866 TRÁMITE: SLD6 

FORMULARIO DE COMUNICACIÓN JUSTIFICACIÓN CONDICIONES DECRETO AYUDAS PERSONAS TRABAJADORAS 
AUTÓNOMAS Y MICROEMPRESAS AFECTADAS POR COVID-19 
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INFORMACIÓN BÁSICA DE PROTECCIÓN DE DATOS DE LAS AYUDAS A PERSONAS TRABAJADORAS 
AUTÓNOMAS 

Responsable Dirección General de Autónomos, Trabajo y Economía Social 

Finalidad Gestionar las convocatorias de subvenciones destinadas a capacitar para emprender. 

Legitimación Ejercicio de poderes públicos.  RDL 3/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Empleo 

Destinatarios Existe cesión de datos  

Derechos 
Puede ejercer los derechos de acceso, rectificación o supresión de sus datos, así como otros derechos, tal y 
como se explica en la información adicional 

Información 
adicional Disponible en la dirección electrónica https://www.castillalamancha.es/protecciondedatos 

INFORMACIÓN BÁSICA DE PROTECCIÓN DE DATOS DE LAS AYUDAS A MICROEMPRESAS 

Responsable Dirección General de Empresas 

Finalidad Gestionar las subvenciones del programa para el fomento de la iniciativa empresarial  

Legitimación Cumplimiento de una obligación legal - Artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones. 

Destinatarios Existe cesión de datos  

Derechos 
Puede ejercer los derechos de acceso, rectificación o supresión de sus datos, así como otros derechos, tal y 
como se explica en la información adicional 

Información 
adicional Disponible en la dirección electrónica https://www.castillalamancha.es/protecciondedatos 
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1. Declaraciones responsables 
 

- Declaro responsablemente haber cumplido con las obligaciones establecidas en el artículo 12 del Decreto de concesión de ayudas 
directas para personas trabajadoras autónomas y microempresas. 
 
- Declaro responsablemente haber adoptado las medidas de información y comunicación previstas en el artículo 19 del citado 
Decreto. 
 

2. Autorizaciones   
De acuerdo con el artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, la Consejería podrá consultar o recabar documentos elaborados por cualquier otra 
Administración salvo que conste en el procedimiento su oposición expresa. En particular, se recabarán lo siguientes datos, 
salvo que marque expresamente:  
 

 Me opongo a la consulta de la información correspondiente al alta en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia 
o Autónomos en la Seguridad Social o vida laboral. 
 

 Me opongo a la consulta de la información correspondiente a los epígrafes del Impuesto de Actividades Económicas, IAE, en 
los que está dado de alta. 
 

 Me opongo a la consulta de la información correspondiente a la plantilla de trabajadores en situación de alta emitido por la 
Tesorería General de la Seguridad Social referido a la fecha de presentación de la solicitud de ayuda, en el que consten relacionadas 
todas las cuentas de cotización, u otros documentos de la Seguridad Social que acrediten el empleo existente a dicha fecha. 
 

 Me opongo a la consulta de la información correspondiente a la plantilla de trabajadores en situación de alta emitido por la 
Tesorería General de la Seguridad Social referido a la fecha de finalización del plazo de doce meses a contar desde el día siguiente 
al de la publicación del presente decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, en el que consten relacionadas todas las 
cuentas de cotización, u otros documentos de la Seguridad Social que acrediten el empleo existente a dicha fecha. 
 
 
En caso de no autorizar la comprobación de los datos anteriores, se compromete a aportar la documentación pertinente. 

 
3. Documentación aportada 

 
 Otra documentación, en su caso: 

-      …………………………………………………….. 
-      …………………………………………………….. 
-      …………………………………………………….. 

 
 
 

 
En                                                 , a       de                         de       

Firma: 

 Organismo destinatario: D. G. DE EMPRESAS / D.G. DE AUTÓNOMOS, TRABAJO Y ECONOMIA SOCIAL 
Código DIR3: A08027222 / A08027244 
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I.- DISPOSICIONES GENERALES

Consejería de Economía, Empresas y Empleo

Corrección de errores del Decreto 14/2020, de 12 de mayo, de concesión directa de subvenciones dirigidas a 
personas trabajadoras autónomas y microempresas afectadas por COVID-19, para la reactivación de la actividad 
económica y el empleo, cofinanciables en un 80% por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional. [2020/3097]

Advertido error material en el Decreto 14/2020, de 12 de mayo, de concesión directa de subvenciones dirigidas a personas 
trabajadoras autónomas y microempresas afectadas por COVID-19, para la reactivación de la actividad económica y el 
empleo, cofinanciables en un 80% por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, publicado en el DOCM nº 25, de 14 de 
mayo de 2020, y conforme al artículo 109.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, se procede a su corrección en los siguientes términos:

En la página 9532, en el primer párrafo del apartado 3 del artículo 5,

Donde dice:

“3. La cuantía total máxima establecida para cada línea de ayudas podrá incrementarse en los términos y condiciones 
previstos en el artículo 23.1, b) 1º, con una cuantía adicional de hasta el 40 % del importe total de la línea.”

Debe decir:

“3. La cuantía total máxima establecida para cada línea de ayudas podrá incrementarse en los términos y condiciones 
previstos en el artículo 23.1, b) 1º del Reglamento de desarrollo del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-
La Mancha, en materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero, con una cuantía adicional de 
hasta el 40 % del importe total de la línea.”
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I.- DISPOSICIONES GENERALES

Consejería de Bienestar Social

Decreto 15/2020, de 12 de mayo, por el que se regula la concesión directa de ayudas de emergencia excepcional 
destinadas a personas que se encuentren en situación de dificultad económica y social para cubrir necesidades 
básicas, como consecuencia de la crisis ocasionada por el COVID-19 durante 2020. Extracto BDNS (Identif.): 
505826. [2020/2965]

Extracto del Decreto 15/2020, de 12 de mayo, por el que se regula la concesión directa de ayudas de emergencia 
excepcional destinadas a personas que se encuentren en situación de dificultad económica y social para cubrir 
necesidades básicas, como consecuencia de la crisis ocasionada por el COVID-19 durante 2020.

BDNS (Identif.): 505826

De conformidad con lo previsto en los artículos 17.3.b) y 20.8.a) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, se publica el extracto de la convocatoria cuyo texto completo puede consultarse en la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones en la dirección http://www.pap.minhap.gob.es/bdnstrans/index y en el presente DOCM:

Primero. Personas beneficiarias.

Podrán concurrir a la convocatoria de estas ayudas las personas físicas que cumplan los requisitos establecidos en las 
bases reguladoras.

Segundo. Objeto.

Ayudas de emergencia excepcional destinadas a hacer frente a las consecuencias sociales del COVID-19.

Tercero. Bases reguladoras.

Publicadas en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha núm. 97, de 18 de mayo de 2020.

Cuarto. Financiación.

1. El crédito consignado para financiar la convocatoria asciende a 14.000.000 de euros.

2. El importe máximo de estas ayudas económicas es el establecido en las bases reguladoras.

Quinto. Plazo y lugar de presentación de solicitudes.

1. Se presentará una única solicitud por unidad familiar y el plazo para su presentación estará abierto desde el día 
siguiente al de la publicación de este extracto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha hasta el 31 de julio de 2020, o 
hasta el agotamiento del crédito si es anterior.

2. Las solicitudes podrán presentarse por cualquiera de los siguientes medios:

a) Mediante el modelo habilitado al efecto en la sede electrónica de la Administración de la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha en la siguiente dirección: http://www.jccm.es, debidamente firmado de forma electrónica, que 
quedará anotado en el registro electrónico.
Los documentos originales que puedan resultar necesarios para la concesión de la ayuda se digitalizarán y se presentarán 
como anexos a través de la citada sede electrónica. Para facilitar la tramitación electrónica del expediente, la persona 
solicitante se dará de alta en la Plataforma de notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha en la siguiente dirección: htt ps://notifica.jccm.es/notifica.
b) En el registro de los servicios centrales de la Consejería de Bienestar Social o en el de sus delegaciones provinciales, 
así como en cualquiera de los lugares señalados en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
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c) Mediante el modelo de presolicitud habilitado al efecto en la sede electrónica para aquellas personas que carezcan 
de firma electrónica, dejando constancia expresa en la misma de su voluntad o consentimiento para la tramitación 
de su expediente.

Si la persona no dispone de medios electrónicos para presentar la solicitud tal y como se recoge en el párrafo a), 
podrá autorizar a una empleada o empleado público a que presente la solicitud en su nombre, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 12 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Toledo, 12 de mayo de 2020
La Consejera de Bienestar Social
AURELIA SÁNCHEZ NAVARRO

TEXTO COMPLETO DEL DECRETO 15/2020, DE 12 DE MAYO

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia internacional la situación de 
emergencia ocasionada por el brote epidémico de COVID-19. El Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo 
de Ministros de 14 de marzo de 2020, aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, prorrogado por el 
Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo.

La crisis sanitaria se está transmitiendo a la economía y a la sociedad a una velocidad inusitada, afectando tanto a 
la actividad productiva como a la demanda y al bienestar de las personas.

El Estado está adoptando distintas medidas económicas y sociales para paliar la crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19 mediante la aprobación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias 
para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, o del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-
19, con el objeto de proteger y dar soporte al tejido productivo y social para minimizar el impacto y que estos efectos 
negativos sean transitorios y evitar, en última instancia, que se produzca un impacto más permanente o estructural 
en la ciudadanía.

En Castilla-La Mancha, se aprobó el Decreto 8/2020, de 12 de marzo, del Presidente de la Junta de Comunidades, 
sobre medidas extraordinarias a adoptar con motivo del coronavirus (SARS-CoV-2), y el Decreto 9/2020, de 18 de 
marzo, por el que se aprueban medidas extraordinarias de carácter económico-financiero y de refuerzo de medios 
frente a la crisis ocasionada por el COVID-19.

A pesar de este conjunto de medidas, el Gobierno regional pretende intensificar la protección social de las personas 
que se encuentran en situación de mayor dificultad social y económica, principalmente de aquellas personas o 
familias que no tienen ninguna capacidad económica de responder a esta crisis, dado que vienen realizando trabajos 
precarizados, quedando fuera del ámbito de protección de las medidas adoptadas por el Gobierno nacional.

Por otra parte, la magnitud e intensidad de esta crisis sanitaria requiere del esfuerzo de todas las Administraciones 
públicas para intensificar la protección social de las personas y, a tal fin, la Ley 14/2010, de 16 de diciembre, 
de Servicios Sociales de Castilla-La Mancha, en su artículo 60, establece que corresponde a las diputaciones 
provinciales cooperar y prestar ayuda técnica, económica y jurídica a los municipios de menor capacidad de gestión 
para la prestación de servicios sociales que sean de su competencia; así como aportar la participación financiera 
que les corresponda, en función de sus competencias, por lo que se podrán suscribir convenios de cooperación para 
la financiación de las ayudas reguladas en este decreto.

Existen, por ello, razones de interés público, social, económico o humanitario que justifican la concesión directa 
de estas ayudas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, y en el artículo 67 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado por el Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio; así como por lo establecido en el artículo 75.2.c) del Texto Refundido de la Ley de 
Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, y en el artículo 
37 del Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en materia de 
subvenciones, aprobado por el Decreto 21/2008, de 5 de febrero.

El Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en materia de 
subvenciones, en su artículo 37.1, señala que la aprobación de las bases reguladoras de las subvenciones directas 
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de carácter excepcional se realizará mediante decreto, a propuesta de la persona titular de la consejería competente 
a la que esté adscrito el órgano concedente, y previo informe de la Intervención General de la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha.

Este decreto cumple con los principios de buena regulación previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, como son los principios de 
necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

En este sentido, este decreto es necesario puesto que con el mismo se garantiza el poder hacer frente a las 
situaciones de necesidad económica derivadas de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, definiendo 
el carácter prioritario de estas ayudas, agilizando su tramitación y flexibilizando los requisitos de acceso a las 
mismas.

La norma responde al principio de eficacia, en cuanto constituye el medio más adecuado y rápido para el logro de 
los objetivos enunciados.

De acuerdo con el principio de proporcionalidad, se ha optado por una regulación que recoge únicamente las 
obligaciones propias de las subvenciones de concesión directa, de modo que se garantiza así también el principio 
de seguridad jurídica al adecuarse a la legislación vigente en la materia.

Por último, en aplicación del principio de transparencia, se ha definido claramente el alcance y objetivo de las ayudas, 
y se atiende al principio de eficiencia, puesto que las mismas no suponen cargas administrativas accesorias a las 
estrictamente necesarias para su concesión y contribuyen a la gestión racional de los recursos públicos existentes.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Bienestar Social, previo informe de la Intervención General y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno, en su reunión del día 12 de mayo de 2020,

Dispongo:

Artículo 1. Objeto y finalidad.

1. Este decreto tiene por objeto regular la concesión directa, con carácter excepcional y por razones de interés 
público, social y humanitario durante 2020, de ayudas de emergencia excepcional, destinadas a hacer frente a 
las consecuencias sociales del COVID-19; en concreto, para paliar situaciones de necesidad económica como 
consecuencia de la crisis sanitaria.

2. La finalidad de estas ayudas es proporcionar apoyo a aquellas familias que tengan dificultades económicas para 
cubrir necesidades de alimentación, adquisición de productos sanitarios o de higiene u otros básicos para la vida 
diaria.

Artículo 2. Régimen jurídico aplicable.

1. Estas ayudas se regirán, además de por lo dispuesto en este decreto, por lo previsto en los preceptos básicos 
contenidos en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y por lo establecido en su Reglamento de 
desarrollo, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio; por lo previsto en la normativa sobre subvenciones 
contenida en el título III del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por el Decreto 
Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, y por lo dispuesto en el Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de 
la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en materia de subvenciones, aprobado por el Decreto 21/2008, de 5 de 
febrero, salvo en lo que afecte a los principios de publicidad y concurrencia.

2. Asimismo, a este decreto le resultan de aplicación la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas; la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
y el Decreto 12/2010, de 16 de marzo, por el que se regula la utilización de medios electrónicos en la actividad de la 
Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

Artículo 3. Marco de cooperación institucional.

Estas ayudas de emergencia excepcional se enmarcan dentro de un marco de cooperación institucional con las 
diputaciones provinciales.
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Artículo 4. Procedimiento de concesión.

1. Estas ayudas serán concedidas de forma directa según dispone el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, y el artículo 75.2.c) del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, por concurrir 
razones de interés público, sociales y humanitarias. Las bases reguladoras de estas ayudas se regulan en este 
decreto, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 37 del Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la 
Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en materia de subvenciones.

2. Las ayudas se instruirán por el servicio competente en materia de prestaciones de las delegaciones provinciales 
de la Consejería de Bienestar Social, no siendo necesaria la creación de un órgano colegiado para la valoración de 
las mismas, en atención a la naturaleza de estas ayudas.

3. El órgano instructor comprobará el cumplimiento de los requisitos del artículo 6.1, y elevará la propuesta a la 
persona titular de la delegación provincial de la Consejería de Bienestar Social, a quien le corresponde la resolución 
de la ayuda en un plazo máximo de 15 días desde la presentación de la solicitud.

4. Transcurrido el plazo para resolver el procedimiento sin que haya recaído resolución expresa, se entenderán 
desestimadas las solicitudes, sin perjuicio de la obligación de la Administración de dictar resolución expresa.

5. De conformidad con lo establecido en la disposición adicional tercera.4 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19, prorrogado por el Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, y teniendo en cuenta que este decreto 
pretende contribuir a minimizar el impacto social y económico derivado del estado de alarma y proteger el interés 
general, no será de aplicación al presente procedimiento la suspensión de plazos administrativos prevista en la 
citada disposición adicional.

Artículo 5. Financiación.

1. Las ayudas objeto de este decreto se financiarán con cargo a los Presupuestos Generales de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha para el ejercicio 2020.

La cuantía total máxima destinada a esta convocatoria es de 14.000.000 de euros que se imputará a las siguientes 
aplicaciones presupuestarias:

a) 2712 G/312A/48118 (fondo finalista 2100): 8.000.000,00 de euros.
b) 2712 G/312A/48118 (fondo propio): 6.000.000,00 de euros.

2. La cuantía total máxima podrá incrementarse en la cuantía adicional que se determine de conformidad con lo 
establecido en los artículos 23.1.b) y 37.4 del Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Hacienda 
de Castilla-La Mancha en materia de subvenciones.

Artículo 6. Personas beneficiarias y requisitos.

1. Podrán ser beneficiarias de estas ayudas las personas mayores de edad que cumplan los siguientes requisitos:

a) Que estén empadronadas en algún municipio de la comunidad autónoma de Castilla-La Mancha con anterioridad 
a la declaración del estado de alarma.
b) Que ninguno de los miembros de la unidad familiar tenga actividad laboral. Se entiende que una persona no 
tiene actividad laboral si no está dada de alta en ninguno de los regímenes de la Seguridad Social o Mutualidades 
Laborales, o que estando de alta se haya suspendido su actividad como consecuencia de la declaración del estado 
de alarma.
c) Que ninguno de los miembros de la unidad familiar perciba pensión de la Seguridad Social o Mutualidad 
Laboral.
d) Que los ingresos que perciba la unidad familiar en el mes anterior a la presentación de la solicitud sean inferiores 
a la cuantía determinada en el artículo 9.2, y la suma de los saldos bancarios de sus miembros sea inferior o igual 
a cuatro veces el Iprem mensual.

2. Los requisitos establecidos en el apartado 1 se acreditarán por la persona interesada mediante la declaración 
responsable que figura en la solicitud, salvo el certificado acreditativo de saldo bancario, que se presentará de 
conformidad con lo establecido en el artículo 8.4.
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Artículo 7. Unidad familiar.

A los efectos del presente decreto, tendrá la consideración de unidad familiar la formada por la persona solicitante 
y, en su caso, su cónyuge o persona con relación análoga a la conyugal y los hijos, con independencia de su edad, 
que residan en la vivienda.

Artículo 8. Solicitud, documentación y plazo de presentación.

1. La solicitud se presentará en el modelo normalizado que figura en la sede electrónica de la Administración de 
la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y se dirigirá a la persona titular de la delegación provincial que 
corresponda de la Consejería de Bienestar Social.

2. Las solicitudes podrán presentarse por cualquiera de los siguientes medios:

a) Mediante el modelo habilitado al efecto en la sede electrónica de la Administración de la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha en la siguiente dirección: http://www.jccm.es, debidamente firmado de forma electrónica, que 
quedará anotado en el registro electrónico.
Los documentos originales que puedan resultar necesarios para la concesión de la ayuda se digitalizarán y se 
presentarán como anexos a través de la citada sede electrónica. Para facilitar la tramitación electrónica del expediente, 
la persona solicitante se dará de alta en la Plataforma de notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha en la siguiente dirección: https://notifica.jccm.es/notifica.
b) En el registro de los servicios centrales de la Consejería de Bienestar Social o en el de sus delegaciones provinciales, 
así como en cualquiera de los lugares señalados en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
c) Mediante el modelo de presolicitud habilitado al efecto en la sede electrónica para aquellas personas que carezcan 
de firma electrónica, dejando constancia expresa en la misma de su voluntad o consentimiento para la tramitación 
de su expediente.

Si la persona no dispone de medios electrónicos para presentar la solicitud tal y como se recoge en el párrafo a), 
podrá autorizar a una empleada o empleado público a que presente la solicitud en su nombre, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 12 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

3. Se presentará una única solicitud por unidad familiar y el plazo para su presentación estará abierto desde el día 
siguiente al de la publicación de este decreto en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha hasta el 31 de julio de 2020, 
o hasta el agotamiento del crédito si es anterior.

4. Junto a la solicitud, las personas interesadas únicamente tendrán que presentar el certificado bancario, salvo que 
se opongan a la consulta de sus datos para comprobar el resto de requisitos del artículo 6.1.

Cuando la persona interesada no dispusiera de medios para obtener el certificado bancario, podrá presentar una 
declaración responsable, según lo previsto en la solicitud, sin perjuicio de la obligación de su presentación en el 
plazo de un mes desde la fecha de la solicitud.

Transcurrido este plazo sin que se haya aportado el certificado se procederá a la extinción de la ayuda, pudiendo 
reclamarse el reintegro de las mensualidades ya abonadas.

5. La concesión de estas ayudas se realizará mediante la prelación temporal de las solicitudes presentadas.

Artículo 9. Cuantía, límite de ingresos y duración de las ayudas.

1. En función del número de miembros de la unidad familiar, el importe mensual de la ayuda será el siguiente:

a) 300 euros por unidad familiar formada por un solo miembro que carezca de ingresos.
b) 350 euros por unidad familiar de dos o tres miembros que carezcan de ingresos.
c) 400 euros para una unidad familiar formada por cuatro o más miembros, o familia monoparental o monomarental 
que carezcan de ingresos.
d) 100 euros para una unidad familiar formada por un solo miembro con ingresos.
e) 150 euros para una unidad familiar formada por dos o más miembros con ingresos.

2. El límite de ingresos mensual para las unidades familiares de los párrafos d) y e) será de 425 euros.
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3. La duración de la ayuda será como máximo de cuatro meses, salvo que se dejen de cumplir alguno de los 
requisitos establecidos en el artículo 6.1.

4. Las personas beneficiarias de la ayuda están obligadas a comunicar al órgano gestor las variaciones producidas 
en cualquiera de las circunstancias tenidas en cuenta para la concesión de la ayuda, que podrán dar lugar a la 
modificación de la resolución o a la extinción de la misma cuando incumpla alguno de los requisitos del artículo 6.1.

Artículo 10. Forma de pago y justificación.

1. El pago se realizará con una periodicidad mensual a partir del día siguiente a la resolución de concesión de la 
ayuda, y se abonará mediante transferencia bancaria a la persona beneficiaria o a la persona o entidad que aquella 
autorice.

2. Las ayudas concedidas al amparo de este decreto no requerirán otra justificación que la de acreditar el encontrarse 
en la situación que fundamenta la concesión de la ayuda. No obstante, podrán establecerse los controles que se 
estimen pertinentes para verificar la justificación de tal situación, así como que la ayuda se destina al fin para el que 
fue concedida.

3. Las personas beneficiarias deberán suministrar a la Consejería de Bienestar Social toda la información necesaria 
para el cumplimiento por la misma de las obligaciones establecidas en el título II de la Ley 4/2016, de 15 de 
diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-La Mancha.

Artículo 11. Reintegro y régimen sancionador.

A las ayudas objeto de este decreto les serán de aplicación:

a) El procedimiento de reintegro y el control financiero previstos en la normativa básica estatal contenida en los 
títulos II y III respectivamente, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, así como en el capítulo III del título III y en el 
capítulo III del título V respectivamente del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha.
b) El procedimiento sancionador establecido en el capítulo II del título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y 
en el capítulo IV del título III del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha.

Artículo 12. Incompatibilidad.

Estas ayudas serán incompatibles con el ingreso mínimo de solidaridad regulado en el Decreto 179/2002, de 17 
de diciembre, de Desarrollo del Ingreso Mínimo de Solidaridad, Ayudas de Emergencia Social y Prestaciones 
Económicas en favor de colectivos desfavorecidos, y de la colaboración y cooperación en materia de Servicios 
Sociales, y en la Orden de 29 de diciembre de 2009, de la Consejería de Salud y Bienestar Social, por la que se 
establecen las bases que regulan las ayudas que, en desarrollo del Decreto 179/2002, de 17 de diciembre, se 
refieren al Ingreso Mínimo de Solidaridad.

Artículo 13. Protección de datos personales.

Los tratamientos de datos de carácter personal de las personas físicas se realizarán con estricta sujeción a lo 
dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo 
a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos); en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, y en 
el resto de la normativa sobre protección de datos personales.

Artículo 14. Incumplimiento y devolución voluntaria de la ayuda.

1. El incumplimiento total de los fines y requisitos para los que se concedió la ayuda y de las condiciones fijadas en 
la resolución de concesión y en este decreto, dará lugar a la declaración de incumplimiento de condiciones y a la 
consiguiente declaración de la pérdida de la ayuda.

2. En el supuesto de incumplimiento parcial, la fijación de la cantidad que deba ser reintegrada se determinará en 
aplicación del principio de proporcionalidad y teniendo en cuenta el hecho de que el citado incumplimiento se aproxime 
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significativamente al cumplimiento total y se acredite por la persona beneficiaria una actuación inequívocamente 
tendente a la satisfacción de sus compromisos.

3. Según lo dispuesto en el artículo 51 del Reglamento de desarrollo del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de 
Castilla-La Mancha en materia de subvenciones, las personas beneficiarias, a iniciativa propia, podrán devolver el 
importe percibido indebidamente, a través del modelo 046, de acuerdo con las instrucciones recogidas en la sede 
electrónica de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en la siguiente dirección: https://tributos.jccm.es.

Artículo 15. Publicidad de las ayudas concedidas.

1. A efectos de publicidad de las ayudas, se remitirá a la Base de Datos Nacional de Subvenciones, a través de 
la Base de Datos Regional de Subvenciones, información sobre las resoluciones de concesión recaídas, en los 
términos establecidos en el artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. No obstante, en atención a la naturaleza de estas ayudas y en virtud de lo dispuesto en el artículo 20.8.b) de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, no será necesaria la publicación de las ayudas concedidas por considerar que 
dicha publicación puede ser contraria a la intimidad personal y familiar de las personas beneficiarias, de acuerdo 
con lo establecido en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen.

Disposición adicional única. Suscripción de convenios con las diputaciones provinciales.

1. La Consejería de Bienestar Social y las diputaciones provinciales, podrán suscribir convenios de cooperación 
para la financiación de las ayudas reguladas en este decreto.

2. La cuantía se determinará en el convenio de cooperación que se suscriba.

Disposición final primera. Habilitación.

Se faculta a la persona titular de la Consejería de Bienestar Social para adoptar las disposiciones necesarias para 
el desarrollo y ejecución de este decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Dado en Toledo, el 12 de mayo de 2020
El Presidente

EMILIANO GARCÍA-PAGE SÁNCHEZ

La Consejera de Bienestar Social
AURELIA SÁNCHEZ NAVARRO
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I.- DISPOSICIONES GENERALES

Consejería de Economía, Empresas y Empleo

Decreto 16/2020, de 19 de mayo, por el que se regula la concesión directa de subvenciones para la adquisición 
de elementos de protección sanitaria en los establecimientos de comercio, hostelería y restauración de Castilla-La 
Mancha. Extracto BDNS (Identif.): 506735. [2020/3103]

Extracto del Decreto 16/2020, de 19 de mayo, por el que se regula la concesión directa de subvenciones para la 
adquisición de elementos de protección sanitaria en los establecimientos de comercio, hostelería y restauración de 
Castilla-La Mancha.

BDNS (Identif.): 506735

De conformidad con lo previsto en los artículos 17.3.b y 20.8.a de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, se publica el extracto de la convocatoria cuyo texto completo puede consultarse en la Base de Datos 
Nacional de Subvenciones http://www.pap.minhap.gob.es/bdnstrans/index:

Primero. Beneficiarios

Podrán ser beneficiarios de las subvenciones reguladas en el presente decreto las personas físicas o jurídicas que 
desarrollen en Castilla-La Mancha una actividad comercial incluida en alguno de los epígrafes del impuesto de actividades 
económicas que figuran en el anexo III o que sean titulares de bares, cafeterías o restaurantes incluidos en el Registro 
General de empresas, establecimientos, asociaciones de empresarios turísticos y entidades turísticas o empresariales 
de Castilla-La Mancha, que han visto suspendida su actividad durante el establecimiento del estado de alarma, conforme 
al Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y que para el reinicio de su actividad deban adaptarse a los protocolos 
sanitarios establecidos para cada uno de los sectores mencionados.

Segundo. Objeto

La finalidad de estas subvenciones consiste en incrementar las medidas sanitarias y de seguridad en los establecimientos 
de comercio, restauración y hostelería de Castilla-La Mancha, con el fin de aumentar el número las reservas y el volumen 
de negocio en dichos sectores durante el periodo.

Tercero. Bases reguladoras

Decreto 16/2020 de 19/05/2020, por el que se regula la concesión directa de subvenciones para la adquisición de 
elementos de protección sanitaria en los establecimientos de comercio, hostelería y restauración de Castilla-La Mancha.

Cuarto. Financiación y cuantía de las subvenciones

Las subvenciones previstas en este decreto se financiarán con cargo a las partidas presupuestarias de los presupuestos 
generales de la Junta de comunidades de Castilla-La Mancha para 2020 por un importe total de 3.100.000 euros.

Partida presupuestaria	 Cuantía
1912/751E/47000	 1.550.000 €
1912/751C/47000	 1.550.000 €

La cuantía total máxima establecida para estas ayudas podrá incrementarse en los términos y condiciones previstos en 
el artículo 23. 1, b) 1º del Reglamento de desarrollo del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, 
en materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero con una cuantía adicional de hasta el 40% 
del importe total.

La cuantía máxima de la subvención será de 400 euros por beneficiario, abonándose el importe realmente justificado 
por la compra de los elementos establecidos en el artículo 4.
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Quinto. Plazo y forma de presentación de solicitudes.

Las solicitudes se presentarán en el plazo de un mes desde el día siguiente a la publicación de este decreto en el 
Diario Oficial de Castilla-La Mancha y se dirigirán a la persona titular de la Dirección General de Turismo, Comercio 
y Artesanía, se presentarán de forma telemática con firma electrónica, a través del formulario incluido en la sede 
electrónica de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha (https://www.jccm.es), que 
figura como anexo I acompañado del anexo II. Al presentarse de esta forma, los documentos a aportar podrán ser 
digitalizados y presentados junto con la solicitud, como archivos anexos a la misma.

Toledo, 19 de mayo de 2020
El Presidente

EMILIANO GARCÍA-PAGE SÁNCHEZ
La Consejera de Economía, Empresas y Empleo
PATRICIA FRANCO JIMÉNEZ

TEXTO COMPLETO DEL DECRETO 16/2020, DE 19 DE MAYO

El 14 de marzo de 2020 entró en vigor el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, cuyo artículo 10 establece 
medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial, actividades de hostelería y restauración, entre otros, 
suspendiendo dichas actividades.

El apartado 6 de dicho precepto habilita al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las medidas, 
lugares, establecimientos y actividades enumeradas en los apartados anteriores, por razones justificadas de salud 
pública, con el alcance y ámbito territorial que específicamente se determine.

En el momento actual, se ha iniciado un proceso de reducción gradual de las medidas extraordinarias de restricción 
de la movilidad y del contacto social establecidas mediante el citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. Así, 
el pasado 28 de abril de 2020 el Consejo de Ministros adoptó el Plan para la transición hacia una nueva normalidad 
que establece los principales parámetros e instrumentos para la consecución de la normalidad.

En consecuencia, la reapertura de este tipo de establecimiento se debe realizar respetando las normas que 
establezcan las autoridades sanitarias, lo que afectará al número de reservas y clientes.

En este contexto, y por medio del presente decreto, que tiene como objetivo incrementar las medidas sanitarias y 
de seguridad en los establecimientos de comercio, restauración y hostelería de Castilla-La Mancha, con el fin de 
aumentar el número de las reservas y volumen de negocio del sector turístico empresarial y comercial, se procede a 
la regulación de las correspondientes subvenciones para la adquisición de elementos de protección que habrán de 
coadyuvar al logro de aquel objetivo. 

Con esta convocatoria se pondrán a disposición del sector hostelero y comercial presupuesto para la adquisición de 
más de 50.000 elementos de protección sanitaria frente al COVID-19.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, en su disposición adicional tercera, dispone que se suspenden términos y 
se interrumpen los plazos para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público. No obstante, 
el apartado 3 prevé que desde la entrada en vigor del citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, las entidades 
del sector público podrán acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos administrativos que 
vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma, o que 
sean indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los servicios.

En este sentido, habida cuenta de que el presente decreto tiene como objetivo el incremento de las medidas de 
protección y de seguridad para la salud de los establecimientos a los que va dirigido, que repercutirá favorablemente 
tanto en los trabajadores como en los usuarios de los mismos, se justifica este procedimiento por ser indispensable 
para la protección del interés general.

Las razones expuestas justifican el interés público y social de estas subvenciones, habida cuenta de su finalidad y 
objeto y, por ello, se determina que la vía más adecuada es la subvención directa, de carácter excepcional, prevista 
en el artículo 75, 2.c) y 3 del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por Decreto 
Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, y en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
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de Subvenciones, según los cuales podrán concederse de forma directa las subvenciones en las que se acrediten 
razones de interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que dificulten su 
convocatoria pública.

Por su parte, tanto el artículo 75.3, párrafo primero, del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, 
como el artículo 37.1 del Decreto 21/2008, de 5 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo 
del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha en materia de subvenciones, establecen que el 
Consejo de Gobierno aprobará por Decreto, y a propuesta del titular de la Consejería a la que esté adscrito el órgano 
o entidad concedente, las normas especiales, con el carácter de bases reguladoras de estas subvenciones.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, todos los trámites relacionados con el procedimiento de concesión de las 
subvenciones reguladas en este decreto se realizarán únicamente por medios electrónicos, puesto que las personas 
físicas que realicen actividad empresarial, por la propia naturaleza de su actividad, conlleva necesariamente poseer 
unas capacidades técnicas y económicas para disponer de los medios electrónicos necesarios.

Por todo lo anteriormente citado, a propuesta de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, y previa deliberación 
del Consejo de Gobierno en su reunión de 19 de mayo de 2020, 

Dispongo:

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto y finalidad.

1. El presente decreto tiene por objeto regular la concesión directa de subvenciones destinadas a la realización 
de actuaciones y adquisición de elementos de protección sanitaria en establecimientos de comercio, hostelería y 
restauración situados en Castilla-La Mancha.

2. La finalidad de estas subvenciones consiste en incrementar las medidas sanitarias y de seguridad en los 
establecimientos de comercio, restauración y hostelería de Castilla-La Mancha, con el fin de aumentar el número las 
reservas y el volumen de negocio en dichos sectores durante el periodo.

Artículo 2. Régimen jurídico. 

1. Las subvenciones a otorgar se regirán, además de por lo establecido en el presente decreto, por los preceptos 
básicos contenidos en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en su Reglamento de desarrollo, aprobado por Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio, así como por la normativa sobre subvenciones contenida en el título tercero del 
texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de 
noviembre y en el Reglamento de desarrollo del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, en 
materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero, y en el resto de normativa en materia de 
subvenciones.

2. Asimismo se regirán por el Reglamento (UE) nº 1407/2013 de la Comisión de 18 de diciembre de 2013 relativo 
a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de 
minimis, por lo que tienen el carácter de ayudas de minimis. Según dicho Reglamento las ayudas totales de minimis 
obtenidas por una empresa durante un periodo de tres ejercicios fiscales no deberán exceder de 200.000 euros. En 
caso de superar esta cantidad, la empresa beneficiaria procederá al reintegro del exceso obtenido sobre el citado 
límite, así como del correspondiente interés de demora de acuerdo con lo establecido en el artículo 78 del texto 
refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha.

Artículo 3. Procedimiento de concesión. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 75.2.c) del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, 
aprobado por Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre, así como en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, las subvenciones reguladas en este decreto serán tramitadas mediante 
el procedimiento de concesión directa, por concurrir razones de interés público, social y económico. 
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Artículo 4. Actuaciones y gastos subvencionables. 

1. Se consideran actuaciones susceptibles de ayuda, los siguientes conceptos:

a) La adquisición de gel hidroalcohólico y dispensadores en sus diferentes formatos.
b) La adquisición y montaje de mamparas de protección en comercios para atención al público y en aquellos bares, 
restaurantes y cafeterías que como consecuencia de la reducción de su aforo y capacidad opten por instalar esta 
medida de protección para aprovechar al máximo el espacio garantizando la protección de los clientes.
c) La adquisición de vinilos de señalización para delimitar la distancia de seguridad.

2. Se consideran gastos subvencionables, los gastos producidos por la compra de los elementos establecidos en el 
apartado primero de este artículo, y que se hayan realizado desde el día el 4 de mayo de 2020 hasta la finalización 
del plazo de solicitud de este Decreto, ambos incluidos.

El Impuesto sobre el Valor Añadido se considerará como gasto subvencionable cuando no sea susceptible de 
recuperación o compensación. En ningún caso el coste de adquisición de los gastos subvencionables podrá ser 
superior al valor de mercado. 

Artículo 5. Beneficiarios y requisitos. 

1. Podrán ser beneficiarios de las subvenciones reguladas en el presente decreto las personas físicas o jurídicas 
que desarrollen en Castilla-La Mancha una actividad comercial incluida en alguno de los epígrafes del impuesto de 
actividades económicas que figuran en el anexo III o que sean titulares de bares, cafeterías o restaurantes incluidos 
en el Registro General de empresas, establecimientos, asociaciones de empresarios turísticos y entidades turísticas 
o empresariales de Castilla-La Mancha, que han visto suspendida su actividad durante el establecimiento del estado 
de alarma, conforme al Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y que para el reinicio de su actividad deban 
adaptarse a los protocolos sanitarios establecidos para cada uno de los sectores mencionados.

2. Las entidades beneficiarias deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, así como 
encontrarse al corriente en el pago de obligaciones por reintegro de subvenciones públicas.
b) No estar incursa la persona física, los administradores o aquéllos que ostenten la representación legal de las 
personas jurídicas beneficiarias, en ninguno de los supuestos de incompatibilidad que contempla la Ley 11/2003, 
de 25 de septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha o en aquellos regulados en la 
legislación electoral de aplicación.
c) No encontrarse incursas en ninguna de las otras circunstancias que determina el artículo 13, apartados 2 y 3, de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.
d) Disponer de un plan de prevención de riesgos laborales, conforme a la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales.
e) No haber sido sancionadas, en virtud de resolución administrativa o sentencia judicial firme, por la comisión de 
infracciones graves o muy graves en materia de prevención de riesgos laborales en el año anterior a la solicitud.
f) Que el establecimiento esté ubicado en Castilla-La Mancha.
g) No haber sido nunca objeto de sanciones administrativas firmes, ni de sentencias firmes condenatorias, por llevar 
a cabo prácticas laborales consideradas discriminatorias por la legislación vigente, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 34 de la Ley 4/2018, de 8 de octubre, para una Sociedad Libre de Violencia de Género en Castilla-La 
Mancha.
h) Disponer de un Plan de igualdad, cuando así lo establezca la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres.
i) Incorporar en las mamparas, los dispensadores y los vinilos de señalización serigrafía con el logo institucional 
“nuestra salud está en tus manos”, que se podrán encontrar en la web institucional de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha.

3. La acreditación del cumplimiento de los requisitos para obtener la condición de beneficiario, se realizará mediante 
la cumplimentación y de conformidad con lo indicado en el anexo I.
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Artículo 6. Financiación.

1. Las subvenciones previstas en este decreto se financiarán con cargo a las partidas presupuestarias de los 
presupuestos generales de la Junta de comunidades de Castilla-La Mancha para 2020 por un importe total de 
3.100.000 euros, distribuidos de la siguiente forma:

Partida presupuestaria	 Cuantía
1912/751E/47000	 1.550.000 €
1912/751C/47000	 1.550.000 €

2. La cuantía total máxima establecida para estas ayudas podrá incrementarse en los términos y condiciones 
previstos en el artículo 23.1, b) 1º del Reglamento de desarrollo del texto refundido de la Ley de Hacienda de 
Castilla-La Mancha, en materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero con una cuantía 
adicional de hasta el 40% del importe total.

Dicha cuantía podrá ser incrementada sin necesidad de nueva convocatoria y sin que ello implique abrir un nuevo 
plazo de presentación de solicitudes, cuando se produzca una aportación finalista de otras Administraciones Públicas, 
por el importe de la misma.

La efectividad de la cuantía adicional queda condicionada a la declaración de disponibilidad del crédito, y, en su 
caso, a la previa aprobación de la modificación presupuestaria que proceda. Una vez se declare la disponibilidad 
del crédito correspondiente a la cuantía que, en su caso, se hubiese previsto con carácter adicional, se tramitará el 
correspondiente expediente de gasto por el importe declarado disponible.

El importe que resulte de este incremento deberá ser objeto de comunicación a la Base de Datos Nacional 
de Subvenciones y de publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha, antes de que finalice el plazo de 
presentación de solicitudes, sin que tal publicación implique la apertura de un nuevo plazo.

3. La distribución entre las aplicaciones presupuestarias tiene carácter estimativo. La alteración de dicha distribución 
no precisará de nueva convocatoria ni publicación.

Capítulo II
Procedimiento de gestión de las subvenciones

Artículo 7. Solicitudes, forma y plazo de presentación.

1. Las solicitudes se presentarán en el plazo de un mes desde el día siguiente a la publicación de este decreto en el 
Diario Oficial de Castilla-La Mancha y se dirigirán a la persona titular de la Dirección General de Turismo, Comercio 
y Artesanía, se presentarán de forma telemática con firma electrónica, a través del formulario incluido en la sede 
electrónica de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha (https://www.jccm.es), que 
figura como anexo I acompañado del anexo II. Al presentarse de esta forma, los documentos a aportar podrán ser 
digitalizados y presentados junto con la solicitud, como archivos anexos a la misma.

No se admitirán a trámite las solicitudes presentadas por medios distintos al anteriormente señalado.

2. Sólo se admitirá una única solicitud por beneficiario y establecimiento, en caso de presentación de más de una 
solicitud, solamente será admitida la presentada en último lugar.

3. No se admitirán a trámite aquellas solicitudes presentadas fuera del plazo establecido, resolviéndose su inadmisión, 
previa resolución dictada en los términos del artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

4. Una vez recibida la solicitud si ésta no reúne los requisitos exigidos o no se acompañasen los documentos 
preceptivos, el órgano instructor requerirá a la entidad interesada para que la subsane en el plazo máximo de diez 
días, con indicación de que, si no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su solicitud, previa resolución que deberá 
ser dictada en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

5. Todos los trámites relacionados con los expedientes de subvenciones, se notificarán por medios electrónicos, 
a través de la plataforma de notificaciones telemáticas en la sede electrónica de la Administración de la Junta de 
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Comunidades de Castilla-La Mancha. Para ello, en el momento de la solicitud, el interesado deberá estar dado 
de alta en la plataforma de notificaciones telemáticas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha https://
notifica.jccm.es/notifica/.

Artículo 8. Documentación justificativa a aportar junto con la solicitud.

1. Las empresas beneficiarias que realicen las compras deberán presentar junto con la solicitud, la justificación de la 
realización de la actividad subvencionable, mediante cuenta justificativa establecida como anexo II, con aportación 
de factura y justificante de pago, conforme a los siguientes documentos y requisitos:

a) La factura de adquisición e instalación de la actividad subvencionable, sin perjuicio de lo indicado por el Real 
Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones 
de facturación, deberá identificar convenientemente lo siguiente:
1º. Datos del beneficiario (nombre y apellidos).
2º. Datos del domicilio de la empresa.
3º. Fecha y número de factura.
4º. La factura deberá cumplir además los siguientes requisitos:
- Deberá ir firmada y sellada expresamente por la empresa emisora.
- Deberá desglosar expresamente el importe del coste de la adquisición e instalación del resto de elementos 
no subvencionables que en su caso pudieran aparecer en la misma, desglosando a su vez, la inversión del IVA 
soportado, en relación a los costes subvencionables. En caso de no existir coste de instalación se deberá indicar 
expresamente.
- Deberá estar emitida dentro del periodo subvencionable.
- No se admitirán facturas emitidas por empresas, entidades, sociedades o similares, en las que exista participación 
del beneficiario.
5º. Específicamente, en el caso de la adquisición o instalación de mamparas, la factura deberá identificar las medidas 
y características de la mampara instalada, así como el coste de la serigrafía del logo institucional de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha “nuestra salud está en tus manos”.
b) El justificante del pago efectivo e íntegro de la factura o facturas presentadas, que deberá cumplir los siguientes 
requisitos:
1º. El pago deberá efectuarse en el periodo subvencionable y el justificante del mismo deberá ser conforme a lo 
establecido en este decreto.
2º. El pago solo se podrá realizar por el solicitante de la ayuda mediante transferencia bancaria o pago con tarjeta 
de crédito.
3º. Para el caso del pago mediante transferencia bancaria, se deberá aportar copia del resguardo de la transferencia 
sellado por la entidad bancaria emisora, debiendo figurar en el concepto de la misma, el número de factura o 
concepto abonado. En caso de que la transferencia bancaria se realice mediante banca electrónica, se deberá 
aportar resguardo de la citada transferencia y recibí de la empresa, firmado y sellado, en el que se indique al menos, 
nombre del solicitante de la ayuda que paga la actuación subvencionable y el número de factura.
4º. Si la forma de pago es el ingreso en cuenta directamente, se deberá realizar por el solicitante de la ayuda, 
debiendo presentar copia del resguardo del ingreso sellado por la entidad bancaria emisora en el que figure el 
nombre del solicitante que realiza el ingreso o persona autorizada, el número de factura o concepto abonado, y 
destinatario del pago.
5º. Para el caso del pago mediante tarjeta de crédito, se deberá aportar resguardo bancario (tique TPV legible) de la 
operación efectuada con la tarjeta de crédito cuyo titular debe ser el solicitante de la ayuda y recibí de la empresa, 
firmado y sellado, en el que se indique al menos el nombre del solicitante de la ayuda que paga la actuación 
subvencionable y el número de factura.
6º. No se admitirán pagos en metálico, ni pagos fraccionados o mediante contratos de financiación o similares.
7º. En cualquier caso el solicitante de la ayuda debe ser el titular, cotitular o autorizado del número de cuenta 
bancaria desde el que se realiza el pago de la actuación subvencionable.
c) En su caso, relación detallada de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la actividad subvencionada 
con indicación del importe y su procedencia.

Artículo 9. Instrucción del procedimiento.

1. Los órganos competentes para la instrucción del procedimiento serán los servicios de las Delegaciones provinciales 
de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo con funciones en materia de turismo y comercio, que realizarán 
de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos 
en virtud de los cuáles debe pronunciarse la resolución de concesión.
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2. Una vez presentadas las solicitudes y su documentación adjunta, el órgano instructor procederá a verificar que 
la misma cumple con los requisitos para acceder a la subvención solicitada y formulará propuesta de resolución 
provisional debidamente motivada, que se notificará a las entidades interesadas, concediendo un plazo de 10 días 
para presentar alegaciones. 

No obstante, lo anterior, se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean 
tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por los interesados y la cuantía 
que figure en la solicitud presentada y el importe de la propuesta de resolución sean coincidentes. En este caso, la 
propuesta de resolución formulada tendrá el carácter de definitiva.

3. Examinadas las alegaciones aducidas, en su caso, por las personas interesadas, el instructor formulará la 
propuesta de resolución definitiva, que expresará la persona solicitante para la que se propone la concesión de la 
subvención, y su cuantía.

4. Las propuestas de resolución provisional y definitiva no crean derecho alguno a favor del beneficiario propuesto, 
frente a la Administración, mientras no se haya publicado o notificado la resolución de concesión.

5. El expediente de concesión de subvenciones contendrá el informe del órgano instructor en el que conste que 
de la información que obra en su poder se desprende que las personas beneficiarias cumplen todos los requisitos 
necesarios para acceder a las mismas.

Artículo 10. Resolución. 

1. La competencia para dictar la resolución que proceda de las subvenciones solicitadas al amparo de este decreto, 
corresponderá a la persona titular de la Dirección General de Turismo, Comercio y Artesanía.

2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del procedimiento será de un mes a contar desde la presentación 
de la solicitud, transcurrido el cual, sin mediar resolución expresa, se podrán entender desestimadas las solicitudes 
a los efectos de la interposición de los recursos administrativos procedentes.

3. Contra la resolución, que no pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de alzada, en el plazo 
de un mes desde el día siguiente al de notificación de la resolución, ante la persona titular de la Consejería de 
Economía, Empresas y Empleo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre. 

Artículo 11. Cuantía de la subvención.

La cuantía máxima de la subvención será de 400 euros por beneficiario, abonándose el importe realmente justificado 
por la compra de los elementos establecidos en el artículo 4.

Artículo 12. Modificación de la resolución.

1. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención, así como y en todo 
caso, la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales o internacionales, podrá lugar a la modificación de la resolución de concesión.

2. La resolución de modificación de concesión de ayuda deberá dictarse por la persona titular de la Dirección 
General de Turismo, Comercio y Artesanía, en el plazo de 15 días desde la fecha de presentación de la solicitud de 
modificación. El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima a las entidades 
interesadas para entender desestimada por silencio administrativo la modificación solicitada.

Artículo 13. Obligaciones de las entidades beneficiarias.

Las entidades beneficiarias deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Cumplir el objetivo y realizar la actividad que fundamenta la concesión de la subvención.
b) Justificar ante el órgano competente el cumplimiento de los requisitos y condiciones, así como la realización de la 
actividad y el cumplimiento de la finalidad que determine la concesión de la subvención.
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c) Someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar por el órgano concedente, así como cualesquiera otras 
de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, tanto regionales y 
nacionales, aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio de estas actuaciones.
d) Comunicar al órgano concedente otras subvenciones, ayudas, ingresos y recursos que financien las actividades 
subvencionadas, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales. Dicha comunicación deberá efectuarse tan pronto como se conozca y, en 
todo caso, con anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos percibidos.
e) Comunicar al órgano concedente, en un plazo no superior a 30 días, cualquier modificación que se produzca 
respecto a los datos identificativos o a las circunstancias tenidas en cuenta en el momento de la concesión, así como 
de los compromisos y obligaciones asumidas como beneficiario.
f) Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el artículo 37 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, así como en los previstos específicamente en el presente decreto.
g) Cumplir el resto de obligaciones establecidas en el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y en su 
normativa de desarrollo.
h) Suministrar a la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, previo requerimiento, toda la 
información necesaria para el cumplimiento de las obligaciones previstas en el Título II de la Ley 4/2016, de 15 de 
diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-La Mancha.
i) Cumplir con las obligaciones establecidas en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales y en el convenio colectivo de aplicación, en particular en lo relativo a la formación previa y a la dotación 
de equipos de protección individual.
j) Ajustar su actuación a lo previsto en la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter 
personal.
k) Incorporar en las mamparas, los dispensadores y los vinilos de señalización serigrafía con el logo institucional 
“nuestra salud está en tus manos”, que se podrán encontrar en la web institucional de la Junta de Comunidades de 
Castilla-La Mancha.

Artículo 14. Pago de las ayudas.

1. El pago de la subvención se ingresará en la cuenta bancaria indicada por el beneficiario en el modelo normalizado 
de solicitud, procediéndose al abono total de la misma una vez dictada la resolución.

2. No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el beneficiario no se encuentre al corriente en el cumplimiento 
de sus obligaciones tributarias con la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha o sea 
deudor por resolución de procedencia de reintegro.

Artículo 15. Inspección y control.

Los beneficiarios de las ayudas, estarán obligados a facilitar las comprobaciones encaminadas a garantizar la 
correcta realización del procedimiento de gestión de las ayudas. Asimismo, estarán sometidos a las actuaciones 
de comprobación a efectuar por el órgano concedente, así como al control financiero de la Intervención General 
de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sin perjuicio de las funciones que correspondan al Tribunal de 
Cuentas.

A tal efecto, los beneficiarios deberán disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentación 
en los términos exigidos en la legislación aplicable, así como las facturas y demás justificantes de gasto de valor 
probatorio equivalente, y los justificantes de pago durante el plazo de dos años, desde que sean presentados los 
mismos, y válidos en derecho, ante la Administración.

Artículo 16. Compatibilidad y concurrencia de subvenciones. 

Las ayudas establecidas en el presente decreto serán compatibles para el mismo proyecto o actuación subvencionable, 
con cualquier otra ayuda concedida con cargo a los presupuestos de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha o cualquier otra Administración que financie los mismos conceptos, sin que, en ningún caso, el importe total 
acumulado de todas las ayudas sobrepase el coste total del proyecto. 

Artículo 17. Reintegro. 

1. Son causas de reintegro las contempladas en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, así como el 
resto de incumplimientos recogidos en el presente decreto.
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2. El incumplimiento por parte del beneficiario de lo establecido en el presente decreto y demás disposiciones 
aplicables originará el reintegro total o parcial de las cantidades que se hubieran recibido y la exigencia del interés 
de demora desde el momento del pago de la subvención, sin perjuicio de la posible calificación del incumplimiento 
como infracción administrativa, todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, los 
artículos 78 y 79 del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha, así como a lo establecido en 
los artículos 52 y siguientes del Reglamento de desarrollo del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La 
Mancha, en materia de subvenciones, aprobado por Decreto 21/2008, de 5 de febrero.

3. El reintegro del total de la subvención concedida se producirá como consecuencia de los siguientes 
incumplimientos: 

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando aquellas que lo hubieran 
impedido. 
b) Actuación dolosa tendente a engañar a la Administración en cuanto a la justificación de las actividades, o 
actuaciones que estuvieran incursas en fraude de ley. 
c) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa de carácter muy grave a las actuaciones de comprobación y control 
financiero por la Administración.

4. Los demás incumplimientos de obligaciones recogidos en este decreto y en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
siempre que el cumplimiento por el beneficiario se aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite 
por éste una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, darán lugar al reintegro 
parcial, respetándose, en todo caso, el principio de proporcionalidad. 

5. El procedimiento de reintegro de subvenciones se regirá por las disposiciones generales sobre procedimientos 
administrativos contenidas en el Título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, sin perjuicio de las especialidades que se establecen en el Capítulo III 
del Título III del texto refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha y disposiciones de desarrollo, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 79 de dicho texto Refundido.

Artículo 19. Régimen sancionador 

El régimen sancionador aplicable a las entidades beneficiarias de estas ayudas será el previsto en el Titulo IV de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y en el Capítulo IV del Título III del texto Refundido de la Ley de Hacienda de 
Castilla-La Mancha.

Artículo 20. Devolución a iniciativa del perceptor.

El beneficiario que voluntariamente proceda a la devolución total o parcial de la ayuda, cualquiera que sea su causa, 
sin previo requerimiento por parte de la Administración concedente, deberá realizarlo mediante comunicación al 
órgano concedente a través del modelo 046 descargable en la dirección http://tributos.jccm.es.

Cuando se produzca dicha devolución, el órgano gestor calculará los intereses de demora de acuerdo con lo previsto 
en la normativa estatal de aplicación y hasta el momento en que se produjo la devolución efectiva por el beneficiario, 
procediendo a su requerimiento.

Artículo 21. Protección de datos. 

1. La información contenida en las solicitudes de subvención presentadas al amparo decreto quedará sometida a la 
normativa vigente en materia de protección de datos.

2. El interesado puede ejercer los derechos de acceso, rectificación, supresión y limitación del tratamiento de sus 
datos.

Artículo 22. Publicidad de las subvenciones concedidas.

A efectos de publicidad, se remitirá a la Base de Datos Nacional de Subvenciones, a través de la Base de Datos 
Regional de Subvenciones, información sobre las resoluciones de concesión recaídas en los términos establecidos 
en el artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.
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Disposición final primera. Habilitación.

Se faculta a la persona titular de la Dirección General de Turismo, Comercio y Artesanía, para dictar cuantos actos 
y resoluciones sean necesarios e instrucciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de lo dispuesto en el 
presente decreto, así como para actualizar y modificar los anexos recogidos en el mismo.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Dado en Toledo, el 19 de mayo de 2020
El Presidente

EMIILIANO GARCÍA-PAGE SÁNCHEZ

La Consejera de Economía, Empresas y Empleo
PATRICIA FRANCO JIMÉNEZ
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












  



            





 





            
            




           


             






             

 

             





              





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 
  






               

           







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I.- DISPOSICIONES GENERALES

Presidencia de la Junta

Decreto 17/2020, de 25 de mayo, del Presidente de la Junta de Comunidades, sobre modificaciones de las 
medidas de contención, en relación con la flexibilización de las restricciones establecidas tras la declaración 
del estado de alarma, en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, con el 
fin de adaptarlas a la evolución de la emergencia sanitaria en Castilla-La Mancha. [2020/3120]

Con el objeto de contener la expansión del SARS-CoV-2, en el marco del protocolo y las instrucciones emitidas por el 
Ministerio de Sanidad, el Presidente de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha aprobó el Decreto 8/2020, de 
12 de marzo, sobre medidas extraordinarias a adoptar con motivo del coronavirus (SARS-CoV-2), publicado en el Diario 
Oficial de Castilla-La Mancha nº 51, de 13 de marzo de 2020.

Entre las medidas de contención adoptadas se contemplaba, entre otras, la suspensión de la actividad presencial de 
usuarios y público en todos los museos, archivos, bibliotecas y bibliotecas móviles; suspensión de eventos culturales o 
deportivos que se fueran a celebrar bajo cubierto y limitación del aforo de gimnasios e instalaciones deportivas cubiertas 
a un tercio de su capacidad máxima autorizada.

En el Boletín Oficial del Estado, nº 67, de 14 de marzo de 2020, se publicó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
que en su Disposición final primera, apartado 1, ratifica todas las disposiciones y medidas adoptadas previamente por 
las autoridades competentes de las comunidades autónomas y de las entidades locales con ocasión del coronavirus 
COVID-19, que continúan vigentes y producen los efectos previstos en ellas, siempre que resulten compatibles con este 
real decreto.

La Orden SND/388/2020, de 3 de mayo, por la que se establecen las condiciones para la apertura al público de determinados 
comercios y servicios, y la apertura de archivos, así como para la práctica del deporte profesional y federado, para la 
fase 0, determina en el artículo 11 que los archivos prestarán sus servicios preferentemente por vía telemática, mediante 
solicitudes y peticiones que serán atendidas, cuando resulte posible, por los servicios de información, administración y 
reprografía digital. No obstante, cuando sea absolutamente imprescindible, los ciudadanos podrán solicitar la consulta 
presencial de hasta diez documentos o unidades de instalación física en que éstos se encuentren, por jornada de 
trabajo. Estas consultas deberán realizarse en las dependencias establecidas para este fin.

La Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, 
establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia 
una nueva normalidad, en su artículo 23 contempla que podrá procederse a la apertura de bibliotecas, tanto de 
titularidad pública como privada para las actividades de préstamo y devolución de obras, lectura en sala, así como para 
información bibliográfica y bibliotecaria, regulándose en el Capítulo VIII las condiciones para la reapertura al público de 
las bibliotecas.

El artículo 26 de la mencionada orden establece que podrán abrir sus instalaciones al público los museos de cualquier 
titularidad y gestión, para permitir las visitas a la colección y a las exposiciones temporales, reduciéndose a un tercio el 
aforo previsto para cada una de sus salas y espacios públicos, regulándose en el Capítulo IX las condiciones para la 
reapertura al público de los museos.

El artículo 33 señala que podrá procederse a la reapertura al público de todos los locales y establecimientos en los que 
se desarrollen actos y espectáculos culturales cuya actividad se hubiera suspendido tras la declaración del estado de 
alarma en virtud de lo dispuesto en el artículo 10.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, siempre que no superen 
un tercio del aforo autorizado, regulando las condiciones de apertura en el Capítulo XI.

Y los artículos 41 y 42 determinan que podrá procederse a la apertura de instalaciones deportivas al aire libre y centros 
deportivos en los términos regulados en el Capítulo XII.

En la Sección 2ª del Capítulo I, de la mencionada orden se establecen las medidas de higiene y prevención que deben 
observarse por los titulares de las actividades económicas, o en su caso, por el director de los centros educativos y 
entidades previstas en dicha orden.
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El Gobierno de Castilla-La Mancha ha querido plantear el tránsito a la fase 1, incorporando un plus de prudencia y 
seguridad, con una perspectiva de progresividad, con el objetivo de salvaguardar el terreno ganado a la extensión 
de la pandemia y evitar, en la medida de lo posible, retrocesos que obliguen a volver a adoptar medidas más 
restrictivas.

En este Decreto, por prudencia y para evitar una nueva propagación de casos, no se contempla la reapertura al 
público de las bibliotecas móviles. 

Con el objeto de flexibilizar las medidas de contención reguladas en el Decreto 8/2020, de 12 de marzo y adaptarlas 
a la regulación contenida en las Órdenes SND/388/2020, de 3 de mayo y SND/ 399/2020, de 9 de mayo, modificadas 
por la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, a propuesta de la persona titular de la Consejería de Sanidad y oídas 
las personas titulares de las Consejerías competentes

Dispongo:

Artículo 1. Objeto del Decreto

El presente Decreto tiene por objeto adaptar las medidas reguladas en el Decreto 8/2020, de 12 de marzo, sobre 
medidas extraordinarias a adoptar con motivo del coronavirus (SARS-CoV-2), a las Ordenes SND/388/2020, de 3 de 
mayo por la que se establecen las condiciones para la apertura al público de determinados comercios y servicios, 
y la apertura de archivos, así como para la práctica del deporte profesional y federado y SND/399/2020 de 9 de 
mayo, para la flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la declaración del 
estado de alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, en cuanto a 
las condiciones de apertura al público de los locales y establecimientos, y de funcionamiento de las actividades 
culturales y deportivas que en él se contemplan. 

Artículo 2. Archivos.

1. Los archivos prestarán sus servicios preferentemente por vía telemática, mediante solicitudes y peticiones que 
serán atendidas, cuando resulte posible, por los servicios de información, administración y reprografía digital.

2. Las solicitudes se registrarán y atenderán por orden de recepción y serán atendidas, siguiendo este criterio, por 
los servicios de referencia y atención al ciudadano, quienes proporcionarán la información oportuna, o entregarán 
las correspondientes copias digitales o en papel, obtenidas a partir de soportes digitales, hasta un máximo de 
veinticinco unidades.

3. Cuando sea absolutamente imprescindible, los ciudadanos podrán solicitar la consulta presencial, previa cita, de 
hasta diez documentos o unidades de instalación física en que éstos se encuentren, por jornada de trabajo. Estas 
consultas deberán realizarse en las dependencias establecidas para este fin.

4. El archivo comunicará, presencialmente o por correo electrónico, la fecha y las condiciones de consulta de los 
documentos o unidades de instalación correspondientes.

5. Los servicios presenciales serán atendidos por riguroso orden de solicitud.

Artículo 3. Bibliotecas.

1. Las bibliotecas, tanto de titularidad pública como privada, podrán abrir sus instalaciones para las actividades 
de préstamo y devolución de obras en los términos contemplados de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo para 
la flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado de 
alarma en aplicación de la fase 1 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, y en concreto el Capítulo 
VIII.

2. Continúa suspendida la actividad presencial de usuarios y público en las bibliotecas móviles.

Artículo 4. Museos.

Los museos, de cualquier titularidad y gestión, podrán abrir sus instalaciones al público para permitir las visitas a la 
colección y a las exposiciones temporales, reduciéndose a un tercio el aforo previsto para cada una de sus salas y 
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espacios públicos, de acuerdo con la regulación contenida en la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, y en particular 
el Capítulo IX.

Artículo 5. Locales e instalaciones culturales y deportivas.

1. Los locales y establecimientos en los que se desarrollen actos y espectáculos culturales cuya actividad se hubiera 
suspendido tras la declaración del estado de alarma, podrán abrir sus instalaciones al público siempre que no 
superen un tercio del aforo autorizado. Además, si se realizan en lugares cerrados, no podrá haber más de veinte 
personas en total y, si son al aire libre, dicho aforo máximo será de cien personas, y siempre que se cumplan los 
requisitos de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, en particular, lo dispuesto en el Capítulo XI.

2. La actividad deportiva profesional y federada estará permitida en las condiciones establecidas en el Capítulo XII 
de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo. La apertura de las instalaciones deportivas al aire libre para la realización 
de actividades deportivas y, la actividad deportiva individual con cita previa en instalaciones y centros deportivos 
podrá realizarse en los términos establecidos en los artículos 40 y 41, respectivamente, de la Orden SND/399/2020, 
de 9 de mayo, siempre que se cumplan los requisitos de la citada orden.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Decreto 8/2020, de 12 de marzo, del Presidente de la Junta de Comunidades, sobre medidas 
extraordinarias a adoptar con motivo del coronavirus (SARS-CoV-2), en lo que se oponga a lo establecido en este 
decreto.

Disposiciones finales

Disposición final primera. Convalidación.

De este decreto se dará cuenta al Consejo de Gobierno para su convalidación.

Disposición final segunda. Habilitación normativa.

Se faculta a la persona titular de la Consejería de Sanidad para dictar cuantas medidas sean necesarias para la 
flexibilización de determinadas restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado de 
alarma en aplicación de las distintas fases del Plan de transición a la nueva normalidad.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Este decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Dado en Toledo, el 25 de mayo de 2020
El Presidente

EMILIANO GARCÍA-PAGE SÁNCHEZ

AÑO XXXIX  Núm. 102 25 de mayo de 2020 10118

382



I.- DISPOSICIONES GENERALES

Presidencia de la Junta

Decreto 19/2020, de 27 de mayo, del Presidente de la Junta de Comunidades, por el que se declara, el 31 de 
mayo de 2020, día de duelo por las víctimas por COVID-19 en Castilla-La Mancha y de homenaje a todos los 
profesionales que trabajan en la lucha contra la pandemia. [2020/3241]

El Consejo de Gobierno, en sesión celebrada el 21 de abril, a propuesta del Presidente, acordó suspender los actos 
festivos previstos para el día 31 de mayo de 2020, Día de la Región, que será de duelo y memoria por las víctimas por 
COVID-19, y de homenaje a todos los profesionales que trabajan en la lucha contra la pandemia, y posponer el acto 
institucional que organiza el Gobierno Regional.

Por Real Decreto 538/2020, de 26 de mayo, se ha declarado luto oficial por los fallecidos como consecuencia de la 
pandemia COVID-19.

En consecuencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 14.1 de la Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto, de 
Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha,

Dispongo:

Artículo único.

1. En el presente año 2020, el día 31 de mayo, Día de Castilla-La Mancha, será día de duelo y memoria por las víctimas 
por COVID-19, y de homenaje a todos los profesionales que trabajan en la lucha contra la pandemia.

2. El Gobierno de Castilla-La Mancha se adhiere a la declaración de luto decretada por el Gobierno de España por Real 
Decreto 538/2020, de 26 de mayo, por el que se declara luto oficial por los fallecidos como consecuencia de la pandemia 
COVID-19.

3. Durante todo el luto oficial, la bandera de Castilla-La Mancha ondeará a media asta en el exterior de los edificios 
públicos donde su uso sea obligatorio.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha.

Dado en Toledo, el 27 de mayo de 2020
El Presidente

EMILIANO GARCÍA-PAGE SÁNCHEZ
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DISPOSICIONES

DEPARTAMENTO DE LA PRESIDENCIA

DECRETO LEY 17/2020, de 12 de mayo, de medidas complementarias en relación con el Sistema sanitario
integral de utilización pública de Cataluña para hacer frente a la COVID-19.

El presidente de la Generalidad de Cataluña,

 

El artículo 67.6.a) del Estatuto prevé que los decretos ley son promulgados, en nombre del rey, por el
presidente o presidenta de la Generalidad.

 

De acuerdo con lo anterior, promulgo el siguiente

 

DECRETO LEY

 

El Gobierno, ante la necesidad extraordinaria y urgente que ha suscitado la grave situación de pandemia
mundial establecida por la Organización Mundial de la Salud, y la posterior declaración del estado de alarma
decretada mediante el Real decreto 463/2020, de 14 de marzo, ha adoptado varias medidas urgentes, de tipo
económicas, sanitarias, sociales, procedimentales y de intendencia general, bajo la forma de decreto ley, para
hacer frente a los efectos de la pandemia generada por la COVID-19.

Entre las medidas tomadas de carácter sanitario, figuran las incluidas en el capítulo II del Decreto ley 12/2020,
de 10 de abril, por el que se adoptan medidas presupuestarias, en relación con el Sistema sanitario integral de
utilización pública de Cataluña, en el ámbito tributario y en la estructura de la Administración de la
Generalidad, para paliar los efectos de la pandemia generada por la COVID-19. El citado capítulo II establece
medidas del Sistema sanitario integral de utilización pública de Cataluña para intentar detener el impacto
negativo de los sistemas de pago singularmente establecidos para las entidades del SISCAT, y a la vez que en
estos momentos especiales se los dote de capacidad de tesorería para no abocarlos a un escenario de
inviabilidad económica y al país a la pérdida masiva de puestos de trabajo dentro de un colectivo de
profesionales imprescindible para superar esta grave situación hasta ahora nunca vivida. El Decreto ley
13/2020, de 21 de abril, por el que se adoptan medidas urgentes de carácter estructural y organizativo, así
como medidas en el ámbito de las entidades del sector público de la Administración de la Generalidad, incluye
un conjunto de regulaciones que complementan lo que se disponía en el Decreto ley 12/2020, de 10 de abril,
en relación con el Sistema sanitario integral de utilización pública de Cataluña. En concreto, se determinan las
competencias que asume el Departamento de Salud y, por lo tanto, y por conexión, las que se mantienen en el
Departamento de Trabajo y Asuntos Sociales y Familia. Asimismo, se regula, hasta que no se aprueben los
correspondientes decretos de estructura, el régimen en materia de contratación, personal, inspección e
información en relación con las competencias que asume el Departamento de Salud y se concretan todavía
más las futuras actuaciones de carácter presupuestario. Posteriormente, el Decreto ley 14/2020, de 28 de
abril, por el que se adoptan medidas en relación con el Sistema sanitario integral de utilización pública de
Cataluña, en el ámbito tributario y social, para paliar los efectos de la pandemia generada, modifica el capítulo
II del Decreto ley 12/2020, de 10 de abril, y establece una serie de medidas relativas al Sistema sanitario
integral de utilización pública de Cataluña, con el fin de aclarar la facturación de medicación hospitalaria de
dispensación ambulatoria (MHDA); añadir una tarifa por la larga estancia socio-sanitaria por la COVID-19; y
establecer que la actividad de larga estancia socio-sanitaria a pacientes sin la COVID-19 será compensada de
acuerdo con la tarifa de nivel C.

Este Decreto ley se estructura en un único capítulo que modifica el Decreto ley 12/2020, de 10 de abril, por el
que se adoptan medidas presupuestarias, en relación con el Sistema sanitario integral de utilización pública de
Cataluña, en el ámbito tributario y en la estructura de la Administración de la Generalidad, para paliar los
efectos de la pandemia generada por la COVID-19, en el sentido de añadir un nuevo artículo relacionado con el
Sistema sanitario integral de utilización pública de Cataluña y una disposición adicional que establece la
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vigencia de la nueva medida. Este nuevo artículo, el 6 bis, establece que los centros de servicios sociales de
carácter residencial tienen que poner a disposición del Departamento de Salud el censo de residentes, con
identificación unívoca de las personas institucionalizadas en los establecimientos residenciales de servicios
sociales, incluyendo sus datos sanitarios y asistenciales para llevar a cabo las actividades relacionadas con la
gestión de la emergencia sanitaria actual, asegurando la sujeción a la normativa de protección de datos de
carácter personal y a la normativa sanitaria que regula el acceso a los datos de salud y a la historia clínica.

Finalmente, la disposición final establece la entrada en vigor inmediata del Decreto ley.

Visto el carácter extraordinario y excepcional de la grave situación de crisis sanitaria planteada que requiere
adoptar con urgencia y de manera inaplazable las medidas extraordinarias a que se ha hecho referencia y de
acuerdo con artículo 38 de la Ley 13/2008, del 5 de noviembre, de la presidencia de la Generalidad y del
Gobierno de acuerdo con el que el Gobierno puede dictar disposiciones legislativas provisionales, bajo la forma
de decreto ley;

En uso de la autorización que concede el artículo 64 del Estatuto de autonomía de Cataluña, a propuesta del
vicepresidente del Gobierno y consejerode Economía y Hacienda y con la deliberación previa del Gobierno,

 

Decreto:

 

Capítulo único

Modificación del Decreto ley 12/2020, de 10 de abril, por el que se adoptan medidas presupuestarias, en
relación con el Sistema sanitario integral de utilización pública de Cataluña, en el ámbito tributario y en la
estructura de la Administración de la Generalidad, para paliar los efectos de la pandemia generada por la
COVID-19.

 

Artículo 1

Se añade el artículo 6 bis al Decreto ley 12/2020, de 10 de abril, con el redactado siguiente:

“Artículo 6 bis

1. Paraasegurar la protección y la gestión de las personas institucionalizadas en los establecimientos
residenciales de servicios sociales, como colectivo de riesgo ante la emergencia sanitaria determinada por la
propagación de la COVID-19, en cumplimiento de los apartados g, h y i del artículo 9, apartado 2, del
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 y, en concreto, del
artículo 57 de la Ley 18/2009, del 22 de octubre, de salud pública, las entidades titulares y las entidades
gestoras de los servicios sociales de carácter residencial a los que hace referencia el artículo 1 del Decreto ley
13/2020, de 21 de abril, porel que se adoptan medidas urgentes de carácter estructural y organizativo, así
como medidas en el ámbito de las entidades del sector público de la Administración de la Generalidad que
constan en el Registro de Entidades, Servicios y Establecimientos Sociales (RESES) tienen que poner a
disposición del Departamento de Salud el censo de residentes, con identificación unívoca de las personas
institucionalizadas en cada uno de los centros residenciales, incluyendo las variables de datos sanitarias y
asistenciales que se determinen por parte del Departamento de Salud, de las contenidas en los registros
existentes en los centros, que sean relevantes a efectos de la COVID-19, para llevar a cabo las actividades
relacionadas con la gestión de la emergencia sanitaria actual.

2. Los datos sanitarios y asistenciales de las personas institucionalizadas en los establecimientos residenciales
de servicios sociales puestas a disposición del Departamento de Salud se integrarán en el tratamiento
“Vigilancia epidemiológica”, del cual es titular del Departamento de Salud, con la finalidad de ejercer las
competencias que en materia de vigilancia epidemiológica y de control de la salud pública, la legislación
vigente en materia de salud pública atribuye a las autoridades sanitarias.

3. Los datos sanitarios y asistenciales de las personas institucionalizadas en los establecimientos residenciales
de servicios sociales puestas a disposición del Departamento de Salud se podrán integrar en el tratamiento
“Registro de información sanitaria de pacientes”, del cual es titular el Departamento de Salud, para su
incorporación a la historia clínica compartida de Cataluña, para que los profesionales sanitarios del sistema
público de salud puedan acceder en el ejercicio de sus funciones.

4. La puestaa disposición de los datos se hará de forma automatizada, siempre que sea posible para que los
servicios sociales de carácter residencial dispongan de sistemas de información integrables.
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El Departamento de Salud establecerá el procedimiento a fin de que se haga efectiva esta puesta a disposición
de manera que se garantice una seguridad adecuada. En el supuesto de que la integración pueda ser
automatizada, el procedimiento con el establecimiento residencial de servicios sociales se hará a través de los
proveedores de los servicios TIC de cada establecimiento, con conocimiento de la persona titular o quien
gestione el establecimiento residencial, y bajo la coordinación del Departamento de Salud.

5. El tratamiento de datos personales a que se refieren los párrafos anteriores se tiene que realizar con
sujeción a la normativa de protección de datos de carácter personal y a la normativa sanitaria que regula el
acceso a los datos de salud y a la historia clínica. En todo caso, el tratamiento de los datos tiene que garantizar
el respecto a los derechos al honor, a la intimidad y a la propia imagen de las personas afectadas.

 

Artículo 2

Se añade la disposición adicional octava al Decreto ley 12/2020, de 10 de abril, con el redactado siguiente:

“Octava

Las previsiones que contienen los apartados 1, 2 y 5 del artículo 6 bis de este Decreto ley están vigentes
mientras dure el estado de alarma y, en cualquier caso, hasta que estén vigentes las medidas sanitarias de
intervención de los servicios sociales de carácter residencial que, de manera excepcional, se acuerden para
gestionar la situación de crisis sanitaria porla COVID-19”.

 

 

Disposición final

Este Decreto ley entra en vigor el mismo día de su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya.

 

Por lo tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los cuales sea de aplicación este Decreto ley cooperen a su
cumplimientoy que los tribunales y las autoridades a los cuales corresponda lo hagan cumplir.

 

Barcelona, 12 de mayo de 2020

 

Joaquim Torra i Pla

Presidente de la Generalidad de Cataluña

 

Pere Aragonès i Garcia

Vicepresidente del Gobierno y consejero de Economía y Hacienda

 

(20.134.016)
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DISPOSICIONES

DEPARTAMENTO DE LA PRESIDENCIA

DECRETO LEY 18/2020, de 12 de mayo, de medidas urgentes en materia de urbanismo, fianzas y ambiental.

El presidente de la Generalidad de Cataluña,

 

El artículo 67.6.a) del Estatuto prevé que los decretos ley son promulgados, en nombre del rey, por el
presidente o presidenta de la Generalidad.

 

De acuerdo con lo anterior, promulgo el siguiente

 

DECRETO LEY

 

Exposición de motivos

I

El Real decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la
situación de crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, declaró el estado de alarma y, de acuerdo con el
apartado primero de su disposición adicional tercera, se suspendieron términos y se interrumpieron los plazos
para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público, los cuales se deben reanudar en
el momento en que pierda vigencia el mencionado real decreto o sus prórrogas.

En estos momentos, el estado de alarma se ha prorrogado sucesivamente: hasta las 00:00 horas del día 12 de
abril de 2020, mediante autorización del Congreso de los Diputados de 25 de marzo de 2020 (BOE n.º 86, de
28 de marzo de 2020); hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 2020, mediante autorización del Congreso
de los Diputados de 9 de abril de 2020 (BOE n.º 101, de 11 de abril de 2020); hasta las 00:00 horas del día 10
de mayo de 2020, mediante autorización del Congreso de los Diputados de 22 de abril de 2020 (BOE n.º 115,
de 25 de abril de 2020), y hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020, mediante autorización del
Congreso de los Diputados de 6 de mayo de 2020 (BOE n.º 129, de 9 de mayo de 2020).

 

II

La disposición adicional décima del Texto refundido de la Ley de urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo
1/2010, de 3 de agosto, establece que los plazos para la tramitación y la resolución definitiva de las figuras de
planeamiento urbanístico y de gestión urbanística establecidos por esta Ley se amplían en un mes, en caso de
que coincidan total o parcialmente con el mes de agosto.

Esta medida, que si bien no constituye una verdadera inhabilitación del mes de agosto en la materia de que
trata, obliga a adaptar la actividad de la Administración urbanística a las características de este mes del año,
en que una parte considerable de la población disfruta de sus vacaciones anuales.

Sin embargo, el estado de alarma declarado para la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19,
conjuntamente con las medidas correspondientes que se han adoptado sucesivamente, han llevado a una
cierta parálisis administrativa en aquellas materias que no están implicadas directamente en la ejecución de
estas medidas, como la tramitación de las figuras urbanísticas de planeamiento y de gestión.

Atendiendo a la evolución de la crisis sanitaria y el cese mismo que se espera del estado de alarma declarado,
es notorio que se debe recuperar lo más pronto posible la actividad administrativa normal en relación con las
materias mencionadas, para no tener que afrontar una crisis económica mayor que la que se avista.
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En este sentido, la disposición adicional décima del Texto refundido de la Ley de urbanismo se presenta como
un obstáculo para recuperar, después de estas semanas de parálisis, la tramitación normal de las figuras
urbanísticas mencionadas, de las que a menudo dependen inversiones económicas importantes.

Para superar esta dificultad, el artículo 1 suspende la eficacia de la disposición adicional décima del Texto
refundido de la Ley de urbanismo durante el año 2020, con respecto a la resolución definitiva de los órganos
urbanísticos de la Administración de la Generalidad de carácter colegiado.

 

III

Por su parte, los artículos 2.2 y concordantes del Real decreto ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas
urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, exclusivamente en el marco de los acuerdos a
que hace referencia la medida, establecen que las partes pueden disponer libremente de la fianza obligatoria
en metálico regulada en el artículo 36 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de arrendamientos urbanos, que
pueden utilizar para pagar total o parcialmente algunas de las mensualidades de la renta. Supuesto en el que
la parte arrendataria debe reponer la fianza en el plazo de un año desde que se formalizó el acuerdo.

Esta medida está dirigida a reducir los costes de pymes y autónomos en materia de arrendamiento de fincas
urbanas para uso diferente del de vivienda, que puede conllevar un gran número de solicitudes extraordinarias
de devolución de fianzas.

De acuerdo con el artículo 3.1 de la Ley 13/1996, de 29 de julio, del registro y el depósito de fianzas de los
contratos de alquiler de fincas urbanas, en relación con la disposición adicional tercera, apartado 1, de la Ley
de arrendamientos urbanos, la fianza mencionada se deposita en el Instituto Catalán del Suelo. Y de acuerdo
con el artículo 7.1 de la Ley 13/1996 de 29 de julio, el Incasòl debe destinar el importe de las fianzas
depositadas a determinadas actuaciones en materia de política pública de suelo y de vivienda hasta un importe
máximo del 90% de las fianzas depositadas, ya que, en todo caso, debe reservar un importe no inferior al
10% de estos recursos para garantizar la efectividad en el pago de las cancelaciones y las devoluciones
consiguientes que se produzcan.

Teniendo en cuenta la actual situación económica y para garantizar el funcionamiento normal del Instituto
Catalán del Suelo, así como para asegurar las devoluciones ordinarias de las fianzas depositadas a la
finalización de los contratos de arrendamientos correspondientes ante la eventual disminución de la reserva
mínima que establece el artículo 7.1 de la Ley 13/1996, de 29 de julio, se permite que este Instituto modifique
el sistema del cómputo de esta reserva, a efectos de diferenciar qué importe del total proviene de las fianzas
depositadas para la formalización de los contratos de arrendamiento de fincas urbanas para uso de vivienda y
qué importe de las fianzas de los contratos de arrendamientos proviene de fincas urbanas para usos diferentes.
Y, de este modo, poder aplicar a cada parte de la reserva la solicitud de la devolución de la fianza que
corresponda.

 

IV

El artículo 8 de la Ley 12/1981, de 24 de diciembre, por la que se establecen normas adicionales de protección
de los espacios de especial interés natural afectados por actividades extractivas, establece que, una vez
finalizada la restauración, la devolución de las fianzas de las actividades extractivas tiene lugar una vez
finalizado el plazo de garantía, que oscila entre los tres y los cinco años. En el contexto actual de grave
afectación de la actividad económica, se considera que se pueden adoptar medidas que, sin poner en riesgo el
resultado de la restauración, permitan flexibilizar el retorno de las fianzas una vez la restauración se ha llevado
a cabo de modo satisfactorio.

Por otra parte, con respecto al Fondo del Patrimonio Natural, dada la grave afectación que sufren las iniciativas
ambientales en la presente situación originada por la COVID-19, se considera imprescindible activar y
desarrollar las acciones para las que se creó el Fondo. Dada la imposibilidad de hacerlo con los recursos
actualmente disponibles, se prevé que parte de los recursos del Fondo se puedan destinar a la dotación de los
medios personales y materiales necesarios para su gestión.

 

V

En el caso presente, el carácter extraordinario y excepcional de la situación deriva de las medidas adoptadas
para la gestión de la situación de crisis sanitaria, que la Organización Mundial de la Salud elevó a pandemia
internacional el 11 de marzo de 2020. Esta situación requiere adoptar con urgencia las medidas extraordinarias
a que se ha hecho referencia, que no se pueden aplazar.
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Teniendo en cuenta esta situación de necesidad extraordinaria y urgente, el Gobierno, de acuerdo con el
artículo 38 de la Ley 13/2008, del 5 de noviembre, de la presidencia de la Generalidad y del Gobierno, puede
dictar disposiciones legislativas provisionales, bajo la forma de decreto ley, en los términos del artículo 64 del
Estatuto.

 

Por todo ello, en uso de la autorización concedida en el artículo 64 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, a
propuesta del consejero de Territorio y Sostenibilidad, y de acuerdo con el Gobierno,

 

Decreto:

 

Artículo 1

Suspensión de la disposición adicional décima del Texto refundido de la Ley de urbanismo

Se suspende para el año 2020 la ampliación de plazos para la resolución definitiva de las figuras de
planeamiento urbanístico que establece la disposición adicional décima del Texto refundido de la Ley de
urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo 1/2010, de 3 de agosto, que deban ser adoptadas por los
órganos urbanísticos de la Administración de la Generalidad de carácter colegiado.

 

Artículo 2

Aplicación de la medida a que hace referencia el artículo 2.2 del Real decreto ley 15/2020

A efectos de lo que establece el artículo 2.2 del Real decreto ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes
complementarias para apoyar la economía y el empleo, el Instituto Catalán del Suelo puede limitar el importe
de las fianzas por retornar en ejecución de la medida a que hace referencia, al 10% de las fianzas que son
depositadas, relativas a los contratos de arrendamiento de fincas urbanas para uso diferente del de vivienda,
con la finalidad de garantizar la devolución ordinaria de las fianzas a la finalización del contrato de
arrendamiento que corresponda.

 

Artículo 3

Modificación del régimen de las fianzas de las actividades extractivas

Se modifica el apartado 5 del artículo 8 de la Ley 12/1981, de 24 de diciembre, por la que se establecen
normas adicionales de protección de los espacios de especial interés natural afectados por actividades
extractivas, que pasa a tener la redacción siguiente:

“5 La devolución de la fianza se hace cuando ha transcurrido el plazo de garantía que se haya fijado en el
informe sobre el programa de restauración. Este plazo es, como máximo, de cinco años. No obstante, una vez
se ha efectuado la aceptación de las obras de restauración, la persona titular de la actividad puede solicitar la
devolución del 75% del importe de los conceptos de la fianza que se detallan a continuación:

a) Movimiento de tierras propias con nivelación

b) Tendido de suelo edáfico propio acaparado

c) Arada y aportación de abonos

d) Rellenado con material propio

e) Rellenado con material de aportación

f) Construcción de zanjas para la red de desagüe

g) Hidrosiembra

h) Subsolado

i) Esponjamiento
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Artículo 4

Fondo del patrimonio natural y la biodiversidad

Se añade una nueva disposición adicional, la séptima, a la Ley 16/2017, del 1 de agosto, de cambio climático,
con el contenido siguiente:

“Disposición adicional séptima

“Fondo del Patrimonio Natural

1. El Fondo del Patrimonio Natural se creó por la Disposición adicional 10ª de la Ley 4/2017, de 28 de marzo,
de presupuestos de la Generalidad para el 2017. Es un fondo de carácter público, sin personalidad jurídica,
adscrito al departamento competente en materia de patrimonio natural, y que tiene como objetivo impulsar
actuaciones relacionadas con la protección, la gestión, la mejora y la valorización del patrimonio natural y la
biodiversidad.

2. El Fondo del Patrimonio Natural se nutre, como mínimo, con el 50% de los ingresos obtenidos del impuesto
sobre las emisiones de dióxido de carbono de los vehículos de tracción mecánica. Se pueden destinar recursos
económicos del Fondo a la dotación de los medios técnicos y humanos necesarios para su gestión.”

 

 

Disposición derogatoria

Queda derogada la disposición final treceava de la Ley 16/2017, del 1 de agosto, del cambio climático.

 

 

Disposición final

Este Decreto ley entra en vigor el mismo día de su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya.

 

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los que sea de aplicación este Decreto ley cooperen en su
cumplimiento y que los tribunales y las autoridades a los que corresponda lo hagan cumplir.

 

Barcelona, 12 de mayo de 2020

 

Joaquim Torra i Pla

Presidente de la Generalidad de Cataluña

 

Damià Calvet i Valera

Consejero de Territorio y Sostenibilidad

 

(20.134.005)
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DISPOSICIONES

DEPARTAMENTO DE LA PRESIDENCIA

DECRETO LEY 19/2020, de 19 de mayo, de medidas complementarias en materia social y sanitaria para
paliar los efectos de la pandemia generada por la COVID-19.

El presidente de la Generalidad de Cataluña,

 

El artículo 67.6.a) del Estatuto prevé que los decretos ley son promulgados, en nombre del rey, por el
presidente o presidenta de la Generalitat.

 

De acuerdo con lo anterior, promulgo el siguiente

 

DECRETO LEY

 

Exposición de motivos

El impacto que está teniendo la situación de emergencia de salud pública ocasionada por la COVID-19 ha
obligado al Gobierno a adoptar con la máxima celeridad medidas de carácter económico, social, sanitario y
procedimentales para intentar paliar los graves efectos generados por la pandemia. A la vista de la evolución
de la crisis, es necesario complementar los decretos ley adoptados por el Gobierno las últimas semanas con
nuevas medidas sociales y que faciliten la respuesta sanitaria adecuada a la emergencia sanitaria.

Este nuevo Decreto ley se estructura en tres capítulos, 7 artículos y una disposición final.

El capítulo I, con el artículo 1, atendiendo la situación económica generada por la COVID-19 que está
afectando de forma muy intensa a la economía, así como la situación económica de los ciudadanos y de las
empresas, y más intensamente en el caso de las pequeñas y medianas empresas, trata de dar soluciones a uno
de los escenarios más sensibles que es el ámbito de los servicios sociales a causa de la vulnerabilidad de sus
usuarios, a los que se tiene que garantizar que en el momento que sea posible en virtud de la evolución de la
crisis sanitaria, puedan volver a recibir el servicio que tienen reconocido como derecho subjetivo.

Es por este motivo que resulta imprescindible asegurar la prestación de estos servicios de igual modo que los
de ámbito sanitario. A este efecto, el Real decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara de estado
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, en su artículo 18
establece que los operadores críticos de servicios esenciales adoptarán las medidas necesarias para asegurar la
prestación de los servicios esenciales que les son propios.

La Ley 8/2011, de 28 de abril, por la que se establecen medidas para la protección de infraestructuras críticas,
en la letra a del artículo 2, define los servicios esenciales como aquellos necesarios para el mantenimiento de
las funciones sociales básicas, la salud, la seguridad, el bienestar social y económico de los ciudadanos, o el
eficaz mantenimiento de las Instituciones del Estado y de las administraciones públicas.

La situación de emergencia sanitaria ha provocado que en muchos centros de atención residencial se hayan
tenido que tomar medidas de intervención, que consisten, entre otras, en la redistribución de personal y el
refuerzo asistencial que han sido posibles gracias a la colaboración y puesta a disposición de los recursos
humanos y materiales de las entidades sociales proveedoras de la red de servicios sociales de atención pública.
Por ello, si bien en algunos centros se ha suspendido las actividades presenciales, se han mantenido
actividades alternativas de servicio a las personas usuarias, ya sea desplazando profesionales en otros espacios
de atención, o bien de apoyo a las personas y familiares para el acompañamiento y asesoramiento en el
transcurso de la crisis sanitaria.

Con el fin de dar continuidad a la prestación de estos servicios resulta necesario garantizar a sus prestadores
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que seguirán percibiendo las contraprestaciones pactadas. A este efecto se dictó la Resolución TSF/778/2020,
de 25 de marzo, por la que se concretan las medidas excepcionales organizativas y de los recursos humanos
en el ámbito de los servicios sociales del Sistema catalán de servicios sociales, a causa de la crisis sanitaria
provocada por la COVID-19, con el fin de garantizar a los prestadores la financiación de sus servicios.

Cuando menos, esta disposición no establece la forma y condiciones en que el pago de estos servicios se
efectuará a sus prestadores por lo que es necesario definirlo y establecer los términos necesarios y adecuados.

Por otra parte, en el capítulo II, artículo 2, se introduce una medida para paliar los efectos de la pandemia
generada por la COVID-19, en las rotaciones externas del personal en formación por el sistema de residencia
como especialistas en ciencias de la salud en Cataluña.

El artículo propuesto hace referencia al establecimiento de una suspensión temporal de la limitación actual a la
realización de rotaciones externas durante los tres últimos meses de formación de los profesionales residentes.

El sistema de formación sanitaria especializada mediante residencia implica para los especialistas en formación
el desarrollo de las actividades previstas en el programa de formación correspondiente a la especialidad de que
se trate, de manera tutelada y sujeta a las evaluaciones que se determinen reglamentariamente.

El Real decreto 183/2008, de 8 de febrero, por el que se determinan y se clasifican las especialidades en
ciencias de la salud y se desarrollan determinados aspectos del sistema de formación sanitaria especializada,
regula en su artículo 21 las rotaciones externas, la autorización y evaluación, sin establecer limitación temporal
en su realización. Sobre la base de la normativa mencionada, las comunidades autónomas tienen que
desarrollar un conjunto de actuaciones que tiendan a la implantación y la gestión de la formación sanitaria
especializada, y concretamente en la autorización de las rotaciones externas, entre muchos otros. En esta línea
se aprobó el Decreto 165/2015, de 21 de julio, de formación sanitaria especializada en Cataluña, como norma
propia dictada también en despliegue del artículo 162 del Estatuto de autonomía de Cataluña, en el que se
reconoce la competencia compartida en materia de formación sanitaria especializada.

De acuerdo con el artículo 42.3 del mencionado Decreto 165/2015, de 21 de julio, en Cataluña no se pueden
autorizar rotaciones externas de ninguna especialidad en los últimos tres meses previos a la finalización de la
formación sanitaria especializada. La finalidad de esta limitación es impedir la vinculación contractual o la
prestación de servicios del personal residente de forma adicional o complementaria con anterioridad a la
evaluación final de la residencia, con independencia de la vinculación contractual que le corresponde con el
centro o unidad docente correspondiente a la plaza adjudicada.

Además, el personal residente tiene que desarrollar sus funciones con dedicación a tiempo completo y en
exclusiva, y es incompatible la dedicación a cualquier otra actividad profesional.

La incidencia de la pandemia por COVID-19 en el ámbito sanitario es de público conocimiento, como también lo
es su incidencia en los profesionales que prestan servicios en el ámbito de salud y, concretamente, en el
personal en formación sanitaria especializada.

Por lo tanto, la necesidad de dar cumplimiento a los programas oficiales de las especialidades requiere la
adaptación de los itinerarios formativos del personal residente y resulta conveniente levantar temporalmente y
por plazo de un año la limitación de efectuar rotaciones externas durante los últimos tres meses previos a la
finalización de la formación sanitaria especializada, tal como prevé el artículo 42.3 del Decreto 165/2015, de 21
de julio. De esta forma, en todo el personal residente al que le corresponda finalizar su formación como
especialista durante el año 2021 no le será de aplicación la limitación prevista en el artículo 42.3 de dicho
Decreto, y así podrá contar con todo el año lectivo para efectuar las rotaciones externas pendientes,
favoreciendo la recuperación del tiempo de rotaciones suspendido durante la asistencia por COVID-19.

Finalmente, el capítulo III dota a las sociedades cooperativas de mecanismos e instrumentos que les permita
superar las restricciones derivadas de las medidas de emergencia sanitaria y puedan continuar una vez se haya
levantado el estado de alarma. Así, con carácter general, en este capítulo, hay dos grandes bloques de
medidas. Un primer bloque por el que se prolonga alguna de las medidas previstas por el Decreto ley 10/2020,
de 27 de marzo, más allá de la fecha en que se declare la finalización de la declaración de alarma. En este
sentido, se prolongan hasta el 31 de diciembre del 2020 las medidas siguientes: la posibilidad de hacer
asambleas y reuniones de comisiones y otros órganos colegiados por videoconferencia u otros medios de
comunicación; la habilitación de mecanismos diferentes a los previstos en el artículo 48.2 de la Ley de
cooperativas con relación a la publicidad de los votos sociales que corresponden a cada socio o socia; la no
fijación de un plazo mínimo ni máximo de antelación para hacer las convocatorias extraordinarias y,
finalmente, también se prolonga hasta el 31 de diciembre del 2020 la posibilidad de adoptar acuerdos sin
reunión del Consejo Rector y de otros órganos colegiados que ya preveía el artículo 4.2 del Decreto ley
10/2020. El resto de medidas excepcionales dan respuesta a la petición formulada por las entidades
representativas del sector cooperativo en Cataluña. Dentro de este segundo bloque se integran las medidas
extraordinarias siguientes: permitir que un socio o socia pueda disponer de cinco votos delegados, en lugar de
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los dos que con carácter habitual se permite; permitir a las cooperativas que prevén en sus estatutos la
existencia de asambleas preparatorias o de sección, hacer a la asamblea general sin hacer las primeras;
prorrogar en determinados supuestos los mandatos de las personas delegadas; ampliar el plazo para celebrar
las asambleas relativas a los recursos sobre expedientes sancionadores; ampliar hasta el 31 de diciembre del
2020 el plazo para hacer a la asamblea ordinaria prevista en el artículo 43.5 de la Ley de cooperativas en
relación con las cooperativas que cierren el ejercicio económico con posterioridad al 14 de septiembre del 2019
y antes del día siguiente a la finalización del estado de alarma; se amplía el plazo previsto para legalizar los
libros, se prevé prolongar la vigencia de los cargos que caduquen durante el año 2020 hasta el 31 de diciembre
del 2020, y, finalmente, se prevé no tener en cuenta, a efectos del cómputo de más de un año que establece el
artículo 102.1.e de la Ley de cooperativas, el ejercicio cerrado el año en que se haya declarado el estado de
alarma.

La grave situación de crisis sanitaria que afrontamos por la pandemia declarada por la OMS genera la
concurrencia de motivos que justifican la extraordinaria y urgente necesidad de adoptar las medidas que
contiene este Decreto ley.

De acuerdo con artículo 38 de la Ley 13/2008, del 5 de noviembre, de la presidencia de la Generalitat y del
Gobierno de acuerdo con el cual el Gobierno puede dictar disposiciones legislativas provisionales bajo la forma
de decreto ley;

En uso de la autorización que concede el artículo 64 del Estatuto de autonomía de Cataluña, a propuesta del
vicepresidente del Gobierno y consejero de Economía y Hacienda y con la deliberación previa del Gobierno,

 

Decreto:

 

Capítulo I

Medidas con relación a las prestaciones sociales 

 

Artículo 1

1.1 Durante el periodo de estado de alarma y la aplicación de medidas excepcionales de contención de la crisis
sanitaria, para garantizar el mantenimiento de los puestos de trabajo de los proveedores del Sistema catalán
de servicios sociales y no afectar con carácter general la actividad económica, compensar las actividades no
presenciales desarrolladas, así como la puesta a disposición de sus profesionales al servicio de la red de
atención asistencial, y garantizar que en el momento que sea posible en virtud de la evolución de la crisis
sanitaria se puedan volver a prestar los servicios sociales presenciales en las diferentes fases a las personas
usuarias que tienen reconocida la prestación como derecho subjetivo, con los nuevos requerimientos de
protección que fijen las autoridades sanitarias, se autoriza a abonar como medida de fomento el importe
previsto en el instrumento de relación.

1.2 A estos efectos se habilita a los órganos competentes para dar cumplimiento a lo dispuesto en el apartado
anterior.

 

 

Capítulo II

Medidas en el ámbito sanitario

 

Artículo 2

Del personal residente

Al personal residente al que corresponda finalizar su formación como especialista durante el año 2021 no le
será de aplicación la limitación prevista en el artículo 42.3 del Decreto 165/2015, de 21 de julio, de formación
sanitaria especializada en Cataluña, en materia de rotaciones externas.
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Capítulo III

Medidas concretas aplicables a las sociedades cooperativas catalanas

 

Artículo 3

Medidas relativas a la convocatoria y celebración de las asambleas generales

3.1 De forma excepcional y hasta el 31 de diciembre de 2020, aunque los estatutos de las sociedades
cooperativas no lo prevean, el Consejo Rector puede convocar telemáticamente las asambleas generales,
siempre que la cooperativa y los socios y socias dispongan de los medios necesarios para hacerlo con todas las
garantías.

3.2 De forma excepcional, y hasta el 31 de diciembre de 2020, aunque los estatutos de las sociedades
cooperativas no lo prevean, se puede celebrar la asamblea general y se pueden adoptar acuerdos mediante
videoconferencia u otros medios de comunicación que permitan la participación a distancia de los socios y
socias, en los términos que establece lo que dispone el apartado 3 del artículo 46 de la Ley 12/2015, de 9 de
julio, de cooperativas de Cataluña.

Las reuniones que se celebren de esta manera se entienden que han tenido lugar en el domicilio social de la
cooperativa.

3.3 En la convocatoria que el Consejo Rector haga, de acuerdo con lo que prevén los apartados anteriores,
tiene que hacer constar las razones de excepcionalidad por las que se tiene que hacer de esta manera y
especificar de forma detallada como se llevará a cabo, en primera y en segunda convocatoria. En todo caso, es
responsabilidad del Consejo Rector adoptar las medidas pertinentes, en atención a las circunstancias concretas
de cada sociedad cooperativa, a fin de que los socios y socias reciban la convocatoria y puedan participar en la
asamblea convocada.

En el acta de la sesión, además de las circunstancias indicadas en el artículo 51 de la Ley de cooperativas, el
secretario o secretaria del Consejo Rector tiene que dejar constancia expresa de que ha reconocido la identidad
de todas las personas asistentes. El acta se tiene que remitir de forma inmediata, y como máximo en los tres
días siguientes a la reunión, a las direcciones de correo electrónico de cada una de las personas asistentes.

En todos los casos, en la convocatoria se tiene que hacer posible el acceso, desde el momento en que se haga,
a los documentos a los que se refiere el apartado d del artículo 39.2 de la Ley de cooperativas.

3.4 Las asambleas generales convocadas antes de la declaración del estado de alarma que tenían que tener
lugar después de esta declaración y que podían ser objeto de aplazamiento o de modificación en cuanto al
lugar, medio, día y hora de celebración para quien las ha convocado, de acuerdo con el Decreto Ley 10/2020,
de 27 de marzo, se podrán llevar a cabo dentro del plazo y conforme a las normas establecidas en los tres
apartados anteriores.

3.5 De forma excepcional y durante el periodo de estado de alarma y hasta el 31 de diciembre del 2020, el
Consejo Rector puede convocar asambleas extraordinarias con la antelación mínima y máxima que considere
pertinente, siempre teniendo en cuenta la urgencia del acuerdo que hay que adoptar. En todo caso, será
responsabilidad del Consejo Rector adoptar las medidas pertinentes, en atención a las circunstancias concretas
de cada sociedad cooperativa, a fin de que los socios y socias puedan recibir la convocatoria y contribuir a la
sesión de la asamblea con las garantías pertinentes. A este efecto, la convocatoria de la reunión de la
asamblea tiene que hacer constar la concurrencia de las razones que han motivado hacer la convocatoria con
una antelación inferior o superior a la que prevé el artículo 44 de la Ley 12/2015, de 9 de julio, de cooperativas
de Cataluña.

3.6 De forma excepcional, y hasta el 31 de diciembre de 2020, el Consejo Rector, según las circunstancias
concretas de cada sociedad cooperativa, puede disponer mecanismos diferentes a los establecidos en el artículo
48.2 de la Ley de cooperativas en relación con la obligación de poner a disposición de los socios y socias el
número de votos sociales que corresponde a cada persona. En todo caso, los mecanismos que se articulen
tienen que ofrecer a los socios y socias las mismas garantías que el artículo 48.2 de la Ley de cooperativas.

3.7 El plazo para hacer la asamblea ordinaria establecida en el apartado 5 del artículo 43 de la Ley de
cooperativas se prolonga, excepcionalmente, hasta el 31 de diciembre de 2020, en relación con todas aquellas
cooperativas cuyo cierre económico fuera posterior al 14 de septiembre de 2019 y anterior al día siguiente de
la finalización del estado de alarma.
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3.8 Las asambleas generales convocadas para resolver recursos sobre expedientes sancionadores que no se
hubieran podido llevar a cabo por el estado de alarma se tienen que convocar en el plazo máximo de seis
meses desde la finalización de este estado de alarma.

3.9 De forma excepcional, y hasta el 31 de diciembre de 2020, en las asambleas generales convocadas, cada
socio o socia puede disponer como máximo de cinco votos delegados, que tienen que cumplir los requisitos
exigidos en el artículo 49.1 de la Ley de cooperativas.

3.10 De forma excepcional, y hasta el 31 de diciembre de 2020, las sociedades cooperativas que, conforme al
artículo 50 de la Ley de cooperativas constituyan su asamblea general mediante asambleas de delegados, no
están obligadas a celebrar antes las asambleas preparatorias o de sección, aunque sus estatutos lo prevean. El
Consejo Rector tiene que motivar en la convocatoria de la asamblea general las razones por las que no se
pueden hacer las asambleas de delegados o de sección.

No obstante lo que prevé el párrafo anterior, para aquellas cooperativas que convoquen asambleas
preparatorias o de sección, los nombramientos de los delegados que agoten su mandato a partir de la fecha de
declaración del estado de alarma y dentro del ejercicio 2020 se entenderán prorrogados hasta el 31 de
diciembre del 2020. Igualmente, quedan prorrogados hasta el 31 de diciembre de 2020, y podrán actuar en las
asambleas generales que tengan lugar hasta esta fecha los nombramientos de delegados que se hayan
producido antes de la declaración del estado de alarma. En caso de que se hubiera designado por una
asamblea concreta un delegado o delegada, y esta asamblea se haya aplazado en la forma legalmente prevista
con motivo del estado de alarma, se considerará vigente la designación hasta el momento en que se haga la
asamblea concreta por la que fue designado o designada.

 

Artículo 4

Medidas en relación con el Consejo Rector

4.1 De forma excepcional y hasta el 31 de diciembre de 2020, aunque los estatutos de las sociedades
cooperativas no lo prevean, el Consejo Rector y las comisiones delegadas se pueden reunir y adoptar acuerdos
por medio de videoconferencia u otros medios de comunicación que permitan la participación a distancia de los
socios y socias, de acuerdo con lo que dispone el artículo 57.1.e de la Ley de cooperativas.

Las reuniones que se celebren de esta manera se entienden que han tenido lugar en el domicilio social de la
cooperativa.

4.2 El Consejo Rector también puede adoptar acuerdos sin reunión, de acuerdo con lo que dispone el artículo
312-7 del Código civil de Cataluña, aunque los estatutos de la sociedad cooperativa no lo prevean, siempre que
lo decida la persona que los preside o lo soliciten al menos dos miembros.

 

Artículo 5

Medida excepcional con respecto a las causas de disolución

A los exclusivos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista en el artículo 102.1.e
de la Ley de cooperativas, no se tomará en consideración para el cómputo del plazo previsto el ejercicio
cerrado en el año en que se haya declarado el estado de alarma.

 

Artículo 6

Medida en relación con la legalización de los libros

En relación con todas las sociedades cooperativas cuyo cierre económico sea posterior al 14 de septiembre de
2019 y anterior al día siguiente de la finalización del estado de alarma, los libros se pueden legalizar hasta el
31 de diciembre del 2020.

 

Artículo 7

Medida de prolongación de la vigencia de los nombramientos de los cargos de los órganos de las cooperativas

Con carácter excepcional, los nombramientos de los cargos de las sociedades cooperativas y de los diferentes
órganos sociales, cuyo mandato caduque durante el año 2020, se entienden vigentes hasta la primera
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asamblea que se convoque después de la declaración del estado de alarma que, en todo caso, se tiene que
hacer como muy tarde el 31 de diciembre del 2020. A estos efectos, en la certificación del acuerdo del
nombramiento de los nuevos cargos que se presente al Registro se tiene que hacer constar esta circunstancia.

 

 

Disposición final

Este Decreto ley entra en vigor el mismo día de su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya.

 

Por lo tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los cuales sea de aplicación este Decreto ley cooperen a su
cumplimiento y que los tribunales y las autoridades a los cuales corresponda lo hagan cumplir.

 

Barcelona, 19 de mayo de 2020

 

Joaquim Torra i Pla

Presidente de la Generalidad de Cataluña

 

Pere Aragonès i Garcia

Vicepresidente del Gobierno y consejero de Economía y Hacienda

 

(20.141.001)
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DISPOSICIONES

DEPARTAMENTO DE LA PRESIDENCIA

DECRETO LEY 20/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan varias medidas en materia de deportes como
consecuencia del estado de alarma decretado por razón de la COVID-19.

El presidente de la Generalidad de Cataluña

 

El artículo 67.6.a) del Estatuto prevé que los decretos ley son promulgados, en nombre del rey, por el
presidente o presidenta de la Generalidad.

De acuerdo con lo anterior, promulgo el siguiente

 

DECRETO LEY

 

Exposición de motivos

La crisis sanitaria y económica generada como consecuencia del COVID-19 ha obligado al Gobierno de la
Generalidad a adoptar con carácter urgente una serie de medidas en diferentes ámbitos materiales, con el
objetivo de paliar los graves efectos generados por la pandemia.

El sector del deporte no ha estado exento, ni de la afectación producida por la pandemia, ni de las medidas
adoptadas por la Generalidad en este contexto. En este sentido, el Decreto Ley 10/2020, de 27 de marzo, por
el que se establecen nuevas medidas extraordinarias para hacer frente al impacto sanitario, económico y social
del COVID-19, que contiene medidas en el ámbito de las entidades deportivas de Cataluña.

Como consecuencia de la evolución de la pandemia, así como en el marco del proceso de desescalada y
transición hacia una nueva normalidad, se considera necesario adoptar nuevas medidas dirigidas a las
entidades deportivas y a los profesionales del sector del salvamento y socorrismo acuático.

De acuerdo con lo anterior, se dicta este Decreto, que se estructura en tres capítulos y una disposición final.

El capítulo I, en el artículo 1, regula la medida a adoptar en relación con los profesionales del sector de
salvamento y socorrismo acuático, consistente en una nueva moratoria para la aplicación a este concreto
sector del deporte del régimen sancionador establecido por la Ley 3/2008, de 23 de abril, del ejercicio de las
profesiones del deporte.

La situación actual provocada por la acción del Covid-19 con respecto a la incertidumbre de las condiciones en
que se producirá la apertura de piscinas y playas este verano, obliga a tomar medidas excepcionales en cuanto
a la contratación de socorristas en actividades acuáticas para esta temporada, razón por la que se considera
necesaria la suspensión del régimen sancionador establecido por la citada Ley 3/2008, de 23 de abril, para que
no comporte la consiguiente sanción administrativa, lo que perjudicaría gravemente el sector afectado.

En el capítulo II, artículos 2 y 3, se establecen diversas medidas en relación con el funcionamiento de los
órganos colegiados de las entidades deportivas en Cataluña, para que puedan celebrar sus sesiones con
cumplimiento de las medidas sanitarias vigentes, y limitadas, en cuanto a su objeto, la deliberación y
aprobación de cuestiones que garanticen el funcionamiento excepcional de la entidad deportiva.

Por otra parte, de acuerdo con las previsiones del Decreto Ley 10/2020, de 27 de marzo, mencionado, también
se considera oportuno habilitar las juntas directivas de las entidades deportivas de Cataluña para que puedan
acordar excepcionalmente las medidas que permitan garantizar su funcionamiento esencial como consecuencia
de la crisis sanitaria de la Covid-19, ya que ante la dificultad que puede suponer la celebración de asambleas
en los términos anteriormente establecidos, hay que tomar decisiones que preserven la continuidad de las
entidades, y de aquí la necesidad de que las personas responsables de estas estén oportunamente facultadas.

En el capítulo III, que comprende los artículos 4, 5 y 6, se adoptan medidas de carácter transitorio para
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afrontar la modernización y simplificación de las entidades deportivas, así como los trámites administrativos
que requieren sus modificaciones estructurales, a fin de que estas entidades puedan fusionarse, escindirse o
transformarse, con el fin de adecuarse estructuralmente a las necesidades del momento y evitar así situaciones
que pongan en peligro su liquidación así como la responsabilidad derivada a los directivos. En este sentido, se
trata de adecuar el régimen de las entidades deportivas en Cataluña a las previsiones del libro tercero del
Código civil de Cataluña contenidas en su artículo 314.1, 2 y 3, ofreciendo la posibilidad de que se optimicen
sus estructuras, incluyendo tanto los clubes como las federaciones.

Por todo lo expuesto, en uso de la autorización concedida en el artículo 64 del Estatuto de Autonomía de
Cataluña, a propuesta de la consejera de la Presidencia, y de acuerdo con el Gobierno,

 

Decreto:

 

Capítulo I

Medidas relativas al régimen sancionador de la Ley 3/2008, de 23 de abril, del ejercicio de las profesiones del
deporte, aplicables a los profesionales del sector del salvamento y socorrismo acuático.

 

Artículo 1

Se modifica la disposición transitoria séptima de la Ley 3/2008, de 23 de abril, del ejercicio de las profesiones
del deporte, que queda redactada de la siguiente forma:

"Séptima. Régimen temporal de suspensión de la vigencia del régimen sancionador aplicable a determinadas
infracciones administrativas respecto de los profesionales del sector del salvamento y socorrismo acuático.

1. A partir del 28 de mayo y hasta el 30 de septiembre de 2020 queda en suspenso la vigencia de los
apartados 1 y 3 del artículo 13 de esta Ley en cuanto a los profesionales de salvamento y socorrismo acuático.
Sin embargo, se mantiene la vigencia de las infracciones tipificadas en los epígrafes c y d del apartado 1 de
dicho artículo, relativos a la obligación de colegiación en el caso de que sea obligatoria y la no contratación del
seguro preceptiva.

2. Resolver de oficio la finalización, por sobreseimiento, los expedientes sancionadores que se encuentren en
tramitación en el momento de la entrada en vigor de la presente disposición transitoria por hechos que no
serían constitutivos de infracción administrativa, de acuerdo con el régimen temporal de suspensión de
vigencia establecido por el apartado 1. "

 

 

Capítulo II

Medidas de funcionamiento de los órganos colegiados de las entidades deportivas de Cataluña, mientras esté
vigente el estado de alarma

 

Artículo 2. Habilitación de reuniones de los órganos de gobierno

2.1. Los órganos colegiados de las entidades deportivas se pueden reunir y adoptar acuerdos por medio de
videoconferencia o de otros medios de comunicación, siempre que quede garantizada la identificación de los
asistentes, la continuidad de la comunicación, la posibilidad de intervenir en las deliberaciones y la emisión del
voto, entendiendo que la reunión se celebra en el lugar donde está la persona que la preside, de acuerdo con
lo dispuesto en el artículo 312-5.2 del Código civil de Cataluña, aunque sus estatutos no lo prevean.

2.2. Las juntas directivas de las entidades deportivas y sus comisiones delegadas también pueden adoptar
acuerdos sin reunión, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 312-7 del Código civil de Cataluña, aunque los
estatutos no lo prevean, siempre que lo decida la persona que los preside o lo soliciten al menos dos de sus
miembros, mediante la emisión del voto por correspondencia postal, comunicación telemática o cualquier otro
medio, siempre que queden garantizados los derechos de información y de voto, que quede constancia de la
recepción del voto y que se garantice su autenticidad. Se entiende que el acuerdo se adopta en el lugar del
domicilio de la persona jurídica y en la fecha de recepción del último de los votos válidamente emitidos.
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2.3. Sólo podrán celebrarse las asambleas generales de las entidades deportivas de Cataluña de acuerdo con lo
establecido en el apartado 1, siempre que tengan por objeto la deliberación y aprobación, en su caso, de
puntos que garanticen el funcionamiento excepcional de la entidad deportiva. En ningún caso podrán
convocarse ni celebrarse asambleas generales que tengan por objeto:

a) Aprobar cualquier modificación o reforma de los estatutos y reglamentos.

b) Aprobar el voto de censura.

c) Establecer cuotas extraordinarias o derramas.

d) Acordar la transformación, la fusión o escisión.

e) Disolver la entidad deportiva.

 

Artículo 3. Habilitación excepcional de las juntas directivas

3.1. De acuerdo con las previsiones del Decreto ley 10/2020, de 27 de marzo, y mientras dure el periodo del
estado de alarma, se habilitan las juntas directivas de las entidades deportivas de Cataluña para que puedan
acordar excepcionalmente las medidas que permitan garantizar el funcionamiento esencial de la misma entidad
como consecuencia de la crisis sanitaria del Covid-19.

3.2. Las juntas directivas de las federaciones deportivas de Cataluña quedarán habilitadas también para
adoptar las medidas que estimen necesarias sobre el calendario de competición deportiva correspondiente a la
temporada 2019-2020. Las medidas adoptadas en relación con el calendario de la competición deportiva
tendrán plena validez jurídica con efectos inmediatos.

3.3. Excepcionalmente, y en el caso de que no sea posible celebrar la asamblea general por los medios
expresamente habilitados en el artículo anterior, o porque las autoridades sanitarias desaconsejen o prohíban
la concentración de personas en un mismo espacio para su celebración, quedarán facultadas las juntas
directivas de las federaciones deportivas de Cataluña para aprobar, con carácter transitorio y provisional, el
plan general anual de actuación y el calendario deportivo oficial de la temporada 2020-2021.

3.4. Las decisiones que las juntas directivas de las entidades deportivas de Cataluña adopten en cumplimiento
de la previsión descrita en los apartados anteriores, deberán ser ratificadas por la asamblea general de la
entidad en el periodo máximo 60 días naturales a partir del momento en que cese el período del estado de
alarma.

3.5. Las decisiones adoptadas por las juntas directivas de las federaciones deportivas de Cataluña relacionadas
con el apartado 3 del presente artículo, deberán ser ratificadas por asamblea general antes de dar inicio la
nueva temporada deportiva.

 

 

Capítulo III

Medidas de carácter transitorio para la modernización y simplificación de las entidades deportivas de Cataluña

 

Artículo 4. Fusión de entidades deportivas de Cataluña

4.1 Las entidades deportivas de Cataluña se pueden fusionar, siempre que tengan la misma naturaleza
jurídica, mediante la extinción de las entidades fusionadas y la constitución de una nueva entidad deportiva, o
bien por medio de la absorción de una o varias personas jurídicas por otra.

4.2 El régimen jurídico aplicable a las fusiones entre entidades deportivas de Cataluña, es el establecido en el
artículo 314-1.7 de la Ley 4/2008, de 24 de abril, del libro tercero del Código civil de Cataluña, relativo a las
personas jurídicas, así como lo dispuesto en este Decreto Ley.

4.3 La asamblea general de la entidad deportiva deberá adoptar el acuerdo de fusión de la propia entidad
deportiva.

La propuesta de fusión debe constar en el orden del día de la asamblea general y su acuerdo será adoptado por
la mayoría de los votos de los asociados presentes o representados en la asamblea, los cuales deben
representar al menos la mitad de todos los votos sociales, salvo que los estatutos no indiquen lo contrario.
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4.4 La entidad deportiva resultante de la fusión, con el fin de iniciar su actividad deberá comunicarlo al Registro
de entidades deportivas de Cataluña mediante una declaración responsable que certifique el acuerdo adoptado
por las respectivas asambleas, la denominación y el domicilio de la nueva entidad deportiva, los miembros de
la junta directiva, así como la fecha a partir de la cual se ha acordado iniciar la actividad. Junto con la
declaración responsable, se deberán presentar los estatutos de la entidad deportiva resultante, el acuerdo de
fusión de las asambleas de las entidades deportivas fusionadas y el balance económico cerrado al menos un
mes antes del acuerdo de fusión.

 

Artículo 5. Declaración responsable.

5.1 Se entiende por declaración responsable el documento suscrito por la persona que ocupa la presidencia de
la entidad deportiva resultante de la fusión en el que declara, bajo su responsabilidad, que cumple con los
requisitos establecidos en el artículo 4 de este Decreto Ley, que dispone de la documentación que así lo
acredita y que se compromete a mantener su cumplimiento durante la vigencia de su cargo.

5.2 La Dirección del Consejo Catalán del Deporte, mediante el Registro de Entidades Deportivas de Cataluña,
ha de efectuar, en cualquier momento, la comprobación del contenido de la declaración responsable.

5.3 La falsedad del contenido de la declaración responsable se tipifica como falta muy grave de acuerdo con el
Decreto Legislativo 1/2000, de 31 de julio, por el que se aprueba el Texto único de la Ley del deporte, sin
perjuicio de la responsabilidad penal o civil que de tal hecho se pudiera derivar.

 

Artículo 6. Entidades deportivas en fase de liquidación

Las entidades deportivas que estén en fase de liquidación podrán fusionarse con otros, siempre que no haya
comenzado la distribución patrimonial en los términos establecidos por los estatutos de la entidad.

 

 

Disposición final

Entrada en vigor

Este Decreto Ley entra en vigor el mismo día de su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya.

 

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los que sea de aplicación este Decreto Ley cooperen en su
cumplimiento y que los tribunales y autoridades a los que corresponda lo hagan cumplir.

 

Barcelona, 26 de mayo de 2020

 

Joaquim Torra i Pla

Presidente de la Generalidad de Cataluña

 

Meritxell Budó Pla

Consejera de la Presidencia

 

(20.148.002)
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DISPOSICIONES

DEPARTAMENTO DE LA PRESIDENCIA

DECRETO 58/2020, de 26 de mayo, por el que se declara duelo en todo el territorio de Cataluña con motivo
de la pandemia generada por la COVID-19.

Desde el mes de marzo de este año, los ciudadanos de Cataluña han sufrido las consecuencias de una crisis
sanitaria sin precedentes generada por la COVID-19. Una pandemia a escala mundial y con unos efectos
devastadores, que aún hoy no hemos podido superar.

Esta situación extrema que ha sufrido y está sufriendo el pueblo de Cataluña ha tenido múltiples consecuencias
negativas en nuestros servicios públicos y sus trabajadores, en la economía de nuestro país y en la vida de
todos y cada uno de los ciudadanos. La vertiente más cruenta de esta crisis sanitaria ha sido la pérdida de
miles de nuestros conciudadanos y, en muchos casos, con la consecuencia más dolorosa de que sus familias y
amigos ni siquiera han podido despedirlos, ni acompañarlos en los últimos momentos de su vida.

El Gobierno de la Generalidad, compartiendo la tristeza y el desconsuelo con todos los ciudadanos de Cataluña
que han sufrido estos efectos de la pandemia, quiere manifestar su duelo y, al mismo tiempo, acompañar en
estos momentos a las familias de las víctimas.

 

Por ello,

 

Decreto:

 

Artículo 1

Declarar duelo, en todo el territorio de Cataluña, desde la publicación de este Decreto hasta el día 5 de junio de
2020 (incluido).

 

Artículo 2

Durante este periodo de duelo las banderas ondearán a media asta en los edificios y dependencias de la
Generalidad y en las corporaciones públicas de Cataluña.

 

Barcelona, 26 de mayo de 2020

 

Joaquim Torra i Pla

Presidente de la Generalidad de Cataluña

 

(20.147.045)
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Miércoles, 13 de mayo de 2020
15307

NÚMERO 91

  I DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, CIENCIA Y AGENDA DIGITAL

DECRETO-LEY 9/2020, de 8 de mayo, por el que se aprueba una 
subvención para refuerzo del sistema de garantías de Extremadura, se 
establecen ayudas financieras a autónomos y empresas, y se adoptan 
medidas en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas y de 
patrimonio histórico y cultural, para afrontar los efectos negativos del 
COVID-19. (2020DE0010)

I

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación de 
emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia internacional, ya que 
su propagación internacional supone un riesgo para la salud pública de los países y exige una 
respuesta internacional coordinada.

En el ámbito nacional, el Consejo de Ministros en su sesión celebrada el 14 de marzo de 
2020 aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionado por el COVID-19. El cita-
do Real Decreto 463/2020 establece en su artículo 4 que la autoridad competente a efectos 
del estado de alarma será el Gobierno y, en sus respectivas áreas de responsabilidad, las 
personas titulares de los Ministerios de Sanidad, Defensa, Interior, Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana. No obstante, de conformidad con el artículo 6 del citado Real Decreto cada 
Administración conserva las competencias que le otorga la legislación vigente en la gestión 
ordinaria de sus servicios para adoptar las medidas que estime necesarias, en el marco de 
las órdenes directas de la autoridad correspondiente.

A esta medida, le han seguido una cascada de iniciativas adoptadas por las distintas Admi-
nistraciones, que intentan actuar en todos los ámbitos en los que se ha producido una impor-
tante afectación por razón de las circunstancias tanto sociales como económicas que ha 
generado la situación. Así, en Extremadura se han dictado ya medidas en los ámbitos sanita-
rio, educativo, comercial, de los servicios sociales, de subvenciones, de la función pública, de 
los servicios públicos básicos y para el mantenimiento y recuperación del empleo frente a la 
crisis ocasionada por el COVID-19.

En esta línea, y tratándose de una situación excepcional, se han aprobado y publicado en el 
Diario Oficial de Extremadura hasta el momento ocho normas con rango de decreto-ley. Dada 
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la evolución de la crisis sanitaria y sus efectos, la Junta de Extremadura considera ineludible 
seguir arbitrando medidas urgentes y excepcionales, complementarias de las anteriores.

La incierta extensión de la pandemia del COVID-19 supondrá inevitablemente un impacto 
negativo en nuestra economía, resultando esencial procurar minimizar en lo posible el impac-
to social y facilitar que la actividad se recupere tan pronto como la situación sanitaria mejo-
re. El objetivo es que estos efectos negativos sean transitorios y evitar, en última instancia, 
que se produzca un impacto más permanente o estructural.

En este sentido, como consecuencia de los efectos de la pandemia y de las medidas adopta-
das para combatirla, la actividad productiva se ha visto reducida en gran medida, por lo cual 
las empresas han visto mermadas sus fuentes de ingresos de forma muy considerable. Por 
ello, una de las mayores dificultades a las que se enfrentan actualmente los autónomos y las 
pymes extremeñas es a la falta de liquidez para financiar sus gastos corrientes y sus necesi-
dades de capital circulante.

La propia Comisión Europea señala textualmente en su Marco Temporal de Ayudas que “en 
las circunstancias excepcionales creadas por el brote de COVID-19, empresas de todo tipo 
pueden verse enfrentadas a una grave falta de liquidez. Puede que no solo las empresas 
solventes sino también las menos solventes padezcan una súbita escasez o incluso la falta de 
disponibilidad de liquidez.

Las pymes están particularmente en riesgo. Por lo tanto, todo ello puede afectar seriamente 
a la situación económica de muchas empresas saneadas y de sus empleados a corto y medio 
plazo, al tiempo que también tiene efectos más duraderos, al poner en peligro su supervi-
vencia. Los bancos y otros intermediarios financieros tienen un papel clave que desempeñar 
a la hora de abordar los efectos del brote de COVID-19, manteniendo el flujo de crédito a la 
economía.

Si el flujo de crédito se viera perturbado de forma grave, la actividad económica se desacele-
raría considerablemente, ya que las empresas tendrían dificultades para pagar a sus provee-
dores y empleados.

En este contexto, conviene que los Estados miembros puedan adoptar medidas para incenti-
var a las entidades de crédito y a otros intermediarios financieros a que sigan desempeñando 
su papel y continúen apoyando la actividad económica en la UE”.

Por otra parte, la crisis sanitaria mundial originada por el virus COVID-19, ha irrumpido -al 
igual que otras muchas esferas de la vida social y económica- en el ámbito de las actividades 
de esparcimiento y ocio de los ciudadanos. Así, la declaración del estado de alarma por Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y sus sucesivas prórrogas, ha supuesto la suspensión de 
los espectáculos públicos y actividades recreativas previstos durante su vigencia, con el 
consecuente cierre temporal de todo tipo de establecimientos e instalaciones que les dan 
soporte y con las secuelas económicas que ello conlleva. Adicionalmente, las perspectivas de 
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futuro indican que la vuelta a un nivel de actividad mínimamente normalizado tras la finaliza-
ción del estado de alarma en este tipo de establecimientos se dilatará en el tiempo y se suje-
tará a condicionamientos derivados de la protección de la salud tanto pública como de los 
propios usuarios y/o empleados de los mismos. Es necesario, pues, llevar a cabo las modifi-
caciones normativas que sean procedentes en materia de espectáculos públicos y actividades 
recreativas.

Igualmente, en estos tiempos en los que ha sido necesario implantar medidas limitativas de 
la movilidad de las personas en aras de la preservación de la salud pública resalta la impor-
tancia del acceso universal y fluido a las telecomunicaciones para favorecer el desempeño del 
teletrabajo y el acceso al ocio, entre otros fines. Por ello, resulta preciso efectuar modifica-
ciones normativas para superar las dificultades que, de orden técnico o socioeconómico, se 
estaban planteando en los Conjuntos Históricos a la hora de implantar aquellas tecnologías y 
facilitar a sus habitantes el acceso a servicios de interés general, compatibles con la activi-
dad económica y laboral de forma no presencial. La conservación, enriquecimiento y difusión 
del patrimonio histórico constituye, en un Estado social y democrático de Derecho, una obli-
gación de los poderes públicos que aparece jurídicamente consagrada en la Constitución 
española de 1978, en su artículo 46.

En consonancia con su espíritu, el legado de bienes materiales e inmateriales que constituye 
este patrimonio, ha de contribuir a que cada comunidad comprenda la realidad histórica y 
cultural sobre la que se asienta, descubriendo y perfilando su identidad colectiva. El Estatuto 
de Autonomía de Extremadura, en la redacción dada por la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de 
enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de Extremadura, en su artículo 9.1.47 recoge, 
como competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, la “Cultura en cualquiera de sus 
manifestaciones”, así como el “Patrimonio Histórico y Cultural de interés para la Comunidad 
Autónoma”.

El Decreto del Presidente 16/2019, de 1 de julio, ha modificado la denominación, el número 
y las competencias de las consejerías que conforman la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura. En el mismo se atribuyen a la Consejería de Cultura, Turismo y 
Deportes, entre otras, las competencias en materia de patrimonio anteriormente asignadas a 
la Consejería de Cultura e Igualdad. Así, con base en las normas competenciales citadas, se 
dictan las medidas contempladas en la disposición final segunda.

II

El impacto económico de la crisis sanitaria en Extremadura obliga a la adopción de medidas 
urgentes en apoyo de las pequeñas y medianas empresas y de los autónomos y autónomas 
extremeños. Y se lleva a cabo con base en las competencias determinadas por el Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en su redacción dada por la Ley 
Orgánica 1/2011, de 28 de enero, que, en su artículo 9.1.7 establece la competencia exclusi-
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va de la Comunidad Autónoma en materia de fomento del desarrollo económico y social de la 
Comunidad Autónoma dentro de los objetivos de la política económica nacional. En este 
sentido, la Administración de la Junta de Extremadura considera imprescindible, ante la 
eventualidad de que PYMES y autónomos necesiten financiación crediticia, contar con la cola-
boración de la Sociedad de Garantía Recíproca Extremeña de Avales (EXTRAVAL), de la que 
es socio protector mayoritario la Junta de Extremadura, siendo la única Sociedad de Garantía 
Recíproca extremeña con presencia estable y permanente en todo el conjunto del territorio 
de la región, cuya actividad principal consiste en facilitar el acceso a la financiación a las 
pequeñas y medianas empresas y autónomos extremeños, mediante la prestación de avales 
y servicios de asesoramiento financiero a los mismos, manteniendo convenios de colabora-
ción suscritos en condiciones preferenciales con los principales operadores del mercado 
financiero.

Con este propósito, a través del Capítulo I este decreto-ley, se pretende reforzar el sistema 
de garantías extremeño, de manera que las pymes y autónomos de la región puedan contar 
con los avales necesarios para acceder a la financiación bancaria y cubrir sus necesidades de 
liquidez. Y se lleva a cabo a través de una subvención de concesión directa, en aplicación del 
artículo 22.4.b) de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura, que habilita la posibilidad de que sean concedidas de forma directa, 
sin convocatoria pública, aquellas subvenciones cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto 
a la Administración por una norma de rango legal.

Pues bien, atendiendo a la necesidad de adoptar medidas eficaces que puedan coadyuvar 
a solventar los problemas de liquidez de nuestras pymes y autónomos, se considera 
necesario utilizar la presente norma con rango de ley a fin de fortalecer la solvencia de la 
Sociedad de Garantía Recíproca Extremeña de Avales (EXTRAVAL) aportando la cantidad 
de hasta 3 millones de euros a su Fondo de Provisiones Técnicas, conforme contempla el 
artículo 9 de la Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre el Régimen Jurídico de las Sociedades 
de Garantía Recíproca, que indica que dicho fondo de provisiones técnicas podrá ser inte-
grado por Las subvenciones, donaciones u otras aportaciones no reintegrables que efec-
túen las Administraciones públicas. El fortalecimiento de la solvencia de EXTRAVAL le 
permitirá dar cobertura a una nueva línea de avales, denominada “Línea Extraval Circu-
lante Covid-19”, la cual permitirá avalar todas aquellas operaciones de préstamos que se 
formalicen por los autónomos y pymes extremeñas para financiar sus necesidades de 
capital circulante. Y es la acuciante necesidad de liquidez en la que se hallan sumidos la 
inmensa mayoría de autónomos y PYMES lo que hace idónea la figura del Decreto-ley 
para el otorgamiento de esta subvención, a fin de agilizar el acceso de autónomos y 
PYMES a las distintas operaciones crediticias, pues la tramitación de un procedimiento 
legislativo no haría factibles los propósitos perseguidos, el de atajar a la mayor brevedad 
las dificultades del sector productivo de la región.

Se considera, pues, que EXTRAVAL es el instrumento idóneo para, con la presente subven-
ción, posibilitar que se puedan conceder avales a pymes y autónomos por la totalidad del 
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riesgo vivo de todas aquellas operaciones de préstamos que se formalicen para financiar sus 
necesidades de capital circulante. Ha de tenerse en cuenta, además, el extraordinario efecto 
multiplicador que se alcanzaría con la presente subvención, ya que se conseguiría movilizar 
un volumen de avales muy superior al importe de la ayuda otorgada.

Por último, en cuanto a la forma de instrumentarse la subvención que se concede mediante 
el presente decreto-ley, el artículo 2 se remite a la formalización de un convenio entre la 
Consejería de Economía, Ciencia y Agenda Digital y EXTRAVAL, en el que se establecerán las 
condiciones y compromisos aplicables, atendiendo a la posibilidad de que contempla el artí-
culo 31.2 de la Ley 6/2011.

III

Así mismo y con el objetivo fundamental de posibilitar que los autónomos y pymes puedan 
financiarse en las mejores condiciones posibles, resulta necesario reducir el coste de acceso 
a los recursos financieros, tanto en lo que se refiere a comisiones como los tipos de intereses 
a aplicar en las operaciones que se formalicen. El Capítulo II de este decreto-ley lleva a cabo 
la puesta en marcha de un programas de ayudas, en régimen de concesión directa y sin 
convocatoria, destinado a autónomos y pymes, que tengan necesidades financieras como 
consecuencia de la crisis sanitaria producida por el COVID-19.

En el ámbito de los productos financieros definidos en el marco del Fondo de Cartera Jeremie 
Extremadura 2 (que se encuentra adscrito a la Consejería de Economía, Ciencia y Agenda 
Digital), se halla en vigor desde el día 5 de abril de 2019 el Producto Financiero de Garantía 
de Cartera sobre Microcréditos dirigido principalmente a inversiones en activos fijos y el 
circulante asociado a los mismos. Con el fin de paliar en cierto modo los efectos de la pande-
mia en el tejido empresarial extremeño, la Junta de Inversiones del Fondo de Cartera Jere-
mie Extremadura 2 acordó, en su reunión del día 3 de abril de 2020, modificar las condicio-
nes del mismo orientándolo hacia la creación de una nueva línea de microcréditos 
denominada “Microcréditos circulante Covid-19”, destinada a dotar a los beneficiarios de 
“circulante” o “liquidez”, con el fin de que puedan asegurar el empleo, su continuidad, el 
pago a sus proveedores, cumplimiento de obligaciones tributarias, etc. Dicha nueva línea de 
microcréditos se hallaría incluida en el referido producto financiero de Garantía de Cartera 
sobre Microcréditos.

Dentro de la línea de microcréditos, se han incorporado una serie de condiciones más venta-
josas respecto a los actuales microcréditos que ya existían, como la ampliación del perfil de 
empresas que pueden beneficiarse de este producto, pasando de empresas de menos de 3 
años a empresas que puedan tener una antigüedad de hasta 5 años, reduciendo el tipo de 
interés a aplicar a los microcréditos al 1,5 % e incrementando la garantía por operación del 
80 % al 90 %.
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La Caja Rural de Ahorros de Almendralejo es el intermediario financiero a quien corresponde 
ejecutar el producto financiero de Garantía de Cartera sobre Microcréditos, en sus diversas 
líneas, tras haber sido seleccionado por el gestor del Fondo de Cartera Jeremie Extremadura 
2 en el procedimiento de Convocatoria de Manifestaciones de Interés, que es el proceso 
abierto, transparente y objetivo mediante el que se selecciona a los intermediarios financie-
ros en los productos del Fondo de Cartera.

 A pesar de esas importantes ventajas, se considera fundamental que, para que sea aún 
más accesible ese recurso a los autónomos y pymes, es necesario hacer una esfuerzo 
extra adicional, subvencionando los costes de la comisión de apertura de las diferentes 
operaciones de microcréditos que se formalicen, con el propósito de reducir los gastos 
financieros que deben incurrir las empresas, como el tipo de interés a aplicar en esos 
microcréditos, que asciende al 1,5 %, hasta un periodo máximo de los primeros 33 
meses de vigencia. Y dado que esta línea de ayudas tiene por fin subvencionar las comi-
siones de apertura y los intereses devengados hasta el 31 de diciembre de 2022 en la 
citada línea de microcréditos, con el propósito de asegurar que estos programas puedan 
llegar a las empresas destinatarias con la mayor agilidad posible, resulta adecuado que la 
tramitación del procedimiento se articule a través de la Caja Rural de Ahorros de Almen-
dralejo como entidad colaboradora, al ser tal entidad bancaria a la que corresponde 
ejecutar el citado producto financiero de microcréditos.

Del mismo modo con el objetivo de que los avales que se formalicen con Extraval sean lo 
más accesibles y asequibles para nuestras empresas, con el propósito de minorar los costes 
financieros que deben asumir en estos momentos, se considera que una vía adecuada sería 
subvencionar aquellos gastos que llevan aparejados este tipo de operaciones, como es la 
comisión de estudio de la operación, así como la comisión de riesgo de los 30 primeros 
meses de vigencia de las operaciones formalizadas y avaladas. Y a su vez aquellos présta-
mos que se formalizasen con entidades financieras garantizados con estos avales formaliza-
dos con Extraval, se podrían beneficiar de una subvención del tipo de interés del 1,5 % a 
aplicar por la entidad también hasta un plazo máximo de los 30 primeros meses de vigencia 
del préstamo.

La dos modalidades de ayudas articuladas en el capítulo II, destinadas a subvencionar a 
PYMES y autónomos determinados gastos conexos a la suscripción de microcréditos y avales, 
también se llevan a cabo con base en la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma 
en materia de fomento del desarrollo económico y social de la Comunidad Autónoma dentro 
de los objetivos de la política económica nacional, determinada en el Estatuto de Autonomía 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en su redacción dada por la Ley Orgánica 
1/2011, de 28 de enero, pues en una región como la nuestra, la inmensa mayoría del sector 
empresarial está compuesto por autónomos y PYMES, que se han visto afectados gravemen-
te por las consecuencias de la crisis sanitaria.

Y son precisamente las graves consecuencias de la crisis sanitaria que están sufriendo autó-
nomos y PYMES lo que hace necesario incluir la regulación de este tipo de ayudas en un 
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decreto-ley, con el fin de conseguir la puesta en marcha de estas medidas a la mayor pronti-
tud posible, y conseguir así paliar en cierta medida los problemas de liquidez que acucian a 
nuestro sector empresarial. La tramitación de un proceso legislativo retrasaría e incluso 
impediría el acceso a las medidas que se establecen en esta norma, pues muchas de nues-
tras PYMES y autónomos se ven abocados al cese de actividad ante la ausencia de ingresos. 
Por ello, se lleva a cabo la puesta en marcha de un programa de ayudas, en régimen de 
concesión directa y sin convocatoria, en aplicación del artículo 22.4.b) de la Ley 6/2011, de 
23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que habilita la 
posibilidad de que sean concedidas de forma directa, sin convocatoria pública, aquellas 
subvenciones cuyo otorgamiento o cuantía venga impuesto a la Administración por una 
norma de rango legal.

IV

El artículo 33 de la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de modificación del Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura faculta a la Junta de Extremadura en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad, para dictar disposiciones legislativas provisiona-
les bajo la forma de decreto-ley. Atendiendo a la especial gravedad de la situación en la que 
nos encontramos, nadie duda de la extraordinaria necesidad de recurrir a la adopción de 
medidas de todo tipo que vengan a paliar y contener la situación en la que nos encontramos, 
y en esta especial gravedad, además, es necesario una rápida actuación. En el ámbito legis-
lativo, el instrumento constitucionalmente lícito que permite una actuación de urgencia es el 
decreto-ley, figura a la que se recurre, en cuanto las circunstancias en las que se adoptan y 
que han sido enunciadas anteriormente vienen a justificar la extraordinaria y urgente necesi-
dad de que las medidas aquí previstas entren en vigor con la mayor celeridad posible, sin 
que pudieran esperar a una tramitación parlamentaria puesto que los efectos sobre la ciuda-
danía serían demasiado gravosos y perdería su esperada eficacia en el fin último de las 
mismas.

Por tanto, en el presente supuesto, el carácter extraordinario y excepcional de la situación 
deriva de la declaración del estado de alarma provocada por la situación sanitaria, que 
requiere la adopción con urgencia de medidas que palíen, en la medida de lo posible, la 
situación creada y que no puedan aplazarse, incluso mediante la utilización de medios legis-
lativos de urgencia, a un momento posterior. Cumpliendo así la presente norma los requeri-
mientos fijados tanto por el citado artículo 33 como por la numerosa jurisprudencia del Tribu-
nal Constitucional en la materia (por todas, STC 61/2018, de 7 de junio de 2018, FJ 4, en lo 
que se refiere a la extraordinaria y urgente necesidad, y las SSTC 31/2011, de 17 de marzo, 
FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6 , y 100/2012, de 8 de mayo, en lo relativo a 
«situaciones concretas de los objetivos gubernamentales que por razones difíciles de prever 
requieran una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes»). 
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Este decreto-ley es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el artí-
culo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. De lo expuesto en los párrafos anteriores se pone de manifiesto el 
cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia. El decreto-ley es acorde al principio 
de proporcionalidad, al contener la regulación imprescindible para la consecución de los obje-
tivos previamente mencionados, e igualmente se ajusta al principio de seguridad jurídica. Por 
último, con respecto al principio de eficiencia, y teniendo en cuenta la propia naturaleza de 
las medidas adoptadas este decreto-ley no impone carga administrativa alguna adicional a 
las existentes con anterioridad.

V

El presente decreto-ley consta de 21 artículos, divididos en 2 capítulos. Mediante el primero 
de ellos, que contiene los artículos 1 y 2, se concede una subvención a la Sociedad de Garan-
tía Recíproca Extremeña de Avales, a fin de reforzar su solvencia y facilitar la concesión de 
avales a PYMES y autónomos para facilitar su acceso a la financiación.

El segundo capítulo regula un programa de ayudas, en régimen de concesión directa y sin 
convocatoria, destinado a autónomos y pymes, que tengan necesidades financieras a corto 
plazo. Consta de los artículos 3 a 21.

Asimismo, la disposición adicional única establece los mecanismos necesarios para optimizar 
la gestión presupuestaria y contable del régimen de conciertos educativos adaptándolos a los 
procedimientos más ágiles y simplificados de la administración digital, cuya necesidad se ha 
evidenciado con mayor claridad en este periodo de dificultad de prestación de la actividad 
laboral presencial.

Los conciertos educativos se enmarcan en el artículo 27 de la Constitución, la Ley Orgánica 
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, la Ley Orgánica 2/2006, de 3 
de mayo, de Educación y el Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre. En el ámbito auto-
nómico, el Estatuto de Autonomía de Extremadura, en redacción dada por Ley Orgánica 
1/2011, de 28 de enero, en su artículo 10.1.4 atribuye a la Comunidad Autónoma la compe-
tencia de desarrollo normativo y ejecución en materia de educación, en toda su extensión, 
niveles, grados, modalidades y especialidades y mediante el Decreto 67/2017, de 23 de 
mayo, se establecen las normas para la aplicación del régimen de conciertos educativos a 
partir del curso académico 2017/2018.

Dentro de las 5 disposiciones finales del presente decreto-ley, es necesario detenerse en las 
dos primeras.

La disposición final primera modifica las disposiciones transitorias tercera y cuarta de la Ley 
7/2019, de 5 de abril, de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad 
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Autónoma de Extremadura. Esta ley fijó en su articulado diversos requisitos y condiciones 
técnicas a los cuales deberían adaptarse los establecimientos, e instalaciones destinados a 
espectáculos públicos y actividades recreativas. Su disposición transitoria tercera habilitó el 
plazo de un año, desde su entrada en vigor, para proceder a tal adaptación; del mismo modo 
que su disposición adicional cuarta estableció el plazo de un año para adaptar los procedi-
mientos que habilitan la puesta en funcionamiento y apertura de los establecimientos públi-
cos e instalaciones y procedimientos por los que se autoricen espectáculos públicos y activi-
dades recreativas, cuando sea de competencia municipal a las prescripciones establecidas en 
esta ley. La situación de crisis sanitaria ha supuesto un cambio radical en las perspectivas 
existentes en el momento de la redacción de la ley. Así, para poder cumplir el plazo de un 
año para adaptarse a la Ley 7/2019, es necesario no solo el esfuerzo económico del estable-
cimiento público, sino también la confluencia de elementos, para poder conjugarlos (procedi-
mientos administrativos, redacción de proyectos, realización de obras,….). Sin duda, un 
complejo proceso no compatible con el actual estado de alarma, que ha imposibilitado 
cumplir con los plazos fijados.

La disposición final segunda modifica parte de los artículos 41 y 42 de la Ley 2/1999, de 29 
de marzo, de Patrimonio Histórico y Cultural de Extremadura, La vigente Ley 2/1999, de 29 
de marzo, de Patrimonio Histórico y Cultural de Extremadura, es un instrumento de gestión 
que se ha mostrado eficaz, desde su aprobación, para alcanzar el objetivo de garantizar, bajo 
la tutela de la Administración cultural, la salvaguarda de los valores que atesoran los bienes 
culturales.

En este sentido, el régimen de protección de los Conjuntos Históricos, recogido en el Título 
II, Capítulo II, sección 3.ª de la Ley, regula la autorización de intervenciones en tales ámbi-
tos, así como los criterios que deben marcar dichas intervenciones. Y, dentro de este régi-
men, la ley contempla e intenta prevenir la incidencia directa sobre la conservación de los 
conjuntos históricos de las instalaciones eléctricas, telefónicas y cualesquiera otras.

Y para alcanzar los objetivos señalados, resulta necesario proceder a la modificación de los 
preceptos citados de la Ley 2/1999, con lo que se conseguiría la adaptación de la misma a 
los criterios avanzados en este punto por la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Teleco-
municaciones.

En la actual coyuntura generada en la sociedad extremeña, tras la aprobación del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en el que adoptan una serie 
de medidas en relación con la limitación de la movilidad de las personas, para contener el 
avance del COVID-19, resulta imprescindible que las personas trabajadoras puedan seguir 
desempeñando su actividad con normalidad mediante teletrabajo o cualquiera de las modali-
dades no presenciales de prestación de servicios. Para ello se debe asegurar que las empre-
sas estén preparadas y puedan desarrollar su actividad en un entorno digital y que las perso-
nas trabajadoras tengan acceso a servicios, que han sido declarados de interés general por el 
artículo 2.1 de la Ley General de Telecomunicaciones.
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Coincidiendo con la actual pandemia, se está procediendo al despliegue de fibra óptica en 
Extremadura en ejecución del Programa de Extensión de la Banda Ancha de Nueva Gene-
ración, con el que se pretende hacer frente a la brecha digital geográfica, al reto demo-
gráfico y construir así una sociedad más inclusiva, por lo que resulta urgente facilitar el 
acceso a estos servicios de interés general a las personas y las empresas radicadas en los 
Conjuntos Históricos de las zonas declaradas como elegibles por la Secretaría de Estado 
para el Avance Digital.

Por todo ello, en el ejercicio de la autorización contenida en el artículo 33 de la Ley Orgánica 
Autónoma de Extremadura, a propuesta conjunta de la Vicepresidenta Primera y Consejera 
de Hacienda y Administración Pública, del Consejero de Economía, Ciencia y Agenda Digital, 
de la Consejera de Educación y Empleo, de la Consejera de Agricultura, Desarrollo Rural, 
Población y Territorio y de la Consejera de Cultura, Turismo y Deportes y previa deliberación 
del Consejo de Gobierno en su reunión de 8 de mayo de 2020,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Subvención a la Sociedad de Garantía Recíproca 
Extremeña de Avales

Artículo 1. Subvención a la Sociedad de Garantía Recíproca Extremeña de Avales, 
para facilitar el acceso a la financiación de las pymes y autónomos de Extremadura.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22.4.b) de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, se concede una subvención a 
la Sociedad de Garantía Recíproca Extremeña de Avales (Extraval), por un importe de tres 
millones de euros (3.000.000 euros) para favorecer y facilitar la financiación de las PYMES 
y los autónomos y autónomas en Extremadura a través de la concesión por ésta de avales 
financieros con la finalidad de ayudar a mitigar los efectos del COVID-19.

2. Esta subvención se integrará dentro del Fondo de Provisiones Técnicas de Extraval y servi-
rá para incrementar los recursos propios de la sociedad y fortalecer su solvencia para la 
cobertura de los riesgos que conlleve en esta nueva situación la financiación de PYMES y 
autónomo/as en general, y en particular la línea de avales denominada ““Línea Extraval 
Circulante Covid-19”, de forma que puedan ser avaladas operaciones financieras que se 
concedan a PYMES y a los autónomos y autónomas de Extremadura, por parte de las enti-
dades financieras adheridas a esta línea, hasta un montante total de, al menos, 
20.000.000 euros, y que vayan dirigidos a cubrir las necesidades de financiación de capi-
tal circulante, derivadas de la crisis generada por el COVID-19.
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3. El importe de la ayuda, 3 millones de euros, se irá abonando de manera anticipada y 
parcialmente conforme se vayan cumpliendo una serie de hitos en cuanto a avales forma-
lizados, hasta el 31 de diciembre de 2020.

4. Esta subvención será financiada con cargo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional de la 
Unión Europea, en el marco de las previsiones contenidas en el Reglamento (UE) 
2020/460 del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de marzo de 2020 por el que se 
modifican los Reglamentos (UE) n.º 1301/2013, (UE) n.º 1303/2013 y (UE) n.º 508/2014, 
en lo relativo a medidas específicas para movilizar inversiones en los sistemas de atención 
sanitaria de los Estados miembros y en otros sectores de sus economías, en respuesta al 
brote de COVID-19, y en concreto dentro del Objetivo Específico 3.3.1. “Apoyo a la crea-
ción y ampliación de capacidades avanzadas para el desarrollo de productos y de servi-
cios”, con cargo a la posición presupuestaria 140040000 G/323A/770.00, y un nuevo 
Proyecto de gasto, 20200233 “Ayudas líneas de avales Covid-19”.

Artículo 2. Instrumentalización de la subvención mediante convenio.

Dicha subvención se instrumentará a través de un convenio a suscribir entre la Consejería de 
Economía, Ciencia y Agenda Digital y la Sociedad de Garantía Recíproca Extremeña de Avales 
(Extraval) que deberá recoger, como mínimo, los siguientes extremos: Definición del objeto 
de las subvenciones, con indicación del carácter singular de las mismas, del procedimiento 
de concesión directa y las razones que acrediten el interés público, social, económico o 
humanitario y aquellas que justifican la dificultad de su convocatoria pública, además del 
régimen jurídico aplicable a las mismas, la determinación de los beneficiarios, modalidades 
de ayuda, procedimiento de concesión y régimen de justificación y pago, de acuerdo con la 
siguiente estructura:

a) Actividad objeto de subvención.

b) Plazo de ejecución.

c) La financiación y el régimen de pagos. A estos efectos, la subvención podrá abonarse con 
carácter anticipado estando exenta de prestación de garantías por parte de la entidad 
beneficiaria.

d) Régimen de justificación de la subvención y resto de obligaciones de la beneficiaria.

e) Reintegro de la subvención.

f) Régimen de compatibilidades de la subvención.

g) Resolución del convenio.

h) Régimen jurídico aplicable y vigencia.
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CAPÍTULO II

Programa de ayudas para facilitar el acceso a la liquidez 
para autónomos y PYMES para afrontar los efectos 

económicos negativos del COVID-19

Artículo 3. Objeto.

El presente capítulo tiene por objeto regular la puesta en marcha de un programa de ayudas, 
en régimen de concesión directa y sin convocatoria, destinado a autónomos y pymes, que 
tengan necesidades financieras a corto plazo, como consecuencia de la extraordinaria situa-
ción de emergencia provocada por la pandemia generada por el coronavirus COVID-19, y, 
para atenderlas, se hayan visto obligados a recurrir a financiación bancaria.

Artículo 4. Modalidades de las ayudas.

Se establecen dos modalidades de ayudas:

A) Ayudas de la Línea de Microcréditos Circulante COVID-19.

Para todas aquellas operaciones formalizadas antes del 31 de diciembre de 2020 en la 
línea de Microcréditos Circulante COVID-19, con cargo al Fondo de cartera Jeremie Extre-
madura 2, se subvencionarán las comisiones de apertura y los intereses devengados hasta 
el 31 de diciembre de 2022.

B) Ayudas de la Línea de Avales Extraval COVID-19.

Para todas aquellas operaciones de avales y préstamos formalizados hasta un importe 
máximo de 150.000 euros antes del 31 de diciembre de 2020, se subvencionaran los 
siguientes conceptos:

— 0,25 por ciento en concepto de comisión de estudio del aval.

— 1,25 por ciento anual en concepto de comisión sobre el riesgo vivo del aval hasta el 31 
diciembre de 2022

— Hasta 1,5 puntos de intereses de las operaciones de préstamos formalizados con cargo 
al aval, devengados hasta el 31 de diciembre de 2022.

Artículo 5. Cuantía económica de la ayuda.

La ayuda económica máxima a conceder por modalidad y beneficiario, será la siguiente:
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1. En la línea de Microcréditos Circulante COVID-19: Hasta 1.220 euros.

2. En la línea Extraval Circulante COVID-19: Hasta 10.700 euros.

Artículo 6. Régimen comunitario de las ayudas.

Las ayudas establecidas en este capítulo tendrán la consideración de mínimis, sujetándose a 
lo establecido en el Reglamento (UE) n. .º 1407/2013, de la Comisión, de 18 de diciembre de 
2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de funcionamiento de la 
Unión Europea a las ayudas de mínimis (DOUE núm. L 352 de 24 de diciembre de 2013), el 
Reglamento (UE) No 1408/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013 relativo a la 
aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a 
las ayudas de minimis en el sector agrícola y Reglamento (UE) n °717/2014 de la Comisión, 
de 27 de junio de 2014 , relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis en el sector de la pesca y de la 
acuicultura.

Aquellos solicitantes que hayan recibido, o solicitado, ayudas de mínimis en los tres últimos 
ejercicios fiscales por cualquier otro proyecto y Administración pública deberán presentar 
junto con la solicitud de la operación, declaración responsable que recoja los datos de otras 
posibles ayudas de mínimis que tenga concedidas y/o solicitadas.

Artículo 7. Beneficiarios.

1. Podrán ser beneficiarias de estas subvenciones los autónomos y pymes que tengan su 
domicilio social o centro productivo en Extremadura, con dificultades de liquidez ocasiona-
das por la caída de ingresos o de acceso al crédito debido a la situación de emergencia 
producida por el COVID-19. Además, en la línea de Microcréditos Circulante COVID-19, 
entre la fecha de inicio de su actividad y la fecha de formalización de la operación no 
podrá haber trascurrido más de cinco años.

De conformidad con el Anexo I del Reglamento (UE) número 651/2014 de la Comisión, de 
17 de junio de 2014, se entenderá por PYME a aquellas empresas que ocupen a menos de 
250 trabajadores y cuyo volumen de negocios anual no exceda de 50 millones de euros o 
cuyo balance general anual no exceda de 43 millones de euros.

2. Se excluyen de estas ayudas las empresas en crisis, conforme a lo establecido por la 
Unión Europea en las Directrices comunitarias sobre ayudas estatales de salvamento y de 
reestructuración de empresas en crisis (2014/C 249/01), en el que se establece que una 
empresa se encuentra en crisis si es incapaz, mediante sus propios recursos financieros o 
con los que están dispuestos a inyectarle sus accionistas y acreedores, de enjugar pérdi-
das que la conducirán, de no mediar una intervención exterior, a su desaparición económi-
ca casi segura a corto o medio plazo.

414



Miércoles, 13 de mayo de 2020
15320

NÚMERO 91

Artículo 8. Requisitos de los beneficiarios.

De conformidad con lo previsto en el artículo 12 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de 
Subvenciones de Extremadura, para poder beneficiarse de las ayudas reguladas en el 
presente decreto-ley, los beneficiarios deberán cumplir las condiciones previstas en el mismo 
y en la restante normativa que les sea de aplicación.

La justificación por parte de las personas solicitantes de no estar incursas en las prohibicio-
nes para obtener la condición de beneficiarias podrá realizarse mediante declaración expresa 
y responsable.

Artículo 9. Obligaciones de los beneficiarios.

1. Los beneficiarios asumirán con carácter general las obligaciones previstas en el artículo 13 
de la Ley 6/2011, de 23 de marzo.

2. Además, al estar estas ayudas financiadas por fondos de la UE, los beneficiarios quedarán 
sujetos al cumplimiento de las siguientes obligaciones:

a) Llevar un sistema de contabilidad separada o asignar un código contable adecuado a 
todas las transacciones relacionadas con esta operación.

b) Conservar la documentación original de la justificación de los gastos, incluidos los docu-
mentos electrónicos, durante un plazo de tres años a partir del 31 de diciembre 
siguiente a la presentación ante la Unión Europea de las cuentas en las que estén 
incluidos los gastos de la operación, en tanto puedan ser objeto de actuaciones de 
comprobación y control.

c) La aceptación de la ayuda supone aceptar la inclusión de la operación en una lista 
pública conforme dispone el Reglamento (UE) 1303/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de diciembre de 2013

d) Someterse a cualesquiera otras actuaciones de comprobación y control financiero 
que realice la Unidad Administradora del FEDER, la Intervención General de la 
Administración del Estado o de sus Intervenciones Delegadas, el Tribunal de Cuen-
tas, los órganos de control de la Comisión Europea o el Tribunal de Cuentas Euro-
peo, de acuerdo con lo establecido en la normativa aplicable a la gestión de las 
ayudas cofinanciadas con fondos comunitarios, aportando para ello cuanta informa-
ción le sea requerida.

e) Deberán cumplir lo establecido en el anexo XII del Reglamento 1303/2013 sobre las 
actividades de información y publicidad.

415



Miércoles, 13 de mayo de 2020
15321

NÚMERO 91

3. También deberán comunicar a la Dirección General de Empresa, en un plazo de 30 días 
naturales, las cancelaciones parciales o totales o cualquier tipo de incidencias, incluido los 
impagos, que afecten a las operaciones que han sido subvencionadas siempre que estás 
se hayan producido antes del 31 de diciembre de 2022.

Artículo 10. Entidades colaboradoras.

Teniendo en cuenta el objetivo perseguido por estos programas de ayudas, sus peculiarida-
des y la situación de excepcionalidad en la que nos encontramos, y con el propósito de 
asegurar que estos programas puedan llegar a las empresas destinatarias con la mayor agili-
dad posible, la tramitación del procedimiento se articulará a través de las siguientes entida-
des, que actuarán como entidades colaboradoras y con las cuales se firmarán los respectivos 
convenios de colaboración.

1. Para la Línea de Microcréditos Circulante COVID-19: Caja Rural de Ahorros de Almendrale-
jo, Sociedad Cooperativa de Crédito, con CIF F-06004816 y domicilio social en Plaza de 
San Antonio, s/n., de Almendralejo.

2. Para la Línea de Avales Extraval COVID-19 Liquidez: Sociedad de Garantía Recíproca 
Extremeña de Avales (EXTRAVAL, SGR), con CIF: V-06258321 y domicilio social en Paseo 
Fluvial, 15; 6.ª Planta. Edificio Siglo XXI, de Badajoz.

La justificación de la elección de estas entidades viene determinada porque las opera-
ciones subvencionables, en el caso de la línea de Microcréditos Circulante COVID-19 
solo pueden ser formalizadas con la Caja Rural de Ahorros de Almendralejo, al haber 
sido seleccionada la misma, a través de un procedimiento de concurrencia competiti-
va, en el proceso de manifestación de interés llevado a cabo por Extremadura Avante, 
como entidad gestora de los instrumentos financieros Jeremie Extremadura 2; y, en el 
caso de la línea de Avales Extraval COVID-19, la Sociedad de Garantía Recíproca 
Extremeña de Avales (EXTRAVAL, SGR) porque, además de ser la única sociedad de 
garantía recíproca regional constituida en Extremadura, es la entidad que en virtud de 
la subvención del artículo 1 de este Decreto Ley recibirá fondos para fortalecer su 
solvencia para la cobertura de los riesgos que conlleve la línea de avales denominada 
“Línea Extraval Circulante Covid19” para destinarlos a conceder avales a autónomos y 
pymes, requisito imprescindible para poder acceder a las ayudas reguladas en el artí-
culo 4.B) de este Decreto Ley.

Artículo 11. Obligaciones de las entidades colaboradoras.

Las entidades colaboradoras asumirán con carácter general las obligaciones previstas en el 
artículo 14 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo y, específicamente, las siguientes:
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a) Difundir entre sus redes de oficinas y entre los autónomos y pymes la existencia de 
este tipo de ayudas que suponen una reducción de los costes de las operaciones que 
se formalicen.

b) Comprobar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos 
determinantes para su otorgamiento, así como la realización de la actividad y el cumpli-
miento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la subvención.

c) Someterse a las actuaciones de control financiero que puedan realizar tanto la Consejería 
de Economía, Ciencia y Agenda Digital como los órganos de control competentes, tanto 
nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le sea requerida en el ejerci-
cio de las actuaciones anteriores.

d) Comunicar a la Dirección General de Empresa, en un plazo de 30 días naturales, las 
cancelaciones parciales o totales o cualquier tipo de incidencias, incluido los impagos, que 
afecten a las operaciones que han sido subvencionadas siempre que estás se hayan 
producido antes del 31 de diciembre de 2022.

e) Analizar las operaciones de acuerdo con sus procedimientos internos y políticas de conce-
sión y riesgos.

f) Formalizar las operaciones de crédito con las empresas y autónomos con sujeción a los 
convenios firmados en base a este decreto-ley.

Artículo 12. Plazo de formalización de las operaciones subvencionables.

Serán subvencionables todas aquellas operaciones que, atendiendo a las peculiaridades de 
cada programa, sean formalizadas a partir de la fecha de la entrada en vigor del Real Decre-
to 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y hasta el 31 de diciembre de 2020.

Artículo 13. Procedimiento de concesión.

1. El procedimiento de concesión de estas ayudas, en virtud de lo dispuesto en los artícu-
los 22.4.b y en el 31 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comu-
nidad Autónoma de Extremadura, se efectuará en régimen de concesión directa sin 
convocatoria.

2. Se iniciará mediante la presentación por parte de las entidades colaboradoras de las suce-
sivas certificaciones colectivas, a las que se refiere el artículo 14 de este decreto-Ley, en 
la que se indicarán cada uno de los beneficiarios incluidos en este programa.
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3. Las ayudas se irán tramitando por orden de entrada de las solicitudes y concediendo 
según se vayan completando los expedientes hasta el agotamiento del crédito disponible 
para cada una de las líneas de ayuda.

Las solicitudes recibidas una vez agotado el crédito disponible para cada línea de ayuda 
serán desestimadas.

Artículo 14. Plazo y forma de presentación de las solicitudes.

1. El plazo para presentar las solicitudes de ayudas a estos programas se iniciará el mismo 
día de la entrada en vigor de este decreto-ley y finalizará el 31 de diciembre de 2020.

2. Los autónomos y pymes que deseen beneficiarse de estas ayudas, deberán dirigirse a 
cualquiera de las oficinas de las entidades colaboradoras, las cuales de acuerdo con sus 
procedimientos, recabarán la información y documentos que precisen a los efectos de 
analizar cada operación y, en su caso, aprobación y formalización de las mismas. Además, 
tales entidades colaboradoras facilitarán a los interesados el modelo de solicitud de ayuda 
y serán las receptoras del mismo una vez suscrito. La fecha de presentación de cada soli-
citud será la de formalización de cada operación.

En las operaciones formalizadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del 
presente decreto-ley, y siempre con posterioridad a la fecha de la entrada en vigor del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, los autónomos y 
pymes interesados en acogerse a las mismas, deberán presentar la correspondiente solici-
tud de ayuda en la entidad colaboradora.

3. El inicio del procedimiento para la concesión de estas subvenciones coincidirá con la 
presentación por parte de las entidades colaboradoras de las sucesivas certificaciones 
colectivas, con desglose de cada uno de los beneficiarios de las subvenciones incluidos en 
cada una de esas certificaciones.

4. Con cada una de las certificaciones colectivas, las entidades colaboradoras remitirán a la 
Dirección General de Empresa la siguiente documentación:

a. Relación nominal de todas las operaciones formalizadas, donde se indique el nombre de 
las empresas beneficiarias, CIF, actividad, fecha de formalización de la operación, 
importe formalizado, comisiones y tipo de interés de cada operación, vigencia de la 
póliza y de la carencia en su caso.

b. Copias de las solicitudes de ayudas presentadas por los autónomos y pymes en las 
entidades colaboradoras, conforme a los modelos que se establezcan en los convenios 
de colaboración que se suscriban con las mismas.
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c. Copias digitalizadas de las pólizas de avales y/o préstamos formalizados.

d. Copias de los certificados aportados por las empresas que han formalizado las operacio-
nes que acrediten estar al corriente con la Hacienda Estatal, con la Seguridad Social y 
con la Hacienda Autonómica.

5. Esta documentación deberá ser remitida a la Dirección General de Empresa mensualmen-
te, en los 10 primeros días hábiles de cada mes.

Artículo 15. Subsanación de la certificación.

Si alguna de las certificaciones indicadas en el artículo anterior no reúne los requisitos esta-
blecidos o no se acompañasen los documentos exigidos, se requerirá, a la entidad colabora-
dora para que en el plazo máximo de 10 días hábiles subsane la falta o acompañen los docu-
mentos preceptivos.

Artículo 16. Órgano competente para la ordenación, instrucción y resolución del 
procedimiento.

1. El órgano competente para la ordenación e instrucción del procedimiento de concesión 
será el Servicio de Incentivos y Financiación Empresarial de la Dirección General de 
Empresa, el cual realizará aquellas actuaciones y comprobaciones que estime necesarias 
para la determinación y conocimiento de los datos en virtud de los cuales deban formular-
se las propuestas de resolución.

2. La competencia para la resolución de estas ayudas corresponde al Secretario General de la 
Consejería de Economía, Ciencia y Agenda Digital, como órgano competente para la 
concesión de subvenciones así como para la aprobación del gasto, de conformidad con el 
artículo 9 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo.

3. Las resoluciones dictadas serán notificadas individualmente a los interesados, dentro de 
los 10 días hábiles siguientes a que fuesen dictadas, conforme a lo establecido en los artí-
culos 40 y 41 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, indicándose además los recursos que contra las 
mismas procedan, órgano administrativo ante el que hubieren de presentarse y plazo para 
interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que esti-
men oportuno. También se comunicará, en ese mismo plazo, la relación de beneficiarios a 
las entidades colaboradoras

4. Las resoluciones habrán de ser dictadas y notificadas en el plazo de un mes a contar 
desde la fecha de recepción en el órgano gestor de las certificaciones colectivas, estableci-
das en el artículo 14.4, por las entidades colaboradoras. Transcurrido dicho plazo sin 
resolverse expresamente, se entenderá desestimada la solicitud de ayuda.
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5. Las resoluciones no ponen fin a la vía administrativa y contra ellas podrá interponerse 
recurso de alzada ante el titular de la Consejería de Economía, Ciencia y Agenda Digital, 
en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a su notificación, según lo dispuesto 
en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre y en el artículo 101 de la 
Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura.

6. Las ayudas concedidas serán objeto de publicidad a través de su publicación en la Base de 
Datos Nacional de Subvenciones, en el Portal de Subvenciones de la Junta de Extremadura 
y en Portal Electrónico de la Transparencia y la Participación Ciudadana.

7. En caso de no existir crédito suficiente para atender a todas las solicitudes presentadas, la 
concesión de las ayudas se realizará atendiendo a la fecha de presentación de las solicitu-
des de subvención.

Artículo 17. Pago de las subvenciones concedidas.

Una vez recibida la documentación acreditativa a la que se refiere el artículo 14 se 
abonará a los beneficiarios de las ayudas el importe que les corresponda en la cuenta 
que estos beneficiarios tengan en la entidad financiera con la que hayan formalizado la 
operación financiera.

Artículo 18. Financiación de las ayudas.

1. El volumen total de crédito para los programas regulados en este capítulo es de 
2.197.000 euros.

2. Si las disponibilidades presupuestarias lo permitiesen la cuantía económica del 
programa se podrá ampliar mediante Resolución del Consejero de Economía, Ciencia 
y Agenda Digital.

3. Esta subvención será financiada con cargo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional de 
la Unión Europea, en el marco de las previsiones contenidas en el Reglamento (UE) 
2020/460 del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de marzo de 2020 por el que 
se modifican los Reglamentos (UE) n.º 1301/2013, (UE) n.º 1303/2013 y (UE) n.º 
508/2014, en lo relativo a medidas específicas para movilizar inversiones en los siste-
mas de atención sanitaria de los Estados miembros y en otros sectores de sus econo-
mías, en respuesta al brote de COVID-19 y en concreto dentro del Objetivo Específico 
3.3.1. “Apoyo a la creación y ampliación de capacidades avanzadas para el desarrollo 
de productos y de servicios”, con cargo a la posición presupuestaria 140040000 
G/323A/770.00, y un nuevo Proyecto de gasto, 20200234 “Programa ayudas para 
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facilitar acceso a la liquidez para autónomos y Pymes para afrontar los efectos econó-
micos negativos del Covid-19”.

4. Las ayudas reguladas en este título II de este decreto-ley, en la medida en la que estén 
cofinanciados por el FEDER, deberán cumplir las disposiciones derivadas de la normativa 
comunitaria aplicable, así como las referentes a las políticas comunitarias.

Artículo 19. Reintegro.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 43 y siguientes de la Ley 6/2011, de 23 de 
marzo, procederá el reintegro total o parcial de la cantidad percibida y la exigencia del inte-
rés de demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha 
en que se acuerde la procedencia del reintegro, en los supuestos y con las condiciones 
previstas en el citado artículo y siguientes.

En cualquier caso, el incumplimiento de las obligaciones de pago derivadas de las operacio-
nes subvencionadas en este capítulo II dará lugar a la revocación de la resolución de conce-
sión y al reintegro de las cantidades percibidas cuando estos incumplimientos se produzcan 
durante el primer año a contar desde la fecha de formalización de la operación financiera 
subvencionada.

Si el incumplimiento de las obligaciones de pago se produjera después del plazo indicado en 
el párrafo anterior y antes del 31 de diciembre de 2022, el órgano gestor tendrá en cuenta el 
principio de proporcionalidad en la determinación de la parte de subvención a devolver por el 
beneficiario, siendo el importe a reintegrar proporcional al tiempo que no haya mantenido 
sus obligaciones de pago.

Artículo 20. Régimen de compatibilidad de la subvención.

La presente subvención será compatible con otras subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera administraciones o entes 
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales, 
siempre que no superen las cuantías concedidas el coste total de las actuaciones 
subvencionadas. La superación de dicha cuantía será causa de reintegro de las cantida-
des percibidas en exceso.

Artículo 21. Información y publicidad.

La convocatoria de estas ayudas y las subvenciones concedidas serán publicadas en el 
Portal de Subvenciones de la Comunidad Autónoma en la forma establecida en los artículos 
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17.1 y 20 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura.

Así mismo se remitirá a la Base de Datos Nacional de Subvenciones, la información sobre las 
convocatorias y resoluciones de concesión derivadas de este decreto-ley, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 18 y 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

Con independencia de lo anterior, se publicará la información en el Portal Electrónico de la 
Transparencia y la Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con el 
artículo 11 de la Ley 4/2013, de 21 de mayo. Dicho portal se encuentra a disposición de los 
interesados en la sede corporativa: http://sede.juntaex.es.

Disposición adicional única. Adaptación presupuestaria y contable de los conciertos 
educativos.

Con la finalidad de optimizar la gestión presupuestaria y contable del régimen de conciertos 
educativos, las fases de compromiso de gasto y reconocimiento de la obligación podrán 
acumularse al momento en que proceda realizar los respectivos abonos, sin perjuicio de la 
fiscalización previa de la aprobación de los gastos de la convocatoria y de las modificaciones 
de los gastos aprobados de la misma que procedan y surjan con posterioridad conforme a la 
normativa correspondiente.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 7/2019, de 5 de abril, de 
espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura.

Se modifica la Ley 7/2019, de 5 de abril, de espectáculos públicos y actividades recreativas 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura en los siguientes términos:

Uno. Se modifica la disposición transitoria tercera, que queda redactada de la siguiente 
forma:

“Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio sobre condiciones de establecimientos e 
instalaciones.

Una vez finalizada en el territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, la vigencia 
del estado de alarma, declarado por medio del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 
el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, y el de sus sucesivas prórrogas, los establecimientos, locales e 
instalaciones a que se refiere el artículo 1 de la presente ley dispondrán del plazo de un año, 
para adaptarse a los requisitos y condiciones técnicas exigidas en esta. A tal fin, deberán 
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acreditar ante la Administración competente para expedir la autorización o licencia, o en su 
caso gestionar los títulos que habiliten la apertura y funcionamiento de la actividad, la efecti-
va adaptación de los establecimientos públicos o instalaciones en la forma y plazo que regla-
mentariamente se establezca.

Las normas reglamentarias que se dicten en desarrollo de esta ley sobre condiciones de 
establecimientos e instalaciones podrán prever un régimen transitorio para la realización de 
las adaptaciones correspondientes”.

Dos. Se modifica la disposición transitoria cuarta, que queda redactada de la siguiente 
forma:

“Disposición transitoria cuarta. Adaptación de procedimientos de competencia municipal.

Los ayuntamientos en el plazo máximo de un año, a computar desde la finalización de la 
vigencia del estado de alarma declarado mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo y 
sus prórrogas, deberán adaptar los procedimientos que habiliten la puesta en funcionamiento 
y apertura de establecimientos públicos e instalaciones y los procedimientos mediante los 
que se autoricen espectáculos públicos y actividades recreativas, cuando sean de competen-
cia municipal, a las prescripciones establecidas en la presente ley.

Los ayuntamientos deberán adecuar, en el plazo máximo de un año a partir de la entrada en 
vigor de la normativa reglamentaria de desarrollo de la presente ley, las licencias concedidas 
a los establecimientos e instalaciones objeto de regulación en esta ley con el único fin de 
adaptar la denominación de la actividad y tipología del local a las definiciones contenidas en 
el Catálogo a que hace referencia el artículo 4 de esta ley”.

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 2/1999, de 29 de marzo, de Patri-
monio Histórico y Cultural de Extremadura.

Se modifica la Ley 2/1999, de 29 de marzo, de Patrimonio Histórico y Cultural de Extremadu-
ra, en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 5 del artículo 41, no sufriendo alteración el resto de los aparta-
dos del artículo. El apartado 5 queda redactado del siguiente modo:

“5. En la redacción del Plan Especial de Protección se contemplarán específicamente las 
instalaciones eléctricas, telefónicas y cualesquiera otras, que deberán ir bajo tierra, 
pudiéndose no obstante, efectuar despliegues tanto aéreos como adosados a las facha-
das, en los casos en los que el soterramiento pueda suponer daño para bienes de inte-
rés cultural, presente grandes dificultades técnicas o supusiera un coste desproporcio-
nado que hicieran inviable un proyecto de interés público o socioeconómico, 
preservando, en estos casos, el paisaje urbano y los valores dignos de protección. Las 
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antenas de televisión, pantallas de recepción de ondas y dispositivos similares se situa-
rán en lugares que no perjudiquen la imagen urbana o del conjunto. Sólo se autoriza-
rán aquellos rótulos que anuncien servicios públicos, los de señalización y comerciales, 
que serán armónicos con el Conjunto, quedando prohibidos cualquier otro tipo de 
anuncios o rótulos publicitarios.

A los efectos de lo dispuesto en este apartado, en todo caso, se entenderán como de 
coste desproporcionado los proyectos cuyo presupuesto de ejecución superen en más del 
doble, es decir más de un 100 %, la diferencia entre las acometidas a las viviendas por 
fachada frente a las acometidas que vayan soterradas. Sin perjuicio de las competencias 
de cada administración, son de interés público los proyectos por los que se despliega 
fibra óptica en los Conjuntos Históricos de Extremadura”.

Dos. Se modifica el apartado 1 del artículo 42, no sufriendo alteración el resto de los aparta-
dos del artículo. El apartado 1 queda redactado del siguiente modo:

“1. En tanto no se apruebe definitivamente la normativa urbanística de protección a 
que se hace referencia en el artículo 41.1 de la presente Ley, la concesión de licen-
cias o la ejecución de las ya otorgadas antes de la declaración de Conjunto Históri-
co precisará resolución favorable de la Consejería de Cultura y Patrimonio. No se 
admitirán modificaciones o cambios que afecten a la armonía del Conjunto Históri-
co, debiendo las intervenciones que se proyecten ajustarse a los criterios estableci-
dos en el artículo 41”.

Disposición final tercera. Supletoriedad.

En todo aquello no regulado expresamente por el presente decreto-ley en lo referente a 
la concesión de ayudas y subvenciones, será de aplicación la Ley 6/2011, de 23 de 
marzo, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura y la normativa bási-
ca contenida en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y su 
Reglamento, la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de cada ejercicio, la Ley 
5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura, disposiciones lega-
les estatales, con carácter supletorio, incluido los preceptos de la Ley 38/2003, que no 
tengan carácter básico y las disposiciones reglamentarias de igual o superior rango que 
se dicten con posterioridad.

Disposición final cuarta. Deslegalización y habilitación normativa.

El titular de la Consejería de Economía, Ciencia y Agenda Digital podrá llevar a cabo, median-
te Orden, aquellas modificaciones que resulten necesarias en la regulación de las ayudas 
llevada a cabo por el presente decreto-ley.
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Igualmente, se habilita a los órganos competentes de la Consejería de Economía, Ciencia y 
Agenda Digital para dictar las resoluciones que sean procedentes para la aplicación del 
presente decreto-ley en las cuestiones relativas a las ayudas y subvenciones en él previstas.

Disposición final quinta. Entrada en vigor.

El presente decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Diario Oficial de 
Extremadura.

Mérida, 8 de mayo de 2020.

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA

 La Vicepresidenta Primera y Consejera      
 de Hacienda y Administración Pública,

 PILAR BLANCO-MORALES LIMONES
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  I DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL, 
POBLACIÓN Y TERRITORIO

DECRETO-LEY 10/2020, de 22 de mayo, de medidas urgentes para la 
reactivación económica en materia de edificación y ordenación del territorio 
destinadas a dinamizar el tejido económico y social de Extremadura, para 
afrontar los efectos negativos de la COVID-19. (2020DE0011)

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación de 
emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia internacional, ya 
que su propagación internacional supone un riesgo para la salud pública de los países y 
exige una respuesta internacional coordinada.

En el ámbito nacional, el Consejo de Ministros en su sesión celebrada el 14 de marzo de 
2020 aprobó el Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionado por el COVID-19. 
El citado Real Decreto 463/2020 establece en su artículo 4 que la autoridad competente a 
efectos del estado de alarma será el Gobierno y, en sus respectivas áreas de responsabili-
dad, las personas titulares de los Ministerios de Sanidad, Defensa, Interior, Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana. No obstante, de conformidad con el artículo 6 del citado Real 
Decreto cada Administración conserva las competencias que le otorga la legislación 
vigente en la gestión ordinaria de sus servicios para adoptar las medidas que estime 
necesarias, en el marco de las órdenes directas de la autoridad. A esta medida, le han 
seguido una cascada de iniciativas adoptadas por las distintas Administraciones, que 
intentan actuar en todos los ámbitos en los que se ha producido una importante afecta-
ción por razón de las circunstancias tanto sociales como económicas que ha generado la 
situación.

Así, en Extremadura se han dictado ya medidas en los ámbitos sanitario, educativo, 
comercial, de los servicios sociales, de subvenciones, de la función pública, de los servi-
cios públicos básicos y para el mantenimiento y recuperación del empleo frente a la crisis 
ocasionada por el COVID-19.
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La disciplina urbanística surgió como tal en el siglo XIX para reducir o controlar las 
enfermedades infecciosas que asolaban a la población durante la Revolución Industrial. 
Las primeras leyes urbanísticas fueron las higiénicas o sanitarias. Se legisló para aumen-
tar el tamaño de las viviendas, aspectos como la ventilación o que tuviesen la necesaria 
iluminación, surgieron gracias al miedo a la pandemia, a la tuberculosis y a otras enfer-
medades similares. Las enfermedades y los avances en el diseño de las ciudades han ido 
históricamente de la mano. A inicios del siglo XX, las arquitectas y los arquitectos toma-
ron más ideas de personal médico y de enfermería que de la teoría de la arquitectura.

El personal experto a nivel internacional señala que los efectos económicos de la pande-
mia del COVID-19 pueden provocar la mayor caída del PIB mundial desde la 2a Guerra 
Mundial. Por tanto, el escenario nos sitúa de nuevo como víctimas de una crisis global 
que nos afecta muy especialmente como país castigando de nuevo nuestro sistema 
económico y productivo.

El parón en la actividad provocado por las medidas tomadas para frenar los efectos de la 
pandemia tendrán un impacto sin precedentes en el tejido económico de Extremadura, inci-
diendo en mayor o menor grado en sectores tan importantes para esta región como la agri-
cultura y ganadería, la agroindustria y mayormente la construcción, el turismo y el comercio 
entre otros, y que nos sitúan en una casilla de salida desconocida en la historia reciente y 
nos obliga a reiniciar una actividad que estaba dejando atrás, no sin esfuerzos, la gran crisis 
del 2008.

Nuestro sistema democrático debe salir reforzado en esta situación de absoluta excepcio-
nalidad. El sólido ordenamiento jurídico e institucional que nos hemos dado los españoles 
nos ofrece herramientas legales eficaces, capaces de dar una respuesta urgente y necesa-
ria a la crisis causada por el coronavirus. Es, por tanto, una obligación ética y política de 
las Administraciones Públicas adoptar con eficacia todas las decisiones que la situación 
exige. Ante este panorama de crisis social y económica, debemos reaccionar con una 
contundencia similar a la magnitud de los retos a los que nos enfrentamos. Una coyuntura 
tan desfavorable como la que se avecina requiere el empleo de todas las herramientas 
disponibles que permitan a la Administración combatir con la máxima eficacia el enorme 
reto de reactivar una red económica súbitamente interrumpida, de restablecer las conexio-
nes perdidas o crear unas nuevas, de estimular los canales para que los flujos económicos 
vuelvan a circular sin resistencias.

Es importante reseñar que, en este caso, el tiempo es un factor clave. Cuanto más 
tiempo se encuentre paralizada la economía, mayores serán los daños infringidos al 
tejido productivo, mayor será la magnitud de la caída, más estructurales serán los 
problemas y más difícil será la recuperación, causando más sufrimiento a la ciudadanía. 
Por ello, la Administración Pública está obligada a adoptar medidas para que la reactiva-
ción sea lo más rápida posible. En situaciones excepcionales, los cambios normativos 
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deben hacer uso de todos los instrumentos de los que se nos dota en nuestro ordena-
miento jurídico para otorgar la máxima celeridad en la implantación efectiva de las 
medidas. La necesaria y urgente necesidad de articular las medidas que se proponen 
mediante un Decreto-Ley está completamente justificada en este sentido. 

Los costes de oportunidad derivados de la dilación de las medidas pueden ser enormes, por 
lo cual se debe procurar evitar toda la burocracia innecesaria y generar un cambio del para-
digma de control: descentralización de trámites, eliminar controles innecesarios, flexibilizan-
do los controles ex-ante. La rápida aplicación de las medidas es uno de los principales 
elementos para el logro de la eficacia de las mismas.

El artículo 148.1 regla 3ª de la Constitución establece que las comunidades autónomas 
pueden asumir competencias en materias como la ordenación del territorio y el urbanismo. 
En ejecución de dicha habilitación el Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura en su artículo 9.1, regla 31, declara que es competencia exclusiva el “Urbanis-
mo y vivienda. Normas de calidad e innovación tecnológica en la edificación y de conserva-
ción del patrimonio urbano tradicional”.

Este es el ámbito jurídico-material en el que se desenvuelve la presente Ley, además, 
del marco normativo que, invocando diversos títulos competenciales, ha emanado de la 
legislación estatal. Entre estas leyes merecen especial mención el Real Decreto Legisla-
tivo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del 
suelo y Rehabilitación Urbana, o disposiciones como la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, 
de Evaluación Ambiental, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Buen Gobierno, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas o la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público en los que lo rural constituye la 
mayor parte de nuestro territorio.

Y se lleva a cabo con base en las competencias determinadas por el Estatuto de Auto-
nomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en su redacción dada por la Ley 
Orgánica 1/2011, de 28 de enero, que, en su artículo 9.1.7 establece la competencia 
exclusiva de la Comunidad Autónoma en materia de fomento del desarrollo económico 
y social de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos de la política económica 
nacional.

En el año 2018 se aprobó LEY 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y 
urbanística sostenible de Extremadura, la LOTUS, por la mayoría de los grupos parla-
mentarios de la Asamblea de Extremadura y sin oposición de ninguno de ellos. Una ley 
que dibujaba una estrategia de desarrollo sostenible para esta región. Esta ley se apro-
bó con el objetivo claro de dinamizar nuestro tejido económico sin dejar atrás los valo-
res ambientales y patrimoniales que nos hacen una región única, sostenible y ejemplo 
de la cohesión social. 
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Como consecuencia de lo anterior es por lo que este texto que ahora se aborda no se aparta 
de esta proyección consensuada de futuro, sino todo lo contrario, acelera sus previsiones 
para que sean materializadas y puestas en práctica de forma inmediata y con el menor coste 
posible, atendiendo a la falta de medios de los ayuntamientos para innovar sus planes adap-
tados a la ley. Es por ello que lo que se pretende no será tanto un decreto ley con nuevas 
medidas, sino con modificaciones en el articulado de la LOTUS que propicien la aplicación 
directa de los preceptos que se proyectaban diferidos en el tiempo a la adaptación del 
planeamiento por parte de los municipios. Con esta finalidad, también, se revisa el régimen 
transitorio de la propia Ley, propiciándose, además, la inmediata aplicación de algunas de las 
importantes medidas de reactivación que se incorporan en el presente Decreto-ley a los 
procedimientos iniciados con posterioridad a la entrada en vigor de la LOTUS, como es el 
supuesto de la consideración como autorizables de los usos hasta ahora no prohibidos expre-
samente por el planeamiento en suelo no urbanizable.

De  este modo, los Planes Territoriales y sus modificaciones en tramitación, en el momento 
de entrada en vigor de la LOTUS, dispondrán un plazo de dos años para adaptarse a la 
misma.

Así mismo, se modifica de la disposición transitoria segunda, que establece el régimen urba-
nístico del suelo de los municipios con planes e instrumentos de ordenación urbanística 
vigentes en el momento de entrada en vigor de esta ley.

En Extremadura llevamos años trabajando en la mitigación de los efectos del cambio 
climático y la adaptación de las infraestructuras de las ciudades y pueblos para hacer 
frente a estos cambios y a la lucha contra la despoblación que tanto afecta a nuestra 
región. La aparición de la COVID-19 ha puesto de manifiesto una vez más la necesidad 
de acelerar estas medidas y adaptar y diseñar las ciudades y pueblos, los espacios 
donde habitamos con el objetivo prioritario de asegurar la salud y la calidad de vida de 
la población para los escenarios futuros, en este sentido Extremadura se presenta como 
una región que ofrece oportunidades para el asentamiento en el medio rural donde se ha 
visto menor incidencia del virus y con las adecuadas condiciones para el retorno de los 
que se fueron y que ahora con el teletrabajo pueden volver y así luchar contra la despo-
blación que planeaba sobre nuestra comunidad.

La aprobación y entrada en vigor de la LOTUS, ha supuesto un cambio sin precedentes en el 
sistema urbanístico propio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, ya que en dicho 
texto legal por una parte se abordan cuestiones novedosas, pero también el régimen de 
transitoriedad previsto legalmente obliga a practicar con carácter inmediato ciertas reglas 
que convienen sean desarrolladas reglamentariamente con carácter urgente.

Por todo ello, y con el objetivo de dinamizar al máximo la economía regional posibilitan-
do la implantación ágil de los distintos usos de suelo, sin perder la seguridad jurídica y el 
imprescindible orden que ha de establecer el urbanismo, se plantean las modificaciones 
de este texto. Es indispensable disponer de las herramientas jurídicas y urbanísticas 
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adecuadas para acelerar la inversión económica, el desarrollo de nuevos proyectos, los 
preceptivos permisos de las diferentes administraciones y que sean capaces de aprove-
char los recursos naturales. En resumen, instrumentos ágiles que sean capaces de dar 
respuesta a las especiales necesidades que surgen de la crisis que nos ha sobrevenido. 
Tales medidas no tienen espera.

Extremadura cuenta con una superficie territorial de 41.634 km2, de los cuales tan sólo el 
2% se encuentra antropizado por la urbanización. Es decir, tenemos gran cantidad de super-
ficie disponible para su uso racional y equilibrado logrando el equilibrio entre lo urbano y lo 
rural y a su vez una región sostenible. Es por ello que las medidas irán encaminadas a agili-
zar y acelerar los permisos para la implantación de actividades, sobre todo en el suelo rural y 
para la reactivación económica. Estas medidas consisten, esquemáticamente, en:

— Mediante una modificación de carácter técnico, se permite flexibilizar la implantación de 
usos en edificios, facilitando el ejercicio en ellos de todo tipo de actividades y profesiones. 
Modificando el artículo 5.

— Eliminar, para los nuevos desarrollos de usos industriales o terciarios en el suelo urbaniza-
ble, los condicionantes establecidos en cuanto a estándares mínimos de los que debe 
gozar el núcleo de población para poder clasificar nuevo suelo como urbanizable, facilitan-
do con ello nuevos desarrollos industriales o terciarios en el suelo urbanizable. Modifica-
ción del artículo 12.

— Considerar a las Ordenanzas Municipales de Edificación y Urbanización y a las Normas 
Técnicas de Planeamiento como instrumentos no ya de desarrollo del planeamiento, sino 
como instrumentos que contribuyen a la ordenación urbanística o les sirven de comple-
mento, trascendiendo así de innecesarios aspectos formales que dificultan la gestión. 
Modificación del artículo 44.

— Aclarar el ámbito de las competencias entre municipios y la comunidad autónoma en el 
caso de las autorizaciones en suelo rústico, para así agilizar y acortar los trámites y 
plazos, con unas reglas claras para su correcta aplicación, modificando los artículos 67, 68 
y 69 de la LOTUS.

Al tiempo que se eximen las actividades agropecuarias, cinegéticas, forestales, piscícolas 
o análogas, todas ellas vinculadas a la naturaleza del terreno, del requisito de obtener 
calificación rústica, en todo caso y circunstancia. Esta medida contribuirá a facilitar, espe-
cialmente, el tejido productivo y económico del medio rural.

— Se flexibiliza la exigencia de parcela mínima para el uso terciario de estaciones de servicio 
y del uso agropecuario que podrán autorizarse con una menor superficie de suelo vincula-
da, en coherencia con la que suelen precisar este tipo de actividades. Modificación del 
artículo 70.3.
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— Evitando esta limitación, se otorga mayor flexibilidad de actuación a los municipios, al 
tiempo que se evita la obligatoria sucesión de trámites y se logra un ahorro en los plazos 
requeridos.

— Esta flexibilidad permitirá rescatar ágilmente del régimen de actuaciones disconformes a 
numerosos asentamientos irregulares, principalmente en torno a los grandes núcleos de 
población, incorporando los edificios que lo constituyen al mercado normal de transaccio-
nes inmobiliarias y permitiendo, una vez regularizados, las obras de mantenimiento y, en 
su caso ampliación, que requiere habitualmente cualquier edificación, con la consiguiente 
activación del sector de la construcción. Modificación del artículo 71.3.

— Incentivar las actuaciones de dotación dotándolas del mismo aprovechamiento subje-
tivo que en el caso de la rehabilitación, regeneración y renovación urbanas y en 
coherencia con los mínimos que establece la ley estatal. Modificación del artículo 77 
de la LOTUS.

— Se propone reducir el plazo máximo para el procedimiento de otorgamiento de 
licencia de primera ocupación o utilización estableciendo un régimen de silencio 
positivo que, sin duda, incentivará a los ayuntamientos a agilizar la concesión de 
este tipo de licencias, permitiendo, en otro caso, que accedan sin trabas los inmue-
bles al mercado, pudiendo ser objeto de garantía hipotecaria, compraventa, etc. 
Modificación artículo 152.

— No recibirán el tratamiento de actuaciones disconformes y se considerarán con licencia a 
todos los efectoslas actividades que, manteniendo su uso, se hubieran implantado con 
anterioridad al año 1975. Por lo que podrán cambiar su uso, ejecutar obras de consolida-
ción, adaptación, etc, que les permitan continuar con su funcionamiento efectivo. Medida 
adoptada por su relevancia práctica, económica y social. Adición de una nueva disposición 
adicional undécima.

— Fomentar que los municipios adquieran una regulación eficiente del suelo, mediante la 
obligación de dotarse, en plazo, de un plan general municipal, que permita establecer las 
bases para los futuros desarrollos o para las actividades en suelo rústico. Adición de una 
nueva disposición adicional duodécima.

— Ampliar el plazo dado por la LOTUS para la aprobación definitiva de los planes territoriales 
y sus modificaciones en vigor, puesto que la propia tramitación tanto ambiental como 
sectorial hacen imposible la finalización del expediente en 1 año, se hace necesario la 
ampliación a 2 años de las modificaciones de los planes territoriales. Esta medida evita 
dilapidar el esfuerzo económico y administrativo empleado en su redacción y tramitación, 
permitiendo la aplicación de sus determinaciones en el menor plazo posible. Modificación 
de la disposición transitoria primera de la LOTUS.
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— Por el mismo motivo que el anterior, se modifica la disposición transitoria cuarta para dar 
moratoria de 2 años más para la finalización de los planes generales y se introduce la obli-
gación de que todos los planes se adapten a la ley en un periodo máximo de 6 años desde 
la entrada en vigor de la ley. Las circunstancias económicas para la contratación de equi-
pos redactores, exposición pública y de participación pudieran hacer concluir el plazo para 
su adaptación. 

— Establecer un precepto para la aplicación directa del régimen urbanístico de las distintas 
clases desuelo previsto en la Ley 11/2018 a los municipios con planes vigentes y no adap-
tados a la misma, de modo que se puedan desplegar en ellos, de manera inmediata, sus 
determinaciones, ya que introducen importantes novedades que deben contribuir al desa-
rrollo de los municipios, en especial de aquellos de menor tamaño, donde la Ley puede 
aplicarse sin grandes contradicciones con los planes vigentes.Modificación de la disposición 
transitoria segunda.

También regula esta disposición transitoria el régimen de las modificaciones de los planes 
vigentes de modo que no se merme su operatividad hasta su adaptación a la Ley, evitan-
do la parálisis de la actividad urbanística que conllevaría la tramitación de multitud de 
revisiones o adaptaciones, siempre excesivamente extensas en el tiempo.

— Aplicación directa e inmediata del régimen previsto en la Ley 11/2018 para la concesión 
de la calificación rústica en los municipios con planes vigentes antes de la entrada en 
vigor de la misma, dando unas reglas precisas para ello. Esto permite que la LOTUS 
despliegue todas sus novedades inmediatamente para este tipo de autorizaciones, básicas 
para el establecimiento de actividades en el suelo rústico de la comunidad autónoma, sin 
esperar a la adaptación de los planes a su régimen. Modificación de la disposición transito-
ria sexta de la LOTUS.

No parece baladí que la mayoría de las modificaciones se establecen en el contexto del suelo 
rústico, cabe recordar alguno de los principios generales que establecía la exposición de 
motivos de la LOTUS:

“En cuanto al suelo rústico, de modo tradicional la normativa urbanística reconoce al suelo 
rústico la naturaleza agropecuaria, forestal y cinegética, siendo esta afirmación una 
aproximación insuficiente centrada en los aprovechamientos monetizables que a corto o 
medio plazo generan altos rendimientos. Se obvian así otros aprovechamientos vincula-
dos al territorio y compatibles con sus valores que generan riqueza colectiva a largo 
plazo: montes de utilidad pública, paisajes de interés, patrimonio cultural y etnográfico, 
arquitectura popular, entornos de alta calidad para el esparcimiento y la práctica deporti-
va, turismo vinculado al medio natural o la formación e investigación ligada a la naturale-
za, la agroindustria o las energías renovables, todos ellos encuentran en suelo rústico un 
soporte idóneo.
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La articulación y análisis territorial debe comprender el ecosistema que incluye a las 
personas, donde surgen intrincadas tramas relacionales superpuestas. El tratamiento de 
los usos y actividades no puede reducirse a una simple clasificación de usos permitidos, 
compatibles, prohibidos pues es un modelo rígido que no contempla el ajuste en la inten-
sidad o densidad de su aplicación considerando los diferentes paisajes y ecosistemas que 
forman Extremadura.

La Ley plantea por tanto el reto de superar la estricta consideración de usos y actividades 
propias de la “naturaleza tradicional” del suelo rústico ya que la diversidad de nuestra región 
puede y debe comprender un catálogo mucho más amplio de usos propios que permitan el 
mantenimiento del medio natural y la población vinculada a la tierra….

En este sentido, la Ley enfrenta la realidad e innova al reconocer los denominados asenta-
mientos en suelo rústico de naturaleza residencial o productiva. La Ley promueve herramien-
tas que permitan controlar y corregir los impactos ambientales, paisajísticos y socioeconómi-
cos de los asentamientos mediante su ordenación y adecuación voluntaria a las medidas en 
cada caso establecidas, regulando las compensaciones necesarias para mitigar los efectos 
negativos que los asentamientos surgidos al margen del planeamiento han originado en su 
entorno...”.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura, las iniciativas para el uso del suelo 
por determinadas actividades novedosas como energías renovables, turismo rural, economía 
verde y circular, formación y desarrollo, encuentran frecuentemente dificultades de tramita-
ción relacionadas con el control administrativo de su implantación. Los instrumentos de 
planeamiento de gran parte de los municipios extremeños se elaboran y aprueban en un 
momento histórico anterior a la irrupción de estos nuevos usos. De este modo, en su regula-
ción del suelo no urbanizable no se pudieron contemplar y anticipar. Esta ausencia regulato-
ria, en conjunción con la aplicación práctica del contenido de la Ley 15/2001 del suelo y 
ordenación territorial de Extremadura, tuvo como efecto la automática y no pretendida prohi-
bición en gran parte de los suelos no urbanizables protegidos de Extremadura. Obstáculo que 
se ha superado mediante reiteradas modificaciones de los planeamientos municipales, siem-
pre que el resto de legislación lo permitiera. La innovación legal pretendida, tiene como fina-
lidad corregir las consecuencias indeseadas de la genérica falta de regulación urbanística de 
determinados usos no contemplados en el planeamiento aprobado con anterioridad a su 
irrupción actual, evitando las modificaciones aludidas y logrando una notoria simplificación de 
los trámites.

El artículo 33 de la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de modificación del Estatuto de 
Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura faculta a la Junta de Extremadura en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad, para dictar disposiciones legislativas provisiona-
les bajo la forma de Decreto-Ley. Atendiendo a la especial gravedad de la situación en la que 
nos encontramos, nadie duda de la extraordinaria necesidad de recurrir a la adopción de 
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medidas de todo tipo que vengan a paliar y contener la situación en la que nos encontramos, 
y en esta especial gravedad, además, es necesario una rápida actuación. En el ámbito legis-
lativo, el instrumento constitucionalmente lícito que permite una actuación de urgencia es el 
Decreto-Ley, figura a la que se recurre, en cuanto las circunstancias en las que se adoptan y 
que han sido enunciadas anteriormente vienen a justificar la extraordinaria y urgente necesi-
dad de que las medidas aquí previstas entren en vigor con la mayor celeridad posible, sin 
que pudieran esperar a una tramitación parlamentaria puesto que los efectos sobre la ciuda-
danía serían demasiado gravosos y perdería su esperada eficacia en el fin último de las 
mismas.

Por tanto, en el presente supuesto, el carácter extraordinario y excepcional de la situa-
ción deriva de la declaración del estado de alarma provocada por la situación sanitaria, 
que requiere la adopción con urgencia de medidas que palien, en la medida de lo posible, 
la situación creada y que no puedan aplazarse, incluso mediante la utilización de medios 
legislativos de urgencia, a un momento posterior. Cumpliendo así la presente norma los 
requerimientos fijados tanto por el citado artículo 33 como por la numerosa jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional en la materia (por todas, STC 61/2018, de 7 de junio de 
2018, FJ 4, en lo que se refiere a la extraordinaria y urgente necesidad, y las SSTC 
31/2011, de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6 , y 100/2012, de 8 
de mayo, en lo relativo a «situaciones concretas de los objetivos gubernamentales que 
por razones difíciles de prever requieran una acción normativa inmediata en un plazo más 
breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de las leyes»).

La Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenible de 
Extremadura, fue pionera al introducir entre sus criterios de ordenación sostenibles la pers-
pectiva de género. Por lo tanto, este Decreto-Ley, al igual que la LOTUS, se integra, con 
carácter general, en los preceptos de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igual-
dad efectiva de mujeres y hombres y en particular en los mandatos de la Ley 8/2011, de 23 
de marzo, de igualdad entre mujeres y hombres y contra la violencia de género en Extrema-
dura. En concreto, con especial incidencia en la Ley Autonómica y en sus artículos 3 “Princi-
pios generales”, 5 “Disposiciones generales”, 6 “De la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura”, 21 “De transversalidad de género”, 22 “Desarrollo del principio de 
interseccionalidad”, y del 27 “Lenguaje no sexista”.

Este Decreto-Ley es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el artí-
culo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. De lo expuesto en los párrafos anteriores se pone de manifiesto el 
cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia. El Decreto-Ley acorde al principio de 
proporcionalidad, al contener la regulación imprescindible para la consecución de los objeti-
vos previamente mencionados, e igualmente se ajusta al principio de seguridad jurídica. Por 
último, con respecto al principio de eficiencia, y teniendo en cuenta la propia naturaleza de 
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las medidas adoptadas este Decreto-Ley no impone carga administrativa alguna adicional a 
las existentes con anterioridad.

Por tanto, se hace necesario eliminar trámites burocráticos innecesarios que dificultan el 
trabajo del sector, dada la situación actual y los efectos que ha tenido en la economía y en 
el mercado laboral, y actuar como palanca del desarrollo, generación de riqueza y atracción 
de talento, teniendo en cuenta como pilares fundamentales la sostenibilidad y el respeto al 
medio ambiente y la lucha contra la despoblación. Tenemos que asegurarnos que tras el 
levantamiento del estado de alarma, a la vez que tanta gente está trabajando en el cuidado 
de la salud de las personas, tenemos que encargarnos de trabajar en la salud de la econo-
mía favoreciendo la agilidad y la inversión empresarial en un momento de necesidad y 
urgencia. 

Por otra parte, con la finalidad de unificar en un mismo centro directivo todas las políticas 
públicas relacionadas con la materia de vivienda, se procede a adscribir el Fondo de Garantía 
en Eficiencia Energética de Vivienda de Extremadura, creado mediante la disposición adicio-
nal quinta de la Ley 11/2019, de 11 de abril, de promoción y acceso a la vivienda de Extre-
madura a la consejería competente en materia de vivienda.

La adecuación del texto legal al realidad mencionada, mediante la asignación competencial 
que se propone, supone una mejora de la eficacia administrativa y una más eficiente gestión 
de recursos públicos, lo que tendrá su reflejo en el tejido productivo al que afecta dicha acti-
vidad administrativa, que se verá beneficiado por la unificación propuesta.

En este decreto ley se incluye por último una modificación técnica de la LEGIO (Ley extreme-
ña Grandes Instalaciones de Ocio) para posibilitar su aplicación efectiva en materia de las 
fianzas del promotor motivado, necesario su ajuste urgente por las restricciones sobreveni-
das habidas en el mercado financiero mundial a causa de la pandemia que hacen más difícil 
la obtención de garantías financieras, lo cual no impide obtener dichas garantías por otros 
instrumentos legales admitidos en el tráfico mercantil.

II

El Decreto-Ley consta de una parte expositiva y una parte dispositiva estructurada en tres 
artículos. El primer artículo modifica los artículos de  5, 12, 44, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 77 y 
152, las disposiciones transitorias primera, segunda y cuarta, se da una nueva redacción a la 
sexta y se añaden dos nuevas disposiciones adicionales undécima y duodécima de la LOTUS, 
el artículo dos  modifica el apartado 2 de la Disposición adicional quinta de la Ley 11/2019, 
de 11 de abril, de promoción y acceso a la vivienda de Extremadura y el artículo tres que 
modifica la letra g) del párrafo segundo del artículo 2 de la Ley 7/2018, de 2 de agosto, 
extremeña de grandes instalaciones de ocio. 
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En virtud de todo ello, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 33 del Estatu-
to de Autonomía de Extremadura, a propuesta conjunta de la Vicepresidenta Primera y 
Consejera de Hacienda y Administración Pública, y de la Consejera de Agricultura, Desarrollo 
Rural, Población y Territorio, previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su reunión del 
día 22 de mayo de 2020, 

D I S P O N G O :

Artículo 1. Modificación de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación terri-
torial y urbanística sostenible de Extremadura.

Se modifican los siguientes artículos de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación 
territorial y urbanística sostenible de Extremadura y se añaden y modifican disposiciones, en 
los términos siguientes:

1. Se modifica el punto 3, de la letra c), del apartado 4, del artículo 5, que queda con la 
siguiente redacción:

“3) Uso compatible: uso permitido cuya implantación viene determinada como demanda 
del uso característico y en una proporcionada relación con éste, o que los instrumen-
tos de ordenación o desarrollo admiten como complemento al uso mayoritario”.

2. Se modifica la letra a) del apartado 2, del artículo 12 que queda con la siguiente redac-
ción:

“a) Los estándares mínimos son los valores por debajo de los cuales no pueden preverse 
nuevos desarrollos residenciales en suelo urbanizable. El titular de la consejería 
competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, previo informe favo-
rable de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de Extremadura, 
mediante resolución motivada, podrá eximir del cumplimiento del estándar de densi-
dad de vivienda”.

3. Se modifica el apartado 3 y se añade de un nuevo apartado 4 al artículo 44 que queda con 
la siguiente redacción:

“3. Los instrumentos de desarrollo del planeamiento general cuyo objeto es establecer o 
modificar determinaciones de ordenación detallada, conforme a su objeto son:

a) Planes Parciales.

b) Estudios de Detalle. 
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4. Contribuyen a la ordenación urbanística y, en su caso, la complementan, los siguientes 
instrumentos:

a) Ordenanzas Municipales de Edificación y Urbanización.

b) Normas Técnicas de Planeamiento”.

4. Se modifican el enunciado de los apartados 3 y 5 y la letra a) del artículo 67 que queda 
con la siguiente redacción:

“3. Se consideran usos vinculados los  siguientes:

a) La explotación agropecuaria, forestal, cinegética, piscícola o análoga, conforme a la 
naturaleza del terreno, realizando obras, edificaciones, construcciones o instalacio-
nes sujetas a control urbanístico por exceder el alcance limitado de los actos ordi-
narios que caracterizan los usos naturales, excluyendo la actividad de transforma-
ción de productos.

b) Residencial autónomo vinculado a explotación agrícola, ganadera, silvícola, cinegé-
tica y análogas, que proporcionalmente se requiera para su desarrollo y cuya 
permanencia queda vinculada al mantenimiento efectivo de la explotación servida.

5. Se consideran usos autorizables, aquellos usos distintos de los usos naturales y los 
usos vinculados del suelo, cuando el planeamiento no los catalogue expresamente 
como permitidos o prohibidos, y, en cualquier caso:

a)  Los recogidos en los apartados 4. a), b), c) y d) anteriores sobre usos permiti-
dos, cuando requieran autorización ambiental o comunicación ambiental autonó-
mica, cuando afecten a más de un término municipal, cuando se ubiquen en un 
municipio sin planeamiento o cuando éste no regule intensidades y condiciones 
de implantación”.

5. Se modifica el apartado 3 y se suprime el apartado 4, del artículo 68 que queda con la 
siguiente redacción:

“3. Los usos permitidos y los usos autorizables, están sujetos a control municipal median-
te el procedimiento de licencia o comunicación que corresponda en cada caso, previa 
obtención de la calificación rústica”.

6. Se modifican los apartados 3 y 4, del artículo 69 que queda con la siguiente redacción:

“3. La competencia para otorgar la calificación rústica corresponde a los Municipios cuando 
se cumplan las siguientes condiciones:
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a) Que la actividad se desarrolle sobre suelo no categorizado como suelo rústico 
protegido, ni como suelo rústico restringido.

b) Que el uso esté regulado en el planeamiento vigente, con sus correspondientes 
parámetros de intensidad y condiciones de implantación.

c) Que la actuación no esté sujeta a Autorización Ambiental Integrada o Unificada, a 
Comunicación Ambiental Autonómica, o a Evaluación de Impacto Ambiental, tanto 
ordinaria como simplificada.

d) Que el municipio sea un núcleo de relevancia territorial o que, siendo un núcleo de 
base del sistema territorial forme parte de una asociación o mancomunidad de 
municipios con Oficina Técnica Urbanística, que deberá evacuar los informes proce-
dentes.

4. La competencia para otorgar la calificación rústica corresponde a la Junta de Extrema-
dura en los siguientes casos:

a) Sobre suelo rústico protegido o restringido.

b) En ausencia de planeamiento, o cuando el planeamiento existente no regule el uso 
pretendido, con sus correspondientes parámetros de intensidad y condiciones de 
implantación.

c) Cuando la actuación esté sujeta a Autorización Ambiental Integrada o Unificada o a 
Comunicación Ambiental Autonómica, o a Evaluación de Impacto Ambiental, tanto 
ordinaria como simplificada.

d) En núcleos de base del sistema territorial, que no estuviesen integrados en una 
asociación o mancomunidad de municipios con Oficina Técnica Urbanística, que en 
su caso, debería evacuar los informes procedentes.

e) Cuando la implantación del uso afecte a más de un término municipal”.

7. Se modifica el apartado 3, del artículo 70 que queda con la siguiente redacción:

“3. La superficie mínima de suelo que sirva de soporte físico a las edificaciones, construc-
ciones e instalaciones de nueva planta será de 1,5 hectáreas, salvo que el planea-
miento territorial establezca otra distinta.

En el caso de rehabilitación de edificaciones, construcciones o instalaciones tradi-
cionales con antigüedad no inferior a 30 años en el momento de entrada en vigor 
de esta ley, situadas en parcelas inferiores a 1,5 hectáreas, se considera bastante 
la parcela preexistente siempre que no haya sido dividida en los 5 años inmediata-
mente anteriores. 
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En los casos de ampliación, renovación o mejora de actividades agroindustriales, 
así como las actividades destinadas a economía verde y circular que deban tener 
su implantación en suelo rústico, situadas en parcelas inferiores a 1,5 hectáreas, 
se considera capaz la parcela preexistente, siempre que no haya sido dividida en 
los 5 años inmediatamente anteriores. Este tipo de instalaciones podrán contar 
con ocupaciones superiores a las genéricamente permitidas siempre que se justifi-
que debidamente.

Además, en los usos dotacionales, productivos, agropecuario y terciarios destinados a 
alojamientos turísticos o estaciones de servicio, previo informe favorable de la Conse-
jería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, podrá dismi-
nuirse la superficie mínima exigible, aunque ello suponga unos parámetros de ocupa-
ción o densidad superior a los establecidos en los indicadores de sostenibilidad 
territorial”.

8. Se modifica el apartado 3, del artículo 71 que queda con la siguiente redacción:

“3. Los Planes Generales Municipales delimitarán en sectores los asentamientos irregula-
res de su ámbito para su regularizar, ordenándolos, los que consideren viables, y para 
propiciar la extinción de los que motivadamente juzguen inviables, mediante el esta-
blecimiento de medidas a tal fin. A estos efectos se consideran asentamientos irregu-
lares los generados por actos carentes de legitimación, sobre los que no cabe la 
actuación disciplinaria de restauración”.

9. Se modifica la letra c) del apartado 2, del artículo 77 que queda con la siguiente redacción:

“c) En sectores que tengan por objeto la rehabilitación, renovación o regeneración urbana 
y en las actuaciones de dotación: la suma del aprovechamiento preexistente más el 
95% del incremento de aprovechamiento”.

10. Se añaden dos nuevos puntos 3 y 4 al artículo 152  con la siguiente redacción:

“3. El transcurso del plazo máximo de un mes para resolver desde la presentación de la 
solicitud de licencia de primera ocupación o utilización, sin notificación de resolución 
alguna, determinará el otorgamiento de la licencia interesada por silencio adminis-
trativo positivo, excepto en aquellos casos en los que se hubiera condicionado la 
licencia de obra a la ejecución simultánea de obras de urbanización y resulte necesa-
ria la previa comprobación municipal de su cumplimiento, supuesto en el que el 
silencio administrativo será negativo.

4. No será exigible la licencia de primera ocupación o utilización respecto de aquellas 
obras o actividades sometidas a comunicación previa de acuerdo con el régimen de 
control posterior previsto en la ley”.
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11. Se añade una nueva disposición adicional undécima con la siguiente redacción:

“Disposición adicional undécima. Edificaciones anteriores a la ley 19/1975, de 2 de mayo, 
de reforma de la ley del suelo y ordenación urbana.

Las instalaciones, construcciones y edificaciones en suelo rústico, construidas con ante-
rioridad a la entrada en vigor de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de Reforma de la Ley del 
Suelo y Ordenación Urbana, que no posean licencia urbanística municipal para su ubica-
ción en esta clase de suelo, se asimilarán en su régimen a las edificaciones con licencia 
siempre que estuvieran terminadas en dicha fecha, sigan manteniendo en la actualidad el 
uso y las características tipológicas que tenían a la entrada en vigor de la citada Ley y no 
se encuentren en situación legal de ruina urbanística.

Se exceptúan de este régimen aquellas instalaciones, construcciones y edificaciones que 
afecten a bienes catalogados o declarados de interés cultural o que se hayan ejecutado 
sobre bienes de dominio público”.

12. Se añade una nueva disposición adicional duodécima con la siguiente redacción:

“Disposición adicional duodécima. Municipios sin planeamiento.

1. Los municipios carentes de planeamiento general a la entrada en vigor de esta ley, 
deberán, en el plazo máximo de cuatro años, someter a la aprobación definitiva de la 
consejería competente en materia urbanismo y ordenación del territorio de Extrema-
dura un Plan General Municipal Estructural.

2. En los Municipios que carezcan de planeamiento se aplicarán cuantas determinaciones 
se contienen en esta ley y cuantas otras imponga la legislación sectorial”.

13. Se modifica el apartado 2, de la disposición transitoria primera que queda con la siguien-
te redacción:

“2. Los Planes Territoriales y sus modificaciones en tramitación en el momento de 
entrada en vigor de esta ley podrán adaptarse plenamente a la misma antes de 
su aprobación. En caso contrario, se les seguirá aplicando la Ley 15/2001, de 14 
de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura tanto en lo refe-
rente al procedimiento de aprobación como en cuanto a las normas sustantivas 
que les sean de aplicación, siempre que su aprobación definitiva se produzca 
dentro del plazo de dos años desde la vigencia de la misma. En cualquier caso, 
transcurridos cuatro años desde su entrada en vigor deberán haberse adaptado a 
sus disposiciones”.
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14. Se modifica la disposición transitoria segunda que queda con la siguiente redacción:

“Disposición transitoria segunda. Régimen urbanístico del suelo de los municipios con 
planes e instrumentos de ordenación urbanística vigentes en el momento de entrada en 
vigor de esta ley.

1. El régimen urbanístico del suelo establecido en la presente ley se aplicará según la 
siguiente regla general:

a) En los municipios con población inferior a 10.000 habitantes de derecho será de 
aplicación el régimen del suelo previsto en el Título III de la Ley.

b) En los municipios con población igual o superior a 10.000 habitantes de derecho, se 
aplicará con carácter general el régimen del suelo previsto en su planeamiento. En 
particular, serán de aplicación las prescripciones referentes al suelo rústico  conte-
nidas en el mismo  en cuanto no se opongan al régimen previsto en la sección 2ª 
del Capítulo 1 del Título III de la Ley.

2. La aplicación del régimen urbanístico del suelo de esta ley tendrá las siguientes parti-
cularidades:

a) Se considerarán equivalentes el suelo urbano consolidado y no consolidado al suelo 
urbano; el suelo urbanizable y el suelo apto para urbanizar al suelo urbanizable; el 
suelo no urbanizable al suelo rústico; y el suelo no urbanizable protegido al suelo 
rústico protegido.

b) En suelo rústico, aquellos usos no prohibidos expresamente por el planeamien-
to, mediante su identificación nominal concreta o mediante su adscripción a 
uno de los grupos o subgrupos de usos del artículo 5.5 de la Ley, se considera-
rán autorizables conforme al régimen previsto en el artículo 67, dependiendo su 
autorización, en última instancia, de que quede acreditada su compatibilidad 
con la conservación de las características ambientales, edafológicas o los valo-
res singulares del suelo, mediante el informe del organismo que tenga entre 
sus funciones la protección de los valores que indujeron la inclusión del suelo 
en una concreta categoría.

c) Se considerará que el planeamiento no regula las intensidades y condiciones de 
implantación de un uso, en los términos a que se refiere en el punto 5 del artí-
culo 67, cuando no contemple la intensidad, entendida como la regulación 
precisa y objetiva que cuantifique el aprovechamiento máximo materializadle 
para el uso pretendido mediante parámetros absolutos, o relativos a la superfi-
cie de suelo vinculada; o la implantación, con parámetros como la regulación 
de distancias mínimas a linderos de los elementos edificados, construidos o 
instalados.
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d) Las disposiciones previstas en el punto 3 del artículo 65, referentes al riesgo de 
formación de nuevo tejido urbano, desplazarán a la regulación sobre el riesgo de 
formación de núcleo de población que figure en el planeamiento.

e) Lo dispuesto en el artículo 66 se entenderá de aplicación en cuanto el planeamiento 
no lo hubiera regulado de forma diferente.

f) Se considerará como superficie mínima necesaria para otorgar la calificación rústi-
ca, la prevista en el planeamiento urbanístico, siempre que no sea inferior al míni-
mo establecido por el artículo 70.3 de esta ley, o al que en su desarrollo pudiera 
prever el planeamiento territorial. Los supuestos especiales establecidos en el artí-
culo 70.3 se aplicarán en sus propios términos.

3. Podrán tramitarse y aprobarse modificaciones puntuales de los instrumentos de 
planeamiento general y de desarrollo, aprobados antes de la entrada en vigor de esta 
ley, sin necesidad de su adaptación, de acuerdo con el siguiente régimen:

a) Podrá modificarse el planeamiento general y el planeamiento de desarrollo aproba-
do bajo la vigencia de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del suelo y ordenación 
territorial de Extremadura, siempre que la ordenación prevista para el ámbito obje-
to de la modificación:

1.º) No suponga una quiebra del principio de igualdad en cuanto a derechos y 
deberes en la ejecución el planeamiento dentro del ámbito de referencia para 
el reparto de beneficios y cargas.

2.º) Resulte compatible con la ordenación estructural del planeamiento en vigor, sin 
perjuicio de que la modificación pueda requerir ajustes en la ordenación 
estructural.

3.º) No impida el cumplimiento de los objetivos del planeamiento en vigor.

b) Podrá modificarse el Planeamiento General y el Planeamiento de Desarrollo aproba-
do conforme al régimen jurídico anterior a la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, 
durante el plazo de cuatro años a contar desde la entrada en vigor de ésta norma 
en las mismas condiciones previstas en el apartado precedente.

 Transcurrido dicho plazo solo podrán ser objeto de modificación para la clasificación 
o calificación de terrenos para uso dotacional o productivo.

c) Podrán modificarse también los Proyectos de Delimitación de Suelo Urbano, en las 
condiciones del apartado a) y en los términos de la Disposición adicional cuarta, 
durante el plazo de dos años a contar desde la entrada en vigor de esta norma. 
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Transcurrido dicho plazo no podrán ser objeto de modificación, debiendo aprobarse 
un instrumento de planeamiento general conforme a la presente ley.

d) El procedimiento para estas modificaciones será el previsto en esta ley, si bien en 
su tramitación no será exigible la distinción documental entre PGM estructural y 
detallado, prevista en el artículo 46, pudiendo tramitarse como un único documen-
to, que mantendrá su estructura propia, refundiendo el contenido de la modifica-
ción con el instrumento vigente.

e) La aprobación definitiva de las determinaciones modificadas de ordenación estruc-
tural del planeamiento general corresponderá a la Comunidad Autónoma y las de 
carácter detallado al municipio. A estos efectos se entenderá por determinaciones 
de ordenación estructural y detallada las relacionadas en el artículo 45 de esta ley. 
Cuando no sea posible deslindar las determinaciones de una y otra naturaleza, la 
competencia corresponderá a la Comunidad Autónoma.

f) La aprobación definitiva de la modificación de los instrumentos de planeamiento de 
desarrollo corresponderá al municipio”.

15. Se modifica la disposición transitoria cuarta que queda con la siguiente redacción:

“Disposición transitoria cuarta. Planes e instrumentos de ordenación urbanística en 
tramitación en el momento de entrada en vigor de esta ley.

Los instrumentos de planeamiento y desarrollo urbanísticos aprobados inicialmente a la 
entrada en vigor de esta ley podrán continuar su tramitación de acuerdo con las normas 
de procedimiento previstas en la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordena-
ción Territorial de Extremadura, siempre que se aprueben definitivamente en el plazo de 
cuatro años desde su entrada en vigor, en cuyo caso les será de aplicación el mismo 
régimen previsto en la disposición transitoria segunda para los instrumentos aprobados 
antes de su vigencia”.

16. Se modifica la disposición transitoria sexta que queda con la siguiente redacción:

“Disposición transitoria sexta. Calificaciones urbanísticas y calificaciones rústicas.

  Los procedimientos de calificación urbanística sobre suelo no urbanizable iniciados antes 
de la entrada en vigor de esta Ley se regirán por los trámites previstos en la Ley 
15/2001 de 14 de diciembre del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura y serán 
resueltos de conformidad con las normas sustantivas previstas en la misma.

Las calificaciones rústicas solicitadas con posterioridad a la entrada en vigor de esta Ley 
se regirán por las normas sustantivas y de procedimiento previstas en la misma”.
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Artículo 2. Modificación de la Ley 11/2019, de 11 de abril, de promoción y acceso a 
la vivienda de Extremadura.

Se modifica la Ley 11/2019, de 11 de abril, de promoción y acceso a la vivienda de Extrema-
dura, en los términos siguientes:

1. Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional quinta, que queda redactado 
como sigue:

“2. El Fondo de Garantía en Eficiencia Energética de Vivienda de Extremadura estará 
adscrito a la consejería competente en materia de vivienda, a través de la direc-
ción general competente a la que corresponderá, sin perjuicio de lo establecido en 
el punto 6, el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones del 
fondo”. 

2. Se modifica el apartado 6 de la disposición adicional quinta, que queda redactado 
como sigue:

“6. La suscripción del acuerdo de financiación con la entidad gestora designada, 
previa autorización del Consejo de Gobierno, corresponderá, de forma conjunta, a 
las personas titulares de las consejerías competentes en materia de hacienda y 
vivienda”.

Artículo 3. Modificación de la Ley 7/2018, de 2 de agosto, extremeña de grandes 
instalaciones de ocio (LEGIO).

La letra g del párrafo segundo del artículo 2 de la Ley 7/2018, de 2 de agosto, extremeña de 
grandes instalaciones de ocio (LEGIO) queda redactada de la siguiente forma:

“g) Solvencia financiera de la entidad promotora solicitante mediante la constitución de 
garantía financiera provisional o garantía hipotecaria o pignoraticia de bienes adecuados 
y suficientes en favor de la Junta de Extremadura, por valor igual o superior a 10 millo-
nes de euros”.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o contradigan 
a lo establecido en el presente decreto-ley.
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Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se habilita al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura y a las personas titulares de 
la Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Población y Territorio, cada uno en el ámbito 
de sus competencias, a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de lo dispuesto en este Decreto-ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Decreto-ley entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de Extre-
madura.

Mérida, 22 de mayo de 2020. 

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA 

 La Vicepresidenta Primera y Consejera      
 de Hacienda y Administración Pública, 

 PILAR BLANCO-MORALES LIMONES
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  I DISPOSICIONES GENERALES

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

DECRETO 25/2020, de 15 de mayo, por el que se acuerda el 
levantamiento de la suspensión de términos e interrupción de plazos 
administrativos establecida en  la  disposición  adicional tercera del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara  el  estado  de  
alarma  para  la  gestión  de  la  situación  de  crisis  sanitaria  ocasionada  
por  el  COVID-19. (2020040036)

La disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19, contempla en su apartado 1 la suspensión de términos y la interrupción de los 
plazos administrativos para la tramitación de los procedimientos de las entidades del sector 
público. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia dicho 
Real Decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo.

No obstante, el apartado 4.º de la citada disposición adicional tercera, contempla la posibili-
dad de que se acuerde motivadamente la continuación de aquellos procedimientos que 
vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del esta-
do de alarma, o que sean indispensables para la protección del interés general o para el 
funcionamiento básico de los servicios.

En el mismo sentido, el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Extremadura, mediante la 
disposición adicional segunda del Decreto 17/2020, 15 de marzo, por el que se determinan 
los servicios públicos básicos de la administración de la Comunidad Autónoma de Extremadu-
ra y su sector público institucional, ante la declaración del estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 reguló dicha suspensión de 
términos e interrupción de los plazos para la tramitación de los procedimientos de la Comuni-
dad Autónoma y su sector público institucional.

Dado que la normativa estatal habilita para el levantamiento de la suspensión a las entidades 
del sector público sin especificar, lógicamente, a qué órgano corresponderá la competencia 
para ello, resulta conveniente concretar qué órganos, en el ámbito del sector público autonó-
mico extremeño, pueden adoptar el acuerdo de levantamiento de suspensión en los supues-
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tos establecidos en la citada disposición adicional tercera, unificando así la disparidad de 
criterios seguidos hasta el momento.

La evolución de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, exige una atención perma-
nente a las necesidades de gestión de los procedimientos administrativos objeto de 
suspensión con objeto de evaluar las necesidades indispensables para la protección del 
interés general o para el funcionamiento básico de los servicios. En este sentido, y con 
objeto de limitar en la mayor medida posible la ralentización de la actuación de la admi-
nistración y, consecuentemente, la de los sectores económicos que dependen de ella, es 
momento de adoptar medidas que, en atención a la protección del interés general mani-
festado en la imperiosa necesidad de reducir al máximo los efectos económicos negati-
vos de la crisis sanitaria, permitan impulsar los procedimientos administrativos necesa-
rios para ello, levantando su suspensión.

Del mismo modo que el objetivo principal es el de contener y combatir la enfermedad, 
existen otros objetivos a que deben ir encaminadas las decisiones de las distintas admi-
nistraciones en el ejercicio de sus competencias en este difícil escenario. Así lo determi-
nó en el ámbito de la Unión Europea, el Consejo Europeo extraordinario celebrado el 
pasado 10 de marzo con el fin de analizar la situación en los Estados miembros, donde 
entre las prioridades detectadas, se incluía la de hacer frente a las consecuencias 
socioeconómicas de la pandemia. En este punto cobra, si cabe, mayor relevancia una 
gestión eficaz de aquellos planes, proyectos e inversiones que tienen carácter estratégi-
co y se enmarcan en algunos de los ejes fundamentales de desarrollo económico de 
nuestra Comunidad, por lo que la justificación objetiva del interés general que exige la 
continuidad de los mismos resultará obvia en estos supuestos.

En este sentido, resulta procedente levantar la suspensión de estos procedimientos que 
son esenciales para el normal funcionamiento de la administración, en las actuales 
circunstancias, centrando la acción del Gobierno en hacer frente a la crisis sanitaria del 
COVID-19 no sólo en el aspecto sanitario, sino también a las consecuencias socioeconó-
micas de la pandemia en el momento actual y también de cara al futuro para minimizar 
el impacto que para la economía y la sociedad de nuestra Comunidad Autónoma está 
teniendo.

En este contexto, el Decreto 17/2020, de 15 de marzo, anteriormente citado, determina 
aquellos servicios públicos básicos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura y su sector público institucional, y que por definición, deben entenderse incluidos 
dentro de las excepciones contempladas en la disposición adicional tercera del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-1.
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Por todo ello, y de acuerdo con la disposición adicional tercera del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, al amparo de lo dispues-
to en el Decreto 17/2020, de 15 de marzo, por el que se determinan los servicios 
públicos básicos de la administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y su 
sector público institucional, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo de la 10 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, motivado por 
el necesario impulso coordinado de la acción de gobierno en el desarrollo económico y 
social de proyectos estratégicos, a propuesta conjunta de la Presidencia de la Junta y 
de la Vicepresidencia Primera y Consejería de Hacienda y Administración Pública, y 
previa deliberación del Consejo de Gobierno en la sesión extraordinaria de 15 de mayo 
de 2020,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Avocación y levantamiento de la suspensión de términos y la interrup-
ción de los plazos de determinados procedimientos.

1. Al amparo de lo establecido en el artículo 10 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régi-
men Jurídico del Sector Público, se avocan las competencias correspondientes y se proce-
de a levantar la suspensión de términos y la interrupción de los plazos de los procedimien-
tos que se relacionan en el anexo de este decreto, por ser indispensables para la 
protección del interés general o para el funcionamiento básico de los servicios, conforme a 
los motivos concretos que se expresan en el mismo.

2. La razón que justifica el levantamiento de la suspensión de términos y la interrup-
ción de los plazos de referidos procedimientos es que los mismos se encuentran 
relacionados con planes o proyectos que tienen carácter estratégico y se enmarcan 
en algunos de los ejes fundamentales de desarrollo económico de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura.

Artículo 2. Competencias de los titulares de los órganos competentes de cada 
procedimiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las personas titulares de los órganos 
competentes de cada procedimiento podrán acordar mediante resolución el levantamiento de 
la suspensión de términos y la interrupción de los plazos de otros procedimientos administra-
tivos de su ámbito competencial, cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en 
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el apartado 4.º de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Artículo 3. Servicios públicos básicos.

Los procedimientos relativos a los servicios públicos básicos determinados en el Decreto 
17/2020, de 15 de marzo, por el que se determinan los servicios públicos básicos de la admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y su sector público institucional, ante 
la declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasio-
nada por el COVID-19, se entenderán incluidos dentro de las excepciones establecidas en el 
apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19 pudiendo acordarse motivadamente por el órgano competente 
la continuación de los mismos.

Disposición adicional primera. Acuerdos adoptados por los órganos competentes de 
cada procedimiento.

Continúan vigentes los acuerdos o resoluciones de levantamiento de suspensión de plazos 
adoptados hasta la fecha por los órganos competentes de cada procedimiento.

Disposición adicional segunda.  Reanudación de los plazos.

El cómputo de plazos de los procedimientos a que se refiere el artículo 1 se reanudará el día 
en que entre en vigor el presente decreto.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Se derogan cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o contradigan el 
presente decreto.

Disposición final primera. Habilitaciones.

Por acuerdo del Consejo de Gobierno publicado en el Diario Oficial de Extremadura se podrá 
ampliar el listado de procedimientos establecido en el anexo del presente decreto respecto 
de aquellos en los que concurran los requisitos establecidos en el artículo 1 y se consideren 
indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los 
servicios conforme a los motivos concretos que se expresan en el mismo.
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Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de Extremadura.

Mérida, 15 de mayo de 2020.

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA

 La Vicepresidenta Primera y Consejera      
 de Hacienda y Administración Pública,

 PILAR BLANCO-MORALES LIMONES
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A N E X O

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

1. Subvenciones a otorgar a las organizaciones sindicales carentes de la condición 
de más representativa.

La Constitución Española, en su artículo 7, reconoce a los sindicatos de trabajadores y a 
las asociaciones empresariales su contribución a la defensa y promoción de los intereses 
económicos y sociales que le son propios.

De acuerdo con la previsión constitucional citada anteriormente, el objetivo es establecer, 
en cumplimiento de la previsión legal, la reparación económica de los gastos en que incu-
rran estas organizaciones con ocasión de sus funciones sindicales y actualizar y fijar el 
régimen jurídico de estas subvenciones.

Por consiguiente, la convocatoria de subvenciones pretende dar continuidad a las ayudas 
para fomentar la actividad de las organizaciones sindicales que no ostenten la condición 
de más representativas de la Comunidad Autónoma de Extremadura y teniendo en cuenta 
la situación de dificultad social y económica que ha creado la pandemia del COVID 19, es 
necesario el dialogo y la concertación social entre agentes sociales y empresariales y 
asumir un papel protagonista como elemento clave de adaptación a las realidades que se 
transforman a diario.

Para ello, en el estado de gastos correspondiente a la Sección 10 (Consejería de Hacienda 
y Administración Pública) de los vigentes Presupuestos de Gastos de la Comunidad Autó-
noma de Extremadura para 2020, se recoge una subvención específica para esta línea de 
subvenciones con la denominación de “Otras Organizaciones Sindicales”.

CÓDIGO 
PEP

DENOMINACIÓN FUENTE 
FINAN.

CONCEPTO 
PRESUP.

IMPORTE

20080042 OTRAS 
ORGANIZACIONES 

SINDICALES

CA 48900 80.000 €
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La inclusión de estas subvenciones viene justificada, entre otras circunstancias, por el 
Decreto-ley 6/2020, de 17 de abril, de medidas extraordinarias y urgentes para la trami-
tación de las bases reguladoras y normativa específica de subvenciones, la ejecución de 
determinadas prestaciones de contratos administrativos y la selección de personal tempo-
ral mediante bolsas de trabajo, como consecuencia de la crisis ocasionada por el COVID-
19. Así, en su exposición de motivos se indica, entre otras cuestiones, “en cuanto a las 
actividades de los Agentes económicos y sociales en su conjunto y, en especial, las encua-
dradas en la Ley 3/2003, de 13 de marzo, de Participación Institucional de los Agentes 
Sociales más representativos de Extremadura, alcanzan mayor sentido en la situación 
generada por el COVID-19, donde su intervención, asesoramiento y opinión resulta vital 
para resolver de una forma ágil e inmediata las necesidades de las empresas y autónomos 
y, en consecuencia, permiten que las decisiones que se adopten sean E para el sector al 
que se dirigen. Por lo tanto, esas subvenciones y ayudas es necesario incluirlas en el artí-
culo 1 del presente decreto-ley”.

Así, por Orden de 15 de mayo de 2020, de la Vicepresidenta Primera y Consejera de 
Hacienda y Administración Pública,. se aprueban las bases reguladoras de las subvencio-
nes a otorgar a las organizaciones sindicales carentes de la condición de más representati-
vas, pudiendo continuarse con el procedimiento.

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA, DESARROLLO RURAL, 
POBLACIÓN Y TERRITORIO

1. Proyecto de Interés Regional “Plataforma Logística del Suroeste Europeo, 1.ª 
Fase, en Badajoz”.

La Consejera de Agricultura, Desarrollo Rural, Población y Territorio aprobó inicial-
mente, mediante Resolución de fecha 15 de abril de 2020, la modificación n.º 3 del 
Proyecto de Interés Regional “Plataforma Logística del Suroeste Europeo, 1.ª Fase, 
en Badajoz”, actualmente en fase de ejecución y consistente en la variación de la 
ordenación en el ámbito Sur del P.I.R. Badajoz. Mediante Anuncio de la Dirección 
General de Urbanismo y Ordenación del Territorio de fecha 20 de abril de 2020, se 
somete dicha modificación n.º 3  a un periodo de información pública, por plazo de 
un mes, a contar desde el día siguiente a la última publicación del anuncio ,o, en 
su caso, desde el momento en que pierda vigencia el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, ya que en su disposición adicional 
tercera establece la suspensión de plazos administrativos, al tiempo que fija que el 
cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el cita-
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do real decreto o, de producirse, las prórrogas del mismo. Sin embargo, las entida-
des del sector público podrán acordar motivadamente la continuación de aquellos 
procedimientos administrativos que vengan referidos a situaciones estrechamente 
vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma, o que sean indispensa-
bles para la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los 
servicios.

El plazo de exposición pública a efectos de reclamaciones y alegaciones del acuerdo de 
aprobación inicial de la modificación n.º 3 del Proyecto de Interés Regional “Plataforma 
Logística del Suroeste Europeo, 1.ª Fase, en Badajoz”, no se ha iniciado y, teniendo en 
cuenta que la tramitación de la misma constituye una herramienta esencial y necesaria 
para garantizar el funcionamiento básico de los servicios públicos, tanto más en un 
contexto como el actual, caracterizado por una crisis sanitaria nunca antes conocida, con 
efectos económicos y sobre el empleo que requerirán de la decidida intervención, direc-
ción e impulso por parte de la administración pública, impulso que se pretende activar con 
el objeto de la modificación, se propone la continuación del procedimiento por las razones 
expuestas y en los términos del apartado 4.º de la disposición adicional tercera del Real 
Decreto 463/2020.

CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN Y EMPLEO

1. Procedimientos administrativos de concesión de subvenciones de Fomento del 
Empleo del Servicio Extremeño Público de Empleo.

Resulta de interés general el levantamiento de la suspensión de los plazos de los procedi-
mientos administrativos de concesión de subvenciones de fomento del empleo, autoem-
pleo y formación para el empleo gestionados por el Servicio Extremeño Público de Empleo, 
y así evitar un impacto económico prolongado más allá de la crisis sanitaria, dando priori-
dad a la protección de las personas trabajadoras autónomas y empresas para la continui-
dad en la actividad productiva y el mantenimiento del empleo.

En este punto cobra especial relevancia la gestión eficaz de las ayudas públicas como 
instrumento de fomento de actividades y comportamientos considerados de interés gene-
ral así como para proporcionar liquidez a sus beneficiarios, no solo en el momento actual 
sino también de cara al futuro para minimizar el impacto que para la economía y la socie-
dad está teniendo esta pandemia, con el fin de hacer frente a las consecuencias socioeco-
nómicas de la misma.
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2. Procedimientos administrativos de concesión de subvenciones de Economía 
Social y Autoempleo del Servicio Extremeño Público de Empleo.

Resulta de interés general el levantamiento de la suspensión de los plazos de los 
procedimientos administrativos de concesión de subvenciones de fomento del 
empleo, autoempleo y formación para el empleo gestionados por el Servicio Extre-
meño Público de Empleo, y así evitar un impacto económico prolongado más allá de 
la crisis sanitaria, dando prioridad a la protección de las personas trabajadoras autó-
nomas y empresas para la continuidad en la actividad productiva y el mantenimiento 
del empleo.

En este punto cobra especial relevancia la gestión eficaz de las ayudas públicas como 
instrumento de fomento de actividades y comportamientos considerados de interés gene-
ral así como para proporcionar liquidez a sus beneficiarios, no solo en el momento actual 
sino también de cara al futuro para minimizar el impacto que para la economía y la socie-
dad está teniendo esta pandemia. con el fin de hacer frente a las consecuencias socioeco-
nómicas de la misma.

3. Procedimientos administrativos de concesión de subvenciones de Formación 
para el Empleo del Servicio Extremeño Público de Empleo.

Resulta de interés general el levantamiento de la suspensión de los plazos de los 
procedimientos administrativos de concesión de subvenciones de fomento del 
empleo, autoempleo y formación para el empleo gestionados por el Servicio Extre-
meño Público de Empleo, y así evitar un impacto económico prolongado más allá de 
la crisis sanitaria, dando prioridad a la protección de las personas trabajadoras 
autónomas y empresas para la continuidad en la actividad productiva y el manteni-
miento del empleo.

En este punto cobra especial relevancia la gestión eficaz de las ayudas públicas como 
instrumento de fomento de actividades y comportamientos considerados de interés gene-
ral así como para proporcionar liquidez a sus beneficiarios, no solo en el momento actual 
sino también de cara al futuro para minimizar el impacto que para la economía y la socie-
dad está teniendo esta pandemia, con el fin de hacer frente a las consecuencias socioeco-
nómicas de la misma.
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CONSEJERÍA DE IGUALDAD Y PORTAVOCÍA

1. Autorización de la convocatoria correspondiente al año 2020, de las ayudas 
previstas en el Decreto 97/2018, de 26 de junio, por el que se establecen las 
bases reguladoras de las ayudas para facilitar la recuperación integral de las 
mujeres víctimas de violencia de género.

Se trata de ayudas sociales dirigidas a colectivos vulnerables cuyas características están 
predefinidas constituyendo una pluralidad indeterminada de personas que requieren una 
respuesta ágil e inmediata.

La finalidad de las ayudas es facilitar, a las mujeres víctimas de violencia de género que se 
encuentren en situación de vulnerabilidad económica en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, el proceso de recuperación psicosocial y apoyar el inicio de una vida inde-
pendiente que les permita superar el círculo de la violencia.

Considerada la atención integral a las mujeres víctimas de violencia de género como servi-
cio público básico esencial de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura y su sector público institucional, durante la vigencia del estado de alarma declarado 
por Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, de conformidad con el Decreto 17/2020, de 
15 de marzo, por el que se determinan los servicios públicos básicos de la administración 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura y su sector público institucional, ante la 
declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasio-
nada por el COVID-19, entendemos que están incluidas dentro de la excepciones estable-
cidas en el apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, pudiendo acordarse el levantamiento de la suspensión de términos y la inte-
rrupción de los plazos.

2. Autorización para la aprobación de la convocatoria de subvenciones a Proyectos 
para Acciones Humanitarias tramitadas por el procedimiento de concesión direc-
ta a través de convocatoria abierta para el año 2020.

La AEXCID tiene como una de sus herramientas esenciales para cumplir estos objeti-
vos, la concesión de diferentes tipos de subvenciones para la financiación de proyectos 
en materia de cooperación internacional, entre ellos, proyectos para desarrollar accio-
nes humanitarias para salvar vidas, aliviar el sufrimiento y mantener y proteger la 
dignidad humana, en prevención o en situaciones de emergencia y/o rehabilitación y 
de acuerdo con Naciones Unidas, bajo los principios de humanidad, imparcialidad, 
independencia y de neutralidad.
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La concesión de subvenciones tiene una triple finalidad:

a. Prevención: prever, anticipar, predecir y prepararse ante eventuales desastres, incre-
mentar la capacidad de respuesta ante los mismos y evitar la emergencia o agrava-
miento de un conflicto y de sus consecuencias para la población civil en caso de que ya 
se haya manifestado.

b. Emergencia: atender mediante acciones de asistencia, protección e incidencia a las 
víctimas de los desastres, ya sean naturales o causados por el ser humano como los 
conflictos armados, y de sus consecuencias directas, orientadas a aliviar el sufrimiento, 
garantizar la subsistencia y proteger los derechos.

c. Post emergencias y crisis prolongadas: suministrar la asistencia necesaria ante situacio-
nes de desastres naturales o causados por el ser humano, para atender la rehabilita-
ción temprana de poblaciones en situaciones inmediatamente posterior a desastres y a 
las poblaciones afectadas por crisis crónicas.

Se trata de subvenciones esenciales para la protección del interés general, al tratarse de 
proyectos que tienen carácter estratégico en la Comunidad Autónoma de Extremadura, 
pudiendo acordarse el levantamiento de la suspensión de términos y la interrupción de los 
plazos.

3. Autorización para la aprobación de la convocatoria de subvenciones a Proyectos 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo tramitadas por el procedimiento 
de concurrencia competitiva para 2020.

El objeto de estas ayudas es la financiación de proyectos que tengan como finalidad 
contribuir al desarrollo humano y sostenible basado en la equidad de género, orientado a 
superar las asimetrías globales, las desigualdades, el uso insostenible del ecosistema y a 
garantizar los Derechos Humanos de la población de los países socios, sin perjuicio de su 
concreción en las respectivas convocatorias, de conformidad con lo establecido en el artí-
culo 24.1 del Decreto 5/2019 de 5 de febrero.

El 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia internacio-
nal a la situación de emergencia de salud pública provocada por el COVID-19. Las circuns-
tancias extraordinarias que concurren en este caso constituyen, sin duda, una crisis sani-
taria sin precedentes y de enorme magnitud, tanto por el elevado número de personas 
afectadas como por el extraordinario riesgo para sus derechos. Su rápida propagación, 
tanto a nivel nacional como internacional, ha motivado la necesidad de reaccionar de 
forma rápida y de adoptar medidas urgentes y contundentes con el objetivo de amortiguar 
el impacto global de esta crisis sin precedentes.
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En este contexto, en consonancia con los esfuerzos nacionales y con el llamamiento de los 
organismos internacionales del sistema de Naciones Unidas para contener y enfrentar la 
crisis provocada el COVID-19, será objeto de esta convocatoria para el año 2020, la finan-
ciación de proyectos que tengan como finalidad contribuir al desarrollo humano y sosteni-
ble basado en la equidad de género, orientado a superar las asimetrías globales, las 
desigualdades, el uso insostenible del ecosistema y a garantizar los Derechos Humanos, 
con especial atención a la situación sanitaria, de acceso a derechos sociales básicos, así 
como a la situación económica o de seguridad alimentaria y otras situaciones de vulnera-
ción de Derechos Humanos, provocadas por la pandemia del COVID-19, en los países 
socios de la cooperación extremeña.

Se trata de subvenciones esenciales para la protección del interés general, al tratarse de 
proyectos que tienen carácter estratégico en la Comunidad Autónoma de Extremadura, 
pudiendo acordarse el levantamiento de la suspensión de términos y la interrupción de los 
plazos.

4. Autorización para la aprobación de la convocatoria de subvenciones a 
Proyectos de Cooperación Internacional para el Desarrollo tramitadas por el 
procedimiento de concesión directa a través de convocatoria abierta para el 
año 2020.

Los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma destinan a la cooperación 
internacional para el desarrollo, contribuyendo al cumplimiento de los principios, obje-
tivos y prioridades de la política de cooperación para el desarrollo contemplados en la 
normativa extremeña, construcción de paz, acción humanitaria y defensa de los dere-
chos humanos para contribuir a la erradicación de la pobreza y favorecer un desarrollo 
humano sostenible.

Estas ayudas tienen como objeto la financiación de proyectos de cooperación interna-
cional para el desarrollo que tengan como finalidad contribuir al desarrollo humano y 
sostenible de la población de los países socios, proyectos de educación para la ciuda-
danía global, proyectos y acciones de formación, investigación y asistencias técnicas 
vinculados a los objetivos y ámbitos estratégicos establecidos en el Plan General de la 
Cooperación Extremeña.

Se trata de subvenciones esenciales para la protección del interés general, al tratarse de 
proyectos que tienen carácter estratégico en la Comunidad Autónoma de Extremadura, 
pudiendo acordarse el levantamiento de la suspensión de términos y la interrupción de los 
plazos.
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CONSEJERÍA DE CULTURA, TURISMO Y DEPORTES

1. Ayudas reguladas por el Decreto 45/2018, de 18 de abril, por el que se estable-
cen las bases reguladoras para la concesión de ayudas para la construcción, 
reforma o equipamiento de instalaciones deportivas municipales de la Comuni-
dad Autónoma de Extremadura.

Se trata de un régimen de ayudas estratégico para la mejora de las infraestructuras y 
equipamientos deportivos municipales.

Como quiera que una gran parte de la dotación de la convocatoria consiste en la ejecución 
de una obra, es muy importante publicar la convocatoria anual lo antes posible para poder 
resolverla rápidamente; de esta forma, una vez comunicadas las resoluciones de conce-
sión, pueden formalizarse las contrataciones públicas correspondientes para ejecutar los 
proyectos en los plazos establecidos, pudiendo abonarse los pagos con cargo al presu-
puesto corriente.

2. Ayudas reguladas por el Decreto 31/2017, de 21 de marzo, por el que se estable-
cen las bases reguladoras de las subvenciones para el fomento de la calidad del 
sector turístico de Extremadura.

Estas ayudas afectan de interés general pues van dirigidas a la mejora de la calidad del 
sector turístico de Extremadura, una de los sectores más afectados por la pandemia del 
COVID-19 y con grandes necesidades de liquidez para poder mantener su actividad debido 
a que las medidas preventivas y recomendaciones de distanciamiento social, han afectado 
a la movilidad, a la celebración de todo tipo de eventos, viajes y actividades de ocio, vién-
dose compelidos muchos negocios y establecimientos a cesar en su actividad.

CONSEJERÍA PARA LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA 
Y SOSTENIBILIDAD

1. Procedimientos administrativos cuya competencia corresponde a la Consejería 
para la Transición Ecológica y Sostenibilidad necesarios para la construcción, 
ampliación, modificación, explotación y declaración de utilidad pública, de las 
instalaciones de generación, transporte y distribución de energía eléctrica; así 
como de las instalaciones de autoconsumo.

Esenciales razones de interés general vinculadas al desarrollo económico y social de nues-
tra Comunidad Autónoma justifican la adopción de esta medida.
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La transición energética y las inversiones que lleva aparejada, suponen un revulsivo único 
para la dinamización económica y del empleo en la región, constituyendo una estrategia 
de crecimiento que incide en la creación de actividad en el medio rural, además de un 
aliciente en materia de I+D+i. En un momento de crisis social y económica global como la 
que ha derivado de la pandemia causada por el virus COVID-19, el reforzamiento verde 
será clave para la recuperación económica, que tendrá una de sus principales bases en la 
transición energética y la sostenibilidad.

Como consecuencia de la suspensión acordada por el estado de alarma, en la actualidad 
se encuentran paralizados, en distintos estados de tramitación, un elevado número de 
proyectos destinados a la construcción de instalaciones de energías renovables en la 
región.

Su paralización conlleva un evidente riesgo en la viabilidad de los mismos, lo que puede 
poner en serio peligro la materialización y los efectos positivos y dinamizadores que para 
la región supone la concreción, a corto plazo de un volumen muy importante de inversión 
privada y la consiguiente creación de empleo.

En el actual escenario socioeconómico resulta imprescindible remover todos los obstáculos 
y aprovechar todas las oportunidades que incidan en el progreso social y económico de la 
región, por lo que la reanudación de la tramitación administrativa de estos proyectos de 
energía renovables constituye una imperiosa necesidad para el urgente relanzamiento de 
la actividad económica en Extremadura.

En este escenario, las infraestructuras de distribución y transporte de energía eléctrica 
resultan imprescindibles, además de para garantizar la seguridad de suministro de energía 
eléctrica en la región, para hacer viable el despliegue renovable permitiendo a través de 
las mismas su conexión al sistema eléctrico nacional.

A mayor abundamiento, la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector eléctrico, en su 
artículo 54, declara de utilidad pública las instalaciones eléctricas de generación, transpor-
te y distribución de energía eléctrica, a los efectos de expropiación forzosa de los bienes y 
derechos necesarios para su establecimiento y de la imposición y ejercicio de la servidum-
bre de paso.

En el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC) que España ha presentado ante 
la Unión Europea, se expresa el compromiso que asume nuestro país para contribuir a 
cumplir con los objetivos europeos sobre energía y clima fijados para 2030. En esta 
misma dirección, Extremadura va a contar con su propia hoja de ruta a través del Plan 
Extremeño Integrado de Energía y Clima (PEIEC), en el que la expansión de las energías 
renovables en la región, incluido el autoconsumo, van a jugar un papel destacado. Las 
potencialidades de Extremadura en materia renovable son enormes, sin embargo, para 
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cumplir los objetivos fijados en dichos compromisos resulta imprescindible reactivar y 
acelerar la tramitación de los procedimientos administrativos que, actualmente, se 
encuentran suspendidos por la declaración del estado de alarma.

2. Procedimientos de evaluación de impacto ambiental de proyectos, y de autoriza-
ción ambiental, cuya competencia corresponde a la Consejería para la Transición 
Ecológica y Sostenibilidad, vinculados a las autorizaciones sustantivas necesa-
rias para construcción, ampliación, modificación y explotación de instalaciones 
de generación, transporte y distribución de energía eléctrica, así como de insta-
laciones de autoconsumo.

La necesidad de levantar la suspensión de estos procedimientos trae causa de lo anterior, 
ya que se trata de una evaluación imprescindible en los procedimientos sustantivos a los 
que están asociados, por tener carácter de preceptivos y determinantes, y concluyen 
sobre los efectos significativos del proyecto en el medio ambiente y, en su caso, establece 
las condiciones en las que puede desarrollarse. Además, de que estos procedimientos son 
instrumentos fundamentales para la consecución del interés general vinculado a la protec-
ción del medio ambiente.

• • •
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  I DISPOSICIONES GENERALES

PRESIDENCIA DE LA JUNTA

DECRETO del Presidente 1/2020, de 25 de mayo, por el que se establecen 
reglas para efectuar modificaciones en el cumplimiento y acreditación de 
requisitos y condiciones de ejecución de los proyectos a subvencionar en las 
ayudas que se concedan al amparo del Decreto 47/2016, de 26 de abril, 
por el que se establecen las bases reguladoras de las ayudas a otorgar por 
la Presidencia de la Junta de Extremadura en materia de emigración y 
retorno, a las comunidades extremeñas en el exterior y a sus federaciones 
para el ejercicio 2020, como consecuencia de la situación de crisis sanitaria 
provocada por el COVID-19 y su evolución. (2020030001)

El Decreto 47/2016, de 26 de abril (DOE n.º 83, de 3 de mayo), establece las bases regula-
doras de las ayudas a otorgar por la Presidencia de la Junta de Extremadura en materia de 
emigración y retorno. Conforme a las bases citadas, la Resolución de 4 de diciembre de 
2019, de la Secretaría General de la Presidencia, (DOE n.º 25, de 6 de febrero de 2020), 
convocó las ayudas a las comunidades extremeñas en el exterior y a sus federaciones para el 
ejercicio 2020.

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación de 
emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia internacional. El 
Consejo de Ministros en su sesión celebrada el 14 de marzo de 2020 aprobó el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma con el fin de afrontar la 
situación de emergencia sanitaria provocada por el coronavirus COVID-19.

Según lo previsto en el artículo 6 del citado real decreto, cada Administración conservará las 
competencias que le otorga la legislación vigente en la gestión ordinaria de sus servicios para 
adoptar las medidas que estime necesarias en el marco de las órdenes directas de la autori-
dad competente a los efectos del estado de alarma. Atendiendo al mismo, en Extremadura se 
publicó, entre otros, el Decreto-ley 3/2020, de 25 de marzo, por el que se aprueban medidas 
urgentes y extraordinarias en el ámbito administrativo para responder al impacto de la crisis 
ocasionada por el COVID-19.

Este Decreto-ley viene a regular en su artículo 5 la posibilidad mediante decreto del Presi-
dente u orden de la Consejería competente por razón de la materia, de establecer reglas 
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para efectuar las modificaciones precisas en el cumplimiento y acreditación de aquellos 
requisitos y condiciones previstos en las bases reguladoras y las convocatorias e impuestos 
en las resoluciones de concesión, incluida la posibilidad de suspender o prorrogar los plazos 
establecidos para la realización de la actividad o el desarrollo del proyecto subvencionado, 
cuya ejecución, a consecuencia de la emergencia sanitaria causada por el COVID-19 y el 
estado de alarma declarado, resulte imposible o no pueda llevarse a cabo en sus propios 
términos, pudiendo ello causar un grave perjuicio a los derechos o intereses de las personas 
beneficiarias. Dichas modificaciones no podrán conllevar en ningún caso la percepción de una 
cuantía mayor a la inicialmente reconocida, ni contradecir la normativa básica o la normativa 
de la Unión Europea que pueda resultar de aplicación.

Asimismo, este artículo dispone a continuación que: “por las mismas razones se podrá esta-
blecer que, respecto a las convocatorias de subvenciones efectuadas y pendientes de resol-
ver a la entrada en vigor del estado de alarma, se pueda eximir a los solicitantes del cumpli-
miento de algunos requisitos o se puedan modificar determinadas condiciones de ejecución 
de la actividad o el proyecto a subvencionar”.

Como consecuencia de la situación de estado de alarma, que impone limitaciones en la circu-
lación de las personas, medidas preventivas y recomendaciones de distanciamiento social, 
que han afectado a la actividad normal de las entidades de base asociativa a las que se diri-
gen estas ayudas, las comunidades extremeñas en el exterior y sus federaciones se han visto 
obligadas a suspender sus actividades por una causa de fuerza mayor, de manera que el 
cumplimiento de las condiciones impuestas en las bases reguladoras de las mismas puede 
resultarles de difícil o imposible realización. Por ello se ha considerado necesario introducir 
determinadas exenciones del cumplimiento de requisitos a los solicitantes y modificaciones 
en las condiciones de ejecución de los proyectos a subvencionar en el marco del presente 
ejercicio económico de 2020.

Por ello, de conformidad con el artículo 90.1 de la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobier-
no y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en concordancia con 
el artículo 16 de la Ley 6/2011, de 23 de marzo,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

El objeto del presente Decreto del Presidente es establecer reglas dirigidas a efectuar las 
modificaciones precisas en el cumplimiento y acreditación de los requisitos y condiciones 
relativas a las ayudas previstas en el Decreto 47/2016, de 26 de abril, por el que se estable-
cen las bases reguladoras  de las ayudas a otorgar por la Presidencia de l a Junta de Extrema-
dura en materia de emigración y retorno, y la Resolución del Secretario General de la Presi-
dencia, de 4 de diciembre de 2019, que convocó las ayudas a las comunidades extremeñas 
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en el exterior y a sus federaciones para el ejercicio 2020. (DOE n.º 25, de 6 de febrero de 
2020), cuya ejecución y justificación pueda resultar imposible o no pueda llevarse a cabo en 
sus propios términos a consecuencia de la emergencia sanitaria causada por el COVID-19 y 
el estado de alarma declarado.

Artículo 2. Reglas relativas a las ayudas previstas conforme al Decreto 47/2016, de 
26 de abril, por el que se establecen las bases reguladoras de las ayudas a otorgar 
por la Presidencia de la Junta de Extremadura en materia de emigración y retorno y 
la Resolución del Secretario General de la Presidencia, de 4 de diciembre de 2019, 
que convocó las ayudas a las comunidades extremeñas en el exterior y a sus fede-
raciones para el ejercicio 2020.

1. Exención del cumplimiento del requisito de porcentaje mínimo de gastos destinados para 
la realización de actividades, establecidos en el artículo 12 apartado 1, último párrafo, de 
las bases.

Cuando los gastos destinados para la realización de actividades fueran inferiores al 50 % 
de la ayuda solicitada, se adoptarán las siguientes medidas:

a. Subsanación de la solicitud. El órgano instructor no requerirá la subsanación del 
proyecto presentado a las entidades solicitantes que pudieran verse afectadas por tal 
situación, salvo aquellas solicitudes cuyo proyecto no incluya ningún importe destinado 
a gastos en funcionamiento.

b. Justificación de la ayuda concedida. La determinación de los porcentajes de la ayuda 
concedida que deban ser justificados en funcionamiento y actividades se realizará por 
parte del órgano instructor, conforme a las siguientes reglas:

— Primero. El órgano instructor determinará el porcentaje de los gastos de funciona-
miento sobre el total de la ayuda concedida.

— Segundo. Del 100 % del importe de la ayuda concedida se restará el porcentaje de 
gastos de funcionamiento calculado en el paso anterior.

c. No será objeto de reintegro la ayuda concedida en el caso de que los importes justifica-
dos en funcionamiento superen a los gastos realizados para actividades.

2. Reglas por las que se modifica la obligación del beneficiario establecida en el artículo 31 
letra a) de las bases, relativas al cumplimiento del proyecto que fundamenta la concesión 
de la ayuda de acuerdo con los requisitos y condiciones establecidos en las bases, la 
convocatoria y la resolución de concesión de la ayuda.
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Con el objeto de evitar graves perjuicios a los derechos o intereses de las personas que 
resulten beneficiarias de las presentes ayudas, todos ellos derivados de las limitaciones 
impuestas en el estado de alarma que harán imposible cumplir la totalidad del proyecto 
presentado, se adoptan las siguientes medidas:

Las entidades que resulten beneficiarias de las ayudas con cargo a la convocatoria corres-
pondiente al ejercicio 2020, estarán obligadas a justificar:

a. Las actividades cuya fecha de realización sea anterior a la declaración del estado de 
alarma, esto es, que se encuentre comprendida entre el día 1 de enero de 2020 y el 13 
de marzo de 2020, ambos inclusive.

b. Las actividades cuya fecha de realización prevista sea posterior a la finalización del 
estado de alarma, y hasta el día 31 de diciembre de 2020, ambos inclusive. En este 
caso, se habrá de tener muy en consideración, aquellas recomendaciones o medidas 
restrictivas que pudieran adoptar las autoridades sanitarias competentes y que pudie-
ran afectar la realización de las actividades que estuviesen programadas para este 
período de tiempo.

c. No se considerará como causa de incumplimiento del proyecto que es objeto de ayuda, 
y, por tanto, se entenderán justificadas, a los efectos de lo previsto en el artículo 35 de 
las bases reguladoras, aquellas actividades no realizadas durante el período comprendi-
do entre la declaración del estado de alarma y su cese, ni la ausencia de realización de 
aquellas otras actividades en atención a los criterios señalados por la autoridad sanita-
ria competente en relación a las posibilidades de su realización.

3. Regla por la que se modifica la obligación del beneficiario establecida en el artículo 31 
letra c) de las bases, relativa al cumplimiento del requisito de publicidad de la financiación 
del proyecto por la Presidencia de la Junta de Extremadura.

Por los mismos motivos expuestos en el punto anterior, las entidades que resulten benefi-
ciarias de ayudas con cargo a la presente convocatoria sólo estarán obligadas a justificar 
el cumplimiento de los requisitos de publicidad citados en cuanto a las actividades efecti-
vamente realizadas.

4. En relación a la obligación de los beneficiarios relativa a la justificación de la ayuda abona-
da en el primer pago y de la parte de la ayuda abonada en el segundo pago y sus plazos, 
recogidas en el segundo párrafo del apartado 2 del artículo 33 y el segundo párrafo del 
apartado 3 del artículo 33, se adoptan los siguientes criterios:

a) En cualquier momento y, en todo caso, antes del 15 de noviembre de 2020, las comu-
nidades y federaciones beneficiarias deben justificar ante la Secretaría General de la 
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Presidencia, al menos, el 50 % de los gastos destinados a funcionamiento, mediante la 
presentación de la Cuenta Justificativa en la forma establecida en el artículo 24 de la 
convocatoria y 34 de las bases reguladoras.

b) En cualquier momento y, en todo caso, antes del 15 de febrero de 2021, las comunida-
des y federaciones beneficiarias deben justificar ante la Secretaría General de la Presi-
dencia las actividades que hubiesen podido tener lugar en los plazos recogidos en al 
artículo 2 punto 2 de presente Decreto del Presidente y sus gastos correspondientes y, 
al menos, la parte restante de los gastos destinados a funcionamiento, mediante la 
presentación de la cuenta justificativa en la forma establecida en el artículo siguiente.

Disposición final primera. Habilitación de desarrollo y ejecución.

Se faculta a la persona titular de la Secretaria General de la Presidencia de la Junta de Extre-
madura para que, en el ámbito de sus competencias, dicte cuantas resoluciones e instruccio-
nes sean precisas para el adecuado desarrollo y ejecución de lo dispuesto en el presente 
Decreto del Presidente.

Disposición final segunda. Entrada en vigor y eficacia.

El presente Decreto del Presidente entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 
Diario Oficial de Extremadura. Sin embargo, los efectos del mismo habrán de retrotraerse a 
la fecha de declaración del estado de alarma.

Mérida, 25 de mayo de 2020.

  El Presidente de la Junta de Extremadura,

  GUILLERMO FERNÁNDEZ VARA
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I. DISPOSICIONES GENERALES

VICEPRESIDENCIA Y CONSELLERÍA DE PRESIDENCIA, ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS Y JUSTICIA 

DECRETO 74/2020, de 29 de mayo, por el que amplía el período de luto oficial 
en Galicia, declarado por el Decreto 65/2020, de 30 de abril, con motivo de los 
fallecimientos producidos como consecuencia de la pandemia del coronavirus 
COVID-19.

Mediante el Decreto 65/2020, de 30 de abril, y para manifestar el sentimiento de solida-
ridad del pueblo gallego con motivo de los fallecimientos producidos como consecuencia 
de la pandemia del coronavirus COVID-19, el Gobierno gallego declaró el luto oficial en 
Galicia desde las 00.00 horas del día 1 de mayo hasta las 24.00 horas del día 31 de mayo 
de 2020, preceptuando que durante esos días las banderas oficiales en todos los centros y 
edificios públicos dependientes de la Xunta de Galicia ondearían la media asta.

Posteriormente, el Consejo de Ministros, mediante el Real decreto 538/2020, de 26 de 
mayo, declaró en todo el Estado el luto oficial por los fallecidos como consecuencia de la 
pandemia COVID-19 desde las 00.00 horas del día 27 de mayo de 2020 hasta las 00.00 
horas del día 6 de junio de 2020.

Con el fin de armonizar ambos períodos de luto, es necesario ampliar lo declarado por el 
Decreto 65/2020, de 30 de abril, hasta las 00.00 horas del día 6 de junio de 2020.

Por lo tanto, a propuesta del vicepresidente y conselleiro de Presidencia, Administra-
ciones Públicas y Justicia, y previa deliberación del Consello de la Xunta de Galicia en su 
reunión del día veintinueve de mayo de dos mil veinte,

DISPONGO:

Artículo único

1. Se amplía la declaración de luto oficial en Galicia efectuada por el Decreto 65/2020, 
de 30 de abril, hasta las 00.00 horas del día 6 de junio de 2020.

2. Durante esos días ondearán a media asta las banderas oficiales en todos los centros 
y edificios públicos dependientes de la Xunta de Galicia.
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Disposición final

Este decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Diario Oficial de Ga-
licia.

Santiago de Compostela, veintinueve de mayo de dos mil veinte

Alberto Núñez Feijóo 
Presidente

Alfonso Rueda Valenzuela 
Vicepresidente y conselleiro de Presidencia, Administraciones Públicas y Justicia
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I.Disposiciones Generales
CONSEJERÍA DE GOBERNANZA PÚBLICA

Decreto 23/2020, de 27 de mayo, por el que se concede la Distinción de Riojano de
Honor, a título póstumo, a don Jesús Gayoso Rey

202005270077036 I.41

De�acuerdo�con�lo�establecido�en�la�Ley�1/2001,�de�16�de�marzo,�reguladora�de�los�honores,�distinciones�y�protocolo�de
la�Comunidad�Autónoma�de�La�Rioja,

-�por�su�labor�permanente�a�nivel�internacional�que�ha�contribuido�a�reforzar�la�imagen�institucional�de�La�Rioja�en
todo�el�mundo,

-�por�poner�en�valor�el�trabajo�del�Grupo�de�Acción�Rápida�de�la�Guardia�Civil,

-�por�ser�uno�de�los�máximos�representantes�del�papel�que�han�tenido�en�la�pandemia�de�COVID-19,�las�Fuerzas
y�Cuerpos�de�Seguridad�del�Estado,

-�por�el�sacrificio�y�la�entrega�para�garantizar�la�seguridad�de�la�región,

-�por�su�entereza�para�hacer�frente�a�la�enfermedad,

-�y�por�su�compromiso�con�la�sociedad�riojana.

El�Consejo�de�Gobierno,�a�propuesta�del�Consejero�de�Gobernanza�Pública�y�previa�deliberación�de�sus�miembros�en�su
reunión�celebrada�el�día�27�de�mayo�de�2020,�acuerda�aprobar�el�siguiente,

DECRETO

Artículo�único.

Conceder�la�Distinción�de�Riojano�de�Honor,�a�título�póstumo,�a�don�Jesús�Gayoso�Rey.

Disposición�Final�Única.

El�presente�Decreto�entrará�en�vigor�el�día�de�su�publicación�en�el�Boletín�Oficial�de�La�Rioja.

Logroño� a� 27� de�mayo�2020.-� La�Presidenta,�Concepción�Andreu�Rodríguez.-�El�Consejero� de�Gobernanza�Pública,
Francisco�Javier�Ocón�Pascual.
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I.Disposiciones Generales
CONSEJERÍA DE GOBERNANZA PÚBLICA

Decreto 24/2020, de 27 de mayo, por el que se concede la Distinción de la Medalla
de La Rioja al colectivo de profesionales sanitarios y sociosanitarios de La Rioja

202005270077037 I.42

De�acuerdo�con�lo�establecido�en�la�Ley�1/2001,�de�16�de�marzo,�reguladora�de�los�honores,�distinciones�y�protocolo�de
la�Comunidad�Autónoma�de�La�Rioja,

-�por�su�trabajo�intachable�en�la�primera�línea�de�la�batalla�contra�el�COVID-19,

-�por�su�vocación�de�servicio�y�entrega�cada�minuto�de�su�trabajo,

-�por�su�empatía�y�sensibilidad�en�los�momentos�más�delicados�de�la�pandemia�con�los�colectivos�más�vulnerables,

-�por�su�cercanía�con�las�personas�y�familiares�más�afectados�por�la�enfermedad,

-�por�su�contribución�a�que�La�Rioja�sea�una�de� las� regiones�del�mundo�más�alabadas�por�su�gestión� frente�al
COVID-19,

-�por�su�actitud�ejemplar�hacia�la�adversidad,

-�y�por�su�compromiso�con�toda�la�sociedad�riojana.

El�Consejo�de�Gobierno,�a�propuesta�del�Consejero�de�Gobernanza�Pública�y�previa�deliberación�de�sus�miembros�en�su
reunión�celebrada�el�día�27�de�mayo�de�2020,�acuerda�aprobar�el�siguiente,

DECRETO

Artículo�único.

Conceder�la�Distinción�de�la�Medalla�de�La�Rioja�al�colectivo�de�profesionales�sanitarios�y�sociosanitarios�de�La�Rioja

Disposición�Final�Única.

El�presente�Decreto�entrará�en�vigor�el�día�de�su�publicación�en�el�Boletín�Oficial�de�La�Rioja.

Logroño� a� 27� de�mayo�2020.-� La�Presidenta,�Concepción�Andreu�Rodríguez.-�El�Consejero� de�Gobernanza�Pública,
Francisco�Javier�Ocón�Pascual.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejo de Gobierno

2189	 Decreto n.º 28/2020, de 7 de mayo, por el que se regula 
la concesión directa de subvenciones a ayuntamientos y 
mancomunidades de servicios sociales de la Región de 
Murcia para el desarrollo de prestaciones básicas de servicios 
sociales de atención primaria para hacer frente a situaciones 
extraordinarias derivadas del COVID-19.

El Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía 
y Atención a la Dependencia, en reunión celebrada el día 20 de marzo de 2020, 
aprobó la distribución territorial, para el ejercicio económico de 2020, de los 
créditos correspondientes a las medidas extraordinarias para financiar las 
prestaciones básicas de los servicios sociales de las comunidades autónomas, 
diputaciones provinciales, o las corporaciones locales, que tengan por objeto 
exclusivamente hacer frente a situaciones extraordinarias derivadas del 
COVID-19 según lo previsto en los artículos 1 y 2 del Real Decreto-Ley 8/2020, 
de 17 de marzo.

En reunión del Consejo de Ministros celebrada el día veinticuatro de marzo 
de dos mil veinte, a propuesta del Ministro de Derechos Sociales y Agenda 2030, 
se aprobó el Acuerdo por el que se formalizan los criterios de distribución y la 
distribución resultante de los créditos acordados por el Consejo Territorial de 
Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

Con el fin de garantizar y reforzar las Prestaciones Básicas de los Servicios 
Sociales para llevar a cabo medidas urgentes y extraordinarias que tengan por 
objeto exclusivamente hacer frente a situaciones extraordinarias derivadas del 
COVID-19, se autoriza en el artículo 1 del Real Decreto-Ley 8/2020, de 17 de 
marzo, la aplicación del Fondo de Contingencia y la concesión de un suplemento 
de crédito de 300.000.000 euros. 

Con cargo a este suplemento de crédito y de acuerdo con el reparto 
territorial, a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia le corresponde 
9.284.806 € (un 3,097% del total). 

Desde la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia se establece la 
distribución de estos créditos, asignando la cantidad de 6.121.349,00 € para 
proyectos a desarrollar por los Servicios Sociales de Atención Primaria de los 
Ayuntamientos y Mancomunidades de la Región de Murcia.

Tal y como dispone el artículo 1 del RDL 8/2020, de 17 de marzo, estos 
créditos se destinarán a la financiación de proyectos y las contrataciones laborales 
necesarias para el desarrollo de las siguientes prestaciones:

a) Reforzar los servicios de proximidad de carácter domiciliario para 
garantizar los cuidados, el apoyo, la vinculación al entorno, la seguridad y la 
alimentación, especialmente los dirigidos a personas mayores, con discapacidad 
o en situación de dependencia, compensando así el cierre de comedores, 
centros de día, centros ocupacionales y otros servicios similares, considerando 
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el mayor riesgo que asumen estas personas en caso de contagio. Estos servicios 
comprenden la ayuda a domicilio en todas sus modalidades y cualquier otro de 
análoga naturaleza que se preste en el domicilio de la persona usuaria.

b) Incrementar y reforzar el funcionamiento de los dispositivos de 
teleasistencia domiciliaria de manera que incrementen el ritmo de contactos de 
verificación y la vigilancia de la población beneficiaria de dicho servicio.

c) Trasladar al ámbito domiciliario, cuando sea considerado necesario, los 
servicios de rehabilitación, terapia ocupacional, servicios de higiene, y otros 
similares, considerando la suspensión de atención diurna en centros. 

d) Reforzar los dispositivos de atención a personas sin hogar, con el personal 
y medios materiales adecuados, asegurando que tanto ellas como quienes las 
atienden estén debidamente protegidas, y posibilitar la ampliación, tanto en el 
tiempo de estancia como en intensidad, de los mismos. 

e) Reforzar las plantillas de centros de Servicios Sociales y centros 
residenciales en caso de que sea necesario realizar sustituciones por prevención, 
por contagio o por prestación de nuevos servicios o sobrecarga de la plantilla.

f) Adquisición de medios de prevención (EPI). 

g) Ampliar la dotación de las partidas destinadas a garantizar ingresos 
suficientes a las familias, para asegurar la cobertura de sus necesidades básicas, 
ya sean estas de urgencia o de inserción.

h) Reforzar, con servicios y dispositivos adecuados, los servicios de respiro 
a personas cuidadoras y las medidas de conciliación para aquellas familias 
(especialmente monomarentales y monoparentales) que cuenten con bajos 
ingresos y necesiten acudir a su centro de trabajo o salir de su domicilio por 
razones justificadas y/o urgentes.

i) Otras medidas que las Comunidades Autónomas, en colaboración con los 
Servicios Sociales de las entidades locales, consideren imprescindibles y urgentes 
para atender a personas especialmente vulnerables con motivo de esta crisis, y 
sean debidamente justificadas. 

Se excepciona la concurrencia competitiva como procedimiento ordinario 
de concesión de subvenciones, puesto que la presente subvención se va a 
conceder a todas las Entidades Locales de la Región de Murcia (ayuntamientos 
y mancomunidades de servicios sociales), siguiendo unos criterios objetivos de 
distribución de los créditos. 

Desde el punto de vista competencial, el Decreto del Presidente n.º 29/2019, 
de 31 de julio, de reorganización de la Administración Regional, establece 
que la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social es el 
Departamento de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia encargado 
de la propuesta, desarrollo y ejecución de la directrices generales del Consejo 
de Gobierno, entre otras, en materia de asistencia y bienestar social, desarrollo 
comunitario, promoción y protección de la familia, políticas de mujer, infantil 
y de la tercera edad. Por otro lado, según el Decreto n.º 169/2019, de 6 de 
septiembre, por el que se establecen los Órganos Directivos de la Consejería 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, la Dirección General de 
Servicios Sociales y Relaciones con el Tercer Sector ejercerá, entre otras, las 
competencias de impulso, promoción y coordinación de la atención primaria 
de servicios sociales y la dirección en la elaboración de planes, programas y 
proyectos generales en materia de servicios sociales.
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Por otro lado, el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, establece en su disposición adicional tercera 
la suspensión de los plazos para la tramitación de los procedimientos de las 
entidades del sector público. No obstante, y de acuerdo con el apartado cuarto 
de la citada disposición adicional tercera, en este caso es necesario continuar 
con el presente procedimiento administrativo al estar vinculado su objeto 
directamente con situaciones estrechamente vinculadas con el estado de alarma 
como es la situación de confinamiento de la población y la dificultad de acceso a 
recursos básicos por parte de la población más vulnerable y afectar, asimismo, 
al interés general concretado en garantizar que las personas más vulnerables 
tengan cubiertas las necesidades básicas de alimentación, suministros básicos, 
cuidados y atención social dando así cumplimiento al art. 1 del RDL 8/2020, de 
17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19. 

De este modo, en el ejercicio de las mencionadas competencias, teniendo en 
cuenta los aspectos sociales existentes y que existen razones de interés público 
y social que lo justifican, es preciso el desarrollo de actuaciones que tengan 
por objeto exclusivamente hacer frente a situaciones extraordinarias derivadas 
de la pandemia del COVID-19, para lo cual, con esta expresa finalidad y con 
tales destinatarios, está prevista la disposición de los créditos de asignación 
estatal en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia para el ejercicio 2020 para la concesión de subvenciones directas por 
parte de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social y con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

De acuerdo con lo expuesto, y teniendo en cuenta lo dispuesto en los 
artículos 16.2.c) y 25.2 de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de organización y 
régimen jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, y el artículo 23.2 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a propuesta 
de la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 7 de mayo de 2020, 

Dispongo:

Artículo 1.- Objeto, finalidad.

1. Este decreto tiene por objeto regular la concesión directa de subvenciones, 
mediante Orden de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política 
Social, a todas las Entidades Locales de la Región de Murcia, por la cuantía que se 
detalla en el artículo 8.

2. La finalidad de las subvenciones es la financiación de proyectos sociales 
realizados por Entidades Locales, dirigidos exclusivamente a hacer frente a 
situaciones extraordinarias derivadas del COVID-19. Estos proyectos irán 
enfocados al desarrollo de una o varias de las siguientes prestaciones:

(1) Reforzar los servicios de proximidad de carácter domiciliario para 
garantizar los cuidados, el apoyo, la vinculación al entorno, la seguridad y la 
alimentación, especialmente los dirigidos a personas mayores, con discapacidad 
o en situación de dependencia, compensando así el cierre de comedores, 
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centros de día, centros ocupacionales y otros servicios similares, considerando 
el mayor riesgo que asumen estas personas en caso de contagio. Estos servicios 
comprenden la ayuda a domicilio en todas sus modalidades y cualquier otro de 
análoga naturaleza que se preste en el domicilio de la persona usuaria.

(2) Incrementar y reforzar el funcionamiento de los dispositivos de 
teleasistencia domiciliaria de manera que incrementen el ritmo de contactos de 
verificación y la vigilancia de la población beneficiaria de dicho servicio.

(3) Trasladar al ámbito domiciliario, cuando sea considerado necesario, los 
servicios de rehabilitación, terapia ocupacional, servicios de higiene, y otros 
similares, considerando la suspensión de atención diurna en centros. 

(4) Reforzar los dispositivos de atención a personas sin hogar, con el personal 
y medios materiales adecuados, asegurando que tanto ellas como quienes las 
atienden estén debidamente protegidas, y posibilitar la ampliación, tanto en el 
tiempo de estancia como en intensidad, de los mismos. 

(5) Reforzar las plantillas de centros de Servicios Sociales y centros 
residenciales en caso de que sea necesario realizar sustituciones por prevención, 
por contagio o por prestación de nuevos servicios o sobrecarga de la plantilla.

(6) Adquisición de medios de prevención (EPI). 

(7) Ampliar la dotación de las partidas destinadas a garantizar ingresos 
suficientes a las familias, para asegurar la cobertura de sus necesidades básicas, 
ya sean estas de urgencia o de inserción.

(8) Reforzar, con servicios y dispositivos adecuados, los servicios de respiro 
a personas cuidadoras y las medidas de conciliación para aquellas familias 
(especialmente monomarentales y monoparentales) que cuenten con bajos 
ingresos y necesiten acudir a su centro de trabajo o salir de su domicilio por 
razones justificadas y/o urgentes.

(9) Otras medidas que se consideren imprescindibles y urgentes para 
atender a personas especialmente vulnerables con motivo de esta crisis, y sean 
debidamente justificadas. 

Artículo 2.- Financiación.

1. El importe máximo de las subvenciones será de 6.121.349,00 € y se 
abonarán con cargo a los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia; la financiación aludida no se realiza con cargo a fondos de la 
Unión Europea.

2. Sin perjuicio de la cuantía señalada en el apartado precedente, cuando 
se detecten nuevas necesidades análogas o ampliación de las inicialmente 
previstas en los proyectos financiados, condicionado a la existencia de crédito 
dotado presupuestariamente, se autoriza a la Consejera de Mujer, Igualdad, 
LGTBI, Familias y Política Social a que mediante Orden establezca la ampliación 
necesaria de la cuantía establecida en el apartado primero de este artículo, así 
como proceda a su concesión, siguiendo los mismos criterios de distribución entre 
la Entidades Locales de la Región de Murcia establecidos en el presente decreto. 

Artículo 3. Régimen jurídico aplicable.

Las subvenciones reguladas en este decreto se regirán, además de por 
lo establecido en el mismo y en la correspondiente orden de concesión, por 
lo previsto en la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y, en su caso, la Ley 38/2003, 
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de 17 de noviembre, General de Subvenciones y su Reglamento, aprobado por 
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, salvo en lo referente a los principios de 
publicidad y concurrencia, así como por lo establecido en las demás normas 
de derecho administrativo que resulten de aplicación, y en su defecto, por las 
normas de Derecho Privado.

Artículo 4. Procedimiento de concesión.

1. La subvención regulada en este decreto tiene carácter singular, por lo que 
se autoriza la concesión directa de esta subvención en aplicación de lo previsto 
en el artículo 23 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en relación con lo establecido en 
el artículo 22 apartado 2 letra c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, por concurrir razones de interés público, social y humanitario y 
al estar previstos los créditos oportunos destinados a todas las Entidades Locales 
de la Región de Murcia, para el desarrollo de prestaciones de servicios sociales 
en la Ley 1/2020, de 23 de abril, de Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para el ejercicio 2020. 

2. La concesión de la subvención se realizará mediante Orden de la 
Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social a la vista de la 
propuesta efectuada por la Dirección General de Servicios Sociales y Relaciones 
con el Tercer Sector en la que se especificarán los compromisos y condiciones 
aplicables, de acuerdo con lo previsto en este decreto.

Artículo 5. Beneficiarios. 

Serán beneficiarios de estas subvenciones en los términos establecidos en 
este decreto, todos los Ayuntamientos y Mancomunidades de Servicios Sociales 
de la Región de Murcia. 

Artículo 6. Presentación proyectos.

Las Entidades Locales beneficiarias de estas subvenciones realizarán el 
reparto de la asignación que les corresponde y su utilización de acuerdo a los 
proyectos aprobados por el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 para 
los que va destinada la financiación, que fueron previamente propuestos por las 
Entidades Locales y valorados por la Dirección General de Servicios Sociales y 
Relaciones con el Tercer Sector. 

Artículo 7. Obligaciones.

1. Serán obligaciones de la Entidad Local, las establecidas en el artículo 14 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en el artículo 
11 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, y en concreto:

a) Realizar la actividad para la que se ha concedido la subvención y presentar 
la justificación correspondiente en la forma prevista en el artículo 12 de este 
decreto.

b) Comunicar a la Dirección General de Servicios Sociales y Relaciones con 
el Tercer Sector, de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política 
Social, la concesión de subvenciones de cualquier ente público o privado para 
la misma finalidad. Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto como se 
conozca, y, en todo caso, con anterioridad a la justificación de la subvención.

c) Someterse a la normativa de supervisión, seguimiento y control de 
subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.
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d) Comunicar a la Dirección General de Servicios Sociales y Relaciones con 
el Tercer Sector la modificación de cualquier circunstancia, tanto objetiva como 
subjetiva, que afecte a alguno de los requisitos exigidos para la concesión de la 
subvención.

e) La Entidad Local remitirá a la Dirección General de Servicios Sociales 
y Relaciones con el Tercer Sector, un informe trimestral sobre las actividades 
ejecutadas según modelo anexo I. Los informes serán remitidos como máximo 
diez días después de la finalización del trimestre, siendo el primer informe a 
presentar a fecha 30 de junio del 2020.

Artículo 8. Pago de la subvención y periodo de ejecución.

1. La cuantía máxima prevista en el artículo 2 apartado 1 y 2 se distribuirá 
del modo siguiente:

ENTIDAD LOCAL CUANTÍA DE LA SUBVENCIÓN 

 Ayuntamiento de Abarán 98.758,00 €

 Ayuntamiento de Águilas 147.739,00 €

 Ayuntamiento de Alcantarilla 172.133,00 €

 Ayuntamiento de Los Alcázares 123.047,00 €

 Ayuntamiento de Aledo 13.832,00 €

 Ayuntamiento de Alguazas 72.804,00 €

 Ayuntamiento de Alhama de Murcia 91.278,00 €

 Ayuntamiento de Archena 145.491,00 €

 Ayuntamiento de Blanca 50.053,00 €

 Ayuntamiento de Campos del Río 27.168,00 €

 Ayuntamiento de Cartagena 707.258,00 €

 Ayuntamiento de Ceutí 87.919,00 €

 Ayuntamiento de Cieza 145.841,00 €

 Mancomunidad de la Comarca Oriental 228.524,00 €

 Ayuntamiento de Fuente-Álamo 125.264,00 €

 Ayuntamiento de Jumilla 104.155,00 €

 Ayuntamiento de Librilla 40.644,00 €

 Ayuntamiento de Lorca 354.918,00 €

 Ayuntamiento de Lorquí 53.814,00 €

 Ayuntamiento de Mazarrón 137.854,00 €

 Ayuntamiento de Molina de Segura 265.163,00 €

 Ayuntamiento de Murcia 1.462.149,00 €

 Mancomunidad del Noroeste 291.304,00 €

 Ayuntamiento de Puerto Lumbreras 117.545,00 €

 Mancomunidad del Río Mula 177.136,00 €

 Ayuntamiento de San Javier 134.513,00 €

 Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar 105.876,00 €

 Ayuntamiento de Torre-Pacheco 145.152,00 €

 Ayuntamiento de Las Torres de Cotillas 87.940,00 €

 Ayuntamiento de Totana 130.729,00 €

 Ayuntamiento de La Unión 83.282,00 €

 Mancomunidad del Valle de Ricote 48.789,00 €

 Ayuntamiento de Yecla 143.277,00 €

2. El pago de cada una de las subvenciones se realizará con carácter 
anticipado y de una sola vez en el momento de la concesión, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 29 apartado 3 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, no siendo 
necesario el establecimiento de garantía alguna en virtud de lo establecido en el 
artículo 16 apartado 2 letra a) de dicha Ley.

3. El periodo de ejecución abarcará desde el 14 de marzo al 31 de diciembre 
de 2020, ambos inclusive.
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4. Para la distribución de esta cuantía entre los Ayuntamientos y 
Mancomunidades de Servicios Sociales se han utilizado criterios de reparto 
vinculados a dos factores: la población a atender (80%) y las características 
de los Centros de Servicios Sociales (20%). En cuanto al primer criterio se ha 
considerado la población total de cada entidad local como población potencialmente 
necesitada en estas circunstancias excepcionales, habiéndose distribuido el 50% 
de los créditos por este criterio, y otro 30% teniendo en cuenta la población 
demográficamente dependiente y socialmente más vulnerable: las personas de 
más de 65 y menores de 16 años. El 20% restante se distribuye de acuerdo a 
las características de los centros de servicios sociales, financiando más a aquellos 
municipios de menor población (menos de 20.000 habitantes) y/o que sus servicios 
sociales se gestionen a través de mancomunidades, siendo esta financiación 
decreciente en relación al mayor número de habitantes del centro de referencia.

Artículo 9. Modificación del plazo de ejecución y del proyecto.

1. En virtud del artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social podrá conceder 
una ampliación del plazo de ejecución establecido en el presente decreto, cuando 
resulte imposible la ejecución del Proyecto en el plazo establecido en el artículo 8 
apartado 4.

2. La Entidad Local podrá solicitar del órgano concedente cualquier 
modificación no sustancial que pudiera surgir en el desarrollo y ejecución 
del proyecto, que será autorizada cuando traiga su causa en circunstancias 
imprevistas o sean necesarias para el buen fin de la actuación, siempre que no se 
altere el objeto o finalidad de la subvención y no se dañen derechos de terceros. 

La solicitud de modificación deberá estar suficientemente motivada y 
presentarse, con carácter inmediato a la aparición de las circunstancias que la 
justifiquen, con anterioridad a los últimos 20 días del plazo de ejecución de la 
actividad subvencionada, debiendo resolver su autorización el órgano concedente 
antes de la finalización del plazo de ejecución. 

Si la modificación consistiera en la redistribución del importe del presupuesto 
estimado del proyecto entre los distintos conceptos de gasto del mismo, 
no se requerirá autorización alguna por estas modificaciones cuando dicha 
redistribución no supere el 20 por ciento del coste de cada concepto de gasto 
modificado. Sin embargo, si la suma global de estas modificaciones superase 
el 30 por ciento del importe total del proyecto, se requerirá la correspondiente 
autorización de dicha redistribución. En ningún caso esta redistribución supondrá 
una minoración del presupuesto estimado del proyecto.

Artículo 10. Gastos subvencionables. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, se considerarán gastos subvencionables 
aquellos que estén incluidos en el proyecto relacionados directamente con el 
objeto de la presente subvención Artículo1 del RD-L 8/2020, en particular, los 
siguientes:

a) El coste de los puestos de trabajo imputados a gastos de personal 
vinculado al proyecto.

b) El coste derivado de los gastos de dietas de los profesionales vinculados 
al desarrollo del proyecto.
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c) El coste derivado de los gastos para el desarrollo de actividades y/o 
actuaciones:

- Coste de los servicios prestados por empresas o entidades de iniciativa 
social.

- Prestaciones económicas y/o en especie que se proporcione directamente 
a las personas o familias. Los gastos en prestaciones económicas no podrán 
destinarse al pago de impuestos, tasas, cuotas, etc. de las administraciones 
públicas o entidades privadas.

- Otros gastos que estén vinculados al desarrollo de las actividades previstas 
en el proyecto.

d) El coste derivado de gasto de mantenimiento como papelería y material 
de oficina, alquileres de espacios para el desarrollo de actividades… 

e) Los gastos derivados de la adquisición de material de protección.

f) Gastos de obras que deban realizarse para el acondicionamiento de 
espacios relacionados con las actividades propuestas en el proyecto. 

Artículo 11. Subcontratación.

Las actividades subvencionadas podrán ser objeto de subcontratación total 
o parcial atendiendo a lo dispuesto, en el artículo 29 de la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, en el artículo 68 del Reglamento 
aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, que desarrolla esta última 
y en el artículo 24 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

Artículo 12. Régimen de justificación.

1. La justificación de la actividad subvencionada mantendrá coherencia con 
el objeto de la presente subvención y se presentará en un plazo de dos meses 
una vez finalizado el plazo de ejecución del proyecto subvencionado, abarcando 
la totalidad de la actividad subvencionada.

El órgano responsable del seguimiento del proceso de justificación será la 
Dirección General de Servicios Sociales y Relaciones con el Tercer Sector.

2. La justificación por parte de las entidades locales beneficiarias de 
las subvenciones del cumplimiento de la finalidad de éstas y de la aplicación 
material de los fondos percibidos se ajustará, en todo caso, a lo señalado en el 
artículo 30 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones 
y a lo establecido en el artículo 25 de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

La Entidad Local remitirá a la Dirección General de Servicios Sociales y 
Relaciones con el Tercer Sector, en los plazos de justificación previstos, la 
siguiente documentación:

- Memoria final de ejecución del fondo extraordinario según anexo II.

- Certificación y relación de gastos y pagos ocasionados en el desarrollo 
de las actividades realizadas en el marco de esta Subvención, tanto de personal, 
como de desarrollo de prestaciones y mantenimiento, según modelo facilitado por 
la Dirección General de Servicios Sociales y Relaciones con el Tercer Sector.

La presentación de la documentación se hará en formato electrónico. Los 
documentos anexados corresponderán fielmente al documento original y deberán 
ser digitalizados en formato PDF, preferentemente, en su color original.
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Asimismo, y a efectos de justificación, la Entidad Local deberá disponer de 
los libros contables y demás documentos exigidos por la legislación sectorial 
aplicable a la beneficiaria, así como cuantos estados contables y registros 
específicos sean necesarios para garantizar el adecuado ejercicio de las facultades 
de comprobación y control y deberá conservar los documentos justificativos de la 
aplicación de los fondos recibidos, incluidos los documentos electrónicos, en tanto 
puedan ser objeto de las citadas actuaciones de comprobación y control.

Artículo 13. Incumplimientos.

En el supuesto de incumplimiento de las obligaciones contenidas en epígrafe a) 
del artículo número siete, apartado primero, por parte del beneficiario, éste deberá 
reintegrar las cantidades que se hubieran percibido incrementadas con el interés 
de demora correspondiente, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 32 de la 
Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, con independencia de la sanción administrativa en que se 
hubiera incurrido según la Ley y de las demás causas de reintegro de acuerdo con 
el artículo 37 de la Ley General de Subvenciones 38/2003.

No obstante, en el supuesto de incumplimiento del resto de condiciones 
y obligaciones establecidas en este Decreto o en la resolución de concesión, 
que no sean esenciales para la consecución del fin público perseguido con la 
subvención, y siempre que el beneficiario se aproxime de modo significativo al 
cumplimiento total, así como, acredite una actuación inequívocamente tendente 
a la satisfacción de sus compromisos, se procederá al reintegro parcial de las 
cantidades que se hubieran percibido y que no se hubieran destinado al proyecto 
previsto, incrementadas con el interés de demora correspondiente, todo ello de 
acuerdo con el principio de proporcionalidad.

Cuando el beneficiario incurra en alguna de las causas de reintegro y, de 
acuerdo con el apartado segundo del artículo 37 de la Ley 38/2003, el cumplimiento 
del proyecto subvencionado se aproxime de modo significativo al cumplimiento 
total, acreditándose por el beneficiario una actuación inequívocamente tendente a 
la satisfacción de sus compromisos, la cantidad a reintegrar vendrá determinada 
proporcionalmente al grado de incumplimiento, incrementada con el interés de 
demora correspondiente. En cualquier caso, el procedimiento de reintegro se 
regirá por lo establecido en el Título II de la Ley 7/2005, de 18 de noviembre, de 
Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

Artículo 14.- Facultad inspectora.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento por parte de la entidad beneficiaria de la normativa que le es de 
aplicación, la veracidad de los datos alegados y el destino dado a los fondos 
obtenidos, especialmente afectados a su fin.

Artículo 15. Publicidad de las subvenciones y obligación de suministro 
de información.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 12/2014, de 
16 de diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, con independencia de la publicidad derivada 
de la normativa aplicable en materia de subvenciones y de manera adicional a 
ésta, la Administración Pública de la Región de Murcia publicará en el Portal de 
Transparencia la subvención concedida, con indicación del tipo de subvención, 
órgano concedente, importe, beneficiarios, así como su objetivo o finalidad.
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2. Asimismo, y de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 7 de la Ley 12/2014, 
de 16 de diciembre, las entidades beneficiarias estarán obligadas a suministrar a 
la Dirección General Servicios Sociales y Relaciones con el Tercer Sector, previo 
requerimiento y en un plazo de quince días, toda la información necesaria para el 
cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre. 
En caso de incumplimiento de esta obligación de suministro se podrán imponer 
multas coercitivas mediante Orden de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social, con arreglo a lo dispuesto por el mencionado artículo 7 de la 
Ley 12/2014, de 16 de noviembre. Los gastos en los que las entidades beneficiarias 
puedan incurrir como consecuencia del cumplimiento de la obligación de suministro 
de información podrán ser subvencionables, siempre que cumplan con los requisitos 
establecidos para ser considerados gastos subvencionables.

3. En cualquier tipo de publicidad realizada sobre la subvención derivada de 
esta orden, e hará constar expresamente que éste se lleva a cabo en virtud de la 
financiación establecida entre el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 y 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia mediante el Símbolo de la Red 
Pública Regional de Servicios Sociales, de acuerdo con el Decreto 58/1990, de 26 
de julio, del símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales.

Artículo 16. Ausencia de relación laboral.

Las relaciones surgidas con el personal que destine el beneficiario al objeto 
de la presente subvención, no supondrá para la Consejería de Mujer, Igualdad, 
LGTBI, Familias y Política Social compromisos económicos u obligaciones distintas 
a las asumidas en esta Subvención, ni generará ninguna vinculación contractual, 
laboral o administrativa.

También corresponderá al beneficiario la responsabilidad por los 
hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo del mismo, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social y las 
demás que sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Disposición final única. Eficacia. 

El presente decreto surtirá efectos desde la fecha de su aprobación, sin 
perjuicio de su publicación en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia”. 

Dado en Murcia, a 7 de mayo de 2020.—El Presidente, Fernando López Miras.—
La Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, Isabel Franco 
Sánchez.
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ANEXO I.- INFORME TRIMESTRAL DE EJECUCIÓN  
 

R-D 8/2020 DE MEDIDAS URGENTES EXTRAORDINARIAS PARA HACER FRENTE AL IMPACTO ECONÓMICO Y 
SOCIAL DEL COVID-19. 

PROTECCIÓN A LA FAMILIA Y ATENCIÓN A LA POBREZA INFANTIL. PRESTACIONES BÁSICAS DE SERVICIOS 
SOCIALES. (26.16.231F.453.07) 

 
SITUACIÓN A:  

    
     I.- DATOS DE IDENTIFICACIÓN 
 

1.- Ámbito de actuación (1):     Nombre:  

2.- Si el ámbito es supramunicipal: Nº de municipios:  

3.- Población total de la zona:  Hombres:  Mujeres:  
  

Nº de Proyecto (2)  Código Municipal :  
 
    TIPO DE PROYECTO REALIZADO: 

  Nº 

Reforzar Servicios proximidad de carácter domiciliario
Incrementar /Reforzar la teleasistencia domiciliaria

Servicio de rehabilitación, terapia ocupacional o higiene en domicilio

Dispositivos de atención a personas sin hogar

Refuerzo de plantillas de CSS/centros. residenciales

Adquisición Medios de Prevención (EPIs)

Ampliar ayudas económicas familiares

Servicios de Respiro a personas cuidadoras y Medidas de conciliación

Otras Medidas imprescindibles y urgentes a personas especialmente vulnerables COVID-19
 

 HOMBRES MUJERES TOTAL 

TOTAL    
0-15 años    
16-64 años    
65 y más años    

 
ADMINISTRACION TITULAR DEL CENTRO O RESIDENCIA (3):  
Dirección: Teléfono:
Persona de contacto:  

Firma del responsable del proyecto en la Comunidad Autónoma Sello de la Comunidad Autónoma 

 
PROYECTO    AÑO  

    

C.A.   

NPE: A-110520-2189

480



Página 9248Número 107	 Lunes, 11 de mayo de 2020

 
 

MINISTERIO  
DE DERECHOS SOCIALES 
Y AGENDA 2030 

SECRETARÍA DE ESTADO DE 
DERECHOS SOCIALES  
DIRECCIÓN GENERAL DE DIVER-
SIDAD FAMILIAR Y SERVICIOS 
SOCIALES 
SUBDIRECCIÓN GENERAL DE 
PROGRAMAS SOCIALES- 

 

14 | P á g i n a  
 

 
  II.- DATOS ECONÓMICOS 
 

1. FUENTES DE FINANCIACIÓN1  
1.1.- Aportación del Ministerio  
1.2.- Aportación de la Comunidad Autónoma (4-1)  
1.3.- Aportación de las Corporaciones Locales (4-2)  

1.4.- TOTAL FINANCIACIÓN..……………………………..…  

  
2. GASTO EJECUTADO  

2.1.- Gastos Ordinarios  

2.1.1.Gasto de Personal de plantilla (4.3)......................................................  
2.1.2.Gasto de Personal para el desarrollo de Prestaciones (4.4)…............  
2.1.3.Gasto en Prestaciones excepto apartado 2.1.2 de Personal (4.5)....  
2.1.4 Gasto en Mantenimiento.......................................................................  
2.2.-De inversión (4-6)  
2.3.-TOTAL GASTO EJECUTADO…….………………………….  
  
  
REMANENTE PENDIENTE DE EJECUCIÓN (A fecha del Informe 
Trimestral)  

PORCENTAJE DE CRÉDITO EJECUTADO (A fecha del Informe Trimestral)  
 
 1 En este Fondo Extraordinario NO es requisito exigible la cofinanciación por parte de la Comunidad 
 Autónoma o de la Corporación local a la financiación del Ministerio, aunque debe consignarse a  efectos de 
contar con la información general sobre la financiación total de los proyectos. 
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PROYECTO    AÑO  

    

C.A.   
 

      III.- REFUERZO DE PLANTILLAS DE CENTROS DE SERVICIOS SOCIALES/CENTROS RESIDENCIALES FINANCIADO A 
CARGO  DE  LOS FONDOS DEL RDL 8/2020 ASIGNADO A LAS DIFERENTES PRESTACIONES 
 

Nº. DE TRABAJADORES 
(5) TIPO DE EMPLEO (6) PUESTO DE TRABAJO (7) PRESTACIÓNES (8) COSTE SALARIAL 

(9) 

EQUIPAMIENTO DÓNDE 
TRABAJA 

(10) 

     
     
     
     
     
     
     
   TOTALES  

 
CLAVE DESCRIPCIÓN (8) 

SAD Reforzar Servicios proximidad de carácter domiciliario
TA Incrementar /Reforzar la teleasistencia domiciliaria
SD Servicio de rehabilitación terapia ocupacional o higiene en domicilio
PSH Dispositivos de atención a personas sin hogar
CSS Refuerzo de plantillas de CSS / Centros residenciales
EPI Adquisición Medios de Prevención (EPIs)
AE Ampliar ayudas económicas familiares
R C Servicios de Respiro a personas cuidadoras y Medidas de conciliación
O M Otras Medidas imprescindibles y urgentes para atención a personas especialmente vulnerables a causa del COVID-
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IV.- DESARROLLO DE PRESTACIONES 
 

CLAVE PRESTACIÓN 
Nº DE PERSONAS USUARIAS (11) ACTUACIONES 

TOTAL VARONES MUJERES NÚMERO GASTO 

SAD Reforzar Servicios proximidad de carácter domiciliario      
TA Incrementar /Reforzar la teleasistencia domiciliaria      
SD Servicio de rehabilitación, terapia ocupacional o higiene en domicilio      
PSH Dispositivos de atención a personas sin hogar      
EPI Adquisición Medios de Prevención (EPIs) (14) No procede   
AE Ampliar ayudas económicas familiares      
R.C. Servicios de Respiro a personas cuidadoras y Medidas de conciliación      
O.M. Otras Medidas urgentes a personas vulnerables  a causa COVID-19      

TOTAL      
 
 VI. PERSONAS USUARIAS POR SECTOR DE POBLACIÓN 

SECTOR DE POBLACIÓN / PRESTACIÓN 
Nº. PERSONAS USUARIAS (11) 

SAD TA SD PSH AE RC OM TOTAL 
FAMILIA         
INFANCIA         
PERSONAS MAYORES         
PERSONAS CON DISCAPACIDAD         
PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA         
PERSONAS SIN HOGAR ESTABLE         
POBLACIÓN GITANA         

OTROS GRUPOS EN SITUACIÓN DE NECESIDAD         

TOTAL PERSONAS USUARIAS         
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V. DINAMIZACIÓN Y PARTICIPACIÓN DE LA POBLACIÓN 

SI PROCEDE, DESCRIBA LAS ESTRUCTURAS DE COLABORACIÓN Y/O PARTICIPACIÓN DE 
LAS PERSONAS USUARIAS, INSTITUCIONES, ENTIDADES Y ONG EN EL PROYECTO 

 
 
 
 
 
 
 

 

VI. OBSERVACIONES/INFORMACIÓN ADICIONAL 
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MANUAL DE CUMPLIMENTACIÓN DEL INFORME TRIMESTRAL DE EJECUCIÓN 

 

Los informes trimestrales contendrán información sobre la situación a 30 de junio, 

30 de septiembre y 31 de diciembre, siendo la fecha máxima de presentación de 

los mismos el 31 de julio, el 31 de octubre y el 31 de enero respectivamente. 

La información contenida en los Informes trimestrales es acumulativa, de tal 

forma que en el segundo Informe se volcarán los datos de cómo está la situación 

de la gestión/ejecución del fondo a 30 de septiembre y, consecuentemente, los 

datos de las variables recogidas en el tercer informe trimestral coincidirán con los 

datos que se trasladen posteriormente a la Ficha para la Memoria Final de 

Ejecución del Fondo Social Extraordinario). 

 
El dato que no se conozca con exactitud se consignará con una estimación lo más 
aproximada posible. 

 
(1) De acuerdo con las siguientes claves: Barrio o Distrito (B), Municipio (M), 

Comarcal o Supramunicipal (C), Mancomunidad (O), Diputación Provincial (D). 
(2) La numeración será la misma que en Presentación. 
(3) Consignar la dirección de la Administración titular del Centro de Servicios 

Sociales, Residencia, albergue, etc. 
(4) En este Fondo Extraordinario NO es requisito exigible la cofinanciación por 

parte de la Comunidad Autónoma o de la Corporación local a la financiación 
del Ministerio, aunque debe consignarse a efectos de contar con la 
información general sobre la financiación total de los proyectos. 

(4-1) Aportación de las Comunidades Autónomas: figurará tanto la aportación 
propia de la Comunidad Autónoma para fortalecer las prestaciones recogidas en 
el RD 8/2020 como las aportaciones procedentes de otras Administraciones 
Públicas o Instituciones (Consejería competente en Servicios Sociales, Otras 
Consejerías de la Comunidad Autónoma, Otras Aportaciones de la Administración 
Central, Otras). 

(4-2) Aportación de las Corporaciones Locales: figurará tanto la aportación propia de 
la Corporación Local para fortalecer las prestaciones recogidas en el RD 8/2020 
como las aportaciones procedentes de otras Administraciones Públicas o 
Instituciones (Ayuntamiento (en caso de titularidad no municipal), Consejerías de 
las CC.AA., Diputación Provincial, Consell y Cabildo, Otras aportaciones de la 
Administración Central, Otras aportaciones y aportaciones de los usuarios). 

La suma de aportaciones del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 de todos 
los proyectos no debe superar la cantidad que figura en el Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 24 de marzo de 2020 para la Comunidad Autónoma. 

(4-3) Gastos de personal de refuerzo financiado con cargo a los créditos del proyecto 
que se haya adscrito a las Plantillas de los centros, residencias, etc. 
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(4-4) Gastos de personal de refuerzo financiado con cargo a los créditos del proyecto 
para el desarrollo de Prestaciones: deberá coincidir con la suma del gasto en 
aquellas contrataciones de personal que deban realizarse al margen de las 
plantillas de personal del centro para todas las prestaciones. 

(4-5) Gastos para el Desarrollo de Prestaciones: recogerá aquellos gastos 
relacionados con el desarrollo de las prestaciones que NO estén relacionados con 
la contratación de personal de refuerzo NI con la adquisición de equipos de 
prevención (EPIS). Este concepto incluirá el gasto en Ayudas Económicas de 
Emergencia. 

(4-6) Gastos de inversión: Se incluirán tanto los gastos correspondientes a equipos de 
protección individual (EPIs) como los gastos en otro tipo de inversiones. 

 
(5) Se entiende como personal de refuerzo aquel dedicado específicamente a 

gestionar las prestaciones recogidas en el RDL 8/2020 DE MEDIDAS URGENTES 
EXTRAORDINARIAS PARA HACER FRENTE AL IMPACTO ECONÓMICO Y 
SOCIAL DEL COVID-19 y que se financia con cargo a los créditos del 
mencionado RDL, tanto aquel que forma parte de la plantilla del centro como el 
contratado al margen de las mismas para el desarrollo de las prestaciones. Se 
consignará cada trabajador, de uno en uno, salvo cuando coincidan en todos los 
aspectos más de un trabajador, en cuyo caso se especificará el número de 
trabajadores que están en esa situación. 

(6) Para Tipo de Empleo consignar si el trabajador pertenece a las plantillas de los 
Centros de servicios sociales, Centros residenciales, etc. (P) o si es personal 
contratado para el desarrollo de las prestaciones al margen de las plantillas de los 
centros (C), con motivo del RDL 8/2020. 

(7) Se consignará la denominación del Puesto de trabajo que desempeña cada 
trabajador: Director del Centro (D), Coordinador de Programas (C), Asesor 
Técnico (A), Trabajador Social (T), Educador (E), Animador/Monitor (M), 
Administrativo/Auxiliar Administrativo (V), Auxiliar de Hogar/Trabajador Familiar 
(X), Servicios Auxiliares/Oficios (S), Otros (O). 

(8) Consignar de acuerdo con las siguientes claves: SAD : Reforzar Servicios 
proximidad de carácter domiciliario; TA: Incrementar/Reforzar la teleasistencia 
domiciliaria; SD: Servicio de rehabilitación, terapia ocupacional o higiene; PSH: 
Dispositivos de atención a personas sin hogar; CSS: Refuerzo de plantillas de 
Centros de Servicios Sociales o Centros residenciales; EPI: Adquisición Medios 
de Prevención (EPIs), F: Ampliar ayudas económicas familiares; R.C.: Servicios 
de Respiro a personas cuidadoras y Medidas de conciliación; O.M.: Otras Medidas 
imprescindibles y urgentes para atención a personas especialmente vulnerables a 
causa del COVID-19. 

(9) Se entiende por Coste salarial, no sólo el gasto en salario percibido por los 
trabajadores, sino además las cargas sociales que dicho salario conlleva 
(Seguridad Social, Rendimiento de trabajo personal...), tanto las imputables a la 
empresa como las imputables al trabajador. En el personal de plantilla del Centro 
el total de los costes salariales debe coincidir con los gastos de personal del 
apartado 2.1.1. En el empleo en prestaciones el coste salarial se reflejará en el 
apartado 2.1.2 “Gasto en personal para el desarrollo de prestaciones y en el 
apartado correspondiente al GASTO REALIZADO de la prestación específica a 
cuyo cargo se ha contratado. 
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(10) Señalar el equipamiento en que presta sus servicios. Centro de Servicios Sociales 
(CSS), Alojamiento Temporal (AAT), Centro de Acogida (CA), Comedor Social 
(CS), Oficina o Servicio de Información (OI), Centro de Día (CD), Miniresidencia 
(MR), Piso Tutelado (PT), Residencia (R) u Otros (O). 

(11) En estos apartados se contabilizarán las personas usuarias que han sido 
perceptores de una prestación y serán contados como usuarios tantas veces como 
prestación-recurso les sean asociados. 

(12) En EQUIPOS DE PREVENCIÓN INDIVIDUAL hay que especificar el número y el 
gasto realizado en los mismos. El gasto consignado en esta prestación debe 
coincidir con el apartado 2.2.1.-Equipos de prevención individual en su caso del 
apartado de Inversiones que se refleja en los Datos Económicos. 
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ANEXO II.- MEMORIA FINAL DE EJECUCIÓN DEL FONDO 
EXTRAORDINARIO 

 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA 
R-D 8/2020 DE MEDIDAS URGENTES EXTRAORDINARIAS PARA HACER FRENTE AL IMPACTO ECONÓMICO Y 

SOCIAL DEL COVID-19. 
PROTECCIÓN A LA FAMILIA Y ATENCIÓN A LA POBREZA INFANTIL. PRESTACIONES BÁSICAS DE 

SERVICIOS SOCIALES. (26.16.231F.453.07) 

     I.- DATOS DE IDENTIFICACIÓN 
1.- Ámbito de actuación (1):     Nombre:  

2.- Si el ámbito es supramunicipal: Nº de municipios:  

3.- Población total de la zona:  Hombres:  Mujeres:  

Nº de Proyecto (2)  Código Municipal :  

 

    TIPO DE PROYECTO REALIZADO: 

Nº

Reforzar Servicios proximidad de carácter domiciliario
Incrementar /Reforzar la teleasistencia domiciliaria
Servicio de rehabilitación, terapia ocupacional o higiene en domicilio
Dispositivos de atención a personas sin hogar
Refuerzo de plantillas de CSS/centros. residenciales
Adquisición Medios de Prevención (EPIs)
Ampliar ayudas económicas familiares
Servicios de Respiro a personas cuidadoras y Medidas de conciliación
Otras Medidas imprescindibles y urgentes a personas especialmente vulnerables COVID-19

 

 HOMBRES MUJERES TOTAL 

TOTAL    
0-15 años    
16-64 años    
65 y más años    

 

ADMINISTRACION TITULAR DEL CENTRO O RESIDENCIA 
(3):

 

Dirección:  Teléfono:  

Persona de contacto:  

Firma del responsable del proyecto en la Comunidad Autónoma Sello de la Comunidad Autónoma 
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PROYECTO    AÑO  

    

C.A.   

 

 II.- DATOS ECONÓMICOS 
1. FUENTES DE FINANCIACIÓN1  

1.1.- Aportación del Ministerio  

1.2.- Aportación de la Comunidad Autónoma (4-1)  

1.3.- Aportación de las Corporaciones Locales (4-2)  

1.4.- TOTAL FINANCIACIÓN..……………………………..…  

  

2. GASTO EJECUTADO  

2.1.- Gastos Ordinarios  

2.1.1.Gasto de Personal de plantilla (4.3)......................................................  

2.1.2.Gasto de Personal para el desarrollo de Prestaciones (4.4)…............  

2.1.3.Gasto en Prestaciones excepto apartado 2.1.2 de Personal (4.5)....  

2.1.4 Gasto en Mantenimiento.......................................................................  

2.2.-De inversión (4-6)  

2.3.-TOTAL GASTO EJECUTADO…….………………………….  

  

  

REMANENTE PENDIENTE DE EJECUCIÓN (A fecha del Informe Trimestral)  

PORCENTAJE DE CRÉDITO EJECUTADO (A fecha del Informe Trimestral)  

 

 1 En este Fondo Extraordinario NO es requisito exigible la cofinanciación por parte de la Comunidad 
 Autónoma o de la Corporación local a la financiación del Ministerio, aunque debe consignarse a  efectos de 
contar con la información general sobre la financiación total de los proyectos. 
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PROYECTO    AÑO  
    

C.A.   
 

      III.- REFUERZO DE PLANTILLAS DE CENTROS DE SERVICIOS SOCIALES/CENTROS RESIDENCIALES FINANCIADO A 
CARGO  DE  LOS FONDOS DEL RDL 8/2020 ASIGNADO A LAS DIFERENTES PRESTACIONES 
 

Nº. DE TRABAJADORES 
(5) TIPO DE EMPLEO (6) PUESTO DE TRABAJO (7) PRESTACIÓNES (8) COSTE SALARIAL 

(9) 

EQUIPAMIENTO DÓNDE 
TRABAJA 

(10) 

     
     
     
     
     
     
     
   TOTALES  

 

CLAVE DESCRIPCIÓN (8) 

SAD  Reforzar Servicios proximidad de carácter domiciliario

TA Incrementar /Reforzar la teleasistencia domiciliaria

SD Servicio de rehabilitación, terapia ocupacional o higiene en domicilio

PSH Dispositivos de atención a personas sin hogar

CSS Refuerzo de plantillas de CSS / Centros residenciales

EPI Adquisición Medios de Prevención (EPIs)

AE Ampliar ayudas económicas familiares

R.C. Servicios de Respiro a personas cuidadoras y Medidas de conciliación

O.M. Otras Medidas imprescindibles y urgentes para atención a personas especialmente vulnerables a causa del COVID-
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IV.- DESARROLLO DE PRESTACIONES 

 

IV.I. REFORZAR SERVICIOS DE PROXIMIDAD DE CARÁCTER DOMICILIARIO (SAD). 

 

SECTOR DE POBLACIÓN / COLECTIVOS 
Nº. PERSONAS USUARIAS (13) 

TOTAL VARONES MUJERES 

FAMILIA    
INFANCIA    
PERSONAS MAYORES    
PERSONAS CON DISCAPACIDAD    
PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA    
POBLACIÓN GITANA    
OTROS GRUPOS EN SITUACIÓN DE NECESIDAD    
TOTAL PERSONAS USUARIAS SERVICIO AYUDA DOMICILIO    

 

 NÚMERO GASTO 

ACTUACIONES DE AYUDA A DOMICILIO   

 

IV.II. INCREMENTAR/REFORZAR LA TELEASISTENCIA DOMICILIARIA (TA). 

 

SECTOR DE POBLACIÓN / COLECTIVOS 
Nº. PERSONAS USUARIAS (13) 

TOTAL VARONES MUJERES 

FAMILIA    
INFANCIA    
PERSONAS MAYORES    
PERSONAS CON DISCAPACIDAD    
PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA    
POBLACIÓN GITANA    
OTROS GRUPOS EN SITUACIÓN DE NECESIDAD    
TOTAL PERSONAS USUARIAS TELEASISTENCIA    

 

 NÚMERO GASTO 

ACTUACIONES DE TELEASISTENCIA   
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IV.III. SERVICIO DE REHABILITACIÓN, TERAPIA OCUPACIONAL O HIGIENE EN EL 
DOMICILIO (SD) 

SECTOR DE POBLACIÓN / COLECTIVOS 
Nº. PERSONAS USUARIAS (13) 

TOTAL VARONES MUJERES 

FAMILIA    
INFANCIA    
PERSONAS MAYORES    
PERSONAS CON DISCAPACIDAD    
PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA    
POBLACIÓN GITANA    
OTROS GRUPOS EN SITUACIÓN DE NECESIDAD    
TOTAL USUARIOS REHABILITACIÓN,TERAPIA 
OCUP./HIGIENE 

   

 
 NÚMERO GASTO 

ACTUACIONES DE REHABILITACIÓN,TERAPIA OCUP./HIGIENE   

 

IV.IV.- DISPOSITIVOS DE ATENCIÓN A PERSONAS SIN HOGAR (PSH) 

SECTOR DE POBLACIÓN / COLECTIVOS 
Nº. PERSONAS USUARIAS (13) 

TOTAL VARONES MUJERES 

PERSONAS USUARIAS DE DISPOSITIVOS DE ATENCIÓN A 
PERSONAS SIN HOGAR    

 

 NÚMERO GASTO 

ACTUACIONES DISPOSIT. DE ATENCIÓN A PERSONAS SIN 
HOGAR 

  

 

IV.V. EQUIPOS DE PREVENCIÓN INDIVIDUAL (EPI) (14) 

 NÚMERO GASTO 

EQUIPOS DE PROTECCIÓN INDIVIDUAL   

 

IV.VI. AMPLIACIÓN DE AYUDAS ECONÓMICAS FAMILIARES (AE) 

 NÚMERO GASTO 

AYUDAS ECONÓMICAS PARA ASEGURAR LA COBERTURA DE 
NECESIDADES BÁSICAS   
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IV.VII. SERVICIO DE RESPIRO A PERSONAS CUIDADORAS Y MEDIDAS DE CONCILIACION 
(RC) 

SECTOR DE POBLACIÓN / COLECTIVOS 
Nº. PERSONAS USUARIAS (13) 

TOTAL VARONES MUJERES 

FAMILIA    
INFANCIA    
PERSONAS MAYORES    
PERSONAS CON DISCAPACIDAD    
PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA    
POBLACIÓN GITANA    
OTROS GRUPOS EN SITUACIÓN DE NECESIDAD    
TOTAL PERSONAS USUARIAS DE RESPIRO Y 

Ó
   

 

 NÚMERO GASTO 

ACTUACIONES DE SERVICIOS DE RESPIRO A 
PERSONAS CUIDADORAS Y MEDIDAS DE 
CONCILIACIÓN 

  

 

 

IV.VIII. OTRAS MEDIDAS IMPRESCINDIBLES Y URGENTES PARA LA ATENCIÓN A PERSONAS 
ESPECIALMENTE VULNERABLES A CAUSA DEL COVID19 (OM) (15) 

SECTOR DE POBLACIÓN / COLECTIVOS 
Nº. PERSONAS USUARIAS (13) 

TOTAL VARONES MUJERES 

FAMILIA    
INFANCIA    
PERSONAS MAYORES    
PERSONAS CON DISCAPACIDAD    
PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA    
POBLACIÓN GITANA    
PERSONAS SIN HOGAR ESTABLE    
OTROS GRUPOS EN SITUACIÓN DE NECESIDAD    
TOTAL PERSONAS USUARIAS DE OTRAS MEDIDAS    

 

 NÚMERO GASTO 

ACTUACIONES EN OTRAS MEDIDAS 
IMPRESCINDIBLES Y URGENTES 
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DETALLE DE OTRAS MEDIDAS IMPRESCINDIBLES Y 
URGENTES (15) 

Nº. PERSONAS 
USUARIAS 

COSTE 

 

  

 

  

 

  

 

 V. DINAMIZACIÓN Y PARTICIPACIÓN DE LA POBLACIÓN 

SI PROCEDE, DESCRIBA LAS ESTRUCTURAS DE COLABORACIÓN Y/O PARTICIPACIÓN DE LAS 
PERSONAS USUARIAS, INSTITUCIONES, ENTIDADES Y ONG EN EL PROYECTO 
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VI. OBSERVACIONES/INFORMACIÓN ADICIONAL 

 

 

 

 

 

 

VII. VALORACIÓN DEL IMPACTO DEL PROYECTO 
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MANUAL DE CUMPLIMENTACIÓN DE LA MEMORIA FINAL DE 
EJECUCIÓN DEL FONDO SOCIAL EXTRAORDINARIO 

 

El dato que no se conozca con exactitud se consignará con una estimación lo más 
aproximada posible. 

(1) De acuerdo con las siguientes claves: Barrio o Distrito (B), Municipio (M), 
Comarcal o Supramunicipal (C), Mancomunidad (O), Diputación Provincial (D). 

(2) La numeración será la misma que en Presentación. 

(3) Consignar la dirección de la Administración titular del Centro de Servicios 
Sociales, Residencia, albergue, etc. 

(4) En este Fondo Extraordinario NO es requisito exigible la cofinanciación por 
parte de la Comunidad Autónoma o de la Corporación local a la 
financiación del Ministerio, aunque debe consignarse a efectos de contar 
con la información general sobre la financiación total de los proyectos. 

(4-1)Aportación de las Comunidades Autónomas: figurará tanto la aportación propia 
de la Comunidad Autónoma para fortalecer las prestaciones recogidas en el RD 
8/2020 como las aportaciones procedentes de otras Administraciones Públicas 
o Instituciones (Consejería competente en Servicios Sociales, Otras Consejerías 
de la Comunidad Autónoma, Otras Aportaciones de la Administración Central, 
Otras). 

(4-2) Aportación de las Corporaciones Locales: figurará tanto la aportación propia de 
la Corporación Local para fortalecer las prestaciones recogidas en el RD 8/2020 
como las aportaciones procedentes de otras Administraciones Públicas o 
Instituciones (Ayuntamiento (en caso de titularidad no municipal), Consejerías de 
las CC.AA., Diputación Provincial, Consell y Cabildo, Otras aportaciones de la 
Administración Central, Otras, Usuarios). 

 La suma de aportaciones del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 de 
todos los proyectos no debe superar la cantidad que figura en el Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020 para la Comunidad Autónoma. 

(4-3) Gastos de personal de refuerzo financiado con cargo a los créditos del proyecto, 
que se haya adscrito a las Plantillas de los centros, residencias, etc 

(4-4) Gastos de personal de refuerzo financiado con cargo a los créditos del proyecto 
para el desarrollo de Prestaciones: deberá coincidir con la suma del gasto en 
aquellas contrataciones de personal que deban realizarse al margen de las 
plantillas de personal del centro para todas las prestaciones. 

(4-5)Gastos para el desarrollo de Prestaciones: recogerá aquellos gastos 
relacionados con el desarrollo de las prestaciones que NO estén relacionados 
con la contratación de personal de refuerzo NI con la adquisición de equipos 
de prevención (EPIS). Incluirá el gasto en Ayudas Económicas de 
Emergencia. 
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(4-6) Gastos de inversión: Se incluirán tanto los gastos correspondientes a equipos 
de protección individual (EPIs) como los gastos en otro tipo de inversiones. 

(5) Se entiende como personal de refuerzo aquel dedicado específicamente a 
gestionar las prestaciones recogidas en el RDL 8/2020 DE MEDIDAS 
URGENTES EXTRAORDINARIAS PARA HACER FRENTE AL IMPACTO 
ECONÓMICO Y SOCIAL DEL COVID-19 y que se financia con cargo a los 
créditos del mencionado RDL, tanto aquel que forma parte de la plantilla del 
centro como el contratado al margen de las mismas para el desarrollo de las 
prestaciones. Se consignará cada trabajador, de uno en uno, salvo cuando 
coincidan en todos los aspectos más de un trabajador, en cuyo caso se 
especificará el número de trabajadores que están en esa situación. 

(6) Para Tipo de Empleo consignar si el trabajador pertenece a las plantillas de los 
Centros de servicios sociales, Centros residenciales, etc (P) o si es personal 
contratado para el desarrollo de las prestaciones al margen de las plantillas de 
los centros (C), con motivo del RDL 8/2020. 

(7) Se consignará la denominación del Puesto de trabajo que desempeña cada 
trabajador: Director del Centro (D), Coordinador de Programas (C), Asesor 
Técnico (A), Trabajador Social (T), Educador (E), Animador/Monitor (M), 
Administrativo/Auxiliar Administrativo (V), Auxiliar de Hogar/Trabajador Familiar 
(X), Servicios. 

(8) Consignar de acuerdo con las siguientes claves: SAD: Reforzar Servicios 
proximidad de carácter domiciliario; TA: Incrementar/Reforzar la teleasistencia 
domiciliaria; SD: Servicio de rehabilitación, terapia ocupacional o higiene; PSH: 
Dispositivos de atención a personas sin hogar; CSS: Refuerzo de plantillas de 
Centros de Servicios Sociales o Centros residenciales; EPI: Adquisición Medios 
de Prevención (EPIs), F: Ampliar ayudas económicas familiares; R.C.: Servicios 
de Respiro a personas cuidadoras y Medidas de conciliación; O.M.: Otras 
Medidas imprescindibles y urgentes para atención a personas especialmente 
vulnerables a causa del COVID-19. 

(9) Especificar número de horas semanales por las que está contratado el 
trabajador, así como el número de meses de duración de su actividad en el año. 

(10) Especificar tipo de relación Laboral del trabajador con la Administración: 
Funcionario (F), Funcionario Interino (I), Contratado Laboral Fijo (L), Contratado 
Laboral Eventual/Temporal (E), Contrato de Obra o de Servicio determinado (S) 
(Contrato de duración determinada), C (Contratado al margen de las plantillas 
para el desarrollo en prestaciones) y No Consta (N). 

(11) Se entiende por Coste salarial, no sólo el gasto en salario percibido por los 
trabajadores, sino además las cargas sociales que dicho salario conlleva 
(Seguridad Social, Rendimiento de trabajo personal...), tanto las imputables a la 
empresa como las imputables al trabajador. En el personal de plantilla del Centro 
el total de los costes salariales debe coincidir con los gastos de personal del 
apartado 2.1.1. En el empleo en prestaciones el coste salarial se reflejará en el 
apartado 2.1.2 “Gasto en personal para el desarrollo de prestaciones y en el 
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apartado correspondiente al GASTO REALIZADO de la prestación específica a 
cuyo cargo se ha contratado. 

(12) Señalar el equipamiento en que presta sus servicios. Centro de Servicios 
Sociales (CSS), Alojamiento Temporal (AAT), Centro de Acogida (CA), Comedor 
Social (CS), Oficina o Servicio de Información (OI), Centro de Día (CD), 
Miniresidencia (MR), Piso Tutelado (PT), Residencia (R) u Otros (O). 

(13) En estos apartados se contabilizarán los usuarios-perceptores de una prestación 
y serán contados como usuarios tantas veces como prestación-recurso les sean 
asociados. Deberá, por tanto, consignarse el número de personas que a lo largo 
del año se han beneficiado directamente de la prestación de referencia y tantas 
veces como haya sido objeto de las diferentes intervenciones en cada una de 
ellas para cada uno de los sectores de población reflejados: Familia, Infancia, 
Personas Mayores, Personas con Discapacidad, Personas en situación de 
dependencia, Población Gitana, Personas sin hogar estable y Otros grupos 
en situación de necesidad. 

(14) En EQUIPOS DE PREVENCIÓN INDIVIDUAL (EPIs) hay que especificar el 
número y el gasto realizado en los mismos. El gasto consignado en esta 
prestación debe coincidir con el apartado 2.2.1.-Equipos de prevención individual 
en su caso del apartado de Inversiones que se refleja en los Datos Económicos. 

(15) En OTRAS MEDIDAS IMPRESCINDIBLES Y URGENTES PARA LA ATENCIÓN 
A PERSONAS ESPECIALMENTE VULNERABLES A CAUSA DEL COVID19 
hay que especificar brevemente cuáles son las medidas financiadas, el número 
de las mismas y el gasto que han supuesto. 
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DISPOSICIONES GENERALES
LEHENDAKARITZA

1950
DECRETO 8/2020, de 10 de mayo, del Lehendakari, por el que se establecen normas para la 

aplicación, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi, de las modificaciones, amplia-
ciones y restricciones acordadas con el Gobierno español, en relación con la flexibilización de 
las restricciones establecidas tras la declaración del estado de alarma, en aplicación de la fase 
1 del Plan para la Transición hacia una Nueva Normalidad, con el fin de adaptarlas a la evolu-
ción de la emergencia sanitaria en Euskadi.

El artículo 4 del Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, por el que se prorroga el estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el Covid-19, establece 
que, «en el proceso de desescalada de las medidas adoptadas como consecuencia de la emer-
gencia sanitaria causada por el Covid-19, el Gobierno podrá acordar conjuntamente con cada 
Comunidad Autónoma, la modificación, ampliación o restricción de las unidades de actuación y 
las limitaciones respecto a la libertad de circulación de las personas, de las medidas de conten-
ción y de las de aseguramiento de bienes, servicios, transportes y abastecimientos, con el fin de 
adaptarlas mejor a la evolución de la emergencia sanitaria en cada comunidad autónoma». En 
caso de acuerdo –añade el precepto– «estas medidas serán aplicadas por quien ostente la Pre-
sidencia de la Comunidad Autónoma, como representante ordinario del Estado en el territorio».

Por su parte, la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, para la flexibilización de determinadas 
restricciones de ámbito nacional, establecidas tras la declaración del estado de alarma en aplica-
ción de la fase 1 del Plan para la transición hacia una nueva normalidad, especifica en el párrafo 
segundo de su artículo 2.1 que, sin perjuicio de las pautas de aplicación común en el conjunto del 
Estado, lo previsto en sus capítulos VIII, IX, X y XI, así como lo dispuesto en los artículos 41 y 42 
no será de aplicación respecto de las unidades territoriales contempladas en el apartado quince 
del anexo, que son los territorios históricos de Araba/Álava, Bizkaia y Gipuzkoa, en la Comunidad 
Autónoma del País Vasco.

Por lo que respecta, específicamente, a la libertad de circulación, el artículo 7.3 de esta Orden 
dispone que, en las unidades territoriales citadas en el párrafo anterior, «se permite la movilidad 
interterritorial entre municipios colindantes de tránsito habitual para la realización de actividades 
socioeconómicas». En este caso, igualmente, se especifica que las medidas que se adopten para 
hacer efectiva esta excepción, «serán aplicadas por quien ostente la Presidencia de la comunidad 
autónoma, como representante ordinario del Estado en el territorio».

En el marco de fases de desescalada y pautas generales de prevención establecidas por el 
Gobierno español en el «Plan para la transición hacia una nueva normalidad», el Gobierno Vasco 
ha acordado con el Ministerio de Sanidad la propuesta para el tránsito de la fase 0 a la fase 1 en 
Euskadi. El contenido de esta propuesta se enmarca en el Plan Bizi Berri, que recoge la estrategia 
concreta de desescalada que ha elaborado el Gobierno Vasco.

Este acuerdo, enmarcado en la filosofía de la co-gobernanza, coincide en buena parte de sus 
previsiones con las medidas ya previstas por el Gobierno español para la fase 1, y recogidas en 
la citada Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.
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Al mismo tiempo, el acuerdo alcanzado por el Gobierno Vasco con el Ministerio de Sanidad 
contiene, en base a los artículos 2.1 y 7.4 de la citada Orden, disposiciones específicas para su 
aplicación en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

Este marco de disposiciones regulatorias tiene la vigencia prevista para la fase 1, que inicial-
mente se extiende del 11 al 24 de mayo de 2020. La unidad territorial para la aplicación en Euskadi 
de las medidas previstas en este Decreto es la propia Comunidad Autónoma en su conjunto.

Aconsejan utilizar este ámbito territorial razones de organización asistencial sanitaria, razones 
relacionadas con la movilidad y las características geográficas de Euskadi, así como razones de 
evolución epidemiológica.

En términos generales, el Gobierno Vasco ha querido plantear el tránsito a la fase 1, incorpo-
rando un plus de prudencia y seguridad, con disciplina en el rigor científico y con una perspectiva 
de progresividad.

Esta estrategia se plantea, en primer lugar, desde el principio de proximidad y conocimiento de 
la realidad vasca. En segundo lugar, ha primado el objetivo de salvaguardar el terreno ganado a la 
extensión de la pandemia y evitar, en la medida de lo posible, retrocesos que obliguen a volver a 
adoptar medidas más restrictivas.

En base a este principio de precaución, la limitación de la movilidad es una las especificidades 
para el ámbito vasco. Se reduce esta movilidad al marco intra-municipal con diversas excepciones 
justificadas por motivos laborales, socioeconómicos o familiares.

Conviene la restricción de la movilidad en todo aquello que no sea estrictamente necesario, 
dado que la movilidad facilita las aglomeraciones y la diseminación de contactos, incrementando 
el riesgo de propagación del contagio.

Del mismo modo, este Decreto pospone, por el momento, la reapertura al público de bibliotecas, 
museos, y locales y establecimientos en los que se desarrollen actos y espectáculos culturales. 
También en este caso, rige el principio de prudencia y evitación de agrupaciones de personas.

Un objetivo añadido que fundamenta las previsiones específicas de este Decreto es la deter-
minación del Gobierno Vasco de preparar con rigor y solidez el tránsito a la fase 2 que habrá de 
evaluarse antes de dos semanas. Es preciso para ello, asentar y consolidar con seguridad los 
progresos logrados en los dos últimos meses.

La evolución epidémica muestra en Euskadi un descenso mantenido de casos positivos en las 
últimas semanas. Los datos de contagio actuales describen una situación mejor que la que dio 
lugar a la declaración de Emergencia Sanitaria.

No obstante, la prudencia y el rigor deben guiar el proceso de desescalada. En este sentido, 
en este momento es eje prioritario de este proceso la detección precoz y el aislamiento eficaz e 
inmediato de casos positivos, así como la identificación de contactos.

En definitiva, esta prioridad, evitar una nueva propagación de casos y un descontrol de contac-
tos, es lo que fundamenta el plus de prudencia en el que se asienta este Decreto en lo referente 
a movilidad y prevención de agrupaciones de personas.

En su virtud, en ejercicio de la facultad que me confiere el apartado m) del artículo 8 de la 
Ley 7/1981, de 30 de junio, sobre Ley de Gobierno
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DISPONGO:

Artículo 1.– Objeto del Decreto.

El presente Decreto tiene por objeto ordenar, en el marco de lo dispuesto en el artículo 4 del 
Real Decreto 51/2020, de 8 de mayo y en el artículo 7.4 de la Orden SND/399/2020, de 9 de 
mayo, la aplicación en la Comunidad Autónoma del País Vasco, de las medidas acordadas con-
juntamente con el Gobierno español, para adaptar mejor a la evolución de la emergencia sanitaria 
en Euskadi, las medidas de flexibilización establecidas en aplicación de la fase 1 del Plan para la 
transición hacia una nueva normalidad.

Artículo 2.– Movilidad y libertad de circulación.

1.– Las personas podrán desplazarse entre los tres Territorios Históricos de la Comunidad Autó-
noma de Euskadi por motivos sanitarios; laborales; profesionales o empresariales; de retorno al 
lugar de residencia habitual; educativos y formativos; de visita, cuidado y atención a familiares que 
sean personas mayores, dependientes, con discapacidad o en situación de necesidad, así como 
por cualquier otro de análoga naturaleza.

2.– Las personas podrán desplazarse dentro del término del municipio en el que tengan fijada 
su residencia, sin limitación de distancias.

3.– Se permite la movilidad entre municipios colindantes de tránsito habitual para la realización 
de actividades socio económicas.

4.– En todo caso, se recomienda, por razones sanitarias, limitar al máximo la movilidad fuera 
del municipio de residencia.

Artículo 3.– Deporte y actividad física.

1.– Se podrá realizar actividad física y deportiva, siempre respetándose las medidas de seguri-
dad, salud e higiene establecidas por las autoridades sanitarias, dentro del término correspondiente 
al municipio en el que se tenga fijada la residencia y en los colindantes.

2.– Las instalaciones deportivas al aire libre de gestión privada, se podrán abrir en los términos 
establecidos en el artículo 41 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo, y podrán acceder a las 
mismas las personas que tengan fijada su residencia en el municipio en el que se ubique la ins-
talación o en los colindantes.

3.– La actividad deportiva individual, con cita previa en centros deportivos de gestión privada 
que se hallen dentro del municipio de residencia o en los colindantes, podrá realizarse en los tér-
minos establecidos en el artículo 42 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

4.– El deporte profesional se desarrollará de conformidad con los artículos 38, 39 y 40 de la 
Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

5.– Las instalaciones deportivas de gestión pública permanecerán cerradas.

Artículo 4.– Cultura.

Las Bibliotecas, Museos, locales y establecimientos en los que se desarrollen actos y espectá-
culos culturales, permanecerán cerrados.
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Artículo 5.– Producción y rodaje de obras audiovisuales.

Las actividades de producción y rodaje de obras audiovisuales se desarrollarán conforme a los 
artículos 29, 30, 31 y 32 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

DISPOSICIÓN FINAL.– Efectos y vigencia.

El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial del País Vasco.

Dado en Vitoria-Gasteiz, a 10 de mayo de 2020.

El Lehendakari,
IÑIGO URKULLU RENTERIA.
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DISPOSICIONES GENERALES
LEHENDAKARITZA

1983
DECRETO 9/2020, de 15 de mayo, del Lehendakari, de modificación del Decreto 8/2020, de 10 de 

mayo, del Lehendakari, por el que se establecen normas para la aplicación, en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de Euskadi, de las modificaciones, ampliaciones y restricciones acorda-
das con el Gobierno español, en relación con la flexibilización de las restricciones establecidas 
tras la declaración del estado de alarma, en aplicación de la fase 1 del Plan para la Transición 
hacia una Nueva Normalidad, con el fin de adaptarlas a la evolución de la emergencia sanitaria 
en Euskadi.

Por Decreto 8/2020, de 10 de mayo, del Lehendakari, se establecen las normas para la aplica-
ción, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi, de las modificaciones, ampliaciones y 
restricciones acordadas con el Gobierno español, en relación con la flexibilización de las restric-
ciones establecidas tras la declaración del estado de alarma, en aplicación de la fase 1 del Plan 
para la transición hacia una nueva normalidad, con el fin de adaptarlas a la evolución de la emer-
gencia sanitaria en Euskadi.

Este Decreto, en base a los principios de prudencia y precaución, limitó en Euskadi la movilidad 
al ámbito del término municipal y colindantes, con diversas excepciones justificadas por motivos 
sanitarios; laborales; profesionales o empresariales; de retorno al lugar de residencia habitual; 
educativos y formativos; de visita, cuidado y atención a familiares que sean personas mayores, 
dependientes, con discapacidad o en situación de necesidad, así como por cualquier otro de aná-
loga naturaleza.

Esta estrategia se fundamentó en dos objetivos, en primer lugar, avanzar gradualmente en la 
recuperación de parcelas de normalidad y en segundo lugar, mantener elevada la alerta sobre 
la necesidad del compromiso social activo en las medidas de prevención. Dicho de otro modo, 
avanzar paso a paso para salvaguardar el terreno ganado a la extensión de la pandemia, y evitar 
un clima social que contribuya a la relajación y a bajar la guardia.

Algunos de los comportamientos detectados desde su entrada en vigor corroboran la oportu-
nidad de haber adoptado medidas de prudencia durante la primera semana de la fase 1. En este 
sentido, se ha comprobado que a mayor movilidad mayor debe ser la responsabilidad de preven-
ción individual que cada persona debe adoptar.

No obstante, la evolución epidémica de la última semana en Euskadi refleja con firmeza la 
tendencia sostenida e intensa en el descenso de casos positivos con respecto a las semanas 
anteriores. Este dato, junto a la constatación de que lo ocurrido en los últimos días ha contribuido 
a reforzar la conciencia social sobre los hábitos de prevención, hace posible un nuevo avance.

Desde esta perspectiva de gradualidad, y con el objetivo puesto en preparar con rigor y soli-
dez el tránsito de la fase 1 a la fase 2, con la presente modificación se avanza en recuperar una 
movilidad responsable y progresiva, de forma que los desplazamientos no queden ya únicamente 
restringidos al término municipal y colindantes, sino que puedan extenderse al ámbito del Terri-
torio Histórico correspondiente al municipio en que se tenga fijada la residencia, así como en los 
colindantes a este de otro Territorio Histórico.
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En el actual contexto de desescalada, la progresión en la deseable recuperación de todas las 
actividades propias de una sociedad con un funcionamiento normalizado, está indisolublemente 
unida a un ejercicio individual y colectivo que, tanto en movilidad como en relaciones sociales, se 
manifieste de un modo responsable.

En su virtud, en ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 8.m) de la Ley 7/1981, de 30 
de junio, sobre Ley de Gobierno,

DISPONGO:

Artículo 1.– Se modifica el artículo 2.2 y 3, del Decreto 8/2020, de 10 de mayo, del Lehendakari, 
que queda redactado en los siguientes términos:

«2.– Las personas podrán desplazarse dentro del Territorio Histórico en el que tengan 
fijada su residencia.»

«3.– Se permite la movilidad entre municipios colindantes de diferentes Territorios Históri-
cos de tránsito habitual».

Artículo 2.– Se modifica el artículo 3.1, 2 y 3, del Decreto 8/2020, de 10 de mayo, del Lehen-
dakari, que queda redactado en los siguientes términos:

«1.– Se podrá realizar actividad física y deportiva, siempre respetándose las medidas de 
seguridad, salud e higiene establecidas por las autoridades sanitarias, dentro del Territorio 
Histórico correspondiente al municipio en el que se tenga fijada la residencia, así como en los 
colindantes a este de otro Territorio Histórico».

«2.– Las instalaciones deportivas al aire libre de gestión privada se podrán abrir en los 
términos establecidos en el artículo 41 de la Orden SND/399/2020 del 9 de mayo, y podrán 
acceder a las mismas las personas que tengan fijada su residencia en el Territorio Histórico 
correspondiente al municipio en que se ubica la instalación, así como en los colindantes a 
este de otro Territorio Histórico».

«3.– La actividad deportiva individual, con cita previa y en centros deportivos de gestión 
privada podrá realizarse dentro del Territorio Histórico correspondiente al municipio en el que 
se tenga fijada la residencia, así como en los colindantes a este de otro Territorio Histórico, 
y en los términos establecidos en el artículo 42 de la Orden SND/399/2020 del 9 de mayo».

DISPOSICIÓN FINAL.– Entrada en vigor.

El presente Decreto entrará en vigor a las 00:00 horas del día 18 de mayo de 2020.

Dado en Vitoria-Gasteiz, a 15 de mayo de 2020.

El Lehendakari,
IÑIGO URKULLU RENTERIA.
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OTRAS DISPOSICIONES
LEHENDAKARITZA

1990
DECRETO 10/2020, de 17 de mayo, del Lehendakari, por el que se deja sin efecto la avocación 

de la dirección del Plan de Protección Civil de Euskadi, Larrialdiei Aurregiteko Bidea (LABI), 
acordada mediante Decreto 6/2020, de 13 de marzo, del Lehendakari.

Con fecha 13 de marzo de 2020 y a solicitud de la Consejera de Salud, la Consejera de Segu-
ridad acordó la activación formal del Plan de Protección Civil de Euskadi, Larrialdiei Aurregiteko 
Bidea (LABI), ante la situación generada por la alerta sanitaria derivada de la propagación del 
COVID-19.

De conformidad con lo dispuesto en el citado Plan y en el artículo 11.g) de la Ley de Gestión de 
Emergencias (texto refundido aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2017, de 27 de abril), la 
dirección y coordinación de las acciones y de los medios de ejecución del LABI, corresponde a la 
persona titular del Departamento competente en materia de seguridad pública.

Sin embargo, en consideración a la gravedad y extensión que revestía la epidemia en el 
momento de la activación del LABI, «susceptible de afectar a la sociedad en su conjunto», se hizo 
necesario, en aplicación de lo dispuesto en el punto 3.2.a) del Título IV del LABI, la asunción por 
parte del Lehendakari de la dirección y coordinación de las actuaciones de emergencia asociadas 
al mismo, pasando a su directa dependencia la estructura organizativa del Plan.

A tal fin se dictó el Decreto 6/2020, de 13 de marzo, del Lehendakari, por el que avoca para sí 
la dirección del Plan de Protección Civil de Euskadi, Larrialdiei Aurregiteko Bidea (LABI).

Transcurridos dos meses de gestión de la pandemia, los indicadores de evolución de la misma 
ubican la situación actual en una fase de contención y minoración, cuyo objetivo final es evitar, 
en primer lugar, el retorno a una situación en que la curva epidemiológica vuelva a mostrar una 
tendencia ascendente y, en segundo lugar, y con carácter finalista, el avance hacia una situación 
de normalidad, con medidas preventivas menos invasivas de la libertad individual y colectiva.

En este contexto, la Consejera de Salud ha desactivado ya buena parte del dispositivo nor-
mativo que ha venido dictando para evitar la propagación del virus. Y, con fecha 14 de mayo, 
el Viceconsejero de Salud ha dictado una Resolución, estableciendo que, según los actuales 
indicadores sanitarios, se ha superado la situación epidemiológica que, el pasado 13 de marzo, 
aconsejaba adoptar medidas extraordinarias y urgentes, para dar respuesta a la situación de 
emergencia de salud pública que en aquel momento se daba. Con arreglo a dicha Resolución, se 
da por superada la fase de emergencia sanitaria, cuyo objetivo principal era evitar el colapso del 
sistema sanitario y procede iniciar ahora una fase de vigilancia sanitaria, que tiene por objeto la 
contención y minoración, mediante la gestión de casos y contactos.

En lógica coherencia con todo ello, la Consejera de Salud ha emitido la Orden de 14 de mayo 
de 2020 por la que solicita la modulación del Plan de Protección Civil de Euskadi, Larrialdiei Aurre-
giteko Bidea (LABI) y su adaptación a la fase de vigilancia sanitaria que ahora se inicia.

Por otra parte, debe tenerse en cuenta que, en ejercicio de la competencia que le corresponde 
en materia de seguridad pública, el Estado ha activado, también, con ocasión de la crisis sanitaria 
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provocada por la COVID-19, el denominado Sistema Nacional de Protección Civil y Emergencias, 
que integra los sistemas de Protección Civil de todas las comunidades autónomas.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declaró el estado de alarma, establecía 
a este respecto, en su artículo 5.4, que los servicios de intervención y asistencia en emergencias 
de protección civil definidos en el artículo 17 de la Ley del Sistema Nacional de Protección Civil, 
que incluyen los órganos competentes de coordinación de emergencias de las comunidades autó-
nomas, actuarán bajo la dependencia funcional del Ministerio de Interior.

Y en este marco, la Orden INT/228/2020, de 15 de marzo (BOE n.º 68 de 15 de marzo de 2020), 
acordó convocar de inmediato el Comité Estatal de Coordinación (CECO), en el que se integrarán 
los consejeros competentes en materia de protección civil y emergencias de las comunidades 
autónomas, así como los Delegados del Gobierno en las mismas.

Desde entonces, el Comité Estatal de Coordinación de Protección Civil se ha reunido en cinco 
ocasiones, con representación de todas las comunidades autónomas.

A la vista de todo ello, resulta pertinente mantener activado el LABI, aunque hayan desapare-
cido las razones de emergencia sanitaria que dieron soporte a su activación, al objeto de seguir 
contando con la infraestructura de protección civil que pueda resultar necesaria para responder a 
la fase de vigilancia sanitaria que ahora se inicia, y a los efectos, organizativo-formales, de seguir 
participando en el Comité Estatal de Coordinación de Protección Civil del Sistema Nacional de 
Protección Civil y Emergencias.

En cualquier caso, la desaparición de las extraordinarias razones de emergencia sanitaria que 
en su día justificaron la avocación por parte del Lehendakari de la dirección y coordinación del 
LABI, aconsejan ahora devolver dichas facultades al órgano al que corresponden con carácter 
general: la persona titular del Departamento competente en materia de seguridad pública.

En virtud de todo ello,

DISPONGO:

Primero.– Se deja sin efecto la avocación de las facultades de dirección y coordinación del LABI 
acordada mediante Decreto 6/2020, de 13 de marzo, del Lehendakari, devolviéndose la compe-
tencia a la Consejera de Seguridad, que es el órgano al que corresponde, con carácter general, la 
dirección y coordinación del LABI.

Segundo.– Se disuelve el Consejo Asesor del LABI, constituido el 14 de marzo de 2020, sin per-
juicio de que la nueva dirección del Plan acuerde designar otro para los fines legalmente previstos.

Tercero.– Publíquese en el Boletín Oficial del País Vasco para su general conocimiento.

Dado en Vitoria-Gasteiz, a 17 de mayo de 2020.

El Lehendakari,
IÑIGO URKULLU RENTERIA.
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DISPOSICIONES GENERALES
DEPARTAMENTO DE HACIENDA Y ECONOMÍA

2020
DECRETO 67/2020, de 19 de mayo, de modificación del Decreto por el que se desarrolla el Programa 

de apoyo financiero a pequeñas y medianas empresas, personas empresarias individuales y pro-
fesionales autónomas, para el año 2020, para responder al impacto económico del COVID-19.

La crisis económica que surge a raíz de la propagación del virus «COVID19» está afectando, 
especialmente en su actividad diaria a las pequeñas y medianas empresas, personas empresa-
rias individuales y profesionales autónomas en el desarrollo de sus actividades. En previsión de 
que esta tendencia continúe en los próximos meses, se han instrumentado desde las instituciones 
públicas una serie de medidas extraordinarias destinadas a mitigar, en la medida de lo posible, los 
daños que se prevé ocasionen la crisis sanitaria en el tejido empresarial de la Comunidad Autó-
noma de Euskadi.

En este sentido, el Gobierno Vasco aprobó el Decreto 50/2020, de 31 de marzo, por el que 
se desarrolla el Programa de apoyo financiero a pequeñas y medianas empresas, personas 
empresarias individuales y profesionales autónomas para el año 2020 para responder al impacto 
económico del COVID-19.

Este Programa de Apoyo Financiero pretende complementar las diferentes líneas de apoyo a 
pymes y personas empresarias autónomas que, con motivo del COVID-19, ha ido implementando 
el Estado, entre estas, las líneas de crédito del Instituto de Crédito Oficial que permite obtener 
financiación en condiciones financieras ventajosas para garantizar la liquidez y la financiación de 
circulante de las pymes y personas empresarias autónomas.

El Programa de Apoyo Financiero instrumentando en el Decreto 50/2020 está dotado con 
un máximo de 500 millones de euros en préstamos a formalizar y tiene por objeto atender las 
necesidades de liquidez y financiación de circulante de 6 meses del citado colectivo de agentes 
económicos.

Sin embargo, en el contexto económico actual la demanda de financiación realizada a través de 
las entidades colaboradoras del programa, está superando las previsiones iniciales de financia-
ción. A tenor de las solicitudes realizadas hasta el momento, por tanto, se hace necesario ampliar 
el volumen de ayudas previsto en el Programa para paliar el impacto económico del COVID-19.

Con el objeto de ampliar el volumen de las ayudas establecido en el Decreto 50/2020 y facilitar 
el acceso a la financiación, en condiciones ventajosas, a un mayor número de pequeñas y media-
nas empresas, personas empresarias individuales y profesionales autónomas, se hace necesario 
aprobar un Decreto que modifique el Programa de apoyo financiero a pequeñas y medianas 
empresas, personas empresarias individuales y profesionales autónomas para el año 2020 para 
responder al impacto económico del COVID-19.

El presente Decreto modifica los artículos 6, 7, 10, 11,12, 13, 14, y 15 del Decreto 50/2020, de 
31 de marzo.

El artículo 6 del Decreto 50/2020, de 31 de marzo, se modifica para adaptar el límite de ayudas 
establecido para el sector agrícola, y sector de la pesca y de la acuicultura al Marco Nacional 
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temporal relativo a las medidas de ayudas a la empresas y personas empresarias autónomas 
destinadas a respaldar la economía en el contexto del actual brote del COVID-19, aprobado por la 
Comisión Europea en su decisión SA.56851 (2020/N), de 2 de abril.

Los artículos 7 y 12 del Decreto 50/2020, de 31 de marzo se modifican para dar una mayor 
atención a la demanda de financiación observada a través de las entidades colaboradoras por 
parte de las pequeñas y medianas empresas, personas empresarias individuales y profesionales 
autónomas. En este sentido, se eleva el volumen máximo de financiación de 500 millones de 
euros a 1.000 millones de euros y se incrementa de 100 a 150 millones de euros el importe garan-
tizado, ampliable en caso de suficiente demanda, en la convocatoria para el colectivo de personas 
empresarias individuales y profesionales autónomas definidos el Capítulo 1 del Decreto 50/2020.

El artículo 10 del Decreto 50/2020 se modifica con el objeto de reforzar la transparencia en la 
tramitación de las solicitudes y en la toma de decisiones por parte de la entidad colaboradora. En 
este sentido se precisa el procedimiento a seguir con relación a las solicitudes inadmitidas, de 
cara a salvaguardar los derechos que les asisten a las empresas o personas solicitantes.

Se introduce así mismo en este artículo el compromiso por parte de la sociedad de garantía 
recíproca de respetar los principios de objetividad, igualdad de trato y no discriminación a los soli-
citantes del aval.

Se introduce un nuevo párrafo en este artículo 10 dada la repercusión del Programa en el 
ámbito empresarial vasco. Una vez finalizada la formalización de los préstamos en el ámbito del 
Decreto, resulta necesario la evaluación del mismo, con el objeto de conocer si se han obtenido 
los objetivos perseguidos con el mismo.

Se modifica el artículo 11 con el objeto de agilizar la gestión del Programa ante el volumen de 
solicitudes recibido por las entidades colaboradoras. En este sentido se modifica el «Documento 
de autorización de aval» (modelo F4) y que se adjunta como anexo al presente Decreto. Así 
mismo, se clarifica en este artículo la información a remitir por las entidades financieras colabora-
doras del Programa.

El artículo 13 se modifica para clarificar el procedimiento a seguir con relación a las posibles 
quejas o reclamaciones que se formulen con relación a la actuación de las entidades colaborado-
ras del Programa produzcan en el ámbito del Decreto.

Se modifica la redacción del artículo 14 con el objeto de establecer el procedimiento admi-
nistrativo. En aquellos supuestos en los que la empresa o persona beneficiaria de las ayudas 
contempladas en el Decreto incumplan algún o algunos de los requisitos obligatorios del mismo.

Finalmente, se modifica el artículo 15 para compatibilizar las ayudas del Programa, cuando 
así proceda, de conformidad con el Marco Nacional temporal relativo a las medidas de ayudas 
a empresas y personas empresarias autónomas destinadas a paliar el impacto económico del 
COVID-19, aprobado por la Comisión Europea en su decisión SA.56851 (2020/N), de 2 de abril.

En virtud de ello, a propuesta del Consejero de Hacienda y Economía, previa deliberación y 
aprobación del Consejo de Gobierno en su sesión celebrada el día 19 de mayo de 2020,
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DISPONGO:

Artículo primero.– Se modifica el artículo 6, relativo a las características de las operaciones de 
financiación, en su párrafo 2, apartado c) que queda redactado en los siguientes términos:

«c) Para los solicitantes que operen en el sector agrícola contemplado en el Reglamento (UE) 
1408/2013 de la Comisión de 18 de diciembre de 2013 (DOUE, L 352/9, 24-12-2013), y para los 
solicitantes que operen en el sector de la pesca y de la acuicultura contemplado en el Reglamento 
(UE) 717/2014 de la Comisión de 27 de junio de 2014 (DOUE, L 190/45, 28-06-2014) se aplicará 
el límite establecido en el Marco Nacional temporal relativo a las medidas de ayudas a empresas 
y personas empresarias autónomas destinadas a respaldar la economía en el contexto del actual 
brote del COVID-19, aprobado por la Comisión Europea en su decisión SA.56851 (2020/N), de 2 
de abril.»

Artículo segundo.– Se modifica el artículo 7, relativo a la Convocatoria en su párrafo 2, que-
dando redactado en los siguientes términos:

«2.– Se garantizará en la convocatoria un importe mínimo de 30 millones de euros, ampliable 
en caso de suficiente demanda a 150 millones de euros, para el colectivo de personas empresa-
rias individuales y profesionales autónomas definidos en el Capítulo I de este Decreto.

No obstante, el Departamento de Hacienda y Economía podrá reasignar los importes en caso de 
insuficiencia en la demanda de financiación de alguno de los colectivos objeto de este Decreto.»

Artículo tercero.– Se modifica el artículo 10, relativo al análisis de las solicitudes y formalización 
del Documento de Autorización de Aval, que queda redactado en los siguientes términos:

«1.– Corresponderá a la sociedad de garantía recíproca colaboradora del programa el análisis 
y la evaluación de las solicitudes presentadas, con carácter previo a la concesión del aval.

2.– Si la solicitud no viniera cumplimentada en todos sus términos o no fuera acompañada de 
la documentación relacionada en el artículo 8, la sociedad de garantía recíproca colaboradora 
requerirá a la empresa o persona solicitante interesada para que, en un plazo de 10 días, subsane 
la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si no lo hiciera, se le ten-
drá por desistido de su petición.

3.– La sociedad de garantía recíproca colaboradora del programa comunicará al Departamento 
de Hacienda y Economía la relación de las peticiones o solicitudes inadmitidas con carácter previo 
a la concesión o no del aval, con indicación de la causa que ha motivado la no aceptación de la 
solicitud. Todo ello, sin perjuicio de que el Departamento de Hacienda y Economía pueda requerir 
a la sociedad de garantía recíproca la información complementaria que considere necesaria para 
su comprobación.

4.– La sociedad de garantía recíproca colaboradora gozará de autonomía para la concesión o 
denegación de las solicitudes de aval que reciba, así como para la exigencia de contragarantías 
reales o personales, aplicando a estos efectos los criterios de análisis y decisión utilizados habi-
tualmente en su actividad avalista.

En cualquier caso, la sociedad de garantía recíproca, sin perjuicio de que aplique sus prácticas 
en el otorgamiento de las operaciones de aval, igualmente, se compromete a respetar los princi-
pios de objetividad, igualdad de trato y no discriminación a los solicitantes del aval.

La Viceconsejería de Economía, Finanzas y Presupuestos realizará un seguimiento perió-
dico del Programa de apoyo financiero, así como una evaluación de los resultados obtenidos del 
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mismo, con el propósito de verificar si las medidas instrumentadas han cumplido la finalidad para 
las que fueron diseñadas, que, en definitiva, es facilitar la liquidez necesaria al tejido empresarial 
vasco para mitigar el impacto del COVID-19 en su actividad económica.

5.– La sociedad de garantía recíproca colaboradora, concluido el análisis de la solicitud, emi-
tirá, en su caso, el "Documento de Autorización de Aval" en el que se especificará la información 
contenida en el Formulario F4.

6.– La sociedad de garantía recíproca colaboradora comunicará a la Viceconsejería de Eco-
nomía, Finanzas y Presupuestos la decisión respecto a las solicitudes de aval, tras lo que la 
Viceconsejería dictará resolución administrativa favorable a la emisión del Documento de Autori-
zación de Aval, concretando las características de la operación validada. Asimismo, con respecto 
a las operaciones de aval denegadas, la Viceconsejería emitirá una resolución motivando la dene-
gación. Las resoluciones serán notificadas a la sociedad de garantía recíproca colaboradora, que, 
a su vez las comunicará a las empresas o persona solicitantes a los efectos oportunos.

7.– La sociedad de garantía recíproca colaboradora procederá a comunicar al Departamento 
de Hacienda y Economía tanto las operaciones de aval formalizadas como las denegadas con la 
periodicidad, requisitos y modelos que este le solicite.»

Artículo cuarto.– Se modifica el artículo 11, en su párrafo 1, relativo a la formalización de las 
operaciones de préstamo, que queda redactado en los siguientes términos:

«1.– Una vez emitido por la sociedad de garantía recíproca colaboradora el "Documento de 
Autorización de Aval" para la operación de préstamo que se garantiza y remitido este a la Entidad 
Financiera firmante del Convenio de Colaboración correspondiente, la empresa o persona solici-
tante procederá a la formalización de la citada operación con la Entidad financiera.

Sin perjuicio de la obligación que tiene la sociedad de garantía recíproca de comunicar a la 
empresa o persona beneficiaria la aprobación o denegación del aval, y para facilitar la gestión del 
programa la comunicación previa que realice la sociedad de garantía recíproca a las entidades 
financieras podrá realizarse agrupando para cada entidad financiera las autorizaciones de aval 
autorizadas por la sociedad de garantía recíproca en el periodo correspondiente, siempre con 
indicación de los datos básicos recogidos en el documento F4.»

Artículo quinto.– Se modifica el artículo 12, relativo al agotamiento de la línea de financiación, 
que queda redactado en los siguientes términos:

«1.– Las ayudas previstas en el presente Decreto deberán de concederse antes del 31 de 
diciembre de 2020 y, en todo caso, cesarán en el momento en el que las operaciones de finan-
ciación concedidas a su amparo alcancen un nominal máximo formalizado de 1.000 millones de 
euros.

2.– El Departamento de Hacienda y Economía comunicará esta circunstancia mediante Reso-
lución del Viceconsejero de Economía, Finanzas y Presupuestos que se publicará en el Boletín 
Oficial del País Vasco.»

Artículo sexto.– Se modifica el artículo 13, relativo a las reclamaciones de empresas y personas 
beneficiarias, que queda redactado en los siguientes términos:

«El Departamento de Hacienda y Economía recibirá las reclamaciones que por parte de las 
entidades y personas solicitantes del presente programa de apoyo financiero se formulen en rela-
ción con la actuación de la SGR o de la entidad financiera, que serán sustanciadas una vez oída 
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la Sociedad de Garantía Recíproca y/o la Entidad Financiera colaboradora correspondiente. La 
resolución de la reclamación presentada se efectuará mediante Resolución del Viceconsejero de 
Economía, Finanzas y Presupuestos.»

Artículo séptimo.– Se modifica el artículo 14, relativo a la comprobación y supervisión, que 
queda redactado en los siguientes términos:

«1.– Las empresas y personas beneficiarias y entidades colaboradoras del presente programa 
de apoyo financiero habrán de someterse a las actuaciones de comprobación, investigación e ins-
pección que, una vez formalizada la operación de préstamo, realice el Departamento de Hacienda 
y Economía.

2.– Si, como consecuencia de las referidas actuaciones administrativas, se comprobara el 
contenido inexacto o falso de las declaraciones responsables presentadas en su solicitud por la 
empresa o persona beneficiaria que evidenciara a posteriori la carencia de los requisitos para ser 
beneficiaria, la Viceconsejería de Economía, Finanzas y Presupuestos dictará resolución admi-
nistrativa, previo trámite de audiencia para que presente cuantas alegaciones estime oportunas, 
declarando la ineficacia de la declaración y, en consecuencia, de la Resolución favorable a la emi-
sión del Documento de Autorización de Aval a la que se refiere el artículo 10.5, con notificación a 
todos las partes interesadas (beneficiaria, SGR, Entidad Financiera).

3.– Tanto este como cualquier otro incumplimiento que se detecte implicará la obligación para 
la empresa o persona beneficiaria de reintegrar anticipadamente el importe del préstamo y, en su 
caso, a la Administración de la Comunidad Autónoma la subvención bruta equivalente implícita a 
cargo de esta Administración. De no atenderse esa obligación, la entidad financiera estará habili-
tada para ejecutar el aval de la SGR.

4.– Si, de conformidad con las obligaciones de reafianzamiento asumidas por la Administración 
de la Comunidad Autónoma, esta debiera resarcirse de los pagos realizados, como consecuencia 
de incumplimientos imputables a una entidad beneficiaria, el Consejero de Hacienda y Economía 
determinará, previa sustanciación del procedimiento correspondiente y oída la entidad beneficia-
ria, el importe de la deuda de dicha empresa o persona beneficiaria, así como la forma y el plazo 
para su abono.»

Artículo octavo.– Se modifica el párrafo 1 del artículo 15, relativo a la compatibilidad de las ayu-
das que queda redactado en los siguientes términos:

«1.– Las operaciones cumplirán, cuando así proceda, lo establecido, en la normativa reguladora 
de las ayudas de estado de minimis, recogidas en el Reglamento (UE) 1407/2013 de la Comisión 
de 18 de diciembre de 2013 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Fun-
cionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis (DOUE, L 352/1, 24-12-2013), en el 
Reglamento (UE) 1408/2013 de la Comisión de 18 de diciembre de 2013 relativo a la aplicación 
de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de 
minimis en el sector agrícola (DOUE, L 352/9, 24-12-2013) y en el Reglamento (UE) 717/2014 de 
la Comisión de 27 de junio de 2014 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado a 
las ayudas de minimis en el sector de la pesca y de la acuicultura (DOUE, L 190/45, 28-06-2014).

Estas ayudas serán compatibles con otras procedentes de cualquier Administración Pública, 
Departamento, Organismo o Entidad Pública o privada, siempre y cuando la acumulación no dé 
lugar a una intensidad de ayuda superior a la establecida para las circunstancias concretas en 
cada caso en el Reglamento de exención por categorías o en una decisión adoptada por la Comi-
sión Europea. En este sentido, las ayudas se configuran de conformidad con el Marco Nacional 
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temporal relativo a las medidas de ayudas a empresas y personas empresarias autónomas des-
tinadas a respaldar la economía en el contexto del actual brote del COVID-19, aprobado por la 
Comisión Europea en su decisión SA.56851 (2020/N), de 2 de abril.»

Artículo noveno.– Se modifica el formulario F4 anexo al Decreto 50/2020 de 31 de marzo, que 
queda sustituido por el modelo anexo al presente Decreto.

DISPOSICIÓN FINAL

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del País Vasco».

Dado en Vitoria-Gasteiz, a 19 de mayo de 2020.

El Lehendakari,
IÑIGO URKULLU RENTERIA.

El Consejero de Hacienda y Economía,
PEDRO MARÍA AZPIAZU URIARTE.
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ANEXO AL DECRETO 67/2020, DE 19 DE MAYO

F4.– Documento de autorizaciones de aval.

Fecha: desde ......................................... hasta .................................................

N.º 
expediente: Titular CIT* CNAE* importe Plazo Carencia Interés Entidad 

financiera 

Por la presente doy fe que ............................ SGR ha autorizado la concesión y formalización 
de un aval en las condiciones expuestas en este anexo a la (empresa/persona descrita en el epí-
grafe 2.º) de acuerdo con las condiciones reguladas en el Decreto 50/2020, de 31 de marzo, por 
el que se desarrolla el Programa de Apoyo Financiero dirigido a pequeñas y medianas empresas, 
personas empresarias individuales y profesionales autónomas para el año 2020 para responder 
al impacto económico del COVID-19.

En .............................. , a ...... de .... de 2020.
SGR.

CIT*: CIF – Identificación fiscal

CNAE*: Clasificación nacional de actividades económicas

Fdo.: .................................
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DISPOSICIONES GENERALES
LEHENDAKARITZA

2035
DECRETO 12/2020, de 24 de mayo, del Lehendakari, por el que se establecen para el ámbito 

de la Comunidad Autónoma de Euskadi, normas para la aplicación de la fase 2 del proceso de 
transición, acordadas con el Gobierno español.

El artículo 4.1 del Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, por el que se prorroga el estado 
de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, establece que en el proceso de des-
escalada de las medidas adoptadas como consecuencia de la emergencia sanitaria causada 
por el COVID-19, el Gobierno podrá acordar conjuntamente con cada comunidad autónoma la 
modificación, ampliación o restricción de las unidades de actuación y las limitaciones respecto 
a la libertad de circulación de las personas, de las medidas de contención y de las de asegura-
miento de bienes, servicios, transportes y abastecimientos, con el fin de adaptarlas mejor a la 
evolución de la emergencia sanitaria en cada comunidad autónoma.

El acuerdo alcanzado en este marco por el Gobierno vasco con el Gobierno español contiene, 
en base a lo dispuesto en la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, modificada por la Orden 
SND/440/2020, de 23 de mayo, un conjunto de previsiones concebidas de manera específica para 
su aplicación en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi, en atención a la evolución que 
la crisis sanitaria experimenta en esta.

En el actual momento de flexibilización de determinadas restricciones del estado de alarma, el 
Gobierno vasco ha acordado con el Gobierno español las medidas a adoptar para la aplicación 
en Euskadi de la fase 2. Su contenido se enmarca en el Plan Bizi Berri, que recoge la estrate-
gia concreta de desescalada elaborada por el Gobierno vasco. Este acuerdo, inspirado en la 
filosofía de la co-gobernanza coincide, en una buena parte de sus previsiones, con las medidas 
previstas por el Gobierno español para la fase 2, que se encuentran recogidas en la citada Orden 
SND/414/2020, de 16 de mayo, particularmente, tras la modificación operada en su texto por la 
Orden SND/440/2020, de 23 de mayo.

Este conjunto de disposiciones prolongará su vigencia durante el lapso temporal previsto para la 
fase 2, que inicialmente se extiende desde las 00:00 horas del día 24 de mayo hasta las 00:00 horas 
del día 7 de junio de 2020. La unidad territorial para la aplicación en Euskadi de las medidas pre-
vistas en este Decreto es la propia comunidad autónoma en su conjunto.

Aconsejan utilizar este ámbito territorial, razones de organización asistencial sanitaria, razones 
relacionadas con la movilidad, las propias características geográficas de Euskadi, así como razo-
nes claras de evolución epidemiológica.

En todo caso, el Gobierno vasco reitera la necesidad de seguir observando los principios de 
prudencia, seguridad y rigor, y sigue recabando la colaboración de la ciudadanía, desde la per-
suasión de que la responsabilidad individual constituye una garantía de primer orden para evitar 
la expansión del contagio.

En esta fase 2, y avanzando en el principio de normalidad y movilidad de las personas, quedan 
eliminadas las franjas horarias, con la excepción de la reservada a personas mayores y vulnera-
bles, y se restablecen las visitas a las personas mayores en el ámbito residencial, siempre con 
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arreglo al calendario y marco de condiciones establecidas por las diputaciones forales, que son 
las instituciones competentes en el ámbito residencial socio-sanitario.

Además, se abren al público los centros y servicios sociales, y se posibilitan las reuniones fami-
liares en grupo de hasta quince personas.

La evolución epidémica muestra en Euskadi una mejora sostenida. Los datos actuales han 
permitido transitar de una situación de emergencia sanitaria a un estadio de vigilancia sanitaria. 
En este momento la prioridad es la detección precoz y el aislamiento eficaz e inmediato de casos 
positivos, así como la identificación de contactos.

El tránsito a la fase 3 deberá de evaluarse en menos de quince días. Es fundamental por ello, 
asentar y consolidar con seguridad los progresos logrados en los dos últimos meses.

En su virtud, en ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 8.m) de la Ley 7/1981, de 30 
de junio, sobre Ley de Gobierno

DISPONGO:

Artículo 1.– Objeto.

El presente Decreto tiene por objeto ordenar, en el marco de lo dispuesto en el artículo 4.1 del 
Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo y en relación a lo establecido en los artículos 7, 18.6, 20 y 
párrafo cinco de la Disposición final segunda de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo, la apli-
cación, en la Comunidad Autónoma del País Vasco, de las medidas de flexibilización acordadas 
conjuntamente con el Gobierno español para la fase 2 del Plan para la transición hacia una nueva 
normalidad.

Artículo 2.– Libertad de circulación.

1.– Quedan eliminadas las franjas horarias que restringían la movilidad de las personas.

2.– Las personas mayores de 70 años y los colectivos de riesgo disfrutarán de preferencia en 
espacios de uso público, en las franjas horarias comprendidas entre las 10:00 y las 12:00 horas, 
así como entre las 19:00 y las 20:00 horas.

3.– Las personas podrán desplazarse para celebrar reuniones familiares y sociales de hasta 
un máximo de 15 personas en viviendas y locales privados o en espacios abiertos de uso público, 
respetando las normas de protección personal y distancia física establecidas por las autoridades 
sanitarias.

Artículo 3.– Viviendas tuteladas, centros residenciales de personas con discapacidad y centros 
residenciales de personas mayores.

Se podrán reanudar las visitas a las personas residentes en viviendas tuteladas, centros resi-
denciales de personas con discapacidad y centros residenciales de personas mayores, así como 
la realización de paseos por las y los residentes, de acuerdo al calendario y regulación que esta-
blezcan las Diputaciones Forales en el marco de lo establecido en el artículo quinto-dos de la 
Orden SND/440/2020, de 23 de mayo.

Artículo 4.– Servicios y prestaciones en materia de servicios sociales.

Se podrán reabrir al público los centros y servicios donde se prestan los servicios sociales.

El régimen de apertura será el que determinen las instituciones competentes en el marco de 
lo establecido en la Disposición final segunda-cinco de la Orden SND/414/2020, de 16 de mayo.
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Artículo 5.– Visitas públicas a museos.

Los museos, de cualquier titularidad y gestión, podrán abrir sus instalaciones al público para 
permitir las visitas a la colección o a las exposiciones temporales, hasta la mitad del aforo previsto 
para cada una de sus salas y espacios públicos.

Artículo 6.– Turismo de naturaleza.

1.– Se podrán realizar libremente actividades de turismo activo y de naturaleza, senderismo y 
similares por grupos de hasta veinte personas.

2.– Las condiciones para el desarrollo de estas actividades serán las previstas en los apartados 
47.2, 47.3 y 47.4 de la Orden SND/399/2020, de 9 de mayo.

Artículo 7.– Reapertura de locales y servicios de hostelería, restauración, txokos y sociedades 
gastronómicas.

Podrá procederse a la apertura al público de los establecimientos y servicios de hostelería, res-
tauración, txokos y sociedades para consumo en el local, salvo los locales de discotecas y bares 
de ocio nocturno, siempre que no se supere un 50% de su aforo y se cumplan las condiciones 
previstas en los apartados 18.2, 18.4 y 18.5, así como el artículo 19 de la Orden SND/414/2020 
de 16 de mayo.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogados el Decreto 8/2020, de 10 de mayo y el Decreto 9/2020, de 15 de mayo, 
ambos del Lehendakari, en lo que resulten incompatibles con lo establecido en el presente Decreto.

DISPOSICIÓN FINAL.– Efectos y vigencia.

El presente Decreto entrará en vigor a las 00:00 horas del día 25 de mayo de 2020.

Dado en Vitoria-Gasteiz, a 24 de mayo de 2020.

El Lehendakari,
IÑIGO URKULLU RENTERIA.
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Conselleria d’Economia Sostenible, 
Sectors Productius, Comerç i Treball

Conselleria de Economía Sostenible, 
Sectores Productivos, Comercio y Trabajo

DECRET 58/2020, de 8 de maig, del Consell, d’aprovació 
de bases reguladores per a la concessió directa d’ajudes a 
treballadors i treballadores acollits a una reducció de jor-
nada a conseqüència de la Covid-19. [2020/3374]

DECRETO 58/2020, de 8 de mayo, del Consell, de apro-
bación de bases reguladoras para la concesión directa 
de ayudas a trabajadores y trabajadoras acogidos a una 
reducción de jornada a consecuencia de la Covid-19. 
[2020/3374]

Como consecuencia de la emergencia de salud pública ocasionada 
por la Covid-19, el Gobierno de España ha declarado el estado de alar-
ma en todo el territorio nacional mediante el Real decreto 463/2020, de 
14 de marzo.

El impacto que está teniendo esta situación de excepcionalidad 
obliga a que las administraciones públicas, en el ámbito de sus compe-
tencias, adopten con la máxima celeridad aquellas medidas tendentes a 
paliar los efectos que está sufriendo nuestra sociedad.

La rápida parálisis de la actividad que está afectando a amplios sec-
tores de nuestra economía hace necesaria la adopción de medidas que 
atenúen los efectos de la brusca disminución de ingresos de aquellos 
sujetos económicos más vulnerables.

Uno de los colectivos que han visto disminuidas sus rentas por tra-
bajo es el formado por las personas que se han acogido a la reducción de 
jornada establecida en el artículo 6 del Real decreto ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente el impac-
to económico y social de la Covid-19, que establece que las personas 
trabajadoras tendrán derecho a una reducción especial de la jornada de 
trabajo en las situaciones previstas en el artículo 37.6 del Estatuto de los 
Trabajadores, cuando concurran las circunstancias excepcionales previs-
tas en su apartado primero, con la reducción proporcional de su salario.

El Decreto ley 3/2020, de 10 de abril, de adopción de medidas 
urgentes para establecer ayudas económicas por concesión directa a los 
trabajadores y las trabajadoras afectados por un ERTE, y a los que han 
reducido la jornada laboral por conciliación familiar con motivo de la 
declaración del estado de alarma por la crisis sanitaria provocada por 
la Covid-19, viene a paliar los efectos de la disminución de ingresos 
que soportan las personas que hayan ejercido los derechos de reducción 
total o del 50 % o más de su jornada laboral para la atención a personas 
menores, mayores o dependientes a su cargo, con motivo de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, en los términos estable-
cidos en el artículo 6 del Real decreto ley 8/2020, en relación con el 
artículo 37.6 del Estatuto de los Trabajadores.

Por lo expuesto, en virtud de lo que dispone el artículo 28.c, de 
la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, de la Generalitat, del Consell, a 
propuesta del conseller de Economía Sostenible, Sectores Productivos, 
Comercio y Trabajo, previa deliberación del Consell en la reunión de 8 
de mayo de 2020,

DECRETO

Artículo 1. Objeto de las ayudas y régimen jurídico aplicable
1. El objeto de este decreto es aprobar las bases que regulen la conce-

sión de ayudas a las personas trabajadoras por cuenta ajena de la Comu-
nitat Valenciana, recogidas en el Decreto ley 3/2020, de 10 de abril, para 
compensar la disminución de ingresos derivada de haberse acogido a 
las reducciones de jornada laboral establecidas en el artículo 6 del Real 
Decreto ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias 
para hacer frente el impacto económico y social de la Covid-19.

2. Las presentes ayudas se regirán, además de por lo dispuesto en las 
presentes bases, por el título X de la Ley 1/2015, de la Generalitat, de 
hacienda pública, del sector público instrumental y de subvenciones, por 
la disposición adicional quinta de la Ley 10/2019, de 27 de diciembre, de 
presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 2020, por los preceptos 
declarados básicos de la Ley 38/2003, general de subvenciones, y sus 
disposiciones de desarrollo, por las restantes normas de derecho admi-
nistrativo, y, en su defecto, se aplicarán las normas de derecho privado.

Artículo 2. Procedimiento de concesión
1. Estas ayudas se conceden de forma directa, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 1 del Decreto ley 3/2020, de 10 de abril, de 
adopción de medidas urgentes para establecer ayudas económicas a los 

Com a conseqüència de l’emergència de salut pública ocasionada 
per la Covid-19, el Govern d’Espanya ha declarat l’estat d’alarma en tot 
el territori nacional mitjançant el Reial decret 463/2020, de 14 de març.

L’impacte que està tenint aquesta situació d’excepcionalitat obliga 
al fet que les administracions públiques, en l’àmbit de les seues com-
petències, adopten amb la màxima celeritat aquelles mesures tendents a 
pal·liar els efectes que està patint la nostra societat.

La ràpida paràlisi de l’activitat que està afectant amplis sectors de 
la nostra economia fa necessària l’adopció de mesures que atenuen els 
efectes de la brusca disminució d’ingressos d’aquells subjectes econò-
mics més vulnerables.

Un dels col·lectius que han vist disminuïdes les seues rendes per 
treball és el format per les persones que s’han acollit a la reducció de 
jornada establida en l’article 6 del Reial decret llei 8/2020, de 17 de 
març, de mesures urgents extraordinàries per a fer front a l’impacte 
econòmic i social de la Covid-19, que estableix que els treballadors i 
les treballadores tindran dret a una reducció especial de la jornada de 
treball en les situacions previstes en l’article 37.6 de l’Estatut dels Tre-
balladors, quan concórreguen les circumstàncies excepcionals previstes 
en el seu apartat primer, amb la reducció proporcional del seu salari.

El Decret llei 3/2020, de 10 d’abril, d’adopció de mesures urgents 
per a establir ajudes econòmiques per concessió directa als treballa-
dors i les treballadores afectats per un ERTO, i als quals han reduït la 
jornada laboral per conciliació familiar amb motiu de la declaració de 
l’estat d’alarma per la crisi sanitària provocada per la Covid-19, pal·lia 
els efectes de la disminució d’ingressos que suporten les persones que 
hagen exercit els drets de reducció total o del 50 % o més de la seua 
jornada laboral per a l’atenció a persones menors, majors o dependents 
a càrrec seu, amb motiu de la situació de crisi sanitària ocasionada per 
la Covid-19, en els termes establits en l’article 6 del Reial decret llei 
8/2020, en relació amb l’article 37.6 de l’Estatut dels Treballadors.

Per tot el que s’ha exposat, en virtut del que disposa l’article 28.c, 
de la Llei 5/1983, de 30 de desembre, de la Generalitat, del Consell, 
a proposta del conseller d’Economia Sostenible, Sectors Productius, 
Comerç i Treball, amb la prèvia deliberació del Consell en la reunió de 
8 de maig de 2020,

DECRETE

Article 1. Objecte de les ajudes i règim jurídic aplicable
1. L’objecte d’aquest decret és aprovar les bases que regulen la con-

cessió d’ajudes als treballadors i les treballadores per compte d’altre 
de la Comunitat Valenciana, recollides en el Decret llei 3/2020, de 10 
d’abril, per a compensar la disminució d’ingressos derivada d’haver-se 
acollit a les reduccions de jornada laboral establides en l’article 6 del 
Reial Decret llei 8/2020, de 17 de març, de mesures urgents extraordinà-
ries per a fer front a l’impacte econòmic i social de la Covid-19.

2. Aquestes ajudes es regiran, a més pel que es disposa en aquestes 
bases, pel títol X de la Llei 1/2015, de la Generalitat, d’hisenda pública, 
del sector públic instrumental i de subvencions, per la disposició addi-
cional cinquena de la Llei 10/2019, de 27 de desembre, de pressupostos 
de la Generalitat per a l’exercici 2020, pels preceptes declarats bàsics 
de la Llei 38/2003, general de subvencions, i les seues disposicions de 
desenvolupament, per les restants normes de dret administratiu, i, en 
defecte d’això, s’aplicaran les normes de dret privat.

Article 2. Procediment de concessió
1. Aquestes ajudes es concedeixen de manera directa, d’acord amb 

el que s’estableix en l’article 1 del Decret llei 3/2020, de 10 d’abril, 
d’adopció de mesures urgents per a establir ajudes econòmiques als tre-
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trabajadores y las trabajadoras afectados por un ERTE, y a los que han 
reducido la jornada laboral por conciliación familiar con motivo de la 
declaración del estado de alarma por la crisis sanitaria provocada por la 
Covid-19, y en aplicación de los artículos 22.2.c y 28, apartados 2 y 3 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones y el artículo 
168.1.C de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de hacienda 
pública, del sector público instrumental y de subvenciones, por concurrir 
razones de interés público, económico y social. En concreto, el carácter 
singular de estas subvenciones deriva de la naturaleza excepcional, única 
e imprevisible de los acontecimientos que las motivan.

2. De conformidad con el artículo 30.7 de la Ley General de Sub-
venciones, la concesión de estas subvenciones no requerirá otra justi-
ficación que la acreditación por las personas beneficiarias de los requi-
sitos mencionados en el artículo 4 de este decreto, sin perjuicio de los 
controles que se efectúen con posterioridad, que se extenderían a la 
totalidad de beneficiarios.

Artículo 3. Razones de interés público que concurren en su concesión 
e imposibilidad de su convocatoria pública

La subvención regulada en este decreto tiene carácter singular, deri-
vado del carácter excepcional y único de la situación de emergencia ori-
ginada por la pandemia de la Covid-19, y de la inaplazable necesidad de 
paliar los efectos económicos de la crisis sanitaria sobre los trabajadores 
con rentas bajas cuyos ingresos hayan disminuido. Dado que las ayudas 
se conceden a todas las personas trabajadoras en las que concurran los 
requisitos establecidos, se requiere su concesión directa, sin que proceda 
una convocatoria pública.

Artículo 4. Personas beneficiarias y requisitos
1. Podrán ser beneficiarias las personas que reúnan los siguientes 

requisitos:
a) Figurar de alta en el Régimen General de la Seguridad Social.
b) Haberse acogido a la reducción de jornada durante el período 

del estado de alarma en un porcentaje igual o superior al 50 %, y haber 
mantenido esa reducción durante al menos un mes a fecha de apertura 
del plazo de presentación de estas solicitudes de ayuda.

c) Tener el domicilio fiscal en la Comunitat Valenciana.
d) No superar los 22.000 euros de base imponible en el Impuesto de 

la Renta de las Personas Físicas correspondiente a 2018.
2. No podrán obtener la condición de beneficiarias las personas 

trabajadoras en las que concurra alguna de las prohibiciones previstas 
en el apartado 2 del artículo 13 de la Ley 38/2003, sin perjuicio de las 
excepcionalidades previstas por el Decreto 3/2020, de 10 de abril.

Artículo 5. Cuantía de la ayuda
1. La cuantía de la ayuda individualizada para las personas traba-

jadoras que se hayan visto obligadas a reducir su jornada como conse-
cuencia del Real Decreto ley 8/2020, de 17 de marzo, ascenderá a 600 € 
si la reducción de jornada es de entre el 81 % y el 100 %; de 450 € si la 
reducción es de entre el 61 % y el 80 %, y de 300 € si la reducción es de 
entre el 50 % y el 60 % de la jornada.

2. El importe global máximo de las ayudas a conceder asciende a 
3.000.000 de euros. De acuerdo con la previsión legal del último párra-
fo del artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, estas ayudas se imputarán a 
la línea de subvención que se habilite en el capítulo IV del programa 
322.51, Fomento del empleo, del presupuesto de LABORA Servicio 
Valenciano de Empleo y Formación, para el ejercicio 2020, sin perjui-
cio de su posible ampliación con fondos procedentes del Estado o de 
la Unión Europea que puedan dar lugar a una generación, ampliación 
o incorporación de crédito. En todo caso, dicho incremento quedará 
condicionado a la declaración de disponibilidad del crédito, que deberá 
ser publicada en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, lo que 
no implicará la apertura de plazo para presentar nuevas solicitudes ni el 
inicio de nuevo cómputo de plazo para resolver.

Artículo 6. Forma y plazo de presentación de solicitudes
1. La solicitud se podrá presentar por los medios especificados en 

el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común de las administraciones públicas. Se habilitará, 
para aquellas personas que deseen presentar la solicitud de forma tele-
mática, en la página web de LABORA(http://www.labora.gva.es/es/

balladors i les treballadores afectats per un ERTO, i als quals han reduït 
la jornada laboral per conciliació familiar amb motiu de la declaració 
de l’estat d’alarma per la crisi sanitària provocada per la Covid-19, i en 
aplicació dels articles 22.2.c i 28, apartats 2 i 3 de la Llei 38/2003, de 
17 de novembre, general de subvencions i l’article 168.1.C de la Llei 
1/2015, de 6 de febrer, de la Generalitat, d’hisenda pública, del sec-
tor públic instrumental i de subvencions, per concórrer raons d’interés 
públic, econòmic i social. En concret, el caràcter singular d’aquestes 
subvencions deriva de la naturalesa excepcional, única i imprevisible 
dels esdeveniments que les motiven.

2. De conformitat amb l’article 30.7 de la Llei general de subven-
cions, la concessió d’aquestes subvencions no requerirà una altra jus-
tificació que l’acreditació per les persones beneficiàries dels requisits 
esmentats en l’article 4 d’aquest decret, sense perjudici dels controls 
que s’efectuen amb posterioritat, que s’estendrien a la totalitat de per-
sones beneficiàries.

Article 3. Raons d’interés públic que concorren en la concessió i 
impossibilitat de convocatòria pública

La subvenció regulada en aquest decret té caràcter singular, derivat 
del caràcter excepcional i únic de la situació d’emergència originada 
per la pandèmia de la Covid-19, i de la inajornable necessitat de pal·liar 
els efectes econòmics de la crisi sanitària sobre els treballadors i les tre-
balladores amb rendes baixes els ingressos dels quals hagen disminuït. 
Atés que les ajudes es concedeixen a tots els treballadors i les treballa-
dores en les quals concórreguen els requisits establits, es requereix la 
seua concessió directa, sense que corresponga una convocatòria pública.

Article 4. Persones beneficiàries i requisits
1. Podran ser beneficiàries les persones que reunisquen els següents 

requisits:
a) Figurar d’alta en el Règim General de la Seguretat Social.
b) Haver-se acollit a la reducció de jornada durant el període de 

l’estat d’alarma en un percentatge igual o superior al 50 %, i haver 
mantingut aquesta reducció almenys durant un mes a la data d’obertura 
del termini de presentació d’aquestes sol·licituds.

c) Tindre el domicili fiscal a la Comunitat Valenciana.
d) No superar els 22.000 euros de base imposable en l’Impost de la 

Renda de les Persones Físiques corresponent a 2018.
2. No podran obtindre la condició de beneficiàries els treballadors 

i les treballadores en les quals concórrega alguna de les prohibicions 
previstes en l’apartat 2 de l’article 13 de la Llei 38/2003, sense perjudici 
de les excepcionalitats previstes pel Decret 3/2020, de 10 d’abril.

Article 5. Quantia de l’ajuda
1. La quantia de l’ajuda individualitzada per als treballadors i les 

treballadores que s’hagen vist obligades a reduir la seua jornada com 
a conseqüència del Reial Decret llei 8/2020, de 17 de març, pujarà a 
600 € si la reducció de jornada és entre el 81 % i el 100 %; de 450 € si 
la reducció és entre el 61 % i el 80 %, i de 300 € si la reducció és entre 
el 50 % i el 60 % de la jornada.

2. L’import global màxim de les ajudes que es concediran puja a 
3.000.000 d’euros. D’acord amb la previsió legal de l’últim paràgraf 
de l’article 168.1.C de la Llei 1/2015, aquestes ajudes s’imputaran a la 
línia de subvenció que s’habilite en el capítol IV del programa 322.51, 
Foment de l’ocupació, del pressupost de LABORA Servei Valencià 
d’Ocupació i Formació, per a l’exercici 2020, sense perjudici de la pos-
sible ampliació amb fons procedents de l’Estat o de la Unió Europea 
que puguen donar lloc a una generació, ampliació o incorporació de 
crèdit. En tot cas, aquest increment quedarà condicionat a la declaració 
de disponibilitat del crèdit, que haurà de ser publicada en el Diari Ofi-
cial de la Generalitat Valenciana, la qual cosa no implicarà l’obertura 
de termini per a presentar noves sol·licituds ni l’inici de nou còmput de 
termini per a resoldre.

Article 6. Forma i termini de presentació de sol·licituds
1. La sol·licitud es podrà presentar pels mitjans especificats en l’ar-

ticle 16.4 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del procediment adminis-
tratiu comú de les administracions públiques. S’habilitarà, per a aquelles 
persones que desitgen presentar la sol·licitud de manera telemàtica, en 
la pàgina web de LABORA (http://www.labora.gva.es/es/ciutadania/
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ciutadania/busque-ajudes-subvencions/general), acceso a la sede elec-
trónica de la Generalitat, a través de procedimiento habilitado al efecto 
y denominado ECONCI.

2. En caso de presentarse mediante tramitación telemática se deberá 
disponer de firma electrónica avanzada, con un certificado admitido por 
la sede electrónica de la Generalitat (https:// sede.gva.es). De no dispo-
ner de firma electrónica avanzada, deberá acudirse a la representación a 
través de persona que sí disponga de ella, acreditando la representación.

3. El plazo para la presentación de las solicitudes será de quince 
días hábiles, a contar desde el día siguiente al de la publicación de este 
decreto en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Artículo 7. Documentación que debe acompañar a la solicitud
1. La solicitud, junto con el resto de la documentación requerida, 

estará a disposición de las personas interesadas en la página web de 
LABORA (http://www.labora.gva.es).

2. Solo se admitirá una solicitud por persona.
3. Salvo que conste la oposición expresa por la persona solicitante, 

en cuyo caso deberá aportar la correspondiente documentación acredita-
tiva, la presentación de la solicitud conlleva la autorización a LABORA 
Servicio Valenciano de Empleo y Formación (en adelante LABORA) a 
recabar a través de la Plataforma Autonómica de Intermediación (PAI) y 
otros sistemas habilitados al efecto la información relativa a lo siguiente:

a) Identidad de la persona física solicitante y, en su caso, de su 
representante.

b) Vida laboral, certificada por la Tesorería de la Seguridad Social.
c) Domicilio fiscal.

Artículo 8. Órgano gestor y órgano competente para resolver posibles 
incidencias

1. Corresponde la tramitación y la gestión de las ayudas a LABO-
RA, Servicio Valenciano de Empleo y Formación.

2. La persona titular de la Dirección General de LABORA u órgano 
en que esta delegue tendrá la competencia para resolver las incidencias 
de cualquier naturaleza que se produzcan tras la concesión de las ayu-
das.

Artículo 9. Comisión técnica
1. La propuesta de concesión de las ayudas se realizará por una 

comisión técnica cuya presidència corresponderá a la persona titular de 
la Dirección General de Empleo y Formación de LABORA, que podrá 
delegar el ejercicio de sus funciones en la persona titular de la Subdi-
rección General de Empleo.

Serán vocales las personas funcionarias que desempeñen los 
siguientes puestos de trabajo de LABORA:

A) Subdirección General de Planificación y Coordinación.
B) Servicio de Gestión de Programas de Empleo.
C) Servicio de Análisis, Planificación y Evaluación de Programas.
D) Servicio de Organización y Coordinación Jurídico Administra-

tiva
En casos de ausencia, vacante o enfermedad y, en general, cuan-

do concurra alguna causa justificada, las personas vocales titulares del 
órgano colegiado serán sustituidas por las personas que designe la pre-
sidencia.

2. El funcionamiento de la comisión se regirá por lo dispuesto en 
el capítulo II del título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de régimen jurídico del sector público. Se admiten de forma expresa las 
reuniones por teleconferencia.

Artículo 10. Instrucción
1. Examinadas las solicitudes, la Comisión Técnica, mencionada en 

el apartado anterior, emitirá informe donde hará constar que se cumplen 
los requisitos necesarios para la concesión de las ayudas y formulará la 
propuesta de concesión al órgano competente para resolver.

2. La concesión de las ayudas se priorizará en función de la base 
imponible de las personas beneficiarias hasta que se agote el importe 
global, de forma que tendrían prioridad las personas beneficiarias cuya 
base imponible para el IRPF de 2018 sea inferior. En el caso de que al 
agotarse el importe global existiesen varias personas beneficiarias con 

busque-ajudes-subvencions/general), accés a la seu electrònica de la 
Generalitat, a través de procediment habilitat a aquest efecte i denomi-
nat ECONCI.

2. En cas de presentar-se mitjançant tramitació telemàtica s’haurà 
de disposar de signatura electrònica avançada, amb un certificat admés 
per la seu electrònica de la Generalitat (https:// sede.gva.es). Si no 
es disposa de signatura electrònica avançada, haurà d’acudir-se a la 
representació a través de persona que sí dispose d’aquesta, acreditant 
la representació.

3. El termini per a la presentació de les sol·licituds serà de quinze 
dies hàbils, a comptar de l’endemà de la publicació d’aquest decret en 
el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Article 7. Documentació que ha d’acompanyar la sol·licitud
1. La sol·licitud, juntament amb la resta de documentació, estarà a 

disposició de les persones interessades en la pàgina web de LABORA 
(http://www.labora.gva.es).

2. Només s’admetrà una sol·licitud per persona.
3. Tret que conste l’oposició expressa per la persona sol·licitant, i en 

aquest cas haurà d’aportar la corresponent documentació acreditativa, la 
presentació de la sol·licitud comporta l’autorització a LABORA Servei 
Valencià d’Ocupació i Formació (d’ara en avant LABORA) a recaptar 
a través de la Plataforma Autonòmica d’Intermediació (PAI) i altres 
sistemes habilitats a aquest efecte la informació relativa al següent:

a) Identitat de la persona física sol·licitant i, si escau, del seu repre-
sentant.

b) Vida laboral, certificada per la Tresoreria de la Seguretat Social.
c) Domicili fiscal.

Article 8. Òrgan gestor i òrgan competent per a resoldre possibles 
incidències

1. Correspon la tramitació i la gestió de les ajudes a LABORA, 
Servei Valencià d’Ocupació i Formació.

2. La persona titular de la Direcció General de LABORA o òrgan en 
què aquesta delegue tindrà la competència per a resoldre les incidències 
de qualsevol naturalesa que es produïsquen després de la concessió de 
les ajudes.

Article 9. Comissió tècnica
1. La proposta de concessió de les ajudes es realitzarà per una 

comissió tècnica i la presidència correspondrà a la persona titular de 
la Direcció General d’Ocupació i Formació de LABORA, que podrà 
delegar l’exercici de les seues funcions en la persona titular de la Sub-
direcció General d’Ocupació.

Seran vocals les persones funcionàries que exercisquen els següents 
llocs de treball de LABORA:

A) Subdirecció General de Planificació i Coordinació.
B) Servei de Gestió de Programes d’Ocupació.
C) Servei d’Anàlisi, Planificació i Avaluació de Programes.
D) Servei d’Organització i Coordinació Juridicoadministrativa

En casos d’absència, vacant o malaltia i, en general, quan concór-
rega alguna causa justificada, les persones vocals titulars de l’òrgan 
col·legiat seran substituïdes per les persones que designe la presidència.

2. El funcionament de la comissió es regirà pel que es disposa en el 
capítol II del títol preliminar de la Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim 
jurídic del sector públic. S’admeten de manera expressa les reunions per 
teleconferència.

Article 10. Instrucció
1. Examinades les sol·licituds, la comissió tècnica, esmentada en 

l’apartat anterior, emetrà un informe on farà constar que es compleixen 
els requisits necessaris per a la concessió de les ajudes i formularà la 
proposta de concessió a l’òrgan competent per a resoldre.

2. La concessió de les ajudes es prioritzarà en funció de la base 
imposable de les persones beneficiàries fins que s’esgote l’import glo-
bal, de manera que tindrien prioritat les persones beneficiàries la base 
imposable de les quals per a l’IRPF de 2018 siga inferior. En el cas que 
en esgotar-se l’import global existiren diverses persones beneficiàries 
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idéntica base imponible tendrán prioridad las mujeres, y en caso de 
empate, las de mayor edad.

Artículo 11. Resolución y recursos
1. La competencia para resolver sobre las solicitudes presentadas 

corresponde a la persona titular de la Secretaría Autonómica de Empleo 
u órgano en que esta delegue.

2. La resolución de concesión aprobará la relación definitiva de 
personas beneficiarias e indicará la base imponible y, en su caso, el 
sexo y edad que hayan determinado el corte de las ayudas. Determi-
nará la cuantía concedida e incorporará, en su caso, las condiciones, 
obligaciones y determinaciones accesorias a que deba sujetarse las per-
sonas beneficiarias. Esta resolución se publicará en el Diari Oficial de 
la Generalitat Valenciana y la relación de personas beneficiarias en la 
página web de LABORA (http://www.labora.gva.es). Todos los datos 
identificativos figurarán de forma anonimizada. Las personas intere-
sadas podrán comprobar a través de la citada página de LABORA sus 
datos sin anonimizar.

3. El plazo para resolver será de sis meses a contar desde el día 
siguiente a la publicación de estas bases reguladoras. Transcurrido este 
plazo sin que se haya dictado y notificado resolución expresa la solici-
tud se entenderá desestimada.

4. La resolución pondrá fin a la vía administrativa y contra ella 
podrá interponerse recurso contencioso-administrativo en el plazo de 
dos meses, a contar desde el día siguiente al de su notificación, ante 
la Sala de lo contencioso administrativo del Tribunal Superior de Jus-
tícia de la Comunitat Valenciana, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 10 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, o potestativamente recurso de 
reposición ante este mismo órgano en el plazo de un mes, computado en 
los mismos términos, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
112, 114, 115, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del proce-
dimiento administrativo común de las administraciones públicas. Todo 
ello sin perjuicio de que la persona interesada pueda presentar cualquier 
otro recurso que estime pertinente.

Artículo 12. Forma de pago
El pago de las ayudas se realizará mediante transferencia a la cuenta 

bancaria indicada por las personas beneficiarias las mismas. El importe 
de la ayuda se librará de una sola vez.

Artículo 13. Obligaciones
Además de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley general de sub-

venciones, son obligaciones de las personas beneficiarias:
a) Haber mantenido la reducción de jornada origen de la subvención 

en los términos del artículo 4.1 de estge decreto.
b) Facilitar cuantos datos e información, en cuestiones relacionadas 

con las subvenciones concedidas, le sean requeridos por LABORA.

c) En su caso, proceder al reintegro de los fondos percibidos.
d) Someterse a las actuaciones de control financiero previstas en los 

artículos 113 y siguientes de la Ley 1/2015, así como las que puedan 
llevar a cabo la Generalitat y otros órganos de control.

e) Comunicar, en su caso, la pérdida de los requisitos para el man-
tenimiento de la reducción de jornada.

Artículo 14. Minoración y reintegro
1. Darán lugar a la obligación de reintegrar, total o parcialmente, 

las cantidades percibidas, así como la exigencia del interés de demo-
ra desde la fecha del pago de la subvención hasta que se acuerde la 
procedencia del reintegro de la misma, los casos contemplados en el 
artículo 37 de la Ley 38/2003. En particular procederá el reintegro total 
de la ayuda en el supuesto de falsedad de las declaraciones responsables 
presentadas o de los requisitos para ser persona beneficiaria de estas 
ayudas, así como en el caso de que se declare judicialmente la nulidad 
de la reducción de jornada.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será de aplicación sin per-
juicio de la posible calificación de los hechos como infracción admi-
nistrativa e incoación del procedimiento sancionador, de acuerdo con 
los artículos 52 y siguientes de la Ley 38/2003, y los artículos 173 y 
siguientes de la Ley 1/2015.

amb idèntica base imposable, tindran prioritat les dones, i en cas d’em-
pat, les de major edat.

Article 11. Resolució i recursos
1. La competència per a resoldre sobre les sol·licituds presentades 

correspon a la persona titular de la Secretaria Autonòmica d’Ocupació 
o òrgan en què aquesta delegue.

2. La resolució de concessió aprovarà la relació definitiva de perso-
nes beneficiàries i indicarà la base imposable i, en el seu cas, el sexe i 
edat que hagen determinat el tall de les ajudes. Determinarà la quantia 
concedida i incorporarà, si escau, les condicions, obligacions i determi-
nacions accessòries a què haja de subjectar-se les persones beneficiàries. 
Aquesta resolució es publicarà en el Diari Oficial de la Generalitat 
Valenciana i la relació de persones beneficiàries en la pàgina web de 
LABORA (http://www.labora.gva.es). Totes les dades identificatives 
figuraran de manera anonimitzada. Les persones interessades podran 
comprovar a través de l’esmentada pàgina de LABORA les seues dades 
sense anonimitzar.

3. El termini per a resoldre serà de sis mesos a comptar de l’endemà 
de la publicació d’aquestes bases reguladores. Transcorregut aquest ter-
mini sense que s’haja dictat i notificat resolució expressa, la sol·licitud 
s’entendrà desestimada.

4. La resolució posarà fi a la via administrativa, i contra ella podrà 
interposar-se recurs un contenciós administratiu en el termini de dos 
mesos, a comptar de l’endemà de la notificació, davant de la Sala Con-
tenciosa Administrativa del Tribunal Superior de Justícia de la Comu-
nitat Valenciana, d’acord amb el que s’estableix en els articles 10 i 46 
de la Llei 29/1998, de 13 de juliol, reguladora de la jurisdicció conten-
ciosa administrativa, o, potestativament, un  recurs de reposició davant 
d’aquest mateix òrgan en el termini d’un mes, computat en els mateixos 
termes, de conformitat amb el que es disposa en els articles 112, 114, 
115, 123 i 124 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del procediment admi-
nistratiu comú de les administracions públiques. Tot això sense perjudici 
que la persona interessada puga presentar qualsevol altre recurs que 
considere convenient.

Article 12. Forma de pagament
El pagament de les ajudes es realitzarà mitjançant transferència al 

compte bancari indicat per les persones beneficiàries d’aquestes. L’im-
port de l’ajuda es lliurarà d’una sola vegada.

Article 13. Obligacions
A més del que es disposa en l’article 14 de la Llei general de sub-

vencions, són obligacions de les persones beneficiàries:
a) Haver mantingut la reducció de jornada origen de la subvenció 

en els termes de l’article 4.1 d’aquest decret.
b) Facilitar totes aquelles dades i informació, en qüestions relaci-

onades amb les subvencions concedides, que li siguen requerides per 
LABORA.

c) Si escau, procedir al reintegrament dels fons percebuts.
d) Sotmetre’s a les actuacions de control financer previstes en els 

articles 113 i següents de la Llei 1/2015, així com les que puguen dur a 
terme la Generalitat i altres òrgans de control.

e) Comunicar, en el seu cas, la pèrdua dels requisits per al manteni-
ment de la reducció de jornada.

Article 14. Minoració i reintegrament
1. Donaran lloc a l’obligació de reintegrar, totalment o parcialment, 

les quantitats percebudes, així com l’exigència de l’interés de demora 
des de la data del pagament de la subvenció fins que s’acorde la proce-
dència del reintegrament d’aquesta, els casos contemplats en l’article 
37 de la Llei 38/2003. En particular correspondrà el reintegrament total 
de l’ajuda en el supòsit de falsedat de les declaracions responsables 
presentades o dels requisits per a ser persona beneficiària d’aquestes 
ajudes, així com en el cas que es declare judicialment la nul·litat de la 
reducció de jornada.

2. El que es disposa en l’apartat anterior serà aplicable sense perju-
dici de la possible qualificació dels fets com a infracció administrativa 
i incoació del procediment sancionador, d’acord amb els articles 52 
i següents de la Llei 38/2003, i els articles 173 i següents de la Llei 
1/2015.
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Artículo 15. Compatibilidad de las ayudas
Estas subvenciones serán compatibles con otras subvenciones, ayu-

das, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cual-
quier administración o entidad, pública o privada, nacional, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Suspensión de los plazos
En aplicación del apartado 4 de la disposición adicional cuarta del 

Real decreto 463/2020, la suspensión de plazos no se aplicará al proce-
dimiento de concesión de estas ayudas, por ser un procedimiento refe-
rido a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos que justifican 
el estado de alarma.

Segunda. Comunicación de ayudas públicas a la Unión Europea
1. Las ayudas reguladas en este decreto son compatibles con el mer-

cado interior porque no reúnen los requisitos acumulativos exigidos en 
el artículo 107.1 del Tratado de funcionamiento de la Unión Europea, ya 
que las personas beneficiarias no son empresas productoras de bienes o 
prestadoras de servicios en el mercado, sino personas físicas.

2. Dado que se trata de ayudas no sujetas al artículo 107.1 del Tra-
tado de funcionamiento de la Unión Europea, y de acuerdo con lo que 
se establece en el artículo 3.4 del Decreto 128/2017, de 7 de septiembre, 
del Consell, regulador del procedimiento de notificación y comunica-
ción a la Comisión Europea de los proyectos de la Generalitat dirigidos 
a establecer, conceder o modificar ayudas públicas, las subvenciones 
establecidas por medio de este decreto no requieren notificación o 
comunicación a la Comisión Europea.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Habilitación
Se habilita a la persona titular de la Dirección General de LABORA 

para dictar las instrucciones y adoptar las medidas que considere opor-
tunas para la aplicación y ejecución de este decreto.

Segunda. Efectos
Este decreto producirá efectos a partir del día siguiente de su publi-

cación en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Contra este decreto, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer potestativamente recurso de reposición ante el órgano que 
ha dictado el acto, en el plazo de un mes desde su publicación en el 
Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, de acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 112, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas, 
o bien recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo contencioso 
administrativo del Tribunal Superior de Justícia de la Comunitat Valen-
ciana, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente de 
su publicación, en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. Todo 
esto en conformidad con lo dispuesto en los artículos 10, 44 y 46 de la 
mencionada Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, y sin perjuicio que se utilice cualquier otra 
vía que se considere oportuna.

A los mencionados plazos les será de aplicación las suspensiones 
establecidas en las disposiciones adicionales segunda y tercera del Real 
decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el Covid-19.

València, 8 de mayo de 2020

El president de la Generalitat,
XIMO PUIG I FERRER

El conseller de Economía Sostenible,
Sectores Productivos, Comercio y Trabajo,
RAFAEL CLIMENT GONZÁLEZ

Article 15. Compatibilitat de les ajudes
Aquestes subvencions seran compatibles amb altres subvencions, 

ajudes, ingressos o recursos per a la mateixa finalitat, procedents de 
qualsevol administració o entitat, pública o privada, nacional, de la Unió 
Europea o d’organismes internacionals.

DISPOSICIONS ADDICIONALS

Primera. Suspensió dels terminis
En aplicació de l’apartat 4 de la disposició addicional quarta del 

Reial decret 463/2020, la suspensió de terminis no s’aplicarà al proce-
diment de concessió d’aquestes ajudes, per ser un procediment referit a 
situacions estretament vinculades als fets que justifiquen l’estat d’alar-
ma.

Segona. Comunicació d’ajudes públiques a la Unió Europea
1. Les ajudes regulades en aquest decret són compatibles amb el 

mercat interior perquè no reuneixen els requisits acumulatius exigits 
en l’article 107.1 del Tractat de funcionament de la Unió Europea, ja 
que les persones beneficiàries no són empreses productores de béns o 
prestadores de serveis en el mercat, sinó persones físiques.

2. Atés que es tracta d’ajudes no subjectes a l’article 107.1 del 
Tractat de funcionament de la Unió Europea, i d’acord amb el que 
s’estableix en l’article 3.4 del Decret 128/2017, de 7 de setembre, del 
Consell, regulador del procediment de notificació i comunicació a la 
Comissió Europea dels projectes de la Generalitat dirigits a establir, 
concedir o modificar ajudes públiques, les subvencions establides per 
mitjà d’aquest decret no requereixen notificació o comunicació a la 
Comissió Europea.

DISPOSICIONS FINALS

Primera. Habilitació
S’habilita la persona titular de la Direcció General de LABORA per 

a dictar les instruccions i adoptar les mesures que considere oportunes 
per a l’aplicació i execució d’aquest decret.

Segona. Efectes
Aquest decret produirà efectes a partir de l’endemà de publicar-se 

en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Contra aquest decret, que posa fi a la via administrativa, es podrà 
interposar potestativament un recurs de reposició davant de l’òrgan que 
ha dictat l’acte, en el termini d’un mes des de la publicació en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana, d’acord amb el que es disposa 
en els articles 112, 123 i 124 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del 
procediment administratiu comú de les administracions públiques, o bé 
un recurs contenciós administratiu davant de la Sala Contenciosa Admi-
nistrativa del Tribunal Superior de Justícia de la Comunitat Valenciana, 
en el termini de dos mesos comptats a partir de l’endemà de publicar-se 
en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. Tot això de confor-
mitat amb el que es disposa en els articles 10, 44 i 46 de l’esmentada 
Llei 29/1998, de 13 de juliol, reguladora de la jurisdicció contenciosa 
administrativa, i sense perjudici que s’utilitze qualsevol altra via que es 
considere oportuna.

Als esmentats terminis els serà aplicable les suspensions establi-
des en les disposicions addicionals segona i tercera del Reial decret 
463/2020, de 14 de març, pel qual es declara l’estat d’alarma per a la 
gestió de la situació de crisi sanitària ocasionada per la Covid-19.

València, 8 de maig de 2020

El president de la Generalitat,
XIMO PUIG I FERRER

El conseller d’Economia Sostenible,
Sectors Productius, Comerç i Treball,
RAFAEL CLIMENT GONZÁLEZ
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Conselleria d’Agricultura, Desenvolupament Rural, 
Emergència Climàtica i Transició Ecològica

Conselleria de Agricultura, Desarrollo Rural, 
Emergencia Climática y Transición Ecológica

DECRET 59/2020 de 8 de maig, del Consell, d’aprovació 
de les bases reguladores i de concessió directa de subven-
cions a entitats, empreses i persones en règim d’autònom 
del sector primari que han patit pèrdues econòmiques per 
la Covid-19. [2020/3399]

DECRETO 59/2020 de 8 de mayo, del Consell, de aproba-
ción de bases reguladoras y de concesión directa de sub-
venciones a entidades, empresas y personas en régimen 
autónomo del sector primario que han sufrido pérdidas 
económicas por la Covid-19. [2020/3399]

Como consecuencia de la emergencia de salud pública ocasionada 
por la Covid-19, el Gobierno de España ha declarado mediante el Real 
decreto 463/2020, de 14 de marzo el estado de alarma para la gestión de 
la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, adoptando 
medidas de salud pública que han alterado la normalidad en el desarro-
llo de las relaciones sociales, económicas y productivas.

La suspensión de todas las actividades no esenciales y las limita-
ciones al desempeño de otras muchas, están provocando un impacto 
negativo en las personas trabajadoras y productoras del sector primario, 
especialmente aquellas que han tenido que suspender su actividad eco-
nómica provocando dificultades o imposibilitando la continuidad de sus 
negocios, todo ello en el marco de la situación excepcional derivada de 
la Covid-19.

La situación crítica que atraviesan aquellas explotaciones ganaderas 
que comercializaban su producción en los canales de restauración y 
hostelería es uno de los sectores que más está sufriendo la paralización 
de la actividad comercial ante la imposibilidad de continuar por razones 
obvias la venta de gran cantidad de su producción.

Los objetivos de la Política Agraria Comunitaria persiguen crear un 
marco sostenible para el desarrollo de las zonas rurales, especialmente 
las zonas desfavorecidas y de montaña, para garantizar la conservación 
del entorno medioambiental, creando y fomentando fuentes alternativas 
de ingresos a nuestros agricultores.

La situación crítica que atraviesan las explotaciones ganaderas dedi-
cadas a la producción de leche de cabra y oveja, a la producción de cor-
deros y cabritos, cebaderos donde se engordan o finalizan estos corderos 
o cabritos, cebaderos de caballos, explotaciones de vacas nodrizas dedi-
cadas a producir terneros para cebo, cebaderos de terneros y las explota-
ciones de gallinas ponedoras de tamaño reducido que comercializaban 
la producción de huevos en los canales de hoteles, restaurantes y cafe-
terías, hace imprescindible instrumentar líneas de apoyo, entre las que 
se encuentra la posibilidad de conceder subvenciones a los productores 
del sector con dificultades económicas. Se trata de unas producciones 
ligadas a un consumo mayoritario a través del canal de la restauración 
y la hostelería, cerrado por la actual crisis sanitaria de la Covid-19 y la 
declaración del estado de alarma en España, mediante el Real decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19.

Esta disposición, establece el cierre de establecimientos de hoste-
lería y restauración, al mismo tiempo que prohíbe concentraciones de 
personas y, en consecuencia, las celebraciones. Es en este canal (el de 
la restauración y la hostelería) al que se destina la mayor parte de estas 
producciones. Por ello la demanda de las producciones de las explo-
taciones antes mencionadas se ha desplomado. Esta situación es más 
grave si cabe en la Comunitat Valenciana, ya que en nuestra comunidad, 
la actividad turística es el principal motor económico que disponemos y 
el cierre de estos establecimientos supone colocar a todos los proveedo-
res de estos establecimientos en una crisis sin precedentes.

Esta situación en estos momentos es incierta, no se sabe cuánto 
tiempo va a durar, y la conclusión unánime es que estos sectores gana-
deros se enfrentan a una crisis muy grave. Esta crisis puede ocasionar 
la desaparición de un número importante de explotaciones ganaderas 
y, con ello, la pérdida de puestos de trabajo y la reducción de la acti-
vidad económica. La situación se agrava al producirse principalmente 
en zonas rurales en las que las actividades alternativas con viabilidad 
económica son escasas.

Por todo lo anterior es por lo que se considera necesario y urgen-
te, establecer una línea de subvenciones para el apoyo a los sectores 
ganaderos de nuestra Comunidad Autónoma, para evitar la desaparición 
definitiva de unas actividades económicas básicas, para que las zonas 
rurales de Comunitat Valenciana sigan vivas y los consumidores puedan 

Com a conseqüència de l’emergència de salut pública ocasionada 
per la Covid-19, el Govern d’Espanya ha declarat mitjançant el Reial 
decret 463/2020, de 14 de març l’estat d’alarma per a la gestió de la 
situació de crisi sanitària ocasionada per la Covid-19, adoptant mesures 
de salut pública que han alterat la normalitat en el desenvolupament de 
les relacions socials, econòmiques i productives.

La suspensió de totes les activitats no essencials i les limitacions 
a l’acompliment de moltes altres, estan provocant un impacte negatiu 
en les persones treballadores i productores del sector primari, especial-
ment aquelles que han hagut de suspendre la seua activitat econòmica 
provocant dificultats o impossibilitant la continuïtat dels seus negocis, 
tot això en el marc de la situació excepcional derivada de la Covid-19.

La situació crítica que travessen aquelles explotacions ramaderes 
que comercialitzaven la seua producció en els canals de restauració i 
hostaleria és un dels sectors que més està patint la paralització de l’ac-
tivitat comercial davant la impossibilitat de continuar per raons òbvies 
la venda de gran quantitat de la seua producció.

Els objectius de la Política Agrària Comunitària persegueixen crear 
un marc sostenible per al desenvolupament de les zones rurals, especi-
alment les zones desfavorides i de muntanya, per a garantir la conser-
vació de l’entorn mediambiental, creant i fomentant fonts alternatives 
d’ingressos als nostres agricultors.

La situació crítica que travessen les explotacions ramaderes dedi-
cades a la producció de llet de cabra i ovella, a la producció de corders 
i cabrits, engreixadors on s’engreixen o finalitzen aquests corders o 
cabrits, engreixadors de cavalls, explotacions de vaques nodrisses dedi-
cades a produir jònecs per a esquer, engreixadors de jònecs i les explo-
tacions de gallines ponedores de grandària reduïda que comercialitzaven 
la producció d’ous en els canals d’hotels, restaurants i cafeteries, fa 
imprescindible instrumentar línies de suport, entre les quals es troba la 
possibilitat de concedir subvencions als productors del sector amb difi-
cultats econòmiques. Es tracta d’unes produccions lligades a un consum 
majoritari a través del canal de la restauració i l’hostaleria, tancat per 
l’actual crisi sanitària de la Covid-19 i la declaració de l’estat d’alarma 
a Espanya, mitjançant el Reial decret 463/2020, de 14 de març, pel qual 
es declara l’estat d’alarma per a la gestió de la situació de crisi sanitària 
ocasionada per la Covid-19.

Aquesta disposició estableix el tancament d’establiments d’hos-
taleria i restauració, al mateix temps que prohibeix concentracions de 
persones i, en conseqüència, les celebracions. És en aquest canal (el de 
la restauració i l’hostaleria) al qual es destina la major part d’aquestes 
produccions. Per això la demanda de les produccions de les explotaci-
ons abans esmentades s’ha desplomat. Aquesta situació és més greu si 
cap en la Comunitat Valenciana, ja que en la nostra comunitat, l’activitat 
turística és el principal motor econòmic que disposem i el tancament 
d’aquests establiments suposa col·locar a tots els proveïdors d’aquests 
establiments en una crisi sense precedents.

Aquesta situació en aquests moments és incerta, no se sap quant 
temps durarà, i la conclusió unànime és que aquests sectors ramaders 
s’enfronten a una crisi molt greu. Aquesta crisi pot ocasionar la desa-
parició d’un nombre important d’explotacions ramaderes i, amb això, 
la pèrdua de llocs de treball i la reducció de l’activitat econòmica. La 
situació s’agreuja en produir-se principalment en zones rurals en les 
quals les activitats alternatives amb viabilitat econòmica són escasses.

Per tot l’anterior és pel que es considera necessari i urgent, establir 
una línia de subvencions per al suport als sectors ramaders de la nos-
tra Comunitat Autònoma, per a evitar la desaparició definitiva d’unes 
activitats econòmiques bàsiques, perquè les zones rurals de Comunitat 
Valenciana continuen vives i els consumidors puguen continuar comp-
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seguir contando con alimentos de calidad, producidos en esta tierra con 
las mayores garantías de calidad y seguridad.

El sector pesquero igualmente, se ha visto envuelto en una diná-
mica negativa ante los abruptos cambios de tendencias en la distribu-
ción de alimentos y la alteración de las conductas de los consumidores 
derivadas de la situación provocada por la aparición de la pandemia. 
Esto, junto con el cierre de la hostelería, cliente importante de nuestro 
sector pesquero, ha derivado en una drástica reducción de la actividad 
de nuestros pescadores y consecuentemente de las lonjas pesqueras de 
la Comunitat Valenciana, disminuyendo los ingresos generados para el 
mantenimiento de estas.

Siendo considerado un sector esencial, el sector pesquero se ha 
visto envuelto en una dinámica negativa ante los abruptos cambios de 
tendencias en la distribución de alimentos y por la alteración de las 
conductas de los consumidores derivadas de la situación provocada 
por la aparición de la pandemia de la Covid-19. Estas ayudas vienen a 
facilitar la promoción de los productos pesqueros y su adecuación a las 
nuevas tendencias del mercado en cuanto a su transformación o nuevas 
formas de presentación.

Las lonjas, instalaciones, necesarias para la comercialización de la 
pesca extractiva están sufriendo especialmente esta situación de crisis, 
siente necesaria la aportación de una mínima ayuda económica que per-
mita garantizar su viabilidad y su mantenimiento tanto para garantizar 
la actividad actual de pesca como la futura, en el momento en que se 
normalice la situación. Las lonjas pesqueras son instalaciones públicas 
situadas en los diferentes puertos de la Comunidad en los cuales existe 
actividad pesquera y son gestionadas mayoritariamente (con la única 
excepción de la de Alicante y la de El Palmar) por las cofradías de pes-
cadores de los puertos en que se encuentran, corporaciones de derecho 
público sin ánimo de lucro, por lo cual la caída abrupta de ingresos que 
sufren, compromete su viabilidad

Esta situación, además se ve agravada por lo incierto de su dura-
ción, por lo que estos sectores se enfrentan a una crisis muy grave, que 
puede ocasionar la desaparición de un número importante de explota-
ciones ganaderas y de actividades de la pesca y, con ello, la pérdida de 
puestos de trabajo y la reducción de la actividad económica, con una 
incidencia muy especial en las zonas rurales, en las que las actividades 
alternativas con viabilidad económica son escasas.

Desde la declaración de la pandemia por la Organización Mundial 
de la Salud, el pasado 11 de marzo, y en el marco de las competencias 
que le atribuye el Estatuto de Autonomía, la Generalitat Valenciana ha 
ido adoptando de forma gradual varias medidas excepcionales que han 
tenido por objeto limitar la propagación de la Covid-19, y el contagio 
de la ciudadanía.

Ante esta situación excepcional, constituye también un deber de las 
autoridades públicas procurar que las medidas adoptadas no produz-
can daños irreversibles en el tejido productivo y social, impulsando las 
actuaciones, urgentes y excepcionales, que sean necesarias para paliar 
los efectos negativos de la limitación de la movilidad y de la suspensión 
temporal de gran parte de la actividad económica. En esta emergencia 
sanitaria, económica y social, tanto la protección como la adopción de 
medidas dirigidas a los sectores y colectivos más vulnerables, tienen 
que constituir la prioridad de las actuaciones de las administraciones 
públicas.

En el actual escenario de disrupción temporal y generalizada de la 
actividad económica, resulta de máxima urgencia la adopción de medi-
das extraordinarias de gestión económica financiera que atenúen los 
efectos de la brusca disminución de la actividad, con el fin de remediar 
los resultados negativos y los efectos sostenidos de la actual crisis.

Este decreto responde a los principios de necesidad, eficacia, pro-
porcionalidad, seguridad jurídica, eficiencia y transparencia, exigidos 
por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 
común de las administraciones públicas. Se cumplen los principios de 
necesidad y eficacia dado el interés general en el que se fundamentan 
las medidas que se establecen dirigidas al estímulo, el impulso y el 
mantenimiento de la actividad económica, durante y una vez rebasado 
el marco temporal del estado de alarma y sus prórrogas, y por ser el 
decreto el instrumento jurídico más adecuado e inmediato para garanti-
zar su consecución. La norma cumple también con el principio de pro-
porcionalidad, por contener la regulación imprescindible para atender la 
necesidad de establecer las medidas extraordinarias que en él se regulan. 
Del mismo modo, se ajusta al principio de seguridad jurídica, ya que es 

tant amb aliments de qualitat, produïts en aquesta terra amb les majors 
garanties de qualitat i seguretat.

El sector pesquer igualment, s’ha vist embolicat en una dinàmica 
negativa davant els abruptes canvis de tendències en la distribució d’ali-
ments i l’alteració de les conductes dels consumidors derivades de la 
situació provocada per l’aparició de la pandèmia. Això, juntament amb 
el tancament de l’hostaleria, client important del nostre sector pesquer, 
ha derivat en una dràstica reducció de l’activitat dels nostres pescadors 
i conseqüentment de les llotges pesqueres de la Comunitat Valenciana, 
disminuint els ingressos generats per al manteniment d’aquestes.

Sent considerat un sector essencial, el sector pesquer s’ha vist 
embolicat en una dinàmica negativa davant els abruptes canvis de ten-
dències en la distribució d’aliments i per l’alteració de les conductes 
dels consumidors derivades de la situació provocada per l’aparició de la 
pandèmia de la Covid-19. Aquestes ajudes venen a facilitar la promoció 
dels productes pesquers i la seua adequació a les noves tendències del 
mercat quant a la seua transformació o noves formes de presentació.

Les llotges, instal·lacions, necessàries per a la comercialització de 
la pesca extractiva estan patint especialment aquesta situació de crisi, 
sent necessària l’aportació d’una mínima ajuda econòmica que permeta 
garantir la seua viabilitat i el seu manteniment tant per a garantir l’acti-
vitat actual de pesca com la futura, en el moment en què es normalitze 
la situació. Les llotges pesqueres són instal·lacions públiques situades 
en els diferents ports de la Comunitat en els quals existeix activitat pes-
quera i són gestionades majoritàriament (amb l’única excepció de la 
d’Alacant i la del Palmar) per les confraries de pescadors dels ports en 
què es troben, corporacions de dret públic sense ànim de lucre, per la 
qual cosa la caiguda abrupta d’ingressos que pateixen, compromet la 
seua viabilitat

Aquesta situació, a més es veu agreujada per l’incert de la seua 
duració, per la qual cosa aquests sectors s’enfronten a una crisi molt 
greu, que pot ocasionar la desaparició d’un nombre important d’explota-
cions ramaderes i d’activitats de la pesca i, amb això, la pèrdua de llocs 
de treball i la reducció de l’activitat econòmica, amb una incidència 
molt especial en les zones rurals, en les quals les activitats alternatives 
amb viabilitat econòmica són escasses.

Des de la declaració de la pandèmia per l’Organització Mundial 
de la Salut, el passat 11 de març, i en el marc de les competències que 
li atribueix l’Estatut d’Autonomia, la Generalitat Valenciana ha anat 
adoptant de manera gradual diverses mesures excepcionals que han 
tingut per objecte limitar la propagació de la Covid-19, i el contagi de 
la ciutadania.

Davant aquesta situació excepcional, constitueix també un deure de 
les autoritats públiques procurar que les mesures adoptades no produ-
ïsquen danys irreversibles en el teixit productiu i social, impulsant les 
actuacions, urgents i excepcionals, que siguen necessàries per a pal·liar 
els efectes negatius de la limitació de la mobilitat i de la suspensió 
temporal de gran part de l’activitat econòmica. En aquesta emergència 
sanitària, econòmica i social, tant la protecció com l’adopció de mesures 
dirigides als sectors i col·lectius més vulnerables, han de constituir la 
prioritat de les actuacions de les administracions públiques.

En l’actual escenari de disrupció temporal i generalitzada de l’ac-
tivitat econòmica, resulta de màxima urgència l’adopció de mesures 
extraordinàries de gestió econòmica financera que atenuen els efectes 
de la brusca disminució de l’activitat, amb la finalitat de remeiar els 
resultats negatius i els efectes sostinguts de l’actual crisi.

Aquest decret respon als principis de necessitat, eficàcia, proporci-
onalitat, seguretat jurídica, eficiència i transparència, exigits per la Llei 
39/2015, d’1 d’octubre, del Procediment Administratiu Comú de les 
Administracions Públiques. Es compleixen els principis de necessitat 
i eficàcia donat l’interés general en el qual es fonamenten les mesures 
que s’estableixen dirigides a l’estímul, l’impuls i el manteniment de 
l’activitat econòmica, durant i una vegada depassat el marc temporal de 
l’estat d’alarma i les seues pròrrogues, i per ser el decret l’instrument 
jurídic més adequat i immediat per a garantir la seua consecució. La 
norma compleix també amb el principi de proporcionalitat, per contin-
dre la regulació imprescindible per a atendre la necessitat d’establir les 
mesures extraordinàries que en ell es regulen. De la mateixa manera, 
s’ajusta al principi de seguretat jurídica, ja que és coherent amb la resta 
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coherente con el resto del ordenamiento jurídico. En cuanto al principio 
de eficiencia, se incorporan mecanismos para que la norma genere las 
menores cargas administrativas posibles. Por último, en relación con 
el principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de 
consulta pública, audiencia e información pública.

Consideramos que es necesario apoyar las necesidades de un sector 
que puede verse gravemente afectado por la reducción de su actividad 
como consecuencia de la crisis sanitaria y, concretamente, las derivadas 
de la suspensión de realizar ventas en mercados no sedentarios, la sus-
pensión de la actividad educativa y de formación y la suspensión de la 
actividad de hostelería y restauración.

Igualmente por todos los anterior argumentos, consideramos que las 
entidades locales tienen un papel fundamental para atender las necesida-
des de la población de las zonas rurales más vulnerables de la Comuni-
tat Valenciana que pueden quedar desabastecidas de productos alimen-
tarios y de primera necesidad, y al mismo tiempo atender las demandas 
de los productores agroalimentarios de pequeña escala y agroecológicos 
para el restablecimiento de mercados no sedentarios de proximidad que 
pueden seguir siendo garantes de seguridad en esta crisis.

Finalmente este decreto prevé ayudas dirigidas a los personas que 
son productores locales y que venden directamente sus productos en 
cantidades no industriales y que en las actuales circunstancias han visto 
mermadas sus ventas por diferentes circunstancias todas ellas relacio-
nadas con las obligaciones de confinamiento, imposibilidad de despla-
zarse y cierre de actividad económica decretadas por el Real decreto 
463/2020. En estas circunstancias se habilita una línea de subvención, 
que es claramente complementaria del resto de ayudas para el medio 
rural, para facilitar la recuperación de sus mercados de proximidad a 
través del uso de tecnologías de comunicación que se han demostrado 
como un instrumento muy flexible para ese fin. La gravedad de la situa-
ción descrita, obliga por tanto a poner la atención en la venta directa 
y canales telemáticos de venta de productos agroalimentarios, como 
medida para compensar la disminución de ingresos, y asegurar la con-
tinuidad de las explotaciones del sector primario, instrumento básico 
del desarrollo económico en el medio rural, manteniendo los sistemas 
más ligados a los recursos locales, garantizando la pervivencia de la 
agricultura familiar y el abastecimiento de alimentos de proximidad con 
las mayores garantías de calidad y seguridad.

A la vista de la situación descrita y de las singulares circunstancias 
de interés público, social y económico que concurren, con el fin de 
reforzar la recuperación económica de las personas trabajadoras y pro-
ductoras de sector primario, la conselleria de Agricultura, Desarrollo 
Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, ha de establecer 
medidas de carácter excepcional que cumplan como objetivo principal 
el mantenimiento de la renta y de la actividad y sostenibilidad agrarias 
ante la alteración de las relaciones sociales, económicas y productivas 
provocadas por la Covid-19. Es por esto que se tramitan estas ayudas 
para paliar los efectos económicos de la crisis sanitaria provocada por 
la Covid-19 en relación con el sector primario de la Comunitat Valen-
ciana, a impulso de la Conselleria competente en materia de agricultura 
y ganadería.

Por todo lo expuesto, de acuerdo con el artículo 168.1.C de la Ley 
1/2015, de 6 de febrero, y en el artículo 28.c de la Ley 5/1983, de 30 
diciembre, de la Generalitat, del Consell, a propuesta de la consellera 
de Agricultura, Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición 
Ecológica, previa deliberación del Consell, en la reunión de 8 de mayo 
de 2020,

DECRETO

Artículo 1. Objeto
1. Este decreto tiene por objeto aprobar las medidas de apoyo eco-

nómico y las bases reguladoras para la concesión directa de subvencio-
nes, de carácter excepcional y singularizado, a entidades, empresas y 
personas en régimen autónomo que se han visto afectadas por la sus-
pensión de actividad económica decretada por el Gobierno de España 
para hacer frente al impacto de la Covid-19.

2. En concreto las ayudas previstas en este decreto están destinadas 
a:

a) Ayudas a las entidades gestoras de lonjas pesqueras que han 
tenido dificultades en la comercialización de los productos de la pesca 

de l’ordenament jurídic. Quant al principi d’eficiència, s’incorporen 
mecanismes perquè la norma genere les menors càrregues administrati-
ves possibles. Finalment, en relació amb el principi de transparència, la 
norma està exempta dels tràmits de consulta pública, audiència i infor-
mació pública.

Considerem que és necessari donar suport a les necessitats d’un sec-
tor que pot veure’s greument afectat per la reducció de la seua activitat 
com a conseqüència de la crisi sanitària i, concretament, les derivades 
de la suspensió de realitzar vendes en mercats no sedentaris, la suspen-
sió de l’activitat educativa i de formació i la suspensió de l’activitat 
d’hostaleria i restauració.

Igualment per tots els anteriors arguments, considerem que les enti-
tats locals tenen un paper fonamental per a atendre les necessitats de la 
població de les zones rurals més vulnerables de la Comunitat Valenciana 
que poden quedar desabastides de productes alimentaris i de prime-
ra necessitat, i al mateix temps atendre les demandes dels productors 
agroalimentaris de xicoteta escala i agroecològics per al restabliment de 
mercats no sedentaris de proximitat que poden continuar sent garants de 
seguretat en aquesta crisi.

Finalment aquest decret preveu ajudes dirigides a les persones que 
són productors locals i que venen directament els seus productes en 
quantitats no industrials i que en les actuals circumstàncies han vist 
minvades les seues vendes per diferents circumstàncies totes elles rela-
cionades amb les obligacions de confinament, impossibilitat de despla-
çar-se i tancament d’activitat econòmica decretades pel Reial decret 
463/2020. En aquestes circumstàncies s’habilita una línia de subvenció, 
que és clarament complementària de la resta d’ajudes per al medi rural, 
per a facilitar la recuperació dels seus mercats de proximitat a través de 
l’ús de tecnologies de comunicació que s’han demostrat com un instru-
ment molt flexible per a aquest fi. La gravetat de la situació descrita, 
obliga per tant a posar l’atenció en la venda directa i canals telemàtics 
de venda de productes agroalimentaris, com a mesura per a compensar 
la disminució d’ingressos, i assegurar la continuïtat de les explotacions 
del sector primari, instrument bàsic del desenvolupament econòmic en 
el medi rural, mantenint els sistemes més lligats als recursos locals, 
garantint la pervivència de l’agricultura familiar i el proveïment d’ali-
ments de proximitat amb les majors garanties de qualitat i seguretat.

A la vista de la situació descrita i de les singulars circumstàncies 
d’interés públic, social i econòmic que concorren, amb la finalitat de 
reforçar la recuperació econòmica de les persones treballadores i pro-
ductores de sector primari, la conselleria d’Agricultura, Desenvolupa-
ment Rural, Emergència Climàtica i Transició Ecològica, ha d’establir 
mesures de caràcter excepcional que complisquen com a objectiu prin-
cipal el manteniment de la renda i de l’activitat i sostenibilitat agràries 
davant l’alteració de les relacions socials, econòmiques i productives 
provocades per la Covid-19. És per això que es tramiten aquestes ajudes 
per a pal·liar els efectes econòmics de la crisi sanitària provocada per la 
Covid-19 en relació amb el sector primari de la Comunitat Valenciana, a 
impuls de la Conselleria competent en matèria d’agricultura i ramaderia.

Per tot això, d’acord amb allò que preveuen l’article 168.1.C de 
la Llei 1/2015, de 6 de febrer, i l’article 28.c de la Llei 5/1983, de 30 
desembre, de la Generalitat, del Consell, a proposta de la consellera 
d’Agricultura, Desenvolupament Rural, Emergència Climàtica i Tran-
sició Ecològica, prèvia deliberació del Consell, en la reunió de 8 de 
maig de 2020,

DECRETE

Article 1. Objecte
1. Aquest decret té per objecte aprovar les mesures de suport eco-

nòmic i les bases reguladores per a la concessió directa de subvencions, 
de caràcter excepcional i singularitzat, a entitats, empreses i persones 
en règim autònom que s’han vist afectades per la suspensió d’activitat 
econòmica decretada pel Govern d’Espanya per a fer front a l’impacte 
de la Covid-19.

2. En concret les ajudes previstes en aquest decret estan destinades 
a:

a) Ajudes a les entitats gestores de llotges pesqueres que han tin-
gut dificultats en la comercialització dels productes de la pesca en els 
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en los meses de marzo y abril como consecuencia de las limitaciones 
impuestas por el Real decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sani-
taria ocasionada por la Covid-19, y sus prórrogas para ayudar a paliar 
la actual situación de crisis.

b) Ayudas a las explotaciones ganaderas de la Comunitat Valencia-
na, afectadas por la crisis de la Covid-19, con la finalidad de conseguir 
el mantenimiento de su actividad.

c) Ayudas a las entidades locales de las zonas rurales de la Comu-
nitat Valenciana con la finalidad de adecuar espacios abiertos para la 
realización de mercados de venta no sedentarios, así como habilitar 
locales de recogida y distribución de productos agroalimentarios a la 
población en municipios rurales que puedan verse desabastecidos por 
las medidas adoptadas como consecuencia de la declaración del estado 
de alarma mediante el Real decreto 463/2020, de 14 marzo.

d) Ayudas dirigidas a los productores agrarios que realicen venta 
directa al por menor, para que puedan crear canales telemáticos de venta 
de productos agroalimentarios para compensar la disminución de ingre-
sos derivada de la declaración del estado de alarma.

e) Ayudas a personas productoras primarias que realicen venta 
directa al por menor de productos agroalimentarios, para compensar 
la disminución de ingresos derivada de la declaración del estado de 
alarma.

3. El conjunto de actuaciones financiadas, con arreglo a lo dispuesto 
en este decreto, se desarrollarán dentro del año 2020.

Artículo 2. Razones de interés público que concurren en su concesión 
e imposibilidad de su convocatoria pública

1. Estas subvenciones se conceden de forma directa, en aplicación 
de lo previsto en el artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, por concurrir 
razones de interés económico, social y humanitario, en virtud de las 
circunstancias derivadas de la declaración del estado de alarma en todo 
el territorio nacional mediante el Real decreto 463/2020. Las subven-
ciones reguladas en este decreto tienen carácter singular, derivado del 
carácter excepcional y único de los acontecimientos que motivan el 
procedimiento en cuestión. Dado el objeto específico de la subvención, 
se sigue el procedimiento de concesión directa y no el de concurrencia 
competitiva.

2. En concreto, las razones de interés público que justifican el otor-
gamiento directo de las subvenciones radican en la urgencia de atender 
las necesidades y combatir los efectos sociales, económicos y producti-
vos que está teniendo la Covid-19 en la Comunitat Valenciana.

Artículo 3. Personas beneficiarias
Tienen la consideración de personas beneficiarias aquellas entidades 

o personas identificadas en el anexo del presente decreto, que pertene-
cen a sectores de actividad que han sufrido un impacto negativo, social, 
económico y/o productivo global a consecuencia de la aprobación del 
Real decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por la Covid-19.

Artículo 4. Protección de datos de carácter personal
1. La gestión de estas ayudas conlleva el tratamiento de datos de 

carácter personal en el marco de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, 
y en la Ley orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales.

2. La información relativa al tratamiento de los datos de carácter 
personal se encuentra disponible en el Registro de Actividades de Tra-
tamiento, publicado en la página web de la conselleria de Agricultura, 
Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica. En 
concreto, la información básica del tratamiento correspondiente a cada 
ayuda estará disponible en el formulario de solicitud de la misma.

Artículo 5. Financiación
1. El importe global máximo de las ayudas a conceder derivadas de 

este decreto asciende a 7.384.563 € a cargo de los fondos propios de la 
Generalitat.

mesos de març i abril com a conseqüència de les limitacions imposades 
pel Reial decret 463/2020, de 14 de març, pel qual es declara l’estat 
d’alarma per a la gestió de la situació de crisi sanitària ocasionada per la 
Covid-19, i les seues pròrrogues per a ajudar a pal·liar l’actual situació 
de crisi.

b) Ajudes a les explotacions ramaderes de la Comunitat Valenciana, 
afectades per la crisi de la Covid-19, amb la finalitat d’aconseguir el 
manteniment de la seua activitat.

c) Ajudes a les entitats locals de les zones rurals de la Comunitat 
Valenciana amb la finalitat d’adequar espais oberts per a la realització 
de mercats de venda no sedentaris, així com habilitar locals de recollida 
i distribució de productes agroalimentaris a la població en municipis 
rurals que puguen veure’s desabastits per les mesures adoptades com 
a conseqüència de la declaració de l’estat d’alarma mitjançant el Reial 
decret 463/2020, de 14 març.

d) Ajudes dirigides als productors agraris que realitzen venda direc-
ta al detall, perquè puguen crear canals telemàtics de venda de productes 
agroalimentaris per a compensar la disminució d’ingressos derivada de 
la declaració de l’estat d’alarma.

e) Ajudes a persones productores primàries que realitzen venda 
directa al detall de productes agroalimentaris, per a compensar la dis-
minució d’ingressos derivada de la declaració de l’estat d’alarma.

3. El conjunt d’actuacions finançades, conformement al que es dis-
posa en aquest decret, es desenvoluparan dins de l’any 2020.

Article 2. Raons d’interés públic que concorren en la seua concessió i 
impossibilitat de la seua convocatòria pública

1. Aquestes subvencions es concedeixen de manera directa, en 
aplicació del que es preveu en l’article 168.1.C de la Llei 1/2015, per 
concórrer raons d’interés econòmic, social i humanitari, en virtut de les 
circumstàncies derivades de la declaració de l’estat d’alarma en tot el 
territori nacional mitjançant el Reial decret 463/2020. Les subvencions 
regulades en aquest decret tenen caràcter singular, derivat del caràcter 
excepcional i únic dels esdeveniments que motiven el procediment en 
qüestió. Donat l’objecte específic de la subvenció, se segueix el proce-
diment de concessió directa i no el de concurrència competitiva.

2. En concret, les raons d’interés públic que justifiquen l’atorgament 
directe de les subvencions radiquen en la urgència d’atendre les necessi-
tats i combatre els efectes socials, econòmics i productius que està tenint 
la Covid-19 en la Comunitat Valenciana.

Article 3. Persones beneficiàries
Tenen la consideració de persones beneficiàries aquelles entitats 

o persones identificades en l’annex del present decret, que pertanyen 
a sectors d’activitat que han patit un impacte negatiu, social, econò-
mic i/o productiu global a conseqüència de l’aprovació del Reial decret 
463/2020, de 14 de març, pel qual es declara l’estat d’alarma per a la 
gestió de la situació de crisi sanitària ocasionada per la Covid-19.

Article 4. Protecció de dades de caràcter personal
1. La gestió d’aquestes ajudes comporta el tractament de dades de 

caràcter personal en el marc del que es disposa en el Reglament (UE) 
2016/679 del Parlament Europeu i del Consell, de 27 d’abril de 2016, 
relatiu a la protecció de les persones físiques pel que fa al tractament 
de dades personals i a la lliure circulació d’aquestes dades, i en la Llei 
orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de Protecció de Dades Personals i 
garantia dels drets digitals.

2. La informació relativa al tractament de les dades de caràcter 
personal es troba disponible en el Registre d’Activitats de Tractament, 
publicat en la pàgina web de la conselleria d’Agricultura, Desenvolu-
pament Rural, Emergència Climàtica i Transició Ecològica. En concret, 
la informació bàsica del tractament corresponent a cada ajuda estarà 
disponible en el formulari de sol·licitud d’aquesta.

Article 5. Finançament
1. L’import global màxim de les ajudes a concedir derivades 

d’aquest decret ascendeix a 7.384.563 € a càrrec dels fons propis de la 
Generalitat.
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2. De acuerdo con la previsión legal del último párrafo del artículo 
168.1.c de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de hacienda 
pública, del sector público instrumental y de subvenciones, las ayudas 
se imputarán a las líneas de subvención que se habiliten mediante el 
correspondiente expediente de modificación presupuestaria tramitado 
al efecto en las aplicaciones presupuestarias del estado de gastos del 
presupuesto de la Generalitat para 2020 que se relacionan:

– 12.02.01.0000.71410.4 «Ayudas a entidades gestoras de lonjas de 
pescadores afectados por la Covid-19»

– 12.02.01.0000.71480.4 «Ayudas a explotaciones ganaderas afec-
tadas por la Covid-19»

– 12.02.02.0000.54220.4 «Ayudas a las entidades locales de las 
zonas rurales de la Comunitat Valenciana afectadas por la Covid-19»

– 12.02.02.0000.54220.7 «Ayudas a personas productoras del sector 
primario para la creación de canales telemáticos de venta de productos 
agroalimentarios»

– 12.02.02.0000.54220.4 «Ayudas a personas productoras primarias 
que realizan venta directa al por menor de productos agroalimentarios 
afectados por la Covid-19»

Artículo 6. Procedimiento de concesión
1. Estas subvenciones se concederán de forma directa, en aplicación 

de los artículos 22.2 c) y 28, apartados 2 y 3 de la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, general de subvenciones, y el artículo 168.1 c) de la 
Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del 
sector público instrumental y de subvenciones, por concurrir razones de 
interés público, económico y social. En concreto, el carácter singular de 
estas subvenciones deriva de la naturaleza excepcional, única e impre-
visible de los acontecimientos que las motivan.

2. El régimen de justificación será el indicado para cada tipo de sub-
vención en las bases reguladoras de las ayudas incluidas en el presente 
decreto, sin perjuicio de los controles que se efectúen con posterioridad, 
que se extenderán a la totalidad de las personas beneficiarias.

3. En virtud de lo establecido en el artículo 8.1.c de la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, la publicidad de las subvenciones concedidas se rea-
lizará mediante su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat 
Valenciana.

Artículo 7. Resolución y recursos
1. La competencia para resolver sobre las solicitudes presentadas 

corresponde a la persona titular de la Conselleria de Agricultura, Desa-
rrollo Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica u órgano en 
que esta delegue.

2. La resolución de concesión determinará la cuantía concedida e 
incorporará, en su caso, las condiciones, obligaciones y determinaciones 
accesorias a que deba sujetarse la beneficiaria.

3. El plazo para resolver y notificar la resolución procedente será 
de 3 meses desde la finalización del plazo de solicitud. Transcurrido 
este plazo sin que se haya dictado y notificado resolución expresa, se 
producirá el silencio administrativo y la solicitud podrá entenderse des-
estimada.

4. La resolución contendrá información del importe previsto de la 
ayuda en equivalente de subvención bruta.

5. La resolución pondrá fin a la vía administrativa y contra ella 
podrá interponerse recurso potestativo de reposición ante el mismo 
órgano en el plazo de un mes a partir del día siguiente al de su notifica-
ción, de acuerdo con los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del procedimiento administrativo común de las administracio-
nes públicas; o recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos 
meses ante el correspondiente Juzgado de lo Contencioso Administrati-
vo, de conformidad con los artículos 8 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo 8. Pago de la subvención
La liquidación y pago de las ayudas se efectuará según se indica en 

cada una de las secciones para cada una de las ayudas previstas en el 
anexo del presente decreto.

2. D’acord amb la previsió legal de l’últim paràgraf de l’article 
168.1.c de la Llei 1/2015, de 6 de febrer, de la Generalitat, d’hisenda 
pública, del sector públic instrumental i de subvencions, les ajudes s’im-
putaran a les línies de subvenció que s’habiliten mitjançant el correspo-
nent expedient de modificació pressupostària tramitat a aquest efecte en 
les aplicacions pressupostàries de l’estat de despeses del pressupost de 
la Generalitat per a 2020 que es relacionen:

– 12.02.01.0000.71410.4 «Ajudes a entitats gestores de llotges de 
pescadors afectats per la Covid-19»

– 12.02.01.0000.71480.4 «Ajudes a explotacions ramaderes afecta-
des per la Covid-19»

– 12.02.02.0000.54220.4 «Ajudes a les entitats locals de les zones 
rurals de la Comunitat Valenciana afectades per la Covid-19»

– 12.02.02.0000.54220.7 «Ajudes a persones productores del sec-
tor primari per a la creació de canals telemàtics de venda de productes 
agroalimentaris»

– 12.02.02.0000.54220.4 «Ajudes a persones productores primàries 
que realitzen venda directa al detall de productes agroalimentaris afec-
tats per la Covid-19»

Article 6. Procediment de concessió
1. Aquestes subvencions es concediran de manera directa, en apli-

cació dels articles 22.2 c) i 28, apartats 2 i 3 de la Llei 38/2003, de 17 
de novembre, general de subvencions, i l’article 168.1 c) de la Llei 
1/2015, de 6 de febrer, de la Generalitat, d’hisenda pública, del sec-
tor públic instrumental i de subvencions, per concórrer raons d’interés 
públic, econòmic i social. En concret, el caràcter singular d’aquestes 
subvencions deriva de la naturalesa excepcional, única i imprevisible 
dels esdeveniments que les motiven.

2. El règim de justificació serà el que s’indica per a cada tipus de 
subvenció en les bases reguladores de les ajudes incloses en el present 
decret, sense perjudici dels controls que s’efectuen amb posterioritat, 
que s’estendran a la totalitat de les persones beneficiàries.

3. En virtut del que s’estableix en l’article 8.1.c de la Llei 19/2013, 
de 9 de desembre, de transparència, accés a la informació pública i bon 
govern, la publicitat de les subvencions concedides es realitzarà mitjan-
çant la seua publicació en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Article 7. Resolució i recursos
1. La competència per a resoldre sobre les sol·licituds presentades 

correspon a la persona titular de la Conselleria d’Agricultura, Desenvo-
lupament Rural, Emergència Climàtica i Transició Ecològica o òrgan 
en què aquesta delegue.

2. La resolució de concessió determinarà la quantia concedida 
i incorporarà, si escau, les condicions, obligacions i determinacions 
accessòries al fet que haja de subjectar-se la beneficiària.

3. El termini per a resoldre i notificar la resolució procedent serà de 
3 mesos des de la finalització del termini de sol·licitud. Transcorregut 
aquest termini sense que s’haja dictat i notificat resolució expressa, es 
produirà el silenci administratiu i la sol·licitud podrà entendre’s deses-
timada.

4. La resolució contindrà informació de l’import previst de l’ajuda 
en equivalent de subvenció bruta.

5. La resolució posarà fi a la via administrativa i contra ella podrà 
interposar-se recurs potestatiu de reposició davant el mateix òrgan en 
el termini d’un mes a partir de l’endemà de la seua notificació, d’acord 
amb els articles 123 i 124 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del proce-
diment administratiu comú de les administracions públiques; o recurs 
contenciós administratiu en el termini de dos mesos davant el corres-
ponent Jutjat contenciós administratiu, de conformitat amb els articles 
8 i 46 de la Llei 29/1998, de 13 de juliol, reguladora de la jurisdicció 
contenciosa administrativa.

Article 8. Pagament de la subvenció
La liquidació i pagament de les ajudes s’efectuarà segons s’indica 

en cadascuna de les seccions per a cadascuna de les ajudes previstes en 
l’annex del present Decret.
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Artículo 9. Obligaciones generales de las beneficiarias
1. Las personas beneficiarias quedarán obligadas a someterse a la 

normativa sobre supervisión, seguimiento y control de subvenciones, así 
como a facilitar toda la información requerida por el órgano gestor de la 
subvención. Igualmente quedarán, en todo caso, sujetas a las obligacio-
nes impuestas por el artículo 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre 
General de Subvenciones.

2. Además deberán cumplir con las siguientes obligaciones:
a) Facilitar cuantos datos e información, en cuestiones relacionadas 

con las subvenciones concedidas, le sea requerido por el órgano instruc-
tor del presente procedimiento.

b) Comunicar al servicio responsable de la tramitación, la solicitud 
u obtención de otras subvenciones o ayudas para la misma finalidad, así 
como cualquier incidencia o variación que se produzca en relación con 
la subvención concedida.

c) Cumplir las obligaciones de transparencia establecidas en la 
legislación básica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 de 
la Ley 2/2015, de 2 de abril, de la Generalitat, de transparencia, buen 
gobierno y participación ciudadana de la Comunitat Valenciana, en caso 
de haber percibido durante un año ayudas o subvenciones públicas en 
una cuantía superior a 10.000 euros. En concreto, deberán publicitar en 
su página web, si la tuvieran, la obtención de esta subvención.

d) Someterse a las actuaciones de control financiero previstas en 
los artículos 113 y siguientes de la Ley 1/2015 y en los artículos 44 y 
siguientes de la Ley 38/2003, así como las que puedan llevar a cabo la 
Generalitat y otros órganos de control.

Artículo 10. Minoración, anulación y reintegro de las subvenciones
1. El incumplimiento de los requisitos establecidos en este decreto, 

dará lugar, previo el oportuno procedimiento, a la obligación de reinte-
grar, total o parcialmente, las subvenciones y los intereses de demora 
correspondientes, conforme a lo dispuesto en el artículo 172 de la Ley 
1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del sec-
tor público instrumental y de subvenciones.

2. El falseamiento o la ocultación de datos y documentos que afec-
ten sustancialmente a la concesión y entrega de fondos públicos, dará 
lugar a la exigencia de responsabilidades tanto en el orden administra-
tivo como en el jurisdiccional competente, así como a lo dimanante en 
los artículos 173 a 177 de la de la Ley 1/2015.

3. La conselleria competente en materia en Agricultura, Desarrollo 
Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica, realizará cuantos 
controles técnicos y administrativos considere necesarios con objeto de 
conformar el correcto cumplimiento de los requisitos exigidos en este 
decreto.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Única. Régimen jurídico
1. Estas ayudas tienen la consideración de subvenciones públicas y 

se rigen por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvencio-
nes; el Real decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba su 
reglamento, y demás normativa concordante, y por la Ley 1/2015, de 6 
de febrero, de la Generalitat, de Hacienda Pública, del Sector Público 
Instrumental y de Subvenciones.

2. En aplicación del apartado 4 de la disposición adicional cuarta 
del Real decreto 463/2020, la suspensión de plazos no se aplicará al 
procedimiento de concesión de estas ayudas, por ser un procedimiento 
referido a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos que justi-
fican el estado de alarma.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Habilitación
Se habilita a la persona titular de la conselleria competente en mate-

ria de agricultura y desarrollo rural, para el desarrollo y ejecución de 
este decreto.

Segunda. Efectos
Este decreto producirá efectos a partir del día siguiente al de su 

publicación en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Article 9. Obligacions generals de les beneficiàries
1. Les persones beneficiàries quedaran obligades a sotmetre’s a la 

normativa sobre supervisió, seguiment i control de subvencions, així 
com a facilitar tota la informació requerida per l’òrgan gestor de la 
subvenció. Igualment quedaran, en tot cas, subjectes a les obligacions 
imposades per l’article 14 de la Llei 38/2003, de 17 de novembre, Gene-
ral de Subvencions.

2. A més hauran de complir amb les següents obligacions:
a) Facilitar quantes dades i informació, en qüestions relacionades 

amb les subvencions concedides, li siga requerit per l’òrgan instructor 
del present procediment.

b) Comunicar al servei responsable de la tramitació, la sol·licitud 
o obtenció d’altres subvencions o ajudes per a la mateixa finalitat, així 
com qualsevol incidència o variació que es produïsca en relació amb la 
subvenció concedida.

c) Complir les obligacions de transparència establides en la legisla-
ció bàsica, de conformitat amb el que es disposa en l’article 3 de la Llei 
2/2015, de 2 d’abril, de la Generalitat, de transparència, bon govern i 
participació ciutadana de la Comunitat Valenciana, en cas d’haver per-
cebut durant un any ajudes o subvencions públiques en una quantia 
superior a 10.000 euros. En concret, hauran de publicitar en la seua 
pàgina web, si la tingueren, l’obtenció d’aquesta subvenció.

d) Sotmetre’s a les actuacions de control financer previstes en els 
articles 113 i següents de la Llei 1/2015 i en els articles 44 i següents 
de la Llei 38/2003, així com les que puguen dur a terme la Generalitat 
i altres òrgans de control.

Article 10. Minoració, anul·lació i reintegrament de les subvencions
1. L’incompliment dels requisits establits en aquest decret, donarà 

lloc, previ l’oportú procediment, a l’obligació de reintegrar, totalment o 
parcialment, les subvencions i els interessos de demora corresponents, 
conforme al que es disposa en l’article 172 de la Llei 1/2015, de 6 de 
febrer, de la Generalitat, d’hisenda pública, del sector públic instrumen-
tal i de subvencions.

2. El falsejament o l’ocultació de dades i documents que afecten 
substancialment la concessió i lliurament de fons públics, donarà lloc 
a l’exigència de responsabilitats tant en l’ordre administratiu com en el 
jurisdiccional competent, així com al dimanant en els articles 173 a 177 
de la Llei 1/2015.

3. La conselleria competent en matèria en Agricultura, Desenvolu-
pament Rural, Emergència Climàtica i Transició Ecològica, realitzarà 
quants controls tècnics i administratius considere necessaris a fi de con-
formar el correcte compliment dels requisits exigits en aquest decret.

DISPOSICIÓ ADDICIONAL

Única. Règim jurídic
1. Aquestes ajudes tenen la consideració de subvencions públiques 

i es regeixen per la Llei 38/2003, de 17 de novembre, general de sub-
vencions; el Reial decret 887/2006, de 21 de juliol, pel qual s’aprova el 
seu reglament, i altra normativa concordant, i per la Llei 1/2015, de 6 
de febrer, de la Generalitat, d’hisenda pública, del sector públic instru-
mental i de subvencions.

2. En aplicació de l’apartat 4 de la disposició addicional quarta del 
Reial decret 463/2020, la suspensió de terminis no s’aplicarà al proce-
diment de concessió d’aquestes ajudes, per ser un procediment referit a 
situacions estretament vinculades als fets que justifiquen l’estat d’alar-
ma.

DISPOSICIONS FINALS

Primera. Habilitació
S’habilita la persona titular de la conselleria competent en matèria 

d’agricultura i desenvolupament rural, per al desenvolupament i execu-
ció d’aquest decret.

Segona. Efectes
Aquest decret produirà efectes des de l’endemà de la publicació en 

el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.
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Contra este decreto, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
potestativamente, interponer recurso de reposición en el plazo de un 
mes desde la publicación del presente decreto en el Diari Oficial de la 
Generalitat Valenciana, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
112, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común de las administraciones públicas, o bien recurso 
contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justícia de la Comunitat Valenciana, 
en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de su 
publicación en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. Todo ello 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 10, 44 y 46 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa, y sin perjuicio de que se utilice cualquier otra vía que se 
considere oportuna.

València, 8 de mayo de 2020

El president de la Generalitat,
XIMO PUIG I FERRER

La consellera de Agricultura, Desarrollo Rural
Emergencia Climática y Transición Ecológica.
MIREIA MOLLÀ HERRERA

ANEXO
Bases reguladoras de concesión directa de ayudas urgentes a las 

entidades gestoras de lonjas pesqueras, a explotaciones ganaderas, a 
las entidades locales de las zonas rurales para la habilitación de espa-
cios de venta no sedentaria de productos agroalimentarios, a personas 
productoras del sector primario para la creación de canales telemáticos 
de venta de productos agroalimentarios y a personas productoras pri-
marias que realicen venta directa al por menor en lonjas, alhóndigas 
o al por menor de productos agroalimentarios, afectadas por la crisis 
de la Covid-19 que han tenido dificultades en la comercialización de 
los productos con la finalidad de conseguir el mantenimiento de su 
actividad.

SECCIÓN I
Ayudas a las entidades gestoras de las lonjas 

pesqueras afectados por la Covid-19

Artículo 1. Objeto, naturaleza, duración y procedimiento de concesión 
de las ayudas

1. Estas ayudas van dirigidas a paliar las dificultades en la comer-
cialización de los productos de la pesca en los meses de marzo y abril 
como consecuencia de las limitaciones impuestas por el Real decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, 
y sus prórrogas.

2. Las presentes ayudas se concederán exclusivamente en el ejer-
cicio 2020.

Artículo 2. Beneficiarios y requisito
1. Podrán ser beneficiarios de las ayudas previstas en este decreto 

las entidades gestoras de lonjas pesqueras ubicadas en el ámbito terri-
torial de la Comunitat Valenciana, bien sean Cofradías de Pescadores, 
Comunidades de Pescadores o entidades mercantiles.

2. Para ser beneficiario deberán cumplirse además de las obliga-
ciones generales contempladas en este decreto gestionar una lonja pes-
quera.

3. Las ayudas previstas en este decreto únicamente podrán ser con-
cedidas a empresas que no estaban en situación de crisis a 31 de diciem-
bre de 2019, aunque con fecha posterior haya adquirido tal condición.

Artículo 3. Importe de la ayuda
1. Importe máximo de estas ayudas es de 334.563,00 €. La subven-

ción se efectuará con cargo al capítulo IV del programa 714.10, línea 
de subvención SNUEVA denominada «Ayudas a entidades gestoras de 
lonjas de pescadores afectados por la Covid-19», distribuida en la tabla 
adjunta.

Contra aquest decret, que posa fi a la via administrativa, es podrà 
potestativament, interposar recurs de reposició en el termini d’un mes 
des de la publicació del present decret en el Diari Oficial de la Genera-
litat Valenciana, d’acord amb el que es disposa en els articles 112, 123 
i 124 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del procediment administratiu 
comú de les administracions públiques, o bé recurs contenciós adminis-
tratiu davant la Sala contenciosa administrativa del Tribunal Superior de 
Justícia de la Comunitat Valenciana, en el termini de dos mesos comp-
tats a partir de l’endemà de la seua publicació en el Diari Oficial de la 
Generalitat Valenciana. Tot això de conformitat amb el que es disposa 
en els articles 10, 44 i 46 de la Llei 29/1998, de 13 de juliol, reguladora 
de la Jurisdicció contenciosa administrativa, i sense perjudici que s’uti-
litze qualsevol altra via que es considere oportuna.

València, 8 de maig de 2020

El president de la Generalitat,
XIMO PUIG I FERRER

La consellera de Agricultura, Desarrollo Rural
Emergencia Climática y Transición Ecológica.
MIREIA MOLLÀ HERRERA

ANNEX
Bases reguladores de concessió directa d’ajudes urgents a les enti-

tats gestores de llotges pesqueres, a explotacions ramaderes, a les enti-
tats locals de les zones rurals per a l’habilitació d’espais de venda no 
sedentària de productes agroalimentaris, a persones productores del 
sector primari per a la creació de canals telemàtics de venda de pro-
ductes agroalimentaris i a persones productores primàries que realitzen 
venda directa al detall en llotges, alfòndecs o al detall de productes 
agroalimentaris, afectades per la crisi de la Covid-19 que han tingut 
dificultats en la comercialització dels productes amb la finalitat d’acon-
seguir el manteniment de la seua activitat.

SECCIÓ I
Ajudes a les entitats gestores de les llotges p

esqueres afectades per la Covid-19

Article 1. Objecte, naturalesa, duració i procediment de concessió de 
les ajudes

1. Aquestes ajudes van dirigides a pal·liar les dificultats en la 
comercialització dels productes de la pesca en els mesos de març i 
abril com a conseqüència de les limitacions imposades pel Reial decret 
463/2020, de 14 de març, pel qual es declara l’estat d’alarma per a la 
gestió de la situació de crisi sanitària ocasionada per la Covid-19, i les 
seues pròrrogues.

2. Les presents ajudes es concediran exclusivament en l’exercici 
2020.

Article 2. Beneficiaris i requisit
1. Podran ser beneficiaris de les ajudes previstes en aquest decret les 

entitats gestores de llotges pesqueres situades en l’àmbit territorial de la 
Comunitat Valenciana, bé siguen Confraries de Pescadors, Comunitats 
de Pescadors o entitats mercantils.

2. Per a ser beneficiari hauran de complir-se a més de les obliga-
cions generals contemplades en aquest decret gestionar una llotja pes-
quera.

3. Les ajudes previstes en aquest decret únicament podran ser con-
cedides a empreses que no estaven en situació de crisi a 31 de desembre 
de 2019, encara que amb data posterior haja adquirit tal condició.

Article 3. Import de l’ajuda
1. Import màxim d’aquestes ajudes és de 334.563,00 €. La subven-

ció s’efectuarà amb càrrec al capítol IV del programa 714.10, línia de 
subvenció SNUEVA denominada «Ajudes a entitats gestores de llotges 
de pescadors afectats per la Covid-19», distribuïda en la taula adjunta.
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2. El importe total de la ayuda se distribuye con arreglo al siguiente 
desglose entre las beneficiarias que se indican:

ENTIDAD	 IMPORTE
COFRADÍA DE PESCADORES DE VINARÒS	 19.507,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE BENICARLÓ	 14.602,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE PENÍSCOLA	 25.715,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE CASTELLÓ	 42.795,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE BORRIANA	 20.510,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE SAGUNT	 6.057,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE VALÈNCIA	 7.727,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE CULLERA	 17.932,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE GANDIA	 16.527,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE DÉNIA	 20.725,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE XÀBIA	 14.852,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE MORAIRA	 4.682,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE CALP	 11.797,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE ALTEA	 15.160,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE VILA JOIOSA	 31.180,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE EL CAMPELLO	 3.295,00 €
LLOTJA D’ALACANT	 3.750,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE SANTA POLA	 36.750,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE GUARDAMAR	 5.750,00 €
COFRADÍA DE PESCADORES DE TORREVELLA	 11.500,00 €
COMUNIDAD DE PESCADORES DE EL PALMAR	 3.750,00 €
	 334.563,00 €

Artículo 4. Forma y plazo de presentación
1. La solicitud se presentará de forma telemática en la sede electró-

nica de la Generalitat Valenciana, en la siguiente dirección: http://www.
gva.es/es/proc20916

2. Los documentos que se anexen al trámite telemático deberán ir 
firmados electrónicamente por las personas que, según el tipo de docu-
mento, proceda. Para la tramitación telemática se deberá disponer de 
firma electrónica avanzada, con un certificado admitido por la sede 
electrónica de la Generalitat (https://sede.gva.es). De no disponer de 
firma electrónica avanzada, deberá acudirse a la representación a través 
de persona que si disponga de ella, acreditando la representación.

3. El plazo para la presentación de solicitudes será de 15 días hábi-
les y se iniciará a las 9 horas del día siguiente a la publicación de este 
decreto en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

4. Cualquier aportación de documentación complementaria, una 
vez realizada la solicitud, se llevará a cabo telemáticamente en la Sede 
Electrónica de la Generalitat, haciendo referencia al código de expe-
diente que le haya sido asignado. El acceso al trámite concreto de apor-
tación de documentación complementaria podrá realizarse a través de 
la siguiente URL http://www.gva.es/es/proc18536.

5. Todos los formularios estarán disponibles en la siguiente URL: 
https://www.gva.es/es/inicio/procedimientos/pro_documentos?id_
proc=20916&id_page=&id_site=&id_caso=docs

Artículo 5. Documentación que debe acompañar a la solicitud
1. Junto con la solicitud, se aportará la siguiente documentación:
a) Certificado de Secretaría del acuerdo del órgano competente de 

la entidad por el que se acuerda solicitar la ayuda.
b) Memoria descriptiva de los gastos a subvencionar.
c) Declaración responsable relativa al cumplimiento de las condi-

ciones para recibir la ayuda.
d) Declaración responsable de no estar en dificultades económicas o 

en crisis a 31 de diciembre de 2019, aunque, con fecha posterior hayan 
adquirido esta condición.

e) Modelo de domiciliación bancaria.
f) En caso de no disponer de firma electrónica y actuar mediante 

representante, se aportará justificación relativa a la representación.
g) Documentación justificativa de los gastos subvencionables, en 

el caso de que se disponga de la misma. En caso de no disponer de 
esta documentación, se podrá presentar como máximo antes del 30 de 
octubre del año en curso de forma telemática en la sede electrónica de 
la Generalitat Valenciana, según dispone el artículo 4.

h) La empresa o persona en régimen autónomo ha de declarar por 
escrito cualquier otra ayuda temporal relativa a los mismos costes sub-

2. L’import total de l’ajuda es distribueix conformement al següent 
desglossament entre les beneficiàries que s’indiquen:

ENTITAT	 IMPORT
CONFRARIA DE PESCADORS DE VINARÒS	 19.507,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE BENICARLÓ	 14.602,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE PENÍSCOLA	 25.715,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE CASTELLÓ	 42.795,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE BORRIANA	 20.510,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE SAGUNT	 6.057,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE VALÈNCIA	 7.727,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE CULLERA	 17.932,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE GANDIA	 16.527,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE DÉNIA	 20.725,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE XÀBIA	 14.852,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE MORAIRA	 4.682,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE CALP	 11.797,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS D’ALTEA	 15.160,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE VILA JOIOSA	 31.180,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DEL CAMPELLO	 3.295,00 €
LLOTJA D’ALACANT	 3.750,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE SANTA POLA	 36.750,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE GUARDAMAR	 5.750,00 €
CONFRARIA DE PESCADORS DE TORREVELLA	 11.500,00 €
COMUNITAT DE PESCADORS DEL PALMAR	 3.750,00 €
	 334.563,00 €

Article 4. Forma i termini de presentació
1. La sol·licitud es presentarà de manera telemàtica en la seu elec-

trònica de la Generalitat Valenciana, en la següent adreça: http://www.
gva.es/va/proc20916.

2. Els documents que s’annexen al tràmit telemàtic hauran d’anar 
signats electrònicament per les persones que, segons el tipus de docu-
ment, procedisca. Per a la tramitació telemàtica s’haurà de disposar 
de signatura electrònica avançada, amb un certificat admés per la seu 
electrònica de la Generalitat (https://sede.gva.es). De no disposar de 
signatura electrònica avançada, haurà d’acudir-se a la representació a 
través de persona que si dispose d’ella, acreditant la representació.

3. El termini per a la presentació de sol·licituds serà de 15 dies 
hàbils i s’iniciarà a les 9 hores de l’endemà a la publicació d’aquest 
decret en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

4. Qualsevol aportació de documentació complementària, una vega-
da realitzada la sol·licitud, es durà a terme telemàticament en la Seu 
Electrònica de la Generalitat, fent referència al codi d’expedient que li 
haja sigut assignat. L’accés al tràmit concret d’aportació de documenta-
ció complementària podrà realitzar-se a través de la següent URL http://
www.gva.es/va/proc18536.

5. Tots els formularis estaran disponibles en la següent URL: 
https://www.gva.es/va/inicio/procedimientos/pro_documentos?id_
proc=20916&aneu_page=&aneu_site=&aneu_cas=docs.

Article 5. Documentació que ha d’acompanyar a la sol·licitud
1. Juntament amb la sol·licitud, s’aportarà la següent documentació:
a) Certificat de Secretaria de l’acord de l’òrgan competent de l’en-

titat pel qual s’acorda sol·licitar l’ajuda.
b) Memòria descriptiva de les despeses a subvencionar.
c) Declaració responsable relativa al compliment de les condicions 

per a rebre l’ajuda.
d) Declaració responsable de no estar en dificultats econòmiques 

o en crisis a 31 de desembre de 2019, encara que, amb data posterior 
hagen adquirit aquesta condició.

e) Model de domiciliació bancària.
f) En cas de no disposar de signatura electrònica i actuar mitjançant 

representant, s’aportarà justificació relativa a la representació.
g) Documentació justificativa de les despeses subvencionables, en 

el cas que es dispose d’aquesta. En cas de no disposar d’aquesta docu-
mentació, es podrà presentar com a màxim abans del 30 d’octubre de 
l’any en curs de manera telemàtica en la seu electrònica de la Generali-
tat Valenciana, segons disposa l’article 4.

h) L’empresa o persona en règimen autònom ha de declarar per 
escrit qualsevol altra ajuda temporal relativa als mateixos costos sub-
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vencionables que en aplicación de los marcos nacionales temporales 
(MNT-1 y/o MNT-2) o en aplicación del marco temporal comunitario 
(MTC), haya recibido durante el ejercicio fiscal en curso.

2. El órgano gestor de este procedimiento está autorizado para pro-
ceder a la consulta de:

a) Identidad del solicitante o de la persona que actúe como repre-
sentante de la entidad.

b) Estar al corriente de las obligaciones con la Seguridad Social.
No obstante, si existe oposición por parte del interesado a su con-

sulta, a través de la Plataforma Autonómica de Intermediación (PAI), es 
imprescindible que aporte los documentos acreditativos correspondien-
tes y que justifique dicha oposición.

2. El órgano gestor del procedimiento debe estar autorizado por el 
interesado para poder consultar los datos de estar al corriente de los 
pagos con la Agencia Tributaria, estatal y autonómica. En caso contra-
rio, el interesado deberá aportar los documentos acreditativos corres-
pondientes.

Artículo 6. Instrucción
1. La instrucción del procedimiento corresponderá a la Dirección 

General de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Conselleria de Agricul-
tura, Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica.

2. Examinadas las solicitudes, el órgano instructor emitirá informe 
donde hará constar que se cumplen los requisitos necesarios para la 
concesión de las ayudas y formulará la propuesta de concesión y pago 
al órgano competente para resolver.

3. El procedimiento podrá resolverse de forma parcial, a medida 
que los solicitantes presenten la totalidad de la documentación exigida.

Artículo 7. Gastos subvencionables
1. Serán gastos subvencionables los que figuran a continuación rela-

cionados con la pandemia de la Covid-19 durante los meses en que se 
ha visto afectada económicamente por la paralización de otras activida-
des (como la hostelería y la restauración) con impacto en las entidades 
gestoras consecuencia de Real decreto 463/2020. En caso de gastos de 
carácter anual se presentará el prorrateo de dichos meses.

• Nóminas y Seguridad Social a cargo de la empresa.
Deberán presentarse además de las nóminas la copia del resguar-

do bancario de transferencia donde conste como motivo el pago de la 
nómina correspondiente. Para que la nómina pueda ser subvencionada 
íntegramente (incluyendo la retención de IRPF) deberá presentarse jus-
tificación de haber ingresado efectivamente en Hacienda la retención 
(modelo 190 y transferencia bancaria del ingreso). Los gastos de Segu-
ridad Social se justificarán presentando los recibos de liquidación de 
Cotizaciones así como copia del resguardo bancario de transferencia 
donde conste como motivo el pago de la Seguridad Social correspon-
diente.

• Gastos de arrendamientos de edificios y otras construcciones
• Gastos en material de protección
• Reparaciones, mantenimiento y conservación:
• Gastos de conservación
• Tarifas por vigilancia, revisión, conservación y entretenimiento 

de máquinas e instalaciones, material de transporte, mobiliario, equipos 
de oficina.

• Gastos de mantenimiento o de carácter análogo que originen los 
equipos de procesos de transmisión de datos, informáticos, ofimáticos 
y de instalaciones telefónicas y de control de emisiones radioeléctricas.

• Material, comunicaciones, primas de seguros, tributos, trabajos 
realizados por otras empresas y transportes

• Primas de seguros: gastos por seguros de vehículos, edificios y 
locales.

• Tributos: Se incluirán en este concepto los gastos destinados a la 
cobertura de tasas, contribuciones e impuestos, ya sean estatales, auto-
nómicos o locales, con las limitaciones establecidas en el artículo 31.8 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones. Así, 
no serán subvencionables los impuestos indirectos cuando sean suscep-
tibles de recuperación o compensación. En el caso del IVA, únicamente 
serán subvencionables en el caso de que la beneficiaria adjunte certi-
ficado de Hacienda declarando que dicha entidad está exenta de hacer 
declaración de IVA.

• Trabajos realizados por otras empresas:
• Gastos de desinfección de locales.

vencionables que en aplicació dels marcs nacionals temporals (MNT-1 
i/o MNT-2) o en aplicació del marc temporal comunitari (MTC), haja 
rebut durant l’exercici fiscal en curs.

2. L’òrgan gestor d’aquest procediment està autoritzat per a procedir 
a la consulta de:

a) Identitat del sol·licitant o de la persona que actue com a repre-
sentant de l’entitat.

b) Estar al corrent de les obligacions amb la Seguretat Social.
No obstant això, si existeix oposició per part de l’interessat a la seua 

consulta, a través de la Plataforma Autonòmica d’Intermediació (PAI), 
és imprescindible que aportació els documents acreditatius correspo-
nents i que justifique aquesta oposició.

2. L’òrgan gestor del procediment ha d’estar autoritzat per l’interes-
sat per a poder consultar les dades d’estar al corrent dels pagaments amb 
l’Agència Tributària, estatal i autonòmica. En cas contrari, l’interessat 
haurà d’aportar els documents acreditatius corresponents.

Article 6. Instrucció
1. La instrucció del procediment correspondrà a la Direcció Gene-

ral d’Agricultura, Ramaderia i Pesca de la Conselleria d’Agricultura, 
Desenvolupament Rural, Emergència Climàtica i Transició Ecològica.

2. Examinades les sol·licituds, l’òrgan instructor emetrà informe on 
farà constar que es compleixen els requisits necessaris per a la concessió 
de les ajudes i formularà la proposta de concessió i pagament a l’òrgan 
competent per a resoldre.

3. El procediment podrà resoldre’s de manera parcial, a mesura que 
els sol·licitants presenten la totalitat de la documentació exigida.

Article 7. Despeses subvencionables
1. Seran despeses subvencionables els que figuren a continuació 

relacionats amb la pandèmia de la Covid-19 durant els mesos en què 
s’ha vist afectada econòmicament per la paralització d’altres activitats 
(com l’hostaleria i la restauració) amb impacte en les entitats gestores 
conseqüència de Reial decret 463/2020. En cas de despeses de caràcter 
anual es presentarà el prorrateig d’aquests mesos.

• Nòmines i Seguretat Social a càrrec de l’empresa.
Hauran de presentar-se a més de les nòmines la còpia del resguard 

bancari de transferència on conste com a motiu el pagament de la nòmi-
na corresponent. Perquè la nòmina puga ser subvencionada íntegrament 
(incloent la retenció d’IRPF) haurà de presentar-se justificació d’haver 
ingressat efectivament en Hisenda la retenció (model 190 i transferència 
bancària de l’ingrés). Les despeses de Seguretat Social es justificaran 
presentant els rebuts de liquidació de Cotitzacions així com còpia del 
resguard bancari de transferència on conste com a motiu el pagament de 
la Seguretat Social corresponent.

• Despeses d’arrendaments d’edificis i altres construccions
• Despeses en material de protecció
• Reparacions, manteniment i conservació:
• Despeses de conservació
• Tarifes per vigilància, revisió, conservació i entreteniment de 

màquines i instal·lacions, material de transport, mobiliari, equips d’ofi-
cina.

• Despeses de manteniment o de caràcter anàleg que originen els 
equips de processos de transmissió de dades, informàtics, ofimàtics i 
d’instal·lacions telefòniques i de control d’emissions radioelèctriques.

• Material, comunicacions, primes d’assegurances, tributs, treballs 
realitzats per altres empreses i transports

• Primes d’assegurances: despeses per assegurances de vehicles, 
edificis i locals.

• Tributs: S’inclouran en aquest concepte les despeses destinades a 
la cobertura de taxes, contribucions i impostos, ja siguen estatals, auto-
nòmics o locals, amb les limitacions establides en l’article 31.8 de la 
Llei 38/2003, de 17 de novembre, General de Subvencions. Així, no 
seran subvencionables els impostos indirectes quan siguen susceptibles 
de recuperació o compensació. En el cas de l’IVA, únicament seran 
subvencionables en el cas que la beneficiària adjunte certificat d’Hisen-
da declarant que aquesta entitat està exempta de fer declaració d’IVA.

• Treballs realitzats per altres empreses:
• Despeses de desinfecció de locals.
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2. En el supuesto de que la cofradía o entidad beneficiaria no pre-
sente facturas y documentos justificativos por el importe total, se auto-
rizará el pago únicamente por lo realmente justificado.

Artículo 8. Forma de pago de las ayudas y régimen de justificación
El pago de la ayuda se efectuará una vez se acredite por la beneficia-

ria el cumplimiento de los requisitos establecidos y tras la presentación 
por parte dla beneficiaria de las facturas y documentos justificativos que 
acrediten los gastos de funcionamiento de la lonja pesquera relaciona-
dos con los mismos, todo ello de conformidad con lo establecido en el 
artículo 5 de la presente sección.

Artículo 9. Compatibilidad de las ayudas
1. Esta ayuda es compatible con otras subvenciones, ayudas, ingre-

sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales.

2. Su importe en ningún caso, aislada o en concurrencia con otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos podrá superar el coste de la 
actividad subvencionada.

Artículo 10. Compatibilidad con la normativa europea
1. De acuerdo con lo establecido en el «Marco Nacional Temporal 

relativo a las medidas de ayuda a empresas y personas en régimen 
autónomo consistentes en subvenciones directas, anticipos reembol-
sables, ventajas fiscales, garantías de préstamos y bonificaciones de 
tipos de interés en préstamos destinadas a respaldar la economía en el 
contexto del actual brote de covid-19» (MNT-1), declarado compatible 
por la Comisión en la Decisión SA. 56851 2020/N y con el segun-
do Marco Nacional Temporal, «Marco Nacional Temporal relativo a 
las medidas de ayuda para la contención sanitaria del COVID-19, a 
través de apoyo a la I+D, al desarrollo de infraestructuras de ensayo 
y ampliación de escala y a la fabricación de productos y materiales 
médicos necesarios, así como ayudas urgentes en forma de aplaza-
miento del pago de impuestos y cotizaciones a la Seguridad Social y 
subsidios salariales para empleados para evitar reducciones de planti-
lla en el contexto del actual brote de COVID-19» (MNT-2) declarado 
compatible por la Comisión en la Decisión SA. 57019 2020/N, como 
por el propio Marco Temporal Comunitario, incluida su modificación 
(en fecha 03.04.2020).

2. La evaluación de las ayudas contenidas en la presente sección se 
realizarán considerando que las medidas se acogen a las disposiciones 
contenidas en el punto 3 del Marco Nacional temporal-1 (Concesión de 
ayudas en forma de subvenciones directas, anticipos reembolsables o 
ventajas fiscales»)

3. La ayudas a empresas activas en el sector de la pesca no se refe-
rirán a ninguna de las categorías de ayudas mencionadas en el artículo 
1, apartado 1, letras a) a k), del Reglamento UE núm. 717/2014 de la 
Comisión.

4. Cuando una empresa o un trabajador o trabajadora en régimen 
autónomo estén activos en varios sectores los que se aplican diferen-
tes importes máximos, se garantizará, por medios apropiados, como 
la separación de cuentas, que `para cada una de estas actividades se 
respete el límite correspondiente y que la cantidad más alta posible no 
se excede en total.

5. Todas las cifras utilizadas son brutas, es decir, antes de cualquier 
deducción de impuestos u otros cargos.

6. Con carácter general, todas las ayudas contempladas en los 
marcos temporales podrán acumularse entre sí, siempre y cuando se 
respeten los importes máximos y los umbrales de intensidad máxima 
establecidos para cada tipo de ayuda.

Como excepción a este criterio general:
a) Las ayudas recogidas en los puntos 4 (Ayudas en forma de garan-

tías de préstamos) y 5 (Ayudas en forma de bonificación de tipos de 
interés de préstamos) del MNT-1 no podrán acumularse entre sí en caso 
de que las ayudas se concedan para idéntico principal de préstamo sub-
yacente y el importe global del préstamo supere los umbrales estable-
cidos en el punto 25, letra d, (en las Ayudas en forma de garantías de 
préstamos, límites al importe global de los préstamos por beneficiario 
en el caso de los préstamos con un vencimiento posterior al 31.12.2020) 
o en el punto 27, letra d (en las Ayudas en forma de bonificación de 

2. En el cas que la confraria o entitat beneficiària no present factures 
i documents justificatius per l’import total, s’autoritzarà el pagament 
únicament pel realment justificat.

Article 8. Forma de pagament de les ajudes i règim de justificació
El pagament de l’ajuda s’efectuarà una vegada s’acredite per la 

beneficiària el compliment dels requisits establits i després de la pre-
sentació per part de la beneficiària de les factures i documents justifi-
catius que acrediten les despeses de funcionament de la llotja pesquera 
relacionats amb aquests, tot això de conformitat amb el que s’estableix 
en l’article 5 de la present secció.

Article 9. Compatibilitat de les ajudes
1. Aquesta ajuda és compatible amb altres subvencions, ajudes, 

ingressos o recursos per a la mateixa finalitat, procedents de qualssevol 
administracions o ens públics o privats, nacionals, de la Unió Europea 
o d’organismes internacionals.

2. El seu import en cap cas, aïllada o en concurrència amb altres 
subvencions, ajudes, ingressos o recursos podrà superar el cost de l’ac-
tivitat subvencionada.

Article 10. Compatibilitat amb la normativa europea
1. D’acord amb el que s’estableix en el «Marc Nacional Temporal 

relatiu a les mesures d’ajuda a empreses i persones en règimen autònom 
consistents en subvencions directes, bestretes reembossables, avantatges 
fiscals, garanties de préstecs i bonificacions de tipus d’interés en prés-
tecs destinades a recolzar l’economia en el context de l’actual brot de 
Covid-19» (MNT-1), declarat compatible per la Comissió en la Decisió 
SA. 56851 2020/N i amb el segon Marc Nacional Temporal, «Marc 
Nacional Temporal relatiu a les mesures d’ajuda per a la contenció 
sanitària de la Covid-19, a través de suport a la I+D, al desenvolupa-
ment d’infraestructures d’assaig i ampliació d’escala i a la fabricació 
de productes i materials mèdics necessaris, així com ajudes urgents en 
forma d’ajornament del pagament d’impostos i cotitzacions a la Segu-
retat Social i subsidis salarials per a empleats per a evitar reduccions de 
plantilla en el context de l’actual brot de Covid-19» (MNT-2) declarat 
compatible per la Comissió en la Decisió SA. 57019 2020/N, com pel 
mateix Marc Temporal Comunitari, inclosa la seua modificació (en data 
3.04.2020).

2. L’avaluació de les ajudes contingudes en la present secció es rea-
litzaran considerant que les mesures s’acullen a les disposicions contin-
gudes en el punt 3 del Marc Nacional Temporal-1 (Concessió d’ajudes 
en forma de subvencions directes, bestretes reembossables o avantatges 
fiscals»)

3. L’ajudes a empreses actives en el sector de la pesca no es referi-
ran a cap de les categories d’ajudes esmentades en l’article 1, apartat 1, 
lletres a) a k), del Reglament UE núm. 717/2014 de la Comissió.

4. Quan una empresa o un treballador o treballadora en règimen 
autònom estiguen actius en diversos sectors els que s’apliquen diferents 
imports màxims, es garantirà, per mitjans apropiats, com la separació de 
comptes, que per a cadascuna d’aquestes activitats es respecte el límit 
corresponent i que la quantitat més alta possible no s’excedeix en total.

5. Totes les xifres utilitzades són brutes, és a dir, abans de qualsevol 
deducció d’impostos o altres càrrecs.

6. Amb caràcter general, totes les ajudes contemplades en els marcs 
temporals podran acumular-se entre si, sempre que es respecten els 
imports màxims i els llindars d’intensitat màxima establits per a cada 
tipus d’ajuda.

Com a excepció a aquest criteri general:
a) Les ajudes recollides en els punts 4 (Ajudes en forma de garan-

ties de préstecs) i 5 (Ajudes en forma de bonificació de tipus d’interés 
de préstecs) del MNT-1 no podran acumular-se entre si en cas que les 
ajudes es concedisquen per a idèntic principal de préstec subjacent i 
l’import global del préstec supere els llindars establits en el punt 25, 
lletra d, (en les Ajudes en forma de garanties de préstecs, límits a l’im-
port global dels préstecs per beneficiari en el cas dels préstecs amb 
un venciment posterior al 31.12.2020) o en el punt 27, lletra d (en les 
Ajudes en forma de bonificació de tipus d’interés de préstecs, límits a 
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tipos de interés de préstamos, límites al importe global de los préstamos 
por beneficiario en el caso de los préstamos con un vencimiento poste-
rior al 31.12.2020), del MTC.

b) Las ayudas recogidas en los puntos 3 (Ayudas para investigación 
y desarrollo vinculada al Covid-19), 4 (Ayudas a la inversión destinada 
a las infraestructuras de ensayo y ampliación de escala) y 5 (Ayudas a 
la inversión para la fabricación de productos relacionados con el Covid-
19) del MNT-2 (Medidas para la contención sanitaria del Covid-19), 
no serán acumulables entre sí en caso de que la ayuda se refiera a los 
mismos costes subvencionables.

Sin perjuicio del criterio general de acumulación expresado, en el 
caso de las ayudas previstas en los puntos 4 (Ayudas a la inversión 
destinada a las infraestructuras de ensayo y ampliación de escala) y 5 
(Ayudas a la inversión para la fabricación de productos relacionados con 
el Covid-19) del MNT-2, se podrá adicionar una garantía para cober-
tura de pérdidas en los términos expresados en los apartados 4.9 y 5.9, 
respectivamente.

Las ayudas contempladas en ambos marcos nacionales tempora-
les (MNT-1 y MNT-2) podrán acumularse con las ayudas en forma de 
seguro de crédito a la exportación a corto plazo previstas en el MTC, 
siempre y cuando se respeten los importes máximos y los umbrales de 
intensidad máxima establecidos para cada tipo de ayuda.

Las medidas de ayuda temporal previstas en los marcos nacionales 
temporales (MNT-1 y MNT-2) pueden acumularse con las ayudas que 
entren en el ámbito de aplicación de los Reglamentos de minimis, siem-
pre que las reglas de acumulación previstas en estos Reglamentos de 
minimis sean respetadas.

Las medidas de ayuda temporal previstas en los marcos nacionales 
temporales (MNT-1 y MNT-2) también pueden acumularse con las ayu-
das exentas en virtud del Reglamento General de Exención por Cate-
gorías, siempre que las reglas de acumulación previstas en el mismo 
sean respetadas.

7. Estas ayudas podrán otorgarse en forma de subvenciones directas 
por un importe máximo de 120.000 euros por empresa o persona en 
régimen autónomo.

SECCION II
Ayudas a explotaciones ganaderas afectadas por la Covid-19

Artículo 1. Objeto y finalidad
1. Estas ayudas van dirigidas a paliar las dificultades ocasionadas 

durante el año 2020 por la parada de actividad en otros sectores pero con 
impacto significativo en las explotaciones ganaderas como consecuen-
cia de la pandemia de la Covid-19 dirigido a las explotaciones ganade-
ras de la Comunitat Valenciana, afectadas por la crisis de la Covid-19, 
con la finalidad de conseguir el mantenimiento de su actividad.

2. Estas subvenciones van destinadas a las explotaciones ganaderas, 
cuya orientación productiva es la siguiente:

a) Explotación ganadera dedicada a la producción de leche de cabra 
y oveja, aquellas explotaciones de ovino caprino con una clasificación 
zootécnica de, «reproducción para la producción de leche» o «reproduc-
ción para producción mixta» que produce y comercializa leche cruda de 
oveja y cabra.

b) Explotación ganadera dedicada la producción de corderos y 
cabritos, aquellas explotaciones de ovino caprino con una clasificación 
zootécnica de, «reproducción para la producción de carne» o «repro-
ducción para producción mixta» que produce y comercializa corderos 
y cabritos.

c) Cebaderos de corderos y cabritos, aquellas explotaciones de 
ovino o caprino con una clasificación zootécnica de, «cebo o cebadero» 
dedicadas al engorde o cebo de corderos y cabritos y que los destinan a 
matadero para sacrificio.

d) Cebaderos de équidos, aquellas explotaciones de equino con una 
clasificación zootécnica de, «cebo o cebadero» dedicadas al engorde o 
cebo de caballos y que los destinan a matadero para sacrificio.

e) Explotaciones de vacas nodrizas, aquellas explotaciones de bóvi-
dos con una clasificación zootécnica de, «reproducción para la produc-
ción de carne» o «reproducción mixta» que produce y comercializa 
terneros.

l’import global dels préstecs per beneficiari en el cas dels préstecs amb 
un venciment posterior al 31.12.2020), del MTC.

b) Les ajudes recollides en els punts 3 (Ajudes per a recerca i desen-
volupament vinculada a la Covid-19), 4 (Ajudes a la inversió destinada 
a les infraestructures d’assaig i ampliació d’escala) i 5 (Ajudes a la 
inversió per a la fabricació de productes relacionats amb la Covid-19) 
del MNT-2 (Mesures per a la contenció sanitària del Covid-19), no 
seran acumulables entre si en cas que l’ajuda es referisca als mateixos 
costos subvencionables.

Sense perjudici del criteri general d’acumulació expressat, en el cas 
de les ajudes previstes en els

punts 4 (Ajudes a la inversió destinada a les infraestructures d’as-
saig i ampliació d’escala) i 5 (Ajudes a la inversió per a la fabricació de 
productes relacionats amb la Covid-19) del MNT-2, es podrà addicionar 
una garantia per a cobertura de pèrdues en els termes expressats en els 
apartats 4.9 i 5.9, respectivament.

Les ajudes contemplades en tots dos marcs nacionals temporals 
(MNT-1 i MNT-2) podran acumular-se amb les ajudes en forma d’as-
segurança de crèdit a l’exportació a curt termini previstes en el MTC, 
sempre que es respecten els imports màxims i els llindars d’intensitat 
màxima establits per a cada tipus d’ajuda.

Les mesures d’ajuda temporal previstes en els marcs nacionals 
temporals (MNT-1 i MNT-2) poden acumular-se amb les ajudes que 
entren en l’àmbit d’aplicació dels Reglaments de minimis, sempre que 
les regles d’acumulació previstes en aquests Reglaments de minimis 
siguen respectades.

Les mesures d’ajuda temporal previstes en els marcs nacionals 
temporals (MNT-1 i MNT-2) també poden acumular-se amb les ajudes 
exemptes en virtut del Reglament General d’Exempció per Categories, 
sempre que les regles d’acumulació previstes en el mateix siguen res-
pectades.

7. Aquestes ajudes podran atorgar-se en forma de subvencions 
directes per un import màxim de 120.000 euros per empresa o persona 
en règimen autònom.

SECCIÓ II
Ajudes a explotacions ramaderes afectades per la Covid-19

Article 1. Objecte i finalitat
1. Aquestes ajudes van dirigides a pal·liar les dificultats ocasionades 

durant l’any 2020 per la parada d’activitat en altres sectors però amb 
impacte significatiu en les explotacions ramaderes com a conseqüència 
de la pandèmia de la Covid-19 dirigit a les explotacions ramaderes de 
la Comunitat Valenciana, afectades per la crisi de la Covid-19, amb la 
finalitat d’aconseguir el manteniment de la seua activitat.

2. Aquestes subvencions van destinades a les explotacions ramade-
res, l’orientació productiva de les quals és la següent:

a) Explotació ramadera dedicada a la producció de llet de cabra i 
ovella, aquelles explotacions d’oví caprí amb una classificació zootèc-
nica de, «reproducció per a la producció de llet» o «reproducció per a 
producció mixta» que produeix i comercialitza llet crua d’ovella i cabra.

b) Explotació ramadera dedicada la producció de corders i cabrits, 
aquelles explotacions d’oví caprí amb una classificació zootècnica de, 
«reproducció per a la producció de carn» o «reproducció per a produc-
ció mixta» que produeix i comercialitza corders i cabrits.

c) Engreixadors de corders i cabrits, aquelles explotacions d’oví o 
caprí amb una classificació zootècnica de, «esquer o engreixador» dedi-
cades a l’engreixament o esquer de corders i cabrits i que els destinen a 
escorxador per a sacrifici.

d) Engreixadors d’èquids, aquelles explotacions d’equí amb una 
classificació zootècnica de, «esquer o engreixador» dedicades a l’en-
greixament o esquer de cavalls i que els destinen a escorxador per a 
sacrifici.

e) Explotacions de vaques nodrisses, aquelles explotacions de 
bòvids amb una classificació zootècnica de, «reproducció per a la pro-
ducció de carn» o «reproducció mixta» que produeix i comercialitza 
jònecs.

532



f) Cebaderos de terneros, aquellas explotaciones de bóvidos con una 
clasificación zootécnica de, «cebo o cebaderos de vacuno» dedicadas al 
engorde o cebo de terneros.

g) Explotaciones de gallinas ponedoras, aquellas explotaciones de 
gallinas con una clasificación zootécnica de, «granjas de producción 
para huevos» y produce y comercializan huevos para consumo humano.

Artículo 2. Beneficiarios y requisitos
1. Podrán ser beneficiarios de las subvenciones reguladas en el pre-

sente decreto cualquier persona física o jurídica, incluyendo Socieda-
des Cooperativas y Sociedades Agrarias de Transformación (SAT), así 
como Comunidades de Bienes, que sean titulares de una explotación 
cuya orientación productiva este contemplada en el artículo primero 
y este ubicada en la Comunitat Valenciana, que cumpla los siguientes 
requisitos:

a) Encontrarse inscritas en el Registro de Explotaciones Ganaderas 
de la Comunitat Valenciana, creado por la Ley 6/2003, de 4 de marzo, 
de Ganadería de la Comunitat Valenciana, (en lo sucesivo REGA) el 14 
de marzo de 2020.

b) Poseer un censo de reproductoras, censo de animales de engorde 
o un censo de gallinas ponedoras a fecha de 31 de marzo de 2020, en 
el REGA, entre los indicados en punto 6.2, para las diferentes orienta-
ciones productivas.

c) Para aquellas explotaciones donde convivan diferentes especies 
de ganado susceptibles de recibir la subvención, solo podrán acogerse 
a la ayuda por la orientación productiva que se indique en el momento 
de la solicitud.

d) En ningún caso la subvención a percibir por una explotación será 
superior a los 30.000 €.

f) Tengan la consideración de PYMES agrarias dedicadas a la pro-
ducción primaria, tal y como se definen en el anexo 1 del Reglamento 
(UE) 702/2014 de la Comisión de 25 de junio de 2014.

Artículo 3. Solicitudes
1. La solicitud se presentará de forma telemática en la sede electró-

nica de la Generalitat Valenciana, en la siguiente dirección: http://www.
gva.es/es/proc20917

2. Las solicitudes deberán firmarse con el certificado digital de la 
persona interesada o, en su caso, con el certificado digital de su repre-
sentante. Los documentos que se anexen al trámite telemático deberán ir 
firmados electrónicamente por las personas que, según el tipo de docu-
mento, proceda.

3. Se presentará una única solicitud de ayuda por explotación y 
beneficiario.

4. El plazo para la presentación de solicitudes será de 15 días hábi-
les y se iniciará a las 9 horas del día siguiente a la publicación de este 
decreto en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

5. Cualquier aportación de documentación complementaria, una 
vez realizada la solicitud, se llevará a cabo telemáticamente en la Sede 
Electrónica de la Generalitat, haciendo referencia al código de expe-
diente que le haya sido asignado. El acceso al trámite concreto de apor-
tación de documentación complementaria podrá realizarse a través de 
la siguiente URL http://www.gva.es/es/proc18536

Artículo 4. Documentación
1. Las solicitudes deberán ir acompañadas, además de la documen-

tación de carácter general prevista en este decreto, la siguiente docu-
mentación:

a) En el caso de comunidades de bienes y otras agrupaciones sin 
personalidad jurídica, documento que las acredite, documento que acre-
dite la representación del representante y porcentaje de participación 
de sus integrantes. Solo será necesario aportarlo cuando el solicitante o 
representante no autorice a que la Administración obtenga los datos de 
identidad por medios telemáticos.

b) Para personas jurídicas: documento que las acredite, escritura de 
constitución de la entidad y documento que acredite la representación.

c) Compromiso de los integrantes de las agrupaciones sin personali-
dad jurídica de no disolverse hasta que no haya transcurrido el plazo de 
prescripción previsto en los artículos 65 de la Ley 38/2003 y el artículo 
172.3 de la Ley 1/2015.

f) Engreixadors de jònecs, aquelles explotacions de bòvids amb una 
classificació zootècnica de, «esquer o engreixadors de boví» dedicades 
a l’engreixament o esquer de jònecs.

g) Explotacions de gallines ponedores, aquelles explotacions de 
gallines amb una classificació zootècnica de, «granges de producció per 
a ous» i produeix i comercialitzen ous per a consum humà.

Article 2. Beneficiaris i requisits
1. Podran ser beneficiaris de les subvencions regulades en el present 

decrete qualsevol persona física o jurídica, incloent Societats Coopera-
tives i Societats Agràries de Transformació (SAT), així com Comunitats 
de Béns, que siguen titulars d’una explotació l’orientació productiva 
de la qual aquest contemplada en l’article primer i aquest situada en la 
Comunitat Valenciana, que complisca els següents requisits:

a) Trobar-se inscrites en el Registre d’Explotacions Ramaderes de 
la Comunitat Valenciana, creat per la Llei 6/2003, de 4 de març, de 
Ramaderia de la Comunitat Valenciana, (en endavant REGA) el 14 de 
març de 2020.

b) Posseir un cens de reproductores, cens d’animals d’engreixament 
o un cens de gallines ponedores a data de 31 de març de 2020, en el 
REGA, entre els indicats en punt 6.2, per a les diferents orientacions 
productives.

c) Per a aquelles explotacions on convisquen diferents espècies de 
bestiar susceptibles de rebre la subvenció, només podran acollir-se a 
l’ajuda per l’orientació productiva que s’indique en el moment de la 
sol·licitud.

d) En cap cas la subvenció a percebre per una explotació serà supe-
rior als 30.000 €.

f) Tinguen la consideració de PIMES agràries dedicades a la pro-
ducció primària, tal com es defineixen en l’annex 1 del Reglament (UE) 
702/2014 de la Comissió de 25 de juny de 2014.

Article 3. Sol·licituds
1. La sol·licitud es presentarà de manera telemàtica en la seu elec-

trònica de la Generalitat Valenciana, en la següent adreça: http://www.
gva.es/va/proc20917.

2. Les sol·licituds hauran de signar-se amb el certificat digital de 
la persona interessada o, en el seu cas, amb el certificat digital del seu 
representant. Els documents que s’annexen al tràmit telemàtic hauran 
d’anar signats electrònicament per les persones que, segons el tipus de 
document, procedisca.

3. Es presentarà una única sol·licitud d’ajuda per explotació i bene-
ficiari.

4. El termini per a la presentació de sol·licituds serà de 15 dies 
hàbils i s’iniciarà a les 9 hores de l’endemà a la publicació d’aquest 
decret en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

5. Qualsevol aportació de documentació complementària, una vega-
da realitzada la sol·licitud, es durà a terme telemàticament en la Seu 
Electrònica de la Generalitat, fent referència al codi d’expedient que li 
haja sigut assignat. L’accés al tràmit concret d’aportació de documenta-
ció complementària podrà realitzar-se a través de la següent URL http://
www.gva.es/va/proc18536.

Article 4. Documentació
1. Les sol·licituds hauran d’anar acompanyades, a més de la docu-

mentació de caràcter general prevista en aquest decret, la següent docu-
mentació:

a) En el cas de comunitats de béns i altres agrupacions sense per-
sonalitat jurídica, document que les acredite, document que acredite la 
representació del representant i percentatge de participació dels seus 
integrants. Només serà necessari aportar-ho quan el sol·licitant o repre-
sentant no autoritze al fet que l’Administració obtinga les dades d’iden-
titat per mitjans telemàtics.

b) Per a persones jurídiques: document que les acredite, escriptura 
de constitució de l’entitat i document que acredite la representació.

c) Compromís dels integrants de les agrupacions sense personalitat 
jurídica de no dissoldre’s fins que no haja transcorregut el termini de 
prescripció previst en els articles 65 de la Llei 38/2003 i l’article 172.3 
de la Llei 1/2015.
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d) Datos bancarios. Si la cuenta no está dada de alta en la base de 
datos de la Generalitat, deberá aportar correctamente cumplimentado el 
impreso de domiciliación bancaria.

e) Declaración responsable de no estar en dificultades económicas o 
en crisis el 31 de diciembre de 2019, aunque con fecha posterior hayan 
adquirido esta condición.

f) La empresa o persona en régimen autónomo ha de declarar por 
escrito cualquier otra ayuda temporal relativa a los mismos costes sub-
vencionables que en aplicación de los marcos temporales nacionales 
(MNT-I y/o MNT-2) o en aplicación del marco temporal comunitario 
(MTC), haya recibido durante el ejercicio fiscal en curso.

2. El órgano gestor de este procedimiento está autorizado para pro-
ceder a la consulta de:

a) Identidad del solicitante o de la persona que actúe como repre-
sentante de la entidad.

b) Estar al corriente de las obligaciones con la Seguridad Social.
No obstante, si existe oposición por parte del interesado a su con-

sulta, a través de la Plataforma Autonómica de Intermediación (PAI), es 
imprescindible que aporte los documentos acreditativos correspondien-
tes y que justifique dicha oposición.

El órgano gestor del procedimiento debe estar autorizado por el 
interesado para poder consultar los datos de estar al corriente de los 
pagos con la Agencia Tributaria, estatal y autonómica. En caso con-
trario, deberá aportar los documentos acreditativos correspondientes.

Artículo 5. Obligaciones de las beneficiarias
1. Las beneficiarias de las subvenciones deberán cumplir las obli-

gaciones generales establecidas de este decreto y en particular man-
tenerse durante el año 2020 en la actividad por la que han recibido la 
subvención.

2. El control de permanencia en la actividad podrá realizarse por 
medio de visitas y a través de la base de datos del registro de movi-
mientos.

3. Su incumplimiento dará lugar al reintegro de la cuantía propor-
cional por tiempo de incumplimiento.

4. No estar en dificultades económicas o en crisis el 31 de diciembre 
de 2019, aunque con fecha posterior hayan adquirido esta condición.

Artículo 6. Tipo de subvenciones y cuantía
1. La financiación de las subvenciones contempladas en el presente 

decreto cuya cuantía máxima es de 4.000.000 € serán con cargo a la 
aplicación presupuestaria SNUEVA denominada «Ayudas a explotacio-
nes ganaderas afectadas por la Covid-19»

2. Los criterios de cuantificación de esta ayuda serán los siguien-
tes. Prima en Euros, tal como se establece en la tabla siguiente, por 
reproductora adulta, por cabeza de animal de engorde, o por cabeza de 
gallina reproductora en producción, que cumpla con lo especificado en 
el presente decreto, con el límite máximo de treinta mil euros (30.000 €) 
por beneficiario.

ORIENTACIÓN PRODUCTIVA	 INTÉRVALO	 €/CABEZA
OVINO CAPRINO LECHE	 MÁS DE 89	 12
OVINO CAPRINO CARNE	 MÁS DE 224	 10
OVINO CAPRINO CEBO	 MÁS DE 499	 7
GALLINAS DE PUESTA	 DE 10.000 A 40.000	 0,3
EQUINO CEBO	 MÁS DE 49	 45
VACUNO CARNE	 MÁS DE 29	 45
VACUNO CEBO	 DE 124	 30

3. El cálculo de las reproductoras, censo de animales de engorde, 
censo de gallinas ponedoras con derecho a subvención, se hará tomando 
como datos de referencia la declaración de hembras, cabezas de engor-
de, cabezas de gallinas ponedoras en el registro REGA del año 2020, 
y que consten en dicho registró en fecha de 31 de marzo de 2020 y 
deberán venir reflejados en el modelo de solicitud. Para tener derecho a 
la subvención, los datos básicos de los animales, con derecho a prima, 
deberán coincidir, en el momento de solicitar la ayuda, con la informa-
ción que existe en la base de datos del REGA.

d) Dades bancàries. Si el compte no està donat d’alta en la base de 
dades de la Generalitat, haurà d’aportar correctament emplenat l’imprés 
de domiciliació bancària.

e) Declaració responsable de no estar en dificultats econòmiques 
o en crisis el 31 de desembre de 2019, encara que amb data posterior 
hagen adquirit aquesta condició.

f) L’empresa o persona en règimen autònom ha de declarar per escrit 
qualsevol altra ajuda temporal relativa als mateixos costos subvenci-
onables que en aplicació dels marcs temporals nacionals (MNT-1 i/o 
MNT-2) o en aplicació del marc temporal comunitari (MTC), haja rebut 
durant l’exercici fiscal en curs.

2. L’òrgan gestor d’aquest procediment està autoritzat per a procedir 
a la consulta de:

a) Identitat del sol·licitant o de la persona que actue com a repre-
sentant de l’entitat.

b) Estar al corrent de les obligacions amb la Seguretat Social.
No obstant això, si existeix oposició per part de l’interessat a la seua 

consulta, a través de la Plataforma Autonòmica d’Intermediació (PAI), 
és imprescindible que aportació els documents acreditatius correspo-
nents i que justifique aquesta oposició.

L’òrgan gestor del procediment ha d’estar autoritzat per l’interes-
sat per a poder consultar les dades d’estar al corrent dels pagaments 
amb l’Agència Tributària, estatal i autonòmica. En cas contrari, haurà 
d’aportar els documents acreditatius corresponents.

Article 5. Obligacions de les beneficiàries
1. Les beneficiàries de les subvencions hauran de complir les obli-

gacions generals establides d’aquest decret i en particular mantindre’s 
durant l’any 2020 en l’activitat per la qual han rebut la subvenció.

2. El control de permanència en l’activitat podrà realitzar-se per 
mitjà de visites i a través de la base de dades del registre de moviments.

3. El seu incompliment donarà lloc al reintegrament de la quantia 
proporcional per temps d’incompliment.

4. No estar en dificultats econòmiques o en crisis el 31 de desembre 
de 2019, encara que amb data posterior hagen adquirit aquesta condició.

Article 6. Tipus de subvencions i quantia
1. El finançament de les subvencions contemplades en el present 

decret la quantia màxima del qual és de 4.000.000 € seran amb càrrec a 
l’aplicació pressupostària SNUEVA denominada «Ajudes a explotaci-
ons ramaderes afectades per la Covid-19»

2. Els criteris de quantificació d’aquesta ajuda seran els següents. 
Prima en Euros, tal com s’estableix en la taula següent, per reproductora 
adulta, per cap d’animal d’engreixament, o per cap de gallina reproduc-
tora en producció, que complisca amb l’especificat en el present decret, 
amb el límit màxim de trenta mil euros (30.000 €) per beneficiari.

ORIENTACIÓ PRODUCTIVA	 INTERVAL	 €/CAP
OVÍ CAPRÍ LLET	 MÉS DE 89	 12
OVÍ CAPRÍ CARN	 MÉS DE 224	 10
OVÍ CAPRÍ ESQUER	 MÉS DE 499	 7
GALLINES DE POSADA	 DE 10.000 A 40.000	 0,3
EQUÍ ESQUER	 MÉS DE 49	 45
BOVÍ CARN	 MÉS DE 29	 45
BOVÍ ESQUER	 DE 124	 30

3. El càlcul de les reproductores, cens d’animals d’engreixament, 
cens de gallines ponedores amb dret a subvenció, es farà prenent com a 
dades de referència la declaració de femelles, caps d’engreixament, caps 
de gallines ponedores en el registre REGA de l’any 2020, i que consten 
en l’esmentat registre en data de 31 de març de 2020 i hauran de vindre 
reflectits en el model de sol·licitud. Per a tindre dret a la subvenció, les 
dades bàsiques dels animals, amb dret a prima, hauran de coincidir, en 
el moment de sol·licitar l’ajuda, amb la informació que existeix en la 
base de dades del REGA.
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Artículo 7. Tramitación
1. La concesión de las ayudas se otorgará a todas las personas inte-

resadas que formulen su solicitud en plazo y acrediten el debido cum-
plimiento de todos los requisitos.

2. En el supuesto de que no exista crédito suficiente para atender 
todas las solicitudes se prorratearan tal como se establece en el punto 
2 del artículo 6.

Artículo 8. Procedimiento de concesión y órganos competentes
1. La instrucción del procedimiento corresponderá a la Dirección 

General de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Conselleria de Agricul-
tura, Desarrollo Rural, Emergencia Climática y Transición Ecológica.

2. Tras la presentación de las solicitudes se revisará que estas inclu-
yen todos los datos necesarios y que van acompañadas de la documenta-
ción prevista. En caso necesario se requerirá al solicitante la aportación 
de nuevos datos y/o documentos concediéndole un plazo de 10 días 
para ello, con la indicación de que si no lo hiciera en este término se le 
dará por desistido de su petición. Transcurrido dicho plazo, se emitirá 
el correspondiente informe para todos los expedientes.

3. Las solicitudes que presenten informe favorable, pasarán a la fase 
de control de censo y valoración de las solicitudes.

4. Tras la revisión administrativa y finalizada la fase de control, se 
emitirá informe por parte del personal técnico de las Direcciones Terri-
toriales de la citada Conselleria, indicando el resultado de los mismos, 
dando traslado de dicho informe al Servicio con funciones en materia 
de ganadería. Dicha información se pondrá a disposición del órgano 
colegiado para su valoración final.

5. El órgano colegiado, nombrado por el titular de la Dirección 
General de Agricultura, Ganadería y Pesca, será el encargado de realizar 
la propuesta de concesión de las subvenciones a la vista de las solicitu-
des evaluadas, y estará integrado por el jefe del servicio encargado de 
la gestión y control de estas subvenciones que actuará como presidente 
y dos técnicos de la Dirección General de la cual dependa el servicio 
encargado de la gestión y control de estas subvenciones.

Artículo 9. Compatibilidad de las ayudas
Esta ayuda es compatible con otras subvenciones, ayudas, ingre-

sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales.

Su importe en ningún caso, aislada o en concurrencia con otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos podrá superar el coste de la 
actividad subvencionada.

Artículo 10. Derecho de la competencia
1. De acuerdo con lo establecido en el «Marco Nacional Temporal 

relativo a las medidas de ayuda a empresas y personas en régimen 
autónomo consistentes en subvenciones directas, anticipos reembol-
sables, ventajas fiscales, garantías de préstamos y bonificaciones de 
tipos de interés en préstamos destinadas a respaldar la economía en el 
contexto del actual brote de covid-19» (MNT-1), declarado compatible 
por la Comisión en la Decisión SA. 56851 2020/N y con el segun-
do Marco Nacional Temporal, «Marco Nacional Temporal relativo a 
las medidas de ayuda para la contención sanitaria del COVID-19, a 
través de apoyo a la I+D, al desarrollo de infraestructuras de ensayo 
y ampliación de escala y a la fabricación de productos y materiales 
médicos necesarios, así como ayudas urgentes en forma de aplaza-
miento del pago de impuestos y cotizaciones a la Seguridad Social y 
subsidios salariales para empleados para evitar reducciones de planti-
lla en el contexto del actual brote de COVID-19» (MNT-2) declarado 
compatible por la Comisión en la Decisión SA. 57019 2020/N, como 
por el propio Marco Temporal Comunitario, incluida su modificación 
(en fecha 03.04.2020).

2. La evaluación de las ayudas contenidas en la presente sección se 
realizarán considerando que las medidas se acogen a las disposiciones 
contenidas en el punto 3 del Marco Nacional temporal-1 (Concesión de 
ayudas en forma de subvenciones directas, anticipos reembolsables o 
ventajas fiscales»)

Article 7. Tramitació
1. La concessió de les ajudes s’atorgarà a totes les persones inte-

ressades que formulen la seua sol·licitud en termini i acrediten el degut 
compliment de tots els requisits.

2. En el cas que no existisca crèdit suficient per a atendre totes les 
sol·licituds es prorratejaren tal com s’estableix en el punt 2 de l’article 
6.

Article 8. Procediment de concessió i òrgans competents
1. La instrucció del procediment correspondrà a la Direcció Gene-

ral d’Agricultura, Ramaderia i Pesca de la Conselleria d’Agricultura, 
Desenvolupament Rural, Emergència Climàtica i Transició Ecològica.

2. Després de la presentació de les sol·licituds es revisarà que 
aquestes inclouen totes les dades necessàries i que van acompanyades 
de la documentació prevista. En cas necessari es requerirà al sol·licitant 
l’aportació de noves dades i/o documents concedint-li un termini de 
10 dies per a la seua presentació, amb la indicació que si no ho fera en 
aquest terme se li donarà per desistit de la seua petició. Transcorregut 
aquest termini, s’emetrà el corresponent informe per a tots els expedi-
ents.

3. Les sol·licituds que presenten informe favorable, passaran a la 
fase de control de cens i valoració de les sol·licituds.

4. Després de la revisió administrativa i finalitzada la fase de con-
trol, s’emetrà informe per part del personal tècnic de les Direccions Ter-
ritorials de la citada Conselleria, indicant el resultat d’aquests, donant 
trasllat d’aquest informe al Servei amb funcions en matèria de rama-
deria. Aquesta informació es posarà a la disposició de l’òrgan col·legiat 
per a la seua valoració final.

5. L’òrgan col·legiat, nomenat pel titular de la Direcció General 
d’Agricultura, Ramaderia i Pesca, serà l’encarregat de realitzar la pro-
posta de concessió de les subvencions a la vista de les sol·licituds avalu-
ades, i estarà integrat pel cap del servei encarregat de la gestió i control 
d’aquestes subvencions que actuarà com a president i dos tècnics de la 
Direcció General de la qual depenga el servei encarregat de la gestió i 
control d’aquestes subvencions.

Article 9. Compatibilitat de les ajudes
Aquesta ajuda és compatible amb altres subvencions, ajudes, ingres-

sos o recursos per a la mateixa finalitat, procedents de qualssevol admi-
nistracions o ens públics o privats, nacionals, de la Unió Europea o 
d’organismes internacionals.

El seu import en cap cas, aïllada o en concurrència amb altres sub-
vencions, ajudes, ingressos o recursos podrà superar el cost de l’activitat 
subvencionada.

Article 10. Dret de la competència
1. D’acord amb el que s’estableix en el «Marc Nacional Tempo-

ral relatiu a les mesures d’ajuda a empreses i persones en règimen 
autònom consistents en subvencions directes, bestretes reembossa-
bles, avantatges fiscals, garanties de préstecs i bonificacions de tipus 
d’interés en préstecs destinades a recolzar l’economia en el context 
de l’actual brot de Covid-19» (MNT-1), declarat compatible per la 
Comissió en la Decisió SA. 56851 2020/N i amb el segon Marc Nacio-
nal Temporal, «Marc Nacional Temporal relatiu a les mesures d’ajuda 
per a la contenció sanitària del Covid-19, a través de suport a la I+D, 
al desenvolupament d’infraestructures d’assaig i ampliació d’escala 
i a la fabricació de productes i materials mèdics necessaris, així com 
ajudes urgents en forma d’ajornament del pagament d’impostos i cotit-
zacions a la Seguretat Social i subsidis salarials per a empleats per a 
evitar reduccions de plantilla en el context de l’actual brot de Covid-
19» (MNT-2) declarat compatible per la Comissió en la Decisió SA. 
57019 2020/N, com pel mateix Marc Temporal Comunitari, inclosa la 
seua modificació (en data 3.04.2020).

2. L’avaluació de les ajudes contingudes en la present secció es rea-
litzaran considerant que les mesures s’acullen a les disposicions contin-
gudes en el punt 3 del Marc Nacional Temporal-1 (Concessió d’ajudes 
en forma de subvencions directes, bestretes reembossables o avantatges 
fiscals).
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3. La ayudas a empresas activas en el sector de la pesca no se refe-
rirán a ninguna de las categorías de ayudas mencionadas en el artículo 
1, apartado 1, letras a) a k), del Reglamento UE núm. 717/2014 de la 
Comisión.

4. Cuando una empresa o un trabajador o trabajadora en régimen 
autónomo estén activos en varios sectores los que se aplican diferen-
tes importes máximos, se garantizará, por medios apropiados, como la 
separación de cuentas, que para cada una de estas actividades se respete 
el límite correspondiente y que la cantidad más alta posible no se excede 
en total.

5. Todas las cifras utilizadas son brutas, es decir, antes de cualquier 
deducción de impuestos u otros cargos.

6. Con carácter general, todas las ayudas contempladas en los 
marcos temporales podrán acumularse entre sí, siempre y cuando se 
respeten los importes máximos y los umbrales de intensidad máxima 
establecidos para cada tipo de ayuda.

Como excepción a este criterio general:
a) Las ayudas recogidas en los puntos 4 (Ayudas en forma de garan-

tías de préstamos) y 5 (Ayudas en forma de bonificación de tipos de 
interés de préstamos) del MNT-1 no podrán acumularse entre sí en caso 
de que las ayudas se concedan para idéntico principal de préstamo sub-
yacente y el importe global del préstamo supere los umbrales estable-
cidos en el punto 25, letra d, (en las Ayudas en forma de garantías de 
préstamos, límites al importe global de los préstamos por beneficiario 
en el caso de los préstamos con un vencimiento posterior al 31.12.2020) 
o en el punto 27, letra d (en las Ayudas en forma de bonificación de 
tipos de interés de préstamos, límites al importe global de los préstamos 
por beneficiario en el caso de los préstamos con un vencimiento poste-
rior al 31.12.2020), del MTC.

b) Las ayudas recogidas en los puntos 3 (Ayudas para investigación 
y desarrollo vinculada al Covid-19), 4 (Ayudas a la inversión destinada 
a las infraestructuras de ensayo y ampliación de escala) y 5 (Ayudas a 
la inversión para la fabricación de productos relacionados con el Covid-
19) del MNT-23 (Medidas para la contención sanitaria del Covid-19), 
no serán acumulables entre sí en caso de que la ayuda se refiera a los 
mismos costes subvencionables.

Sin perjuicio del criterio general de acumulación expresado, en el 
caso de las ayudas previstas en los puntos 4 (Ayudas a la inversión 
destinada a las infraestructuras de ensayo y ampliación de escala) y 5 
(Ayudas a la inversión para la fabricación de productos relacionados con 
el Covid-19) del MNT-2, se podrá adicionar una garantía para cober-
tura de pérdidas en los términos expresados en los apartados 4.9 y 5.9, 
respectivamente.

Las ayudas contempladas en ambos marcos nacionales tempora-
les (MNT-1 y MNT-2) podrán acumularse con las ayudas en forma de 
seguro de crédito a la exportación a corto plazo previstas en el MTC, 
siempre y cuando se respeten los importes máximos y los umbrales de 
intensidad máxima establecidos para cada tipo de ayuda.

Las medidas de ayuda temporal previstas en los marcos nacionales 
temporales (MNT-1 y MNT-2) pueden acumularse con las ayudas que 
entren en el ámbito de aplicación de los Reglamentos de minimis, siem-
pre que las reglas de acumulación previstas en estos Reglamentos de 
minimis sean respetadas.

Las medidas de ayuda temporal previstas en los marcos nacionales 
temporales (MNT-1 y MNT-2) también pueden acumularse con las ayu-
das exentas en virtud del Reglamento General de Exención por Cate-
gorías, siempre que las reglas de acumulación previstas en el mismo 
sean respetadas.

7. Estas ayudas podrán otorgarse en forma de subvenciones directas 
por un importe máximo de 100.000 euros por empresa o persona en 
régimen autónomo.

SECCIÓN III
Ayudas urgentes a entidades locales de las zonas rurales 
de la Comunitat Valenciana afectadas por la Covid-19

Artículo 1. Objeto y ámbito
1. Estas ayudas van dirigidas a paliar las dificultades ocasiona-

das por la pandemia a las entidades locales de las zonas rurales de la 
Comunitat Valenciana con la finalidad de adecuar espacios abiertos o 
cerrados que permitan cumplir con las exigencias sanitarias generales 

3. L’ajudes a empreses actives en el sector de la pesca no es referi-
ran a cap de les categories d’ajudes esmentades en l’article 1, apartat 1, 
lletres a) a k), del Reglament UE núm. 717/2014 de la Comissió.

4. Quan una empresa o un treballador o treballadora en règim autò-
nom estiguen actius en diversos sectors els que s’apliquen diferents 
imports màxims, es garantirà, per mitjans apropiats, com la separació de 
comptes, que per a cadascuna d’aquestes activitats es respecte el límit 
corresponent i que la quantitat més alta possible no s’excedeix en total.

5. Totes les xifres utilitzades són brutes, és a dir, abans de qualsevol 
deducció d’impostos o altres càrrecs.

6. Amb caràcter general, totes les ajudes contemplades en els marcs 
temporals podran acumular-se entre si, sempre que es respecten els 
imports màxims i els llindars d’intensitat màxima establits per a cada 
tipus d’ajuda.

Com a excepció a aquest criteri general:
a) Les ajudes recollides en els punts 4 (Ajudes en forma de garan-

ties de préstecs) i 5 (Ajudes en forma de bonificació de tipus d’interés 
de préstecs) del MNT-1 no podran acumular-se entre si en cas que les 
ajudes es concedisquen per a idèntic principal de préstec subjacent i 
l’import global del préstec supere els llindars establits en el punt 25, 
lletra d, (en les Ajudes en forma de garanties de préstecs, límits a l’im-
port global dels préstecs per beneficiari en el cas dels préstecs amb 
un venciment posterior al 31.12.2020) o en el punt 27, lletra d (en les 
Ajudes en forma de bonificació de tipus d’interés de préstecs, límits a 
l’import global dels préstecs per beneficiari en el cas dels préstecs amb 
un venciment posterior al 31.12.2020), del MTC.

b) Les ajudes recollides en els punts 3 (Ajudes per a recerca i desen-
volupament vinculada al Covid-19), 4 (Ajudes a la inversió destinada a 
les infraestructures d’assaig i ampliació d’escala) i 5 (Ajudes a la inver-
sió per a la fabricació de productes relacionats amb el Covid-19) del 
MNT-2 (Mesures per a la contenció sanitària del Covid-19), no seran 
acumulables entre si en cas que l’ajuda es referisca als mateixos costos 
subvencionables.

Sense perjudici del criteri general d’acumulació expressat, en el cas 
de les ajudes previstes en els punts 4 (Ajudes a la inversió destinada a 
les infraestructures d’assaig i ampliació d’escala) i 5 (Ajudes a la inver-
sió per a la fabricació de productes relacionats amb el Covid-19) del 
MNT-2, es podrà addicionar una garantia per a cobertura de pèrdues en 
els termes expressats en els apartats 4.9 i 5.9, respectivament.

Les ajudes contemplades en tots dos marcs nacionals temporals 
(MNT-1 i MNT-2) podran acumular-se amb les ajudes en forma d’as-
segurança de crèdit a l’exportació a curt termini previstes en el MTC, 
sempre que es respecten els imports màxims i els llindars d’intensitat 
màxima establits per a cada tipus d’ajuda.

Les mesures d’ajuda temporal previstes en els marcs nacionals 
temporals (MNT-1 i MNT-2) poden acumular-se amb les ajudes que 
entren en l’àmbit d’aplicació dels Reglaments de minimis, sempre que 
les regles d’acumulació previstes en aquests Reglaments de minimis 
siguen respectades.

Les mesures d’ajuda temporal previstes en els marcs nacionals 
temporals (MNT-1 i MNT-2) també poden acumular-se amb les ajudes 
exemptes en virtut del Reglament General d’Exempció per Categories, 
sempre que les regles d’acumulació previstes en el mateix siguen res-
pectades.

7. Aquestes ajudes podran atorgar-se en forma de subvencions 
directes per un import màxim de 100.000 euros per empresa o persona 
en règimen autònom.

SECCIÓ III
Ajudes urgents a entitats locals de les zones rurals 

de la Comunitat Valenciana afectades per la Covid-19

Article 1. Objecte i àmbit
1. Aquestes ajudes van dirigides a pal·liar les dificultats ocasionades 

per la pandèmia a les entitats locals de les zones rurals de la Comunitat 
Valenciana amb la finalitat d’adequar espais oberts o tancats que per-
meten complir amb les exigències sanitàries generals i particulars de la 
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y particulares de la pandemia para la realización de mercados de venta 
no sedentarios, así como habilitar locales de recogida y distribución de 
productos agroalimentarios a la población en municipios rurales que 
puedan verse desabastecidos por las medidas adoptadas como conse-
cuencia de la declaración del estado de alarma mediante el Real decreto 
463/2020, de 14 marzo.

2. Las actuaciones subvencionadas serán la adecuación, por parte 
de las entidades locales, de espacios abiertos o cerrados para la reali-
zación de mercados no sedentarios de productos agroalimentarios y de 
primera necesidad, y/o la prestación de un servicio de abastecimiento 
de esos productos a los habitantes de los municipios señalados en el 
artículo 2, recogiendo previamente sus comandas y, una vez adquiridos 
los productos a través de canales de comercio de proximidad, ponerlos 
a su disposición en locales habilitados para ello, evitando así desplaza-
mientos innecesarios por un lado, e incentivando la venta de productos 
locales, por otro.

La permanencia en estos espacios habilitados deberá ser la estric-
tamente necesaria para que los consumidores puedan realizar la adqui-
sición de alimentos y productos de primera necesidad, quedando sus-
pendida la posibilidad de consumo de productos en los propios estable-
cimientos.

3. El conjunto de actuaciones financiadas, con arreglo a lo dispuesto 
en este decreto, se desarrollarán dentro del año 2020.

Artículo 2. Entidades beneficiarias y requisitos
1. Serán entidades beneficiarias de las ayudas reguladas por este 

decreto las entidades locales de las poblaciones rurales de la Comunitat 
Valenciana que cumplan algunos de los siguientes requisitos:

a) municipios incluidos dentro del espacio rural definido en el PDR-
CV 2014-2020 cuyos términos municipales o parte de estos figuran 
en el anexo II de la Orden 5/2016, de 11 de abril, de la Conselleria de 
Agricultura, Medio Ambiente, Cambio Climático y Desarrollo Rural, 
por la que se convoca y regula la selección de los Grupos de Acción 
Local LEADER 2014-2020 y de las estrategias de desarrollo local par-
ticipativo y cuenten con menos de 2.000 habitantes

b) municipios declarados en peligro de despoblación y que figuran 
en el anexo de la Resolución de 15 de abril de 2019, de la Presidencia 
de la Generalitat, sobre la asignación de la línea específica del Fondo de 
Cooperación Municipal para la Lucha contra el Despoblamiento de los 
Municipios de la Comunitat Valenciana correspondiente a cada entidad 
beneficiaria para el ejercicio presupuestario 2019.

c) municipios con menos de 1.500 habitantes. Los datos relativos al 
número de habitantes por municipio se obtendrán de la última revisión 
padronal de 2019 publicados en el Portal Estadístico de la Generali-
tat Valenciana (http://www.pegv.gva.es), en el siguiente enlace: http://
www.pegv.gva.es/es/indicadors-despoblament.

2. Para ser beneficiario de esas ayudas será necesario haber cum-
plido la obligación de presentar la Cuenta General ante la Sindicatura 
de Comptes de la Comunitat Valenciana en los términos establecidos 
en la normativa reguladora de la misma así como haber remitido, en 
su caso, el correspondiente Plan económico-financiero en los términos 
dispuestos en la Ley orgánica 2/2012, de 27 de abril, de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera, al órgano de la Generalitat 
competente en materia de tutela financiera de las entidades locales de 
la Comunitat Valenciana.

Artículo 3. Gastos subvencionables
1. Se considerarán gastos subvencionables aquellos atribuidos direc-

tamente a las acciones relacionadas con el objeto de esta ayuda durante 
2020 y que son los siguientes:

a) gastos corrientes: electricidad, calefacción, agua, teléfono, lim-
pieza del local o análogos de las dependencias que la entidad utilice 
para estos fines.

b) gastos derivados de las medidas relacionadas con la seguridad 
en los espacios y locales destinados a las actuaciones subvencionables 
(personal de seguridad, material, señalización).

c) la renta que se derive del arrendamiento del inmueble donde se 
realicen los mercados no sedentarios, y/o la recogida y distribución de 
los alimentos y productos, o los pagos realizados en concepto de uso del 
local mediante imputación de gastos corrientes soportados.

d) los gastos ocasionados por las reparaciones y conservación de 
los espacios y locales.

pandèmia per a la realització de mercats de venda no sedentaris, així 
com habilitar locals de recollida i distribució de productes agroalimenta-
ris a la població en municipis rurals que puguen veure’s desabastits per 
les mesures adoptades com a conseqüència de la declaració de l’estat 
d’alarma mitjançant el Reial decret 463/2020, de 14 març.

2. Les actuacions subvencionades seran l’adequació, per part de les 
entitats locals, d’espais oberts o tancats per a la realització de mercats 
no sedentaris de productes agroalimentaris i de primera necessitat, i/o la 
prestació d’un servei de proveïment d’aqueixos productes als habitants 
dels municipis assenyalats en l’article 2, recollint prèviament els seus 
comandes i, una vegada adquirits els productes a través de canals de 
comerç de proximitat, posar-los a la seua disposició en locals habilitats 
per a això, evitant així desplaçaments innecessaris d’una banda, i incen-
tivant la venda de productes locals, per un altre.

La permanència en aquests espais habilitats haurà de ser l’estricta-
ment necessària perquè els consumidors puguen realitzar l’adquisició 
d’aliments i productes de primera necessitat, quedant suspesa la possi-
bilitat de consum de productes en els propis establiments.

3. El conjunt d’actuacions finançades, conformement al que es dis-
posa en aquest decret, es desenvoluparan dins de l’any 2020.

Article 2. Entitats beneficiàries i requisits
1. Seran entitats beneficiàries de les ajudes regulades per aquest 

decret les entitats locals de les poblacions rurals de la Comunitat Valen-
ciana que complisquen alguns dels següents requisits:

a) municipis inclosos dins de l’espai rural definit en el PDR-CV 
2014-2020 els termes municipals del qual o part d’aquests figuren en 
l’annex II de l’Ordre 5/2016, d’11 d’abril, de la Conselleria d’Agricul-
tura, Medi Ambient, Canvi Climàtic i Desenvolupament Rural, per la 
qual es convoca i regula la selecció dels Grups d’Acció Local LEADER 
2014-2020 i de les estratègies de desenvolupament local participatiu i 
compten amb menys de 2.000 habitants.

b) municipis declarats en perill de despoblació i que figuren en 
l’annex de la Resolució de 15 d’abril de 2019, de la Presidència de la 
Generalitat, sobre l’assignació de la línia específica del Fons de Coope-
ració Municipal per a la Lluita contra el Despoblament dels Municipis 
de la Comunitat Valenciana corresponent a cada entitat beneficiària per 
a l’exercici pressupostari 2019.

c) municipis amb menys de 1.500 habitants. Les dades relatives al 
nombre d’habitants per municipi s’obtindran de l’última revisió padro-
nal de 2019 publicats en el Portal Estadístic de la Generalitat Valenciana 
(http://www.pegv.gva.es), en el següent enllaç: http://www.pegv.gva.es/
va/indicadors-despoblament.

2. Per a ser beneficiari d’aqueixes ajudes serà necessari haver com-
plit l’obligació de presentar el Compte General davant la Sindicatura 
de Comptes de la Comunitat Valenciana en els termes establits en la 
normativa reguladora de la mateixa així com haver remés, en el seu cas, 
el corresponent Pla economicofinancer en els termes disposats en la Llei 
orgànica 2/2012, de 27 d’abril, d’estabilitat pressupostària i sostenibili-
tat financera, a l’òrgan de la Generalitat competent en matèria de tutela 
financera de les entitats locals de la Comunitat Valenciana.

Article 3. Despeses subvencionables
1. Es consideraran despeses subvencionables aquells atribuïts direc-

tament a les accions relacionades amb l’objecte d’aquesta ajuda durant 
2020 i que són els següents:

a) despeses corrents: electricitat, calefacció, aigua, telèfon, neteja 
del local o anàlegs de les dependències que l’entitat utilitze per a aques-
tes finalitats.

b) despeses derivades de les mesures relacionades amb la seguretat 
en els espais i locals destinats a les actuacions subvencionables (perso-
nal de seguretat, material, senyalització).

c) la renda que es derive de l’arrendament de l’immoble on es realit-
zen els mercats no sedentaris, i/o la recollida i distribució dels aliments i 
productes, o els pagaments realitzats en concepte d’ús del local mitjan-
çant imputació de despeses corrents suportades.

d) les despeses ocasionades per les reparacions i conservació dels 
espais i locals.
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e) la adquisición de mobiliario y demás equipamientos necesarios 
para la habilitación de los locales y conservación de los productos (apa-
ratos de calefacción, congeladores, neveras, estanterías).

f) material fungible necesario para el desarrollo de la subvención.
g) los gastos proporcionales correspondientes a salarios, dietas, y 

desplazamiento del personal con relación laboral con la entidad local, 
ya sea propio o contratado para la ejecución de la subvención.

Artículo 4. Importe de las ayudas, financiación y cuantía de la sub-
vención

1. La cuantía de la ayuda ascenderá a 2.500 euros por entidad bene-
ficiaria.

2. La dotación de estas subvenciones asciende a un importe global 
máximo estimado de 500.000 euros, fondos propios de la Generali-
tat, sin perjuicio de su posible ampliación con fondos procedentes del 
Estado o de la Unión Europea que puedan dar lugar a una generación, 
ampliación o incorporación de crédito.

3. De acuerdo con la previsión legal del último párrafo del artículo 
168.1.c de la Ley 1/2015, estas ayudas se imputarán a la línea de sub-
vención SNUEVA denominada «Ayudas a las entidades locales de las 
zonas rurales de la Comunitat Valenciana afectadas por la Covid-19».

Artículo 5. Forma y plazo de presentación de solicitudes
1. La solicitud se presentará de forma telemática en la sede electró-

nica de la Generalitat Valenciana, en la siguiente dirección: http://www.
gva.es/es/proc20918.

2. El plazo para la presentación de solicitudes será de 15 días hábi-
les y se iniciará a las 9 horas del día siguiente a la publicación del pre-
sente decreto en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

3. Cualquier aportación de documentación complementaria, una 
vez realizada la solicitud, se llevará a cabo telemáticamente en la Sede 
Electrónica de la Generalitat, haciendo referencia al código de expe-
diente que le haya sido asignado. El acceso al trámite concreto de apor-
tación de documentación complementaria podrá realizarse a través de 
la siguiente URL http://www.gva.es/es/proc18536.

4. Todos los formularios estarán disponibles en la siguiente URL: 
https://www.gva.es/es/inicio/procedimientos/pro_documentos?id_
proc=20918&id_page=&id_site=&id_caso=docs.

Artículo 6. Documentación que debe acompañar a la solicitud
1. Junto con la solicitud, se aportará la siguiente documentación:
a) Certificado de Secretaría del acuerdo del órgano competente de 

la entidad local por el que se acuerda solicitar la ayuda.
b) Memoria descriptiva de los gastos a subvencionar.
c) Declaración responsable relativa a los requisitos exigidos.
d) Modelo de domiciliación bancaria debidamente cumplimentado.
e) En caso de representación legal de la entidad solicitante, copia de 

los poderes actualizados que acrediten su representación o documento 
equivalente según las prescripciones reales.

f) Declaración responsable sobre la solicitud y obtención o no de 
otras ayudas sobre las mismas actividades, proyectos, o los mismos 
costes subvencionables, con expresión, en su caso de los compromisos 
asumidos por el solicitante.

2. Solo se admitirá una solicitud por Entidad beneficiaria.
3. El órgano gestor de este procedimiento está autorizado para pro-

ceder a la consulta de:
a) Identidad del solicitante o de la persona que actúe como repre-

sentante de la entidad.
b) Estar al corriente de las obligaciones con la Seguridad Social, así 

como el domicilio fiscal.
No obstante, si existe oposición por parte del interesado a su con-

sulta, a través de la Plataforma Autonómica de Intermediación (PAI), es 
imprescindible que aporte los documentos acreditativos correspondien-
tes y que justifique dicha oposición.

El órgano gestor del procedimiento debe estar autorizado por el 
interesado para poder consultar los datos de estar al corriente de los 
pagos con la Agencia Tributaria, estatal y autonómica y la situación 
en el censo de actividades económicas o al impuesto sobre actividades 
económicas.

e) l’adquisició de mobiliari i altres equipaments necessaris per a 
l’habilitació dels locals i conservació dels productes (aparells de cale-
facció, congeladors, neveres, prestatgeries).

f) material fungible necessari per al desenvolupament de la sub-
venció.

g) les despeses proporcionals corresponents a salaris, dietes, i des-
plaçament del personal amb relació laboral amb l’entitat local, ja siga 
propi o contractat per a l’execució de la subvenció.

Article 4. Import de les ajudes, finançament i quantia de la subvenció
1. La quantia de l’ajuda ascendirà a 2.500 euros per entitat bene-

ficiària.
2. La dotació d’aquestes subvencions ascendeix a un import global 

màxim estimat de 500.000 euros, fons propis de la Generalitat, sense 
perjudici de la seua possible ampliació amb fons procedents de l’Estat 
o de la Unió Europea que puguen donar lloc a una generació, ampliació 
o incorporació de crèdit.

3. D’acord amb la previsió legal de l’últim paràgraf de l’article 
168.1.c de la Llei 1/2015, aquestes ajudes s’imputaran a la línia de sub-
venció SNUEVA denominada «Ajudes a les entitats locals de les zones 
rurals de la Comunitat Valenciana afectades per la Covid-19».

Article 5. Forma i termini de presentació de sol·licituds
1. La sol·licitud es presentarà de manera telemàtica en la seu elec-

trònica de la Generalitat Valenciana, en la següent adreça: http://www.
gva.es/va/proc20918.

2. El termini per a la presentació de sol·licituds serà de 15 dies 
hàbils i s’iniciarà a les 9 hores de l’endemà a la publicació del present 
decret en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

3. Qualsevol aportació de documentació complementària, una vega-
da realitzada la sol·licitud, es durà a terme telemàticament en la Seu 
Electrònica de la Generalitat, fent referència al codi d’expedient que li 
haja sigut assignat. L’accés al tràmit concret d’aportació de documenta-
ció complementària podrà realitzar-se a través de la següent URL http://
www.gva.es/va/proc18536.

4. Tots els formularis estaran disponibles en la següent URL: 
https://www.gva.es/va/inicio/procedimientos/pro_documentos?id_
proc=20918&aneu_page=&aneu_site=&aneu_cas=docs.

Article 6. Documentació que ha d’acompanyar a la sol·licitud
1. Juntament amb la sol·licitud, s’aportarà la següent documentació:
a) Certificat de Secretaria de l’acord de l’òrgan competent de l’en-

titat local pel qual s’acorda sol·licitar l’ajuda.
b) Memòria descriptiva de les despeses a subvencionar.
c) Declaració responsable relativa als requisits exigits.
d) Model de domiciliació bancària degudament emplenat.
e) En cas de representació legal de l’entitat sol·licitant, còpia dels 

poders actualitzats que acrediten la seua representació o document equi-
valent segons les prescripcions reals.

f) Declaració responsable sobre la sol·licitud i obtenció o no d’altres 
ajudes sobre les mateixes activitats, projectes, o els mateixos costos sub-
vencionables, amb expressió, en el seu cas dels compromisos assumits 
pel sol·licitant.

2. Només s’admetrà una sol·licitud per Entitat beneficiària.
3. L’òrgan gestor d’aquest procediment està autoritzat per a procedir 

a la consulta de:
a) Identitat del sol·licitant o de la persona que actue com a repre-

sentant de l’entitat.
b) Estar al corrent de les obligacions amb la Seguretat Social, així 

com el domicili fiscal.
No obstant això, si existeix oposició per part de l’interessat a la seua 

consulta, a través de la Plataforma Autonòmica d’Intermediació (PAI), 
és imprescindible que aportació els documents acreditatius correspo-
nents i que justifique aquesta oposició.

L’òrgan gestor del procediment ha d’estar autoritzat per l’interessat 
per a poder consultar les dades d’estar al corrent dels pagaments amb 
l’Agència Tributària, estatal i autonòmica i la situació en el cens d’acti-
vitats econòmiques o a l’impost sobre activitats econòmiques.
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Artículo 7. Instrucción
1. La instrucción del procedimiento corresponderá a la Dirección 

General de Desarrollo Rural.
2. Examinadas las solicitudes, el órgano instructor emitirá informe 

donde hará constar que se cumplen los requisitos necesarios para la 
concesión de las ayudas y formulará la propuesta de concesión al órgano 
competente para resolver.

3. La concesión de las ayudas se otorgará a todas las entidades inte-
resadas que formulen su solicitud en plazo y acrediten el debido cum-
plimiento de todos los requisitos.

En el supuesto de que no exista crédito suficiente para atender todas 
las solicitudes, se procederá al prorrateo del crédito disponible, otorgan-
do la misma intensidad de ayuda entre las entidades beneficiarias que 
cumplan los requisitos indicados en el párrafo anterior.

Artículo 8. Justificación y forma de pago
1. Para proceder al pago, la entidad local deberá justificar los gas-

tos de la actuación subvencionada antes del 1 de noviembre de 2020. 
La justificación de los gastos irá dirigida al servicio competente en la 
ejecución de la estrategia territorial rural de la Comunitat Valenciana 
mediante presentación telemática.

2. Las facturas y los justificantes acreditativos del pago, deberán ir a 
nombre de la entidad local beneficiaria de la ayuda. A los efectos de jus-
tificación de los gastos realizados no se admitirán los pagos en efectivo.

3. Las entidades presentarán las solicitudes de pago de la ayuda de 
forma telemática en la sede electrónica de la Generalitat Valenciana, 
según dispone el artículo 5.

4. El impreso de solicitud de pago deberá ir acompañado de los 
siguientes documentos:

a) Modelo de domiciliación bancaria, en el caso de que se solicite 
el ingreso de la ayuda en una cuenta distinta a la presentada junto a la 
solicitud de la ayuda.

b) Facturas electrónicas justificativas del gasto subvencionable de 
esta ayuda.

c) Para la justificación de los costes de personal, certificado del 
Secretario-Interventor con los costes salariales de cada trabajador impu-
tado a la acción subvencionada, y el importe correspondiente a las dietas 
y los desplazamientos.

Artículo 9. Compatibilidad de las ayudas
1. Esta ayuda es compatible con otras subvenciones, ayudas, ingre-

sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales.

2. Su importe en ningún caso, aislada o en concurrencia con otras 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos podrá superar el coste de la 
actividad subvencionada.

Artículo 10. Compatibilidad con la normativa europea sobre ayudas 
públicas

Las subvenciones que se conceden mediante este decreto no nece-
sitan de la notificación a la Comisión Europea, por no cumplir las con-
diciones del artículo 107 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea; en concreto, las entidades a las que van dirigidas las sub-
venciones son entidades locales que ejercen poderes públicos y tienen 
carácter de administración pública que en este caso no ejercen actividad 
económica; habiéndose aplicado lo dispuesto en el Decreto 128/2017, 
de 29 de septiembre, del Consell.

SECCION IV
Ayudas a personas productoras del sector primario que realizan 

ventas al por menor para la creacion de canales telemáticos
 de venta de productos agroalimentarios

Artículo 1. Objeto y ámbito
1. Estas ayudas van dirigidas a paliar las dificultades ocasionadas 

por la pandemia dirigidas a los productores agrarios que realicen venta 
directa al por menor, para que puedan crear canales telemáticos de venta 
de productos agroalimentarios.

Article 7. Instrucció
1. La instrucció del procediment correspondrà a la Direcció General 

de Desenvolupament Rural.
2. Examinades les sol·licituds, l’òrgan instructor emetrà informe on 

farà constar que es compleixen els requisits necessaris per a la concessió 
de les ajudes i formularà la proposta de concessió a l’òrgan competent 
per a resoldre.

3. La concessió de les ajudes s’atorgarà a totes les entitats interes-
sades que formulen la seua sol·licitud en termini i acrediten el degut 
compliment de tots els requisits.

En el cas que no existisca crèdit suficient per a atendre totes les 
sol·licituds, es procedirà al prorrateig del crèdit disponible, atorgant la 
mateixa intensitat d’ajuda entre les entitats beneficiàries que complis-
quen els requisits indicats en el paràgraf anterior.

Article 8. Justificació i forma de pagament
1. Per a procedir al pagament, l’entitat local haurà de justificar les 

despeses de l’actuació subvencionada abans de l’1 de novembre de 
2020. La justificació de les despeses anirà dirigida al servei competent 
en l’execució de l’estratègia territorial rural de la Comunitat Valenciana 
mitjançant presentació telemàtica.

2. Les factures i els justificants acreditatius del pagament, hauran 
d’anar a nom de l’entitat local beneficiària de l’ajuda. A l’efecte de 
justificació de les despeses realitzades no s’admetran els pagaments 
en efectiu.

3. Les entitats presentaran les sol·licituds de pagament de l’ajuda 
de manera telemàtica en la seu electrònica de la Generalitat Valenciana, 
segons disposa l’article 5.

4. L’imprés de sol·licitud de pagament haurà d’anar acompanyat 
dels següents documents:

a) Model de domiciliació bancària, en el cas que se sol·licite l’in-
grés de l’ajuda en un compte diferent a la presentada al costat de la 
sol·licitud de l’ajuda.

b) Factures electròniques justificatives de la despesa subvencionable 
d’aquesta ajuda.

c) Per a la justificació dels costos de personal, certificat del Secre-
tari-Interventor amb els costos salarials de cada treballador imputat a 
l’acció subvencionada, i l’import corresponent a les dietes i els despla-
çaments.

Article 9. Compatibilitat de les ajudes
1. Aquesta ajuda és compatible amb altres subvencions, ajudes, 

ingressos o recursos per a la mateixa finalitat, procedents de qualssevol 
administracions o ens públics o privats, nacionals, de la Unió Europea 
o d’organismes internacionals.

2. El seu import en cap cas, aïllada o en concurrència amb altres 
subvencions, ajudes, ingressos o recursos podrà superar el cost de l’ac-
tivitat subvencionada.

Article 10. Compatibilitat amb la normativa europea sobre ajudes 
públiques

Les subvencions que es concedeixen mitjançant aquest decret no 
necessiten de la notificació a la Comissió Europea, per no complir les 
condicions de l’article 107 del Tractat de Funcionament de la Unió 
Europea; en concret, les entitats a les quals van dirigides les subven-
cions són entitats locals que exerceixen poders públics i tenen caràcter 
d’administració pública que en aquest cas no exerceixen activitat eco-
nòmica; havent-se aplicat el que es disposa en el Decret 128/2017, de 
29 de setembre, del Consell.

SECCIÓ IV
Ajudes a persones productores del sector primari que realitzen

vendes al detall per a la creació de canals telemàtics 
de venda de productes agroalimentaris

Article 1. Objecte i àmbit
1. Aquestes ajudes van dirigides a pal·liar les dificultats ocasionades 

per la pandèmia dirigides als productors agraris que realitzen venda 
directa al detall, perquè puguen crear canals telemàtics de venda de 
productes agroalimentaris.
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2. Las actuaciones subvencionadas serán aquellas cuyo objeto sea 
la creación de una plataforma de venta telemática de productos agroali-
mentario por parte de los propios productores incentivando la venta de 
productos locales, las que mejoren y/o amplíen plataformas de venta ya 
existentes y las que propicien la ampliación del ancho de banda de acce-
so a internet para la mejora de la prestación de los servicios de venta.

Artículo 2. Personas beneficiarias y requisitos
1. Podrán ser beneficiarias las personas que reúnan los siguientes 

requisitos a fecha de 14 de marzo de 2020:
a) Encontrarse dadas de alta e inscritas en un registro oficial como 

productores primarios y como vendedores al por menor de productos 
agroalimentarios.

b) Tener las autorizaciones y permisos requeridos por la normativa 
reguladora de estas actividades.

c) Haber incurrido en gastos con motivo de la creación de una plata-
forma de venta telemática de productos agroalimentarios o para la mejo-
ra y/o ampliación de una ya existente a partir del 14 de marzo de 2020.

d) Tener el domicilio fiscal en la Comunitat Valenciana.
2. Quedan excluidas las personas que:
a) El 14 de marzo de 2020 fueran perceptoras de la prestación por 

desempleo o de la correspondiente a la protección por cese de actividad, 
regulada en los artículos 327 y siguientes del Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social aprobado por el Real decreto legislativo 
8/2015, de 30 de octubre.

b) El 14 de marzo de 2020 o fecha posterior fueran trabajadores por 
cuenta ajena.

c) Incurran en alguna de las prohibiciones previstas en los apartados 
2 y 3 del artículo 13 de la Ley general de subvenciones.

Artículo 3. Gastos subvencionables
1. Se considerarán como gastos subvencionables:
a) Gastos derivados de la puesta en marcha de la plataforma tele-

mática.
b) Gastos de mantenimiento de la plataforma telemática.
c) Gastos correspondientes a los servicios prestados por entidades 

o empresas para la contratación de un proyecto de mejora o ampliación 
de una plataforma telemática existente.

d) Gastos de mejora de posicionamiento SEO de la plataforma en 
la web.

e) Gastos derivados de la ampliación del ancho de banda de acceso 
a internet para la mejora de la prestación de servicios relacionados con 
la venta a través de la plataforma.

Artículo 4. Importe de las ayudas
1. La cuantía de la ayuda ascenderá a 1.500 euros por entidad bene-

ficiaria.
2. La dotación de estas subvenciones asciende a un importe global 

máximo estimado de 300.000 euros, fondos propios de la Generali-
tat, sin perjuicio de su posible ampliación con fondos procedentes del 
Estado o de la Unión Europea que puedan dar lugar a una generación, 
ampliación o incorporación de crédito.

3. De acuerdo con la previsión legal del último párrafo del artículo 
168.1.c de la Ley 1/2015, estas ayudas se imputarán a la línea de sub-
vención SNUEVA denominada «Ayudas a personas productoras del 
sector primarios para la creación de canales telemáticos de venta de 
productos agroalimentarios».

Artículo 5. Forma y plazo de presentación de las solicitudes
1. La solicitud se presentará únicamente de forma telemática en la 

sede electrónica de la Generalitat Valenciana, en la siguiente dirección: 
http://www.gva.es/es/proc20919.

2. Los documentos que se anexen al trámite telemático deberán ir 
firmados electrónicamente por las personas que, según el tipo de docu-
mento, proceda. Para la tramitación telemática se deberá disponer de 
firma electrónica avanzada, con un certificado admitido por la sede 
electrónica de la Generalitat (https://sede.gva.es). De no disponer de 
firma electrónica avanzada, deberá acudirse a la representación a través 
de persona que si disponga de ella, acreditando la representación.

2. Les actuacions subvencionades seran aquelles l’objecte de les 
quals siga la creació d’una plataforma de venda telemàtica de productes 
agroalimentari per part dels propis productors incentivant la venda de 
productes locals, les que milloren i/o amplien plataformes de venda ja 
existents i les que propicien l’ampliació de l’amplada de banda d’accés 
a internet per a la millora del a prestació dels serveis de venda.

Article 2. Persones beneficiàries i requisits
1. Podran ser beneficiàries les persones que reunisquen els següents 

requisits a data de 14 de març de 2020:
a) Trobar-se donades d’alta i inscrites en un registre oficial com 

a productors primaris i com a venedors al detall de productes agroali-
mentaris.

b) Tindre les autoritzacions i permisos requerits per la normativa 
reguladora d’aquestes activitats.

c) Haver incorregut en despeses amb motiu de la creació d’una pla-
taforma de venda telemàtica de productes agroalimentaris o per a la 
millora i/o ampliació d’una ja existent a partir del 14 de març de 2020.

d) Tindre el domicili fiscal en la Comunitat Valenciana.
2. Queden excloses les persones que:
a) El 14 de març de 2020 anaren perceptores de la prestació per 

desocupació o de la corresponent a la protecció per cessament d’ac-
tivitat, regulada en els articles 327 i següents del Text Refós de la 
Llei General de la Seguretat Social aprovat pel Reial decret legislatiu 
8/2015, de 30 d’octubre.

b) El 14 de març de 2020 o data posterior anaren treballadors per 
compte d’altri.

c) Incórreguen en alguna de les prohibicions previstes en els apar-
tats 2 i 3 de l’article 13 de la Llei general de subvencions.

Article 3. Despeses subvencionables
1. Es consideraran com a despeses subvencionables:
a) Despeses derivades de la posada en marxa de la plataforma tele-

màtica.
b) Despeses de manteniment de la plataforma telemàtica.
c) Despeses corresponents als serveis prestats per entitats o empre-

ses per a la contractació d’un projecte de millora o ampliació d’una 
plataforma telemàtica existent.

d) Despeses de millora de posicionament SEO de la plataforma en 
la web.

e) Despeses derivades de l’ampliació de l’amplada de banda d’accés 
a internet per a la millora del a prestació de serveis relacionats amb la 
venda a través de la plataforma.

Article 4. Import de les ajudes
1. La quantia de l’ajuda ascendirà a 1.500 euros per entitat bene-

ficiària.
2. La dotació d’aquestes subvencions ascendeix a un import global 

màxim estimat de 300.000 euros, fons propis de la Generalitat, sense 
perjudici de la seua possible ampliació amb fons procedents de l’Estat 
o de la Unió Europea que puguen donar lloc a una generació, ampliació 
o incorporació de crèdit.

3. D’acord amb la previsió legal de l’últim paràgraf de l’article 
168.1.c de la Llei 1/2015, aquestes ajudes s’imputaran a la línia de sub-
venció SNUEVA denominada «Ajudes a persones productores del sec-
tor primaris per a la creació de canals telemàtics de venda de productes 
agroalimentaris».

Article 5. Forma i termini de presentació de les sol·licituds
1. La sol·licitud es presentarà únicament de manera telemàtica en la 

seu electrònica de la Generalitat Valenciana, en la següent adreça: http://
www.gva.es/va/proc20919.

2. Els documents que s’annexen al tràmit telemàtic hauran d’anar 
signats electrònicament per les persones que, segons el tipus de docu-
ment, procedisca. Per a la tramitació telemàtica s’haurà de disposar 
de signatura electrònica avançada, amb un certificat admés per la seu 
electrònica de la Generalitat (https://sede.gva.es). De no disposar de 
signatura electrònica avançada, haurà d’acudir-se a la representació a 
través de persona que si dispose d’ella, acreditant la representació.
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3. El plazo para la presentación de solicitudes será de 15 días hábi-
les y se iniciará a las 9 horas del día siguiente la publicación en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana

4. Cualquier aportación de documentación complementaria, una 
vez realizada la solicitud, se llevará a cabo telemáticamente en la Sede 
Electrónica de la Generalitat, haciendo referencia al código de expe-
diente que le haya sido asignado. El acceso al trámite concreto de apor-
tación de documentación complementaria podrá realizarse a través de 
la siguiente URL http://www.gva.es/es/proc18536.

5. Todos los formularios estarán disponibles en la siguiente URL: 
https://www.gva.es/es/inicio/procedimientos/pro_documentos?id_
proc=20919&id_page=&id_site=&id_caso=docs.

Artículo 6. Documentación que debe acompañar a la solicitud
1. Junto con la solicitud, se aportará la siguiente documentación:
a) Certificado de situación en el censo de actividades económicas 

de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
b) Certificado de estar inscrito en un registro oficial de productores 

y de vendedores al por menor de productos agroalimentarios.
c) Memoria descriptiva de las actuaciones y los gastos a subven-

cionar.
d) Declaración responsable relativa a los requisitos exigidos.
e) Modelo de declaración de domiciliación bancaria debidamente 

cumplimentado.
f) En caso de no disponer de firma electrónica y actuar mediante 

representante, se aportará formulario relativo a la representación.
g) Declaración responsable de las ayudas de minimis concedidas 

a la persona solicitante durante los dos ejercicios fiscales anteriores y 
durante el ejercicio fiscal en curso, así como de otras ayudas estatales 
para las mismas medidas de financiación de riesgo, a fin de comprobar 
que no se superan los límites del apartado 3 del artículo 5 del Reglamen-
to (UE) núm. 1408/2013, de la Comisión, de 18 de diciembre, de 2013, 
según modelo normalizado.

2. Solo se admitirá una solicitud por persona.
3. El órgano gestor de este procedimiento está autorizado para pro-

ceder a la consulta de:
a) Identidad del solicitante o de la persona que actúe como repre-

sentante de la entidad.
b) Estar al corriente de las obligaciones con la Seguridad Social, así 

como el domicilio fiscal.
No obstante, si existe oposición por parte del interesado a su con-

sulta, a través de la Plataforma Autonómica de Intermediación (PAI), es 
imprescindible que aporte los documentos acreditativos correspondien-
tes y que justifique dicha oposición.

El órgano gestor del procedimiento debe estar autorizado por el 
interesado para poder consultar los datos de estar al corriente de los 
pagos con la Agencia Tributaria, estatal y autonómica y la situación 
en el censo de actividades económicas o al impuesto sobre actividades 
económicas

Artículo 7. Instrucción
1. La instrucción del procedimiento corresponderá a la Dirección 

General de Desarrollo Rural.
2. Examinadas las solicitudes, el órgano instructor emitirá informe 

donde hará constar que se cumplen los requisitos necesarios para la 
concesión de las ayudas y formulará la propuesta de concesión al órgano 
competente para resolver.

3. La concesión de las ayudas se otorgará a todas las personas inte-
resadas que formulen su solicitud en plazo y acrediten el debido cum-
plimiento de todos los requisitos.

En el supuesto de que no exista crédito suficiente para atender todas 
las solicitudes, se procederá al prorrateo del crédito disponible, otorgan-
do la misma intensidad de ayuda entre las personas beneficiarias que 
cumplan los requisitos indicados en el párrafo anterior.

Artículo 8. Justificación y forma de pago
1. Para proceder al pago, la persona beneficiaria deberá justificar los 

gastos de la actuación subvencionada antes del 1 de diciembre de 2020 
únicamente de forma telemática en la sede electrónica de la Generalitat 
Valenciana, según dispone el artículo 5.

3. El termini per a la presentació de sol·licituds serà de 15 dies 
hàbils i s’iniciarà a les 9 hores de l’endemà la publicació en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana.

4. Qualsevol aportació de documentació complementària, una vega-
da realitzada la sol·licitud, es durà a terme telemàticament en la Seu 
Electrònica de la Generalitat, fent referència al codi d’expedient que li 
haja sigut assignat. L’accés al tràmit concret d’aportació de documenta-
ció complementària podrà realitzar-se a través de la següent URL http://
www.gva.es/va/proc18536.

5. Tots els formularis estaran disponibles en la següent URL: 
https://www.gva.es/va/inicio/procedimientos/pro_documentos?id_
proc=20919&aneu_page=&aneu_site=&aneu_cas=docs.

Article 6. Documentació que ha d’acompanyar a la sol·licitud
1. Juntament amb la sol·licitud, s’aportarà la següent documentació:
a) Certificat de situació en el cens d’activitats econòmiques de 

l’Agència Estatal d’Administració Tributària.
b) Certificat d’estar inscrit en un registre oficial de productors i de 

venedors al detall de productes agroalimentaris.
c) Memòria descriptiva de les actuacions i les despeses a subven-

cionar.
d) Declaració responsable relativa als requisits exigits.
e) Model de declaració de domiciliació bancària degudament 

emplenat.
f) En cas de no disposar de signatura electrònica i actuar mitjançant 

representant, s’aportarà formulari relatiu a la representació.
g) Declaració responsable de les ajudes de minimis concedides a 

la persona sol·licitant durant els dos exercicis fiscals anteriors i durant 
l’exercici fiscal en curs, així com d’altres ajudes estatals per a les 
mateixes mesures de finançament de risc, a fi de comprovar que no se 
superen els límits de l’apartat 3 de l’article 5 del Reglament (UE) núm. 
1408/2013, de la Comissió, de 18 de desembre, de 2013, segons model 
normalitzat.

2. Només s’admetrà una sol·licitud per persona.
3. L’òrgan gestor d’aquest procediment està autoritzat per a procedir 

a la consulta de:
a) Identitat del sol·licitant o de la persona que actue com a repre-

sentant de l’entitat.
b) Estar al corrent de les obligacions amb la Seguretat Social, així 

com el domicili fiscal.
No obstant això, si existeix oposició per part de l’interessat a la seua 

consulta, a través de la Plataforma Autonòmica d’Intermediació (PAI), 
és imprescindible que aportació els documents acreditatius correspo-
nents i que justifique aquesta oposició.

L’òrgan gestor del procediment ha d’estar autoritzat per l’interessat 
per a poder consultar les dades d’estar al corrent dels pagaments amb 
l’Agència Tributària, estatal i autonòmica i la situació en el cens d’acti-
vitats econòmiques o a l’impost sobre activitats econòmiques

Article 7. Instrucció
1. La instrucció del procediment correspondrà a la Direcció General 

de Desenvolupament Rural.
2. Examinades les sol·licituds, l’òrgan instructor emetrà informe on 

farà constar que es compleixen els requisits necessaris per a la concessió 
de les ajudes i formularà la proposta de concessió a l’òrgan competent 
per a resoldre.

3. La concessió de les ajudes s’atorgarà a totes les persones inte-
ressades que formulen la seua sol·licitud en termini i acrediten el degut 
compliment de tots els requisits.

En el cas que no existisca crèdit suficient per a atendre totes les 
sol·licituds, es procedirà al prorrateig del crèdit disponible, atorgant la 
mateixa intensitat d’ajuda entre les persones beneficiàries que complis-
quen els requisits indicats en el paràgraf anterior.

Article 8. Justificació i forma de pagament
1. Per a procedir al pagament, la persona beneficiària haurà de justi-

ficar les despeses de l’actuació subvencionada abans de l’1 de desembre 
de 2020 únicament de manera telemàtica en la seu electrònica de la 
Generalitat Valenciana, segons disposa l’article 5.
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2. Las facturas y los justificantes acreditativos del pago, deberán ir 
a nombre de la persona beneficiaria de la ayuda. A los efectos de justi-
ficación de los gastos realizados no se admitirán los pagos en efectivo.

3. El impreso de solicitud de pago deberá ir acompañado de los 
siguientes documentos:

a) Modelo de domiciliación bancaria, en el caso de que se solicite 
el ingreso de la ayuda en una cuenta distinta a la presentada junto a la 
solicitud de la ayuda.

b) Facturas electrónicas justificativas del gasto subvencionable de 
esta ayuda.

Artículo 9. Obligaciones
1. Además de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley general de 

subvenciones y de las obligaciones de carácter general contempladas 
en este decreto, es obligación de las personas beneficiarias en el caso 
de estas ayudas, mantener la actividad de producción y venta telemática 
durante al menos 12 meses.

2. Su incumplimiento dará lugar al reintegro de la parte proporcio-
nal por el tiempo incumplido.

Artículo 10. Incompatibilidad de las ayudas
Esta ayuda es incompatible con otras subvenciones, ayudas, ingre-

sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales.

Artículo 11. Derecho de la competencia
1. Estas ayudas se someten al régimen de minimis, establecido en 

el Reglamento (UE) nº1408/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre 
de 2013 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis en el 
sector agrícola (DOUE L352 de 24.12.2013) modificado por el Regla-
mento (UE) 2019/316 de la Comisión, de 21 de febrero de 2019 por el 
que se modifica el Reglamento (UE) nº1408/2013 de la Comisión, de 
18 de diciembre de 2013 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de 
minimis en el sector agrícola(DOUE L51 de 22.02.2019).

2. La aplicación de este régimen supone que el importe total de las 
ayudas de minimis concedidas a una única empresa (se entenderá por 
única empresa la definición establecida en el apartado 2 del artículo 2 
del Reglamento (UE) núm. 1408/2013, de la Comisión) no excederá de 
20.000 euros durante cualquier período de tres ejercicios fiscales. A los 
efectos de los límites máximos de minimis y los topes nacional y secto-
rial establecidos en los apartados 2, 3 y 3 bis del Reglamento, las ayudas 
se expresarán como subvención en efectivo. Todas las cifras empleadas 
serán brutas, es decir, antes de deducción de impuestos u otras cargas.

3. Si una empresa opera tanto en el sector de la producción primaria 
de productos agrícolas como en uno o más sectores o desarrolla otras 
actividades incluidas en el ámbito de aplicación del Reglamento (UE) 
núm. 1407/2013, las ayudas de minimis concedidas a las actividades en 
el sector de la producción agrícola en virtud del Reglamento (UE) núm. 
1408/2013 de la Comisión podrán acumularse con las ayudas de mini-
mis concedidas a este último sector o a las actividades hasta el límite 
máximo pertinente establecido en el artículo 3, apartado 2, del Regla-
mento (UE) núm. 1407/2013, a condición de que el Estado miembro 
de que se trate garantice, por medios apropiados como la separación 
de actividades o la distinción de costes, que la producción primaria de 
productos agrícolas no se beneficia de las ayudas de minimis concedidas 
con arreglo al Reglamento (UE) núm. 1407/2013.

4. Si una empresa opera tanto en el sector de la producción primaria 
de productos agrícolas como en el de la pesca y la acuicultura, las ayudas 
de minimis concedidas a las actividades en el sector de la producción 
agrícola en virtud del Reglamento (UE) núm. 1408/2013 de la Comisión 
podrán acumularse con las ayudas de minimis para las actividades de este 
último sector de conformidad con el Reglamento (CE) núm. 875/2007 
hasta el límite máximo fijado en dicho Reglamento, a condición de que el 
Estado miembro de que se trate garantice, por medios apropiados como 
la separación de actividades o la distinción de costes, que la producción 
primaria de productos agrícolas no se beneficia de las ayudas de minimis 
concedidas con arreglo al Reglamento (CE) 875/2007.

2. Les factures i els justificants acreditatius del pagament, hauran 
d’anar a nom de la persona beneficiària de l’ajuda. A l’efecte de jus-
tificació de les despeses realitzades no s’admetran els pagaments en 
efectiu.

3. L’imprés de sol·licitud de pagament haurà d’anar acompanyat 
dels següents documents:

a) Model de domiciliació bancària, en el cas que se sol·licite l’in-
grés de l’ajuda en un compte diferent a la presentada al costat de la 
sol·licitud de l’ajuda.

b) Factures electròniques justificatives de la despesa subvencionable 
d’aquesta ajuda.

Article 9. Obligacions
A més del que es disposa en l’article 14 de la Llei general de sub-

vencions i de les obligacions de caràcter general contemplades en aquest 
decret, és obligació de les persones beneficiàries en el cas d’aquestes 
ajudes, mantindre l’activitat de producció i venda telemàtica durant 
almenys 12 mesos.

2. El seu incompliment donarà lloc al reintegrament de la part pro-
porcional pel temps incomplit.

Article 10. Incompatibilitat de les ajudes
Aquesta ajuda és incompatible amb altres subvencions, ajudes, 

ingressos o recursos per a la mateixa finalitat, procedents de qualssevol 
administracions o ens públics o privats, nacionals, de la Unió Europea 
o d’organismes internacionals.

Article 11. Dret de la competència
1. Aquestes ajudes se sotmeten al règim de minimis, establit en el 

Reglament (UE) núm.1408/2013 de la Comissió, de 18 de desembre de 
2013 relatiu a l’aplicació dels articles 107 i 108 del Tractat de Funcio-
nament de la Unió Europea a les ajudes de minimis en el sector agrícola 
(*DOUE L352 de 24.12.2013) modificat pel Reglament (UE) 2019/316 
de la Comissió, de 21 de febrer de 2019 pel qual es modifica el Regla-
ment (UE) núm.1408/2013 de la Comissió, de 18 de desembre de 2013 
relatiu a l’aplicació dels articles 107 i 108 del Tractat de Funcionament 
de la Unió Europea a les ajudes de minimis en el sector agrícola (DOUE 
L51 de 22.02.2019).

2. L’aplicació d’aquest règim suposa que l’import total de les aju-
des de minimis concedides a una única empresa (s’entendrà per única 
empresa la definició establida en l’apartat 2 de l’article 2 del Reglament 
(UE) núm. 1408/2013, de la Comissió) no excedirà de 20.000 euros 
durant qualsevol període de tres exercicis fiscals. A l’efecte dels límits 
màxims de minimis i els topalls nacional i sectorial establits en els apar-
tats 2, 3 i 3 bis del Reglament, les ajudes s’expressaran com a subvenció 
en efectiu. Totes les xifres emprades seran brutes, és a dir, abans de 
deducció d’impostos o altres càrregues.

3. Si una empresa opera tant en el sector de la producció primària 
de productes agrícoles com en un o més sectors o desenvolupa altres 
activitats incloses en l’àmbit d’aplicació del Reglament (UE) núm. 
1407/2013, les ajudes de minimis concedides a les activitats en el sector 
de la producció agrícola en virtut del Reglament (UE) núm. 1408/2013 
de la Comissió podran acumular-se amb les ajudes de minimis concedi-
des a aquest últim sector o a les activitats fins al límit màxim pertinent 
establit en l’article 3, apartat 2, del Reglament (UE) núm. 1407/2013, 
a condició que l’Estat membre de què es tracte garantisca, per mitjans 
apropiats com la separació d’activitats o la distinció de costos, que la 
producció primària de productes agrícoles no es beneficia de les aju-
des de minimis concedides conformement al Reglament (UE) núm. 
1407/2013.

4. Si una empresa opera tant en el sector de la producció primària de 
productes agrícoles com en el de la pesca i l’aqüicultura, les ajudes de 
minimis concedides a les activitats en el sector de la producció agrícola 
en virtut del Reglament (UE) núm. 1408/2013 de la Comissió podran 
acumular-se amb les ajudes de minimis per a les activitats d’aquest últim 
sector de conformitat amb el Reglament (CE) núm. 875/2007 fins al 
límit màxim fixat en aquest Reglament, a condició que l’Estat membre 
de què es tracte garantisca, per mitjans apropiats com la separació d’ac-
tivitats o la distinció de costos, que la producció primària de productes 
agrícoles no es beneficia de les ajudes de minimis concedides confor-
mement al Reglament (CE) 875/2007.
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5. Las ayudas de minimis no se acumularán con ninguna ayuda 
estatal en relación con los mismos gastos subvencionables o con ayuda 
estatal para la misma medida de financiación de riesgo, si dicha acu-
mulación excediera de la intensidad de ayuda o del importe de ayudas 
superior correspondiente fijado en las circunstancias concretas de cada 
caso por un reglamento de exención por categorías o una decisión adop-
tados por la Comisión. Las ayudas de minimis que no se concedan para 
costes subvencionables específicos ni puedan atribuirse a costes sub-
vencionables específicos podrán acumularse con otras ayudas estatales 
concedidas en virtud de un reglamento de exención por categorías o de 
una decisión adoptados por la Comisión.

SECCIÓN V
Ayudas a personas productoras primarias que realicen 

venta directa en lonjas, alhóndigas o al por menor de productos 
agroalimentarios afectadas por la Covid-19

Artículo 1. Objeto y ámbito
Estas ayudas van dirigidas a paliar las dificultades ocasionadas deri-

vada de la declaración del estado de alarma por la pandemia dirigidas 
a personas productoras primarias que realicen venta directa en lonjas, 
alhóndigas o al por menor de productos agroalimentarios.

Artículo 2. Personas beneficiarias y requisitos
1. Podrán ser beneficiarias las personas que reúnan los siguientes 

requisitos a fecha de 14 de marzo de 2020:
a) Encontrarse dados de alta e inscritos en un registro oficial en 

actividad como productores primarios y como vendedores al por menor 
de productos agroalimentarios, salvo aquellos productores primarios 
que realicen ventas en lonjas o alhóndigas en cuyo caso se requerirá 
certificado de las mismas en el que conste la realización de venta en, al 
menos, los tres meses anteriores a la referida fecha.

b) Tener las autorizaciones y permisos requeridos por la normativa 
reguladora de estas actividades.

c) Haberse visto afectada su actividad como consecuencia de las 
medidas adoptadas por el Real decreto 463/2020, de 14 de marzo, y 
concretamente las derivadas de:

• La suspensión de realizar ventas en mercados no sedentarios, lon-
jas o alhóndigas.

• La suspensión de la actividad educativa y de formación.
• La suspensión de la actividad de hostelería y restauración.
d) Tener el domicilio fiscal en la Comunitat Valenciana.
2. Quedan excluidas las personas que:
a) El 14 de marzo de 2020 fueran perceptoras de la prestación por 

desempleo o de la correspondiente a la protección por cese de actividad, 
regulada en los artículos 327 y siguientes del Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social aprobado por el Real decreto legislativo 
8/2015, de 30 de octubre. Asimismo, las personas que fueran percepto-
ras de prestaciones por cese de actividad derivadas del Sistema Especial 
de Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios.

b) El 14 de marzo de 2020 o fecha posterior fueran trabajadores por 
cuenta ajena.

c) Incurran en alguna de las prohibiciones previstas en los apartados 
2 y 3 del artículo 13 de la Ley general de subvenciones.

Artículo 3. Importe de las ayudas
1. La cuantía de la ayuda ascenderá a 1.500 euros para cada una de 

las personas beneficiarias, conforme a lo previsto en el artículo anterior.

2. La dotación de estas subvenciones asciende a un importe global 
máximo estimado de 2.250.000 euros, con fondos propios de la Genera-
litat, sin perjuicio de su posible ampliación con fondos procedentes del 
Estado o de la Unión Europea que puedan dar lugar a una generación, 
ampliación o incorporación de crédito.

3. De acuerdo con la previsión legal del último párrafo del artícu-
lo 168.1.c de la Ley 1/2015, estas ayudas se imputarán a la línea de 
subvención SNUEVA denominada «Ayudas a personas productoras 
primarias que realizan venta directa al por menor de productos agroali-
mentarios afectados por la Covid-19».

5. Les ajudes de minimis no s’acumularan amb cap ajuda estatal en 
relació amb les mateixes despeses subvencionables o amb ajuda estatal 
per a la mateixa mesura de finançament de risc, si aquesta acumulació 
excedira de la intensitat d’ajuda o de l’import d’ajudes superior corres-
ponent fixat en les circumstàncies concretes de cada cas per un regla-
ment d’exempció per categories o una decisió adoptats per la Comissió. 
Les ajudes de minimis que no es concedisquen per a costos subvencio-
nables específics ni puguen atribuir-se a costos subvencionables especí-
fics podran acumular-se amb altres ajudes estatals concedides en virtut 
d’un reglament d’exempció per categories o d’una decisió adoptats per 
la Comissió.

SECCIÓ V
Ajudes a persones productores primàries que realitzen 

venda directa en llotges, alfòndecs o al detall de productes 
agroalimentaris afectades per la Covid-19

Article 1. Objecte i àmbit
Aquestes ajudes van dirigides a pal·liar les dificultats ocasionades 

derivada de la declaració de l’estat d’alarma per la pandèmia dirigides 
a persones productores primàries que realitzen venda directa en llotges, 
alfòndecs o al detall de productes agroalimentaris.

Article 2. Persones beneficiàries i requisits
1. Podran ser beneficiàries les persones que reunisquen els següents 

requisits a data de 14 de març de 2020:
a) Trobar-se donats d’alta i inscrits en un registre oficial en activitat 

com a productors primaris i com a venedors al detall de productes agro-
alimentaris, excepte aquells productors primaris que realitzen vendes en 
llotges o alfòndecs i en aquest cas es requerirà certificat de les mateixes 
en el qual conste la realització de venda en, almenys, els tres mesos 
anteriors a la referida data.

b) Tindre les autoritzacions i permisos requerits per la normativa 
reguladora d’aquestes activitats.

c) Haver-se vist afectada la seua activitat com a conseqüència de les 
mesures adoptades pel Reial decret 463/2020, de 14 de març, i concre-
tament les derivades de:

• La suspensió de realitzar vendes en mercats no sedentaris, llotges 
o alfòndecs.

• La suspensió de l’activitat educativa i de formació.
• La suspensió de l’activitat d’hostaleria i restauració.
d) Tindre el domicili fiscal en la Comunitat Valenciana.
2. Queden excloses les persones que:
a) El 14 de març de 2020 anaren perceptores de la prestació per 

desocupació o de la corresponent a la protecció per cessament d’ac-
tivitat, regulada en els articles 327 i següents del Text Refós de la 
Llei General de la Seguretat Social aprovat pel Reial decret legislatiu 
8/2015, de 30 d’octubre. Així mateix, les persones que foren perceptores 
de prestacions per cessament d’activitat derivades del Sistema Especial 
de Treballadors per Compte Propi Agraris.

b) El 14 de març de 2020 o data posterior anaren treballadors per 
compte d’altri.

c) Incórreguen en alguna de les prohibicions previstes en els apar-
tats 2 i 3 de l’article 13 de la Llei general de subvencions.

Article 3. Import de les ajudes
1. La quantia de l’ajuda ascendirà a 1.500 euros per a cadascuna 

de les persones beneficiàries, conforme al que es preveu en l’article 
anterior.

2. La dotació d’aquestes subvencions ascendeix a un import global 
màxim estimat de 2.250.000 euros, amb fons propis de la Generalitat, 
sense perjudici de la seua possible ampliació amb fons procedents de 
l’Estat o de la Unió Europea que puguen donar lloc a una generació, 
ampliació o incorporació de crèdit.

3. D’acord amb la previsió legal de l’últim paràgraf de l’article 
168.1.c de la Llei 1/2015, aquestes ajudes s’imputaran a la línia de sub-
venció SNUEVA denominada «Ajudes a persones productores primàries 
que realitzen venda directa al detall de productes agroalimentaris afec-
tats per la Covid-19».
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Artículo 4. Forma y plazo de presentación de solicitudes
1. La solicitud se presentará de forma telemática en la sede electró-

nica de la Generalitat Valenciana, en la siguiente dirección: http://www.
gva.es/es/proc20920.

2. Los documentos que se anexen al trámite telemático deberán ir 
firmados electrónicamente por las personas que, según el tipo de docu-
mento, proceda. Para la tramitación telemática se deberá disponer de 
firma electrónica avanzada, con un certificado admitido por la sede 
electrónica de la Generalitat (https://sede.gva.es). De no disponer de 
firma electrónica avanzada, deberá acudirse a la representación a través 
de persona que si disponga de ella, acreditando la representación.

3. El plazo para la presentación de las solicitudes será de 15 días 
hábiles a contar desde las 9 horas del día siguiente al de la publicación 
en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

4. Cualquier aportación de documentación complementaria, una 
vez realizada la solicitud, se llevará a cabo telemáticamente en la Sede 
Electrónica de la Generalitat, haciendo referencia al código de expe-
diente que le haya sido asignado. El acceso al trámite concreto de apor-
tación de documentación complementaria podrá realizarse a través de 
la siguiente URL http://www.gva.es/es/proc18536.

Artículo 5. Documentación que debe acompañar a la solicitud
1. Junto con la solicitud, se aportará la siguiente documentación:
a) Certificado de situación en el censo de actividades económicas 

de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
b) Certificado de estar inscrito en un registro oficial de producto-

res y de vendedores al por menor de productos agroalimentarios. En el 
supuesto de productores que realicen ventas en lonjas o alhóndigas se 
requerirá certificado de inscripción en un registro oficial de productores 
y certificado de la lonja o alhóndiga en el que conste realización de 
venta en, al menos, los tres últimos meses anteriores al 14 de marzo 
de 2020.

c) Autorizaciones o permisos requeridos por la normativa regulado-
ra de estas actividades.

d) Documento acreditativo del cumplimiento del artículo 2.1 c) del 
presente decreto.

e) Modelo de declaración bancaria debidamente cumplimentado.
f) En caso de no disponer de firma electrónica y actuar mediante 

representante, se aportará formulario relativo a la representación.
g) Declaración responsable de las ayudas de minimis concedidas 

a la persona solicitante durante los dos ejercicios fiscales anteriores y 
durante el ejercicio fiscal en curso, así como de otras ayudas estatales 
para las mismas medidas de financiación de riesgo, a fin de comprobar 
que no se superan los límites del apartado 3 del artículo 5 del Reglamen-
to (UE) núm. 1408/2013, de la Comisión, de 18 de diciembre, de 2013, 
según modelo normalizado.

2. Solo se admitirá una solicitud por persona.
3. El órgano gestor de este procedimiento está autorizado para pro-

ceder a la consulta de:
a) Identidad del solicitante o de la persona que actúe como repre-

sentante de la entidad.
b) Estar al corriente de las obligaciones con la Seguridad Social, así 

como el domicilio fiscal.
No obstante, si existe oposición por parte del interesado a su con-

sulta, a través de la Plataforma Autonómica de Intermediación (PAI), es 
imprescindible que aporte los documentos acreditativos correspondien-
tes y que justifique dicha oposición.

El órgano gestor del procedimiento debe estar autorizado por el 
interesado para poder consultar los datos de estar al corriente de los 
pagos con la Agencia Tributaria, estatal y autonómica y la situación 
en el censo de actividades económicas o al impuesto sobre actividades 
económicas

Artículo 6. Instrucción
1. La instrucción del procedimiento corresponderá a la Dirección 

General de Desarrollo Rural.
2. Examinadas las solicitudes, el órgano instructor emitirá informe 

donde hará constar que se cumplen los requisitos necesarios para la 
concesión de las ayudas y formulará la propuesta de concesión al órgano 
competente para resolver.

Article 4. Forma i termini de presentació de sol·licituds
1. La sol·licitud es presentarà de manera telemàtica en la seu elec-

trònica de la Generalitat Valenciana, en la següent adreça: http://www.
gva.es/va/proc20920.

2. Els documents que s’annexen al tràmit telemàtic hauran d’anar 
signats electrònicament per les persones que, segons el tipus de docu-
ment, procedisca. Per a la tramitació telemàtica s’haurà de disposar 
de signatura electrònica avançada, amb un certificat admés per la seu 
electrònica de la Generalitat (https://sede.gva.es). De no disposar de 
signatura electrònica avançada, haurà d’acudir se a la representació a 
través de persona que si dispose d’ella, acreditant la representació.

3. El termini per a la presentació de les sol·licituds serà de 15 dies 
hàbils a comptar des de les 9 hores de l’endemà de la publicació en el 
Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

4. Qualsevol aportació de documentació complementària, una vega-
da realitzada la sol·licitud, es durà a terme telemàticament en la Seu 
Electrònica de la Generalitat, fent referència al codi d’expedient que li 
haja sigut assignat. L’accés al tràmit concret d’aportació de documenta-
ció complementària podrà realitzar-se a través de la següent URL http://
www.gva.es/va/proc18536.

Article 5. Documentació que ha d’acompanyar a la sol·licitud
1. Juntament amb la sol·licitud, s’aportarà la següent documentació:
a) Certificat de situació en el cens d’activitats econòmiques de 

l’Agència Estatal d’Administració Tributària.
b) Certificat d’estar inscrit en un registre oficial de productors i de 

venedors al detall de productes agroalimentaris. En el supòsit de pro-
ductors que realitzen vendes en llotges o alfòndecs es requerirà certificat 
d’inscripció en un registre oficial de productors i certificat de la llotja 
o alfòndec en el qual conste realització de venda en, almenys, els tres 
últims mesos anteriors al 14 de març de 2020.

c) Autoritzacions o permisos requerits per la normativa reguladora 
d’aquestes activitats.

d) Document acreditatiu del compliment de l’article 2.1 c) del pre-
sent decret.

e) Model de declaració bancària degudament emplenat.
f) En cas de no disposar de signatura electrònica i actuar mitjançant 

representant, s’aportarà formulari relatiu a la representació.
g) Declaració responsable de les ajudes de minimis concedides a 

la persona sol·licitant durant els dos exercicis fiscals anteriors i durant 
l’exercici fiscal en curs, així com d’altres ajudes estatals per a les 
mateixes mesures de finançament de risc, a fi de comprovar que no se 
superen els límits de l’apartat 3 de l’article 5 del Reglament (UE) núm. 
1408/2013, de la Comissió, de 18 de desembre, de 2013, segons model 
normalitzat.

2. Només s’admetrà una sol·licitud per persona.
3. L’òrgan gestor d’aquest procediment està autoritzat per a procedir 

a la consulta de:
a) Identitat del sol·licitant o de la persona que actue com a repre-

sentant de l’entitat.
b) Estar al corrent de les obligacions amb la Seguretat Social, així 

com el domicili fiscal.
No obstant això, si existeix oposició per part de l’interessat a la seua 

consulta, a través de la Plataforma Autonòmica d’Intermediació (PAI), 
és imprescindible que aportació els documents acreditatius correspo-
nents i que justifique aquesta oposició.

L’òrgan gestor del procediment ha d’estar autoritzat per l’interessat 
per a poder consultar les dades d’estar al corrent dels pagaments amb 
l’Agència Tributària, estatal i autonòmica i la situació en el cens d’acti-
vitats econòmiques o a l’impost sobre activitats econòmiques.

Article 6. Instrucció
1. La instrucció del procediment correspondrà a la Direcció General 

de Desenvolupament Rural.
2. Examinades les sol·licituds, l’òrgan instructor emetrà informe on 

farà constar que es compleixen els requisits necessaris per a la concessió 
de les ajudes i formularà la proposta de concessió a l’òrgan competent 
per a resoldre.
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3. La concesión de las ayudas se otorgará a todas las personas inte-
resadas que formulen su solicitud en plazo y acrediten el debido cumpli-
miento de todos los requisitos. A estos efectos, no se considerará presen-
tada una solicitud hasta que se aporte toda la documentación requerida.

Artículo 7. Forma de pago
La liquidación y pago de las ayudas se efectuará mediante resolu-

ción de concesión, de una sola vez tras haber revisado el cumplimiento 
de la documentación presentada junto con la solicitud.

Artículo 8. Obligaciones de las personas beneficiarias
1. Además de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley general de 

subvenciones, son obligaciones de las personas beneficiarias en el caso 
de estas ayudas, además de las obligaciones generales mantener la acti-
vidad de producción y venta durante al menos 12 meses.

2. Su incumplimiento dará lugar al reintegro de la parte proporcio-
nal por el tiempo incumplido.

Artículo 9. Incompatibilidad de las ayudas
Esta ayuda es incompatible con otras subvenciones, ayudas, ingre-

sos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera 
administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales.

Artículo 10. Derecho de la competencia
1. Estas ayudas se someten al régimen de minimis, establecido en 

el Reglamento (UE) nº1408/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre 
de 2013 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis en el 
sector agrícola (DOUE L352 de 24.12.2013) modificado por el Regla-
mento (UE) 2019/316 de la Comisión, de 21 de febrero de 2019 por el 
que se modifica el Reglamento (UE) nº1408/2013 de la Comisión, de 
18 de diciembre de 2013 relativo a la aplicación de los artículos 107 y 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de 
minimis en el sector agrícola(DOUE L51 de 22.02.2019).

2. La aplicación de este régimen supone que el importe total de las 
ayudas de minimis concedidas a una única empresa (se entenderá por 
única empresa la definición establecida en el apartado 2 del artículo 2 
del Reglamento (UE) núm. 1408/2013, de la Comisión) no excederá de 
20.000 euros durante cualquier período de tres ejercicios fiscales. A los 
efectos de los límites máximos de minimis y los topes nacional y secto-
rial establecidos en los apartados 2, 3 y 3 bis del Reglamento, las ayudas 
se expresarán como subvención en efectivo. Todas las cifras empleadas 
serán brutas, es decir, antes de deducción de impuestos u otras cargas.

3. Si una empresa opera tanto en el sector de la producción primaria 
de productos agrícolas como en uno o más sectores o desarrolla otras 
actividades incluidas en el ámbito de aplicación del Reglamento (UE) 
núm. 1407/2013, las ayudas de minimis concedidas a las actividades en 
el sector de la producción agrícola en virtud del Reglamento (UE) núm. 
1408/2013 de la Comisión podrán acumularse con las ayudas de mini-
mis concedidas a este último sector o a las actividades hasta el límite 
máximo pertinente establecido en el artículo 3, apartado 2, del Regla-
mento (UE) núm. 1407/2013, a condición de que el Estado miembro 
de que se trate garantice, por medios apropiados como la separación 
de actividades o la distinción de costes, que la producción primaria de 
productos agrícolas no se beneficia de las ayudas de minimis concedidas 
con arreglo al Reglamento (UE) núm. 1407/2013.

4. Si una empresa opera tanto en el sector de la producción pri-
maria de productos agrícolas como en el de la pesca y la acuicultura, 
las ayudas de minimis concedidas a las actividades en el sector de la 
producción agrícola en virtud del Reglamento (UE) núm. 1408/2013 
de la Comisión podrán acumularse con las ayudas de minimis para las 
actividades de este último sector de conformidad con el Reglamento 
(CE) núm. 875/2007 hasta el límite máximo fijado en dicho Reglamen-
to, a condición de que el Estado miembro de que se trate garantice, por 
medios apropiados como la separación de actividades o la distinción de 
costes, que la producción primaria de productos agrícolas no se bene-
ficia de las ayudas de minimis concedidas con arreglo al Reglamento 
(CE) 875/2007.

5. Las ayudas de minimis no se acumularán con ninguna ayuda 
estatal en relación con los mismos gastos subvencionables o con ayuda 

3. La concessió de les ajudes s’atorgarà a totes les persones inte-
ressades que formulen la seua sol·licitud en termini i acrediten el degut 
compliment de tots els requisits. A aquest efecte, no es considerarà pre-
sentada una sol·licitud fins que s’aporte tota la documentació requerida.

Article 7. Forma de pagament
La liquidació i pagament de les ajudes s’efectuarà mitjançant reso-

lució de concessió, d’una sola vegada després d’haver revisat el com-
pliment de la documentació presentada juntament amb la sol·licitud.

Article 8. Obligacions de les persones beneficiàries
1. A més del que es disposa en l’article 14 de la Llei general de 

subvencions, són obligacions de les persones beneficiàries en el cas 
d’aquestes ajudes, a més de les obligacions generals mantindre l’activi-
tat de producció i venda durant almenys 12 mesos.

2. El seu incompliment donarà lloc al reintegrament de la part pro-
porcional pel temps incomplit.

Article 9. Incompatibilitat de les ajudes
Aquesta ajuda és incompatible amb altres subvencions, ajudes, 

ingressos o recursos per a la mateixa finalitat, procedents de qualssevol 
administracions o ens públics o privats, nacionals, de la Unió Europea 
o d’organismes internacionals.

Article 10. Dret de la competència
1. Aquestes ajudes se sotmeten al règim de minimis, establit en el 

Reglament (UE) núm.1408/2013 de la Comissió, de 18 de desembre de 
2013 relatiu a l’aplicació dels articles 107 i 108 del Tractat de Funcio-
nament de la Unió Europea a les ajudes de minimis en el sector agrícola 
(DOUE L352 de 24.12.2013) modificat pel Reglament (UE) 2019/316 
de la Comissió, de 21 de febrer de 2019 pel qual es modifica el Regla-
ment (UE) núm.1408/2013 de la Comissió, de 18 de desembre de 2013 
relatiu a l’aplicació dels articles 107 i 108 del Tractat de Funcionament 
de la Unió Europea a les ajudes de minimis en el sector agrícola (DOUE 
L51 de 22.02.2019).

2. L’aplicació d’aquest règim suposa que l’import total de les aju-
des de minimis concedides a una única empresa (s’entendrà per única 
empresa la definició establida en l’apartat 2 de l’article 2 del Reglament 
(UE) núm. 1408/2013, de la Comissió) no excedirà de 20.000 euros 
durant qualsevol període de tres exercicis fiscals. A l’efecte dels límits 
màxims de minimis i els topalls nacional i sectorial establits en els apar-
tats 2, 3 i 3 bis del Reglament, les ajudes s’expressaran com a subvenció 
en efectiu. Totes les xifres emprades seran brutes, és a dir, abans de 
deducció d’impostos o altres càrregues.

3. Si una empresa opera tant en el sector de la producció primària 
de productes agrícoles com en un o més sectors o desenvolupa altres 
activitats incloses en l’àmbit d’aplicació del Reglament (UE) núm. 
1407/2013, les ajudes de minimis concedides a les activitats en el sector 
de la producció agrícola en virtut del Reglament (UE) núm. 1408/2013 
de la Comissió podran acumular-se amb les ajudes de minimis concedi-
des a aquest últim sector o a les activitats fins al límit màxim pertinent 
establit en l’article 3, apartat 2, del Reglament (UE) núm. 1407/2013, 
a condició que l’Estat membre de què es tracte garantisca, per mitjans 
apropiats com la separació d’activitats o la distinció de costos, que la 
producció primària de productes agrícoles no es beneficia de les aju-
des de minimis concedides conformement al Reglament (UE) núm. 
1407/2013.

4. Si una empresa opera tant en el sector de la producció primària de 
productes agrícoles com en el de la pesca i l’aqüicultura, les ajudes de 
minimis concedides a les activitats en el sector de la producció agrícola 
en virtut del Reglament (UE) núm. 1408/2013 de la Comissió podran 
acumular-se amb les ajudes de minimis per a les activitats d’aquest últim 
sector de conformitat amb el Reglament (CE) núm. 875/2007 fins al 
límit màxim fixat en aquest Reglament, a condició que l’Estat membre 
de què es tracte garantisca, per mitjans apropiats com la separació d’ac-
tivitats o la distinció de costos, que la producció primària de productes 
agrícoles no es beneficia de les ajudes de minimis concedides confor-
mement al Reglament (CE) 875/2007.

5. Les ajudes de minimis no s’acumularan amb cap ajuda estatal en 
relació amb les mateixes despeses subvencionables o amb ajuda estatal 
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per a la mateixa mesura de finançament de risc, si aquesta acumulació 
excedira de la intensitat d’ajuda o de l’import d’ajudes superior corres-
ponent fixat en les circumstàncies concretes de cada cas per un regla-
ment d’exempció per categories o una decisió adoptats per la Comissió. 
Les ajudes de minimis que no es concedisquen per a costos subvencio-
nables específics ni puguen atribuir-se a costos subvencionables especí-
fics podran acumular-se amb altres ajudes estatals concedides en virtut 
d’un reglament d’exempció per categories o d’una decisió adoptats per 
la Comissió.

estatal para la misma medida de financiación de riesgo, si dicha acu-
mulación excediera de la intensidad de ayuda o del importe de ayudas 
superior correspondiente fijado en las circunstancias concretas de cada 
caso por un reglamento de exención por categorías o una decisión adop-
tados por la Comisión. Las ayudas de minimis que no se concedan para 
costes subvencionables específicos ni puedan atribuirse a costes sub-
vencionables específicos podrán acumularse con otras ayudas estatales 
concedidas en virtud de un reglamento de exención por categorías o de 
una decisión adoptados por la Comisión.
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Vicepresidència i 
Conselleria d’Igualtat i Politiques Inclusives i 

Vicepresidència Segona i 
Conselleria d’Habitatge i Arquitectura Bioclimàtica

Vicepresidencia y 
Conselleria de Igualdad y Políticas Inclusivas y 

Vicepresidencia Segunda y 
Conselleria de Vivienda y Arquitectura Bioclimática

DECRET 60/2020, de 15 de maig, del Consell, d’aprova-
ció de bases reguladores i concessió directa d’ajudes en 
matèria d’habitatge per a pal·liar situacions d’especial 
vulnerabilitat per la Covid-19 [2020/3663]

DECRETO 60/2020, de 15 de mayo, del Consell, de apro-
bación de bases reguladoras y concesión directa de ayu-
das en materia de vivienda para paliar situaciones de 
especial vulnerabilidad por la Covid-19. [2020/3663]

Como consecuencia de la emergencia de salud pública ocasionada 
por la Covid-19, el Gobierno de España ha declarado el estado de alar-
ma en todo el territorio nacional mediante Real decreto 463/2020, de 
14 de marzo. El impacto que está teniendo esta situación excepcional 
obliga a que las administraciones públicas, en el ámbito de sus compe-
tencias, adopten con la máxima celeridad aquellas medidas tendentes a 
paliar los efectos que está sufriendo nuestra sociedad.

Ante esta situación de emergencia de salud pública, el Gobierno 
de España ha ido adoptando diversas medidas urgentes de apoyo a la 
ciudadanía, en especial a las personas en situación de vulnerabilidad, 
recogidas en diversos reales decretos leyes y, particularmente, medidas 
de apoyo a las personas trabajadoras, consumidoras, familias y otras 
personas en situación de vulnerabilidad contenidas en el capítulo I, del 
Real Decreto Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medi-
das urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al Covid-19.

En este sentido, se ordena la puesta en marcha de diversos pro-
gramas de ayudas para el pago de las rentas de alquiler mediante la 
incorporación o modificación del Plan Estatal de Vivienda 2018-2020 
regulado en el Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, para contribuir a 
minimizar el impacto económico y social de la Covid-19 en los alqui-
leres de vivienda habitual de aquellas personas o colectivos más vulne-
rables. En esta línea, el artículo 11 del Real Decreto citado contempla 
la sustitución, mediante Orden Ministerial del Ministerio de Transpor-
tes, Movilidad y Agenda Urbana, del Programa de ayuda a personas en 
situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual contem-
plado en el citado Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, por uno nuevo 
denominado “Programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, 
personas que hayan sufrido desahucio de su vivienda habitual, personas 
sin hogar y otras especialmente vulnerables” al objeto facilitar a estos 
colectivos una solución habitacional inmediata.

La Orden TMA/336/2020, de 9 de abril, por la que se incorporan, 
sustituyen y modifican sendos programas de ayuda del Plan estatal de 
vivienda 2020-2021, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 
10, 11 y 12 del Real decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y eco-
nómico para hacer frente a la Covid-19, establece los criterios para la 
aplicación de las ayudas de que se trata, por lo que resulta necesario que 
las comunidades autónomas hagan efectiva la puesta en marcha en sus 
respectivos ámbitos del desarrollo de los programas de ayudas citados.

Así en virtud de lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 4 de la 
Orden 336/2020, y lo establecido en el convenio de colaboración suscri-
to entre el Ministerio de Fomento y la Comunitat Valenciana en fecha 1 
de agosto de 2018, para la ejecución del Plan Estatal de Vivienda 2018-
2021, por el que se establecen las pautas de colaboración para garantizar 
la ejecución del Plan de Vivienda, procede establecer las bases regula-
doras que determinarán la gestión de las ayudas del nuevo programa 
citado, regulando la tramitación y resolución de la concesión y pago.

La Ley 2/2017, de 3 de diciembre, por la función social de la vivien-
da, garantiza, en el artículo 2, el derecho a disfrutar de una vivienda 
asequible, digna y adecuada que cumpla con todas las condiciones para 
garantizar su libre desarrollo de la personalidad, su derecho a la inti-
midad y el resto de derechos vinculados a la vivienda. Ya nadie duda 
de que son las entidades locales las conocedoras de las necesidades de 
sus vecinos y vecinas y, por tanto, es imprescindible que los servicios 
sociales de atención primaria participen en aquellos programas, pro-
pios o sectoriales, que tengan como finalidad satisfacer las necesidades 
básicas de las personas que viven en el municipio; por constituir una 
red organizada con acertada implantación en todos los municipios de 
la comunidad valenciana, constituyen el mejor sistema para detectar, 
diagnosticar y valorar la atención y satisfacción inmediata de las nece-

Com a conseqüència de l’emergència de salut pública ocasionada 
per la Covid-19, el Govern d’Espanya va declarar l’estat d’alarma en tot 
el territori nacional mitjançant el Reial decret 463/2020, de 14 de març. 
L’impacte que està tenint aquesta situació excepcional obliga al fet que 
les administracions públiques, en l’àmbit de les seues competències, 
adopten amb la celeritat màxima aquelles mesures tendents a pal·liar 
els efectes que està patint la nostra societat.

Davant aquesta situació d’emergència de salut pública, el Govern 
d’Espanya estàt adoptant diverses mesures urgents de suport a la ciuta-
dania, especialment a les persones en situació de vulnerabilitat, recolli-
des en diversos reials decrets llei i, particularment, mesures de suport a 
les persones treballadores, consumidores, famílies i altres persones en 
situació de vulnerabilitat contingudes en el capítol I, del Reial decret 
llei 11/2020, de 31 de març, pel qual s’adopten mesures urgents com-
plementàries en l’àmbit social i econòmic per a fer front a la Covid-19.

En aquest sentit, s’ordena la posada en marxa de diversos progra-
mes d’ajudes per al pagament de les rendes de lloguer mitjançant la 
incorporació o modificació del Pla estatal d’habitatge 2018-2020 regulat 
en el Reial decret 106/2018, de 9 de març, per a contribuir a minimitzar 
l’impacte econòmic i social de la Covid-19 en els lloguers d’habitatge 
habitual d’aquelles persones o col·lectius més vulnerables. En aquesta 
línia, l’article 11 del Reial decret, abans esmentat, estableix la subs-
titució, mitjançant una ordre ministerial del Ministeri de Transports, 
Mobilitat i Agenda Urbana, del «Programa d’ajuda a persones en situ-
ació de desnonament o llançament de l’habitatge habitual» previst en 
el Pla estatal d’habitatge 2018-2021, per un nou denominat “Programa 
d’ajuda a les víctimes de violència de gènere, persones que hagen patit 
desnonament de l’habitatge habitual, persones sense llar i unes altres 
especialment vulnerables” a fi de facilitar a aquests col·lectius una solu-
ció habitacional immediata.

L’Ordre TMA/336/2020, de 9 d’abril, per la qual s’incorporen, 
substitueixen i modifiquen sengles programes d’ajuda del Pla estatal 
d’habitatge 2020-2021, en compliment del que es disposa en els articles 
10, 11 i 12 del Reial decret llei 11/2020, de 31 de març, pel qual s’adop-
ten mesures urgents complementàries en l’àmbit social i econòmic per 
a fer front a la Covid-19, estableix els criteris per a l’aplicació de les 
ajudes de què tracta, per la qual cosa és necessari que les comunitats 
autònomes facen efectiva la posada en marxa en els seus àmbits respec-
tius del desenvolupament dels programes d’ajudes esmentats.

Així, en virtut del que es disposa en l’apartat 6 de l’article 4 de l’Or-
dre 336/2020 i el que s’estableix en el Conveni de col·laboració subscrit 
entre el Ministeri de Foment i la Comunitat Valenciana en data 1 d’agost 
de 2018, per a l’execució del Pla estatal d’habitatge 2018-2021, pel qual 
s’estableixen les pautes de col·laboració per a garantir l’execució del 
Pla d’habitatge, és procedent establir les bases reguladores que deter-
minen la gestió de les ajudes del nou programa esmentat i regulen la 
tramitació i la resolució de la concessió, i el pagament.

La Llei 2/2017, de 3 de desembre, per la funció social de l’habitat-
ge, garanteix, en l’article 2, el dret a gaudir d’un habitatge assequible, 
digne i adequat que complisca totes les condicions per a garantir el 
lliure desenvolupament de la personalitat, el dret a la intimitat i la resta 
de drets vinculats a l’habitatge. Ja ningú dubta que són les entitats locals 
les coneixedores de les necessitats dels seus veïns i les seues veïnes i, 
per tant, és imprescindible que els serveis socials d’atenció primària 
participen en aquells programes, propis o sectorials, que tinguen com 
a finalitat satisfer les necessitats bàsiques de les persones que viuen 
en el municipi; per constituir una xarxa organitzada amb implantació 
encertada en tots els municipis de la Comunitat Valenciana, constituei-
xen el millor sistema per a detectar, diagnosticar i valorar l’atenció i la 
satisfacció immediata de les necessitats habitacionals de les persones 
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sidades habitacionales de las personas pertenecientes a los colectivos 
más vulnerables. Es por ello que desde el Consell, de acuerdo con lo que 
prevé el artículo 22, apartado 2.d) de la Ley 38/2003, de 17 de noviem-
bre, general de subvenciones y artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, de 6 
de febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del sector público ins-
trumental y de subvenciones, se ha optado por gestión del programa de 
ayudas contemplado en el artículo 11 del Real Decreto Ley 11/2020,de 
31 de marzo, citado mediante la creación de una línea de subvención de 
concesión directa y nominativa en favor de aquellos ayuntamientos que 
dispongan de unidades de equipamiento social básico y ya dispongan 
de una estructura administrativa de servicios sociales organizada que 
los sitúa en disposición de facilitar una solución habitacional inmediata 
a las personas en situación de extrema gravedad económica y social 
derivadas directa o indirectamente del Covid-19, al tiempo que se esta-
blece el contenido mínimo de las bases reguladoras de concesión de las 
subvenciones mencionadas.

De acuerdo con el Decreto 105/2019, de 5 de julio, del Consell, por 
el cual establece la estructura orgánica básica de la Presidencia y de las 
consellerias de la Generalitat, corresponde a la Vicepresidencia Segunda 
y Conselleria de Vivienda y Arquitectura Bioclimática las competen-
cias en materia de vivienda y arquitectura bioclimática; y a la Vice-
presidencia Primera y Conselleria de Igualdad y Políticas Inclusivas la 
competencia en materia de servicios sociales; por lo cual a los referidos 
departamentos del Consell les compete la planificación y desarrollo de 
las medidas necesarias para llevar a cabo esta actuación, atendido su 
carácter social y humanitario.

Las subvenciones que se articulan mediante este decreto no nece-
sitan de la notificación a la Comisión Europea, por no cumplir las con-
diciones del artículo 107 del Tratado de funcionamiento de la Unión 
Europea; en concreto, por no suponer ventaja económica, ya que las 
entidades a quienes van dirigidas las subvenciones, no ejercen activi-
dad económica que pueda ofrecer bienes o servicios en el mercado, y 
no hay posibilidad de falseamiento de la competencia que afecte los 
intercambios comerciales entre estados miembros; habiéndose aplicado 
lo dispuesto en el Decreto 128/2017, de 29 de septiembre, del Consell.

En consecuencia, de acuerdo con el artículo 168.1.C de la Ley 
1/2015 de, 6 de febrero de la Generalitat, de hacienda pública, del sector 
público instrumental y de subvenciones, y con el artículo 28.c de la Ley 
5/1983, de 30 de diciembre, de la Generalitat, del Consell, a propuesta 
conjunta de la vicepresidenta y consellera de Igualdad y Políticas Inclu-
sivas, y del vicepresidente segundo y conseller de Vivienda y Arquitec-
tura Bioclimática, previa deliberación del Consell, en la reunión de 15 
de mayo de 2020,

DECRETO

Artículo 1.Objeto.
Este decreto tiene por objeto establecer un régimen de ayudas por 

concesión directa de carácter excepcional y singularizado, a las enti-
dades locales que figuran en el anexo, con la finalidad de que por las 
entidades locales mencionadas, se facilite una solución habitacional 
inmediata a las personas víctimas de violencia de género, a las personas 
que hayan sufrido desahucio de su vivienda habitual, a las personas sin 
hogar y a otras personas especialmente vulnerables afectadas directa 
o indirectamente por la Covid-19, dentro del ámbito territorial de la 
Comunitat Valenciana.

Artículo 2. Procedimiento de concesión.
1. Las subvenciones reguladas por este decreto tienen carácter sin-

gular en virtud de lo dispuesto por los artículos 22.2.c y 28, apartados 2 
y 3, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones, y 
en el artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Genera-
litat, de hacienda pública, del sector público instrumental y de subven-
ciones, por concurrir razones de interés público y social, y en atención 
al especial interés que supone la implementación de las actuaciones 
referidas en el artículo anterior.

2. Corresponderán a la dirección general competente en emergencia 
habitacional y función social de la vivienda las actuaciones subsiguien-
tes de gestión de subvenciones, autorización y orden de pago, junto a 
verificación de la justificación de gastos.

pertanyents als col·lectius més vulnerables. És per això, que el Con-
sell, d’acord amb el que s’estableix en l’article 22, apartat 2.d) de la 
Llei 38/2003, de 17 de novembre, general de subvencions, i en l’article 
168.1.C de la Llei 1/2015, de 6 de febrer, de la Generalitat, d’hisenda 
pública, del sector públic instrumental i de subvencions, ha optat per la 
gestió del programa d’ajudes previst en l’article 11 del Reial decret llei 
11/2020, de 31 de març, mitjançant la creació d’una línia de subvenció 
de concessió directa i nominativa en favor d’aquells ajuntaments que 
disposen d’unitats d’equipament social bàsic i ja disposen d’una estruc-
tura administrativa de serveis socials organitzada que els situe en dispo-
sició de facilitar una solució habitacional immediata a les persones en 
situació de gravetat econòmica i social extrema derivades directament 
o indirectament de la Covid-19, al mateix temps que s’estableix el con-
tingut mínim de les bases reguladores de concessió de les subvencions 
esmentades.

D’acord amb el Decret 105/2019, de 5 de juliol, del Consell, pel 
qual s’estableix l’estructura orgànica bàsica de la Presidència i de les 
conselleries de la Generalitat, corresponen a la Vicepresidència segona 
i Conselleria d’Habitatge i Arquitectura Bioclimàtica les competències 
en matèria d’habitatge i arquitectura bioclimàtica; i a la Vicepresidència 
primera i Conselleria d’Igualtat i Polítiques Inclusives la competència 
en matèria de serveis socials; per la qual cosa a aquests departaments 
del Consell els competeix la planificació i el desenvolupament de les 
mesures necessàries per a dur a terme aquesta actuació, atés el caràcter 
social i humanitari.

Les subvencions que s’articulen mitjançant aquest decret no neces-
siten la notificació a la Comissió Europea, per no complir les condicions 
de l’article 107 del Tractat de Funcionament de la Unió Europea; en 
concret, per no suposar avantatge econòmic, ja que les entitats a les 
quals van dirigides les subvencions no exerceixen activitat econòmica 
que puga oferir béns o serveis en el mercat, i no hi ha possibilitat de fal-
sejament de la competència que afecte els intercanvis comercials entre 
estats membres; i s’ha d’aplicar el que es disposa en el Decret 128/2017, 
de 29 de setembre, del Consell.

	 En conseqüència, d’acord amb l’article 168.1.C de la Llei 
1/2015 de, 6 de febrer de la Generalitat, d’hisenda pública, del sector 
públic instrumental, i amb l’article 28.c de la Llei 5/1983, de 30 de 
desembre, de la Generalitat del Consell, a proposta conjunta de la vice-
presidenta i consellera d’Igualtat i Polítiques Inclusives, i del vicepresi-
dent segon i conseller d’Habitatge i Arquitectura Bioclimàtica, prèvia 
deliberació del Consell, en la reunió de15 de maig de 2020,

DECRETE

Article 1.Objecte
Aquest decret té per objecte establir un règim d’ajudes per conces-

sió directa de caràcter excepcional i singularitzat a les entitats locals que 
figuren en l’annex, amb la finalitat que les entitats locals esmentades 
faciliten una solució habitacional immediata a les persones víctimes 
de violència de gènere, a les persones que hagen patit desnonament de 
l’habitatge habitual, a les persones sense llar i a altres persones especi-
alment vulnerables afectades directament o indirectament per la Covid-
19, dins de l’àmbit territorial de la Comunitat Valenciana.

Article 2. Procediment de concessió
1. Les subvencions regulades per aquest decret tenen caràcter sin-

gular en virtut del que es disposa en els articles 22.2.c i 28, apartats 2 
i 3, de la Llei 38/2003, de 17 de novembre, general de subvencions, i 
en l’article 168.1.C de la Llei 1/2015, de 6 de febrer, de la Generalitat, 
d’hisenda pública, del sector Públic instrumental i de subvencions, per 
concórrer raons d’interés públic i social, i en atenció a l’interés especial 
que suposa la implementació de les actuacions referides en l’article 
anterior.

2. Corresponen a la direcció general competent en emergència habi-
tacional i funció social de l’habitatge les actuacions de gestió de sub-
vencions subsegüents, autorització i ordre de pagament, juntament amb 
la verificació de la justificació de despeses.
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Artículo 3. Financiación.
El importe global máximo de las ayudas a conceder derivadas de 

este decreto asciende a 5.000.000,00 de euros. De acuerdo con la previ-
sión legal del último párrafo del artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, estas 
ayudas se imputarán a la línea de subvención que se habilite mediante 
el correspondiente expediente de modificación presupuestaria, en el 
capítulo IV del Programa 431.40 “Emergencia Habitacional y Función 
Social” para el ejercicio 2020, sin perjuicio de su posible ampliación 
que puedan dar lugar a una generación, ampliación o incorporación de 
crédito en el supuesto de incremento del importe global máximo, que 
se hará mediante decreto.

Artículo 4. Entidades beneficiarias.
1. Serán beneficiarias directas de las ayudas reguladas por este 

decreto las entidades locales que figuran en el anexo, que asuman la 
responsabilidad de dotar de un alojamiento o una solución habitacional 
inmediata a las personas incluidas en alguno de los colectivos de perso-
nas beneficiarias de estas ayudas y por cuenta de estas, desglosando la 
cuantía total de la ayuda en dos conceptos:

a) Hasta un 10% del importe total de la ayuda concedida para poner 
a disposición de las personas víctimas de violencia de género, las per-
sonas que hayan sufrido desahucio de su vivienda habitual, las personas 
sin hogar y a otras personas especialmente vulnerables un alojamiento o 
solución habitacional inmediata.

b) Hasta un 90% del importe total de la subvención concedida para 
destinarlo a la concesión de ayudas directas para el pago del alquiler 
de una vivienda adecuada o del precio de ocupación del inmueble, de 
titularidad privada o sobre cualquier alojamiento o dotación residencial 
susceptible de ser ocupada por las personas beneficiarias citadas en el 
apartado anterior, en los mismos regímenes.

2. La entidad local beneficiaria deberá estar al corriente de pago 
de las obligaciones fiscales, tributarias y con la Seguridad Social, o 
cualquier otra del resto de obligaciones señaladas en la Ley 38/2003.

Artículo 5. Gestión de la actuación por las entidades locales.
1. La entidad local, como ente gestor, distribuirá la subvención a 

través del órgano que determine su organización interna y quedará suje-
to a la Ley 38/2003, en la aplicación de las mismas, así como a la Ley 
1/2015, a este decreto y demás obligaciones concordantes, a efectos de 
distribuir las ayudas entre las actuaciones a realizar.

2. La entidad local destinará las ayudas concedidas para dotar de un 
alojamiento habitacional inmediato, en cualquiera de las modalidades 
previstas en el apartado 3, a las personas físicas que, como beneficiarios 
finales, cumplan los siguientes requisitos:

a) Ser personas víctimas de violencia de género, personas que hayan 
sufrido desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras 
personas especialmente vulnerables.

A estos efectos se considerarán personas especialmente vulnerables 
aquellas que ostenten dicha consideración según valoración emitida por 
los servicios sociales de atención primaria del ayuntamiento del lugar de 
residencia de la persona solicitante o unidad de convivencia beneficiaria 
en el que se atiendan y valoren las circunstancias personales que acon-
sejen la concesión de la ayuda, tales como personas con problemas de 
salud mental, diversidad funcional, personas jóvenes extuteladas por la 
Generalitat, personas de avanzada edad, personas reclusas o exreclusas, 
solicitantes de asilo, personas migrantes vulnerables, independiente-
mente de su situación administrativa y otras situaciones similares.

Asimismo el equipo de atención primaria de servicios sociales rea-
lizará el seguimiento de las personas o unidades de convivencia bene-
ficiarias al objeto de atender otras posibles necesidades de intervención 
social.

b) La vivienda arrendada o el inmueble que se ocupe debe constituir 
la residencia habitual de la persona perceptora de la ayuda.

c) Que la persona arrendataria o cualquiera de las que tengan su 
domicilio habitual y permanente en la vivienda arrendada no tenga 
parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad o de afinidad 
con la persona que tenga la condición de arrendadora de la vivienda, 
salvo situaciones excepcionales debidamente justificadas por los ser-
vicios sociales.

Article 3. Finançament
L’import global màxim de les ajudes per concedir derivades 

d’aquest decret ascendeix a 5.000.000,00 d’euros. D’acord amb la pre-
visió legal de l’últim paràgraf de l’article 168.1.C de la Llei 1/2015, 
aquestes ajudes s’han d’imputar a la línia de subvenció que s’habilite 
mitjançant l’expedient de modificació pressupostària corresponent, en 
el capítol IV del Programa 431.40 “Emergència habitacional i funció 
social” per a l’exercici 2020, sense perjudici de la possible ampliació 
que puga donar lloc a una generació, ampliació o incorporació de crèdit 
en el supòsit d’increment de l’import global màxim, que s’ha de fer 
mitjançant decret.

Article 4. Entitats beneficiàries
1. Són beneficiàries directes de les ajudes regulades per aquest 

decret les entitats locals que figuren en l’annex, que assumisquen la 
responsabilitat de dotar amb un allotjament o una solució habitacional 
immediata les persones incloses en algun dels col·lectius de persones 
beneficiàries d’aquestes ajudes i per compte d’aquestes, i la quantia 
total de l’ajuda es desglossa en dos conceptes:

a) Fins a un 10 % de l’import total de l’ajuda concedida per a posar 
a la disposició de les persones víctimes de violència de gènere, les per-
sones que hagen patit desnonament de l’habitatge habitual, les persones 
sense llar i d’altres persones especialment vulnerables un allotjament o 
solució habitacional immediata.

b) Fins a un 90 % de l’import total de la subvenció concedida per a 
destinar-lo a la concessió d’ajudes directes per al pagament del lloguer 
d’un habitatge adequat o del preu d’ocupació de l’immoble, de titularitat 
privada o sobre qualsevol allotjament o dotació residencial susceptible 
de ser ocupada per les persones beneficiàries esmentades en l’apartat 
anterior, en els mateixos règims.

2. L’entitat local beneficiària ha d’estar al corrent del pagament de 
les obligacions fiscals, tributàries i amb la Seguretat Social, o qualsevol 
altra de la resta d’obligacions assenyalades en la Llei 38/2003.

Article 5. Gestió de l’actuació per les entitats locals
1. L’entitat local, com a ens gestor, ha de distribuir la subvenció a 

través de l’òrgan que en determine l’organització interna i s’ha d’ajustar 
a la Llei 38/2003, en l’aplicació d’aquestes, i també a la Llei 1/2015; a 
aquest decret i a altres obligacions concordants, a l’efecte de distribuir 
les ajudes entre les actuacions per realitzar.

2. L’entitat local ha de destinar les ajudes concedides per a dotar 
amb un allotjament habitacional immediat, en qualsevol de les modali-
tats previstes en l’apartat 3, a les persones físiques que, com a benefici-
àries finals, complisquen els requisits següents:

a) Ser persones víctimes de violència de gènere, persones que hagen 
patit desnonament de l’habitatge habitual, persones sense llar i altres 
persones especialment vulnerables.

A aquest efecte es consideren persones especialment vulnerables 
aquelles que tinguen aquesta consideració segons la valoració emesa 
pels serveis socials d’atenció primària de l’ajuntament del lloc de resi-
dència de la persona sol·licitant o la unitat de convivència beneficiària 
en què s’atenguen i valoren les circumstàncies personals que aconsellen 
la concessió de l’ajuda, com ara persones amb problemes de salut men-
tal, diversitat funcional, persones joves extutelades per la Generalitat, 
persones d’avançada edat, persones recluses o exrecluses, sol·licitants 
d’asil, persones migrants vulnerables, independentment de la seua situ-
ació administrativa i altres situacions similars.

Així mateix l’equip d’atenció primària de serveis socials ha de rea-
litzar el seguiment de les persones o unitats de convivència beneficiàries 
a fi d’atendre altres possibles necessitats d’intervenció social.

b) L’habitatge arrendat o l’immoble que s’ocupe ha de constituir la 
residència habitual de la persona perceptora de l’ajuda.

c) Que la persona arrendatària o qualsevol de les que tinguen el seu 
domicili habitual i permanent en l’habitatge arrendat no tinga parentiu 
en primer o segon grau de consanguinitat o d’afinitat amb la persona 
que tinga la condició d’arrendadora de l’habitatge, excepte en situacions 
excepcionals justificades com cal pels serveis socials.
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d) Que la persona arrendataria o cualquiera de las que tengan su 
domicilio habitual y permanente en la vivienda arrendada no sea socia 
o partícipe de la persona física o jurídica que actúe como arrendadora.

e) No podrán ser beneficiarias aquellas personas o unidades de con-
vivencia que dispongan de una vivienda en propiedad o en régimen de 
usufructo, que puedan ocupar tras la acreditación de la condición de 
víctima de violencia de género, o el desahucio de su vivienda habitual 
o la consideración de especialmente vulnerable y cuya ocupación sea 
compatible con dichas situaciones.

3. Las actuaciones subvencionadas se estructuran, en función de su 
financiación, de la siguiente forma.

a) Actuaciones destinadas a poner a disposición de las personas víc-
timas de violencia de género, las personas que hayan sufrido desahucio 
de su vivienda habitual, las personas sin hogar y a otras personas espe-
cialmente vulnerables un alojamiento o solución habitacional inmediata.

A estos efectos se considera solución habitacional la puesta a dis-
posición de las beneficiarias de una vivienda de titularidad pública, o 
que haya sido cedida para su uso a una administración pública, aunque 
mantenga la titularidad privada, adecuada a sus circunstancias en tér-
minos de tamaño, servicios y localización, para ser ocupada en régimen 
de alquiler, de cesión de uso, o en cualquier régimen de ocupación tem-
poral admitido en derecho.

b) Cuando no se disponga de este tipo de vivienda, la concesión de 
una ayuda que podrá aplicarse al pago del alquiler de una vivienda ade-
cuada, de titularidad privada o sobre cualquier alojamiento o dotación 
residencial susceptible de ser ocupada por las personas beneficiarias 
citadas, en los mismos regímenes.

4. Las ayudas se concederán en régimen de concesión directa, con 
la sola acreditación de la condición de víctima de violencia de género, 
del desahucio o lanzamiento, inminente o ya realizado de la vivienda 
habitual, de la condición de persona sin hogar o de la condición de 
persona especialmente vulnerable sin que sea necesario establecer la 
comparación de las solicitudes ni la prelación entre las mismas, siempre 
que exista consignación presupuestaria.

5. La cuantía de la ayuda que se conceda se establecerá atendiendo 
a sus circunstancias personales de la persona beneficiaria, dentro de los 
límites que se señalan a continuación:

a) Hasta 100% de la renta o precio de ocupación del inmueble esta-
blecido con un límite de 600 euros al mes. En supuestos debidamente 
justificados por el órgano concedente de la ayuda, podrá alcanzar hasta 
el 100% de la renta o precio de ocupación establecido con un máximo 
de 900 euros al mes y 

b) Hasta el 100% de los gastos para atender los costes de manteni-
miento, comunidad y suministros básicos con un límite de 200 euros 
al mes.

La determinación de la cuantía deberá contar con el informe favo-
rable de los servicios sociales del ayuntamiento del lugar de residencia 
de la persona beneficiaria.

6. Las ayudas referidas en el apartado anterior se concederán por 
plazo de un año, prorrogable, en su caso, anualmente, hasta alcanzar 
el límite de cinco años, siempre que se mantengan las condiciones que 
determinaron su otorgamiento y exista consignación presupuestaria para 
su prórroga.

Las ayudas que se concedan podrán destinarse, con efectos retroac-
tivos, en la cuantía necesaria para atender al pago del alquiler o los 
gastos de mantenimiento, comunidad y suministros básicos de los seis 
meses anteriores a los que la persona beneficiaria, en su caso, no hubie-
ra podido hacer frente.

7. El pago de las ayudas por las entidades locales a las personas víc-
timas de violencia de género, personas que hayan sufrido desahucio de 
su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente 
vulnerables se sujetará a las siguientes normas comunes:

1º. El pago correspondiente a la ayuda concedida, salvo circuns-
tancias especiales, a juicio del órgano gestor de la entidad local que lo 
documentará en su informe, se abonará:

a) Personas beneficiarias que dispongan de contrato de arrenda-
miento en el momento de concesión de la ayuda: se dispondrá el pago 
anticipado del importe correspondiente a las seis mensualidades sub-
vencionadas, de la renta de alquiler o precio de ocupación del inmueble 
establecido en el contrato suscrito; el resto, previa justificación de la 
primera entrega, con carácter mensual, trimestral o semestral a juicio 
de la entidad local, previa justificación del gasto.

d) Que la persona arrendatària o qualsevol de les que tinguen el 
seu domicili habitual i permanent en l’habitatge arrendat no siga sòcia 
o partícip de la persona física o jurídica que actue com a arrendadora.

e) No poden ser beneficiàries aquelles persones o unitats de convi-
vència que disposen d’un habitatge en propietat o en règim d’usdefruit, 
que puguen ocupar després de l’acreditació de la condició de víctima de 
violència de gènere, o el desnonament de l’habitatge habitual o la consi-
deració d’especialment vulnerable i l’ocupació del qual siga compatible 
amb aquestes situacions.

3. Les actuacions subvencionades s’estructuren, segons el finança-
ment, de la forma següent.

a) Actuacions destinades a posar a la disposició de les persones víc-
times de violència de gènere, les persones que hagen patit desnonament 
de l’habitatge habitual, les persones sense llar i altres persones espe-
cialment vulnerables un allotjament o solució habitacional immediat.

A aquest efecte es considera solució habitacional la posada a la 
disposició de les beneficiàries d’un habitatge de titularitat pública, o 
que haja sigut cedit per a l’ús a una administració pública, encara que 
mantinga la titularitat privada, adequat a les circumstàncies en termes 
de grandària, serveis i localització, per a ser ocupat en règim de lloguer, 
de cessió d’ús, o en qualsevol règim d’ocupació temporal admés en dret.

b) Quan no es dispose d’aquest tipus d’habitatge, la concessió d’una 
ajuda que pot aplicar-se al pagament del lloguer d’un habitatge adequat, 
de titularitat privada o sobre qualsevol allotjament o dotació residencial 
susceptible de ser ocupat per les persones beneficiàries esmentades, en 
els mateixos règims.

4. Les ajudes s’han de concedir en règim de concessió directa, 
únicament amb l’acreditació de la condició de víctima de violència de 
gènere, del desnonament o llançament, imminent o ja realitzat de l’ha-
bitatge habitual, de la condició de persona sense llar o de la condició 
de persona especialment vulnerable sense que siga necessari establir la 
comparació de les sol·licituds ni la prelació entre aquestes, sempre que 
existisca consignació pressupostària.

5. La quantia de l’ajuda que es concedisca s’ha d’establir atenent les 
circumstàncies personals de la persona beneficiària, dins dels límits que 
s’assenyalen a continuació:

a) Fins a 100% de la renda o preu d’ocupació de l’immoble establit 
amb un límit de 600 euros al mes. En supòsits degudament justificats 
per l’òrgan concedent de l’ajuda, podrà aconseguir fins al 100% de la 
renda o preu d’ocupació establit amb un màxim de 900 euros al mes i

b) Fins al 100% dels costos per a atendre les despeses de manteni-
ment, comunitat i subministraments bàsics amb un límit de 200 euros 
al mes.

La determinació de la quantia ha de tindre l’informe favorable dels 
serveis socials de l’ajuntament del lloc de residència de la persona bene-
ficiària.

6. Les ajudes referides en l’apartat anterior s’han de concedir pel 
termini d’un any, prorrogable, si escau, anualment, fins a aconseguir 
el límit de cinc anys, sempre que es mantinguen les condicions que en 
van determinar l’atorgament i n’existisca consignació pressupostària 
per a la pròrroga.

Les ajudes que es concedisquen poden destinar-se, amb efectes 
retroactius, en la quantia necessària per a atendre el pagament del llo-
guer o les despeses de manteniment, comunitat i subministraments 
bàsics dels sis mesos anteriors a les quals la persona beneficiària, si 
s’escau, no haja pogut fer front.

7. El pagament de les ajudes per les entitats locals a les persones 
víctimes de violència de gènere, persones que hagen patit desnonament 
de l’habitatge habitual, persones sense llar i altres persones especial-
ment vulnerables es subjectarà a les segúents normes comunes:

1r. El pagament corresponent a l’ajuda concedida, excepte circums-
tàncies especials, segons el parer de l’òrgan gestor de l’entitat local que 
l’ha de documentar en l’informe, s’ha d’abonar a:

a) Persones beneficiàries que disposen de contracte d’arrendament 
en el moment de concessió de l’ajuda: s’ha de disposar el pagament 
anticipat de l’import corresponent a les sis mensualitats subvencionades, 
de la renda de lloguer o preu d’ocupació de l’immoble establit en el con-
tracte subscrit; la resta, amb la justificació prèvia del primer lliurament, 
amb caràcter mensual, trimestral o semestral segons el parer de l’entitat 
local, amb la justificació prèvia de la despesa.
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b) Personas beneficiarias que, en el momento de la resolución de 
la solicitud de ayuda, no dispongan de contrato de arrendamiento: en 
el momento de la resolución de concesión de la ayuda se dispondrá el 
pago de la ayuda correspondiente a tres mensualidades de alquiler; el 
resto, previa justificación de la primera entrega, con carácter mensual, 
trimestral o semestral a juicio de la entidad local, previa justificación 
del gasto.

2º. Será justificación tanto del pago como del destino de los fon-
dos, la transferencia realizada, recibo bancario domiciliado o ingreso 
en efectivo en la cuenta de la persona titular del inmueble sobre la que 
recaiga el contrato de arrendamiento o de ocupación suscrito.

En el caso de que el pago se hubiera realizado mediante ingreso en 
efectivo en la cuenta de la persona arrendadora, se deberán aportar los 
recibos originales de cada uno de los meses.

En el documento acreditativo de pago deberá constar expresamente:

a) La identificación completa de las personas que realizan y reciben 
el pago, debiendo coincidir, en todo caso, quien lo recibe con la persona 
titular del inmueble y quien lo realiza con el la persona beneficiaria o 
perceptora de la ayuda, salvo casos objeto de órdenes de protección que 
incluyan la anonimización de la víctima del delito u otros supuestos 
similares.

b) El importe de la renta de alquiler de la vivienda o del precio de 
ocupación del inmueble, y

c) El concepto por el que se realiza, con indicación del mes al que 
corresponde.

3º. Si la persona beneficiaria de la ayuda no justificara que las ayu-
das percibidas han sido destinadas al pago de las rentas de alquiler de 
vivienda, no se realizará ningún pago más, procediéndose a la revo-
cación de la ayuda y consiguiente pérdida de derecho al cobro de la 
cuantía que reste, así como al inicio de expediente de reintegro por el 
importe de la mensualidad o mensualidades no justificadas.

4º. Podrán ser perceptoras de las ayudas:
a) Los propias personas beneficiarias de las ayudas.	
b) Las personas arrendadoras de la vivienda, entidad local u ONGs 

designadas para su percepción en la solicitud de la ayuda, en virtud de 
transmisión del derecho de cobro de la persona beneficiaria a favor de 
aquellas u otras personas designadas, en aquellos casos que la persona 
beneficiaria de la ayuda así manifieste su voluntad.

8. De acuerdo con el artículo 18.3 d) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, no será necesaria la publicación 
de la resolución de concesión de subvenciones, por entender que dicha 
publicación puede ser contraria al respeto y salvaguarda del honor, la 
intimidad personal y familiar de las personas físicas, en virtud de lo 
establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 
de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

9. Con independencia de que se haya suscrito o no un préstamo 
mediante las ayudas transitorias de financiación reguladas en el artículo 
9 del Real decreto ley 11/2020, la ayuda es compatible con cualquier 
otra ayuda al alquiler que viniere percibiendo la persona arrendataria, 
incluso si fuera con cargo al propio Plan estatal de vivienda 2018-2021, 
siempre y cuando el total de las ayudas no supere el 100 % del importe 
del alquiler del mismo período. En caso de superarlo, si la ayuda corres-
pondiente a este programa fuese concedida, se reducirá en la cuantía 
necesaria hasta cumplir con dicho límite. Sí será incompatible con las 
ayudas establecidas en el Decreto 52/2020, de 24 de abril, del Consell, 
de aprobación de bases reguladoras para la concesión directa de ayudas 
para contribuir a minimizar el impacto económico y social de la Covid-
19 en los alquileres de vivienda habitual.

Artículo 6. Pago de la subvención a las entidades locales beneficiarias
1. El pago de las subvenciones que se otorgan por concesión directa 

en virtud de este decreto a las entidades locales beneficiarias, por estar 
dirigidas a resolver situaciones de emergencia habitacional de personas 
en situación de vulnerabilidad económica y social, directa o indirecta-
mente derivadas del Covid-19, podrán abonarse con carácter inmediato, 
una vez concedidas, hasta el 100 por cien de su importe sin que sea 
necesario prestar garantía por tratarse de una administración local.

2. Para el cobro de las ayudas, con carácter general, se deberá apor-
tar por la entidad local acuerdo aceptando la ayuda concedida, acompa-
ñada de la siguiente documentación:

b) Persones beneficiàries que, en el moment de la resolució de 
la sol·licitud d’ajuda, no disposen de contracte d’arrendament: en el 
moment de la resolució de concessió de l’ajuda s’ha de disposar el paga-
ment de l’ajuda corresponent a tres mensualitats de lloguer; la resta, 
amb la justificació prèvia del primer lliurament, amb caràcter mensual, 
trimestral o semestral segons el parer de l’entitat local, amb la justifica-
ció prèvia de la despesa.

2n. És justificació tant del pagament com de la destinació dels fons, 
la transferència realitzada, el rebut bancari domiciliat o l’ingrés en efec-
tiu en el compte de la persona titular de l’immoble sobre la qual recaiga 
el contracte d’arrendament o d’ocupació subscrit.

En el cas que el pagament s’haja fet mitjançant un ingrés en efectiu 
en el compte de la persona arrendadora, s’han d’aportar els rebuts ori-
ginals de cadascun dels mesos.

En el document acreditatiu de pagament han de constar expressa-
ment:

a) La identificació completa de les persones que realitzen i reben el 
pagament, i ha de coincidir, en tot cas, qui el rep amb la persona titular 
de l’immoble i qui el realitza amb la persona beneficiària o perceptora 
de l’ajuda, excepte casos objecte d’ordres de protecció que incloguen 
l’anonimització de la víctima del delicte o altres supòsits similars.

b) L’import de la renda de lloguer de l’habitatge o del preu d’ocu-
pació de l’immoble.

c) El concepte pel qual es realitza, amb la indicació del mes a què 
correspon.

3r. Si la persona beneficiària de l’ajuda no justifica que les ajudes 
percebudes han sigut destinades al pagament de les rendes de lloguer 
d’habitatge, no es realitzarà cap pagament més, i es revocarà l’ajuda i es 
perdrà consegüentment del dret al cobrament de la quantia que reste, i 
també s’iniciarà un expedient de reintegrament per l’import de la men-
sualitat o mensualitats no justificades.

4t. Poden ser perceptores de les ajudes:
a) Les mateixes persones beneficiàries de les ajudes.
b) Les persones arrendadores de l’habitatge, entitat local o ONG 

designades per a percebre-les en la sol·licitud de l’ajuda, en virtut de 
transmissió del dret de cobrament de la persona beneficiària a favor 
d’aquelles o altres persones designades, en aquells casos en què la per-
sona beneficiària de l’ajuda així manifeste la seua voluntat.

8. D’acord amb l’article 18.3 d) de la Llei 38/2003, de 17 de novem-
bre, general de subvencions, no és necessària la publicació de la reso-
lució de concessió de subvencions, per entendre que aquesta publicació 
pot ser contrària al respecte i salvaguarda de l’honor, la intimitat perso-
nal i familiar de les persones físiques, en virtut del que s’estableix en la 
Llei orgànica 3/2018, de 5 de desembre, de protecció de dades personals 
i garantia dels drets digitals.

9. Amb independència que s’haja subscrit un préstec o no mitjan-
çant les ajudes transitòries de finançament regulades en l’article 9 del 
Reial decret llei 11/2020, l’ajuda és compatible amb qualsevol altra 
ajuda al lloguer que estiga percebent la persona arrendatària, fins i tot 
si fora amb càrrec al mateix Pla estatal d’habitatge 2018-2021, sempre 
que el total de les ajudes no supere el 100 % de l’import del lloguer del 
mateix període. En cas de superar-lo, si l’ajuda corresponent a aquest 
programa és concedida, s’ha de reduir en la quantia necessària fins a 
complir aquest límit. Sí que és incompatible amb les ajudes establi-
des en el Decret 52/2020, de 24 d’abril, del Consell, d’aprovació de 
bases reguladores per a la concessió directa d’ajudes per a contribuir a 
minimitzar l’impacte econòmic i social de la Covid-19 en els lloguers 
d’habitatge habitual.

Article 6. Pagament de la subvenció a les entitats locals beneficiàries
1. El pagament de les subvencions que s’atorguen per concessió 

directa en virtut d’aquest decret a les entitats locals beneficiàries, per 
estar dirigides a resoldre situacions d’emergència habitacional de perso-
nes en situació de vulnerabilitat econòmica i social, directament o indi-
rectament derivades de la Covid-19, pot abonar-se amb caràcter imme-
diat, una vegada concedides, fins al 100 per cent de l’import sense que 
siga necessari prestar garantia per tractar-se d’una administració local.

2. Per al cobrament de les ajudes, amb caràcter general, l’entitat 
local ha d’aportar l’acord en què s’accepta l’ajuda concedida, acompa-
nyat amb la documentació següent:
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a) Impreso de domiciliación bancaria debidamente cumplimentado, 
designando la cuenta en la que se realizará el ingreso de las ayudas.

b) Autorización para que la Vicepresidencia Segunda y Conselleria 
de Vivienda y Arquitectura Bioclimática pueda solicitar la información 
de carácter tributario, económico o patrimonial que fuera legalmente 
pertinente, en el marco de colaboración establecido con la Agencia Tri-
butaria, Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria, Colegio 
de Notarios y Registradores y con otras administraciones públicas, con 
constancia de que, de acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, la utilización 
de dichos datos

Artículo 7. Obligaciones de las entidades locales beneficiarias.
1. Las entidades locales beneficiarias de las subvenciones quedarán 

sujetos a las obligaciones establecidas en los artículos 14 y concordantes 
de la Ley 38/2003.

2. De conformidad con la Ley 2/2015, de 2 de abril, de la Genera-
litat, de transparencia, buen gobierno y participación ciudadana de la 
Comunitat Valenciana, las entidades beneficiarias, deberá dar la adecua-
da publicidad a la ayuda, en especial a quienes son potenciales benefi-
ciados y a la red de instituciones y organizaciones sin ánimo de lucro 
de apoyo como la Red de Oficinas de la Generalitat de Asistencia a las 
Víctimas del Delito.

3. De acuerdo con la Ley Orgánica 3/2018, los datos personales 
derivados de situaciones de violencia de género o los datos de salud 
tendrán el máximo nivel de protección.

Artículo 8. Justificación por las entidades locales de la aplicación de 
las subvenciones.

1. La entidad local deberá justificar antes del 1 de diciembre de 
2020, el gasto subvencionado mediante la presentación ante la Direc-
ción General de Emergencia Habitacional, Función Social dela Vivienda 
y Observatorio del Hábitat y Segregación Urbana, de un certificado de 
obligaciones reconocidas por la corporación en ese período, suscrito 
por la persona titular de la intervención y con el visto bueno de la per-
sona titular de la alcaldía-presidencia de la entidad local, según modelo 
normalizado.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la entidad 
local deberá presentar, ante la citada dirección general, en modelo nor-
malizado, antes del 31 de enero del ejercicio siguiente, una memoria 
que recoja todas las actuaciones subvencionables realizadas. El conte-
nido mínimo de la memoria será el siguiente:

a) Breve descripción de las actuaciones realizadas en cada uno de 
los programas objeto de la subvención a favor de las personas benefi-
ciarias de este programa.

b) Relación de personas usuarias del programa a las que se les ha 
dotado de una solución habitacional o a las que se les ha concedido una 
ayuda económica para el pago de alquiler o del precio de ocupación del 
inmueble, con indicación de su DNI, NIE o núm de pasaporte y cuantía 
de la ayuda. Se acompañara la valoración de los servicios sociales de 
atención primaria, acreditativa de que quienes han sido beneficiarias del 
programa cumplen los requisitos establecidos presente decreto.

c) Memoria económica completa del programa según las distintas 
actuaciones realizadas.

d) Objetivos alcanzados, cuantificados y valorados.
3. Si de la presentación de las memorias de ejecución del gasto, se 

derivasen incumplimientos en la realización de los mismos por parte 
de la entidad local, se procederá a la minoración correspondiente y a la 
exigencia, en su caso, de devolución de importes indebidamente per-
cibidos.

4. El incumplimiento del plazo máximo de justificación de las sub-
venciones podrá dar lugar a la dejación sin efectos de la ayuda, con 
exigencia, en su caso, del reintegro de las cantidades indebidamente 
percibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento del 
pago de la subvención

Artículo 9. Obligaciones y responsabilidades.
Las entidades locales beneficiarias quedan obligados a:
a) Facilitar cualquier documento, información o inspección que 

la dirección general competente en emergencia habitacional y función 
social lo considere necesario para el control del cumplimiento de los 
fines previstos.

a) Imprés de domiciliació bancària emplenat degudament que desig-
ne el compte en el qual s’han d’ingressar les ajudes.

b) Autorització perquè la Vicepresidència segona i la Conselleria 
d’Habitatge i Arquitectura Bioclimàtica puga sol·licitar la informació 
de caràcter tributari, econòmic o patrimonial que siga legalment per-
tinent, en el marc de col·laboració establit amb l’Agència Tributària, 
Centre de Gestió Cadastral i Cooperació Tributària, Col·legi de Notaris 
i Registradors i amb altres administracions públiques, amb constància 
que s’utilitzaran d’aquestes dades, d’acord amb la Llei orgànica 3/2018.

Article 7. Obligacions de les entitats locals beneficiàries
1. Les entitats locals beneficiàries de les subvencions queden sub-

jectes a les obligacions establides en els articles 14 i concordants de la 
Llei 38/2003.

2. De conformitat amb la Llei 2/2015, de 2 d’abril, de la Generali-
tat, de transparència, bon govern i participació ciutadana de la Comu-
nitat Valenciana, les entitats beneficiàries han de donar la publicitat 
adequada a l’ajuda, especialment als qui són potencials beneficiats i a 
la xarxa d’institucions i organitzacions sense ànim de lucre de suport 
com la Xarxa d’Oficines de la Generalitat d’Assistència a les Víctimes 
del Delicte.

3. D’acord amb la Llei orgànica 3/2018, les dades personals deriva-
des de situaciones de violència de gènere o les dades de salut tindran el 
nivell màxim de protecció.

Article 8. Justificació per les entitats locals de l’aplicació de les sub-
vencions

1. L’entitat local ha de justificar abans de l’1 de desembre de 2020, 
la despesa subvencionada mitjançant la presentació, davant la Direc-
ció General d’Emergència Habitacional, Funció Social de l’Habitatge i 
Observatori de l’Hàbitat i Segregació Urbana, d’un certificat d’obliga-
cions reconegudes per la corporació en aquest període, subscrit per la 
persona titular de la intervenció i amb el vistiplau de la persona titular 
de l’alcaldia-presidència de l’entitat local, segons el model normalitzat.

2. Sense perjudici del que es disposa en l’apartat anterior, l’entitat 
local ha de presentar, davant l’esmentada direcció general, en model 
normalitzat, abans del 31 de gener de l’exercici següent, una memòria 
que reculla totes les actuacions subvencionables realitzades. El contin-
gut mínim de la memòria ha de ser el següent:

a) Descripció breu de les actuacions realitzades en cadascun dels 
programes objecte de la subvenció a favor de les persones beneficiàries 
d’aquest programa.

b) Relació de les persones usuàries del programa a qui han dotat 
amb una solució habitacional o a les quals els han concedit una ajuda 
econòmica per al pagament de lloguer o del preu d’ocupació de l’immo-
ble, amb la indicació del DNI, NIE o el número de passaport i la quantia 
de l’ajuda. S’hi ha d’adjuntar la valoració dels serveis socials d’atenció 
primària, que acredite que les persones que han sigut beneficiàries del 
programa compleixen els requisits establits en aquest decret.

c) Memòria econòmica completa del programa segons les diferents 
actuacions realitzades.

d) Objectius aconseguits, quantificats i valorats.
3. Si de la presentació de les memòries d’execució de la despesa, 

se’n deriven incompliments en la realització per part de l’entitat local, 
es farà la minoració corresponent i s’exigirà, si s’escau, la devolució 
d’imports indegudament percebuts.

4. L’incompliment del termini màxim de justificació de les sub-
vencions pot donar lloc al desistiment sense efectes de l’ajuda, amb 
exigència, si s’escau, del reintegrament de les quantitats indegudament 
percebudes i l’exigència de l’interés de demora des del moment del 
pagament de la subvenció.

Article 9. Obligacions i responsabilitats
Les entitats locals beneficiàries queden obligatdes a:
a) Facilitar qualsevol document, informació o inspecció que la 

direcció general competent en emergència habitacional i funció soci-
al considere necessari per al control del compliment de les finalitats 
previstes.
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b) Someterse a cualquier actuación de control financiero que corres-
ponda a la Intervención General de la Generalitat, en relación con las 
ayudas y subvenciones concedidas.

c) Comunicar la obtención de otras subvenciones o ayudas para 
la misma finalidad, procedentes de cualquier administración o entes 
públicos o privados, nacionales o internacionales.

Artículo 10. Régimen jurídico.
Estas subvenciones se regirán, además de por lo dispuesto en este 

decreto, por la Ley 38/2003, y por su reglamento de desarrollo, excep-
to en aquello que afecte a los principios de publicidad y concurren-
cia; así como por lo dispuesto en la Ley 1/2015; y resto de normativa 
vigente que sea aplicable. Entre las cuales están las siguientes: Real 
Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se aprueba el Plan Estatal 
de Vivienda 2018-2020; Real Decreto Ley 11/2020, de 31 de marzo, 
por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito 
social y económico para hacer frente al Covid-19 y la Orden Ministerial 
336/2020, publicado en el Boletín Oficial del Estado núm. 101 de fecha 
11 de abril de 2020.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Delegación de facultades de ejecución
Se faculta a la personas titulares de las direcciones generales com-

petentes en emergencia habitacional y función social de la vivienda, y 
en atención primaria de servicios sociales, a desarrollar y ejecutar este 
decreto.

Segunda. Entrada en vigor
Este decreto producirá efectos a partir del día siguiente de su publi-

cación en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana

Tercera. Recursos
Contra las bases reguladas por este decreto, que ponen fin a la vía 

administrativa, se podrá interponer recurso potestativo de reposición, 
ante el Consell, en el plazo de un mes a partir del día siguiente al de su 
publicación, o bien recurso contencioso-administrativo en el plazo de 
dos meses, a contar desde el día siguiente al de su publicación, ante la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de la Comunitat Valenciana, de conformidad con lo previsto en los artí-
culos 10 y concordantes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora 
de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Cuarta. Plazos
Las actuaciones, además, deben tener el carácter de máxima urgen-

cia al ser indispensables para la protección del interés general por estar 
vinculadas directamente las ayudas reguladas a paliar los efectos deriva-
dos de la Covid-19. Por esta razón, y en aplicación del apartado 4 de la 
disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, la suspensión 
de plazos no se aplicará a este procedimiento.

València, 15 de maig de 2020

El president de la Generalitat
XIMO PUIG I FERRER

La vicepresidenta del Consell 
i Consellera d’Igualtat i Polítiques Inclusives
MÓNICA OLTRA JARQUE

El vicepresident segon
i conseller d’Habitatge i Arquitectura Bioclimàtica
RUBÉN MARTÍNEZ DALMAU

b) Sotmetre’s a qualsevol actuació de control financer que corres-
ponga a la Intervenció General de la Generalitat, en relació amb les 
ajudes i subvencions concedides.

c) Comunicar l’obtenció d’altres subvencions o ajudes per a la 
mateixa finalitat, procedents de qualsevol administració o ens públics o 
privats, nacionals o internacionals.

Article 10. Règim jurídic
Aquestes subvencions es regeixen, a més de pel que es disposa en 

aquest decret, per la Llei 38/2003, i pel reglament de desenvolupament, 
excepte en allò que afecte els principis de publicitat i concurrència; 
i també pel que es disposa en la Llei 1/2015, i la resta de normativa 
vigent que siga aplicable. Entre les quals estan les següents:Reial decret 
106/2018, de 9 de març, pel qual s’aprova el Pla estatal d’habitatge 
2018-2020; Reial decret llei 11/2020, de 31 de març, pel qual s’adopten 
mesures urgents complementàries en l’àmbit social i econòmic per a 
fer front a la Covid-19 i l’Ordre Ministerial 336/2020, publicada en el 
Boletín Oficial del Estado núm. 101, de data 11 d’abril de 2020.

DISPOSICIONS FINALS

Primera. Delegació de facultats d’execució
Es faculta les persones titulars de les direccions generals competents 

en emergència habitacional i funció social de l’habitatge, i d’ atenció 
primària de serveis socials, a desenvolupar i executar aquest decret.

Segona. Entrada en vigor
Aquest decret produirà efectes a partir de l’endemà de la publicació 

en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Tercera. Recursos
Contra les bases regulades per aquest decret, que posen fi a la via 

administrativa, es pot interposar un recurs potestatiu de reposició, 
davant el Consell, en el termini d’un mes, comptador a partir de l’ende-
mà de la publicació, o bé un recurs contenciós administratiu en el termi-
ni de dos mesos, comptadors des de l’endemà de la publicació, davant la 
Sala Contenciosa Administrativa del Tribunal Superior de Justícia de la 
Comunitat Valenciana, de conformitat amb el que estableixen l’article 
10 i els concordants de la Llei 29/1998, de 13 de juliol, reguladora de la 
jurisdicció contenciosa administrativa.

Quarta. Terminis
Les actuacions, a més, han de tindre el caràcter d’urgència màxima, 

ja que són indispensables per a la protecció de l’interés general per 
estar vinculades directament les ajudes regulades a pal·liar els efectes 
derivats de la Covid-19. Per aquesta raó, i en aplicació de l’apartat 4 de 
la disposició addicional tercera del Reial decret 463/2020, la suspensió 
de terminis no s’ha d’aplicar a aquest procediment. 

València, 15 de maig de 2020

El president de la Generalitat
XIMO PUIG I FERRER

La vicepresidenta del Consell 
i Consellera d’Igualtat i Polítiques Inclusives
MÓNICA OLTRA JARQUE

El vicepresident segon 
i conseller d’Habitatge i Arquitectura Bioclimàtica
RUBÉN MARTÍNEZ DALMAU

553



ANNEX / ANEXO 

ENTITAT LOCAL/ENTIDAD LOCAL IMPORT / IMPORTE

Agost 5.072,15 €

Alaquàs 31.496,57 €

Albaida 6.025,45 €

Albal 15.221,18 €

Albatera 18.624,63 €

Alberic 12.336,66 €

Alboraia/Alboraya 10.042,63 €

Alcalà de Xivert 8.149,14 €

Alcàsser 9.579,13 €

Alcora 11.029,79 €

Alcoy/Alcoi 59.542,45 €

Alcúdia de Crespins, l’ 5.958,82 €

Alcúdia, l’ 10.158,48 €

Aldaia 34.117,31 €

Alfafar 26.482,68 €

Alfàs del Pi, l’ 25.396,23 €

Algemesí 30.390,22 €

Alginet 13.723,65 €

Alicante/Alacant 323.609,16 €

Almàssera 4.749,05 €

Almassora 23.119,16 €

Almoradí 36.842,11 €

Almussafes 4.423,62 €

Altea 21.240,10 €

Alzira 45.264,65 €

Aspe 23.518,54 €

Ayora 6.164,20 €

Banyeres de Mariola 6.949,46 €

Benaguasil 10.126,57 €

Benetússer 16.133,52 €

Benicarló 31.943,40 €

Benicasim/Benicàssim 4.487,09 €

Benidorm 75.437,11 €

Benifaió 9.308,51 €

Benigànim 5.414,20 €

Benijófar 4.420,57 €

Benissa 9.888,03 €

Benitachell/Poble Nou de Benitatxell, el 5.136,03 €

Bétera 16.057,07 €

Bigastro 9.138,63 €

Borriana/Burriana 30.027,61 €

Buñol 10.585,92 €

Burjassot 49.075,17 €

Callosa de Segura 38.734,82 €

Calp 25.893,57 €

Campello, el 16.085,38 €

Canals 12.549,06 €

Carcaixent 20.710,33 €
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Carlet 19.091,69 €

Castalla 9.483,13 €

Castelló de Rugat i Altres 5.217,24 €

Castellón de la Plana/Castelló de la Plana 135.643,08 €

Catarroja 30.542,22 €

Cheste 8.040,46 €

Chiva 10.980,68 €

Cocentaina 12.800,74 €

Cox 16.330,33 €

Crevillent 49.770,21 €

Cullera 23.311,71 €

Dénia 54.672,45 €

Dolores 13.576,24 €

Elche/Elx 315.925,69 €

Elda 70.577,11 €

Eliana, l’ 7.363,19 €

Finestrat 8.985,78 €

Foios 5.821,62 €

Formentera del Segura 6.980,49 €

Gandia 85.714,47 €

Gata de Gorgos 8.836,89 €

Godella 6.995,62 €

Guadassuar 5.297,26 €

Guardamar del Segura 18.159,11 €

Ibi 19.771,83 €

Jávea/Xàbia 30.683,72 €

Jijona/Xixona 7.498,44 €

Llíria 20.655,85 €

Manises 34.952,50 €

Massamagrell 16.065,11 €

Massanassa 9.014,46 €

Meliana 9.635,50 €

Mislata 37.169,45 €

Moncada 23.206,14 €

Monforte del Cid 8.984,44 €

Monóvar/Monòver 18.006,17 €

Montaverner i Altres 6.888,74 €

Montesinos, Los 7.346,92 €

Mutxamel 21.478,46 €

Novelda 28.745,50 €

Nucia, la 18.386,65 €

Nules 11.159,56 €

Oliva 24.196,99 €

Olleria, l’ 7.986,26 €

Onda 25.379,38 €

Onil 6.705,52 €

Ontinyent 34.494,21 €

Orihuela 112.382,14 €

Oropesa del Mar/Orpesa 9.615,12 €

Paiporta 24.061,47 €

Paterna 54.749,41 €
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Peníscola/Peñíscola 8.891,75 €

Petrer 34.755,85 €

Picanya 8.678,50 €

Picassent 21.145,46 €

Pilar de la Horadada 26.679,43 €

Pobla de Vallbona, la 15.253,03 €

Puçol 14.703,74 €

Puig de Santa Maria, el 4.408,07 €

Quart de Poblet 29.618,23 €

Rafelbunyol 7.672,09 €

Requena 19.516,94 €

Riba-roja de Túria 16.438,29 €

Rojales 28.092,47 €

Sagunto/Sagunt 70.722,47 €

San Antonio de Benagéber 4.161,59 €

San Vicente del Raspeig/Sant Vicent del Raspeig 49.753,63 €

Sant Joan d’Alacant 19.139,11 €

Santa Pola 35.262,96 €

Sax 11.511,15 €

Sedaví 10.142,03 €

Segorbe 8.471,41 €

Silla 22.527,19 €

Sueca 22.358,87 €

Tavernes Blanques 8.141,45 €

Tavernes de la Valldigna 14.336,31 €

Teulada 13.271,16 €

Torreblanca 6.266,87 €

Torrent 99.516,55 €

Torrevieja 109.518,14 €

Turís 4.335,55 €

Utiel 12.400,51 €

València 783.994,51 €

Vall d’Uixó, la 27.408,32 €

Vila-real 40.371,83 €

Vilamarxant 6.827,63 €

Villajoyosa/Vila Joiosa, la 41.129,32 €

Villanueva de Castellón 6.218,89 €

Villena 40.840,34 €

Vinaròs 32.334,68 €

Xàtiva 30.249,72 €

Xirivella 36.586,80 €

MANCOMUNIDAD ALTO PALANCIA 10.944,28 €

MANCOMUNIDAD ALTO TURIA 4.253,38 €

MANCOMUNIDAD BAJO SEGURA 47.379,13 €

MANCOMUNIDAD DE LA BARONIA 6.725,19 €

MANCOMUNIDAD HOYA DE BUÑOL-CHIVA 5.015,30 €

MANCOMUNIDAD INTERIOR TIERRA DEL VINO 6.021,66 €

MANCOMUNIDAD LA SERRANIA 7.447,31 €

MANCOMUNIDAD LA VEGA 27.832,08 €

MANCOMUNIDAD VID Y MÁRMOL 15.179,30 €

MANCOMUNITAT BAIX MAESTRAT 6.702,70 €

556



MANCOMUNITAT CAMP DE TURIA 10.916,93 €

MANCOMUNITAT CANAL DE NAVARRÉS 11.677,43 €

MANCOMUNITAT CASTELLÓ NORD 5.287,04 €

MANCOMUNITAT DE LES VALLS 7.825,16 €

MANCOMUNITAT DEL CARRAIXET 7.587,07 €

MANCOMUNITAT DEL MARQUESAT 5.621,21 €

MANCOMUNITAT DELS PORTS 5.575,04 €

MANCOMUNITAT HORTA NORD 26.864,45 €

MANCOMUNITAT LA COSTERA-CANAL 5.638,46 €

MANCOMUNITAT LA SAFOR 41.022,97 €

MANCOMUNITAT MARINA ALTA 49.660,82 €

MANCOMUNITAT MARINA BAIXA 16.682,42 €

MANCOMUNITAT MARIOLA 11.083,06 €

MANCOMUNITAT PEGO, ATZUVIA I LES VALLS 11.411,48 €

MANCOMUNITAT PLANA ALTA 9.202,06 €

MANCOMUNITAT RIBERA ALTA 14.440,51 €

MANCOMUNITAT RIBERA BAIXA 17.570,43 €

MANCOMUNITAT SERVEIS BENESTAR SOCIAL 6.143,24 €

MANCOMUNITAT XARPOLAR 4.919,86 €
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Conselleria d’Economia Sostenible, 
Sectors Productius, Comerç i Treball

Conselleria de Economía Sostenible, 
Sectores Productivos, Comercio y Trabajo

DECRET 61/2020, de 15 de maig, del Consell, de modi-
ficació del Decret 58/2020, de 8 de maig, d’aprovació de 
bases reguladores per a la concessió directa d’ajudes a 
treballadors i treballadores acollits a una reducció de jor-
nada a conseqüència de la Covid-19. [2020/3508]

DECRETO 61/2020, de 15 de mayo, del Consell, de modi-
ficación del Decreto 58/2020, de 8 de mayo, de aproba-
ción de bases reguladoras para la concesión directa de 
ayudas a trabajadores y trabajadoras acogidos a una 
reducción de jornada a consecuencia de la Covid-19.  
[2020/3508]

El Consell aprobó el pasado 8 de mayo el Decreto 58/2020, de 
aprobación de bases reguladoras para la concesión directa de ayudas 
a trabajadores y trabajadoras acogidos a una reducción de jornada a 
consecuencia de la Covid-19.

El actual conocimiento de la cuantía de personas potenciales benefi-
ciarias de la subvención, así como el contacto con los agentes sociales, 
hacen recomendable la urgente modificación del decreto con la finali-
dad de llegar con las ayudas a un número mayor de personas, al haber 
constatado la existencia de crédito que permite suprimir determinados 
requisitos que menguaban sensiblemente el total de personas posibles 
destinatarias finales. 

Esta modificación afecta a la redacción de los artículos 4, 10 y 11 
del Decreto 58/2020.

Por ello, y después de haberse seguido los trámites que se recogen 
en el artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generali-
tat, de hacienda pública, del sector público instrumental y de subvencio-
nes, y en virtud de lo que dispone el artículo 28.c de la Ley 5/1983, de 
30 de diciembre, de la Generalitat, del Consell, y a propuesta del conse-
ller de Economía Sostenible, Sectores Productivos, Comercio y Trabajo, 
previa deliberación del Consell en la reunión de 15 de mayo de 2020,

DECRETO

Artículo 1. Modificación del artículo 4 del Decreto 58/2020
Este precepto queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 4. Personas beneficiarias y requisitos
1. Podrán ser beneficiarias las personas que reúnan los siguientes 

requisitos:
a) Figurar de alta en el Régimen General de la Seguridad Social. 
b) Haberse acogido a la reducción de jornada durante el período del 

estado de alarma en un porcentaje igual o superior al 50%, y mantener 
esa reducción durante al menos un mes.

c) Tener el domicilio fiscal en la Comunitat Valenciana.»

Artículo 2. Modificación del artículo 10 del Decreto 58/2020
Este precepto queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 10. Instrucción
Examinadas las solicitudes, la Comisión Técnica, mencionada en el 

apartado anterior, emitirá informe donde hará constar que se cumplen 
los requisitos necesarios para la concesión de las ayudas y formulará la 
propuesta de concesión al órgano competente para resolver.»

Artículo 3. Modificación del apartado 2 del artículo 11 del Decreto 
58/2020

Este precepto queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 11. Resolución y recursos
(...)
2. La resolución de concesión aprobará la relación definitiva de 

personas beneficiarias, determinará la cuantía concedida e incorporará, 
en su caso, las condiciones, obligaciones y determinaciones acceso-
rias a que deban sujetarse las personas beneficiarias. Esta resolución se 
publicará en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, y la relación 
de personas beneficiarias en la página web de LABORA (http://www.
labora.gva.es). Todos los datos identificativos figurarán de forma anoni-
mizada. Las personas interesadas podrán comprobar a través de la citada 
página de LABORA sus datos sin anonimizar.»

El Consell va aprovar el passat 8 de maig el Decret 58/2020, d’apro-
vació de bases reguladores per a la concessió directa d’ajudes a treba-
lladors i treballadores acollits a una reducció de jornada a conseqüència 
de la Covid-19. 

L’actual coneixement de la quantia de persones potencials benefi-
ciàries de la subvenció, així com el contacte amb els agents socials, fan 
recomanable la urgent modificació del decret amb la finalitat d’arribar 
amb les ajudes a un nombre major de persones, ja que s’ha constatat 
l’existència de crèdit que permet suprimir determinats requisits que 
minvaven sensiblement el total de persones possibles destinatàries 
finals.  

Aquesta modificació afecta la redacció dels articles 4, 10 i 11 del 
Decret 58/2020.

Per això, i després d’haver-se seguit els tràmits que es recullen en 
l’article 168.1.C de la Llei 1/2015, de 6 de febrer, de la Generalitat, 
d’hisenda pública, del sector públic instrumental i de subvencions, i en 
virtut del que disposa l’article 28.c de la Llei 5/1983, de 30 de desem-
bre, de la Generalitat, del Consell, i a proposta del conseller d’Economia 
Sostenible, Sectors Productius, Comerç i Treball, amb la deliberació 
prèvia del Consell en la reunió de 15 de maig de 2020,

DECRETE

Article 1. Modificació de l’article 4 del Decret 58/2020
Aquest precepte queda redactat en els termes següents:

«Article 4. Persones beneficiàries i requisits
1. Podran ser-ne beneficiàries les persones que reunisquen els 

següents requisits:
a) Estar donat d’alta en el Règim General de la Seguretat Social. 
b) Haver-se acollit a la reducció de jornada durant el període de 

l’estat d’alarma en un percentatge igual o superior al 50%, i mantindre 
aquesta reducció durant almenys un mes.

c) Tindre el domicili fiscal a la Comunitat Valenciana.»

Article 2. Modificació de l’article 10 del Decret 58/2020
Aquest precepte queda redactat en els termes següents:

«Article 10. Instrucció
Una vegada examinades les sol·licituds, la comissió tècnica esmen-

tada en l’apartat anterior emetrà un informe en què farà constar que es 
compleixen els requisits necessaris per a la concessió de les ajudes i 
formularà la proposta de concessió a l’òrgan competent per a resoldre.»

Article 3. Modificació de l’apartat 2 de l’article 11 del Decret 58/2020

Aquest precepte queda redactat en els termes següents:

«Article 11. Resolució i recursos
(...)
2. La resolució de concessió aprovarà la relació definitiva de per-

sones beneficiàries, determinarà la quantia concedida i incorporarà, si 
escau, les condicions, obligacions i determinacions accessòries a què 
hagen de subjectar-se les persones beneficiàries. Aquesta resolució es 
publicarà en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, i la rela-
ció de persones beneficiàries en la pàgina web de LABORA (http://
www.labora.gva.es). Totes les dades identificatives figuraran de manera 
anonimitzada. Les persones interessades podran comprovar a través de 
l’esmentada pàgina de LABORA les seues dades sense anonimitzar.»
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera . Incidencia presupuestaria 
Este decreto no comporta incremento adicional del gasto público 

respecto del contenido inicialmente en el Decreto 58/2020, de 8 de 
mayo. 

Segunda. Ampliación del plazo de presentación de solicitudes
El plazo de quince días hábiles para la presentación de solicitudes 

previsto en el artículo 6.3 del Decreto 58/2020 volverá a contar desde 
el día siguiente al de la publicación del presente decreto en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana, sin perjuicio de que se consideren 
válidamente dentro de plazo las solicitudes presentadas des de la publi-
cación de aquél.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Habilitación
Se habilita a la persona titular de la Dirección General de LABORA 

para dictar las instrucciones y adoptar las medidas que considere opor-
tunas para la aplicación y ejecución de este decreto.

Segunda. Efectos
Este decreto producirá efectos a partir del día siguiente de su publi-

cación en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Contra este decreto, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer potestativamente recurso de reposición ante el órgano que 
ha dictado el acto, en el plazo de un mes desde su publicación en el 
Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, de acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 112, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
o bien recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo contencioso 
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente de 
su publicación, en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. Todo 
esto en conformidad con lo dispuesto en los artículos 10, 44 y 46 de la 
mencionada Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, y sin perjuicio que se utilice cualquier otra 
vía que se considere oportuna.

A los mencionados plazos les será de aplicación las suspensiones 
establecidas en las disposiciones adicionales segunda y tercera del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
la Covid-19.

València, 15 de mayo de 2020

El president de la Generalitat,
XIMO PUIG I FERRER

El conseller de Economía Sostenible,
Sectores Productivos, Comercio y Trabajo,
RAFAEL CLIMENT GONZÁLEZ

DISPOSICIONS ADDICIONALS

Primera . Incidència pressupostària 
Aquest decret no comporta increment addicional de la despesa 

pública respecte de la continguda inicialment en el Decret 58/2020, de 
8 de maig.

Segona. Ampliació del termini de presentació de sol·licituds
El termini de quinze dies hàbils per a la presentació de les sol·lici-

tuds previst en l’article 6.3 del Decret 58/2020 tornarà a comptar des 
de l’endemà de la publicació d’aquest decret en el Diari Oficial de la 
Generalitat Valenciana, sense perjudici que es consideren vàlidament 
dins de termini les sol·licituds presentades des de la publicació d’aquell.

DISPOSICIONS FINALS

Primera. Habilitació
S’habilita la persona titular de la Direcció General de LABORA per 

a dictar les instruccions i adoptar les mesures que considere oportunes 
per a l’aplicació i execució d’aquest decret.

Segona. Efectes
Aquest decret produirà efectes a partir de l’endemà de publicar-se 

en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Contra aquest decret, que posa fi a la via administrativa, es podrà 
interposar potestativament un recurs de reposició davant de l’òrgan que 
ha dictat l’acte, en el termini d’un mes des de la publicació en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana, d’acord amb el que es disposa 
en els articles 112, 123 i 124 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del 
procediment administratiu comú de les administracions públiques, o bé 
un recurs contenciós administratiu davant de la Sala Contenciosa Admi-
nistrativa del Tribunal Superior de Justícia de la Comunitat Valenciana, 
en el termini de dos mesos comptats a partir de l’endemà de publicar-se 
en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. Tot això de confor-
mitat amb el que es disposa en els articles 10, 44 i 46 de l’esmentada 
Llei 29/1998, de 13 de juliol, reguladora de la jurisdicció contenciosa 
administrativa, i sense perjudici que s’utilitze qualsevol altra via que es 
considere oportuna.

Als esmentats terminis els serà aplicable les suspensions establi-
des en les disposicions addicionals segona i tercera del Reial decret 
463/2020, de 14 de març, pel qual es declara l’estat d’alarma per a la 
gestió de la situació de crisi sanitària ocasionada per la Covid-19.

València, 15 de maig de 2020

El president de la Generalitat,
XIMO PUIG I FERRER

El conseller d’Economia Sostenible,
Sectors Productius, Comerç i Treball,
RAFAEL CLIMENT GONZÁLEZ
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Conselleria d’Innovació, Universitats, 
Ciència i Societat Digital

Conselleria de Innovación, Universidades, 
Ciencia y Sociedad Digital

DECRET 63/2020, de 15 de maig, del Consell d’aprovació 
de les bases reguladores i de concessió directa d’ajudes 
urgents per al finançament de solucions científiques inno-
vadores directament relacionades amb la lluita front la 
COVID-19. [2020/3509]

DECRETO 63/2020, de 15 de mayo, del Consell, de apro-
bación de las bases reguladoras y de concesión directa de 
ayudas urgentes para la financiación de soluciones cientí-
fico-innovadoras directamente relacionadas con la lucha 
contra la Covid-19. [2020/3509]

Como consecuencia de la emergencia de salud pública ocasionada 
por la Covid-19, el Gobierno de España declaró mediante el Real decre-
to 463/2020, de 14 de marzo el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por la Covid-19, prorrogado en 
sucesivas ocasiones y todavía vigente en la actualidad.

En este escenario todas las administraciones publicas están imple-
mentando, de forma sucesiva y urgente, distintas actuaciones para paliar 
los efectos de la Covid-19 e involucrando a todos los agentes de la 
sociedad.

En este sentido el Consell, entre otras actuaciones, mediante Decre-
to 51/2020, de 17 de abril, aprobó las bases reguladoras y concedió 
de forma directa ayudas urgentes para la financiación de soluciones 
científico-innovadoras directamente relacionadas con la lucha contra la 
Covid-19 a una serie de proyectos que tras haber sido evaluados cientí-
fica y estratégicamente por especialistas externos a través de la Agència 
Valenciana d’ Avaluació i Prospectiva (AVAP) podían ser desarrollados 
de forma inmediata -de acuerdo con su cronograma de ejecución- y 
estaban plenamente alineados a las necesidades detectadas en ese 
momento en el ámbito socio-sanitario.

Con posterioridad a la aprobación del Decreto 51/2020, la AVAP, 
conforme con lo dispuesto en el título IV de la Ley 2/2009, de 14 de 
abril, de coordinación del sistema valenciano de investigación científica 
y desarrollo tecnológico, efectúa una nueva priorización de soluciones 
científico-innovadoras que complementa a las ya concedidas y cuyo 
desarrollo es, de acuerdo con este escenario de crisis sanitaria, de urgen-
te necesidad en aras a poner en marcha actuaciones cuya ejecución es 
impostergable.

Por todo lo anterior queda justificado el otorgamiento de subvencio-
nes en régimen de concesión directa, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 22, apartado 2.c de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general 
de subvenciones. Por otra parte, el artículo 168 de la Ley 1/2015, de 6 
de febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del sector público ins-
trumental y de subvenciones, regula el contenido mínimo de las bases 
reguladoras para la concesión de las subvenciones mencionadas, así 
como algunos de los trámites que deben seguirse en el procedimiento 
de elaboración.

Asimismo, se ha aplicado el Decreto 128/2017, de 29 de septiem-
bre, del Consell, por el cual se regula el procedimiento de notificación y 
comunicación a la Comisión Europea de los proyectos de la Generalitat, 
dirigidos a establecer, conceder o modificar ayudas públicas. Las sub-
venciones que se conceden son compatibles con el mercado interior ya 
que de acuerdo con el artículo 107 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea (TFUE), se declaran como compatibles con el mercado 
interior determinadas ayudas que tengan por objetivo reparar los per-
juicios causados por desastres naturales o por otros acontecimientos de 
carácter excepcional, como es la Covid-19.

Por todo lo expuesto, habiéndose seguido los trámites que se reco-
gen en el artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, y en virtud de lo que dispo-
ne el artículo 28.c) de la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, del Consell, 
y a propuesta de la consellera de Innovación, Universidades, Ciencia y 
Sociedad Digital, y previa deliberación del Consell en la reunión de 15 
de mayo de 2020,

DECRETO

Artículo 1. Objeto
El objeto de este decreto es regular la concesión directa de las sub-

venciones de carácter excepcional destinadas a las beneficiarias que 
figuran en el anexo, como entidades que disponen de soluciones cien-
tífico-innovadoras, que todavía no están disponibles en el mercado y 

Com a conseqüència de l’emergència de salut pública ocasionada 
per la Covid-19, el Govern d’Espanya va declarar mitjançant el Reial 
decret 463/2020, de 14 de març, l’estat d’alarma per a la gestió de la 
situació de crisi sanitària ocasionada per la Covid-19, prorrogat en suc-
cessives ocasions i encara vigent a hores d’ara.

En aquest escenari totes les administracions públiques estan imple-
mentant, de manera successiva i urgent, diferents actuacions per a 
pal·liar els efectes de la Covid-19, i involucrant a tots els agents de la 
societat.

En aquest sentit, el Consell, entre altres actuacions, mitjançant 
Decret 51/2020, de 17 d’abril, aprovà les bases reguladores i va conce-
dir, de manera directa, ajudes urgents per al finançament de solucions 
científiques innovadores, directament relacionades amb la lluita contra 
la Covid-19, a una sèrie de projectes que, després d’haver sigut avaluats 
científicament i estratègicament per especialistes externs, a través de 
l’Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva (AVAP), podien ser 
desenvolupats de manera immediata -d’acord amb el seu cronograma 
d’execució-, i estaven plenament alineats amb les necessitats detectades 
en aqueix moment en l’àmbit sociosanitari.

Amb posterioritat a l’aprovació del Decret 51/2020, l’AVAP, con-
forme amb el que es disposa en el títol IV de la Llei 2/2009, de 14 
d’abril, de coordinació del sistema valencià d’investigació científica 
i desenvolupament tecnològic, efectua una nova priorització de solu-
cions científiques innovadores que complementa les ja concedides, i 
el desenvolupament de les quals és, d’acord amb aquest escenari de 
crisi sanitària, d’urgent necessitat per tal de posar en marxa actuacions 
l’execució de les quals és impostergable

Per tot l’anterior, queda justificat l’atorgament de subvencions en 
règim de concessió directa, d’acord amb el que es preveu en l’article 
22, apartat 2.c de la Llei 38/2003, de 17 de novembre, general de sub-
vencions. D’altra banda, l’article 168 de la Llei 1/2015, de 6 de febrer, 
de la Generalitat, d’hisenda pública, del sector públic instrumental i 
de subvencions, estableix el contingut mínim de les bases reguladores 
per a la concessió de les subvencions esmentades, així com alguns dels 
tràmits que han de seguir-se en el procediment d’elaboració.

Així mateix, s’ha aplicat el Decret 128/2017, de 29 de setembre, 
del Consell, pel qual es regula el procediment de notificació i comuni-
cació a la Comissió Europea dels projectes de la Generalitat, dirigits a 
establir, concedir o modificar ajudes públiques. Les subvencions que es 
concedeixen són compatibles amb el mercat interior, ja que d’acord amb 
l’article 107 del Tractat de Funcionament de la Unió Europea (TFUE), 
es declaren com a compatibles amb el mercat interior, determinades 
ajudes que tinguen per objectiu reparar els perjudicis causats per des-
astres naturals o per altres esdeveniments de caràcter excepcional, com 
és la Covid-19.

Per tot això, havent-se seguit els tràmits que es recullen en l’arti-
cle 168.1.C de la Llei 1/2015; en virtut del que disposa l’article 28.c) 
de la Llei 5/1983, de 30 de desembre, del Consell; i a proposta de la 
consellera d’Innovació, Universitats, Ciència i Societat Digital, prèvia 
deliberació del Consell en la reunió de 15 de maig de 2020,

DECRETE

Article 1. Objecte
L’objecte d’aquest decret és regular la concessió directa de les sub-

vencions de caràcter excepcional, destinades a les beneficiàries que 
figuren en l’annex, com a entitats que disposen de solucions científiques 
innovadores, que encara no estan disponibles en el mercat, i que poden 
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que pueden implementarse en ámbitos directamente relacionados con 
la lucha frente a la Covid-19.

Artículo 2. Razones de interés público que concurren en su concesión 
e imposibilidad de su convocatoria pública

1. Estas subvenciones se conceden de forma directa, en aplicación 
de lo previsto en el artículo 168.1.C de la Ley 1/2015, por concurrir 
razones de interés económico, social y humanitario, en virtud de las 
circunstancias derivadas de la declaración del estado de alarma en todo 
el territorio nacional mediante el Real decreto 463/2020. Las subven-
ciones reguladas en este decreto tienen carácter singular, derivado del 
carácter excepcional y único de los acontecimientos que motivan el 
procedimiento en cuestión. Dado el objeto específico de la subvención, 
se sigue el procedimiento de concesión directa y no el de concurrencia 
competitiva.

2. En concreto, las razones de interés público que justifican el otor-
gamiento directo de las subvenciones radican en la necesidad de seguir 
atendiendo las circunstancias cambiantes y perentorias en el ámbito 
socio-sanitario y combatir los efectos sociales y sanitarios que está 
teniendo la Covid-19 en la Comunitat Valenciana.

Artículo 3. Finalidad, ámbito y alcance de estas subvenciones
1. La finalidad de estas subvenciones es la financiación de proyec-

tos científico-innovadores, que todavía no estén disponibles en el mer-
cado y que puedan implementarse a corto plazo en ámbitos directamente 
relacionados con la lucha contra la Covid-19.

2. Los proyectos financiados están relacionados con los siguientes 
objetivos:

– El impulso y desarrollo de sistemas de detección y tratamiento 
del virus.

– La detección y análisis de la trazabilidad del virus a través de 
aguas residuales.

– El desarrollo de tecnologías innovadoras en respiradores.
– La mejora de los equipos de protección individual, a través de 

soluciones textiles innovadoras, reutilizables y de mayor duración.
– La investigación en materiales y procesos de desinfección.
– Las tecnologías innovadoras para la distribución de material sani-

tario.
– La gestión y optimización de recursos.
– Las soluciones tecnológicas para la detección de aglomeraciones 

que no requieren datos de telefonía móvil.

Artículo 4. Personas beneficiarias y requisitos
1.Tienen la consideración de personas beneficiarias aquellas enti-

dades identificadas en el anexo de este decreto, que han presentado 
propuestas conforme a la llamada efectuada por la Agencia Valenciana 
de Innovación <http://innoavi.es/es/llamada_covid19/> y han tenido 
una valoración óptima en cuanto a calidad científica, viabilidad, elevado 
nivel de maduración tecnológica y factibilidad.

2. Las beneficiarias tienen la consideración de entidades integrantes 
del Sistema Valenciano de Investigación, y son empresas u organismos 
de investigación válidamente constituidos y con domicilio fiscal o un 
centro de trabajo permanente en la Comunitat Valenciana.

Artículo 5. Financiación
1. El importe global máximo de las ayudas a conceder asciende 

a 2.497.746,74 euros a cargo de los fondos propios de la Generalitat, 
que podrán obtener, en su caso, cofinanciación del Fondo Europeo de 
Desarrollo Regional. 

2. De acuerdo con la previsión legal del último párrafo del artículo 
168.1.C de la Ley 1/2015, dichas ayudas se imputarán a la línea de 
subvención que se habilite mediante el correspondiente expediente de 
modificación presupuestaria, en la aplicación 21.02.01.542.50.7, del 
estado de gastos del presupuesto de la Generalitat para 2020.

Artículo 6. Proyectos objeto de subvención
1. Los proyectos presentados por las personas beneficiarias han sido 

evaluados científica y estratégicamente por un comité de especialistas 
externos a través de la Agència Valenciana d’ Avaluació i Prospectiva 
(AVAP), conforme con las reglas y criterios que dispone el título IV 
de la Ley 2/2009, de 14 de abril, de la Generalitat, de coordinación del 

implementar-se en àmbits directament relacionats amb la lluita enfront 
de la Covid-19.

Article 2. Raons d’interés públic que concorren en la seua concessió i 
impossibilitat de la seua convocatòria pública

1. Aquestes subvencions es concedeixen de manera directa, en 
aplicació del que es preveu en l’article 168.1.C de la Llei 1/2015, per 
concórrer raons d’interés econòmic, social i humanitari, en virtut de les 
circumstàncies derivades de la declaració de l’estat d’alarma en tot el 
territori nacional, mitjançant el Reial decret 463/2020. Les subvencions 
regulades en aquest decret tenen caràcter singular, derivat del caràcter 
excepcional i únic dels esdeveniments que motiven el procediment en 
qüestió. Atés l’objecte específic de la subvenció, se segueix el procedi-
ment de concessió directa i no el de concurrència competitiva.

2. En concret, les raons d’interés públic que justifiquen l’atorgament 
directe de les subvencions radiquen en la necessitat de continuar atenent 
les circumstàncies canviants i peremptòries en l’àmbit sociosanitari, i 
combatre els efectes socials i sanitaris que està tenint la Covid-19 a la 
Comunitat Valenciana.

Article 3. Finalitat, àmbit i abast d’aquestes subvencions
1. La finalitat d’aquestes subvencions és el finançament de projectes 

científics innovadors, que encara no estiguen disponibles en el mercat, 
i que puguen implementar-se a curt termini en àmbits directament rela-
cionats amb la lluita contra la Covid-19.

2. Els projectes finançats estan relacionats amb els objectius 
següents:

– L’impuls i desenvolupament de sistemes de detecció i tractament 
del virus.

– La detecció i anàlisi de la traçabilitat del virus a través d’aigües 
residuals.

– El desenvolupament de tecnologies innovadores en respiradors.
– La millora dels equips de protecció individual, a través de soluci-

ons tèxtils innovadores, reutilitzables i de major durada.
– La investigació en materials i processos de desinfecció.
– Les tecnologies innovadores per a la distribució de material sani-

tari.
– La gestió i optimització de recursos.
– Les solucions tecnològiques per a la detecció d’aglomeracions que 

no requerisquen dades de telefonia mòbil.

Article 4. Persones beneficiàries i requisits
1. Tenen la consideració de persones beneficiàries aquelles entitats 

identificades en l’annex d’aquest decret, que han presentat propostes 
conforme a la crida efectuada per l’Agència Valenciana d’Innovació 
<http://innoavi.es/es/llamada_Covid-19/>, i han tingut una valoració 
òptima quant a qualitat científica, viabilitat, elevat nivell de maduració 
tecnològica i factibilitat.

2. Les beneficiàries tenen la consideració d’entitats integrants del 
Sistema Valencià d’Investigació, i són empreses o organismes d’investi-
gació vàlidament constituïts, i amb domicili fiscal o un centre de treball 
permanent a la Comunitat Valenciana.

Article 5. Finançament
1. L’import global màxim de les ajudes a concedir ascendeix a 

2.497.746,74 euros, a càrrec dels fons propis de la Generalitat, que 
podran obtindre, en el seu cas, cofinançament del Fons Europeu de 
Desenvolupament Regional. 

2. D’acord amb la previsió legal de l’últim paràgraf de l’article 
168.1.C de la Llei 1/2015, aquestes ajudes s’imputaran a la línia de 
subvenció que s’habilite mitjançant el corresponent expedient de modi-
ficació pressupostària, en l’aplicació 21.02.01.542.50.7, de l’estat de 
despeses del pressupost de la Generalitat per a 2020.

Article 6. Projectes objecte de subvenció
1. Els projectes presentats per les persones beneficiàries han sigut 

avaluats científicament i estratègicament per un comité d’especialistes 
externs, a través de l’Agència Valenciana d’Avaluació i Prospectiva 
(AVAP), conforme amb les regles i els criteris que disposa el títol IV 
de la Llei 2/2009, de 14 d’abril, de la Generalitat, de coordinació del 
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sistema valenciano de investigación científica y desarrollo tecnológico, 
mediante los que se ha garantizado el cumplimiento de los objetivos 
planteados y su adecuación a la situación de urgencia que ha dado lugar 
a esta acción, motivo por el cual van acompañadas de un cronograma 
de ejecución de la ayuda.

2. Todos los proyectos que figuran en el anexo constituyen una solu-
ción innovadora cuyo nivel de maduración tecnológica (TRL) es igual 
o superior a 6 y menor a 9, en la escala que utiliza la Comisión Europea 
en Horizonte 2020.

Artículo 7. Importe de las ayudas
1. El importe de la ayuda para cada una de las propuestas viene 

determinada por la cuantía indicada por la persona beneficiaria para la 
ejecución de la solución innovadora de acuerdo con la memoria pre-
sentada y por el resultado del análisis de la idoneidad de las propuestas 
efectuada por el comité de especialistas externos referido en el artículo 
sexto.

2. En cualquier caso, para cada solicitud el importe máximo de la 
ayuda para la ejecución de la actividad no es superior a 100.000,00 
euros.

Artículo 8. Conceptos subvencionados
1. Las ayudas otorgadas tendrán carácter de subvención y cumplirán 

lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 38/2003. En ningún caso serán 
subvencionables los gastos excluidos en dicho artículo. En este sentido, 
los tributos son gastos subvencionables cuando la persona beneficiaria 
de la subvención los abona efectivamente. No se consideran gastos sub-
vencionables los impuestos indirectos cuando sean susceptibles de recu-
peración o compensación, ni los impuestos personales sobre la renta.

2. Las subvenciones se destinarán, de forma unívoca, a cubrir los 
gastos relacionados con el desarrollo y ejecución de las actividades 
para las que hayan sido concedidas. La financiación se destinará a los 
siguientes conceptos:

a) Gastos de material fungible y suministros similares que se deri-
ven directamente del proyecto. Se excluye material de oficina y consu-
mibles informáticos.

b) Gastos de adquisición de equipamiento científico técnico, inclu-
yendo software de carácter específico, el cual debe estar relacionado 
con el proyecto presentado. Se excluyen los dispositivos informáticos 
de uso genérico.

c) Gastos de registro de derechos de propiedad industrial o intelec-
tual derivados de la ejecución del proyecto.

d) Gastos de actividades de formación imprescindibles para la eje-
cución del proyecto.

e) Gastos de personal de nueva contratación, incluyendo salarios y 
cuotas de la Seguridad Social, en la medida en que estén dedicados al 
desarrollo de la solución innovadora.

f) Gastos de desplazamiento y alojamiento de personal con motivo 
de las actividades del proyecto. Los gastos de viaje que se imputen esta-
rán limitados por los importes establecidos en el Decreto 24/1997, de 11 
de febrero, del Gobierno Valenciano, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio y gratificaciones por servicios extraordinarios.

g) Otros gastos de ejecución del proyecto, que sean estrictamente 
necesarios para su correcta implementación.

Artículo 9. Órgano gestor y procedimiento
1. La tramitación y la gestión de la subvención corresponden a la 

Secretaría Autonómica de Universidades e Investigación.
2. La persona beneficiaria deberá manifestar, en el plazo de quince 

días hábiles a partir de la publicación de este decreto en el Diari Oficial 
de la Generalitat Valenciana, su conformidad con la concesión de la 
subvención y con las presentes bases reguladoras, a la que deberá adjun-
tarse la memoria detallada del proyecto, presentado a la llamada efec-
tuada por la AVI, junto con el cronograma del desarrollo de la actuación.

3. El documento de conformidad, debidamente firmado, deberá 
presentarse en el registro electrónico de la Generalitat o conforme a 
lo dispuesto en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas.

4. Las personas beneficiarias adjuntarán una declaración responsa-
ble de no estar incurso en las prohibiciones previstas en el artículo 13 de 

sistema valencià d’investigació científica i desenvolupament tecnològic, 
mitjançant els quals s’ha garantit el compliment dels objectius plantejats 
i la seua adequació a la situació d’urgència que ha donat lloc a aquesta 
acció, motiu pel qual van acompanyats d’un cronograma d’execució 
de l’ajuda.

2. Tots els projectes que figuren en l’annex constitueixen una solu-
ció innovadora, el nivell de maduració tecnològica (TRL) de la qual 
és igual o superior a 6 i menor a 9, en l’escala que utilitza la Comissió 
Europea en Horitzó 2020.

Article 7. Import de les ajudes
1. L’import de l’ajuda per a cadascuna de les propostes ve determi-

nat per la quantia indicada per la persona beneficiària per a l’execució 
de la solució innovadora, d’acord amb la memòria presentada, i pel 
resultat de l’anàlisi de la idoneïtat de les propostes, efectuada pel comité 
d’especialistes externs esmentat en l’article sisé.

2. En qualsevol cas, per a cada sol·licitud, l’import màxim de l’aju-
da per a l’execució de l’activitat no és superior a 100.000,00 euros.

Article 8. Conceptes subvencionats
1. Les ajudes atorgades tindran caràcter de subvenció i compliran el 

que es disposa en l’article 31 de la Llei 38/2003. En cap cas, no seran 
subvencionables les despeses excloses en l’esmentat article. En aquest 
sentit, els tributs són despeses subvencionables quan la persona bene-
ficiària de la subvenció els abona efectivament. No es consideren des-
peses subvencionables els impostos indirectes quan siguen susceptibles 
de recuperació o compensació, ni els impostos personals sobre la renda.

2. Les subvencions es destinaran, de manera unívoca, a cobrir les 
despeses relacionades amb el desenvolupament i execució de les activi-
tats per a les quals hagen sigut concedides. El finançament es destinarà 
als conceptes següents:

a) Despeses de material fungible i subministraments similars, que 
es deriven directament del projecte. S’exclou material d’oficina i con-
sumibles informàtics.

b) Despeses d’adquisició d’equipament cientificotècnic, incloent-hi 
programari de caràcter específic, el qual ha d’estar relacionat amb el 
projecte presentat. S’exclouen els dispositius informàtics d’ús genèric.

c) Despeses de registre de drets de propietat industrial o intel·lectu-
al, derivades de l’execució del projecte.

d) Despeses d’activitats de formació imprescindibles per a l’execu-
ció del projecte.

e) Despeses de personal de nova contractació, incloent-hi salaris i 
quotes de la Seguretat Social, en la mesura en què estiguen dedicades al 
desenvolupament de la solució innovadora.

f) Despeses de desplaçament i allotjament de personal amb motiu de 
les activitats del projecte. Les despeses de viatge que s’imputen estaran 
limitades pels imports establits en el Decret 24/1997, d’11 de febrer, del 
Govern Valencià, sobre indemnitzacions per raó del servei i gratificaci-
ons per serveis extraordinaris.

g) Altres despeses d’execució del projecte, que siguen estrictament 
necessàries per a la seua correcta implementació.

Article 9. Òrgan gestor i procediment
1. La tramitació i la gestió de la subvenció corresponen a la Secre-

taria Autonòmica d’Universitats i Recerca.
2. La persona beneficiària haurà de manifestar, en el termini de 

quinze dies hàbils a partir de la publicació d’aquest decret en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana, la conformitat amb la concessió 
de la subvenció i amb les presents bases reguladores, a la qual haurà 
d’adjuntar-se la memòria detallada del projecte, presentat a la crida 
efectuada per l’AVI, juntament amb el cronograma del desenvolupa-
ment de l’actuació.

3. El document de conformitat, degudament signat, haurà de presen-
tar-se en el registre electrònic de la Generalitat, o conforme al que es 
disposa en l’article 16.4 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del procedi-
ment administratiu comú de les administracions públiques.

4. Les persones beneficiàries adjuntaran una declaració responsa-
ble de no estar incurses en les prohibicions previstes en l’article 13 de 

562



Ley 38/2003, cuyo cumplimiento podrá ser comprobado por el órgano 
gestor de la subvención, salvo que se manifieste oposición expresa por 
parte de la beneficiaria, en cuyo caso deberá aportar la correspondiente 
documentación acreditativa.

5. Conforme a lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 39/2015, 
si el documento de conformidad se hubiera cumplimentado de forma 
incompleta o no se hubieran aportado los requisitos y documentos que 
se señalan en este artículo, la persona interesada será requerida para 
que, en un plazo de diez días hábiles, enmiende la falta o acompañe los 
documentos preceptivos, con la indicación de que, en caso de no hacer-
lo, se le tendrá por desistido, previa resolución de archivo del expedien-
te, que deberá ser dictada en los términos que prevé el artículo 21 de 
la Ley 39/2015, quedando sin efecto la concesión de la subvención y 
perdiendo, por tanto, el derecho a la percepción.

Artículo 10. Obligaciones de las personas beneficiarias.
1. Las personas beneficiarias quedarán obligadas a someterse a la 

normativa sobre supervisión, seguimiento y control de subvenciones, 
así como a facilitar toda la información requerida por el órgano gestor 
de la subvención. Igualmente quedarán, en todo caso, sujetas a las obli-
gaciones impuestas por el artículo 14 y concordantes de Ley 38/2003.

2. Los proyectos científico-innovadores deberán respetar los princi-
pios fundamentales establecidos en la Declaración de Helsinki (Asam-
blea Médica Mundial), en el Convenio del Consejo de Europa relativo 
a los derechos humanos y la biomedicina, en la Declaración Universal 
de la UNESCO sobre el genoma humano y los derechos humanos, así 
como los requisitos establecidos en la legislación española en el ámbito 
de la investigación biomédica, la protección de datos y la bioética.

3. Atenerse a lo dispuesto en la Ley 14/2007, de 3 de julio, de Inves-
tigación biomédica cuando exista investigación en humanos o utiliza-
ción de muestras de origen humano.

4. Cumplir con lo previsto en el Real decreto 1090/2015, de 4 de 
diciembre, por el que se regulan los ensayos clínicos con medicamentos, 
los comités de ética de la investigación con medicamentos y el Registro 
Español de Estudios Clínicos.

5. Atenerse a lo dispuesto en la normativa vigente y en particular 
Real decreto 53/2013, de 1 de febrero, por el que se establecen las nor-
mas básicas aplicables para la protección de los animales utilizados 
en experimentación y otros fines científicos, incluyendo la docencia, 
cuando se vaya a desarrollar actividad investigadora que implique expe-
rimentación con animales.

6. Atenerse a lo dispuesto en la Ley 9/2003, de 25 de abril, sobre la 
utilización confinada, liberación voluntaria y comercialización de orga-
nismos modificados genéticamente; y en el Real decreto 178/2004, de 
30 de enero, por el que se aprueba el reglamento general que la desarro-
lla, cuando se vaya a desarrollar actividad investigadora que implique 
la utilización de organismos modificados genéticamente.

7. Si fuera el caso, ajustarse a lo establecido en la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales y su normativa 
de desarrollo en cuanto a los riesgos relacionados con la exposición a 
agentes biológicos, cuando se vaya a desarrollar actividad investigadora 
que implique la utilización de este tipo de agentes.

8. De conformidad con la disposición adicional decimotercera de la 
Ley 14/2011, de 1 de junio, de la ciencia, la tecnología y la innovación, 
el personal investigador y los grupos de investigación, promoverán y 
promocionarán la incorporación de la perspectiva de género como una 
categoría transversal en la investigación y la tecnología.

9. Aceptación de la cesión, a favor de la Generalitat, de los datos 
contenidos en la solicitud, a efectos estadísticos, de evaluación y segui-
miento, sin perjuicio de lo establecido en la legislación sobre propiedad 
intelectual y sobre protección de datos de carácter personal.

Artículo 11. Régimen de justificación
a) Las personas beneficiarias de estas subvenciones deberán, de con-

formidad con lo dispuesto en el artículo 14.b) de la Ley 38/2003, acredi-
tar la realización de la actividad de investigación y el cumplimiento de 
la finalidad que determine la concesión y disfrute de la subvención, así 
como cumplir con lo dispuesto en el artículo 169 de la Ley 1/2015.

b) Sin perjuicio de las instrucciones que pueda dictar el órgano ges-
tor, las entidades beneficiarias estarán obligadas a presentar, en el plazo 
que dispone el apartado f) de este artículo, la siguiente documentación 
como justificación económica del pago de las subvenciones recibidas:

Llei 38/2003, el compliment de la qual podrà ser comprovat per l’òrgan 
gestor de la subvenció, llevat que es manifeste oposició expressa per 
part de la beneficiària, i en aquest cas haurà d’aportar la corresponent 
documentació acreditativa.

5. Conforme amb el que es disposa en l’article 68 de la Llei 
39/2015, si el document de conformitat s’haguera emplenat de manera 
incompleta, o no s’hagueren aportat els requisits i documents que s’as-
senyalen en aquest article, la persona interessada serà requerida perquè, 
en un termini de deu dies hàbils, esmene la falta o acompanye els docu-
ments preceptius, amb la indicació que, en cas de no fer-ho, se la tindrà 
per desistida, prèvia resolució d’arxivament de l’expedient, que haurà 
de ser dictada en els termes que preveu l’article 21 de la Llei 39/2015, 
quedant sense efecte la concessió de la subvenció i perdent, per tant, el 
dret a la percepció.

Article 10. Obligacions de les persones beneficiàries
1. Les persones beneficiàries quedaran obligades a sotmetre’s a la 

normativa sobre supervisió, seguiment i control de subvencions, així 
com a facilitar tota la informació requerida per l’òrgan gestor de la 
subvenció. Igualment quedaran, en tot cas, subjectes a les obligacions 
imposades per l’article 14 i concordants de Llei 38/2003.

2. Els projectes científics innovadors hauran de respectar els prin-
cipis fonamentals establits en la Declaració de Hèlsinki (Assemblea 
Mèdica Mundial); en el Conveni del Consell d’Europa relatiu als drets 
humans i la biomedicina; en la Declaració Universal de la UNESCO 
sobre el genoma humà i els drets humans; així com els requisits establits 
en la legislació espanyola en l’àmbit de la investigació biomèdica, la 
protecció de dades i la bioètica.

3. Atindre’s al que es disposa en la Llei 14/2007, de 3 de juliol, 
d’Investigació biomèdica, quan existisca investigació en humans o uti-
lització de mostres d’origen humà.

4. Complir amb el que es preveu en el Reial decret 1090/2015, de 4 
de desembre, pel qual es regulen els assajos clínics amb medicaments, 
els comités d’ètica de la investigació amb medicaments, i el Registre 
Espanyol d’Estudis Clínics.

5. Atindre’s al que es disposa en la normativa vigent i en particular 
Reial decret 53/2013, d’1 de febrer, pel qual s’estableixen les normes 
bàsiques aplicables per a la protecció dels animals utilitzats en experi-
mentació i altres finalitats científiques, incloent-hi la docència, quan es 
pense desenvolupar activitat investigadora que implique experimentació 
amb animals.

6. Atindre’s al que es disposa en la Llei 9/2003, de 25 d’abril, sobre 
la utilització confinada, alliberament voluntari i comercialització d’or-
ganismes modificats genèticament; i en el Reial decret 178/2004, de 30 
de gener, pel qual s’aprova el reglament general que la desenvolupa, 
quan es pense desenvolupar activitat investigadora que implique la uti-
lització d’organismes modificats genèticament.

7. Si fos el cas, ajustar-se al que s’estableix en la Llei 31/1995, de 
8 de novembre, de prevenció de riscos laborals i la seua normativa de 
desenvolupament, quant als riscos relacionats amb l’exposició a agents 
biològics, quan es pense desenvolupar activitat investigadora que impli-
que la utilització d’aquesta mena d’agents.

8. De conformitat amb la disposició addicional tretzena de la Llei 
14/2011, d’1 de juny, de la ciència, la tecnologia i la innovació, el perso-
nal investigador i els grups d’investigació, promouran i promocionaran 
la incorporació de la perspectiva de gènere com una categoria transver-
sal en la investigació i la tecnologia.

9 Acceptació de la cessió, a favor de la Generalitat, de les dades 
contingudes en la sol·licitud, a efectes estadístics, d’avaluació i segui-
ment, sense perjudici del que s’estableix en la legislació sobre propietat 
intel·lectual i sobre protecció de dades de caràcter personal.

Article 11. Règim de justificació
a) Les persones beneficiàries d’aquestes subvencions deuran, de 

conformitat amb el que es disposa en l’article 14.b) de la Llei 38/2003, 
acreditar la realització de l’activitat d’investigació i el compliment de 
la finalitat que determine la concessió i gaudi de la subvenció, així com 
complir amb el que es disposa en l’article 169 de la Llei 1/2015.

b) Sense perjudici de les instruccions que puga dictar l’òrgan gestor, 
les entitats beneficiàries estaran obligades a presentar, en el termini que 
disposa l’apartat f) d’aquest article, la documentació següent com a 
justificació econòmica del pagament de les subvencions rebudes:
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1. Las entidades beneficiarias que, de acuerdo con el artículo 171.5 
de la Ley 1/2015, están exentas de prestar garantía para el pago antici-
pado así como las que no estándolo presten dicha garantía:

1.1. Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la activi-
dad, con identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha 
de emisión y, en su caso, fecha de pago.

1.2. Un detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan finan-
ciado la actividad subvencionada con indicación del importe y su pro-
cedencia.

1.3. Certificación de que la subvención concedida ha sido debida-
mente registrada en la contabilidad de la entidad, y que la documen-
tación original acreditativa del gasto realizado se encuentra en las 
dependencias de la misma, a disposición del órgano instructor, de la 
Intervención General de la Generalitat y de la Sindicatura de Cuentas.

2. Las restantes entidades publicas o privadas presentarán una cuen-
ta justificativa que contendrá la siguiente documentación:

2.1. Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la acti-
vidad, con identificación del acreedor y del documento, su importe, 
fecha de emisión, que se justificarán con facturas y demás documentos 
de valor probatorio equivalente en el tráfico jurídico mercantil o con 
eficacia administrativa, en fotocopia compulsada.

2.2. Una relación detallada de otros ingresos o subvenciones que 
hayan financiado la actividad subvencionada con indicación del importe 
y su procedencia.

2.3. Para la justificación de los gastos de personal realizados, se 
presentarán las copias de los contratos y de las nóminas, acompañadas 
de los boletines de cotización TC1 y TC2 del personal contratado.

c) Todas las entidades deberán aportar una declaración responsable 
acreditativa del cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley 
38/2003. Además, si concurre el supuesto previsto en el artículo 31.3 
de la Ley 38/2003, deberán presentar los tres presupuestos que deben 
haber solicitado.

d) Aquellas entidades que estén exentas de IVA deberán remitir cer-
tificado acreditativo de este extremo.

e) Para efectuar el seguimiento científico de la subvención, se jus-
tificará el uso de la subvención concedida mediante el cumplimiento 
de las normas de seguimiento científico-técnico. Para ello, junto con 
la justificación económica, se presentará un informe de los resultados 
obtenidos tras el desarrollo del proyecto.

f) El periodo de ejecución de la actividad objeto de subvención fina-
lizará el 31 de diciembre de 2020 y el plazo para la presentación de los 
documentos justificativos de las subvenciones finalizará el 28 de febrero 
de 2021. El plazo de justificación se publicará en la página web de la 
conselleria de Innovación, Universidades, Ciencia y Sociedad Digital, 
por medio de instrucción del órgano gestor.

Artículo 12. Pago de las subvenciones 
1. Conforme con lo dispuesto en el artículo 1.1 del Decreto ley 

4/2020, de 17 de abril, del Consell, de medidas extraordinarias de ges-
tión económico-financiera para hacer frente a la crisis producida por la 
Covid-19, las ayudas se librarán a las entidades beneficiarias hasta un 
100% tras la aceptación de la concesión de la subvención por parte de la 
beneficiaria, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9 de este decreto.

2. De conformidad con el artículo 171 de la Ley 1/2015, no podrá 
realizarse el pago de la subvención en tanto la persona beneficiaria no 
se halle al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias 
y frente a la Seguridad Social o tenga la condición de sujeto deudor por 
resolución de reintegro. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizarse el 
pago de la subvención desde el momento en que, por órgano competen-
te de la Administración de la Generalitat, se haya notificado al sujeto 
deudor del reintegro, el inicio del correspondiente expediente de com-
pensación de deudas, en orden a su completa extinción.

Artículo 13. Minoración, anulación y reintegro de las subvenciones
1. El incumplimiento de los requisitos establecidos en este decreto, dará 

lugar, previo el oportuno procedimiento, a la obligación de reintegrar, total 
o parcialmente, las subvenciones y los intereses de demora correspondien-
tes, conforme a lo dispuesto en el artículo 172 de la Ley 1/2015.

2. El falseamiento o la ocultación de datos y documentos que afec-
ten sustancialmente a la concesión y entrega de fondos públicos, dará 
lugar a la exigencia de responsabilidades tanto en el orden administra-

1. Les entitats beneficiàries que, d’acord amb l’article 171.5 de la 
Llei 1/2015, estan exemptes de prestar garantia per al pagament antici-
pat, així com les que no estant-ho presten aquesta garantia:

1.1. Una relació classificada de les despeses i inversions de l’acti-
vitat, amb identificació del creditor i del document, el seu import, data 
d’emissió i, en el seu cas, data de pagament.

1.2. Un detall d’altres ingressos o subvencions que hagen finançat 
l’activitat subvencionada, amb indicació de l’import i la seua proce-
dència.

1.3. Certificat que la subvenció concedida ha sigut degudament 
registrada en la comptabilitat de l’entitat, i que la documentació ori-
ginal acreditativa de la despesa realitzada es troba en les dependències 
d’aquesta, a la disposició de l’òrgan instructor, de la Intervenció General 
de la Generalitat i de la Sindicatura de Comptes.

2. Les restants entitats publiques o privades presentaran un compte 
justificatiu que contindrà la documentació següent:

2.1. Una relació classificada de les despeses i inversions de l’acti-
vitat, amb identificació del creditor i del document, el seu import, data 
d’emissió, que es justificaran amb factures i altres documents de valor 
probatori equivalent en el tràfic jurídic mercantil o amb eficàcia admi-
nistrativa, en fotocòpia compulsada.

2.2. Una relació detallada d’altres ingressos o subvencions que 
hagen finançat l’activitat subvencionada, amb indicació de l’import i 
la seua procedència.

2.3. Per a la justificació de les despeses de personal realitzades, es 
presentaran les còpies dels contractes i de les nòmines, acompanyades 
dels butlletins de cotització TC1 i TC2 del personal contractat.

c) Totes les entitats hauran d’aportar una declaració responsable 
acreditativa del compliment de les obligacions establides en la Llei 
38/2003. A més, si concorre el supòsit previst en l’article 31.3 de la 
Llei 38/2003, hauran de presentar els tres pressupostos que han d’haver 
sol·licitat.

d) Aquelles entitats que estiguen exemptes d’IVA, hauran de reme-
tre certificat acreditatiu d’aquest extrem.

e) Per a efectuar el seguiment científic de la subvenció, es justificarà 
l’ús de la subvenció concedida mitjançant el compliment de les normes 
de seguiment cientificotècnic. Per a això, juntament amb la justificació 
econòmica, es presentarà un informe dels resultats obtinguts després del 
desenvolupament del projecte.

f) El període d’execució de l’activitat objecte de subvenció finalit-
zarà el 31 de desembre de 2020, i el termini per a la presentació dels 
documents justificatius de les subvencions finalitzarà el 28 de febrer de 
2021. El termini de justificació es publicarà en la pàgina web de la con-
selleria d’Innovació, Universitats, Ciència i Societat Digital, per mitjà 
d’instrucció de l’òrgan gestor.

Article 12. Pagament de les subvencions 
1. Conforme amb el que es disposa en l’article 1.1 del Decret llei 

4/2020, de 17 d’abril, del Consell, de mesures extraordinàries de gestió 
economicofinancera per a fer front a la crisi produïda per la Covid-19, 
les ajudes es lliuraran a les entitats beneficiàries fins a un 100% després 
de l’acceptació de la concessió de la subvenció per part de la beneficià-
ria d’acord amb el que es disposa en l’article 9 d’aquest decret.

2. De conformitat amb l’article 171 de la Llei 1/2015, no es podrà 
realitzar en cap cas el pagament de la subvenció, mentre la beneficiària 
no es trobe al corrent en el compliment de les seues obligacions tributà-
ries i enfront de la Seguretat Social, o tinga la condició de subjecte deu-
tor per resolució de reintegrament. Sense perjudici de l’anterior, podrà 
realitzar-se el pagament de la subvenció des del moment en què, per 
òrgan competent de l’Administració de la Generalitat, s’haja notificat al 
subjecte deutor del reintegrament, l’inici del corresponent expedient de 
compensació de deutes, amb vista a la seua completa extinció.

Article 13. Minoració, anul·lació i reintegrament de les subvencions
1. L’incompliment dels requisits establits en aquest decret, donarà 

lloc, previ l’oportú procediment, a l’obligació de reintegrar, totalment o 
parcialment, les subvencions i els interessos de demora corresponents, 
conforme al que es disposa en l’article 172 de la Llei 1/2015.

2. El falsejament o l’ocultació de dades i documents que afecten 
substancialment la concessió i lliurament de fons públics, donarà lloc 
a l’exigència de responsabilitats tant en l’ordre administratiu com en el 
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tivo como en el jurisdiccional competente, así como a lo dimanante en 
los artículos 173 a 177 de la Ley 1/2015.

3. La conselleria competente en materia en innovación, universi-
dades, ciencia y sociedad digital realizará cuantos controles técnicos y 
administrativos considere necesarios con objeto de conformar el correc-
to cumplimiento de los requisitos exigidos en este decreto.

Artículo 14. Concurrencia y compatibilidad de las ayudas
1. Las ayudas reguladas en este decreto podrán ser compatibles con 

la percepción de otras subvenciones o ayudas procedentes de cuales-
quiera administraciones o entes públicos o privados, nacionales, interna-
cionales, o de la Unión Europea, siempre que el importe conjunto de las 
mismas sea de tal cuantía que, aisladamente o en concurrencia con otras 
subvenciones o ayudas, no supere el coste de la actividad financiada.

2. Sin prejuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, estas ayudas 
son incompatibles con la percepción de fondos u otras ayudas proceden-
tes del Instituto de Salud Carlos III para la financiación extraordinaria 
de proyectos de investigación sobre el SARS-COV-2 y la enfermedad 
Covid-19.

3. Las subvenciones que se conceden en este decreto son compa-
tibles con el mercado interior de acuerdo con lo dispuesto en la letra 
b, del apartado 2 del artículo 107 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea.

Artículo 15. Normativa aplicable
1. Estas ayudas tienen la consideración de subvenciones públicas y 

se rigen por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subven-
ciones; el Real decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba 
su reglamento y demás normativa concordante; y por la Ley 1/2015, de 
6 de febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del sector público 
instrumental y de subvenciones.

2. En aplicación del apartado 4 de la disposición adicional cuarta 
del Real decreto 463/2020, la suspensión de plazos no se aplicará al 
procedimiento de concesión de estas ayudas, por ser un procedimiento 
referido a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos que justi-
fican el estado de alarma.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Habilitación 
Se habilita a la persona titular de la conselleria competente en mate-

ria de innovación, universidades, ciencia i sociedad digital para desarro-
llar y ejecutar este decreto.

Segunda. Efectos
Este decreto producirá efectos a partir del día siguiente de su publi-

cación en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Contra este decreto, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer potestativamente recurso de reposición ante el órgano que 
ha dictado el acto, en el plazo de un mes desde su publicación en el 
Diari Oficial de la Generalitat Valenciana, de acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 112, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas, 
o bien recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo contencioso 
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente de 
su publicación, en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. Todo 
esto en conformidad con lo dispuesto en los artículos 10, 44 y 46 de la 
mencionada Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, y sin perjuicio que se utilice cualquier otra 
vía que se considere oportuna.	

València, 15 de mayo de 2020

El president de la Generalitat, 
XIMO PUIG I FERRER

La consellera de Innovación, Universidades,
Ciencia y Sociedad Digital,
CAROLINA PASCUAL VILLALOBOS

jurisdiccional competent, així com al dimanant en els articles 173 a 177 
de la Llei 1/2015.

3. La conselleria competent en innovació, universitats, ciència i 
societat digital, realitzarà quants controls tècnics i administratius consi-
dere necessaris, a fi de conformar el correcte compliment dels requisits 
exigits en aquest decret.

Article 14. Concurrència i compatibilitat de les ajudes
1. Les ajudes regulades en aquest decret podran ser compatibles 

amb la percepció d’altres subvencions o ajudes provinents de qualssevol 
administracions o ens públics o privats, nacionals, internacionals, o de 
la Unió Europea, sempre que l’import conjunt d’aquelles siga de tal 
quantia que, aïlladament o en concurrència amb altres subvencions o 
ajudes, no supere el cost de l’activitat finançada.

2. Sense perjudici del que es disposa en l’apartat anterior, aques-
tes ajudes són incompatibles amb la percepció de fons o altres ajudes 
provinents de l’Institut de Salut Carlos III, per al finançament extraor-
dinari de projectes d’investigació sobre el SARS-COV-2 i la malaltia 
Covid-19.

3. . Les subvencions que es concedeixen en aquest decret són com-
patibles amb el mercat interior d’acord amb el que es disposa en la 
lletra b) de l’apartat 2, de l’article 107 del Tractat de Funcionament de 
la Unió Europea.

Article 15 Normativa aplicable
1. Aquestes ajudes tenen la consideració de subvencions públiques 

i es regeixen per la Llei 38/2003, de 17 de novembre, general de sub-
vencions; el Reial decret 887/2006, de 21 de juliol, pel qual s’aprova 
el seu reglament i altra normativa concordant; i per la Llei 1/2015, de 6 
de febrer, de la Generalitat, d’hisenda pública, del sector públic instru-
mental i de subvencions.

2. En aplicació de l’apartat 4 de la disposició addicional quarta del 
Reial decret 463/2020, la suspensió de terminis no s’aplicarà al proce-
diment de concessió d’aquestes ajudes, per ser un procediment referit a 
situacions estretament vinculades als fets que justifiquen l’estat d’alar-
ma.

DISPOSICIONS FINALS

Primera. Habilitació 
S’habilita a la persona titular de la conselleria competent en matèria 

d’innovació, universitats, ciència i societat digital per desenvolupar i 
executar aquest decret.

Segona. Efectes
Aquest decret produirà efectes a partir de l’endemà de la publicació 

en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Contra aquest decret, que posa fi a la via administrativa, es podrà 
interposar potestativament recurs de reposició davant l’òrgan que ha 
dictat l’acte, en el termini d’un mes des de la publicació en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana, d’acord amb el que es disposa en 
els articles 112, 123 i 124 de la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del proce-
diment administratiu comú de les administracions públiques, o bé recurs 
contenciós administratiu davant la Sala contenciosa administrativa del 
Tribunal Superior de Justícia de la Comunitat Valenciana, en el termini 
de dos mesos comptats a partir de l’endemà de publicar-se, en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana. Tot això de conformitat amb el 
que es disposa en els articles 10, 44 i 46 de l’esmentada Llei 29/1998, 
de 13 de juliol, reguladora de la jurisdicció contenciosa administrati-
va, i sense perjudici que s’utilitze qualsevol altra via que es considere 
oportuna.

València, 15 de maig de 2020

El president de la Generalitat, 
XIMO PUIG I FERRER

La consellera d’Innovació, Universitats,
Ciència i Societat Digital,
CAROLINA PASCUAL VILLALOBOS
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ANEXO

PROYECTOS Y BENEFICIARIAS
1. Entidad beneficiaria: Darimo Carbon SL.
Título del proyecto: Creación de un Ventilador bilevel para Ventila-

ción Invasiva Controlada por Presión: ACUTE-19
Justificación de la adjudicación: Ventilador bilevel para Ventilación 

Controlada por Presión. Existe la posibilidad de realizar monitorización 
avanzada externa con sistema de monitorización de mecánica ventila-
toria FluxMed GrH de bajo coste y portable. Ventilador intuitivo, de 
fácil manejo para facilitar su uso al sanitario. Código abierto para dar la 
posibilidad de su replicación y mejora por cualquier otro usuario. Bajo 
coste. Disponible en menos de un mes.

Presupuesto financiado: 100.000,00 euros.

2. Entidad beneficiaria e Investigador responsable: Universitat Poli-
tècnica de València; IP: Javier Saiz.

Título del proyecto: Sistema de actuación mecánica de un respirador 
manual (AMBU) para su utilización en pacientes con Covid-19.

Justificación de la adjudicación: El equipo propuesto es un dispo-
sitivo electro-mecánico controlado que provoca la contracción de un 
AMBU comercial para proporcionar la adecuada inspiración y espi-
ración a pacientes entubados. Se desarrolla por la UPV-Instituto de 
Biomecánica de València con la colaboración de Instituto Técnológico 
Metalmecánico, Mueble, Madera, Embalaje y Afines - AIDIMME. El 
sistema propuesto cumple los requisitos clínicos para ser utilizado en 
hospitales durante la pandemia. En el diseño se han seguido las espe-
cificaciones del documento RMVS001 definido por la MHRA-Medi-
cines & Healthcare products Regulatory Agency del Reino Unido que, 
a su vez, está basado en las normas internacionales EN ISO 80601-2-
12:2011. Es un sistema mecánico fiable, robusto y de fácil fabricación. 
El sistema de control es digital, lo que permite monitorizar el valor de la 
presión en la entrada de aire. Se han realizado las pruebas de funciona-
miento en un simulador de paciente, ASL 5000 de IngMar Medcial, con 
resultados plenamente satisfactorios. Disponible en menos de un mes.

Presupuesto financiado: 77.633 euros.

3. Entidad beneficiaria: GRAPHENGLASS SL
Título del proyecto: Desarrollo y fabricación de nuevas válvulas 

Venturi para respirador no invasivo para pacientes Pre-UCI en Planta
Justificación de la adjudicación: Graphenglass, en colaboración con 

el Hospital La Fe de València, ofrece solución a uno de los problemas 
que pueden ser habituales en plantas de hospitalización convencional 
con pacientes afectados por el COVID19 (necesidad de gran aporte de 
oxigenoterapia). Mediante una válvula Venturi se puede integrar los dos 
circuitos de alimentación de oxígeno presentes en toda habitación de 
hospital. Uno de los circuitos se somete al efecto Venturi, y el segundo 
se inyecta de forma adicional al flujo resultante del primero. La tecno-
logía responderá a la escasez de respiradores y ayudará a los pacientes 
Pre-UCI con mayores necesidades TiO2 que no pueden satisfacer los 
respiradores ahora instalados, rediciendo notablemente las necesidades 
de asistencia respiratoria invasiva. La fabricación de la válvula es com-
pleja en sus formas y circuitos de aire internos, y su diseño se concibe 
para la fabricación en impresoras 3D industriales de tecnología DLP.

Presupuesto financiado: 47.308,29 euros

4. Entidad beneficiaria e Investigadora responsable: Consejo Supe-
rior de Investigaciones Científicas- Instituto de Agroquímica y Tecno-
logía de Alimentos; IP: Gloria Sanchez Moraga

Título del proyecto: Papel del agua en la transmisión de SARS-
CoV-2

Justificación de la adjudicación: Las técnicas moleculares para la 
detección del RNA de SARS-CoV-2 son métodos rápidos, sensibles y 
altamente específicos, pero al detectar genomas no son capaces de dife-
renciar entre virus infecciosos y no infecciosos, y ello dificulta enorme-
mente la interpretación de un resultado positivo en términos de análisis 
de riesgo, sobre todo en muestras ambientales. Con el fin de obtener una 
mejor correlación entre la detección por RT-qPCR y la infectividad de la 
muestra, se ha desarrollado una PCR de viabilidad para virus de trans-
misión alimentaria, y recientemente para coronavirus porcino. Aunque 
los pretratamientos con reactivos de viabilidad reflejan mejor los patro-
nes de inactivación vírica, la correlación con la infectividad sigue sin ser 

ANNEX

PROJECTES I BENEFICIÀRIES
1. Entitat beneficiària: Darimo Carbón, SL.
Títol del projecte: Creació d’un Ventilador bilevel per a Ventilació 

Invasiva Controlada per Pressió: ACUTE-19.
Justificació de l’adjudicació: Ventilador bilevel per a Ventilació 

Controlada per Pressió. Existeix la possibilitat de realitzar monitorat-
ge avançat extern, amb sistema de monitoratge de mecànica ventilatò-
ria FluxMed GrH de baix cost i portable. Ventilador intuïtiu, de fàcil 
maneig per a facilitar-ne l’ús al sanitari. Codi obert per a donar la pos-
sibilitat de la seua replicació i millora per qualsevol altre usuari. Baix 
cost. Disponible en menys d’un mes.

Pressupost finançat: 100.000,00 euros.

2. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat Poli-
tècnica de València; IP: Javier Sáiz.

Títol del projecte: Sistema d’actuació mecànica d’un respirador 
manual (AMBU), per a la seua utilització en pacients amb Covid-19.

Justificació de l’adjudicació: L’equip proposat és un dispositiu elec-
tromecànic controlat, que provoca la contracció d’un AMBU comercial 
per a proporcionar l’adequada inspiració i espiració a pacients entubats. 
Es desenvolupa per la UPV-Institut de Biomecànica de València, amb 
la col·laboració d’Institut Tecnològic Metall-mecànic, Moble, Fusta, 
Embalatge i Afins - AIDIMME. El sistema proposat compleix els requi-
sits clínics per a ser utilitzat en hospitals durant la pandèmia. En el dis-
seny s’han seguit les especificacions del document RMVS001, definit 
per la MHRA-Medicines & Healthcare products Regulatory Agency del 
Regne Unit que, al seu torn, està basat en les normes internacionals EN 
ISO 80601-2-12.2011. És un sistema mecànic fiable, robust i de fàcil 
fabricació. El sistema de control és digital, el que permet monitorar 
el valor de la pressió en l’entrada d’aire. S’han realitzat les proves de 
funcionament en un simulador de pacient, ASL 5000 d’Ingmar Medcial, 
amb resultats plenament satisfactoris. Disponible en menys d’un mes.

Pressupost finançat: 77.633 euros.

3. Entitat beneficiària: GRAPHENGLASS, SL.
Títol del projecte: Desenvolupament i fabricació de noves vàlvules 

Venturi per a respirador no invasiu per a pacients Pre-UCI en Planta.
Justificació de l’adjudicació: Graphenglass, en col·laboració amb 

l’Hospital La Fe de València, ofereix solució a un dels problemes que 
poden ser habituals en plantes d’hospitalització convencional amb paci-
ents afectats per la Covid-19 (necessitat de gran aportació d’oxigeno-
teràpia). Mitjançant una vàlvula Venturi, es pot integrar els dos circuits 
d’alimentació d’oxigen presents en tota habitació d’hospital. Un dels 
circuits se sotmet a aquest efecte Venturi, i el segon s’injecta de mane-
ra addicional al flux resultant del primer. La tecnologia respondrà a 
l’escassetat de respiradors i ajudarà als pacients Pre-UCI amb majors 
necessitats TiO2 que no poden satisfer els respiradors ara instal·lats, 
reduint notablement les necessitats d’assistència respiratòria invasiva. 
La fabricació de la vàlvula és complexa en les seues formes i circuits 
d’aire interns, i el seu disseny es concep per a la fabricació en impres-
sores 3D industrials de tecnologia DLP.

Pressupost finançat: 47.308,29 euros.

4. Entitat beneficiària i investigadora responsable: Consell Superi-
or d’Investigacions Científiques- Institut d’Agroquímica i Tecnologia 
d’Aliments; IP: Gloria Sánchez Moraga.

Títol del projecte: Paper de l’aigua en la transmissió de SARS-
CoV-2.

Justificació de l’adjudicació: Les tècniques moleculars per a la 
detecció del RNA de SARS-CoV-2 són mètodes ràpids, sensibles i alta-
ment específics, però en detectar genomes no són capaços de diferenciar 
entre virus infecciosos i no infecciosos, i això dificulta enormement la 
interpretació d’un resultat positiu en termes d’anàlisi de risc, sobretot 
en mostres ambientals. Amb la finalitat d’obtindre una millor correlació 
entre la detecció per RT-qPCR i la infectivitat de la mostra, s’ha desen-
volupat una PCR de viabilitat per a virus de transmissió alimentària, i 
recentment per a coronavirus porcí. Encara que els pretractaments amb 
reactius de viabilitat reflecteixen millor els patrons d’inactivació vírica, 
la correlació amb la infectivitat segueix sense ser absoluta, depenent del 
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absoluta, dependiendo del virus o del tratamiento de inactivación aplica-
do. En el caso del SARS-CoV, la transmisión del virus por aguas fecales 
se documentó, y causó eventos de superdiseminación, en edificios con 
un diseño en el cual las salidas de aguas de los inodoros daban casi al 
mismo lugar que las entradas de aire acondicionado. Incorporar estas 
metodologías en los análisis de rutina de heces, superficies y aguas per-
mitirá una cuantificación más precisa de los virus infecciosos presentes, 
constituyendo una herramienta muy útil para la evaluación de riesgos.

Presupuesto financiado: 100.000,00 euros.

5. Entidad beneficiaria e Investigador responsable: Universitat Poli-
tècnica de València; IP: Ángel Maquieira Catalá.

Título del proyecto: Adaptación y validación de sistemas biosenso-
res con transducción óptica-CD y viscoelástica-QCM para la detección 
de SARS.

Justificación de la adjudicación: Los kits de detección de antíge-
no que se han desarrollado hasta el momento no son suficientemente 
sensibles. Un buen kit de detección de antígeno, como el propuesto es 
este proyecto, es un buen complemento de las pruebas por RT-qPCR. 
El proyecto propone dos sistemas biosensores aplicables a la detección 
de SARS-CoV-2. Los sistemas biosensores propuestos son dispositivos 
portátiles, de fácil manejo, pudiendo utilizarse en entornos próximos al 
paciente, en laboratorios de urgencia, unidades de críticos y en campo. 
Los dispositivos son económicamente muy competitivos. Las metodo-
logías propuestas están dirigidas a la detección de antígenos de SARS-
CoV-2 pero se puede efectuar la detección simultánea de otras infeccio-
nes como VIH/SIDA; Hepatitis C; gripe, gripe aviar, etc.

Presupuesto financiado: 51.422 euros.

6. Entidad beneficiaria e Investigador responsable: Universidad 
Miguel Hernandez-ISABIAL; IP: Bernat Soria.

Título del proyecto: Nuevos usos de medicamentos Defibrotide y 
plasma de sangre de cordón (Patente US2017/0246217A1 Inventor B. 
Soria)

Justificación de la adjudicación: En Covid-19 grado 6 de la OMS 
(paciente en UCI intubado, ventilación mecánica), la mortalidad es 
superior al 90%. El cuadro de inflamación pulmonar y tormenta de 
citokinas en Covid-19 es similar al síndrome de activación macrofágica 
y a la limfohistiocitosis hemofagocitica secundaria. Además presenta 
trombembolismo pulmonar. Los Medicamentos Defibrotide y un Bio-
lógico fácilmente accesible, plasma de sangre de cordón, han mostrado 
su efectividad en procesos similares al Grado 6 de Covid-19. Es una 
propuesta novedosa, ambiciosa y respaldada por grupos de investiga-
ción reconocidos.

Presupuesto financiado: 89.000,00 euros.

7. Entidad beneficiaria: Integrated Genetic Lab Services SL.
Título del proyecto: Detección masiva de SARS-CoV-2 mediante 

PCR cuantitativa de alto rendimiento.
Justificación de la adjudicación: En este proyecto se propone una 

tecnología de alto rendimiento, en la que el equipo tiene experiencia pre-
via, para la realización de tests masivos de diagnóstico de la infección, 
basados en la detección del genoma viral (infección actual). Para ello se 
basan en la utilización de un sistema de qPCR de alto rendimiento que 
utiliza la tecnología de microfluidos para procesar muestras a escala de 
nanolitros, es decir, en volúmenes equivalentes a una milésima de lo habi-
tual. Proponen la utilización de la plataforma de detección más eficiente 
en el uso de reactivos disponible en el mercado, Biomark HD, Fluidigm. 
Este equipo permite la realización de hasta 6.000 determinaciones diarias 
con un uso de reactivo mínimo y reduciendo significativamente el coste 
por determinación. Otras ventajas de la propuesta son el corto plazo para 
su implementación, el bajo presupuesto necesario para adaptar la insta-
lación (bioseguridad) y la capacidad de transferir la realización del test 
a otros laboratorios que ya cuentan con la misma tecnología. El sistema 
propuesto permite procesar 6000 muestras cada 24h, unos resultados que 
requerirían 6 jornadas de 24h en las plataformas convencionales. 

Presupuesto financiado: 97.867,99 euros.

8. Entidad beneficiaria: AIMPLAS Instituto Tecnológico del Plástico.
Título del proyecto: Tests colorimétricos rápidos para detección de 

Anticuerpos SARS2 Covid-19 y carga viral basados en nanopartículas 
de oro.

virus o del tractament d’inactivació aplicat. En el cas del SARS-CoV, 
la transmissió del virus per aigües fecals es va documentar, i va causar 
esdeveniments de superdiseminació, en edificis amb un disseny en el 
qual les eixides d’aigües dels vàters donaven quasi al mateix lloc que 
les entrades d’aire condicionat. Incorporar aquestes metodologies en les 
anàlisis de rutina de femta, superfícies i aigües, permetrà una quantifi-
cació més precisa dels virus infecciosos presents, constituint una eina 
molt útil per a l’avaluació de riscos.

Pressupost finançat: 100.000,00 euros.

5. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat Poli-
tècnica de València; IP: Ángel Maquieira Català.

Títol del projecte: Adaptació i validació de sistemes biosensors amb 
transducció òptica-CD i viscoelàstica-QCM per a la detecció de SARS.

Justificació de l’adjudicació: Els kits de detecció d’antigen que 
s’han desenvolupat fins al moment, no són prou sensibles. Un bon kit 
de detecció d’antigen, com el proposat en aquest projecte, és un bon 
complement de les proves per RT-qPCR. El projecte proposa dos siste-
mes biosensors aplicables a la detecció de SARS-CoV-2. Els sistemes 
biosensors proposats són dispositius portàtils, de fàcil maneig, podent 
utilitzar-se en entorns pròxims al pacient, en laboratoris d’urgència, 
unitats de crítics i en camp. Els dispositius són econòmicament molt 
competitius. Les metodologies proposades estan dirigides a la detecció 
d’antígens de SARS-CoV-2, però es pot efectuar la detecció simultània 
d’altres infeccions com a VIH/sida; Hepatitis C; grip, grip aviària, etc.

Pressupost finançat: 51.422 euros.

6. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat 
Miguel Hernandez-ISABIAL; IP: Bernat Sòria

Títol del projecte: Nous usos de medicaments Defibrotide i plasma 
de sang de cordó (patent US2017/0246217A1, inventor B. Sòria).

Justificació de l’adjudicació: En Covid-19 grau 6 de l’OMS (pacient 
en UCI intubat, ventilació mecànica), la mortalitat és superior al 90%. 
El quadre d’inflamació pulmonar i tempesta de citocines en Covid-19 
és similar a la síndrome d’activació macrofàgica i a la limfohistiocitosi 
hemofagocítica secundària. A més presenta tromboembolisme pulmo-
nar. Els medicaments Defibrotide i un Biològic fàcilment accessible, 
plasma de sang de cordó, han mostrat la seua efectivitat en processos 
similars al Grau 6 de Covid-19. És una proposta nova, ambiciosa i amb 
el suport de grups d’investigació reconeguts.

Pressupost finançat: 89.000,00 euros.

7. Entitat beneficiària: Integrated Genetic Lab Services, SL.
Títol del projecte: Detecció massiva de SARS-CoV-2 mitjançant 

PCR quantitativa d’alt rendiment.
Justificació de l’adjudicació: En aquest projecte es proposa una tec-

nologia d’alt rendiment, en la qual l’equip té experiència prèvia, per a 
la realització de tests massius de diagnòstic de la infecció, basats en la 
detecció del genoma viral (infecció actual). Per a això, es basen en la 
utilització d’un sistema de qPCR d’alt rendiment que utilitza la tecno-
logia de microfluids per a processar mostres a escala de nanolitres, és a 
dir, en volums equivalents a una mil·lèsima de l’habitual. Proposen la 
utilització de la plataforma de detecció més eficient en l’ús de reactius 
disponible en el mercat, Biomark HD, Fluidigm. Aquest equip permet la 
realització de fins a 6.000 determinacions diàries amb un ús de reactiu 
mínim, i reduint significativament el cost per determinació. Altres avan-
tatges de la proposta són el curt termini per a la seua implementació, el 
baix pressupost necessari per a adaptar la instal·lació (bioseguretat), i 
la capacitat de transferir la realització del test a altres laboratoris que ja 
compten amb la mateixa tecnologia. El sistema proposat permet proces-
sar 6000 mostres cada 24 h, uns resultats que requeririen 6 jornades de 
24 h en les plataformes convencionals. 

Pressupost finançat: 97.867,99 euros.

8. Entitat beneficiària: AIMPLAS Institut Tecnològic del Plàstic.
Títol del projecte: Tests colorimètrics ràpids per a detecció d’Anti-

cossos SARS2 Covid-19 i càrrega viral, basats en nanopartícules d’or.
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Justificación de la adjudicación: El resultado final a obtener son 
dos test de detección rápida (menos de 10 minutos), el primero permite 
detectar anticuerpos SARS2 Covid-19 y otros fragmentos del virus, 
empleando nanopartículas de oro. La estrategia de nanoparticulas de oro 
ha tenido en gran campo de desarrollo para acoplar anticuerpos entre 
otras biomoléculas. La principal ventaja del proyecto es ña utilización 
de un test colorimétrico rápido para poder realizar un cribado de pacien-
tes que son portadores del virus o hayan padecido la enfermedad. Otra 
de las ventajas de los dos tests rápidos a desarrollar es que uno es capaz 
de detectar el anticuerpo, es decir si se está padeciendo la enfermedad 
o se ha superado y el otro es capaz de detectar de manera específica la 
presencia de fragmentos de virus en fluidos es decir si el paciente está 
infectado actualmente con el virus.

Presupuesto financiado: 90.500,00 euros.

9. Entidad beneficiaria e investigadora responsable: Universidad 
Cardenal Herrera CEU; IP: Consuelo Rubio Guerri

Título del proyecto: Nuevo ensayo de qPCR para SARS COV-2 
usando cebadores comerciales preexistentes de la Universal Probe 
Library (UPL).

Justificación de la adjudicación: Desarrollo de un test sensible y 
específico en múltiplex que recurre a sondas comerciables disponibles. 
Este test utiliza cebadores prefabricados disponibles en el mercado. 
Tiene bajo coste y rapidez (1,5 horas). La generalización de estos tests 
en laboratorios preparados y realizados por personal competente, en 
el ámbito académico o de los centros de investigación, podría aliviar 
muchos de los inconvenientes actuales.

Presupuesto financiado: 50.000,00 euros.

10. Entidad beneficiaria e investigador responsable: Universitat de 
València-Estudi General; IP: Juan Saus Mas.

Título del proyecto: Realización de un ensayo clínico piloto con 
un inhibidor de GPBP en pacientes Covid-19 en riesgo de distrés res-
piratorio.

Justificación de la adjudicación: En la medida que conocemos no ha 
sido definida hasta el momento una diana terapéutica para el Síndrome 
de Distrés Respiratorio Agudo (SRDA) y la fibrosis pulmonar asociada 
al Covid-19 y una de las principales causas de muerte. Este equipo ha 
desarrollado EMTEST y T12. El primero es, un prototipo que mide en 
plasma los niveles de la GPBP, una proteína cinasa extracelular circu-
lante, que interviene en el agravamiento de los casos (fibrosis y SRDA). 
Además también han desarrollado T12, un compuesto para inhibir esta 
proteína. Colectivamente, las evidencias indican que T12 podría repre-
sentar un tratamiento integral para los pacientes con Covid-19 al com-
batir la replicación viral y las consecuencias clínicas asociadas

Presupuesto financiado: 97.573,52 euros

11. Entidad beneficiaria: BestAir Technologies SL.
Título del proyecto: PurificAir, aparato eléctrico y portátil que per-

mite purificar el aire sin filtro eliminando virus y bacterias
Justificación de la adjudicación: PurificAir es un dispositivo por-

tátil de 22 centímetros de alto para purificar el aire con capacidad para 
eliminar patógenos como virus y bacterias en espacios cerrados de 25 
metros cuadrados. El modelo de utilidad registrado imita el proceso que 
se produce naturalmente al aire libre y que confiere al aire fresco, sus 
propiedades desinfectantes. El aparato ha sido testado para la elimina-
ción virus, bacterias y alérgenos presentes en el aire y superficies por 
la Universidad de Valencia, Universidad de Barcelona y en laboratorios 
privados, y los resultados sugieren que puede eliminar hasta un 99% de 
los microorganismos ambientales. 

Presupuesto financiado: 73.500,00 euros.

12. Entidad beneficiaria e investigador responsable: Universidad 
Miguel Hernández; IP Nicolás García Aracil.

Título del proyecto: Sistema robotizado de extracción de muestras 
para su posterior análisis y diagnóstico en laboratorio

Justificación de la adjudicación: Sistema robotizado formado por 
un manipulador robótico y un sistema de cámaras para extracción de 
muestras por exudado nasofaríngeo o exudado orofaríngeo. Este sistema 
evitaría contagios al personal sanitario y al mismo tiempo permitiría 
poder llevar a cabo estas tareas de forma más eficiente e intensiva. Otra 
ventaja del sistema es la posibilidad de llevar a cabo la toma de mues-

Justificació de l’adjudicació: El resultat final a obtindre són dos 
tests de detecció ràpida (menys de 10 minuts), el primer permet detec-
tar anticossos SARS2 Covid-19 i altres fragments del virus, emprant 
nanopartícules d’or. L’estratègia de nanoparticules d’or ha tingut un 
gran camp de desenvolupament per a acoblar anticossos entre altres 
biomolècules. El principal avantatge del projecte és la utilització d’un 
test colorimètric ràpid, per a poder realitzar un garbellat de pacients 
que són portadors del virus o hagen patit la malaltia. Una altra dels 
avantatges dels dos tests ràpids a desenvolupar és que un és capaç de 
detectar l’anticòs, és a dir, si s’està patint la malaltia o s’ha superat; i 
l’altre és capaç de detectar de manera específica la presència de frag-
ments de virus en fluids, és a dir, si el pacient està infectat actualment 
amb el virus.

Pressupost finançat: 90.500,00 euros.

9. Entitat beneficiària i investigadora responsable: Universitat Car-
denal Herrera CEU; IP: Consuelo Rubio Guerri.

Títol del projecte: Nou assaig de qPCR per a SARS COV-2 usant 
engreixadors comercials preexistents de la Universal Probe Library 
(UPL).

Justificació de l’adjudicació: Desenvolupament d’un test sensible i 
específic en múltiplex que recorre a sondes comerciables disponibles. 
Aquest test utilitza engreixadors prefabricats disponibles en el mercat. 
Té baix cost i rapidesa (1,5 hores). La generalització d’aquests tests 
en laboratoris preparats i realitzats per personal competent, en l’àmbit 
acadèmic o dels centres d’investigació, podria alleujar molts dels incon-
venients actuals.

Pressupost finançat: 50.000,00 euros.

10. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat de 
València-Estudi General; IP: Juan Saus Mas

Títol del projecte: Realització d’un assaig clínic pilot amb un inhibi-
dor de GPBP en pacients Covid-19 en risc de destret respiratori

Justificació de l’adjudicació: En la mesura que coneixem no ha 
sigut definida fins al moment una diana terapèutica per a la Síndrome 
de destret Respiratori Agut (SRDA), i la fibrosi pulmonar associada a 
la Covid-19, i una de les principals causes de mort. Aquest equip ha 
desenvolupat EMTEST i T12. El primer és un prototip que mesura en 
plasma els nivells de la GPBP, una proteïna cinasa extracelul·lar circu-
lant, que intervé en l’agreujament dels casos (fibrosi i SRDA). A més, 
també han desenvolupat T12, un compost per a inhibir aquesta proteïna. 
Col·lectivament, les evidències indiquen que T12 podria representar 
un tractament integral per als pacients amb Covid-19, en combatre la 
replicació viral i les conseqüències clíniques associades.

Pressupost finançat: 97.573,52 euros

11. Entitat beneficiària: BestAir Technologies, SL
Títol del projecte: PurificAir, aparell elèctric i portàtil que permet 

purificar l’aire sense filtre eliminant virus i bacteris.
Justificació de l’adjudicació: PurificAir és un dispositiu portàtil de 

22 centímetres d’alt per a purificar l’aire amb capacitat per a eliminar 
patògens com a virus i bacteris en espais tancats de 25 metres quadrats. 
El model d’utilitat registrat imita el procés que es produeix naturalment 
a l’aire lliure i que confereix a l’aire fresc, les seues propietats desin-
fectants. L’aparell ha sigut testat per a l’eliminació virus, bacteris i al·
lergògens presents en l’aire i superfícies per la Universitat de València, 
Universitat de Barcelona i en laboratoris privats, i els resultats sugge-
reixen que pot eliminar fins a un 99% dels microorganismes ambientals. 

Pressupost finançat: 73.500,00 euros.

12. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat 
Miguel Hernández; IP Nicolás García Aracil.

Títol del projecte: Sistema robotitzat d’extracció de mostres per a la 
seua posterior anàlisi i diagnòstic en laboratori.

Justificació de l’adjudicació: Sistema robotitzat format per un mani-
pulador robòtic i un sistema de cambres per a extracció de mostres per 
exsudat nasofaringi o exsudat orofaringi. Aquest sistema evitaria conta-
gis al personal sanitari i, al mateix temps, permetria poder dur a terme 
aquestes tasques de forma més eficient i intensiva. Un altre avantat-
ge del sistema és la possibilitat de dur a terme la presa de mostres de 
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tras de forma paralela multiplicando las capacidades de extracción para 
su posterior análisis. La propuesta deriva de experiencia previa en el 
desarrollo de robots para tareas humanas de motilidad fina, dentro del 
proyecto europeo AIDE. Por otro lado, este desarrollo tendría utilidad 
no solo para luchar contra la pandemia actual sino también a futuro.

Presupuesto financiado: 99.308 euros.

13. Entidad beneficiaria: Fundación de la Comunidad Valenciana 
para la Gestión del Instituto de Investigación Sanitaria y Biomédica de 
Alicante (ISABIAL).

Título del proyecto: Análisis en tiempo real de la efectividad del 
tratamiento farmacológico frente a Covid-19

Justificación de la adjudicación: El objetivo es el diseño de un dash-
board (representación gráfica) de datos en tiempo real en toda la Comu-
nitat Valenciana para analizar, mediante inteligencia artificial (IA), la 
efectividad de los tratamientos farmacológicos frente a Covid-19 y su 
impacto en resultados en salud. La herramienta propuesta es sencilla y 
rápidamente disponible y permite facilitar diagnósticos a partir de la 
información histórica.

Presupuesto financiado: 98.271,01 euros.

14. Entidad beneficiaria: Hidraqua, Gestión Integral de Aguas de 
Levante, SA

Título del proyecto: Análisis de movilidad ciudadana basada en el 
consumo de agua con Big Data e Inteligencia Artificial

Justificación de la adjudicación: Análisis de la información en tiem-
po real y escenarios de datos históricos que proporcionan el consumo 
de agua, mediante la aplicación de modelos de inteligencia artificial 
y big data, de forma visual con planos temáticos en web, los movi-
mientos entre ciudades e internos a la ciudad (segunda residencia) de 
población por fechas. La alta velocidad con la que se transmite esta 
información, proporcionaría un control en tiempo real del movimiento 
entre las diferentes zonas de la ciudad a un coste de explotación muy 
bajo. La principal fortaleza de la propuesta es proporcionar una alterna-
tiva al análisis de la movilidad que habitualmente se basa en estudiar la 
ubicación de smartphones con las dificultades de privacidad y confiden-
cialidad aparejadas. Los actuales algoritmos para procesar repositorios 
big data y establecer modelos predictivos hacen viable la propuesta. La 
propia naturaleza de los datos (consumo de agua) permite disponer de 
un análisis de toda la población, lo cual es otra fortaleza de la propuesta.

Presupuesto financiado: 87.500,00 euros.

15. Entidad beneficiaria: Sociedad de Fomento Agrícola Castello-
nense, S.A (FACSA)

Título del proyecto: El papel de las aguas residuales en la detección 
de Covid-19: evolución de la pandemia y rol en el control preventivo

Justificación de la adjudicación: El objetivo de COVID WATER 
consiste en realizar un seguimiento en zonas afectadas o de importancia 
geográfica para conocer la evolución del brote de SARS-CoV-2 median-
te el estudio de las aguas residuales urbanas de 5 poblaciones: Castellón, 
Vall d´Alba, Burriana, Buñol y Alcoy. El diagnóstico se realizará desde 
distintos puntos de la red de alcantarillado, y en la propia EDAR, con 
el objetivo de determinar cómo se elimina el virus en los procesos de 
depuración. Se desarrollará de forma adicional una plataforma digital 
que permita la visualización de los datos obtenidos en las aguas resi-
duales. 

Presupuesto financiado: 88.660,00 euros

16. Entidad beneficiaria e Investigadora responsable: Fundació 
Investigació Hospital General Universitari de València; IP: Carolina 
Soledad Romero García

Título del proyecto: Manejo de la respuesta a la crisis sanitaria en 
un hospital terciario español mediante seguimiento por mapa geotem-
poral

Justificación de la adjudicación: Página web con un mapa interac-
tivo que se actualizará de forma diaria para ayudar en el seguimien-
to e identificación de posibles pacientes con mayor riesgo de requerir 
hospitalización. La web recoge automáticamente factores de riesgo 
de hospitalización de la historia clínica electrónica, de forma que los 
pacientes se estratifican instantáneamente. Además, también recoge la 
clasificación con la valoración personal del médico o médica de aten-
ción primaria, que evaluará la gravedad del paciente en una escala de 

manera paral·lela, multiplicant les capacitats d’extracció per a la seua 
posterior anàlisi. La proposta deriva d’experiència prèvia en el desen-
volupament de robots per a tasques humanes de motilitat fina, dins del 
projecte europeu AIDE. D’altra banda, aquest desenvolupament tindria 
utilitat no sols per a lluitar contra la pandèmia actual, sinó també a futur.

Pressupost finançat: 99.308 euros.

13. Entitat beneficiària: Fundació de la Comunitat Valenciana per 
a la Gestió de l’Institut d’Investigació Sanitària i Biomèdica d’Alacant 
(ISABIAL).

Títol del projecte: Anàlisi en temps real de l’efectivitat del tracta-
ment farmacològic enfront de Covid-19.

Justificació de l’adjudicació: L’objectiu és el disseny d’un dashbo-
ard (representació gràfica) de dades en temps real en tota la Comuni-
tat Valenciana, per a analitzar, mitjançant intel·ligència artificial (IA), 
l’efectivitat dels tractaments farmacològics enfront de la Covid-19 i el 
seu impacte en resultats en salut. L’eina proposada és senzilla i ràpida-
ment disponible, i permet facilitar diagnòstics a partir de la informació 
històrica.

Pressupost finançat: 98.271,01 euros.

14. Entitat beneficiària: Hidraqua, Gestió Integral d’Aigües de Lle-
vant, SA.

Títol del projecte: Anàlisi de mobilitat ciutadana basada en el con-
sum d’aigua amb Big Data i Intel·ligència Artificial

Justificació de l’adjudicació: Anàlisi de la informació en temps real 
i escenaris de dades històriques que proporcionen el consum d’aigua, 
mitjançant l’aplicació de models d’intel·ligència artificial i big data, de 
manera visual amb plànols temàtics en web, els moviments entre ciutats 
i interns a la ciutat (segona residència) de població per dates. L’alta 
velocitat amb la qual es transmet aquesta informació, proporcionaria un 
control en temps real del moviment entre les diferents zones de la ciutat, 
a un cost d’explotació molt baix. La principal fortalesa de la proposta és 
proporcionar una alternativa a l’anàlisi de la mobilitat, que habitualment 
es basa a estudiar la ubicació de telèfons intel·ligents amb les dificultats 
de privacitat i confidencialitat aparellades. Els actuals algorismes per a 
processar repositoris big data i establir models predictius,fan viable la 
proposta. La pròpia naturalesa de les dades (consum d’aigua) permet 
disposar d’una anàlisi de tota la població, la qual cosa és una altra for-
talesa de la proposta.

Pressupost finançat: 87.500,00 euros.

15. Entitat beneficiària: Societat de Foment Agrícola Castellonenc, 
SA (FACSA).

Títol del projecte: El paper de les aigües residuals en la detecció 
de la Covid-19: evolució de la pandèmia i rol en el control preventiu.

Justificació de l’adjudicació: L’objectiu de Covid WATER consis-
teix a realitzar un seguiment en zones afectades o d’importància geo-
gràfica, per a conéixer l’evolució del brot de SARS-CoV-2, mitjançant 
l’estudi de les aigües residuals urbanes de 5 poblacions: Castelló, Vall 
d’Alba, Borriana, Bunyol i Alcoi. El diagnòstic es realitzarà des de dife-
rents punts de la xarxa de clavegueram, i en la pròpia EDAR, amb l’ob-
jectiu de determinar com s’elimina el virus en els processos de depura-
ció. Es desenvoluparà de manera addicional una plataforma digital, que 
permeta la visualització de les dades obtingudes en les aigües residuals. 

Pressupost finançat: 88.660,00 euros.

16. Entitat beneficiària i investigadora responsable: Fundació Inves-
tigació Hospital General Universitari de València; IP: Carolina Soledad 
Romero García.

Títol del projecte: Maneig de la resposta a la crisi sanitària en un 
hospital terciari espanyol, mitjançant seguiment per mapa geotemporal.

Justificació de l’adjudicació: Pàgina web amb un mapa interactiu 
que s’actualitzarà de manera diària, per a ajudar en el seguiment i identi-
ficació de possibles pacients amb major risc de requerir hospitalització. 
El web recull automàticament factors de risc d’hospitalització de la 
història clínica electrònica, de manera que els pacients s’estratifiquen 
instantàniament. A més, també recull la classificació amb la valoració 
personal del metge o metgessa d’atenció primària, que avaluarà la gra-
vetat del pacient en una escala de tres colors (verd, groc i taronja). El 
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tres colores (verde, amarillo y naranja). El resultado final es unir ambas 
valoraciones para obtener un riesgo total de ingreso. Ayudará a controlar 
y planificar los ingresos, de forma que se podría indicar al paciente su 
hospitalización directa sin pasar por urgencias, eliminando un nuevo 
lugar de posible contagio. El sistema propuesto aúna técnicas de proce-
sado de datos con evaluación de personal médico de atención primaria y 
puede ser importante tanto para la monitorización de los casos fuera del 
radar del sistema hospitalario como para el seguimiento de la evolución 
real del virus.

Presupuesto financiado: 55.000,00 euros

17. Entidad beneficiaria e Investigador Responsable: Fundación 
para la Investigación del Hospital Universitario La Fe de la Comunidad 
Valenciana; IP: Bernardo Valdivieso Martínez

Título del proyecto: Soluciones asistenciales y logísticas para la 
Covid-19 basadas en ciencia de datos

Justificación de la adjudicación: Se propone un sistema para llevar 
a cabo un protocolo de control de pacientes y análisis geográfico de los 
mismos. El sistema abarca todos los estados desde el diagnóstico del 
contagio, identificando todos los factores de riesgo durante la evolu-
ción de la enfermedad: casos graves, derivaciones a UCIs, factores de 
riesgo de contagios a profesionales sanitarios, y otros. Los resultados se 
plantean como aplicación a usos interactivos en el contexto asistencial. 
La particularización a nivel clínico y a nivel asistencial-logístico de esta 
propuesta es trasladable mediante la adaptación de parámetros a otros 
ámbitos, es decir, el sistema desarrollado es escalable implicando una 
ventaja comparativa. Los modelos, algoritmos y protocolos propuestos 
están basados en el análisis de datos del sistema de Big Data de La Fe. 

Presupuesto financiado: 100.000,00 euros

18. Entidad beneficiaria e Investigador responsable: Universidad 
Miguel Hernández de Elche- Instituto Centro de Investigación Operati-
va, IP: José Luis Sainz-Pardo Auñón

Título del proyecto: Sistema Inteligente de Apoyo a la Decisión para 
distribuir de forma óptima la aplicación de tests rápidos de Covid-19

Justificación de la adjudicación: Aplicación de escritorio que pro-
porciona cuántos tests realizar cada día del horizonte temporal y en qué 
códigos postales con la finalidad de minimizar la velocidad de expan-
sión del Covid-19. Para ello tiene en cuenta el número de casos detecta-
dos, el de casos susceptibles y la posible evolución del virus, entre otros 
parámetros. El sistema además, se actualiza diariamente en función de 
la información diaria suministrada, ajustando los posibles escenarios. 
También, proporciona el mapa de expansión del Covid-19 y su posible 
evolución. Puede llegar a mejorar en más de un 50% el número de casos 
detectados en comparación con la aplicación de tests de forma homo-
génea diaria y proporcional a la densidad de casos detectados en cada 
código postal. Interesante y útil aplicación de la Investigación Operativa 
para la correcta toma de decisiones sobre la realización de test masivos 
sobre el Covid-19.

Presupuesto financiado : 19.216,31 euros.

19. Entidad beneficiaria e investigadora responsable: Universitat 
Politècnica de València; IP: Isabel Quintanilla García

Título del proyecto: Uso de Drones para transporte de material de 
emergencias, medicamentos, muestras de laboratorios

Justificación de la adjudicación: Propuesta innovadora y viable que 
responde a la solución del transporte rápido de mercancías ligeras como 
mascarillas u otro material sanitario de urgente necesidad. Se utilizarán 
drones especializados en transporte con módulo de inteligencia artificial 
y vuelo autónomo de alta precisión. Poseen una operadora autorizada 
por la Agencia Estatal de Seguridad Aérea (AESA) para realizar vue-
los en todos los escenarios posibles (Espacio Aéreo Controlado para 
todos los proveedores de servicios de la Comunitat Valenciana, vuelo 
en entornos urbanos y aglomeraciones de edificios, y vuelo nocturno). 
En la Comunitat Valenciana son la única aperadora autorizada para rea-
lizar ese tipo de vuelos en entornos urbanos. Colaboran con el hospital 
del Gandía a través del programa FISABIO en el uso de drones para 
transporte de material de laboratorio y muestras biológicas en la parti-
cipación de un proyecto H2020 de investigación.

Presupuesto financiado: 88.000,00 euros.

resultat final és unir totes dues valoracions per a obtindre un risc total 
d’ingrés. Ajudarà a controlar i planificar els ingressos, de manera que 
es podria indicar al pacient la seua hospitalització directa, sense passar 
per urgències, eliminant un nou lloc de possible contagi. El sistema 
proposat conjumina tècniques de processament de dades amb avaluació 
de personal mèdic d’atenció primària, i pot ser important tant per al 
monitoratge dels casos fora del radar del sistema hospitalari, com per al 
seguiment de l’evolució real del virus.

Pressupost finançat: 55.000,00 euros.

17. Entitat beneficiària i investigador responsable: Fundació per a 
la Investigació de l’Hospital Universitari La Fe de la Comunitat Valen-
ciana; IP: Bernardo Valdivieso Martínez.

Títol del projecte: Solucions assistencials i logístiques per a la 
Covid-19, basades en ciència de dades.

Justificació de l’adjudicació: Es proposa un sistema per a dur a 
terme un protocol de control de pacients i anàlisi geogràfica d’aquests. 
El sistema abasta tots els estats des del diagnòstic del contagi, identifi-
cant tots els factors de risc durant l’evolució de la malaltia: casos greus, 
derivacions a UCI, factors de risc de contagis a professionals sanitaris, 
i uns altres. Els resultats es plantegen com a aplicació a usos interac-
tius en el context assistencial. La particularització a nivell clínic i a 
nivell assistencial/logístic d’aquesta proposta, és traslladable mitjançant 
l’adaptació de paràmetres a altres àmbits, és a dir, el sistema desen-
volupat és escalable implicant un avantatge comparatiu. Els models, 
algorismes i protocols proposats estan basats en l’anàlisi de dades del 
sistema de Big Data de la Fe. 

Pressupost finançat: 100.000,00 euros.

18. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat 
Miguel Hernández d’Elx- Institut Centre d’Investigació Operativa, IP: 
José Luis Sainz-Pardo Auñón.

Títol del projecte: Sistema Intel·ligent de Suport a la Decisió per a 
distribuir de manera òptima l’aplicació de tests ràpids de la Covid-19.

Justificació de l’adjudicació: Aplicació d’escriptori que propor-
ciona quants tests realitzar cada dia de l’horitzó temporal i en quins 
codis postals, amb la finalitat de minimitzar la velocitat d’expansió de 
la Covid-19. Per a això, té en compte el nombre de casos detectats, el de 
casos susceptibles i la possible evolució del virus, entre altres paràme-
tres. El sistema a més, s’actualitza diàriament en funció de la informació 
diària subministrada, ajustant els possibles escenaris. També, propor-
ciona el mapa d’expansió de la Covid-19 i la seua possible evolució. 
Pot arribar a millorar en més d’un 50% el nombre de casos detectats en 
comparació amb l’aplicació de tests, de manera homogènia, diària i pro-
porcional a la densitat de casos detectats en cada codi postal. Interessant 
i útil aplicació de la Investigació Operativa per a la correcta presa de 
decisions sobre la realització de tests massius sobre la Covid-19.

Pressupost finançat : 19.216,31 euros.

19. Entitat beneficiària i investigadora responsable: Universitat 
Politècnica de València; IP: Isabel Quintanilla García.

Títol del projecte: Ús de drons per a transport de material d’emer-
gències, medicaments, mostres de laboratoris.

Justificació de l’adjudicació: Proposta innovadora i viable que 
respon a la solució del transport ràpid de mercaderies lleugeres, com 
màscares o un altre material sanitari d’urgent necessitat. S’utilitzaran 
drons especialitzats en transport amb mòdul d’intel·ligència artificial 
i vol autònom d’alta precisió. Posseeixen una operadora autoritzada 
per l’Agència Estatal de Seguretat Aèria (AESA), per a realitzar vols 
en tots els escenaris possibles (Espai Aeri Controlat per a tots els pro-
veïdors de serveis de la Comunitat Valenciana, vol en entorns urbans i 
aglomeracions d’edificis, i vol nocturn). En la Comunitat Valenciana 
són l’única operadora autoritzada per a realitzar aqueix tipus de vols 
en entorns urbans. Col·laboren amb l’hospital del Gandia a través del 
programa FISABIO, en l’ús de drons per a transport de material de 
laboratori i mostres biològiques en la participació d’un projecte H2020 
d’investigació.

Pressupost finançat: 88.000,00 euros.
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20. Entidad beneficiaria: Asociación de Investigación de la Industria 
Textil – AITEX

Título del proyecto: Tejidos para batas quirúrgicas EPI’s con resis-
tencia mejorada a la penetración de líquidos y patógenos. Tipo [PB]4-B

Justificación del proyecto: Partiendo de los requisitos de EN13795 
y EN14126, AITEX plantea el desarrollo de tejidos esterilizables para 
batas quirúrgicas y de protección mejorados, en cuanto a penetración de 
líquidos y patógenos tipo [PB]4-B, a partir de soluciones textiles técni-
ca y económicamente viables. Se intervendrá tanto en la mejora de la 
estructura textil como del proceso de acabado para que el tejido llegue 
a cumplir con especificaciones de uso de ambas normas y se maximi-
ce el confort. EPI’s quirúrgicos reutilizables, soportando los sucesivos 
ciclos de esterilización y lavado a 90ºC, hasta un total de 50, sin ver 
alteradas sus características iniciales. EPI’s quirúrgicos imper-transpi-
rables, presentando protección frente a líquidos por encima de los 100 
cm de columna de agua, requeridos según EN13795. Obtenido con pro-
cedimientos escalables y de alta producción. Empresas de la Comunitat 
Valenciana tienen capacidad productiva para su fabricación industrial 
cubriendo cada paso del proceso y su posterior distribución.

Presupuesto financiado: 60.500,00 euros.

21. Entidad beneficiaria: Aquactiva Solutions SL.
Título del proyecto: Soluciones de desinfección Aquactiva.
Justificación de la adjudicación: Aquactiva Solutions SL es una 

empresa valenciana que dispone de una patente de una tecnología que 
produce un potente y eficaz biocida totalmente inocuo para el ser huma-
no y medioambiente. Permite producir in situ un biocida altamente efi-
ciente en particular contra todo tipo de virus (por ejemplo H1N1, BCV, 
H5N1, diversos coronavirus) únicamente a partir de agua y sal mediante 
una electrolisis de membrana, imitando los glóbulos blancos del siste-
ma inmunitario. Erradica completamente estos virus en un tiempo de 
contacto récord (15-30 segundos para el coronavirus). Se utiliza para 
desinfectar el aire, superficies, paredes, mobiliario urbano, ropa, manos, 
etc. El resultado esperado de este proyecto es la validación del producto 
para su aplicación contra el SARS-CoV2, determinando las condiciones 
óptimas de aplicación. Hay que optimizar las dosis, concentraciones, 
pH, frecuencias y forma de aplicación para cada una de las desinfec-
ciones previstas. La utilización de un mecanismo de uso tópico avala 
su uso en SARS-CoV2. En la lista de la EPA (Agencia de Protección 
Ambiental de Estados Unidos) se incluye el ácido hipocloroso frente a 
coronavirus.

Presupuesto financiado: 95.500,00 euros.

22. Entidad beneficiaria e investigador responsable: Universitat de 
València-Estudi General; IP: Pedro Morillo Tena.

Título del proyecto: Desarrollo de medidas avanzadas de protección 
contra contagios tipo Covid en entornos de UCI.

Justificación de la adjudicación: Proponen un desarrollo de caja 
tipo “aerosol box” para protección del personal sanitario durante la 
realización de entubaciones endotraqueales. Esta caja permite aislar al 
personal sanitario del foco del contagio. Tiene muy bajo coste de fabri-
cación y puede realizarse en modelos desechables o reutilizables con 
desinfección sanitaria. Con potencial para ser adaptado, con diferen-
tes variantes, para otros procedimientos como son los procedimientos 
endoscópicos, gastroscopias y, fundamentalmente fibrobroncoscopias 
(endoscopia respiratoria). 

Presupuesto financiado: 89.400,00 euros.

23. Entidad beneficiaria: Asociación de Investigación de la Industria 
del Juguete, conexas y afines – AIJU.

Título del proyecto: Diseño y fabricación de ajustes mejorados para 
equipos de protección médica.

Justificación del proyecto: Desarrollo de piezas que permitan el 
ajuste estanco y seguro de guantes de protección a cajas transparentes 
protectoras que el personal sanitario puede utilizar para asistir a los 
pacientes infectados de coronavirus de manera más segura. Es un com-
plemento perfecto al proyecto núm.17. En general, la forma de acoplar 
a la caja los guantes que utilizará el personal sanitario se está realizando 
mediante pinzas u otros sistemas que no aseguran la estabilidad del 
sistema. Este proyecto plantea el diseño y fabricación mediante impre-
sión 3D de piezas en forma circular que se puedan acoplar fácilmente 
al orificio de la plancha de PC o PMMA que se emplee para fabricar la 

20. Entitat beneficiària: Associació d’Investigació de la Indústria 
Tèxtil – AITEX.

Títol del projecte: Teixits per a bates quirúrgiques EPI amb resis-
tència millorada a la penetració de líquids i patògens. Tipus [PB]4-B.

Justificació del projecte: Partint dels requisits d’EN13795 i 
EN14126, AITEX planteja el desenvolupament de teixits esterilitza-
bles per a bates quirúrgiques i de protecció millorades, quant a pene-
tració de líquids i patògens tipus [PB]4-B, a partir de solucions tèxtils 
tècnicament i econòmicament viables. S’intervindrà tant en la millora 
de l’estructura tèxtil com del procés d’acabat, perquè el teixit arribe 
a complir amb especificacions d’ús de totes dues normes, i es maxi-
mitze el confort. EPI quirúrgics reutilitzables, suportant els successius 
cicles d’esterilització i rentada a 90 °C, fins a un total de 50, sense 
veure alterades les seues característiques inicials. EPI quirúrgics imper/
transpirables, presentant protecció enfront de líquids per damunt dels 
100 cm de columna d’aigua, requerits segons EN13795. Obtingut amb 
procediments escalables i d’alta producció. Empreses de la Comunitat 
Valenciana tenen capacitat productiva per a la seua fabricació industrial, 
cobrint cada pas del procés i la seua posterior distribució.

Pressupost finançat: 60.500,00 euros.

21. Entitat beneficiària: Aquactiva Solutions, SL
Títol del projecte: Solucions de desinfecció Aquactiva.
Justificació de l’adjudicació: Aquactiva Solutions, SL, és una 

empresa valenciana que disposa d’una patent d’una tecnologia que pro-
dueix un potent i eficaç biocida totalment innocu per a l’ésser humà i 
medi ambient. Permet produir in situ un biocida altament eficient en 
particular contra tota mena de virus (per exemple H1N1, BCV, H5N1, 
diversos coronavirus), únicament a partir d’aigua i sal, mitjançant una 
electròlisi de membrana, imitant els glòbuls blancs del sistema immuni-
tari. Eradica completament aquests virus en un temps de contacte rècord 
(15-30 segons per al coronavirus). S’utilitza per a desinfectar l’aire, 
superfícies, parets, mobiliari urbà, roba, mans, etc. El resultat esperat 
d’aquest projecte és la validació del producte per a la seua aplicació 
contra el SARS-CoV2, determinant les condicions òptimes d’aplicació. 
Cal optimitzar les dosis, concentracions, pH, freqüències i forma d’apli-
cació per a cadascuna de les desinfeccions previstes. La utilització d’un 
mecanisme d’ús tòpic avala el seu ús en SARS-CoV2. En la llista de 
l’EPA (Agència de Protecció Ambiental dels Estats Units d’Amèrica), 
s’inclouen l’àcid hipoclorós enfront de coronavirus.

Pressupost finançat: 95.500,00 euros.

22. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat de 
València-Estudi General; IP: Pedro Morillo Tena.

Títol del projecte: Desenvolupament de mesures avançades de pro-
tecció contra contagis tipus Covid en entorns d’UCI

Justificació de l’adjudicació: Proposen un desenvolupament de 
caixa tipus “aerosol box” per a protecció del personal sanitari durant la 
realització d’intubacions endotraqueals. Aquesta caixa permet aïllar el 
personal sanitari del focus del contagi. Té molt baix cost de fabricació, 
i pot realitzar-se en models d’un sol ús o reutilitzables amb desinfecció 
sanitària. Amb potencial per a ser adaptat, amb diferents variants, per 
a altres procediments com són els procediments endoscòpics, gastros-
còpies i, fonamentalment fibrobroncoscòpies (endoscòpia respiratòria). 

Pressupost finançat: 89.400,00 euros.

23. Entitat beneficiària: Associació d’Investigació de la Indústria del 
Joguet, connexes i afins – AIJU.

Títol del projecte: Disseny i fabricació d’ajustos millorats per a 
equips de protecció mèdica.

Justificació del projecte: Desenvolupament de peces que permeten 
l’ajust estanc i segur de guants de protecció a caixes transparents pro-
tectores, que el personal sanitari pot utilitzar per a assistir els pacients 
infectats de coronavirus de manera més segura. És un complement per-
fecte al projecte núm. 17. En general, la manera d’acoblar a la caixa 
els guants que utilitzarà el personal sanitari, s’està realitzant mitjan-
çant pinces o altres sistemes que no asseguren l’estabilitat del sistema. 
Aquest projecte planteja el disseny i fabricació mitjançant impressió 3D 
de peces en forma circular, que es puguen acoblar fàcilment a l’orifici 
de la planxa de PC o PMMA que s’empre per a fabricar la caixa. AIJU 
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caja. AIJU ofrecería a la industria de fabricación un diseño de código 
abierto, respetando su autoría, pero sin ánimo de lucro.

Presupuesto financiado: 32.000,00 euros.

24. Entidad beneficiaria: KERIONICS SL.
Título del proyecto: Producción de oxígeno in situ en hospitales e 

instalaciones medicalizadas mediante tecnología de membranas cerá-
micas.

Justificación del proyecto: Este proyecto propone la producción in 
situ de O2 puro mediante la utilización de membranas cerámicas selecti-
vas a O2. Dicha tecnología se basa en la capacidad de ciertos materiales 
cerámicos de difundir iones oxígeno a través de su estructura cristalina 
a temperaturas superiores a 600 ºC. Esto se traduce en una separación 
de O2 con selectividad del 100% cuando se aplica una diferencia de 
presión o voltaje entre ambos lados de la membrana. La producción 
local y el suministro de O2 sería posible con un instalación con estos 
componentes: 1) módulo de membranas con capacidad 2-10 m3 O2/
día, 2) sistema de resistencias e intercambiadores de calor para acondi-
cionar el aire entrante, 3) compresor de aire y regulación de presión, y 
4) sistema de limpieza y almacenado de O2. Con este sistema no solo 
se abastece de O2 a los hospitales sin necesidad de transporte, además, 
se puede ajustar el volumen de producción y pureza según demanda. 
Todas estas ventajas posicionan a esta tecnología de membranas como 
complementaria a la criogénica para una producción descentralizada y 
en núcleos de población remotos o de menor tamaño, donde se requiera 
un suministro continuo y de alta pureza.

Presupuesto financiado: 100.000,00 euros.

25. Entidad beneficiaria: AIMPLAS Instituto Tecnológico del Plás-
tico.

Título del proyecto: Máscara respiratoria reutilizable frente a Covid 
19 con filtro intercambiable y pantalla de protección integrada

Justificación de la adjudicación: Equipo de protección donde se 
integra una máscara con filtro y pantalla de protección ambos inter-
cambiables. El desarrollo del producto parte de un diseño propio de 
AIMPLAS de una mascarilla inyectable, está además dotará de un filtro 
intercambiable que evite el paso de microgotas donde se dispersa la 
Covid-19. Junto con este sistema de protección la mascará dispondrá 
de una pantalla transparente protectora que evite el contagio a través 
del globo ocular. El nuevo producto se producirá mediante tecnolo-
gías de producción masiva como la inyección, además las pantallas de 
protección a integrar se producirán mediante tecnologías de extrusión 
de lámina garantizando así una producción elevada rápida por parte de 
empresas de la Comunitat. El producto podrá ponerse en el mercado en 
1 mes aproximadamente. Respecto a los filtros se contará con la cola-
boración de Bioinicia que tiene una capacidad de producción elevada 
de filtros. 

Presupuesto financiado: 95.000,00 euros.

26. Entidad beneficiaria: MILA-ROSA SA.
Título del proyecto: Tecnología de confección automatizada en 

continuo de mascarillas reutilizables a partir de material laminado y 
virucida.

Justificación de la adjudicación: Desarrollo de una máquina de 
confección automática y en continuo de mascarillas mediante el corte, 
doblado y unión longitudinal de 2 laterales por ultrasonidos con una 
producción de 35 unidades/minuto. Están acabadas con compuesto acti-
vo frente a virus y bacterias autorizado por el Ministerio de Sanidad y 
la ECHA. La laminación propuesta será mediante un sistema de mil 
puntos o calandrado y adhesivo HMPUR, en colaboración con AITEX, 
asegurando tanto la unión como la respirabilidad. Tejido acabado anti-
microbiano en la capa intermedia con el fin de romper la membrana 
lipídica que rodea al virus. Desarrollo de un tejido de calada (también 
acabado) en la capa externa para dotar de mayor resistencia al produc-
to y permitir los lavados y esterilizados pertinentes de forma que sea 
reutilizable.

Presupuesto financiado: 80.500,00 euros.

27. Entidad beneficiaria e investigador responsable: Universidad de 
Alicante; IP: Antonio Marcilla.

Título del proyecto: Nueva mascarilla con lecho filtrante y cerra-
miento para ampliar el uso de unidades de nebulización.

oferiria a la indústria de fabricació un disseny de codi obert, respectant 
la seua autoria, però sense ànim lucratiu.

Pressupost finançat: 32.000,00 euros.

24. Entitat beneficiària: KERIONICS, SL.
Títol del projecte: Producció d’oxigen in situ en hospitals i instal·la-

cions medicalitzades mitjançant tecnologia de membranes ceràmiques.

Justificació del projecte: Aquest projecte proposa la producció in 
situ d’O2 pur mitjançant la utilització de membranes ceràmiques selec-
tives a O2. Aquesta tecnologia es basa en la capacitat de certs mate-
rials ceràmics de difondre ions oxigen, a través de la seua estructura 
cristal·lina a temperatures superiors a 600 °C. Això es tradueix en una 
separació d’O2 amb selectivitat del 100%, quan s’aplica una diferència 
de pressió o voltatge entre tots dos costats de la membrana. La produc-
ció local i el subministrament d’O2 seria possible amb una instal·lació 
amb aquests components: 1) mòdul de membranes amb capacitat 2-10 
m³ O2/dia; 2) sistema de resistències i bescanviadors de calor per a 
condicionar l’aire entrant; 3) compressor d’aire i regulació de pressió; 
i 4) sistema de neteja i emmagatzemat d’O2 . Amb aquest sistema no 
sols es proveeix d’O2 als hospitals sense necessitat de transport, a més, 
es pot ajustar el volum de producció i puresa segons demanda. Tots 
aquests avantatges posicionen aquesta tecnologia de membranes com a 
complementària a la criogènica, per a una producció descentralitzada i 
en nuclis de població remots o de menor grandària, on es requerisca un 
subministrament continu i d’alta puresa.

Pressupost finançat: 100.000,00 euros.

25. Entitat beneficiària: AIMPLAS Institut Tecnològic del Plàstic

Títol del projecte: Màscara respiratòria reutilitzable enfront de la 
Covid-19 amb filtre intercanviable i pantalla de protecció integrada.

Justificació de l’adjudicació: Equip de protecció on s’integra una 
màscara amb filtre i pantalla de protecció tots dos intercanviables. El 
desenvolupament del producte part d’un disseny propi d’AIMPLAS 
d’una màscara injectable; aquesta, a més, dotarà d’un filtre intercanvia-
ble que evite el pas de microgotes on es dispersa la Covid-19. Juntament 
amb aquest sistema de protecció, la màscara disposarà d’una pantalla 
transparent protectora, que evite el contagi a través del globus ocular. El 
nou producte es produirà mitjançant tecnologies de producció massiva 
com la injecció; a més, les pantalles de protecció a integrar es produiran 
mitjançant tecnologies d’extrusió de làmina, garantint així una produc-
ció elevada ràpida per part d’empreses de la Comunitat. El producte 
podrà posar-se en el mercat en 1 mes, aproximadament. Respecte als 
filtres es comptarà amb la col·laboració de Bioinicia, que té una capa-
citat de producció elevada de filtres. 

Pressupost finançat: 95.000,00 euros.

26. Entitat beneficiària: MILA-ROSA, SA
Títol del projecte: Tecnologia de confecció automatitzada en con-

tinu de màscares reutilitzables a partir de material laminat i viricida.

Justificació de l’adjudicació: Desenvolupament d’una màquina de 
confecció automàtica i en continu de màscares, mitjançant el tall, doble-
gat i unió longitudinal de 2 laterals per ultrasons, amb una producció de 
35 unitats/minut. Estan acabades amb compost actiu enfront de virus i 
bacteris, autoritzat pel Ministeri de Sanitat i l’ECHA. La laminació pro-
posada serà mitjançant un sistema de mil punts o calandratge i adhesiu 
HMPUR, en col·laboració amb AITEX, assegurant tant la unió com la 
respirabilitat. Teixit acabat antimicrobià en la capa intermèdia amb la 
finalitat de trencar la membrana lipídica que envolta el virus. Desenvo-
lupament d’un teixit de calada (també acabat) en la capa externa, per a 
dotar de major resistència el producte i permetre les rentades i esterilit-
zats pertinents, de manera que siga reutilitzable.

Pressupost finançat: 80.500,00 euros.

27. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat 
d’Alacant; IP: Antonio Marcilla

Títol del projecte: Nova màscara amb llit filtrant i tancament per a 
ampliar l’ús d’unitats de nebulització.
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Justificación de la adjudicación: Se propone un diseño efectivo para 
la fabricación de mascarillas respiratorias FFP3. Mayor efectividad al 
incorporar diversos sistemas de filtración y desactivación de virus. La 
posibilidad de impregnar estos adsorbentes con sustancias desinfectan-
tes proporciona un efecto adicional que no incorporan otras mascarillas 
del mercado. Además, se caracterizan por una gran facilidad de cons-
trucción y reducción de costes.

Presupuesto financiado: 53.300,00 euros.

28. Entidad beneficiaria: Consejo Superior de Investigaciones Cien-
tíficas- Instituto de Agroquímica y Tecnología de Alimentos.

Título del proyecto: Desarrollo de una máscara protectora FFP3 
antiviral y biodegradable .

Justificación de la adjudicación: Este proyecto de mascarilla tiene 
como objetivo desarrollar prototipos innovadores escalables de múlti-
ples capas que puedan ofrecer protección FFP3 por medio de nanofibras 
de virucide electrohilado como elemento clave. El proyecto también 
proporcionará una formulación alternativa que es biodegradable. Este 
tipo de producto de mascarilla no existe comercialmente hoy en el mer-
cado. El grupo de investigación tiene más de 18 años de experiencia en 
el desarrollo de nanofibras antimicrobianas. La empresa de biotecnolo-
gía Bioinicia SL, líder mundial en equipos de fabricación de electrohila-
do y materiales basados en nanofibras para el bioespacio, es un spin-off 
del grupo de investigación.

Presupuesto financiado: 100.000,00 euros.

29. Entidad beneficiaria: Fundación Universitas Miguel Hernández 
(Parque Científico).

Título del proyecto: Prototipo de mascarilla FFP3 que consta de 
una carcasa de goma flexible, adaptable y con sistema de filtrado HEPA 
H13.

Justificación de la adjudicación: Diseño y fabricación de mascarilla 
de categoría FFP3 que compensa el filtro tan agresivo que suelen tener 
las mascarillas de este tipo con el aumento del diámetro del filtro, ya 
que al haber más volumen también se permite más flujo de aire. La base 
de la mascarilla se fabrica con elastómero termoplástico que se ajusta 
perfectamente a la cara, la carcasa del sistema de filtración con sistema 
de exhalación se realiza con PLA antibacteriano que lleva incorporado 
un filtro HEPA H13 y por último, cinta elástica para sujetar la mascari-
lla. Es ergonómica, de fácil uso, limpieza y mantenimiento. Puede ser 
de categoría FFP2 o de categoría FFP3 en función de las necesidades.

Presupuesto financiado: 78.106,62 euros.

30. Entidad beneficiaria: Innovación de Aluminio Tecnológico SL.
Título del proyecto: Sistema de desinfección UV de onda corta para 

desinfección de artículos y mercancías
Justificación de la adjudicación: Desarrollo de un nuevo sistema 

túnel con aplicación UV de onda corta para la desinfección de artícu-
los y mercancías que pasen por su interior con diferentes aplicaciones: 
recepción de mercaderías en fábricas y almacenes, cajas de cobro de los 
supermercados o tiendas diversas para la adecuación de los artículos 
adquiridos por sus clientes, que podrán llevárselos a sus casas con la 
garantía de que no introducen contaminación en sus hogares por medio 
de la compra realizada. La aplicación de UV de onda corta es limpia y 
requiere de poco mantenimiento, lo que permite múltiples aplicaciones 
siempre aplicando las medidas de seguridad adecuadas por el personal 
apto y debidamente formado, sobre todo en supermercados. Este equipo 
podrá integrarse en un sistema en continuo o de forma aislada.

Presupuesto financiado: 51.000,00 euros.

31. Entidad beneficiaria: Robotnik SLL.
Título del proyecto: Robot modular para servicio intensivo intra-

hospitalario.
Justificación de la adjudicación: Base robotizada móvil modular 

para varias aplicaciones dentro del hospital. Está diseñado para trabajar 
en entornos colaborativos, cumpliendo con las normativas de seguridad 
requeridas, es descontaminable, con una autonomía de ocho horas de 
trabajo continuo, recarga de entre una y dos horas y con una capacidad 
de carga de 250 kilogramos. Es capaz de crear un mapa de cualquier 
entorno y de navegar de forma autónoma y segura. Puede controlarse 
mediante teleoperación. Conectividad WiFi y 4G. Puede desinfectar 

Justificació de l’adjudicació: Es proposa un disseny efectiu per a la 
fabricació de màscares respiratòries FFP3. Major efectivitat en incor-
porar diversos sistemes de filtració i desactivació de virus. La possi-
bilitat d’impregnar aquests adsorbents amb substàncies desinfectants, 
proporciona un efecte addicional que no incorporen altres màscares del 
mercat. A més, es caracteritzen per una gran facilitat de construcció i 
reducció de costos.

Pressupost finançat: 53.300,00 euros.

28. Entitat beneficiària: Consell Superior d’Investigacions Científi-
ques- Institut d’Agroquímica i Tecnologia d’Aliments

Títol del projecte: Desenvolupament d’una màscara protectora 
FFP3 antiviral i biodegradable.

Justificació de l’adjudicació: Aquest projecte de màscara té com 
a objectiu desenvolupar prototips innovadors escalables de múltiples 
capes que puguen oferir protecció FFP3 per mitjà de nanofibres de viri-
cida electrofilat, com a element clau. El projecte també proporcionarà 
una formulació alternativa que és biodegradable. Aquest tipus de pro-
ducte de màscara no existeix comercialment hui en el mercat. El grup 
d’investigació té més de 18 anys d’experiència en el desenvolupament 
de nanofibres antimicrobianes. L’empresa de biotecnologia Bioinicia, 
SL, líder mundial en equips de fabricació d’electrofilat i materials basats ​​
en nanofibres per al bioespai, és un spin-off del grup d’investigació.

Pressupost finançat: 100.000,00 euros.

29. Entitat beneficiària: Fundació Universitas Miguel Hernández 
(Parc Científic).

Títol del projecte: Prototip de màscara FFP3, que consta d’una car-
cassa de goma flexible, adaptable i amb sistema de filtrat HEPA H13.

Justificació de l’adjudicació: Disseny i fabricació de màscara de 
categoria FFP3 que compensa el filtre tan agressiu que solen tindre les 
màscares d’aquest tipus amb l’augment del diàmetre del filtre, ja que en 
haver més volum també es permet més flux d’aire. La base de la màs-
cara es fabrica amb elastòmer termoplàstic, que s’ajusta perfectament a 
la cara, la carcassa del sistema de filtració amb sistema d’exhalació, es 
realitza amb PLA antibacterià que porta incorporat un filtre HEPA H13, 
i finalment, cinta elàstica per a subjectar la màscara. És ergonòmica, de 
fàcil ús, neteja i manteniment. Pot ser de categoria FFP2 o de categoria 
FFP3 en funció de les necessitats.

Pressupost finançat: 78.106,62 euros.

30. Entitat beneficiària: Innovació d’Alumini Tecnològic, SL.
Títol del projecte: Sistema de desinfecció UV d’ona curta per a des-

infecció d’articles i mercaderies.
Justificació de l’adjudicació: Desenvolupament d’un nou sistema 

túnel amb aplicació UV d’ona curta per a la desinfecció d’articles i mer-
caderies que passen pel seu interior, amb diferents aplicacions: recepció 
de mercaderies en fàbriques i magatzems, caixes de cobrament dels 
supermercats o botigues diverses, per a l’adequació dels articles adqui-
rits pels seus clients, que podran emportar-se a les seues cases, amb la 
garantia que no introdueixen contaminació en les seues llars, per mitjà 
de la compra realitzada. L’aplicació d’UV d’ona curta és neta i reque-
reix poc manteniment, la qual cosa permet múltiples aplicacions sempre 
aplicant les mesures de seguretat adequades pel personal apte i deguda-
ment format, sobretot en supermercats. Aquest equip podrà integrar-se 
en un sistema en continu o de forma aïllada.

Pressupost finançat: 51.000,00 euros.

31. Entitat beneficiària: Robotnik, SLL.
Títol del projecte: Robot modular per a servei intensiu intrahospi-

talari.
Justificació de l’adjudicació: Base robotitzada mòbil modular per 

a diverses aplicacions dins de l’hospital. Està dissenyat per a treballar 
en entorns col·laboratius, complint amb les normatives de seguretat 
requerides, és descontaminable, amb una autonomia de huit hores de 
treball continu, recàrrega d’entre una i dues hores i amb una capacitat 
de càrrega de 250 quilograms. És capaç de crear un mapa de qualse-
vol entorn, i de navegar de manera autònoma i segura. Pot controlar-se 
mitjançant teleoperació. Connectivitat Wifi i 4G. Pot desinfectar pol-
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pulverización, transportar comida o medicamentos, medir temperatura 
del paciente, tomar muestras y pulsaciones, entre otras.

Presupuesto financiado: 71.630,00 euros.

32. Entidad beneficiaria e Investigador responsable: Universitat 
Politècnica de València; IP: Francisco Blanes Noguera.

Título del proyecto: Sistema portable de desinfección masiva por UV.
Justificación de la adjudicación: Plataforma móvil, totalmente trans-

portable a cualquier ubicación para la desinfección de zonas afectadas, 
y que dispone de sistema de desinfección por medio de luz ultraviole-
ta que permite la eliminación del 100% de los gérmenes en un radio 
de dos metros donde la luz incida directamente. No hay existencia de 
contaminación cruzada, ya que en sistema no entra en contacto con ele-
mentos contaminados, no es invasivo, ya que no requiere de químicos, 
y el tiempo necesario para que funcione es mínimo, del orden de 30 
segundos por área de desinfección. Además, después de la desinfec-
ción el área y materiales existentes en ella pueden ser inmediatamente 
utilizados.

Presupuesto financiado: 15.000,00 euros.

33. Entidad beneficiaria: Diseño y Construcción de Maquinaria 
Automatizada, SL.

Título del proyecto: Túnel de rociado para desinfección masiva con 
sistema de inspección térmica.

Justificación de la adjudicación: El objetivo de este sistema es 
detectar que todas las personas que entren en un edificio de oficinas, 
una fábrica, o similares, verifiquen su temperatura corporal y a su vez 
se haga una desinfección completa de ellos y de todos los elementos que 
lleven consigo. El túnel constará de dos fases, una primera de control de 
temperatura a la entrada y otras posterior de rociado. En la primera fase, 
una cámara térmica comprobará la temperatura de la persona, si la tem-
peratura es correcta se iluminará una baliza de color verde y se permitirá 
el paso a la persona dentro del túnel. Si por el contrario la temperatura 
no está en el rango aceptable se iluminara la baliza en rojo y denegará 
el paso. Esta persona será derivada para hacer una comprobación in 
situ del mismo. La segunda Fase constará de un túnel de rociado, este 
túnel contará con 5 arcos de nebulizado de la solución desinfectante 
permitiendo el paso continuado del personal que entra a las fábricas. El 
objetivo de esta segunda fase es crear un ambiente nebulizado con un 
desinfectante no perjudicial a las mucosas, ni a tejidos que envuelvas 
todas las superficies de las personas.

Presupuesto financiado: 55.500,00 euros.

34. Entidad beneficiaria e investigador responsable: Universidad de 
Alicante; IP Jose Angel Berna Galiano.

Título del proyecto: Sistema de detección de aglomeraciones de 
personas basada en una App para smartphones Android.

Justificación de la adjudicación: La situación post-confinamien-
to plantea desafíos el control de aglomeraciones. La Universidad de 
Alicante dispone de un sistema de detección de smartphones basado 
en un dispositivo de bajo consumo energético y pequeño tamaño, inde-
pendiente de la infraestructura de telefonía móvil y con licencia de 
radiofrecuencia de uso libre (Wi-Fi). Este dispositivo detecta señales 
Wi-Fi emitidas con una App para smartphones Android que identifica el 
smartphone con un código único, aleatorio, cifrado y, por tanto anónimo 
(no es posible conocer la identidad del smartphone que emite la señal). 
La App puede funcionar con o sin intervención del usuario, por lo que 
el dispositivo de detección permite conocer el número de smartphones 
con la App activa en un entorno de cientos de metros (kilómetros en 
entornos abiertos). Este dispositivo detector permite conocer en tiempo 
real la concentración de personas y permite evitar aglomeraciones. Eso 
sirve en dos sentidos: para el usuario que se descarga la aplicación, 
poder saber si tiene que esperar para evitar exceso de contacto con otras 
personas y, además, y especialmente, al personal que trabaja en esta-
ciones de transporte público: TRAM, metro etc les puede ayudar para 
gestionar la afluencia de personas a la entrada y la salida de las estacio-
nes, evitando posibles situaciones de contagio. Aunque las horas punta 
suelen estar controladas, esta herramienta puede ayudar a saber si en un 
determinado momento pueden tener una entrada masiva de personas y 
poder gestionar correctamente los accesos y salidas, evitando situacio-
nes de aglomeración.

Presupuesto financiado: 9.550,00 euros.

vorització, transportar menjar o medicaments, mesurar temperatura del 
pacient, prendre mostres i pulsacions, entre altres.

Pressupost finançat: 71.630,00 euros.

32. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat Poli-
tècnica de València; IP: Francisco Blanes Noguera.

Títol del projecte: Sistema portable de desinfecció massiva per UV.
Justificació de l’adjudicació: Plataforma mòbil, totalment transpor-

table a qualsevol ubicació, per a la desinfecció de zones afectades, i que 
disposa de sistema de desinfecció per mitjà de llum ultraviolada que 
permet l’eliminació del 100% dels gèrmens en un radi de dos metres, on 
la llum incidisca directament. No hi ha existència de contaminació cre-
uada, ja que el sistema no entra en contacte amb elements contaminats, 
no és invasiu, ja que no requereix químics, i el temps necessari perquè 
funcione és mínim, de l’ordre de 30 segons per àrea de desinfecció. A 
més, després de la desinfecció l’àrea i materials existents, hi poden ser 
immediatament utilitzats.

Pressupost finançat: 15.000,00 euros.

33. Entitat beneficiària: Disseny i Construcció de Maquinària Auto-
matitzada, SL.

Títol del projecte: Túnel de ruixat per a desinfecció massiva amb 
sistema d’inspecció tèrmica.

Justificació de l’adjudicació: L’objectiu d’aquest sistema és detectar 
que totes les persones que entren en un edifici d’oficines, una fàbrica, 
o similars, verifiquen la seua temperatura corporal i al seu torn es faça 
una desinfecció completa d’ells i de tots els elements que porten amb si. 
El túnel constarà de dues fases, una primera de control de temperatura a 
l’entrada, i una altra posterior de ruixat. En la primera fase, una cambra 
tèrmica comprovarà la temperatura de la persona, si la temperatura és 
correcta s’il·luminarà una balisa de color verd, i es permetrà el pas a la 
persona dins del túnel. Si, per contra, la temperatura no està en el rang 
acceptable, s’il·luminara la balisa en roig i denegarà el pas. Aquesta 
persona serà derivada per a fer-ne una comprovació in situ. La segona 
fase constarà d’un túnel de ruixat, aquest túnel comptarà amb 5 arcs 
de nebulitzat de la solució desinfectant, permetent el pas continuat del 
personal que entra a les fàbriques. L’objectiu d’aquesta segona fase és 
crear un ambient nebulitzat amb un desinfectant no perjudicial a les 
mucoses, ni a teixits, que envolte totes les superfícies de les persones.

Pressupost finançat: 55.500,00 euros.

34. Entitat beneficiària i investigador responsable: Universitat 
d’Alacant; IP José Ángel Berna Galiano.

Títol del projecte: Sistema de detecció d’aglomeracions de perso-
nes, basat en una App per a telèfons intel·ligents Android

Justificació de l’adjudicació: La situació postconfinament plante-
ja desafiaments el control d’aglomeracions. La Universitat d’Alacant 
disposa d’un sistema de detecció de telèfons intel·ligents, basat en un 
dispositiu de baix consum energètic i petita grandària, independent de 
la infraestructura de telefonia mòbil, i amb llicència de radiofreqüèn-
cia d’ús lliure (Wi-Fi). Aquest dispositiu detecta senyals Wi-Fi eme-
sos amb una App per a telèfons intel·ligents Android, que identifica el 
telèfon intel·ligent amb un codi únic, aleatori, xifrat i, per tant, anònim 
(no és possible conéixer la identitat del telèfon intel·ligent que emet 
el senyal). L’App pot funcionar amb intervenció de l’usuari o sense, 
per la qual cosa el dispositiu de detecció permet conéixer el nombre 
de telèfons intel·ligents amb l’App activa, en un entorn de centenars 
de metres (quilòmetres en entorns oberts). Aquest dispositiu detector 
permet conéixer, en temps real, la concentració de persones i permet 
evitar aglomeracions. Això serveix en dos sentits: per a l’usuari que es 
descarrega l’aplicació, poder saber si ha d’esperar per a evitar excés de 
contacte amb altres persones; i, a més, i especialment, al personal que 
treballa en estacions de transport públic: TRAM, metro, etc., els pot 
ajudar per a gestionar l’afluència de persones a l’entrada i l’eixida de les 
estacions, evitant possibles situacions de contagi. Encara que les hores 
punta solen estar controlades, aquesta eina pot ajudar a saber si, en un 
determinat moment, poden tindre una entrada massiva de persones, i 
poder gestionar correctament els accessos i eixides, evitant-hi situacions 
d’aglomeració.

Pressupost finançat: 9.550,00 euros.
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